Santiago,  treinta de junio de dos mil diez.


Vistos:  


Que se ha ordenado instruir esta causa número de rol 15.260, para investigar la comisión de los delitos de fraude y estafa al Fisco de Chile, previstos y sancionados en los artículos 239, 468 y 473 del Código Penal, y la participación que les cupo a Carlos Enrique Cruz Lorenzen, natural de Santiago, 58  años, casado, ingeniero comercial, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 6.065.502-2, Sergio Cortés Castro, natural de Chuquicamata, 44 años, casado, ingeniero comercial, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 9.292.626-6, Roberto Salinas Briones, natural de Santiago, 41 años, casado, ingeniero civil,  nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 9.910.366-3, Héctor Quiroz Astorga, natural de Santiago, 42 años, casado, constructor civil, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 9.994.190-1, Sergio Hinojosa Ramírez, natural de Concepción, 44 años, casado, ingeniero comercial, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 9.029.961-1, Ramón Silva Améstica, natural de  Valparaíso, 57 años, casado, ingeniero civil consultor, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 5.431.065-K, Marco Luraschi Pandolfi,  natural de Concepción, 39 años, casado, ingeniero agrónomo, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 11.492.558-6, Abdón Naim Pajundakis, natural de Vallenar, 44 años, casado, ingeniero civil, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 8.030.177-4, Sergio Miguel González Tagle, natural de Santiago, 56 años, viudo, ingeniero, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 4.778.204-K, Víctor Daniel Rey Pozo, natural de Peralillo, 63 años, casado, economista agrario, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 4.543.375-7, Francisco Aguirre Arias, natural de Santiago, 55 años, casado, ingeniero agrónomo, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 5.892.253-6, Jorge Echenique Larraín, natural de Santiago, 69 años, casado, ingeniero agrónomo, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 3.921.858-5, Francisco González del Río, natural de La Serena, 70 años, casado, ingeniero agrónomo, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 3.701.411-7, Jorge Antonio Quiroz Castro, natural de Valparaíso, 45 años, casado, economista, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 7.244.899-5, Eduardo Alberto Valenzuela Freraut, natural de Santiago, 45 años, casado, ingeniero civil, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 9.095.339-7, Luis Gustavo Arrau del Canto, natural de Santiago, 56 años, casado, ingeniero civil,  nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 5.892.384-2, Alejandro Gutiérrez Arteaga, natural de Santiago, 61 años, casado, ingeniero comercial y economista, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 5.316.917-1, Ricardo Daniel Paredes Molina, natural de Santiago, 51 años, casado, ingeniero comercial, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 7.180.544-1, Héctor Peña Véliz natural de Inca de Oro, 54 años, casado, consultor, nunca antes procesado, sin apodos, cédula de identidad número 6.805.552-0, Luis Antonio Jara Núñez, natural de Santiago, 40 años, casado, empresario, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 10.397.402-K, Yerko Mauricio General Carrasco, natural de Los Vilos, 42 años, casado, contador auditor, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 9.294.998-2, Eduardo Bartholin Zanetta, natural de Santiago, 69 años, casado, ingeniero civil, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 3.872.798-2, Gonzalo Castillo Navasal, natural de Santiago, 41 años, casado, ingeniero civil, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 9.095.726-0, Nassir Sapag Chain, natural de San Antonio, 58 años, casado, ingeniero comercial, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 6.155.954-K, Francisco Donoso Díaz, natural de Santiago, 55 años, casado, sociólogo, economista y consultor, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 5.196.208-7, María Dolores Rufián Lizana, natural de Alcalá La Real Jaen (España), 49 años, casada, abogado, nunca antes detenida ni procesada, sin apodos, cédula de identidad número 14.480.187-3, Leonel Vivallos Medina, natural de Santiago, 45 años, casado, ingeniero civil, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 8.861.520-4, Oscar Araos Guzmán, natural de Santiago, 52 años,  casado, ingeniero civil, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 7.078.953-1, Carlos Estanislao Calderón Pinto, natural de Santiago, 55 años, casado, ingeniero civil, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 6.757.748-5, y a Luis Alfredo Solar Pinedo, natural de Santiago, 42 años, casado, ingeniero civil, nunca antes detenido ni procesado, sin apodos, cédula de identidad número 10.347.293-8.


Rolan en estos autos partes de la Brigada Investigadora de Delitos Económicos de la Policía de Investigaciones de Chile signados con los números 917 de 11 de febrero de 2003, por el que se remiten las declaraciones policiales prestadas por diferentes personas y que rola a fojas 1.725 y siguientes, 943 de 12 de febrero de  2003 y que rola a fojas 2.021 y siguientes, 1.063 de 19 de febrero de 2003 y que rola a fojas 2.308 y siguientes, 1.208 de 28 de febrero de 2003 agregado a fojas 2.834 y siguientes, 1.191 de 27 de febrero de 2003 y que rola a fojas 2.845 y siguientes, 1.374 de 10 de marzo de 2003 a fojas 3.081 y siguiente, 1.644 de  24 de marzo de 2003 que rola a fojas 4.282 y siguiente, 1.730 de 27 de marzo de 2003 y que rola a fojas 4383 y siguiente,  4.163 de 18 de julio de 2003 y que rola a fojas 5.745 y siguientes, 4.783 de 18 de agosto de 2003 y que rola a fojas 5.886, 4857 de 22 de agosto de 2003 y que rola a fojas 5.913, 4.866 de 22 de agosto de 2003 y que rola a fojas 6.003, 4.860 de 22 de agosto de 2003 y que rola a fojas 6.044, 2.378 de 15 de abril de 2004 y que rola a fojas 7.462 y siguientes, 3.906 de 10 de junio de 2004 y que rola a fojas 7.716 y siguientes,  6.263 de 15 de septiembre de 2004 y que rola a fojas 8.215, 7.006 de  21 de octubre de 2004 y que rola a fojas 11.904, 1.825 de 26 de mayo de 2006 y que rola a fojas 12.019, 5.335 de 27 de octubre de 2008 y que rola a fojas 12.611. En el cuaderno signado con la letra A también rolan partes de la Brigada Investigadora de Delitos Económicos de la Policía de Investigaciones de Chile signados con los números 4.439 de 2 de julio de 2004 que rola a fojas 2.131 y siguientes, 5.325 de 6 de agosto de 2004 que rola a fojas 2.160,  5.327 de 6 de agosto de 2004 que rola a  fojas 2.171, 6.627 de 30 de septiembre de 2004 que rola a fojas 2.257, 7.309 de 3 de noviembre de  2004 que rola a fojas 2.360, 1.379 de 21 de marzo de 2005  que rola a fojas 2.736 y siguiente, 2.268 y siguientes  de 4 de mayo de 2005 que rola a fojas 2.927, 5.105 de 12 de septiembre de 2005 que rola a fojas 3.254.

Además rola querella presentada por doña Evelyn Matthei Fornet y don Víctor Pérez Varela, Senadora de la República y Diputado, respectivamente, y que rola a fojas 8.532 y siguientes, complementada a fojas 8.550 y siguientes.

También constan las declaraciones prestadas por los funcionarios de la Policía de Investigaciones de Chile señores Christian Alberto Caamaño Soto a fojas 3.834, Marcelo Alberto Romero Saavedra a fojas 3.836, Mauricio Ernesto Briones Lecaros a fojas 3.859, Héctor Claudio Soto Candia a fojas 3.860;  Francisca Alejandra Marchant Portugués a fojas 3.861, Víctor Andrés Martínez Montesinos a fojas 3.863, César Humberto Rocuant Cornejo fojas 3.864 y 11.202; oficios del Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, señor Javier Etcheberry Celhay, signados con los números 09 de 16 de  diciembre de 2002, 28, 30, 31 de 13, 18 y  21 de febrero de 2003 y  58 sin fecha y que  rolan a fojas 1.991, 2.146, 2.485 y 3.686, 668 de 27 de febrero de 2003 y que rola a fojas 2.631, 84 de 24 de marzo de 2003 y que rola a fojas 3.796, 79 de 21 de marzo de 2003 y que rola a fojas 4.248 y siguiente, 77 de 19 de marzo de 2003 y que rola a fojas 4.378 y siguiente,  86 de 26 de marzo de 2003 y que rola a fojas 4.425, 97 sin fecha y que rola a fojas 4.873,  128 del 9 de diciembre de 2003 y que rola  fojas 6.641, 91 de 7 de abril de 2003 y que rola a fojas 4.885, 10 de 10 de marzo de 2004 y que rola a fojas 7.174, 12 de 9 de abril de 2003 y que rola a fojas 4.611, 30 de 15 de septiembre de 2004 y que rola a fojas 8.279, 34 de 16 de octubre 2004 y que rola a fojas  8.310, 38 de 19 de octubre de 2004 y que rola a fojas 8.315, 39 de 19 de octubre de 2004 y que rola a fojas 8.319, 1.470 de 1 de diciembre de 2003 y que rola a fojas 6.634,  49 de 1 de diciembre de 2004 y que rola a fojas 8.857; oficio del Secretario General de la Universidad  de Chile, señor Antonio Zapata Cáceres, signado con el número 369 de 12 de febrero de 2004 y que rola a fojas 6.942; oficio de la Contraloría General de la República, División de la Vivienda y Urbanismo y Obras Públicas y Transportes, signado con el número 52.621 de 21 de octubre de 2004 y que rola a fojas 8.530 y número 15 de 26 de octubre de 2006 y que rola a fojas 11.229; oficio del Banco de Crédito e Inversiones de 3 de abril de 2003 y que rola a fojas. 4.651, oficio del Banco Estado que rola a fojas. 4.654, oficio de Corp Banca de 25 de marzo de 2003 y que rola a fojas. 4.677, oficio del Citibank que rola a fojas 4.679, oficio del Banco del Desarrollo que rola a fojas 4.875; oficio de la Superintendencia de Bancos y Financieras de 1 de abril de 2003 y que rola a fojas 4.678; oficio del Decano de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, señor Joseph Ramos Quiñones signado con el número 19 de 20 de marzo de 2003 y que rola a fojas 3.827; oficio del sub Contralor General de la República, doña Noemí Rojas Llanos, de 7 de febrero de 2003 que rola a fojas 1.620  y de 18 de febrero de 2003 que rola a fojas 2.182, número 18.024 de 6 de mayo de 2003  que rola a fojas 4.924 y número  25.571 de 18 de enero de 2005 que rola a fs. 9.046; oficio del Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Juan Toro Rivera, signado con el número 143 de 30 de julio de 2003 y que rola a fojas 5.785, mediante los cuales se remiten documentos solicitados por el tribunal; oficio del Coordinador General de Concesiones, señor Camilo Rojas Bascuñán, signado con el número 937 de 12 de agosto de 2003, que rola a fojas 5.967 y siguientes, por el que remite documentación solicitada; oficio del Director Regional Metropolitano Santiago Centro, señor Hugo Horta Barahona, que rola de fojas 80 a 91; oficio del Contralor General de la República subrogante, signado con el número 39.060 de 12 de octubre de 2000, que rola a fojas 248, oficio del Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Juan Toro Rivera, signado con el número 51 de 24 de marzo de 2003 que rola a fojas 3.787;  oficio de la Fiscalía del Banco Central de Chile signado con el número 79 de 24 de enero de 2006 y que rola a fojas 10.537, oficio del Ministro de Hacienda señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, signado con el número 207 de 10 de marzo de 2006 y que rola  fojas 10.644 y siguientes; oficios del Ministro de Hacienda, señor  Andrés Velasco Brañes,  signado con el número 655 de 26 de julio de 2006 y que rola a fojas 10.916 y sgte., 356 de 23 de abril de 2007 que rola a fojas 11.753, 412 de 26 de mayo de 2006 que rola a fojas 11.775; documentos que rolan de fojas 25 a 26,  51 a 58, 119, 142, 244 a 248, 250 a 447, 510 a 533, 537 a 546, 572 a 577, 580 a 672, 691 a 718, 723 a 724, 740 a 758, 772, 775 a 779, 783, 801 a 818, 900 a 903, 906 a 919, 959 a 968, 973 a 978, 989 a 1.045, 1.071 a 1.074, 1.090, 1.218, 1.253 a 1.299, 1.322 a 1.324, 1.326 a 1.336, 1.354 a 1.362, , 1.364 a 1.373, 1.392, 1.404 a 1.530, 1.544, a 1.620, 1.631 a 1.633,  1.666 a 1.682, 1.736 a 1.752, 1.809 a 1.871, 1.008 a 2.020 2.090 a 2.092, 2.155 a 2.159,  2.200 a 2.299, 2.318 a 2.321,  2.325 a 2.346 2.350 a 2.353, 2.356 a 2.390, 2.447 a 2.452, 2.470 a 2.474, 2.502 a 2.506, 2.524, a 2.541, 2.554 a 2.558, 2.563 a 2.573, 2.622 a 2.623, 2.657 a 2.709, 2.747 a 2.806, 2.859 a 2.898, 2.911 a 2.933, 2.999 a 3.006, 3.173 a 3.175, 3.180 a 3.218, 3.607 a 3.684, 3.711, a 3.770, 3.797 a 3.826, 3.851 a 3.853, 4.564 a 4.576, 4.579 a 4.586, 4.602 a 4.604, 4.636 a  4.648, 4.844 a 4.872, 4.886 a  4.893, 4.978 a 4.981, 5.022 a 5.028,  5.132 a 5.186, 5.523 a 5.526, 5.787 a 5.806, 6.116 a 6.120, 6.553 a 6.619, 6.634 a 6.640, 7.248 a 7.257, 7.268 a 7.269, 8.196 a 8.214, 8.967 a 9.045, 9882 a 9.891, 9.940 a 9.942, 10.032 a 10.076, 10.081 a 10.084, 10.100 a 10.109, 10.141 a 10.180,  10.407 a 10.408, 10.944 a 10.962,  11.519 a 11.525, 11.561 a 11.566, 11.613 a 11.657, 11.698 a 11.700, 11.986 a 11.999, 12.058 a 12.087; acta de inspección personal del tribunal que rola a fojas 451; cintas magnéticas incautadas de las dependencias de la Coordinación General de Concesiones según consta del acta de fecha 20 de octubre de 2004, que rola 11.897 y siguientes, certificados que rolan a fojas 549 y siguientes, a fojas 8.954 y a fojas 9.529; comunicaciones remitidas vía correo electrónico que se obtuvieron de las cintas incautadas por el tribunal y que rolan de fojas 9.483 a fojas 9.528; legajo que da cuenta de la impresión de la información obtenida de los discos compactos incautados conforme a resolución de fojas 9.849 bis; acta de incautación que rola a fojas 11.897 y siguiente; documentos guardados en la custodia del tribunal bajo los números 1, 2, 3, 99, 100, 101, 104, 105, 106, 107, 108, 109, 110, 111, 112, 113, 114, 116, 117, 118, 119, 120, 121, 122, 123, 124, 125, 126, 127, 128, 129, 1678, 130, 131, 132, 133, 134,  135, 137, 138, 139, 140, 141,  144, 145, 147, 148, 151, 152, 166, 168, 169, 170, 171, 172, 173, 174,  177, 181, 184, 185, 188,  191, 193, 227, 229, 232, 246, 260, 265, 276, 162, 164, 226, 286, 287, 288, 334, 350, 358, 369, 380, 381, 386, 388, 390, 395, 408, 434, 454, 460, 461, 468, 469, 483, 489, 513, 514, 519, 524, 532, 534, 535, 536, 550, 551, 566, 561, 567, 568, 585, 587, 606, 638, 655, 656, 657, 662, 663, 682, 683, 695, 696, 697, 699, 704, 705, 712, 713, 729, 730, 743, 745, 752, 782, 795, 834, 839, 857, 861, 862, 871, 872, 873, 882, 893, 7, 10, 11, 14, 15, 22, 35, 46, 48, 51, 52, 53, 54, 1.611, 1.664, 1.678, 1.684, 1687, 1.782, 1.803, 2.256, 2.344, 2.350, 2.395, 2.531, 2.532, 2.544, 2.558;  informe pericial contable evacuado por el perito señor Jorge San Martín  Zavala que rola a fojas 3.524 y siguientes; preinforme pericial evacuado por la perito doña Wilma Ureta Castillo y que rola a fojas 4.675 y  6.121 y siguientes, 7.320 a 7.371,  8.671 y siguientes y 9.052 y siguientes;  preinforme pericial contable que rola a fojas 6.121 y siguientes, informe pericial contable que rola a fojas 6.458 y siguientes y 6.685, preinforme  que rola a fojas 7.111 y siguientes e informe pericial contable que rola a fojas 11.374 y siguientes, evacuados por el perito judicial don José Luis Varela González;  informe pericial del perito judicial don Eugenio Larraín Barros de fojas 10.398 y siguientes; informe pericial evacuado por Ingeniería DICTUC de 7 de febrero de 2006  y que rola a fojas 11.961 y siguientes; informe pericial contable evacuado por la Policía de Investigaciones de Chile, Laboratorio de Criminalística, signado con el número 375 de 22 de octubre de 2008 que rola a fojas 12.534 y siguientes; informe pericial fotográfico de la Policía de Investigaciones de Chile signado con el número 2.867 de 8 de noviembre de 2004 que  rola a fojas 11.933 y siguiente.
Asimismo, constan las declaraciones prestadas por Sara Cristina Oliva Martínez  a fojas  4 y siguientes, 78 y siguientes, 213 y siguientes, Marta del Carmen Martínez Fuentes a fojas 62 y siguientes, 93, 218 y siguientes,  Ximena del Pilar Castillo Muñoz a fojas 143 y siguientes, Vicente Patricio Manuel Tombolini Véliz a fojas 146 y siguientes, 184, 222, 249, 553, 763 vuelta, Javier Etcheberry Celhay a fojas 148 y siguientes, Guillermo Díaz Silva a fojas 151, 673, 2.899 y siguientes, Luis Alejandro Chaparro Cavada a fojas 152 y siguientes, 183, 762, Lautaro Guillermo Pérez Contreras 223 y siguientes, Germán Ignacio Molina Valdivieso a fojas 225 y siguientes, 317 y 774, 2.944 y siguientes,  Cristián Humberto Nicolai Orellana a fojas 452, Juan Carlos Latorre Carmona a fojas 493 y siguientes, 4.577 y siguiente, 9.596, Ricardo Osvaldo Trincado Cvjetkovic a fojas 674, Jorge Fabián Torres González a fojas 675 y siguiente, 1.473, 9.579, 11.936, y sgtes., Aliro Verdugo Lay a fojas 780 y siguiente,  Juan Carlos Véliz Hernández de fojas 786 y siguiente, 4.941, 9.581 y siguiente, José Luis Larroucau Reíste a fojas 852 y siguiente, Jaime Manuel Tohá González a fojas 854 y 4.614, María Teresa Valenzuela Silva a fojas 882 y siguiente, Osvaldo Everardo Aguayo Zamora a fojas 895 y siguiente, Gladys Paulina Cristina Antezana Núñez a fojas 897 y siguiente, Daniela María Devoto Mehr a fojas 904 y siguiente, Eduardo Salvador Abedrapo Bustos a fojas 924 y siguiente, Leonardo Próspero Daneri Jones a fojas 948 y siguiente y 951, Gladys Pamela Gómez Santos a fojas 957 y siguiente,  Leopoldo Luis Isaac Lorenzini Teperman a fojas 1.056 y siguientes, Patricio Fernando Estay Poblete a fojas 969, Paula Andrea Soto Muñoz a fojas 971, José Jorge Raimundo de Araujo a fojas 1.059 y siguiente y 4.557 y siguientes, Enrique Alberto Elgueta Gálmez a fojas 1.061 y siguientes y 1.872, Hernán Eduardo González Carvajal a fojas 1.065, Carolina Patricia Quintana Melanchthon a fojas 1.067, Erika Patricia Araneda Silva a fojas 1.069 y siguiente y 7.086, Ximena Liliana Pérez Muñoz a fojas 1.075, Claudia Viviana De la Rivera Caroca  a fojas 1.203, Pablo Hernán Anguita Salas a fojas 1.204 y siguientes, 1.683 y siguiente, 2.113, 9.534, 10.692 y 16.904, José Arturo del Río Leyton a fojas 1.215,  Carolina Andrea Cisterna Aravena a fojas 1.225, Patricia del Carmen Fuentes Benavente a fojas 1.226, 11.168 y 11.471, Rodrigo Daniel Muñoz Luna a fojas 1.227, María Angélica Arellano Escalera a fojas 1.229 y siguiente y 2.106,  Hernán Claudio Doren Lois a fojas 1.231, Angélica Celia Rivera Guajardo a fojas 1.232, José Aurelio Dutra Jacinto a fojas 1.241, David Enrique Guzmán Silva a fojas 1.243 y siguiente y 1.363, Cristian Humberto Peña Torrealba a fojas 1.320 y siguiente, 2.489, Julio Rafael Crovetto Roba a fojas 1.325, Juan Narciso Ramón Rusque Alcaíno a fojas 1.337 y siguiente, Patricio Eugenio Pérez Bassi a fojas 1.543, Gustavo Leonel Alfaro Varela a fojas 1.621 y siguiente, Paula Javiera Parma Romero a fojas 1.623 y siguiente, Guillermo Alfonso Brundl Arenas a fojas 1.625, Carlos Alberto Uribe Bascur a fojas 1.629 y siguiente, Eduardo Leopoldo Santiago D”Hainaut García a fojas 1.654 y siguiente, Javier Fernando Alberto Narbona Naranjo a fojas 1.664 y siguiente, Ximena Marta Tudela Rubilar a fojas 1.687 y siguiente y 6.020, Ricardo Badilla Ohlbaum a fojas 1.689 y 9.532, Juan Félix Lobos Díaz a fojas 1.691 y 4.988, Mónica María Pardo Pardo a fojas 1.807, Jorge Pablo Chávez Weisser a fojas  1.875 y siguientes, Gabriela Mercado Bugarin a fojas 2.625, Luis Humberto Ayala Riquelme a fojas 2.005 y siguientes, 9.769 y sgte. y 11.955 y sgte., Álvaro Rodrigo Parra Patiño a fojas 2.150, Paula Linda Cruz García a fojas 2.160, Héctor Raúl Antonio Henríquez Recabarren a fojas 2.189, Andrés Ricardo Elgueta Gálvez a fojas 2.196,  Juan Manuel Torres López a fojas 2.445 y siguiente, Alia Georgina González Sajuria a fojas 2.453, Patricio José Browne Covarrubias a fojas 2.496 y siguiente, Walter Hernán Bruning Maldonado a fojas 2.500 y siguiente, Sergio Antonio Salinas Rojas a fojas 2.509 y siguiente, Miguel Alejandro Espinosa Bustos a fojas 2.544, Raúl Alejandro Herrera Labarca a fojas 2.545, 4.968 y siguientes, 7.194  y siguiente, Juan Alberto Facuse Meléndez a fojas  2.552 y siguiente, Rafael Hernán Ibarra Coronado a fojas 2.559 y siguientes y 6.629, Mario David Inzunza Canales a fojas 2.562, Mario Andrés Tala Delgado a fojas 2.574, Marcos Javier Serrano Ulloa a fojas 2.594, Francisco Javier Ortúzar Figueroa a fojas 2.621, Nelson del Carmen Belmar Lobos a fojas 2.624, Gabriela Elena Mercado Bugarín a fojas 2.625, Daniel Iván Jana Calderón a fojas 2.653 y siguientes, Guillermo Ricardo Díaz Silva a fojas 151, 673, 2.899 y siguientes, y 1.015 de la letra A, Helmuth Stehr Wilckens a fojas 2.904, Dino Francisco Navarro Muñoz a fojas 2.906, 6.522, 10.009 y siguiente, Flavia Catalina  Maldini Benítez a fojas 2.908,  Daniel Lourdes Hurtado Parot a fojas 2.941, René Beltrán Silva Muñoz a fojas 2.955 y siguientes,  Enrique Oehnert Coster a fojas 2.997, Marisol Andrea del Carmen Ríos Tobar a fojas 3.007 y siguiente, Miguel Raúl Calvo Aguirre a fojas. 3.016, José Enrique Calcagni Castillo a fojas 3.077, María Soledad Valenzuela Molina a fojas 3.179, Víctor Manuel Bezanilla Saavedra de fojas 3.241, Gabriel Ángel Pino Zuñiga a fojas 3.244, Ubaldo Javier Taladriz Truhán a fojas 3.246 y 4.758, Osvaldo Rodolfo Dunner Reich a fojas 3.252 y siguientes, Claudia Francisca Peirano Rodríguez a fojas 3.257 y siguientes, 3.277 y siguiente, 3.901, 4.439, 4.600 y 8.028 y siguientes, Eduardo Marcelo Larrabe Lucero a fojas 3.261, Germán Adolfo Escobar Casanova a fojas 3.263, Carlos Ramón Freire Canto a fojas 3.267 y siguiente, Jaime Sergio Ossa Pretot a fojas 3.269, Marco Antonio Cañete Bahamondes a fojas 3.270, Marco Antonio Sosa Fernández a fojas 3.288, Claudio Agustín Cucurella Cárcamo a fojas 3.290, Jorge Patricio Piddo Dacaret a fojas 3.291 y siguiente, Jorge Fernando Maureira Frazier a fojas 3.293 y siguientes,  Oscar Alfredo Melo Contreras a  fojas 3.305, Fernando José Echeverría Vial a fojas 3.311, Donaldo Astorga Macload a fojas 3.316, Horacio Miguel Musante Hinrichsen a fojas 3.317, Paulo Felipe Bezanilla Saavedra a fojas 3.341 y siguiente, Guillermo Cabrera Fajardo a fojas. 3.502, Claudio Edgardo Flores Aqueveque a fojas 3.519 y siguiente, Antonio Federico Caram Caram a fojas 3.696, Sergio Francisco Icaza Pérez a fojas 3.705 y siguiente, Florencio Manuel Correa Bazanilla a fojas 3.829,  Osvaldo Alejandro Larrañaga Jiménez a fojas 3.830 y siguientes, Armando Enrique Álvarez Trujillo a fojas 3.833, Luis Alfredo Riveros Cornejo a fojas 3.849 y siguiente,  Joseph Rafael Ramos a fojas 3.862, Oscar Melo Contreras a fojas 3.305, Gisella Andrea Aguirre Rosenbaum a fojas 4.562, Enrique Rafael Ponce de León Milnes a fojas 4.440 y siguiente y 5.267, Soledad Cabello Sanhueza a fojas 4.822,  Héctor Antonio Villalobos Santelices a fojas 4.760,  Hugo Eugenio Rivas Lombarda a fojas 4.771, Guillermo Elías Cumsille Garib a fojas  4.772, Soledad del Pilar Cabello Sanhueza a fojas 4.822 y siguiente, Gabriel Celles Van Schouwen a fojas 4.836, Tomás Enrique Olivares Ramírez a fojas  4.838, Sergio Merino Gómez a fojas 4.883, Lidia Juana Aguilera Burgos a fojas 4.927 y siguientes, 4.938 y 4.942, Patricia Verónica Mardones Fuentes a fojas 4.943, Mauricio Gabín de la Barra Parada a fojas 4.944,  Marisel Rita Gibbs Robles a fojas 4.946 y 6.499, César Alberto Gamboa Ibacache a fojas 4.948 y 4.966, Jaime Alfonso Parada Ibáñez a fojas 5.007; Mauricio Enrique Arretx Spoerer a fojas 5.076, María Yannette Marchioni Matus a fojas 5.080, Pedro Antonio Salazar Rodríguez a fojas 5.105, Omar Silverio Oyaneder Casanova a fojas 5.587, Carlos Patricio Aravena Salinas a fojas 5.673, Carlos Alberto Uribe Bascur a fojas 5.910, José Gabriel Solar Pinedo a fojas 6.088, José Ricardo Melo Downey a fojas 6.091, Rosa Eliana Bertossi Aravena a fojas 6.097 y siguiente, Alonso Manuel Peralta Díaz a fojas 6.111, Hernán Patricio Molina Hermosilla a fojas 6.350 y 9.588, Jorge Ramiro Cobián Vergara  a fojas 6.377 y 11.858, René Luis Gómez Díaz a fojas 6.384, Javier Richard Rivas Velásquez a fojas 6.517 y siguientes, 6.652 y siguientes, 10.465 y 11.703, Dino Francisco Navarro Muñoz a fojas 6.522 y siguiente y 10.009,  Wilma del Carmen Espinoza Zapatel a fojas 6.625 y siguiente y 10.012, Cecilia Patricia Hormazábal Sánchez a fojas 6.627 y 10.007,  Mauricio Conrado Morales Cid a fojas 6.655 y siguiente, Sergio Antonio Alburquenque Lillo a fojas 6.697 y siguientes, Fernando José Alfonso Arriagada Norambuena a fojas 6.890 y siguientes, Pedro Andrés Martínez Jara a fojas 6.903, Marcelo Eliseo González Campos a fojas 7.496, Alfredo del Valle Vergara a fojas 7.547, Leslie Dalila Arredondo Lepe a fojas  7.734 y siguientes y 8.122, Michael Brougham Rodd a fojas 8.006, Rosa Genoveva Aravena Aravena a fojas 8.018 y 8.172, Jorge Andrés Carter Arancibia a fojas 8.123, Osvaldo Alejandro Larrañaga Jiménez a fojas 8.040 y siguientes, Enrique Isaac Paris Horvitz a fojas 8.048 y siguientes y 8.960,  Julio Efraín Toro Cepeda a fojas 8.065 y siguientes y 9.533, Sergio Alejandro Escobar Jofré a fojas 9.170, Rafael Jorge Urreola Urbina a fojas 9.535, Sandra  Fabiola Pasten Pizarro a fojas 9.578, Humberto Eduardo Torres González a fojas 9.600-13,  11.941 y 11.942, Osvaldo Ignacio Torres Gutiérrez a fojas 9.600-17 y siguiente, Rogelio Edgardo Henríquez Pizarro a fojas 9.600-31 y 9.603, Ricardo Arturo Katz Bianchi a fojas 9.634, Irene del Carmen Molina Hermosilla a fojas 9.846, Iván Alfredo Cisterna Aravena a fojas 9.995 y 11.472, Ricardo Lagos Escobar a fojas 10.609 y siguientes, Luis Eugenio del Carmen Larraín a fojas 10.652, Guillermo Ramón Pickering De la Fuente a fojas 10.754 y sgtes, Carolyn Elizabeth Cornejo Valenzuela a fojas 10.981, Ana María Bobadilla Véliz a fojas 10.982, Paola Herrera Quiñones a fojas 10.984, Paulina Paz Sepúlveda Cepeda a fojas 10.985, Auda Nora Padilla Vásquez a fojas 10.986, Juan Carlos Figueroa Gajardo a fojas 10.989, María Angélica González Gómez a fojas 10.991, Juan Rodrigo Lira Barra a fojas 10.992, María Soledad Miguel Cabrera a fojas 11.058, Brunilda Inés Gallardo Pohl a fojas 11.060 y sgtes., Juan Francisco Mesías Mac-Innes a fojas 11.067, René Briones Serrano a fojas 11.063, Mauricio Enrique Deschamps González a fojas 11.064, Cristhian Augusto Mesías Mac-Innes a fojas 11.065, Carolina Angélica Rodríguez Hernández  a fojas 11.113, Patricia del Carmen Pinto Kaldez a fojas 11.115, Evelyn de las Mercedes Santibáñez Rittes a fojas 11.117, Carolina Andrea Vidal Vergara a fojas 11.119,  Víctor Manuel Bello Sanhueza a fojas 11.124, Bernardita del Carmen Hinojosa Sanhueza a fojas. 11.137, Oriana Ivonne Cayupe Maldonado a fojas 11.150, Héctor Samuel Pasten Chávez a fojas 11.154, Lucía de las Mercedes Vásquez Mendoza a fojas 11.161, Carola del Pilar Sáez Espinoza a fojas 11.162, Christian Eduardo Fuentes Avilés a fojas 11.163, Pamela Marcela Dalmazzo Tudela  a fojas 11.164, Claudia Paz Bruna Díaz a fojas 11.169, Marcela Alejandra Andrade Fuentes a fojas 11.170, Catherine Solange Gómez Concha a fojas 11.176, Jorge Mexin Saavedra Rojas a fojas 11.177, Marcela Verónica Jara Pinilla a fojas 11.178, Jorge Jaime Shaulshon Brodsky a fojas 11.234 y sgtes., José Eugenio Becerra Jiménez a fojas 11.250, Paola Karina Calderón Rojas a fojas 11.251, María Bernardita Amigo Verdejo a fojas 11.270, Sergio Antonio Manríquez Navarrete a fojas 11.271, Roberto Javier Carvallo Núñez a fojas 11.272, Cristian Rodrigo Villalobos Romero a fojas 11.273, Julen Catherine Birke Abaroa  a fojas 11.345, Cristian Mauricio Fajardo Rubio a fojas 11.349, Norman Alberto Partarrieu Padilla a fojas 11.351 y 11.353, Claudia Roxana Parada Vilches a fojas 11.358, Yorka Ivonne Valdés Valdés a fojas 11.360, Ulises Augusto Nanjarí Vargas  a fojas 11.361, Jaime Patricio Herrera Ferrada a fojas 11.363, Carlos Domingo Mora Prandel  a fojas 11.365 y sgtes.,  Pedro Antonio Muñoz Muñoz  a fojas 11.368, Patricia Zoila Israel Korenblit  a fojas 11.369,  María Patricia Henríquez Orellana  a fojas 11.370, Patricia del Carmen Fuentes Benavente  a fojas 11.471, Iván Alfredo Cisterna Aravena  a fojas 11.472, Denisse Andrea Joo Astorga a fojas. 11.474, Carlos Alberto Gárate Sánchez  a fojas 11.502, Susana Gloria Larraín Villanueva a fojas 11.503, Alex Henry Chellew Murillo a fojas 11.512, Carlos Andrés Inostroza Bilbao  a fojas 11.513, Patricio Hernán Zapata Valenzuela a fojas 11514 y sgte, Daniel Eduardo Sánchez Fariña a fojas 11.539, Juan Guillermo Hurtado Neira a fojas 11.540, Marco Andrés Garrido Domínguez a fojas 11.543-B, Jorge Alejandro Lankin Vega a fojas 11.545, Inés Paulina Mori, a fojas 11.567, María Isabel Chanzú Smith  a fojas 11.658, Sabina Ercira Melgarejo Rivera a fojas 11.772 y sgtes, Jorge Ramiro Cobián Vergara a fojas 11.858, José Claudio Alfaro Valdivia a fojas 11.861, Juan Enrique Samuel Cruz Salas  a fojas 11.957, Jorge Elías Llarlluri Beltrán a fojas 11.959,  Paola Andrea Zuñiga Infante a fojas 16.905; declaraciones prestadas en el cuaderno signado con la letra A y que son las siguientes: Ivannia Isabel Goles Barrientos a fojas 354 y sgtes., y 1.946,  José Luis Larroucau Reitze a fojas 356 y sgtes. Juan Carlos Véliz Hernández a fojas 389 y sgtes., César Alberto Gamboa Ibacache a fojas 440 y sgte., Emilia Rossana  Galarce Muñoz a fojas 460,  464 y sgte., 1.532 y 1.636,  Edith del Pilar Concha Aspe a fojas 502 y sgte., Juan Antonio Arrese Luco a fojas 546 y sgte., Carlos Lautaro Brito  Castro a fojas 558 y sgte., René Patricio Ruiz Cifuentes de a fojas 579 y sgtes., Ginette del Carmen Osorio a fojas 586, Lissette Andrea Maureira Rivas a fojas 591 y sgte., y 3.263, Carlos Edmundo Salazar Méndez a fojas 612 y sgte., Jeannette Alejandra Moya Hernández a fojas 642 y sgte., Carlos Patricio Aravena Salinas a fojas 687  y sgte., 2.421, Cecilia Sony Moreno Escobar a fojas 693, Patricio Rubén Contador Stanger,  a fojas 698 y sgte., Aliro Verdugo Lay a fojas 1.323 y sgtes., Manuel Francisco Castañeda  Paredes a fojas 1.374 y sgtes., Carlos Alfredo Alert Agüero a fojas 1.378 y sgtes., Roberto Raúl Alonso Castillo a fojas 1.387 y sgte., 3.114 y sigtes,  Enrique Guillermo Jiménez Sepúlveda a fojas 1.389 y sgtes., Miguel Rolando Silva Rodríguez a fojas 1.398 y sgtes., Pedro Martínez Rojas a fojas 1.401 y sgtes., Vladimir Abraham Morales González a fojas 1.404 y sgtes., Ricardo Osvaldo Trincado  Cvjetkovic a fojas 1.407 y sgtes., Raúl Narciso Gutiérrez Areyuna a fojas 1.410 y sgtes., Manuel Gonzalo Peña Véliz a fojas 1.413 y sgtes., Juan Antonio Muñoz Cornejo a fojas 1.416 y sgtes., Emiliana Elizabeth O”Brien  Hughes a fojas 1.443 y sgtes., Yazmín Mercedes Balboa Rojas a fojas 1.469 y sgtes.,  Jorge Fabián Torres González a fojas 2.720 y sgtes, Rosa Eliana Bertossi Aravena a fojas 1.496 y sgte.,  Juan Carlos  Latorre Carmona a fojas 1.498 y sgte., Vicente Pardo Díaz a fojas 1.535 y 2.818, Lucia Eliana Ganter Vera a fojas 1.536, Marta Estela Carmona Medalla a fojas 1.537 y sgte., Patricia Jacqueline Allende Calderón a fojas 1.539, Hernán Patricio Molina Hermosilla a fojas 1.540 y sgte.,  2.741 y 2.866, Sergio Fernando Lobos Palma a fojas 1.542 y sgte., Sergio Alejandro Escobar Jofré a fojas 1.547, Jorge  Ramiro Cobián Vergara a fojas 1.548, José Claudio Bernardino Alfaro Valdivia a fojas 1.549 y fojas vta.,  Sergio Antonio  Alburquenque Lillo a fojas 1.716 y sgtes., Carolina Andrea Acuña Pinto a fojas 1.734, Claudia Viviana de la Rivera Caroca a fojas 1.735, Patricio Fernando Estay Poblete a fojas 1.740, 2.051,  Ángela Celia Rivera Guajardo a fojas 1.744, Carmen Gloria Opazo Avalos a fojas 1.750 y 2.860, Javier Fernando Alberto Narbona Naranjo a fojas 1.776, Ximena Liliana Pérez Muñoz a fojas 1.804, Álvaro Rodrigo Parra Patiño a fojas 1.806, Christian Néstor Acosta Verdugo a fojas 1.815, Daniela Maria Devoto Mehr a fojas 1.819, 1.983 y 3.084,  Nelson Ofredo Moreno Ruedlinger a fojas 1.824, Ximena Marta  Tudela Rubilar a fojas 1.827, Jeannette del Carmen Arizabalo Pérez a fojas 1.844, Sergio Manuel Escobar Lizana a fojas 1.845, Fernando José Alfonso Arriagada Norambuena a fojas 1.852 y sgtes., Natalia Irina Geraldo Hamett a fojas 1.877,  Walter Hernán Bruning Maldonado a fojas 1.881, Gladys Paulina Cristina Antezana Núñez a fojas 1.930,  Osvaldo Everardo Aguayo Zamora a fojas 1.935, Pedro Andrés Martínez Jara a fojas 1.936 y sgte., 3.270, Pablo Igor Guzmán Martínez a fojas 1.938 y sgte., María Isabel Zapata Alegría a fojas 1.941 y sgte, María Loreto Aldunate Bravo a fojas 1.945 y  1.967, Erika Patricia Araneda Silva a fojas 1.954, David Enrique Guzmán Silva a fojas 1.955, Juan Narciso Ramón Rusque Alcaíno a fojas 1.956, Cristian Humberto Peña Torrealba a fojas 1.957, Rubén Osvaldo Mancilla Valenzuela a fojas 1.980 y sgte, Hernán González Pardo a fojas 1.984, Alma Lucía Verónica Aguayo Ray a fojas 2.050, Marcelo Eliseo González Campos a fojas 2.053, Pablo Hernán Anguita Salas a fojas 2.057 y sgte, Miguel Enrique Villaseñor Jara a fojas 2.066, Carlos Alberto Uribe Bascur a fojas 2.067, Jaime Fernando Massardo Blanco a fojas 2.071, Pamela Andrea Sepúlveda Rodríguez a fojas 2.073, María Genoveva Ávila Fernández a fojas 2.087, Gladys Pamela Gómez Santos a fojas 2.088 y sgte, Mario Andrés Tala Delgado a fojas 2.093 y 3.113, Patricio Manuel Caviedes Aguirre a fojas 2.099, Miguel Alejandro Espinoza Bustosa fojas 2.100, Lilia Margarita Silva Acuña a fojas 2.115 y sgte., Verónica Uberlinda Cáceres Álvarez a fojas 2.116 y sgte., Andrea Soledad Martínez Artiga a fojas 2.117, Juan Alberto Facuse Meléndez a fojas 2.138, Eduardo Salvador Abedrapo Bustos  a fojas 2.145 y 3.319, Julio Alexis Friedmann Encina a fojas 2.146 y sgtes., Elvira Orellana Martínez  a fojas 2.186, Ximena Solange Rabat Margas  a fojas 2.194, Osvaldo Torres Alarcón a fojas 2.199, Ricardo Enrique Reginensi Ponce a fojas 2.231, Guillermo Andrés Guerrero Trincado a fojas 2.232 y sgte, Patricia Ester Pons Marchant a fojas 2.234 y sgte, Rodrigo Daniel Muñoz Luna a fojas 2.242, Francisco Miguel  Romero Dettoni a fojas 2.243 y sgtes, Rosa Genoveva Aravena Aravena a fojas 2.247, Blanca Eliana Orellana Martínez a fojas 2.327 y 3.199; Eduardo Martín Faunes Amigo a fojas 2.331 y sgte, 2.345, 2.820 y sgte, 2.990 y 3.242, Aniceto Rodríguez Cisneros a fojas 2.343 y sgte, Ángel Gustavo Faunes Amigo 2.366, Daniel Jerónimo Vásquez Montenegro a fojas 2.411 y sgte., Rogelio Edgardo Henríquez Pizarro a fojas 2.413 y sgte, Roberto Mario Salinas Briones a fojas 2.420, 3.002, 3.003 y 3.004, Jorge Pablo Chávez Weisser a fojas 2.437, Lidia Juana Aguilera Burgos a fojas 2.686, Osvaldo Ignacio Torres Gutiérrez a fojas 2.746 y sgte., Eduardo Elías Villalón Villa a fojas 2.790, Lorena Isabel Jara Arias a fojas 2.793, Mario Arnaldo Quiñones Duarte a fojas 2.795 y sgte., María Angélica González Gómez a fojas 2.810, Eduardo Tomás Ernesto Astorga Jonquera a fojas 2.813, Carlos Francisco Moreno López a fojas 2.865,  Paula Lorena Iriarte Moir a fojas 2.867 y sgte., Mauricio Conrado Morales Cid a fojas 2.880, Javier Richard Rivas Velásquez  a fojas 2.881 y sgte., Sara Cristina Oliva Martínez a fojas 2.883 y sgte., Pablo Guillermo Délano Icaza a fojas 2.907 y 2.993  y sgte.,  3.072, 3.119 y sgtes., 3.164 y sgte., Pedro Mariano Quezada Guajardo a fojas 2.988,  Héctor Ramón Quiroz Astorga a fojas 3.001, Matías de la Fuente Condemarín a fojas 3.042, 3.129 y siguientes, Carlos Antonio Toro Urbina a fojas 3.043, Camilo Augusto Duarte Rivero a fojas 3.085 y sgte., 3.087 y 3.088, Iván Manuel Ibáñez Castro a fojas 3.093,  Alejandra Rodríguez Godoy a fojas 3.094 y sgte., María Verónica Cecilia Ortiz Lira a fojas 3.096, Ana María Arriagada Pino a fojas 3.099, y sgtes, Oscar Armando Montealegre Iturra a fojas 3.111 y sgte., Magaly Jacqueline García Colvin a fojas 3.124, Julián José Suárez Reyes a fojas 3.196 y sgtes., Ricardo del Carmen Suárez Suárez a fojas 3.198, Lucía Carolina Moya Hormazábal a fojas 3.200, Luis Alejandro Chaparro Cavada a fojas 3.220 y sgte., Oscar Arturo Figueroa Monsalve a fojas 3.227 y sgtes, Iván Alfredo Cisterna Aravena a fojas 3.230, Cristian Marcelo López Ugalde a fojas 3.237 y sgte, 3.239, Leonardo Patricio Osorio Briceño a fojas 3.261 y sgte,  Lissette Andrea Maureira Rivas a fojas 3.263, Beatriz María Buccicardi Kretschmer a fojas 3.264, Daniel Iván Jana Calderón a fojas 3.265, José Ricardo Oróstiga Ceballos a fojas 3.267 y 3.317,  Néstor Higinio Gutiérrez Gutiérrez  a fojas 3.268, María  Teresa Gemma Chamorro Carrizo a fojas 3.269, Ricardo Vergara Aguirre a fojas 3.277 y 3.278, María Emilia Honoraria  Marchi Badilla a fojas 3.279, Salvador José Guillermo Fernández Cifuentes a fojas 3.280 y sgte., Doris Isabel Paredes Hernández a fojas 3.283, Etelvina del Carmen Rojas Nilo a fojas 3.284, y sgte, Paula Linda Cruz García a fojas 3.292 y sgte., Juan Rodrigo Lira Barra a fojas 3.294, Gustavo Leonel Alfaro Varela a fojas 3.370, Clara Leonora Schzaranski Cerda a fojas 3.371 y sgtes, Jorge Andrés Carter Arancibia a fojas 3.391, Ingrid Eliana Pool Pérez a fojas 3.395, Claudia Francisca Peirano Rodríguez a fojas 3.397,  Nelson Roberto Pozo Silva a fojas 3.398 Marcela Verónica Jara Pinilla a fojas 3.400, Rene Francisco Vargas Oyarzo a fojas 3.406,  Pamela Alejandra Moraga López a fojas 3.408, Vicente Patricio Manuel Tombolini Véliz a fojas 3.418; declaraciones prestadas en el cuaderno signado con la letra B y que son las siguientes: Víctor Hugo Rojas Aguirre  a fojas 173 y sgte, Claudio Eduardo Arellano Parker a fojas 176, Paola María Herrera Quiñónez a fojas 179,  Paulina Paz Sepúlveda Zepeda a fojas 180, Mario Antonio Ramírez Geiwitz a fojas 315, Ulises Augusto Nanjarí Vargas a fojas 316 y sigte, Christian Mauricio Ramírez Garrido a fojas 406, Pamela Alejandra Quiroz Núñez a fojas 436, Luis Andrés Risco Ferreira a fojas 437, Pamela Andrea Prado Urbano a fojas 442, Jorge Andrés Lembeye Illanes a fojas 493 y sigte., Christian Aron Mitnyk Levy a fojas 495, Yorka Ivonne Valdés Valdés a fojas 508, Rodrigo Andrés Miranda Faundes a fojas 516, Ana María Bobadilla Véliz a fojas 550  y sgte., María Evangelina Cabezas Olivares a fojas 590, Gonzalo Antonio Troncoso Bazán a fojas 646, Ana del Carmen Zambrano Rodríguez a fojas 747, Jorge Mario Escobar Ruiz a fojas 758,  Carolin Elizabeth Cornejo Valenzuela a fojas 759, Evelyn Cecilia Apeleo Toledo a fojas 780, Paulo César Ramírez Palomino a fojas 834, Hernán Eduardo Ferrera Leiva a fojas 852.

Además, en el cuaderno signado con la letra A se agregaron documentos a fojas 344 y 345, 346 a 349, 342 y 353, 358 a 370, 372 a 388, 392 a 439, 443 a 458,  466 a 501,  505 a 509, 511 a 545,  548 a 557,  560 a 578, 582 a 585 vta., 587 a 590 vta., 593 a 611, 614 a 641, 645 a 686 vta., 691 a 692 vta., 694 a 696 vta., 1.329 a 1.371 vta., 1947 a 1953 vta., 1.381 a 1.386, 1.395 a 1.397,  1.445 a 1.459, 1.460 a 1.468, 1.479 a 1491, 1.502 a 1.529, 1.533  a 1.534, 1.546, 1.550 a 1.635 1.680 a 1.713, 1.720 a 1.733, 1.736 a 1.739, 1.741 a 1.743, 1.745 a 1.749, 1.754 a 1.755, 1.777 a 1.803,  1.805, 1.807 a 1.814, 1.816 a 1.818 vta., 1.820 a 1.823, 1.820 a 1.843,  1.846 a 1.851,  1.857 a 1.876, 1.878 a 1.880 vta.,  1.882 a 1.929,  1.931 a 1.934, 1.960 a 1.966, 1.970 a 1.979 vta, 1.997 a 2.030, 2.033 a 2.049 vta.,  2.054 a 2.056, 2.065 y 2.065 vta., 2.068, a 2.070, 2.072, 2.074 a 2.086 vta. 2.089 a 2.092 vta, 2.094 a 2.098, 2.112, 2.119 a 2.126, 2.136 a 2.137, 2.139, 2.141 a 2.142, 2.143 a 2.144, 2.148 a 2.149, 2.150 a 2.151, 2.152 a 2.153, 2.155  a 2.156, 2.172 a 2.173, 2.176 a 2.177, 2.179 a 2.180, 2.183,  2.189 a 2.190, 2.192 a 2.913, 2.195 a 2.198, 2.202 a 2.230, 2.249 a 2.257, 2.253, 2.254, 2.286 a 2.326, 2.328, 2.329, 2.334, 2.335, 2.335 a 2.342, 2.347, 2.349 a 2.359, 2.362, 2.364 a 2.365, 2.381, 2.383, 2.385, 2.387 a 2.396, 2.401 a 2.404, 2.418, 2.551 a 2.591, 2.597 a 2.599, 2.614 a 2.674, 2.687, 2.690, 2.693, 2.696 a 2.717, 2.718, 2.725, 2.744, 2.749, 2.751 a 2.753, 2.759 a 2.786, 2.791 a 2.792, 2.793 a 2.802, 2.804 a 2.807, 2.808 , 2.811, 2.812, 2.826 a 2.828, 2.830, 2.832, 2.831, 2.836 y sgte, 2.839, 2.842 a 2.858, 2.869, 2.872, 2.875, 2.877 y sgte., 2.890, 2.892 y sgte.,  2.895 y sgte., 2.898, 2.899 a 2.902, 2.903 a 2.904, 2.905, 2.938 a 2.987, 2.996, 3.009, 3.010, 3.018, 3.021, 3024, 3.026, 3.027 a 3.030, 3.031, 3.032, 3.033, 3.035, 3.036, 3.038, 3.041, 3.044, 3.046 a 3.067, 3.069 a 3.071, 3.077, 3.078, 3.079, 3.083, 3.089 a  3.092, 3.097 y sgte, 3.102 a 3.110, 3.127, 3.128, 3.133 a 3.156, 3.166, 3.195, 3.222, 3.250, 3.259, 3.260, 3.275, 3.276, 3.282, 3.286 a 3.291, 3.295, 3.296 a 3.299, 3.300 a 3.316, 3.318, 3.320, 3.321, 3.322 a 3.326, 3.327 a 3.329, 3.330 y sgte, 3.334 a 3.339, 3.340 a 3.342, 3.343, 3.351 a 3.355, 3.356 a 3.357, 3.358 a 3.361, 3.362 y sgte., 3.364 a 3.365, 3.367 y sgte, 3.369, 3.402 a 3.405, 3.409 a 3.417; documentos agregados en el cuaderno signado con la letra B, a fojas: 1 a 161,  171 y sgte.,  175,  181, a 221, 223 a 261, 263 a 314, 320, 323 a 370, 374 a 405, 407 a 435, 438 a 441, 443 a 492, 496 a 507, 509 a 515, 517 a 549, 552 a 589, 591 a 645, 647 a 711, 712 a 731, 734 a 746, 748 a 757, 781 a 797, 807 a 833, 837 a 851, 859 a 900; oficios agregados al cuaderno signado con la letra A, que son los siguientes: del Ministro de Obras Públicas y Transportes y Telecomunicaciones, señor Javier Etcheberry Celhay,  signado con los números 112 y 115 del  9 y 11 de septiembre de 2003, y que rolan a fojas 1.439 y 1493,  123  y 125 del 11 y 20 de noviembre de 2003 y que rolan a fojas 1.651 y 1.673;  documentos guardados en custodia y que corresponden a la causa signada con la letra A, bajo los siguientes números: 300 (fojas 1.674 vta.), 304 , 335, 445, 2533 y 2534, 2545, 2546, 2547 y 2548, 2556, 2557, 478, 2154. 478, 484, 493, 494, 504, 515, 538, 539, 545, 546, 552, 553, 555, 557, 561, 563, 564, 569, 571, 586, 594, 597, 602, 603, 607, 608, 614, 617, 618, 625, 627, 628, 630, 631, 632. 633, 637, 640, 641, 642, 643, 644, 646, 647, 648, 649, 650, 651, 652, 660, 661, 670, 675, 680, 681, 687, 689, 690, 691, 692, 691-A, 693, 694, 700, 702, 703, 706, 707, 709, 710, 711, 714, 717, 718, 722, 723, 724, 728, 731, 737, 742, 744, 749, 773, 777, 788, 796, 803, 807, 808, 811, 819, 818, 824, 827, 826, 833, 836, 838, 845, 847, 850, 851, 875, 877.

Además, rolan las declaraciones prestadas por Carlos Cruz Lorenzen a fojas 154 y siguientes, 449 y siguientes, 567 y siguientes, 681 y siguientes, 738 y siguientes, 875 y siguientes, 887 y siguientes, 11.854 y siguientes, 1389 y siguientes, 1886 y siguientes, 2107 y siguientes, 2903, 4563, 6695, y siguiente, 9540 y siguientes, 10.077 y siguientes, 12.290 y siguientes y 12.389 y siguientes; 9.540 y siguientes, 9.587, 10.077 y siguientes, 11.854 y siguientes,  12.290 y siguiente, 16.900 y siguiente, y a fojas 1.544 y siguientes del tomo signado con la letra A; Sergio Cortés Castro a fojas 203 y siguientes, 413, 560 y siguientes, 739 y siguientes, 877, 891, 2.109 y siguientes, 2.152 y siguientes, 2.465, 2.466, 2.493 y siguientes, 3.011 y siguientes, 3.707 y siguientes, 4.939 y siguiente, 6.094 y siguiente, 6.621, 9.537 y siguientes, 9.584 y siguientes, 10.798 y siguientes, 10.963 y siguientes, 11.004 y siguientes, 11.768 y siguientes, 11.771, 11.859 y siguientes, 12.000 y siguiente, 12.002, 12.088 y siguientes,  9.537 y siguientes, 9.584 y siguiente, 10.419 y siguientes,  10.798 y siguiente, 10.963, 11.004 y siguiente, 11.705 y siguiente, 11.768 y siguiente, 11.771, 11859 y siguiente, 12.000 y siguiente, 12.002, 12.088 y siguientes, y en el tomo signado con la letra A. a fojas 1.500 y siguiente, a fojas 1.714, 2.688, 3.122 y siguiente y 3.209 y siguiente; Roberto Salinas Briones a fojas 1.802 y siguientes, 2.478, 3.313 y siguientes, 3.845, 4.935, 6.087 y 11.960 y del tomo signado con la letra a fojas 3.002, 3.003, y 3.004;  Héctor Peña Véliz a fojas 94 y siguientes, 142, 205 y siguientes, 534 y siguientes, 571 y siguientes, 680, 759 y siguientes, 892 y siguientes, 1.216 y siguientes, 2.942 y siguientes, 3.296, 6.702, 6.907 y siguientes, 6.702 y a fojas 3.396 del tomo signado con la letra A; Marco Luraschi Pandolfi a fojas 1.881 y siguientes, 2.542 y siguiente, fojas 2.626 y siguiente y 4.934; Luis Antonio Jara Núñez a fojas 784 y siguiente, 1.349 y siguientes, 1.393, 4.136 y 4.137, 5.082 y siguientes, 6703, 9.586, y del tomo signado con la letra A. a fojas 2.422, 2.600, 2.601, 2.685 bis, 2.819 y 3.016; Yerko Mauricio General Carrasco de fojas 799 y siguientes, 1.531 y siguiente, 9.597, 9.599 y siguiente, y del tomo signado con la letra A a fojas 2.542 y 2.822; Eduardo Ricardo Arriagada Moreno a fojas 201 y siguientes, 562, 1.626 y siguientes, 4.446 y siguiente,  4.599 y 10.085; Héctor Quiroz Astorga  a fojas 2.191 y siguientes, 2.958 y siguientes, 6.504 y del tomo signado con la letra A a fojas 3.001; Ramón Silva Améstica a fojas 2.440 y siguientes, 4.936 y siguiente; Sergio Hinojosa Ramírez  a fojas 2.454 y siguientes, 3.867, 4.926,  11.355 y siguientes; Luis Alfredo Solar Pinedo a fojas 1.311 y siguientes, 2.469 y 6.909 y siguientes; Abdón Naim Pajundakis a fojas 1.878 y siguientes, 2.475, y del tomo signado con la letra A. a fojas  3.392 y siguientes; Carlos Estanislao Calderón Pinto a fojas 1.309 y siguientes, 2.507 y siguientes, 6.907 y siguientes;  Sergio González Tagle a fojas 2.710 y siguientes, 3.854 y siguiente; Víctor Daniel Rey Pozo a fojas 2.807 y siguiente, Dolores María Rufián  Lizana a fojas 2.934 y siguientes, 3.219 y siguientes, 6.505, 5.104, 6.671 y siguientes 7.642 y siguientes, 10.302,  11.777 y del tomo signado con la letra A a fojas 510, 1.677 y siguiente y 3.000; Oscar Enrique Araos Guzmán a fojas 2.984 y siguientes, 6.647, y siguientes, 7.558 y siguiente y del tomo signado con la letra A a fojas 2.106 y siguiente; Alejandro Gutiérrez Arteaga a fojas 3.176 y siguiente;  Francisco Aguirre Arias a fojas 3.222;  Jorge Echenique Larraín a fojas 3.223, Luis Gustavo Arrau del Canto a fojas 3.274 y siguiente, 6.393, y siguiente;  Roberto Mario Salinas Briones a fojas 3.313 y siguientes y 10.673; Ricardo Paredes Molina a fojas  3.507 y siguientes y 4.589; Francisco González del Río a fojas 3.700 y siguiente;  Francisco Donoso Díaz a fojas 3.773 y siguiente; Sergio Antonio Quiroz Castro a fojas 3.865 y siguiente;  Eduardo Alfredo Bartholin Zanetta a fojas 906,  1.353, 4.442 y siguientes, 4.587 y siguiente y 4.684; Gonzalo Castillo Navasal a fojas  928, 1.068 vta., 4.134, 4.560, 4.608, 4.560 y 4.608; Nassir Sapag Chain a fojas 4.680 y siguientes; Eduardo Alberto Valenzuela Freraut a fojas 3.906 y 4.761; Leonel Edmundo Vivallos Medina a fojas 6.524 y siguientes, 10.432 y siguiente y 11.701 y siguiente; diligencias de careos practicadas a fojas 206, 556 y siguiente, 557 y siguientes, 763, 950,1.064, 1.208, 1.374 y 1.375, 1.605, 1.686, 2.105,  2.465, 2.466, 2.467, 2.476, 2.477, 2.490, 2.492, 2.656, 2.902, 2.951, 3.900, 3.902, 3.903, 3.904, 3.905, 4.601, 4.686, 5.061, 5.064, 6.503, 6.631, 6.632, 6.652, 6.657, 6.658,  6.674, 6.675, 6.676, 10.868, 11.707, 16.880,  y en el tomo signado con la letra A a fojas 3.131.

Carlos Enrique Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Roberto Salinas Briones, Héctor Quiroz Astorga, Sergio Hinojosa Ramírez, Ramón Silva Améstica, Marco Luraschi Pandolfi, Abdón Naim Pajundakis, Sergio Miguel González Tagle, Víctor Daniel Rey Pozo, Francisco Aguirre Arias, Jorge Echenique Larraín, Francisco González del Río, Jorge Antonio Quiroz Castro, Eduardo Alberto Valenzuela Freraut, Luis Gustavo Arrau del Canto, Alejandro Gutiérrez Arteaga, Ricardo Daniel Paredes Molina, Héctor Peña Véliz, Luis Antonio Jara Núñez, Yerko Mauricio General Carrasco, Eduardo Ricardo Arriagada Moreno, Eduardo Bartholin Zanetta, Gonzalo Castillo Navasal, Nassir Sapag Chain, Francisco Donoso Díaz, María Dolores Rufián Lizana, Leonel Vivallos Medina, Oscar Araos Guzmán, Carlos Estanislao Calderón Pinto y Luis Alfredo Solar Pinedo fueron sometidos a proceso como autores de los delitos de fraude y estafa al Fisco de Chile, por resoluciones escritas a fojas 16.900 y siguientes, 4.702 y siguientes, 6.717 y siguientes, y a fojas 12.412 y siguientes, y acusados por los mismos delitos por resolución que rola a fojas 17.019 y siguientes. 

La parte querellante dedujo acusación particular por los delitos de asociación ilícita, fraude y estafa, en los términos indicados en la presentación que rola a fojas 17.090 y siguientes, y el Consejo de Defensa del Estado  también formuló acusación particular por el delito de fraude al Fisco de Chile, según consta a fojas 17.135 y siguientes. Las defensas de los acusados contestaron las acusaciones y adhesiones, recibiéndose la causa a prueba por resolución que está escrita a fojas 18.281.

Por resolución que rola a fojas 18.688 se ordenó traer los autos para los efectos de lo dispuesto en el artículo 499 del Código de Procedimiento Penal. Se decretaron medidas para mejor resolver y cumplidas se trajeron los autos para fallo.

Considerando: 

En cuanto a las tachas y objeciones:

1º Que la defensa de Dolores María Rufián Lizana, en el cuarto otrosí del escrito que rola a fojas 17.435 y siguientes, dedujo tacha en contra de Javier Rivas V. invocando la causal prevista en el número 7 del artículo 460 del Código de Procedimiento Penal, porque se hizo de una suma superior a los treinta millones de pesos, que provienen de los defraudados al Fisco de Chile a través de los contratos objetos de la causa, lo que ocurrió tanto por la existencia de su vinculo laboral con la consultora Abaco, como por su cercanía e intimidad con los acusados Araos, Jara y Quiroz.  Expresa que la prueba de la tacha se encuentra en los testimonios de Rivas, Jara y Araos, existiendo, además, un evidente confabulación de Rivas con otros acusados (Cortés y Quiroz) para ofrecer una misma versión de cómo se cometió el delito, que se ha demostrado falsa;

2º Que, de acuerdo a lo que dispone el número 7 del artículo 460 del Código de Procedimiento Penal, no son testigos hábiles los amigos íntimos del procesado o de su acusador particular, los socios, dependientes o sirvientes de uno u otro y los cómplices o encubridores del delito. Sin embargo, como en el proceso no existen antecedentes, tampoco se rindió prueba por la parte que formuló la tacha, que permita arribar a la conclusión que Rivas Velásquez tenía amistad íntima con los acusados Cortés Castro y Quiroz Astorga, y tampoco se acreditó su calidad de socio, dependiente o sirviente de alguno de los procesados, pues sólo era un empleado de la consultora Abaco Ingenieros Consultores Ltda., corresponde rechazarla;

3º Que la defensa de Nassir Sapag Chain, en el tercer otrosí del escrito que rola a fojas 17.812 y siguientes, objetó las declaraciones prestadas en autos por Enrique Ponce de León, ya que no pueden ser ratificadas en el plenario por haber fallecido, lo que atentaría el principio de contradictoriedad que rige dicha etapa procesal, solicitando que se aplique lo dispuesto en el artículo 470 del Código de Procedimiento Penal;

4º Que, sin embargo, como la citada disposición se encuentra en el Párrafo 2 del Título IV del Libro II del Código de Procedimiento Penal, titulado “De la prueba de testigos”, y Enrique Ponce de León Milnes tenía la calidad de procesado en la causa, corresponde desestimar la objeción formulada.

En cuanto a la acción penal:

1º Que, por resolución escrita a fojas 17.019 y siguientes, se acusó a Carlos Enrique Cruz Lorenzen como autor de los delitos de fraude al Fisco de Chile que se dieron por establecidos en los apartados signados con el número II del fundamento 2º, con excepción de aquel a que se refiere el acápite titulado “ En relación a pagos efectuados a terceros”; a Sergio Cortés Castro como autor de los delitos de fraude al Fisco de Chile que se dieron por establecidos en los apartados signados con el número II del fundamento 2º, con excepción de aquellos a que se refieren los acápites titulados “ En relación a pagos efectuados a terceros” y “En relación a la empresa consultora Diagnos Ltda.”; a Roberto Salinas Briones como autor de los delitos de fraude al Fisco de Chile que se dieron por establecidos en los apartados signados con el número II del fundamento 2º y titulados “ En relación a la empresa Econat Consultores Ltda.”, “ En relación a empresa Consultoría Profesional Agraria Ltda.”, “En relación a la empresa consultora Gerens Ltda.”, “ En relación a la empresa consultora Musante, Astorga, Arrau Ltda. (Geofun Ltda.)”, “En relación a la empresa consultora Consec Ltda. Economía y Finanzas” y “En relación a la empresa consultora CCP Ingeniería Ltda.”; a Héctor Quiroz Astorga como autor de los  delitos de fraude al Fisco de Chile que se dieron por establecidos en los apartados signados con el número II del fundamento 2º y titulados “ En relación a la empresa R&Q Ingeniería Ltda.”, “En relación a las consultorías a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 444 y 207, adjudicadas a la empresa Abaco Ingenieros Consultores Ltda.” y “En relación a las consultorías a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 398 y 399, adjudicadas a la empresa consultora Abaco Ingenieros Consultores Ltda.”;   a Sergio Hinojosa Ramírez  y Ramón Silva Améstica como autores de los delitos de fraude al Fisco de Chile que se dieron por establecidos en los apartados signados con el número II del fundamento 2º y titulados “En relación a la empresa Aristo Consultores”, “En relación a la empresa consultora Exe Ingeniería y Software Ltda.” y “ En relación a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile”; a  Marco Luraschi Pandolfi como autor del delito de fraude en perjuicio del Fisco de Chile que se dio por establecido en el apartado signado con el número II del fundamento 2º y titulado “En relación a la empresa Econat Consultores Ltda..”; a Abdón Naim Pajundakis como autor del delito de fraude en perjuicio del Fisco de Chile que se dio por establecido en el apartado signado con el número II del fundamento 2º y titulado “ En relación a la empresa R&Q Ingeniería Ltda.”; a Sergio Miguel González Tagle como autor del delito de fraude en perjuicio del Fisco de Chile que se dio por establecido en el apartado signado con el número II del fundamento 2º y titulado “ En relación a la empresa Aristo Consultores”;  a Víctor Daniel Rey Pozo, Francisco Aguirre Arias, Jorge Echenique Larraín y Francisco González del Río como autores del delito de fraude  en perjuicio del Fisco de Chile que se dio por establecido en el apartado signado con el número II del fundamento 2º titulado “ En relación a la empresa Consultora Profesional Agraria Ltda.”; Jorge Antonio Quiroz Castro como autor del delito de fraude  en perjuicio del Fisco de Chile que se dio por establecido en el apartado signado con el número II del fundamento 2º titulado “ En relación a la empresa consultora Gerens Ltda..”; a Eduardo Alberto Valenzuela Freraut como autor del delito de fraude en perjuicio del Fisco de Chile que se dio por establecido en el apartado signado con el número II del fundamento 2º titulado “ En relación a la empresa consultora Exe Ingeniería y Software Ltda.”; a Luis Gustavo Arrau del Canto como autor del delito de fraude en perjuicio del Fisco de Chile que se dio por establecido en el apartado signado con el número II del fundamento 2º titulado “ En relación a la empresa consultora Musante, Astorga, Arrau Ltda. (Geofun Ltda.); a Alejandro Gutiérrez Arteaga como autor del delito de fraude  en perjuicio del Fisco de Chile que se dio por establecido en el apartado signado con el número II del fundamento 2º titulado “ En relación a la empresa consultora Consec   Ltda. Economía y Finanzas”; a  Ricardo Daniel Paredes Molina como autor del delito de fraude en perjuicio del Fisco de Chile que se dio por establecido en el apartado signado con el número II del fundamento 2º titulado “ En relación a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile”; a Héctor Peña Véliz como autor de los delitos de fraude en perjuicio del Fisco de Chile que se dieron por establecidos en los apartados signado con el número II del fundamento 2º titulados: “En relación a la empresa Econat Consultores Ltda.”, “En relación a la empresa R&Q Ingeniería Ltda.”, “En relación a la empresa Aristo Consultores”, “En relación a la empresa Consultoría Profesional Agraria Ltda.”, “En relación a la empresa consultora Gerens Ltda.” , “En relación a la empresa consultora Exe Ingeniería y Software Ltda.”, “En relación a la empresa consultora Musante, Astorga, Arrau Limitada (Geofun Ltda.), “ En relación a la empresa consultora Consec Ltda. Economía y Finanzas”, y “En relación a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile”, y de estafa en perjuicio del Fisco de Chile respecto de aquellos establecidos en los apartados titulados  “En relación a las consultorías a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 444 y 207, adjudicadas a la empresa Abaco Ingenieros Consultores Ltda.” y “En relación a las consultorías a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 398 y 399, adjudicadas a la empresa consultora Abaco Ingenieros Consultores Ltda.”, y “En relación a la empresa CCP Ingeniería Limitada”;    a  Luis Antonio Jara Núñez y a Yerko Mauricio General Carrasco como autores del delito de estafa residual en perjuicio del Fisco de Chile que se dio por establecido en el apartado signado con el número II del fundamento 2º titulado “En relación a pagos efectuados a terceros”; a Eduardo Ricardo Arriagada Moreno como autor del delito de fraude al Fisco de Chile que se tuvo por establecido en los apartados signados con el número II del fundamento 2º titulados “En relación a pagos efectuados a terceros” y “En relación a la empresa consultora Diagnos Ltda.; a Eduardo Bartholin Zanetta, Gonzalo Castillo Navasal, Nassir Sapag Chain y Francisco Donoso Díaz como autores del delito de fraude al Fisco de Chile que se tuvo por establecido en el apartado II del fundamento 2º titulado “ En relación a la empresa consultora Diagnos Ltda.”; a María Dolores Rufián Lizana  y a Leonel Vivallos Medina como autores del delito de fraude al Fisco de Chile que se tuvo por establecido en el  apartado II del fundamento 2º titulados  “En relación a las consultorías a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 444 y 207, adjudicadas a la empresa Abaco Ingenieros Consultores Ltda.” y “En relación a las consultorías a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 398 y 399, adjudicadas a la empresa consultora Abaco Ingenieros Consultores Ltda.”; a Oscar Araos Guzmán como autor del delito de estafa al Fisco de Chile que se tuvo por establecido en el  apartado II del fundamento 2º titulados  “En relación a las consultorías a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 444 y 207, adjudicadas a la empresa Abaco Ingenieros Consultores Ltda.” y “En relación a las consultorías a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 398 y 399, adjudicadas a la empresa consultora Abaco Ingenieros Consultores Ltda.”; y a Carlos Estanislao Calderón Pinto y Luis Alfredo Solar Pinedo como autores del delito de estafa al Fisco de Chile que se dio por establecido en el apartado II del fundamento 2º titulado “ En relación a la empresa CCP Ingeniería Ltda.”


La parte querellante y el Consejo de Defensa del Estado dedujeron acusación particular, según consta a fojas 17.090 y siguientes y a fojas 17.135 y siguientes;


2º Que, a fin de establecer la existencia de los ilícitos investigados, se allegaron a los autos los siguientes elementos de convicción: 

a) Partes Policiales de la Brigada Investigadora de Delitos Económicos de la Policía de Investigaciones de Chile signados con los números 917 de 11 de febrero de 2003, por el que se remiten las declaraciones policiales prestadas por diferentes personas y que rola a fojas 1.725 y siguientes, 943 de 12 de febrero de  2003 y que rola a fojas 2.021 y siguientes, 1.063 de 19 de febrero de 2003 y que rola a fojas 2.308 y siguientes, 1.208 de 28 de febrero de 2003 agregado a fojas 2.834 y siguientes, 1.191 de 27 de febrero de 2003 y que rola a fojas 2.845 y siguientes, 1.374 de 10 de marzo de 2003 a fojas 3.081 y siguiente, 1.644 de  24 de marzo de 2003 que rola a fojas 4.282 y siguiente, 1.730 de 27 de marzo de 2003 y que rola a fojas 4.383 y siguiente,  4.163 de 18 de julio de 2003 y que rola a fojas 5.745 y siguientes, 4.783 de 18 de agosto de 2003 y que rola a fojas 5.886, 4.857 de 22 de agosto de 2003 y que rola a fojas 5.913, 4.866 de 22 de agosto de 2003 y que rola a fojas 6.003, 4.860 de 22 de agosto de 2003 y que rola a fojas 6.044, 2.378 de 15 de abril de 2004 y que rola a fojas 7.462 y siguientes, 3.906 de 10 de junio de 2004 y que rola a fojas 7.716 y siguientes,  6.263 de 15 de septiembre de 2004 y que rola a fojas 8.215, 7.006 de  21 de octubre de 2004 y que rola a fojas 11.904, 1.825 de 26 de mayo de 2006 y que rola a fojas 12.019, 5.335 de 27 de octubre de 2008 y que rola a fojas 12.611. En el cuaderno signado con la letra A también rolan partes de la Brigada Investigadora de Delitos Económicos de la Policía de Investigaciones de Chile signados con los números 4.439 de 2 de julio de 2004 que rola a fojas 2.131 y siguientes, 5.325 de 6 de agosto de 2004 que rola a fojas 2.160,  5.327 de 6 de agosto de 2004 que rola a  fojas 2.171, 6.627 de 30 de septiembre de 2004 que rola a fojas 2.257, 7.309 de 3 de noviembre de  2004 que rola a fojas 2.360, 1.379 de 21 de marzo de 2005  que rola a fojas 2.736 y siguiente, 2.268 y siguientes  de 4 de mayo de 2005 que rola a fojas 2.927, 5.105 de 12 de septiembre de 2005 que rola a fojas 3.254.

b) Querella presentada por doña Evelyn Matthei Fornet y don Víctor Pérez Varela, Senadora de la República y Diputado, respectivamente, y que rola a fojas 8.532 y siguientes, complementada a fojas 8.550 y siguientes.

c) Declaraciones prestadas por los funcionarios de la Brigada Investigadora de Delitos Económicos de la Policía de Investigaciones de Chile Christian Alberto Caamaño Soto a fojas 3.834, Marcelo Alberto Romero Saavedra a fojas 3.836, Mauricio Ernesto Briones Lecaros a fojas 3.859, Héctor Claudio Soto Candia a fojas 3.860; Francisca Alejandra Marchant Portugués a fojas 3.861, Víctor Andrés Martínez Montesinos a fojas 3.863 y César Humberto Rocuant Cornejo fojas 3.864 y 11.202, quienes, en síntesis, ratificaron el contenido de los partes mediante los cuales se citó a diferentes personas que comparecieron al tribunal y se dio cumplimiento a la orden de  incautación de documentación relevante que se guardó en custodia. Los testigos Briones Lecaros, Caamaño Soto, Romero Saavedra y Rocuant Cornejo ratificaron sus declaraciones, según consta a fojas 18.295.

d) Oficios del Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, señor Javier Etcheberry Celhay, que son los siguientes:

-Número 28 de 13 de febrero de 2003, que rola a fojas 1.991, por el que se remiten carpetas y legajos de documentos de Gate S.A., guardados en custodia bajo el número 104.

-Número 30 de 18 de febrero de 2003, que rola a fojas 2.146, por el que se remite documentación relativa a contratos de prestación de servicios,”outsourcing”, celebrados con diferentes empresas, guardada en custodia bajo el número 107.

-Número 31 de 21 de febrero de 2003, que rola a fojas 2.485, por el que se remite copia de los decretos o resoluciones por las cuales se nombró en los respectivos cargos a dependientes de la Subsecretaría de Obras Públicas individualizados en lo que se denomina “nómina de honorarios pagados adicionalmente”, y de los decretos y resoluciones que designaron a Pablo Anguita en los diferentes cargos que ejerció en el Ministerio de Obras Públicas entre 1995 y 2002; diez carpetas con antecedentes de las empresas consultoras que se indican; y un archivador que contiene contratos adjudicados a consultoras en el periodo enero 1999-agosto 2000, guardados en custodia bajo el número 113.

-Número 58 sin fecha que rola a fojas 3.686, por el que se remiten documentos relativos a las consultorías adjudicadas a C.C.P. Ingeniería Ltda., R&Q Ingeniería Ltda., Instituto de Economía, Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile y a Gesys Ltda., guardados en custodia bajo el número 138.

-Número 668 de 27 de febrero de 2003, que rola a fojas 2.631, por el que se remite informe del Coordinador General de Concesiones, Gibrán Harcha Sarras, al tenor de lo ordenado en los oficios signados con los números 31 y 32. Además, se adjunta documentación  relativa a las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 343, 2.068, 3.546 y 283, y aquella presentada por Gate S.A. para incorporarse la registro denominado Grupo de Especialistas en Medio Ambiente, guardados en custodia bajo el número 123.

-Número 84 de 24 de marzo de 2003, que rola a fojas 3.796, por el que se remite intercambio epistolar entre Juan Silva Alcalde, Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción, y Carlos Cruz Lorenzen, Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, destinado a establecer un mecanismo de pago diferido de deudas del ministerio por concepto de ejecución de obras. Además, se señala que en esa Secretaría de Estado no consta la existencia de un documento denominado “Protocolo de Acuerdo de Refinanciamiento de Deudas entre el Ministerio de Obras Públicas y diferentes empresas constructoras”, documentos que rolan de fojas 3.789 a 3.795.

-Número 79 de 21 de marzo de 2003, que rola a fojas 4.248, complementado por el número 77 de 19 de marzo de 2003, que rola a fojas 4.378, por el que se remite información dada por las direcciones del Ministerio de Obras Públicas relativa a contratos adjudicados a Minmetal Ingeniería y Proyectos Ltda., individualmente o como integrante de consorcios. También se adjunta nómina de funcionarios del Ministerio de Obras Públicas y de aquellos que ejercieron el cargo de Director General de Obras Públicas desde enero de 1995 a marzo de 2003, como de aquellos que se desempeñaron en virtud de los contratos de apoyo aprobados por resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas números 2.510, 1.575 y 538. Además, copia del Decreto Nº 8, de 7 de enero de 2002, por el que se aceptó la renuncia de Carlos Cruz Lorenzen al cargo de Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones. Los anexos se guardaron en custodia bajo los números 144 y 145.

-Número 86 de 26 de marzo de 2003, que rola a fojas 4.425, por el que se remite nómina proporcionada por el Coordinador General de Concesiones de personas que se desempeñaron en virtud del contrato de apoyo aprobado por resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 174, de 16 de mayo de 2001; y listado dado por el Director General de Obras Públicas que contiene las empresas que conforman el Registro de Obras y el Registro de Consultores del Ministerio de Obras Públicas.

-Número 97 sin fecha y que rola a fojas 4.873, por el que se remite copia de las Resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas Nº 48, 49 ,1.249 y 1.721, y se informa que todas estuvieron vigentes hasta el 31 de diciembre de 2002, fecha desde la cual el Ministerio de Obras Públicas no tiene contratos a honorarios con sus funcionarios.

-Número 91 de 7 de abril de 2003, agregado a fojas 4.885, por el que se adjunta nómina de las personas que recibieron honorarios de la Coordinación General de Concesiones durante 1998, y un listado complementario de aquellas que recibieron durante los años 1999 y 2000.

-Número 128 de 9 de diciembre de 2003, que rola a fojas 6.641, por el que se acompañan las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas números 152 y 163, de 23 de abril de 2001 y 28 de agosto de 2002, que aprobaron las liquidaciones de los contratos adjudicados a Abaco Ingenieros Consultores Ltda. denominados “Asesoría Global de Expropiaciones para el Ministerio de Obras Públicas” y “Consultoría de apoyo al proceso de expropiación concesión Ruta 5: tramos Chillan-Collipulli, Santiago-Los Vilos y Santiago-Talca (sectores acceso sur a Santiago-by pass Rancagua), y tomadas razón por la Contraloría General de la República.

-Número 369 de 12 de febrero de 2004, que rola a fojas 6.942, por el que se remite por medio magnético la “base de datos de las obras concesionadas” de que dispone el Departamento de Expropiaciones del Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas, por el período 1999-2001.

-Número 10 de 10 de marzo de 2004, que rola a fojas 7.174, por el que se remite copias de los memos conductores y de los informes ejecutivos elaborados por la Unidad Técnica de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones en el período que corre entre diciembre de 1999 y septiembre de 2000.

-Número 34 de 16 de octubre de 2004, que rola a fojas 8.310, por el que da las razones por las que respecto de la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 3.162, de 31 de diciembre de 2001, la Coordinación General de Concesiones no tiene las cartas de invitación, los términos de referencia y las cotizaciones que habrían presentado C.C.P. Ingeniería S.A., Intrat S.A. y Jorge Piddo y Cía. Ltda.

-Número 38 de 19 de octubre de 2004, que rola a fojas 8.315, por el que remite acta de incautación, practicada por la Brigada de Delitos Económicos de la Policía de Investigaciones de Chile, de las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 390, 810, 279, 251, 2.160.  


-Número 49 de 1 de diciembre de 2004, que rola a fojas 8.857, por el que se remite nómina del personal que se desempeña en la Coordinación General de Concesiones, indicándose el nombre, cédula de identidad, tipo de contrato y antigüedad en el servicio.


-Número 112 de 9 de septiembre de 2003, que rola a fojas 14.503 (fojas 1.439 letra A), por el que se remite nómina del personal incorporado en la base de datos de la Dirección de Contabilidad y Finanzas del Ministerio de Obras Públicas, y de los contratos adjudicados a diferentes consultoras por la Dirección General de Obras Públicas entre los años 1997 y 2000.


-Número 115 de 11 de septiembre de 2003, que rola a fojas 14.106 (fojas 1.493 letra A), por el que se señala que los integrantes de la denominada “Coordinadora de Proyectos Sociales del Ministerio de Obras Públicas” son: Roberto Alonso Castillo, Lucía Ganter Vera, Carlos Toro Urbina, Luis Gutiérrez Campos, Marcelo Vega Alarcón y Eliana Orellana Martínez.


-Números 123 y 125 de 11 y 20 de noviembre de 2003, que rolan a fojas 14.263 (fojas 1.651 letra A) y 14.285 (fojas 1.673 letra A), por los que se informa acerca de la calidad jurídica en que se desempeñaron diferentes personas en el Ministerio de Obras Públicas.

   
e) Oficio del Secretario General de la Universidad de Chile, señor Antonio Zapata Cáceres, número 12 de 9 de abril de 2003, que rola a fojas 4.611, por el que se remite información proporcionada por las Facultades de Ciencias Económicas y Administrativas y de Ciencias Físicas y Matemáticas. 


f) Oficios de la Contraloría General de la República, que son los siguientes: 


-Del Contralor General de la República (S) número 39.060 de 12 de octubre de 2000, que da cuenta que se curso con alcance la resolución de la Dirección General de Obras Públicas número 283, de 2000. 

-Del Jefe División de la Vivienda y Urbanismo y Obras Públicas y Transportes, número 52.621 de 21 de octubre de 2004, que rola a fojas 8.530, por el que adjunta investigación sumaria realizada por el Ministerio de Obras Públicas en relación a hechos aparecidos en la prensa y relacionados con Gate S.A. En el citado oficio se expresa que dicho órgano de control no instruirá un sumario administrativo, porque los antecedentes se encuentran en poder del tribunal y la mayoría de los involucrados no tienen la calidad de funcionarios públicos.


-Del Contralor General de la República (S), doña Noemí Rojas Llanos, número 5.265 de 7 de febrero de 2003, que rola a fojas 1.620, por el que se remite copia del documento mediante el cual se formularon cargos a funcionarios del Ministerio de Obras Públicas, en el sumario administrativo ordenado incoar para investigar irregularidades en que se habría incurrido en la ejecución de los convenios aprobados por resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas números 343 y 283; número 6.786 de 18 de febrero de 2003, que rola a fojas 2.182, por el que se informa que el sumario administrativo señalado en el oficio precedente se encuentra en etapa de Vista Fiscal, y se remite copia del reparo deducido ante el Juzgado de Cuentas con fecha 12 de noviembre de 2001 y sus antecedentes; número 18.024 de 6 de mayo de 2003, que rola a fojas 4.924, por el que se remite el sumario administrativo instruido en el año 1997 para investigar hechos anormales en el Área de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, en el marco de un contrato celebrado con la Fundación para la Transferencia Tecnológica; y número 25.571 de 18 de enero de 2005, que rola a fojas 9.046, por el que remite copia de siete resoluciones dictadas por la Dirección General de Obras Públicas entre los años 1999 y 2002 y sus anexos, términos de referencia, bases administrativas y convenios ad-referéndum.


g) Oficios del Banco de Crédito e Inversiones de 3 de abril de 2003 y que rola a fojas. 4.651, del Banco Estado que rola a fojas. 4.654, de Corp Banca de 25 de marzo de 2003 y que rola a fojas. 4.677, de Citibank que rola a fojas 4.679, del Banco del Desarrollo que rola a fojas 4.875, por el que se remiten cartolas y cheques girados en contra de determinadas cuentas corrientes; 
h) Oficio de la Superintendencia de  Bancos y Financieras número 03705 de 1 de abril de 2003, que rola a fojas 4.678, por el que se proporciona información relativa a Cruz Lorenzen y Cortés Castro.

i) Oficio del Decano de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, señor Joseph Ramos Quiñones, número 19 de 20 de marzo de 2003, por el que remite originales de boletas y facturas emitidas por González Díaz y Cía. Ltda. y por Gate S.A., y fotocopia de los cheques emitidos.

j) Oficio del Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Juan Toro Rivera, número 143 de 30 de julio de 2003, que rola a fojas 5.785, por el que se proporciona copia de las declaraciones prestadas por funcionarios del Ministerio de Obras Públicas ante la Oficina de Casos Especiales de la Subdirección de Fiscalización, con motivo del pago de honorarios adicionales o sobresueldos; y número 51 de 24 de marzo de 2003, que rola a fojas 3.787, por el que remite fotocopias de las actas de recepción y devolución de documentación de Gate S.A, de notificación de 5 de abril de 2002 practicada por la Dirección Regional Santiago Centro a Peña Véliz como representante de Gate S.A., y fotocopia del Libro de Retención de Honorarios de la misma sociedad, periodo septiembre de 1997 a junio de 2000.

Del Director Regional del Servicio de Impuestos Internos, señor Hugo Horta Barahona, por el que se adjuntan antecedentes respecto a rentas percibidas por Héctor Guillermo Peña Véliz y Gestión Ambiental y Territorial S.A.

k) Oficio del Coordinador General de Concesiones, señor Camilo Rojas Bascuñan, número 937 de 12 de agosto de 2003, que rola a fojas 5.967, por el que se remite la documentación que rola de fojas 5.972 a 6.001.

l) Oficio de la Fiscalía del Banco Central de Chile, abogado jefe señor Juan Esteban Laval Zaldívar, número 79 de 24 de enero de 2006, que rola a fojas 10.537, en el que se informa que sólo se dispone de antecedentes de inversiones en obras públicas realizadas mediante el sistema de concesiones y no sobre el efecto patrimonial y las cuentas por cobrar y pagar del gobierno referidas a ese programa. Los registros sobre cuentas por pagar y cobrar y el efecto en el patrimonio no forman parte de las actuales mediciones de las cuentas nacionales del instituto emisor. En el caso específico de las inversiones en obras públicas, en el componente construcción, realizadas mediante el sistema de concesiones, la información es proporcionada por el Ministerio de Obras Públicas a través de la Coordinación General de Concesiones.

m) Oficio del Ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, número 207 de 10 de marzo de 2006, que rola a fojas 10.644 y siguientes, por el que adjunta, como Anexo 1, cuadro publicado en el Informe de Finanzas Públicas del Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público, Año 2006, que contiene un resumen de los proyectos del programa de concesiones hasta agosto de 2005. Además, se proporciona balance de los aportes totales al Estado del sistema de concesiones en el período 1995 a 2002, por los siguientes conceptos: infraestructura preexistente; para expropiaciones; por estudios, administración y equipamiento de gestión; por rentabilidad extraordinaria, seguro cambiario y otros. También información relativa a los gastos en que incurrió el Estado, a través del Ministerio de Obras Públicas, en el desarrollo y ejecución del programa de concesiones, por concepto de pago de remuneraciones, pago de gastos por bienes y servicios de consumo, en materia de ejecución de la inversión real, en materia de inversiones financieras, transferencia de capital, operación de años anteriores y por concepto de saldo final de caja, por el mismo período.


Del Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco Brañes, número 655 de 26 de julio de 2006, que rola a fojas 10.916 y siguientes, en el que señala que el Programa Presupuestario Administración Sistema de Concesiones, como resultado de la gestión presupuestaria del año 1999, consultó remanentes financieros como saldos finales de caja por un monto de $ 14.784 millones, derivados de las siguientes situaciones:







Mill. de $
Menor ejecución de gasto corriente                     275

Retrasos en ejecución de estudios y otros         2.746

Menores gastos en expropiaciones                   11.763

( retrasos procesos expropiatorios)


Durante el año 2000, del total de recursos remanentes del año 1999, se incorporó al Presupuesto del Programa Presupuestario señalado un monto de $ 14.772 millones, que fueron utilizados en:







Mill. de $

Reemplaza aporte fiscal                                 3.091 Decreto Nº 193 Febrero 2000

Reemplaza aporte fiscal                               10.600 Decreto Nº 232 Febrero 2000

Mayor gasto en expropiaciones                      1.081 Decreto Nº 1.526 Noviembre 2000.


Del Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco Brañes, número 356 de 23 de abril de 2007, que rola a fojas 11.753, en el que informa que en el Programa Presupuestario Administración Sistema de Concesiones hubo traspasos de recursos asignados por la Ley de Presupuestos en los años 1997, 1998, 2000, 2001 y 2002, para ser utilizados en el año siguiente; que los montos de los remanentes financieros corresponden a: (cifras en millones de pesos del respectivo año) 1997: 49, 1998:160, 2000:85, 2001: 377, 2002: 732; que la configuración de los remanentes en el Programa Presupuestario Administración Sistema de Concesiones se originó por la diferencia entre los ingresos percibidos y los egresos efectuados en el respectivo año; que el mecanismo utilizado para efectuar el traspaso de estos recursos al presupuesto del año siguiente consiste en su incorporación, total o parcialmente, al siguiente presupuesto, clasificándolos como ingresos pertenecientes al subtítulo 15 (Saldo Inicial de Caja) definido en el Clasificador Presupuestario aprobado por el decreto supremo Nº 854, de 2004, del Ministerio de Hacienda; y que no se dispone de registros que individualicen o den cuenta de solicitudes cursadas por autoridades del Ministerio de Obras Públicas y de la Coordinación General de Concesiones, en el curso de los años 2001 y 2002, destinadas a dar cuenta de problemas presupuestarios que impedían pagar los honorarios del personal que se desempeñaba en esa coordinación.


Del Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco Brañes, número 412 de 26 de mayo de 2006, que rola a fojas 11.775, en el que se informa que los fondos que se contemplaron en las asignaciones identificatorias de iniciativas de inversión del año 1997, números 31.53.601, 31.53.644, 31.53.648, 31.53.649, 31.53.650, 31.53.651, 31.53.652 y 31.53.669, y aquellos a que se refieren las asignaciones presupuestarias números 31.53.644, 31.53.648, 31.53.649 y 31.53.650, incrementadas mediante el Decreto de Hacienda Nº 707, de 23 de junio de 1997, sólo quedaron en condiciones de ser ejecutadas a partir del momento en que la Contraloría General de la República tomó razón de los decretos respectivos, lo que ocurrió en las siguientes fechas: 


· Identifica asignaciones mediante decreto Nº 1.609, a partir del 16 de enero de 2007, fecha oficial de toma de razón.


· Incrementa gastos en asignaciones mediante decreto Nº 707, a partir del 7 de julio de 1997, fecha oficial de toma de razón.


En cuanto a los gastos operacionales de la Coordinación General de Concesiones, pueden ser ejecutados a contar de la fecha de vigencia de la Ley de Presupuestos de cada año. 


n) Documentos que rolan de fojas 25 a 26,  51 a 58, 119, 142, 244 a 248, 250 a 447, 510 a 533, 537 a 546, 572 a 577, 580 a 672, 691 a 718, 723 a 724, 740 a 758, 772, 775 a 779, 783, 801 a 818, 900 a 903, 906 a 919, 959 a 968, 973 a 978, 989 a 1.045, 1.071 a 1.074, 1.090, 1.218, 1.253 a 1.299, 1.322 a 1.324, 1.326 a 1.336, 1.354 a 1.362, , 1.364 a 1.373, 1.392, 1.404 a 1.530, 1.544, a 1.620, 1.631 a 1.633,  1.666 a 1.682, 1.736 a 1.752, 1.809 a 1.871, 1.008 a 2.020 2.090 a 2.092, 2.155 a 2.159,  2.200 a 2.299, 2.318 a 2.321,  2.325 a 2.346 2.350 a 2.353, 2.356 a 2.390, 2.447 a 2.452, 2.470 a 2.474, 2.502 a 2.506, 2.524, a 2.541, 2.554 a 2.558, 2.563 a 2.573, 2.622 a 2.623, 2.657 a 2.709, 2.747 a 2.806, 2.859 a 2.898, 2.911 a 2.933, 2.999 a 3.006, 3.173 a 3.175, 3.180 a 3.218, 3.607 a 3.684, 3.711, a 3.770, 3.797 a 3.826, 3.851 a 3.853, 4.564 a 4.576, 4.579 a 4.586, 4.602 a 4.604, 4.636 a  4.648, 4.844 a 4.872, 4.886 a  4.893, 4.978 a 4.981, 5.022 a 5.028,  5.132 a 5.186, 5.523 a 5.526, 5.787 a 5.806, 6.116 a 6.120, 6.553 a 6.619, 6.634 a 6.640, 7.248 a 7.257, 7.268 a 7.269, 8.196 a 8.214, 8.967 a 9.045, 9882 a 9.891, 9.940 a 9.942, 10.032 a 10.076, 10.081 a 10.084, 10.100 a 10.109, 10.141 a 10.180,  10.407 a 10.408, 10.944 a 10.962,  11.519 a 11.525, 11.561 a 11.566, 11.613 a 11.657, 11.698 a 11.700, 11.986 a 11.999, 12.058 a 12.087.


Además, en el cuaderno signado con la letra A se agregaron documentos a fojas 344 y 345, 346 a 349, 342 y 353, 358 a 370, 372 a 388, 392 a 439, 443 a 458,  466 a 501,  505 a 509, 511 a 545,  548 a 557,  560 a 578, 582 a 585 vta., 587 a 590 vta., 593 a 611, 614 a 641, 645 a 686 vta., 691 a 692 vta., 694 a 696 vta., 1.329 a 1.371 vta., 1947 a 1953 vta., 1.381 a 1.386, 1.395 a 1.397,  1.445 a 1.459, 1.460 a 1.468, 1.479 a 1491, 1.502 a 1.529, 1.533  a 1.534, 1.546, 1.550 a 1.635 1.680 a 1.713, 1.720 a 1.733, 1.736 a 1.739, 1.741 a 1.743, 1.745 a 1.749, 1.754 a 1.755, 1.777 a 1.803,  1.805, 1.807 a 1.814, 1.816 a 1.818 vta., 1.820 a 1.823, 1.820 a 1.843,  1.846 a 1.851,  1.857 a 1.876, 1.878 a 1.880 vta.,  1.882 a 1.929,  1.931 a 1.934, 1.960 a 1.966, 1.970 a 1.979 vta, 1.997 a 2.030, 2.033 a 2.049 vta.,  2.054 a 2.056, 2.065 y 2.065 vta., 2.068, a 2.070, 2.072, 2.074 a 2.086 vta. 2.089 a 2.092 vta, 2.094 a 2.098, 2.112, 2.119 a 2.126, 2.136 a 2.137, 2.139, 2.141 a 2.142, 2.143 a 2.144, 2.148 a 2.149, 2.150 a 2.151, 2.152 a 2.153, 2.155  a 2.156, 2.172 a 2.173, 2.176 a 2.177, 2.179 a 2.180, 2.183,  2.189 a 2.190, 2.192 a 2.913, 2.195 a 2.198, 2.202 a 2.230, 2.249 a 2.257, 2.253, 2.254, 2.286 a 2.326, 2.328, 2.329, 2.334, 2.335, 2.335 a 2.342, 2.347, 2.349 a 2.359, 2.362, 2.364 a 2.365, 2.381, 2.383, 2.385, 2.387 a 2.396, 2.401 a 2.404, 2.418, 2.551 a 2.591, 2.597 a 2.599, 2.614 a 2.674, 2.687, 2.690, 2.693, 2.696 a 2.717, 2.718, 2.725, 2.744, 2.749, 2.751 a 2.753, 2.759 a 2.786, 2.791 a 2.792, 2.793 a 2.802, 2.804 a 2.807, 2.808 , 2.811, 2.812, 2.826 a 2.828, 2.830, 2.832, 2.831, 2.836 y sgte, 2.839, 2.842 a 2.858, 2.869, 2.872, 2.875, 2.877 y sgte., 2.890, 2.892 y sgte.,  2.895 y sgte., 2.898, 2.899 a 2.902, 2.903 a 2.904, 2.905, 2.938 a 2.987, 2.996, 3.009, 3.010, 3.018, 3.021, 3024, 3.026, 3.027 a 3.030, 3.031, 3.032, 3.033, 3.035, 3.036, 3.038, 3.041, 3.044, 3.046 a 3.067, 3.069 a 3.071, 3.077, 3.078, 3.079, 3.083, 3.089 a  3.092, 3.097 y sgte, 3.102 a 3.110, 3.127, 3.128, 3.133 a 3.156, 3.166, 3.195, 3.222, 3.250, 3.259, 3.260, 3.275, 3.276, 3.282, 3.286 a 3.291, 3.295, 3.296 a 3.299, 3.300 a 3.316, 3.318, 3.320, 3.321, 3.322 a 3.326, 3.327 a 3.329, 3.330 y sgte, 3.334 a 3.339, 3.340 a 3.342, 3.343, 3.351 a 3.355, 3.356 a 3.357, 3.358 a 3.361, 3.362 y sgte., 3.364 a 3.365, 3.367 y sgte, 3.369, 3.402 a 3.405, y 3.409 a 3.417; y en el signado con la letra B, los siguientes a fojas: 1 a 161,  171 y sgte.,  175,  181 a 221, 223 a 261, 263 a 314, 320, 323 a 370, 374 a 405, 407 a 435, 438 a 441, 443 a 492, 496 a 507, 509 a 515, 517 a 549, 552 a 589, 591 a 645, 647 a 711, 712 a 731, 734 a 746, 748 a 757, 781 a 797, 807 a 833, 837 a 851, y 859 a 900.


o) Acta de inspección personal, agregada a fojas 451, efectuada a las dependencias de Gate S.A., ubicadas en Miraflores Nº 276, oficina 83, Santiago, y en Avenida 11 de Septiembre Nº 1945, oficina 913, Providencia.


p) Acta de 20 de octubre de 2004, que rola a fojas 11.897 y siguientes, que da cuenta de la incautación de 180 archivos magnéticos que contienen los correos electrónicos que los funcionarios de la Coordinación General de Concesiones emitieron entre los años 1997 y 2003.


q) Certificados estampados por la secretaria del tribunal que rolan a fojas 549, 8.954 y 9.529. El primero contiene una comparación de las nóminas proporcionadas por el Ministerio de Obras Públicas y por Héctor Peña Véliz, por concepto de honorarios pagados bajos contratos “MOP-GATE” y honorarios pagados adicionalmente. El segundo dice relación con el contenido de un archivo, en planilla Excel, que da cuenta de pagos a distintas personas, obtenido de la carpeta que contiene los correos electrónicos emitidos y recibidos por Juan Carlos Véliz, cinta que se identifica como 01/03/2004 D.L.T.-Mail 4. En el último se deja constancia que las comunicaciones remitidas “vía correo electrónico”, agregadas a estos autos en las fojas que se indican, fueron obtenidas de las cintas que se identifican como DAT 2001/03/16B, DLT 20-2-2002, DAT 2001/03/16B, DLT 14-12-2000, DLT mail 3 20-02-02, DAT 2001/0316 B, DLT 24-01-01, DAT 2001/03/16b mails y DLT 612 06-12-2002.


r) Comunicaciones que fueron remitidas vía correo electrónico, que se obtuvieron de las cintas incautadas por el tribunal, y que impresas rolan agregadas de fojas 9.483 a 9.528, cuyos tenores son los siguientes:
Fojas 9.483:
“Por favor, responda a salvafer@ctcinterner.cl
Destinatarios: “carlos cruz” cruz@mop.cl
CC:

Asunto: un planteamiento simple

Carlos, querido amigo:

Estoy sin trabajo hace cuatro meses.  Trabajé durante cuatro años y tres meses para concesiones, incluyendo el período en que estuve de asesor externo de Sergio Hinojosa y de Sergio Cortés, tiempo este último durante el cual realicé nueve estudios, algunos de ellos de la mas alta calidad según los mismos mandantes………. ¿porqué entonces se me cortó así no mas, sin siquiera previo aviso? ¿que hice mal?

Carlos, tengo familia y voy a tener una quinta hija en Septiembre. Dicen que los argumentos no convencen a nadie, Asi que, no obstante lo del párrafo anterior, no estoy apelando a tu razón…….estoy apelando a tu corazón.

Un abrazo,

Salvador.”
Fojas 9.484:
“Destinatarios: carlos cruz <carlos.cruzmoptt.gov.cl<

CC:

Asunto: otra situación mas………

Maestro y amigo, 

Lamento sinceramente  tener que informarle (no puedo dejar de hacerlo dada la gravedad del momento que estoy pasando) que incluso hoy. J. Toro me cortó los pequeños honorarios, que según acuerdo con el ministro y con él, iban hasta enero, porque no tiene mas recursos, quedándome en el 0 absoluto……francamente ya no se que hacer y le ruego ministro, como me lo señaló en su último mail, si puede implementar aquella operación de salvataje……..

Afectuosamente, 

Salvador.”
Fojas 9.485:
“Destinatarios: carlos cruz < carlos.cruzmoptt.gov.cl<

CC:

Asunto: corolario a lo anterior

Carlitos,

Perdone, pero lo que menos entiendo de todo es la posición sistemática que Toro ha mostrado durante el año…….(él se manda solo?)

No solo nos fue bajando majaderamente de todos y cada uno de los proyectos que en alguna oportunidad tu mandaste implementar (y que nos significaron gastos totales por mas de 30 millones de pesos),  sino que tampoco ha respetado (me atrevería a decir que le da lo mismo) las instrucciones simples y acuerdos establecidos, como era el tema de mi asesoría de apenas 1.3 pesos contemplada solo hasta enero del 2002 

Tal vez no suene muy bien todo esto, ministro, pero es la pura y simple verdad…..

Afectuosamente como siempre,

Salvador.”
Fojas 9.486:
“Informe de Raúl Herrera para Carlos Cruz 

Trabajo  completado y aceptado

Informe

Raúl Herrera/cgc




31-07-2000 22:25

Destinatarios: Carlos Cruz/cgccgc

CC: 

Sergio Cortés/cgc@cgc, Rafael Urriola/cgc@cgc, Dolores Rufián/MOPTMOPTT, 



Eduardo Dhainaut/cgccgc

Asunto: Fwd:  Presupuesto

Carlos, me tomo la libertad de remitirle mensaje de Sergio. Y mi respuesta (al final). Este mensaje coincide con una conversación que había iniciado con Lola sobre el rol de planeamiento. Había escrito una pauta que amplié con las molestias de Sergio. Creo que terminado nuestra etapa de posicionamiento, es el momento de dar línea en las prácticas.

NOTAS PARA LA MODERNIZACION DEL MOP.
Informes de Sergio Cortés para mi+


Trabajo completado y aceptado

Informe

Sergio Cortés/cgc




28-07-2000 09:06 p.m.

Destinatarios
Dolores Rufián/cgc@MOPTT, Rafael Urriola/cgc@cgc, Raúl Herrera/cgc@cgc

CC:

Asunto:
Presupuesto

Tal como lo he comentado muchas veces, mi impresión es que al Ministro no le importa mucho lo que se pueda hacer en materias de gestión con el Presupuesto para el esto es un dato y  un simple número que si falta hacienda debe colocar las platas o cortes debe solucionarlo. Estoy un poco molesto ya que no importa que trabajáramos en indicadores, ni mucho menos en políticas claras (que nunca se habían dado en este ministerio) con respecto al uso de los recursos. Carlos tiene una mala forma de entender que en este Ministerio muchos recursos no están en inversión. Es complicado mostrar cifras ya que las prioridades están puestas en otras cosas. Yo lo entiendo, pero deben tener un respeto por el tema. Cuando en febrero estaba definiendo el gabinete ya le dije que debería tener a alguien que observara el gasto ya que cuando él llegara no tendría recursos ni para él ni su  gabinete, me contestó que yo estaba histérico (no se si  te acuerdas Urriola), luego que pasa todos los gastos?, los paga Concesiones y las remuneraciones?, también, mientras el Ministerio en su conjunto sigue malgastando la plata en lo que ellos quieren y cada vez que el Ministro o cualquiera de ustedes solicita algo es concesiones quien termina pagando. La ejecución de este Ministerio en gastos generales es nefasta, solo basta mirar las cuentas que Tiene la Dirección de arquitectura para la conservación de este edificio y mirar cuando se ha gastado a Julio. Me gustaría que me declararan competencia en este  tema y el Ministro se la juegue algún día por las platas. Es difícil trabajar desde la sombra y mucho más difícil se hará cuando queramos  controlar el presupuesto.
Yo no entiendo cuando cruz me dice que vengo a administrar un presupuesto cuando ni siquiera tenemos plata para café (adivinen quien lo paga, pues concesiones). Me gustaría  que ustedes los asesores principales de Cruz me apoyen en esto. Yo no estoy dispuesto a seguir dándole duro mientras otros directores solo  usan el poder para llegar a Carlos y tener la desverguenza de decir que los proyectos fueron impuestos y no reconocer que tienen los fondos suficientes para ejecutar lo que quieren, por ejemplo: Arquitectura aumento su presupuesto de inversión un 19% y su presupuesto total en un 40% estas cifras son comparadas con respecto a la ley 2000, es decir las Direcciones tienen por un lado mas recursos para invertir y una cartera de proyectos mayores que  ejecutar. ¿Porqué? Por que se hizo gestión financiera. Tan simple como esto. Recuerden que el Marco presupuestario para el 2001 trae un crecimiento  de 0%.

Bueno Lola las carpetas te las entregarán a primera hora junto al oficio, espero que los cambios de proyectos que está solicitando las direcciones puedan ser abordadas con algún tipo de criterio técnico, es complicado pero estoy seguro que Mario Tala podrá salir bien del paso. Mi tarea intermedia terminó por ahora aquí  están las cifras y los presupuestos ahora quedan el acuerdo de que proyecto se cambia, ojalá sea plata por plata.

Atte

Scortes

Mi respuesta

Gracias Sergio.

Creo que a tu regreso podemos hacer un ejercicio que haga un inventario de todas las cosas que no queremos que vuelvan a pasar, que queremos que pase, y diseñar las prácticas para que eso ocurra. Mi impresión es que hemos estado preocupados del discurso (que es importante) y muy poco, o simplemente nada de las prácticas, como por ejemplo una evaluación de cómo cada dirección vela por la rentabilidad social  y eficiencia de los proyectos que hace.

Creo que lo que planteas es extraordinariamente oportuno”.

Fojas 9.488:
“Petición de Pablo Anguita para Carlos Cruz

Petición

Pablo Anguita/MOPT

Destinatarios:
Carlos Cruz/cgc@cgc

CC:

Asunto:
Problemas

Para responder el:

Para completar el:

Estos últimos días no han sido muy reconfortables y por e so te escribo para saber tu opinión sobre lo que está ocurriendo, ya que me producen sensaciones muy encontradas.

El DGOP está llamando y organizando comités y estudios de consultoría en campos que son exclusivos de Vialidad  en materias como “Manual de Carreteras” y “Deberes y Derechos de la Inspección Fiscal”. Se agrega a lo anterior otro estudio sobre la “Asesoría de Inspección Fiscal” y el estudio de la “institucionalidad del DGOP y sus Servicios”.

Me llama la atención  que a pesar de saber que estamos trabajando fuertemente en los temas antes dichos y que ya hoy día anuncié en la CCHC que esta DV ya estaba trabajando y que había solicitado el concurso de la AIC (Asoc. De Ing. Consult.) y de esta Cámara para que opinaran sobre versiones casi finales del manual, fueron citados por el DGOP para iniciar reuniones por su cuenta en el cual ni siquiera avisa. De igual modo respecto del programa de aseguramiento de calidad  (PAC) que atraviesa por la labores de la IF y de la AIF y como recordarás nosotros ya dimos un curso, preparado por la UC, que lo vamos a repetir por medio de Internet a todas las regiones y a empresas de la cámara que quieran recibirlo.

Respecto de la Institucionalidad, conversé y es más, discutí con José palma largamente sobre el tema ya que si se trata de una revisión de lo que estamos haciendo, entonces yo paro y espero, ya que no hay garantías que se tome lo nuestro como un hecho ya ocurrido y se construya a partir de esa realidad.

Otro tanto ocurre con otra charla en que el convoca para la tierra armada en que quiere producir en esa reunión la aceptación irrestricta del método, que como recordarás Reginensi está dispuesto a aceptar ese método bajo determinadas ocasiones.

Realmente no entiendo lo que está ocurriendo,  pues claramente estamos duplicando labores y sin embargo generando roces muy fuertes que a nada conducen. Me  interviene en mí accionar sin ningún miramiento, En estas condiciones, ¿valdrá la pena tener un Director exclusivo para Vialidad?

Espero tu opinión.

Gracias.”
Fojas 9.489:
“Informe de Ricardo Badilla para Carlos Cruz

Informe

Ricardo Badilla/cgc

Destinatarios: 
Carlos Cruz/cgc

CC:

Sergio Cortés/cgc@cgc

Asunto:
remuneraciones

Acá va lo solicitado, espero conversar esto contigo si tienes observaciones y lamento no haber acordado contigo los términos anticipadamente si es que hay algo que no te parece

ricardo remunera cgc.”

Lo que se remite es la nómina del personal de la Coordinación General del Concesiones incluyendo sus remuneraciones, la que rola de fojas 9.490 a 9.499.
Fojas 9.500:
“Informe de Ricardo Badilla para Carlos Cruz

Comentario

Carlos Cruz/cgc






12-08-2000 19:05

Destinatarios
Ricardo Badilla/cgc

CC:

Asunto:
remuneraciones

Estamos en problemas….¿te imaginas que esta lista cae en manos de Pérez y Pérez y de nuestros amigos DC?

1.- Será necesario depurarla

2.-Será necesario producir un ahorro neto de al menos el 10% mensual (disminuir en absoluto 40 millones de pesos de planilla mensual, a partir de septiembre)

3.- En términos de estructura, nadie puede ganar más que tu….ese es el límite

4.- en relación a las funciones, creo que hay algunas cosas que debieran revisarse: desarrollo y asesoría, legal y controversias, proyectos tiene mucha gente para la cantidad de proyectos que hay en cartera, ingeniería tiene más gente que Vialidad en este tema y esto me parece preocupante, más aún cuando hacemos esencialmente la misma pega y los que tienen la responsabilidad son ellos y no nosotros; en fin… creo que tenemos que conversar al respecto

5.- En relación a algunas unidades específicas: Ambiental debe ser la unidad más poderosa del Ministerio……dudo que haya igual en el gobierno, exceptuando las de instituciones especializadas, y tenemos problemas en Troncal Sur; en relación a Territorio, su crecimiento es enorme y tenemos problemas en  todo el país en la localización de peajes

6.- Todos los cargos Varios que se te han asignado deben pasar a sus unidades de destino, en septiembre, es decir, Patricio Mansilla trabaja en Planeamiento y debe ser remunerado por Planeamiento. Si la Lola no  tiene como pagarle, es porque no le sirve y está demás. Esto es extensivo para todos, inclusive las personas de mi gabinete.

7.-Hay sueldos que me parecen claramente excesivos: Astorga, Jana, Rojas, Torres, toro, para lo que hace (diferente es tener responsabilidades sobre un proyecto que dedicarse a pensar…..),

En concreto, entramos en economía de guerra por Instrucción del Ministro. En un mes requiero una nueva propuesta para lo que resta del año y en octubre, una para 2001. No se trata de apretar por hacerlo, pero me parece un exceso que nos gastemos 10 millones de dólares al año en remuneraciones en una actividad que es fundamentalmente promotora. Por otra parte, no puede ser Concesiones la caja del Ministro. Eso se acabó

Lo siento, pero la vida es dura compañero………debemos ser ejemplo en todo lo que hagamos, también en esto……..

Informe de Ricardo Badilla para Carlos Cruz
Trabajo completado y aceptado.”
Fojas 9.501:
“Comentario

Ricardo Badilla/cgc




14-08-2000 09:17

Destinatarios:
Carlos Cruz/cgc

CC:

Asunto:
remuneraciones

Ok, me hago cargo con entusiasmo la misión encomendada……………….

Así es, la vida nunca ha sido fácil, especialmente para los de izquierda!!!!!!

Ricardo.”
Fojas 9.502:
“Petición de Ricardo Badillla para Carlos Cruz
Esperando terminación del trabajo

Sí (de acuerdo)

Carlos Cruz/cgc




29-08-2000 08:33

Destinatarios:
Ricardo Badilla/cgc

CC:

Asunto:
reducciones

Para completar el:

OK

Mándame la lista, el origen de cada manteca, lo que gana y en qué se desempeña para revisarla…
Gracias…”
Fojas  9.503:
“Petición de Ricardo Badilla para Carlos Cruz   
Esperando acuerdo sobre el trabajo por hacer

Petición

Ricardo Badilla/cgc






29-08-2000 18:42 

Destinatarios:
Carlos Cruz/cgc

CC:

Asunto:
reducciones cgc

Para responder el:

Para completar el:

Acá va la situación propuesta sobre la cgc que cumple las metas solicitadas. Favor revisas con sumo cuidado la lista de despidos.

Respecto del resto de las nóminas, se ha procedido a las rebajas de sueldo, y las renovaciones de los contratos serán revisadas muy rigurosamente en el futuro con miras a mejorar la eficiencia y la cohesión del equipo en sacar adelante los desafíos que me planteaste..

Espero tus comentarios antes de proceder, en todo caso antes del 31 de Agosto

Ricardo.”

Se adjuntan nóminas de gastos que rolan de fojas 9.504 a 9.508.

Fojas 9.509:
“Petición de Ricardo Badilla para Carlos Cruz
Trabajo completado y aceptado

Sí (de acuerdo)

Carlos Cruz/cgc




30-08-2000 12:34

Destinatarios
Ricardo Badilla /cgc

CC:

Eduardo Arriagada /MOPTTMOPTT, Juan Carlos Latorre/MOPTTMOPTT

Asunto:
ajuste cgc

Para completar el:

Me parece bien……..Acompaño copia de esta a quienes corresponde, ratificando las instrucciones que dí a Concesiones:

En vista de los aumentos de dotación y de remuneraciones que han tendido lugar en concesiones entre febrero y agosto del presente año, sin una justificación debida en un aumento equivalente en la cargas de trabajo, solicité al Coordinador General de concesiones lo siguiente:

1.-reducción del costo de remuneraciones de un 15% en la planilla de Septiembre en relación a agosto

2.- reducción de la dotación de un 20% en Enero en relación a agosto.

3.- la forma en que se materialice la reducción de remuneraciones me es indiferente; mi recomendación es que sea por reducción de personal supernumerario y ajuste en las remuneraciones de los cargos más altos”.

Fojas 9.510:
“Destinatarios:
Carlos Cruz/cgc@cgc

CC:

Asunto:
Información

Para responder el:

Para completar el:

Ministro tal como te lo comenté es necesario que me puedas ayudar con respecto a algunas a empresas que históricamente nos ayudaron mientras estábamos en concesiones, lo que pasa es que hoy se le está dando un  trato discriminatorio y de cuestionamiento al punto de que existen amenazas por parte de S. Escobar a Torres y Véliz de que no deben invitar, comprar ni mucho menos adjudicar a estas empresas contratos que, insisto, históricamente lo han hecho y con todas las de la ley. Además no son capaces ni siquiera de negociar con estas empresas sino que simplemente las discriminan y no las invitan.

Las empresas son

GESYS Ltda.., Migración de datos del sistema de Concesiones al Sistema MOP (Antonio Medina)

GATE S.A. Remuneraciones  personal administrativo. Préstamo remuneraciones enero. (Héctor Peña) M &F Proveedora de Artículos de Oficina (llegamos atener deudas  por 50 millones nunca nos molestaron, de confianza)

SERVILILY Empresa de Aseo (4 años trabajando en concesiones, de super confianza)

MELINKA TOURS (Agencia de viajes Llegamos a tener deudas por 80 millones, siempre amables y de confianza)

Pero te puedes imaginar que la remodelación de la oficina del coordinador se contrato con trato directo e induciendo a que la misma persona colocara las otras dos cotizaciones. Esto costó cerca de seis millones, y se tuvo que pagar al contado.

Creo que primero el señor escobar debería arreglar su contrato antiguo y dejarse un mes de indemnización antes de cuestionar a empresas que sabemos se la jugaron por nosotros.

PD

Disculpa, Pero me siento super mal, cuando Véliz y Torres me dicen que debería avisar a Escobar, antes de salir a almorzar. De donde salió ese pinche técnico de Inacap?. Que se cree?

Atte.

scortes,”
Fojas 9.511:
“Petición de Carlos Cruz para Ivannia Goles

Trabajo completado y aceptado

Petición

Carlos Cruz/cgc




02-12-2000  20:31

Destinatarios:
Ivannia Goles /MOPTT

CC:

Asunto:
contratación

Para responder el:

Para completar el:

Se que esto te molesta. No obstante, creo que siempre hay ciertas cosas que hacer que no resultan del todo gratas, pero hay que mirarlas como una inversión. En esto caso se trata de la contratación de un señor Molina (hermano de Germán) para que apoye el  trabajo de la Myrian Pilosky. A lo mejor, lo que se puede hacer es contratarte una asesoría o un estudio o meterlo en un contrato existente, que se yo. Por favor, si tienes algún problema, vélo con Sergio Cortés.

 Muchas gracias…”

Fojas 9.512:
“Petición de Carlos Cruz para Ivannia Goles

Trabajo completado y aceptado

Sí (de acuerdo)

Ivannia Goles/MOPT




04-12-2000 12:45

Destinatarios:  Carlos Cruz/cgc@CGC

CC:

Asunto:
contratación

Para completar el:

OK Ministro, buscaré una solución.”
Fojas 9.513:
“Petición de Carlos Cruz para Ivannia Goles

Trabajo completado y aceptado

Gracias (cerrar)

Carlos Cruz/cgc




10-12-2000   17:46

Destinatarios:
Ivannia Goles/MOPT@MOPTT

CC:

Asunto:
contratación

No esperaba otra acosa de Usía..

Gracias…”

Fojas 9.514:
“Sergio Cortés

20-12-2000 12:43

Destinatarios: Rafael Urriola/cgc@cgc

CC: 
 Luis Jara/cgc@cga

Asunto: Re: pendientes

Rafa,   yo creo que el problema no es de ambigüedad, sino que la información no es simétrica, por ejemplo, Torres: tenemos un correo que dice que es sólo hasta octubre, el ministro piensa lo mismo, yo igual, pero él dice que son 10 meses. Quién decide?.

Jaime Massardo (Representante del ex Ministro)……..

Caso Pardo. Tu mismo dijiste que se pagara contra un estudio del fondo, chaparro lo desconoce. Creo que debemos pagarlo por el fondo, mas aun está todo en manos del abogado para la firma luego de eso se hace el cheque y chao. En todo caso no tenemos tanta plata como para pagarle todo a pardo.

En todo caso me comprometo a que todas las deudas (no cuentes a pardo) que tú mencionas estarán canceladas antes del 31 de diciembre de este año.

Pero te pido que nos ordenemos en los compromisos y en la información.

Atte

Scortes”
Fojas 9.516:
“MINUTA CONFIDENCIAL

Del Listado de desvinculación presentado al señor ministro y luego discutido con el coordinador de Concesiones se ha acordado lo siguiente:

1.- No se autoriza ningún aumento de remuneraciones propuesto por las áreas de Territorio, Coordinación de Contratos, Gestión Ambiental, Expropiaciones, Coordinación de Proyectos y Comunicación.

2.- Existen remuneraciones que deben ser disminuidas, dado la responsabilidad que ocupan en la organización, estas personas son las siguientes, con las respectivas fechas para su proceder:







        ACTUAL            PROPUESTA

Iván Jana Calderón
Coordinación de Proyecto     
           $ 4.000.000
$ 3.450.000

Álvaro Saavedra Fuentealba
Coordinación de Proyecto
$ 2.500.000
$ 2.000.000

Ronald Gibbs Robles

Desarrollo


$ 1.778.000
$ 1.200.000

Sergio Salinas Rojas

Informática


$ 2.300.000
$ 2.100.000

Titina Rojas Nilo

Informática

           $    600.000
$    400.000

Camilo  Rojas Bascuñán
Coordinación de Contratos
$ 4.000.000
$ 3.450.000

René Labra Jarvis

Coordinación de Contratos
$ 3.600.000
$ 3.300.000

Julio Buzeta Villar

Administración

$    635.556
$    550.000

Marcela Jara Pinilla

Administración

$    635.556
$    550.000

Jessica Pierrón Saavedra
Administración
            $    465.000
$    350.000

David Pastén Carrasco
Administración
            $    800.000
$   600.000

Eduardo Abedrapo Salvador
Control de Gestión

$3.300.000
$ 2.600.000

Fernando Valderrama Correa
Territorio


$ 1.890.000
$ 1.680.000

3. Cabe mencionar que aún existe un déficit estimado para cubrir remuneraciones en el período 2001 cercano a los 900 millones, suponiendo que en el mes de enero se repetirá planilla del mes de diciembre. Este déficit alcanza a tres meses, en el caso de ocupar la cuenta de expropiaciones este déficit disminuirá a solo 300 millones, cifra que deberá ser absorbida por las cuentas de estudios.

4. Para el ajuste de las remuneraciones en la Coordinación de Construcción se debe tener presente las responsabilidades y roles que cumplen y su experiencia en la administración de contratos de esta envergadura.

5.- Se acuerda, además, con el señor Ministro entregar dos meses a contar del 01 de diciembre del 2000 por concepto de desvinculación.

6. Para los Agentes  Públicos, en todos los casos, no existirán dos meses sino su término real de contrato, es decir, 31/12/2000. Se incluyen los llamados Otros.

7. De la parte Consultores,  es recomendable hacer una modificación de contratos hasta el 31/12/2001 para todos los casos. No es aconsejable utilizar los honorarios extraordinarios como remuneraciones, ya que estos deben ser justificados por viajes fuera de la ciudad de Santiago, y para estos fines es complicado.

8. De la parte Administración, simplemente se le debe notificar a la empresa que no se requiere contar con los servicios de las apersonas aludidas, esto sin perjuicio que se converse con las personas personalmente indicando el porqué. Se debe tener presente que existen administrativos que puedan tener mas de dos años trabajando para concesiones, bajo estos contratos, en este caso es necesario hacer un gesto mayor.

9. En ningún caso, el proceso de disminución del presupuesto asignado a remuneraciones, provocado por las desvinculaciones debe ser absorbido por las cuentas de estudios y/o inspectorías fiscales, ni mucho menos los llamados a re ubicar deben provocar un aumento en el costo actual de los contratos vigentes. Para ello resugiere controlar la deuda actual y compararla con la deuda, contrato a contrato, a mediados del  año 2001.

10. El señor Ministro valora la posición y el planteamiento de los señores jefe de área (Medio Ambiente, Jurídica y desarrollo) al manifestar que están dispuestos a disminuir sus remuneraciones, en post de alcanzar las propuestas de remuneraciones por área.

11. Por último es necesario, considerar a todas aquellas personas que han trabajado por más de dos años en el sistema de concesiones y hoy están afecta a este proceso de desvinculación. Para ellas (en el caso de que existieran) se sugiere hacer un mayor gesto, pensando en un mes más de lo propuesto.”
Fojas 9.518:
“Angélica Carvajal

03-01-2001 13:41

Destinatarios: Carlos Cruz/cgc@cgc

CC:

Asunto:
Saludos

Hola Carlos, un fuerte abrazo y que este año sea mejor para todos, especialmente en tus gestiones ministeriales.

Te cuento:

Tengo un ofrecimiento de Pedro Salazar (Jefe Interino) de integrar la Unidad de Territorio de la Dirección de Vialidad, necesitan alguien de Ciencias Sociales para hacerse cargo del tema Participación.

Para esto necesito  tu  a poyo, porque es don Pablo Anguita y Pamela Gómez quienes deciden.

Al parecer el sueldo es equivalente a grado 11, es decir unos $ 404.514 líquidos.

Existe la posibilidad de que a través tuyo, puedan asimilarme a un grado superior? 

Como siempre agradezco 

 Tu gestión.

Angélica Carvajal”
Fojas 9.519:
“DESTINATARIOS

Sergio Alburquenque/cgc@cgc, Carlos Aravena/cgc@cgc, Mónica Araya/cgc@cgc, Angélica Arellano/cgc@cgc, Eduardo Astorga/cgc@cgc, Vicente Atencio/cgc@cgc, Soledad Cadiz/cgc@cgc, Angelica Carvajal/cgc@cgc, Ingrid Castro/cgc@cgc, Sergio Cortes/cgc@cgc, Carlos cruz/cgc@cgc, Francisco Donoso/cgc@cgc, Alba Dearmendaiz/cgc@cgc, Georgina Febre/cgc@cgc, Jose Luis Garciahuidobro/cgc@cgc, Claudio Garin/cgc@cgc, Guillermo Guerrero/cgc@cgc, Patricia Henríquez/cgc@cgc, Raúl Herrera/cgc@cgc, Ricardo Herrera/cgc@cgc, Antonio Irizarri/cgc@cgc, Iván Jana/cgc@cgc, Luis Jara/cgc@cgc, Patricio Mansilla/cgc@cgc, Eric Martin/cgc@cgc, Gonzalo Mizala/cgc@cgc, Juan O”Brien/cgc@cgc, Juan Palomino/cgc@cgc, Paula Parma/cgc@cgc, Loreto Pavez/cgc@cgc, Andrés Pozo/cgc@cgc, Raúl Ramírez/cgc@cgc, Héctor Quiroz/cgc@cgc, Juan Manuel Reveco/cgc@cgc, Ximena Riff/cgc@cgc, Dolores Rufián/cgc@cgc, Roberto Salinas/cgc@cgc, José Sanchez/cgc@cgc, Ramon Silva/cgc@cgc, Erwin Stagno/cgc@cgc, Julio Toro/cgc@cgc, Carolina Torrealba/cgc@cgc, Jorge Torres/cgc@cgc,  Rafael Urriola /cgc@cgc, Fernando Valderrama/cgc@cgc, César Varas/cgc@cgc, Juan Carlos Véliz/cgc@cgc, Patricia Verdugo/cgc@cgc, Javier Villanueva/cgc@cgc, Leonel Vivallos/cgc@cgc, Alex Vojkovic/cgc@cgc, Enrique Zamorano/cgc@cgc, Javier González/cgc@cgc, Javier Gonzalez/cgc@cgc, Héctor Olmos/cgc@cgc, Luis Jara/cgc@cgc, Margarita Riffos/cgc@cgc, Andres Vargas/cgc@cgc, Guillermo Fuenzalida/cgc@cgc,

CC:

Asunto:
Solicita Aportes

Ha llegado el momento de ponerse las pilas.

A los que falten por hacer sus aportes, les ruego me lo comuniquen hoy.

La idea es hacer 4 aportes (uno cada mes) equivalentes en total a 4 días de sueldo (sueldo dividido por 30 X4)

Las cuotas se pueden entregar cada mes. Sin embargo es más fácil entregar 4 cheques, los que se irán depositando en CADITEL, el mes que corresponda.

LES PIDO QUE SI CONOCEN OTRAS PERSONAS DISPUESTAS A APORTAR, LAS COMUNIQUEN CONMIGO O CON ANGELICA CARVAJAL.

. ESTE APORTE ES REALMENTE IMPORTANTE PARA EL ÉXITO DE LA CAMPAÑA

Muchas Gracias.”
Fojas 9523:
“Destinatarios: 
Rafael Urriola/cgc@cgc,

CC:

Asunto:
Jarpa

Para responder el:

Para completar el:

Me llamó Raúl de la Puente para que hiciéramos un considerando con tu amigo Jarpa. Le dije que lo iba a ver contigo, que no era fácil la solución pero que veríamos la posibilidad de alcanzar alguna solución. Lo que nos pide es estabilidad hasta agosto. Se me ocurre que podemos hacer algún negocio con  Transporte: nos podría ayudar en instalar las mesas de trabajo con los genios allá. Te va a llamar el lunes……..

Gracias”
Fojas 9.524:
“Destinatarios
Carlos Cruz/cgc@cgc,

CC:

Asunto:
Jarpa

Para completar el:

Jarpa me pidió que negociáramos hasta marzo porque lo querían cortar en diciembre y lo hice con el compromiso de terminar ahí

2) Jarpa gana 1,5 y eso es bastante superior al mercado

3) en transporte la tarea que ves la está haciendo Patricia

4) El mismo vio la posibilidad de hacer algo de ese tipo en vialidad que se requiere ayuda

Pese a todo la disciplina se impone”
Fojas 9.525:
“Destinatarios:
Rafael Urriola/cgc@cgc

CC:

Asunto:
MINUTA S.E.

Para responder el:

Para completar el:

Por favor revisa con la Lola y con quien corresponda los antecedentes que entrego en la minuta adjunta para S. E. Solicitaré reunión con él para el martes o miércoles, por lo que debe estar lista hoy.

Gracias MINUTA S. E



MINUTA PARA S. E. EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

1. La situación de Vialidad es complicada. De acuerdo a los antecedentes disponibles inicialmente, el presupuesto de la dirección se había excedido en relación  al marco presupuestario en 100 mil millones de pesos para 2001 ( de 245 mil millones a 345 mil millones. En base a estos antecedentes se firmó un Protocolo de Acuerdo con el Ministerio de Hacienda,  a partir del cual se definían los mecanismos que permitían financiar este sobregiro, sin comprometer mayormente los presupuestos del 2002 y del 2003: postergación de compromisos, cargos a Proempleo, reducción de costos operacionales, disminución de proyectos en cartera y pagos diferidos. Una nueva revisión de los antecedentes proporcionales por la Dirección de Vialidad demostró que el sobregiro programado para el presente año era superior en 29 mil millones de pesos, lo que implica un esfuerzo adicional de reducción de actividades. Para  apegarnos al compromiso protocolizado con Hacienda se operará de la siguiente forma:

a) se paralizarán los procesos de adjudicación de proyectos en curso

b) se suspenderán las licitaciones programadas

c)  se seleccionarán los proyectos que tengan relevancia verdadera, a partir de los siguientes criterios:

- situación  general de la región en relación al Presupuesto MOP

- situación de la región en relación al presupuesto Vialidad

                       - importancia nacional del proyecto



- impacto social del proyecto



- relevancia política del proyecto

A pesar de las aparentes medidas restrictivas que deberemos adoptar, la ejecución de obras durante el presente año superará en un  24% el marco presupuestario, lo que es bastante inédito.
No obstante, por las expectativas generadas, esta forma de proceder significará dificultades mayores con las autoridades regionales, especialmente en el marco de una campaña electoral, con la Cámara Chilena de la Construcción y con las organizaciones de trabajadores.

2. Para enfrentar el proceso de Modernización que el MOP requiere, en el marco de un  proceso más amplio de integración con el Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones, hemos  trabajado con los Gremios en un Protocolo de Acuerdo que en lo sustantivo considera los siguientes criterios:

a) se  “facilita” la desvinculación en forma pactada de toldos los trabajadores que hayan  cumplido con la edad respectiva, lo que debiera favorecer a cerca de mil personas. El costo por persona se estima en cerca de 5 millones de pesos

b) se reduce la planta del MOP en 1000 personas

c) las remuneraciones de los que permanecen se incrementan en un %, a través de mecanismos  que no alteren las escala de remuneraciones del aparato público

d) se considera un “bono de reconocimiento” a todos los trabajadores, por una sola vez de….

e) El beneficio (TIR)  de esta operación para el  MOP es de casi un 50%

Para poder llevar a cabo esta acción se requiere de los recursos, los que hacienda no está dispuesto a aportar en el presente ejercicio

3. El Ministerio se ha visto envuelto en alarmistas llamados de atención en relación a un contrato de asesoría con una empresa llamada GATE.

a) se afirma que el dueño de la misma no era de los “trigos más limpios” (ex Seremi de Transporte  que habría estado vinculado a relaciones poco claras con los transportistas en el pasado: año 92)

b) que la empresa no tenía espaldas para un contrato de la magnitud del que se le asignó 

c) que los recursos que habría recibido la empresa se habrían usado para favores políticos y pago de sobresueldos de personas de confianza del Ministerio

El caso es el siguiente:

a) se decidió contratar a una empresa para  “soportar” las demandas de la Coordinación General de Concesiones, en virtud de que esas actividades no estaban reconocidas en la Planta del Ministerio y que se supone que no tiene carácter de permanentes, en tanto duran mientras dure la actividad de concesiones. Esta es una práctica habitual, reconocida por Hacienda y la Contraloría  General de la República. 

b) La contratación de la empresa se hizo en base a un concurso privado reconocido y aceptado por todos los participantes. Participaron 6 instituciones y se le adjudicó a la que solicitaba menor “over head”

c) Efectivamente, la empresa proporcionó, a petición de la Coordinación General de Concesiones, personal de soporte para una serie de actividades. Entre estas personas se solicitó el apoyo para tareas específicas del Fiscal y de personal de Fiscalía para el área de expropiaciones.

d) Todos los antecedentes están debidamente documentados y no hay indicio alguno que los fondos manejados por la empresa se hayan desviados a otros fines que los consignados en el contrato.”
Fojas 9.527:
“Informe

Sergio Cortés/cgc

Destinatarios
Jorge Torres/cgc@cgc, Rafael Ibarra/cgc@cgc

CC.
Asunto:
Gate

Es bueno que nos coordinemos con respecto a la información que solicitó la contraloría a los jefes  de áreas encargados de los profesionales que prestaron servicios. Recuerden existen personas que eran favores y se asignaban a las áreas y muchas veces los supuestos jefes no sabían de esto.
Atte

Scortes.”
Fojas 9.528:
“Sergio Cortés

10-07-2001 14:29

Destinatarios:   “luis jara” <adsl.tie.cl>

CC:

Asunto: 
Re:avance2

Chico necesito saber que relación tienen con el Ministerio de Transporte las siguientes personas

Claudia Parada entre junio de 2000 y agosto 2000

Luis Jara entre septiembre del 2000 y abril  2001

Manuel Moreno entre septiembre del 2000 y enero 2001

Jorge Julio Canales entre noviembre del 99 y febrero del 2000

Además revisa todas las boletas que tu colocaste y trata de ver que es lo que tenemos sensible como  para establecer un convenio o generar un informe de respaldo

Atte

Scortes”
Fojas 10.032:
“Guillermo Díaz gdiazs@mtt.cl con fecha 20-09-2000 23:05:36

“Guillermo Díaz” gdíaz@mtt.cl
lujara@mop.cl
Pedida

Luis:

Este es copia del correo que envié a Juan Carlos Véliz Como ves no me han dado el suple desde el mes de mayo, Es decir, por 5 meses.

El compromiso con CCL ( el ministro), es mantener los ingresos que 

Tenía en concesiones...$ 2.650.000

Mis ingresos por el MTT son de $1.226.654...brutos

Por lo que el saldo es de $1.423.346, por cada uno de los meses

De allí que el total actual alcanza a

5 * 1.423.346 = 7.116.730

con 10 % de retenciones....711.673

lo que el saldo es de  $6.405.057

de ello JC Veliz me ha pasado $1.000.000

y tú me depositaste $500.000

lo que da un saldo total de $4.905.057

espero tus mensajes

recuerda que debo boletear estos ingresos

ah!!! Y mi cuenta corriente es del Bco. A.Edwards

01-64-092471

un abrazo y gracias desde ya

willy

-----Original Message-----

From:
Guillermo Díaz < gdíaz@mtt.cl < malito: gdíaz@mtt.cl>>

To :
jveliz@mtt.cl< mailto:jvéliz@mtt.cl> < jveliz@mtt.cl

<mailto:jvéliz@mtt.cl<<

Cc:
gdiazs@ctcinternet.cl < mailto:gdíazs@ctcinternet.cl> <

gdíazs@ctcinternet.cl < mailto:gdíazs@ctcinternet.cl> > 

Date:
Monday, July 31, 2000 9:20 PM

Subject:
Urgencia     

Hola majo….como dicen en España

Te envío los valores para tú “ ayuda”

Mayo: 2.650.000 – 1.226.654 = 1.423.346

Junio : 2.650.000 – 1.226.654 =  1.423.346

Julio: 2.650.000 – 1.226.654= 1.423.346

Es decir.......4.270.038 – 427.004 = 3.843.034

Y como dice mi madre------escúchanos señor te rogamos

Un abrazo

Willy

Pd: el otro correo es el de mi casa

.... te tengo que enviar una boleta?????”
Fojas 10.030:
“Guillermo Díaz gdiazs@mtt.cl con fecha 24-09-2000 22:08:37

lujara@mop.cl
Re: Pedida

Luis:

Gracias de verdad estaba un tanto afligido

Espero tus mensajes

La boleta no olvides de pedírmela

Un abrazo

Willy

----Original Message-----

From:
lujara@mop.cl < lujara@mop.cl>

To:
gdíazs@ctcinternet.cl gdíazs@ctcinternet.cl
Date:
Friday, September 22, 2000 6:39 PM

Subject:
re: Pedida

Hoy te deposité como  habíamos quedado para el saldo te pido un poco de tiempo. La boleta te la pediré llegada su oportunidad.”
Fojas 10.034:
“Guillermo Díaz gdiazs@mtt.cl con fecha 12-12-2000 00:44:50

lujara@mop.cl
Re:Boleta ( Oferta)

Y ? 

Por c’uanto debo haber la boleta

Un abrazo

Willy 

-----Original Message-----

   From:
lujara@mop.cl < lujara@mop.cl>

 To:
gdíazs@ctcinternet.cl gdíazs@ctcinternet.cl
Date:
Monday, December 04, 2000 12:27 PM


Subject:  Fwd: Boleta ( Oferta)

04-12-2000 01:25 PM

Petición 

Luis Jara/cgc

Petición mía para  Guillermo Díaz

Esperando acuerdo sobre el trabajo por hacer

Destinatarios: Guillermo Díaz /cgc@cgc
CC:

Asunto :
Boleta

Para responder el:

Para completar el:
Los datos para tú boleta son:

Asyr Consultorías Ltda..

77.516.500-6

Nueva de Lyon   0124 of. 303, Providencia

Otra cosa, necesito un computador por un período de tres meses, puedes Ayudarme con uno del fondo?.

Gracias.

Saludos

Luis Jara” 

Fojas 10.035:
“Guillermo Díaz gdiazs@mtt.cl con fecha 03-01-2001 09:51:34

lujara@mop.cl
cuando ?

Luis:

Feliz año

oye compadre, cuando paso por allá y arreglamos

un abrazo

Willy”
Fojas 10.036:
“Guillermo Díaz gdiazs@mtt.cl con fecha 03-01-2001 10:18:53

lujara@mop.cl
RE: cuando ?

Compadre:

Hoy ya no puedo

Mañana a las 8:30 horas?

Willy 

----Original Message-----

From:
lujara@mop.cl >


To: Guillermo Díaz gdiaz@mtt.cl
Sent:
Wednesday, January 03, 2001 8:59 AM


Subject: Re: cuando?

Hoy, te parece a las 15: 00 ?”
Fojas 10.037:
Luis jara

03-01-2001  12:28

“Guillermo Diaz”  < gdíaz@mtt.cl>

RE: Cuando?  

Ok mañana  a las 8:30”
Fojas 10.038:
“Petición de Ricardo Badilla para Carlos Cruz

Esperando acuerdo  sobre el trabajo por hacer

Petición

Ricardo Badilla/cgc                                                     29-08-2000 18:42

Carlos Cruz/cgc

Reducciones cgc

Acá va la situación propuesta sobre la cgc  que cumple las metas solicitadas.favor revisa con sumo cuidado la lista de despidos.

Respecto del resto de las nóminas, se ha procedido a las rebajas de sueldo, y las renovaciones de los contratos serán revisadas muy rigurosamente en el futuro con miras a mejorar la eficiencia y la cohesión del equipo en sacar adelante los desafíos que me planteaste.

Espero tus cometarios antes de proceder, en todo caso antes del 31 de agosto.
Ricardo”


Las listas rolan de fojas 10.039 a 10.059.
Fojas 10.070:
“Petición de Ricardo Badilla para Carlos Cruz            Trabajo completado y aceptado

Petición 

Ricardo Badilla/cgc                                                      30-08-2000  10:16

                            Carlos Cruz/cgc

                              Ajuste cgc

El proceso en curso ha provocado una inquietud en el DGOP y el Subsecretario, los que demandan participación  en las decisiones e información pormenorizada, por el impacto en el MOP. Tu hablastes de esto con Caco y el DGOP?

Yo he señalado hasta ahora de que el ajuste esta diseñado y se espera implementar al mas breve plazo

Ricardo”
Fojas 10.071:
“Petición de Ricardo Badilla para Carlos Cruz                   Trabajo completado y aceptado

Si (de acuerdo)

Carlos Cruz/cgc                                                          30-08-2000 12:34

                      Ricardo Badilla/cgc

                      Eduardo Arriagada/MOPT@MOPT, Juan Carlos Latorre/MOPT@MOPT

                      Ajuste cgc

Me parece bien…Acompaño copia de esta a quienes corresponde, ratificando las instrucciones que di a Concesiones:

En vista de los aumentos de dotación y de remuneraciones que han tenido lugar en concesiones entre febrero y agosto del presente año, sin una justificación debida en un aumento equivalente en la carga de trabajo, solicité al Coordinador General de Concesiones lo siguiente:

1.- reducción del costo de remuneraciones  de un 15% en la planilla de septiembre en relación a agosto

2.- reducción de la dotación de un 20% en Enero en relación a agosto.

3.- la forma en que se materialice la reducción de remuneraciones me es indiferente; mi recomendación es que sea por reducción de personal supernumerario y ajusto en las remuneraciones de los cargos más altos.”
Fojas 10.072:
“Petición de Ricardo Badilla para Carlos Cruz                   Trabajo completado y aceptado

Gracias (cerrar) 

Ricardo Badilla/cgc                                            30-08-2000        14:25

                                     Carlos Cruz/cgc

                                     ajuste cgc

vere esto con Eduardo, revisastes la lista de los despidos?

Ricardo”
Fojas 10.073:
“Petición de Ricardo Badilla  para Carlos Cruz                  Trabajo completado y aceptado

Comentario 

Carlos Cruz/cgc                                                                31-08-2000 07:39

                                   Ricardo Badilla/cgc

                                   Ajuste cgc

Por las razones que conversamos ayer estos se suspenden…”
Fojas 10.074:
“Petición de Eduardo Arriagada para Carlos Cruz         Esperando terminación del trabajo

Petición 

Eduardo Arriagada/MOPT                                                     08-11-2000   14:14

                                  Carlos Cruz/cgc@cgc

             PRESUPUESTO DE OPERACIÓN CONCESIONES 2001

El presupuesto de operaciones de Concesiones el año 2001 requiere realizar una drástica disminución de personal. Se está haciendo un exhaustivo trabajo para determinar las personas a prescindir y ubicar las plazas donde se las podría colocar para lo que se requiere conocer:

-Personal del MOP pagado por concesiones. Será posible que discontinúe el pago de Concesiones el próximo año.

-Número de plazas en el Ministerio de Transportes que podrían ofrecerse al personal que se retire de Concesiones

Ruego que se me indique con quien puedo estudiar estas posibilidades”
Fojas 10.075:
“Petición de Eduardo Arriagada para Carlos Cruz       Esperando terminación del trabajo

Si ( de acuerdo)

Carlos Cruz/cgc                                                                  11-11-2000 18:54

                       Eduardo Arriagada/MOPT

                       PRESUPUESTO DE OPERACIÓN CONCESIONES 2001

Efectivamente, creo que debemos reducir el personal de concesiones; mejor dicho, creo que debemos sincerara lo que efectivamente trabaja para concesiones y reducir en algo…

En transporte están haciendo un levantamiento del personal que dejará de trabajar el próximo año y que deberá ser reemplazado. Cuando esté listo ese trabajo hay que hablar directamente con Tombolini…Me avisarán cuando esté en condiciones de ofrecer algo…

Gracias…” 

Fojas 10.076:
“Petición de Carlos Cruz para Eduardo Arriagada             Trabajo completado y aceptado

COMENTARIO 

Carlos Cruz/cgc                                                            23-11-2000 21:58

                     Eduardo Arriagada/MOPT@MOPTT

                     Contrato

Lo que me interesa es que Cortés entregue la lista. Con esa lista nos sentamos con los directores y cortamos. En esa reunión debiera estar el Caco, tu, yo y el director afectado…


s) Legajo formado con la información obtenida de las cintas magnéticas incautadas de dependencias de la Coordinación General de Concesiones, conforme a resolución que rola a fojas 9.849 bis.

t) Documentos guardados en la custodia del tribunal bajo los números 1, 2, 3, 99, 100, 101, 104, 105, 106, 107, 108, 109, 110, 111, 112, 113, 114, 116, 117, 118, 119, 120, 121, 122, 123, 124, 125, 126, 127, 128, 129, 1678, 130, 131, 132, 133, 134,  135, 137, 138, 139, 140, 141,  144, 145, 147, 148, 151, 152, 166, 168, 169, 170, 171, 172, 173, 174,  177, 181, 184, 185, 188,  191, 193, 227, 229, 232, 246, 260, 265, 276, 162, 164, 226, 286, 287, 288, 334, 350, 358, 369, 380, 381, 386, 388, 390, 395, 408, 434, 454, 460, 461, 468, 469, 483, 489, 513, 514, 519, 524, 532, 534, 535, 536, 550, 551, 566, 561, 567, 568, 585, 587, 606, 638, 655, 656, 657, 662, 663, 682, 683, 695, 696, 697, 699, 704, 705, 712, 713, 729, 730, 743, 745, 752, 782, 795, 834, 839, 857, 861, 862, 871, 872, 873, 882, 893, 7, 10, 11, 14, 15, 22, 35, 46, 48, 51, 52, 53, 54, 1.611, 1.664, 1.678, 1.684, 1687, 1.782, 1.803, 2.256, 2.344, 2.350, 2.395, 2.531, 2.532, 2.544 y 2.558.


También documentos guardados en custodia y que corresponden a la causa signada con la letra A, bajo los siguientes números: 300 (fojas 1.674 vta.), 304, 335, 445, 2533 y 2534, 2545, 2546, 2547 y 2548, 2556, 2557, 478, 2154. 478, 484, 493, 494, 504, 515, 538, 539, 545, 546, 552, 553, 555, 557, 561, 563, 564, 569, 571, 586, 594, 597, 602, 603, 607, 608, 614, 617, 618, 625, 627, 628, 630, 631, 632. 633, 637, 640, 641, 642, 643, 644, 646, 647, 648, 649, 650, 651, 652, 660, 661, 670, 675, 680, 681, 687, 689, 690, 691, 692, 691-A, 693, 694, 700, 702, 703, 706, 707, 709, 710, 711, 714, 717, 718, 722, 723, 724, 728, 731, 737, 742, 744, 749, 773, 777, 788, 796, 803, 807, 808, 811, 819, 818, 824, 827, 826, 833, 836, 838, 845, 847, 850, 851, 875, 877.


u) Informes periciales evacuados por los siguientes peritos:

Jorge San Martín Zabala, contador auditor, que rola a fojas 3.524 y siguientes, en el que expone:

1) En relación a los contratos celebrados por el Ministerio de Obras Públicas con Gate S.A., el trabajo realizado consistió en la recopilación y análisis de la documentación recabada por el perito en las dependencias de dicho ministerio, que incluye las distintas etapas de las licitaciones, hasta concluir con los pagos informados por la Dirección de Contabilidad y Finanzas, los que ascendieron a un monto pagado de $ 1.725.779.524.

2) Las bases de licitación de los contratos establecían una cláusula que indicaba que la adjudicación recaería en aquella oferta que representara el menor costo para la Dirección General de Obras Públicas, sin considerar otros parámetros de evaluación.

3) Se pudo establecer la individualización de las distintas personas que intervinieron en las diferentes instancias de participación y autorizaciones de las licitaciones.

4) De los ocho contratos celebrados por el Ministerio de Obras Públicas con Gate S.A., siete se pagaron por montos inferiores a $ 50.000.000.-

5) A la luz de los antecedentes analizados del contrato de la Resolución Nº 343, de 1999, y modificado por Resolución Nº 283, de 2000, por un monto total de $ 1.440.700.000, significativamente superior al resto de los contratos, llamó la atención, lo siguiente:

-Que las bases de licitación establecieran como único factor de adjudicación que “se preferirá aquella oferta que, cumpliendo con las exigencias, represente el menor costo para la Dirección General de Obras Públicas”. En cambio, por ejemplo, en el contrato según Resolución Nº 2311, de 1998, por un valor de $ 35.000.000.-, se estableciera como factores técnicos de evaluación los siguientes: a) experiencia general y antecedentes del consultor, b) metodología y plan de trabajo, y c) equipo propuesto.

-El acta de Adjudicación de la Propuesta Privada se realizó al día siguiente de la apertura de las ofertas.

-Las comisiones de Apertura de las Ofertas y de Adjudicación se integraron por las mismas personas.

-La existencia de dos liquidaciones finales del contrato de apoyo: la primera dio origen a la Resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 164, de 30 de abril de 2001, que aprueba el anexo de la liquidación final, la que fue retirada de la Contraloría General de la República el 26 de junio de 2001. La segunda originó la resolución de igual dirección número 58, de 27 de marzo de 2002, presentándose por segunda vez las rendiciones de gastos mensuales de uso efectivo de las partidas. La estructura de gastos de las rendiciones mensuales de ambas liquidaciones fue diferente, y las resoluciones que las aprueban fueron emitidas con un desfase de once meses.


La Contraloría General de la República devolvió la Resolución Nº 58, según se consigna en el oficio Nº 028705, de 29 de julio de 2002, por existir diferencias entre los valores de las partidas individualizadas en “Anexo Cálculo de Pagos” y los montos informados por la Coordinación General de Concesiones, porque el costo total del contrato de acuerdo al presupuesto convenido se dividió en tres partidas: honorarios por $ 1.098.700.000, gastos generales por $ 126.960.000, e imprevistos, impuestos y utilidades por $ 215.040.000, y sobre la primera partidas se presentó documento de respaldo por $ 941.703.339 y sobre gastos generales una por $ 291.020.039, lo que determina diferencias importantes entre los montos contratados y los ejecutados en dichas partidas.

-El monto total pagado por el Ministerio de Obras Públicas a  Gate S.A. por ocho contratos asciende a $ 1.725.779.524.

-La cuenta corriente que Peña Véliz mantuvo en el Banco Santander registra movimientos significativos desde el 26 de abril de 2000 hasta el 18 de abril de 2001, demostrando una importante cantidad de cheques cobrados en un período de un año, con valores repetitivos cobrados mensualmente y en fechas similares en cada mes. Durante ese período significó un movimiento de valores sobre los $ 300.000.000.-

Wilma Mayo Ureta Castillo, abogado y perito judicial contador, que señala, en el de fojas 4.675 y siguientes, la totalidad de los ingresos de dinero percibidos por Gate S.A. durante los años comerciales 1998 a 2002, tanto de clientes privados como de instituciones del Estado.

En el de fojas 6.151 y siguientes, concluye: que Gate S.A. inició actividades ante el Servicio de Impuestos Internos el 29 de agosto de 1997, con el giro servicios profesionales técnicos no clasificados; que el total de los ingresos que percibió durante los años 1997 a 2001 asciende a $ 2.473.290.733.-; que el total de los egresos y gastos asciende a $ 1.481.698.189.-; que los ingresos por concepto de servicios prestados son consistentes respecto de los montos declarados por boletas de servicios emitidas y los contratos que las fundamentan, pero son inconsistentes en cuanto a la efectividad de los servicios prestados, toda vez que no existe ningún documento que respalde la veracidad de haberse prestado los servicios de que dan cuenta las boletas o facturas. Concluye que Gate S.A. fue utilizada para desviar fondos fiscales a otros objetivos, como es el pago de sobresueldos que constan en el informe.

En el de fojas 7.371, acompaña listados con información relativa a la totalidad de los cheques girados por Gate S.A. sobre la cuenta corriente número 000-0-554354-1 del Banco del Estado de Chile, entre el 23 de octubre de 1998 y el mes de noviembre de 2002.

En el de fojas 8.671 y siguientes, que dice relación con el análisis de determinadas cuentas corrientes bancarias, complementado por el de fojas 9.052 y siguientes, concluye:

·Titular Gate S.A. cuenta corriente número 000-0-554354-1 del Banco del Estado de Chile: en el periodo que corre entre el 23 de octubre de 1998 y el 12 de septiembre de 2002 se giraron 3.299 cheques por un monto total de $ 2.383.400.547; y se efectuaron 179 depósitos por un monto total de $ 2.307.8689.120.- en el periodo que va del 21 de octubre de 1998 al 24 de diciembre de 2002.

Figuran como beneficiarios de cheques, los siguientes: Héctor Guillermo Peña Véliz con un total de 94 cheques por un monto de $ 376.335.316; Luis Antonio Jara Núñez con un total de 18 cheques por un monto de $ 53.904.331.-; Yerko General Carrasco con un total de 19 cheques por un monto de $ 109.820.722.

·Titular Gate S.A. cuenta corriente número 0-000-39-02626-0 del Banco Santiago: en el periodo comprendido entre el 15 de diciembre de 2000 y el 28 de diciembre de 2001 se giraron 116 cheques por un monto total de $ 211.431.096; y figuran 19 depósitos por la suma de $ 368.696.481 en el periodo que abarca del 14 de septiembre de 2000 al 22 de junio de 2001.

Figuran como beneficiarios de cheques, los siguientes: Héctor Guillermo Peña Véliz con un total de 4 cheques por la suma de $ 9.000.000; Luis Antonio Jara Núñez con 1 cheque por $ 300.000; Yerko General Carrasco con tres cheques por un monto de $ 38.130.000.-; y Gate S.A con 4 cheques por $ 27.527.500.

·Titular Héctor Guillermo Peña Véliz cuenta corriente bancaria número 4007647 del Banco Santander: en el periodo que corre entre el 28 de enero de 2000 y el 15 de septiembre de 2001 se giraron 323 cheques por la suma de $ 287.569.375; y se efectuaron 77 depósitos por $ 290.130.000 entre el 6 de enero de 2000 y el 13 de diciembre de 2003.

Figuran como beneficiarios de cheque, los siguientes: Héctor Guillermo Peña Véliz con un cheque por la suma de $ 600.000; Luis Antonio Jara Núñez con un cheque por la suma de $ 16.000.000; y Gate S.A, con un cheque por la suma de $ 2.000.000.

·Titular Héctor Guillermo Peña Véliz cuenta corriente bancaria número 15694024 Banco Corpbanca: en el periodo que corre entre el 20 de febrero y el 5 de diciembre de 2002 se giraron 49 cheques por un monto de $ 8.400.534; y se hicieron 8 depósitos por $ 4.800.000.- entre el 13 de marzo de 2002 y el 16 de enero de 2003.

Sólo figura como beneficiario Héctor Guillermo Peña Véliz con un total de 4 cheques por $ 680.000.

·Titular Héctor Guillermo Peña Véliz cuenta corriente bancaria número 000-01-079880-8 Banco del Desarrollo: en el periodo que corre entre el 31 de julio de 1998 y el 18 de julio de 2002 se giraron 771 cheques por la suma de $ 320.864.136; y se efectuaron 151 depósitos por $ 334.000.000 entre el 1 de septiembre de 1998 y el 24 de diciembre de 2002.

Figuran como beneficiarios los siguientes: Héctor Guillermo Peña Véliz  con 27 cheques por $ 177.690.000; Yerko General Carrasco con 2 cheques por $ 3.500.000; y Gate S.A. con 8 cheques por $ 29.950.000.

·Titular Luis Antonio Jara Núñez cuenta corriente bancaria número 4010386-4-00 Banco Santander: en el período que abarca el 12 de enero de 2000 y el 20 de diciembre de 2002 se giraron 610 cheques por $ 750.178.684; y se efectuaron 178 depósitos por $ 692.394.653 entre el 12 de enero de 2000 y el 27 de diciembre de 2002.

Figuran como beneficiarios los siguientes: Héctor Guillermo Peña Véliz con 7 cheques por $ 126.500.000; Luis Antonio Jara Núñez con 16 cheques por $ 138.640.000.; y Yerko General Carrasco con 14 cheques por $ 97.938.580.

 ·Titular Yerko General Carrasco cuenta corriente número 0-000-02-49383-7 Banco de Santiago: en el período que corre entre el 1 de abril de 2000 y el 30 de mayo de 2002 se giraron 441 cheques por un monto de $ 326.238.779; y figuran 56 depósitos por un monto de $ 85.712.153 entre el 1 de febrero de 2000 y el 20 de julio de 2002.

Figuran como beneficiarios los siguientes: Luis Antonio Jara Núñez con 4 cheques por $ 37.908.883; y Yerko General Carrasco con 20 cheques por $ 2.777.333.

José Luis Varela González, perito judicial contable, que señala, en el de fojas 6.121 y siguientes, a propósito de los gastos en que incurrió Abaco Ingenieros Consultores Ltda. con motivo de la ejecución de las consultorías denominadas “Consultoría de apoyo al proceso de expropiación Concepción Ruta 5: tramos Chillán-Collipulli, Santiago-Los Vilos, Talca-Chillán, Santiago-Talca (sectores acceso Sur a Santiago y By Pass Rancagua)” y “Asesoría global de expropiaciones para el Ministerio de Obras Públicas”, que existen “cuentas de mayor anticipo de proveedores” relacionados con la prestación de servicios al Ministerio de Obras Públicas, sin que se establezca claramente la participación de Luis Jara Núñez, ni las razones de recepción, en su cuenta corriente bancaria personal, de una cifra superior a los $ 600.000.000; que se disminuyeron los valores registrados en la “cuenta de anticipo de proveedores” en dos partidas que suman $235.000.000 sin explicación ni respaldo documentario, por los periodos 2000 y 2001; y que, en forma paralela a pago de anticipo de proveedores, se detectó el pago de honorarios a Gate S.A. por $ 53.000.000, por concepto de asesoría técnica de proyectos Ministerio de Obras Públicas.


En el informe que rola a fojas 6.458 y siguientes, señaló que en la liquidación del contrato se establece que los servicios de consultoría contratados con Abaco Ingenieros y Consultores Ltda., en lo referente a la Resolución Nº 444, se cumplieron en forma integral y con una diferencia poco significativa respecto de la Resolución Nº 398. Sin embargo, no se puso a disposición del perito la documentación respaldatoria de los gastos incurridos, por ítem y fase, para efectuar las verificaciones de rigor; que no se probó fehacientemente, por parte de los inspectores fiscales, la designación oficial de Luis Jara Núñez como habilitado del Ministerio de Obras Públicas para administrar fondos por un monto de $ 570.000.000, cuyo destino se desconoce y que, finalmente, quedó sin rendición de cuentas. Dicha cifra, según lo declarado por Abaco Ingenieros Consultores Ltda. y coincidente con las determinadas, se manejó desde su cuenta corriente bancaria personal, según instrucciones dadas por Sergio Cortés Castro; y que no se pudo establecer con certeza la utilización dada a los fondos asignados a Luis Jara Núñez por falta de acceso a la documentación de su cuenta corriente bancaria. Tampoco se pudo verificar la existencia de declaraciones judiciales de Rivas Velásquez y Cortes Castro, para poder determinar la validez del procedimiento empleado en el cumplimiento de los contratos y la forma de establecer los estados de pago y su cobro, como la condición laboral en que Luis Jara Núñez cumplía la función de administrador de fondos.


En el informe que rola a fojas 6.685 y siguientes, concluyó que la Contraloría General de la República no ejerció ninguna fiscalización sobre los contratos de Abaco Ingenieros Consultores Ltda., adjudicados por el Ministerio de Obras Públicas conforme Resoluciones Nº 444 y 398 y sus respectivas modificaciones; y que la valorización de los convenios por ítem, según ofertas económicas del proveedor, a la fecha de su celebración, es la suma de $ 3.506.752.534, de los cuales $ 652.864.766 corresponde a ampliaciones de ambos contratos.


En el informe que rola a fojas 7.111 y siguientes, señala que detectó que Servilily Ltda. pagó honorarios a funcionarios públicos: para Cobián Vergara, Cornejo Valenzuela, Fuentes Benavente y Bobadilla Véliz por un total de $ 13.249.440; que Carlos Aravena Salinas cobró honorarios por $ 6.970.000 sin que se detectaran documentos que indique la forma en que se pagaron, no obstante que la suma de $ 6.170.000 está acreditada con un certificado de honorarios percibidos; que los honorarios de Aravena Salinas deberían subir a $ 10.470.000, si se agrega la partida de $ 3.500.000 correspondiente a siete boletas de honorarios detectadas por la Contraloría General de la República, por lo meses de enero a julio de 2000; y que las cifras de honorarios pueden ser mayores porque los documentos son fragmentarios y por las inconsistencias señaladas en el cuerpo del informe. 


 En el que rola a fojas 11.374 y siguientes, señala:


-Cuenta corriente Nº 159-09062-08 Banco de Chile de Yerko General Carrasco: los cheques girados y procesados fueron 287 por una suma superior a los $ 200.000.000.


-Cuenta corriente Nº 30-0005461-5 Banco Santander de Yerko General Carrasco: los cheques girados y procesados fueron 819 por la cifra de $ 26.516.000.


-Cuenta corriente Nº 4007647-6-00 Banco Santander de Héctor Peña Véliz: los cheques girados y procesados fueron 144 por la cifra de $ 65.270.000. Se debería exigir explicación documentada de los pagos efectuados con cheques y sin antecedentes de respaldo. Para el pago de honorarios no basta la existencia de boletas ya que el Libro de Honorarios entregado se reduce a sólo tres meses y no hay contrato del servicio prestado.


-Cuenta corriente Nº 36539830 Banco Crédito e Inversiones de Luis Jara Núñez: los cheques girados y procesados fueron 350 con un monto de $ 269.170.000. No existen antecedentes de respaldo, falta el Libro de Compras de 2000, y en el de 1999 no figuran pagos a proveedores por cifras significativas. También varios cheques individualizados girados a nombre de distintas empresas registran el número de rol único tributario de 10.397.402-k de Luis Jara Núñez


-Cuenta corriente Nº 0-000-39-02626-0 Banco Santiago de Gate S.A.: los cheques girados y procesados fueron 104 con un monto de $ 152.461.096. Existen cheques girados sin antecedentes de respaldo a Marcelo González, Gate S.A. y Yerko General.


-Cuenta corriente Nº 000-0-554354-1 Banco Estado de Gate S.A.: 21 cheques por la suma de $ 123.034.942 fueron girados a la orden de Yerko General Carrasco; no se obtuvo información de 3 cheques por la suma de $ 6.600.000, ni se pudo determinar su destino por medios alternativos por falta de información de respaldo.


Se giraron 17 cheques por la suma de $ 43.904.331 a la orden de Luis Jara Núñez; se requiere aclaración documentada de 5 por la suma de $ 11.088.108, de los que no se pudo determinar su destino por falta de información de respaldo.


Se giraron 94 cheques por $ 376.335.316 a la orden de Héctor Peña Véliz. Las cifras correspondientes al periodo pericial “sin destino conocido” alcanzan un monto de $ 243.520.500. En este mismo acápite, respecto de la cuenta Dividendos Provisorios, por el monto de $ 144.000.000 en los años 1999 y 2000, se requiere de completa aclaración tanto del destino de los dineros como de la justificación legal de su pago.


-Cuenta corriente Nº 000-0-554354-1 Banco Estado girados a la orden de terceros: Jorge Saavedra Rojas prestó servicios a Gate S.A. por cifras mensuales netas de $ 360.000 y como auxiliar administrativo, pero tiene pagos con cheques que fluctúan entre $ 1.000.000 y $ 32.000.000; Marcelo González Campos prestó servicios a Gate S.A. por cifras mensuales netas de $ 270.000 y como auxiliar administrativo, pero tiene pagos con cheques que fluctúan entre $ 1.000.000 y $ 13.000.000; Sara Oliva Martínez prestó servicios a Gate S.A. como empleada por cifras de remuneración líquida aproximada de $ 140.000, pero tiene pagos con cheques que fluctúan entre $ 1.000.000 y $ 190.000.000, esta última cifra está contabilizada como castigo por robo.


-Ingresos por servicios prestados: correspondería obtener los documentos de respaldo que justifiquen la correcta regularización contable del ingreso omitido en el año 1999 por $ 15.600.000.


-Monto total de los dineros manejados en cuentas corrientes bancarias: el análisis de las cartolas permitió establecerlo en $ 490.334.012 entre octubre de 1998 y junio de 2000. 

Eugenio Larraín Barros, perito judicial, que señala, a fojas 10.398 y siguientes, que: hay aproximadamente 1.000 lotes expropiados no apoyados pero pagados por el Fisco a Abaco Ingenieros Consultores Ltda.; la imprecisión de la citada conclusión se debe a que es incompleta la base de datos del Ministerio de Obras Públicas, porque no anota todos los trabajos de las empresas consultoras, no diferencia por “subtramos” en las carreteras concesionadas y no hay nombramiento de peritos entre el 18 de enero y el 28 de septiembre de 1999; existió un notorio incremento de precios en los valores de los lotes contratados y pagados a partir de la Resolución Nº 444 de diciembre de 1999 y hasta la Nº 398 de diciembre de 2000; al interior del Ministerio de Obras Públicas existen sistemas con malos controles, deficientes fiscalizaciones, se ejecutan contratos simulados, triangulación de dineros y otros manejos irregulares, por lo que es fácil y poco complicado engañar al Fisco.

Brigada Investigadora de Delitos Económicos de la Policía de investigaciones de Chile, informe pericial fotográfico Nº 2.867, que rola a fojas 11.933 y siguientes, practicado a la Unidad de Informática del Ministerio de Obras Públicas, ubicada en calle Merced Nº 753, noveno piso, Santiago, el 20 de octubre de 2004, entre las 09:10 y las 13:30 horas, relativo a una inspección ocular de dichas dependencias y a una fijación fotográfica de cintas magnéticas.

Ingeniería Dictuc, asesoría profesional y soporte tecnológico para la recuperación de información contenida en 180 cintas de respaldo del Ministerio de Obras Públicas, que rola a fojas 11.961 y siguientes.

Laboratorio de Criminalística Central, Policía de Investigaciones de Chile, informe pericial contable Nº 375, que rola a fojas 12.534 y siguientes, en el que se concluye:

-Al tenor de los antecedentes y elementos de prueba del auto de procesamiento de 9 de enero de 2003 (dejado sin efecto), y retomados en otro: que existía una nómina de honorarios adicionales que fueron financiados con fondos del convenio suscrito entre el Ministerio de Obras Públicas y Gate S.A., en circunstancias que no sirvieron a los objetivos del contrato para los que fueron dispuesto los fondos fiscales; que se detectaron anormalidades en la ejecución presupuestaria del convenio, que evidencia un manejo irregular que permitió desviar los fondos; que se transgredió el reglamento al incluir a personas que prestaban servicios al Estado en forma paralela al convenio, certificando tanto Héctor Peña Véliz, representante legal de Gate S.A., como el Ministerio de Obras Públicas que se actuó conforme al convenio y a las bases administrativas; que quedó de manifiesto que hubo un abultamiento en los costos porque se realizó el trabajo encomendado a Gate S.A., a pesar de que se pagó extraoficialmente la nómina de honorarios adicional; que se desviaron fondos fiscales para el pago de honorarios adicionales determinándose un perjuicio fiscal de $ 328.120.078.

-Al tenor de los antecedentes y elementos de prueba de los autos de procesamiento de 1 y 22 de abril de 2003, de 27 de diciembre de 2003 y de 8 de agosto de 2008: que se generó un perjuicio fiscal total de $ 1.352.213.351.-, desglosado de la siguiente manera: un perjuicio fiscal ocasionado por intermedio de Gate S.A. que asciende a $ 1.253.352.295.-, representando un 93% del perjuicio total a la sobrevaloración deliberada de los contratos o abultamiento de costos por $ 1.226.832.295.-, y por intermedio de la triangulación de dineros $ 26.520.000.-, y otro por la suma de $ 98.861.057.- correspondiente en su mayoría a pagos que debieron realizar las distintas empresas consultoras a petición del inspector fiscal o contraparte técnica, y que no sirvieron al estudio para el cual fueron dispuestos los fondos fiscales; que el perjuicio fiscal se concretó mediante tres mecanismos: a) abultando los costos de la consultoría adjudicados por el Ministerio de Obras Públicas a Gate S.A., b) triangulando dineros lo que conlleva un abultamiento en los costos, pero a diferencia del mecanismo anterior se utilizó una tercera empresa para concretar el desvío, como es el caso de los contratos suscritos por la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, la que, contraviniendo los términos de referencia del contrato, recontrató a otras empresas para por su intermedio desviar los fondos fiscales hacia Gate S.A., y c) usando y disponiendo de recursos recibidos como anticipo a cuenta de futuras licitaciones, lo que también conlleva un abultamiento de costos de las consultorías contratadas pero con posterioridad a la entrega de los dineros a Gate S.A.
v) Declaraciones prestadas por:

Sara Cristina Oliva Martínez, a fojas 4, en la que, en lo que interesa, expresó que desde el mes de marzo de 1997 y hasta la fecha de su declaración trabajó como secretaria en la empresa Gestión Ambiental Territorial S.A., ubicada en Avenida 11 de Septiembre Nº 1945 oficina 913, comuna de Providencia, de propiedad de Héctor Peña Véliz, manejando sus cuentas personales y las de la empresa.

A fojas 78, señaló que Gate S. A. se creó en agosto de 1997, compuesta por Héctor Peña Véliz y su esposa Ingrid Pool Pérez, dedicada a prestar asesorías ambientales y administrativas, y que era la única empleada; que en el año 1998 se comenzó a participar en licitaciones del Ministerio de Obras Públicas, presentándose propuestas técnicas en el Departamento de Concesiones que incluía una oferta técnica y una económica. Posteriormente, llegaba una notificación del Ministerio de Obras Públicas informando de la adjudicación. En algunas ocasiones esa comunicación la recibía Peña Véliz mediante un llamado telefónico; que Peña Véliz conocía a Cortés Castro que tenía un cargo en el Departamento de Concesiones, el que le mandaba un disquette que contenía los valores de las ofertas económicas de las licitaciones y que la empresa debía señalar en el proyecto de licitación, porque eran los valores menores lo que aseguraba la adjudicación. Por eso se presentaban los proyectos de licitaciones a última hora del último día; que está segura que participaron en 6 licitaciones, no 8 como se publica en la prensa, que consistían en trabajos de apoyo en labores administrativas que debían prestarse en el Departamento de Concesiones; que se suponía que  Gate S. A. tenía que abastecer de personal a la Unidad de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, para que pudiera realizar las labores administrativas, pero, en la práctica, ello no fue así porque Gate S. A. no contaba con personal y era el ministerio el que tenía las personas. La única persona que ingresó al Departamento de Concesiones fue Paula Iriarte Moir, pareja de Héctor Peña; que era mensual la entrega de dinero por las licitaciones adjudicadas,  Peña Véliz o ella  retiraba los cheques de la oficina de pago del Ministerio de Obras Públicas. Posteriormente el cheque se depositaba en la cuenta corriente que Gate S,A. tenía en el  Banco del Estado. En la misma fecha en que se depositaban los dineros recibían unas listas del Departamento de Concesiones, mandadas por Juan Carlos Véliz, que contenían los nombres de las personas a quienes se les debía girar cheques, eran las supuestas personas que Gate S.A. había llevado al citado departamento a efectuar labores administrativas; que recuerda que llenó el cheque de Patricio Tombolini por la suma de $ 450.000.-, sin recordar a otras personas pues eran demasiados los que tenía que llenar, 40 a 90, de $ 150.000.- y hasta $ 2.000.000.-. Una vez llenados y firmados se los iba a dejar a Juan Carlos Véliz, o los retiraba un junior del Departamento de Concesiones. 


Agregó, que en el año 2000 al efectuarse la contabilidad para pagar el impuesto al valor agregado, resultó que Gate S.A. debía pagar, por ese concepto, como $ 53.000.000.- , por lo que Peña Véliz habló con alguien del Departamento de Concesiones, enviándole a unas personas de Asyr Consultores para que revisaran la contabilidad. El dueño de esa sociedad era Yerko General y los contadores Patricio Castillo y Gustavo Alfaro, los que lograron  bajar la suma a pagar a $ 33.000.000.- aproximadamente, aumentando el gasto de la empresa, cree que a través de facturas falsas. En la licitación más grande que Gate S.A. se adjudicó en septiembre de 1999, Héctor Peña recibía la suma de $ 12.000.000.- mensuales por 18 meses, entregándole a Sergio Cortés el 50%. Una vez le fue a dejar un cheque por $ 5.000.000.-, pero era Peña el que cobraba el dinero y se lo iba a dejar personalmente a Cortés; que en el año 2000 se comenzó a ocupar la cuenta corriente personal de Héctor Peña  que tenía en el Banco Santander. Luis Jara, contador y mano derecha de Sergio Cortés, en una oportunidad me dijo que le entregara cheques de la cuenta personal de  Peña del Banco Santander, lo que hice obteniendo la firma de  mi jefe que estaba estudiando en la Universidad Diego Portales. Héctor Peña Véliz realizó todo para obtener apoyo político para postular a un cargo de diputado, pues desde que lo conoce que ha querido participar en la vida política.

A fojas 213, en lo que interesa a esta investigación, manifestó que trabajó para Gate S.A. desde el 18 de marzo de 1997 y hasta el 13 de noviembre de 2000, fecha esta última en que fue despedida por un supuesto hurto que no cometió, desempeñándose como secretaria y junior. Por el trabajo efectuado puede afirmar que era una sociedad ficticia, creada para obtener dineros con fines políticos, pues siempre estaban en conocimiento del curso favorable de las licitaciones, antes de que se comunicaran oficialmente, porque Sergio Cortés Castro, jefe de la unidad de concesiones, hacía llegar los valores que había que colocar en la oferta económica porque debía ser la oferta más baja de todas, lo que sabe porque todo pasaba por sus manos. La empresa en el año 1998 manejó un primero contrato con el Ministerio de Obras Públicas de alrededor de $ 30.000.000.-, después hubo dos más por cifras parecidas. En el año 1999, en cambio, la primera licitación fue por cerca de $ 1.000 millones de pesos, la que se amplió en el año 2000 por seis meses más por $ 440.000.000. Con este dinero se pagaba una nómina de personas, según instrucciones dadas por el Departamento de Concesiones. Recuerda que el nombre de Patricio Tombolini figuraba en unos listados que Héctor Peña le entregó en mayo de 2000, pidiéndole, en esa oportunidad, que guardara un diskette en forma especialmente reservada.  No recuerda los montos de los cheques, pero, por lo que pudo informarse y por lo que  escuchaba, se trataba de favores políticos. El cheque que figura en el recorte fotocopiado a fojas 64, a favor de Patricio Tombolini y por la suma de $ 450.000, pertenece a la cuenta que ha mencionado de Gate S.A., su lleno pertenece a su puño y letra y la firma es de Héctor Peña. Respecto a Alejandro Chaparro no se acuerda de su situación, pero el cheque que figura a su nombre por $ 2.450.000, en el recorte fotocopiada de fojas 65, se encuentra llenado y firmado por Héctor Peña y procede de su cuenta personal. Los otros cheques que figuran en el mismo recorte y girados para Cristián Nicolai y Juan Guillermo Hurtado, los llenó ella y Peña los firmó, pero el que figura a nombre de Juan Rusque fue llenado por Peña. Asimismo,  recuerda que en los listados secretos que Peña le entregaba figuraba el Subsecretario de Obras Públicas, Juan Carlos Latorre, pero el de Carlos Cruz no figuraba. Cuando dice que Gate S.A. era una empresa ficticia creada para desviar dineros con fines políticos, se refiere a que alrededor de la mitad de la ganancia de la empresa debía ser devuelta a Sergio Cortés, quien la distribuía entre su gente, siendo sus brazos derechos Luis Jara y Juan Carlos Véliz. Así sucedió con la licitación obtenida de $ 900.millones y fracción, en que a Gate S.A. le correspondía una ganancia de $ 12.000.000.-  de pesos mensuales, pero Héctor Peña Véliz devolvió a Sergio Cortés Castro $ 6.000.000.- 

Héctor Peña Véliz es militante del Partido Socialista, parece que actualmente forma parte de su Comité Central, y  tenía muchas aspiraciones para ser parlamentario por Copiapó, pertenecía a la corriente “tercerista” de dicho partido.
A fojas 15.339 (fojas 2883 Letra A), señaló que trabajó como secretaria en Gate S.A. desde marzo de 1997 y hasta noviembre de 2000. Percibía un sueldo mensual aproximado de $ 400.000.-, pagado mediante cheque o en dinero efectivo. Héctor Peña Véliz dejaba cheques firmados en blanco que llenaba siguiendo sus instrucciones y muchos cheques los giró a su nombre porque Peña la instruía en el sentido que debía cobrarlos por ventanilla y después depositar en cuentas corrientes de  terceras personas o efectuar giros a  terceras personas, los que hacía por Chile Express o Entel. También hacía depósitos en la cuenta corriente bancaria personal de Peña. A veces pagaba en efectivo cuentas por consumos diferentes, en otras oportunidades con cheques. A lo anterior debe corresponder los giros de todos los cheques girados a su nombre y que se le exhiben. Por lo tanto, ninguno fue en su beneficio. Nunca recibió otras sumas de dinero que no fuera su sueldo, aunque en algunas oportunidades Peña le facilitó sumas de dinero a título de préstamo, a veces se las devolvía, otras se las condonaba. No sabe como se respaldaban en la contabilidad de Gate S.A. las sumas de dinero que se retiraban de su cuenta corriente. Tampoco sabe a qué título Peña las retiraba. No estaba a cargo de la contabilidad de la empresa, pero supo que en el año 2000, para la declaración de impuesto del año tributario 1999, Héctor Peña andaba recolectando boletas, porque incluso le pidió que le consiguiera una factura de una empresa de turismo con la finalidad de acreditar gastos y respaldar los egresos de dinero. 

Tratándose del último contrato de apoyo adjudicado a Gate S.A.  la utilidad de la empresa debió ser aproximadamente de $ 12.000.000.-, la que quedó reducida prácticamente a la mitad porque Héctor Peña Véliz debía entregarle mensualmente a Sergio Cortés Castro el saldo, desconociendo cual fue el destino final de los dineros. Lo expuesto lo sabe porque  Peña se lo comentó y porque lo acompañaba a cobrar los cheques al banco y después él partía a concesiones a entregarle la plata a  Cortés. No tiene documentos  para acreditar la entrega de la plata. Aparte de lo que se investiga en la causa rol N° 13.473, nunca Peña Véliz objetó el manejo que hizo de la cuenta corriente, ni alegó ni le imputó sustracción o pérdida de dinero. Desde que dejó de trabajar en Gate S.A., hace 4 años y medio, y aparte de lo que se investiga en la causa indicada, Peña nunca ha iniciado demanda o denuncia en su contra por ningún concepto. Dichas declaraciones las ratificó a fojas 18.530.
Marta del Carmen Martínez Fuentes, a fojas 62, en la que señaló, en lo que interesa, que conoció a Héctor Peña a finales de 1996, a través de Nelson Pozo Silva, quien se lo presentó para que realizaran un negocio; que con Pozo le facilitaron a Peña la oficina 13, ubicada en 11 de septiembre Nº 1945, Providencia, para que instalara la empresa de sistema ambiental, sin tener conocimiento que trabajaba con el Ministerio de Obras Públicas y la CORFO, de lo que se enteró con posterioridad; que a finales febrero de 1997 su hija reemplazo a la secretaria que tenía Peña, razón por la que se mantuvo al margen y se fue distanciando de él; que Héctor Peña en una ocasión le pidió que le consiguiera  facturas de turismo, porque debía como $ 56.000.000 de impuestos y dichas facturas estaban exentos de pago del impuesto al valor agregado, manifestándole que no era posible, pero Peña no se preocupó por su respuesta porque dijo que había cambiado de contadores, los que habían efectuado maniobras para rebajarle el impuesto hasta por la suma de $ 33.000.000 ó $ 30.000.000; que a fines de mayo de 2000, un día en que se juntaron en su casa, Peña le dejó dos sobres  con documentos, diciéndole que eran documentos para cubrirse las espaldas, porque se trataba de dineros ilícitos de personas que trabajaban en los ministerios y que eran depositados en su cuenta corriente para obtener favores políticos. Eran dineros procedentes del Ministerio de Obras Públicas  y de otros ministerios, que se los depositaban en su cuenta corriente en dinero efectivo, desconociendo la cantidad de los mismos; que Peña solicitó que los talonarios de cheques del Banco Santander se expidieran sin su nombre, para girar los dineros que se depositaban en su cuenta a las personas que estaban involucradas en la transacción. Él le manifestaba que el único beneficio que obtenía era el apoyo político, porque su sueño era salir como candidato de  diputado por Copiapó; que en una ocasión le preguntó si era capaz de hace cualquier cosa por él, respondiéndole que si, menos usar su cuenta corriente para depositar dineros de él o entregarle cheques.
A fojas 93, manifestó que no tenía conocimiento de lo que Héctor Peña Véliz hacia en su oficina, ni que relación tenía con los ministerios. Sólo sabe, por lo dicho por él, que le depositaban dinero efectivo en su cuenta  corriente del Banco Santander, al parecer por Sergio Cortés que trabajaba en el Ministerio de Obras Públicas, los que repartía a través de cheques de su cuenta personal; que, en una oportunidad, Peña dejó en su departamento varios paquetes de fotocopias de boletas, que después retiró, quedándose traspapelada en su casa un paquete de boletas que guardó y después acompañó mediante su declaración.


A fojas 218, en lo que interesa, señaló que conoció a Peña a través del abogado Nelson Pozo, amigo en común desde fines de 1996 o comienzos de 1997; que Nelson le pidió que le facilitara a Héctor una oficina que tenía con otros socios, para que pudiera empezar su empresa Gate S.A.; que a través de Héctor Peña se informó que Gate S.A. era una empresa ficticia que servía para lavar dinero de los ministerios, sin explicarle cuales eran,  señalándole que los dineros llegaban a su cuenta y debía distribuirlo entre un grupo en el que le tocaba la parte más pequeña; que en una oportunidad le mandó a guardar un diskette con un listado de personas, que era un respaldo de lo que manejaba en su oficina, dándose cuenta al leerla que muchas de las personas que figuraban eran políticos conocidos. Patricio Tombolini encabezaba la lista, el otro era Juan Carlos Latorre, Aliro Verdugo, Sergio Cortés, entre otros. No recuerda que figurara el nombre de Alejandro Chaparro; que confirmó el objetivo político que guiaba a la empresa Gate, cuando Peña, en junio o julio de 2000, le dijo que tenía unos negocios que le podían reportar más de cien millones de pesos, con lo cual podía comprar su cupo en el Partido Socialista como candidato a diputado por Copiapó, respecto del que lo habían dejado fuera por otro candidato, creo que era Núñez; que Peña le dijo que los negocios habían resultado, porque le depositaron el producto de dos facturas de dos empresas que trabajaban al Ministerio de Obras Públicas por una suma cercana a doscientos millones de pesos.

Ximena del Pilar Castillo Mullor, a fojas 143, en la que señaló que es presidenta de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, cargo que ejerce por aproximadamente 10 años consecutivos, en cuya calidad fue con el secretario general, Miguel Ángel Cerda, y el tesorero, Jaime Lorca, al menos en dos oportunidades a visitar al diputado Jiménez para hacerle presente las irregularidades que estaban cometiendo en la Subsecretaria de Transportes, específicamente  en lo que se refiere a contratos a honorarios de funcionarios que no iban a trabajar, aludiendo a ciertos casos en particular. También se reunieron con el Subecretario Tombolini haciéndole presente las irregularidades, manifestando que era el jefe de servicio y quien decidía lo que se hace en el servicio. Como nunca más fueron recibidos y la gestión de Tombolini era mala, burocrática y dilatoria, se dirigieron al ministro Carlos Cruz donde no tuvieron eco. También le mandaron una carta al presidente Lagos el 14 de diciembre de 2001, relatando casos específicos que correspondían a una situación de corrupción, con el que tuvieron una reunión en la primera semana de enero de 2002, oportunidad en que le entregó un sobre cerrado con los antecedentes correspondientes. Manifestó que lo iba a ver y le encargó al ministro Solari que recibiera los antecedentes. Entiendo  que el ministro Solari se comunicó con el ministro Etcheberry, quien los recibió el 5 de febrero del presente, exponiéndole la misma situación. Tiene conocimiento que el ministro Etcheberry en un plazo no superior a 30 días cortó al menos siete contratos. Después el subsecretario Díaz hizo lo mismo y cortó  al menos 5. Todos eran contratos firmados por Patricio Tombolini.


También aludió a los contratos adjudicados a Cunsemsun Ltda. que pertenece a César Parra Vásquez, persona contratada por el ministerio, y a la contratación de Eric Alan Leyton Rivas, Luis Alejandro Chaparro, Ramiro Stefani Torres, Claudia Espínola González, Felipe Augusto Lagos Herrera y de Isaac Tudela Donoso. Dichas declaraciones las ratificó a fojas 18.442.

Vicente Patricio Manuel Tombolini Véliz, a fojas 146, en la que aludió a la denuncia planteada por Ximena Castillo, manifestando que en su condición de jefe administrativo estaba obligado a firmar todos los contratos a honorarios del ministerio, y que todos los contratados durante su período realizaron las funciones requeridas. El ministro Etcheberry puso término a determinados contratos porque la gente no cumplía con el perfil que necesitaba, no por irregularidades en los contratos. 
A fojas 184, en lo que interesa a esta investigación, señaló que se desempeñó como Subsecretario de Transportes entre el 11 de marzo de 2000 y el 28 de junio de 2002, renunciando para ser candidato a la presidencia del Partido Radical, la que obtuvo; que de Gate S. A. sólo sabe lo que ha salido en la prensa y que durante el tiempo que se desempeñó en el Ministerio de Transportes jamás supo que tuviera algún vínculo con dicho ministerio; que en relación a la fotocopia de un cheque a su nombre que aparece en el diario La Tercera, fojas 23, no recuerda que se le haya entregado. Sin  embargo, recuerda que Sergio Cortés, que tenía un cargo de jefatura en el área de finanzas del Ministerio de Obras Públicas, le anticipó entre $ 400.000 y  $ 450.000, pero no sabe si fue a través de ese cheque, dinero que fue devuelto. El anticipo se lo pidió al ex ministro Carlos Cruz, como Ministro de Transportes, porque se demoraron en cancelar los sueldos porque el gobierno estaba recién asumido.

A fojas 222, insistió que no tuvo  vinculación alguna con Gate, reiterando sus declaraciones. Agregó que realizó asesorías esporádicas al Departamento de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas y sus honorarios  - $ 400.000 o $ 450.000 mensuales desde abril de 2000 y hasta marzo o abril de 2001– eran pagados a través de una empresa externa cuya razón social no recuerda, pero que no era  Gate; que a Héctor Peña Véliz lo conoce desde el año 1984 ó 1985, como dirigente de la juventud socialista. A Sergio Cortés lo conoció cuando llegó al Ministerio de Transportes y como encargado de finanzas del ministerio.

A fojas 249, señaló que no tiene ni ha tenido vínculo alguno con Gate S.A, pero que prestó una asesoría al Departamento de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas desde abril de 2000 a marzo o abril de 2001, sobre el tema desarrollo del transporte urbano del país; que se trató de un contrato no formal y a honorarios, los que se pagaban a través  de un tercero, que no recuerda quien era, pero está declarado en  diciembre de 2000, pero no hizo declaración por los percibidos entre enero y marzo o abril de 2001, debiendo esos impuestos porque no le dijeron a nombre de qué empresa debía emitir la boleta. Sergio Cortés era la persona con la que se relacionaba para esto, por instrucciones de Carlos Cruz; y que desconoce el origen de las platas y de los cheques con los que se le pagaron los honorarios. 


A fojas 553, expresó que no tuvo ninguna vinculación con Gate S.A., pero que cuando asumió el cargo de subsecretario le pidió al ministro Cruz una fórmula para mejorar su ingreso fiscal, consiguiéndole un préstamo de $400.000 o $ 450.000.- que se pagó a través de Sergio Cortés; que no se fijó de quién era el cheque pero su valor lo devolvió en dinero efectivo cuando le pagaron su primer sueldo. Además le consiguió trabajo a honorarios en el Departamento de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, en el tema de transportes, asistiendo a reuniones y prestando asesorías por teléfono, lo que hizo hasta marzo o abril de 2001.

Señaló que desde abril y hasta diciembre de 2000 emitió boletas a Asyr Ltda., cuyos socios eran de apellido General, todo por indicación de Sergio Cortés. No emitió boletas desde enero a marzo o abril de 2001, porque nadie le dijo a quién debía emitir las boletas, y a Cortés en esa época lo cambiaron a Finanzas de la Dirección de Vialidad; que no se explica por qué figura en el listado adicional de la empresa Gate S.A. por un total de $ 2.750.000. Recuerda haber emitido una boleta  por alrededor de $4.000.000; que no sabe por qué Guillermo Díaz, actual subsecretario de transportes y su sucesor, figura en la nómina adicional de Gate. Pero puede decir que cuando llegó al Ministerio de  Transportes advirtió que era política oficial pagar honorarios adicionales por la realización de trabajos extras a los jefes de división y a ingenieros calificados. Con Cruz compartió esa política, porque era necesario allegar al ministerio profesionales de alta calidad, pero acordaron rebajar los honorarios. Guillermo Díaz, Secretario Regional Ministerial de Transportes del Área Metropolitana y que antes había trabajado con Cortés en el Departamento de Concesiones, se quejaba de sus ingresos y se imagina que por ello Cruz pudo haberle otorgado un contrato adicional.

A fojas 763 vta., señaló que habló con Carlos Cruz  cuando era  biministro de Obras Públicas y Transportes, siendo él Subsecretario de Transportes, para decirle que con el ingreso que tenía no le alcanzaba. Cruz le dijo que lo vería y después lo llamó y le señaló que podría mejorar la renta asesorando al sistema de concesiones del Ministerio de Obras Públicas en el área de transporte, indicándole que tenía que entenderse con Sergio Cortés. La asesoría consistió en responder preguntas sobre licitación de transporte interurbano, lo que tenía influencia en el tema  de las carreteras y los by pass. También informó sobre licitaciones de transporte urbano, que estaba diseñado para Antofagasta, Valparaíso, Concepción y Temuco, además de estar en desarrollo en todas las ciudades en que había congestión. Había también un diseño de política de carga y de los taxistas colectivos. La  asesoría la prestaba en reuniones con Molina, Badilla, Toro, Dolores Rufián, entre otros, o a través de llamados telefónicos.

La asesoría se la pagaban mensualmente, mediante un cheque que Cortés enviaba. Nunca los vio porque mandaba a su secretaria a depositarlos, por ello desconocía su origen. Suponía que eran institucionales y de origen lícito. Le pagaron los siguientes cheques: $ 4.000.000 de abril a diciembre de 2000, que boleteó en diciembre del mismo año para Asyr Ltda., a cuyos dueños hasta el día de hoy no conoce. En el año 2001, de enero a abril o a marzo, que no está boleteado porque Carlos Cruz dejó de ser  ministro en enero y a Cortés lo sacaron de la jefatura de finanzas, la suma aproximada de $ 1.200.000 a $ 1.700.000. El cheque que se le exhibe forma parte de las mensualidades recibidas.


A fojas 15.934 (fojas 3.418 letra A), señaló que los cuatro cheques que se le exhiben, por la suma de $ 450.000.- cada uno, girados el 29 de mayo, 27 de junio, 28 de julio y 1 de septiembre de 2000, según se aprecia en el dorso, fueron depositados en la cuenta corriente bancaria N° 71-51703-03 que mantenía en el Banco Sudamericano, Scotiabank, y corresponden a los honorarios  que percibió por asesorías que prestó a la Coordinación General de Concesiones. Como los cheques nunca los vio, desconocía la cuenta corriente de la que provenían, enterándose ahora que fueron girados en contra de la cuenta corriente bancaria de Héctor Peña. Emitió una boleta de honorarios en diciembre de 2000 por los dineros percibidos de abril a diciembre de 2000, y fue Carlos Cruz Lorenzen  o Sergio Cortés Castro el que le dijo que debía boletear a Asyr Ltda. Recibí  honorarios adicionales por 13 ó 14 meses, desde abril de 2000 a marzo o abril de 2001, desconociendo de qué cuenta corriente provenían los cheques, pero sabe que los de enero y febrero de 2001 provenían de la de Yerko General. Es  probable que en alguna oportunidad le hayan depositado en efectivo. Recibió honorarios hasta marzo o abril de 2001 porque en esa fecha dejó de prestar asesorías atendido a que se desechó la implementación del Plan de Transporte Interurbano, materia de su competencia y en la que incidía la asesoría que prestaba a la coordinación y al ministerio. No hay informes escritos que den cuenta de su cometido, porque la asesoría la prestaba verbalmente a petición de funcionarios de concesiones. Siempre  presumió el origen lícito de los dineros con  lo que se pagaron los honorarios, más aún si fue el ministro Cruz el que los autorizó ante sus requerimientos de mejora de remuneraciones. 

Javier Etcheberry Celhay, a fojas 148, que, en lo que interesa, señaló que respecto al tema de los contratos a honorarios de determinados profesionales en la Subsecretaria de Transportes fue alertado por Ximena Castillo, poniéndoles término porque parece que trabajaban poco y no estaban acordes con los nuevos criterios de eficiencia y productividad que quería imponer. 
Dicha declaración la ratificó a fojas 18.405 vta., agregando que se desempeñó como Ministro de Obras Públicas entre los primeros días de enero de 2002 a los primeros días de enero de 2005; que, a su llegada al Ministerio de Obras Públicas, la Coordinación General de Concesiones era una unidad funcional de dicho ministerio, cuya labor era asesorar y llevar a cabo los procesos de licitación de las concesiones. Como era  un organismo funcional actuaba a través del Ministerio de Obras Públicas y, por lo tanto, las resoluciones respectivas debían ser firmadas por el Director General de Obras Públicas y le parece que en algunos casos importantes por el Ministro de Obras Públicas; que recuerda que a los dos años de haber asumido del cargo se elaboró un documento que daba cuenta de la organización de la Coordinación General de Concesiones, de las funciones que desarrollaba y de las obras ejecutadas, fue un documento que se denominó Libro Blanco y que se elaboró con motivo a las causas judiciales relacionadas con las obras realizadas a través del citado organismo; que al asumir su función nadie le informó acerca de la existencia de prácticas al margen de la normativa, de ello se enteró a través de la prensa y de los procesos judiciales; que al asumir se preocupó que se cumpliera rigurosamente con la ley y normativa vigente, y los hechos materia de las causas judiciales dicen relación con el periodo anterior. Una medida concreta que adoptó fue terminar con los pagos de honorarios a través de empresas de administración de fondos de terceros, outsourcing, con la finalidad de tener un control directo de todos los pagos; que como la Coordinación General de Concesiones era una unidad funcional y diferentes temas debían tratarse con los directores de la diferentes direcciones del Ministerio de Obras Públicas, decidió crear el Concejo de Concesiones, lo que hizo mediante una resolución que la Contraloría General de la República tomó razón. Este concejo lo asesoraba como también a la Coordinación General de Concesiones como a la Dirección General de Obras Públicas; que en el referido concejo participaban todos los directores del Ministerio de Obras Públicas y se trataban materias propias de concesiones, ellos participaban según el temario a tratar; que el Presidente de la República lo único que quería era que se hicieran muchas obras, respaldándolo siempre en todos los esfuerzo que desplegó con la finalidad que se cumpliera de manera irrestricta la normativa legal; que al asumir el cargo Carlos Cruz Lorenzen le hizo una descripción general del ministerio, también especuló sobre la razones de su salida, después en un almuerzo abordaron temas generales del ministerio, interiorizándose de los temas  conversando con cada uno de los directores de los diferentes servicios; que sacó de sus respectivos cargos a Eduardo Bartholin, Sergio Cortés y  a Gonzalo Castillo. A Eduardo Arriagada lo cambió de Director General de Obras Públicas  a Director de Vialidad, renunciando con motivo de un conflicto que tuvieron. Dolores Rufián laboró un periodo pero después renunció para dedicarse al ejercicio libre de la profesión. No sabe quién es Quiroz y entiende que Salinas y Vivallos siguieron laborando.

Agregó que cuando se informó de irregularidades en las plantas de revisión técnica de la sexta región, le pidió al subsecretario Guillermo Díaz que solicitara a la  Corte de Apelaciones de Rancagua la designación de un ministro en visita, siendo nombrado el señor Aránguiz, con el que colaboró, según se advierte del tenor de la declaración que ratificó, con la finalidad  de ayudarle a hacer justicia. Cuando se supo a través de la prensa de los hechos relacionados con la empresa Gate S.A., y en los que aparecían involucrados funcionarios del ministerio, solicitó a la Contraloría General de la República que hiciera un sumario. Colaboró tanto con el ministro Aránguiz como con la que instruye la presente causa, incluso cuando la ministro Chevesich fue maltratada por funcionarios de  concesiones inició una investigación y se puso el término a uno o dos contratos por la actuación poco decorosa. Al Presidente de la República le informaba de los hechos en la medida que iban sucediendo, quedaba sorprendido de los mismos y siempre lo apoyó en la labor que asumió de ordenar el Ministerio de Obras Públicas y cooperar con la justicia.

Señaló que ni Cruz ni Arriagada le mencionaron que los Seremis y otros funcionarios del ministerio recibían pagos al margen de la legalidad vigente, por lo tanto, no  tenía conocimiento de pagos efectuados a empleados públicos en esas condiciones, pero si sabía que tanto en el sector público como en el Ministerio de Obras Públicas  determinados funcionarios públicos recibían honorarios  por labores adicionales al cargo que desempeñaban, pagos de carácter regular porque se suscriben los respectivos contratos  que son aprobados por la Contraloría General de la República. Respecto de la situación de Gonzalo Castillo, expresó que le pidió la renuncia  tan pronto se enteró que, a pesar de las instrucciones que dio en enero de 2003, seguía pagando sumas extras a determinados funcionarios  públicos, no sabe si a través del Ciade  o de la Universidad de Chile, desconociendo quien le dio instrucciones a Castillo, si es que las hubo. El jefe de Castillo era el Subsecretario de Obras Públicas, Juan Carlos Latorre. Castillo también pudo haber actuado abusando de la confianza depositada por Latorre

Añadió que la ley de transparencia, Nº 19.863 de 2003, tuvo por finalidad regularizar los sistemas de pagos en el sector público y otorgar una remuneración mínima a funcionarios que desempeñaban importantes responsabilidades, mediante el pago de una asignación por función crítica, con el agregado que los que la recibían no podía tener otra de tipo adicional. Con esa ley se aumentaron las remuneraciones de determinado personal, se transparentó el sistema de pagos y se prohibió a los beneficiados con dicha asignación suscribir contratos adicionales. En el caso del Ministerio de Obras Públicas los dineros involucrados con este nuevo sistema fueron prácticamente los mismos antes y después de la citada ley, esto es, el presupuesto del ministerio fue similar porque los directivos quedaron, en promedio, ganando lo mismo de lo que ganaban antes de la dictación de la ley. El Ministerio de Obras Públicas tiene una dotación de 8.000 funcionarios pero sólo se beneficiaron como 50 o 100 como mucho, porque la ley se dictó sólo para beneficiar a   aquellos funcionarios que desempeñaban altos cargos o algún otro profesional que desempeñaba una función crítica. En todo el sector público piensa que se beneficiaron alrededor de 1.000, porque cree que ese es el número de personas que desempeñan cargos críticos. En todo caso, no todos los que desempeñaban funciones críticas aceptaron el nuevo sistema, porque se enteró que médicos de servicios no lo aceptaron, porque  implicaba tener que dejar el trabajo que hacían en sus consultas privadas.

Al asumir como Ministro de Obras Públicas, como se consignó en el denominado Libro Blanco, se invertía aproximadamente mil cuatrocientos millones de dólares al año  y la mitad de esa inversión era efectuada a través del mecanismo de las concesiones, teniendo la unidad de concesiones una dotación muy pequeña comparada con la del Ministerio de Obras Públicas, pues tenía como 100 a 150 personas. Recuerda que encargó un estudio a la consultora Invertec  con la finalidad que analizara la planta de personal de la Coordinación General de Concesiones, sugiriendo dicha consultora que se efectuaran  contrataciones adicionales porque  faltaba personal en determinadas áreas. Tiene entendido que el régimen contractual del personal que trabajaba en concesiones era a honorarios. 

La Coordinación General de Concesiones no era un servicio, como, por ejemplo, la Dirección General de Obras Públicas, la Dirección de Obras Hidráulicas, porque no estaba contemplada en la ley orgánica del ministerio. Era un organismo funcional, pero el presupuesto de la Nación consideraba una partida para que pudiera cumplir su fin, y la partida  se denominaba Administración Sistema de Concesiones. Agregó que desconocía si algunos funcionarios del Ministerio de Obras Públicas trabajaban en la Coordinación General de Concesiones y percibían remuneraciones adicionales, pero tiene entendido que todos estaban con contratos de honorarios  y percibían los fijados en sus contratos que eran mejores a aquellos que recibían el personal de planta del Ministerio de Obras Públicas. Si eventualmente estaban en comisión de servicio en la coordinación tendrían que haber recibido sólo la remuneración del servicio del que dependían.
Guillermo Ricardo Díaz Silva, a fojas 151, en la que manifestó, en lo que interesa, que el ministro Etcheberry lo instruyó revisar la situación de honorarios en la Subsecretaría, y luego de un análisis detallado se dieron por terminados cerca de cinco o seis contratos. Agregó que no tiene ningún afán de persecución personal contra Tombolini, ni tampoco existe una confabulación en la que participe el ex ministro Cruz  o el actual ministro Etcheberry.

A fojas 673, señaló que no ha tenido relación con Gate S.A., pero en el 2000 complementó su remuneración de Secretario Regional Ministerial de Transportes de la Región Metropolitana a través de Auditorías Ambientales Ltda, con la suma de $ 6.500.000.- 
A fojas 2899, manifestó que ingresó al Ministerio de Obras Públicas en junio de 1995 como asesor del Coordinador General de Concesiones Carlos Cruz. En enero de 1996 asumió como jefe de la Unidad de Supervisión y Desarrollo, que en 1997 pasó a denominarse División de Operaciones, labor que cumple hasta septiembre u octubre de 1998, pues se fue a España a realizar un master, regresando en septiembre u octubre de 1999, reintegrándose a concesiones como asesor de Pablo Anguita. Antes que termine 1999 se hizo cargo de un área nueva del departamento de fiscalización de las obras concesionadas y en marzo de 2000 asumió como Secretario Regional Ministerial de Transportes de la Región Metropolitana, cargo que desempeña hasta noviembre de 2001, pues de esa época y hasta junio de 2002 asume como Director de la Conama Metropolitana y a partir de la última fecha como Subsecretario de Transportes. En el ministerio se desempeñó a honorarios y como agente público, y en ambos casos daba boleta de honorarios. En el listado de fojas 542 aparece percibiendo una suma de $15.550.000, sin embargo la precisa es de $ 15.755.000, que percibió desde el 28 de abril de 2000 y hasta el 12 de abril de 2001, época que se desempeñaba como Seremi de Transportes, a razón de $1.000.000 a $1.100.000 mensuales. Estas sumas de dinero las recibió como complemento de su remuneración y por labores que escapaban a las tradicionales de un Seremi de la Región Metropolitana y eran depositadas en su cuenta corriente por personal  del Ministerio de Obras Públicas. Los dineros tenían diferente origen: Gate S.A, Peña Véliz y Yerko General. Sólo giró una boleta de honorarios a la empresa Auditorías Ambientales Limitada por la suma de $ 7.222.222 , el 10 de diciembre de 2000, olvidando regularizar tributariamente los pagos, lo que hizo el 13 de febrero de 2003. No tenía conocimiento de la procedencia de los dineros y supuso que todo estaba en regla. También Carlos Uribe le pasó dinero en efectivo entre diciembre de 2001 y eventualmente hasta febrero de 2002, en dos pagos por $4.000.000 y de $2.000.000, aproximadamente. La finalidad era reintegrarle sumas de dinero que no se las habían entregado mensualmente. Recibió el dinero sin consultar su procedencia, porque era plata que le debían. 
En 1998, época en que estaba a cargo de la División de Operaciones y era ejecutor de un programa de cooperación con el Banco Interamericano de Desarrollo, un equipo de profesionales, cuyos nombres no recuerda, estimo necesario realizar un estudio ambiental asociado a obras concesionadas. En el procedimiento acordado con el banco se estableció que debía llamarse a una licitación privada “lista corta”, decidiendo invitar a Gate S.A., representada por Héctor Peña, al que conocía desde la época de dirigente universitario. Tiene la impresión que debe haber tenido antecedentes de la empresa, entregados por Peña, que indicaban su competencia en el tema ambiental. También invitó a Emg S.A.  e Idecon. Por sus calidades integró las comisiones de apertura y adjudicación del estudio denominado “Estudio de asesoría diseño de un manual de procedimiento ambiental para carreteras concesionadas”. Como miembro de la comisión de apertura procedió a la recepción y apertura de los sobres con su contenido técnico y a su evaluación, y, en definitiva, se adjudicó a Gate S.A., porque fue la mejor evaluada.

En relación al denominado “Trabajo de apoyo a las funciones de la Coordinación General de Construcción de Obras Concesionadas de la Dirección General de Obras Públicas en aspectos administrativos y de servicio”, aprobada por resolución Nº 2510 de la referida dirección de 8 de octubre de 1998, manifestó que por su calidad de agente público participó en el acto de apertura y también en el de propuesta. A esa época era jefe de la División de Operaciones y en esa calidad talvez firmó las cartas invitando a empresas a participar. No recuerda quién pudo haberle sugerido invitar a Gesys Ltda., C.C.P. Ingeniería Ltda., Idecon, Gate S.A y EMG S.A. 
Durante la época en que se desempeñó en concesiones tenía conocimiento del déficit presupuestario, pero nunca supo que se recurriera a aportes de privados o a abultamiento de los precios de los contratos para solventar los gastos administrativos de concesiones, y, por lo mismo, nunca recibió instrucciones de Cruz ni de nadie, en el sentido de recurrir a privados para que hicieran aportes a concesiones. Dichas declaraciones las ratificó a fojas 18.475.

A fojas 18.907, señaló que se desempeñó como jefe de la Unidad de Supervisión y Desarrollo, que después cambió su nombre a la de División de Operaciones,  a partir de 1996 y hasta inicios de 1998. Durante dicho periodo nunca recibió una instrucción respecto de una gestión o administración centralizada de los “valores pro forma” y de las “partidas gastos administrativos generales de contratos”, distintas de aquellos en los cuales fue inspector fiscal.


Agregó que lo que sí se hacía era un registro individual y detallado de cada estado de pago, por cada uno de los proyectos que se efectuaban con cargo al presupuesto de la Coordinación General de Concesiones, registro con el que se pretendió identificar claramente el concepto por el cual se efectuaba un pago, es decir, verificar si la documentación presentada por el inspector fiscal que daba cuenta de la ejecución del contrato permitía el pago del mismo con cargo a los valores del contrato,  de igual modo se verificaba que los valores pro forma estuvieran en orden respecto del motivo central del contrato y lo establecido en él. Respecto de las partidas gastos administrativos generales de los contratos, y que no se trata de contratos de apoyo administrativo a la labor de la Coordinación General de Concesiones, debe ser utilizada por el consultor en la ejecución de su contrato, porque se trata de un costo asociado a ello y, por lo mismo, no procedía una administración o gestión centralizada por parte de la unidad cuya jefatura desempeñó. 

No era posible  una gestión o administración centralizada de las partidas pro forma o partidas por gastos administrativos generales de los contratos, porque esa labor es de exclusiva responsabilidad del inspector fiscal del contrato.

En su concepto se trata de un error conceptual o semántico respecto de lo que se entiende por administrar, ya que esto implica el poder tomar decisiones acerca del origen y destino final de los recursos, lo que nunca hizo mientras ejerció la jefatura respecto de los contratos adjudicados por la Dirección General de Obras Públicas a diversos consultores.

Luis Alejandro Chaparro Cavada, a fojas 152, en la que, en lo que interesa, señaló que tenía conocimiento que Gate  tuvo un contrato de outsourcing de personal y de servicios  con la Coordinación General de Concesiones, dependiente de la Dirección General de Obras Públicas, que, según la prensa, había contratado a los jefes de servicio del Ministerio de Obras Públicas para que asesoraran, fuera de la jornada de trabajo, a dicha coordinadora en diversos proyectos, cada uno en el ámbito de su especialización, pagándosele sobresueldos,  lo que no le consta; que en el mes de marzo o abril de 2000, y ante la demora en el pago de remuneraciones como asesores del ministerio,  ( lo que sucede siempre que comienza un gobierno), Sergio Cortés, inspector fiscal del contrato con Gate, que en ese momento era jefe de presupuestos, le hizo llegar el equivalente a $ 2.450.000 como fondos reembolsables, para cubrir lo que se le adeudaba como remuneración, con cargo a devolverlo apenas recibiera oficialmente sus honorarios; que en un comienzo fue contratado como asesor externo en la Subsecretaría de Telecomunicaciones, y una vez que  el contrato  fue sometido al trámite de toma de razón reembolsó el dinero facilitado; que no ha tenido que ver con Gate, no ha existido doble sueldo ni extras, prestaba servicios en el gabinete del ministro y el cheque que aparece en la prensa no pertenece a esa empresa sino que es uno personal del dueño de la misma, a quien no conoce; que habría que preguntarle a Sergio Cortés acerca de cómo consiguió los cheques, para adelantar a los asesores del ministerio el pago de los honorarios con la obligación de devolverlos después. También aludió a la persona de Carlos Cruz y su desempeño como bi-ministro.


A fojas 183, agregó que llegó al ministerio como asesor del ex ministro Cruz, el 12 de abril de 2000, y a fines de ese mes o a principios de mayo, Sergio Cortés, que resolvía todos los temas financieros del ministerio, le hizo llegar un cheque por $2.450.000, a título de fondos reembolsables, para cubrir lo que se le adeudaba como remuneración; que no se acuerda de quién era el cheque, no le llamó la atención de que proviniese de un particular, porque se trataba de una solución momentánea. Jamás trabajó para esa empresa ni para ninguna otra durante el periodo en que se desempeñó como asesor ministerial.


A fojas 762 y siguientes, señaló que no se acordaba del cheque por la suma de $ 300.000.- que se le exhibió, pero que como a la época del giro era la persona que estaba a cargo de las giras del ministro y en su contrato con la Subsecretaría de Telecomunicaciones no se consideraba el derecho a percibir viáticos, a través de ese cheque se le reembolsaron los gastos en que incurrió. No descarta que se hubiera incluido pasajes de avión con cargo a la empresa emisora del documento; que no tenía idea de cómo operaba todo, el que resolvía esos temas era Sergio Cortés que se desempeñaba como jefe de presupuesto de la Dirección de Planeamiento del Ministerio de Obras Públicas y después como jefe de finanzas de la Dirección de Vialidad; que a Luis Jara lo conoció en el ministerio, era la segunda persona a bordo del Fondo de Mejoras de la Locomoción Colectiva, era la persona de confianza de Sergio Cortés,  me fue impuesto por él. Cortés tenía poder porque manejaba las finanzas de ambos ministerios, con él había un sentido de “caja única”, y que no conoce a Juan Carlos Véliz; que ex ministro Cruz era excesivamente confiado, y le parece que Cortés aprovechó esa  confianza para actuar con desprolijidad y sin rigor administrativo; Cruz pidió cumplimiento de objetivos y metas y no medios, los que fueron dispuestos,  con mucha autonomía, por Sergio Cortés. Cree que fallaron los mecanismos de control del ministerio que habrían permitido revisar si se actuó legalmente.
A fojas 15.736 (fojas 3.220 letra A), en la que expresó que ingresó a prestar servicios como asesor a la Subsecretaría de Telecomunicaciones el 1 de abril de 2000, celebrando un convenio ad referéndum con la autoridad respectiva, que fue tomado razón por la Contraloría General de la República, la que desempeñó hasta el 31 de diciembre de 2000. Desde el 1° de enero de 2001 y hasta el 31 de diciembre del mismo año desempeñó la misma labor y en igual calidad en la Subsecretaría de Transportes. Cruz renunció el 7 de enero de 2002, presentando también su renuncia, la que se hizo efectiva a partir del 28 de febrero de 2002, no obstante que dejó de prestar servicios el 7 de enero. El monto de los honorarios fue el resultado de un acuerdo con la autoridad, se pagaron mediante cheque fiscal y, además, percibió una dieta  como  director de una empresa del Estado. Todos sus ingresos se respaldaron con boletas de honorarios. Sin embargo,  en los primeros meses de 2000, a raíz del cambio de gobierno y por la demora administrativa provocada por la tramitación de los respectivos decretos, lo que se tradujo en que no se pagaron los honorarios en el tiempo oportuno, se depositaron sumas de dinero por concepto de honorarios en su cuenta corriente y después, a la luz de las investigaciones y publicaciones periodísticas, se percató que los honorarios del primer trimestre de 2000 se pagaron con dineros de Gate S.A. Recuerda que alguien del ministerio que pudo haber sido Cortés, manifestó que los dineros se iban a pagar mediante depósitos, sin explicar su procedencia, y que una vez que se regularizara la situación había que devolverlos, lo que hizo. Le parece que en su cuenta se depositó una suma aproximada  a los $ 4.000.000.- que devolvió mediante un cheque que giró en blanco, nominativo, y que después fue cobrado, según el resultado de la investigación, por Luis Jara Núñez, quien a la sazón era el contador de Gate S.A. Por lo tanto, nunca percibió sumas de dineros adicionales, pagadas mediante cheques o en efectivo, con la finalidad de mejorar los honorarios que percibía como asesor. En enero de 2002 y con motivo de la renuncia de Cruz no recibió ninguna suma de dinero, entregada en efectivo o mediante cheque,  por ningún concepto. Dichas declaraciones las ratificó a fojas 18.409, agregando que nunca entregó cheques para pagar sobresueldos, no tenía conocimiento que se pagaran, y no fijó condiciones para la contratación de Eduardo Abedrapo bajo el sistema de honorarios.
Germán Ignacio Molina Valdivieso, a fojas 225, en la que manifestó que se desempeñó como Coordinador General de Concesiones entre fines de octubre de 2000 y finales de octubre de 2002, siendo contratado a honorarios en calidad de agente público para coordinar las acciones propias de la ejecución de políticas de concesiones del Ministerio de Obras Públicas. Lo contrató el ministro Carlos Cruz y su jefe directo era el Director General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada; que las oficinas del sistema de concesiones se encontraban ubicadas aparte del edificio institucional, en calle Merced 753, pisos 4º al 8º, y su personal era del orden de 200 personas, todas a honorarios; que la empresa Gate S.A. era la única de outsourcing que apoyaba al sistema de concesiones, y tiene entendido que era su única actividad; que cuando se hizo cargo de concesiones se  encontraba vigente un contrato original del año 1999, que fue prorrogado por seis meses y que también comenzó antes de que asumiera el cargo, de modo que sólo le tocaron cuatro meses del contrato  con esa empresa; que el contrato de apoyo de Gate S.A. consistía en la preparación, revisión y evaluación de antecedentes referidos a materias medio  ambientales, de  territorio, jurídicas, financieras, informáticas y de comunicaciones y de otros servicios de apoyo,  según puede recordar leyendo el contrato que se le exhibe. Las materias que más destacan eran las de apoyo administrativo y referidas al servicio de asistentes administrativos, operadores de máquinas fotocopiadoras, recepcionistas y auxiliares. También, según el contrato, y en materia de gastos generales, el trabajo de apoyo proveía bienes y servicios de consumo, tales como materiales y útiles de oficina, pasajes y viáticos, comunicaciones, fotocopiado, movilización y transporte. 


Agregó que el sistema de concesiones es una inversión muy importante que supera los 5.000 millones de dólares, que cuando llegó a trabajar estaba en pleno desarrollo con más de 30 contratos que incluían obras aeroportuarias, viales, etc., por lo tanto, tuvo que involucrarse en una actividad algo nueva y muy compleja, de mucha importancia, como una verdadera industria en que se asocian capitales privados para la ejecución, mantención y explotación  de obras públicas y servicios cuyos contratos promedian treinta años, tomándole un periodo bastante largo poder comprender y dirigir con cierta rapidez todas las obras en marcha. El contrato adjudicado a Gate S.A., en esa perspectiva, no representaba una cuestión demasiado importante, revisando aquellas materias propiamente administrativas de concesiones, y al consultar sobre el contrato se le informó que se desarrollaba con normalidad y que sus resoluciones habían sido tramitadas por la Contraloría General de la República.


Añadió que cree que el ministerio recurrió a la ley que autoriza esos  contratos, porque el área de concesiones nunca se incorporó al Ministerio de Obras Públicas, estima que por razones históricas, era una actividad especial donde todos sus funcionarios eran contratados a honorarios y, por lo mismo, la dependencia con el Director  General de Obras públicas era muy estrecha, porque el coordinador no tenía funciones ejecutivas. Como había problemas presupuestarios frente al aumento de la actividad de concesiones, se recurrió a esta fórmula para poder suplir las carencias de personal. Un porcentaje cercano al 30 ó 40% del personal de concesiones era pagado por Gate S.A. Una vez terminado el contrato, a propósito de su liquidación ante la Contraloría General de la República, empezó a investigar más sobre esa empresa y se impuso que su administrador responsable y contraparte era Peña Véliz, al que conoció en el año 1992 cuando fue Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, Peña Véliz era Secretario Regional Ministerial de Transportes de la Región Metropolitana, nombrado por su predecesor. Tuvo dificultades con Peña Véliz en esa ocasión, propias del desempeño de su cargo, y en un momento fue necesario pedirle la renuncia, cosa que hizo y abandonó el cargo. De ese modo, fue una sorpresa saber que representaba a Gate S.A. ante el Ministerio, aún que nunca se topó con él.


Agregó que le pareció que el contrato debía terminarse, porque la Contraloría General de la República empezó a hacer preguntas a propósito de su liquidación, consultando por los documentos de respaldo, si se habían respetado  los ítems del contrato; percatándose a partir de fines de mayo -el contrato había terminado en abril-, por las respuestas vagas y equivocadas de los responsables del contrato que eran los inspectores fiscales ( en la primera época Sergio Cortés y luego Jorge Torres), que habían deficiencias administrativas evidentes, lo que lo llevó a solicitar una investigación al Director General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada, lo que hizo por oficio ordinario 892 de 10 de septiembre de 2001, que dio origen a un sumario interno que después fue tomado por la Contraloría General de la República, que concluyó formulando cargos incluso en contra suya. El cargo que se le formuló fue genérico, falta de control jerárquico. 
El monto del contrato original de Gate S.A. fue de $ 966 millones, por un año; y el aumento – ampliación-  por seis meses, de $ 474 millones 700 mil.


Sus honorarios por el trabajo como Coordinador General de Concesiones ascendían a la suma de $ 3.200.000, descontando el 10% de impuestos, aproximadamente,  que en el 2001 le llegaba en efectivo. Tiene la convicción respecto del contrato adjudicado a Gate S.A., que hubo un muy desprolijo tratamiento administrativo, pero que los dineros se gastaron efectivamente en lo que se dijo.

A fojas 774, señaló que sus honorarios como Coordinador de la Coordinación General de Concesiones alcanzaban a la suma de $ 3.200.000.-, más o menos, recibiendo, además, como todos los directores del ministerio un sobresueldo por $ 700.000.-  que durante el 2001 le llegaba en efectivo, sin tributarlo, lo que pretende hacer ahora mediante una rectificación a su declaración anual.
 El cheque por la suma de $ 3.307.500.- que se le exhibe en fotocopia, de 25 de enero de 2001 y girado a su nombre por Gate S.A.,  fue depositado en su cuenta corriente y corresponde a los honorarios de ese mes. Ahora se da cuenta de aquello y lo considera tremendamente irregular. Suponía que el ministerio hacía las cosas correctamente y jamás habría aceptado un pago bajo esa forma. En cuanto al segundo cheque librado supuestamente en su favor, por  $ 1.500.000.- y con fecha 12 de abril de 2001, que también se le exhibe, no lo recibió ni cobró. Observa que fue extendido en una fecha posterior a la finalización del contrato Gate, 31 de marzo de 2001, de modo que era imposible que pudiera extenderse un pago después de esa fecha. El cheque  fue extendido, como puede advertirse, al portador y cobrado por caja por un desconocido cuyo rut no le pertenece. 

Añadió que Juan Carlos Véliz trabajaba en el área de administración de concesiones, decidiendo cambiarlo a otra porque estaba vinculado al contrato Gate, y que a Luis Jara no lo conoce. 

A fojas 2944, señaló que ratificaba las declaraciones judiciales que prestó ante el Segundo Juzgado del Crimen de Rancagua; que se desempeñó como Coordinador General de Concesiones desde fines de octubre de 2000 a fines de octubre de 2002, siendo contratado a honorarios, percibiendo un honorario de $3.200.000.- que se pagaba con un cheque fiscal, previa entrega de la respectiva boleta. Agregó que recibió una suma adicional de $700.000 mensuales, que le ofreció el ministro Cruz cuanto fue contratado, por lo tanto, durante todo el período que se desempeñó como coordinador percibió una suma aproximada de $14.700.000 por concepto de honorarios adicionales. Durante el período que va de noviembre de 2000 a diciembre de 2001, el honorario adicional fue pagado en dinero efectivo por Carlos Uribe, jefe de gabinete del Director General de Obras Públicas. En consecuencia, por dicho período percibió aproximadamente la suma de $7.700.000, sin extender la boleta porque nadie se la pidió, tampoco nunca se le explicó el origen de los fondos, siendo para él sólo una forma de pago de parte de sus ingresos. Desde enero a octubre de 2002 entregó boletas por estos ingresos a la Dirección de Planeamiento. También percibió $700.000.- mensuales y, por lo tanto, el monto total por ese  período es de $7.000.000. Por lo expuesto no se explica porqué aparece en el listado que rola a fojas 1.392, con la suma de $4.462.776, pero es posible que parte de dicha suma haya sido utilizada para pagar el honorario correspondiente a enero de 2001, ya que a fojas 779 rola fotocopia de un cheque proveniente de la cuenta corriente de GATE S.A. por la suma de $3.307.500, de fecha 25 de enero de 2001, que corresponde a la boleta de honorarios que oportunamente extendió al ministerio.  Señala lo anterior, porque a lo mejor como no estaba tramitado el decreto que lo designaba agente público, lo que impedía que se le pagara en la forma regular, recurriendo el jefe de finanzas a ese procedimiento para pagar oportunamente sus honorarios, en todo caso sin su conocimiento ni consentimiento. En cuanto a la diferencia que existiría entre los $4.462.776 y los $3.707.500, señaló que nunca los recibió. A lo mejor se utilizó su nombre para girar un cheque, sin su conocimiento ni consentimiento,  y con el dinero pagar gastos u honorarios, y puede que esa diferencia corresponda al cheque por $1.500.000, cuya fotocopia rola a fojas 778, que no cobró. 

Añadió que como el contrato de apoyo con GATE S.A. terminó en marzo de 2001 y era menester seguir contando con el personal necesario en la Coordinación General de Concesiones, como coordinador le solicitó al Director General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada, en virtud de lo dispuesto en el artículo 6 de la ley 18.803, que aprobara un contrato de apoyo con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile. Cree que la inspectora fiscal fue Leslie Arredondo, jefa administrativa de concesiones. 

               Agregó que durante la época en que se desempeñó como coordinador tomó conocimiento de los problemas presupuestarios que presentaba concesiones, y para tratar de paliar esa situación disminuyó el personal aproximadamente en un 25 por ciento, en dos oportunidades, y también racionalizó fuertemente los gastos administrativos. No adoptó ningún otro procedimiento que pueda ser calificado de irregular y tampoco instruyó a nadie para que lo hiciera. Nunca tomó conocimiento de prácticas irregulares reñidas con la sana administración, para proveer de recursos a concesiones para pagos diversos. Tampoco nunca fue requerido como abogado para que emitiera algún pronunciamiento jurídico, sobre las prácticas que se habían adoptado en concesiones al margen de la reglamentación vigente. 
A fojas 18.408 ratificó la declaración, agregando que las instrucciones respecto de la labor que realizaba como coordinador las recibió de su jefe directo, el Director General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada; que el sobresueldo pagado en efectivo el primer año los recibió en sobres entregados por Carlos Uribe, jefe de gabinete del Dirección General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada, y después directamente del ministerio porque tenía un contrato con la Dirección de Planeamiento, mediante cheque fiscal que tiene la impresión que se depositaba en su cuenta corriente bancaria, previa entrega de la boleta de honorarios y suscripción de un recibo interno. El Director de Planeamiento era Dolores Rufián.

Expresó que el contrato de la consultora Gate S.A. terminó por vencimiento de plazo, y como han pasado siete años no está en condiciones de señalar cuáles eran las irregularidades o desprolijidades que detectó, pero en el expediente está incorporado el oficio donde le solicitó al Director General de Obras Públicas que iniciara una investigación; documento en el que precisó  las irregularidades que advirtió, entre las que no estaban lo relativo al pago de sobresueldo porque lo ignoraba. Nunca tuvo una opinión formal acerca de lo relativo al pago de los sobresueldos porque escapaba al ámbito de su función y nunca nadie se la pidió, en todo caso, en su opinión, en la época en que fueron pagados no era una situación irregular, salvo lo relativo al pago del impuesto respectivo, lo que, en su caso, pagó cuando en este juicio se le consultó acerca del pago de dicho tributo; que fue dos veces Ministro de Estado, de Transporte y Telecomunicaciones y de Trabajo y Previsión Social, y ejerciendo dicha función percibió honorarios extras  en efectivo y también en sobre cerrado. Tiene la impresión que los recibía del jefe de gabinete o de una secretaria. No recuerda a cuánto ascendían. No sabe quien dispuso esos pagos. No recuerda si pagó los impuestos respectivos. Fue Ministro de Transporte y Telecomunicaciones cuando era Presidente de la República el  señor Aylwin, y de Trabajo y Previsión Social cuando lo era el señor Eduardo Frei; que desde el año 2002 no ha vuelto a servir al Estado como funcionario público, y, en su concepto, la dictación de ley Nº 19.863, de 2003, fue un paso fundamental para generar condiciones de más transparencia y regular situaciones pasadas que merecían mas atención y claridad en la legislación vigente.

Christián Humberto Nicolai Orellana, a fojas 452, en la que señala que se desempeña como Subsecretario  de Telecomunicaciones desde el 11 de marzo de 2000 y no ha desarrollado ningún tipo de asesoría para empresas de outsourcing que tengan relación con el Ministerio de Obras Públicas. Sólo ha oído hablar de la empresa Gate S.A., pero no ha tenido ningún tipo de relación con ella; que ha visto a Héctor Peña Véliz una sola vez, a la pasada de una reunión a la cual se dirigía, informándose después que se trababa de él, lo que fue después de la publicación del caso Gate en la prensa y de la mención de los cheques en el diario La Tercera de 1 de noviembre, en que aparecía su foto y un cheque  con su nombre mal escrito, con la aseveración de que había sido pagado a él, lo que no es efectivo; y que no se imagina la razón por la cual aparece mencionado entre los beneficiarios de cheques emitidos por Gate.

A fojas 18.541 ratificó su declaración, agregando que cuando fue Subsecretario de Telecomunicaciones recibió parte de su sueldo en cheque y otra en efectivo, cuyo monto no recuerda como tampoco la suma total que percibió. El monto en efectivo llegaba del gabinete y desconoce quien lo fijó, y cree que no recibió la suma de $ 6.000.000. de parte de Carlos Cruz.

Juan Carlos Latorre Carmona, a fojas 493, en la que señala que ejerce el cargo de Subsecretario de Obras Públicas desde enero de 1999 y que no ha tenido ninguna relación con Gate SA., de la que supo con motivo de una publicación que apareció en el diario “La Tercera” en mayo de 2001, a raíz de lo cual solicitó a la Dirección General de Obras Públicas información detallada de los contratos existentes con dicha empresa, lo que hizo a través de oficio ordinario Nº 1335, de 14 de mayo de 2001, según consta en la copia que acompañó, recibiendo una repuesta el 8 de junio de 2001, por oficio de la citada dirección signado con el Nº 753; que con posterioridad la Dirección General de Obras Públicas  inició una investigación sumaria y sumarios, que después hizo suyos y asumió la Contraloría General de la República.

Agregó que el 14 de mayo de 2001, a las 05:28 PM., desde el diario “La Hora” se le hizo llegar una declaración jurada prestada por Sara Cristina Oliva Martínez el 3 de abril de 2001 ante un notario de Valparaíso, en la que alude a un supuesto auto robo en el que había estado coludida con su jefe, Héctor Peña, mencionándosele como encabezando una lista de personas a las cuales se le habrían girado dineros de esa empresa, emitiendo una declaración jurada el 30 de mayo de 2001, en la que dejó constancia de la falsedad de tal afirmación, reservándose las acciones penales correspondientes. 

A fojas 4577, señaló que nunca tuvo conocimiento del Decreto Supremo Nº 450 de 30 de abril de 2001, mediante el cual se aprobó el convenio ad-referéndum para la realización del estudio denominado: “Análisis y Evaluación de alternativas de Financiamiento para obras complementarias del proyecto Zanjón de la Aguada”, en el que tuvo intervención Gonzalo Castillo Navasal, jefe de gabinete de la Subsecretaría. En estricto rigor, dentro de la esfera de sus atribuciones, no  tenía obligación de conocerlo ni correspondía que la Subsecretaría lo visara en su tramitación habitual, tampoco nadie le informó sobre esa materia. Estima que es normal que en el equipo directivo del ministerio haya intercambio de información, sugerencias o consultas. Sin embargo, no estaba en la esfera de su trabajo habitual colaborar en la búsqueda de financiamiento para pagar honorarios adicionales del personal directivo del ministerio. También cree que no era obligación informar al subsecretario del procedimiento que se estaba estructurando para ello, porque al subsecretario no le correspondía abordar ese problema. En todo caso nunca le pareció conveniente inhibir la tremenda capacidad de iniciativa de su jefe de gabinete Gonzalo Castillo. El timbre que aparece estampado en la fotocopia del Decreto Supremo Nº 450 identifica a la Jefa subrogante de la División de Administración y Secretaria General de la subsecretaría, no constituye visación porque se trata de una legalización posterior a su firma, necesario para cumplir  con lo establecido en el punto 8 del mismo Decreto, que dice relación con la necesidad de protocolizar el decreto supremo ante notario público. Del examen del documento original se puede advertir que no fue elaborado en la subsecretaría y se encuentra incorporado en sus archivos porque es lo que en estricto rigor corresponde, cuando se trata de documentos firmados por el ministro.


A fojas 9600-37, señaló, respecto del texto impreso de una comunicación remitida vía correo electrónico, que rola a fojas 684, que Anguita nunca le comunicó la existencia de problemas que afectaban su rol como Director de Vialidad y que lo pusieran en conflicto con la  Dirección General de Obras Públicas. En cuanto a las  comunicaciones remitidas vía correo electrónico, cuyos textos rolan impresos de fojas 685  a 705, indicó que es primera vez que conoce las inquietudes que en ellas se expresan, habiendo conocido de esos temas sólo en  forma general, en el sentido de que tenía conocimiento que el ministro de la época deseaba reestructurar la coordinación y  reajustar las remuneraciones de su personal. Del tenor de los correos se puede advertir que no participó en el intercambio epistolar. En cuanto a la comunicación que impresa rola a fojas 706, es probable que la haya recibido como una decisión final, desconociendo si se llevó a cabo.


En la calidad de Subsecretario de Obras Públicas asistió a distintas sesiones, tanto de la  Comisión de Obras Públicas como de la Comisión Investigadora encargada de analizar el cumplimiento por parte de las empresas concesionarias viales de los contratos suscritos con el Estado de Chile, y cree haber respondido satisfactoriamente todas las inquietudes y consultas que se le hicieron. Las reuniones a las que asistió tenían un objetivo y un temario específico,  y no perseguían que se diera cuenta en forma exhaustiva del quehacer de las distintas direcciones del Ministerio de Obras Públicas.


Dichas declaraciones fueron ratificadas, según consta a fojas 18.570.
Ricardo Osvaldo Trincado Cvjetkovic, a fojas 674, en la que expresó que no ha tenido ninguna relación contractual con Gate S.A., sin perjuicio de que conoció a Peña Véliz en la Universidad del Norte en Antofagasta en el año 1984; que supone que su nombre aparece en la lista que se le exhibe, porque el Ministerio de Obras Públicas mientras se desempeñó como Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas le encomendó trabajos adicionales, básicamente referidos al proceso de concesión de la Ruta 5, los que fueron desarrollados principalmente en horarios fuera del laboral, siendo remunerados por dicho ministerio: 


A fojas 14.021 (fojas 1.407 letra A), en la que señaló que ingresó en septiembre de 1997 en calidad de experto a contrata a la Subsecretaría de Obras Públicas, con  la finalidad de que tomara conocimiento cabal de las funciones que debía desempeñar como Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas. En enero de 1998 asumió formalmente ese cargo en la Sexta Región. Percibía una remuneración equivalente al grado 3 de la escala única de sueldos y debía cumplir el horario normal de la administración pública. En octubre de 2001 renunció voluntariamente al referido cargo y a contar de esa fecha no desempeña ninguna labor en el ministerio. 
Cuando Cruz asumió como ministro se encontraba licitada la concesión de la Ruta 5 Sur, tramo Santiago-Talca, y tenía interés que la puesta en marcha del servicio se efectuara dentro de los plazos normales y que no se generaran problemas en la comunidad, exigiendo que los Secretarios Regionales Ministeriales se responsabilizaran por el proceso de concesiones en cada una de las regiones. Esta exigencia la formalizó en un encuentro que se efectuó con las autoridades del ministerio en La Leonera. Fundamentalmente deseaba que  se promoviera el mecanismo de las concesiones en la región y que participaran en los procesos asociados a los proyectos concesionados, con la finalidad de evitar problemas en la comunidad y optimizar la implementación del proyecto en terreno. En la reunión efectuada en La Leonera asumió que tenía un mandato del ministro para solucionar todos los problemas que en la región podía generar el tramo que fue concesionado de la Ruta 5 Sur, pero nunca tuvo una reunión formal en la que se le manifestara cuánto iba a ser el monto de los honorarios, ni el período en que debía desarrollarla. Su trabajo se tradujo en múltiples reuniones con miembros de la comunidad, con los representantes de la sociedad concesionaria, con alcaldes, con los inspectores fiscales que eran funcionarios de la Coordinación General de Concesiones y con los miembros de la Unidad de Territorio de la misma. También colaboró en el proceso de expropiación de los terrenos que iban a ser utilizados en la construcción de la ruta  y en el proceso de participación ciudadana asociado al estudio de impacto ambiental del by-pass Rancagua. No existen documentos que den cuenta formal de su labor, pero informó al ministro de su cometido en forma periódica y verbalmente, también a los miembros de concesiones y a los inspectores fiscales correspondientes. Esta labor no puede ser considerada como una actividad propia de un Secretario Regional Ministerial, pues todo lo relativo a las obras entregadas por la vía de la concesión no es una actividad normal del ministerio, porque se estaban desarrollando desde una unidad funcional como es la Coordinación General de Concesiones que estaba en el nivel central sin expresión regional. Por esa labor percibió la suma de $2.880.000, en cuatro cuotas de $720.000 cada una, que fueron entregadas por Gonzalo Castillo, Jefe de Gabinete del Subsecretario de Obras Públicas, mediante cheque en los meses de junio, julio, agosto y septiembre de 2000 Al recibir los cheques no se percató de qué cuenta corriente provenían. A Gonzalo Castillo le consulté en varias oportunidades en qué momento se iba a regularizar contractualmente la situación, siempre respondió que no se preocupara. Como nunca quedó explicitado ni el monto de los honorarios ni el tiempo durante el cual iba  a percibirlos, cuando dejó de recibir los cheques simplemente entendió que no  iba a recibir más pagos por falta de recursos. Las labores señaladas las desarrolló fundamentalmente fuera del horario de trabajo. A raíz de las publicaciones efectuadas por la prensa tomó conocimiento del origen de los fondos con los cuales se pagaron los honorarios y regularizó su situación tributaria en el Servicio de Impuestos Internos. No se explica la razón por la que en el listado que rola a fojas 25 figura percibiendo la suma de $4.660.000.

En diciembre de 2001 celebró un contrato con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile (CIADE) que dio origen a la causa seguida ante el 7º Juzgado del Crimen de Santiago, en la que fue sometido a proceso como autor del delito de fraude al Fisco de Chile, auto de procesamiento que se encuentra impugnado por la vía de un recurso de apelación cuya vista se encuentra pendiente ante la I. Corte de Apelaciones de Santiago. Por dicho contrato percibió la suma bruta de $11.200.000 en dos cuotas de $9.200.000 y $2.000.000. Para el pago de la segunda cuota en febrero de 2002 suscribió un convenio con la referida facultad, en cuya cláusula primera se indicaba que se obligaba a participar en un convenio relacionado con aguas lluvias. Le consultó a Gonzalo Castillo la razón por la que aparecía participando en ese convenio y le señaló que era una fórmula administrativa para que se efectuara el pago de la segunda cuota. No participó en ese programa de aguas lluvias. 
Aparte de las sumas de dinero señaladas y aquellas que percibió por concepto de sueldo, no ha percibido otras, ya sea en efectivo o cheque. Tampoco ha celebrado otros contratos de honorarios con la citada facultad o con algún organismo o institución dependiente de ésta. 
A fojas 18.392 ratificó su declaración, agregando que Cruz, Arriagada y Latorre, Ministro, Director General de Obras Públicas y Subsecretario de Obras Públicas, respectivamente, le pidieron que hiciera trabajos adicionales, pero que el requerimiento fue efectuado a todos los Secretarios Regionales Ministeriales de la época; que los cheques se los entregaba el jefe de gabinete del subsecretario, Gonzalo Castillo, a razón de $ 300.000.- mensuales aproximadamente, que correspondían a recursos adicionales no asociados al grado respectivo de la escala única de sueldos, no habiendo sido formalizada la contratación mediante la suscripción de contratos de honorarios; que fue Castillo quien le comunicó que iban a pagar un honorario adicional, que siempre fue con cheque y nunca verificó si eran de Gate S.A., de Peña Véliz o de alguien en particular. 
Jorge Fabián Torres González, a fojas 675, en la que manifestó que desde junio de 2000 y hasta marzo de 2001 fue agente público en la Coordinación General de Concesiones, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, desempeñándose como jefe de la Unidad de Presupuesto, correspondiéndole, en  términos generales, asesorar al Coordinador General de Concesiones en materia financiera y presupuestaria, por lo tanto, debía velar por la correcta ejecución de los recursos públicos asignados a la citada coordinación por la ley de presupuesto; que cada proyecto de concesiones y, en general, de obra pública requiere para su diseño, ejecución y control de la suscripción de contratos de ingeniería, medio ambiente, y de estudios, dependiendo de la magnitud y complejidad de la obra a desarrollar. También existen contratos de apoyo administrativo y jurídico, entre los que se encuentran los adjudicados a Gate S.A.; que la nómina que rola de fojas 390  a 394 contiene los nombres de las personas que fueron contratadas en 18 meses, es decir, es la suma de toda las contrataciones que se hicieron por Gate S.A., sin que signifique que todas trabajaron en el mismo mes; que como contraparte técnica no tenía capacidad para fiscalizar personalmente la ejecución de todos los trabajos, pero cada uno de los jefes de las unidades en las que esas personas se desempeñaban debían informar de cualquier irregularidad en su desempeño, para tomar las medidas del  caso; que conforme a los antecedentes con los que cuenta, puede afirmar que las personas que aparecen en esa nómina cumplieron los trabajos encomendados para el sistema de concesiones; que algunas de las personas que figuran son de la planta del Ministerio de Obras Públicas; que, en su momento, no tuvo conocimiento de anticipos o préstamos cursados a Chaparro y Tombolini, sólo se enteró de ello por la prensa.

A fojas 9579, en lo que interesa, señaló que normalmente le ha pedido dinero a Carlos Aravena Salinas, padrino de una de sus hijas, funcionario de  Concesiones que actualmente trabaja en la Dirección de Planeamiento, y que el cheque que se exhibe por la suma de $ 4.000.000.- girado el 10 de agosto de 2000 a su cónyuge, Sandra Pastén Pizarro, debe responder a un préstamo que en esa época le hizo Carlos Aravena. No sabe porqué el cheque proviene de la cuenta corriente bancaria de Servilily Ltda., empresa que, a esa fecha, prestaba servicio en concesiones. Como su señora se dedica exclusivamente a las labores de la casa no tenía porqué saber  de la existencia del préstamo. Cree que ese dinero lo devolvió seguramente en efectivo. Aravena normalmente le ha facilitado dinero, pero siempre por sumas que no exceden de $ 600.000.-, la única grande es la de  $ 4.000.000.-.


A fojas 14.087, añadió que en los primeros meses de 1997 fue a visitar a Sergio Cortés Castro para que le consiguiera trabajo. Meses después lo llamó por teléfono y le dijo que podía trabajar en la Coordinación General de Concesiones, empezando en septiembre de 1997. Cortés, a mediados de ese mes, le dijo que lo iba a contratar el Instituto de Economía, y que, por lo tanto, tenía que emitir a dicho organismo la boleta de honorario correspondiente. No recuerda si firmó un convenio con dicho instituto. Esta situación se mantuvo hasta mayo de 1999. El primer honorario fue por $ 750.000.-, suma que se le pagó de septiembre a febrero de 1998, menos el del mes de enero; desde marzo de 1998  a diciembre del mismo año ascendieron a $ 1.200.000;  y desde este último mes a mayo de 1999 igual a $ 1.600.000.- Por estas sumas de dinero dio boletas de honorarios al Instituto de Economía. El honorario del mes de enero de 1998 fue pagado por el ministerio con un cheque fiscal. A partir de junio de 1999 los honorarios son pagados por el M.O.P. Sistema de Concesiones, conforme a una resolución de la Dirección General de Obras Públicas y por el monto de $1.600.000, situación que se mantuvo hasta enero de 2000. Desde febrero de 2000 y hasta noviembre de 2001 el sueldo ascendió a $2.000.000, desde diciembre de 2001 y hasta julio de 2002 a $1.626.400 y desde esa fecha hasta diciembre de 2002 a $1.750.000. El ministerio pagaba con cheque fiscal y daba la boleta de honorarios respectiva. El pago de sus honorarios era autorizado mediante resolución o decreto de la referida dirección, porque en enero de 2000 adquirió la calidad de agente público.


En noviembre de 1998, no obstante que estaba percibiendo honorarios mensualmente del Instituto de Economía, Gate S.A. le pagó por concepto de honorarios la suma de $1.666.667. No sabe a qué obedece dicho pago y puede ser que corresponda a una petición de Cortés en orden a que le facilitara una boleta para respaldar algún gasto. 

 La labor que desempeñó hasta antes que lo nombraran agente público era de carácter administrativo-presupuestaria, lo que no implicaba el ejercicio de una jefatura, pero cuando fue designado agente público ejerció como Jefe de la Unidad de Presupuestos de Concesiones. Carlos Cruz asumió en marzo de 2000 como Ministro de Obras, Transportes y Telecomunicaciones, y como Coordinador Ricardo Badilla. En junio de ese año asumió como inspector fiscal del contrato de apoyo celebrado con Gate S.A., y continuó efectuando los pagos de la forma como lo había hecho el anterior inspector fiscal, desconociendo los listados adicionales puestos a disposición del tribunal. A partir del robo de que fue objeto Gate S.A. se publicó por la prensa hechos irregulares en que estaría involucrada dicha empresa y los Diputados Víctor Pérez y Lily Pérez solicitaron al ministerio el listado de las personas a quienes se les estaban pagando honorarios. A esa fecha se estaba ampliando el contrato de apoyo lo que, en definitiva, se hizo hasta marzo de 2001, continuando como inspector fiscal. Germán Molina, a finales de octubre o principios de noviembre de 2000, asumió como Coordinador General de Concesiones, haciéndole un reporte de la unidad a su cargo y le informó que con cargo al contrato de apoyo se le estaban pagando sumas adicionales a Rosa Bertossi, Emilia Galarce, Jorge Cobián, Patricio Molina, Aliro Verdugo. A esa época desconocía la existencia de los otros listados adicionales. Molina no formuló ningún reparo y de hecho se siguió efectuando los pagos.

Agregó que, no obstante que pertenecía a la antigua administración de concesiones, por instrucciones del ministro Cruz que transmitió Cortés, se mantuvo a cargo de la Unidad de Finanzas y Presupuestos. Con el coordinador Badilla no tuvo problemas en su gestión, los que surgen  con el nombramiento de Molina, porque recibía instrucciones de orden administrativo que se contraponían, por ejemplo el pago de gastos que ordenaba el ministro por intermedio de Cortés no era aceptado por Molina, también la situación se producía al revés. Molina tampoco estaba de acuerdo en que todas las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas relacionadas con concesiones fueran visadas por Cortés, pues éste se desempeñaba en la Dirección de Planeamiento. Todo esto motivó que pidiera una reunión con el ministro, comentándole que estaba en una posición incómoda y que sentía que recibía instrucciones contradictorias y que no sabía como resolverlas. El ministro le dijo que la posición intermedia era la peor de todas y que si recibía órdenes o instrucciones de Cortés las tomara como que habían sido impartidas por él. A mediados de 2001 por instrucciones de Arriagada, Director General de Obras Públicas, fue ubicado en la Dirección de Obras Hidráulicas, asumiendo al poco tiempo como Jefe de Presupuesto de dicha dirección. Desde octubre a diciembre de 2002 se desempeñó en Vialidad a petición de Arriagada, nombrado Director Nacional de Vialidad. En enero de 2003 se desligó del ministerio.

El equipo jurídico de Germán Molina que estaba integrado, entre otros, por Abedrapo, analizó el contrato  de apoyo Gate  y todos sus antecedentes, siendo citado a una reunión para exponer sobre sus aspectos generales, la forma como se estaba ejecutando, el monto del mismo, dando cuenta en forma expresa de los pagos adicionales a Aliro Verdugo y a otros funcionarios que eran empleados públicos, sin que manifestaran que esos pagos eran irregulares. Estaba en conocimiento de la norma legal que prohíbe el pago de sumas de dinero a empleados públicos con cargo a contratos de apoyo, sin embargo autorizó los pagos porque fueron ordenados por el coordinador que era su superior jerárquico. Esos pagos fueron dispuestos primero por Cruz y Cortés y después por Molina, el que, conociendo claramente la situación de los pagos, nunca le dio orden en sentido contrario.

En relación a los contratos de apoyo a que se refieren las resoluciones Nº 902, 174 ( ampliado por la signada con el número 287) y 1249, de 18 de abril, 16 de mayo y 23 de mayo de 2001, respectivamente, manifestó que una vez que venció el contrato de apoyo celebrado con Gate S. A. y atendido a que la Coordinación General de Concesiones es una unidad funcional, por lo tanto, no tiene una estructura orgánica y carece de una planta de personal, lo que hacía necesario celebrar nuevos contratos de apoyo, decidió mejorar las bases administrativas del contrato de apoyo, básicamente para flexibilizar y ampliar la posibilidad de efectuar gastos administrativos con cargo al contrato de apoyo. Para ello se asesoró por Sergio Lobos,  administrador público que trabajaba en concesiones. La idea se la planteó a Sergio Escobar, Jefe de Gabinete de Germán Molina, y le parece que él se contactó con gente de la Escuela de Gestión Pública de la Universidad de Chile, quienes prestaron apoyo en esa materia. Como en abril de 2001 era imposible contratar a Gate S.A. por el escándalo que se había originado, lo que dio origen a  una orden expresa de Molina de no contratarla, Sergio Escobar, previo a  consultar al Instituto de Economía acerca del costo del contrato, decidió adjudicar el contrato por trato directo a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, lo que se hizo mediante las resoluciones Nº 902, 174 y 1249. No se podía hacer la adjudicación por trato directo al Instituto de Economía, porque es un organismo que si bien depende de la universidad no forma parte de ella. Fue inspector fiscal de los  contratos que se refieren las resoluciones Nº 902  y Nº 1249, adjudicados mediante resoluciones exentas. El primero era por la suma de $48.000.000, por un mes, y el otro por $52.990.648 y con igual duración, y se celebraron para pagar honorarios de los meses de abril y mayo de 2001. Del examen de los listados de personas a quienes se les pagaron honorarios conforme a esos contratos de apoyo, señaló que en su mayoría se trata de gente que estaba trabajando hace años con otros contratos de apoyo, lo que originó que la entidad consultora no propusiera personal,  transformándose en un ente administrativo que pagaba honorarios, previa elaboración de las nóminas por concesiones. Tendrían la calidad de empleados públicos y habrían percibido sumas adicionales, los siguientes: Rosa Bertossi Aravena, Jorge Cobián Vergara, Aliro Verdugo Lay, Emilia Galarce Muñoz,  Patricio Molina Hermosilla y Patricia Allende Calderón. Tiene duda acerca de la calidad jurídica que, a la fecha de los pagos, tenía Marta Carmona,  Mónica Álvarez San Martín y Rolando Manríquez Navarrete. Autorizó el pago de los que sabía que eran empleados públicos, porque era una situación que se venía arrastrando hacía tiempo, era gente que se estaba pagando con cargo al contrato Gate y cuando informó a Molina de ello no  le dio instrucciones u orden en sentido contrario. Puede afirmar categóricamente que tratándose de estos dos contratos de apoyo no hay listados paralelos anexos a los que el tribunal exhibe. En cuanto al rubro gastos generales, no tiene ninguna explicación acerca de por qué aparecen pagados con cargo a dicho ítem los honorarios de Sergio Lobos, María Genoveva Ávila y Joel Muñoz, y en la calidad de proveedores, pues Lobos se desempeñaba como administrativo del Departamento de Administración de Concesiones y Joel Muñoz prestaba asesoría en materia comunicacional y estaba relacionado directamente con Escobar. Autorizó el pago del resto de los gastos generales, con la certeza de que estaban relacionados con el contrato. Una manera de determinar las razones por las que dichas personas fueron incluidas en el ítem gastos generales, es mediante la aclaración de la fecha en que comenzaron a prestar labores, porque es posible que hayan empezado a trabajar cuando ya estaba confeccionado el listado de pago de los honorarios.  En el contrato de apoyo aprobado por resolución Nº 1.249 también figura  Sergio Lobos y María Genoveva Ávila en el rubro gastos generales, no teniendo explicación. Tampoco respecto de la situación de María Antonieta Janvier. Respecto de Leslie Arredondo, tiene la impresión que fue incluida en el rubro gastos generales porque no había fondos para pagar sus honorarios, dado su reciente ingreso a concesiones. Respecto de las demás personas que figuran también pagados sus honorarios con cargo al ítem gastos generales, seguramente se debió al hecho de que recién se estaban incorporando a concesiones. En su concepto esos pagos estaban autorizados en los términos de referencia,  que forman parte de las bases administrativas, en la parte que regula los gastos generales del contrato.

El contrato aprobado por resolución Nº 74, ampliado por resolución Nº 287, de 16 de mayo y 17 de septiembre de 2001, respectivamente, empezó a regir el 15 de junio de 2001, y si bien aparece como inspector fiscal durante los dos primeros meses de ejecución del contrato por instrucciones del coordinador Germán Molina, en el hecho no se desempeñó como tal, sino que Leslie Arredondo. Figuró como inspector fiscal porque tenía la calidad de agente público, no así Arredondo. A mediados de 2001, por instrucciones de Arriagada, Director General de Obras Públicas, se fue a trabajar a la Dirección de Obras Hidráulicas como Jefe de Presupuestos, desvinculándome de concesiones.
A fojas 15.236 (fojas 2.720 Letra A), señaló que Sergio Cortés Castro se fue de la coordinación aproximadamente en marzo de 2000, sin que se nombrara a nadie en su reemplazo, y en una reunión instruyó a Juan Carlos Véliz, Luis Jara Núñez y a él para que se quedaran a cargo de la unidad encargada de la administración de la coordinación y que debíamos cumplir sus instrucciones. Cortés no obstante que estaba en el ministerio se reunía regularmente con Badilla, Coordinador General de Concesiones. Tratándose del contrato de apoyo de Gate S.A., se preocupaba de que hubiesen fondos en la coordinación para pagar oportunamente las  facturas que dicha sociedad emitía conforme a su contrato, pero era Juan Carlos Véliz quien manejaba las nominas de aquellas personas que trabajaban en concesiones bajo el contrato de apoyo y también la de los gastos. A esa fecha desconocía la existencia de un sistema paralelo de recaudación de fondos para pagar gastos diferentes de concesiones. Germán Molina al asumir como coordinador le exigió que le diera cuenta del contrato de apoyo de Gate S.A., lo que hizo entregándole la documentación. Molina tenía intenciones de ponerle término pero, en definitiva, fue ampliado hasta marzo de 2001. Como Molina le pedía explicaciones sobre el contrato y, en algunos aspectos, también tenía que informar a Cortés sobre el manejo del contrato, porque usaba platas del contrato para efectuar diferentes pagos, llegó un momento en que no sabía qué actitud adoptar, porque por una parte estaba su jefe directo Molina y por otra Cortés que era un hombre importante del ministerio. Como estaba reticente con Cortés, para solucionar los problemas pidió una reunión al ministro Cruz a fines de 2000. En la reunión estuvo presente Cortés y al plantearle su problema al ministro Cruz de “dualidad de instancias a las que debía informar”, el ministro le dijo que tenía que decidirse por uno de los dos bandos y que tenía que hacerle caso a Cortés “porque las solicitudes de Cortés eran de él”, esto es, del ministro. Durante el 2000  se dio cuenta de que habían enredos en el manejo de las platas, porque sabiendo que había dinero del contrato de apoyo para efectuar pagos propios de concesiones, Juan Carlos Véliz  u otro le decían que no había disponibilidad porque “alguien” había pedido plata, situación que era mantenida en el tiempo, y en definitiva después de alguna manera el dinero era restituido o se entregaba una boleta o factura que respaldaba el gasto. A esa fecha tenía entendido que se manejaba solo una cuenta corriente de Gate S.A. y que, por el robo de que fue víctima la secretaria de Peña, empezó a ser manejada por Jara por instrucciones de Cortés. A esa fecha desconocía que, además, se estaban usando cuentas corriente personales de Jara, Peña y de General. Desconocía que en las cuentas corrientes de Gate S.A. y en las personales de Peña, General y Jara, se depositaban sumas de dinero mediante cheques o dinero efectivo que entregaban empresas constructoras y consultoras.


Respecto del cheque por la suma de $ 10.800.000.- girado el 12 de enero de 2001 por la empresa APR Ingeniería S.A. a Humberto Eduardo Torres González, manifestó que no sabe por qué esa empresa giró un cheque a su hermano, y es primera vez que escucha el nombre de la sociedad APR Ingeniería S.A. Sólo conoce a la empresa Ayala y Cabrera Asociados. 


En relación a la boleta de honorarios signada con el número 38 de 20 de agosto de 1999 extendida a la empresa Gesys y por la suma líquida de $ 3.100.000.-, señaló que nunca ha prestado servicios a esa empresa y que no la extendió aunque le pertenece la firma estampada en ella. Le parece que esa boleta se la solicitó Sergio Cortés Castro, no recuerda que le haya informado por qué  la necesitaba.


Agregó, en lo que interesa, que en noviembre de 1999 era Jefe de Presupuesto de la Coordinación General de Concesiones y sus funciones consistían en llevar los diferentes ítems del presupuesto, el control financiero de los contratos y administrar la caja fiscal. A esa época no era inspector, contraparte técnica ni económica de ningún contrato que hubiera sido adjudicado a Gesys Ltda, G Y T, Raúl Herrera Labarca o al grupo mexicano que comandada  Antonio Medina Mora. 

Aliro Verdugo Lay, a fojas 780, en la que señaló que fue fiscal del Ministerio de Obras Públicas desde noviembre de 1994 y hasta el 30 de junio de 2002, correspondiéndole prestar asesoría jurídica a las autoridades superiores del ministerio y de sus direcciones, como asimismo revisar los procesos expropiatorios, relacionarse en las materias del ramo con la Contraloría General de la República y el Consejo de Defensa del Estado, y prestar otras funciones de naturaleza asesora. La fiscalía funcionaba en el Ministerio de Obras Públicas ubicado en Morandé 59, cuarto piso, disponiendo para el desarrollo de sus funciones a nivel nacional de una dotación de setenta personas más o menos. El cargo de Fiscal Nacional es de la confianza exclusiva del Presidente de la República y en uso de dicha facultad el ministro Etcheberry, con la anuencia el Presidente de la República, le solicitó la renuncia no voluntaria a contar del 30 de junio de 2002, pero continuó colaborando con el ministerio en materias de su especialidad,  designándosele asesor a contar del 1 de julio de 2002 bajo el régimen de honorarios. Los honorarios hasta el 31 de diciembre de 2002 fueron pagados por la Dirección de Vialidad, dependiente del Ministerio de Obras Públicas. Asesoró al ministerio en lo relativo al contrato GATE, por requerimiento de la Coordinación General de Concesiones, en el período en que se desempeñó  como fiscal, siendo esporádicas, sin percibir ninguna remuneración adicional. Respecto del cheque por $ 720.000 girado a su nombre y de 20 de diciembre de 1999, señaló que raíz de la implantación del proceso concesionario establecido por la ley que regula la materia, se contempló la existencia de comisiones conciliadoras y comisiones arbitrales que tenían por objeto examinar y resolver los conflictos de intereses que se pudieran originar entre el Ministerio de Obras Públicas y las empresas concesionarias. Dichas comisiones tenían el carácter de tribunal ad-hoc encargado de resolver las contiendas surgidas entre las partes, actuando en una primera etapa como mero organismo conciliador y en una segunda como organismo resolutivo. Dichas comisiones actuaban como tribunales administrativos integrados por tres miembros: uno designado por la concesionaria, otro designado por el ministerio y un tercero designado de común acuerdo por el ministerio y la empresa concesionaria. Sin perjuicio de lo anterior, tanto la concesionaria como el ministerio podían designar a una persona de confianza para que actuara ante dicho tribunal en la defensa de sus intereses. El Fiscal Nacional desde 1998 fue el representante del ministerio, porque la mayoría de los reclamos incidían en problemas jurídicos más que técnicos. La actividad adicional ameritaba una remuneración y se lo hizo presente verbalmente al Director General de Obras Públicas, Juan Lobos Díaz, quien comunicó dicha petición al jefe de la Dirección de Operaciones de la Coordinación General de Concesiones, Sergio Cortés Castro, y desde fines de 1998 se le pagaron mensualmente algunos estipendios en sumas similares a la que figura en el documento exhibido. Como las tareas que realizó fueron cumplidas a requerimiento del ministerio, no tuvo ninguna relación contractual con Gate S.A., y la circunstancia que sus honorarios se giraran con cargo a la empresa Gestión Ambiental Territorial S.A. la atribuye a la existencia de convenios celebrados por el ministerio con esa empresa. Agregó que por cada uno de los documentos de pago recibidos emitió la correspondiente boleta y formuló las declaraciones ante el Servicio de Impuestos Internos.


Añadió que nunca tuvo a la vista la nómina de personas que se pagaban a través de Gate, no pasaron por fiscalía, tampoco las cuatro resoluciones relativas  a los contratos de outsourcing celebrados. La fiscalía tenía una dotación de  25 a 28 abogados para todo el país y el personal, en general, era un poco más de 70 personas. Con este recurso humano se enfrentó el trabajo de todo el país en materia de expropiaciones, que subió de 900 en 1990 a 15.000 bimensuales. No fue por falta de entusiasmo ni de preocupación que no se haya dado el parecer respecto de los contratos señalados y sobre el sistema de pago de anticipos de remuneraciones a través de préstamos de empresas privadas relacionadas con el ministerio, algo que no se habría aprobado jamás, sino exclusivamente por falta de consulta o requerimiento de las autoridades superiores del ministerio. El ex ministro Carlos Cruz nunca lo llamó para manifestarle dudas acerca del sistema de outsorcing de la empresa Gate, ni tampoco sobre el sistema de anticipo de remuneraciones públicas a través de las empresas privadas vinculadas al misterio. Nunca habría avalado pagos irregulares o anticipos indebidos, de los que nunca tuvo conocimiento.


A fojas 13.957 (1.323-A), agregó que ingresó en agosto o septiembre de 1994 al Ministerio de Obras Públicas en calidad de asesor externo, siendo designado su Fiscal Nacional el 31 de octubre de 1994, mediante decreto signado con el número 521, cargo que desempeñó hasta el 30 de junio de 2002, fecha en que por decreto Nº 1.080 de 28 de julio de 2002 se aceptó su renuncia no voluntaria. Desde esa data y hasta la de su declaración se desempeña como asesor externo mediante un convenio de honorarios. Durante el período que ejerció el cargo de fiscal percibió una remuneración equivalente al grado 1 C de la escala única de sueldos, que se pagaba mediante un cheque fiscal y debía cumplir el horario normal de la administración pública. El Fiscal es el asesor jurídico del ministerio en las materias en que la fiscalía es requerida por la autoridad. Sin embargo, la mayoría de las direcciones en forma paulatina empezaron a contratar abogados a honorarios, en calidad de asesores jurídicos de hecho, pero la mayoría de ellos recurrieron a la fiscalía para que los informes jurídicos que  preparaban a su jefatura tuvieran un apoyo legal. Todo documento que es sometido al examen de la fiscalía contiene dos tipos de materias: cuestiones de hecho y de derecho. Las primeras son de orden técnico y/o de ingeniería y son ajenas al examen jurídico que debe efectuar la fiscalía, no así las segundas que son de su competencia. Como lo relativo a las cuestiones de hecho escapa a la competencia de la fiscalía, no le corresponde analizar toda la negociación del contrato propiamente tal y tampoco su ejecución, que queda a cargo de la unidad ejecutiva de la dirección respectiva.

            En los años 1995 y 1996 recibió sumas de dinero adicionales a las que le correspondía como fiscal, que fueron pagados por la Subsecretaría de Obras Públicas conforme al decreto Nº 224 de 1995 o por el Instituto de Economía a razón de $ 700.000.- mensual, sumas de dinero que pueden ser consideradas como un plus de su sueldo. Sin embargo, en ese período era urgente la expropiación de terrenos para materializar el proceso expropiatorio y llevar a cabo las obras concesionadas, por lo tanto, ese plus correspondía a labores relacionadas con dichas materias que efectuó fuera del horario normal. Durante todo 1997 no percibió ninguna suma de dinero extra, pese a que efectuaba labores adicionales.

Durante 1998 siguió desempeñando labores adicionales, que consistieron en preparar el trabajo que iba a desempeñar como representante del ministerio ante las Comisiones Conciliadoras y Arbitrales, no obstante que no asumió en ninguna de dichas comisiones. Por la referida labor preparatoria percibió la suma de $ 800.000.- mensuales pagados por el Instituto de Economía, a la que extendió las siguientes boletas de honorarios: Nº 98, 99, 100, 101, 102, 103, 105, 106, 107 y 113 de 19 de marzo, 23 de abril, 18 de mayo, 30 de junio, 21 de julio, 20 de agosto, 16 de septiembre, 2 de octubre, 17 de noviembre y 10 de diciembre de 1998, todas por la suma de $ 800.000.-. Desconoce qué contrato ligaba al Instituto de Economía con el ministerio, y fue Sergio Cortés Castro el que le dijo que debía extender las boletas a dicho instituto. Él era también quien le entregaba los cheques a través de un auxiliar, previa entrega de la boleta de honorarios. En 1999 formó parte de la Comisión Conciliadora y Arbitral de la Concesión Río Bueno-Puerto Montt, cuya razón social es Los Lagos S.A., labor por la que percibió una remuneración que era pagada en partes iguales por el MOP Administración Sistema de Concesiones y por la Concesionara Los Lagos S.A. Para que integrara la citada Comisión Conciliadora se dictó el decreto Nº 131 de 28 de octubre de 1998, cesando en dicha función por decreto Nº 40 de 7 de febrero de 2001. 

             Aparte de la labor adicional efectuada, consistente en integrar la referida comisión conciliadora y arbitral, por la que se le pagaron sumas de dinero, durante 1999 se le mantuvo el plus de su sueldo por el monto de $ 800.000.- que era pagado por el Instituto de Economía, desconociendo el vínculo jurídico que existía entre en ese instituto y el ministerio. Al igual que en 1998, fue Cortés el que le dijo que emitiera las boletas a nombre del Instituto de Economía, emitiendo aquellas signadas con los números  115, 116, 118 y 121 de 10 de enero, 10 de febrero, 10 de marzo y 10 de abril, por la suma de $ 800.000.- mensuales cada una.  Desde mayo de 1999 y por instrucciones de Sergio Cortés empezó a emitir boletas a Gate S.A., desconociendo, al igual que en el caso de Idecon, qué contrato existía entre esa empresa y el ministerio. Extendió a Gate S.A. las siguientes boletas de honorarios: 122, 124, 130, 131, 132, 135, 136 y 139 de 19 de mayo, 22 de junio, 22 de julio, 20 de agosto, 20 de septiembre, 20 de octubre, 19 de noviembre y 20 de diciembre de 1999, todas por la suma de $ 800.000.- mensuales. Durante el año 2000 continuó percibiendo un honorario adicional por la labor de representante del ministerio ante las Comisiones Conciliadoras Concesión Acceso vial Aeropuerto Arturo Merino Benítez, Concesión Ruta 5 tramo Talca-Chillán y Camino Santiago- Colina- Los Andes. Tiene entendido que ni a  Yanko Vilicic Rasmussen ni a Rubén Mansilla Valenzuela les pagaron  por la labor desempeñada como representantes del Ministro de Obras Públicas ante las Comisiones Conciliadoras. Durante todo el año 2000 percibió también la suma de $ 800.000.- mensuales, que se aumentó a partir de marzo a la suma de $ 888.889.-, por la labor consistente en ser representante del ministerio ante la Comisión Conciliadora del contrato de Concesión “Camino Nogales-Puchuncaví”, y emitió las boletas de honorarios Nº 140, 141, 143, 144, 145, 146, 147, 148, 149, 150, 152 y 153. Durante 2001 siguió percibiendo honorarios adicionales que fueron pagados por Gate S.A. o por el Instituto de Economía, por haber sido designado representante del ministerio ante la Comisión Conciliadora Acceso Norte a Concepción, Terminal de Pasajeros Aeropuerto Carriel Sur de Concepción y Concesión Internacional Ruta 5 tramo Río Bueno-Puerto Montt. Emitió las boletas Nº154 a 166 a Gate S.A. y las de abril a diciembre al Instituto de Economía, todas por la suma de $ 888.889.-.  


Manifestó que no efectuó el trabajo denominado “recopilación de datos para la encuesta para el proyecto trabajo de apoyo administrativo y de servicio a la C.G.C., de la DGOP del MOP”, y que estampó una glosa de ese tenor en las boletas extendidas al Instituto de Economía porque le dijeron que lo hiciera.. En el año 2002 también extendió la boleta Nº 166 al Instituto de Economía por la suma de $ 888.889.-. 
A la consulta del tribunal, manifestó que no existe norma legal que obligue al Fisco de Chile a pagar honorarios por ser integrante de Comisiones Conciliadoras y Arbitrales o por ser designado representante del ministerio ante las referidas comisiones, pero los principios generales del derecho referidos a la buena fe, justa causa de error y enriquecimiento sin causa, y sobre la base de entender que en la especie la labor del representante en o ante las comisiones conciliadoras y arbitrales tipifican una situación diferente a la del fiscal MOP, resultaría procedente que se pagaran los servicios que prestó en calidad de representante investido por el ministro del ramo, máximo considerando lo que dispone el artículo 115 de la Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas.

Agregó que los Directores Nacionales de las diversas direcciones del Ministerio de Obras Públicas, al asumir la nueva autoridad en marzo de 2002, le manifestaron que recibían “un plus” al sueldo por labores adicionales y le solicitaron que autorizara el pago al menos por el curso de 2002, petición que fue acogida por el ministro y que se tradujo en que debían asesorar a la Coordinación General de Concesiones en calidad de asesores expertos, suscribiendo un convenio ad-referéndum  el 30 de enero de 2002 con el Coordinador General de Concesiones, Germán Molina Valdivieso. En dicho convenio se señaló que percibiría una remuneración mensual adicional de $ 1.111.111.-  En la Resolución Nº 48 que aprueba el convenio, se señaló que la asesoría jurídica a prestar debía orientarse específicamente a la función de representar al Ministerio de Obras Públicas ante las Comisiones Conciliadoras y/o Arbitrales que contempla el artículo 36 de la Ley de Concesiones. En el convenio se señaló que para materializar la ejecución del servicio debía participar en una reunión del Comité Asesor al que iba a convocar el coordinador por lo menos una vez al mes. En marzo de 2002 se le notificó que no iba a continuar desempeñando las funciones de fiscal, por lo tanto, hasta que dejó el cargo se abocó a recabar y ordenar toda la documentación  relativa a su participación en las Comisiones Conciliadoras y/o Arbitrales, ya sea como miembro de ellas o como representante del Ministerio de Obras Públicas. Por lo tanto, no desarrolló en estricto rigor las labores que se le habían asignado en el convenio. Para recabar toda la información tuvo que concurrir a las diversas oficinas en las que se constituían las comisiones y por eso no pudo participar en las reuniones del Comité Asesor. En más de una oportunidad llegó cuando la sesión ya se había levantado y se limitó, en consecuencia, a suscribir el acta respectiva que se le presentó para la firma. Conforme a la Resolución Nº 48 extendió las siguientes boletas de honorarios al MOP, Administración Sistema de Concesiones: 170, 171, 173 y 174, de 30 de abril, 15 de mayo, 17 de junio y 15 de julio de 2002, la primera por la suma de $ 3.333.333.- por los honorarios por los meses de febrero, marzo y abril y las siguientes por la suma de $ 1.111.111.-


Desde  agosto de 2002  está contratado a honorarios por la Dirección de Vialidad, en calidad de asesor y en virtud de un contrato de honorarios aprobado según resolución de esa dirección Nº 6527 de 31 de julio de 2002. Mensualmente se le paga la suma de $ 2.600.000.- mediante un cheque fiscal. Los honorarios por los meses de enero a marzo, por igual monto, se le pagaron en virtud de la resolución Nº 62 de 13 de febrero de 2003, y los de los meses de abril a la fecha de su declaración conforme a la resolución de igual dirección Nº 116 de 29 de abril de 2003.


Nunca recibió dinero en efectivo y no recibió otras sumas aparte de aquellas por las que ha declarado.
Juan Carlos Véliz Hernández, a fojas 786, en la que señala que trabaja a honorarios para la Coordinación General de Concesiones del Ministerio  de Obras Públicas, como consultor experto, desde el 10 de marzo de 1998 hasta la fecha de la declaración, cumple un horario que se extiende de las 9:00 horas hasta las 19:00, percibe un honorario que asciende a $ 1.620.000.- líquido, previa extensión de la respectiva boleta. Los cheques cuyas fotocopias rolan de fojas 594 a la 603 están  girados por Gate S.A., empresa que se adjudicó por concurso privado la asesoría denominada Apoyo Administrativo a la Coordinación General de  Concesiones y que tenía contrato con la coordinación desde octubre de 1998, y el hecho que estén a su nombre no significa que los haya cobrado, sino que por la necesidad y la urgencia de cubrir el gasto la mayoría de la veces eran cobrados por los estafetas o  auxiliares que lo iban a buscar a dicha sociedad. Todos son fondos por rendir, es decir, son dineros gastados por la Coordinación General de Concesiones en lo necesario para su buen funcionamiento, previamente autorizados por Sergio Cortés o Jorge Torres, inspectores fiscales. Figuran girados a su nombre le parece que a petición de Sergio Cortés, pues era el encargado de la administración de concesiones y, por ello, debía solucionar todos los problemas de ese orden. Ninguno de los cheques corresponde a dineros que haya recibido para su uso personal.

A fojas  4941, señaló que el 10 de marzo de 1998 ingresó a trabajar a concesiones por intermedio de Sergio Cortés, a quien conocía desde la infancia. Se desempeñó primero en la División de Administración y Presupuestos encargándose de la parte administrativa, labor que desempeñó hasta mayo de 2001, pues a partir de esa fecha ingresó al Departamento de Desarrollo y Gestión de Proyectos. Sólo ha recibido los honorarios pagados mediante cheque fiscal, por lo tanto, no ha percibido sumas de dinero en efectivo o cheque, ya sea por concepto de sobresueldos, honorarios adicionales u horas extraordinarias. En marzo de 1998 sus labores consistieron en llevar a cabo un ordenamiento operacional a la estructura de concesiones, y por instrucciones de Cortés debió apoyarlo en todo lo relacionado con recursos humanos, dentro de los cuales estaba el personal de apoyo administrativo, esto es, aquellos que se pagaban por el contrato Gate. A esa fecha estaban vigentes tres contratos de apoyo con esa sociedad, por montos exentos de toma razón de $50.000.000 aproximadamente cada uno, y también había un contrato de apoyo paralelo con el Instituto de Economía. Posteriormente Gate S.A. se adjudicó un contrato de $900.000.000 aproximadamente, que fue ampliado quedando por un monto total de $1.440.000.000. Cumpliendo las instrucciones de Sergio Cortés debió remitir los listados de las personas que tenían que pagarse mensualmente y que prestaron los servicios para los que fueron contratadas. A la fecha de esos contratos no tenía la certeza si esas personas tenían un contrato previo con el ministerio, solo corrían rumores que algunos tenían contratos con otras dependencias. En todo caso no tenía facultades para entrar a investigar la procedencia de los pagos, porque era Sergio Cortés el que le daba las instrucciones, pero sí puede manifestar que, a la fecha de los contratos de apoyo, Emy Galarce, Rosa Bertossi, Marta Carmona, Patricio Molina y Jorge Cobián tenían contratos vigentes con el ministerio. A la fecha en que ingresó a prestar servicios a concesiones estaban laborando las personas cuyos honorarios eran pagados en virtud de los contrato de apoyo, por lo tanto, a 1998 ya estaba formado el equipo con el cual se  trabajaba. Después todos se concentraron en el contrato de apoyo grande de Gate S.A. Concesiones tenía una planta de auxiliares, secretarias, recepcionistas, choferes que eran alrededor de unas 60 personas y una planta administrativa-técnica igual a 30 personas, aproximadamente. También había un grupo que prestaba labores de asesoría, según requerimiento de cada unidad, en un número no fijo mensual, y personal que trabajaba durante un mes o dos meses o por otros períodos. Todo este personal ascendía a 235 o 245 personas. Las instrucciones dadas por Cortés se refería a la gente que estaba contratada por Gate S.A. y nunca recibió instrucciones de decirle a Sara Oliva que pagara listados adicionales de gente que no trabajaba en concesiones y que recibían dineros de esa sociedad. Sólo estaba relacionado con el listado del personal de apoyo administrativo. En mayo de 2001 se fue a la Unidad de Desarrollo y Gestión de proyectos,  a esa fecha el contrato de apoyo se había liquidado, celebrándose otro con la Universidad de Chile. Fue nombrado agente público para el sólo efecto de firmar el convenio con la Universidad de Chile, pero no negoció el contrato, labor que le correspondió a Jorge Torres y a Sergio Escobar. Firmó porque tenía la calidad de agente público. Nunca recibió instrucciones de solicitar dineros a consultores o empresas constructores, tampoco intervino en procedimientos que podrían calificarse de irregulares para obtener recursos para el ministerio o para concesiones. 

A fojas 9600-22, reconoció que remitió a Cortés el correo electrónico que se identifica como “nómina 343”, de 17 de diciembre de 2002, obtenido de las cintas magnéticas incautadas en la Coordinación General de Concesiones, guardada en custodia bajo el N° 585, que corresponde al número de la resolución por el que se le adjudica a  Gate S.A. el contrato de apoyo por la suma de $ 1.400.000.000.-. Por la fecha del correo, debió habérselo remitido para que pudiera tener los datos necesarios para aclarar aspectos del contrato ante la justicia o ante las autoridades. Recuerda que en ese período tuvo muchas reuniones con Cortés, Jara y Torres. Con Torres advirtió que Cortés y Jara estaban preocupados o complicados. La primera nómina  que aparece en el archivo, que se inicia con el apellido Acosta y termina con el apellido Yovani, es un listado que contiene los pagos por concepto de honorarios a diferentes personas con cargo al contrato de apoyo de Gate. Sin embargo,  en un primer análisis, no reconoce ciertos nombres como que hubieran trabajado en concesiones, como Cristian Acosta Verdugo, Carolina Acuña Pino, Gustavo Alfaro, Alias Sajuria, Tatiana Barrientos Albrecht, Sergio Bastías Pulgar, María Carrasco Ordenes, Guillermo Horacio Gaspar, Valeria Fuentealba  Matamala, Paola Herrera Quiñones, Humberto Torres. Cuando Germán Molina asumió como coordinador y Sergio Escobar como jefe de gabinete, se tomó la decisión de terminar ese contrato de apoyo, presentándoles un listado que daba cuenta de todos los pagos que por concepto de honorarios y gastos diferentes se habían efectuado. En ese listado figuraban una serie de pagos, como, por ejemplo, una suma aproximada de $ 3.000.000.- pagada a  Molina, que en el listado se identificaba como “préstamo a Molina” y una suma aproximada de $ 7.000.000.- pagada a Escobar que se identificaba como “préstamo a Escobar”, sumas de dinero que nunca devolvieron como era lo habitual, también facturas que no estaban a nombre de Gate S.A. y que era imposible modificar, como, por ejemplo, gastos por concepto de pasajes.  Molina y Escobar  se enojaron por ver sus nombres y le dijeron que dejara la nómina. Después le informaron que había que sacar esos gastos y que Luis Jara iba a enviar documentación contable a nombre de Gate S.A. para respaldar esos pagos. A Jorge Torres y a él les llamó la atención esa situación, fundamentalmente que Jara manejara boletas y facturas a nombre de Gate S.A., porque pensaban que existía un solo contrato con esa empresa y que ambos manejaban. Le llamó la atención que Jara pudiera proporcionar documentación contable para respaldar los gastos del contrato de apoyo de Gate, porque eso significaba que Jara estaba operando otro contrato con esa sociedad, y si prestaba documentación contable para respaldar nuestros gastos a la larga iba a tener problemas para justificar los  gastos de su contrato. Jara proporcionó documentación contable por aproximadamente $ 30.000.000.-, eran boletas de honorarios y facturas. Con Torres estaba renuente a liquidar el  contrato de apoyo, en el sentido de incorporar boletas o facturas que no estaban relacionadas directamente con el contrato, y que eran aquellas que proporcionaba Luis Jara, porque pensaban que, a la larga, podían tener problemas con las autoridades y la contraloría cuando entraran a justificar la razón del gasto. Sin embargo, Escobar insistió en liquidar el contrato e incluir esas boletas y facturas que Jara enviaba y, por lo tanto, se sacó toda aquella documentación contable que respaldaba el gasto y que no  estaba relacionado con el contrato de apoyo de Gate S.A., como, por ejemplo, gastos que había que pagar porque lo ordenaba el ministro por conducto de Cortés y que eran de su gabinete o de la subsecretaría. El otro listado que empieza con la mención “Abono AMM” y termina con “X Walter Bruning” no le resulta familiar, porque hay nombres que desconoce y no señala si esas personas recibieron o no dineros. No tiene explicación de porqué ese listado figura en el archivo que mediante correo electrónico envió a Cortés. En cuanto a los 6 listados que se le exhiben,  que también estarían contenidos en el archivo “Clito casa XLS”, que empieza con la mención “Préstamo S.C.C.” y termina con la mención “PC 3/3”, no fueron confeccionadas por él y no se explica porqué están en el correo que le envía a Cortés. Es probable que la información que contiene esas nóminas y las nóminas hayan sido proporcionada por Cortés o Jara  para trabajar en el tema de su competencia, relativo a los gastos generales y por concepto de honorarios del contrato de Gate. Los 6 listados dan cuenta de ingresos y gastos del período que corre entre el 16 de octubre de 2000 y el 23 de abril de 2001,  los gastos aparecen efectuados con ingresos  que desconoce como se generaron. En ese periodo aún estaba vigente el contrato de apoyo de Gate, pues terminó en marzo de 2001, y parece que los listados dan cuenta de un sistema paralelo que no considera las platas del contrato, ya que sus platas estaban predestinadas para el pago de los honorarios de la gente que estaba en concesiones o de gastos dispuestos por el ministro Cruz, como, por ejemplo, el caso de Salvador Fernández que aparecía  en concesiones a cobrar sus platas, desconociendo a qué obedecían los pagos que había que efectuarle. La impresión que le causan los 6 listados es que fueron confeccionados por Sergio Cortés o por alguien siguiendo sus instrucciones, en que se deja constancia del gasto efectuado. La persona que confeccionó los listados debe saber las razones del gasto. En cuanto a lo que se identifica como “depósito Véliz “, de 6 y 7 de noviembre por la suma total de $ 5.000.000.-, debe corresponder a préstamos efectuados a  través de Gate S.A. y para responder por los gastos que se generaban en concesiones, o a la devolución de dineros por parte de los agentes públicos a quienes se les efectuaban anticipos.

A fojas 15.923 (3.407-A), respecto de los tres cheques provenientes de la cuenta  corriente bancaria de Gate S.A., por las sumas de $ 2.500.000.-, $ 5.388.108.- y $ 1.879.900.-, de 28 de octubre de 1999,  4 de febrero de 2000 y 8 de febrero del mismo año, respectivamente, girados todos a la orden de Luis Jara Núñez, señaló que por el monto del primer cheque debe tratarse de dinero para pagar gastos necesarios para el funcionamiento de la Coordinación General de Concesiones, le da la impresión que a título de “fondos por rendir”, en cambio los otros dos cheques, por sus montos, deben corresponder a pago de gastos específicos. Héctor Peña Véliz debería tener los respaldos originales de los gastos  que se entregaban mensualmente, aunque tiene entendido que a Peña le robaron dos computadores y archivadores donde los guardaba. Pero la Contraloría General de la República debería tener esos documentos en fotocopia. En todo caso todos los gastos se hacían previa autorización de Sergio Cortés Castro. Dichas declaraciones las ratificó a fojas 18.515.
José Luis Larroucau Reitze, a fojas 852, en la que señaló que se desempeñó como Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Octava Región desde el 1 de abril de 2000;  antes lo fue de la Quinta Región desde el 20 de octubre de 1997 y hasta el 31 de marzo de 2000; y entre enero de 1996 y octubre de 1997 fue Director Regional de Riego. Con anterioridad se desempeñó en otras  funciones públicas en diferentes regiones y está en el ministerio desde 1985. No ha tenido relación con Gate S.A., de modo que no ha recibido ningún cheque de su parte.


Recibió una suma de dinero por un trabajo extraordinario realizado para la Coordinación General de Concesiones, efectuándosele cuatro depósitos en su cuenta corriente del Banco del Estado entre mayo y agosto de 2000, cada uno por $ 720.000.- que hace la suma total de $ 2.880.000.-
Los trabajos extraordinarios consistieron en acciones y gestiones relacionadas con las obras  realizadas  por la Coordinación General de Concesiones en la Ruta 5, tramo Chillán Viejo Colliullo, consistentes en recoger las necesidades e inquietudes de la comunidad ante la puesta en servicio de los peajes laterales, y gestionar que estas necesidades pudieran ser abordadas sin que significara una merma al patrimonio fiscal y una dilación en la puesta en servicio, porque el retraso significaba que el Estado debía cancelarle al concesionario la cantidad estimada en los contratos. Lo señalado es válido para el tramo Talca Chilllán. No sabía que los pagos provenían de Gate S.A. Recibió del ministro Cruz la instrucción de realizar el trabajo extraordinario señalado.


A fojas 12.992 (356-A), señaló que desempeñándose como Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la 8º Región,  y por instrucción del ministro Cruz dada en forma genérica en una reunión que se llevó a cabo en abril de 2000, realizó las labores a que se refirió en su anterior declaración. En esa reunión el ministro Cruz manifestó que los Seremis  éramos  los responsables de las concesiones de nuestras regiones, sin manifestar en forma explícita que se les iba a pagar un honorario adicional. La labor la realizó aproximadamente entre mayo o junio de 2000 y hasta abril o mayo de 2001. Según fotocopia de su cartola que rola de fojas 346 a 349, los días 11 de julio, 9 de agosto y 21 de septiembre se le depositó en su cuenta corriente, que mantiene en el Banco del Estado de Chile, la suma de $720.000. Al revisar sus cartolas mensuales y advertir la existencia de esos depósitos, supuso que se le estaba pagando la labor adicional, lo que fue confirmado por Gonzalo Castillo, Jefe de Gabinete del Subsecretario de Obras Públicas, referente en el Ministerio de Obras Públicas. En la primera oportunidad le preguntó a quién debía extender la boleta respectiva y con quién debía suscribir el convenio correspondiente, manifestándole que más adelante le iba a dar la información, lo que en definitiva nunca ocurrió. Por esa razón no pudo extender boletas de honorarios por esas sumas de dinero. Al aparecer en las listas que fueron publicadas en la prensa, se apersonó en el Servicio de Impuestos Internos y regularizó la situación tributaria, pagando por concepto de impuesto la suma aproximada de $700.000. Como los cheques eran depositadas en su cuenta corriente, nunca supo de qué cuenta corriente provenían ni quien efectuaba los depósitos, además nunca cuestionó el origen de los fondos. La suma de los tres cheques asciende a $2.160.000.- y por esa razón no se explica porqué en el listado que rola a fojas 25 aparece percibiendo $2.880.000. Recibió otras sumas de dinero en virtud de un contrato celebrado con el CIADE, mediante el cual se le encargó investigar las causas de los aumentos de obras en los contratos de obras públicas, por el cual percibió como $8.200.000.- líquidos y $3.200.000.- líquidos, que también fueron depositados mediante documentos en su cuenta corriente. Aparte de esas sumas de dinero no percibió otras ni en dinero efectivo ni mediante depósitos en su cuenta corriente. Dicha declaración la ratificó a fojas 18.531.

Jaime Manuel Tohá González, a fojas 854, en la que señaló que durante el periodo en que fue Ministro de Obras Públicas, agosto de 1998 y marzo de 2000, se suscribieron varios contratos entre el ministerio y Gate S.A. Por informaciones periodísticas tuvo la evidencia que había autorizado alguno de esos contratos en la calidad de ministro, según le dijo un asesor, eran dos en materias ambientales. Respecto de los restantes sólo tuvo conocimiento general de uno de outsourcing, que había sucedido al que entiende se mantuvo anteriormente con la Universidad de Chile. Del o los contratos de outsourcing en particular no le correspondió, que recuerde, haber  tenido cualquiera participación directa o indirecta en su materialización, no obstante aquello, conociendo el sistema de control interno del ministerio, da por sentado que se tendrían que haber cumplido las normas vigentes para contratos de esta naturaleza. En general los ministros no firman contratos, salvo cuando se verifican situaciones que la ley o disposiciones administrativas y reglamentarias así lo indican. De todos modos, esos contratos deberían llevar el control legal y visto bueno de la fiscalía. Carlos Cruz estaba en el cargo de Coordinador General de Concesiones cuando fue nombrado ministro.
A fojas 4.614, manifestó, que efectivamente durante el período en que se desempeñó como Ministro de Obras Públicas el Consejo de Concesiones se reunió en diferentes oportunidades, en reuniones de trabajo de carácter semanal, sin levantar actas de la labor desarrollada. No eran reuniones propiamente tales del Consejo de Concesiones, sino más bien reuniones con el coordinador y los equipos de trabajo de ambos. En estas reuniones el coordinador Cruz en más de una oportunidad manifestó que tenía limitaciones presupuestarias de recursos humanos y financieros, pero en el contexto propio de la Administración Pública. Nunca fue informado por  Cruz  o por otra autoridad del ministerio que se estaban utilizando procedimientos distintos a los establecidos por la ley o por el ordenamiento interno del ministerio, para paliar  las dificultades presupuestarias que se presentaban. Nunca se le planteó la necesidad de utilizar mecanismos distintos a los normales. En cuanto a los sobresueldos,  no estaba en conocimiento de que se pagaran en forma mensual y regular para aumentar la remuneración de los directivos o de determinados funcionarios profesionales del ministerio, pero sabía que en determinados casos puntuales y en forma esporádica, frente a necesidades determinadas, se solicitaban servicios profesionales de funcionarios especialistas en una determinada materia, a cambio de un honorario y siempre  que no fuera contradictarorio con su situación permanente en el ministerio. Este conocimiento lo obtuvo en reuniones de trabajo normales en el ministerio. En cuanto al método utilizado para pagar estos honorarios, siempre entendió que era mediante el mecanismo normal y con dineros asignados por el presupuesto para esos efectos. Nunca tuvo conocimiento de que se hubiera utilizado un sistema paralelo al normal para mejorar  la remuneración de la planta directiva y profesional del ministerio. En una oportunidad se le planteó la situación de las remuneraciones de los secretarios regionales ministeriales, en el sentido que eran insuficientes,  solicitándosele que intentara buscar una formula legal para solucionar el problema de sus sueldos, porque en muchos casos percibían una remuneración inferior a la de los directores regionales, que jerárquicamente dependían de ellos. Como le pareció plausible la petición ordenó formar una comisión para que buscara una fórmula legal para solucionar el problema planteado. Dicha comisión concluyó que no era posible, salvo modificación legal. 

En relación a las siguientes  resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas: Nº 1600 de 7 de junio de 1999, que aprueba los términos de referencia y convenio ad-referéndum que contrata la consultoría denominada “Elaboración de índice de seguridad vial para la aplicación de premios, multas y auditorías de seguridad vial en carreteras concesionadas de Chile”; Nº 1606 de 7 de junio de 1999, que aprueba los términos de referencia y convenio ad-referéndum  que contrata la  consultoría denominada “Experiencia piloto para determinar el índice de calidad de servicio en carretera concesionada y aspectos legales y de organización para su aplicación sistemática”; Nº 55 de 21 de febrero de 2000 que aprueba la ejecución de consultoría denominada “Apoyo al proceso de expropiación concesión ruta 5: tramo - Santiago Talca (Santiago- Pelequén) y acceso sur a Santiago (zona urbana); Nº 2506 de 7 de septiembre de 1999, que aprueba convenio ad referéndum, para la realización de la consultoría denominada “ Regulación de los derechos de agua y simulación de la concesión para el embalse Illapel”; Nº 1 606 de 7 de junio de 1999 que aprueba convenio ad- referéndum para la realización de la consultoría denominada “Estimación y proyección de la demanda de agua en el proyecto canal Brisas de Santo Domingo”; Nº 3.151 de 5 de noviembre de 1999, que aprueba el convenio ad- referéndum para la realización de la consultoría denominada “Factibilidad de desarrollo agropecuario en el área de influencia en el embalse Illapel”; y de la Nº 187 de 21 de julio de 1999, que aprueba el convenio ad-referéndum para la realización de la consultoría denominada “ Concesiones de obras hidráulicas: conceptualización de la oferta y proyección de la demanda”, manifestó que, por el tiempo transcurrido, no estaba en condiciones de señalar quien se las presentó para la firma, y tampoco tiene recuerdo que el coordinador Cruz le haya presentado algún documento para la firma aduciendo alguna razón particular y excepcional. El procedimiento normal de la firma de documentos consistía en que al final de la jornada un funcionario de vasta experiencia, Juan Medina, se los presentaba para la firma, dando explicaciones adicionales en relación a determinados instrumentos respecto de los cuales se requería, y, en algunos casos, si lo estimaba pertinente solicitaba nuevos antecedentes. Cada resolución debe contener los fundamentos que ameritan su dictación y son elaborados en la unidad en que se origina el proyecto o en la Dirección General de Obras Públicas, en el evento que el proyecto provenía de la Coordinación General de Concesiones, debiendo hacerse responsable de la legalidad de los documentos cada uno de los superiores jerárquicos de dichas unidades. Recurrirse a  procedimientos de licitación, incluso de adjudicación directa, no es de rara ocurrencia en la Administración Pública, atendida la necesidades del servicio. Nunca se le informó, ni tomó conocimiento directo o indirecto, que estas resoluciones estaban amparando un procedimiento irregular. Tiene la impresión que los documentos eran firmados en forma previa por el Director General de Obras Públicas, o, por lo menos, deben haber tenido una media firma de la autoridad competente. Nunca se generó en su gabinete un procedimiento excepcional como aquellos presentados en la audiencia judicial, porque se originaban en las respectivas direcciones  o unidades, requiriéndosele como instancia final sólo su visto bueno.

A fojas 18.469 ratificó las declaraciones, agregando que se desempeñó como Ministro de Obras Públicas entre finales de agosto de 1998 y el 11 de marzo de 2000, época en que los proyectos concesionados habían adquirido un gran volumen, incluso tiene la impresión  que en 1999 el presupuesto de inversión de proyectos concesionados fue superior al de proyectos tradicionales, por lo tanto, le correspondió ser parte del desarrollo de proyectos importantísimos como la ruta 5 sur, ruta a Valparaíso, la ruta al norte, del comienzo de las primeras concesiones urbanas que fueron adjudicadas en ese año, costanera norte, y tiene la impresión que una adjudicación o una etapa  muy avanzada de la autopista central, por tanto, la actividad de concesiones había pasado a ser muy significativa dentro del quehacer general del ministerio, ergo, evidentemente para el ministro en su sentido general que requería de una preocupación importante ya que estos proyectos estaban cambiando significativamente la infraestructura del país. Esta situación tenía dificultades dado que la coordinación de concesiones no era una repartición formal sino que una unidad funcional, para lo cual la Dirección de Presupuesto asignaba una cantidad de recursos;  que en los dos años que desempeñó el cargo trató de negociar con dicha dirección los recursos necesarios para que se pudieran cumplir los requerimientos de la mejor manera posible. La Coordinación General de Concesiones para los efectos de su funcionamiento y relación con el ministro tenía un carácter similar al de las direcciones formales tradicionales del ministerio, con la diferencia que el titular para los efectos administrativos y legales era el Director General de Obras Públicas,  a través del cual se canalizaban  todos los instrumentos que hacían operativa a dicho organismo.

Señaló que desconoce el numero de personal que trabajaba en la Coordinación General de Concesiones, porque recuerda que funcionaba en un edificio diferente al del ministerio, pero tiene la casi certeza que no guardaba relación con el gran volumen de obras ejecutadas a través del mecanismo de concesión. Las inversiones bajo ese mecanismo en 1999 le parece que superaron la totalidad de las inversiones tradicionales del ministerio, el que evidentemente contaba con una cantidad de profesionales y funcionarios muy superior, varias veces superior. Los recursos que la Dirección de Presupuesto destina nunca son suficientes en ninguna repartición dada la austeridad de nuestra Administración Pública, pero recuerda haber participado en dos ó tres reuniones con el Director de Presupuesto a raíz de los problemas presupuestarios que enfrentaba la Coordinación General de Concesiones, sobre todo en 1999. Tiene la impresión que el Director de Presupuesto era Joaquín Vial o Mario Marcel. Para superar el déficit presupuestario tomó como medida llevar argumentos y elementos objetivos de la importancia de los proyectos en ejecución y la necesidad de poder realizarlos con los recursos mínimos necesarios, sobre todo teniendo en cuenta que, a diferencia de los proyectos de inversión netamente públicos, para un concesionario que está arriesgando dinero en un negocio el cumplimiento de los plazos y demás aspectos contractuales es especialmente delicado, dado que lo normal es que contractualmente esté expuesto a multas u otras sanciones significativas si no cumple  en forma oportuna los compromisos contractuales, los plazos de las licitaciones. Las adjudicaciones se rigen por la racionalidad de la inversión privada y no de la inversión pública, ya que en esta última cuando un proyecto  se retrasa o tiene demoras, lo que es habitual,  es una materia que le incumbe al Fisco.

Agregó que, desde el punto de vista presupuestario, esa fue la única gestión que recuerda haber adoptado para superar el déficit, y en términos generales tuvo un cierto nivel de éxito dado que los proyectos mencionados se  ejecutaron satisfactoriamente, pero al mismo tiempo estableció un mecanismo de coordinación permanente entre el conjunto de direcciones y la Coordinación General de Concesiones a través de reuniones que normalmente eran semanales, ya que el otro escollo era que en un proyecto concesionado sus distintas componentes técnicas requerían de la aprobación de la dirección competente, y muchas veces habían ciertas contradicciones porque las direcciones argumentaban, a su vez, falta de tiempo y de recursos humanos para poder analizar y aprobar oportunamente proyectos que eran de gran volumen y muchas veces de alta complejidad, considerando que el estándar de los proyectos concesionados pasaron a tener un nivel de mayor exigencia que los proyectos que tradicionalmente se habían realizado en el país.

Los proyectos concesionados son financiados por privados, por tanto, cuando  habla de falta de financiamiento se refiere  a los estudios básicos que permiten definir el perfil de un proyecto y ejecutar todos los actos administrativos para su llamado a licitación incluyendo la estimación de la demanda, el estudio de impacto ambiental, la divulgación entre la comunidad de la característica del proyecto etc., y no  tiene recuerdo que algún proyecto concesionado no se haya ejecutado por falta de recursos. Todo se financió  con los recursos dispuestos por la Dirección de Presupuesto y por una creciente contribución de las respectivas direcciones como soporte técnico al trabajo de la Coordinación General de Concesiones. Cuando señala que los presupuestos eran insuficientes, tiene un carácter parecido a la insuficiencia general de las distintas reparticiones en las cuales se ha desempeñado y que tiene habitualmente el sistema público del país. También apreció en esa época una intensidad de trabajo muy  grande en torno a estos proyectos concesionados. Tiene la convicción que el incremento de los recursos dispuestos por la Dirección de Presupuesto, aunque insuficiente, más el apoyo de las distintas direcciones del ministerio, permitieron ejecutar con éxito los proyectos que se desarrollaron durante el periodo que fue Ministro de Obras Públicas. Lo anterior, involucra los honorarios de los profesionales que trabajaron en esos proyectos, ese era naturalmente la demanda principal desde el punto de vista presupuestario, además, que entiende que había estudios que se contrataban externamente, típicamente un estudio de impacto ambiental. Cada proyecto tenía un ítem para el pago de los honorarios de los profesionales necesarios para llevar a cabo el proyecto, y eso estaba consultado en la ley de presupuesto en la partida asignada a la Dirección General de Obras Públicas, bajo el subtítulo Administración Sistema de Concesiones.

Desconoce si los consultores externos cuando se les invitaba a participar en una licitación por la Coordinación General de Concesiones podían tener conocimiento del carácter meramente funcional de la misma y de sus carencias presupuestarias, porque no recuerda haber tenido contacto directo con algunos de esos consultores, pero los contratos se celebraban con la Dirección General de Obras Públicas que sí es una dirección suficientemente conocida. No recuerda alguna situación particular relativa a la morosidad en el pago de consultorías, pero, en general, en la Administración Pública suele existir si bien no situaciones de morosidad si de retraso en el pago de cuotas de contratos que están sujetas a la disponibilidad de caja que determina la Dirección de Presupuesto. Esa sigue siendo hasta hoy una situación conocida por las empresas que celebran contratos con entidades públicas. El carácter no formal de la Coordinación General de Concesiones y, por ende, de presupuesto asignado a la misma, no explica el retraso de los pagos a los consultores invitados a participar, sino el hecho que dependía de otra dirección, porque la tramitación administrativa puede haber sido más larga que lo habitual en una dirección tradicional del ministerio. No sabe si para apurar pagos en algunos casos menores se instruyó a algunos consultores para que los incorporaran en sus respectivos contratos, porque la ejecución de contratos, incluso  de las direcciones tradicionales del ministerio, está absolutamente fuera del ámbito de acción del ministro.

Respecto de un proyecto de ley denominado de “funciones críticas” presentado aproximadamente en los años 96-97 y que no prosperó como ley de la República, señaló que se le explicó, no recuerda quien, que el sentido de dicho proyecto era hacer un esfuerzo para retener en el aparato público profesionales que por su alta capacidad y experiencia eran requeridos por el sector privado con mejores condiciones salariales. Durante su gestión trató de consensuar una formula con la “asociación de profesionales del ministerio” para reponer dicha iniciativa, no encontró buena acogida porque solo beneficiaba a un sector de profesionales que desempeñaba funciones más sensibles y no era  un aumento general de remuneraciones, aspiración de dicha asociación. 

Añadió que durante el desempeño del cargo no tuvo conocimiento que se pagaban sobresueldos a funcionarios del Ministerio de Obras Públicas y de la Coordinación General de Concesiones. El tema de contratos y remuneraciones individuales del personal de un ministerio con miles de trabajadores está absolutamente fuera del área de competencia del ministro, y, por tanto, desconoce cualquier situación de la naturaleza señalada. El único caso que recuerda fue el de nivel de sueldo de los Secretarios Regionales Ministeriales de Obras Públicas. Ordenó estudiar esa materia sin que se llegara a alguna solución que fuera legal y administrativamente aplicable.

De acuerdo al organigrama descrito la Coordinación General de Concesiones dependía administrativamente de la  Dirección General de Obras Públicas.

Agregó que como es públicamente conocido hasta la dictación de la ley Nº 19.863, de 2003, en su carácter de Ministro de Obras Públicas recibió un suplemento a la remuneración correspondiente al cargo de ministro en dinero efectivo. No está en condiciones de dar una cifra exacta, pero debe haber sido de un orden del 30% del sueldo que recibía. Le llegaba a su oficina y entiende que correspondía a  gastos reservados de otros ministerios. Nunca emitió boletas de honorarios porque nunca se le pidió. Mientras se desempeñaba como Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía se estableció un suplemento de remuneraciones para los Ministros de Estado, lo que, en su caso, fue muy marginal, dado que esa cartera tenía un diferencial respecto al nivel de los otros ministros, era mejor pagado. Estima que debe haber sido a finales de 1990, primer año del gobierno del Presidente Aylwin, y se le dijo que era para dar solución a la evidente insuficiencia de remuneraciones y que se venía aplicando con anterioridad a dicho gobierno. No tenía ningún mecanismo que le permitiera saber que durante el gobierno anterior al del Presidente Aylwin, esto es, en el gobierno del Presidente Pinochet, se habían pagado sobresueldos a los ministros de esa época, sobre todo si estaba exiliado. Ello se me informó en el año 1990 y es una situación que no estoy en condiciones de asegurar.

Respecto de la organización de la Coordinación General de Concesiones cuando fue ministro, señaló que tenía una jefatura superior para todos los actos administrativos que era  la Dirección General de Obras Públicas DGOP, y un Coordinador General de Concesiones que se relacionaba con el ministro en la misma calidad que el resto de los directores. No tiene un conocimiento acabado de la organización interna de la coordinación, más allá de saber que existía una unidad de finanzas, una asesoría jurídica y una unidad técnica o de proyectos, entendiendo que por su carácter funcional tenía evidente rasgos de polifuncionalidad y que no estaba adscrita a un organigrama rígido, y que, a su vez, descansaba mucho en la subcontratación de diversos estudios externos, a diferencia de las direcciones tradicionales del ministerio que tienden a ser autosuficiente. En lo relativo a los aspectos conceptuales de los proyectos, alternativas de nuevos proyectos y su planificación general tenía contacto directo con el Coordinador General de Concesiones y lo referente a los actos administrativos a través del director de la Dirección General de Obras Públicas. El Coordinador General de Concesiones era Carlos Cruz y el Director General de Obras Públicas Juan Lobos. 

Agregó que dispuso el funcionamiento de un consejo directivo del Ministerio de Obras Públicas, en el que además del ministro participaba la totalidad de los directores y el Coordinador General de Concesiones. En dicha instancia se trataban todos los temas de coordinación del programa de concesiones con las diferentes direcciones, según  fuera el caso, y otros temas relativos al funcionamiento general del ministerio.

En la Coordinación General de Concesiones los estudios o consultorías se licitaban de acuerdo a las mismas modalidades establecidas para el resto del ministerio, en este caso, a través de la Dirección General de Obras Públicas. La determinación de los estudios que debían realizarse recaía en el Director General de Obras Públicas, a propuesta de la coordinación, entendiendo que formalmente tenía que ser a través del coordinador.

Añadió que no era competencia del ministro controlar la ejecución de proyectos o estudios específicos ni en la Coordinación General de Concesiones ni en ninguna otra repartición del ministerio. El jefe de servicio del ministerio es el subsecretario y las respectivas direcciones tienen los mecanismos específicos de control. En el caso de los proyectos concesionados la fiscalización recaía en el director general de concesiones, y, a su vez, cada proyecto o estudio tiene por obligación una inspectoría técnica que es la responsable de velar por la correcta ejecución del proyecto o del estudio respectivo. El Ministerio de Obras Públicas tiene o tenía un jefe de servicio que es el subsecretario, quien, entre otras funciones, debe velar por el funcionamiento general de la institución. La subsecretaría contaba con un contralor, entiende que era contralora en aquella época, y cada dirección tiene unidades jurídicas. Había un control jurídico general a cargo del fiscal del ministerio. Por lo tanto, para todos los actos de importancia estaba el control interno de cada dirección, el control jurídico de la fiscalía, el control operativo de la inspectoría técnica de cada proyecto y la acción del contralor o contralora que tenía por obligación efectuar controles sistemáticos sobre el funcionamiento general del ministerio

María Teresa Valenzuela Silva, a fojas 882,  en la que expuso que fue miembro del  directorio de Gestión Territorial Ambiental S.A. y asesor jurídico de Héctor Peña Véliz. La sociedad se constituyó el 20 de agosto de 1997 en la notaría de Alberto Quezada Moreno, siendo nombrada miembro del directorio hasta la celebración  de la primera  de la junta de accionistas, lo que debía verificarse en 1998. En la práctica solamente redactó la escritura de constitución y redujo a escritura pública el acta de la primera sesión del directorio, a la vez que inició el libro de actas de sesión del directorio.  Al tratar de concretar la asesoría jurídica ofrecida por Peña, se dio cuenta  que no eran tales los clientes y la empresa, pensando incluso que no se iba a ocupar la escritura y que no habría iniciación de giro, por lo tanto, que toda era una ilusión. Muchas veces tuvo deseos de salir del directorio, lo que no pudo concretar porque la ley de sociedades anónimas contempla la remoción del directorio o de alguno de sus miembros, pero no la renuncia unilateral. 
Osvaldo Everardo Aguayo Zamora, a fojas 895, en la que señaló que se desempeña en la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas, desde el mes de marzo de 1999 como Jefe del Departamento de  Proyectos Urbanos, a contar del 1 de julio de 2000 como Jefe de la Unidad de Ingeniería, y, a contar de abril de 2002 como Jefe de la Unidad Estratégica. Tiene la calidad de empleado público y recibe un sueldo que corresponde actualmente al grado 3 de la Escala Única de Remuneraciones. Las labores las desempeña en Morandé N° 59 desde las 08.30 hasta las 17.20 horas. Desde marzo de 1999 empezó a recibir honorarios adicionales pagados por Gate S.A., porque le dieron instrucciones de extender boletas a dicha empresa. Nunca cuestionó la forma de pago, ni se preguntó de donde procedía el dinero, porque parecía un sistema oficial y regular. Julio Toro de la Coordinadora General de Concesiones lo invitó para desempeñar labores de apoyo a los proyectos de concesión, atendida su experiencia, debiendo revisar proyectos, corregirlos, asistir a reuniones, buscar información por internet, elaborar papers sobre la materia y cuando estaba en ingeniería apoyar los proyectos urbanos. Esta labor adicional la desempeñó después del horario normal de trabajo, pocas veces en el ministerio y la mayoría en su casa. Las horas por este concepto eran del orden de 30 mensuales. Hay pocos documentos que  avalan este trabajo extraordinario, porque era más bien de asesoría y los pocos los entregó en la Contraloría General de la República para que se agregaran al sumario correspondiente. En el sumario administrativo se le formularon cargos, porque se estimó que no podía haber percibido honorarios adicionales porque en el contrato de Gate S.A.  se especificaba que debía laborar 44 horas semanales. 

Agregó que desde marzo de 1999 a julio de 2000 emitió boletas idénticas por $388.889 brutos, equivalentes a $350.000 líquidos mensuales. Cree que en abril y mayo de 2000 no percibió honorarios adicionales, no obstante que realizó el trabajo adicional, porque se le dijo que había problemas de caja. Le parece que de junio a octubre percibió también $350.000.- mensuales. Siempre extendió las boletas correspondientes. Le surge una duda respecto del cheque por la suma de $800.000.-, porque si bien figura la firma de su señora y aparece como depositado en su cuenta corriente del Banco Santander, parece que no entregó la boleta respectiva. Tampoco se explica el monto del cheque, porque tiene la certeza que siempre le pagaron la misma suma de dinero que correspondía a $350.000 mensuales. Fue su jefe Pedro Quezada el que le dijo que extendiera las boletas a nombre de Gate S.A. Nunca recibió pagos de dinero en sobre. No se explica porqué en los listados entregados por Gate S.A. aparece recibiendo $ 5.914.446 y $1.300.000.

A fojas 14.547 (fojas 1.935 letra A), en la que señaló que percibió dineros de Gate S.A. por las razones expresadas. Los honorarios adicionales del año 2001 y 2002 fueron pagados por la Dirección de Obras Hidráulicas, por asesorías prestadas al director en tareas relativas al proyecto Zanjón de La Aguada y al  colector Rotonda Grecia. Desde enero de 2003 está sometido el régimen de funciones críticas, percibiendo una asignación inferior a la que estaba percibiendo por concepto de honorarios de tipo adicional. Esta asignación es por la ejecución de las labores propias que debe realizar por el cargo que ejerce en el ministerio y tiene prohibido prestar asesorías de tipo profesional de carácter particular, sólo puede efectuar labores de docencia. Dicha declaración la ratificó a fojas 18.443, agregando que fueron sus jefes directos quienes le dieron instrucciones para girar boletas de honorarios adicionales que se le pagaron. 
 Gladys Paulina Cristina Antezana Núñez, a fojas 897, en la que manifestó que se desempeña en el Ministerio de Obras Públicas desde mayo de 2002, antes trabajaba en Transportes y Telecomunicaciones desde febrero de 1996. No es funcionaria pública porque tiene la calidad de contratada en un cupo de 20 personas que se denomina “cuota ministerial”. En 1997, por concepto de la contrata, percibió desde enero a noviembre la suma de $ 376.198, salvo en septiembre que fue $ 395.198; y en diciembre  $ 410.470. En 1998 recibió lo siguiente: enero y febrero $ 398.770; marzo $ 720.335; abril $ 1.964.385; mayo de $ 453.473; junio de $ 559.364; julio y agosto $ 453.473; septiembre  $ 554.953; octubre y noviembre $ 456.934; diciembre $ 554.666. En el año 1999 recibió: enero y febrero $ 479.780; marzo $ 711.349; abril y mayo $ 479.780; junio $ 711.349; julio y agosto $ 479.780; septiembre $ 716.727; octubre y noviembre $ 479.780; diciembre $ 734.227. En el año 2000 recibió: enero y febrero $ 503.289; marzo $ 723.633; abril y mayo $ 503.289; junio $ 681.059; julio y agosto $ 503.289; septiembre $ 671.921; octubre y noviembre $ 507.100 y diciembre $ 690.391. En el año 2001: enero y febrero $ 798.101; marzo $ 829.285; abril $ 798.101; mayo $ 916.046; junio $ 947.230; julio y agosto $ 916.046; septiembre $ 938.092; octubre y noviembre $ 916.046 y en diciembre $ 986.643. En el 2002 mantuvo el mismo grado y, por lo tanto, el sueldo era casi igual. Su horario por el trabajo con cargo a la cuota ministerial era de 8.30 hasta las 18.30.

Percibió los siguientes honorarios adicionales: de enero a mayo de 1997 percibió la suma de $ 248.000; de junio a diciembre $ 310.000; de enero a diciembre de 1998 $ 328.600; de enero a marzo de 1999 $ 345.030, en abril  $ 411.030 y de mayo a diciembre $ 378.030; de enero a diciembre de 2000 $ 396.553; de enero de 2001 a diciembre de 2002 $ 210.000. Por los honorarios percibidos de enero a diciembre de 2002 emitió boletas al Ministerio de Obras Públicas. Desde enero del 2003 percibe horas extraordinarias. Por los honorarios adicionales realizaba diferentes labores como, por ejemplo: reuniones con gremios en que debía tipear documentos y faxearlos al Congreso, hacerle comunicaciones a diputados y senadores, dirigidas por su superior jerárquico, etc. Cumpliendo la labor por dicho concepto nunca fue al Ministerio de Obras Públicas. Las labores adicionales las desempeñaba desde las 18.30 a las  21.00 o 22.00 horas, pero no en forma habitual. Cuando ingresó en septiembre de 1996 se le manifestó que se le pagaría un sueldo por el concepto de la contrata y un honorario adicional. La contrata la pagaba la Subsecretaría de Transportes con cheque fiscal y el honorario adicional la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Los cheques se lo depositaban en su cuenta corriente y ahora tomó conocimiento que aparece en una lista adicional confeccionada por Gate S.A. Afirma que siempre las boletas las giró a nombre de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, salvo las de enero a abril de 2001, porque Luis Jara le dio instrucciones de que las girara  a nombre de Seguridad Industrial Limitada, todas son por $ 189.000. Con motivo de las publicaciones de prensa sumó el valor de las boletas y advirtió que coincidía con el listado adicional de Gate S.A., en la que figura percibiendo $ 756.000. Agregó que, además, de mayo a diciembre de 2001 se le pagó en efectivo en un sobre la totalidad de sus honorarios adicionales, $ 210.000 por cada mes, sin dar la boleta respectiva porque le informaron que se había cambiado la modalidad de pago, lo que se lo dijo el jefe de gabinete Rafael Urriola. La jefa de gabinete de Etcheberry, Isabel Undurraga, le informó que todo  iba a ser regularizado cuando le preguntó cómo se le estaba pagando. 
A fojas 14.542 (fojas 1.930 Letra A), exhibió los dos talonarios de boletas de honorarios que dan cuenta de sumas de dinero recibidas desde 1997 por concepto de honorarios adicionales, pagadas por la Subsecretaria de Telecomunicaciones desde el 31 de enero de 1997 hasta el 29 de diciembre de 2000. Figuran emitidas a la empresa Seguridad Industrial Ltda. las de 22 de enero, 22 de febrero, 22 de marzo y 23 de abril de 2001, cuyas fotocopias rolan a fojas 61, 62, 63 y 64. En cuanto a la signada con el número 70, expresó que se le depositó en su cuenta corriente la suma de $210.000, pero como la empresa no la incluyó en el certificado respectivo para efectuar la declaración de impuesto, no la consideró en la declaración que efectuó ante el Servicio de Impuestos Internos, lo que, en todo caso, hice en el curso del año 2003. Del 21 de enero de 2002 a diciembre del mismo año aparecen boletas emitidas a nombre de la Subsecretaría de Obras Públicas. A partir de enero de 2003 sólo se pagan horas extraordinarias efectivamente trabajadas y son pagadas mediante cheque fiscal. Dichas declaraciones las ratificó a fojas 18.448. 
Daniela Maria Devoto Mehr, a fojas 904, en la que señaló que presta servicios en el Ministerio de Obras Públicas, Dirección de Planeamiento, desde 1995. Es funcionaria pública a contrata, percibiendo un sueldo grado 4 de la Escala  Única de Remuneraciones, más una asignación de confianza. Su lugar de trabajo se encuentra en Morandé 59, 7° Piso y el horario se extiende de las 08.30 hasta las 17.20 horas. En el 2000 recibió pagos adicionales, porque apoyó un estudio para medir el impacto vial del  desarrollo inmobiliario en la provincia de Chacabuco, analizando las salidas del modelo de transporte y su impacto en la vialidad y en las concesiones. En los años 2001 y 2002 continuó realizando labores adicionales, pero que se pagaron directamente por el Ministerio de Obras Públicas. Sólo tiene 5 pagos por concepto de honorarios adicional correspondientes al segundo semestre de 2000, cada uno por $270.000 líquidos. Por los dos primeros pagos hizo las boletas correspondientes, con los datos consignados en un papel que estaba corcheteado en los cheques, y como nadie las retiró no siguió extendiendo por el resto de los cheques. Sus dos superiores jerárquicos directos le hicieron presente la necesidad de que apoyara al ministerio con labores adicionales, las que realizó fuera del horario normal o en los fines de semana. La labor se materializó en un informe final que recoge su aporte y el de otras personas que participaron. Nunca cuestionó la entrega de cheques que no provenían de una cuenta fiscal, porque asumió que era la práctica regular y habitual del ministerio. Nunca recibió sobres con dineros. 
A fojas 14.431 (fojas 1.819 Letra A), señaló que en junio de 1995 ingresó a honorarios a trabajar a la Dirección de Planeamiento. En diciembre de 1996 adquirió la calidad de contrata que mantuvo hasta abril de 2003, pues desde mayo hasta la fecha de su declaración está a honorarios. Siempre ha trabajado en la Dirección de Planeamiento. Sus remuneraciones se pagan con cheque fiscal y debe cumplir el horario normal de la administración pública. A mediados de 1997, le parece que su jefe directo Mario Tala le dijo que habían determinados trabajos que había que sacarlos con urgencia y que si era necesario había que trabajar horas extraordinarias. Este trabajo debe ser considerado un trabajo adicional, desde el punto de vista del horario en que este se efectuó. No recuerda como se gestó la determinación del monto del honorario y la forma de pago, pero un funcionario, lo más probable el jefe administrativo, debió dar el nombre de la empresa a la que debía extender la boleta de honorarios. No le sorprendió el hecho que tuviera que dar boleta a una empresa particular. Extendió cinco boletas de honorarios a Délano Consultores y Compañía Limitada por la suma de $416.667 cada una, y otra a Eduardo Martín Faunes Amigo por la suma de $3.780.000, esta última por los honorarios adicionales de todo el año 1999. Nunca prestó servicios a Délano Consultores y Compañía Limitada ni a  Eduardo Faunes. Aparte de las sumas de dinero por las que declara y de aquellas que percibió de Gate S.A., no ha percibido otras en efectivo o cheque.
A fojas 14.595 (fojas 1.983 Letra A), señaló que fue Mario Tala el que le señaló que debía efectuar trabajos adicionales para la dirección, por los que se pagaría una remuneración adicional, señalándome la suma de dinero que se iba a pagar mensualmente por dicho concepto, los que, en definitiva, fueron pagados de la manera que dan cuenta las boletas de honorarios que puso a disposición del tribunal. En cuanto a las boletas  a que hice alusión a fojas 1.819, no tiene muy claro quien fue el Jefe Administrativo que la instruyó en el sentido que debía extenderlas a Délano Consultores y Compañía Limitada y a Eduardo Martín Faunes Amigo, pero en esa época se desempeñaron como tales Ana María Arriagada y Luis Gutiérrez. 
A fojas 15.601 (fojas 3.084 Letra A), señaló que recibió mensualmente sumas de dinero entre octubre y diciembre de 1997 y en abril de 1998, las que se encuentran respaldadas con boletas de honorarios. Las sumas de dinero las recibí mensualmente en las fechas indicadas en las boletas o en datas cercanas. Sólo recibió las sumas de dinero que pagó Gate S.A., Délano Consultores y Cía Ltda. y Eduardo Martín Faunes Amigo. A fojas 18.397 ratificó las declaraciones prestadas, afirmando que Mario Tala y Dolores Rufián fueron los que determinaron que recibiera pagos adicionales. 

Eduardo Salvador Abedrapo Bustos, a fojas 924, en la que señaló que se desempeñó como Jefe de Gabinete del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones entre noviembre de 1996 y marzo de 2000, y Cruz cuando asumió le pidió que siguiera colaborando con ellos, permaneciendo como asesor del gabinete del ministro. El ministro a fines de abril de 2000 lo invitó a un almuerzo con otros profesionales, solicitándoles que conformaran una comisión especial para elaborar un plan de transporte urbano para la ciudad de Santiago, asumiendo como miembro de la comisión y como su secretario ejecutivo. Se dedicó al plan de transporte urbano, labor que se materializó en un documento denominado “Política y Plan de Transporte Urbano para  Santiago, año 2000-2010”, que después de tradujo en un documento conocido por la sigla PTUS. La comisión estaba conformada por Germán Correa Díaz, consultor del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, Sergio González Tagle, ingeniero de transporte y consultor privado, y Sergio Solís Mateluna, ingeniero, empresario, y, en ese tiempo, miembro de la Junta Directiva de la Universidad Federico Santa María. Por esta labor y otras percibió la suma de $4.583.333.-, que figura en la denominada lista de honorarios pagados adicionalmente y que rola a fojas 542, y por labores desarrolladas durante los meses de abril y julio de 2000. Entre agosto y septiembre de 2000, con dedicación exclusiva, se dedicó a la elaborar y preparar el informe final de ese plan de transporte urbano, decidiendo la comisión que la consultoría fuera pagada como una asesoría profesional, percibiendo $4.250.000 líquidos, que fueron pagados por Aristo Consultores  en noviembre de 2000. Se realizó a través de esta consultora porque era más expedito que hacer contratos individuales y porque uno de sus socios, Sergio González, era miembro de esa referida comisión. La suma de $4.583.333 correspondía a honorarios por la primera labor indicada, más otras de asesoría que cumplía en el gabinete del ministro. No recuerda si el ministro Cruz personalmente, o a través de sus asesores, me señaló que tomara contacto con Sergio Cortés para los efectos de fijar los términos contractuales, pero recién el 14 de junio de 2000  recibió el primer pago correspondiente a  los meses de abril y mayo, entregándosele un cheque por $2.500.000, sin recordar de quién era el cheque, y no extendió boleta porque se le dijo que el convenio no estaba listo. El 6 de julio figura un depósito en  su cuenta corriente por la suma de $ 833.333, sin dar boleta porque la situación se mantenía, entendiendo siempre que los dineros correspondían a fondos fiscales. El 1 de agosto de 2000 se le hizo un depósito por la suma de $1.250.000, tampoco dio boleta de honorarios por igual razón. Siempre se ha desempeñado como profesional a honorarios, trabajando como  Jefe de la Unidad Jurídica de la Coordinación  de Desarrollo y Gestión de Proyectos desde marzo de 2001 a diciembre de 2002. A la fecha de su declaración desarrolla labores como abogado de la Coordinación General de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas.


A fojas 14.756 (fojas 2.145 Letra A), señaló que no percibió otras sumas de dinero por la labor desarrollada en el ministerio, diferentes a aquellas a que aludió en su anterior declaración. Todas las boletas de honorarios emitidas obedecen a la efectiva prestación de servicios profesionales. 

A fojas 15.835 (fojas 3.319 Letra A), señaló que los cheques por las sumas de $ 2.500.000.-, $ 833.333.- y $ 1.250.000.-, corresponden al pago de sus honorarios ascendentes a la suma de $ 4.583.333.- Respecto del cheque girado contra la cuenta corriente de  Gate S.A. el 25 de enero de 2001 por la suma de $ 2.340.000.-, manifestó que de su examen advierte que es un cheque cobrado por caja, no obstante que figura girado nominativo a su persona, y al dorso está estampada una firma, un número de carné y de teléfono que no le pertenecen, pero si el número de la cuenta corriente. Piensa que lo que pudo haber ocurrido es que en enero de 2001, a raíz de la demora en la tramitación en los nombramientos en la Contraloría General de la República, Gate S.A. debió haber asumido el pago de los honorarios de enero 2001, en la medida que los dineros hayan sido depositados en efectivo en su cuenta corriente, lo que por el tiempo transcurrido y por la falta de antecedentes no está en condiciones de afirmar. Si ello ocurrió con dicho pago  dio por solucionado los honorarios de enero de 2001, emitiendo boletas de honorarios al MOP Sistema de Administración Sistema de Concesiones. Durante el periodo que trabajó en la Coordinación General de Concesiones sólo percibió honorarios que respaldó con las respectivas boletas que honorarios que exhibió en su oportunidad.


A fojas 18.390 ratificó su declaración y señaló que la comisión a la que alude no tenía estructura orgánica sino que funcional, y estaba compuesta por el ex Ministro de Transportes señor Correa, el ex Subsecretario de Transportes señor Sergio González, por el empresario señor Sergio Solís y por él que actuaba como Secretario Ejecutivo, en cuya calidad citaba a reuniones, previo acuerdo con los otros integrantes, los que se desempeñaban en actividades privadas; que fue el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones señor Cruz el que convocó y organizó esa comisión; que parece que conversó con Alejandro Chaparro, asesor de Cruz en el Ministerio de Transportes, acerca del monto de sus honorarios, y que del contexto de la conversación que mantuvo con Cruz  advirtió que el trabajo iba a ser remunerado; que lo más probable es que debió haberle manifestado a Alejandro Chaparro, o a la persona con quien se contacté en su oportunidad, el monto de sus honorarios, los que debieron haber sido aceptados por la persona que, en definitiva, tomó la decisión de su contratación, desconociendo quien fue, pues nunca se perfeccionó el trámite administrativo respectivo, por lo tanto, sus condiciones fueron aceptadas verbalmente, supone que por Chaparro o por el interlocutor de la época, que, por el tiempo transcurrido, no está en condiciones de señalar; que como los meses pasaban y no se le pagaban los honorarios hizo presente esa situación en el gabinete del ministro, y tiene la impresión que una secretaria le dijo que Cortés Castro lo iba a solucionar, tiempo después se le entregó el primer cheque y los otros dos pagos se depositaron en su cuenta corriente bancaria; que como los cheques provenían de una cuenta corriente del Banco Estado siempre pensó que se le estaba pagando con dinero fiscal; que nunca entregó ni se le exigió que emitiera boletas de honorarios, no obstante que hizo presente la necesidad de extenderlas, se le dijo que se darían los datos en un tiempo próximo, lo que nunca ocurrió; que no sabe si Correa, González y Solís percibieron remuneraciones por su participación.
Leonardo Prospero Daneri Jones, a fojas 948, en la que señaló que es accionista de Mendes Junior y Asociados y en junio de 2000 era director del Consorcio I.M.S. (Ingecol, Mendes y Sical), que se encontraba en pleno proceso de fusión para crear Mendes, Junior y Asociados, que posteriormente absorvió a I.M.S., incorporándose las empresas Ingecol, Mendes y Sical.  En el mes de junio o julio de 2000, Leopoldo Lorenzini Teppermann, director de M.I.S. y de I.M.S., en una reunión informal manifestó que había recibido una solicitud del Ministro de Obras Públicas, Carlos Cruz, de una cifra de dinero que ascendía a $100.000.000, sin entregar otros detalles. En esa reunión estaba José Jorge de Araujo y Lorenzini, acordando acceder a la petición. En días posteriores, en una reunión de trabajo con el ministro a la que también concurrió Lorenzini, éste le dijo al ministro: “ministro en relación a su solicitud, conforme”, respondiendo él: “perfecto, véanlo con don Pablo Anguita”. Posteriormente, se le dijo a José Jorge de Araujo que se pusiera en contacto con Pablo Anguita, sin indicarle la forma en que debía materializarse la entrega. A raíz de las publicaciones en la prensa relativos al robo a Gate S.A., de Araujo le informó que la empresa víctima era aquella a la que se le había encargado el estudio y a la que, en definitiva, se le giró el cheque. Tuvo conocimiento que Gate S.A. entregó un documento del que desconoce detalles y que, en todo caso, no fue usado por ser inútil. En junio o julio de 2000 existían contratos con el ministerio en proceso de  licitación, ejecución y liquidación y que eran del conjunto de empresas que conforma el consorcio. No hubo oposición de los miembros del directorio a la petición formulada por el ministro Cruz y no consultaron con un abogado las implicancias legales que podía tener el acceder a la petición. Lo determinó acceder a la petición lo insólito de la misma, porque era primera vez que tenía conocimiento de que se efectuara por una persona de la investidura de Cruz. Lo determinante para acceder fue que pensó que era para una campaña política. No se cuestionó por el hecho que a esa fecha existían contratos en diferentes estados de ejecución, precisamente por la investidura de la persona que hizo la petición, pues es muy difícil, casi imposible, por la normativa y reglamentos que regulan la ejecución de los contratos que se celebren con el ministerio, que el ministro pueda intervenir para favorecer o perjudicar a una empresa. 


A fojas 951, señaló que era normal y habitual asistir a reuniones con el ministro y que, a la fecha de los hechos, era Presidente del Comité de Obras Públicas de la Cámara Chilena de la Construcción. El ministerio en abril de 2001 comunicó a todas las empresas  la existencia de problemas de caja, que impedía pagar los contratos de acuerdo a los cronogramas vigentes, proponiéndose un sistema de pago diferido, que se tradujo en pagar a las empresas más grandes la obra ejecutada en el plazo de un año. De esa manera pudieron reasignar fondos para las empresas medianas y pequeñas, para poder mantener la continuidad en la ejecución  de las obras. Nunca se les pidió dinero  o anticipos de dinero para solventar los gastos del ministerio. La operación a la que alude se hizo conforme a la reglamentación vigente.

Gladis Pamela Gómez Santos, a fojas 957, en la que expresó que ingresó a trabajar al Ministerio de  Obras Públicas en 1979, desempeñándose en diferentes direcciones y funciones. Tiene la calidad de empleada pública y percibe un sueldo grado 4 de la Escala Única de Remuneraciones que se paga con un cheque fiscal. La suma de $14.000.000 que figura como honorario adicional la percibió entre julio de 2000 y marzo de 2001, periodo en que se desempeñaba en la Dirección de Vialidad. Los trabajos adicionales los desempeñaba en la oficina fuera del horario laboral y en su casa. Fue el Director de Vialidad, Pablo Anguita, el que le propuso que formara parte del equipo que estaba abocado a modernizar la Dirección de Vialidad. Los trabajos adicionales consistieron en la preparación de bases para la contratación de  asesorías externas, la participación en las reuniones del comité de modernización, la elaboración  de un modelo de datos para el control y seguimiento de los contratos de obras viales, el rediseño de los procesos técnicos del servicio, elaboración de informes al Director de algunas materias que tenían relación con las propuestas de modernización efectuadas por las distintas unidades y regiones. En general no hay documentos que materialicen la labor que desarrolló, pues se tradujo en acciones y propuestas de diferente naturaleza que beneficiaron al servicio. El trabajo adicional fue pagado con cheques y por los siguientes montos: agosto de 2000 $2.000.000; Septiembre de 2000 $1.500.000; noviembre de 2000 $3.000.000; diciembre de 2000 a marzo de 2001 $1.500.000, además en marzo le pagaron otro cheque por $1.500.000. Los cheques venían en un sobre que mandaba Luis Jara, que trabajaba en finanzas con Cortés. Ella fijó el monto de sus honorarios adicionales por la asesoría que iba a prestar. Cuando recibió los cheques no le preocupó que no fueran fiscales, pensó que estaba prestando un trabajo para una asesoría externa. Dio una sola boleta por la suma de $8.888.838 total neto, por el saldo no dio boleta porque no sabía a quién dársela. Luis  Jara le dio instrucciones para que extendiera la boleta a la Asyr Consultores Ltda. y creyó que era una  más de aquellas que prestaban servicios de outsourcing al Ministerio de Obras Públicas. Cree que nunca recibió dinero en efectivo en sobres.

A fojas 14.699 (fojas 2.088 Letra A), señaló que percibió sumas de dinero adicionales que se encuentran respaldadas con las boletas de honorarios números 8, 9, 11, 13, 14, 15, 16 y 17. Las sumas percibidas y que están respaldadas con las boletas números 8 a 16, corresponden a honorarios que percibió por la consultoría denominada “Diagnóstico Organizacional para la D.O.H.” y por la participación que le cupo en ese contrato está sometida a proceso. 

              Pablo Anguita en mayo de 2000 fue nombrado Director Nacional de Vialidad,  nombrándola jefa de una unidad funcional denominada “Unidad de Administración y Finanzas de la Dirección de Vialidad”. Además de su sueldo percibía honorarios adicionales, como lo indicó a fojas 957, hasta marzo de 2001. Pablo Anguita renunció a su cargo en abril o mayo de 2001 y al renunciar le hizo presente  que su situación remuneracional estaba deteriorada porque no estaba percibiendo dineros adicionales y porque no sabía si el nuevo jefe iba a respetar el monto total que le correspondía percibir mensualmente, compuesto por su sueldo fijo más honorarios adicionales, y él le dijo que no se preocupara porque todo se iba a resolver. Siguió desempeñando la misma función hasta aproximadamente septiembre de 2001. En julio del mismo año le dijeron que tenía que trabajar en materia de contratos con Sergio Cortés, nombrado Subdirector de Administración y Finanzas,  lo que rechazó. Por su negativa fue destinada a desempeñar otras funciones a otro edificio de la Dirección de Vialidad, específicamente a la Unidad de Operación Estratégica. Las nuevas tareas que debía efectuar, en su concepto, no correspondían a su experiencia y profesionalismo, eran tareas menores, y percibía sólo el sueldo correspondiendo al grado que además le rebajaron. En esa época Gonzalo Castillo le dijo que había un contrato con la Universidad de Chile, relativo al análisis de contratos regionales del Ministerio de Obras Públicas, que es el que en definitiva dio comienzo a la causa del Séptimo Juzgado del Crimen de Santiago, invitándola a participar. Él reguló sus honorarios que, en realidad, en su monto correspondía a una suma parecida a la adicional que debería haber estado percibiendo de haber continuado el sistema de pago de honorarios instruido  por orden de Anguita y que respaldó con una boleta que extendió a Asyr Consultorías Ltda. Se imagina que fue Pablo Anguita el que habló con Gonzalo Castillo para que la invitara a participar en ese trabajo y pudiera percibir honorarios adicionales. Su trabajo consistió en análisis de antecedentes de contratos regionales que  Gonzalo Castillo le pasaba. Recuerda que le entregó informes escritos que daban cuenta de su trabajo. Le parece que en un par de oportunidades se reunió con el jefe del proyecto, Antonio Yaksic Soulé, dándole algunas orientaciones para el trabajo. Recuerda que firmó dos contratos con la Universidad de Chile, cuya glosa estaba relacionada con el proyecto en el que estaba participando. No sabe por qué no le pagaron mensualmente, porque recibió dos pagos, uno por la suma de $7.500.000 y otro por $4.500.000, emitiendo las boletas de honorarios números 18 y 21 de 28 de noviembre de 2001 y 25 de febrero de 2002. 
Patricio Fernando Estay Poblete, a fojas 969, en la que manifestó que ingresó en enero de 1998 a trabajar a contrata en el cupo ministerial del Ministerio de Obras Públicas, Dirección de Planeamiento, calidad que sólo se interrumpió entre enero y octubre de 2001 porque estuvo a honorarios, por lo tanto, a la fecha de su declaración mantiene la calidad de contrata. Durante el tiempo de la contrata recibió el sueldo correspondiente al grado 6 de la Escala Única de Remuneraciones y cuando estuvo a honorarios recibió la suma de $ 1.600.000 líquidos, por los cuales boleteaba a una empresa particular, cree que bajo el sistema outsourcing. Su labor, en general, consiste en  efectuar análisis presupuestario financiero de la inversión realizada por el  ministerio, como, por ejemplo, revisar los decretos de asignación presupuestaria de la inversión. Cuando nombraron a Carlos Cruz como ministro su jefe directo fue Sergio Cortés, quien lo invitó para que realizara trabajos adicionales, que consistieron en armar un sistema computacional de administración financiera y analizar los procedimientos administrativos necesarios para convertirlos en un procedimiento computacional. Las labores adicionales las desarrolló entre agosto y diciembre de 2000, fuera del horario normal de trabajo, recibiendo en agosto  $609.453; en septiembre $306.637; y de octubre a diciembre tres pagos por la suma de $609.463, lo que hace un total de $2.744.489. Los cheques se los entregaba Luis Jara y se imagina que Sergio Cortés fijó el monto de los honorarios. Nunca le pareció rara ni la contratación ni el procedimiento de pago. No dio boletas porque no se la pidieron. No se cuestionó el hecho de no dar boleta, porque tenía la sensación  de que era normal el procedimiento y porque las personas que  dirigían el sistema parecía que sabían lo que hacían. Nunca recibió dinero efectivo o cheques por otro concepto, ya sea del Ministerio de Obras Públicas como de empresas extrañas. 

A fojas 14.352 (fojas 1.740 Letra A), señaló que ingresó en enero de 1998 al ministerio para desempeñarse a contrata en la Dirección de Planeamiento. Sus remuneraciones le parecen que  eran pagadas mediante cheque fiscal. Esa calidad la mantuvo hasta diciembre de 2000, pues desde enero y hasta mayo de 2001 celebró convenios ad-referéndum con el Ministerio de Obras Públicas, aprobados por resoluciones, y sus honorarios fueron pagados mediante cheque fiscal, previa extensión de las respectivas boletas de honorarios. No obstante que desde julio a diciembre de 2001 siguió desempeñándose en el Ministerio de Obras Públicas a cargo del Sistema de Administración Financiera, además de sus labores habituales normales, sus honorarios fueron pagados por Habiterra S.A. a la que nunca le prestó servicios. No recuerda la persona que le dijo que tenía que extender  boletas a dicha empresa, seguramente debió haber sido uno de sus jefes. Desde enero de 2002  tiene la calidad de contrata, la que mantiene hasta la fecha de su declaración. En el curso de 2002 efectuó labores adicionales y percibió honorarios adicionales, previa celebración de convenios ad-referéndum aprobados por resolución y extendió las boletas respectivas al ministerio.

A fojas 14.662 (fojas 2.051 Letra A), señaló que  a partir de mayo de 2001 continuó efectuando las mismas labores profesionales que hasta ese mes estaba desempeñando. Sin embargo, uno de sus jefes le manifestó que además de sus labores habituales debía apoyar el desarrollo del Sistema de Información Geográfica, implementando o efectuando el levantamiento de procesos, desconociendo qué consultora estaba en algunos de esos procesos. Nunca tuvo relación con profesionales de las consultoras Intrat o Habiterra. A esa época la Directora de Planeamiento era Dolores Rufián. 

Paula Andrea Soto Muñoz, a fojas 971, en la que señaló que ingresó a trabajar al Ministerio de Obras Públicas en septiembre de 2000, mediante un contrato de prestación de servicios con la  empresa Asyr Consultoría de 22 de septiembre de 2000. Desde enero de 2001 está contratada a honorarios por  el Ministerio de Obras Públicas. La labor que desarrolló con motivo del primer contrato fue la implementación de un sistema de administración presupuestaria financiera, y después la de analista presupuestario financiero. Siempre se  ha desempeñado en el Departamento de Presupuesto y Gestión, que pertenece a la Dirección de Planeamiento, entre las 08.30 a 17.20 horas. El único sueldo era el que le pagaba Asyr Consultores de $700.000 líquidos y, cuando la contrató el ministerio alcanzó una suma de  $900.000 líquidos. En ambos casos daba la boleta respectiva. De  enero a mayo de 2001 efectuó labores adicionales invitada por Sergio Cortés, que consistieron en capacitar a los  funcionarios de los departamentos de programación y de presupuesto de los distintos servicios y de apoyo en el  ingreso de información al sistema. No existe un documento que acredite su labor, pero cree que el  sistema que existe en el ministerio y que está en funcionamiento es suficiente prueba. El trabajo adicional lo realizaba fuera del horario normal y por ello le efectuaron cuatro pagos que sumaban alrededor de $700.000, los que se pagaron con cheques no fiscales, sin  recordar quién era el dueño de la cuenta corriente. Luis Jara me pasaba los cheques y fue Sergio Cortés el que fijó el monto de los honorarios. Nunca cuestionó el procedimiento ni que no se le exigieran boletas. Como en la lista adicional aparece como un pago de $ 2.265.000, cree que se consideró únicamente lo que pagó Asyr Consultorías, con motivo del primer contrato de prestación de  servicios. No registra más pagos que los mencionados y nunca recibió dinero en efectivo.
Leopoldo Luis Isaac Lorenzini Teperman, a fojas 1056, en la que señaló que es director de Constructora Mendes Junior y Asociados. En junio o julio de 2000 era el gerente general y representante legal de Ingecol S.A., una de las empresas que iba a fusionarse y a conformar la Constructora Mendes Junior y Asociados. En una de las tantas reuniones efectuadas en junio o julio de 2000, de coordinación entre la Cámara Chilena de la Construcción y el Ministerio de Obras Públicas,  encontrándose solo con el ministro Cruz en su oficina y al finalizar la misma, al momento de despedirse, le señaló que deseaba que transmitiera al grupo de empresas el requerimiento de una cooperación en dinero. Al preguntarle la cantidad, contestó $100.000.000, lo que lo descolocó, porque nunca había recibido una solicitud en ese sentido y dada la alta investidura del personaje en cuestión. Le indicó que trasmitiría su petición al grupo y que le daría la respuesta en su oportunidad. La conversación no duró más de un minuto y Cruz no explicó los motivos de la petición, ni le consultó detalles acerca de lo mismo. Posteriormente se reunió con Daneri Jones, Hernán Doren Lois, José Jorge de Araujo y con Alfonso Brundl, explicándoles detalladamente lo pedido por Cruz.  El grupo estuvo de acuerdo en efectuar el aporte. Como no quería ir sólo a dar la respuesta al ministro, se decidió que Daneri Jones lo acompañara. La entrega del dinero quedó bajo la responsabilidad de Araujo, desconociendo el proceso que se llevó a cabo. Sólo se enteró por la prensa de la intervención de Gate S.A. La empresa está inscrita en el Registro de Obras Públicas hace más de 15 años y desde esa fecha ha mantenido constantemente contratos con el ministerio y otras reparticiones públicas y a la fecha de la petición existían contratos  de construcción vigentes. Lo determinante para decidirse a aceptar el requerimiento del ministro fue que lo conocía desde 1996 y pensó que les había faltado plata en la campaña presidencial. No se cuestionó la petición, no obstante venir de un alto personero de gobierno, porque tenía simpatía por el ministro y el presidente de la república. No esperaba verse favorecido con el aporte porque es muy difícil que el ministro pueda intervenir en decisiones operativas del ministerio. Ingecol después del aporte no obtuvo concesiones o contratos de parte del Ministerio de Obras Públicas, pero sí el grupo de empresas que, en definitiva, conformaron Mendes Junior y Asociados. No consultó a  ningún abogado acerca de las implicancias legales que podría originar aceptar una petición como la formulada por Cruz. No ha recibido otras peticiones similares de autoridades públicas. El Ministerio de Obras Públicas en el año 2001 no contaba con los dineros necesarios para pagar las obras que en ese momento se estaban ejecutando y, por lo tanto, se efectuaron diversas reuniones con el ministro,  las autoridades de la Cámara Chilena de la Construcción y con la Asociación de Bancos, con la finalidad de solucionar los problemas y, en definitiva, se suscribió un convenio mediante el cual se establecieron pautas o mecanismos de solución.
José Jorge Raimundo de Araujo,  a fojas 1.059, en la que señaló que es director de la Sociedad I.M.S. desde su constitución en 1994, salvo durante un período que estuvo fuera del país entre  1995 o 1996. También es el representante legal de la Sociedad Mendes Junior y Asociados, que posee en la actualidad el 99.99 % de I.M.S.. A la época de los hechos, junio o julio de 2000, tenía la calidad de director de I.M.S.,  en representación de Mendes Junior Chile S.A. A fines de mayo o principios de junio de 2000, en una reunión de trabajo del directorio de I.M.S. en la que estaba presente Leonardo Daneri, el director Leopoldo Lorenzini Teperman  comunicó que el Ministro de Obras Públicas Carlos Cruz le había solicitado la suma de $100.000.000. Interpretó esta petición como una donación que debía hacer la empresa y debatieron en el sentido que no podían negarse, pero sin analizarlo desde el punto de vista jurídico. Lorenzini y Daneri en una reunión de trabajo con el ministro le informaron que la empresa estaba de acuerdo en acceder a su solicitud de dinero, Cruz dijo que, para ese efecto, debían entenderse con el Director de Vialidad Pablo Anguita. En otra reunión le dijo a Pablo Anguita que la empresa había accedido a la solicitud efectuada por Cruz, y que para llevarla a cabo debía entenderse con el gerente general de I.M.S, José Aurelio Dutra,  Anguita sólo dijo: “Okey voy a chequear con el Ministro”. Posteriormente Dutra recibió una llamada de Gate S.A., referida a la venta de un  estudio de impacto ambiental para la “Cuesta La Dormida”,  por un valor similar y que se debía pagar contra una factura entregada por dicha empresa. Se celebró un contrato entre I.M.S. y Gate S.A., autorizándose las firmas ante notario. Gate S.A. emitió una factura  exenta de I.V.A. y efectuada la entrega del estudio se procedió al pago. No le consta que personal de esa empresa haya efectuado el trabajo en terreno, pero, en todo caso, el estudio no se utilizó y, por lo tanto, la adquisición del mismo sólo fue el medio para justificar la entrega de $100.000.000. A la fecha de la solicitud del ministro las empresas Sical, Ingecol y Mendes Junior Chile tenían contratos en ejecución con el ministerio y siguieron participando en procesos de licitación. La empresa tenía una cartera de contratos bien considerables. Al tomar el directorio conocimiento de la petición se entendió que no sólo se hacía a ellos, y por el rango e investidura de la que la hacía si bien lo encontraron raro, extraño,  fue aceptada en forma unánime. Nunca preguntaron y, por lo tanto, nunca supieron la razón de la solicitud. En su fuero interno pensó que era para una campaña política, para pagar deudas de la campaña presidencial o recabar fondos para la municipal que se efectuaría a fin de año. Fue determinante para aceptar la proposición el rango de la persona que la formulaba. Después del aporte firmaron diversos contratos con el ministerio  pero estima que no fue determinante el aporte de dinero, porque es es muy difícil que un ministro pueda intervenir para favorecer a algún contratista durante la ejecución de la obra, por la mecánica y reglamentación del ministerio. 
A fojas 4557, declaró en relación a los contratos que el ministerio adjudicó a la empresa desde 1996 a la fecha de su declaración.                                  

Enrique Alberto Elgueta Gálmez, a fojas 1.061, en la que expresó que es el gerente general y representante legal de Constructora Belfi S.A. y que con motivo de unos problemas relacionados con las expropiaciones de terreno de una obra, que desarrollaba la empresa en Constitución, debió ir a las oficinas del ministerio con Andrés Elgueta Gálmez y José Miguel Méndez, reuniéndose con el Director de Vialidad Pablo Anguita, quien después de imponerse de los problemas, al finalizar la reunión, le pidió que se quedara por un par de minutos, oportunidad en que le pidió que su empresa pagara a Gestión Ambiental y Territorial un estudio por un monto de $100.000.000.-, accediendo en forma inmediata, sin efectuar ningún tipo de consulta acerca de las razones. Esta era una operación no  habitual. Dos o tres días después llegó a la oficina un sobre conteniendo una boleta, emitida por Gate S.A. por la suma de $100.000.000., pero sin adjuntar el estudio. Comenzó a tratar de ubicar a Pablo Anguita y al ubicarlo le reclamó la no entrega del estudio, indicando que se preocuparía del tema. Después se lo hicieron llegar a la oficina, pagándose la boleta. El estudio era sobre temas ambientales en general. Su utilidad es como material de consulta, pero su valor es excesivo, pero igual  decidió pagarlo por la confianza de que no había nada raro en la petición. El pago de la suma de $100.000.000 fue considerado como un gasto en la contabilidad. En el 2001 la empresa se adjudicó contratos con el ministerio por la suma de $7.000 mil millones de pesos, en el 2002 no hubo contratos. En el 2000 se adjudicaron contratos por la suma aproximada de $6.000 mil millones de pesos. Accedió tan rápidamente a la solicitud formulada porque a Anguita lo conoce desde hace bastante tiempo, ejerciendo cargos en la empresa pública y en la privada, pareciéndole un profesional honesto y serio, y además porque fue una petición sorpresiva. No lo hizo con el propósito de que lo ayudara a solucionar los problemas que tenía en la obra que estaba ejecutando, generados por la no expropiación total por el Fisco de Chile  de los terrenos en que debía emplazarse, lo que impedía continuar con su ejecución provocando graves retrasos, lo que se traducía en un daño al ente fiscal, la que, en definitiva, se finalizó en octubre del 2000, siendo el contrato de que se trata fue uno que se adjudicaron en licitación pública en septiembre de 1999. Nunca pensó que el dinero podía ir para otros fines, salvo pagar el valor del informe. Nunca ningún funcionario del Ministerio de Obras Públicas le ha pedido dinero para solventar sueldos, sobresueldos, honorarios adicionales o gastos del personal que se desempeña en esa Secretaría de Estado, pero tenía conocimiento que esa cartera estaba pasando por graves problemas de presupuesto, porque los estados de pago no se solucionaban a tiempo. 

A fojas 1872, expresó que su empresa siempre celebró contratos de ejecución de obras, mediante licitaciones públicas o privadas, y también mediante el sistema de contratación por trato directo, agregando que la regla general es que los contratos no tengan partida pro-forma, y si se establece se debe a que así se contempló en la respectiva base de la licitación, lo que es determinado por el Ministerio de Obras Públicas; que no está en condiciones de  señalar si en los contratos celebrados con el ministerio se contemplaron partidas pro-forma, pero cree que ninguno contiene; que en todos los contratos se designa un inspector fiscal de obras, que es la contraparte técnica del contrato, y el ingeniero residente de la obra debe relacionarse con este funcionario; que nunca los ingenieros residentes de las obras en ejecución le manifestaron que  los  inspectores fiscales de las mismas habían efectuado peticiones de dinero con cargo al contrato y tampoco nunca un funcionario del Ministerio de Obras Públicas les solicitó abultar artificialmente el precio del contrato, para que la diferencia les fuera devuelta, ya sea por intermedio de Gate S.A. u otra que se les indicara; que la suma de $100.000.000.-solicitada por Anguita nunca fue devuelta, por lo tanto, figura como gasto en la contabilidad; que en la reunión que se efectuó en la casa de Cruz, cree que estuvieron presentes los representantes de varias empresas constructoras del país, entre otros, Miguel Calvo de la empresa constructora Fé Grande; Héctor Henríquez de la empresa Delta; Sergio Icaza de Icafal y Víctor Bezanilla de Besalco, también cree recordar que había un personero de Tecsa y de Brotec. En esa reunión no hubo por parte de Cruz peticiones de apoyo financiero a las labores del ministerio, ni referencia a esa materia. Nunca tomó conocimiento, ni ha estado en ninguna reunión en la que se haya manifestado que el ministerio tenía dificultades para pagar a su personal o los gastos propios del servicio, menos que se recurriera a privados, empresas contratistas, consultoras o de ingeniería, para que ayudaran a financiarlos, sólo tenía conocimiento de la dificultad para pagar los estados de pagos de las obras que estaban siendo ejecutadas. No han tenido ningún beneficio de parte del ministerio, sino más bien se han visto perjudicados por el obrar de dicha Secretaría de Estado, fundamentalmente por el retraso en solucionar los estados de pago que se presentaban en tiempo y forma. 
Hernán Eduardo González Carvajal, a fojas 1065, en la que señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas en 1980, trabajando en diversos departamentos. La labor fundamental que desempeñó hasta 1993 fue mantener las bases de datos de los contratos en ejecución. A la época en que percibió dinero por trabajos extraordinarios, desde junio de 2001 a mayo de 2002, su labor  normal era la de analista presupuestario, correspondiéndole preparar el presupuesto para el año siguiente, en un horario de 08.30 a 18.00 horas. Tiene la calidad de empleado público y  percibe un sueldo equivalente al grado 9 de la Escala Única de Remuneraciones. Cortés le manifestó, al hacerse cargo del Departamento de Presupuesto y Gestión, que  había que implementar el sistema denominado Sistema  de Administración Financiera, lo que hizo fuera del horario normal, incluso los sábados y domingos. Cree que se le pagó por el trabajo adicional la suma de $480.000. Cortés nunca le manifestó que le iban a pagar extra, creyendo que era parte del trabajo normal que le correspondía  efectuar. Sólo al recibir los cheques se dio cuenta que la labor era remunerada en forma extraordinaria. No dio boletas porque no tiene y  nadie se la pidió. No le pareció raro, porque sintió que recibía una misión, la que cumplió y se le pagó por ello. Jamás pensó que se trataría de algo irregular. Aparte de los pagos señalados nunca  recibió otros en efectivo o en cheques.

Carolina Patricia Quintana Melanchthon, a fojas 1.067, en la que señaló que ingresó a trabajar al Ministerio de Obras Públicas en noviembre de 2000, para la elaboración de un proyecto denominado Sistema de Administración Financiera. Mario Inzunza coordinaba su labor, pero era evaluada por Sergio Cortés. Esa labor la desempeñó hasta septiembre de 2002 y desde esa fecha trabaja en la Dirección de Planificación y Presupuesto, en un horario que se extendía desde las 9.00 a las 20.00 horas. No es empleada pública y siempre le han  pagado  honorarios. En enero de 2001 dio una boleta a Gate S.A. por $1.750.000, por las labores desempeñadas desde noviembre de 2000 a esa fecha; en  febrero le emitió también una boleta por igual suma; en marzo recibí $630.000 y no dio boleta porque no se la pidieron; en abril y mayo le pagaron $700.000 cada mes y di boleta a Asyr; de junio a septiembre le pagaron $630.000 por cada mes, sin dar boleta porque no se la pidieron; en octubre le pagaron $700.000 y dio boleta a Intrap; en noviembre y diciembre de 2000 le pagaron $700.000 cada mes y dio boleta al ministerio, situación que se mantiene hasta la fecha. Consultó porqué no se exigía boleta y se le manifestó que se arreglaría en el curso del tiempo, lo que nunca ocurrió. Sólo eran regularizados los pagos efectuados a través del ministerio. Nunca efectuó labores adicionales que generaran un pago adicional, por lo tanto, no se explica porqué aparece en un listado proporcionado por Gate S.A. en que figura como que se le pagó la suma de $2.335.000. No ha recibido ninguna otra suma de dinero en forma adicional, aparte de lo expuesto, ni tampoco recibió dinero en sobres. 
Erika Patricia Araneda Silva, a fojas 1.069, en la que señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas en 1997, como secretaria en la Unidad de Operaciones de la Coordinación General de Concesiones a cargo de Sergio  Cortés. En el período que va desde la fecha de su ingreso y hasta el 2000, los honorarios se los pagó el Instituto de Economía de la Universidad de Chile, después Gate S.A., girando siempre las boletas respectivas. En el 2000 fue destinada a la Dirección de Planeamiento, como secretaria de Sergio Cortés. A la fecha de recepción de los honorarios adicionales que percibió desde julio de 2000 a marzo de 2001, se desempeñaba en la Dirección de Planeamiento, con un horario de las 08,30 a las 17,30 horas. No es empleada pública porque trabaja a honorarios pagados por la Dirección de Vialidad mediante cheques fiscales. Gana $630.000 mensuales y percibió por labores adicionales la suma aproximada de $1.000.000 a $1.500.000, sin dar boletas. Las labores adicionales consistieron en ayudar en la puesta en marcha del sistema de administración financiera, concretamente revisar la ley de presupuesto,  cargar bases de datos del antiguo al nuevo sistema, explicar su funcionamiento a las demás direcciones, implementar manuales de uso del sistema, instruir al resto del personal, las que desempeñó fuera del horario normal de la oficina, en las noches e incluso sábados y domingos. Los honorarios adicionales se los pagaban con cheque que a veces Luis Jara depositaba en su cuenta corriente. Sergio Cortés propuso efectuar labores adicionales, sin recordar cómo se fijó el monto de los honorarios. En algún momento le pidieron boletas para regularizar el pago de los dineros, pero nunca dio porque se le olvidó y nadie insistió. Nunca se cuestionó el hecho de no entregar boletas por los pagos efectuados. Aparte de los pagos a que alude no recibió otras sumas de dinero, en dinero efectivo o cheques. 

A fojas 7.086, señaló que ingresó a prestar servicios al ministerio mediante un contrato de apoyo que, a esa fecha, estaba vigente con el Instituto de Economía. Por lo tanto, ese instituto pagó los honorarios de los meses de septiembre a diciembre de 1997, enero a diciembre de 1998 y enero a marzo de 1999. Los honorarios de marzo a mayo de 1999 fueron pagados por Gate S.A.; los de junio a  septiembre de 1999 por el Instituto de Economía;  los de octubre a diciembre de 1999 y de enero a diciembre  de 2000 por Gate S.A. Desde enero de 2001 a febrero de 2002 se pagaron por la Subsecretaría de Obras Públicas y desde abril de 2002 a la fecha de su declaración por la Dirección de Vialidad. Las boletas de honorarios números 32, 33, 35, 39, 108, 111, 115, 117, 119, 132, 135 y 136, extendidas todas a Gesys Ltda., es por trabajos efectuados a dicha empresa fuera del horario normal, insertos en contratos que el ministerio le adjudicó. La boleta 103 fue pedida por Sergio Cortés, sin dar razón por ello. La número 121 fue pedida por Jorge Torres González, jefe de presupuesto de Concesiones, tampoco le manifestó el motivo. Ninguna de las dos las extendió, sólo las firmó. Nunca trabajó para SGA Ltda. ni para Ábaco, empresas a cuyo nombre aparecen extendidas dichas boletas, ni percibió dineros de ellas.

A fojas 14.566 (fojas 1.954 Letra A), señaló que ingresó en 1997 a prestar servicios al ministerio mediante un contrato de apoyo que, a esa fecha, estaba vigente con el Instituto de Economía. Por lo tanto, dicho instituto pagó los honorarios de los meses de septiembre a diciembre de 1997, enero a diciembre de 1998 y de enero a marzo de 1999. Los honorarios de los meses de marzo a mayo de 1999 fueron pagados por Gate S.A.; los de junio a  septiembre de 1999 por el Instituto de Economía;  los de octubre a diciembre de 1999 y de enero a diciembre  de 2000 por Gate S.A; desde enero de 2001 a febrero de 2002 por la Subsecretaría de Obras Públicas y desde abril de 2002 a la fecha de su declaración por la Dirección de Vialidad. Las boletas de honorarios números 32, 33, 35, 39, 108, 111, 115, 117, 119, 132, 135 y 136, extendidas todas a la empresa Gesys Ltda., corresponden a trabajos efectuados para dicha empresa fuera del horario normal y que dice relación  con la elaboración de los siguientes sistemas: de gestión integrada, de presupuesto, de personal y de inventario, labores que estaban insertas en contratos que el ministerio  le adjudicó a esa consultora.  En la época en que dio esas boletas de honorarios estaba pasando por apuros económicos y le solicitó a Sergio Cortés que le ubicara un trabajo que le permitiera percibir honorarios adicionales, recomendándole a Raúl Herrera. Respecto a la boleta 103, sólo puede manifestar que se la pidió Sergio Cortés sin dar razón de ello. Respecto de la número 121, fue Jorge Torres González, jefe de presupuesto de concesiones, quien se la pidió, tampoco le manifestó el motivo. Ninguna de las dos las extendió, sólo las firmó. Nunca trabajó para al empresa Sga Ltda. y Abaco, empresas a cuyo nombre aparecen extendidas dichas boletas. Tampoco nunca percibió sumas de dinero de esas empresas, por lo tanto, no se explica cómo Cortés y Torres recibieron las sumas de dinero de que dan cuenta las boletas de honorarios. 

Ximena Liliana Pérez Muñoz, a fojas 1.075, en la que señaló que ingresó a trabajar al Ministerio de Obras Públicas, Departamento de Presupuesto de la Dirección de Planeamiento, el 11 de septiembre de 2000, siendo pagados sus honorarios por Asyr, repartición en la que trabajó hasta diciembre de 2000. En enero de 2001 fue contratada a honorarios por el ministerio y de septiembre de 2001 a enero de 2002 laboró a honorarios en la Dirección de Vialidad,  los que eran pagados por el ministerio mediante cheque fiscal, previa entrega de la boleta. En febrero de 2002 adquirió la calidad de contrata en el cupo correspondiente, percibiendo una remuneración equivalente al grado 4 de la Escala Única de Remuneraciones. No es efectivo que haya recibido honorarios adicionales pagados por Gate S.A., porque corresponden al sueldo que ASYR le pagó en el período que va de septiembre  a diciembre de 2000. Desempeñó labores adicionales en dos oportunidades, entre enero y febrero de 2001, pagándole Luis Jara $150.000.- aparentemente en efectivo, sin dar boleta; y entre agosto y  septiembre de 2001, oportunidad en que se lo solicitó Sergio Cortés, recibiendo $600.000 mediante un cheque, sin dar boleta, porque no se la pidieron. Las labores adicionales las desarrolló después de las 17,30 horas y los fines de semana. 

A fojas 14.416 (fojas 1.804 letra A), señaló que inició actividades profesionales en el Servicio de Impuestos Internos en abril de 2000, entregando la primera boleta el 28 de abril a la empresa Red Ingeniería Ltda. Ingresó al ministerio el 11 de septiembre de 2000 y los honorarios por los días trabajados en ese mes y los de octubre, noviembre y diciembre fueron pagados mediante cheque o dinero efectivo, dando boletas a Asyr Consultorías Ltda. En el año 2001 percibió dinero en efectivo y como no extendió boletas de honorarios regularizó su situación tributaria en marzo de 2003, pagando por concepto de impuesto la suma de $60.074. 
Claudia Viviana de la Rivera Caroca, a fojas 1.203, en la que señaló que ingresó a trabajar en 1998 al Ministerio de Obras Públicas, Departamento de Agua Potable Rural. El 2000 fue trasladada al Departamento de Presupuesto y Gestión; y en agosto de 2002 a la Dirección de Vialidad, donde trabaja hasta la fecha de su declaración en lo relativo a la programación del presupuesto de esa dirección. Desde febrero de 2002 tiene la calidad de contrata en el cupo ministerial, percibiendo un sueldo grado 5 de la Escala Única de Remuneraciones, pagado mediante un cheque fiscal. Antes percibía honorarios pagados mediante cheque fiscal, previa entrega de la boleta correspondiente.  Al percibir honorarios adicionales se desempeñaba en el Departamento de Presupuesto y Gestión  y corresponden a labores desarrolladas entre enero y mayo de 2001, y fue su jefe, Sergio Cortés, el que se lo propuso. Esas labores consistían en desarrollar un sistema de administración financiera que es el que actualmente se utiliza. La suma de $860.000 fue pagada en tres cuotas de $300.000.- cada una. No dio boletas porque no se las solicitaron y, además, porque creyó que no debía extenderlas. No cuestionó el hecho que no se las solicitaran, porque casi todos los que se desempeñaban en el departamento estaban en las mismas condiciones. Nunca se conversó  acerca de la suma de dinero que se le pagaría y, por lo tanto, fue impuesta. Las labores adicionales las desempeñaba después del horario normal de trabajo, incluso hasta las 22 horas y los fines de semana. En septiembre de 2001 percibió además la suma de $600.000.- por otros trabajos adicionales, relativos a la misma labor, también se lo pidió Cortés fijando el monto de los honorarios y sin dar boleta de honorario. 
A fojas 14.347 (fojas 1.735 Letra A), señaló que ingresó al ministerio en enero de 1997 para prestar servicios en la Dirección de Planeamiento, en virtud de convenios ad-referéndum anuales celebrados con dicha dirección, aprobados mediante resoluciones. Sus honorarios se pagaban mediante cheque fiscal, previa extensión de la boleta respectiva. Esta situación se mantuvo hasta febrero de 2002, pues a partir de marzo de dicho año tiene la calidad de contrata. Las únicas sumas de dineros extras que ha percibido durante su desempeño en el ministerio, son aquellas respecto de las cuales ya declaró. Como por ellas no extendió boletas de honorarios, efectuó las rectificaciones pertinentes ante el Servicio de Impuestos Internos el día 28 de febrero de 2003, pagando por concepto de impuesto la suma de $55.442. 
Pablo Hernán Anguita Salas, a fojas 1.204, en la que manifestó que se desempeña desde el 4 de diciembre de 2001 como gerente general de la sociedad concesionaria Embalse Illapel S.A., perteneciente en un 99 % a la sociedad Mendes Junior y Asociados y en un 1 %  a Alfonso Brundl y Compañía Limitada,  anteriormente desempeñó el cargo de Director Nacional de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas desde el 11 de marzo de 2000 y hasta el 10 de mayo de 2001, fecha en que hizo uso de feriado legal hasta el 30 de junio del mismo año, oportunidad en que se desvinculó del citado ministerio. La renuncia la presentó el 10 de mayo, haciéndose efectiva el 30 de junio. Su incorporación al ministerio se concretó en marzo de 1990, a petición del ministro Carlos Hurtado. De febrero de 1991 y hasta agosto de 1997 se desempeñó como Director Nacional de Riego; desde el 1 de septiembre de 1997 y hasta el 10 de marzo de 2000 desarrolló la labor de coordinador de construcciones en el  área concesiones,  cometido que recibió del entonces Ministro de Obras Públicas Ricardo Lagos. A esa época  Carlos Cruz era el Coordinador General de Concesiones. A contar del 11 de marzo de 2000 se desempeñó como Director Nacional de Vialidad. La autoridad que lo trasladó a concesiones fue el entonces ministro Ricardo Lagos y el que lo traslado a la Dirección de Vialidad fue el ministro Carlos Cruz. Rechazó el ofrecimiento de desempeñarme como Director Nacional de Vialidad porque el trabajo era mucho y el sueldo muy bajo, pues al 25 de febrero de 2002 daba boletas al Ministerio de Obras Públicas  por una cifra mensual líquida de $3.213.000. En la Coordinadora General de Concesiones fue contratado mediante un contrato anual a honorarios,  tenía la calidad de agente público, daba boletas y le pagaban con cheque fiscal. Cuando se lo nombró Director Nacional de Vialidad adquirió nuevamente la calidad de empleado público, aceptando el cargo porque Carlos Cruz le aseguró, a lo menos, el mismo ingreso que percibía a honorarios en concesiones.

Los ingresos como Director de Vialidad estaban compuestos por la remuneración correspondiente al grado 1-C de la Escala Única de Remuneraciones, que alcanzaba aproximadamente a la suma de $1.205.000.-, y, además, la que percibía en dinero efectivo que se entregaba mensualmente en un sobre y que se hacía llegar a su secretaria Paula Cruz. El monto incluido en este sobre era de $2.232.000 y la suma de ambas asciende a $3.443.097. Revisando la cuenta corriente a raíz de los hechos aparecidos en la prensa, advirtió que aparecen depositados dos cheques de Gate S.A., de 2 de mayo y 2 de noviembre de 2000, el primero por $1.920.600 y el segundo por $2.232.000. En marzo de 2000 no recibió emolumento adicional, lo que se regularizó en mayo con la entrega del  cheque  por $1.920.600. El 2 y 8 de mayo de 2000 recibió un sobre con la suma de $2.400.000.  Los cheques que ha mencionado son los únicos que recibió, sólo dos provenían de la cuenta corriente de Gate S.A., el resto era dinero en efectivo. La suma total de lo percibido en dinero efectivo más los cheques ascendió a $24.069.700, esto es, superior a la suma que aparece en el listado que rola a fojas 542, que es de $22.409.100. La suma de dinero que percibió y a la que alude fue para mantener  el sueldo que percibía en la Coordinadora General de Concesiones. Como cuando daba boletas a la Coordinadora  General de Concesiones el impuesto que pagó fue considerable, ascendente a la suma de $10.000.000, le preguntó a Sergio Cortés, que en ese entonces trabajaba en la Dirección de Planeamiento y  era el  encargado de estas materias, si era necesario hacer boleta por la diferencia. Siempre me respondió que no, en vista de lo cual presumió que los dineros provenían de fondos reservados. Le llamó la atención el proceder, más aún si no se le pidió que firmara ningún documento que acreditara que había percibido los dineros enviados. En el ministerio se comentaba que a casi todos los directores se les pagaba de la misma manera, pero con montos distintos. 
Agregó que en 1998, estando en concesiones, se licitó el denominado “Manual de Procedimientos Ambientales para Carreteras Concesionadas” y se adjudicó a Gate S.A., su costo fue de $ 35.000.000.- y fue el inspector fiscal del contrato, entregándose el trabajo en marzo de 1999. No obstante que era el inspector fiscal  no se vinculó con nadie de Gate S.A., porque lo supervisó José Luis García Huidobro. 
Añadió que de Araujo, a fines de junio o principios de julio de 2000, le pidió una reunión pidiéndole que le avisara al ministro que iban a acceder a su petición de dinero por la suma de $100.000.000, respondiéndole que porqué recurrían a él, contestando que el ministro así lo había instruido. No pidió los $100.000.000 a de Araujo, tampoco le consultó al ministro si era verdad lo que le manifestó. Lo dicho por de Araujo le pareció muy raro, pero por el volumen de trabajo no tuvo oportunidad de conversarlo con el ministro.

Después de haber tenido la conversación con de Araujo, el ministro Cruz le pidió que le solicitara a Belfi S.A. la suma de $100.000.000, le pareció tremendamente raro y no le preguntó detalles, y aprovechando una reunión que tuvo con Enrique Elgueta le pidió que se quedara unos minutos y le dijo lo planteado por Cruz, pidiéndole que fuera a hablar con el ministro para que comprobara lo que le decía. Lo anterior para que no quedara la impresión de que era él quien pedía el dinero. También le solicitó que  estudiara  la petición. Posteriormente, Enrique Elgueta y su hermano le manifestaron que luego de estudiar la petición dentro de la empresa habían decidido aprobar la entrega del dinero. Les señaló que debían hablar con Sergio Cortés, al que le avisó que Belfi S.A. había aceptado el requerimiento del ministro. Los mandó a hablar con Cortés porque era la persona encargada del manejo de los fondos del ministerio, los provenientes de los contratos “outsourcing” y de la Ley de Presupuesto, y supone que Cortés hizo la operación con Gate S.A. para regularizar el pedido del dinero. El encargo que le hizo el ministro Cruz lo violentó, porque nunca le había tocado vivir una experiencia similar. Lo efectuado por el ministro fue excepcional e insólito. Nunca solicitó dinero por requerimiento de Cruz, de otro funcionario o de mutuo propio a ninguna empresa constructora o de ingeniería, concesionaria o a particulares, por ningún concepto. Nunca en las reuniones efectuadas con Cruz manifestó que, atendido que existían problemas de caja, era necesario recabar dineros de empresas en general para poder continuar con el programa de ejecución de obras existente en el ministerio.
Añadió que desde que asumió como Director Nacional de Vialidad advirtió irregularidades en el manejo de los contratos de ejecución de obras, por cuanto aparecían abultados el valor de los contratos, ya sea mediante el sistema de aumento de obra o cambio de especificaciones no justificadas. Asimismo, como aparentemente esa irregularidad también se presentaba en contratos regionales, como una manera de sanear el sistema, decidió rotar a algunos directores. Como la situación le preocupaba pidió una reunión con el Contralor General de la República, Arturo Aylwin, al que le manifestó las irregularidades señaladas, pidiéndole consejo. Le dijo que lo iba a apoyar y, en definitiva, se instruyeron sumarios administrativos cuyo resultado fue la destitución del Director Regional de Vialidad de la 6º Región, existen otros dos sumarios pendientes. Esto originó que tuviera un encuentro poco amistoso con el Subsecretario de Obras Públicas, Juan Carlos Latorre. Lo señalado fue lo que, en definitiva, detonó su renuncia.
A fojas 1.683, señaló que, por lo general, las partidas pro forma se establecen en los contratos de ejecución de obra y, en forma excepcional, en las consultorías, cuando, por ejemplo, se trata de traer una maquinaria del extranjero y no se sabe exactamente el valor con el que se internará al país, esto es, el valor de los derechos de aduana, comisiones, etc. En las concesiones nunca hay partida pro forma porque el contrato es por una suma alzada. El hecho que se establezca una partida pro forma en un contrato de consultoría, lo que es excepcional, lo determina el jefe del departamento correspondiente, y en los de ejecución de obra el jefe del Departamento de Construcción de cada uno de los servicios o direcciones del ministerio. La partida pro forma se puede definir como aquella que existe en los contratos de ejecución de obra para solventar gastos cuyo monto no se conoce, por ejemplo, se tiene que efectuar un camino y aparecen más metros cúbicos de roca de lo que decía la licitación, situación que irroga un gasto mayor al presupuestado en el contrato. Se fija en cada contrato dependiendo de los imprevistos previsibles de la obra, entre el jefe del proyecto y el jefe de construcción, ambos funcionarios del ministerio. Si se fijan $100.000.000 por concepto de partida pro forma es dinero fiscal que administra el inspector fiscal de la obra en particular. Si se produce el imprevisto tiene que ser demostrado por la constructora mediante documentación e informes técnicos, el inspector los verifica y los paga normalmente al final de la obra, podría excepcionalmente pagarlos antes, en el evento que el contratista tenga problemas de caja, verificado el pago pasa a ser de propiedad de la constructora. Un inspector fiscal de obra no puede a manejar a su amaño, ni en forma indiscriminada, ni arbitraria la partida pro forma, porque es el representante del Estado en la obra en particular.   El director del servicio respectivo no puede cambiar a un inspector fiscal de obra a menos que se acredite una inconducta, éste se maneja en forma autónoma y conforme a las atribuciones que le da la ley y el reglamento. Ni el Ministro de Obras Públicas, ni el Director Nacional de Vialidad, ni ningún director de un servicio que está efectuando una obra puede inmiscuirse,  dar instrucciones al inspector fiscal de obra acerca de cómo debe manejar la partida pro forma, ni menos dar instrucciones de que pongan a disposición del director respectivo o del Ministro de Obras Públicas el monto de dinero correspondiente a la partida pro forma, para que ésta sea administrada por un ente ajeno y para fines diferentes del contrato. Nunca recibió instrucciones de Cruz, como Coordinador  General de Concesiones o como Ministro de Obras Públicas, en el sentido de que los inspectores fiscales de las obras debían entregar la administración de las partidas pro forma a un ente ajeno o que las administraran de manera diferente a las establecidas en el Reglamento y, por la misma razón, nunca dio instrucciones en ese sentido a los inspectores fiscales. Legalmente es imposible que el Ministro de Obras Públicas pueda centralizar en sí la administración de los dineros provenientes de las partidas pro forma. Los $100.000.000 que, por instrucciones de Cruz pedí a Elgueta por las razones señaladas, nunca se imputaron ni a las partidas pro forma de los contratos futuros, ni tampoco como aumento de precio, ni tampoco los solicitó como anticipos con cargo a un proyecto en ejecución específico.

A fojas 2.113, señaló que Gate S.A. se adjudicó el primer contrato denominado “Estudio de asesoría diseño de un manual de procedimiento ambiental para carreteras concesionadas”, por resolución Nº 2311 de 16 de septiembre de 1998, porque participó en una licitación pública que convocó Medio Ambiente. Se autorizó la contratación de la consultoría en condiciones diferentes a las estipuladas en el Reglamento para la Contratación de Trabajos de Consultoría del M.O.P.”, atendido  que  a esa  fecha se encontraban varias obras en ejecución que presentaban problemas medio ambientales, principalmente en el tema de extracción de áridos, colocación de desechos o rellenos de desechos y el tema del curso de las aguas. En esa fecha  estaban en cartera licitaciones de  carreteras concesionadas y, por lo tanto, era necesario  incorporar la reglamentación ambiental, cuya base la iba a proporcionar este informe. En esa época era el Coordinador de Construcciones y Explotación. El equipo de construcción decidió llamar a la licitación porque la Corporación del Medio Ambiente estaba colocando problemas, lo que producía atrasos y paralizaciones parciales de las obras cuyos costos después debía pagar el Estado. Una paralización parcial de las obras genera daños a la concesionaria, porque la empresa no puede realizar su trabajo en forma continua y, por lo tanto, los costos de construcción suben. En una licitación pública se hace una precalificación técnica, abriéndose los sobres que contienen las ofertas técnicas y efectuada la precalificación se procede a la apertura de los sobres que contiene las ofertas económicas. La precalificación y la calificación propiamente tal se encuentra a cargo de la comisión de apertura, que, para los efectos del contrato señalado, estaba constituida por Díaz, Cortés y él. Los licitantes sólo estaban presentes  en la apertura de los sobres que contenían la oferta económica. Es posible que una empresa consultora tome conocimiento antes de participar en la licitación del valor que el ministerio le asignó a la consultoría, para presentar una oferta más baja, porque cualquier funcionario que trabaje en el ministerio puede traspasar esa información, pero nunca tuvo conocimiento formal de que eso ocurriera. Tampoco tenía conocimiento de Gate S.A. o de Peña, salvo los antecedentes que presentó para participar en la licitación. La comisión de evaluación verificaba que las ofertas de las empresas precalificadas cumplieran con los requisitos exigidos en las bases, sesionando en una oportunidad diferente a la de la comisión de apertura. Cada uno  de sus miembros  analizaba individualmente el contenido de la oferta presentada por la empresa, luego se reunían y calificaban, y a la empresa que obtenía mayor puntaje se le adjudicaba el contrato respectivo. Después se remitían los documentos al departamento jurídico, para la elaboración de la resolución definitiva que debía firmar el Director General de Obras Públicas.

A fojas 9.534, señaló que remitió al ministro de la época,  Carlos Cruz Lorenzen, la comunicación que impresa rola  a fs. 684. Cuando asumió  como Director  de Vialidad tenía la intención de hacerla operativa y eficiente, para ello era menester, entre otros temas, actualizar el instrumento denominado “Manual de Carretera”, puesto que el que regía a la fecha del correo electrónico tenía mas de 10 años y, por lo  tanto, no estaba acorde con los estándares existente en el mundo, lo que provocaba sobre costos de construcción y errores de diseño. También estimó necesario la elaboración de documentos que indicaran los deberes y derechos de la inspección, que definiera la asesoría de inspección fiscal y que se creara un sistema de aseguramiento de calidad, con la finalidad que la inspección fiscal  y la empresa que ejecutaba las obras se autocontrolaran. Los temas antes referidos eran propios de la Dirección de Vialidad, sin embargo advirtió que el Director General de Obras Públicas, Arriagada, se inmiscuía en estas materias produciéndose una duplicidad de trabajo, de criterios  y probablemente de pagos. Esa es la situación que pone en conocimiento del ministro en la comunicación que se le exhibe. No hubo solución a los problemas que planteó, por lo menos hasta la fecha en que se desempeñó como director,  10 de mayo de 2001, y, por lo tanto, hasta esa fecha la duplicidad se mantenía y acrecentaba en diferentes aspectos y materias.

A fojas 10.692, señaló que a don Alejandro Gutiérrez Arteaga lo conoce porque fue Subsecretario de Agricultura, le parece que en el gobierno del presidente Aylwin. En esa época se desempeñaba como Director de Riego, por esa razón, en más de una oportunidad debieron contactarse. Aparte de esa relación profesional no ha tenido otra con él y, por lo mismo, nunca se contactó con él o con alguien de su empresa en lo relativo al trabajo que se le adjudicó. Cuando se desempeñó en la Coordinación General de Concesiones sólo  intervino en el proyecto relativo al Embalse Illapel o El Bato.

A fojas 16.904, indicó que a la época en que a Luis Arrau del Canto se le adjudicó la consultoría denominada  “Simulación Operacional del Embalse El Bato”, se desempeñaba como Coordinador de Obras en Construcción y Explotación de la Coordinación General de Concesiones, por lo tanto, es imposible que le haya entregado a ese consultor una información medio ambiental relativa al caudal ecológico del Río Illapel. Roberto Salinas Briones, jefe del proyecto, debió haber entregado esa información.

A fojas 14.668 (fojas 2.057 Letra A), señaló que ingresó a la planta del Ministerio de Obras Públicas, como Director de Obras Hidráulicas, el 1 de febrero de 1991, función que desempeñó hasta agosto de 1997. En septiembre de ese año asumió como Coordinador de Construcción y Operación de Obras Licitadas de la Coordinación General de Concesiones, función que desempeñó hasta marzo de 2000, mes en que es nombrado Director Nacional de Vialidad. Dicha función la desempeñó hasta el 10 de mayo de 2001, pues a partir de esa fecha hizo uso de las vacaciones legales, desvinculándose del ministerio el 30 de junio de 2001. Recuerda que en el curso de 1995 varios directores formularon a la autoridad una petición en orden a que se les mejoraran las remuneraciones, la que fue aceptada, permitiéndoseles integrar directorios de algunas empresas estatales, percibiendo remuneración por la asistencia a las sesiones del directorio, y es por esa razón que empezó a emitir boletas de honorarios a la Empresa Sanitaria del Maule S.A., lo que ocurrió durante todo 1997 y hasta abril de 1998. Cuando la autoridad ordenó que se desempeñara en concesiones, la remuneración se fijó de consuno con el ministro de la época, fijándose en la suma de $2.600.000 brutos. La remuneración que se fijó puede ser considerada como acorde a la que podría haber percibido en el mercado, aunque un poco inferior. Dicha remuneración se fijó en un convenio de honorarios que fue aprobado por un decreto de la autoridad respectiva. Como lo manifestó anteriormente, la remuneración se vio afectada notoriamente cuando asumió, por orden del ministro Cruz, el cargo de Director Nacional de Vialidad, y le expresó que aceptaba el cargo siempre y cuando se le mantuviera la remuneración que percibía en concesiones. Por esa razón a partir de marzo de 2000 comenzó a percibir en efectivo y  mediante cheques no fiscales sumas de dinero adicionales, ascendente a la suma aproximada de $2.200.000. La boleta extendida a Diagnos Ltda. número 564 por la suma de $2.000.000, corresponde a un servicio profesional que prestó cuando si bien se encontraba jurídicamente vinculado con el ministerio, en el hecho estaba desvinculado porque estaba haciendo uso del feriado legal. Fue Francisco Donoso el que lo contrató para que efectuara una consultoría relativa a los gastos de mantención y de operación del Zanjón de la Aguada. 
A fojas 18.539 ratificó sus declaraciones y agregó que las partidas pro forma están consultadas en el Reglamento de Obras de la Dirección General de Obras Públicas; que la partida denominada “gastos administrativos generales” se puede definir como todos esos gastos de carácter administrativo que no constituyen por sí mismo obras, pero que no se podrían realizar si no existieran esos gastos administrativos, Son los gastos en que debe incurrir la empresa consultora para que pueda hacer su trabajo. Estas partidas están reguladas y establecidas en el contrato o en los reglamentos de consultoría o de obras públicas. Las partidas pro forma las administra el inspector fiscal exclusivamente y las partidas de gastos administrativos no se pueden administrar porque están incorporadas en las propuestas. Esto último significa que cuando se llama a una licitación la empresa entrega un listado de las partidas a ejecutar, sus precios y el total de la propuesta, y  la práctica indica que eso se denomina “gastos generales y utilidades”, ejemplo: arriendo de oficinas, compra de equipos computacionales, viajes, movilización a  terreno, en realidad todo lo que tiene que realizar un consultor para ejecutar su obra, efectuándose un monto global manteniendo las partidas que se incorpora al contrato y que es aprobado por la Contraloría General de la República, por eso no es posible manipular los números de los montos aprobados. La materialización de la administración de las partidas pro forma se puede ejemplificar de la siguiente manera: se construye una obra de embalse y se requiere  solicitar análisis geológicos o expertos en geología para hacer un análisis de la calidad de la roca que se está excavando, es probable que se haya fijado antes de la propuesta que se van a ocupar 30 horas hombres para ese análisis, pero puede que la calidad de la roca requiera de otros expertos y otros profesionales, por ejemplo, mecánicos de roca que no está contemplado en el contrato. Si se verifica dicho supuesto se conversa con el inspector fiscal y se conviene en una contratación específica, y efectuada la labor por este nuevo profesional y emitida la boleta o factura respectiva el inspector fiscal debe ordenar el pago de la suma respectiva con cargo a la partida pro forma.

No puede haber una administración centralizada de los dineros consultados en las partidas pro forma o en las partidas gastos administrativos generales por una unidad de la Coordinación General de Concesiones o por personeros de la misma diferente del inspector fiscal del contrato, porque cada contrato tiene un monto que se fija individualmente para cada obra y, por lo tanto, no es posible hacer este manejo centralizado de los gastos pro forma y gastos administrativos. Nunca ha visto una norma legal o contractual que autorice al Ministro de Obras Públicas, al Director General de Obras Públicas, al Coordinador General de Concesiones, al jefe de una unidad de dicha coordinación o al inspector fiscal de un contrato para disponer una administración centralizada de las sumas de dinero consultadas en las partidas ya aludidas, y cree que no es posible. 

Por último, señaló que nunca durante la época en que se desempeñó en el Ministerio de Obras Públicas y en la Coordinación General de Concesiones recibió instrucciones de Carlos Cruz Lorenzen, ya como ministro o como coordinador, del Director General de Obras Públicas de la época o de una unidad de la citada coordinación en orden a que adoptara las medidas pertinentes para que se llevara a cabo la administración centralizada de los dineros consultados en las partidas ya aludidas por una unidad o personero diferente al inspector fiscal.

José Arturo del Río Leyton, a fojas 1.215, en la que señaló que la Cámara Chilena de la Construcción a principios de enero, por informaciones publicadas en la prensa,  tomó conocimiento que Belfi S.A. y el Consorcio M.I.S habían efectuados pagos a Gate S.A. El directorio acordó invitar a los representantes de dichas constructoras a una sesión extraordinaria que se efectuó el 21 de enero, ocasión en la que Elgueta y Daneri entregaron sus versiones sobre la forma en que se generaron dichos pagos. El directorio después de recibir las declaraciones  acordó entregar una declaración a la opinión pública, en la cual se señalaba que los antecedentes serían puestos en conocimiento de la Comisión de Ética para que informara si se han transgredido los principios básicos que inspiran la función gremial de la cámara. Agregó que desconoce si otras constructoras incurrieron en conductas similares. A fojas 18.524 ratificó su declaración.
Carolina Andrea Cisterna Aravena, a fojas 1.225, en la que señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas, Coordinara General de Concesiones, en enero de 2000 a honorarios que eran pagados por Servilily Ltda., y en junio o julio de 2000 a septiembre de 2001 empezó a pagar Gate S.A. En Junio o Julio de 2000 fue trasladada al Ministerio de Obras Públicas, Departamento de Presupuestos y Gestión, donde labora hasta la fecha de la declaración. En octubre de 2001 adquirió la calidad de contrata y empezó a pagar el Ministerio de Obras Públicas con cheque fiscal. Sus honorarios siempre fueron del monto de $300.000.-, razón por la que no se explica a qué corresponde la suma de  $1.500.000 que aparece en el listado de fojas 537, porque en realidad debería figurar  percibiendo una suma aproximada de $3.600.000. En cuanto a los $150.000 que figuran en el listado adicional de fojas 542, corresponden a un período que se extendió de junio o julio de 2000 a un mes que no puede precisar. En el período en que daba boletas a Gate S.A. extendió dos a nombre de Asyr Consultores, porque Cortés se lo ordenó. La suma de $150.000 se la pagaron en un solo cheque, no dio boletas porque no se la pidieron. Su jefe, Sergio Cortés, le pidió que efectuara la labor adicional consistente en incorporar información a la nueva bases de datos para el Sistema de Administración Financiera. 
Patricia del Carmen Fuentes Benavente, a fojas 1.226, en la que señaló que ingresó a la Coordinadora General de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas en junio de 1997 y se desempeñó hasta el 2000. Su jefe fue Sergio Cortés y cuando se necesitaba una secretaria desempeñó esa labor para Dolores Rufián. Los honorarios se los pagó Gate S.A. y el promedio era de $400.000.-, ascendiendo a la suma total de $9.525.000.- que es la que figura en el listado principal confeccionado por dicha empresa. En enero de 2001 la trasladaron  a la Dirección de Planeamiento a contrata y el sueldo se lo paga el ministerio con cheque fiscal. La suma de $1.005.483.- corresponde a labores adicionales  que desarrolló entre enero y marzo de 2001, consistiendo en trabajos de digitación para actualizar datos y transferirlos al nuevo Sistema de Administración Financiera, las que realizaba los fines de semana y cuando se le decía que había necesidad de hacerlo. Cortés le pidió que colaborara en estas labores y él debió fijar el monto de los honorarios. No dio boleta porque nadie se la pidió, no cuestionó dicha situación porque se limitó a trabajar y a recibir el dinero. Aparte de las sumas de dinero señaladas no recibió otras por ningún concepto. 

A fojas 11.168, señaló que los honorarios que percibió en el periodo que trabajó en la coordinación fueron pagados por Gate S.A., Servilily Ltda. y el Instituto de Economía. Nunca recibió dinero efectivo por ningún concepto por las labores desarrolladas en la coordinación y en el ministerio.
Rodrigo Daniel Muñoz Luna, a fojas 1.227, en la que manifestó que ingresó al Ministerio de Obras Públicas a mediados de junio de 1999, desarrollando labores en el Departamento de Abastecimiento y en el Departamento de Informática de la Dirección de Planeamiento. En enero de 2000 se incorporó al ministerio con la calidad de contrata, percibiendo una remuneración grado 12 de la Escala Única de Remuneraciones que se pagaba con un cheque fiscal. Se mantuvo en el Departamento de Informática hasta mediados de 2002, porque después fue trasladado al Departamento de Presupuestos, siempre a contrata. El 1 de enero de 2003 renunció a la contrata y suscribió un contrato a honorarios con la Dirección de Planeamiento los que son pagados con un cheque fiscal previa entrega de la boleta de honorarios. Figura en el listado de fojas 537, denominado “honorarios pagados bajo contrato MOP-GATE”, percibiendo la suma de $1.605.312, no obstante que conforme a ese contrato era menester cumplir un horario de 44 horas semanales y, además, tenía la calidad de contrata con el Ministerio de Obras Públicas debiendo cumplir un horario similar, porque para cumplir el horario del segundo contrato trabajaba desde las 18.00 horas hasta las 01.00, 02.00 o 03.00 horas de la madrugada, e incluso en sábados y domingos también en horario de madrugada,  labor que se extendió desde diciembre de 2000 a febrero de 2001. Por este concepto mensualmente le pagaban la suma de $480.000 líquidos. Estas labores adicionales consistieron en lo siguiente: hacer páginas Web, modelar bases de datos, digitar información, las que desempeñaba en las oficinas del ministerio. Sergio Cortés le pidió que efectuara las labores descritas. Figura en el listado que rola a fojas 542, denominado “honorarios pagados adicionalmente”, por el desarrollo de las mismas labores en el período que va de febrero a julio de 2001. Sergio Cortés fue quien también le solicitó que siguiera con esas labores fuera del horario normal de trabajo. En este caso extendió como cinco boletas a nombre de Asyr Consultores Limitada y fue Luis Jara el que le señaló que debía extenderlas a esa empresa. Aparte de las sumas de dinero indicadas no percibió otras bajo  ningún concepto.
A 14.853 (fojas 2.242 letra A), señaló que en enero de 2000 ingresó a contrata a la Dirección de Planeamiento y, por lo tanto, sus remuneraciones se pagaron mediante cheque fiscal y debía cumplir el horario normal de la administración pública. Debía desarrollar sistemas computacionales para el ministerio. Sergio Cortés en junio de 2000 gestó la idea de desarrollar un Sistema de Administración Financiera (SAFI), pidiéndole a él y a cuatro compañeros que trabajaran en ese sistema, aumentando posteriormente el número de personas. Como debían efectuar el  trabajo fuera del horario normal, Cortés dijo que se pagaría una remuneración adicional que, en definitiva, él fijó, considerando la estimación que cada uno hizo. Este trabajo se extendió por un período de doce meses durante el cual percibieron honorarios de carácter extra. Al momento del pago Sergio Cortés, por intermedio de Jara, señalaba a quien había que extender la boleta, siempre le pagaron mediante cheque. Emitió dos boletas a Gesys Ltda.,  seis a Asyr Consultores Ltda., dos a Gate S.A. y tres a Intrat S.A.- Las boletas signadas con los números 31, 32 y 33 extendidas a Eduardo Martín Faunes Amigo, Juan Bustos Bilbao e Ingeniería y Desarrollo Software Ltda. Eversis, por las sumas líquidas de $1.782.000, $1.529.000 y $1.720.000.-, no obedecen a servicios prestados porque fueron solicitados por el jefe del Departamento de Informática de la Dirección de Planeamiento, Oscar Montealegre, sin indicar las razones de la petición. 
María Angélica Arellano Escalera, a fojas 1.229, en la que manifestó que tiene la calidad de agente público, contratada a honorarios por el Departamento de Administración del Sistemas de Concesiones dependiente de la Dirección General de Obras Públicas. En octubre de 1999 su superior jerárquico era el Coordinador General de Concesiones Carlos Cruz y en el 2000 Ricardo Badilla. Firmó el convenio ad referéndum de 15 de octubre de 1999 y que rola a fojas 424, en virtud del cual se contrata a Gate S.A. para que desarrolle la contratación denominada “Diseño e Impresión de Manual de Procedimientos de Auditoría Ambiental Independiente para Concesión Ruta 5 tramo Santiago-Talca”, aprobado por la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 3546 de 6 de diciembre de 1999. Para adjudicar ese contrato se llamó a propuesta privada, presentándose tres interesados con sus respectivas ofertas, y se le adjudicó a Gate S.A. porque presentó la oferta más barata. Para consignar en la resolución Nº 3546, lo siguiente: “ Que la empresa Gate S.A. cuenta con la experiencia, la capacidad y la especialización necesaria para desarrollar el estudio requerido...”, tuvo en consideración que Gate S.A., había preparado con anterioridad un informe  ambiental para el Ministerio de Obras Públicas que aparentemente fue solventado en parte con fondos del Banco Interamericano del Desarrollo, informe que tiene entendido fue requerido, en su oportunidad, por Pablo Anguita cuando se desempeñaba como Coordinador de Construcción y Explotación. Por la calidad que desempeñaba a diciembre de 1999, se la designó inspector fiscal del contrato que fue aprobado por la resolución Nº 3546. La fiscalización se materializó en constatar que se cumplieran los términos de referencia del contrato y que fuera útil para los fines contratados. La Comisión Técnica debía aprobar los pagos, según el punto 5º del convenio ad-referéndum, y estaba conformada por René Silva como representante de la Coordinación General de Concesiones, Sergio Cortés como representante de Administración y Finanzas, siendo después todo visado y firmado por Juan Lobos, Director General de Obras Públicas. René Silva como integrante de la Comisión Técnica fue muy riguroso  en su labor y, por lo tanto, no le cabe duda que si cursó los pagos era porque correspondía. Al fiscal de concesiones Rafael Ibarra, cumpliendo sus instrucciones, le entregó todos los antecedentes relativos al contrato y el ejemplar que contiene el diseño del manual que elaboró Gate S.A. Las otras dos empresas que participaron en la licitación privada y que cree que están en un instrumento denominado “Grupo de Especialistas de Medio Ambiente”, creado especialmente por concesiones, fueron EMG y otra llamada algo así como RIO ALTO. En dicho instrumento figuran como 33 empresas. No recuerda el procedimiento que se utilizó para elegir a Gate S.A. y a las otras de entre las 33, pero eran los superiores jerárquicos los que autorizaban el número de las empresas que se llamaban, esto es,  33 o 4, también si se recurría al trato directo. Los superiores en esa época eran Carlos Cruz y Sergio Cortés, éste último porque cree que estaba a cargo del Departamento de Administración y Finanzas. Para optimizar el tiempo para comenzar a desarrollar la asesoría, se autorizó la contratación en condiciones diferentes a las estipuladas en el Reglamento para Contratación de Trabajos de Consultoría del M.O.P. Como inspectora fiscal del contrato las reuniones siempre las tuvo con Héctor Peña, representante de Gate S.A, que era la contraparte del contrato. No tiene conocimiento si en la ejecución del convenio celebrado con Gate S.A. intervino un tercero asesorándola. En su concepto fue útil el documento elaborado por Gate S.A., porque  fue utilizado, previo mejoramiento que le introdujo la CONAMA, en a lo menos cuatro proyectos de construcción.

A fojas 2.106, en la que señaló que al mes de octubre de 1999 no estaba creado el  denominado  “Grupo de Especialistas del Medio Ambiente” (GEMA), porque se empezó a formar a fines de 1999, dándose término al proceso de calificación para la conformación del GEMA en marzo de 2000. En consecuencia, al mes de octubre de 1999 para contratar a una empresa que prestara servicios en asesoría ambiental en el área de construcción, se recurría a aquellas respecto de las cuales tenían conocimiento cualquiera de los integrantes de las distintas unidades, quienes además las proponían. Se recurría a ese procedimiento salvo que se exigiera llamar a licitación pública. En otras oportunidades se recurría al sistema de trato directo cuando la urgencia y la experiencia lo ameritaba. En el año 1998 no fue jefa de ninguna unidad ambiental y, por lo tanto, cuando Gate SA llegó al ministerio se desempeñaba en la Unidad de Negocios con Iván Jana, jefe de la Unidad de División de Proyectos. A esa época Pablo Anguita era el Coordinador General de Construcción de Obras Concesionadas y no existía la Unidad Ambiental de Construcción propiamente tal. A mediados de 1999 la pusieron a cargo de la Unidad Ambiental de la Coordinación General de Concesiones. Dichas declaraciones las ratificó a fojas 18.479, agregando que la elección de Gate S.A. lo fue por una comisión de evaluación de ofertas técnicas y económicas del estudio en referencia, y tiene la impresión que participó en la comisión como jefa de la Unidad de Medio Ambiente de la Coordinación General de Concesiones. También Pablo Anguita como coordinador de Concesiones de Construcción y Explotación y Sergio Cortés como jefe de la División de Administración; que como inspectora fiscal del proyecto y en el aspecto técnico no estaba sometida a fiscalización, pero en el aspecto administrativo debía cumplirse con toda la regularidad de la Dirección General de Obras Públicas. 

Hernán Claudio Doren Lois, a fojas 1.231, en la que señaló que en junio o julio de 2000 se desempeñaba como director titular del consorcio M.I.S., sin participar activamente por las múltiples labores que desarrollaba, por lo tanto, el que adoptaba las decisiones era el socio Leonardo Daneri, salvo en lo relativo al aspecto legal de la fusión del conglomerado de empresas  y al ajuste de las participaciones accionarias de las mismas, aspectos que fueron tratados en febrero de 2002. De la solicitud de dinero formulada por Cruz tomó conocimiento con posterioridad, septiembre de 2000, diciéndole a Daneri y Lorenzini que “para que se meten en tonteras”. Como con Daneri era socio en Sical, al que le delegué todas las atribuciones necesarias para su funcionamiento, debí respetar la decisión que adoptó, más aún si a esa fecha no quedaba otro camino, pues los dineros estaban entregados. Nunca funcionarios del ministerio le pidieron sumas de dinero. Como Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción escuchó rumores que funcionarios del ministerio pedían aportes en dinero, sin embargo nadie compareció cuando intentó que se confirmaran por escrito esos rumores. 
Ángela Celia Rivera Guajardo, a fojas 1.232. en la que expresó que llegó en 1971 a trabajar a la Dirección de Planeamiento y Urbanismo del Ministerio de Obras Públicas. Es empleada pública y, por lo tanto, recibe un sueldo equivalente al grado 6 de la Escala Única de Remuneraciones, que se paga con un cheque fiscal. Las labores adicionales por los cuales percibió un honorario de $240.000, que figura en el listado que rola a fojas 542, las empezó a desarrollar en abril de 2000 y hasta mayo o junio de 2001, y  consistían  en implementar, desarrollar y  probar el Sistema de Administración Financiera. Las labores las desempeñaba después de su horario normal, a veces hasta las 22.00 horas, en la misma oficina donde desarrollaba las habituales. Sergio Cortés le manifestó la necesidad de conformar un equipo humano que implementara con prontitud el Sistema de Administración Financiera y supone que él fijó el monto de los honorarios, porque recibió uno o dos cheques en marzo o mayo de 2001 que en su conjunto sumarían $240.000. No dio boleta porque nadie se la pidió, lo que no le pareció raro porque era su empleador el que pagaba. Los cheques no eran fiscales. No recibió otros cheques o sumas de dinero en efectivo.


A fojas 14.356 (fojas 1.744 Letra A), en la que señaló que las únicas sumas de dinero extra que ha percibido por su desempeño en el ministerio son aquellas respecto de las cuales ya declaró. Como por esas sumas no pagó el impuesto respectivo debió regularizar su situación tributaria ante el Servicio de Impuestos Internos, pagando por concepto de impuesto la suma de $30.924.
José Aurelio Dutra Jacinto, a fojas 1241, en la que expresó que en una reunión de Directorio de I.M.S., llevada a cabo aproximadamente en junio de 2000, José de Araujo le dijo que alguien iba a llamar para ponerse de acuerdo en una operación que implicaba el pago de la suma de $100.000.000. Una semana después recibió un  llamado de una mujer que dijo ser secretaria de Gate S.A., que se identificó con el nombre de Sara, indicando que debían firmar un contrato con esa sociedad, relacionado con un estudio de impacto ambiental, enviando después redactado el documento que contenía el contrato, que transcribió a la papelería con membrete de la empresa; que a José de Araujo le exhibió el modelo enviado por Gate S.A. y elaborado lo firmó, porque era el Gerente General de I.M.S., enviándose a esa empresa para que lo firmara su representante Héctor Peña Véliz; que días después recibió un ejemplar de un documento denominado Estudio de Impacto Ambiental, que supuestamente correspondía al que debía entregar Gate S.A.; que no conoce a Peña Véliz ni a su secretaria, todos los contactos fueron hechos vía telefónica; que no impuso las condiciones del contrato, sólo cumplió las instrucciones dadas por de Araujo y la finalidad era justificar un pago de $100.000.000 que no sabe a qué concepto obedecía; que el estudio de impacto ambiental no fue hecho en la oportunidad en que se firmó el contrato, porque se trata de un trabajo antiguo, cree que de 1996, que confeccionó la empresa  Dames & Moore y que nunca fue consultado para las labores que realiza la empresa; que una vez que recibió el informe se lo exhibió a José de Araujo, instruyéndolo que procediera al pago, lo que se efectuó mediante el giro de un cheque de la cuenta corriente que I.M.S mantenía en el Banco de Santiago,  que firmó con Julio Croveto.
David Enrique Guzmán Silva, a fojas 1243, en la que señaló que ingresó a trabajar a la Dirección de Aeropuertos del Ministerio de Obras Públicas en marzo de 2000, siendo invitado por el ministro señor Cruz para hacerse cargo de la Dirección Nacional de Aeropuerto, porque tenía experiencia en el área de transporte; que ingresó como empleado público con una  remuneración equivalente al grado 2 de la Escala Única de Remuneraciones, que se pagaba mediante cheque fiscal; que los pagos que figuran en el  listado que rola a fojas 542,  corresponden a labores que efectuó entre abril de 2000 y febrero o marzo de 2001, consistentes en aporte profesional en el área de concesiones aeroportuarias. Era un trabajo distinto pero complementario al que desempeñaba como Director Nacional de Aeropuertos, que efectuó fuera de horario, esto es, a partir de las 18.00 horas y hasta que se resolvieran los temas pertinentes. Fue el ministro Cruz el que le planteó que sería productivo que prestara asesoría en el área de concesiones aeroportuarias, manifestándole que posiblemente por la labor adicional se le pagaría la suma aproximada de $ 900.000.-. Los pagos se hicieron en forma periódica, prácticamente en forma mensual, de una suma aproximada de $900.000, mediante cheque no fiscal, sin  recordar la cuenta corriente de la que provenía, pero le da la impresión que no eran cheques personalizados. Los cheques eran entregados por Sergio Cortés. No dio boletas de honorarios por todo el período, cree que dio una por cinco pagos, la que extendió a una empresa denominada Socogech, suponiendo que fue Cortés el que le dijo que extendiera la boleta a nombre de esa empresa, porque era  encargado de llevar el sistema. Como le pareció raro que no se le exigiera boleta en forma previa al pago, consultó a Cortés en varias oportunidades sobre ese punto para regularizar la situación. Aclaró que desde marzo de 2000 a febrero o marzo de 2001 percibió $9.000.000.-, a razón de $900.000.- mensuales; de abril a diciembre de 2001 percibió $900.000 mensuales en efectivo, a través de la Dirección General de Obras Públicas, que entregaba Carlos Uribe, por lo que tampoco dio boleta; y de enero a  diciembre de 2002 comenzó a percibir la suma líquida de $1.000.000.-, mediante cheque fiscal y previa entrega de una boleta de honorarios que extendía a nombre de la Coordinadora General de Concesiones, pago autorizado por resolución del Ministerio de Obras Públicas.


A fojas 1.363, señaló que cuando se hizo cargo de la dirección no había ningún problema de orden presupuestario, pero en reuniones de directorio que se efectuaron a fines de 2000 tomó conocimiento que habían problemas de ese orden en otras direcciones, lo que en definitiva motivó que se firmara un Protocolo de Acuerdo con el Ministerio de Hacienda. No recuerda que se haya rebajado el presupuesto de su dirección, por lo tanto  las obras encargadas se pagaron normalmente, tampoco haber tenido una reunión especial con el ministro en el que le haya informado de los problemas presupuestarios del ministerio. Nunca el ministro Cruz me dio instrucciones en el sentido que para solucionar los problemas presupuestarios, debía entrar en conversaciones con empresas privadas que tenían contratos pendientes con el ministerio para obtener de ellas sumas de dinero, ya sea por concepto de aportes de dinero o de anticipo con cargo a la liquidación final del contrato. 

A fojas 14.567 (fojas 1.955 Letra A), en la que señaló que  ingresó al Ministerio de Obras Públicas en marzo de 2000. Antes de esa fecha ejerció la profesión en forma privada para diferentes entidades públicas y privadas. Entre 1997 y marzo de 2000 no prestó ningún tipo de servicios al Ministerio de Obras Públicas ya sea directa o indirectamente. 

Cristián Humberto Peña Torrealba, a fojas 1.320, en la que señala que ingresó al  Ministerio de Obras Públicas el 2 de enero de 1969, para realizar su memoria de prueba, incorporándose a principios de 1971 a la planta, fecha a partir de la cual desarrolló   diferentes cargos, ocupando jefaturas en diferentes sub-departamentos y departamentos, hasta que en junio de 1994 fue designado Director General de Aguas,  cargo que desempeña a la fecha de su declaración; que recibe un sueldo equivalente al grado 1 de la Escala  Única de Remuneraciones, mediante cheque fiscal; que desde abril  a diciembre de 1995 percibió honorarios por concepto de asesoría, conforme al Decreto M.O.P. Nº 219 de 28 de abril de 1995, por la suma líquida de $430.200.- mensuales, que se pagaba mediante cheque fiscal, previa entrega de una boleta que extendía a nombre de la Subsecretaría de Obras Públicas. A partir de enero de 1996 y hasta julio de 2000 sólo percibió su sueldo fiscal y desde agosto de 2000 y hasta marzo de 2001 recibió la suma de $10.800.000.-, a razón  de $1.350.000.- mensuales, que se pagaban mediante un cheque que no era fiscal, sin recordar de qué cuenta corriente provenía. Piensa que los cheques se los mandaba Sergio Cortés porque era la persona encargada de finanzas. Dio dos  boletas,  una con fecha 3 de noviembre de 2000 por la suma de $4.050.000.-, que correspondían a tres meses de honorarios, y otra con fecha 26 de diciembre de 2000 por la suma de $2.700.000, por dos meses de honorarios. Estas boletas las extendió a “Asyr Consultorías” por instrucciones de Sergio Cortés. No dio boleta por el saldo porque nunca se la pidieron, ni supo como documentarlo, siempre esperó que le dieran instrucciones al respecto. Nunca preste asesoría a Asyr Consultorías, ni siquiera la conocía. Estos pagos obedecen a trabajos adicionales que le pidió el ministro Cruz, que consistían en  asesorías de apoyo a las funciones que desarrollaba concesiones, pues en esa época se estaba preparando la licitación del Embalse El Bato, a través del mecanismo de concesiones, y, por lo tanto, participó en la elaboración de los términos de referencia. Estas labores las desempeñaba fuera del horario normal y durante los fines de semana. El ministro Cruz fijó el monto de los honorarios adicionales. A partir de abril de 2001 y hasta diciembre del mismo año siguió percibiendo la suma de $ 1.350.000.- mensuales, por concepto de honorario adicional. En junio de ese año recibió un cheque mediante el cual se le pagaban dos meses y el resto lo recibió en efectivo. El cheque no era fiscal y no sabe de qué cuenta corriente provenía. El resto fue pagado en dinero efectivo mediante un sobre que le hacía llegar Carlos Uribe, jefe de gabinete del Director General de Obras Públicas. No cuestionó el procedimiento porque tenía entendido que lo implementó el ministro Cruz, y además porque era un sistema que había sido definido por las más altas autoridades del ministerio. Tampoco dio boletas por estas sumas de dinero, en todo caso nunca se las pidieron. Estos pagos también los recibió por labores de asesoría que prestó a concesiones, solicitadas por el ministro, que se tradujeron en diferentes informes o estudios relativos a las políticas que era necesario desarrollar en materia de recursos hídricos y relacionados con las obras concesionadas. El ministro Etcheberry en febrero de 2002 dictó un decreto que autorizaba pagos adicionales, que se tradujo en contratos de honorarios por labores adicionales prestadas a concesiones.

Agregó que nunca el ministro Cruz le manifestó  que el ministerio estaba pasando por un problema de caja, que le impedía cumplir a cabalidad con las metas y proyecciones que se había fijado, solicitándole que recurriera a algún mecanismo para obtener los fondos necesarios para solucionar el referido problema.

A fojas 2.489, previa exhibición de los listados que rolan a fojas 537, 542 y 1.392, expresó que Juan Arrese, Carlos Brito, Javier Narbona, Mónica Pardo y Carlos Salazar prestaron servicios de apoyo a concesiones, porque presentó la situación de aquellos al ministro Cruz. Con respecto al listado de fojas 1.392,  sólo presentó la situación de Jaime Muñoz. Respecto del listado que rola a fojas 537, no figura ningún funcionario de su dirección. Al ministro le hizo presente el interés manifestado por aquellos de realizar trabajos de apoyo adicionales en concesiones, dada la alta capacidad técnica y de capacitación. Seguramente el ministro dio instrucciones para que se los incorporara en las listas. 
A fojas 14.569 (fojas 1.957 Letra A), señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas el 2 de enero de 1969, desempeñando los cargos y percibiendo las remuneraciones que señaló anteriormente. A fojas 18.542 ratificó sus declaraciones.

Julio Rafael Crovetto Roba, a fojas 1325, en la que expresa que en el mes de junio de 2000 era el gerente de operaciones de Aero Sur y, además, estaba autorizado para firmar documentos de la empresa I.M.S., por haber sido designado su apoderado. También a esa época desempeñaba labores técnicas en relación con los proyectos que estaba desarrollando la empresa; que firmó el cheque con que se pagó una factura de la empresa Gestión Ambiental y Territorial porque se acompañó un contrato y estaba en regla la parte administrativa, se trata de uno por la suma de $ 100.000.000.-; que al revisar la factura se percató que se estaba pagando un estudio ambiental que había elaborado la empresa antes citada. 
Juan Narciso Ramón Rusque Alcaíno, a fojas 1337, en la que indica que ingresó al Ministerio de Obras Públicas el 13 de marzo de 2000,  invitado por el ministro Cruz para dirigir la Dirección Nacional de Obras Portuarias, dada la importancia del programa de construcción de la infraestructura necesaria para el desarrollo de la pesca artesanal; que tiene la calidad de empleado público, percibiendo una remuneración equivalente al grado 2 de la Escala Única de Remuneraciones, que se pagaba con cheque fiscal y cumplía el horario normal de la Administración Pública con dedicación exclusiva; que desde marzo de 2000 y hasta diciembre de 2002 recibió ingresos complementarios, por trabajos efectuados fuera del horario normal y en materias no relacionadas con su labor de director, recibiendo pagos con cheques no fiscales desde abril de 2000 a febrero de 2001, ignorando el origen de la cuenta corriente, y por la suma de $900.000.- mensuales, que eran entregados por Sergio Cortés. Por estos pagos dio una boleta a la empresa “Asyr Consultorías” por la suma de $4.500.000, correspondiente al pago de cinco meses y fue Sergio Cortés el que le dio instrucciones para extenderla. Por el saldo no dio boleta, porque no obstante que solicitó que le señalaran a quien debía extenderla no se le informó. Los pagos obedecen a asesorías pedidas por el ministro Cruz para la Coordinadora General de Concesiones, que se tradujeron en la revisión de informes de asesoría y orientación de proyectos de inversión pública o privada en el ámbito del borde costero de diferentes regiones del país, dirigido a mejorar la participación del sector privado en inversiones de infraestructura costera y portuaria. Para ello elaboró más de un documento. El monto de los honorarios fue fijado por el ministro. De marzo de 2001 y a  enero de 2002 los pagos se hicieron en efectivo y a través de la Dirección General de Obras Públicas, entregando Carlos Uribe los sobres con el dinero. El monto era de $900.000 y sólo emitió una boleta por la suma de $1.800.000, que correspondía a los honorarios de dos meses, a la empresa Diagnos Limitada, que es una empresa de consultoría. La boleta la  extendió por instrucciones de un funcionario de la Dirección General de Obras Públicas. Al igual que en el período anterior no dio boletas por el saldo. Se trataba de asesorías pedidas por el ministro Cruz, los honorarios fueron fijados por él y las labores adicionales eran del mismo tipo. De febrero de 2002 y hasta diciembre de ese año recibió la suma de $1.000.000, mediante cheques girados por la Coordinadora General de Concesiones. Por estos pagos extendió  boletas de honorarios al Ministerio de Obras Públicas, Departamento de Administración del Sistema de Concesiones. Ignora las razones por las que aparece en un listado denominado “honorarios pagados adicionalmente por la empresa Gate”. Estimó que el procedimiento era normal y que si figuraba entregando boletas a empresas privadas pensó que se trataba de un sistema “outsourcing”. Aparte de las sumas de dinero a que alude, no percibió otras. Agregó que nunca el ministro Cruz ni nadie le pidieron que recurriera a terceros para obtener fondos para poder cumplir con su programa.

A fojas 14.568 (fojas 1.956 Letra A), señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas en marzo de 2000. Con anterioridad, entre marzo de 1990 y el 4 de marzo de 2000, se desempeñó como Director Nacional  del Servicio Nacional de Pesca del Ministerio de Economía. Por lo tanto, hasta antes de marzo de 2000 no tuvo ningún tipo de vinculación de carácter profesional y remunerada con el Ministerio de Obras Públicas, ya sea directa o indirectamente. 
Patricio Eugenio Pérez Boassi, a fojas 1.543, en la que expresó que es el fiscal del sumario administrativo, ordenado instruir para investigar irregularidades en relación al contrato de apoyo celebrado entre el Ministerio de Obras Públicas y Gate S.A., aprobado mediante resolución Nº 343-99 y ampliado por resolución Nº 283-2000, ambas del Ministerio de Obras Públicas. El sumario se empezó a instruir en es ministerio a petición de Germán Molina, Coordinador General de Concesiones,  aproximadamente en septiembre de 2001, a raíz de la devolución por parte de la Contraloría General de la República de la resolución que liquidaba el contrato. Paralelamente la Cámara de Diputados pidió al organismo contralor que evaluara el contrato en julio o agosto de 2001, iniciándose un examen de cuentas que es de tipo financiero, advirtiéndose muchas irregularidades, de las que se deja constancia en un documento no oficial que rola a fojas 646. Las irregularidades eran de dos tipos: una que se refiere a la partida de honorarios y otra a la partida de gastos. En relación a la primera, se observó que se había pagado a personas que tenían una relación de dependencia con el Estado, lo que estaba prohibido, y que en algunos casos se pagaron montos superiores a los establecidos en los términos de referencia. En cuanto a los gastos, de acuerdo a los términos de referencia no podían exceder de $126.000.000.-, incurriéndose en gastos por la suma de $291.000.000. Los $ 1.440.000.000.-, monto del primitivo contrato y de su ampliación, se gastaron y se documentaron. La partida por honorarios era de $1.098.700.000 y la documentación de respaldo por $941.703.339, esto es, se gastaron menos por honorarios y la diferencia por $157.096.661 se agregó a la partida de gastos generales, no obstante que los términos de referencia prohibían el traspaso de fondos entre partidas. La partida por gastos generales era por la suma de $126.960.000. y acreditaron gastos por $291.020.039. En cuanto a la partida de imprevistos, impuestos y utilidades estos eran por la suma de $215.040.000, los cuales fueron gastados y documentados. A la fecha del examen de cuenta y de la instrucción del sumario, no se tenía conocimiento de un listado adicional de personas cuyos honorarios hubieran sido pagados con cargo a los contratos de apoyo.
Gustavo Leonel Alfaro Varela, a fojas 1.621, en la que señala que a Yerko General lo conoció en el norte en 1987, cuando estaban ingresando a la universidad, manteniendo una relación de amistad hasta 1990 o 1991. En el 2000 lo volvió a ver y lo contactó con gente del Departamento de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, para que prestara servicios a dicho departamento por intermedio de Gate S.A. La labor que realizaba no la desarrollaba íntegramente en el Departamento de Concesiones, sino que en la oficina de Manuel Pastenes, que también era empleado de citado ministerio. Su labor consistía en revisar manuales de procedimiento y los controles internos, para verificar que se cumplieran las pautas y objetivos establecidos por el Departamento de Auditoría de la Coordinación General de Concesiones, la que desarrolló entre mayo a diciembre de 2000, no siempre  en el edificio de concesiones, pero trabajaba todos los días de lunes a domingo, como unas 10 horas diarias. Juan Carlos Véliz fijó sus honorarios, que ascendían a la suma aproximada de $1.300.000 mensuales. Considerando el tiempo trabajado y el monto de sus honorarios se obtiene una suma aproximada de $12.631.111.-, que es la que figura en el listado de fojas 537. Extendía boletas a Gate S.A. porque era el prestador del servicio y  Juan Carlos Véliz  le pagaba en efectivo. Nunca percibió otras sumas de dinero. En noviembre de 2001 ingresó a la Dirección de Vialidad, desempeñándose hasta el 31 de enero de 2002, época en que le pagaban su sueldo con un cheque fiscal y para ese efecto celebró un contrato a honorarios con la referida dirección. Paralelo a la prestación de servicios que prestaba al ministerio y que le pagaba  Gate S.A., a petición de Yerko General ayudó a llevar la contabilidad de esa empresa, registrando los ingresos y egresos por diferentes conceptos. Por esta labor adicional no se le pagó otro ingreso, porque iba incluido en el sueldo que pagaba Gate S.A.   Yerko General le propuso formar una empresa que se dedicara al rubro de asesorías contables, financieras y tributarias, con el nombre de Asyr Consultorías, siendo ambos los representantes. Como a la época del robo de que fue víctima Gate S.A. la gente que percibía sobresueldos no quería extender boletas a esa empresa, Yerko le dijo que tenían que recibir boletas de estas personas, ingresarlas a la contabilidad y enterar el impuesto en arcas fiscales, una vez que Luis Jara les entregara los dineros por dicho concepto. Le pareció lógico y no cuestionó el proceder. No recibió ningún ingreso extra por permitir que la empresa fuera utilizada para esos fines. También formó con Héctor General, hermano de Yerko, la empresa Auditorias Ambientales Ltda., siendo los dos los representantes, la finalidad era prestar servicios de auditoria a los estudios  de impacto ambiental. Esta empresa también recibió boletas de aquellos que percibían sobresueldos y por las mismas razones dichas. 
 
A fojas 15.886 (fojas 3.270 letra A), señaló que entregó no más de dos boletas de honorarios a Gesys Ltda., para respaldar movimientos de esa empresa, se benefició con la devolución del impuesto. El monto de las boletas de honorarios no excedió de la suma de $ 1.500.000.- cada una. Juan Carlos Véliz o Jorge Torres González le pidió las boletas. 


Los cheques de la cuenta corriente de Luis Jara Núñez por las sumas de $ 70.000.- y $ 50.000.- de 9 de agosto y 29 de septiembre de 2000, deben corresponder a abonos a sus honorarios, y a lo mismo puede corresponder el cheque por la suma de $ 300.000.- girado en contra de la cuenta corriente de Yerko General. Pero el cheque girado a su orden por la suma de $ 1.574.000.- de fecha 22 de junio de 2000 y de la cuenta de Gate S.A. no lo cobró y, por lo tanto, se utilizó su nombre, y, según se aprecia en el dorso del cheque, la persona que lo cobró tendría la cédula de identidad N° 7.845.831-3. El cheque por la suma de $ 4.000.00.- de la misma cuenta y de 6 de noviembre de 2000 lo llenó y cobró, pero el monto no fue en su beneficio. Lo más probable es que el dinero debió pasárselo a alguien o lo depositó en alguna cuenta, cumpliendo instrucciones de Luis Jara Núñez o  de Héctor Peña Véliz.

Paula Javiera Parma Romero, a fojas 1623, en la que expresó que ingresó a trabajar al Ministerio de Obras Públicas en 1997, Departamento Ambiental de la Coordinación General de Concesiones; que en el año 2000 fue agente público, después trabajó bajo el sistema de honorarios, siendo designada inspectora fiscal del contrato denominado “Estudio de un Modelo de Capacitación para la Prevención Ambiental en la Construcción de Obras Concesionadas”. La labor de fiscalización la desarrolló revisando los contenidos de los informes parciales  y del final, que debían elaborarse de acuerdo a los términos de referencia del contrato. Nunca recibió directamente los informes, cree que los iba a dejar el junior de Gate S.A., Dascal,  Peña o un miembro del equipo profesional que conducía el primero, Valeria Fuentealba. Una vez que recibía los informes parciales los analizaba, y si advertía deficiencias se solicitaban las correcciones mediante un oficio que enviaba a través de María Angélica Arellano, jefe de la Unidad Ambiental. Semanalmente se reunía o se contactaba por teléfono con Dascal, jefe del proyecto, para revisar los contenidos del estudio y precisar las tareas o alcances del contrato. Cree que  un par de veces se reunió con Peña y Fuentealba. Cuando le daba el visto bueno al informe parcial, le manifestaba a Peña que debía enviar la factura respectiva para iniciar el proceso de pago.  Firmaba la factura como muestra de aprobación técnica del informe respectivo, después la firmaba María Angélica Arellano y se remitía al Departamento de Administración, cuyo jefe era René Silva,  después al de Finanzas, cuyo  jefe era Jorge Torres, finalmente, al Coordinador General de Concesiones  Badilla. Ante el tribunal reconoció el informe final que revisó, titulado “Diseño de modelo de capacitación para la prevención ambiental”. No tuvo participación en la designación de Gate S.A. para confeccionar dicho manual o en cualquier otra actividad relacionada con el mismo, pero participó en la elaboración de los términos de referencia de dicho contrato. 
Guillermo Alfonso Brundl Arenas, a fojas 1.625, en la que indica que es director de Mendes, Junior y Asociados. En junio de 2000 estaba liquidando su empresa, para incorporarla como aporte a Mendes Junior y Asociados. El 29 de Septiembre de 2000 inició actividades como director de Mendes, Junior y Asociados, enterándose por intermedio de Lorenzini que una determinada cantidad de dinero se había destinado al ministerio. Con motivo del proceso y publicaciones de la prensa, supo que la entrega de dinero se había efectuado  porque el ministro Cruz lo había solicitado y que el monto era de $100.000.000.
Carlos Alberto Uribe Bascur, a fojas 1.629, en la que expresó que ingresó al Ministerio de Obras Públicas como asesor de Eduardo Arriagada, Director General de Obras Públicas. Sus honorarios se pagaban con cargo al contrato de apoyo celebrado entre el ministerio y Gate S.A. y por eso figura en el listado de 245 personas; que previo al pago extendió dos boletas  a esa sociedad, una el 24 de abril de 2000 por $1.800.000.- líquidos y otra por la suma de $765.000 líquidos. En mayo de 2000 fue nombrado jefe de departamento, para cumplir la labor de jefe de gabinete de Eduardo Arriagada que desempeñó hasta la mitad de mayo de 2002, época en que fue nombrado Director General de Obras Públicas por el ministro Etcheberry, cargo que ejerció hasta el 31 de enero de 2003; que cumpliendo instrucciones de Arriagada entregó en efectivo sumas de dinero a las siguientes personas: David Guzmán, entre mayo de 2001 a enero de 2002 la suma total de $8.100.000; a Ivannia Goles entre igual período la misma suma; a Germán Molina la suma de $7.590.000, que corresponde a $4.140.000 pagados en agosto a razón de $690.000 por seis meses, más $690.000 desde el mes de septiembre del mismo año hasta enero de 2002; a Eduardo Bartholín la suma de $1.000.000 por el período que corre de mayo de 2001 a enero de 2002; a René Ruiz y Juan Antonio Arrese la suma de $8.100.000 por el mismo período; a Humberto Peña la suma de $12.150.000,  por el mismo período; a Dolores Rufián la suma de $16.100.000 por el período que va de abril de 2001 a enero de 2002; a Mario Tala la suma de $10.800.000 por la época que va de enero de 2001 a enero de 2002; a Sergio Alburquenque la suma de $8.100.000 por el período que va de abril a diciembre de 2001; a Juan Rusque la suma de $8.100.000 por el período que va de mayo de 2001 a enero de 2002; a Gonzalo Castillo la suma de $8.000.000 por el período que va de mayo a diciembre de 2001; a Pablo Anguita la suma de $4.600.000, que corresponden a $200.000 del mes de abril y la suma de $2.200.000 por los meses de mayo y junio, todos de 2001; a Walter Bruning la suma de $12.150.000 por el período que va de abril de 2001 a enero de 2002; a Nelson Belmar la suma de $15.400.000 por el período que va de julio de 2001 a enero de 2002; y a don Guillermo Díaz la suma de $6.000.000 por el período que va de abril a septiembre de 2001. A estas personas sólo entregué dinero efectivo para pagar honorarios o sobresueldos. Arriagada me pasó la lista y nunca pregunté ni cuestioné la labor que me había asignado. Ninguno de los beneficiarios con las sumas de dinero me hizo presente que era irregular el modo como se les pagaban sus honorarios. También nunca recibió instrucciones de que los beneficiarios debían emitir boletas por los pagos. Sólo entregó los sobres.

A fojas 5.910, señaló que los pagos que efectuó por instrucción de Arriagada a las personas que figuran en la minuta que rola a fojas 1.631, no fueron realizados en forma regular, como parece desprenderse de la citada declaración. En efecto, el primer pago  lo hizo en junio o julio de 2001, oportunidad en que a cada una de dichas personas entregó una suma determinada de dinero que cubría varios meses de pago. El segundo pago debió haber sido en septiembre u octubre, utilizando la misma modalidad, cree que hubo otra oportunidad en diciembre. Lo que sí recuerda es que en enero les depositó personalmente dineros a varios de ellos en sus cuentas corrientes, le parece que como a cuatro de los que figuran en la lista. Recibió el cometido de Arriagada aproximadamente un mes antes de entregar la primera suma de dinero, pero nunca antes de mayo y, por lo tanto, si el primer pago lo hizo en julio la instrucción la recibió en junio. Nunca le dijo la procedencia de esos dineros y tampoco le preguntó. Después de efectuado el primer pago, a los meses siguientes algunos le consultaban “cuando es la fecha aproximada del próximo de pago”, y les decía “luego”. Si se utilizo ese procedimiento fue porque así lo dispuso el Director General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada. 


A fojas 2.067-A (fojas 14.678), señaló que las sumas de dinero que percibió de Gate S.A. y que se encuentran respaldadas con boletas de honorarios, corresponden a sus honorarios por la labor de asesor que prestó en la Coordinación General de Concesiones en  marzo y abril de 2000. Del 1 de mayo de 2000 y hasta mayo de 2002 se desempeñó a contrata como jefe de gabinete del Director General de Obras Públicas, cargo equivalente al grado 3 de la escala única de sueldos, esto es, con un sueldo líquido aproximado de $1.100.000, que se pagaba mediante cheque fiscal. El 1 de junio de 2002 asumió como Director General de Obras Públicas, percibiendo un sueldo equivalente al grado 1-C de la escala única de sueldos. Además se desempeñó en la Dirección General de Aguas mediante un contrato a honorarios en calidad de asesor experto, para lo cual celebró un convenio ad-referéndum, aprobado por una resolución de la autoridad. El referido cargo lo desempeñé hasta enero de 2003, mes en que hizo uso del feriado legal y desde febrero de 2003 hasta la fecha se desempeña en concesiones como jefe del Área Técnica, celebrando un convenio de honorarios con el Dirección General de Obras Públicas, extendiendo la boleta respectiva al M.O.P.- Administración Sistema de Concesiones. Nunca recibió dinero en efectivo para mejorar sus remuneraciones, tampoco ha facilitado boletas de honorarios a terceros. 
Eduardo Leopoldo Santiago D”Hainaut García, a fojas 1.654, señaló que ingresó a trabajar al gabinete del ministro Cruz el 12 de febrero de 2000, invitado por él por el conocimiento que tenía de su experiencia en el campo de las comunicaciones. Su cometido era hacerse cargo de la jefatura de comunicaciones, que la integraba la jefa de prensa Verónica Umaña, el asesor de comunicaciones John O”Brien y la secretaria Janett Elgueta. Su labor era coordinar las funciones que desarrollaban los equipos de prensa de los tres subsecretarios y preparar la agenda pública del ministro, esto es, todo lo relacionado con las visitas y reuniones en que debía intervenir. El ministro Cruz le ofreció un sueldo líquido de $2.500.000 mensuales, sin manifestarle con cargo a qué ítem del presupuesto se pagarían los honorarios. El horario se extendía desde las 07.30 hasta las 20.30 horas y normalmente debía laborar los fines de semana. Trabajó de marzo de 2000 a marzo de 2002, pues renunció verbalmente al día siguiente que se le pidió la renuncia al ministro Cruz. Percibió en total por ese período la suma de $60.000.000. El primer año  no celebró ningún contrato de honorarios y le pagaban mediante  un depósito en su cuenta corriente, suponiendo que el depósito lo hacía Sergio Cortés o Luis Jara. Pensaba que los pagos se hacían con fondos del ministerio. Nunca le pidieron que extendiera boletas de honorarios y tampoco nunca preguntó si ello era necesario, no se cuestionó la situación porque parecía normal y regular dentro del ministerio. No ha sido requerido por el Servicio de Impuestos Internos por no haber enterado los impuestos correspondientes en arcas fiscales. En diciembre de 2000 le informaron que por razones administrativas y de continuidad en el trabajo le iban a extender dos contratos, uno por la Subsecretaría de Transportes y otro por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, no obstante que seguía desempeñándose en el gabinete del ministro cumpliendo las mismas funciones. De conformidad a estos contratos percibía dos cheques mensuales por la suma de $1.250.000 cada uno, que se los depositaban, se trataba de cheques fiscales y extendía las boletas respectivas a cada subsecretaría. Aparte de las sumas de dinero señaladas no percibió otras, ya sea en cheque o en efectivo. A fojas 18.424 ratificó su declaración, agregando que los contratos los celebró con la Subsecretaría de Transportes y con la de Telecomunicaciones, que cree que fueron firmados por los subsecretarios; que las boletas las emitía a dichas reparticiones y que los pagos se hicieron con cheques fiscales que se depositaban en su cuenta corriente bancaria.

Javier Fernando Alberto Narbona Naranjo, a fojas 1.664, en la que señaló que ingresó a trabajar al Ministerio de Obras Públicas en 1968. Desde 1992 a 1994 desempeñó el cargo de Director Regional de Aguas en la Región Metropolitana y a partir de 1994 y hasta la fecha de su declaración se desempeña como Jefe del Departamento de Hidrología. Tiene la calidad de empleado público y percibe un sueldo equivalente al grado 3 de la Escala Única de Remuneraciones, que se paga con cheque fiscal, y cumple el horario normal de la administración pública. La suma de $4.860.000 corresponde a honorarios por labores adicionales desarrolladas entre agosto de 2000 y abril de 2001. Humberto Peña, Director General de Aguas, a mediados de 2000 le manifestó la posibilidad de mejorar los ingresos sobre la base de asesorías a la Coordinadora General de Concesiones. Dijo que se lo había propuesto el ministro Cruz, concretándose el ofrecimiento en agosto de ese año. No tuvo participación en la fijación del honorario adicional. En abril de 2001 suscribió un contrato de honorarios con la Dirección de Vialidad, por las sumas de dinero que percibe por ese contrato da la respectiva boleta y le pagan con un cheque fiscal. Las labores adicionales por las que se le pagó la suma de $ 4.860.000.-, consistieron en asesorar a concesiones en materia de aguas y el subdirector, Juan Antonio Arrese,  hacía de coordinador y nexo entre el grupo de la Dirección de Aguas que desempeñaba la labor adicional y Concesiones, efectuándole los requerimientos que formulaba concesiones. Hay varios informes que confeccionó que dan cuenta de su labor,  la que efectuaba después del horario normal, esto es, a partir de las 18,00 horas, en la noche y los fines de semana. Le pagaban la suma de $540.000 líquidos y por el primer pago recibió un cheque, que Juan Antonio Arrese le entregó en un sobre y para los siguientes le pidió el número de su cuenta corriente y mensualmente le depositaban un cheque. Emitió una boleta a Asyr Consultorías por el monto líquido de $2.700.000, por los pagos recibidos entre el período que va de agosto de 2000 a diciembre de ese año. Juan Antonio Arrese le dijo que tenía que extendérsela a esa empresa. No dio boleta respecto de lo percibido entre enero y abril de 2001, no le llamó la atención que no le pidieran porque pensó que se la iban a solicitar a fin de año, igual que en el período anterior. No recibió ninguna otra suma de dinero, pagada en efectivo o en cheque, por labores adicionales o sobresueldos, solucionadas por el Ministerio de Obras Públicas o empresas relacionadas. 
A fojas 14.388 (fojas 1.776 Letra A), señaló que desde antes de 1997 prestaba servicios profesionales en forma particular a la empresa Ingenieros Consultores Asociados Ltda. En el año 1997 sólo recibió honorarios de parte de esa empresa. Parece que se le extravió el talonario de boletas de honorarios que contiene las copias de las que extendió entre los meses de febrero a junio de 1997.

Ximena Marta Tudela Rubilar, a fojas 1687, señaló que ingresó a trabajar a la Coordinación General de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas en septiembre u octubre de 1995, desempeñándose como secretaria de Carlos Cruz hasta febrero de 2000, y en la época en que fue ministro también fue su secretaria entre esa última fecha y febrero de 2002. Después estuvo como tres meses en el pool de secretarias del ministro Etcheberry. En abril de 2002 la designaron secretaria del Director General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada, y a partir de septiembre de ese año desarrolló las labores de jefa de la Oficina de Partes de la citada dirección. Ingresó en el año 1995 mediante un contrato de apoyo celebrado entre el Ministerio de Obras Públicas y el Instituto de Economía de la Universidad de Chile y daba boletas a esa entidad,  pero fue Gate S.A. la que pagó su sueldo de los meses de marzo, abril, mayo, octubre, noviembre y diciembre de ese año. Gate S.A. en el año 2000 le pagó la suma de $800.000 por los meses de enero a agosto, y  $500.000 en septiembre. El Ministerio de Obras Públicas desde abril a diciembre de 2001 le pagó la suma de $584.000.- en virtud de un contrato de honorarios celebrado con dicho ministerio. Durante todo ese período le boleteo a Gate S.A. y al ministerio. Por instrucciones de Cruz percibió sumas de dinero entre abril y septiembre de 2000, como una forma de remunerarla por la excesiva labor que desempeñaba, y en total asciende a $4.500.000. En enero y febrero de 2001 percibió la suma de $584.000 cada mes y extendió dos boletas a Auditorias Ambientales; en febrero del mismo año dio una boleta por $584.000.- a Seguridad Industrial. De marzo a diciembre de 2001 percibió en efectivo la suma de $800.000, que le pasaba Rafael Urriola, jefe de gabinete del ministro Cruz. No dio boletas por ese período, porque no tenía instrucciones de a quién extenderlas. Le pareció raro, hizo notar su extrañeza, pero siempre se le dijo que la situación se iba a regularizar en un futuro cercano. Todas las sumas de dineros a que alude fueron percibidas por la labor de secretaria que desempeñaba en el Ministerio de Obras Públicas. Cumplía el horario normal de la administración pública pero normalmente se extendía más allá de dicho horario. Cree que en marzo o abril de 2002 se incorporó en calidad de contrata, percibiendo un sueldo equivalente a grado 12 de la Escala Única de Remuneraciones, mediante un cheque fiscal. Además, celebró un contrato de honorarios con la Dirección de Obras Hidráulicas que cree se extendió desde abril a diciembre de 2002, pagándosele la suma de $ 400.000 líquidos, mediante cheque fiscal y emitía la boleta al ministerio.  La calidad de contrata es la que mantiene a la fecha de su declaración, pero en un grado 9 directivo, no profesional. No se explica a qué corresponde la suma de $ 2.552.400.- que figura percibiendo en el listado que rola a fojas 543, porque solamente lo que ha indicado es lo que se le pagó por las labores de secretaria. 
A fojas 6.020, indicó que desde septiembre de 2002 se desempeña como jefa de la Oficina de Partes de la Dirección General de Obras Públicas, encontrándose a su cargo la custodia de todos los documentos, y para dar cumplimiento a los requerimientos del tribunal ha dado instrucciones a funcionarios para que saquen fotocopias de las  resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas Nº 444 de 6 de diciembre de 1999 y Nº 398 de 18 de  diciembre de 2000 y de otras, y por eso aparecen tan ajados los antecedentes relacionados con la primera resolución y suelto un documento denominado oferta económica que debería estar incorporada al empaste. Respecto del tomo 13 que contiene la resolución Nº 398, el motivo por el cual dos resoluciones aparecen despegadas del empaste, se debe a que en el proceso de fotocopiado el tomo ha sido manipulado sin el cuidado necesario y, a lo mejor, el empaste no ha sido de la mejor calidad. Para obtener fotocopias de los documentos a su cargo, siempre se le ha exhibido una orden del tribunal o se le ha dado una orden verbal o escrita de su superior jerárquico. Con motivo de la visita que el tribunal hizo al ministerio, relacionado con la incautación de unas resoluciones de la Dirección de Vialidad, el fiscal Norambuena cometió a dos abogados, Magaly Ascencio y Nelly Abarca, para que fueran las únicas que pudieran sacar las fotocopias. En algunas oportunidades, la Contraloría General de la República ha devuelto bastante ajadas o deterioradas algunas resoluciones que se han enviado para el trámite de toma de razón, y en ese estado se han enviado para su empaste e incorporación al tomo respectivo.
A fojas 14.439 (fojas 1.827 Letra A), exhibió su talonario y de su examen se advierte que no aparecen emitidas boletas al Instituto de Economía entre enero y junio de 1997, no obstante que la declarante en ese período prestó servicios en el ministerio mediante un contrato de apoyo que había celebrado dicha Secretaría del Estado con el Instituto de Economía. De julio de 1997 a febrero de 1999 las boletas de honorarios fueron emitidas al Instituto de Economía; de marzo a mayo de 1999 a Gate S.A.; de junio a septiembre de 1999 al Instituto de Economía; la de octubre de 1999 a Gesys y  Gate S.A. por $676.676 la primera y $750.000 la segunda; las de noviembre de 1999 a septiembre del 2000 a Gate S.A.- En enero, febrero y marzo de 2001 aparecen extendidas boletas de honorarios a Auditorias Ambientales las dos primeras y a Seguridad Industrial Limitada la última. Como desde abril de 2000 se desempeñó como secretaria del ministro Cruz, empezó a percibir honorarios del ministerio y cree que para ello firmó convenios de honorarios, los que fueron aprobados por resoluciones, y desde abril a septiembre de 2000, por lo tanto, percibió dineros por concepto de honorarios tanto del ministerio como de Gate S.A. Durante los meses de octubre, noviembre y diciembre de 2000 sólo percibió honorarios del ministerio y en los meses de enero, febrero y marzo de 2001 de Auditorias Ambientales y de Seguridad Industrial. Desde marzo de 2001 y hasta diciembre del mismo año percibió en efectivo la suma mensual de $800.000, como lo manifestó anteriormente.

Desde 1985 y hasta 1993 trabajó como secretaria del gabinete del Ministro de Economía, y Carlos Cruz se desempeñó como jefe de gabinete del ministro Ominami en 1989, época en que lo conoció. En 1995 estaba trabajando en la FISA y se encontró por casualidad con Cruz y la invitó a trabajar al ministerio, ingresando por el contrato de apoyo que a esa fecha estaba vigente. 
Ricardo Badilla Ohlbaum, a fojas 1.689, en la que expresa que trabajó en el Ministerio de Obras Públicas entre el 11 de marzo de 2000 y el mes de octubre de mismo año, desempeñando la labor de Coordinador General de Concesiones; que en ese período estaba vigente un contrato de apoyo con Gate S.A.,  que se había  celebrado el 13 de Septiembre de 1999, y en su calidad de Coordinador General suscribió el convenio ad-referéndum de 31 de julio de 2000 con esa empresa, representada por Peña Véliz, en virtud del cual  se modificó el monto del contrato inicial que era por $966.000.000, aumentándose en $474.000.000. La razón que tuvo presente para ampliar el contrato primitivo, fue que una nueva licitación pública podía demorar el sistema en 9 meses, lo que retrasaría las tareas que se estaban realizando con cargo a ese contrato. Previamente consultó a Arriagada, Director General de Obras Públicas, la conveniencia de proceder como en definitiva se hizo. Como aceptó  se siguió el procedimiento de rigor. Cree que fue el coordinador del área de administración de la unidad de concesiones, contraparte técnica del contrato, el que le avisó que el contrato primitivo estaba por vencer, le parece que en esa época dicho cargo lo desempeñaba  Jorge Torres. Para prorrogarlo hizo fe de lo que le manifestaron, reconociendo la firma estampada en el contrato que rola a fojas 272. Después el contrato se presentó en la Dirección General de Obras Públicas, para la dictación de la resolución que lo aprobara, la que  firmó el Director General de Obras Públicas; hecho, se envió a la Contraloría General de la República para la toma de razón, lo que ocurrió el 16 de octubre de 2000, a esa fecha  ya había renunciado al ministerio. El procedimiento señalado es el que se aplica a todos los contratos. Como en  su época todos los contratos  de consultoría y de servicios de apoyo tenían su respectiva contraparte técnica o inspector fiscal, eran ellos los que tenían la responsabilidad exclusiva de la correcta ejecución del contrato en los términos acordados. No le correspondía, por lo tanto, la supervisión y control de esos contratos. Lo señalado es la única participación que le cupo en relación a los contratos de apoyo o de asesoría celebrados entre el ministerio y Gate S.A.

A fojas 9.532, señaló que recibió y remitió, vía correo electrónico, las comunicaciones que rolan impresas a fojas 685, 697, 698, 699,700 y 706, que mantuvo con el ministro de la época, Carlos Cruz Lorenzen. Las referidas comunicaciones están datadas en la época en que se desempeñó como Coordinador General de Concesiones, entre el 11 de marzo y el 6 de octubre de 2000. El ministro Cruz, a comienzos de agosto, le solicitó la nómina de todas las personas que se desempeñaban en la Coordinación General de Concesiones con indicación de sus respectivos honorarios, nómina que le remitió vía correo electrónico, y es la que rola de fojas 686 a 696. El ministro le dio la instrucción en los términos de que da cuenta la comunicación que rola a fojas 697, que, en general, era que en la coordinación se iniciara un proceso de ajuste de personal y de remuneraciones, con la finalidad de rebajar el gasto en lo que restaba el año y con miras al ejercicio presupuestario de 2001. Recuerda que en cumplimiento del cometido  formuló líneas estratégicas que conversó con el Director General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada, también conversó con los coordinadores de las diferentes reparticiones transmitiendo la solicitud del ministro. Durante el periodo que se desempeñó como coordinador se iniciaron acciones para cumplir la instrucción, en orden a rebajar los gastos y definir el presupuesto para el año 2001. Como su labor duró hasta el 6 de  octubre de 2000, no alcanzó a completar el proceso solicitado. El personal que se desempeñaba en concesiones tenía diferentes calidades: agentes públicos, consultores asociados a proyectos y profesionales  y administrativos pagados a través de contratos de apoyo. Desconocía la existencia de un sistema paralelo para obtener fondos para el pago de remuneraciones y gastos que se generaba en la coordinación, lo que tampoco le consta.

A fojas 18.431 ratificó las declaraciones, agregando que el ministro Cruz le ofreció el cargo de Coordinador General de Concesiones y  que todos los que se desempeñaban en dicho organismo eran profesionales contratados bajo el sistema de honorarios y algunos tenían la calidad de agente público, como era su caso,  algunos contratos eran anuales y otros por tareas específicas, y sólo percibían el honorario acordado sin beneficios adicionales, como, por ejemplo, previsión, vacaciones, derecho al uso de licencia médica. Tiene la impresión que en la época en que estuvo habían aproximadamente  280 a 320  personas en la condición señalada, de los cuales 40 tenían la calidad de agente público. El profesional que tenía la calidad de agente público tenía la capacidad de gestión en determinados contratos y podía cumplir determinadas labores. La Coordinación General de Concesiones desarrollaba actividades más bien funcionales y toda la formalidad o las tareas de ese orden se realizaban a través de las diferentes direcciones del Ministerio de Obras Públicas, como la Dirección General de Obras Públicas o la Dirección de Contabilidad y Finanzas.

Su remuneración ascendía a la suma de $ 3.600.000.-, no recuerda si líquido o bruto, cree que era el sueldo más alto del ministerio y su monto consta en el respectivo contrato que celebró en su oportunidad con el Director General de Obras Públicas. La remuneración era pagada mediante cheque fiscal que se depositaba en su cuenta corriente bancaria. La del resto del personal era variable, existían rangos según la función que desempeñaban, y le parece que los agentes públicos percibían  una remuneración entre $ 2.400.000.- y $ 3.200.000.- En cuanto a la forma de pago, algunos profesionales estaban asignados a determinados contratos, esto es, a proyectos que por la vía de la concesión desarrollaba la Coordinación General de Concesiones, otros honorarios fueron solucionados con recursos provenientes del contrato de apoyo administrativo celebrado entre el Ministerio de Obras Públicas y Gate S.A., porque por ese contrato se debía proveer de servicio de apoyo de personal. Le parece que no había otros contratos de apoyo vigentes en el periodo en que se desempeñó como coordinador. Otros honorarios eran pagados por una partida presupuestaria consultada en el presupuesto de la Nación, sin recordar el número de la partida ni su monto. En general todos los honorarios eran pagados con cargo a una partida de la ley de presupuesto. Siempre sintió gran admiración por la labor desempeñada por la coordinación, porque no obstante su estructura reducida, ya que su dotación no excedía de 280 a 320 personas, se finiquitaron proyectos que significaron un gran aporte al país, debiendo,  en todo caso, reconocer que fue producto de una alianza del sector público y privado.

Al asumir el cargo y tomar conocimiento de la existencia del contrato de apoyo celebrado con Gate S.A. consultó acerca de su juridicidad y en detalle, pero era un contrato que venía ejecutándose del año 1999 y era uno de los que daba apoyo a la gestión de la Coordinación General de Concesiones. En junio el contrato vencía y era menester prorrogarlo por un corto periodo de tiempo para poder relicitarlo, y su sugerencia de renovarlo por 4 meses fue aceptada, dictándose la resolución respectiva que fue tomada razón por la Contraloría General de la República. Preocuparse en “detalle” significa que revisó  los alcances del contrato y  la asignación presupuestaria sobre la base de la revisión efectuada por los abogados y por la Unidad de Administración de la coordinación. La coordinación  tenía una Unidad Jurídica y una de Administración, y las propuestas que se generaban en dicha unidades que se traducían en una propuesta de resolución iba a la Dirección General de Obras Públicas para que se dictara la resolución definitiva  y supone que en ese servicio se cumplía con toda la tramitación legal, por lo tanto, en la Coordinación General de Concesiones sólo se hacía el diseño de la propuesta. El encargado de la Unidad Jurídica era Rafael Ibarra y Véliz de la de Administración.

El contrato adjudicado a Gate S.A. tenía un administrador y cree que la terminología legal es la de inspector fiscal, que era el encargado de velar que se cumpliera el contrato, la ejecución dependía de él, era soberano. El resto del personal, y en particular él, no tenían ingerencia en el contrato, pero, obviamente, tenían que preocuparse que el conjunto de las tareas asignadas se cumplieran para que la Coordinación General de Concesiones pudiera cumplir su labor. No recuerda quien era el administrador o inspector fiscal del contrato de Gate S.A., pero debería estar indicado en la respectiva resolución. La renovación de ese contrato no fue  una materia a tratar en el consejo consultivo.

El Director General de Obras Públicas de la época en que se desempeñó como coordinador era Eduardo Arriagada y la relación con el Ministerio de Obras Públicas era a través de dicho funcionario.

La dotación de personal de la Coordinación General de Concesiones de aproximadamente 300 personas era suficiente para las tareas que había que desarrollar, pero habría sido mejor tener una mayor cantidad de recursos porque siempre estaban apretados. La coordinación tenía tres ámbitos de acción: relativo a los contratos de concesión que ya estaban definidos, respecto de los cuales se requería apoyar la labor del concesionario para que llevar a cabo el proyecto en tiempo y forma; lo relativo a los contratos de concesión que estaban en proyecto respecto de los cuales la agenda del gobierno de la época presionaba para sacarlos adelante, lo que requería un trabajo multidisciplinario, y definido el proyecto era menester buscar inversionistas nacionales y extranjeros para llevarlos a cabo; y, por último, estaban “ los sueños” como, por ejemplo, las cárceles y hospitales concesionados y diferentes otras obras que ahora son realidad. 

Juan Félix Lobos Díaz, a fojas 1691, en la que señaló que ingresó a trabajar al Ministerio de Obras Públicas en 1958, ejerciendo el cargo de Director General de Obras Públicas desde 1990 y hasta el 13 de marzo de 2000, fecha en que asume Eduardo Arriagada Moreno; que en su calidad de Director General de Obras Públicas suscribió la resolución Nº 2311 de 16 de septiembre de 1998, mediante la cual se aprobaron los términos de referencia y bases administrativas y se aceptó la propuesta presentada por Gate S.A. para hacer el estudio denominado “Estudio y asesoría, diseño de un manual de procedimientos ambientales para carreteras concesionadas”; que la Coordinadora de Concesiones que, en esa época era dirigida por Carlos Cruz, estimó conveniente desarrollar el referido estudio, correspondiéndole analizar que la documentación estuviera conforme al reglamento, siendo un examen más bien de carácter formal. Como advirtió que estaba de acuerdo al reglamento dio instrucciones para que se dictara la resolución a que alude, la que se envió al ministro Tohá para su firma.  Por el monto del contrato no correspondía enviarlo a la Contraloría General de la República, para el trámite de toma de razón; que firmada la resolución quedó a cargo de la Coordinadora de Concesiones el desarrollo y ejecución del contrato, conforme a las bases de referencia; que en la misma calidad suscribió la resolución Nº 3546, de 6 de diciembre de 1999, mediante la cual se aprobaron los términos de referencia, la cotización de la consultora y el convenio ad-referéndum que se suscribió entre la Dirección General de Obras Públicas y Gate S.A., para la ejecución de la consultoría por trato directo denominada “Diseño e impresión de manual de procedimientos de auditoria ambiental para la concesión Ruta 5, tramo Santiago-Talca”, contratación que fue requerida y elaborada por la misma coordinadora, aprobación que sólo se refiere a velar por el cumplimiento de los requisitos reglamentarios; que a la época de firmar las dos resoluciones no conocía a Gate S.A. ni a sus representantes, por lo tanto, fue la coordinadora  la que la estimó competente para desarrollar la labor encomendada, debiendo, además, velar por el desarrollo y el cumplimiento de lo estipulado en los términos de referencia y en el convenio ad-referéndum.

Afirmó que no ha recibido la suma de $900.000.-  que figura en el listado que rola a fojas 542. Dejó fotocopia de las cartolas de su cuenta corriente del año 2000 que mantiene en el Banco del Estado, haciendo presente que de su examen se puede advertir que no aparece ingresada esa suma de dinero.


A fojas 4.988, se le exhibió copia de las siguientes resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas: Nº 89 de 19 de enero de 1998, 1.472 de 5 de junio de 1998, 41 de 12 de enero de 1999, 1.441 de 24 de mayo de 1999, 1.576 de 4 de junio de 1999, 1.233 de 7 de octubre de 1999, 3.218 de 11 de noviembre de 1999 y 579 de 18 de febrero de 2000, mediante las cuales se adjudicaron diversos convenios de aseo, mantención de oficina, servicios de auxiliares y recepcionistas a Servilily Ltda., manifestando que como Director General de Obras Públicas sólo le correspondía analizar el contenido de las cláusulas estipuladas en las resoluciones o convenios respectivos. En consecuencia, no participó ni en la elaboración del convenio ni en el desarrollo o ejecución del contrato. Como Director General de Obras Públicas suscribió todos los documentos en los términos que en ellos se indica, debiendo haberse utilizado el conductor regular, que consiste en que el servicio operativo correspondiente envía a la dirección los documentos para su firma.  No tenía conocimiento ni nadie le pidió la anuencia, para que con cargo a algunos de los contratos aprobados por las resoluciones señaladas se les pagara remuneración extraordinaria a ciertos funcionarios del ministerio, sin desempeñar las labores señaladas en dichos convenios. Nunca supo cómo se ejecutaron los contratos, porque es imposible desde el punto de vista práctico y reglamentario hacer un seguimiento a todos los contratos que se generan en Obras Públicas, y, además, la responsabilidad en la ejecución recae en el servicio respectivo y parte importante en el inspector fiscal o contraparte técnica del contrato.

Situación similar se verificó respecto a las resoluciones que fueron citadas en el auto de procesamiento de fojas 3.908, que son las siguientes: Nº 55 de 21 de febrero de 2000, 1.600 de 7 de junio de 1999, 3.151 de 5 de noviembre de 1999, 2.087 de 21 de junio de 1999, 1.606 de 7 de junio de 1999, 2.506 de 7 de septiembre de 1999, 1.609 de 7 de junio de 1999 y 560 de 27 de julio de 1998, y nunca tuvo conocimiento que con cargo a esos contratos se pagaron honorarios adicionales o sobresueldos a funcionarios del ministerio.


No estaba en conocimiento de los procedimientos destinados a pagar sobresueldos u honorarios adicionales a algunos funcionarios del ministerio y tampoco sabía que la planta directiva o determinados funcionarios percibían sobresueldos u honorarios adicionales a través de cualquier tipo de contrato.

A fojas 18.865, ratificó sus declaraciones y agregó que nunca en su calidad de Director General de Obras Públicas dio a Carlos Cruz Lorenzen, Coordinador General de Concesiones, instrucciones para que efectuara una administración centralizada de los dineros consultados en las partidas pro forma o en las partidas por gastos de administración general, y que tampoco le informó que pretendía o que estaba efectuando esa administración centralizada, porque la Coordinación General de Concesiones no dependía orgánicamente de la Dirección General de Obras Públicas, entendiendo que funcionalmente dependía exclusivamente del Ministro de Obras Públicas.
Mónica María Pardo Pardo, a fojas 1807, en la que expresó que ingresó a trabajar al Ministerio de Obras Públicas en 1994, adquiriendo la calidad de contrata en 1995 o 1996; que a fines de 1997 fue designada Jefa del Departamento de Conservación y Protección de los Recursos Hídricos, cargo que desempeña a la fecha de su declaración; que todas sus remuneraciones  han sido pagadas mediante cheque fiscal, que se deposita en su cuenta corriente, cumple el horario normal de la administración pública y percibe un sueldo equivalente al grado 4 de la Escala Única de Remuneraciones; que la suma de $4.860.000.- que figura en el listado que rola a fojas 542, los empezó a percibir a partir de agosto de 2000 y hasta marzo de 2001, a razón de $540.000 mensuales. El primer cheque se lo entregó el sub-director Juan Antonio Arrese,  los siguientes fueron depositados en su cuenta corriente. El primer cheque no era fiscal y no recuerda quién era el cuenta correntista; que mucho tiempo antes de que comenzara a percibir este ingreso, le planteó al director del servicio, señor Peña, su interés por efectuar labores sobre su materia en el ministerio o en organismos diferentes, para aumentar el ingreso mensual. Como a los seis meses le manifestó que el ministro Cruz estaba consciente de la necesidad de mejorar los sueldos y que para ello podía efectuar asesorías a la unidad de concesiones; que su labor de asesoría consistió en analizar la legislación ambiental aplicable a  las obras hidráulicas, que después debían ser sometidas al sistema de evaluación de impacto ambiental. Esta labor se tradujo fundamentalmente en un gran informe final, que debería estar en el Departamento de Concesiones; que Peña le comunicó el monto de sus honorarios como una suma fija a percibir, entregando una boleta por la suma de $3.000.000 a Asyr Consultorías con fecha 26 de Diciembre del 2000. Fue Arrese quien le dio el nombre de la empresa a la que debía extender la boleta y el monto. No dio boletas por el monto total percibido, porque Arrese le decía que no tenía instrucciones sobre la materia y que tenía que esperar. Con el curso del tiempo se olvidó. Siempre asumió que el sistema era regular y normal, porque la unidad de concesiones aparentemente funcionaba así, porque no formaba parte de la estructura orgánica del servicio. Aparte de las sumas de dinero indicadas, no percibió otras ya sea en cheque o en dinero efectivo.
Jorge Pablo Chávez Weissner, a fojas 1.875, en la que señaló que es el representante legal, gerente general y accionista de la empresa R& Q Ingeniería S.A. y que, a fecha de los hechos que se investigan, se desempeñaba como gerente de administración y finanzas y, además, era socio de la empresa. La sociedad tiene como giro comercial la de consultora en ingeniería, esto es, le corresponde desarrollar distintos tipos de estudios, proyectos y asesoría de inspección de obras de infraestructura, siendo el Ministerio de Obras Públicas  el principal mandante, particularmente en las áreas de concesiones, vialidad, ingeniería hidráulica y transporte urbano; que la empresa en enero de 2000 fue invitada a participar en el proceso de licitación privada del concurso denominado “Apoyo al proceso de expropiación, concesión Ruta 5: tramo Santiago-Talca (Santiago-Pelequén) y acceso sur a Santiago ( Zona urbana)”, remitiéndoseles las bases de la consultoría. El 2 de febrero del mismo año presentaron la oferta técnica y económica, y el 14 de marzo de 2000, luego de las evaluaciones correspondientes por parte del ministerio de las ofertas presentadas, se les adjudicó la propuesta mediante resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 55, tomada de razón por la Contraloría General de la República. Para finiquitar lo procesos de licitación privada, el ministerio debe designar a funcionarios para que conformen una comisión de apertura de las ofertas, otra de revisión de las mismas y otra de adjudicación. La empresa debió haber enviado a un representante al acto de apertura y normalmente  envían al personal administrativo encargado de elaborar la oferta final. Dolores Rufián fue la que envió una carta datada el 25 de enero de 2000, invitándolos a participar en el concurso. La empresa está inscrita en el Registro de Consultores del Ministerio de Obras Públicas, figurando en la lista respectiva con el Nº 20, está incorporada cree que desde 1981. El contrato a que hace alusión constaba de dos fases: Fase A, de apoyo al proceso de expropiaciones en todos los aspectos administrativos y judiciales, y una Fase B, que corresponde a asesorías especializadas en temas  relacionados con el proceso expropiatorio, para apoyar la labor de la unidad ejecutiva de expropiaciones. El contrato tenía un valor de UF 30.800 con una duración aproximada de 300 días. Estando en plena etapa de desarrollo del proyecto, en abril de 2000, Abdón Naim Pajundakis, encargado del área de proyectos, tuvo una conversación telefónica con el inspector fiscal del proyecto Héctor Quiroz Astorga, oportunidad en que éste le manifestó que, por órdenes superiores, estaban excluidos de la realización de la Fase B del proyecto, porque estaba siendo ejecutada por un tercero, instruyéndolo en el sentido que debía cobrar la totalidad de esa fase en el estado de pago, para que después pagaran al tercero que estaba ejecutando la labor.

Añadió que en enero del presente año, al tomar conocimiento que la empresa había hecho pagos que se estaban cuestionando, le consultó a Naim sobre la materia, manifestándole  que no objetó las instrucciones de Quiroz porque lo estimó un valor pro-forma, además le dijo que Quiroz le había expresado que para inquirir mayores detalles debía ponerse en contacto con el jefe de finanzas de concesiones Sergio Cortés, y que al hablar telefónicamente con él le manifestó que la empresa recibiría una factura o boleta de servicio a nombre de Gate S.A., debiendo emitir el cheque por la fase B a esa empresa. En esa oportunidad, supo que el 5 de abril de 2000 se emitió el estado de pago por el encargado administrativo de proyectos  viales, Benjamín Soto, por instrucciones dadas por Naim, y también la boleta correspondiente de la empresa a nombre del ministerio por la suma total de $80.752.392, la que luego de una retención del diez por ciento fue pagada el 17 de abril por la suma de $72.677.153. También se informó que después que Naim recibió la boleta Nº 92, emitida por Gate S.A. por la suma de $42.603.764, que al parecer fue hecha llegar por un junior, la encargada de tesorería Carola Gaete confeccionó el cheque Nº 166.168 del Banco Corpbanca cuenta N º 57.021847 de la oficina Ñuñoa,  que fue firmado por el socio Rodrigo Quiroga Cortés, porque estaba ausente de la oficina. El cheque fue retirado por la misma persona que llevó la boleta, cobrándose el 24 de abril de 2000. Naim me dijo que le había preguntado al inspector fiscal Héctor Quiroz si el trabajo pagado a Gate se había efectuado, respondiéndole que sí. Aparte de esta operación nunca su empresa se había relacionado, ya sea comercial o profesionalmente con Gate S.A. o su representante. La suma de dinero girada a Gate S.A. fue considerada como gasto por el contador Manuel Zamorano, porque la boleta tenía el visto bueno de Naim y, además, era un documento contablemente aceptable como gasto. No ha recibido peticiones similares a la descrita ni otras que se traduzcan en efectuar aportes de recursos al ministerio. No puede responder  por el resto del personal de su empresa, porque la situación planteada a Naim sólo la conoció en enero de 2003. Sólo ha tomado conocimiento que su empresa ha sido requerida para pagar gastos contemplados en los contratos, pero imputables a las partidas que están específicamente estipuladas en los contratos, tales como arriendos de vehículos, estacionamientos, computadores, arriendos de oficina y equipos topográficos, gastos que en ningún caso se imputaron a partidas pro-forma. 


Agregó que en varios contratos de consultoría celebrados con el ministerio se incorporan partidas pro-forma, a la que, obviamente, deben imputarse  los gastos que señala el inspector fiscal en su calidad de contraparte técnica del contrato. En ese caso el inspector fiscal le remite la factura o boleta al encargado de la ejecución del  contrato, debiéndose verificar si efectivamente obedecen a gastos propios del contrato, haciéndose fe de que así es. En ese entendido, tiene la certeza de que en los contratos de asesoría celebrados con el ministerio nunca se imputaron a las partidas pro-forma gastos no relacionados con el contrato. Habitualmente se entregaba la factura o boleta de servicio por el inspector fiscal  al encargado del proyecto, éste la visaba y luego  la remitía al departamento de contabilidad para su pago.

A fojas 15.051 (fojas 2.437 Letra A), en relación a la asesoría denominada ”Asesoría Global de Expropiaciones para la Coordinación Gral. de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas”, a que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 65 de 5 de abril de 2002, señaló que dicha asesoría les fue adjudicada y se tradujo en la contratación de un importante número de profesionales para asesorar a la unidad ejecutiva de expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones. A la época de adjudicación de dicha asesoría se desempeñaba como Gerente de Administración y Finanzas, y Nain Pajundakis era el Gerente de la Unidad de Proyectos Viales y, por lo tanto,  él fue el encargado directo de la ejecución de esta consultoría. La empresa se  ha especializado en cuatro grandes rubros: proyectos viales a cargo de Abdón Naim, proyectos hidráulicos a cargo de Jorge Chávez Sánchez, asesoría de inspección técnicas de obras y de obras concesionadas a cargo de José Luis Galassi y proyecto de área de transporte a cargo de Rodrigo Quiroga. Le parece que Carlos Cruz Lorenzen fue contratado durante el año 2003, para que prestara una asesoría en el área de concesiones, básicamente en el “desarrollo del modelo del negocio”. Tiene la impresión que la asesoría la prestó durante un período de 3 a 4  meses y no sabe si hubo un contrato formal. La asesoría la habría prestado a profesionales de la empresa en el área de concesiones. A fojas 18.480 ratificó su declaración.
Luis Humberto Ayala Riquelme, a fojas 2005, en la que señaló que es socio de AC Ingenieros Consultores Ltda. constituída con Guillermo Cabrera Fajardo en 1985. En 1993 por cuestiones de funcionamiento operativo separaron el desarrollo de los proyectos, encargándose cada uno, en forma independiente, de su gestión y administración, pero llevando una contabilidad única, haciéndose cargo de coordinar y supervisar el funcionamiento administrativo de la empresa. Sólo la rama que dirige se ha relacionado con la unidad de concesiones del Ministerio de Obras Públicas desde el  21 de noviembre de 1996. La especialidad de la empresa se vincula con las obras públicas y tiene que ver con el aprovechamiento de las aguas, las obras hidráulicas, las obras fluviales, los canales, embalses, obras de riego, sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias, las obras de control de aluviones y los temas relacionados con los ríos y su interacción con el mar. Se ha relacionado con el ministerio participando en licitaciones públicas y privadas, también mediante convenios por trato directo. Afirmó que, aparte de los hechos relacionados con Gate, su empresa sólo pagó gastos del ministerio previamente establecidos en los contratos y en sus términos de referencia y bases administrativas, ya sea bajo la fórmula de la partida pro-forma o porque los gastos estaban determinados en las bases de la licitación. Dentro de ese contexto efectuaba el pago correspondiente solicitado, si la factura o boleta aparecía razonablemente relacionada con el contrato adjudicado.

Agregó que en el mes de  junio o julio de 1999 fue requerido por Roberto Salinas Briones, inspector fiscal de varios proyectos en realización y con quién tenía una relación de confianza profesional por este trabajo permanente, para que apoyara financieramente y en forma transitoria a un consultor que trabajaba para la unidad de concesiones, porque el ministerio no contaba con los fondos para ello. Agregó que la devolución de su aporte sería hecha por el consultor cuando el ministerio le pagara sus honorarios. Salinas le indicó que debía girar el cheque a un señor llamado Héctor Peña, suponiendo que era el consultor para quien se pedía el apoyo financiero. El monto del cheque ascendió a la suma de $20.400.000.-, y dos meses después recibió la boleta Nº 58 de la empresa Gestión Ambiental y Territorial, datada el 8 de septiembre de 1999, por igual suma. Revisando la libreta del banco advirtió que el cheque fue girado a nombre de Peña. No recuerda si el cheque fue girado nominativamente. Salinas hizo la petición verbalmente. Ni Gate S.A. ni Peña efectuaron a la empresa consultoría alguna, no los conoce. En el mes de enero de 2000 le recordó a Salinas que estaba pendiente la devolución del monto indicado, ya que había concluido la ejecución presupuestaria de 1999, manifestándole que la situación con el consultor no se había regularizado, y que con seguridad eso ocurriría en el presupuesto del año 2000, lo que no le llamó la atención porque ocurre en todos los servicios del ministerio, en que se adelantan pagos de consultoría que están recién iniciándose o bien se dejan pagos rezagados y programados para solucionarlos con cargo a presupuestos de años siguientes. El segundo cheque también fue solicitado por Salinas y para el mismo fin, pero en este caso le pidió girar el documento a nombre de la empresa Gestión Ambiental y Territorial por la suma de $16.000.000, girándose el 2 de marzo de 2000 una vez que se recibió la boleta Nº 85 de 24 de febrero de 2000. Aceptó esta petición no obstante que estaba pendiente la devolución del dinero por el consultor, porque supone que debió haber pensado que se trataba de otro  y, además, porque iba asumir un nuevo Presidente de la República en marzo de 2000 y era lógico pensar que los equipos técnicos se iban a mantener, porque seguía la misma corriente política de gobierno, que seguramente iba a regularizar la parte financiera de la unidad de concesiones que tenía problemas de pagos con los consultores. La devolución de estas sumas de dineros aún se encuentra pendiente de pago. En  el aspecto tributario la empresa trató los pagos como gastos con los respaldos de las boletas correspondientes y así fueron considerados en los estados de resultados de dos años. Su propósito es regularizar esta situación a la luz de los acontecimientos que hoy conoce. Agregó que no le parecieron extrañas las peticiones, atendida la relación de confianza técnica y profesional construida hace casi 7 años de trabajo con el personal de la unidad de concesiones, y particularmente con Salinas que fue designado como inspector fiscal en varios contratos que se adjudicó su empresa, y que aparte de las sumas de dinero a las que alude y a los pagos efectuados con cargo a la partida pro-forma o conforme a los términos de referencias y a las bases de licitación de los contratos que su empresa se adjudicó, es enfático en señalar que jamás se les solicitó otras sumas de dinero y obviamente jamás entregó cantidades de dinero por concepto diferente a las señaladas. 
A fojas 9.769, señaló que las conclusiones efectuadas en la pericia del perito judicial Jorge San Martín Zabala, agregada a fojas 3.836 y siguientes, se pueden explicar porque los contratos que fueron adjudicados por el Ministerio de Obras Públicas eran a suma alzada y, por lo  tanto, en las ofertas que se presentaron se efectuaron estimaciones en lo relativo a los gastos en que se iba a incurrir para su ejecución. En las ofertas se consideran los honorarios, utilidades y gastos generales, y aprobada la oferta por el mandante es independiente la forma como se ejecuta el proyecto, tanto se cumplan con los objetivos como el calendario. Para asegurar la buena ejecución del proyecto, al inicio de los contratos se entregan boletas de garantía, equivalente al 5% de los contratos, y, además, el mandante retiene el 10% de los primeros estados de pago, hasta completar el 5% del precio del contrato, que es devuelto una vez que se liquida. En cuanto al punto 5 de las conclusiones finales de la pericia, manifestó que la cantidad de horas no imputadas a proyectos no tiene ninguna relación con las horas que aparecen en los presupuestos aprobados por el ministerio, ya que el número de horas que se indica en las ofertas es solo referencial, tanto es así que lo que finalmente determina un presupuesto de consultoría es el producto del número de horas por el precio unitario. El consultor en la oferta define arbitrariamente el monto del precio unitario y el número de horas que asignará a cada profesional, ya que ese número de horas no tiene porque coincidir, es un número referencial solamente. En la suma alzada todos los riesgos y beneficios son de cargo del consultor y si el número de horas que se estimó es insuficiente debe igual cumplir con el contrato a su propio costo. Por el contrario si el número de horas dedicada es menor, los beneficios del proyecto forman parte de las utilidades de la empresa, los que normalmente se destinan en parte a preparar otras propuestas porque son costos del consultor.


Agregó que efectivamente Ximena Nazar Rodríguez emitió dos boletas de honorarios a nombre de la sociedad APR Ingeniería S.A., ambas por la suma de $ 1.350.000.-, porque como especialista en comunicaciones fue contratada para que desarrollara una asesoría en participación y consulta ciudadana, para proyectos que la empresa tenía previstos para fines de 2001 y comienzos de 2002, pero que por situaciones ajenas no se les adjudicó. Nazar fue recomendada por alguien de la Coordinación General de Concesiones, sin recordar el nombre de esa persona. En definitiva no trabajó pero igual se le pagaron sus honorarios. Tenía entendido que a la época de los pagos no era funcionaria pública y, por lo tanto, trabajaría como profesional independiente. Los pagos efectuados a Ximena Nazar se consideraron como gastos de la empresa. Ignacio Gysling Vidal, arquitecto, trabajó para la sociedad desarrollando asesorías en planificación y desarrollo urbano durante 9 meses, se desempeñó como experto independiente y tiene entendido que no era funcionario público en la época en que prestó esos servicios. Los hermanos María Luisa y Luis Alfredo Solar Pinedo también prestaron servicios reales a APR Ingeniería S.A., la que sólo participó en contratos adjudicados por la Unidad de Concesiones en el 2000 y a fines de 2002.


Los pagos efectuados a Gate S.A, por un  monto total de $ 36.400.000.-, y los pagos de honorarios que hizo APR Ingeniería S.A., que se gestaron y efectuaron de la manera declarada, fueron considerados como gastos de la empresa y, por lo tanto, se tradujo en una disminución de utilidades de las sociedades.


A fojas 11.955, manifestó que Roberto Salinas Briones, ingeniero de la Coordinación General de Concesiones, le solicitó que participara en lo que llamaban “lista corta”, cotizando para la ejecución del servicio. El trabajo se les adjudicó y tenía dos componentes: la restitución areofotogramétrica propiamente tal, subcontratada a una empresa externa de nombre Eagle Mapping Sudamérica S.A., y la realización del catastro de los canales que forman parte del sistema de riego, para el estudio orientado a determinar la factibilidad de entregar en concesión el Embalse Alicahue. Salinas le dijo que la coordinación, en esa época 1999-2000, tenía un programa para concesionar diversos embalses, entre ellos, Alicahue, en el que participaron; el Bato, Convento Viejo, Ancoa, en los que tuvieron alguna participación. A la fecha de su declaración están trabajando en la concesión del embalse Puntilla del Viento, en el Aconcagua. La segunda parte del trabajo lo efectuaron ingenieros que conformaban el equipo de profesionales de la sociedad, cuyos nombres por el tiempo transcurrido no recuerda. A Salinas se le entregó un informe completo que contenía los dos aspectos del estudio, esto es, la información aerofotogramétrica y del catastro de canales. Se emitió la factura el 29 de diciembre de 2000, el mismo día de la resolución, no obstante que el trabajo se estaba efectuando y no estaba terminado, porque fue una instrucción dada en ese sentido por la unidad de administración de  concesiones.


Roberto Salinas Briones en el segundo semestre de 2000, época en que le parece que no estaban efectuando ningún trabajo para la Coordinación General de Concesiones, le manifestó que tenía dificultades para “mantener activo profesionalmente” a un ingeniero con experiencia en trabajos de terreno, relacionados con actividades municipales, de la minería, de obras públicas y vivienda. Le dijo que se apellidaba Torres, no sabe su nombre de pila. Con las características profesionales que verbalmente le dio, porque no recuerda que le haya pasado en ese momento un currículo, le dijo que la empresa pagaba por honorarios el valor de 1 o 1,5 unidades de fomento por hora y en el orden de 100 horas mensuales, para un plazo de 4 a 6 meses. No conocía a Torres, en realidad nunca lo conoció. Salinas a lo mejor después le pasó un currículo. Le parece que evaluó la posibilidad de su contratación con Carlos Andreani, David González, y un señor de apellido Prieto, decidiendo incorporarlo al equipo. Tiene entendido que Torres nunca se acercó a la empresa y se le intentó ubicar con la finalidad de incorporarlo a proyectos, entre ellos el de Sílica, sin embargo le parece que no fue habido y, por lo tanto, nunca prestó servicios  y no obstante ello el 12 de enero de 2001 se le pagó la suma de $ 10.800.000.-, mediante cheque que la empresa APR Ingeniería S.A. mantenía en el  Banco Sudamericano, que es el que se exhibe. Se pagó por un servicio que nunca se prestó, porque en la empresa, a fin de año, se giran los cheques a todos los profesionales y proveedores que documentan con boletas y facturas del año, para efectos de evitar una carga tributaria sobre los ingresos que ya tiene la empresa, se anticipan pagos por varios meses frecuentemente. Le parece que en marzo de 2001 le hizo presente a Roberto Salinas la circunstancia de que Torres no había sido habido, no había efectuado ningún trabajo y se le habían pagado sus honorarios, con la finalidad que lo ubicara pues suponía que lo conocía. Salinas sólo le dijo que se iba a preocupar del tema, cosa que no sucedió. Desconoce las razones por las cuales el cheque fue girado a la orden, a lo mejor se giró de esa manera porque el beneficiario no tenía cuenta corriente bancaria. El pago de la suma de $ 10.800.000 se tradujo en un gasto de la empresa y en una disminución de la caja, que tuvo que ser asumida por los profesionales que trabajaron en subsidio de Torres. Dichas declaraciones las ratificó a fojas 18.517.

Paula Linda Cruz García, a fojas 2.160, en la que señaló que ingresó en 1994 a trabajar al Ministerio de Obras Públicas, siendo contratada a honorarios que se pagaban con cheque fiscal, previa emisión de una boleta al ministerio. Aproximadamente en marzo de 1995  adquirió la calidad a contrata, que es la que mantiene hasta la fecha de su declaración, y el sueldo es equivalente al grado 11 de la Escala Única de Remuneraciones. Siempre ha desempeñado labores de secretaria del director, primero lo fue de Pablo  Anguita, en la Dirección de Riego, pero cuando fue designado Coordinador General de Construcción en la Coordinación General de Concesiones siguió desempeñándome como su secretaria. En el período que va de mayo a diciembre de 2000 sólo percibió la suma total de $4.616.658 y extendió las siguientes boletas de honorarios: en mayo, junio, julio y agosto de 2000 por la suma de  $750.000 cada una a GATE S.A. y el 29 de diciembre de 2000 una por el total de $1.616.658 a Asesorías Ambientales Limitada,  por lo tanto, no se explica porqué en el listado de fojas 537 aparece percibiendo la suma de $8.100.000 y en el de fojas 542 la suma de $2.909.842, lo que hace un total de $11.009.984.  Es enfática en señalar que no recibió más de lo que boleteó, ya sea en dinero en efectivo o cheque. Por las fechas de sus boletas  la labor la habría realizado entre mayo y diciembre de 2000,  no era propiamente una labor adicional, se trataba del pago de labores efectuadas en horario extraordinario, por el excesivo trabajo. En ese período su jefe era Pablo Anguita, Director de Vialidad, y él le informó que se pagaría una suma de dinero adicional a su sueldo. En el Servicio de Impuestos Internos no se le formuló ningún cargo, porque su documentación coincide con la que mantiene dicho servicio. Nunca le pidieron un currículo para pagarle en virtud del contrato de apoyo M.O.P.-GATE, solo a raíz de los hechos que se investigan  se enteró de que aparentemente su sueldo adicional fue pagado por GATE S.A. Los cheques se los pasaba  Juan Carlos Véliz o Luis Jara.
A fojas 15.809 (fojas 3.292 Letra A), señaló que  ingresó a contrata al Ministerio de Obras Públicas en 1995, grado 11, renunciando a ella aproximadamente en agosto de 1997 porque fue contratada para desempeñarse en la Coordinación General de Concesiones, con un sueldo aproximado de $ 620.000.- que pagaba el Instituto de Economía mediante cheque y con la liquidación de sueldo respectiva. Esta situación se mantuvo hasta abril de 2000. Pablo Anguita, Coordinador General de Construcción de la Coordinación General de Concesiones, en mayo de ese año, fue nombrado Director de Vialidad y se fue a trabajar con él con una contrata grado once. Con la finalidad de mantener la remuneración que tenía en la coordinación, atendido a que la contrata equivalía a una cantidad aproximada de $ 300.000.-, Pablo Anguita le dijo que se iba pagar la diferencia, la que percibió en dinero efectivo o mediante cheque. No recuerda de qué cuenta corriente provenían los cheques y a veces no se pagaba la diferencia en el mes correspondiente, sino que la recibía después acumulada con otros meses. En ese período debía recibir una diferencia equivalente a $ 300.000.-, pero en más de una oportunidad se le entregaba un cheque por $ 670.000.-, esto es, por el doble, cheque que cobraba devolviendo a Juan Carlos Véliz como $ 300.000.- en efectivo. Nunca le explicaron porqué emitían un cheque a su nombre por una suma mayor y Juan Carlos Véliz nunca le dio recibo por la suma que le devolvía. Por estas diferencias de sueldo emitió las boletas N° 15,16, 17 y 18 a Gate S.A. y a Auditoria Ambiental Ltda. Tiene la impresión que los pagos dobles que recibió están respaldados con esa boletas, por lo tanto, tratándose de esas sumas de dinero sólo percibió la mitad de lo que en ellas se indica. Durante todo el año 2001 la diferencia fue pagada en cheque o en efectivo, no siempre de manera regular. Nunca se le dijo cuál era el origen de los dineros y sólo en noviembre de 2001 se le informó que debía emitir una boleta de honorarios a la Facultad de Economía y Administración, emitiendo aquella signada con el N° 21 y por $ 2.129.400.- y en enero de 2002 emitir otra a igual facultad por $ 491.400.-, Por lo tanto, por la diferencia de sueldo de todo el 2001 emitió las boletas N° 21 y 22.  Sólo hasta diciembre de 2001 mantuvo la remuneración que percibía en la coordinación, pagándose la diferencia de la manera señalada. Entre enero y septiembre de 2002 se fue en comisión de servicio a la Dirección de Obras Públicas y, por lo tanto, su sueldo se lo pagaba Vialidad.  Obras Públicas sólo pagó horas extras en octubre, noviembre y diciembre de 2002 por la suma de $ 133.000.- cada mes. En enero de 2003 pidió permiso sin goce de sueldo y se fue a trabajar a Méndez Junior como seis meses y en julio o agosto de 2003 se reincorporó a Vialidad a contrata, manteniendo el sueldo grado 11, y después fui trasladada a la Dirección Obras Hidráulicas manteniendo el mismo grado y remuneración de $ 300.000.- aproximadamente.
Héctor Raúl Henríquez Recabarren, a fojas 2189, en la que expresa que no participó en ninguna reunión en la cual el ex ministro Cruz haya solicitado ayuda para superar los déficit presupuestarios del Ministerio de Obras Públicas, por lo tanto, no son efectivas las publicaciones que aparecen en la prensa en el sentido de que haya participado en una reunión que se efectuó en Marbella o en su casa. También no tiene conocimiento de que algún ejecutivo de su empresa haya participado en dichas reuniones. El último contrato de ejecución de obra que celebró con el Ministerio de Obras Públicas fue en 1996, para la construcción del archivo del Registro Civil e Identificación. Han ejecutado obras de vialidad para las empresas concesionarias de obra pública, que se han adjudicado licitaciones internacionales convocadas por el ministerio, una de ellas fue la construcción del camino de Nogales-Puchuncaví, construído íntegramente por Delta, siendo la concesionaria la empresa Camino Nogales-Puchuncaví, constituida en un 85 por ciento por el grupo Cruz Blanca y un 15 por ciento por Constructora Delta, contrato que se ejecutó en los años 96-97. También han construído obras desde 1997 a 2002 a través de la constructora Ferrodel  para las concesionarias Ruta 5 Talca-Chillán y Túnel El Melón S.A.

Lo normal es que sean a suma alzada los contratos de construcción de obra material que celebra la  concesionaria  con la constructora, pero para cubrir imprevistos hay partidas denominadas “a serie  de precios unitarios”. La constructora se relaciona con los concesionarios. Sin embargo, el ministerio designa a un inspector fiscal que es el representante del Estado en la concesión, que es quien debe relacionarse con la  empresa concesionaria. Nunca durante la ejecución de las obras tuvo conocimiento que la empresa concesionaria fue requerida por el inspector fiscal para efectuar pagos diversos, tampoco tiene conocimiento que algún inspector fiscal haya hecho solicitudes de dinero por un determinado concepto. 
Andrés Ricardo Elgueta Gálmez, a fojas 2196, en la que expresó que se desempeñaba como gerente técnico de la Belfi S.A. y que en el mes de junio de 2000 concurrió a la Dirección de Vialidad con su hermano Enrique Elgueta y José Miguel Méndez, a conversar con Pablo Anguita para solicitarle que adoptara las medidas pertinentes para que se les entregara el terreno en que  estaban construyendo la obra Puente Maule, pues sólo se había hecho una entrega parcial del terreno y la demora estaba irrogando demoras y daños a la empresa. Le expusieron el tema y quedó de adoptar las medidas correspondientes para solucionar el problema y Anguita, en los momentos que se retiraban, le pidió a su hermano que se quedara un minuto. Al salir les dijo que Anguita le había pedido que comprara o pagara  un estudio. Percibió a su hermano incómodo y no recuerda que en esa oportunidad le haya dicho el valor del presunto informe. Al llegar a la oficina comentó  que el valor del estudio era de  $100.000.000. A fines de noviembre de 2000 llegó a sus manos el  Manual de Estudio Ambiental, elaborado por la empresa GATE S.A. Su hermano como Gerente General pudo disponer el pago de los $100.000.000, sin previa consulta del Directorio.  No tiene conocimiento que los inspectores fiscales de los contratos en ejecución, hayan hecho uso irregular de las sumas de dinero que consulta la partida pro-forma de un determinado contrato. Tampoco tiene conocimiento de que algún inspector fiscal haya imputado a un determinado contrato gastos no relacionados con el mismo. 
Álvaro Rodrigo Parra Patiño, a fojas 2151, en la que señaló que ingresó en 1993  al Ministerio de Obras Públicas para realizar una práctica de técnico en computación, luego en septiembre fue contratado como técnico a contrata para desempeñarse en la Dirección de Planeamiento. En enero de 2001 pasó a tener la calidad de contratado a honorarios, pagándosele con un cheque fiscal, previa entrega de la boleta respectiva. Desde abril de 2002 se desempeña en la Dirección de Vialidad, cumpliendo el horario propio de la administración pública. Cuando se desempeñaba con la calidad de contrata  laboraba en computación y cuando en el año 2001 fue destinado a la Dirección de Planeamiento debió apoyar los proyectos de agua potable rural. A partir del segundo semestre de 2000 y  hasta abril de 2001 trabajó en el Sistema de Administración Financiera,  y le parece que por esa labor le pagaron la suma de $1.451.428, en cuotas mensuales de $200.000. No dio boletas porque nadie se las exigió, tampoco nunca preguntó a quien tenía que dárselas. No se cuestionó el hecho de que no se la exigieran.  Sacó cuenta corriente en marzo o abril de 2001, y revisando la cartola advirtió que aparecen depósitos efectuados mediante cheques, razón por la que, por el período anterior, no está  en condiciones de afirmar si le pagaban en cheque o con dinero efectivo. La persona que lo invitó a realizar labores adicionales fue su jefe Sergio Cortés. Generalmente las labores adicionales las cumplía fuera del horario normal de trabajo, incluso los fines de semana. La labor principal y la adicional las desarrollaba en el edificio central del ministerio ubicado en Morandé Nº 59, pero parte de la adicional en su domicilio. Por la labor principal recibía la suma de $800.000.-,  asimilable a un grado de la Escala Única de Remuneraciones. Fue Sergio Cortés el que propuso el monto de los honorarios por la labor adicional y Luis Jara le entregaba los cheques. En relación al listado principal en que figura recibiendo la suma de $603.466, manifestó que obedece a trabajos de digitación en computación que efectuó en julio de 2000 para concesiones. Fue una sola suma de dinero y emitió una  boleta a nombre de Gate S.A., sin recordar si le pagaron con cheque o en efectivo. Esta labor la desempeñó fuera del horario normal de trabajo, principalmente en su casa y duró como un mes a un mes y medio.  Desconocía que esta última labor por la que recibió la suma de $ 603.466, se efectuó conforme al contrato de apoyo celebrado entre el ministerio y Gate S.A., razón por la que también desconocía que estaba obligado a desempeñarse por un período de 44 horas semanales. Nadie le exigió que elaborara un currículo para desempeñar la última labor señalada. El trabajo por el contrato de apoyo se lo pidió Jorge Torres. Aparte de las sumas de dinero aludidas, no recibió otras ya sea mediante cheque o en efectivo. Agregó que fue citado por el Servicio de Impuestos Internos y se le informó que figuraba con honorarios por la suma de $ 2.800.000.- aproximadamente, esto es, superior a la suma de las cantidades que figuran en las listas que ascienden a $ 2.054.894.-
A fojas 14.418 (fojas 1.806 Letra A), indicó que en 1999 inició actividades en el Servicio de Impuestos Internos, extendiendo boletas a diferentes empresas por clases de computación y desarrollo de sistemas. Por las sumas que percibí de Gate S.A. sólo extendió una boleta, por la suma total de $603.466. Por las recibidas en efectivo no emitió boletas de honorarios, porque no se las pidieron, pero regularizó la situación tributaria en el Servicio de Impuestos Internos pagando los impuestos y multas respectivas. 

Juan Manuel Torres López, a fojas 2445, en la que señaló que tiene conocimiento que Miguel Calvo asistió a la reunión anual de la Cámara Chilena de la Construcción que en el año 2001 se celebró en Marbella, y que también asistió a una reunión en la casa del ministro  Cruz. Calvo después le informó sobre los temas que se conversaron en ambas reuniones, expresándole que en la reunión social en la casa de Cruz uno de los temas era la preocupación de aquél por la poca participación  de las empresas nacionales en los proyectos que el ministerio estaba licitando, oportunidad en la que se le manifestó que se debía a la magnitud de las obras, lo que dificultaba conseguir el financiamiento adecuado, planteándosele que una solución podía ser que se licitaran contratos de menor tamaño. Supo que el ministro quedó de estudiar esa posibilidad. En Marbella tiene entendido que el ministro planteó las dificultades que tenía el ministerio en cuanto a los fondos para pagar los contratos, solicitando que se analizara la posibilidad de aceptar pagos diferidos. Como la empresa no tenía a esa fecha contratos de obras directas  con pagos pendientes con el Ministerio de Obras Públicas, el eventual acuerdo les era inoponible. Tenía conocimiento directo de las dificultades del ministerio en general, en lo relativo al financiamiento de las obras propiamente tal, pero no del déficit operacional porque no tenían contratos de obra directa y de importancia celebrados con esa Secretaria de Estado. Estaba vigente un contrato denominado “Conservación por nivel de servicio de parte de la red vial de las provincias de Cachapoal y Cardenal Caro”, por un valor de UF 741.244, 66, que se inició el 1 de enero de 1997 y terminó el 1 de enero de 2002. La otra obra era “Reparación de Emergencia Cepa Nº 6 Puente Naltahua” por un valor de UF 4.799,92, fecha de inicio 7 de diciembre de 2000 y fecha de termino 7 de mayo de 2001. No recuerda el nombre de los inspectores fiscales de las obras, pero nunca hicieron solicitudes no contempladas en los contratos. Dentro de ese contexto, manifestó que su empresa nunca recibió una solicitud de aporte en dinero y nunca dio aporte alguno en dinero o de ninguna manera.



En materia de concesiones, a la fecha de las reuniones, estaban construyendo para la Concesionaria Infraestructura 2000, que se adjudicó en licitación pública el contrato de Autopista del Sol y Autopista Los Libertadores. La primera obra se inició el 1 de julio de 1995 y terminó el 30 de septiembre de 1999, y la segunda se inició el 1 de junio de 1998 y terminó el 1 de septiembre de 2000. Una tercera obra que era el enlace de Independencia con la Ruta Los Libertadores, se inició el 1 de octubre de 2000 y terminó el 1 de abril de 2002. Dicha concesionaria para cumplir con los contratos tuvo que formar dos sociedades específicas,  la Sociedad Concesionaria Autopista del Sol S.A. y la Sociedad Concesionaria Autopista Los Libertadores S.A., las que contrataron para la ejecución de las obras al Consorcio Besalco- Fe Grande y, por lo tanto, la relación era con dichas sociedades concesionarias, sin que existiera una relación contractual directa con el Ministerio de Obras Públicas. En ambas obras  se designaron inspectores fiscales de obras que tenían una relación con las concesionarias, que son las dueñas de los contratos. También tenían una relación con el inspector fiscal en la obra misma, pero no tiene conocimiento que haya formulado peticiones de dinero, ni menos que haya utilizado en forma incorrecta alguna partida del contrato. Autorizaba todos los pagos que realizaba la empresa y, por lo tanto, de haber existido pagos irregulares tendría que haber tenido conocimiento. En la contabilidad de la empresa no hay incorporada ninguna boleta o factura de la empresa GATE S.A.
Alia Georgina González Sajuria, a fojas 2453, en la que señaló que ingresó en el año 1993 al Ministerio de Obras Públicas para realizar la práctica como programador. Terminada adquirió la calidad de contrata y su sueldo era pagado con un cheque fiscal, equivalente al grado 16 de la Escala Única de Remuneraciones, cumpliendo el horario de la Administración Pública. Ingresó al Departamento de Programas Sanitarios de la Dirección de Planeamiento, primero su jefe fue Roberto Alonso y después Reinaldo Fuentealba. Su labor consistía en la administración y soporte de la red de informática. A comienzos de 2000 empezó a trabajar en el Departamento de Informática de la Dirección de Planeamiento, retirándose en febrero de 2001. La suma que aparece en el listado que rola a fojas 542, corresponde a labores desarrolladas desde junio de 2000 a febrero de 2001 en un horario adicional.  Sergio Cortés pedía trabajos puntuales,  entre ellos, completar el Sistema de Administración Financiera. Su jefe directo Mario Insunza le dijo que le iban a pagar extra una suma de $300.000 mensual. No se explica porqué en el listado aparece percibiendo $1.350.000, porque en realidad fue la suma de $ 3.000.000. Emitió las siguientes boletas: por $600.000 y $300.000 en junio y julio de 2000 a la empresa Gesys Ltda.; dos por $600.000 cada una en octubre y noviembre de 2000 a Asyr Consultores y  dos por $300.000 y $600.000 cada una en febrero de 2001 a Gate S.A. Estas sumas de dinero se las pagaban con cheques, sin recordar quién era el cuenta correntista,  pero no eran cheques fiscales, y parece que se los pasaba Jara. En todo caso  fue él quien le dijo el nombre de la empresa a la que tenía que extender las boletas. Le pareció raro no extender las boletas al ministerio, pero se quedó tranquila porque trabajaba extra y, además, entendió que no correspondía hacer preguntas. Normalmente el trabajo lo hacía después del horario normal. Aparte de las sumas de dinero indicadas, no recibió otras, ya sea en dinero efectivo o cheques. 
Patricio José Browne Covarrubias,  a fojas 2.496, en la que señaló que es director de Brotec y también accionista, y que no concurrió a la reunión que se efectuó en Marbella en el año 2000, parece que fue el gerente general o el gerente del área de infraestructura,  Gerardo Moreno Muñoz, pero fue  a una comida que se realizó en la casa de Ministro Cruz, pero cree que fue unos cuatro meses antes que dejara el cargo. En esa comida estaban presente Víctor Bezanilla, Sergio Icasa, Leonardo Daneri, Leopoldo Lorenzini, Enrique Elgueta, Enrique Loenner, Miguel Calvo y el Director de Vialidad Nelson Belmar. El motivo principal de la reunión era tener antecedentes de porqué había habido una participación minoritaria de las empresas chilenas en las concesiones que había licitado el ministerio y tener conocimiento de la participación de las empresas en futuras licitaciones. En esa reunión el ministro Cruz no planteó que el ministerio tenía problemas presupuestarios. Sólo tenía conocimiento de esa materia a través de la información que entregaba el Comité de Obras Públicas de la Cámara Chilena de la Construcción. 
El 7 de enero de 2000 se concluyó la última obra  que la empresa ejecutó  mediante un contrato de ejecución de obra pública celebrado con el ministerio, la recepción provisoria fue cuatro meses después y la definitiva debió haber sido en el año 2002. La obra consistía en la construcción de un camino en Punta Arenas, no recuerda el nombre del inspector fiscal, pero debió haber sido natural de Punta Arenas. Tampoco recuerda el nombre del representante en la obra. Tiene entendido que esa fue la última obra ejecutada mediante un contrato de ejecución de obra pública.  Nunca tomó conocimiento que durante la ejecución de la referida obra el inspector fiscal haya hecho peticiones indebidas, ya sea, con cargo a la partida pro forma o a los gastos administrativos. En cuanto a concesiones a partir de enero de 2000, manifestó que la empresa Autopista Central S.A. se adjudicó un contrato de concesión para la construcción de la autopista central. Brotec en esa sociedad tenía una participación del 2 %,  Dragado un 48 %, Skanka un 48 % y Belfi un 2%. El otro contrato de concesión fue adjudicado a Américo Vespucio Norte S.A. y Brotec tenía una participación del 0.5 %. Los otros socios son Dragado con un 51 %, Hochtief con un 48 p% y  Belfi con un 0.5 %. La concesión era para la construcción de la autopista de Américo Vespucio Norte. No sabe quien ejercía como inspector fiscal o contraparte técnica del Ministerio de Obras Públicas, tampoco quién era el representante de la sociedad en la obra. A Brotec no se le ha efectuado peticiones de dinero para solventar gastos del ministerio en general, tampoco han dado sumas de dinero. No tiene conocimiento que el inspector fiscal de las obras concesionadas haya hecho peticiones indebidas.
Walter Hernán Bruning Maldonado, a fojas 2500, en la que expresó que ingresó al Ministerio de Obras Públicas el 1 de mayo de 2000, por intermedio del Director de Vialidad, Pablo Anguita. A esa época estaba en el ejercicio libre de la profesión y le manifestó a Anguita que el sueldo que ofrecía no le convenía, pero que el trabajo parecía interesante, proponiendo contratarlo como empleado público, en  calidad de Sub-Director  de Desarrollo, y además  que desempeñara labores de asesoría en concesiones por lo que recibiría un honorario adicional. Como empleado público percibía un sueldo equivalente al grado 2 de la Escala Única de Remuneraciones, pagado con cheque fiscal, y desempeñaba su labor dentro del horario normal de la Administración Pública. Desde octubre de 2001 a marzo del 2002 se desempeñó como ingeniero de vialidad, como empleado público,  con un sueldo un poco inferior por la pérdida de una asignación. En abril de 2002 renunció al cargo que tenía en Vialidad  y fue contratado en la Dirección de Planeamiento como empleado público, grado 3 de la Escala Única de Remuneraciones. A la fecha de su declaración desempeña el cargo de jefe del Departamento de Planificación Estratégica de la Dirección de Planeamiento, como empleado público y con un sueldo grado 3.  
En cuanto a las labores adicionales, señaló que las desarrolló para concesiones desde agosto de 2000 a marzo de 2001, que fueron pagadas por Gate S.A y Auditoría Ambiental Limitada, consistiendo en la generación y análisis de ideas de proyectos concesionables. Esta labor la desarrolló en su oficina, entre las 17:30 y 20:30 horas, no todos los días, en su casa los fines de semana y en reuniones. Su labor no se tradujo en un documento formal, más bien consistieron en dar ideas acerca de lo que se le preguntaba o hacer observaciones sobre lo que se le planteaba. Por esta labor se le pagó la suma bruta de $10.800.000, a razón de $ 1.350.000 brutos mensuales, no se explica porqué en el listado aparece con $10.935.000. Esa suma la acordó con Pablo Anguita  para cuadrar con los ingresos que percibía en la empresa privada. Como depositaban en su cuenta corriente supone que pagaban con cheque. Sólo cotejaba que el dinero estuviera cargado en la cuenta corriente y  Luis Jara comunicaba que se había efectuado el depósito.  Emitió boletas a Gate S.A. por la suma de $8.100.000 y a Auditorías Ambientales por $2.700.000. Cree que Luis Jara fue el que le informó a quien debía extender las boletas, y cuando le preguntó porqué a esas empresas respondió que era una empresa asesora de concesiones. Desde abril de 2001 a febrero de 2002 recibió diez pagos en efectivo de parte de Carlos Uribe, por la suma líquida de $1.215.000, por los que no dio boletas porque nadie se las pidió y no preguntó, pareciéndole raro el sistema. Entre marzo y diciembre de 2002 la diferencia se pagó  mediante un contrato de honorarios con la Dirección de Vialidad, pagándose con cheque fiscal previa emisión de la boleta respectiva. Desde enero de 2003 está percibiendo sólo la renta pública, pero seguramente quedará acogido a las asignaciones de la nueva ley  que regulará el pago de los honorarios como parte del sueldo. Aparte de las sumas de dinero sobre las que ha declarado no percibió otras, ya sea en cheque o en dinero efectivo. 
A fojas 14.493 (fojas 1.881 Letra A), señaló que con motivo de los dineros que percibió y a que hizo alusión, emitió las boletas signadas con los números 202, 203, 204 y 205 a Gate S.A. y la 206 a Auditorías Ambientales Ltda. Respecto de la signada con el número 201 de 2 de agosto de 2000 y emitida a Gesys Ltda., señaló que a la fecha en que fue invitado por Pablo Anguita para incorporarse al ministerio, estaba trabajando  en una consultoría que Gesys Ltda. estaba efectuando para el ministerio, en el ámbito de su competencia de ingeniero de transportes, y dicha sociedad no sólo le pagó los honorarios por el servicio profesional que le prestó, sino que, además, los honorarios adicionales que debía pagarme el ministerio por los meses de junio y julio. Por lo tanto, esa boleta por $4.050.000 incluye los $2.700.000 por concepto de ingresos adicionales y el saldo corresponde a  la asesoría que le preste directamente a Gesys Ltda. como profesional. Tiene la impresión que fue Luis Jara el que le manifestó que debía extender la boleta a dicha sociedad. 
Sergio Antonio Salinas Rojas, a fojas 2509, en la que manifestó que ingresó al Ministerio de Obras Públicas el 1 de enero de 1996 porque Guillermo Díaz, compañero en la Universidad de Chile, le señaló que necesitaban a un consultor en materia informática en la Coordinación General de Concesiones. Fue agente público entre 1998 y 2000, el resto del tiempo se desempeñó como consultor con contrato de honorarios celebrado conforme al Reglamento de Contratación de Trabajos de Consultorías Nº 48 de la Dirección General de Obras Públicas, en virtud del cual percibió honorarios pagados mediante cheque fiscal, previa emisión de la boleta. En su calidad de agente público formó parte de las Comisiones de Apertura de Oferta  y de  Adjudicación de Oferta, relacionadas con dos contratos que en definitiva fueron adjudicados a Gate S.A., esto es, aquellos aprobados por resoluciones  Nº 1.575 de la Dirección General de Obras Públicas, de 14 de junio de 1999, y Nº 343 de igual dirección, de 13 de septiembre de 1999, ampliado por la resolución Nº  283 de 14 de septiembre de 2000. No sabe porqué no se llamó a licitación pública, supone que fue por razones prácticas y de premura del tiempo. También tiene entendido que se puso término al contrato de apoyo con el Instituto de Economía de la Universidad de Chile, porque resultaba más caro de lo que ofrecía el mercado. Si se llamó a licitación privada debió ser por disposición del Coordinador General Carlos Cruz o del Jefe de División de Operaciones Sergio Cortés. En la comisión de apertura se revisaba el cumplimiento de los requisitos formales, examen que no era muy detallado. Tratándose de estos contratos de apoyo efectivamente, conforme a los términos de referencia, la entidad prestataria debía individualizar al personal propuesto. Sin embargo, como debía hacer llegar el currículo de cada persona  a la Coordinación General de Concesiones para su aprobación o rechazo, para lo que disponía de un plazo de diez días corridos contados desde la fecha de la total tramitación de la resolución que adjudicaba el contrato, la comisión de apertura no tenía la obligación de ver se si se habían acompañado los currículos respectivos. La comisión de apertura actuaba en un acto público y posteriormente cada uno de los miembros revisaba la respectiva oferta técnica, era una especie de calificación de los antecedentes, una vez que todos los miembros cumplían con su labor se procedía a la apertura de la oferta económica. En definitiva se adjudicaba el contrato a la empresa que había presentado una oferta más económica. A Héctor Peña lo conocía como dirigente estudiantil en los años 80, y, por lo tanto, en la fecha en que actuó como integrante de la comisión no sabía que  era el representante legal de Gate S.A. Supone que esta empresa llegó al ministerio presentando su currículo. Por la forma como estaban elaboradas las bases de la licitación, cree que resultaba muy difícil informarle a uno de los licitantes cual era el “piso o precio base” que el ministerio tenía para un determinado contrato. 

Agregó que es el inspector fiscal del contrato el que debía velar por la entrega oportuna de la boleta de garantía de fiel cumplimiento de las obligaciones que emanan del contrato. También es quien debe responder por la existencia o no de los currículos de las personas que iban a efectuar las labores de apoyo y, en general, del cumplimiento de todas las obligaciones que emanaban del contrato. Nunca recibió presiones para adjudicar a una empresa un determinado contrato, ni tampoco nadie intercedió por alguna empresa en particular con ese motivo. A fojas 18.394 ratifico la declaración, agregando que en un primer período su jefe directo fue Díaz Silva y cuando éste se fue a estudiar a España lo fue Cortés Castro.  

Miguel Alejandro Espinosa Bustos, a fojas 2.544, en la que señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas el 12 de julio de 1971, como obrero transitorio y para desempeñar labores administrativas, desempeñando actualmente labores de analista de presupuesto. Siempre ha tenido la calidad de empleado público y percibe un sueldo equivalente al grado 6 de la Escala Única de Remuneraciones, Directiva no Profesional, mediante un cheque fiscal, cumpliendo el horario normal de la Administración Pública. Recibió la suma de $1.175.000 por concepto de honorarios por labores efectuadas en el segundo semestre de 2000 al primer semestre de 2001, como unos diez meses, porque Sergio Cortés le  solicitó que colaborara en el Sistema de Administración Financiera, para aprovechar su experiencia en la parte presupuestaria y de gestión de contratos. La labor era más bien esporádica, la efectuaba después de las 18:00 horas en la oficina, también se llevaba trabajo para la casa. La suma indicada se la pagaron en dos cheques de $450.000 cada uno, el resto en dos o tres cheques por montos que no recuerda. Los cheques se los pasaba Sergio Cortés y él decidió el monto a pagar. Sólo emitió a Gate S.A. dos boletas por $500.000 cada una, por instrucciones dadas por Cortés. Por el saldo no dio porque no se la pidieron, además no sabía a quién extenderla. No recuerda de qué cuenta corriente provenían los cheques, pero no eran fiscales. No percibió otras sumas de dinero, ya sea en dinero efectivo o cheque.

A fojas 14.711(fojas 2.100 Letra A), señaló que además de las sumas de dinero que percibió y a las que hizo alusión, a fines de 1998 percibió dineros en efectivo por concepto de sobresueldo que fueron ordenados pagar por Ana María Arriagada, jefa del Departamento de Administración de la Dirección de Planeamiento. Fue Oscar Montealegre, jefe de la División de Informática de igual dirección, el que le hizo entrega de las sumas extras de dinero en efectivo y ante su consulta acerca del nombre de la sociedad a la que debía extender la boleta de honorarios respectiva, le manifestó que lo hiciera a nombre de Délano Consultores y Compañía Limitada. Es por esa razón que emitió las boletas signadas con los números 1, 2, 3 y 4 de 1 y 31 de agosto, 30 de septiembre y 30 de octubre de 1998, por las sumas líquidas de $315.000.- que debió anularlas porque Montealegre le dijo que no era necesario, sin dar mayores explicaciones. Por lo dicho por Montealegre no siguió emitiendo boletas de honorarios, pero siguió percibiendo mensualmente y en dinero efectivo la suma de $ 315.000.- hasta aproximadamente julio o agosto de 1999. Nunca le preguntó a Montealegre por qué debía extender boletas a Délano Consultores Compañía Limitada. Tampoco le consultó a Arriagada acerca del procedimiento que se iba a usar para pagar esos dineros extras. 
Raúl Alejandro Herrera Labarca, a fojas 2.545, en la que indicó que es el representante de Gesys Ltda. y que se ha relacionado con el Ministerio de Obras Públicas a través de la celebración de diferentes contratos de consultoría, desarrollados fundamentalmente en concesiones, por un monto promedio anual de $160.000.000. Cree que los inspectores fiscales de los referidos contratos fueron Sergio Cortés, Sergio Salinas y Jorge Torres. En los contratos se consultaron gastos para apoyar la gestión de administración de concesiones, no eran gastos en que debía incurrir para hacer la labor solicitada, sino que se le dijo que eran de aquellos en que debía incurrir el ministerio. En el precio de la consultoría se incorporaba  el valor de estos gastos, y era el inspector fiscal respectivo o más bien Sergio Cortés el que le señalaba en qué contratos había que incorporar esa partida. Normalmente el monto de los gastos equivalía aproximadamente al 25 por ciento del precio de los últimos contratos. Esa práctica comenzó no antes de enero de 1999 y hasta el 2000. El sistema operaba de la siguiente manera: normalmente el precio de cada uno de los contratos era de un valor aproximado de $32.000.000, por lo tanto, como unos $6.000.000 o $8.000.000 correspondían al valor de gastos de concesiones. El precio se pagaba en cuotas y  manejaba un estado de pago, así si el primer pago que hacía el ministerio era por un valor de $10.000.000 quedaba un saldo que entraba a una especie de caja chica que administraba y cuando Cortés le decía que había que pagar a alguien giraba un cheque a esa persona. Le parece que el total de dineros que administró por este concepto no excedió de $20.000.000. En el fondo era un administrador de las platas del ministerio. No le pareció raro porque no era una operación oculta dentro del compromiso global de apoyo a concesiones, considerando que concesiones estaba trabajando para cambiar la infraestructura  de Chile. Se sentía parte del sistema, comprometido con la labor que hacía concesiones, por esa razón nunca se sintió coaccionado, en el sentido que si no aceptaba iba a ser eliminado del sistema. Recuerda que uno de los cheques lo giró a Héctor  Peña.

A fojas 4.968, señaló que en diciembre de 1998 se adjudicó un contrato de desarrollo de sistemas computacionales denominado “Sistema de Gestión y Control Presupuestario”, que debía pagarse en cuatro cuotas, cuyo precio era de  $30.000.000, con cargo al cual debió pagar gastos administrativos de concesiones por la suma de $12.000.000, que no estaban contemplados explícitamente en las bases administrativas y en el convenio ad-referéndum. La consultoría consistió en un desarrollo de sistemas de control presupuestario, para cuya implementación fue necesario ampliar la capacidad de internet de concesiones. El proveedor que prestó el servicio de internet fue  Faunes Graffiti Ediciones, pagándosele tres facturas, dos por $2.360.000 y una por $4.720.000, ese proveedor fue elegido por concesiones. También tuvo que pagar una factura  a Procefelx por $1.808.940,  que, según le manifestó Sergio Cortés, correspondía a la adquisición de sillas y mesas que iba a utilizar el personal que trabajaría en ese contrato. En realidad el precio del contrato  fue abultado para pagar  gastos que Cortés le dijo que eran imprescindibles. La factura emitida por Melinka Ltda. por $557.915.- se pagó  para que un funcionario de concesiones, que cree que fue Cortés, viajara a Méjico a revisar el desarrollo del sistema de control y gestión presupuestaria, lo que fue muy útil para la labor que debía desempeñar. 

Mediante resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 1355 de 11 de mayo de 1999, la empresa se adjudicó un contrato denominado “Medición por indicadores de la Gestión Organizacional” por la suma de $43.750.000, en relación a este contrato no se efectuó ningún pago a concesiones ni al ministerio. El 15 de noviembre de 1999 mediante resolución de igual dirección Nº 3246, se adjudicó un trabajo denominado “Servicio Comunicacional para la Coordinación General de Concesiones”,  que fue desarrollado por Gestión y Tecnología, empresa mejicana, y revisada la contabilidad de ese contrato no aparece ningún pago extraño. En noviembre de 1999 también se adjudicó, mediante resolución Nº 3149,  un convenio denominado “Consultoría en gestión de garantía asociadas a los contratos” por la suma de $30.000.000, sin que se efectuaran pagos administrativos a concesiones ni al ministerio. El 6 de abril de 2000 por resolución Nº 1147 se adjudicó una consultoría denominada “Consultoría en gestión de inventario de material”, por la suma de $38.778.571, que se encuentra en la misma situación del contrato anterior. El 6 de abril de 2000 mediante resoluciones Nº 1146 y 1148, se adjudicó dos consultorías denominadas  “Consultoría en gestión de flujo de caja”, por la suma de $50.819.429,  y “Consultoría en gestión de obligaciones financieras”, por $ 50.771.428. Cortés a la fecha de esos contratos  estaba desarrollando el Sistema de Administración Financiera y no tenía los recursos, solicitándole  que incluyera la suma de $55.000.000, desglosados en $ 30.000.000 y $ 22.000.000, para cada contrato, para poder pagarle a la gente que iba a desarrollar ese sistema. Cortés se transformó en un gerente del proyecto pues contrató a la gente  y le pagó  por intermedio de Peña, pues Gesys Ltda. le giró a Héctor Peña Véliz, como persona natural, dos cheques uno por $30.000.000 y otro por $22.000.000, recibiendo su empresa las boletas de las personas a quienes Cortés pagó. A la mayoría de esas personas, cuyos nombres figuran en los antecedentes que remitió, no las conoce profesionalmente y a varios  nunca los ha visto. Las boletas que extendieron fueron incorporadas como gasto en la contabilidad de la empresa.  

Mediante resolución Nº 2632 se adjudicó una consultoría denominada “Proyecto de migración de bases de datos” por la suma de $30.000.000, con cargo a los cuales no se efectuó ningún pago. Cortés en diciembre de 2000, por instrucciones de Carlos Cruz, lo contrató para realizar el programa de integración de  los dos ministerios y de los sistemas informáticos de ambos, encargo que no se materializó en ninguna resolución ni suscribió ningún tipo de contrato. Todo se hizo  basado en relaciones de alta confianza. La labor consistió en realizar capacitación y estudios para la integración de los dos ministerios, incluida la integración informática de ambas Secretarías de Estado. Testimonio de esa labor la pueden dar los subsecretarios y los jefes de informática de ambos ministerios. No existe un informe formal que de cuenta del cumplimiento del cometido. La labor la prestó conjuntamente con la empresa mejicana Gestión y Tecnología, representada por Antonio Medina Mora, y fue pagada por Gate S.A. mediante dos  cheques por las sumas de $32.865.400 y $14.088.670, aunque no está seguro si se trata de dos cheques por esos montos o de varios que hicieron el total. Con cargo a esas sumas de dinero pagó sus honorarios profesionales, que ascendieron a $2.500.000 mensuales por todo el 2001, y los gastos en que incurrió diverso personal de la empresa mejicana en sus venidas a Chile, como Consuelo Solis, Jorge Eduardo Alcalá, Manuel Escalera y dos o tres personas cuyos nombres no recuerda. Antonio Medina Mora estuvo casi todo el año 2000 y 2001. En la contabilidad están incorporados los gastos  efectuados con cargo a esas sumas de dinero. En el curso de 2001 se adjudicó dos contratos, denominados “Apoyo al Sistema de Administración Financiera” por la suma de $55.000.000,  y “Sistema de Reporte Ejecución” por la suma de $45.00.000, con cargo a los cuales no se efectuaron pagos al ministerio ni a concesiones. 
A fojas 7.194, señalo que entre los años 93 y 95 trabajó en la sociedad Gesta,  conformada con la empresa mejicana G.Y T. o  por socios de ella y con la sociedad chilena Optimiza. Hernán Guerrero Sepúlveda y Antonio Medina Mora, de nacionalidad chilena y mejicana, respectivamente, son socios de G.Y T. Tiene la impresión que Gesta en el año 95 o 96 se disolvió o cayó en estado de quiebra o de insolvencia económica. Guerrero y Medina en 1996 continuaron prestando asesoría profesional en Chile, pero por intermedio de su empresa EEGO Ltda., la que después cambio la razón social y el nombre de fantasía, pasando a identificarse como GESYS Ltda. Es a partir de diciembre de 1996 que comienzan a prestar servicios en concesiones, a través de EEGO Ltda., y a GESYS Ltda. desde 1997 se le adjudican por la Dirección General de Obras Públicas diversas consultorías que debían prestarse a la Coordinación General de Concesiones, las que tenían por finalidad ampliar o extender una línea de trabajo que había iniciado Hernán Guerrero y que se estimó fundamental, razón por la que en todos los contratos adjudicados intervino la empresa de Guerrero G.Y T.,  desarrollando trabajos desde Méjico como también en Chile en forma conjunta con su empresa. Los contratos a los que se refiere son aquellos aprobados por las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas Nº 3156, 2371, 1591, 1637, 3258, 3149, 1355, 3246, 1146, 1147, 1148, 3692, 642 y 646, en los que participaron profesionales de nacionalidad mejicana y chilenos radicados en Méjico. También algunos profesionales chilenos radicados en Chile y algún personal administrativo del Ministerio de Obras Públicas. Respecto de las personas radicadas en Chile, la contratación pudo haberla efectuado Guerrero, Antonio Medina o él. Como los profesionales de nacionalidad mejicana si percibían ingresos en el territorio nacional estaban sometidos a una retención de impuestos mayor, equivalente al 20 %, con Guerrero y Medina decidieron pagarles en dinero efectivo, ya sea en moneda nacional o extranjera, y respaldar los pagos con boletas de terceras personas de nacionalidad chilena, que obviamente no habían prestado servicios, que se beneficiaban con la devolución del impuesto. Prestaron servicios a su empresa las siguientes personas: Luis Sabiezo, Patricia Osorio,  Hugo Muñoz, Carmen Cordero, Erika Guerra, Ángel Herrera,  Verónica Guzmán, Patricio Videla, Patricio Yanes Ferreira, Ignacio Romero, Víctor Hugo Lizana, Guillermo Dieterich, Felipe Harboe, Gilda Aceituno, Francisco Donoso,  Marcelo González, Walter Bruning, Carolina Torrejón, Francisca Reyes, Liliana Toro, Josefina Soto, María Rosario Donoso, Carlos Piaggio, Berta García Ossa, Rodrigo Pacheco y Alejandro Gutiérrez. Además, hay un grupo de profesionales chilenos radicados en Méjico que participaron en las consultorías, pagándoseles las sumas de dinero que dan cuenta las boletas de honorarios, son: Cristian Wechler, Sergio Larrea y Patricio Contreras. También figuran en los listados Antonio Medina Mora y  la sociedad Gestión y Tecnología S.C., que prestaron servicios. Respecto de las personas que señala a continuación y que habrían emitido boletas de honorarios a su empresa, manifestó que no recuerda cómo y de quien las recibió y si la finalidad era para respaldar un pago de los honorarios a los ciudadanos mejicanos o para rebajar utilidades, y son: Angélica Navarrete, Max Navarrete, Ramón Poblete, Irma Miranda, Félix Cifuentes, Juan Bowen, Jacqueline Becerra, Curt Jaime, Clara Santander, María del Valle,  Jorge Canales, María Tornquist, Ximena del Carmen Muñoz, Verónica Rodríguez, Mireya del Carmen Tapia, Juan Lara Véliz,  Verónica Rodríguez Tapia, Teresa Parra Lisboa, Eduardo Jara A., Marcela Jara, Lilia Silva, Ronaldo Schaytor, Álvaro Navarro, Rodrigo Navarro, Pablo Navarrete, Andrea Parra, Zoila Palma, Manuel Gamboa, María Isabel Silva Parejo, Sociedad de Profesionales Consultores, Francisca Valdés, Alfredo Flores y Luis Alberto Ramos. También hay un grupo de personas que se desempeñaban en el Ministerio de Obras Públicas en labores administrativas y que prestaron servicios a su empresa, son: Luis Jara Núñez, Erika Patricia Araneda y Marcelo González. También hay otro grupo de personal del Ministerio de Obras Públicas que le parece que facilitaron boletas para los fines ya indicados, son Yerko General, Juan Carlos Véliz y Jorge Torres González, aunque también es probable que hayan trabajado para Antonio Medina. Ximena Tudela facilitó boletas para los fines indicados. También hay un grupo de personas que, según lo manifestado por Cortés, trabajaron en el Sistema de Administración Financiera, y para pagarles sus honorarios y cumpliendo instrucciones de Cortés traspasó a Héctor Peña la suma de $55.000.000, siendo respaldada por boletas de honorarios de dichas personas. Sin embargo, el respaldo  asciende a la suma de $31.483.333. Dichas personas son las siguientes: Hernán Sereño, Alia González, José Sandoval, Patricia Castillo, Víctor Palma, Gustavo Alfaro, Carlos Gárate, Rodrigo Muñoz, Leonardo Rodríguez, Jaime Campos, Aniceto Rodríguez, César Gamboa,   Daniel Vásquez, Patricio Castillo, Vicente Pardo, Yerko General y René Ruiz Cifuentes. No recuerda que Asyr Consultores haya prestado servicios a su empresa.
R y Q Ingeniería Ltda. y Abaco depositaron en 1999 sumas de dinero en su cuenta corriente, la primera $10.000.000 y la segunda $ 54.678.349, que se respaldaron con facturas que emitió su empresa. Los depósitos se efectuaron por instrucciones de Cortés, quien le señaló que eran fondos que dichas empresas ponían a disposición del Ministerio de Obras Públicas y que quería que las administrara y que por ello iba a percibir un porcentaje del 6% del monto de las facturas, inferior al que cobraba la Universidad de Chile, que era del 8%. Nunca le prestó servicios a esas empresas y, por lo tanto, las facturas se emitieron con la sola finalidad de respaldar los depósitos. No sabe el origen de los fondos y con ellos pagó diferentes tipos de facturas y también anticipos de sueldos, que después eran reembolsados por funcionarios del Ministerio de Obras Públicas. Tiene la impresión que todos estos pagos los efectuó con cheques. Cuenta con el respaldo documental de todos los pagos que efectuó con cargo a las sumas de dineros indicadas. No tiene la certeza si R y Q Ingeniería Ltda. depositó $10.000.000 o $22.230.000. Dichas declaraciones las ratificó a fojas 18.441.

Juan Alberto Facuse Meléndez, a fojas 2.552, en la que señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas en octubre de 1995, como abogado en la Coordinación General de Concesiones, Unidad Ejecutiva de Aeropuertos. Después se desempeñó como asesor de la   Coordinación General y, luego en la Coordinación General de Construcción de Obras Concesionadas. En septiembre de 1998 asumió la jefatura de la Unidad Jurídica de la Coordinación General de Concesiones y en abril de 2000 la de la Unidad de Resolución de Controversias, renunciando al cargo en el mes de septiembre del mismo año. Ingresó  al Ministerio de Obras Públicas en virtud de un contrato a honorarios, en calidad de agente público. Cada unidad de servicio tenía sus propios abogados que después se refundieron en la Unidad Jurídica de la Coordinación. Su labor consistía en prestar asesoría jurídica a las diferentes unidades, previo a requerimiento, y nunca tuvo conocimiento de algún procedimiento irregular en la contratación de las consultorías o  trabajos de apoyo. Tampoco nunca se le consultó si era legal pedir apoyo económico a las empresas privadas para solventar gastos del ministerio. Tiene entendido que la abogado Soledad Cabello se desempeñaba como asesor  en la División de Operaciones de la Coordinación. 

Como agente público suscribió un acta de apertura y adjudicación en relación al contrato denominado “ Trabajo de Apoyo a las funciones de la Coordinación General de Construcción de Obras Concesionadas de la Dirección General de Obras Públicas, en aspectos administrativos y de servicio”, aprobado por resolución Nº 2510 de dicha dirección de 8 de octubre de 1998, actuando como representante de la Coordinación General de Construcción de Obras Concesionadas, dirigida por Pablo Anguita, sin recordar en detalle la labor desarrollada, pero tiene que haber revisado que los antecedentes presentados por las empresas que participaban estuvieran acordes con los exigidos en las bases. La  apertura de las ofertas es un acto público, levantándose un acta que es firmada por los miembros de la comisión y por los representantes de las empresas concurrentes. Se adjudicaba el contrato a la oferta que implicaba un menor costo al ministerio, por lo tanto, si se adjudicó a Gate S.A. debió haber sido porque presentó la oferta más barata y cumplía los requisitos estipulados en las bases administrativas.  Su labor terminaba con la firma del acta de evaluación y después el Director General de Obras Públicas debía dictar la resolución respectiva. Nadie intercedió a favor de una u otra empresa. A esa fecha no tenía conocimiento de la existencia de Gate S.A. ni de quién eran sus socios. No sabía qué empresas participaban en la licitación privada, sino hasta la entrega de las ofertas en el acto de apertura de las mismas.
A fojas 14.749 (fojas 2.138 Letra A), expresó que ingresó en octubre de 1995 a la Unidad Ejecutiva de Aeropuertos de la Coordinación General de Concesiones. Durante una época los honorarios fueron pagados por el Instituto de Economía y después por el M.O.P.- Administración Sistema de Concesiones. En enero de 1998 adquirió la calidad de agente público y sus honorarios fueron pagados mediante cheque fiscal, previa extensión de la boleta de honorarios al M.O.P.- Administración Sistema de Concesiones, situación que se mantuvo hasta julio de 2000. La remuneración que percibió en calidad de agente público debe ser considerada como una de mercado, esto es, la que le habría correspondido recibir en el área privada de acuerdo a su experiencia profesional. Las remuneraciones de agosto y septiembre de 2000 fueron pagadas mediante convenio de honorarios aprobado por una resolución de la autoridad respectiva. Se desvinculó del ministerio el 30 de septiembre de 2000, reintegrándose después como asesor del gabinete del ministro, siendo sus honorarios pagados mediante cheque fiscal. En abril  de 2000 fue designado Jefe de la Unidad de Resolución de  Controversias, de la Coordinación General de Concesiones, jefatura que importaba mayor responsabilidad, trabajo y dedicación, y el Coordinador General de Concesiones, Ricardo Badilla, le manifestó que la remuneración iba a ascender a $3.300.000 brutos, sin señalarme la forma de pago. Percibió por este concepto y por los meses de abril, mayo, junio y julio $630.000, que no recuerda si eran pagados en efectivo o mediante cheques, porque eran depositados en su cuenta corriente. No se pagaron estas sumas en forma mensual, sino que en los meses de junio y julio se pagó la suma total. Nadie le exigió boleta de honorarios, no obstante que aparentemente retenían el diez por ciento por concepto de impuesto, pues lo que deberían haber enterado era la suma de $700.000 mensuales. A raíz de este proceso regularizó la situación tributaria ante el Servicio de Impuestos Internos. Cuando se venció el contrato en el mes de julio, los meses de agosto y septiembre fueron remunerados con la suma de $3.300.000 mensuales, lo que importa un reconocimiento de la autoridad de que la remuneración como Jefe de la Unidad de Resolución de Controversias ascendía a esa suma.
A fojas 18.393 ratificó las declaraciones, agregando que como asesor jurídico dependía del jefe directo de la unidad respectiva, así tratándose de la Unidad de Aeropuertos dependía de Guillermo Dieterich, y cuando desempeñó la jefatura en la Unidad Jurídica su jefe directo fueron los coordinadores de concesiones Cruz y Badilla.
Rafael Hernán Ibarra Coronado, a fojas 2.559, en la que indicó que ingresó a trabajar al Ministerio de Obras Públicas el 1 de febrero de 1997, a la Unidad Ejecutiva Ruta 5 de la Coordinación General de Concesiones, el jefe era Álvaro González, el Coordinador  Carlos Cruz y la abogada jefe Dolores Rufián. Desde principios de 1998 y hasta octubre del mismo año estuvo a cargo de la Unidad Jurídica de la Coordinación de Proyectos. En septiembre u octubre de ese año se reunió en una todas las unidades jurídicas, entrando a prestar asesoría jurídica a la Coordinación de Proyectos y a la de Construcción. Facuse era el jefe. En marzo de 2000 quedó a cargo de la unidad jurídica, lo que se mantuvo hasta febrero de 2001. Molina al asumir como Coordinador General modificó la estructura y creó una Unidad de Control Jurídico que dependía de él, de la que el deponente era el jefe, y dos unidades jurídicas independientes, una en la Coordinación de Construcción y otra en la de Proyectos. Esta situación sigue vigente hasta el momento de declarar y sigue desempeñándome  como jefe de la Unidad de Control Jurídico de la Coordinación General. Su calidad jurídica hasta el primer semestre de 1998 fue la de consultor, época en que adquirió la calidad de agente público, percibiendo honorarios mediante un cheque fiscal.

La labor fundamental que desarrolló mientras perteneció a la Unidad de Proyectos, fue la de asesorar desde el punto de vista legal todas aquellas materias necesarias para licitar los proyectos de concesiones, por ejemplo, revisar las bases de licitación. Con posterioridad cuando se desempeñó como miembro de la Unidad Jurídica, que realizaba una labor de prestación de servicios, se cubrieron las necesidades legales de la Coordinación de Proyectos y de la de Construcción y, por último, cuando se desempeñó como jefe de la Unidad de Control Jurídico le correspondió la defensa en las comisiones conciliadoras, lo relacionado con los convenios complementarios y atender los requerimientos del Coordinador General y de las unidades jurídicas de las restantes coordinaciones. También hubo abogados en la Unidad Técnica de Expropiación que no se relacionaron funcional ni orgánicamente con él y uno en la División de Operaciones que en un tiempo fue la señora Soledad Cabello. Su labor no estaba ligada a la parte administrativa y por eso nunca se le pidió asesoría legal en el tema Gate o para establecer un procedimiento paralelo para recabar fondos de empresas privadas para solventar los gastos de concesiones. Era imposible que la Coordinadora General de Concesiones  hubiere tenido participación en contratos de ejecución de obra pública tradicional, regidos por el Decreto Supremo Nº 15  de la Dirección General de Obras Públicas,  por lo tanto, era imposible que manejara los pro-forma  de esos contratos. Los contratos de concesión de obra pública no tienen valores pro-forma, sólo consultan un pago que el concesionario hace al Estado por concepto de control y administración, que varía según si se encuentra en la etapa de construcción o de explotación, pero siempre se encuentra relacionado al contrato en particular. Además el inspector fiscal del contrato de concesión, para cumplir con su labor de fiscalización, está apoyado por una asesoría de inspección fiscal,  contrato de asesoría  que se rige por el Decreto Supremo Nº 48. En esa clase de contratos pueden existir pro-formas, pero su estipulación queda determinada con antelación a la adjudicación del contrato y su finalidad es básicamente poder cubrir los imprevistos del propio contrato. También tienen partidas por gastos generales, que se establecen dentro de la oferta económica que presenta el concesionario, en un ítem de gastos generales y también siempre está relacionado con el contrato. Además hay contratos de consultorías propiamente tal, que se rigen por el Reglamento Nº 48 sobre contrato de consultoría, y excepcionalmente el ministerio puede contratar en términos distintos a dicho  reglamento, previo visto bueno del Ministro de Obras Públicas. Se recurre al sistema excepcional a petición del Coordinador General de Concesiones y en la resolución que dicta el Director General de Obras Públicas debe aparecer, dentro de los vistos, el oficio ordinario mediante el cual el Coordinador General pide la contratación por  trato directo. La regla general es que estos contratos de consultoría no tengan pro forma, salvo que excepcionalmente se establezca. Estos contratos  pueden ser a precio unitario o a suma alzada, y en el evento que consulte una partida de gastos administrativos sólo pueden ser aquellos propios del contrato.

Como agente público intervino en la Comisión de Apertura y de Adjudicación de Ofertas de la licitación privada referente al contrato denominado “ Trabajo de apoyo a las funciones de la Coordinación General de Concesiones, de la Dirección General de Obras Públicas”, aprobado por resolución Nº 343 de la citada dirección, de 13 de septiembre de 1999, y por la resolución Nº 283 de igual dirección, de 14 de septiembre de 2000, debiendo revisar si estaban conforme los antecedentes exigidos por las bases de licitación. Como integrante de la de Adjudicación le correspondió evaluar la oferta económica. Su participación se debió a que tenía la calidad de agente público. Participaron varias empresas y se levantó un acta en la cual no se dejó constancia de observaciones en cuanto al incumplimiento de los requisitos por los oferentes.  Como en los contratos de apoyo lo fundamental es el precio ofrecido,  era impertinente que alguien hubiera instado para que se eligiera la oferta presentada por la Gate S.A. En todo caso no recibió sugerencias ni presiones para que se le adjudicara el contrato a esa empresa. En cuanto a la entrega de los currículos y de la boleta de garantía, eso debe efectuarse con posterioridad a la adjudicación. En consecuencia,  recae en el inspector fiscal o contraparte técnica del contrato la responsabilidad en cuanto a la entrega de dichos documentos por parte de la empresa que se adjudicó el contrato, en el caso que se me pregunta esa calidad la tenían Sergio Cortés y Jorge Torres.

Agregó que el 22 de marzo de 2000, por resolución Nº 816 de la Dirección General de Obras Públicas, se le concedió comisión de servicio al extranjero por un período de 8 días, para participar en un curso que se efectuaría en España sobre “ Privatización y Regulación de Servicios e Infraestructura de Transporte”, pagándose  el viático respectivo. Sin embargo, para pagar el curso que tenía un valor de US 3.500 dólares se le depositó en su cuenta corriente la suma de $1.785.000. Como era la División de Operaciones la que debía  comprar los dólares y pagar el curso, devolvió el dinero a dicha división mediante un cheque de su cuenta corriente por la misma suma, que giró en blanco y que fue cobrado por Jorge Saavedra Rojas, funcionario del ministerio. Supone que con el dinero que devolvió se pagó el valor del curso. A  raíz de las publicaciones en la prensa, que daban cuenta de irregularidades relacionadas con Gate S.A., pidió la fotocopia del cheque percatándose que era de la cuenta corriente de esa empresa. Aparte de esa suma de dinero que era para pagar un curso, no recibió otras ya sea en cheque o en dinero efectivo. 

A fojas 6.629, señaló que cuando Molina asumió como Coordinador General de Concesiones le solicitó que revisara los contratos y las resoluciones que debía firmar. Posteriormente se redujo a las resoluciones y contratos más relevantes. La revisión que debía efectuar a dicha documentación, en su calidad de Abogado Jefe de la Unidad  Jurídica de la Coordinación General de Concesiones, se limitaba al aspecto formal-legal del documento. Por lo tanto, tratándose de las resoluciones de la  Dirección General de Obras Públicas Nº 398 y 328 de 18 de diciembre de 2000 y 26 de octubre de 2001, respectivamente, se circunscribió a verificar el cumplimiento de la normativa que regía a las consultorías, esto es, específicamente las normas contenidas en el Decreto M.O.P. Nº 48 de 1994. Todo el aspecto relacionado con la procedencia de la consultoría, la elección de la consultora y la aceptación de la oferta, queda radicado en el Jefe de la Unidad, que, a la época de dichas resoluciones, era Leonel Vivallos y después Dino Navarro. En una entrevista que sostuvo con el perito designado por el tribunal, tomó conocimiento que un porcentaje de los estados de pago se habían depositado en la cuenta corriente de Luis Jara Núñez, y si eso es efectivo necesariamente tendría que haber habido un acuerdo previo entre el consultor y algún funcionario del Ministerio de Obras Públicas, en el sentido de abultar el precio o de dejar de hacer las labores que estaban consideradas en el contrato, porque, de lo contrario, significaría que el consultor estaba entregando gratuitamente sumas de dinero, lo que no parece razonable. El concepto “gastos generales” de un contrato está relacionado con todo aquello que debe incurrir el consultor para cumplir su contrato, y  tratándose de las consultorías adjudicadas a Abaco decía relación con la mantención de las oficinas que el consultor debía abrir a lo largo del país. Dolores Rufián se mantuvo como Jefa de la Unidad Técnica de Expropiaciones hasta marzo de 2000, ejerciendo con plenitud sus funciones, sin perjuicio de que, además, desempeñaba la labor de asesora del coordinador Cruz, por la relación de confianza que existía entre ambos. Conforme al curso de los acontecimientos, es probable que ella entre enero y marzo de 2000 se haya abocado a planificar las funciones que iba a desempeñar a partir de marzo de 2000, y que en ese período haya asumido Quiroz como Jefe Subrogante de la Unidad. En su concepto si hubo una negociación de la oferta con el consultor, lo ve muy difícil que se haya efectuado con el inspector fiscal del contrato, porque éste asume dicha función cuando ya esta firmado el convenio y dictada la resolución que lo aprueba. También duda que un consultor ante la sola petición formulada por un inspector fiscal, efectúe el tipo de negociaciones o acepte los requerimientos de que tomó conocimiento por intermedio del perito. 

Mario David Inzunza Canales, a fojas 2.562, señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas en diciembre de 1997, para desempeñarse en el Departamento de Informática de la Dirección de Planeamiento, a cargo del desarrollo de sistemas de atención de público, de Intranet y también en el Sistema de Administración Financiera. Siempre ha tenido la calidad de contratado a honorarios, por lo tanto, recibe cheques fiscales, previa extensión de la boleta respectiva. Cumplo el horario normal de trabajo, esto es, de las 9:00  a las 19.00 horas. Entre enero y septiembre de 2001 no celebró contrato de honorarios con el ministerio, por lo tanto,  no tuvo ningún tipo de remuneración, pero como estaba trabajando en el Sistema de Administración Financiera, Cortés le pidió que siguiera laborando mientras resolvía el problema del contrato y por esa razón le comenzaron a pagar de enero a mayo de 2001 la suma de $780.000 mensuales, y entre junio y septiembre $1.400.000 mensuales, lo que hace un total de $9.500.000. No se explica porqué en el listado que se le exhibe aparece recibiendo la suma de $6.470.000. Cortés fijó el monto, y la diferencia de remuneraciones que se advierte entre mayo y junio de 2001 se debe que a partir de junio empezó a funcionar el Sistema de Administración Financiera, lo que aumentó considerablemente la carga de trabajo. Por lo expuesto, las sumas señaladas no obedecen a honorarios adicionales ni a sobresueldos, es remuneración por la labor realizada. Por dichos pagos no dio boletas, porque Cortés así  lo planteo. Los honorarios eran pagados con un cheque, le parece que provenían de la cuenta corriente de Luis Jara. No cuestionó el procedimiento porque siempre le decían que más adelante se arreglaría el problema. A fojas 18.538 ratificó su declaración.

Mario Andrés Tala Delgado, a fojas 2.574, en la que indicó que ingresó al Ministerio de Obras Públicas a principios de julio de 1995, celebrando un contrato de honorarios que eran pagados con un cheque fiscal, previa emisión de boletas de honorarios. Durante 1996 adquirió la calidad de contrata y a principios de 1997 ingresó a la planta. Cumplía el horario normal de la administración pública y físicamente se desempeñaba en la Dirección de Planeamiento. En mayo de 2002 se fue a trabajar al Ministerio de la Vivienda y Urbanismo. Prestó labores en el Departamento de Planificación Estratégica,  dependiente de la Dirección de Planeamiento, como jefe de dicho departamento, y le correspondió orientar las inversiones del Ministerio de Obras Públicas a través de diferentes mecanismos.  Desde mayo de 2000 a marzo de 2001 percibió la suma de $8.910.000, a razón de $810.000 mensuales. En julio de 2001 recibió $ 5.400.000, correspondiente al pago de los meses de febrero a julio, a razón de $900.000 mensuales. En Octubre le pagaron $1.800.000 por dos meses; en Diciembre  $ 2.700.000 por tres meses y al año siguiente en el mes de enero $900.000. Carlos Uribe le entregó sumas de dinero en efectivo a partir de julio de 2001,  en un sobre o mediante el depósito en su cuenta corriente. La suma total que percibió en los años 2000 y 2001 por concepto de honorarios ascendió a $19.710.000, por labores adicionales que prestó a concesiones, que consistieron básicamente en analizar el impacto de los nuevos desarrollos inmobiliarios en la provincia de Chacabuco, la red concesionada y la red de obras por concesionar, también la obras necesarias que debían  generar las inmobiliarias, y, finalmente, si esas obras eran posibles de concesionarse. Fue Dolores Rufián la que lo invitó a desarrollar labores adicionales para obtener un sueldo extra. Solicitó que le dijeran el nombre de la entidad a  la que debía extender la boleta, pero Sergio Cortés le mandaba a decir a través de otras personas que más adelante le diría. Nunca se lo dieron y por eso nunca emitió boletas. Le pareció raro pero estaban todos en la misma situación. Las labores adicionales las hacía  después del horario normal e incluso los fines de semana. Pueden existir algunos documentos en que haya quedado constancia de estas labores adicionales. Aparte de estas sumas de dinero que percibió en forma diferente a la normal, no hay otras.

A fojas 14.704 (fojas 2.093 Letra A), señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas en virtud de un contrato cuyo honorario se fijó de consuno con la autoridad respectiva. Sin embargo, como el honorario se redujo cuando adquirió la calidad de contrata y cuando se incorporó a la planta, y con la finalidad de mantener el nivel de sus ingresos se le propuso que efectuara labores adicionales para concesiones, los que se pagaron y respaldó con boletas de honorarios que dio a unas consultoras por instrucciones que recibió en ese sentido. Las labores adicionales fueron propuestas por el Director de Planeamiento que a esa época era Matías de la Fuente, y se tradujeron en hacer evaluaciones a los proyectos de concesiones, especialmente de aquellos relativos a la zona central de Santiago. Recuerda haber hecho informes en cumplimiento del cometido que no tenían el carácter de mensuales y que deberían estar en dependencias de concesiones. El trabajo era más bien de tipo individual, puesto que no recuerda haber tenido reuniones en que se analizaran sus informes en particular, pero sí participó en reuniones en que se analizaban los trabajos globales de concesiones. Por estas labores recibió sumas de dinero que le parece fueron pagadas mediante cheque, sin recordar de que cuenta corriente provenían, recibiendo instrucciones de los jefes administrativos de la Dirección de Planeamiento, Luis Gutiérrez o Ana María Arriagada, en el sentido que debía emitir boletas de honorarios a Délano Consultores Limitada y a Eduardo Martín  Faunes Amigo, empresas a las que nunca prestó servicios. No cuestionó el hecho de estar percibiendo dineros de terceras personas, no obstante tener la calidad de empleado público. Era el sistema que se impuso por la autoridad de concesiones para pagar honorarios por las labores de tipo adicional. Todas las boletas obedecen a prestación de servicios a concesiones y no ha facilitado boletas de honorarios a terceros.

A fojas 15.631 (fojas 3.113 Letra A), señaló que Délano Consultores y Cía Ltda. siempre le pagó mediante cheque,  que le parece que provenían de la cuenta corriente bancaria  de esa  sociedad y los pagos eran previa emisión de la respectiva boleta de honorarios. El cheque era entregado por un estafeta o un empleado de administración. Todas las sumas de dinero que percibió de Délano están respaldadas con las boletas de honorarios cuyas fotocopias puso a disposición del tribunal. Los honorarios adicionales de los años 97 y 98 fueron pagados por Délano Consultores y Cía. Ltda.


Tratándose del consultor Eduardo Martín Faunes Amigo,  le parece que hubo pagos en efectivo entregados por Roberto Alonso. Los dineros fueron entregados durante el año 1999 y en diciembre de ese año emitió una sola boleta por la suma bruta de $ 7.335.000.-. Nunca recibió un cheque por la suma líquida que indica la boleta, ni tampoco en efectivo de una sola vez. No recibió más de lo que dice la boleta. 


El cheque por la suma de $ 675.000.- girado en octubre de 1999, proveniente de la cuenta corriente bancaria  de Délano Consultores y Cía. Ltda., lo depositó en su cuenta del Banco Boston y corresponde a los honorarios pagados durante ese año. No emitió boleta de honorario por esa suma de dinero y está comprendida en la boleta que emitió a Eduardo Martín Faunes Amigo el 6 de diciembre de 1999. 
Marcos Javier Serrano Ulloa, a fojas 2.594, en la que manifestó que en el curso del año 1994, por intermedio de José Barbosa a quien conoce por razones profesionales, tomó contacto con Héctor Peña. En julio de 1997 Peña le manifestó que quería formar una sociedad y que necesitaba por lo menos tres firmas para constituirla y le pidió que lo ayudara, accediendo a su petición, y en la primera sesión de Directorio fue designado Director de Gate S.A. y Presidente del Directorio, según da cuenta la escritura pública de 20 de agosto de 1997. El Directorio estaba formado por Héctor Peña Véliz, María Teresa Valenzuela Silva y él. En marzo de 2000 le envió a Peña una carta manifestándole su intención de no continuar en la empresa y cree que en el 2001 se firmó la nueva escritura, por lo tanto, ya no tiene ninguna relación con esa sociedad. La sociedad no funcionó durante julio de 1997 y marzo de 2000, por lo tanto, no cumplió ninguna labor.


Añadió que participó en la elaboración del estudio denominado “Diseño de un Manual de Procedimientos Ambientales para Carreteras Concesionadas”, aprobado por resolución Nº 2311  de la Dirección General de Obras Públicas de 16 de septiembre de 1998, que sería la primera asesoría que se habría adjudicado la empresa Gate S.A. en el Ministerio de Obras Públicas. Elaboró el capítulo VIII del estudio, en calidad de asesor de Gate S.A., pagándosele la suma de $2.100.000 mediante la entrega de tres cheques girados de la cuenta corriente que esa sociedad mantenía en el Banco del Estado. En dicho estudio también participó Guillermo Dascal y César Garrido, desconociendo si participó más gente porque sólo se relacionó con esas personas. Se le consultó si quería participar en la elaboración del manual después que  Gate S.A. se había adjudicado el estudio. Su labor consistió en evaluar la incorporación de la dimensión ambiental en el sistema de información geográfica propuesto por la empresa Cygsa Chile S.A. a la Coordinación General de Concesiones. Se relacionó con Dascal y Garrido quienes interactuaban con la gente del ministerio. En todo caso asistió a un taller que se efectuó en la Unidad Ambiental de Concesiones el 5 de marzo de 1999, en el que participó Maria Angélica Arellano, Paula Parma, Loreto Pavez, Mónica Araya, José Luis García-Huidobro y Gonzalo Benavides.
Francisco Javier Ortúzar Figueroa, a fojas 2621, en la que indicó que desde 1970 se desempeña en el rubro de la construcción, celebrando contratos de obra pública con diferentes organismos públicos,  principalmente con el Ministerio de Obras Públicas. Desde 1970 y hasta 1995 no tuvo mayores problemas para cumplir las labores necesarias para desarrollar los contratos celebrados con el ministerio, sin embargo a partir de octubre de 1995 la actitud de varios de sus funcionarios varió sustancialmente, formulándoseme exigencias indebidas. Ante la negativa a aceptar dichos requerimientos, se le impidió ejecutar las obras a las que estaba obligado en virtud de los contratos, llegando al punto de que no pudo cumplir con sus compromisos bancarios, comerciales y financieros, cayendo en estado de insolvencia. El Ministerio de Obras Públicas puso término a los contratos de obra pública de construcción “Chonchi-Teupa” y “Maullín-Carelmapu”, el primero de un valor de $770.000.000 aproximados y, el segundo, de $1.800.000.000 aproximados. Posteriormente, el ministerio adjudicó por licitación privada la terminación del contrato de construcción de obra pública “Chonchi-Teupa” a la empresa  Bitumux por un costo total de $1.873.438.458, incluyendo aumento de la obra. La Contraloría General de la República  el 6 de septiembre de 2002 concluyó que el procedimiento utilizado para adjudicar el contrato a Bitumix carecía  de sustento legal y que se había generado un resultado altamente oneroso para el interés fiscal. Decidió poner estos hechos en conocimiento de US. porque dan cuenta de irregularidades en que habrían incurrido funcionarios del Ministerio de Obras Públicas y que, por información dada por la prensa, serían similares a los que son materia de esta causa. Interpuso en el Segundo Juzgado del Crimen de Santiago el 14 de diciembre de 2002 una querella criminal, que rola con el Nº 175.392-3, en contra de Yanko Vilicic Rasmussen y de Mario Fernández Rodríguez, quienes, a la fecha de los hechos, se desempeñaban como Director de Vialidad y Jefe de Construcción de Vialidad, respectivamente, y en contra de todos aquellos que resulten responsables por los delitos de estafa, fraude al Fisco y malversación de caudales públicos. 
Nelson del Carmen Belmar Lobos, a fojas 2.624, en la que señaló que ingresó a trabajar al Ministerio de Obras Públicas, como asesor del Director de Vialidad Pablo Anguita, en enero de  2001, cargo que desempeñó hasta abril de ese año. En junio de ese año fue contactado por el subsecretario Juan Carlos Latorre, para que asumiera como Director de la Dirección de Vialidad, todo a raíz de los problemas presupuestarios del ministerio. Se incorporó en julio y asumió el cargo en agosto 2001, desempeñándolo hasta mayo de 2002, porque le  pidieron la renuncia. En agosto de 2002 se reincorporó como asesor del Director de Vialidad. Antes de asumir el cargo se entrevistó con Eduardo Arriagada para saber mis labores y sueldo, manifestándole que éste era equivalente al grado 1 de la Escala Única de Remuneraciones y como en la empresa privada ganaba mucho más le dijo que se complementaría con otra cifra adicional que pagaría concesiones. Por lo tanto, desde julio de 2001 y a enero de 2002 percibió el sueldo fiscal más la suma mensual de $2.200.000, que Carlos Uribe entregaba en dinero efectivo,  jefe de gabinete de Eduardo Arriagada.  Desde febrero de 2002 la situación se regularizó, firmándose un convenio entre todos los directores y concesiones, empezándose a pagar con un cheque fiscal, previa emisión de una boleta al ministerio. Respecto  de los dineros que recibió en efectivo no dio boleta, se le dijo que no se preocupara y que le avisarían a quien debía emitirla, lo que nunca ocurrió. Le llamó la atención lo de los pagos en efectivo, pero como todos los directores estaban en la misma situación no cuestionó el procedimiento. 
Gabriela Elena Mercado Bugarín, a fojas 2.625, en la que expresó que, a la época de los hechos  que se investigan, era sub-gerente de finanzas y que la gerencia de finanzas era una unidad que servía de apoyo a las demás. El gerente de administración y finanzas lo desempeñaba Chávez Weisser. No tenía facultades para celebrar contratos ni para intervenir en su ejecución, sólo debía velar por los recursos financieros de la empresa. Agregó, que Abdón Naim en abril de 2000 le informó que el inspector fiscal, de apellido Quiroz, le había señalado que las labores correspondientes a la fase B del contrato la estaba haciendo otra empresa, y que para facilitar el proceso de pago a ese tercero por la parte del precio correspondiente a la fase B se debía considerarlo como un valor pro-forma, de manera que cuando el ministerio girara los dineros se debía girar un cheque a ese tercero, que fue lo que hizo en definitiva. No le llamó la atención lo manifestado por Naim, porque la petición venía del inspector fiscal del contrato. 
Daniel Iván Jana Calderón, a fojas 2.653, en la que señaló que ingresó a la División de Vialidad en diciembre de 1990, como ingeniero de proyectos, siendo transferido al Departamento de Concesiones en diciembre de 1994, como de jefe de proyectos de ingeniería de la Unidad Ejecutiva Ruta 5. A mediados de 1999 fue designado jefe de la Unidad Coordinadora de Proyectos, desempeñándose en esa calidad hasta enero de 2001. El superior jerárquico pasó a ser el Coordinador General de Concesiones Carlos Cruz, y en el ejercicio del cargo le correspondió coordinar el desarrollo técnico de todos los proyectos de la coordinación, proyectos viales, aeroportuarios, de ferrocarriles, etc., su labor terminaba con el llamado a licitación de la concesión. Como Julio Toro en enero de 2001 fue designado en  ese cargo, continuó desempeñando labores de asesoría técnica. Siempre tuvo la calidad de agente público, por lo tanto, sus honorarios se pagaban con cheque fiscal  y entregaba la boleta al ministerio. Desempeñando las jefaturas indicadas y estimando necesario la ejecución de un proyecto determinado, debía presentar el presupuesto al coordinador Carlos Cruz  para su discusión, afinado se remitía al Departamento de Finanzas para su posterior discusión en el Ministerio de Hacienda. Una vez aprobado se atenía al presupuesto y, por lo tanto, el proyecto no se hacía si faltaban los recursos financieros para su ejecución. Durante el año 2000 varios proyectos no pudieron realizarse por falta de fondos. Recuerda que el ministro Cruz, en más de una oportunidad, les hizo presente los problemas presupuestarios de concesiones, manifestando que era necesario ser cuidadoso con los gastos  y ver la posibilidad de reducir el número de profesionales. Durante la época en que se desempeñó como jefe de la Unidad Ejecutiva Ruta 5 o como jefe coordinador de proyectos, nunca recibió una instrucción de parte de Carlos Cruz en el sentido que se debían utilizar los dineros fijados en la partida pro forma de algunos contratos de estudios, para solventar gastos generales ajenos al contrato en el que se había estipulado. El Departamento de Finanzas solo lo instruyó que restringiera al máximo el uso de los valores fijados en las partidas pro forma  y que cualquier uso debía ser autorizado previamente por ese departamento. La partida pro forma se estipula en los contratos para cubrir los gastos o imprevistos que se indican en las bases de licitación. En cuanto a la pregunta si el valor fijado en las partidas pro forma puede ser utilizado para solventar gastos administrativos generales de la coordinadora, señaló que el abogado que se desempeñaba en la Unidad Jurídica, Rafael Ibarra, siempre le manifestó que en derecho público sólo se puede hacer lo que está señalado en la ley, en consecuencia, en ese contexto responde que el valor fijado en las partidas pro forma no pueden ser utilizados para solventar otros gastos diferentes de aquellos estipulados en el contrato. A los inspectores fiscales o contraparte técnica solo les transmitió la instrucción que recibió, restringir al máximo el uso de las partidas pro forma. Nunca recibió ninguna instrucción de pedir dineros a empresas consultoras, constructoras o concesionarias para ningún fin. Como agente público fue designado inspector fiscal de proyectos adjudicados a C.C.P. Ingeniería Limitada,  Abaco  y  R & Q Ingeniería Limitada y ejerciendo las jefaturas le correspondía determinar la necesidad de efectuar estudios de consultoría, debiendo plantearle a Carlos Cruz su necesidad. Si él estimaba que era pertinente debía recurrir a Sergio Cortés y a partir de 2000 a Torres, para  que informaran si existía presupuesto para ello o para que consultaran a Hacienda si iban a proveer los fondos necesarios. Si Cortés o Torres decían que no había presupuesto, el estudio no se hacía, de lo contrario se llamaba a licitación pública, privada o se recurría al mecanismo de trato directo, dependiendo de la urgencia del estudio, lo que era de su incumbencia. Si determinaba que el asunto era urgente, debía decidir a qué consultora se recurriría para que efectuara el estudio, la que debía indicar el precio de su consultoría para su aprobación o rechazo. Nunca le planteó al representante de una empresa consultora que incorporara al precio del contrato una determinada suma de  dinero, que pudiera haberle señalado Cortés o Torres, con la finalidad de cubrir gastos administrativos generales de la coordinación.  Cortés ni Torres nunca le pidieron que hiciera ese tipo de peticiones. 
A 15.782 (fojas 3.265 letra A), en la que ratificó que nunca recibió sumas de dineros adicionales con la finalidad de mejorar su remuneración y bajo ningún concepto. Los 4 cheques provenientes de la cuenta corriente de Gate S.A. N° 5543541 por las sumas de $ 2.000.000.-, $ 1.000.000.- $ 1.305.000.- y $ 1.000.000.-  girados el 26 de enero de 2000, 26 de abril de 2000, 25 de enero de 2001 y 7 de marzo de 2001, respectivamente, deben corresponder a anticipo de honorarios porque no se pagaban a tiempo porque el ministerio no tenía disponibilidad los primeros meses de cada año. 


En relación al estudio denominado “Estudio de ingeniería Cruces a desnivel Gultro- Requinoa, Rosario” adjudicados a la empresa consultora Intrat S.A. mediante resolución de la DGOP N° 586 de 26 de junio de 1995, señaló que es probable que se haya desempeñado como inspector fiscal una vez que Claudio Eugenio Fuentes López se desligó de la coordinación, y, en ese contexto, es posible que con cargo a la partida pro forma del contrato haya instruido al consultor para que pagara la factura emitida por el Instituto de Economía el 8 de enero de 1997 por la suma de $ 5.000.000.- cuya fotocopia rola a fs. 1.416 y cuya glosa reza “Asesoría en difusión de proyectos concesionados”. Del examen de los términos de referencia se advierte que el contrato consultaba un valor pro forma para la realización de actividades relativas a  charlas y seminarios y, por lo tanto, debió habérsele informado, por quien estaba a cargo de la unidad respectiva, que se había incurrido en gastos por ese concepto. Ese procedimiento utilizó en los dos contratos a que alude en la declaración que rola de fojas 3291 y siguientes. 
Helmut Stehr Wilckens, a fojas 2904, en la que indicó que es gerente general de Constructora Delta S.A. y que no participó en la reunión anual de la Cámara Chilena de la Construcción  que se efectuó en Marbella  y a que se refiere la prensa, porque no integraba el Comité de Obras Públicas de la Cámara. Por las razones expuestas no pudo tomar conocimiento de la intervención del ex ministro Cruz en el acto de clausura. Ninguno de los personeros de su empresa asistió a la comida que se hizo en la casa de Carlos Cruz, a la que alude la prensa. Sólo tenía conocimiento general de los problemas presupuestarios de Obras Públicas, pero no sabía que el Departamento de Concesiones en particular tuviera déficit. Como gerente general nunca recibió solicitudes de aportes en dinero para solventar gastos administrativos  o con cualquier otro fin, tampoco que se hubieran efectuado peticiones similares por parte de un inspector fiscal o contraparte técnica de un contrato. No han solventado gastos con cargo a una partida pro forma o a las partidas de gastos administrativos, no relacionados directamente con el contrato específico. 
Dino Francisco Navarro Muñoz, a fojas 2.906, en la que expresó que ingresó al ministerio en marzo de 1997, a la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones, que después pasó a llamarse Unidad Técnica de Expropiaciones, asumiendo  la jefatura el 27 de febrero de 2001. Antes de esa fecha prestaba asesoría  jurídica en materias relacionadas con expropiaciones. Cree que en marzo de 2000 adquirió la calidad de agente público, percibiendo honorarios pagados por el Ministerio de Obras Públicas, previa emisión de la boleta de honorarios. Como agente público fue inspector fiscal en tres contratos de consultoría,  dos estaban  desarrollándose a la época de su designación y se trataba de aquellas adjudicadas a Abaco y a R & Q. En la otra que se adjudicó a la empresa R & Q,  asumió como inspector fiscal desde su inicio, esto es, en mayo de 2002. En los otros dos casos reemplazó a Leonel Vivallos respecto de la consultora Abaco y a Vivallos o Héctor Quiroz en el de R & Q. También fue designado inspector fiscal en una consultoría adjudicada a la empresa Abaco, denominada “Actualización de planos del proyecto: Sistema urbano norte-sur, sector General Velásquez”, aprobada por resolución Nº 2215  de la Dirección General de Obras Públicas de 7 de agosto de 2000.  Nunca nadie  le pidió que incorporara al precio de los contratos  una determinada suma de dinero para cubrir gastos  administrativos generales de concesiones, tampoco lo hizo de oficio.  Nunca nadie le pidió que en las consultorías incorporara partidas por concepto de gastos administrativos, para que con cargo a ella se pagara diferentes gastos administrativos de concesiones, tampoco lo hizo de oficio. Asimismo, nunca nadie le pidió que incorporara a una consultoría una partida pro forma para imputar a ella gastos administrativos de concesiones. Nunca solicitó, de manera directa o indirecta, dinero a alguna consultora para que ayudara a pagar gastos administrativos de concesiones, ni que pagaran gastos no contemplados en el contrato. Sólo intervino en la elaboración de los términos de referencia y bases administrativas de una consultoría de 2002, adjudicada mediante licitación pública a R & Q  En el resto de las consultorías que participó sólo desempeñó la labor de inspector fiscal propiamente tal.  

A fojas 6.522, señaló que el término “gastos generales” utilizado en los términos de referencia de los contratos celebrados con la empresa Abaco y al que se hace alusión en la etapa signada como 7 y denominada “Procesos Administrativos”, corresponde a todos aquellos gastos en que el consultor debe incurrir para la implementación y mantención de las oficinas en terreno destinadas a la prestación del servicio y a la atención de publico, que el consultor debe instalar en cada una de las localidades que se han señalado  en el contrato. Las consultorías del tipo de las que fueron adjudicadas a Abaco debieron desarrollarse en diversos puntos del país, y para una adecuado cumplimiento de las labores y una atención de público más directa era indispensable el establecimiento y mantenimiento permanente de oficinas. Cuando el consultor presentó su oferta económica y fijó un precio por concepto del denominado “Proceso Administrativo”, necesariamente debió haber considerado el número de oficinas  que necesitaba abrir y mantener para cumplir el contrato, y, asimismo, el personal que requería para su mantención, que obviamente puede variar durante la ejecución del contrato conforme a los requerimientos de las labores asociadas a cada una de las oficinas, y es por eso que se fijó un monto en cada una de las ofertas económicas que presentó. En este tipo de contrato se utiliza la modalidad de precio unitario, porque permite que efectivamente el pago se haga por tareas realizadas. Los precios unitarios se fijan en unidades de fomento porque es un instrumento que permite mantener el valor adquisitivo del dinero y facilita el cálculo de cada estado de pago. Desconoce las razones por las cuales se aumentaron los precios unitarios en la oferta económica que presentó la empresa Abaco Consultores, para ejecutar el contrato que, en definitiva, se le adjudicó mediante resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 398 de 18 de diciembre de 2000. La consultora cumplió el contrato, esto es, mantuvo las oficinas y el personal que se requería y realizó las labores en forma adecuada. En materia de expropiaciones fue un muy buen apoyo para el proceso implementado por concesiones. Reiteró que en marzo de 2000 adquirió la calidad de agente público y fue inspector fiscal del contrato señalado, no obstante que en la referida resolución no fue designado como tal sino que su antecesor Leonel Vivallos, porque asumió dichas funciones una vez que fue nombrado jefe de la Unidad Técnica de Expropiaciones. Agregó que durante la ejecución del contrato nunca tuvo conocimiento de que se estuvieran solicitando dineros a Abaco, tampoco tuvo participación en el mecanismo implementado para ello, ni sabía que se estaban efectuando depósitos en la cuenta corriente de Luis Jara, no obstante que a esa fecha era el jefe de la Unidad Técnica de Expropiaciones y estaba a cargo del contrato adjudicado a Abaco.


A fojas 10.009, manifestó que una vez que Dolores Rufián asumió como Directora de Planeamiento, la Unidad Técnica de Expropiaciones quedó a cargo de Héctor Quiroz. En octubre de 2000 la jefatura de esa unidad la asumió Leonel Vivallos  y, según lo que él comentó, fue el Director General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada, quien le pidió que se hiciera cargo de la unidad, porque se habían presentado problemas tanto por reclamos formulados por las sociedades concesionarias a raíz de la demora en la entrega de los lotes expropiados, como por problemas presupuestarios y de déficit en la gestión. A esa fecha se había advertido que faltaba una suma aproximada de treinta mil millones de pesos para solventar los pagos por concepto de expropiaciones, lo que se generó porque se incurrió en error en la confección del presupuesto para el  año 2000, pues fue inferior a las necesidades reales que se tendría para ese año. Vivallos al asumir se interesó por saber cómo la unidad funcionaba en general y, en particular, cómo era el procedimiento expropiatorio y cómo  influía en el problema presupuestario. En relación a este último aspecto se le explicó que, atendido el sistema de plazos que se deben cumplir en el proceso expropiatorio, una vez dictado el decreto expropiatorio había que efectuar los pagos dentro determinado plazo, toda vez que de no hacerlo la expropiación se entendía como desistida, lo que solo permitía hacer un nuevo proceso expropiatorio una vez transcurrido el plazo de un año desde el desistimiento, que en la práctica se traducen en dos, lo que generaba graves problemas al ministerio y también a  las sociedades concesionarias porque no podrían contar con los terrenos para ejecutar las obras. Vivallos diseñó mecanismos para suplir las deficiencias en la gestión, creando procedimientos de control de gestión y de control presupuestario. El Ministerio de Obras Públicas para suplir la falta de los treinta mil millones de pesos redestinó recursos, asignándose al proceso expropiatorio, y, además, se obtuvo que las platas del presupuesto de 2001, que sólo se puede disponer normalmente a fines de enero, se pudieran utilizar antes, lo que permitió consignar los dineros por concepto de expropiación a fines de enero de 2001, de una cantidad aproximada de diecisiete mil millones de pesos. De no haberse podido disponer de esa suma de dinero en los primeros días de enero, las consignaciones solo se podrían haber efectuado en marzo, debido al feriado judicial, lo que habría retardado el proceso expropiatorio y puesto en riesgo aquellos respecto de los cuales estaban corriendo los plazos. En definitiva, la labor desarrollada por Vivallos permitió continuar con los procesos expropiatorios  y superar las deficiencias que se advertían. A esa época habían dos empresas, R & Q y Abaco, prestando asesorías en materia de expropiación y en algunas reuniones se planteó la necesidad de contar con asesoría para continuar con el proceso expropiatorio. Recuerda que en una de estas reuniones Leonel Vivallos consultó si Abaco era una empresa calificada y competente, respondiéndosele que sí. Por la magnitud de los procesos expropiatorios existentes a esa época, era imposible que toda la labor necesaria para expropiar terrenos quedara centrada en la Unidad Técnica de Expropiaciones. Por la necesidad y urgencia de contar con una asesoría, es probable que se haya planteado la posibilidad de contratar a Abaco por trato directo, pero no recuerda que se le haya formulado a Vivallos algún  comentario en torno al valor económico o precio de la asesoría. Lo relativo a ese aspecto no se radicaba en su persona ni en ninguno de los que participaron en las reuniones con Vivallos. A esa época desconocía en qué división o unidad quedaba radicado todo lo relativo al aspecto administrativo del contrato.

Flavia Catalina Maldini Benítez, a fojas 2908, en la que indicó que es socia de la sociedad Econat Consultores Ltda., y que al interior de la sociedad la regla es que la administración de un proyecto le corresponde al  jefe del mismo, que, además, se hace responsable ante el resto de los socios. En las consultorías adjudicadas por el ministerio el encargado de los proyectos era Marco Antonio Luraschi Pandolfi, pero, como conforme a la escritura de constitución de la sociedad la representación recae en dos cualesquiera de los socios en forma indistinta, debió suscribir con Luraschi los convenios ad referéndum aprobados por resoluciones  Nº 1249 de 3 de mayo de 1999 y Nº 1831 de 27 de junio de 2000. Recuerda que en diferentes oportunidades, cercanas a la fecha de los contratos, Luraschi le manifestó que estos involucraban pago a terceros, al parecer por instrucciones del inspector fiscal  Salinas, no oponiéndose a ello en el entendido que todos obraban responsablemente y porque era normal pagar a terceros. No le pareció raro lo expuesto por Marco porque es normal que las consultorías sean multidisciplinarias y por ello intervienen otros profesionales.
Daniel Lourdes Hurtado Parot, a fojas 2.941, en la que manifestó que como gerente general de Brotec nunca recibió una petición de dinero formulada por el ex ministro Cruz, por algún inspector fiscal o por algún funcionario del ministerio, y por el cargo que ejerce de haber existido alguna petición en ese sentido la habría sabido, porque es práctica de la empresa que todo gasto superior a $5.000.000 sea visado por la gerencia. 
Rene Beltrán Silva Muñoz, a fojas 2.955, en la que expresó que ingresó al Ministerio de Obras Públicas en el año 1953, para efectuar la práctica, ingresando a la ex Dirección de Obras Ferroviarias. Entre 1980 y 1990 se desempeñó como Director de la Dirección de Planeamiento, acogiéndose a jubilación en el año 1990, siguiendo bajo el sistema de  honorarios en la Dirección General de Obras Públicas, asesorando el Director General. A mediados de 1992 fue designado jefe del Departamento de Concesiones, que dependía funcional y orgánicamente de la Dirección General de Obras Públicas,  cargo que desempeñó hasta agosto de 1995, época en que asumió Gustavo Silva, manteniéndose en el mismo departamento en calidad de subrogante. Gustavo Silva renunció en marzo o abril de 1996 y nadie asumió la jefatura, porque Carlos Cruz en enero de 1995 fue nombrado Coordinador General de Concesiones. A raíz de lo anterior su situación funcionaria quedó un poco debilitada, porque como en el Departamento de Concesiones no se nombró a un titular en calidad de jefe, no podía desempeñarse como subrogante y, además, porque la coordinación empezó a asumir las labores propias del Departamento de Concesiones y otras más. Se mantuvo en concesiones hasta el 1 de noviembre de 2001, como agente público con contrato a honorarios. Desde 1995 y hasta junio de 2000 se desempeñó como asesor en las unidades administrativas del sistema, debiendo revisar las bases de licitación de los contratos, los términos de referencia, los convenios ad referéndum y las resoluciones por las cuales se aprobaban los contratos. En junio de 2000 se hizo un cambio en concesiones y se lo designó jefe de la Unidad de Administración y Contratos,  labor que desempeñó hasta el 27 de febrero de 2001. Durante esa época no estaban claras sus funciones y la calidad de jefe propiamente tal, porque cada vez que pretendía desarrollar alguna labor que estimaba dentro de su campo debía requerir el visto bueno de alguien y que al  final siempre debía solicitárselo a Cortés. Por lo tanto, si bien aparecía orgánicamente como jefe de una unidad, no lo era funcionalmente. En octubre de 2000 cuando Molina asumió como coordinador le planteó la situación un poco precaria en que se encontraba y le solicitó que lo relevara de la  jefatura. En febrero de 2001 le dijo que se iba a  desempeñar como asesor de Rafael Ibarra,  jefe de la Unidad Jurídica, expresándole que presentaría su  renuncia, la fue aceptada el 28 de septiembre de 2001, fecha del decreto Nº 1396,  quedando íntegramente tramitado el 9 de octubre de 2001. 

                Nunca en la calidad de agente público fue designado inspector fiscal de contratos, sin embargo, en esa calidad integró la Comisión de Apertura y de Adjudicación para adjudicar el contrato denominado “Trabajo de apoyo a las funciones de la Coordinación General de Concesiones de la Dirección General de Obras Públicas”, aprobado por resolución de dicha dirección Nº 343  de 13 de septiembre de 1999. Como integrante de la Comisión de Apertura le correspondió abrir los sobres que contenían las ofertas y constatar que se adjuntaran los antecedentes pedidos por las bases.  Se adjudicó el contrato a GATE S.A. porque presentó la oferta más baja y cumplía los requisitos previamente establecidos. Como a esa época se desempeñaba como asesor de  Sergio Cortés, le propuso que las bases de licitación fueran aprobadas por la Contraloría General de la República, previo al llamado a licitación privada, lo que aceptó y, en definitiva, la contraloría aprobó las bases. A esa época no conocía a Gate S.A. ni a Peña y nunca se relacionó con él. Fue Cortés el que le dio el nombre de seis empresas para invitarlas a la licitación privada, redactando las cartas que firmó el Director General de Obras Públicas, Juan Lobos. Como integrante de las comisiones no recibió ninguna instrucción, orden o petición de que favoreciera a Gate S.A.  

         En relación al contrato denominado “Diseño e Impresión de Manual de Procedimientos de Auditoría Ambiental Independiente para Concesión Ruta 5 Tramo Santiago-Talca”, aprobado por resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 3546 de 6 de diciembre de 1999, intervino por su calidad de agente público como ministro de fe, debiendo verificar que se cumplieran los requisitos formales establecidos  para llamar a licitación privada. En relación a ambos contratos no intervino en la ejecución de los contratos, lo que estaba a cargo del inspector fiscal o contraparte técnica.  No recuerda en relación al segundo contrato haber integrado la comisión técnica que autorizaba los pagos al consultor. Es posible que  haya firmado algún documento de pago, pero con la única responsabilidad de verificar que los documentos estuvieran bien expedidos, porque quien autoriza los pagos es el inspector fiscal o contraparte técnica y la autoridad del servicio que era el Director General, Juan Lobos.

No recuerda la labor que desarrolló respecto del contrato de consultoría adjudicado a la empresa C.C.P. Ingeniería Ltda., denominado “Revisión, Dibujo y Complementación de Planos de Diseño Geométrico de la Obra Ampliación, Rehabilitación y Mejoramiento Interconexión Vial sector Santiago, Valparaíso y  Viña del Mar” aprobado por resolución Nº 2039 de 13  de julio de 2000.

Se desempeñó como asesor en la Coordinación General de Concesiones, de Sergio Corté, fundamentalmente por su larga experiencia en el ministerio, pero nunca se le consultó si era posible que las partidas pro forma de un determinado contrato fueran administradas por la División de Operaciones que dirigía aquél. Tampoco nunca se le consultó si era posible que la referida división administrara las partidas de gastos administrativos de los contratos y tampoco si podían incorporarse al precio de una determinada consultoría gastos diferentes al contrato, como, por ejemplo, para solventar gastos generales administrativos de concesiones y honorarios adicionales y sobresueldos. De habérsele hecho las referidas consultas, habría manifestado que ello no se podía hacer porque sería a lo menos irregular. Revisó muchos contratos  y los visó, pero esa actuación  se limitó al aspecto formal del documento, y si se hubiere incorporado al precio de un contrato gastos que no eran propios del mismo era imposible que lo advirtiera. Por eso afirma que si los visó no significaba que estaba aprobando la forma irregular utilizada.

Enrique Loehnert Coster, a fojas 2.997 y siguientes, en la que manifestó que se desempeña como gerente general de la Empresa Constructora Tecsa desde 1979, y que estuvo en una comida en la casa del ex ministro Carlos Cruz que se celebró como en el mes de octubre de 2000, reunión social en la que se planteó la poca participación de las empresas chilenas en el sistema de concesiones, lo que preocupaba a estas últimas. En esa reunión también estaban presente Miguel Calvo, Víctor Bezanilla, Enrique Elgueta, Patricio Browne,  aproximadamente eran como diez o doce personas empresarios de la construcción y dos funcionarios del Ministerio de Obras Públicas  que no conocía, sin que el ministro Cruz planteara problemas de déficit presupuestario del ministerio, ni tampoco la necesidad de que los empresarios apoyaran a concesiones con recursos humanos o materiales. No obstante ello tenía un conocimiento normal y general de los problemas presupuestarios del Ministerio. 
Agregó que al año 2000 estaba en ejecución un contrato de obra pública para la construcción del puente Cahuil (6º región), estando el ingeniero Germán Escobar a cargo de la obra. Nunca tomó conocimiento de alguna petición irregular formulada por el inspector fiscal y de haber existido necesariamente tendría que haber sabido. No sabe si ese contrato contenía una partida pro forma o de gastos administrativos. Si un contrato no tiene estas cláusulas sólo se debe pagar el valor del contrato y a la empresa no se le puede exigir ningún pago extra. Aparte de ese contrato de ejecución de obra pública, durante el curso de los años 2000 y 2001 no había otros contratos en ejecución. En agosto o septiembre de 2001 se iniciaron los trabajos en la Costanera Norte, obra que fue adjudicada por el sistema de concesiones a la empresa concesionaria Costanera Norte. Dicha empresa está conformada por Impregillo  (sociedad italiana)  con un ochenta por ciento, Tecsa con un diez por ciento y Fé Grande con un diez por ciento. El representante de la concesionaria en esa época era  Giacomo Orsatti y después lo fue Diego Sabino. Tecsa y Fé Grande formaron un consorcio, con un cincuenta por ciento cada una, para ejecutar trabajos en dicha obra y en esa calidad fueron contratados por la empresa concesionaria Costanera Norte. La relación de la empresa no fue con el Ministerio de Obras Públicas ni con el inspector fiscal. Con ellos, en definitiva, se relaciona la concesionaria.  En todo caso durante la ejecución de ese contrato  no tuvo conocimiento de alguna petición irregular o indebida que haya formulado el inspector fiscal. 
Marisol Andrea del Carmen Ríos Tobar, a fojas 3.007, en la que señaló que ingresó a trabajar a la Dirección de Vialidad en mayo de 1985, pasando en 1997 a la Fiscalía del ministerio, donde se desempeña hasta la fecha de su declaración. Siempre ha tenido la calidad de empleado público, su remuneración es equivalente al grado 19 de la Escala Única de Remuneraciones, que se paga con cheque fiscal, debiendo cumplir el horario normal de la administración pública. Agregó que Fernando Arriagada Norambuena, jefe de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones de Concesiones de la Fiscalía del ministerio, en octubre de 1999 le señaló que el flujo de trabajo iba a aumentar en un doscientos por ciento y que la coordinación le pagaría el trabajo extraordinario, aquello se lo dijo también a Patricio Contador, Lissette Maureira, Ginnette Menares, Janet Moya, Ximena Rubat, Jeanette Arizabalo, Pamela Moraga, Andrea Garrido, Daniel Sánchez Fariña, Miriam Monterrios Vásquez, todos formaban el grupo de trabajo de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones de Concesiones de la Fiscalía. En cumplimiento de esa labor extraordinaria debió elaborar decretos de expropiaciones, dictar resoluciones de nombramiento de peritos, hacer extractos de expropiaciones, preparar los antecedentes que había que remitir al Consejo de Defensa del Estado, y elaborar todo tipo de documentos relacionados con expropiaciones, que después eran firmados por la autoridad respectiva. La labor extraordinaria la desarrolló entre octubre de 1999 y mayo de 2000, fuera del horario normal de la Administración Pública, también los días sábados y feriados. Su labor se relacionó con las siguientes obras: Camino Santiago-Colina-Los Andes, Región Metropolitana; Camino Santiago-Los Vilos, Región Metropolitana; Autopista Santiago- San Antonio, 5º Región y Región Metropolitana, Aeropuerto Arturo Merino Benítez; Interconexión vial Santiago- Valparaíso- Viña del Mar; Camino Temuco-Río Bueno y también reemplazaba en su trabajo a la persona que se encontrara de vacaciones. No tuvo participación en la fijación del monto de sus honorarios y no recuerda si siempre le pagaron con cheque, y le parece que en alguna oportunidad recibió dinero en efectivo entregado por Lissette Maureira. Recibió un monto total de $1.382.500, emitiendo boletas a GATE S.A. por instrucciones de Arriagada por los siguientes montos: $174.500 el 25 de noviembre de 1999, $215.000 el 6 de diciembre de 1999, $97.000 el 4 de enero de 2000, $144.000 el 2 de febrero de 2000,  $221.000 el 3 de marzo de 2000, $134.000 el 6 de abril de 2000, $208.000 el 3 de mayo de 2000 y $189.000 el 7 de junio de 2000. El tribunal dejó constancia que en el listado que rola a fojas 537 figura percibiendo la suma de $668.500 y en el de fojas 542 la suma de $129.600, que hace un total de $798.100, manifestando que la suma de $129.600 correspondería a la cuarta boleta que extendió, descontado el impuesto, y que la cantidad de $668.500 corresponde a la suma de las boletas emitidas por los valores de $174.500, $97.000, $208.000 y $ 189.000.  Agregó que no recibió otras sumas de dinero, tampoco realizó otras labores extraordinarias por las que percibió las sumas de dinero señaladas.

Miguel Raúl Calvo Aguirre, a fojas 3.016, en la que señaló que es el presidente propietario de la empresa constructora Fé Grande Limitada, y que asistió a una comida que se efectuó en la casa de Carlos Cruz, parece que en el mes de  febrero de 2000, donde parece que estaban presentes Browne de Brotec, Bezanilla de Besalco,  Elgueta de Belfi, un representante de Mendes Junior e Icaza de Icafal. El motivo de la comida era solicitarle al ministro que las licitaciones en materia de concesiones fueran por un monto menor, para que pudieran presentarse las empresas constructoras chilenas, atendido a que los montos mayores les impedía participar por falta del capital suficiente y no se contaba con  el apoyo de los bancos. Aludió a los contratos de ejecución de obra pública adjudicados a su empresa, agregando que nunca tomó conocimiento que algunos de los inspectores fiscales hayan efectuado peticiones indebidas de dinero. También señaló las obras ejecutadas por la vía de la celebración de contratos indirectos.

José Enrique Calcagni Castillo, a fojas 3.077, en la que expresó que desde mayo de 1996 y hasta junio de 2000 se desempeñó como gerente general de la SACYR CHILE S.A. En la actualidad es director y el gerente general es José Manuel Loureda López. Agregó que no asistió a ninguna comida efectuada en la casa del ex ministro Cruz, pero si participó en diversas reuniones en las que él intervino como coordinador de concesiones y luego como ministro. También como miembro de la Asociación de Concesionarios de Obras Públicas se reunió continuamente con la autoridad de la época, para solucionar problemas contingentes relativos a concesiones. Aludió a la época en que se formó la sociedad, a los socios que la componen y a su giro, señalando que a raíz de los hechos dados a conocer por la prensa, pese a tener la seguridad de que por política de la empresa no se aceptaban peticiones de dinero, se dispuso que Price efectuara una auditoría a todos los pagos efectuados desde 1996 al 2002, la que concluyó que no figuraba registrado ningún pago o documento contable relacionado a Gate S.A o a los rol único tributario asociados a esta última.

María Soledad Valenzuela Molina, a fojas 3.179, en la que señaló que los socios de Econat Consultores Ltda. son Luraschi, Melo, Maldini y ella, pero que salió del país a estudiar con destino a España el 5 de octubre de 1998,  regresando  el 6 de octubre de 2000, siendo informada a su regreso de las actividades profesionales que se estaban desarrollando en la empresa. Fue una información de carácter general y por ello tomó conocimiento que en la contabilidad estaba registrada una boleta extendida por la empresa Gate S.A. Agregó que con Luraschi suscribió el convenio para efectuar la consultoría denominada “Labores de apoyo a la Supervisión y Gestión Técnica y Administrativa de los análisis de los procedimientos necesarios para el desarrollo del programa de Concesiones de Obras Hidráulicas. Parte I”, aprobado por la resolución Nº 888-2002  de la Dirección General de Obras Públicas, asesoría que tuvo un valor de $52.320.000.-, pero su ejecución estuvo a cargo del jefe del proyecto Luraschi Pandolfi y, por lo tanto, no tuvo participación en la toma de decisiones ni en la subcontratación de terceros. Puede que haya suscrito algunos de los cheques que se extendieron para pagar a los subconsultores, pero ello se debió a la limitación de los estatutos de la sociedad, en el sentido que la representación recaía en dos socios. Los cheques los suscribió bastándole la aprobación del jefe de proyecto que era Marco Luraschi Pandolfi. 
Víctor Manuel Bezanilla Saavedra, a fojas 3.241, en la que expresó que es el presidente del directorio de Besalco S.A., su gerente general es Paulo Bezanilla desde enero de 2002. Entre 1998 y 2001 dicho cargo lo ejerció Florencio Correa. Agregó que asistió a la reunión anual que se efectuó en Marbella en julio de 2001, convención de los contratistas de obra pública, en la que intervino el ex ministro Cruz reconociendo que el Ministerio de Obras Públicas estaba pasando por un mal momento financiero. En esa oportunidad se acordó una tasa de interés por los créditos que tenía el Ministerio de Obras Públicas respecto de todas las constructoras. También asistió a una comida que se efectuó en la casa de Carlos Cruz, que cree que se efectuó en octubre de 2001, a la que  también asistió Elgueta, Calvo, Icaza, Patricio Browne, Daneri, Lorenzini y Loerhnert, no recuerda si había alguien más. Esta reunión era de tipo social y el motivo principal era buscar fórmulas para una mayor participación de las empresas nacionales en concesiones y también en el extranjero respaldas por el Estado de Chile En ningún momento Carlos Cruz solicito apoyo financiero, sólo dijo que requería de nuestra colaboración, lo que interpretó como que debían cumplir a cabalidad las obligaciones que emanaban de los contratos. Aludió también a los contratos adjudicados por el Ministerio de Obras Públicas, tanto de ejecución de obra pública como por la vía de la concesión. Nunca en la construcción de obras concesionadas recibieron peticiones de dinero de parte de los inspectores fiscales. 
Gabriel Ángel Pino Zúñiga, a fojas 3.244, en la que señaló que era gerente general de la  Sociedad Concesionaria Camino Nogales Puchuncavi S.A. y que en esa calidad se ha relacionado con el inspector fiscal de la obra, porque es el vínculo que existe entre la concesionaria y el Ministerio de Obras Públicas tanto en la etapa de construcción como de explotación de la concesión denominada “Camino Nogales Puchuncaví”. Durante la ejecución de la obra y su explotación, conforme a las bases de licitación, la sociedad concesionaria se encuentra obligada a entregar anualmente antes del 15 de enero la suma equivalente a 600 unidades de fomento, para los efectos de la administración y control, suponiendo que es para el pago del personal que está a cargo de la inspección y explotación de la obra entregada en concesión. Para dar cumplimiento a esa exigencia la sociedad emite una factura y gira un cheque o vale vista a la orden del Ministerio de Obras Publicas. Como la concesión es por el término de 22 años, el pago debe efectuarse durante todo ese tiempo. Los nombres de los inspectores fiscales que se han desempeñado son Carlos Descalzi,  Erwin Stagno y Andrés Vargas y jamás le han solicitado dinero para ningún efecto, ni tampoco le han pedido que les pague algunas facturas o boletas. Con motivo de discrepancias en algunas aspectos con el ministerio debió recurrirse en dos oportunidades al mecanismo de la comisión conciliadora y del tribunal arbitral, que, en definitiva, se tradujo en un pago a favor de la sociedad concesionaria, por lo tanto, en la contabilidad de la sociedad deben figurar dichos ingresos y también como egresos las costas pertinentes para pagar al miembro de la comisión conciliadora o del tribunal arbitral que actuó en representación del ministerio.
Ubaldo Javier Taladriz Truhán,  a fojas 3.246,  en la que señaló que la sociedad Exe Ingeniería y Software Ltda., a la fecha de los hechos que se investigan, esto es, agosto a octubre de 1999, estaba divida en dos áreas: División de Informática a su cargo y División de Ingeniería de Transportes a cargo de Eduardo Valenzuela Freraut. Respecto de la información remitida por el Ministerio de Obras Públicas, manifestó que cree que las boletas pagadas a Gate S.A. corresponden a la resolución Nº 1606  de la Dirección General de Obras Públicas de 7 de junio de 1999, que aprueba los términos de referencia y convenio ad-referéndum y contrata la consultoría denominada “Experiencia piloto para determinar el índice de calidad de servicio en carretera concesionadas y aspectos legales y de 0rganización para su aplicación sistemática”, consultoría relacionada con la División de Ingeniería de Transporte  a cargo de Valenzuela Freraud. La empresa Exe no tuvo ninguna relación directa con Gate S.A., pues fue contratada por la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile para la realización de un estudio de la encuesta piloto de índice de calidad de servicio, ICS, el que se realizó. La asesoría tuvo un costo total de $19.377.000.- que fue pagada por dicha facultad, tal como se expresa en las facturas que rolan a fojas 2.379, 2.380 y 2.381, por las sumas de $6.135.600, $9.151.000 y $4.090.400.-, con cargo a las cuales se pagaron tres boletas extendidas por Gestión Ambiental y Territorial S.A., la Nº 50 por $3.600.000.-, la Nº 55 por $6.000.000.- y la Nº 64 por $1.920.000.- que rola a fojas 2.384, y, por lo tanto, el valor de la asesoría fue de $7.867.000.- Con respecto al pago de las boletas señaladas  manifestó que sólo supo que había que efectuarlo, porque Valenzuela le dijo que una empresa tenía un subcontrato, lo que no le llamó la atención porque se trata de una operación normal.

A fojas 4.758, señaló que Ramón Silva y  Eduardo Valenzuela Freraud  lo llamaron por teléfono el 5 de abril de 2003 en la mañana, manifestándole que deseaban hablar urgente con él, reuniéndose en su oficina el 7 de abril, alrededor de las 08,00 horas, oportunidad en la que también estuvo presente el ingeniero industrial Antonio Villalobos. Silva y Valenzuela le pidieron que modificara la glosa de las facturas signadas con los números 12,14 y 15 de 6 de agosto, 13 de septiembre y 18 de noviembre de 1999, por las sumas de $1.200.000 las dos primeras y $480.000 la última, todas extendidas por Ingeniería, Gestión, Tecnología S.A., cuya razón social es IGET S.A., respecto de la cual tiene la certeza que el representante legal o el dueño es Ramón Silva. La glosa de la primera factura señala “Asesoría estudio experiencia piloto índice de calidad de servicio”, que es precisamente el nombre de la consultoría que adjudicó  la Universidad de Chile a EXE y que motivo el auto de procesamiento de 1 de abril de 2003. En las otras dos facturas se lee por concepto de glosa “Asesoría Técnica”. Al preguntar a Silva y Valenzuela la razón del cambio, expresaron que podía generarse confusiones. Le manifestó si la confusión podría llegar a un cargo de cohecho y ambos le dijeron que si. No está en condiciones de afirmar si IGET S.A. prestó un servicio a su empresa, por lo manifestado en su primera declaración. Agregó que también aparecen contabilizadas dos facturas extendidas por Instituto Nacional de Formación para el Trabajo, rut 78.887.870-2, por $ 1.526.000 y $ 2.616.960, pareciéndole cuestionables por la glosa de cada una que reza “Experiencia piloto I.S.T”, similar a la glosa de las facturas relacionadas con la consultoría encargada por la universidad. Valenzuela y Silva  tenían la intención de hacer negocios juntos en un futuro próximo y supone que estas sumas de dinero iban a ir a un fondo de inversión que estaban creando. 
Osvaldo Rodolfo Dunner Reich, a fojas 3.252, en la que señaló que es Subgerente General de Administración y Finanzas de Minmetal Ingeniería y Proyectos Ltda., formada en 1974 y cuyo giro es el rubro de servicios de ingeniería e inspección de obras.  La empresa desde principios de los años 80,  ya sea en forma individual o como consorcio, ha realizado trabajos de consultoría para el ministerio. En relación a la boleta Gate por la suma de $ 15.000.000, cuya fotocopia rola a fojas 3.096, señaló que en marzo de 2000 lo llamó Jorge Maureira, inspector fiscal de una asesoría que estaban efectuando a la inspección fiscal de la concesión del Aeropuerto Arturo Merino Benítez, manifestándole que el ministerio tenía serios problemas de presupuesto, específicamente en el área de concesiones, y que el aspecto más crítico era el pago de arriendos de oficinas y que esperaba que hiciéramos un aporte de $15.000.000. Habló de la petición con el gerente general y el presidente de la sociedad, Carlos Ramón Freire Canto y Sergio Ossa Pretot, respectivamente, quienes aprobaron el aporte al conocer su destino, sobre todo después que les planteó que el asociado Jorge Piddo podía reembolsar el 50 por ciento. A Piddo le planteó la situación después de haber efectuado el pago, pero con la confianza que apoyaría el acuerdo. Acto seguido le dio instrucciones al gerente de finanzas Federico Antonio Caram para que girara el cheque y con la instrucción precisa de indicar el beneficiario del documento, llevando personalmente el cheque al ministerio que entregó a Luis Jara, quien dio instrucciones para que se pusiera como beneficiario a Gate S.A. A Maureira después le pidió un respaldo contable del aporte, respondiéndole que alguien iba a hacer llegar el documento contable, la boleta de servicios Nº 89 perteneciente a la empresa Gestión Ambiental y Territorial por la suma de $ 15.000.000. El 10 de abril de 2000 se emitió la factura Nº 731 por la suma de $ 7.500.000 a Jorge Piddo y Compañía Limitada, cuya fotocopia rola a fojas 3.171, describiéndose en forma errónea la descripción del trabajo, porque correspondía al reembolso del 50 por ciento del aporte total efectuado al ministerio. Piddo, a la fecha de los hechos, se encontraba fuera de Chile, explicándole a su regreso el motivo de la emisión de la indicada factura, ordenando el pago de la misma en forma inmediata.  Ni la empresa Gate ni el ministerio efectuaron labores que justificara la entrega de los $15.000.000,  la entrega se hizo exclusivamente a petición de Jorge Maureira para pagar, según sus dichos, el arriendo de las oficinas de concesiones ubicadas en calle Merced, lo que no le consta. Minmetal Ltda. jamás ha tenido relación profesional, comercial, laboral o de cualquier otra índole con Gate S.A., Héctor Peña Véliz o Luis Jara Núñez. Desde el punto de vista contable el aporte fue contabilizado como gasto. La petición formulada por el inspector fiscal no le pareció normal, en casi 30 años de ejercicio profesional es la primera vez que le ocurre y se accedió a la petición por la insistencia de Maureira.  No ha sido devuelta la suma de $7.500.000 que en definitiva pagó la empresa y por la forma de la solicitud  cree que no había intención de devolverla. Cree que la petición de dinero se formuló porque antes habían tenido otro contrato de asesoría en que Maureira fue el inspector fiscal, lo que estima que generó un lazo profesional que creyó suficiente para pedir el dinero. A fojas 18.393 vta. ratificó la declaración.

Claudia Francisca Peirano Rodríguez, a fojas 3.257, en la que manifestó que se desempeña como empleada del Instituto de Economía, corporación de derecho privado sin fines de lucro, conformada por los profesores del Departamento de Economía, laborando anteriormente en el Departamento de  Economía de la Universidad de Chile. Tiene entendido que Ricardo Paredes,  que cree que se desempeñaba como Decano de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, y Sergio Hinojosa  Ramírez, Jefe de Unidad de Estudios de la Coordinación General de Concesiones, acordaron en mayo de 1998 la realización de un estudio  que incluía contratar a la Asociación Española de la Carretera, debiendo además reservarse una suma aproximada de $50.000.000.- para pagar estudios complementarios que serían después definidos por el ministerio, más un seis o siete por ciento de utilidad para el Departamento de Economía por realizar esa gestión, convenio que fue aprobado por resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 560 de 27 de  julio de 1998 y que se denominó “ Elaboración de un Índice de calidad de Servicio de Obras Viales Concesionadas”, cuyo valor era de UF 12.970, en pesos $189.775.354. Agregó que para preparar la oferta económica consideró los datos que cree le  dio Sergio Hinojosa Ramírez, documento que se encuentra agregado en el archivador que fue puesto a disposición del tribunal, propuesta económica que se tradujo en lo siguiente: ingreso según convenio $187.800.000.- aproximadamente, igual a UF 12.970, y gastos por los siguientes conceptos: a) contrato con la Asociación Española de la Carretera por la suma $124.000.000 aproximadamente, equivalente a US $ 261.384.- y utilidades de la facultad por $11.272.386 y b) un saldo para contratar proyectos complementarios por la suma de $52.527.614. Desconoce qué funcionario del ministerio negoció con los españoles el monto de la consultoría que debían realizar y que el Departamento de Economía no fue quien decidió trabajar con la empresa española. Posteriormente Ramón Silva mandó los datos para ubicar a la empresa española y poder ver su propuesta, para así elaborar el contrato y programar la relación de trabajo. Se contacto en España con Jacobo Díaz Pinedo, del Departamento de Estudios Técnicos, y con Aniceto Zaragoza Ramírez, Director General de la Asociación Española de la Carretera, quienes manifestaron estar en conocimiento de que su contrato se realizaría  a través de la facultad. El valor económico del estudio estaba acordado con anterioridad por el ministerio, y, por lo tanto, las conversaciones decían relación con la forma de desarrollo del  estudio, los plazos y las condiciones de la contratación por parte de la facultad. Los informes estarían sujetos a una aprobación por parte de la facultad y del ministerio y se les pagaría una vez que se hubiere pagado a la facultad. Efectuadas esas diligencias se envió la propuesta al ministerio firmada por Osvaldo Larrañaga, Director del Departamento de Economía, y posteriormente se firmó el convenio entre el ministerio y la facultad, dándose  inició al trabajo por la AEC (sigla de la Asociación Española de la Carretera), previa firma de un convenio que se firmó entre dicha asociación y la facultad. La empresa española trabajaba en España y cada cierto tiempo venían sus representantes a Chile a presentar los resultados de su estudio  y a participar en seminarios, teniendo comunicación permanente vía e-mail con Jacobo Díaz. Aproximadamente a principios de octubre de 1998 fue informada por el ministerio que para los estudios complementarios se contratarían a las empresas Gestión Ambiental y Territorial S.A. y a la empresa González Díaz y Compañía Limitada y que el ministerio sería la contraparte técnica de esos estudios. Sólo asumieron el rol de contratarlos y pagarles cuando el ministerio indicara que el trabajo estaba  realizado. La facultad  celebró con Gate S.A. siete convenios de fechas 9 y 30 de octubre de 1999, y cinco con la empresa González, Díaz y Compañía Limitada de fechas  1 de octubre y 3 de noviembre de 1998, 23 de marzo y 18 de junio de 1999, sus copias están agregadas en el mismo archivador. Los siete convenios de Gate S.A. ascienden a $ 31.405.617 y los de la empresa González, Díaz y Cía Ltda. a $19.000.000. Tratándose de dichas empresas nadie verificaba que hubieren efectivamente realizados los estudios, solamente confiaban en la aprobación de los pagos que hacía el ministerio. Respecto de Gate S.A. observaba un control más directo de parte de Sergio Cortés, y respecto de la otra empresa la gestión parecía estar más compartida entre Cortés y Silva. Hinojosa Ramírez fue  la contraparte técnica de los estudios que realizó la Asociación Española de la Carretera. No conoció al representante de Gate S.A., Peña Véliz, y fue Cortés quien pidió los contratos y gestionó la firma de los representantes legales, remitiendo los documentos ya firmados para que procedieran al pago. La facultad giró los cheques y a Gate S.A. se le hicieron diez pagos por la suma total de $31.405.617, los cinco primeros cheques fueron enviados directamente al ministerio, a petición de Cortés, y los restantes fueron retirados por Marcelo González, con poder de la empresa. Los cheques fueron girados en forma nominativa a nombre de Gate S.A. El ministerio en mayo de 1999 pidió el pago de la factura Nº 40 de Gate S.A. por un monto total de $5.680.000, sin embargo, Carolina Peña que trabajaba en el Departamento de Economía le pidió a esa empresa que cambiara esa factura por 5 distintas, para así completar los pagos de acuerdo al convenio, por lo tanto, las facturas signadas con los números 41, 42, 43 y 44 por la suma de $920.000 cada una y la 45 por la suma de $2.000.000, fueron emitidas en reemplazo de la factura Nº 40. Ese fue el único contacto telefónico que tuvo la facultad con Gate S.A.

La facultad tampoco tuvo relación directa con González, Díaz y Compañía Limitada, pues se limitó a firmar lo convenios y a enviarlos al ministerio, el que autorizó pagos por la suma de $16.500.000.- que se hicieron mediante seis cheques, el primero fue enviado al ministerio y los restantes fueron retirados por Felipe Leiva. Estos cheques también se giraron en forma nominativa a nombre de la empresa. Por lo expuesto, señaló que no estaba en condiciones de afirmar si esas empresas cumplieron con su labor, pero que respecto de la Asociación Española de la Carretera existen diez cuadernillos anillados que fueron puestos a disposición del tribunal mediante el parte Nº 1374, y que no sabía que el artículo 57 del Decreto N º 48 de 28 de febrero de 1994, que aprueba el nuevo reglamento para contratación del trabajo de consultoría, señala que el consultor no puede traspasar total ni parcialmente la responsabilidad del contrato a un tercero y que sólo puede subcontratar parte de los trabajos, siempre que eso haya sido considerado en la propuesta técnica.


Aparte de los pagos efectuados a Gate S.A., a los que aludió, no existen otros  efectuados a dicha empresa. Tampoco se verificó otra situación similar a la relatada, en el sentido de que la facultad haya pagado a una empresa consultora sin saber si efectuó las labores encomendadas. Tampoco hizo aportes al Ministerio de Obras Públicas para solventar los gastos administrativos en general del ministerio y en particular de concesiones.

 A fojas 3.277, señaló que el trabajo adjudicado a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, denominado “Elaboración de Índice de Seguridad Vial y Metodología para la aplicación de premios, multas y auditorías de seguridad vial en Carreteras Concesionadas de Chile” y que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 1600 de 7 de junio de 1999, fue realizado íntegramente por Aristo S.A. y por la Asociación Española de la Carretera. El valor de esta asesoría era $50.000.000 y una vez  recibido el pago del Ministerio de Obras Públicas se le pagó a Aristo la suma de $38.420.000 y a la Asociación Española de la Carretera $8.568.000, equivalente a  US $ 16.200, y  a la Universidad de Chile sólo le correspondió el trabajo administrativo percibiendo $3.000.000. La Universidad de Chile celebró un subcontrato con Aristo S.A. y a ella le presentó la oferta económica  y técnica. No recuerda si fue Ricardo Paredes o Ramón Silva quien le dijo que enviara una carta a Aristo invitándola formalmente y para que presentara una oferta de acuerdo a los términos de referencia, los que remitió con la invitación. No se explica la razón por la que el contrato se adjudicó a la facultad y no a Aristos, que fue en definitiva quien realizó la labor, más aún si ahora se entera que no estaban facultado para subcontratar, por cuanto el convenio ad-referéndum no contemplaba una cláusula en ese sentido,  única manera en que quedaban autorizado de acuerdo al artículo 57 del Decreto Supremo 48 que aprueba el nuevo reglamento para contrataciones de trabajo de consultoría. En todo caso, tiene la impresión que la propuesta técnica que la facultad presentó indicaba que trabajarían consultores de Aristo y de la Asociación Española de la Carretera. Tiene entendido que Aristo Ltda. se contactó con Jacobo Díaz de la Asociación Española de la Carretera.
En relación al convenio denominado “Experiencia piloto para determinar el Índice de Calidad de Servicio en Carreteras Concesionadas y Aspectos Legales y de Organización para su aplicación sistemática” aprobada por resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 1606, de 7 de junio de 1999, indicó que la consultoría se efectuó en conjunto con Exe Ingeniería y Sofware Ltda. y su valor ascendió a la suma de $43.000.000, pagándose a esa sociedad $20.452.000, a Eduardo Valenzuela $500.000 y $22.048.000 al Departamento de Economía de la Universidad de Chile. La universidad hizo un trabajo de diseño, aplicación y análisis de la encuesta piloto realizada para determinar el índice de calidad de servicio. Hinojosa conversó la forma de realizar esta consultoría con Ricardo Paredes, y una vez que éste acepto las condiciones fue Ramón Silva el que le pidió que se contactara con Eduardo Valenzuela.

A fojas 3.901, señalo que fue Ricardo Paredes quien le manifestó que había que incorporar al precio de la consultoría un valor aproximado de $30.000.000.- para pagar gastos generales de dicha unidad, él era el encargado de las relaciones con el ministerio para los efectos del proyecto. También fue Paredes el que por la facultad aceptó  el precio de la consultoría y que se incorporara la suma señalada y que, en definitiva, fueron pagados a Gate S.A. 


A fojas 4.439, señaló que en enero de 1997 ingresó a desempeñar funciones en la Universidad de Chile, en el  desarrollo de los cursos de extensión, coordinación de proyectos y en la organización general del Departamento de Economía y a partir de octubre de 1998, en forma gradual, comenzó a trabajar en los contratos que se estaban celebrando con el Ministerio de Obras Públicas, fecha que coincide con un cambio estructural y de administración del Departamento de Economía. En el período anterior Daniel Figueroa, que desempeñaba el cargo de Coordinador de Administración y Finanzas, era el encargado de los referidos contratos. En relación  a los contratos celebrados con el ministerio, su labor está limitada a los celebrados con la facultad y que son ejecutados por el Departamento de Economía y los contratados directamente con el Instituto de  Economía,  razón por la que no tiene conocimiento de los proyectos que se adjudicó el CIADE. Cumpliendo el requerimiento del Rector de la universidad, recopiló todos los contratos que se celebraron con el ministerio desde 1997 a la fecha de la declaración, arrojando un resultado de cómo 30 contratos.

A fojas 4.600, compareció para dejar un archivador que contiene toda la documentación relativa a los contratos que la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile celebró con Exe Ingeniería y Aristo, dentro del marco de las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 1606 y 1600. No se adjunta la oferta económica presentada por Exe Ingeniería, por lo tanto, Valenzuela Freraud debió haber conversado el aspecto económico del contrato con funcionarios de la Coordinadora General de Concesiones. En cambio tratándose de  Aristo Consultores, en el punto signado con el número VI de la oferta técnica se señala el presupuesto del contrato que iba a realizar.
A fojas 8.028, señaló que fue Ricardo Paredes  Molina el que le dijo que debía reservarse una suma aproximada de $ 50.000.000.- del convenio aprobado por la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 560, de 27 de julio de 1998, una suma aproximada de $ 50.000.000.- con la finalidad de pagar estudios complementarios que serían definidos después por el ministerio. Sergio Hinojosa Ramírez, jefe de la Unidad de Estudios de la Coordinación General de Concesiones, nunca se dirigió a ella para plantearle que un proyecto fuera ejecutado por el Departamento o el Instituto de Economía. Ricardo Paredes Molina a mayo de 1998 era  sólo académico de la facultad, pero igual era la contraparte del Ministerio de Obras Públicas o la autoridad respetada por ese ministerio para sus proyectos, porque había sido Director del Departamento de Economía y Presidente del Instituto de Economía y, además, por su calidad de especialista en infraestructura. A mayo de 1998 el Director del Departamento de Economía era Osvaldo Larrañaga y el Decano de la Facultad Luis Riveros. La consultoría adjudicada por la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 560 se consideró como un proyecto del Departamento de Economía y se radicó en él, pero el responsable fue Paredes y no Larrañaga el que como Director del Departamento de Economía tenía conocimiento de la existencia del proyecto, como de todos los que se hacían en el departamento, y tratándose de aquel  por el que declaró sólo sabía que el departamento cobraría un porcentaje del total del precio por la labor de tipo administrativa o de gestor que se desempeñaría. No recuerda haber estado presente en una reunión en la que Hinojosa haya manifestado que el Ministerio de Obras Públicas estaba interesado en que el Departamento de Economía realizara el proyecto. Se hizo cargo de la parte administrativa del contrato no porque se la haya designado especialmente para ello, sino que porque fue contratada por el Instituto de Economía para hacerse cargo del aspecto administrativo de todos los proyectos del departamento y del instituto. Como el contrato no contemplaba un gran número de pagos, no tuve una gran relación con Sergio Cortés y se relacionó más bien con Ramón Silva Améstica, que,  en su entendido, se desempeñó como contraparte técnica. Como el precio del contrato contemplaba el trabajo propiamente tal, los estudios complementarios y la utilidad que iba a percibir el departamento, no era necesario la existencia de instancias en la que se entrara a discutir el precio del contrato, y como fue Ricardo Paredes el que en un principio le manifestó que había que reservar $50.000.000.- para pagar estudios complementarios no definidos al momento del contrato,  no era necesario que se le reiterara por funcionarios de dicho ministerio la necesidad de contemplar esta reserva y es por eso que afirma que nunca Ramón Silva ni Sergio Cortés le dijeron que tenía que contemplar la reserva. Una vez  firmado el contrato y teniendo claro las partidas del presupuesto, es probable que haya hablado con Cortés y Silva respecto de esta partida para efectuar el pago de los estudios complementarios. No recuerda qué actuación le cupo respecto del convenio ad-referéndum, pero era el Ministerio de Obras Públicas el que los redacta remitiéndolos para su firma, y lo más probable es que debió haberlo revisado en algún minuto previo a la firma. Las anotaciones manuscritas efectuadas al pie de la primera hoja del convenio ad-referéndum están efectuadas por su secretaria de la época, Verónica  Navarrete, a instancias suyas, porque dio la instrucción de distribuir un ejemplar a Armando Álvarez por su calidad de  Director Económico de la facultad, otro a Nancy Millán, jefe de contabilidad, y, además,  a la División de Extensión cuya jefatura estaba en sus manos. A Ricardo Paredes no se le entregó una copia del convenio porque habitualmente no se les entregaba a los académicos y sólo se archivaban en la División de Extensión. Además, en este caso particular porque Paredes no tenía ninguna intervención en la ejecución del proyecto.


No le pidió detalles del proyecto a Ricardo Paredes para elaborar el informe que entregó a la Brigada Investigadora de Delitos Económicos, que rola de fojas 3.115 a 3.121, porque no se estimó necesario y porque toda la información estaba en dependencias de la facultad. El informe lo elaboró personalmente y solo tuvo ayuda de terceros relativo a la búsqueda de la información. No recuerda haber conversado o discutido sobre el contenido del informe con Osvaldo Larrañaga, pero lo más probable es que se lo haya mostrado porque a la fecha de los hechos era el Director del Departamento de Economía, también a Dante Contreras porque era el Director del Departamento de Economía a la fecha del informe, y obviamente al Decano porque fue quien se lo pidió. 

                         El contrato fundamentalmente puede definirse como de administración de fondos de terceros, porque el departamento sólo obtuvo un porcentaje del precio del contrato por concepto de utilidad y la única labor que realizó consistió en pagar las labores de los consultores que, en definitiva, prestaron el servicio. Tiene entendido que el contrato con la modalidad de administración de fondos de terceros es el primero que el Ministerio de Obras Públicas adjudicó a la facultad, aunque, en su concepto, en cierta manera son similares a los contratos de apoyo administrativo que venían celebrándose desde 1996. Como la reserva de $ 50.000.000.- para estudios complementarios a definir no estaba contemplado en forma expresa en el contrato, recuerda que le preocupó dicha situación porque la inquietaba el que esos futuros trabajos no se efectuaran, lo que se traduciría en que sobraría dinero, lo que,  en su concepto, no correspondía. Recuerda que esa era su única preocupación, sin perjuicio de que, en todo caso, esta situación era una demostración más del desorden administrativo del Ministerio de Obras Públicas, porque no entendía cómo no podían definir en el contrato todas las obligaciones de las partes intervinientes. Como esta situación de desorden administrativo era una práctica constante, no recuerda haber formulado un reclamo especial, pero en todo caso recuerda que con cierta periodicidad se quejaba ante Paredes y Larrañaga, los que le decían que tenía que tener paciencia y que intentara poner orden en los contratos, siendo apoyada en este aspecto. Osvaldo Larrañaga visó el contrato en su calidad de Director del Departamento de Economía y no lo hizo Paredes porque él sólo  tenía la calidad de académico y nunca los académicos visan los contratos.

             En la minuta que rola a fs. 3.115 se señala que la facultad supervisó el trabajo de la Asociación Española de la Carretera y entregó al Ministerio de Obras Públicas  todos los trabajos correspondientes a los estudios, labor que le correspondió a ella, pero la supervisión fue más bien formal y la única que se hizo. Esa labor no le fue asignada especialmente por nadie y la asumió como lo ha hecho con todos los proyectos, porque estima que está dentro de sus labores. Paredes sólo intervino como un académico que llevó el proyecto al departamento y como quien definió o acordó la modalidad del proyecto con el Ministerio de Obras Públicas, sin percibir honorarios por ningún concepto. El overhead es un monto fijo histórico, equivalente entre el 8 y el 10% del contrato, y, por lo tanto, es independiente del contenido del proyecto, razón por la que no es necesario que haya una discusión al interior el Departamento de Economía para fijarlo e incluso cree que es probable que haya sido el Ministerio de Obras Públicas el que lo definió dentro del rango histórico que cobraban. El precio de la consultoría tiene que haberlo fijado necesariamente el Ministerio de Obras Públicas, y por la forma como se gestó y ejecutó el proyecto no fue necesario que Paredes fuera designado como responsable o coordinador del mismo, pero fue él quien aceptó los términos que el ministerio impuso, transmitiéndoselos a ella, y, por lo mismo, no sabe si hubo negociación entre ellos en forma previa, pero lo más probable es que no la haya habido.


 A fojas 15.913 ( fojas 3.397 letra A) señaló que Daniel Figueroa en octubre de 1998 cumplía la labor de contraparte en todos los contratos de apoyo que el ministerio adjudicó al Instituto de Economía, además, era el contador de dicho instituto y del Departamento de Economía, por lo tanto, no está en condiciones de explicar porqué se incorporó en la contabilidad del instituto tres boletas de honorarios emitidas por Lilia Silva Acuña, por las sumas de $ 1.000.000.- cada una,  sin que haya recibido ninguna suma de dinero.
A fojas 18.437 ratificó las declaraciones, agregando que hasta donde recuerda nadie de la facultad aprobó el trabajo de Gate S.A. porque en el proyecto no estaba considerado aquello. En ese proyecto al igual que en muchos otros le correspondía al Ministerio de Obras Públicas verificar y aprobar la realización de los trabajos y la facultad pagaba una vez que el ministerio decía que había que pagar. Estima que el contrato de que se trata sería de aquellos que se denominan  “contratos de administración de fondos de tercero”, y en este tipo de contratos era el Ministerio de Obras Públicas el que indicaba el monto total a gastar y la facultad cobraba gastos de administración por el monto cercano al 10%, lo que le consta porque los contratos venían listos, con todas las especificaciones. Escuchando las declaraciones en relación al contrato acerca del que declara, señaló que al momento de firmar el convenio se sabía que una parte de los estudios se iban a realizar por consultoras aún no designadas, pero no se sabía que Gate S.A. iba a ser una de ellas.

Agregó que desconocía las funciones específicas de cada uno de los personeros del Ministerio de Obras Públicas, pero que su relación fue con Cortés y Silva, entendiendo que la contraparte del proyecto fue Sergio Hinojosa; que le parece que fue Sergio Cortés quien instruyó a la facultad para que pagara; que se enteró que la Asociación Española de la Carretera realizó efectivamente los trabajos porque todos los informes los enviaba a la facultad, sin recordar si la presentación de aquellos era una exigencia del convenio entre dicha asociación y la facultad, probablemente si y por ello se enviaban; que en la facultad era usual que académicos sin cargos en la misma tuvieran ingerencia en contratos y proyectos, incluso terceras partes que querían trabajar con la facultad podían acercarse a conversar las condiciones del proyecto con cualquier académico.

Eduardo Marcelo Larrabe Lucero, a fojas 3.261, en la que señaló que desde enero de 1999 se desempeña como gerente general de la sociedad Concesionaria Talca- Chillán S.A., adjudicataria de la concesión de la Ruta 5 Tramo Talca- Chillán, adjudicada formalmente en enero de 1996. La obra concesionada se empezó a ejecutar en junio de 1996 y la obra original se terminó de construir en abril de 2002. Tratándose de la construcción de una obra concesionada la relación comercial se da entre la sociedad concesionaria y el constructor, y éste puede eventualmente tener una relación con el inspector fiscal pero sólo en el aspecto técnico. Sin embargo, el inspector fiscal se relaciona directamente con la sociedad concesionaria para los efectos de fiscalizar tanto el cumplimiento de las especificaciones de la obra, el avance de la misma y cualquier aspecto administrativo, y este funcionario normalmente está asesorado por una asesoría de inspección fiscal. Los únicos pagos que la concesionaria ha efectuado al ministerio son aquellos establecidos en las bases y en los convenios y nunca el inspector fiscal efectuó alguna petición de dinero para gastos del ministerio en general o para concesiones en particular. 

Germán Adolfo Escobar Casanova, a fojas 3.263, en la que expresó que se desempeña desde 1994 como jefe de proyectos  y gerente del área obras viales de Constructora Tecsa S.A., la que en 1997 ejecutó una obra denominada “Repavimentación Ruta 5 sector Tepual Pargua” (Décima Región), adjudicada mediante licitación pública por un contrato de ejecución de obra pública tradicional, cuya construcción demoró un año y medio aproximadamente. Entre septiembre y diciembre de 1999 preparó la propuesta que se presentó en la licitación pública para la construcción del puente Cahuil, obra que se les adjudicó el 25 de enero de 2000.  Para la ejecución de las dos obras, de acuerdo a las bases de la licitación, se designó a dos profesionales residentes que son los encargados directos de las obras y responsables ante el inspector fiscal, sin perjuicio de que como jefe de proyecto se constituyó en forma periódica y continua en las obras para verificar su avance, los costos y aportar su experiencia. Todos los gastos deben ser autorizados por el jefe de proyectos para que se proceda a su pago o a la reposición del fondo que tiene asignado el residente de la obra. Durante la ejecución de estas obras nunca el inspector fiscal formuló peticiones de aportes en dinero o pagos de boletas o facturas que no estuvieran relacionadas con la obra. Si esas peticiones se hubieren hecho a los residentes de la obras necesariamente habría tomado conocimiento por la labor que desempeñaba.

Carlos Ramón Freire Canto, a fojas 3.267, en la que indicó que es el Vicepresidente Ejecutivo de  Minmetal  Limitada y que en abril de 2000 se desempeñaba como gerente general de la empresa Ingeniería y Proyectos Minmetal Limitada, época en que el socio Osvaldo Dunner Reich le manifestó que el inspector fiscal  del proyecto que estaban realizando, denominado “ Asesoría a la Inspección Fiscal del Proyecto Concesión Aeropuerto Arturo Merino Benítez” , Jorge Maureira, le solicitó un aporte para el pago del arriendo de las oficinas que concesiones ocupaba en la calle Merced por un monto de $15.000.000, que, en definitiva, fue dividido por mitades entre las dos empresas que formaban parte del consorcio. No cuestionó la petición no obstante parecerle irregular, porque Dunner había tratado varias veces sobre el punto con el inspector fiscal y su socio ya la había aceptado. Esa fue la única petición de ese tipo que formuló el inspector fiscal. Tenía conocimiento del problema presupuestario que presentaba el Ministerio de Obras Públicas, lo que incluso originó el retardo en el pago de los correspondientes estados de pago. Agregó que le preguntó a Osvaldo porque estaban pidiéndoles dinero a ellos, manifestándole que la petición la estaban formulando a todas las consultoras que estaban trabajando para concesiones del Ministerio de Obras Públicas. La suma de $15.000.000  fue respaldada con una boleta de Gestión Ambiental y Territorial S.A. y hasta la fecha no ha sido devuelta, siendo contabilizada como un gasto de la empresa. Los contratos de asesoría a la inspección fiscal que la empresa se adjudicó, denominados “Asesoría a la inspección fiscal del proyecto concesión Aeropuerto Arturo Merino Benítez” y “Asesoría a la inspección fiscal del Proyecto Concesión Internacional Interconexión Vial Santiago-Valparaíso- Viña del Mar”, tenían partidas pro-forma que eran administradas por el inspector fiscal. Los gastos que se efectúan con cargo a dichas partidas son pagadas por el consorcio una vez que han sido autorizados por el inspector fiscal y son recuperados por el consorcio en cada estado de pago. En el caso de las dos consultorías señaladas si el inspector fiscal autorizaba el pago de una boleta o factura había que solucionarlas, porque su autorización supone que eran gastos necesarios y, por lo tanto, a la empresa  no le correspondía auditarlos. En su concepto, todos los pagos efectuados con cargo a las partidas pro forma estaban relacionados con el contrato correspondiente. Nunca el inspector fiscal pidió que se le entregara íntegramente el dinero consignado como partida pro forma, para administrarla en forma independiente del contrato. Tiene entendido que también tenía una partida pro forma la asesoría denominada “Asesoría Técnica y Administrativa a la inspección fiscal del contrato de construcción LD-4.1 del Proyecto Laja-Diguillin”, adjudicado al consorcio Ingendesa-Minmetal Ltda., la que se usó de la manera señalada. Aludió también a otras consultorías adjudicadas a la sociedad. 

Jaime Sergio Ossa Pretor, a fojas 3.269, en la que manifestó que es el presidente de Ingeniería y Proyectos Minmetal Ltda., cargo que desempeñaba en abril de 2000, y que tomó conocimiento, por intermedio del gerente de administración y finanzas Osvaldo Dunner Reich, que Jorge Maureira había solicitado la suma de $15.000.000 para ayudar a financiar la oficina central de concesiones. Era la primera petición que se les hacía de ese tipo y le pareció  muy rara, sin embargo no se opuso porque como la suma de dinero iba a ser compartida con Jorge Piddo y Compañía Limitada, no resultaba excesiva, y, además, porque le parecían correctos los propósitos perseguidos. No recuerda haber hecho una reflexión en el sentido que una eventual negativa les podía perjudicar en el futuro. Este dinero no fue devuelto y tiene entendido que la boleta remitida por el inspector fiscal fue contabilizada como un gasto de la empresa. Ignora si fue cargada a la partida pro forma que tenía el contrato que a esa fecha estaban ejecutando. No tiene conocimiento que con cargo a las partidas pro forma que tenían los tres contratos de asesoría a la inspección fiscal que estaban ejecutando, se hayan pagado facturas o boletas no relacionadas con los contratos.

Marco Antonio Cañete Bahamonde, a fojas 3.270, en la que señaló que es contador general, socio mayoritario y representante legal de la sociedad Socogech S.A., cuyo giro es la capacitación profesional en el área de contabilidad, administración, legislación laboral y tributaria; que desde 1982 que conoce a Luis Jara Núñez quien lo contactó telefónicamente a fines de 2000, manifestándole que tenía una empresa de asesoría contable y que tenía que justificar los ingresos de unos contribuyentes que eran sus clientes, pidiéndole que recibiera boletas de honorarios de aquellos, comprometiéndose a pagar el impuesto  y un diez por ciento como comisión, lo que aceptó; que a principios de diciembre del mismo año fue a la oficina de Jara, ubicada en calle Sótero del Río, entregándole un set de boletas de honorarios que pertenecían a las siguientes personas: David Guzmán Silva, Juan Antonio Arrese, René Ruiz Cifuentes y Dolores Rufián.  Como algunos de estos documentos tenían fecha de noviembre los incluyó en la declaración de impuestos que se canceló a principios de diciembre, los que tenían fechas de diciembre los incorporó en la declaración de enero de 2001. No giró documentos de pago a dichas personas y por esa operación Jara le pagó el diez por ciento del total bruto de las boletas, aproximadamente $2.700.000. más una suma igual que debía enterar por concepto de la retención del impuesto, que fueron entregadas  en dos cheques que  provenían de una cuenta corriente personal que Luis Jara mantenía en el Banco de Crédito e Inversiones. No conoce a las personas que extendieron las boletas, nunca tuvo una relación comercial o profesional con ellas, tampoco nunca ha efectuado una labor de asesoría ya sea al Ministerio de Obras Públicas o al Departamento de Concesiones. Tampoco nunca recibió dineros del ministerio, de Gate S.A., de Peña Véliz ni de empresas consultoras o constructoras que estaban celebrando contratos con el ministerio. No sabía que las personas citadas eran funcionarios del ministerio, siempre creyó que eran clientes personales de Luis Jara. A raíz de las publicaciones en la prensa relativos al caso Gate  llamó a Luis Jara y le dijo que necesitaba conversar urgente. Se juntaron a almorzar y en esa oportunidad le indicó que las personas que habían emitido las boletas de honorarios eran funcionarios del ministerio o de concesiones, que habían percibido sueldos adicionales que se justificaron mediante las boletas que emitieron a nombre de su empresa, concurriendo al Servicio de Impuestos Internos para efectuar una rectificación de la declaración de impuesto a la renta año tributario 2001 y 2002. Las boletas que recibió fueron consideradas como gastos en la contabilidad de la empresa, sin embargo como tuvo pérdida tributaria no lo utilizó para rebajar impuestos. 

Marco Antonio Sosa Fernández, a fojas 3.288, en la que señaló que se desempeña aproximadamente desde julio de 2001 como  gerente de construcción de Sacyr Chile S.A., que se adjudicó mediante resolución de la Dirección de Vialidad Nº 1221, de 30 de enero de 2001, la propuesta pública para el proyecto denominado “Reposición Ruta M-30-L, Sector cruce ruta L-26-M-Puente Purapel. 7ª Región”. El valor de la obra ascendió a  $3.375.364.180 y el inspector fiscal fue Néstor Cárcamo Corvalán. En la primera etapa fue ingeniero administrador “visitador”, cargo que desempeñó hasta julio de 2001. El inspector fiscal estaba asesorado por una asesoría de inspección fiscal a cargo de la empresa consultora R & Q Ingeniería Ltda. El contrato era a precio unitario y con reajuste polinómico, sin partidas proforma. Al ser a precio unitario significa que el Fisco paga por las cantidades realmente ejecutadas y, por lo tanto, no paga una suma de dinero aparte por gastos administrativos. En relación a este contrato hubo retrasos en la entrega de terrenos por parte del Fisco y también errores de diseño del proyecto, por lo que se tuvo que pedir 60 días adicionales, todo lo cual les ocasionó un perjuicio económico que incluso motivó una demanda de indemnización de perjuicios. El contrato obligaba a proporcionar a la asesoría de inspección fiscal las instalaciones de faena, que se tradujo en tres o cuatro contenedores que debieron ser alhajados con muebles de oficina. La relación con el inspector fiscal fue estricta y cualquier petición irregular de dicho funcionario la habría conocido. Nunca el inspector fiscal formuló peticiones de dinero para sí o para el Ministerio de Obras Públicas. 
El otro contrato de ejecución de obra pública es aquel a que se refiere la resolución de la Dirección de Vialidad Nº 215, que quedó íntegramente tramitada el 1 de junio de 2001. Mediante dicha resolución se aceptó la propuesta pública para ejecutar el contrato denominado: “Mejoramiento de la Ruta 126 Los Conquistadores, Sector Carrizal. Puente Belco, 7ª. Región”. El valor de dicho contrato fue $3.091.526.944 y el inspector fiscal fue  Jaime Zeledón Caballería. Este contrato también fue a precio unitario, con reajuste polinómico. La asesoría de inspección fiscal estaba a cargo de la empresa de Ingeniería Zañartu y al igual que en el caso anterior estaban obligados a aportar las instalaciones de faena, que en este caso se tradujo en el arriendo de una casa de campo. No se generaron gastos ajenos a los propios de las obras encargadas. Ambos inspectores fiscales fueron inflexibles para defender  en forma irrestricta el patrimonio fiscal, lo que no significa que hayan tenido razón en sus planteamientos.

            Como señaló José Enrique Calcagni Castillo, a raíz de los hechos dados a conocer por la prensa, las sociedades concesionarias fueron sometidas a una auditoría por la empresa Price que abarcó un período que corre desde 1998 a 2002, concluyéndose que en los registros no se identificaron pagos a proveedores asociados a los rut Nº 96.834.740-3, Nº 79.994.100-7 y Nº 77.331.530-2, que son los de la empresa Gestión Ambiental y Territorial S.A y los dos últimos de la empresa Gestión Ambiental y Territorial Limitada, trabajo que, en todo caso, no abarcó la revisión de los movimientos efectuados en dinero efectivo.

Claudio Agustín Cucurella Cárcamo, a fojas 3.290, en la que señaló que se desempeñó como residente de la obra de ejecución de obra pública adjudicada a Tecsa S.A. en el Puente Cahuil, 6ª Región, que se comenzó a ejecutar en enero de 2000 y se concluyó en septiembre de 2001. Debía administrar la faena y, por lo tanto, estaba a su cargo la parte técnica y la administrativa propiamente tal. En los estados de pagos se incluye el avance y calidad de la obra y una vez visado por la inspección se procede a su elaboración y se presenta al Ministerio de Obras Públicas conjuntamente con la factura. El contrato no tenía partidas pro forma ni por gastos administrativos, era a precio unitario. Nunca el inspector fiscal solicitó aportes de dinero para solventar los gastos del Ministerio de Obras Públicas ni para su beneficio personal. 
Jorge Patricio Piddo Dacaret, a fojas 3.291, en la que señaló que es el gerente de Jorge Piddo y Compañía Ltda., cuyo giro es la asesoría y proyectos en obras civiles de infraestructura. A raíz de un proyecto destinado a la asesoría a la inspección fiscal relacionado con la ampliación del Aeropuerto Arturo Merino Benítez, conformó un consorcio con Minmetal que se la adjudicó porque presentaron la mejor oferta económica. El inspector fiscal fue Jorge Maureira y se concluyó el 30 de septiembre de 2002, pero el Ministerio de Obras Públicas les adeuda sumas de dinero por concepto de intereses y  ampliación de plazo. El contrato contemplaba partidas pro forma por ítems bien determinados,  de un valor aproximado de $80.000.000, que se gastaron  entre un 90 a un 95 %. El procedimiento para usar la partida pro forma fue el siguiente: si el inspector fiscal requería efectuar algún gasto relacionado con el contrato y conforme a los ítems de la partida pro forma, la empresa pagaba la factura; hecho y autorizada por el inspector fiscal se incluía en el próximo estado de pago para que el gasto fuera reembolsado por el ministerio. La Contraloría General de la República rechaza los pagos si no se utiliza este procedimiento y si la factura no está relacionada con un gasto del contrato. Nunca el inspector fiscal solicitó que el valor íntegro de la partida pro forma fuera puesta a disposición de un ente ajeno al contrato, como, por ejemplo, la División de Operaciones de Concesiones, para con cargo a dicha partida pagar gastos  administrativos de carácter general del ministerio o de concesiones. Eso no se puede hacer y si se llegara a hacer la Contraloría General de la República lo objetaría.  Agregó que fue Osvaldo Dunner Reich el que le comunicó que había que autorizar el pago de una factura de Minmetal, porque había hecho un aporte de $15.000.000, a petición del inspector fiscal, para pagar arriendos de oficinas de concesiones, gasto que tenía que ser compartido, ordenando el pago sin saber, a esa fecha, en qué consistía el problema. Se vio obligado a aceptar lo solicitado por Dunner, abonándole a Minmetal el 50 % para mantener buenas relaciones societarias. Ningún inspector fiscal ni funcionario del ministerio se contactó con él para pedir aporte alguno y  el inspector fiscal Jorge Maureira nunca supo que Minmetal le pidió que le devolviera el 50%. La petición formulada por el inspector es, a lo menos, irregular,  inusual, y durante los 23 años que se desempeña como consultor nunca nadie le formuló una petición como la comentada. No le consta que el dinero aportado se haya destinado a pagos de arriendos. Sólo en enero de 2003 se enteró que los $15.000.000 estaban respaldadas con una factura de Gate S.A. El aporte que hizo a Minmetal fue considerado como un gasto en la contabilidad de su empresa. El dinero no fue devuelto, por lo tanto, fue considerado como un aporte y no como un préstamo, por lo mismo, no fue incluido en los estados de pago.

Jorge Fernando Maureira Frazier, a fojas 3.293, en la que expresó que ingresó en 1984 al Ministerio de Obras Públicas. En 1987 ingresó a la planta de la Dirección de Aeropuertos y desde 1992 se empezó a desempeñar como inspector fiscal, adquiriendo la calidad de agente público en marzo de 1999, renunciando al cargo de la planta, calidad que mantiene a la fecha de su declaración. Se ha desempeñado como inspector fiscal en unos doce contratos de obra pública tradicional, uno de los cuales tenía, además, una asesoría de inspección fiscal. Fue inspector fiscal en dos asesorías de la Coordinación General de Concesiones, para la del Aeropuerto Arturo Merino Benítez y del Aeropuerto Carriel Sur. Como inspector fiscal del contrato de concesión del Aeropuerto Arturo Merino Benítez se relacionaba periódicamente con Minmetal, que había conformado un consorcio con Jorge Piddo y Compañía Ltda., porque prestaba el servicio de asesoría a la inspección fiscal. También por instrucciones de la Coordinación General de Concesiones asesoró al inspector fiscal designado en el contrato de concesión del Aeropuerto La Florida-La Serena y la asesoría de inspección fiscal estaba a cargo de Minmetal Ltda. Por lo tanto, a los personeros de esa sociedad los conocía desde mediados de 1999, generándose relaciones personales. Pablo Anguita Salas, Coordinador General de Construcción, en marzo de 2000 le planteó que existían dificultades para pagar el arriendo de las oficinas que usaba concesiones en  Merced Nº 753 y le pidió que viera la posibilidad de solicitar un aporte de $15.000.000 a Minmetal Ltda. Como sabía que concesiones tenía dificultades presupuestarias y que había proyectos ejecutándose, lo que significaba que se requerían recursos humanos y materiales, no le pareció raro ni cuestionó el cometido recibido. Cree que el día siguiente se comunicó con Osvaldo Dunner, gerente de Minmetal Ltda., y le planteó lo expuesto por Pablo Anguita, pidiéndole $15.000.000. Dunner le dijo que era un tema delicado y que debía conversarlo al interior de la empresa, días después, ante su llamado, le dijo que haría el aporte pero que necesitaba un documento de respaldo. No recuerda si el mismo día o al día siguiente le informó a Anguita el resultado de la gestión y en cuanto al documento de respaldo le señaló que sería solucionado por Sergio Cortés, quien después le dijo que se encargaría de remitir el respaldo contable y que el cheque debía ser entregado a Jara, que entiende era funcionario de  concesiones. Se opuso a la entrega del cheque a su persona, porque un inspector fiscal no debe recibir dineros de una empresa con la que tiene alguna relación de contraparte profesional. Esta fue la única vez en que se le pidió que solicitara aportes en dinero a una empresa. Ese tema nunca más fue conversado y por eso entiende que el aporte no fue devuelto. En todo caso, puede dar fe que en los gastos del contrato que estaba en ejecución no se incorporó para su reembolso por el ministerio. 
Agregó que el uso de las partidas pro forma se encuentra limitado al ítem considerado como tal y debe estar necesariamente relacionado con el contrato para el que fue estipulado, operando de la siguiente manera: el inspector fiscal y el consultor durante la ejecución de la obra pueden estimar que es necesario hacer un gasto, el que sólo se puede efectuar siempre que el primero lo autorice, y una vez que el consultor lo ha efectuado y el inspector ha visado la factura o boleta respectiva puede incorporarse en el siguiente estado de pago para su reembolso por el Fisco. Es un sistema muy estricto y la Contraloría General de la República puede auditar los gastos de cualquier contrato en ejecución, eligiéndolos al azar, sin perjuicio de que después, en su liquidación final, nuevamente puede efectuar una revisión de los mismos. Por eso es imposible que con cargo a una partida pro forma se paguen gastos que no tienen ninguna relación con el contrato en particular. Por lo mismo, no se explica cómo podría ejecutarse una instrucción de una autoridad superior, en el sentido que las sumas de dinero consideradas en una partida proforma de un contrato sean puestas a disposición de un ente ajeno, como la División de Operaciones de Concesiones, para que los administre y pague gastos del ministerio en general o de concesiones en particular. Nunca recibió esa instrucción. 
Oscar Alfredo Melo Contreras, a fojas 3.305, en la que indicó que es socio de Econat Consultores Ltda. con una participación nominal entre el 3 de agosto de 1997 y el 6 de marzo de 2003, porque durante ese período estuvo en Estados Unidos de Norteamérica estudiando, viajando a Chile en tres oportunidades por razones de orden familiar, por un período aproximado de tres semanas cada uno, juntándose con sus socios en reuniones de carácter social. Durante el tiempo que estuvo fuera del país no percibió ingresos porque no participó en proyectos. En la  contabilidad de la empresa pueden figurar algunos egresos a su nombre, pero corresponde a proyectos que estaban pendientes a su salida del país. Por lo manifestado, no tiene conocimiento de la forma como se ejecutaron los contratos que su socio Marco Luraschi celebró con el ministerio, y a fines de febrero supo de los hechos por la prensa electrónica y, además, porque Marco lo llamó por teléfono para prevenirlo porque sabía que volvía a Chile.
Fernando José Echeverría Vial, a fojas 3.311, en la que expresó que es el presidente de la  Cámara Chilena de la Construcción desde agosto de 2002, anteriormente lo era Juan Ignacio Silva Alcalde. Antes de ejercer la presidencia fue director por un período de tres años. Es gerente general de la empresa constructora Echeverría Izquierdo Ingeniería S.A., dedicada a la construcción en el área privada. A raíz de las publicaciones aparecidas en la prensa nacional en diciembre de 2002 o en enero de 2003, en las que se señalaba que dos socios, Belfi y M.I.S., habían hechos pagos a Gate S.A., se resolvió citar al directorio a los representantes de dichas empresas. En la reunión confirmaron que a Gate S.A. le habían pagado $100.000.000, sin recibir una contraprestación adecuada, y que la solicitud había sido hecha por altas autoridades del ministerio, en un caso, y en el otro por el entonces Director de Vialidad  Pablo Anguita. En vista de lo anterior y ante la alarma pública provocada por esa situación, el directorio resolvió emitir una declaración pública en la que se condenaban esas prácticas enraizadas e inaceptables del Ministerio de Obras Públicas, resolviéndose, además, que la Comisión de Etica y Disciplina decidiera si esos socios habían contravenido los principios de la cámara. Con motivo de otras publicaciones de prensa, en las que se involucraba a otras empresas constructoras, habló por teléfono con sus representantes y todos negaron haber efectuado pagos o contribuciones a Gate S.A. o aportes similares. No tiene antecedentes de otras empresas que hayan hecho pagos. 
No asistió a la reunión anual efectuaba en el 2001 en  Marbella, denominada “Convención anual de contratistas de obras públicas”, pero conversando con el anterior presidente tomo conocimiento que en dicha convención se llegó a un acuerdo para regularizar los pagos que tenía pendiente a esa fecha el Ministerio de Obras Públicas,  que ascendía a sesenta y cinco mil millones de pesos. También supo que el ministro Cruz requirió el apoyo  normal que el sector privado debe dar a la autoridad para cumplir su cometido, sin que se tradujera en la petición de recursos económicos. Mensualmente la cámara se reúne con el Ministro de Obras Públicas, oportunidad en que se tratan temas propios del área de la construcción, reunión oficial que tiene una tabla de las materias a tratar, levantándose una minuta de lo obrado en la sesión que se distribuye a todos los socios. No era presidente de la cámara en la época en que Cruz era ministro, pero se informó por el anterior que en ninguna de esas reuniones pidió aportes en dinero, tampoco tiene conocimiento que lo haya hecho en otras reuniones no oficiales o sociales.  Por lo expuesto, no se explica porqué Cruz señala en forma pública que pidió aportes a las empresas constructoras y que eso era un procedimiento regular y conocido por todos. 
Donaldo Quincio Astorga Macload, a fojas 3.316, en la que señaló que con Arrau y  Musante es socio en Geofún Ltda., la que está divida en dos áreas: mecánica de suelo y proyectos hidráulicos. El área mecánica de suelos está a su cargo y de Horacio Musante y  Luis Arrau está a cargo de los proyectos hidráulicos. La consultoría adjudicada por resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 2506, de 7 de septiembre de 1999, sólo está relacionado con aspectos hidráulicos y por ello no le cupo participación en la administración ni en la ejecución del proyecto. A principios de febrero Arrau le informó que la empresa estaba relacionada con el caso Gate, porque le había girado un cheque y dicha empresa le había extendido una boleta de honorarios. También tomó conocimiento de los hechos por las publicaciones de los diarios. La sociedad se adjudicó dos contratos en el área mecánica de suelos, uno relativo a  una exploración adicional del suelo en el sitio donde se construiría el Hospital Militar de La Reina y el otro relativo a la búsqueda de una alternativa en el túnel del canal Faja Maisan de la 9ª. Región, con cargo a los cuales nunca se les formuló alguna petición irregular o de aportes de dinero. 
Horacio Miguel Musante Hinrichsen, a fojas 3.317, en la que indicó que es socio de la sociedad Musante, Astorga y Arrau Limitada que está organizada en dos áreas: de mecánica de suelo a su cargo y de Donaldo Astorga, y el área hidráulica a cargo de Arrau. Tiene entendido que la consultoría adjudicada mediante resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 2506, de 7 de septiembre de 1999, sólo estaba relacionado con el aspecto hidráulico y, por lo tanto, la ejecución del proyecto estuvo a cargo de Arrau, el que sólo a fines de enero o principios de  febrero de 2003 le manifestó que había recibido una boleta de honorarios de Gate S.A., cuyo valor se pagó con cargo al precio del contrato, contando la forma en que se había concretado esa operación. También la empresa celebró dos contratos con el ministerio en el área mecánica de suelos, pero no hubo irregularidades o peticiones de dinero con cargo a esos contratos. 
Paulo Felipe Bezanilla Saavedra, a fojas 3.341, en la que señaló que es gerente general de la empresa constructora Besalco S.A. desde noviembre de 2001, la que desde agosto de 1997 a diciembre de 2002 ha celebrado veinte contratos con el Ministerio de Obras Públicas, ya sea directamente o a través de sociedades relacionadas. Doce de esos contratos son de ejecución de obra pública tradicional, adjudicadas a Besalco o a una filial, obras que se encuentran íntegramente ejecutadas y tiene entendido que la Contraloría General de la República aprobó la liquidación de los contratos. No tiene conocimiento que esos contratos hayan experimentado modificaciones de obras y aumento de precio. Nunca recibió petición de aportes en dinero ni en especies del inspector fiscal del respectivo contrato o de alguna autoridad del Ministerio de Obras Públicas. 

Guillermo Cabrera Fajardo, a fojas 3.502, en la que expresó que es socio de Ace Ingenieros Consultores Ltda. creada en enero de 1985, en la que tiene una participación del 50 %, perteneciendo el otro 50 % a Luis Ayala Riquelme. Por el crecimiento de la empresa y por razones de conveniencia comercial decidieron funcionar en forma independiente a partir de 1993, salvo algunos contratos vigentes a esa fecha, lo que significó que cada uno se manejara en forma separada, incluso físicamente, pero toda la contabilidad se mantuvo centralizada en las instalaciones que utilizaba su socio, lo que se mantiene hasta la fecha. Su área o rama no ha tenido contacto profesional ni comercial con Gate S.A. ni con Héctor Peña Véliz e ignora que relación pudo haber  tenido con la empresa. Por lo manifestado por Ayala dedujo que la rama de la empresa a su cargo tuvo relación con Gate S.A., porque si bien no reconoció una relación con esa sociedad le señaló que había efectuado pagos a una empresa, que podría corresponder a aquella. La sociedad está inscrita en el Registro de Consultores del Ministerio de Obras Públicas en la más alta de las categorías y en varias  especialidades, adjudicándose una cantidad importante de contratos. 
Claudio Edgardo Flores Aqueveque, a fojas 3.519, en la que señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas en noviembre de 1991, asumiendo a mediados de 1995 como jefe del Departamento Legal de la fiscalía del citado ministerio, dependiente del fiscal Aliro Verdugo, siendo su subrogante, jefatura que desempeñó hasta fines de 2000, pues a partir de esa época fue designado jefe del Departamento de Fiscalización, siendo como el cuarto subrogante del fiscal, que seguía siendo Aliro Verdugo. La fiscalía es el servicio jurídico del ministerio y tiene como labor asesorar jurídicamente a las autoridades del ministerio y a sus directores nacionales, fiscalizar el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias, realizar las investigaciones y sumarios que sean encargados por sus autoridades, y efectuar el proceso de expropiaciones señalados en el decreto ley Nº 2186 para la construcción de obras públicas fiscales propiamente tales y concesionadas. Se dejó de ver contratos de la Coordinadora General de Concesiones alrededor de 1996, asumiendo el fiscal Aliro Verdugo la tarea de visarlos y autorizarlos, por lo tanto, él debería responder jurídicamente de la asesoría que prestó a concesiones y porque, además, formaba parte del Consejo de Concesiones.

La Contraloría General de la  República a principios de 2000 elaboró un programa de auditoría horizontal al sistema de concesiones, que abarcó alrededor de 14 obras concesionadas, concluyendo que debían corregirse numerosas situaciones y efectuarse sumarios administrativos por defectos en la construcción de determinadas obras. Por esa razón, por resolución Nº 5, de 11 de mayo de 2000, fue designado fiscal instructor de un sumario administrativo destinado a establecer responsabilidades derivadas del informe de la contraloría. En el cumplimiento de su cometido visitó e investigó los antecedentes relativos a determinadas obras y solicitó un peritaje técnico respecto de dos que eran efectuadas por Tribasa Chile S.A., “Santiago- Los Vilos” y “ Acceso norte a Concepción”. El Director General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada, contrató para la confección del peritaje al ingeniero Darwin Opazo Yáñez, quien elaboró un informe respecto de los defectos encontrados en dichas obras, pero, en forma previa, confeccionó un borrador que hizo llegar primero a Eduardo Arriagada. En el informe final se suprimieron tres o cuatro conclusiones, pero en general se determinaba que la obra estaba mal ejecutada. Arribó, en todo caso, en conciencia a la conclusión que la obra estaba mal construída y que no cumplía con las especificaciones técnicas y que podría haberse configurado un fraude al Fisco, ya sea, porque la obra en la sustancia no era lo que se había acordado o no se habían efectuado las inversiones acordadas, produciéndose defectos constructivos. Presentó una denuncia ante el Segundo Juzgado del Crimen de Santiago por  fraude al Fisco, y en cumplimiento de la obligación legal establecida en el artículo 133 de la  ley 18.304. Tiene entendido que fue sobreseída porque al juez de la causa no se le remitió el sumario administrativo, encontrándose actualmente archivada. En cuanto al sumario, evacuó la primera vista al fiscal en agosto de 2001 y se la entregó al Director General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada, el que se la pasó al subsecretario Juan Carlos Latorre quien solicitó un informe al fiscal Aliro Verdugo. En diciembre de 2001 se ordenó su reapertura y se señaló que como Matías de la Fuente había renunciado debía ser excluido, también se ordenó la realización de diligencias adicionales que se habían solicitado. Posteriormente efectuó denuncias a la contraloría, reclamando la inhabilidad de Verdugo para pronunciarse respecto de una obra ejecutada por un antiguo empleador de su hija Patricia, y la incompetencia de Latorre para pedir el sumario y para solicitar que se ratificara el criterio de la exclusión de de La Fuente y que se informara si existió vínculo entre el Estado y de La Fuente entre 1998 y 2000. La Contraloría General de la República contestó en las dos oportunidades que si la persona había renunciado no podía ser incluida en un sumario. Finalmente realizó las diligencias solicitadas, excluyó a de La Fuente y emitió una vista complementaria el 6 de junio de 2002, entregando el sumario a Eduardo Arriagada, desconociendo hasta ahora donde se encuentra dicha investigación, llamándole la atención que no se haya dado cumplimiento al artículo 134 del Estatuto Administrativo que establece el plazo de cinco días para resolver. Formuló cargos a Pablo Anguita, Matías de La Fuente, Mario Fernández, Juan Lobos Díaz, Sergio Cortés Castro, Yanko Vilicic, Carlos Casals, Rubén Mancilla Valenzuela, Francisco Romero Dennoti,  Sergio Alburquenque Lillo y a Marta Campusano Sáez, por la responsabilidad que les cupo en la ejecución de las 14 obras. En relación a Tribasa, obra Acceso Norte a Concepción, formuló cargos a Pablo Anguita Salas, Matías de la Fuente Condemarín, Mario Fernández Rodríguez, Juan Lobos Díaz, Sergio Cortés Castro, Yanko Vilicic Rasmussen, Carlos Casals Gimeno, Rubén Mancilla Valenzuela y Francisco Romero Dettoni. 

Antonio Federico Caram Caram, a fojas 3.696, en la que señaló que Osvaldo Dunner le pidió en abril de 2000 que confeccionara un cheque por la suma de $15.000.000, entregándole, para ese efecto,  una boleta de servicios perteneciente a Gestión Ambiental y Territorial S.A., sin más instrucción que al confeccionarlo no indicara su beneficiario. Posteriormente se lo llevó a Luis Jara, quien le señaló que como  beneficiario pusiera Gate S.A., lo que hizo de su puño y letra, haciéndolo firmar una fotocopia de la boleta en señal de recepción. Esta es la única operación con Gate S.A. y no existen en los registros contables de la sociedad operaciones realizadas con Héctor Peña Véliz, Luis Jara o Yerko General. El pago fue contabilizado como gasto en la empresa y, por lo mismo, no fue imputado a ningún contrato que a esa fecha estuviera vigente. 
Sergio Francisco Icaza Pérez, a fojas 3.705, en la que manifestó que es socio director y fundador de la empresa constructora Icafal Ltda. y dentro de sus funciones le corresponde aprobar todos los pagos relativos a las obras de infraestructura en general. También hay gerentes específicos de áreas y que están autorizados para efectuar pagos dentro del marco presupuestario de cada contrato. A fines de 2001 asistió a una comida que se efectuó en la casa del ex ministro Carlos Cruz, a la que, además, concurrió Browne, Lohernt, Elgueta, Bezanilla, Lorenzini, Daneri. También estaba presente Belmar, Director de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas, y un funcionario del ministerio de nombre Raúl. Dicha reunión era de carácter social, no obstante ello se aprovechó la oportunidad para reiterarle al ministro nuestra aprensión por la falta de participación de las empresas constructoras chilenas en las grandes obras que se estaban licitando. Ese fue el motivo principal de la reunión. Estaba en conocimiento de los problemas presupuestarios que presentaba el Ministerio de Obras Públicas, pero ni en esa reunión ni en ninguna otra, tampoco en forma privada, Cruz, como ministro o como Coordinador General de Concesiones, le formuló requerimientos en dinero para solventar los gastos generales de dicha Secretaría de Estado. Tampoco ningún funcionario público hizo una petición similar. No está en condiciones de manifestar cuántos contratos de obra pública tradicional ha celebrado la empresa con el Ministerio de Obras Públicas  desde 1997 a la fecha. Algunos de estos contratos pueden haber tenido partida pro forma, pero tiene la certeza de que los gastos efectuados con cargo a esa partida fueron reembolsados por el ministerio, incluyéndose en el respectivo estado de pago, y, por lo tanto, nunca recibieron instrucciones de parte de los inspectores fiscales de que los valores asignados a las partidas pro forma fueran puestas a disposición de concesiones para su administración. Tiene la certeza que no hubo peticiones de dinero formuladas por los inspectores fiscales de los contratos. A fojas 18.409 vta. ratificó la declaración.  
Florencio Manuel Correa Bezanilla, a fojas 3.829, en la que señaló que se desempeñó como gerente general de Besalco S.A. desde 1996 y hasta fines de 2001, correspondiéndole supervisar la ejecución y desarrollo de las obras. Actualmente es su vicepresidente. Cada obra adjudicada tiene un presupuesto y el administrador que se designa debe atenerse a el. Sin embargo, los pagos  que exceden de un determinado monto y los extraordinarios deben ser autorizados por la oficina central, esto es por él. No ha autorizado pagos a personeros del Ministerio de Obras Públicas que no obedezcan a  un contrato. En relación a los contratos de ejecución de obra pública adjudicados a la empresa, nunca tomó conocimiento de que algún inspector fiscal haya efectuado alguna petición de dinero, para solventar gastos generales del ministerio o en especial de la Coordinación General de Concesiones. Algunos  deben haber tenido partida pro forma, y para su uso se efectuaba una cotización que se ponía a disposición del ministerio, quien tomaba la decisión en la adjudicación; hecha, les correspondía la supervisión, control y posterior pago de esa partida al proveedor. 

Osvaldo Alejandro Larrañaga Jiménez, a fojas 3.830, en la que expresó que se desempeña como Vice Decano de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile desde los primeros días de marzo de 2003. Fue director del Departamento de Economía desde inicios de 1997 y hasta marzo de 2003 y también  presidente del Instituto de Economía desde mediados de 1997 a mediados de 1998. Como director del departamento tuvo dos reuniones formales con personeros de la división de concesiones del Ministerio de Obras Públicas. La primera fue el 15 de julio de 1997 en dependencias del ministerio con Sergio Cortés y Guillermo Díaz, para que le detallaran la relación que había entre la facultad y concesiones. La segunda fue el 30 de abril de 1998 y estaban presente Sergio Cortés, Sergio Hinojosa, Ricardo Paredes, Claudia Peirano y él. Cortés dijo que tenía instrucciones de Carlos Cruz de decirles que debían hacer más fluida la relación con el ministerio o ellos se llevaban todos los proyectos de la facultad, agregando que Claudia Peirano ponía obstáculos. Se le respondió que tenían procedimientos que respetar y que, dentro de ese contexto, trabajarían de la manera más rápida posible. 

Respecto del convenio adjudicado a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, mediante resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 560 de 27 de julio de 1998, relativo a una asesoría denominada “Elaboración de un índice de calidad de servicio de obras viales concesionadas” por un valor de UF 12.970, equivalente en pesos a la suma de $189.775.354, no tiene recuerdos de haber tenido participación en la elaboración de la oferta económica y técnica o en la contratación como sub-consultores de la Asociación Española de la Carretera, Gestión Ambiental y Territorial y González Díaz y Compañía Limitada. Como director del departamento estampaba moscas en todos los convenios que requerían la contratación de personas naturales y jurídicas, los que, previamente, eran revisados por la división de proyectos que asegura el control presupuestario de los mismos. Firmó la oferta económica por la suma indicada sólo en su calidad de director del Departamento de Economía, pero la negociación del precio del contrato y condiciones la efectuó Ricardo Paredes Molina. Fue Claudia Peirano la que elaboró el libro anillado denominado “Propuesta Económica” con información que presume le proporcionó Ricardo Paredes. Agregó que fue el Ministerio de Obras Públicas el que decidió que en la consultoría debía participar la Asociación Española de la Carretera, y que respecto a la labor que le correspondió efectuar a Gate S.A.,  a la que se le pagó $ 31.405.617, fue la contraparte del ministerio la que le informó a Claudia Peirano que el trabajo lo había realizado a satisfacción, debiendo efectuarse el pago de acuerdo a las instrucciones dadas. Lo mismo ocurrió con el caso de González, Díaz y Compañía Limitada, a quien se le autorizó un pago por $16.500.000. Revisando la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 560, de 27 de julio de 1998, el documento que contiene el convenio ad-referéndum de 15 de julio de igual año y los términos de referencia, advirtió que la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile no estaba autorizada para pagar alrededor de  $ 50.000.000 a Gate S.A. y a González, Díaz y Compañía Limitada, agregando que no tenía conocimiento del tenor del artículo 57 del Decreto Supremo Nº 48, de 28 de febrero de 1994, que aprobó el nuevo reglamento para la contratación de trabajos de consultoría.

Afirmó que no le cupo participación en la negociación ni en la ejecución de los contratos de consultoría adjudicados a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, sólo se limitó a suscribir documentos en la calidad de director del Departamento de Economía. 


A fojas 8.040, señaló que asumió la Dirección del Departamento de Economía el 21 de enero de 1997, en reemplazo de Ricardo Paredes que asumió el decanato el 1 de septiembre de 1998. Paredes hasta antes de asumir el decanato tuvo la calidad de académico del Departamento de Economía y de Presidente del Instituto de Economía hasta mediados de 1997. El director de un departamento es elegido por los académicos y es su superior jerárquico en la medida que fija las políticas del departamento, sobre la base de los acuerdos a que han arribado. Tratándose de los proyectos que se efectúan a través del departamento, normalmente el jefe del mismo es el académico que se ha ganado el proyecto a través de una licitación o el que ha sido contactado por un demandante en su calidad de experto en el tema. El jefe del proyecto  es el responsable del producto, de la contratación del equipo y del presupuesto. El director del departamento no tiene ingerencia en los proyectos y, por lo tanto, nunca intervino en los proyectos que estaban a cargo de Ricardo Paredes. Tratándose de los proyectos de la Coordinación General de Concesiones, Paredes estaba a su cargo desde antes de 1996 porque era un experto en el tema de concesiones y siguió manteniendo esa calidad hasta 1999. Al asumir la dirección del departamento contrató a Claudia Peirano como directora de la Unidad de Extensión y Proyectos y mantuvo en su cargo a Daniel Figueroa como Coordinador Contable. Respecto de ambos fue el superior jerárquico, pero Claudia Peirano, tratándose de los proyectos que se ejecutaban a través del departamento, obedecía órdenes o instrucciones del jefe de un proyecto en lo relativo a su ejecución administrativa. Ricardo Paredes nunca fue superior jerárquico de Claudia Peirano. A ella la conoce desde 1990 cuando se desempeñaba en el Ministerio de Hacienda. Adquirió un conocimiento más profundo cuando ingresó a trabajar a Ilades en los años 1991 o 1992. Más o menos desde 1992 existe una relación de amistad entre las respectivas familias.  En el período en que corre entre enero a julio de 1997, época en que era director del Departamento de Economía y Ricardo Paredes era presidente del Instituto de Economía, Claudia Peirano debió haber recibido instrucciones de Paredes pero como jefe de un proyecto determinado. La relación que se da entre el decano y los directores de los distintos departamentos está  también basada en acuerdos, no obstante existir una relación jerárquica formal y en aspectos puntuales  y de manera no frecuente el decano puede dar instrucciones a un director. No recuerda que Paredes, en su calidad de decano, le haya dado instrucciones en relación a un proyecto específico que se estaba ejecutando en el departamento. Claudia Peirano a fines de 1997 y al momento de revisar las cuentas de fin de año, advirtió que había inconsistencias producto de la falta de competencia de Daniel Figueroa y del desorden con que manejaba las cuentas. Cuando Claudia le informó decidió reemplazarlo por Nancy Millán. Como director siempre ha tenido conocimiento de los proyectos que se están ejecutando, de la persona que tiene la calidad de jefe  del proyecto y, en términos gruesos, del contenido de los proyectos. El departamento ha efectuado trabajos de consultoría propiamente tal y trabajos que se traducen en la administración de fondos de terceros o en la prestación de apoyo administrativo. Las asesorías  necesariamente requieren de la emisión de informe, en cuyo caso el responsable o jefe del proyecto tiene un rol en su ejecución, porque participa directamente en él y emite o revisa el informe que ha elaborado el equipo de profesionales. En este caso la participación del jefe o del responsable del proyecto necesariamente es remunerada. Tratándose de aquellos proyectos de administración de fondos de terceros o de apoyo administrativo, el académico que hace de jefe de proyecto es el responsable del mismo ante el departamento, pero su ejecución se radica directamente en el Ministerio de Obras Públicas y en el fondo el Departamento de Economía sólo cumple las instrucciones de pago que da el ministerio. En este segundo caso, proyectos de administración de fondos de tercero o de apoyo administrativo, el que asume la calidad de jefe de proyecto es el que acuerda sus términos con el ministerio y no necesariamente recibe remuneración, por lo tanto, el que se beneficia con el proyecto es el departamento por la percepción del overhead. Las órdenes de pago que da el ministerio las ejecuta la organización administrativa del departamento y tiene entendido que el Departamento de Economía no se adjudicó contratos de administración de fondos por parte de Mideplan, y tratándose de aquellos adjudicados por el Ministerio de Educación y de administración de fondos de terceros, cree que se utilizó una operatoria similar a la utilizada con el Ministerio de Obras Públicas, en el sentido que se cumplían las instrucciones de pago que se daban. Tratándose de aquellos contratos de administración de fondos de terceros que se adjudicó el departamento a partir de fines de 2000 o a principios de 2001, Claudia Peirano fue la que se hizo cargo de ellos. No hubo una negociación propiamente para acordar la utilidad o el overhead, puesto que se conservó el que se cobraba anteriormente. La parece que se cobraba un porcentaje equivalente al 8% del precio del contrato.


Tratándose de los dos proyectos sobre “Elaboración de un índice de seguridad vial”,  ejecutados entre 1998 y 1999, no designó a Ricardo Paredes como responsable, coordinador o negociador de dichos proyectos, puesto que venía cumpliendo habitualmente dicha función. Él acordó los términos de estos proyectos con el ministerio, tal como lo venía haciendo desde  que se inició la relación con el ministerio. Paredes por estos trabajos no percibió honorarios, porque no prestó servicios. El Departamento de Economía prestó servicios en el aspecto administrativo y de intermediación con los españoles. 


Insistió que Ricardo Paredes desde antes que llegara al departamento era quien llevaba todos los proyectos del ministerio, acordando sus términos con el ministerio. Todos los académicos sabían que Paredes estaba a cargo de los proyectos del Ministerio de Obras Públicas. No tuvo participación  en la elaboración de la minuta que el decano Joseph Ramos envió a la Brigada  Investigadora de Delitos Económicos, en la que se explicaba la forma en que habían operado las negociaciones. Fue elaborada por Peirano en base a la documentación existente en el departamento. Le correspondió hacerla  cumpliendo órdenes del decano y en su calidad de Coordinadora Administrativa del Departamento de Economía. La minuta la leyó en su calidad de vice-decano.


Claudia Peirano tiene una relación directa con los proyectos del Ministerio de Obras Públicas desde fines de 2000 o principios de 2001, época a partir de la cual Ricardo Paredes no cumple ningún rol en ellos. Peirano le informaba continuamente de los problemas administrativos que surgían por la forma de trabajo que tenía el  personal del ministerio, que hacía las veces de contraparte técnica. Los problemas fundamentalmente se generaban porque exigían celeridad, que era más importante que la formalidad o regularidad administrativa, y, por lo tanto, en ese contexto estimaban que la actitud de Claudia obstaculizaba el desarrollo de los proyectos. Sin embargo, no era informado de aspectos puntuales. No recuerda que Peirano le haya manifestado que en la cuenta corriente del Instituto de Economía figuraban depósitos efectuados por empresas consultoras y que no obedecían al pago de una prestación de servicios. No recuerda haber tenido conocimiento de cartas de abril y mayo de 1998, por lo tanto, menos haberlas visado. En su concepto, el presidente del Instituto de Economía, Basch, tampoco tenía conocimiento de las operaciones ya referidas. 


Nunca tuvo conocimiento detallado de los proyectos que eran adjudicados por el Ministerio de Obras Públicas. Ese conocimiento lo tenía el jefe o encargado del proyecto, esto es, Ricardo Paredes. Claudia Peirano lo adquiría en la ejecución del proyecto. Es por esa razón que no puede absolver las consultas, relacionadas con la circunstancia de que en el contrato adjudicado por la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 560, de 27 de Julio de 1998, se haya reservado la suma de $ 50.000.000.- para futuros estudios a definir por el ministerio. Los contratos que en definitiva debían ser ejecutados a través del Departamento de Economía debían ser suscritos por el decano de la facultad,  porque el departamento no tiene personalidad jurídica. En los convenios  estampaba su media firma, denotando que como director conocía el proyecto y que éste sería ejecutado por un académico del departamento. Conocimiento que adquiere mediante información que proporciona el jefe del proyecto y que es más bien de tipo formal y del proyecto en general.
A fojas 18.439 ratificó sus declaraciones y agregó que el Departamento de Economía de la Universidad de Chile tenía, entre otros, proyectos con el Ministerio de Obras Públicas de dos tipos: directos de asesoría en que participaban profesionales del departamento realizando labores técnicas y de administración de fondos en los cuales se gestionaban gastos del ministerio asociado a concesiones, presumiendo que aquél respecto del cual declara pertenecía al segundo tipo, porque no era un proyecto en el que participaban activamente profesionales del departamento, desconociendo quién confeccionaba el presupuesto porque como director firmaba los convenios que eran conversados en detalle por los que hacían las veces de jefes de proyectos. La respuesta exacta la tiene la persona que interviene en la conversación, pero entiende que si el convenio era de administración de fondos los gastos y su especificación eran resorte del ministerio. En el caso de que se trata el jefe del proyecto era Ricardo Paredes porque la decanatura la asumió no recuerda si antes, durante o después de la firma del convenio, pero durante el año 1998. El rol de jefe de proyecto correspondía a los profesionales que tenían mayor asociación técnica con la temática de los proyectos, y los del Ministerio de Obras Públicas estaban dentro del área de regulación económica. Como Paredes es un experto en esa área llevaba esos proyectos, función que siguió desempeñando una vez que asumió como decano hasta alrededor de 2000. No percibió una remuneración como jefe de proyecto, porque no lo consideraba los de administración de fondos de terceros. Paredes  cumplió las labores funcionales de coordinador de los proyectos del Ministerio de Obras Públicas y, por lo tanto, le debió corresponder intervenir en la conversación inicial en la cual se acordaba  su realización.

Señaló que no controló que Gate S.A. realizara el trabajo encomendado y presume que Paredes tampoco lo hizo, ello porque en ese tipo de proyectos se pagaba tras la notificación del ministerio de que se había realizado la actividad, y que el director del departamento firmaba los convenios pero que sus contenidos eran elaborados y aprobados en otras instancias, en las que participaban los jefes de proyectos, la instancias formales de la universidad y en los proyectos para el sector público la Contraloría General de la República.
Armando Enrique Álvarez Trujillo, a fojas 3.833, en la que señaló que se desempeñó como Director Económico y Administrativo de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile desde 1981 y hasta el 17 de noviembre de 2002, correspondiéndole preparar el presupuesto anual, todo lo relativo a la elaboración y tramitación de  la documentación administrativa y  autorizar los pagos desde el punto de vista financiero. Su labor era ejecutar las instrucciones dadas por todas las autoridades de la facultad. En relación a los proyectos adjudicados a la facultad, sólo le cabía participación en la parte administrativa, esto es, cuando el proyecto estaba en ejecución y, por lo mismo, estaba negociado y obviamente firmado el convenio. En cumplimiento de su labor debía recepcionar la información que le daban los directores de los departamentos, el director del Instituto de Administración de Salud o el del C.I.A.D.E., y, verificado que existieran los fondos, debía proceder al pago. Desempeñando dicha labor suscribió los documentos para pagar a las empresas Gate S.A. y González, Díaz y Compañía Ltda. Los cheques los firmaba él o el respectivo director del departamento, del instituto o del centro indicado.

A fojas 18.388 ratificó su declaración y agregó que, tratándose de los pagos efectuados a Gate S.A., los pagó los ordenó el Director del Departamento de Economía, sin recordar si era Larrañaga o Paredes, pero que eso se puede determinar analizando el documento que contenía la instrucción de pago, porque el director debía poner una media firma o firma, lo que denotaba que se estaba instruyendo el pago; y que la supervisión de la efectividad de trabajos que se efectuaron por Gate S.A. correspondía al Departamento de Economía, ya sea a través de su director o del académico que él designara para esta tarea.
Luis Alfredo Riveros Cornejo, a fojas 3.849, en la que indicó que desde 1994 y hasta el 2 de julio de 1998 se desempeñó como Decano de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, y desde el 3 de julio de 1998 y hasta la fecha de su declaración es el Rector de la universidad. El Instituto de Economía es una corporación de derecho privado, sin fines de lucro, que está conformado por los académicos del Departamento de Economía de la universidad y tiene entendido que su representante es un presidente designado por los académicos del instituto, siendo voluntario pertenecer a él. Si el instituto se adjudica un proyecto de consultoría individualmente es responsable de su ejecución y de la administración de los recursos, y por esa razón debería tener un rol único tributario y una cuenta corriente independiente. El Centro de Investigación Aplicada  para el Desarrollo de la Empresa, cuya sigla es CIADE, es un centro perteneciente a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas y su director es un académico que pertenece a dicha facultad, nombrado por su Decano. Este centro cuenta con personal administrativo, conformado por su secretaria y un junior, además tiene personal a honorarios, para poder llevar a cabo la coordinación de los distintos proyectos. La finalidad del centro es realizar proyectos y programas de extensión que vinculen a la universidad con el medio nacional. Este centro opera con el rol único tributario de la Universidad de Chile. Tratándose de contratos celebrados con el Ministerio de Obras Públicas, normalmente era la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas la que se los adjudicaba y los ejecutaba a través del centro. En su opinión, como el Instituto de Economía es una corporación de derecho privado debió haber actuado directamente con el ministerio, y no utilizando el nombre de la facultad. Al rector, conforme al organigrama de la universidad existente entre 1997 y  2002,  no le cabía ninguna responsabilidad en la firma de contratos y convenios, y por los estatutos de la misma es una responsabilidad asignada a los decanos. Por lo tanto, el rector no aprueba los contratos o convenios y los fondos que se generan quedan en la facultad respectiva, siendo el decano el responsable de su administración. Por las publicaciones en la prensa tomo conocimiento que la facultad celebró contratos con el Ministerio de Obras Públicas y con otros organismos públicos y privados, algunos de los cuales se tradujeron en la administración de fondos de terceros. También por ese medio supo del pago de una boleta a Gate S.A., pero de un monto aproximado de $5.000.000.-, no de $31.405.617.

Joseph Rafael Ramos, a fojas 3.862,  en la que señaló que con anterioridad a marzo de 1991 dictaba un ramo al año como profesor titular de la Facultad de Economía y a partir de la fecha indicada se incorporó a jornada completa sin desarrollar  proyectos del Instituto de Economía o del CIADE. Asumió como Decano de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile el 18 de noviembre de 2002, calidad en la que le corresponde firmar los convenios en representación de la facultad y le parece que también firmó la extensión de un contrato de externalización con el Ministerio de Obras Públicas. Por intermedio de la prensa tomó conocimiento que la facultad había pagado una suma de dinero a Gate S.A., ordenando que se efectuara un informe sobre dicho pago, por lo tanto, no conoce a Héctor Peña Véliz ni a dicha empresa. 

Enrique Rafael Ponce de León Milnes, a fojas 4.440,  en la que señaló que se desempeña como profesor de la Facultad de Ingeniería, Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile, desde hace cuatro o cinco años a la fecha de su declaración, y en la Facultad de Arquitectura, Instituto de Estudios Urbanos de la Universidad Católica. También se ha desempeñado como consultor externo de la Corporación Tiempo 2000, corporación de derecho privado sin fines de lucro. Agregó, que la Subsecretaría de Obras Públicas necesitaba contratar un experto que hiciera de contraparte fiscal en unos estudios de rediseño, para varios de sus departamentos, y por ello el CIADE lo contrato a honorarios. No recuerda si fue a partir de 1995 o a mediados de 1996 que dicho centro lo contrato a honorarios mensualmente, trimestralmente o semestralmente. El contrato lo suscribió con el Decano de la Facultad de Economía y debía verificar la calidad técnica de los contratos que el Ministerio de Obras Públicas adjudicaba, esto es, era el responsable técnico de los contratos. El CIADE dependía de la Facultad de Economía y aparentemente ya no existe. Como no tenía existencia jurídica propia operaba con el rol único tributario de la universidad, era dirigido por Nassir Sapag Chain, su fundador. Como dicho centro formaba parte de la universidad, los contratos debían ser firmados por el decano. Respecto del estudio denominado “Análisis y evaluación de alternativas de financiamiento para obras complementarias del proyecto Zanjón de la Aguada”, aprobado por Decreto Exento Nº 450 de 30 de abril de 2001, señaló que el director de la Dirección de Obras Hidráulicas,  Eduardo Bartholin, de acuerdo al Decreto Supremo Nº 98, de 1991, invitó, por su intermedio, al CIADE para ejecutar el proyecto. Como en los términos de referencia no estaba indicada la cifra se reunió con Gonzalo Castillo, el que le indicó que el monto disponible era de $27.000.000. Con Sapag hizo un análisis del requerimiento del convenio, advirtiéndose que no era rentable, por el monto asignado a la consultoría, recomendándole a Sapag que se consultara a Diagnos Ltda. si estaban dispuestos a hacerse cargo de las labores de la consultoría. Donoso aceptó y éste se puso de acuerdo con Castillo, ellos se conocían. La labor que le correspondió fue recibir el proyecto y el informe final que Diagnos elaboró y remitirlo al Ministerio de Obras Públicas, trabajo por el que no recibió ningún honorario, porque eran pagados por el CIADE en el marco de un convenio denominado “Asesoría de Evaluación y Control del Programa de Inversiones del M.O.P.” que dicho centro celebró con dicho ministerio. El Decreto Supremo Nº 98 permite  subcontratar a un tercer consultor, lo que ocurrió tratándose del proyecto acerca del que declaro.


A fojas 5.267, señaló que deseaba refutar lo señalado por Sapag en una entrevista que se publicó en el diario El Mercurio del día 25 de mayo de 2003, pues no es efectivo lo que él expresa, en cuanto que no se le informó que personal directivo de la Dirección de Obras Hidráulicas y del Ministerio de Obras Públicas iban a participar en las consultorías sobre las Aguas Lluvias y el Zanjón de la Aguada, aprobadas por Resoluciones de la Dirección de Obras Hidráulicas Nº 1.098 y Nº 3 y de la Dirección General de Obras Públicas Nº 450, respectivamente. En efecto, en relación a la consultoría sobre el Zanjón de la Aguada, a Sapag le transmitió las instrucciones recibidas de Gonzalo Castillo Navasal, lo que, en cierta manera, lo reconoció en el careo decretado. En cuanto a la consultoría sobre las Aguas Lluvias, le transmitió personalmente las instrucciones de Eduardo Bartholin. El conocimiento de Sapag está, además, acreditado por el hecho que en calidad de Decano Subrogante de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile suscribió convenios con Tomas Rogers y Víctor Valdés. Además, hace presente que la denominada “oficina” a que alude Sapag en la entrevista no es más que un escritorio en una oficina de asesores de la Subsecretaría de Obras Públicas. Añadió que, al momento de los hechos que se investigan, no tenía la calidad de funcionario del CIADE, ni de la facultad, ni de la Universidad de Chile, ni del ministerio, sólo era un consultor externo a honorarios, en virtud de un contrato celebrado con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile.

Gisela Andrea Aguirre Rosenbaum, a fojas 4.562, en la que señaló que a petición de su cónyuge Gonzalo Castillo extendió una boleta a la empresa Diagnos Ltda. por la suma líquida de $2.000.000, porque, según él, si entregaba una boleta suya cambiaba de rango, lo que implicaba pagar más impuestos. Como están casados bajo el régimen de sociedad conyugal y, por lo tanto, el dinero ingresó al patrimonio familiar, no tuvo inconveniente en acceder a su petición. 
Héctor Antonio Villalobos Santelices, a fojas 4.760, en la que señaló que Ubaldo Taladriz en el primer fin de semana del mes de abril le manifestó que Valenzuela y Silva lo habían llamado por teléfono con carácter de urgente para hacerle una petición. Como sospechaban que la petición podía estar relacionada con los hechos materia de la investigación los citaron a una reunión para el lunes 7 a primera hora. Valenzuela y Silva en la reunión pidieron que se modificara la glosa de la factura Nº 12 emitida por IGET S.A. por la suma de $1.200.000, que reza “Asesoría estudio experiencia piloto Índice de calidad de servicio”, que corresponde a un proyecto del ministerio y a la consultoría  encargada a EXE por la Universidad de Chile. Silva es el representante o socio de IGET S.A. Al preguntarles los motivos de la petición  manifestaron que se podía confundir la situación de Silva y que incluso podría significar un eventual cohecho. Silva enseguida intentó explicar  que el pago que su empresa percibió era por el tiempo que se demoró en explicar el contexto técnico del proyecto que se debía realizar y que era muy fácil cambiar la glosa de la factura porque habían conversado con un experto en la materia. Silva y Valenzuela también estaban preocupados por otras dos facturas de la misma empresa signadas con los números 14 y 15 por $1.200.000 y $480.000, respectivamente, de 13 de septiembre y 18 de noviembre, ambas de 1999, fechas que temporalmente corresponden con los pagos hechos a GATE S.A. No está en condiciones de señalar si IGET S.A. prestó servicios a EXE, porque a la época de los pagos no pertenecía a la empresa. Valenzuela no supo explicar a qué obedecían los pagos hechos a IGET S.A.
Hugo Eugenio Cristián Rivas Lombardi, a fojas 4.771, en la que señaló que a abril de 2001 era socio de la Consultora Diagnos Ltda. y su campo de acción era el área de las comunicaciones. La consultora funciona operativamente en tres áreas: el área de comunicaciones a su cargo; área de opinión pública a cargo de Guillermo Cumsille y el área de evaluación y gestión de proyectos a cargo de Francisco Donoso. Conforme a la escritura de constitución de la sociedad, la representación legal siempre debe recaer en dos de los socios en forma indistinta y es por eso que los contratos y cheques de pago son firmados por dos socios, firmando primero regularmente el encargado del proyecto. Si bien cada jefe de área responde por la ejecución del proyecto, se informa de manera general al resto de los socios. Respecto del contrato con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, señaló que fue informado posteriormente de su existencia y Donoso con motivo de la investigación dio mayores detalles acerca de la forma en que se ejecutó el proyecto. 
Guillermo Elías Cumsille Garib, a fojas 4.772, en la que señaló que en el año 2001 se desempeñó como director del área de estudios de la consultora Diagnos Ltda., la que para los efectos de llevar a cabo los proyectos estaba dividida en tres áreas: estudios de opinión a su cargo, comunicaciones a cargo de Hugo Rivas y de gestión a cargo de Francisco Donoso. Atendida la estructura de la consultora cada uno de los jefes de área debía responder por los proyectos del área respectiva, y tratándose del  relativo al Zanjón de la Aguada como estaba relacionado con el área de gestión estuvo siempre a cargo de Donoso, quien, en todo caso, informó al resto de los socios que se iba a llevar a efecto dicho proyecto sin entrar en mayores detalles, práctica habitual dada la relación de confianza generada entre los socios. Como conforme a la escritura de constitución de la sociedad la representación corresponde a dos  cualquiera de los socios en forma indistinta, Francisco Donoso le solicitó que firmara el contrato con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, tomando conocimiento que era por la suma aproximada de $27.000.000. Ni en forma previa a la firma del contrato ni durante la ejecución del proyecto fue informado por Donoso que, con cargo al precio de la consultoría, se iban a efectuar pagos al personal directivo del ministerio. Por la forma de operar los cheques debían ser firmados por dos socios, y si  firmó alguno de los girados al personal directivo del ministerio lo hizo en el entendido que se trataba de honorarios a profesionales  que habían participado en el proyecto. A la época de la firma de los cheques no conocía a ninguna de las personas que se desempeñaban en el ministerio y a quienes se les pagó sobresueldos con cargo al contrato, tampoco conocía a la cónyuge de Gonzalo Castillo Navasal.

Soledad del Pilar Cabello Sanhueza, a fojas 4.822, en la que señaló que ingresó el 1 de marzo de 1997 al Ministerio de Obras Públicas, Coordinación General de Concesiones, en virtud de un contrato de consultoría celebrado con la Dirección General de Obras Públicas conforme al Decreto Supremo Nº 48, siendo pagados sus honorarios con cheque fiscal y previa emisión de la boleta respectiva. En la coordinación se desempeñó en la Unidad de Supervisión y Desarrollo cuyo jefe era Guillermo Díaz Silva, realizando labores preferentemente relacionadas con obras concesionadas en etapa de explotación y construcción, veía el aspecto contractual y de la aplicación del I.V.A. en las obras concesionadas, labor que desempeñó hasta finales de septiembre de 1997, porque a partir de esa fecha se reorganizó la coordinación y fue destinada a la parte administrativa denominada División de Operaciones a cargo de Guillermo Díaz. Su labor consistió en redactar contratos, revisar boletas de garantía y algunos aspectos en general de la ley de presupuestos. Cuando Díaz se fue a España a fines de noviembre de 1998 la división quedó a cargo de Sergio Cortés. Era la única abogado de la división y Cortés nunca le pidió asesoría jurídica en relación a los métodos para pagar sobresueldos o acerca de alguna fórmula legal o jurídica para pagarlos y de habérsele consultado le habría manifestado que la única fórmula es conforme al Estatuto Administrativo, esto es, mediante un contrato a honorarios por labores diferentes a las que corresponden por el cargo y fuera del horario de trabajo. Si bien pudo haber elaborado varios contratos que pudieron haber sido utilizados para pagar los sobresueldos, era imposible que  pudiera advertirlo, porque ese aspecto estaba relacionado con la negociación y ejecución del contrato, etapas en las que no tenía ingerencia ni participación. A partir de mayo de 1999 fue destinada a la Unidad Jurídica de Concesiones,  a cargo de Juan Alberto Facuse, desempeñando labores propias de la parte administrativa, como la revisión de los contratos de consultoría y de las pólizas de seguros de las obras concesionadas. En esa época tampoco fue consultada sobre la procedencia legal del sistema que se estaba utilizando para pagar sobresueldos. En mayo de 2000 se fue a la Dirección de Vialidad  a asesorar jurídicamente a su director Pablo Anguita, luego a los demás directores que lo sucedieron. En marzo o abril de 2002 fue destinada a la Unidad de Auditoria como dos o tres meses y posteriormente a la de Medio Ambiente de la misma dirección. En octubre de 2002 se fue a la Dirección General de Obras Públicas a asesorar al director, labor que desempeña hasta la fecha de su declaración.

Agregó que existe jurisprudencia administrativa emanada de la Contraloría General de la República, en el sentido que el valor de las partidas pro forma  deben corresponder a gastos inherentes al contrato. Tratándose de las partidas por gastos generales lo lógico es que correspondan a gastos propios del contrato y la responsabilidad en la fiscalización de los pagos es del inspector fiscal y, por lo mismo, no es posible que una determinada suma de dinero asignada a gasto general sea entregada a un tercero para que con eso pague sobresueldos. En su opinión no es posible que un consultor del ministerio cobre una suma determinada de dinero a una empresa consultora que se adjudicó una consultoría, para explicarle el contenido del proyecto, porque eso  forma parte de la administración general.
Gabriel Selles Van Schouwen, a fojas 4.836, en la que señaló que a fines de 1999 o principios de 2000 lo llamó por teléfono Pablo Anguita, a quien conocía profesionalmente desde la época en que él fue asesor y director del Departamento de Obras Hidráulicas, manifestándole que Roberto Salinas lo iba a requerir para que efectuara un estudio sobre un tema en que tenía vasta experiencia. Anguita estaba en conocimiento de su experiencia, porque en la época en que lo conoció se desempeñaba como jefe de proyectos de la Comisión Nacional de Riego y además tiene un doctorado en Francia. Salinas lo citó a su oficina en el verano de 2000, explicándole que el ministerio necesitaba un estudio que permitiera evaluar el impacto productivo de la reducción de aguas en los cultivos, en relación al embalse Illapel, fijando los honorarios en la suma de un $1.500.000, manifestando, además, que tenía un contrato amplio que le permitía encargar pequeñas consultorías complementarias. El informe se lo entregó a Salinas, señalándole que debía extender una factura a nombre de Econat Consultores por la suma de $1.500.000. La factura está extendida por la empresa F Y S Agroingeniería Ltda., sociedad que está conformada con Raúl Ferreira, María Soledad Bustos y María Isabel Ferrer. El cheque llegó el 9 de agosto de 2000 y como venía girado a su nombre lo depositó en su cuenta corriente, y el 21 giró uno que depositó en la cuenta corriente de la sociedad. No tuvo ninguna relación con Econat ni con sus representantes y no celebró ningún contrato con dicha empresa. Efectuó otra consultoría con un procedimiento similar al descrito, pagándose sus honorarios por el Instituto de Economía de la Universidad de Chile. No tiene copia íntegra del informe que entregó a Salinas, sólo una parte del mismo que dejó a disposición del tribunal. No hizo ningún pago a Salinas ni a ninguna empresa vinculada a él con motivo del encargo efectuado. 
Tomás Enrique Olivares Ramírez, a fojas 4.838, en la que expresó que se desempeña en el BancoEstado desde 1991, en la sucursal José María Caro, área de plataforma de negocios desde el 3 de mayo de 1993. Salinas en 1994 empezó a ser cliente del banco y él era su ejecutivo de cuentas, y en septiembre de 2000 le dijo que necesitaba hacer un estudio sobre evaluación de clientes que no pueden pedir créditos en un banco, se supone que era para agricultores, entendiendo que se les iba a dar crédito directo por el ministerio, y le pidió que se contactara con una persona de nombre Marco de la consultora ECONAT, ubicada en la calle José Domingo Cañas de la comuna de Ñuñoa. Fue a esa oficina y el tal Marco le dijo que requería una consultoría de cómo evaluar a sujetos de crédito, porque se estudiaba la posibilidad de dar crédito directo a los agricultores por parte del ministerio. Aceptó porque estimó que estaba capacitado para hacer la consultoría y Marco le dijo que se disponía de la suma de $1.000.000 lo que también aceptó. Su trabajo se tradujo en explicar en dos oportunidades a Roberto Salinas  y en una a Marco, en la oficina del primero, cómo es el procedimiento para evaluar a los sujetos de crédito, esto es, qué se debe considerar. En definitiva sólo hubo dos reuniones y, además, entregó un documento por escrito a Salinas que contenía su informe. Econat le pagó después, cree que con un cheque que debe haber depositado en su cuenta corriente, previamente mandó la boleta cuya fotocopia rola en autos  por la suma líquida de $900.000. Aparte de esa relación profesional no tuvo otras con Salinas ni con personeros del Ministerio de Obras Públicas. No ve a Salinas desde hace unos dos años a la fecha. No tiene copia del informe que entregó a Salinas. 
Sergio Merino Gómez, a fojas 4.883, en la que señaló que en mayo de 1999 era el representante de Sergio Merino y Compañía Asesorías Financieras Limitada que se constituyó con otras sociedades, pero cuya propiedad última le corresponde a su cónyuge María Verónica Morales Mena y a él, sociedad que a la fecha es anónima. Tiene participación en varias otras sociedades, pero, al igual que en el caso anterior, los dueños son su cónyuge y él. En ninguna de estas sociedades son socios personas que se desempeñan o se han desempeñado como inspectores fiscales del Ministerio de Obras Públicas o como consultores contratados por dicho ministerio. En relación a la factura cuya fotocopia rola a fojas 2.600, extendida a la empresa Econat Consultores Ltda. por la suma de $7.500.000, señaló que en noviembre de 1998  Pablo Anguita o Roberto Salinas le solicitaron que hiciera un estudio sobre “Análisis de riesgo en concesiones de obras de riego”, relacionado principalmente con el Embalse El Bato. Envió una carta especificando las condiciones del trabajo y su valor, lo que fue aceptado. Para llevar a cabo el estudio se celebraron una serie de reuniones con el personal de concesiones, especialmente con Anguita y Salinas, y entregó el estudio definitivo en marzo de 1999. Con el ministerio no celebró ningún convenio ad-referéndum y, por la misma razón, no se dictó una resolución que formalmente aceptara la consultoría. Efectuado el trabajo solicitó el pago de los honorarios, indicándole Salinas que prontamente se iban a solucionar y en mayo le dijo que debía extender una factura a Econat Consultores Ltda., tiempo después le llegó el cheque. Con cargo a los honorarios no se efectuaron pagos a personal del ministerio. Las empresas en las que tiene participación han efectuado trabajos de consultoría para el ministerio desde 1992 o 1993, y nunca se han efectuado pagos al personal del ministerio ni pagado facturas por gastos en que haya incurrido el Ministerio de Obras Públicas, pero cree que en una oportunidad tuvo que adquirir un equipo de computación, adquisición que estaba estipulada en el contrato respectivo. 
Lidia Juana Aguilera Burgos, a fojas 4.927, en la que señaló que en enero de 1998 constituyó con Patricia Verónica Mardones Fuentes la empresa Servilily Ltda., iniciando actividades comerciales ante el Servicio de Impuestos Internos bajo el giro de servicios de aseos y otros, desempeñándose como representante legal. En diciembre de 1997, luego de haber enviado cartas ofreciendo sus servicios a diversas instituciones públicas y privadas, fue llamada por el Departamento de Concesiones del  Ministerio de Obras Públicas, para participar en una propuesta privada para el servicio de aseo de dicho  departamento ubicado en calle Merced Nº 753. A mediados de diciembre  una funcionaria del ministerio le informó telefónicamente que su empresa se había adjudicado la propuesta, y al presentarse en sus dependencias Guillermo Díaz le explicó los pasos a seguir y, en especial, la formalidad de la boleta de garantía y la fecha de inicio de la prestación de los servicios. Para participar en la primera propuesta le entregaron las bases administrativas y previo a presentar su oferta tenía el equipo humano y el material necesario para prestar los servicios. El primer convenio que celebró con el ministerio de 19 de enero de 1998 se denominó  “contrato de servicio de aseo y mantención de oficinas de la Coordinación General de Concesiones” y el contrato fue autorizado por Juan Lobos Díaz en su calidad de Director General de Obras Públicas, por Resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 89 de la misma fecha. El monto de ese contrato fue por la suma de $47.479.424 IVA incluído, por 16 meses a contar del 1 de enero de 1998, terminando en junio de 1999. Este convenio era para prestar servicios de aseo en la calle Merced Nº 753 pisos 8, 9 y 10 y entrepiso. Posteriormente este convenio fue complementado mediante otro de 28 de mayo de 1998, aprobado por Resolución de igual dirección Nº 1.472 de 5 de junio del mismo año, con la finalidad de efectuar servicios de aseo y mantención en las oficinas de Mac-Iver Nº 440 Piso 6º. El valor del contrato fue de $16.771.812 IVA incluido por 12 meses a contar de mayo de 1998. Encontrándose vigente los dos contratos celebró uno nuevo para el edificio ubicado en Merced Nº 753  pisos 6 y 7, que fue autorizado mediante resolución adoptada por Juan Lobos Díaz Nº 41 de 12 de enero de 1999, el monto fue de $15.382.052 IVA incluido, desglosado en aseo y servicio de auxiliares, por 4 meses, por concepto de servicio de auxiliares  la suma  de $ 7.200.000, costo mensual $1.800.000 con impuesto incluido y por concepto de servicio de aseo, por igual período,  $ 8.182.000, costo mensual igual a $2.045.530 con impuesto incluido. Ese contrato tuvo un plazo de 4 meses del 1 de enero de 1999 a abril del mismo año, y fue firmado por Sergio Alberto Cortés Castro, en su calidad de Jefe de División de Operación Subrogante. Durante la vigencia de los contratos el pago de los servicios se realizaba a través del Departamento de Finanzas, donde ejercía como jefe Sergio Cortés, mediante la emisión de una factura de Servilily y pagaban mediante un cheque fiscal. Guillermo Díaz, Juan Carlos Véliz, Luis Jara y Sergio Cortés eran los que indicaban las falencias del aseo y también comunicaban los reclamos por el servicio prestado. Vencidos los contratos celebró uno nuevo el 30 de abril de 1999,  suscrito por  Sergio Cortés Castro, Jefe de División de  Operaciones Subrogante, convenio que fue aprobado por resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 1441 de 24 de mayo de 1999. El monto del contrato fue por la suma de $42.071.776 IVA incluido, correspondiendo por concepto de servicio de aseo y mantención $ 27.696.208 y por servicios de auxiliares $ 14.375.568, el plazo del contrato era de 4 meses con fecha de inicio el 1 de mayo de 1999 y de término el 31 de agosto del mismo año. A cada auxiliar se le pagaba la suma mensual de $ 300.000 a $ 320.000 aproximadamente y con la diferencia que se generaba pagaba a personas que figuraban en un  listado adicional y que trabajaban en el ministerio, previa presentación de la boleta y por un monto señalado en el listado que entregaba Véliz o Jara o que le enviaban por fax. Cortés propuso lo del listado adicional y no lo cuestionó porque confiaba y porque pensó que si no aceptaba podían poner término al contrato y tenía como 24 personas contratadas. El 1 junio de 1999 celebró un nuevo convenio que suscribió Sergio Cortés Castro de prestación de servicios de recepcionista y auxiliares, que fue aprobado por resolución Nº 1.576 de 4 de junio de 1999, por el monto de $ 50.108.938 IVA incluido y por cuatro meses del 1 de junio al 30 de septiembre de 1999. En virtud de este contrato debía proporcionar 15 recepcionistas y 14 auxiliares, sin recordar si tuvo que pagar honorarios adicionales. Posteriormente el contrato fue prorrogado mediante el convenio de 1 de septiembre de 1999, suscrito por  Cortés Castro y aprobado por resolución Nº 2833 de 7 de octubre de 1999 por un monto de $ 42.071.776 IVA incluido, $ 27.696.208 correspondía a servicio de aseo y mantención y $ 14.375.000 al de auxiliares. El contrato rigió entre el 1 de septiembre y el 31 de diciembre de 1999. En relación a este contrato tampoco recuerda si hubo un listado adicional. Mediante convenio de 1 de octubre de 1999 se volvió a prorrogar el contrato aprobado por resolución Nº 1576, siendo aprobado por resolución Nº 3218 de 11 de noviembre de 1999, su monto fue de $29.000.000 impuesto incluido y con vigencia entre el 1 de octubre y el 31 de diciembre de 1999. Cortés, a fines de 1999 o principios de 2000, le informó que por el buen servicio que estaba prestando le harían uno nuevo que consideraba un anexo, incorporándose un grupo de personas denominado auxiliares y recepcionistas que pertenecían a su set de trabajo y otro adicional propio del Ministerio de Obras Públicas que debería pagar conforme a un listado que sería entregado por Luis Jara o Juan Carlos Véliz o enviado vía fax, suscribiendo el 30 de diciembre de 1999 un convenio ad-referéndum con Cortés Castro que fue aprobado por resolución Nº 0579 de 18 de febrero de 2000, por un monto de $47.800.000 IVA incluido y con vigencia del 1 de enero al 31 de abril de 2000. Para pagar los honorarios del listado se emitía una factura mensual a nombre del ministerio detallándose el servicio de aseo, según instrucciones de Jara o Véliz, recibía un cheque fiscal que cobraba por ventanilla y el dinero efectivo lo depositaba en su cuenta corriente y con ella pagaba dos listados: el primero conformado con su grupo de trabajo y el otro con los nombres dados por Luis Jara o Juan Carlos Véliz. Para efectuar los pagos de los profesionales del ministerio extendía cheques de la cuenta corriente que Servilily mantenía en el Banco Santander Nº 2597741-6, y los adjuntaba al listado original. Este procedimiento se utilizó durante todo el 2000 y los montos fluctuaban entre $3.000.000 a $7.000.000 mensuales, recibiendo cada profesional entre $300.000 a $500.000 mensuales. Se les pagó honorarios a Emiliana O”Brien, Ricardo Reginensi y Jazmín Balboa porque figuraban en los listados del ministerio, por lo tanto, no pertenecían a su grupo de trabajo ni prestaron servicios profesionales a su empresa. Por cumplir las instrucciones obtuvo como ganancia el 10% de cada factura que emitía, lo que ascendía a una suma aproximada de $ 500.000.- mensuales y en algunos meses era superior. 

A fojas 4.938, señaló que del examen de sus libros contables se puede advertir que desde junio de 1999 y hasta diciembre de 2000 pagó diferentes sumas de dinero a personas que no prestaron servicios a Servilily, no pudiendo identificarlas.


A fojas 4.942, agregó que las personas que figuran en los listados que mandaba Sergio Cortés, por intermedio de Juan Carlos Véliz o vía fax, prestaron efectivamente servicios en el ministerio, ya sea como auxiliares o recepcionistas, salvo Balboa, O”Brien y Reginensi, desconociendo qué labores desempeñaron, pero sus honorarios se pagaron con cargo al ítem “auxiliares y de recepcionistas”. En relación a estas tres personas su beneficio fue el equivalente al 10 % de cada contrato. Sólo fiscalizaba el cumplimiento de las labores que desempeñaban las personas que contrató, pero no de aquellos que Cortés incluyó en los listados. Como los honorarios de estas personas eran mayores, pensó que cumplían algún cargo más importante. 
A fojas 15.203 (fojas 2.686 letra A), manifestó que cobró por ventanilla dos cheques provenientes de la cuenta corriente que Gate S.A. mantuvo en el Banco del Estado,  por $ 4.720.000.- extendido el 28 de enero de 2000 y $ 7.311.706.- girado el 23 de agosto de 2000, sin recordar a qué obedecen esos pagos porque nunca prestó servicios a esa empresa. En ese período tenía contratos vigentes con el MOP- Administración Sistema  de Concesiones, y a lo mejor se incorporó una mayor cantidad de personas en las listas que se le presentaban para pagar y como faltaba dinero a lo mejor se le proporcionó por esa vía. En realidad no tiene explicación de las razones por las que cobró esos cheques. En el ministerio se relacionó con Luis Jara, quien le trasmitía las instrucciones de Sergio Cortés, y después con Juan Carlos Véliz, y a lo mejor ellos podrían informar al tribunal.

Patricia Verónica Mardones Fuentes, a fojas 4.943, en la que señala que conoció a Lidia Aguilera en 1980, manifestándole en el año 1998 que estaba decidida a formar una empresa de aseo, pero que le faltaba dinero para llevar a cabo su proyecto, como $60.000 o $70.000, señalándole que se los iba a prestar. Ella formó una sociedad y sólo se limitó a firmar un documento que le exhibió, porque sería la forma de devolución del dinero. No tuvo ninguna actuación ni participación en la sociedad. Nunca percibió utilidades y el dinero prestado se lo devolvió en 1999, y  como una manera de agradecimiento le pasó la suma de $900.000. 
Mauricio Gabin Aquiles de la Barra Parada, a fojas 4.944, en la que indicó que a fines de Diciembre de 2001 o en enero de 2002 fue requerido por Mauricio Arretx, funcionario del ministerio y jefe del proyecto denominado “ Concesión Convento Viejo”, para que prestara una asesoría en dicho proyecto y que, para esos efectos, Econat lo contrataría. Su labor se tradujo en la participación en diversas reuniones, entregando opinión experta en lo relacionado con la constitución del Fondo de Desarrollo Agrícola en términos financieros y también respecto de cómo impactan los sobrecostos de la inversión en el referido fondo. En  estas reuniones estuvieron presentes Luraschi,  Arretx y Salinas y también se efectuaron reuniones ampliadas con otros consultores que tenían responsabilidad en el desarrollo de otros componentes del proyecto. Los honorarios fueron fijados de consuno con Luraschi y cumplido el cometido extendió una factura que fue pagada por Econat. No existe un informe propiamente tal que de cumplimiento del cometido, porque no le fue solicitado, pero tiene en su poder todos los documentos que sirvieron de base para prestar la asesoría.

Maricel Rita Gibbs Robles, a fojas 4.946, en la que señaló que la fotocopia de la factura que rola a fojas 1.752, obedece a una asesoría para la determinación del caudal ecológico definitivo del Embalse Illapel. Fue contratada directamente por Roberto Salinas, a quien conoció cuando estaba desarrollando su memoria de título, porque estaba a cargo del proyecto Embalse Illapel a concesionar, materia relacionada con su especialización. La asesoría no se tradujo en informes propiamente tal, sino en la confección de una planilla explicativa en donde instruía a Roberto Salinas para la determinación del caudal. Salinas dijo que Econat la pagaría sus honorarios y por eso emitió la boleta. 
A fojas 6.499, señaló que Roberto Salinas en el primer semestre de 1999, al que conoció porque estaba a cargo del Embalse Illapel a concesionar, también denominado Embalse El Bato,  relacionado con el tema de su memoria, le solicitó si podía calcular el caudal ecológico asociado al Río Illapel. Al aceptar su proposición conversaron sobre el monto de sus honorarios, considerando las horas que podía invertir en el trabajo. El trabajo duró aproximadamente tres o cuatro meses, entregándole planillas excel que contenían una simulación y estimación del caudal ecológico, señalándole que debía extender una boleta de honorarios a Geofun Ltda. y estampara como glosa “Asesoría hidráulica, proyecto Mapocho”, asesoría en la que no intervino. No sabe la razón por la que debía estampar dicha glosa,  tampoco lo cuestionó. No recuerda si fue Salinas el que le entregó el cheque o fue a retirarlo a las oficinas de la sociedad. La fotocopia de la boleta que rola a fojas 5.523 es copia fiel de la que extendió en su oportunidad. Posteriormente intervino en la asesoría a que se refirió a fojas 4.946. En ninguna de las dos asesorías hubo términos de referencia ni documentos escritos en los que quedara constancia de la labor que debía desarrollar, todo fue verbal. 
César Alberto Gamboa Ibacache, a fojas 4.948, en la que señaló que trabajó en concesiones como auxiliar en el piso 6 del inmueble ubicado en calle Merced, desde febrero de 2000 y hasta octubre de 2002. Su jefe era Luis Jequier y llegue a trabajar ahí por intermedio de su cuñado Luis Jara. Sus honorarios eran pagados con cargo a contratos de apoyo celebrados por la  Dirección General de Obras Públicas con Gate, Servilily y la Universidad de Chile, a las que les extendió boletas de honorarios. Tenía documentación en su casa y que fue incautada, porque Luis Jara le pidió que se llevara unos archivadores. Sabía que se trataba de documentación del caso Gate pero nunca se enteró del contenido de la información. También contenían instrumentos del ministerio. Le recordó a Luis Jara que tenía documentación guardada en su casa, manifestándole que no se preocupara y que después la iba a ir a buscar. No ha formado parte de ninguna sociedad con Luis Jara o Yerko General, ni ha participado en ningún negocio con ellos.

A fojas 4.966, reiteró que en febrero de 2000 ingresó a prestar servicios a concesiones como auxiliar, y en los meses de febrero, marzo y abril le pagaron la suma de $200.000, sin embargo no sabe de donde provenían los dineros y no dio boleta. Los servicios que prestó en mayo y junio de 2000 fueron pagados por Servilily Ltda., por un monto líquido de $200.000. La boleta signada con el Nº 5 de julio de 2000 por la suma líquida de $ 1.260.000.- la extendió a  Gesys Ltda. porque Luis Jara se la pidió prestada, no sabe para qué fin, pero no corresponde a servicios que haya prestado a  esa empresa. Por los servicios prestados en agosto de 2000 extendió una boleta a Servilily Ltda. por la suma líquida de $200.000. La boleta signada con el Nº 7 por $360.000 extendida a Gate S.A., también se trata de una boleta que le solicitó Luis Jara y no obedece a ninguna prestación de servicios. Los honorarios por los meses de septiembre, octubre y noviembre de 2000 fueron pagados por Servilily Ltda. emitiendo boletas por $200.000. El 16 de noviembre de 2000 extendió una boleta a Gate S.A. por la suma de $200.000. por concepto de servicios prestados. El 4 de diciembre de 2000 también le pagó los honorarios Servilily Ltda., emitiendo una boleta por la suma líquida de $200.000. El 19 de enero, 19 de febrero y 15 de marzo de 2001 extendió boletas a Gate S.A. por la suma de $200.000 líquidos las dos primeras y $213.500 la última, por los servicios prestados a concesiones como auxiliar.  La suma total bruta de las boletas extendidas a Gate S.A. ascienden a $1.303.888, que coincide con la cantidad indicada en el listado que rola a fojas 20 y siguientes. La suma de lo percibido de Servilily, sin el descuento del 10%,  es igual a $1.555.554 y $1.400.000. Los honorarios de abril a diciembre de 2001 y de enero a diciembre de 2002 fueron pagados por la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile. En abril de 2001 extendió una boleta de honorario por la suma líquida de $200.000, de mayo a diciembre de 2001 la suma líquida pagada ascendió a $ 250.000 y desde enero de 2002 a diciembre del mismo año a $ 270.000. La suma bruta total percibida de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile ascendió a $6.044.446 y la líquida a $5.440.000. Además, de junio a diciembre de 2001 percibió del Instituto de Economía, por concepto de horas extras, la suma líquida de  $18.000, lo que hace un total de $120.000 bruto y $108.000 líquidos. En el 2002, por igual concepto, percibió la misma suma de dinero de abril a noviembre, lo que hace un total de $160.000 bruto y $144.000 líquidos. Dejó de trabajar en octubre de 2002, no obstante, le pagaron los meses de noviembre y diciembre, supone que a título de indemnización. 
Jaime Alfonso Parada Ibáñez, a fojas 5.007, en la que señaló que es gerente general de  Deuman, dedicada a servicios de consultoría en energía y medio ambiente. En octubre o noviembre de 2001 fue contactado por el gerente de Econat, cuyo nombre no recuerda, para efectuar un estudio en concesiones de análisis y evaluación en materia hidroeléctrica asociado al Embalse Punilla en la 8º Región, realizándolo un equipo de profesionales de la empresa. Evacuado el informe se pagó la suma de $15.000.000 con un cheque, extendiendo la factura signada con el Nº 129 de 21 de diciembre de 2001.

Emilia Rossana Galarce Muñoz, a fojas 5.008 ( fojas 13.096, fojas 460 letra A) en la que señaló que ingresó a contrata en febrero de 1998 al Ministerio de Obras Públicas, Departamento de Bienestar de la Dirección General de Obras Públicas, y en fecha que no recuerda pasó a pertenecer a la planta del Ministerio de Obras Públicas. Durante ese período  se le pagó un sueldo fiscal equivalente a un grado 22 o 24 de la Escala Única de Remuneraciones, que fue mejorado cuando pasó a la planta. El Director de Vialidad en enero de 1995 dispuso su destinación a concesiones, para que se desempeñara como asistente  de Álvaro González y de sus reemplazantes, cargo que desempeña hasta la fecha de su declaración. Su labor se traduce en preparar la documentación relativa a los proyectos a concesionar, prestar asistencia en los seminarios y generar la documentación necesaria para su realización. Esa labor la desempeña en Merced Nº 753, piso 7º, en un horario de 08.10 a 20.30 horas, salvo situaciones extraordinarias en que se extiende hasta más tarde. Desde que comenzó a trabajar en concesiones percibió un horario adicional, por disposición de su superior jerárquico que en esa época era Álvaro González. No intervino en la fijación del monto y los percibió hasta diciembre de 2002 y, por lo tanto, desde enero de 2003 sólo percibe su sueldo fiscal correspondiente al grado 12 de la Escala Única de Remuneraciones. Por instrucciones del superior jerárquico del momento extendió boleta a diferentes entidades y por cantidades de dinero disímiles.

A fojas 5.066 (fojas 13.100 y 464 letra A) rectifico su anterior declaración en el sentido que ingresó en febrero de 1988 a contrata al Ministerio de Obras Públicas. Desde mayo de 1995 y hasta febrero de 1996, por labores prestadas a concesiones recibió un honorario adicional que fue pagado por la Fundación para la Transferencia Tecnológica, extendiendo la boleta respectiva a dicho organismo. El Instituto de Economía empezó a pagarlos desde  febrero de 1996 y hasta febrero de 1999, en una primera época a razón de $389.161, porque de enero a julio de 1997 ascendieron a $389.161, de agosto a febrero de 1998 a $428.007 y de marzo de 1998 a febrero de 1999 a $478.084. Los honorarios de marzo a mayo de 1999 fueron pagados por Gate S.A, los de junio a diciembre de 1999 por Servilily Ltda. por la suma de $470.884, y de enero de 2000 a diciembre del mismo año por la suma de $515.884. Los honorarios adicionales de noviembre de 2002 y de enero a marzo de 2001 fueron pagados por Gate S.A. y emitió boletas por la suma de $515.885. De abril de 2001 a diciembre del mismo año sus honorarios adicionales fueron pagados por el Instituto de Economía por la suma de $515.885. De enero a diciembre de 2002 extendí boletas al mismo organismo por la suma de $539.099. Nunca cuestionó que sus honorarios fueran pagados por una empresa de aseo, no obstante que las labores que prestó eran las de asistente. Tampoco sabía que Gate S.A. y el Instituto de Economía le  pagaban mediante un contrato de apoyo. 

El monto de las boletas que extendió a Gate S.A. si se consideran las cifras brutas asciende a $3.862.435, y si se consideran las sumas líquidas es igual a $3.476.223; razón por la que no se explica porqué en el listado que rola a fojas 20, que se denomina “Honorarios pagados bajo contrato MOP-GATE”, figura como percibiendo la suma de $4.173.326. 
Mauricio Enrique Arretx Spoerer, a fojas 5.076, señaló que en agosto de 1998 fue contratado como ingeniero de proyectos en el área de  concesiones urbanas, adquiriendo a mediados de 2001 la calidad de jefe proyectos en el área de obras hidráulicas y  multisectoriales. Desde hacía décadas que el ministerio había intentado concretar el proyecto Embalse Convento Viejo de la 6º Región, lo que no había sido posible por razones de orden presupuestaria; razón por la que fue derivado a la Coordinación General de Concesiones. Con la finalidad de garantizar el cumplimiento de los beneficios sociales del referido proyecto, se estimó necesario estudiar la factibilidad de incorporar en la concesión un instrumento de financiamiento agrícola y para ello se contrató a Econat Consultores para que colaborara en el diseño del instrumento financiero, adjudicándosele por la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 888-2002 la consultoría denominada “ Labores a apoyo a la supervisión y gestión técnica y administrativa de los análisis y procedimientos necesarios para el desarrollo del programa de Concesiones de Obras Hidráulicas parte I”. Econat Consultores para llevar a cabo parte de su labor contrató a la empresa Ikons Atn Inversiones Ltda. y uno de sus socios, Mauricio de la Barra Parada, prestó asesoría en lo que se refiere a la estructuración financiera del instrumento y a la incidencia del eventual sobrecosto de las obras en el tamaño del desarrollo del fondo agrícola. La labor de de la Barra se tradujo en una asesoría propiamente tal y por ello no emitió un documento escrito, sólo en reuniones entregó opiniones expertas sobre los temas a tratar. En esas reuniones estuvo presente Luraschi y en algunas Roberto Salinas y Darrigrandi, que fue el que diseñó la estructura financiera del fondo del desarrollo agrícola. Participó en todas las reuniones porque era la contraparte técnica por parte del ministerio. Econat Consultores debió haber negociado los honorarios de de la Barra como del resto de los consultores.

María Yannette Marchioni Matus, a fojas 5.080, en la que señaló que se desempeña en la Dirección de Obras Hidráulicas de la 9º región desde 1973, desarrollando desde 1989 el cargo de Directora Regional Subrogante. Su cargo titular es de Jefe de la Unidad Técnica y percibe un sueldo grado 11 de la Escala Única de Remuneraciones mediante un cheque fiscal. En enero de 2001 se entrevistó con Eduardo Bartholin, Director de Obras Hidráulicas, comunicándole la grave enfermedad que la aquejaba y lo costoso de su tratamiento, solicitándole un trabajo adicional. En junio la llamó por teléfono y le pidió que hiciera un trabajo relacionado con los costos de la ley de fomento que sirviera para obtener mayores recursos de parte del Ministerio de Agricultura (Comisión Nacional de Riego). Se lo envió y un par de semanas después le dijo que debía extender una boleta a nombre de Diagnos Ltda. por la suma bruta de $2.000.000 y líquida de $1.800.000. 
Pedro Antonio Salazar Rodríguez, a fojas 5.105, en la que manifestó que en mayo de 1999 ingresó al Ministerio de Obras Públicas con un contrato de honorarios que celebró con  la Dirección General de Obras Públicas, para desempeñarse en la Coordinación General de Concesiones prestando asesoría en el proyecto del embalse El Bato. Sus honorarios eran pagados con un cheque fiscal y daba la boleta respectiva. La labor la desempeñó en Illapel desde el mes de mayo y en dicha ciudad tenía una casa oficina facilitada por la Dirección de Obras Hidráulicas y habilitada por concesiones, además contaba con una  camioneta facilitada por la consultora Agraria Ltda. que adquirió mediante un leasing, y que se le entregó junio. En octubre de 1999 tuvo un accidente automovilístico conduciendo dicha camioneta y quedó bastante dañada, pero como la consultora la tenía asegurada sólo tuvo que pagar el deducible del seguro. El uso de la camioneta generó gastos propios de su mantención y el viático contemplaba sólo el pago de peajes y alojamiento cuando no pernoctaba en Illapel. Como tuvo que pagar el deducible del seguro de la camioneta por un monto de $85.000 y efectuar diferentes gastos que no eran cubiertos por el viático, como los gastos de mantención de la camioneta, de la casa oficina que ocupaba y otros gastos menores que concesiones no pagaba porque no lo tenía considerado dentro de sus ítems, Roberto Salinas ante mi insistencia por obtener el reembolso de lo pagado le manifestó que la única manera de obtenerlo era mediante la emisión de una boleta de honorarios a la consultora y que es aquella cuya fotocopia rola a fojas 2.787. Como la consultora era la responsable del proyecto, sus representantes no tuvieron inconveniente en pagarla. En consecuencia, la emisión de dicha boleta por la suma líquida de $360.000 no obedece a la prestación de una consultoría. No se explica porqué razón la Consultora Agraria Ltda. le entregó una camioneta en junio de 1999  si el convenio ad-referéndum fue celebrado el 28 de julio de ese año y aprobado por resolución de la Dirección General de Obras Públicas  Nº 3151 de 5 de noviembre de 1999. La camioneta posteriormente quedó a disposición de concesiones. 
Omar Silverio Oyaneder Casanova, a fojas 5.587, en la que señaló que el 10 de julio de 2002 la auditora de la Contraloría General de la República, Adolfina Ramírez Pessoa, evacuo un informe acerca de los contratos adjudicados por el Ministerio de Obras Públicas a Servilily, concluyendo que se había incurrido en una serie de irregularidades administrativas. Posteriormente fue designado Fiscal en el sumario administrativo que se ordenó incoar en la Coordinación General de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, detectándose que esa empresa fue invitada a participar en una licitación privada, junto a otras dos, para la prestación de servicios de aseo y mantención de las oficinas de la coordinación que se ubican en calle Merced Nº 753, resultando que a esa fecha no existía formalmente en el mercado. Se comprobó que Carlos Aravena Salinas, funcionario administrativo de la Coordinación General de Concesiones, es concuñado de Lidia Aguilera, dueña de Servilily Ltda., recibiendo una remuneración de dicha empresa por la suma de $500.000 mensuales por a lo menos seis meses, mediante un convenio personal. Servilily Ltda. sólo participó en la primera propuesta privada a la que fue invitada, adjudicándose un contrato de aseo que se modificó y amplió entre 1998 y 2000, resultando contratada por un total de $627.000.000. La otra irregularidad detectada fue que por intermedio de este contrato el Ministerio de Obras Públicas pagó remuneraciones extras a funcionarios pertenecientes a dicha entidad. La ley Nº 18.803 prohíbe expresamente que el contratista incluya en su planta de trabajadores a funcionarios públicos y resultó que diez empleados públicos fueron remunerados con horas extras por Servilily Ltda. y son: Rosa Bertossi  Aravena, Carolyn Cisternas Aravena, Jorge Cobián Vergara, Patricia Fuentes Benavente, Emilia Galarce Muñoz, María Angélica González Gómez, Hernán Molina Hermosilla, Ricardo Reginensi,  Jazmín Balboa y Ana María Bobadilla (funcionaria del Consejo de Defensa del Estado). A dichos funcionarios se les formularon cargos por recibir pagos extras a través de dicha empresa y, además, a Carlos Aravena Salinas y Sergio Cortés Castro.  A Cortés se le formularon cargos por haber autorizado  el primer contrato y alguna de sus renovaciones y a Carlos Aravena por el interés que tenía en favorecer a esta empresa, lo que quedó demostrado al instruir a un subordinado en su calidad de jefe administrativo de la Dirección de Planeamiento que invitara expresamente a Servilily Ltda. para participar en una propuesta privada de aseo, recibiéndose la propuesta en una fecha posterior a la que presentaron las otras.

Carlos Patricio Aravena Salinas, a fojas 5.673, en la que señaló que ingresó como oficial administrativo al Ministerio de Obras Públicas, Dirección de Planeamiento, en 1977, adquiriendo de inmediato la calidad de empleado público. En 1993 se fue en comisión de servicios al Departamento de Concesiones, que, posteriormente, pasó a denominarse Coordinación General de Concesiones, la que duró hasta mayo de 2000, mes en que volvió a Planeamiento. Fue destinado a Concesiones por orden de Roberto Buje, Jefe del Departamento de Administración. En concesiones desarrolló labores propias de administración y presupuestos, y al llegar Guillermo Díaz o Sergio Cortés perdió la calidad de jefe de unidad y empezó a desarrollar labores administrativas propiamente tal. Durante el período que laboró en concesiones percibió un sueldo de $300.000 aproximadamente y al obtener su título profesional, mayo o junio de 1998, su sueldo ascendió a una suma aproximada de $700.000. Siempre ha tenido la calidad de empleado público y el sueldo es el equivalente al grado 10 de la escala única de sueldos. En agosto de 1995 percibió el primer sueldo adicional que pagaba la Fundación para la Transferencia Tecnológica, por trabajos administrativos que efectuaba después del horario, consistentes en ordenar el material del departamento. Durante 1996 también percibió un sueldo adicional que pagaba el Instituto de Economía, extendiendo las boletas respectivas a dicho instituto por un monto mensual de $321.314. Durante el curso de 1997 y 1998 siguió percibiendo un sueldo adicional autorizado por Sergio Cortés o por Guillermo Díaz, los que también eran pagados por el Instituto de Economía, a razón de $321.014 mensuales  entre los meses de enero a julio de 1997. Por los meses de agosto a febrero de 1998 el adicional ascendió a $353.885 mensuales, y entre marzo y septiembre de 1998 a $400.000 mensuales, todo por desempeñar las mismas labores administrativas indicadas que efectuaba fuera de la jornada normal de trabajo. De octubre de 1998 y hasta febrero de 1999 fue Gate S.A. la que pagó  su sueldo adicional por la suma de  $400.000 mensuales y de enero a septiembre de 2000 ascendieron a $500.000 mensuales. En total de Gate S.A. percibió la suma de $ 6.500.000.- Los honorarios de marzo a septiembre de 1999 los pagó el Instituto de Economía, a razón de $400.000 mensuales. Los honorarios de los meses de octubre, noviembre y diciembre de 1999 fueron pagados por Servilily Ltda. por el monto de $400.000 mensuales, pero las boletas signadas con los números 69,70 y 71 lo fueron  por la suma de $900.000, porque en dicha suma están comprendidos los honorarios que por la suma de  $500.000 me pagaba  Lidia Aguilera, representante de Servilily Ltda., por asesorarla en asuntos administrativos. Percibió honorarios adicionales hasta septiembre de 2000, porque si bien en mayo de 2000 volvió a desempeñarme en la Dirección de Planeamiento, continuó prestando hasta  el mes de septiembre labores administrativas adicionales en concesiones. 

A fojas 13.323 (fojas 687 letra A), en la que indicó que Lidia Aguilera, dueña de la empresa de aseo Servilily Ltda., está casada con su cuñado Jaime Molina Hermosilla. Lidia sabía que trabajaba en el Ministerio de Obras Públicas desde hace muchos años, pero nunca le preguntó qué trámites debía efectuar para presentarse al ministerio para prestar servicios de aseo. No sabe quien la asesoró para formar la sociedad y para que se presentara a las propuestas privadas que efectuó el ministerio en diversas oportunidades. Después que se había adjudicado contratos se enteró que estaba trabajando en el ministerio. En septiembre de 1998 le pidió que la asesorara en la parte administrativa, acordando un honorario de $500.000 mensuales. Extendió las siguientes boletas de honorarios: Nº 45, 48 y 50 de 22 de septiembre, 20 de noviembre  y 10 de diciembre de 1998 por $ 550.000.- cada una; Nº 56 de marzo de 1999 por $ 110.000; Nº 58, 60, 62, 64, 66, 68 de abril, mayo, junio, julio agosto y septiembre de 1999 por $500.000 mensuales; Nº 69, 70 y 71 de octubre, noviembre y diciembre de 1999 por la suma de $900.000 cada una, que, como lo dijo,  $500.000 corresponde a los servicios prestados a Servilily Ltda. y $400.000 por concepto de honorarios adicionales a concesiones; Nº 73, 75, 77, 79, 82, 84 y 86 de enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio y julio de 2000 por la suma de $500.000 cada una.

A fojas 15.034 (fojas 2.421 letra A), señaló que los cinco cheques por la suma de $ 300.000.- y siete por $ 450.000.-, girados de la cuenta corriente que Gate S.A. mantuvo en el Banco del Estado de Chile N° 5543541, corresponden al sueldo adicional que percibió en los años 1998, 1999 y 2000. Pero no percibió el importe del cheque de igual cuenta corriente girado a su orden por la suma de $ 4.100.000.-, de 29 de diciembre de 2000, tampoco proceden de su mano las anotaciones y firmas estampadas en el reverso. Respecto de los cuatro cheques girados de la cuenta corriente de Luis Jara Núñez número 4010386-4 del Banco Santander por las sumas de $ 139.000.-, $ 3.400.000.-, $ 20.000.000.- y $ 5.000.000.-  de 7 de marzo, 19 de junio, 28 de agosto y 20 de septiembre, todos de 2000, manifestó que no ha tenido operaciones comerciales con Luis Jara Núñez, Yerko General Carrasco y Héctor Peña Véliz y no se explica las razones por las que dichos cheques fueron depositados, el primero, en la cuenta corriente número 36540757 del Banco Crédito de Inversiones, y los otros tres en la número 215856 del Banco del Estado de Chile, sucursal principal. Lo que recuerda es que Lidia Aguilera, representante de Servilily Ltda., como no tenía cuenta corriente le pidió que depositara los cheques que a ella le giraban, pero en todo caso no se explica porqué Jara giró cheques a su nombre y se los depositó en sus cuentas corrientes. Nunca tuvo relación comercial con ninguna de las personas citadas,  ni con ningún funcionario del Ministerio de Obras Públicas o de la Coordinación General de Concesiones. 
Emiliana Elizabeth O”Brien Hughes, a fojas 6.072, en la que señaló que mientras hacía la práctica profesional para obtener el título de abogado, ingresó como asesor jurídico para desempeñarse a honorarios en el  gabinete del ministro Tohá, los que se pagaron con un cheque emitido por Gate S.A. por un monto aproximado de $350.000. Su padre era el encargado comunicacional de Cruz en la época en que era Coordinador General de Concesiones. Los pagos los recibió durante los meses de marzo, abril, mayo y junio. En julio de 1999 emitió otra boleta a Gate S.A., recibiendo después instrucciones para que la anulara, debiendo emitir una a Servilily Ltda. A partir de ese mes sus honorarios los pagaba un mes Servilily Ltda. y el siguiente Gate S.A., lo que ocurrió hasta septiembre de 1999. Tiene la certeza que nunca recibió un doble pago de dichas sociedades, sino, más bien, había una alternancia en el pago. Nunca preguntó a que se dedicaban las empresas que le efectuaban los pagos. Entre julio y septiembre u octubre de 1999 empezó a recibir un suple del Ministerio de Obras Públicas, por la suma de $250.000 aproximadamente, que a fines de ese período quedó como en $400.000, y eso se debió a que la jornada de trabajo se extendió. Este trabajo más extenso en cuanto al horario se lo propuso el Jefe del Gabinete del ministro, Julio Friedmann, el suple era pagado mediante un cheque fiscal. Extendió como seis boletas a Gate S.A. y como cuatro a Servilily Ltda.  A partir de octubre de 1999 la situación contractual se regularizó, en el sentido que los honorarios se empezaron a pagar íntegramente por el ministerio mediante cheque fiscal, previa dictación de una resolución de la Subsecretaría de Obras Públicas. Tampoco percibió honorarios de la Universidad de Chile o de algún organismo o institución dependiente de ésta.
Yazmín Mercedes Balboa Rojas, a fojas 6.074, en la que señaló que en 1971 ingresó como profesional al Ministerio de la Vivienda, ejerciendo diferentes cargos, y en marzo de 1996 fue designada Secretaria Regional Ministerial del Ministerio de Obras Públicas en la Novena Región, cargo que desempeña hasta la fecha de su declaración, percibiendo un sueldo equivalente al grado 3 de la escala única de sueldos.  Desde un principió empezó a prestar apoyo especial a la Coordinación General de Concesiones para los proyectos Ruta 5 y by-pass Temuco, pues era necesario darlos a conocer a la comunidad, consensuar los trazados del by-pass Temuco y, en especial, tener una comunicación más directa con las comunidades indígenas. Lo anterior, con la finalidad de lograr la aprobación y el consenso de la comunidad y poder materializar prontamente las obras. Por ese desempeño no percibía honorario adicional. Carlos Cruz,  Coordinador General de Concesiones, a inicios de 1998 le manifestó que se había percatado que la labor de apoyo a concesiones era una labor relevante, que implicaba una recarga a sus labores normales y que no eran propias de un Secretario Regional Ministerial y que le pagaría $550.000 mensuales. En su concepto esas labores no eran propias a su función porque el del Secretario Regional Ministerial se relaciona con las distintas unidades del Ministerio de Obras Públicas y no con concesiones, unidad de tipo funcional. En todo caso la tarea especial la empezó a realizar en marzo de 1996, y los pagos los recibió en los años 98, 99 y 2000. Cruz  no le señaló qué procedimiento administrativo se iba a utilizar para el pago de esos dineros, pero siempre presumió que su relación era con concesiones y no con terceros. Sergio Cortés o Juan Carlos Véliz le solicitaban las boletas de honorarios respectivas y efectuaban los depósitos en su cuenta corriente. Las primeras boletas que emitió son las signadas con los números 59 y 60, por un monto bruto de $1.222.222 cada una, correspondiente a los honorarios de marzo, abril, mayo y junio de 1998. Cortés o Véliz le dijeron que debía emitirlas al Instituto de Economía. Por las mismas labores el referido instituto le pagó en agosto los honorarios por la suma de $1.222.222, correspondiente a los honorarios de julio y agosto y, en septiembre, le pagó la suma de $611.111, extendiendo las boletas números 77, 81 y 82 por la suma de $611.111 cada una. Aparte de estas sumas de dinero no percibió otras del Instituto de Economía.

Durante el curso de 1999 siguió efectuando las mismas labores de apoyo a concesiones, sin embargo, no recuerda si fue Cortés o Véliz quien le dijo que debía extender las boletas a Servilily Ltda. No preguntó cuál era el giro de la empresa y extendió cinco boletas por la suma bruta de $611.111 cada una, correspondiente a los honorarios de octubre de 1999 a marzo de 2000, todas por la misma suma. Las boletas son las signadas con las números 85, 87, 89, 91 y 95. No recibió otros pagos de Servilily Ltda. y el dinero era depositado en su cuenta corriente. En mayo de 2000 se le efectuó otro depósito por $550.000, pero como a esa fecha no estaba efectuando la labor de apoyo en las condiciones que, a su juicio, podían generar un pago extraordinario y, además, porque se estaba desempeñando como Directora de Essar, devolvió dicho monto mediante un cheque de su cuenta corriente personal.

Durante el curso de los meses de septiembre a diciembre de 2000, aún cuando no tiene la certeza que sean en esos meses, se le depositó en su cuenta corriente $2.880.000, tiene entendido que en cuatro partidas, suma que es la que figura en el listado que rola a fojas 25 de la letra A. Como el 8 de mayo de 2000 asumió el cargo de Presidente del Directorio de Essar,  que desempeñó hasta 14 de abril de 2002, no pude realizar las labores de apoyo que generaban un pago extraordinario. Por esa razón llamó a Gonzalo Castillo, Jefe de Gabinete del Subsecretario, manifestándole que deseaba restituirlos. Como no tenía certeza de cuánto se le había depositado y Gonzalo tampoco tenía conocimiento de aquello, y ninguno de los dos tenía conocimiento de la procedencia del dinero, quedó de consultar a Cortés. Tiempo después le manifestó que debía devolver $3.600.000 y que debía depositarlos en la cuenta corriente de Gate S.A., lo que hizo con fecha 15 de enero de 2001. Aparte de estas sumas de dinero que fueron depositadas en su cuenta corriente y que devolvió no percibí otras de Gate S.A.

Desconocía el giro de las empresas que pagaron sus honorarios, el vínculo que tenían con el ministerio y la procedencia de los fondos. Además como fue el coordinador y el ministro de la época, Carlos Cruz, el que ofreció un pago adicional, nunca cuestionó el procedimiento y pensó que era la forma como operaba concesiones. No hay documentos emitidos a la autoridad que de cuenta del cometido, pero sí de otros y hechos concretos que avalan la labor extraordinaria que efectuó.

Aparte de las sumas de dinero a que hizo alusión, cree que no percibió otras, ya sea en dinero efectivo o cheque,  pagadas en su calidad de Secretario Regional Ministerial. 

José Ricardo Álvaro Melo Downey, a fojas 6.091, en la que manifestó que en el segundo semestre de 1998 efectuó una consultoría para la Subsecretaría de Obras Públicas, relacionado con la estructuración de una unidad de telecomunicaciones. Por dicha labor le pagaron un honorario bruto de $1.000.000, extendiendo una boleta. El 1 de diciembre de 2002 suscribió un convenio de prestación de servicios a honorarios con la Universidad de Chile, para participar en el proyecto denominado “Estudio que permita abordar reformas microeconómicas y entregue lineamientos claros, para el desarrollo del sector de telecomunicaciones en los próximos años”, proyecto encomendado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Por esta consultoría percibió $6.225.000, pagada mediante un cheque de la universidad, previa emisión de la boleta de honorarios. Este trabajo lo efectuó para el Centro de Investigación Aplicada para el Desarrollo de la Empresa, entregando el informe en diciembre de 2002. Siempre las labores profesionales las ha desempeñado como persona natural. Aparte de estas dos consultorías desarrolló otras para distintas unidades de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile, pero ninguna ha sido encomendada por el Ministerio de Obras Públicas o por la Coordinación General de Concesiones. Ramón Downey es pariente pero nunca se ha relacionado con él profesionalmente.

Rosa Eliana Bertossi Aravena, a fojas 6.097 (372 y1.496-A y 14.109), manifestó que ingresó a contrata al Ministerio de Obras Públicas el 28 de diciembre de 1981, para desempeñarse como secretaria del jefe de los asesores del ministro de la época, incorporándose a la planta aproximadamente en 1982. Entre 1990 y 2002 percibió una remuneración equivalente al grado 14 de la escala única de sueldos y desde enero de 2003 una equivalente al grado 13. Debe cumplir el horario normal de la administración pública. En 1990 se incorporó al staff de las secretarias de la Dirección General de Obras Públicas y en 1992, al ser nombrado René Silva como jefe del Departamento de Concesiones, y a petición suya, empezó a desempeñarse como su secretaria. Al ser designado Carlos Cruz como Coordinador General de Concesiones en 1995, continuó desempeñando labores de secretaria en una unidad de la coordinación. El nuevo equipo se quedaba más allá del horario normal y el suyo se fue alargando y en un momento determinado debió quedarse trabajando después del horario regular. No recuerda quién, pero alguien que se desempeñaba  en la unidad administrativa de concesiones, le preguntó si tenía boletas de honorarios, agregando que de lo contrario debía iniciar actividades en el Servicio de Impuesto Internos, porque le iban a pagar horas extraordinarias, sin decir el monto. Nunca intervino en la determinación del monto de sus honorarios por labores extraordinarias, simplemente, previo al pago, se le instruía a quien debía otorgar la boleta e indicaba la suma por la que debía extenderla. Entre  enero y diciembre de 1995 extendió boletas a la Fundación para la Transferencia Tecnológica y entre el 23 de enero de 1996 y el 16 de diciembre del mismo año al Instituto de Economía. Desde el 20 de enero de 1997 y hasta el 16 de julio de 1997 sus honorarios fueron pagados por el Instituto de Economía, extendiendo en forma mensual boletas por la suma bruta de $264.638; de agosto de 1997 a febrero de 1998 fueron pagados por ese instituto y otorgó mensualmente boletas de honorarios por la suma bruta  de $291.102; entre marzo de 1998 y septiembre del mismo año entregó boletas a la misma institución por la suma bruta de $320.212; entre octubre de 1998 a septiembre de 1999 extendió mensualmente boletas a Gate S.A. por la suma bruta de $320.212; de octubre de 1999 a diciembre del mismo año a Servilily Ltda. por la suma bruta de $320.218; de enero a septiembre de 2000 a igual empresa por la suma bruta de  370.000; en octubre de 2000 a Gate S.A. por $370.000; en noviembre y diciembre de 2000 a Servilily Ltda. por igual suma; de enero a marzo de 2001 a Gate S.A  por igual suma; de abril a diciembre de 2001 los honorarios fueron pagados por la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, a la que extendió mensualmente boletas de honorarios por la suma bruta de $370.000 y de enero de 2002 a diciembre del mismo año a la misma facultad y por la suma bruta de $386.650. Siempre los honorarios adicionales fueron pagados en forma mensual y mediante cheque y siempre extendió la boleta de honorarios respectiva. Nunca facilitó boletas de honorarios a terceros. Percibió las sumas de dinero señaladas por las labores de secretaria que desarrolló en horario extraordinario. Nunca preguntó y nunca se le informó cuál era el origen de los dineros o de los contratos de donde provenían. Como el pago fue dispuesto por la autoridad respectiva, nunca cuestionó el hecho de las sumas de dinero adicionales no fueran pagadas por cheque fiscal. 
Alonso Manuel Peralta Díaz, a fojas 6.111, en la que en relación a la Resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 1855, de 28 de julio de 1999, por la que se adjudica a la empresa Musante, Astorga, Arrau Limitada (GEOFUN LIMITADA) la consultoría denominada “Estudio complementario para la proposición de deslindes en Río Mapocho, sector Ruta 5-Américo Vespucio Poniente”, señaló que en mayo de 1999 se desempeñaba como gerente de la empresa Vértice Ingeniería y Construcción Limitada y, en esa calidad, presentó el 11 de mayo de 1999 una cotización a la Dirección General de Obras Públicas para participar en la licitación privada y relativa al estudio señalado. No recuerda qué funcionario del Ministerio de Obras Públicas los invitó a participar. La firma estampada en el documento que se le exhibe le pertenece. Después supo que la consultoría fue adjudicada a otra empresa.

Hernán Patricio Molina Hermosilla, a fojas 6.350 (fojas 14.153, 1540 letra A), en la que señaló que el 1 de marzo de 1995 ingresó a trabajar como chofer en concesiones, por intermedio de Guillermo Díaz que, a esa época, era jefe de Operaciones. La persona que lo contactó fue Carlos Aravena. Sus honorarios eran pagados mediante un cheque que provenía de una cuenta corriente del Instituto de Economía, con el que celebró un contrato de trabajo. No daba boletas de honorarios y estos pagos se mantuvieron hasta octubre de 1998. En julio de 1998 se incorporó al ministerio a contrata, calidad que tiene hasta la fecha de su declaración, percibiendo  un sueldo equivalente al grado 18 de la escala única de sueldos, que, a la data de su declaración, asciende a la suma aproximada líquida de $200.000. Siempre se ha desempeñado como chofer en concesiones. En noviembre de 1998 el Coordinador General de Concesiones, Carlos Cruz, le dijo  que le iban a pagar honorarios adicionales por las labores de chofer que desempeñaba fuera del horario normal, y fue Sergio Cortés el que le dio el nombre de la institución a la que debía extender la boleta respectiva. Cuando Cortés se retiró de concesiones era una secretaria la que daba las instrucciones para hacer la boleta. Esta situación se mantuvo hasta diciembre de 2002, pues a partir de enero de 2003 sólo percibió el sueldo del Ministerio de Obras Públicas. Por estos pagos extraordinarios extendió boletas de honorarios al Instituto de Economía desde noviembre de 1998 a mayo de 1999, por la suma bruta de $111.132; a Servilily Ltda. desde junio de 1999 a septiembre de 2000 y en julio y octubre de 1999 por la suma bruta de $111.132; por $188.889 de agosto a septiembre de 1999 y por noviembre de 1999 a diciembre del mismo año; de enero y febrero de 2000 por la suma bruta de $220.000; de marzo a mayo de 2000 por la suma bruta de $420.000, porque en esos meses recibió dos honorarios extraordinarios,  pagos autorizados por Juan Carlos Véliz; de junio a septiembre de 2000 por la suma bruta de $220.000; a Gate S.A. de octubre de 2000 a marzo de 2001 por la suma bruta de $ 220.000; a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile boletas de honorarios de abril a diciembre de 2001 por la suma bruta de $344.850 y de enero a diciembre de 2002 por la suma bruta de $344.850. En las boletas extendidas a la facultad la secretaria estampó como glosa “Recopilación de datos para la encuesta del proyecto trabajo de apoyo a la gestión administrativa de la D.G.O.P. del M.O.P.”, labor que no desarrolló, porque las sumas que percibió fueron por las labores de chofer desarrolladas fuera del horario normal.

A fojas 9.588 (fojas 15.257, 2.741 letra A), señaló que desde el  1 de marzo de 1995 y hasta la fecha de su declaración se desempeña como chofer del Coordinador General de Concesiones. En julio de 1998 adquirió la calidad de contrata del Ministerio de Obras Públicas, no obstante trabajar en la coordinación, y su sueldo era equivalente a un grado de la escala única de remuneración, bastante inferior a la remuneración que perciba con anterioridad y que pagaba el Instituto de Economía, y con la finalidad de mantener el monto líquido más alto, por instrucciones superiores la diferencia se pagó por el Instituto de Economía, Gate y Servilily, extendiendo la respectiva boleta de honorarios. Desde enero de 2003 no se pagó más la diferencia.

Respecto del cheque por la suma de $ 1.312.968.- de 24 de agosto de 1999 y de la cuenta corriente de Servilily Ltda., manifestó que lo cobró por caja y no fue en su beneficio, porque se lo pasó en efectivo a  Juan Carlos Véliz, a Luis Jara Núñez  o a Jorge Torres González.


Respecto del cheque por la suma de $ 3.800.000.- de 1° de abril de 2000 y proveniente de la cuenta corriente de Luis Jara Núñez, también lo cobró por ventanilla y entregó su importe a Juan Carlos Véliz, Luis Jara Núñez o a Jorge Torres González. En agosto de 1999 y en abril de 2000 una de esas personas estaba a cargo de las platas en concesiones. No le dieron las razones para que cobrara ambos cheques por ventanilla. No sabe a qué se destinaron los dineros que cobró. 


A fojas 15.381 (fojas 2.866 letra A), señaló que los cheques provenientes de la cuenta corriente de Gate S.A., girados por la suma de $ 198.000.-  y por el periodo que corre de octubre de 2000 a marzo de 2001, corresponden a lo que se le pagó para mantener el monto líquido de la remuneración que percibía con anterioridad a adquirir la calidad de contrata, que era superior.
Jorge Ramiro Cobián Vergara, a fojas 6.377, 14.161 (fojas 1.548 letra A), en la que exhibió los talonarios de boletas de honorarios extendidas entre 1998 y 2002, que dan cuenta que emitió boletas a Gate S.A en los meses de noviembre y diciembre de 1998, enero y febrero de 1999; de marzo de 1999  a mayo del mismo año al Instituto de Economía; de junio de 1999 a octubre de 2000 a Servilily Ltda.; en noviembre de 2000 y de enero a marzo de 2001 a Gate S.A.; de abril de 2001 a diciembre de 2002 a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile. Agregó que fue una secretaria la que extendió las boletas de honorarios, él sólo las firmó, y que no participó en la recopilación de datos para la encuesta del proyecto denominado “Trabajo de apoyo administrativo y de servicios a la C.G.C. de la D.G.O.P. del M.O.P.”, glosa que se señala en las boletas que aparecen extendidas a la facultad, pues las sumas de dinero que percibió obedecen a las labores de chofer que desarrolló fuera del horario normal de la administración pública.
A fojas 11.858, señaló que ingresó en 1965 al Ministerio de Obras Públicas, Dirección de Planeamiento, siendo en julio trasladado a la Dirección General de Obras Públicas. Siempre ha tenido la calidad de empleado público, percibiendo una remuneración equivalente al grado 18 de la escala única de sueldos, suma líquida aproximada de $200.000. Siempre ha desempeñado la función de chofer.  El Director de Planeamiento, Matías de la Fuente, en 1998 lo envió en comisión de servicio a concesiones ubicada en Merced Nº 573, desempeñándose como chofer y estafeta, sin horario de trabajo, incluso tenía que trabajar  sábados y domingos. Sergio Cortés le dijo que iniciara actividades en el Servicio de Impuestos Internos y que debía dar boletas de honorarios, suponiendo que era para pagar los viáticos y horas extraordinarias. Por esos conceptos comenzó recibiendo la suma de $150.000 y el último monto fue de $300.000. El talonario de boletas lo manejaba una secretaria, sólo las firmaba. Siempre recibió esas sumas de dinero mediante cheques, nunca se preocupó de saber quien pagaba y a raíz del caso se percató que dio boletas de honorarios a Gate S.A., Servilily Ltda. y a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile. Nunca recibió efectivo. 
René Luis Gómez Díaz, a fojas 6.384, en la que manifestó que en 1976 empezó a prestar servicios de consultoría al Ministerio de Obras Públicas, en particular a la Dirección de Riego, hoy Dirección de Obras Hidráulicas, y a la Dirección General de Aguas. Sin embargo, nunca la empresa Ipla, de la que es su representante,  participó en propuestas para la Coordinación General de Concesiones. Como profesional independiente e integrando equipo con profesionales de otras empresas pudo haber intervenido en trabajos para dicha coordinación. El Ministerio de Obras Públicas en el año 1998 o 1999 suspendió a la empresa IPLA de sus registros de consultores, a raíz de la muerte de uno de los socios. Por lo tanto, desde esa fecha la sociedad no ha participado en ninguna propuesta y por esa razón  le parece imposible que haya recibido una invitación para participar en una consultoría denominada “Estudio complementario para la proposición de deslindes en Río Mapocho, sector Ruta 5- Américo Vespucio Poniente”, más aún si se trata de una consultoría a que habría sido invitado por la Coordinación General de Concesiones. En todo caso le pertenece la firma estampada en una carta de 10 de mayo de 1999, cuya fotocopia se le exhibe, pero no tiene recuerdos de haber recibido los términos de referencia correspondiente a ese trabajo y que haya realizado un análisis para hacer la oferta económica. 
Javier Richard Rivas Velásquez, a fojas 6.517, en la que manifestó que en agosto de 1995 ingresó  a trabajar a Abaco Ingenieros Consultores limitada, como técnico en construcción, específicamente a la Unidad de Expropiaciones. Fue despedido en agosto de 2002 por necesidades de las empresas, toda vez que fue disuelta la Unidad de Expropiaciones de la mencionada consultora. Su función en la mencionada unidad era la de coordinar las oficinas y el personal desde el punto de vista operacional, para darle un ágil funcionamiento a esa unidad. En ese contexto, debía relacionarse con el Ministerio de Obras Públicas y las concesionarias, en lo que se refería a expropiaciones solamente. La consultora entregó dineros al Ministerio de Obras Públicas porque el inspector fiscal Héctor Quiroz, con el que regularmente se entendía, le solicitó en varias oportunidades que del ítem procesos administrativos considerado en cada contrato, enviara una parte a la Unidad de Administración de la Coordinación General de Concesiones para que definiera qué hacer con ese dinero. Quiroz le dijo que ese dinero era para los gastos de la inspección fiscal de los contratos que se había adjudicado Abaco. No recuerda la fecha a partir de la que Quiroz le formuló estos requerimientos. Le planteó lo anterior a Oscar Araos, dueño de Abaco y jefe directo, y él estuvo de acuerdo. Para el traspaso de los dineros se contactó con Juan Carlos Véliz,  quien le señaló que debía enviar cheques a nombre de Gate S.A. o bien en depositar en una cuenta corriente de Luis Jara, al que no conocía, por lo tanto, cada vez que  Quiroz pedía una suma determinada de dinero, que no era un monto fijo, se lo hacía saber a Araos para que se generara el cheque respectivo. Al principio se operó con la cuenta de Gate S.A., después con la de Luis Jara. Por los antecedentes que maneja siempre se operó con cheques de la consultora. Agregó que antes que partieran los contratos sobre los que declara, aproximadamente en octubre de 1999, Dolores Rufián, Jefa de la Unidad de Expropiaciones, le señaló que la unidad de concesiones le solicitaría la entrega de dineros para ser destinados al pago de gastos operacionales o administrativos, los que provendrían  del ítem “procesos administrativos”. Abaco entregó a concesiones como $ 500.000.000. El control de los aportes y traspasos de platas era llevado en la oficina administrativa de Abaco ubicada  en la ciudad de Concepción. No sabe el destino que se le dio a esos dineros. Efectivamente le solicitó a Luis Jara que le devolviera cheques de Abaco que por error habían sido depositados en su cuenta, motivo por el cual Jara le devolvió a contar de enero de 2001, en parcialidades, la suma total aproximada de $ 31.500.000 que después depositó en sus cuentas corrientes  del Banco Boston Nº 8828780 y Corpbanca Nº 68021906, ambas de la ciudad de Concepción. A Araos le informó de ello, señalándole que se lo dejara y lo considerara a cuenta de sus bonos de producción que estaban pendientes de pago y que le había ofrecido en forma verbal. Luis Jara le devolvió el dinero en parcialidades, la primera entrega se produjo en enero de 2001, mas o menos $ 17.000.000, en marzo o mayo de 2001 aproximadamente la suma de $ 8.000.000.-, en octubre de 2001 la suma aproximada de $ 1.500.000.-y la última se produjo en enero de 2002 por un monto de $ 5.000.000. No está en condiciones de explicar cómo Abaco pudo cumplir los contratos adjudicados por el Ministerio de Obras Públicas, si, en definitiva, entregó a la Coordinación General de Concesiones la suma de $ 500.000.000.-, más aún si el contrato era por precios unitarios. A lo mejor los precios estaban abultados o se recuperó el dinero mediante el contrato en que los precios unitarios fijados en unidades de fomento subieron ostensiblemente. La empresa Abaco cumplió a cabalidad con los contratos y en particular con el ítem procesos administrativos, pues arrendó oficinas, contrató personal y procuradores e incurrió en todos los gastos necesarios para la mantención de las oficinas que debieron instalarse en todos los lugares en que se estaba llevando a cabo la consultoría. El ítem “procesos administrativos” lo obligaba a incurrir en una serie de gastos, los que se hicieron. 
En relación  al segundo contrato,  los requerimientos de dinero se los formuló Leonel Vivallos Medina y siempre fueron de diferente monto, y, por lo tanto, en cada oportunidad en que se efectuaron los depósitos hubo un requerimiento de dinero, de Quiroz tratándose del primer contrato, y de Vivallos respecto del segundo. La contabilidad de la empresa, a la época de los contratos, estuvo a cargo de Ruth Coloma y luego Claudio Aullón, pero era Mauricio Morales el contador que llevaba, entre otros, la contabilidad de los contratos sobre los que declaro.

A fojas 6.652, señaló que se desempeñó como coordinador o supervisor  de la Unidad de Expropiaciones de la consultora Abaco, que tenía oficinas en Santiago, Casablanca, La Calera, Rancagua, Curicó, Talca, Chillán y Los Angeles. No tenía la calidad de representante de esa sociedad, tampoco tenía la calidad de gerente, por lo tanto, en materia de celebración de contratos sólo era una especie de intermediario entre el consultor y el cliente. Fue Dolores Rufián, Jefe de la Unidad Técnica de Expropiaciones de Coordinación General de Concesiones, la que en septiembre u octubre de 1999 le manifestó que se le iba a dar un contrato a Abaco y que en ese contrato se iba a incluir un monto en la etapa “procesos administrativos”, con cargo al cual concesiones iba a solicitar dineros para solventar su gasto operacional. No recuerda que en esa oportunidad le haya hablado de las cantidades o porcentajes que del ítem “procesos administrativos” se iba a traspasar a concesiones. Tiempo después recibió los antecedentes del ministerio, esto es, las bases administrativas del contrato y documentación anexa. No recuerda si la documentación fue enviada por correo a Concepción o se le entregó personalmente. Dentro de los antecedentes venía el presupuesto oficial del contrato, especificado tal cual como se consigna en la oferta económica, esto es, indicaba el ítem, la unidad, cantidad, precio unitario y total en unidad de fomento, lo que significa que el ministerio proporcionó todos los datos y precios que debían consignarse en la oferta. En consecuencia, sólo procedió a traspasar los datos que se le proporcionaron al formato tipo requerido por Ministerio de Obras Públicas para la oferta económica, lo que implica que para formularla no hizo ningún estudio ni análisis de costos. En la etapa “procesos administrativos” venía incluido el monto que se iba a destinar para concesiones, pero no recuerda que en esta etapa previa  se le haya hablado de un monto específico, porque fue durante la ejecución del contrato que Quiroz le formuló los requerimientos de dinero,  tratándose del primer contrato. En efecto, cada vez que se cursaba un estado de pago lo llamaba por teléfono y le decía que debía depositarse una suma determinada de dinero.
Tratándose del segundo contrato  fue Leonel Vivallos el que le dijo que venía un nuevo contrato para Abaco, y que también  una suma determinada de dinero se iba a destinar a concesiones con cargo a la etapa de “procesos administrativos”, pero en este caso le habló de una suma aproximada de $200.000.000 y que Abaco debía girar en el menor tiempo posible. Por lo tanto, en este segundo contrato no hubo una petición de dinero  previa a cada depósito, y como tenía la instrucción de Vivallos y los depósitos tenía que seguir efectuándolos en la cuenta de Luis Jara, lo que había puesto en conocimiento de Araos y de la Unidad de Administración de Abaco, fue en definitiva la referida unidad la que programó un calendario de depósitos y los efectuó. Respecto de este contrato tampoco hizo un análisis de costos para formular la oferta económica, pues todo venía preparado del ministerio. Efectivamente, de la comparación de las ofertas económicas  de los dos contratos se advierte una diferencia sustancial en los precios unitarios fijados en unidad de fomento. Sin embargo a Abaco no le cupo participación en la formulación de las ofertas, porque todos los datos venían dados por el ministerio, en definitiva, fijó los precios.

Todo el procedimiento descrito estaba en conocimiento de Oscar Araos y fue aceptado por él. Araos era el único que tenía capacidad de decisión.
 
A fojas 15.397 (fojas 2.881 letra A), señaló que no sabe a qué obedece el pago efectuado por Abaco Ingenieros Consultores por la suma de $ 11.170.000.-, respaldado con la boleta de honorarios número 121 emitida por Erika Patricia Araneda Silva y que en fotocopia rola a fs. 1.950. Del único que cumplía instrucciones de pago era del inspector fiscal asignado al contrato, y Héctor Quiroz lo fue en el 2000. La suma de dinero le parece demasiado alta, porque normalmente debió cumplir instrucciones de pago del inspector fiscal por montos inferiores al millón de pesos y que correspondía al pago de honorarios de administrativos o procuradores que se desempeñaban en concesiones.


En cuanto al pago por la suma de $ 4.490.070.- respaldado con la boleta de honorarios número 51 de 15 de septiembre de 1999, emitida por  Lilia Margarita Silva Acuña, señaló que debió haberse emitido para respaldar sumas de dinero solicitadas por el inspector fiscal y a septiembre de 1999 se desempeñaban como  tales Dolores Rufián o Héctor Quiroz.


En cuanto al pago efectuado a  Juan Carlos Véliz Hernández por la suma de $ 4.049.163. respaldado con la boleta de honorario número 30 de 15 de septiembre de 1999, cuya fotocopia rola a fs. 692 del cuaderno “L”, señaló que no recuerda haber pagado esa suma de dinero y seguramente la boleta se emitió para respaldar sumas de dinero solicitadas por el inspector fiscal que en septiembre de 1999 era Héctor Quiroz o Dolores Rufián.

Reiteró que durante la ejecución de los contratos con la Unidad de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones,  era la cara visible de la firma Abaco y debía cumplir las instrucciones de pago dados por la jefa de expropiaciones, Dolores Rufián, la que le entregaba el nombre de la persona y el monto a cancelar, explicándole que eran funcionarios de concesiones que cumplían actividades propias de la obra relacionada con el contrato adjudicado a Abaco y que debían girarse los cheques respectivos. Esta instrucción la trasmitía a Oscar Araos, quien, en definitiva, le manifestaba que debían cumplirse las órdenes de pago. Posteriormente recibió instrucciones de pago de Héctor Quiroz, Leonel  Vivallos y de Dino Navarro, todos funcionarios de la Unidad de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones. 
Tratándose de un pago efectuado a la empresa Melinka Tour por la suma de $ 5.121.099.-, recuerda que Dolores Rufián en 1999 le pidió que pagara a través de Abaco una factura extendida por esa sociedad, manifestándole que existía una deuda con esa agencia de viajes que se había generado porque los empleados de concesiones debían trasladarse en avión a diferentes puntos del país. Esta solicitud también se la trasmitió a Oscar Araos manifestándole que pagara. No recuerda haber recibido la instrucción de pago de una factura de Melinka Tour por la suma de $ 8.364.213.-, la instrucción pudo haberla recibido de Oscar Araos.

 Las instrucciones de pago siempre las recibió del inspector fiscal, nunca de Sergio Cortés Castro, Juan Carlos Véliz o Jorge Torres González. Sin embargo dichos nombres los reconoce como de personas que trabajaban en la Unidad de Administración de Concesiones. 


Los pagos efectuados a Gesys Ltda. por las sumas de $ 15.000.000.-, $ 21.572.535.- y $ 18.105.814.-, en febrero,  agosto y septiembre de 1999, debieron haberse efectuado cumpliendo instrucciones del inspector fiscal de la época, Dolores Rufián y Héctor Quiroz, pero en febrero era la primera. Los efectuados a Gate S.A. también se hicieron cumpliendo instrucciones del inspector fiscal Héctor Quiroz.

No tiene información respecto de la relación profesional existente entre Abaco y Oscar Ferrel, a este último lo conoce como un profesional del área de ingeniería, porque con él hizo su práctica en 1989 y luego lo conoció como Secretario Regional Ministerial de la octava región y después como Director Nacional de Vialidad.

No conoce a Matías de la Fuente y no sabe a qué corresponde una boleta que extendió a Abaco el 11 de octubre de 1999 por la suma de $ 2.000.000.-.


A fojas 10.465 (fojas 11.703), respecto de una comunicación remitida vía correo electrónica  por Sergio Cortés Castro a Leonel Vivallos, de 9 de enero de 2001, que rola a fojas 10.407  y a fojas 718 del cuaderno letra T, en el que  Cortés expresa que un contrato de Abaco salió tramitado y que había hablado con Javier Rivas pidiendo que colocara $ 58.000.000.- con cargo a las platas del mini, señaló que nunca tuvo una reunión privada con Sergio Cortés, pero que estuvo presente en más de una oportunidad en las reuniones que tenía con el inspector fiscal. Cortés ingresaba a la oficina donde estaba reunido con el inspector fiscal y le hacía consultas relativas a temas de administración de concesiones. A la fecha del correo, 9 de enero de 2001, el contrato que se estaba ejecutando era el adjudicado a Abaco por la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N°  398 de 18 de diciembre de 2000 y el inspector fiscal era Leonel Vivallos que, además, era el jefe de la Unidad Técnica de Expropiación. Era un contrato global y era el único que se estaba ejecutando a esa fecha y con cargo a este contrato y a aquél a que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 399, de 28 de diciembre de 2001, cumpliendo las instrucciones del inspector fiscal, se efectuaron depósitos en la cuenta corriente personal que Luis Jara Núñez mantenía en el Banco Santander,  por el período y la suma que se indica en el auto de procesamiento, y, por las épocas, supone que los $ 58.000.000.- a que se alude en ese correo estaba incluido dentro de los doscientos millones y fracción depositados en la cuenta de Jara. Tiene la certeza de que nunca se reunió privadamente con Cortés, y por eso piensa que cuando Cortés dice en el correo que se lo pidió directamente, debió haber sido en el contexto de una reunión en que estaba con Vivallos, que era el jefe de la Unidad Técnica de Expropiaciones. El inspector fiscal Vivallos era el que firmaba los estados de pago, no solo como inspector fiscal sino que como jefe de la unidad técnica, y debía velar por la correcta ejecución del contrato y, dentro de ese contexto, no podía llegar a un acuerdo contractual directo con Cortés si no que todo se hizo con conocimiento y a través del inspector fiscal. Por la forma de ejecución de los contratos adjudicados a Abaco, era imposible actuar a espaldas del inspector fiscal. Todos los pagos que hizo Abaco, ya sea mediante los depósitos de las cuentas de Luis Jara o pagando facturas o boletas de honorarios, se efectuaron cumpliendo instrucciones precisas del inspector fiscal y tratándose del contrato a que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas, el inspector fiscal era, además, el jefe de la Unidad Técnica de Expropiación. 

Vilma del Carmen Espinoza Zapatel, a fojas 6.625, en la que señaló que ingresó a la Coordinación General de Concesiones en 1996, mediante un contrato de apoyo que el Ministerio de Obras Públicas había celebrado con el Instituto de Economía, para prestar servicios específicamente en materia de expropiaciones. Posteriormente celebró un contrato de honorarios en forma  directa con el ministerio, contrato que se ha ido renovando anualmente hasta la fecha de su declaración. En 1997 se creó la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones y estaba a su cargo Verónica Montellanos. Dolores Rufián en diciembre de 1997 o enero de 1998 asumió como jefa de dicha unidad, desempeñándose en esa calidad hasta marzo de 2000, época en que fue nombrada Directora de Planeamiento. Rufián a partir de noviembre de 1999 asumió con mayor propiedad la labor de asesora del Coordinador General de Concesiones, Carlos Cruz, puesto que antes de esa fecha le prestaba una asesoría de tipo más bien general. No obstante asumir como asesora del coordinador siguió manteniendo la jefatura de la Unidad Técnica de Expropiaciones,  delegando funciones en el subrogante que era Héctor Quiroz Astorga. En esa época tomó conocimiento que se había contratado a la consultora Abaco para que asesorara a la coordinación en materia de expropiaciones, contactándose en más de una oportunidad con el personal de esa consultora cuando se le contrató para una asesoría global de expropiaciones, pues mediante ese contrato debió prestar labor de asesoría en los proyectos que estaban a su cargo. No intervino en la negociación de los contratos que fueron adjudicados a Abaco. En su calidad de jefa subrogante de la Unidad Técnica de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones suscribió el documento que rola a fojas 6554. Las bases administrativas y términos de referencia se elaboran en un computador y se guardan en un archivo, y se podría decir que el documento que tiene la calidad de original es aquel que primero se imprime y se envía para su tramitación a la Contraloría General de la República,  el que en muy pocas oportunidades es devuelto. Cuando se requieren otros ejemplares de esos documentos, se obtienen mediante la impresión de aquel que está guardado en el archivo respectivo del computador. Tratándose de las bases administrativas y términos de referencia de las consultorías adjudicadas a Abaco, cuando el tribunal ha solicitado los documentos originales se ha enviado un ejemplar del que está guardado en un archivo del computador. Es efectivo que el procedimiento indicado podría permitir que alguien modificara el documento que esta archivado en el computador, pero, no obstante ello, no se ha tomado resguardos porque eso nunca ha ocurrido. La expresión “gastos generales” que se consignan en las etapas que se denominan “Procesos Administrativos”, se refieren a los gastos en que debe incurrir la consultora  para llevar a cabo su cometido, por ejemplo, contratar personal administrativo, de secretaria, arriendo de oficinas,  pago de los consumos de la oficina, los implementos o útiles de la oficina.  No estaba en conocimiento que Cruz, en su calidad de coordinador y posteriormente como ministro, haya impartido instrucciones en el sentido que las sumas de dinero que se consultan en las “partidas pro-forma” y “gastos generales” debían ser entregadas por los consultores a un tercero para que los administrara en forma centralizada. 
A fojas 10.012, señaló que en el segundo semestre de 2000 se advirtieron graves problemas en la Unidad Técnica de Expropiación, en el aspecto gestión y presupuesto, los problemas de gestión fueron determinantes para que se generara el problema presupuestario. Percibió que Héctor Quiroz, a esa época jefe de la unidad, tenía problemas de credibilidad frente a sus superiores. Aparentemente nunca le creyeron que faltaba una suma aproximada de treinta mil millones de pesos para pagar las expropiaciones,  problema que se había generado porque las autoridades calcularon en forma errada el presupuesto para el 2000. Probablemente por la falta de credibilidad se designó como jefe de la unidad a Vivallos, porque él dijo que el Director General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada, le había solicitado que se hiciera cargo de la unidad para que viera la efectividad de los problemas detectados. Vivallos al asumir se preocupó de tomar conocimiento del proceso completo a cargo de la unidad y advirtió que la única manera de salir de los problemas era priorizando proyectos, involucrando en ello a los inspectores fiscales, y postergando pagos en la medida que fuera posible. Tiene entendido que para suplir el problema presupuestario el ministerio hizo una redistribución de fondos al ítem de expropiaciones, que permitió efectuar pagos en el curso de 2000, también se postergaron pagos para los primeros meses de 2001 y que se efectuaron con las platas del presupuesto de ese año. La empresa Abaco había prestado asesoría a la unidad y en esa época se iban a ejecutar proyectos que implicaba efectuar una gran cantidad de expropiaciones, que generaría bastante trabajo por la complejidad, porque se trataba de expropiaciones para llevar a cabo proyectos urbanos, estimándose que era necesario contratar a una sociedad que prestara una asesoría. Vivallos  preguntó si Abaco estaba en condiciones de prestar una asesoría eficiente, respondiéndosele que sí. Desconoce quien determinó que Abaco prestara una asesoría global, supone que fue para uniformar el proceso expropiatorio. No tuvo ingerencia ni participación en la contratación de Abaco vía trato directo, ni en cuanto al precio que cobraría  por sus servicios. Eran aspectos que en esa época no estaban radicados en ella ni en  los demás  jefes de área, desconociendo en qué unidad o división de la coordinación quedaba radicada esa materia.

Cecilia Patricia de las Mercedes Hormazábal Sánchez, a fojas 6.627, en la que manifestó que ingresó en julio de 1998 a la Coordinación General de Concesiones, Unidad Técnica de Expropiaciones, mediante un convenio a honorarios que celebré con el ministerio y que se ha ido renovando anualmente. Dolores Rufián era a esa fecha la jefa de la unidad, cargo que  desempeñó hasta marzo de 2000. Sin embargo,  entre diciembre de 1999 y enero de 2000 y hasta marzo del mismo año asumió la labor de coordinadora subrogante manteniendo la jefatura, sin desempeñarla en plenitud, si no más bien en aspectos que eran más complejos. Héctor Quiroz Astorga se desempeñó como jefe en calidad de subrogante. Rufián se desligó íntegramente de la unidad en marzo o abril de 2000, cuando asume la función de Directora de Planeamiento. 
Agregó que nunca tuvo participación en la negociación de los contratos celebrados con Abaco y sólo intervino en la parte operativa de un contrato denominado “Asesoría global de expropiaciones”, a partir del primer estado de pago que corresponde a una factura de 10 de enero de 2001. Le correspondió generar un procedimiento para que cada área de la Unidad Técnica de Expropiaciones pudiera verificar la efectividad de las labores que debía ejecutar la consultora, conforme a cada uno de los ítems del contrato. Así por ejemplo, tratándose de la etapa de actualización de planos de expropiación, verificar la cantidad de números de lotes realizados. El ítem procesos administrativos era un monto fijo que cobraba mensualmente la consultora, relacionado con el número de oficinas que debía mantener. En la coordinación debían chequear que efectivamente las oficinas estuvieran abiertas y que prestaran el servicio requerido. La denominación “gastos generales” dice relación con todos los gastos en que debe incurrir el consultor para mantener sus oficinas en los lugares señalados en el contrato, como por ejemplo, pagar los arriendos, secretarias, consumos de luz, agua, teléfono, fax, gas, etc. En la medida que tenía conocimiento que las oficinas estaban funcionando a plena satisfacción del ministerio y de los expropiados se cursaba el estado de pago, solicitándosele al consultor que emitiera la factura respectiva. Nunca se enteró que Abaco con cargo a la partida “gastos generales” depositaba un porcentaje del estado de pago en la cuenta corriente de un tercero. Era imposible percatarse de dicho hecho, por la forma en que se había establecido el sistema de verificación de los gastos en relación al ítem “procesos administrativos”. 
A fojas 10.007, reiteró que ingresó en julio de 1998 a la Unidad Técnica de Expropiación de la Coordinación General  de Concesiones. La jefa de la unidad fue Dolores Rufián hasta marzo de 2000 y cuando asumió la función de Directora de Planeamiento la jefatura la asumió Héctor Quiroz. En la unidad en el segundo semestre de 2000 empiezan a surgir graves problemas de orden presupuestario, que se iban a manifestar en la imposibilidad de pagar las expropiaciones. Estos problemas surgieron porque hubo un error de parte de las autoridades en la estimación del presupuesto para el 2000 y en septiembre de ese año se advirtió que se necesitaba una suma adicional aproximada de 30 mil millones de pesos para poder llevar a cabo en forma normal el proceso expropiatorio. Supone que la autoridad se percató de estos problemas y en octubre de 2000 asumió Leonel Vivallos como jefe de la Unidad Técnica de Expropiaciones, el que, hasta esa fecha, trabajaba en el área de proyectos con Julio Torres. Vivallos manifestó que  su nombramiento había sido por orden del Director General de Obras Públicas de la época, Eduardo  Arriagada, y que su misión principal era detectar la envergadura del problema presupuestario que tenía la unidad, en la práctica intervino la unidad. Los demás miembros de la unidad debimos informar a Vivallos de los problemas que se tenían y también de todo el procedimiento para llevar a buen término una expropiación, advirtiendo que incurríamos en errores en el procedimiento. Nos proporcionó las herramientas y mecanismos para subsanarlos y así modificó procedimientos de gestión, de seguimientos y de control. Vivallos en este proceso advirtió que era efectivo que se necesitaba una suma aproximada de  treinta mil millones de pesos para llevar a cabo en el 2000 todo el procedimiento expropiatorio y  logró que el Ministerio de Obras Públicas, mediante un mecanismo de redistribución presupuestaria, asignara a la cuenta de expropiaciones una suma aproximada de siete mil millones de pesos, obteniéndose que en enero y febrero de 2001 el Ministerio de Hacienda liberara fondos aproximados de 20 mil millones de pesos, que  estaban consignados para el presupuesto de 2001. En la práctica se logró que se entregaran los fondos antes, porque lo normal es que se pueda disponer de ellos en febrero. En su concepto, lo obtenido se debió a que  Vivallos tuvo una buena gestión, que, en definitiva, permitió cumplir con los plazos legales de la expropiación. También hubo pagos que fueron diferidos en el tiempo dentro de los plazos legales. Leonel Vivallos estuvo en la unidad hasta febrero  de 2001, porque volvió al  área de proyecto y tiene entendido que volvió a un cargo superior. A la época que se refiere estaban prestando servicios las consultoras R & Q y Abaco en el proyecto que abarcaba Santiago-Talca, y había una serie de proyectos respecto de los cuales no había una consultora que prestara asesoría, suponiendo que alguien le dijo a  Vivallos  que era necesario contratar a una empresa consultora, porque preguntó a todos los jefes de área como trabajaba Abaco, contestándole que muy bien, porque en el fondo era el brazo de la unidad en terreno. Vivallos nunca le consultó acerca de la pertinencia que Abaco fuera contratado por trato directo y tampoco nunca le comentó cuál fue el valor de la oferta económica presentada por Abaco. A esa época no era de su incumbencia lo relativo a la forma de contratar a una consultora, ni lo relativo al valor o precio de la consultoría o asesoría, aspectos que presume quedaban radicados  en la Unidad de Administración y Presupuesto, a cargo de la parte administrativa de los contratos. Dino Navarro asumió como jefe de la unidad en marzo de 2001 y continuó aplicando todos los procedimientos que implementó Vivallos. Dichas declaraciones fueron ratificadas a fojas 18.425. 

Mauricio Conrado Morales Cid, a fojas 6.655, en la que señaló que trabaja desde 1995 en Abaco, en un principio como ayudante contable y a partir de enero de 2000 como contador general. La contabilidad de la empresa sólo a partir de 2002 cuenta con un centro de costo por cada proyecto u obra. Por lo anterior, tratándose de los contratos aprobados por resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas Nº 444 y Nº  398 solo existe una contabilidad de carácter general, pero mediante una revisión minuciosa de toda la documentación contable podría determinarse en forma fehaciente todos los costos relacionados con esos contratos. Los estados de pagos de estos contratos con su correspondiente documentación de respaldo no se encuentran archivados en la empresa, porque nunca fueron enviados por el Ministerio de Obras Públicas. Javier Rivas sólo le entregaba las facturas y a algunas le adjuntaba un estado de pago, sólo firmadas por él. Rivas le manifestaba que presentaba a los inspectores fiscales los estados de pagos y que estos nunca le entregaron la copia visada que correspondía a la empresa. Como en la empresa no se cuenta con los respectivos estados de pagos visados por el inspector fiscal,  presume que fueron aprobados, porque las facturas, que deberían haber sido consignadas en los respectivos estados de pago, fueron pagados por el ministerio.  Durante la ejecución de los contratos recibió instrucciones de Auyón, jefe de administración, que debía depositar sumas de dinero en la cuenta corriente de Luis Jara Núñez, por concepto de gastos de los procesos de expropiaciones. Auyón, a su vez, recibía la instrucción de Javier Rivas. En algunas oportunidades esta instrucción la recibió directamente de Rivas, pero, en todo caso, cada vez que debía efectuar estos depósitos había un requerimiento expreso por un monto y en una fecha determinada. En un principio no se entregaron los documentos contables para respaldar ese gasto, y como se podía generar un problema de orden tributario para la empresa le dijo a Auyón y a Rivas que era menester conseguir los respaldos, recibiendo tres boletas de Gate S.A., en las que se señalaba como glosa algo así como “prestación de asesorías”. Esos fueron los únicos documentos de respaldo que se recibieron, desconociendo las razones. La orden de girar y  depositar en la cuenta corriente de Jara siempre fue verbal. Del examen de los vouchers que respaldan cada operación, pudo advertir que los depósitos que se efectuaron en la cuenta corriente de Luis Jara Núñez se hicieron en efectivo, por lo que presume que los cheques no fueron girados a dicha persona en forma nominativa y que lo cobró por ventanilla la persona que después hizo el depósito. En el 2000 como no llegaron documentos de respaldo, los depósitos se reflejaron en una cuenta de anticipos de proveedores, para poder identificar todas las operaciones que debían ser respaldadas por el ministerio. Como en abril de 2001 la situación se mantuvo y había que efectuar la declaración de impuestos, se procedió a imputar contablemente a gasto, sin respaldo, como $120.000.000 aproximadamente, y el saldo quedó activado en la referida cuenta. Todo esto con la finalidad de amortizar una parte y no pagar más impuestos. Como a abril del 2002 se mantenía la situación irregular generada con el contrato ejecutado en el 2000, y se presentó la misma irregularidad con el contrato que se ejecutó en el 2001, se procedió a imputar contablemente a gastos sin respaldo como $115.000.000 o $120.000.000, quedando el saldo activado en la cuenta anticipos de proveedores. Esta situación hasta la fecha de la declaración no se ha regularizado y a raíz de este proceso el Servicio de Impuestos Internos ha procedido a liquidar impuestos, le da la impresión que por todos los gastos sin respaldo, considerándolo utilidad o gasto rechazado. En relación al segundo contrato, por lo tanto, pasó exactamente lo mismo, salvo que ni siquiera llegaron boletas de Gate S.A. y se utilizó el mismo procedimiento indicado. Nunca se saldó la cuenta de anticipos de proveedores con la esperanza de que el ministerio remitiera la documentación de respaldo y poder consignarla en los gastos efectivamente realizados. Por el análisis efectuado ahora de los contratos y de los pagos, y por lo manifestado por Rivas, el último pago que se efectuó al ministerio por el procedimiento señalado es aquel que se efectuó en mayo de 2001, porque los depósitos efectuados a Jara en diciembre de 2001 por $ 2.500.000.- y en enero de 2002 por $ 2.000.000.-, fueron dineros que después Jara le traspasó a Rivas.
Sergio Antonio Alburquenque Lillo, a fojas 6.697, (fojas 1.716 letra A) en la que señaló que en octubre de 1997 ingresó como consultor experto a la Dirección General de Obras Públicas, para desempeñarse en la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones, que, a esa fecha, estaba a cargo de Verónica Montellano. Dolores Rufián en enero de 1998 asumió de hecho la jefatura de la unidad, cambiándose su estructura, porque se crearon diversas áreas. Se hizo cargo del área jurídica y, dentro de ese contexto, debió preocuparse de la tramitación de los decretos expropiatorios, relacionarse con el Consejo de Defensa del Estado en lo relativo a la reclamación del monto de las expropiaciones que formulaban los expropiados y también relacionarme con la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas, mediante la preparación del material que dicho organismo podía requerir en materia de expropiaciones. Fue designado agente público el 1 de enero de 1999, pero para que en esa calidad suscribiera las actas de toma de posesión material de los terrenos expropiados. Nunca fue inspector fiscal de los contratos y tampoco nunca suscribió contratos con consultoras en representación de la Dirección General de Obras Públicas. Dolores Rufián, más o menos en el último trimestre de 1999,  se trasladó de la oficina que mantenía en el 9º piso a una que estaba ubicada en el 7º piso, con la finalidad de desempeñar con mayor propiedad el cargo de asesora del coordinador, a esa época se rumoreaba que podía ser la próxima Coordinadora General de Concesiones. Ella sentía que había cumplido una etapa en la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones y a esa época también estaba abocada a publicar un libro que trataba el tema de concesiones. En la medida que se iba desligando paulatinamente de sus funciones como jefa de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones, las iba asumiendo Héctor Quiroz Astorga, quien era el subrogante de ella. En todo caso Quiroz se sentía como jefe y se desempeñaba como tal, revisando y corrigiendo las contestaciones a las reclamaciones por expropiaciones. Incluso recuerda que en una oportunidad le informó a Rufián de las expropiaciones que se estaban llevando a cabo y esto molestó mucho a Quiroz, porque se sentía pasado a llevar en su calidad de jefe. Con Quiroz tuvo diferencias en materia de gestión, porque en realidad su forma era diferente a la que tenía Dolores Rufián, tal vez su gestión se podría calificar, en su concepto, como poco eficiente y desordenada. En realidad, no puede aportar antecedentes en relación a la negociación que habría habido con el representante de la consultora Abaco, porque era una materia que escapaba al campo de su competencia. Surgieron dificultades con Quiroz porque no estaba de acuerdo con su gestión, lo que motivó que se le pidiera la renuncia y que dejara disponible el cupo de agente público que detentaba a la fecha, entiende que para asignárselo a Vilma Espinoza o Dino Navarro. Sin embargo, para superar esta dificultad el Fiscal Verdugo estimó pertinente que trabajara en la fiscalía y desde abril de 2000 se desempeñó en esa repartición como agente público, calidad que mantuvo hasta el 31 de julio de 2000. Fue designado Jefe del Departamento de Coordinación, calidad que tuvo desde agosto de 2000 y hasta el 31 de diciembre de 2001. En esa época siguió atendiendo asuntos relacionados con concesiones. 
El 1 de enero de 2002 se le dio una comisión de servicio para ir a estudiar a Madrid- España, para ello se le dio una contrata grado 10 de la escala única de sueldo. El 31 de diciembre de 2002 no se le prorrogó la contrata y desde esa fecha quedo desvinculado totalmente del ministerio. Se fue a estudiar un doctorado en Derecho Comparado a la Universidad Complutense de Madrid. A la fecha de su declaración continúa estudiando sin percibir ninguna remuneración del ministerio. Mientras tenía la contrata sólo percibía el sueldo equivalente al grado 10 de la escala única de sueldos y sin derecho a percibir viáticos ni pasajes.


 En relación a las sumas de dinero percibidas y a que se refiere el listado de fojas 25 y el entregado por Carlos Uribe Bascur, señaló que en la fiscalía mantuvo la calidad de agente público hasta el 31 de julio de 2000, percibiendo un sueldo bruto de $ 2.000.000.- equivalente a $ 1.800.000.- líquidos. En julio de ese año se le informó que no podía continuar con la calidad de agente público, razón por la que en una reunión en la que participó el fiscal Verdugo y el ministro Cruz se planteó su situación remuneracional y el ministro dijo que esa materia se debía conversar con Sergio Cortés, el que dijo que era imposible que mantuviera la calidad de agente público, aparentemente se requería designar a otra persona. Esta situación se tradujo en que su sueldo quedó reducido a una suma aproximada de $ 1.100.000.- a $ 1.200.000.-, que en la planta equivale a un cargo directivo grado 4 de la escala única de sueldos. Por esa razón el fiscal decidió que siguiera desempeñando las funciones que desempeñaba relacionado con concesiones y las propias del cargo en la fiscalía, ambas de distinta naturaleza. Jara en agosto de 2000 le dio un cheque por la suma líquida de $ 810.000.- Esa suma de dinero la siguió percibiendo hasta diciembre de ese año. En diciembre ante sus insistentes requerimientos de que se le indicara a quien debía extender las boletas, Jara le dijo que hiciera una boleta a Asyr Consultores, lo que hizo en diciembre de 2000 y por la suma de $ 3.600.000.- Lo anterior implica que extendió boletas por sumas percibidas durante cuatro meses, no obstante que había percibido durante cinco meses, situación que se debió únicamente a que incurrió en un lamentable error. En consecuencia, desde agosto a diciembre de 2000 recibió la suma de $ 4.500.000.-  El 19 de enero de 2001 recibió nuevamente $ 810.000.- y recibió instrucciones de extender una boleta a Gate S.A. Esa fue la última boleta que extendió porque nunca más le dieron instrucciones sobre la materia y, además, se le dijo que no habrían más pagos. Sin embargo, en marzo de 2001 se hicieron dos depósitos en su cuenta corriente  por la suma de $ 810.000.- cada uno, de fecha 13 y 30 de marzo que corresponderían a  los meses de febrero y marzo. Carlos Uribe en abril o mayo de 2001 le dijo que la Dirección General de Obras Públicas se iba a hacer cargo del tema relacionado con el pago de los honorarios adicionales, con la finalidad de ordenarlos. En mayo o junio de ese año se le pasó dinero efectivo equivalente a tres o cuatro meses, no se exigió boleta de honorarios, pero tuvo que firmar una planilla, señalándosele que en su momento se indicaría la forma de tributarlo, cuestión que no ocurrió hasta el momento en que se trasladó a Madrid.  Después siguió recibiendo de Uribe sumas de dinero en efectivo, no con el carácter de mensuales, sino que como en tres oportunidades. Uribe le pagó, en definitiva, la suma total líquida de $ 8.100.000.-, equivalente a 10 meses de honorarios adicionales, de marzo a diciembre de 2001. No recibió ninguna otra suma de dinero aparte las indicadas. Nunca celebró contratos de honorarios con la Universidad de Chile o con algún organismo o institución dependiente. Siempre tuvo el convencimiento que el sistema utilizado se ajustaba a la normativa legal vigente. 
Fernando José Alfonso Arriagada Norambuena, a fojas 6.890, en la que, en relación a la consultoría adjudicada a la empresa Abaco Ingenieros Consultores mediante resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas Nº 444, 207, 398  y 399 de 6 de diciembre de 1999, 3 de julio de 2000, 18 de diciembre de 2000 y 28 de diciembre de 2001, respectivamente, señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas el 1 de junio de 1991 como profesional abogado para desempeñarse en la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas. Posteriormente fue designado Fiscal Regional  de la Tercera Región, cargo que desempeñó entre enero de 1993 y enero de 1995. En febrero de 1995 fue nombrado Jefe del Departamento de Fiscalización de la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas, ejerciendo desde 1996, en forma paralela, la función de Jefe de la Unidad Coordinadora de Concesiones de la Fiscalía. En junio de 2000 asumió el cargo de Jefe del Departamento de Expropiaciones de la Fiscalía, cargo que desempeña a la fecha de su declaración. En noviembre de 1999, por lo tanto, ejercía los cargos de Jefe tanto del Departamento de Fiscalización como de la Unidad Coordinadora de Concesiones, ambos de la Fiscalía del ministerio. Por la estructura que tiene concesiones, órgano funcional y no orgánico, requería de personal especialmente en regiones y en terreno para que realizara las labores propias del proceso expropiatorio y es por eso que le parece que en 1997 en la coordinación se ideó la contratación de consultoras para que realizaran las labores en terreno. Así se contrató a Ingeniería Cuatro, R & Q y Abaco, una tras otras para intervenir en el proceso expropiatorio. Su conocimiento respecto de los contratos adjudicados a Abaco se traduce básicamente en que se le informó el cambio de la consultora con la cual se iba a trabajar, dado que muchos de los trabajos que las consultoras realizaban debían ser revisados y visados por su unidad. La unidad a su cargo fundamentalmente  tomaba conocimiento de las labores ejecutadas por la consultora, cuando debían servir de antecedente para los trámites formales de un proceso expropiatorio, como, por ejemplo, la dictación del acto expropiatorio propiamente tal (Decreto Supremo), pues su unidad realizaba una revisión de los antecedentes elaborados por la consultora y que venían revisados por la Unidad Técnica de Expropiaciones, todo con la finalidad de dictar en forma el decreto expropiatorio. También su unidad intervenía en lo relativo a las escrituras de expropiaciones, que debían elaborarse conforme al artículo 11 del Decreto Ley Nº 2186, para ordenar el pago de la indemnización a un expropiado. En tal caso la unidad a su cargo revisaba los antecedentes que conformaban la escritura, la inscripción a nombre del Fisco y los certificados de hipotecas, gravámenes y litigios, y cuando todo ello estaba conforme a los demás antecedentes técnicos del lote expropiado se ordenaba el pago, cuyo oficio era suscrito por el Fiscal Nacional y visado por él. De acuerdo a los documentos exhibidos, efectivamente el convenio celebrado por Abaco, aprobado mediante la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 444, fue ampliado por medio de un convenio que fue aprobado por la resolución de igual dirección Nº 207 de 3 de julio de 2000, aumentándose el número de lotes en algunas de las obras. Sin embargo, por la labor que a esa fecha desempeñaba  no está en condiciones de señalar las razones de la ampliación, porque ese aspecto estaba radicado en la Unidad Técnica de la Coordinación General de Concesiones. El funcionario que estaría en condiciones de explicar las razones de la ampliación es el inspector fiscal de la obra y el Jefe de la Unidad Técnica de aquella época, Héctor Quiroz. En todo caso, debería haber documentos dirigidos por el inspector fiscal de la obra a la referida unidad haciendo presente la necesidad de aumentar los lotes a expropiar. 
La manera de determinar si determinados trabajos no se efectuaron por Abaco, más concretamente si no era necesaria la dictación la resolución Nº 207, consiste en averiguar el número total de lotes expropiados para cada una de las obras y compararlos con los distintos contratos de consultoría que se celebraron para llevar a cabo el proceso expropiatorio. 
Los valores de los precios unitarios se fijan en unidad de fomento con la finalidad de mantener el valor del peso frente al proceso de la inflación. Como los trabajos que debió efectuar Abaco en la asesoría denominada “Asesoría Global de Expropiaciones” es igual al que debió efectuar para cumplir con el contrato del año anterior, denominado de “Apoyo al Proceso Expropiatorio  Ruta 5”, le parece que no se justifica el aumento de los valores en los precios unitarios. La persona que debería explicar la razón de este aumento es el jefe de la Unidad Técnica de Expropiaciones de Concesiones,  Leonel Vivallos o la persona que lo asesoraba dentro de la Unidad Técnica de Expropiaciones, Dino Navarro. 
En relación al contrato celebrado por la Dirección General de Obras Públicas con Gate S.A., señaló que en 1996 el Fiscal Nacional del ministerio, Aliro Verdugo, advirtió la necesidad de crear una unidad al interior de la fiscalía que procesara toda la información de los lotes que debían expropiarse para las obras concesionadas, nombrándoselo jefe de esa unidad. El número de funcionarios se fue incrementando a medida que iba aumentando el número de lotes a expropiar, lo que implicó la necesidad de pagar horas extraordinarias que durante los años 96, 97 y 98 fueron pagadas directamente por la fiscalía. En el año 1999 a la fiscalía se le redujo su presupuesto en lo relativo a las horas extraordinarias y sus funcionarios no estaban dispuestos a trabajar mas allá de su horario normal, situación que causó un conflicto con concesiones, dado que dentro de la jornada normal de trabajo, hasta las 17,20 horas, era imposible procesar todos los lotes que enviaba concesiones para expropiar. Sergio Alburquenque, mano derecha de Dolores Rufián, le planteó que concesiones estaba dispuesto a pagar las horas extraordinarias que sus funcionarios realizaran. Tal situación se la planteó al Fiscal Nacional, Aliro Verdugo, el que lo autorizó para que recibieran el pago de horas extraordinarias por concesiones. Se realizó una reunión a la que asistió Dolores Rufián, Sergio Cortés, Sergio Alburquenque y él, acordándose que los pagos serían por horas extraordinarias efectivamente realizados por cada funcionario en forma individual, el mecanismo de control del cumplimiento de esas horas extraordinarias y la forma de informar a concesiones. Le parece que desde agosto o septiembre de 1999 sus funcionarios empezaron a realizar trabajos en horas extraordinarias y desde un comienzo hubo problemas con concesiones, en el sentido que no se pagaban dentro de los plazos acordados. Concesiones en noviembre de 1999 señaló que las horas extraordinarias las iba a pagar una empresa llamada Gate S.A., le parece que tal situación la conversó con Dolores Rufián, Juan Carlos Véliz o con Sergio Cortés, y uno de ellos dijo que no había ningún problema por la forma en que se iban a efectuar los pagos. Los meses siguientes se mantuvieron las irregularidades en los pagos, en el sentido que no se pagaban en los plazos convenidos, lo que causaba conflicto entre sus funcionarios y su persona con concesiones. Como en junio de 2000 asumió la jefatura del Departamento de Expropiaciones y este absorbió a la unidad de la que era jefe, decidió que concesiones no pagara más horas extraordinarias a sus funcionarios. Siempre fueron consideradas por sus funcionarios y por él como horas extraordinarias, debidamente trabajadas y como justa retribución por las labores realizadas más allá del horario normal, ignorando el origen de los dineros, de lo que se enteraron cuando estalló el escándalo Gate. El hecho que los pagos obedezcan a trabajos efectuados en horario extraordinario, se encuentra refrendado porque las boletas son de distinto monto, y, además, porque en el sumario de la contraloría hay constancia de los oficios por lo que informaba a concesiones de las horas realizadas por cada uno de los funcionarios de la unidad. La Contraloría no le formuló cargos, pero, curiosamente, sí a  Arizabalo y Ríos. Los funcionarios que recibieron pagos por concepto de horas extras son: Ximena Rubat, Marisol Ríos, Jeannette Arizabalo, Ginnete Menares, Lizette Maureira, Daniel Sánchez, Pamela Monteríos, Pamela Moraga, Jeannette Moya, Andrea Garrido y él. 

Pedro Andrés Martínez Jara, a fojas 6.903, en la que señaló que ingresó en mayo de 1999 a la Coordinación General de Concesiones, como auxiliar administrativo. Sus honorarios fueron pagados por diversas empresas y  las boletas de honorarios las extendía cumpliendo las instrucciones dadas por los jefes de administración, Jorge Torres y Juan Carlos Véliz. Los honorarios de junio de 1999 a septiembre de 1999 fueron pagados por Servilily Ltda.; los de octubre de 1999 a mayo de 2000 por Gate S.A.; los de junio a octubre de 2000 por Servilily; el de noviembre de 2000 por Gate S.A.; el de diciembre por Servilily;  los de enero a marzo de 2001 por Gate S.A.; los de abril de 2001 a diciembre de 2002 por la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile. Desde enero de 2003 tiene la calidad de contrata y pagan con un cheque fiscal, en ese mes adquirió la calidad de empleado público. Las boletas Nº 41, 42, 45, y 47, por las sumas brutas de $5.638.889, $2.666.667, $2.777.778 y $4.277.778, extendidas todas al M.O.P. Administración Sistemas de Concesiones, corresponden al pago de obras de remodelación que efectuó en los pisos 5 al 10. No sabe el nombre de la persona que hacía de inspector fiscal, pero las revisaba Jorge Torres o Juan Carlos Véliz.  Debió pintar las oficinas, lo que hizo en el primer semestre de 2002. Torres y Véliz le pidieron cotizaciones, no sabe si pidieron a otras personas y le parece que se dictó una resolución adjudicándole las obras de remodelación. Los trabajos los empezaba a efectuar normalmente el viernes en la noche, entregándolos el domingo a las 24.00 horas. La boleta Nº 50 por la suma bruta de $530.000 y que extendió al Instituto de Economía, corresponden a trabajos efectuados en junio de 2001, corresponde a labores de reparación de unas bodegas y la construcción de muebles para guardar materiales. Tiene la impresión que esa boleta se extravió y por eso debió extender otra, que es la Nº 53, pero todo corresponde a una misma labor y a un solo pago. No ha percibido la suma de $2.880.00 que figura en el listado que rola a fojas 25, se trata de un alcance de nombre y apellido. Tampoco ha recibido otras diferentes de aquellas sobre las que declaró, ya sea en cheque o dinero efectivo. 
Marcelo Eliseo González Campos, a fojas 7.496, en la que señaló que en mayo de 1998 ingresó a prestar servicios a la Coordinación General de Concesiones y sus honorarios fueron pagados por diferentes sociedades, extendiendo las boletas de honorarios conforme a las instrucciones que cada mes le daban sus superiores. Desde febrero de 2002 y hasta la fecha de su declaración tiene la calidad de contrata y se desempeña en la Dirección de Vialidad. Los honorarios correspondientes a los meses de mayo a septiembre de 1998 fueron pagados por el Instituto de Economía; de octubre de 1998 a febrero de 1999 por Gate S.A.; de marzo de 199 a mayo del mismo año por el Instituto de Economía; de junio de 1999 a septiembre del mismo año por Servilily; de octubre de 1999 a marzo de 2001 por Gate S.A.; de abril y mayo de 2001 por Asyr Ltda.; de junio a agosto de 2001 por Gate S.A.; y el de septiembre de 2001 por Gesys Ltda. Los de octubre de 2001 a enero de 2002  fueron pagados en efectivo por Luis Jara Núñez y  nadie le solicitó boletas de honorarios por las sumas de dinero que percibió en efectivo. Luis Jara le pasaba mensualmente la suma de $315.000 y desconocía el origen de los dineros.

En el curso de 2000 realizó labores adicionales o extraordinarias, que consistieron en efectuar cambios del mobiliario de oficinas, en razón de que algunos funcionarios cambiaban de dependencias, incluso en algunos casos se iban a otros edificios del ministerio. También en varias oportunidades debió armar muebles. Por estas labores recibió honorarios extras que fueron pagados por Gesys Ltda. y es por eso que el 30 de junio y 31 de julio de 2000 extendió boletas de honorarios a dicha empresa por la suma líquida de $350.000 cada una. Aparte de esas sumas de dinero no percibió otras, ya sea mediante cheque o dinero efectivo. La remuneración que percibe en virtud de la contrata es pagada mediante cheque fiscal que se deposita en una chequera electrónica. Nunca ha facilitado boletas de honorarios a terceros. 
Leslie Dalila Arredondo Lépez, a fojas 7.734, en la que indicó que en junio de 2001 ingresó a la Coordinación General de Concesiones para efectuar una asesoría de análisis en la Unidad de Administración. A esa fecha Germán Molina era el Coordinador General de Concesiones. Ejecutando la asesoría advirtió la presencia de un grave desorden administrativo y problemas de tipo presupuestario. Jorge Torres González que se desempeñaba a la sazón como Jefe de la Unidad de Administración renunció al cargo, asumiendo ella la jefatura y se abocó a analizar los temas presupuestarios centrándose en el gasto corriente y en el pago de los honorarios. Al proyectar los gastos hasta diciembre de 2001 advirtió un fuerte déficit, adoptando diversas medidas de orden administrativo para paliarlo, que se tradujo en la  reducción de diferentes gastos. No obstante lo anterior, se percató que se iban a generar problemas para pagar los honorarios del personal que se desempeñaba en concesiones, planteándoselo al coordinador entre septiembre y octubre de 2001, agregándole que el problema no podía ser solucionado con los contratos de apoyo que a esa fecha estaban vigentes con la Universidad de Chile. El coordinador le manifestó que conversara con Julio Toro, Coordinador de Proyectos, quien le dijo que analizaría la situación y días después le expresó que el personal debía boletear a Cygsa Chile S.A. Los cheques los recibía mensualmente en un sobre que le entregaba Francisco Romero y no recuerda si ella o algún administrativo se los entregaba a sus beneficiarios, recolectando las boletas de honorarios.

Recuerda que aproximadamente en septiembre de 2001 le solicitó a Sergio Lobos Palma que la asesorara  en un tema de reingeniería de procesos y procedimientos de la Unidad de Administración. Como era una labor adicional le pidió que le pagara honorarios adicionales, acordando un pago mensual de $300.000, labor que se extendió por un período aproximado de cinco meses. Lobos mensualmente cobraba sus honorarios adicionales y a raíz del déficit estaba impedida de pagárselo. A esa época asumió Enrique Paris Horvitz como Jefe de División de Administración y Finanzas, por lo tanto, era su superior jerárquico y por eso tiene la impresión que debió haberle planteado ese problema. Por la dinámica de los hechos tiene la impresión que Paris debió haberle dicho que lo analizaría, y tiempo después debió haberle dicho que se solucionaría el problema a través de C.C.P. Ingeniería, y es por eso le dijo a Lobos que hiciera la boleta a esa sociedad. Nunca se ha relacionado con esa sociedad,  por lo tanto, no le pidió a ningún personero que pagara los honorarios de Sergio Lobos. 

En relación al servicio denominado “Aerofotogramétrico para el Programa de Concesiones”, a que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas  número 3162 de 31 de diciembre de 2001, adjudicada a C.C.P. Ingeniería S.A., señaló que a                diciembre de 2001 se desempeñaba como Jefa de la Unidad de Administración de la Coordinación General de Concesiones y  le correspondía suscribir y visar documentos de su unidad y de otras, con excepción de las resoluciones que tenían relación con contratos de consultoría. El servicio referido no era propio de su unidad sino de la de proyectos que, a esa fecha, estaba a cargo de Julio Toro y, por lo tanto, en estricto rigor no debió haber estampado su firma en la contracarátula de la resolución. La resolución no fue confeccionada en su unidad, y como a raíz de la búsqueda de antecedentes solicitados por el tribunal se encontró una cotización confeccionada por una de las empresas que habían sido oferentes y estaba dirigida a Julio Toro, presume que la resolución debió haber sido confeccionada en la Unidad de Proyectos. La única explicación que puede dar al hecho que estampó su firma en la contracarátula de la resolución, es porque se la pasaron para la firma como otras tantas que firma, y porque, además, estaba estampada la firma de su jefe Enrique Paris. Tiene la impresión que Sergio Escobar Jofré firmó después y por delegación de facultades del coordinador. Desconoce las razones por las que la resolución no tiene estampada en su contracarátula el respectivo timbre, que da cuenta de su tramitación en la Oficina de Partes de la Dirección General de Obras Públicas. Efectivamente en la resolución se señala que la empresa recibirá un único pago de $40.000.000 una vez aprobada la entrega, y que el pago se hará contra la presentación del documento de cobro en pesos y sin reajuste, y, según advierte del examen de la factura que se le exhibe y que está guardada en custodia bajo el número 468, la factura que emitió C.C.P. Ingeniería S.A. también es de fecha 31 de diciembre de 2001 y en el dorso está estampada su firma, en circunstancias que debió haber estado también la del inspector fiscal porque eso da cuenta que el trabajo se efectuó. Pero firmó en el entendido que el trabajo se realizó sin reparar que faltaba la firma del inspector fiscal y si lo hizo fue porque alguien se la pasó para ello y supuso que estaba correcto, pues se puede advertir que también está estampada la firma de Genoveva Aravena que era la encargada de revisar los documentos en forma previa a su firma. Sergio Escobar Jofré también firmó la factura después. No conoce a los representantes de C.C.P. Ingeniería, y nunca su unidad contrató a dicha empresa para la prestación de una asesoría. La firma que estampó Enrique Paris en la contracarátula de la resolución denota que estaba al tanto del tema e implica que validó el procedimiento. No se explica porqué en la contracarátula de la resolución está la firma de Genoveva Aravena. 

A fojas 8.122, en relación al servicio denominado “ Aerofotogramétrico para el programa de concesiones”a que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 3162 de 31 de diciembre de 2001,  adjudicado a la empresa CCP Ingeniería S.A.”, señaló que  Enrique Paris Horvitz, jefe de la División de Administración y Finanzas de Concesiones, en enero o febrero de 2002 le dijo que en CCP Ingeniería S.A. había disponible la suma de $ 35.000.000.- o $ 36.000.000.- y que debía ser usada para pagar gasto corriente de la coordinación. Procedió a chequear qué gastos estaban pendientes a esa fecha, definiendo pagar las facturas sobre compra de materiales cuyo pago estaba pendiente a esa época y también  definió utilizar los dineros indicados por París para pagar gastos que iban a efectuarse a futuro en un corto plazo. Todos los gastos eran referente a “gasto corriente” de la coordinación. A Genoveva Aravena le encomendó que se encargara de la parte operativa, desconociendo si ella fue la que se contactó con personeros de la consultora o si utilizó algún conducto a través de la unidad de proyecto. 


No le cupo participación alguna en la generación del contrato que se suscribió con la empresa CCP  Ingeniería S.A. y firmó los documentos respectivos por las razones que señaló anteriormente. Dichas declaraciones fueron ratificadas a fojas 18.482.

Michael Brougham Rodd,  a fojas 8.006, en la que expresó que es el representante de la sociedad GHD. Promina S.A., cuyo giro es la ejecución y supervisión de proyectos de ingeniería y servicios. Recuerda Luis Arrau del Canto, a mediados de 2002, se contactó con él con la finalidad de averiguar si su empresa tenía profesionales con experiencia para participar en la parte de un trabajo que le había adjudicado el ministerio. Deseaba un especialista en materias hidráulicas y que pudiera manejar o usar un programa denominado Delf 3-D., contratándolos porque tenían especialistas y, conforme al documento que exhibió, los honorarios correspondían a un 43.27% de lo que el ministerio pagara a Luis Arrau, lo que ascendió aproximadamente a la suma de $ 98.000.000.- y fracción  y para cuyo pago se emitieron varias facturas, entre ellas tres que pone a disposición del tribunal, en cuya glosa se describe: “honorarios profesionales, Plan maestro de aguas lluvias de Arica, manejo cauces Lluta y San José y sus desembocaduras Arica,  primera región”. El trabajo fue efectuado a plena satisfacción del mandante.
Rosa Genoveva Aravena Aravena, a fojas 8.018, en la que señaló que en diciembre de  2001 se desempeñaba en la Unidad de Administración y Presupuesto de la Coordinación General de Concesiones, cuya jefatura estaba a cargo de Leslie Arredondo. Sus labores consistían en ejecutar los requerimientos formulados por las otras unidades, como las de proyecto, construcción, medio ambiente e ingeniería, relativos a la redacción de la documentación necesaria para formalizar el o los contratos que se adjudican previamente a una empresa. También velar por el cumplimiento de las exigencias impuestas en el contrato, para que se autorice el pago de la factura respectiva.

En general, tratándose de la redacción de una resolución que adjudicaba un determinado trabajo a una empresa, el jefe de la unidad respectiva debía entregarle los  términos de referencia, las bases administrativas, las cartas de invitación y las ofertas. Con dichos documentos redactaba la resolución, la que posteriormente enviaba a la firma del Director General de Obras Públicas, previa visación  del jefe de la unidad respectiva que debía estampar su firma en la contra carátula de la respectiva resolución, también de su jefe directo, que, a diciembre de 2001, era Leslie Arredondo, la que también debía estampar su firma en la contra carátula,  y también el Coordinador General de Concesiones o la persona a la que le haya delegado facultades administrativas. A  diciembre de 2001 la delegación de funciones recayó en Sergio Escobar Jofré. 


Era la primera que firmaba la contra carátula de la resolución, pues su firma daba cuenta de que se había cumplido íntegramente el proceso administrativo. Después que se estampaban las firmas indicadas, el Director General de Obras Públicas suscribía la resolución. Tratándose del pago de facturas le correspondía verificar con el respectivo inspector fiscal que el trabajo se había realizado, información que se le daba verbalmente o por escrito, y enseguida estampaba su firma en la factura lo que denotaba que  estaba bien extendida y que el trabajo se había efectuado. Enseguida también firmaba la factura el inspector fiscal, la jefa de la Unidad de Administración y Presupuesto y la persona a la que el coordinador le había delegado facultades.


Tratándose de la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 3162 de 31 de diciembre de 2001, que adjudica a la empresa CCP Ingeniería S. A. el servicio denominado “Aerofotogramétrico para el programa de Concesiones”, por la suma de $ 40.000.000.-, señaló que se trata de un servicio requerido por la Unidad de Proyecto y Construcción, que, a diciembre de 2001, estaba a cargo de Julio Toro o de Leonel Vivallos. Recuerda que Jorge Carter, que a la sazón  se desempeñaba como administrativo de dicha unidad, supone que cumpliendo instrucciones de su jefe, le entregó las cartas de invitación, los términos de referencia y las cotizaciones de las empresa C.C.P. Ingeniería S.A., Intra S.A. y de Jorge Piddo y Cía Ltda., manifestándole que había que dictar una resolución adjudicándole el servicio a la empresa CCP Ingeniería S. A. porque era la que había presentado la cotización más barata.


No se explica porqué dicha documentación no se encuentra inserta en el tomo 44 del año 2001 que contiene la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 3162, tomo que está guardado en custodia bajo el N° 468.

Una vez que elaboró la resolución estampó su firma en la contra carátula, para demostrar que la resolución cumplía con la regularidad administrativa. Esta resolución debió haber sido firmada por el jefe de la Unidad de Proyecto, Julio Toro o Leonel  Vivallos, porque el servicio se originó en dicha unidad, y, además, porque las cuentas presupuestarias son de la referida unidad, sin embargo no se explica porqué no está estampada la firma de Toro o Vivallos en la contra carátula. Después firmó Leslie Arredondo, jefe del Departamento de Administración y Presupuesto, y, finalmente, Sergio Escobar Jofré, en su calidad de delegado del coordinador. Leslie Arredondo debió haber advertido que faltaba la firma del jefe de la Unidad de Proyecto y Construcción y lo lógico era que hubiera devuelto el documento para que se cumpliera con dicha formalidad.

Para la remisión de los documentos que van a la firma siempre utiliza el conducto regular, y tratándose de la resolución por la que declara debió habérsela entregado a la secretaria para que la ingresara a la jefatura y así obtener las firmas correspondientes. Recuerda que tratándose de esta resolución fue Jorge Carter el que le entregó la documentación, diciéndole que era urgente su tramitación.

Respecto de la factura emitida por  CCP Ingeniería S.A. de 31 de diciembre de 2001 por la suma de $ 40.000.000.-, guardada en custodia bajo el N° 438, señaló  que en el ángulo inferior izquierdo está estampada su firma, lo que denota que la revisó y que estaba bien extendida. Esta factura se la pasó Jorge Cartes y estampó su firma sin consultar al inspector fiscal o al encargado de la recepción del trabajo si éste efectivamente se había efectuado. La omisión sólo la puedo atribuir al apuro con el cual se le solicitó que autorizara el pago, al período presupuestario que se vive en diciembre y confiando en  que si Jorge Cartes se la pasaba era porque el trabajo se había efectuado y éste estaba cumpliendo instrucciones de su superior. Empezó a  sospechar que el trabajo no se había efectuado, cuando hace como dos semanas atrás el inspector Rocuant le hizo algunas consultas sobre la referida resolución. Conoce a Carlos Calderón, representante de CCP Ingeniería S.A., porque es un consultor que presta servicios al ministerio desde hace años. Empezó a trabajar en Vialidad en 1989 y tiene la impresión que a esa fecha esa sociedad ya prestaba servicios al ministerio. Su relación ha sido netamente laboral.


Su intervención o participación respecto de la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 3162 se limitó a lo señalado y jamás ha solicitado al representante de C.C.P. Ingeniería S.A. sumas de dinero o que sea partícipe en un procedimiento irregular.


Dejó de trabajar en la Unidad de Administración en marzo de 2003, por desavenencias de carácter con Leslie Arredondo, haciendo entrega de toda la documentación que estaba a su cargo. Nunca ha sido de su responsabilidad o de su incumbencia lo relativo al manejo presupuestario de concesiones, esto es, lo relativo a los fondos que requiere para operar como tal.


A fojas 8.172, señaló que Leslie Arredondo durante el primer semestre de 2002 la instruyó para que gestionara el proceso de pago de  las facturas que rolan de fojas 8.109 a 8.121, diciéndole que las iba a pagar CCP Ingeniería S.A. Recuerda que tratándose de Comercial Castillo y Cía. Ltda., le dijo al encargado del Departamento de Adquisiciones de  Concesiones  que las facturas debían ser emitidas a nombre de CCP Ingeniería S.A., para que lo comunicara al encargado de Comercial Castillo y Cia. Ltda. Tratándose de las otras facturas, Leslie Arredondo se las entregó ya emitidas a nombre de la consultora con la finalidad que gestionara los pagos. Del examen de las fotocopias de las facturas, se advierte que los pagos no están asociados a ningún contrato adjudicado a la consultora, porque de haber sido así en las facturas se habría estampado una glosa que aludiera al contrato. Desconoce las razones por las cuales CCP Ingeniería S.A. pagó las facturas. Sólo cumplió instrucciones de su jefa Leslie Arredondo y nunca se contactó con personeros de la consultora para gestionar el pago de las facturas.

Jorge Andrés Carter Arancibia, a fojas 8.123, en relación a la consultoría a que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 3162 de 31 de diciembre de 2001, por la que se adjudica a la empresa CCP Ingeniería S.A. el servicio denominado “Aerofogramétrico para el programa de concesiones”, señaló que en septiembre de 1996 ingresó a la Coordinación General de Concesiones, específicamente para desempeñarse en la Unidad Ejecutiva Aeroportuaria y Multisectorial. Entre 1997 y 1999 se desempeñó en la Unidad Informática, prestando labores en el área de desarrollo informático. Entre fines de 1999 y mediados de 2002 trabajó en la Coordinación de Gestión y Desarrollo de Proyectos, siendo los coordinadores Iván Jana Calderón, en un principio, y Julio Toro Cepeda después. Desde mediados de 2002 y hasta la fecha de la declaración es el jefe de la Unidad de Presupuesto de la Coordinación General de Concesiones, adquiriendo la calidad de agente público. Estuvo a honorarios desde 1996 y  hasta la época en que fue designado agente público y los honorarios de septiembre de 1996 los pagó el Instituto de Economía y desde octubre en adelante el MOP-Administración Sistema de Concesiones. 


En diciembre de 2001 se desempeñaba en la Coordinación de Desarrollo y Gestión de Proyectos y el coordinador era Julio Toro Cepeda, y su labor consistía en prestar asesoría en el área de gestión, promoción y presupuesto y por ello es muy probable que haya remitido a la Unidad de Administración y Finanzas, lo más probable a Genoveva Aravena, todos los antecedentes que se citan en los vistos de la resolución señalada, con la finalidad que se dictara. Si remitió la documentación a Genoveva Aravena, bajo los procedimientos habituales, lo hizo cumpliendo instrucciones verbales o escritas de Julio Toro. 

Nunca recibió, en los temas propios de la Unidad de Proyecto, instrucciones de una persona diferente de Julio Toro. Por el tema de que trata la resolución, puede ser de la  Coordinación de  Proyecto como de la de Construcción, sin embargo, de su lectura se puede advertir que también está considerada una imputación presupuestaria, por la suma de $ 21.800.000.-, que es manejada por la Unidad de Administración y Finanzas, cuya jefatura estaba a cargo de Enrique Paris.

No recuerda haber remitido a la División de Administración y Finanzas la factura guardada en custodia bajo el Nº 468, con la finalidad que se pagara con urgencia; lo más probable es que haya sido remitida directamente por la empresa consultora a dicha unidad para su pago.


A fojas 15.907 (foja 3.391 Letra A), respecto de un cheque emitido por Gate S.A. de la cuenta corriente N° 5543541 girado a su orden el 11 de enero de 2001 por la suma de  $ 2.430.000.-, señaló que en el curso de ese mes se desempeñó en la Coordinación de Gestión y Desarrollo de Proyectos de la Coordinación General de Concesiones, como encargado del área de promoción y gestión de apoyo a los proyectos, y debía informar sobre el aspecto presupuestario de los estudios, y, tratándose de un contrato en particular sobre el puente del Canal del Chacao, debió preocuparse que determinadas facturas relacionadas con el proyecto fueran pagadas por el consultor CCP Ingeniería Ltda. Nunca administró  dineros en efectivo bajo ningún concepto. Respecto del cheque manifestó que de su examen se puede advertir que la firma estampada a título de cancelación no le corresponde, tampoco la cédula de identidad que está estampada al reverso. En el reverso está estampado un nombre, “Rogelio Henríquez Pizarro”, que trabajaba en el área de administración de la coordinación. No recuerda quien era el jefe del área de administración. No se benefició con la suma de $ 2.430.000.-, por lo tanto, Henríquez no se los pasó a él, si es que lo cobró, e ignora la razón por la que se estampó su nombre  en el cheque como beneficiario.

Enrique Isaac Paris Horvitz, a fojas 8.048, en la que manifestó que en junio o julio de 2001 lo contactó telefónicamente Germán Molina Valdivieso para que prestara una asesoría en la Coordinación General de Concesiones. Germán Molina era el coordinador. La invitación se concretó meses después, ingresando a prestar servicios a honorarios en la primera semana de septiembre de 2001 y bajo la dependencia del coordinador que quería que se hiciera cargo del área financiera y presupuestaria de la Coordinación General de Concesiones. Los honorarios los acordé con Germán Molina y le dijo que iban a ser pagados por la Universidad de Chile, porque había un convenio vigente. Los honorarios correspondientes a los meses de septiembre y octubre de 2001 fueron pagados por la Universidad de Chile, pero Leslie Arredondo a fines de octubre le manifestó que los de noviembre y siguientes iban a ser pagados a través de otro convenio. Las boletas de honorarios sólo las firmó, pues fueron extendidas por algún personal administrativo dependiente de ella, y al advertir que estaban emitidas a nombre de Cygsa Chile S.A. pensó que era la empresa que había celebrado un contrato con concesiones  conforme al cual se debían pagar sus honorarios. Dicha sociedad pagó los honorarios de noviembre y de diciembre de 2001 y los de enero de 2002. Por lo expuesto, nunca ha prestado servicios al Instituto de Economía ni a Cygsa Chile S.A. En febrero de 2002 adquirió la calidad de agente público, la que sólo tuvo en dicho mes pues renunció a fines de febrero. 

Molina en octubre de 2001 lo designó jefe de la División de Administración, Presupuesto y Finanzas de la Coordinación General de Concesiones, que dependía directamente del coordinador, pero en la práctica no ejerció la jefatura en el Departamento de Administración, que estaba a cargo de Leslie Arredondo y que funcionalmente dependía del gabinete del coordinador. Por la época en que fue designado jefe de la referida división, su labor fundamental se tradujo en completar la elaboración del presupuesto para el año 2002, asegurar la adecuada ejecución del presupuesto vigente y preocuparse de planificar la caja presupuestaria de concesiones. Tratándose de contratos en particular originados en las Coordinaciones de Proyecto y Construcción, le correspondió conseguir las modificaciones presupuestarias necesarias ante el Ministerio de Hacienda, dar fe de que se podían comprometer los fondos necesarios asociados a cada contrato y asegurar o confirmar la disponibilidad de recursos para el pago de los estados de pago de los diferentes contratos. 
Tratándose del servicio denominado “Aerofotogramétrico para el programa de concesiones” a que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 3162 de 31 de diciembre de 2001, adjudicada a CCP. Ingeniería  S.A., señaló que lo más probable es que el funcionario interesado en la ejecución de ese servicio, o algún funcionario del Departamento de Administración o del de Presupuesto, debió haberle consultado si existían fondos para  poder pagar un estudio de esas características. Como de la lectura de dicha resolución advierte que el pago de la suma de $ 40.000.000.- se iba a efectuar con cargo a varias asignaciones presupuestarias, necesariamente debió haberle manifestado al requirente que había disponibilidad de fondos y es por esa razón que debió haberse extendido la resolución respectiva. La media firma que estampó en la contracarátula de la resolución, da fe que los fondos que se indican en la resolución quedaban reservados para el pago del servicio. No le cupo participación en la determinación de la necesidad de realizar el trabajo ni en la elección de la empresa. Tampoco le correspondió supervisar la ejecución del trabajo, ni evaluar los resultados, menos dar orden de pago de la factura que debió emitir la sociedad CCP Ingeniería S.A.

Como jefe de la División de Administración, Presupuestos y Finanzas, nunca dio instrucciones, órdenes o sugirió que se recurriera a empresas privadas para solventar el pago de gastos u honorarios de personas que trabajaban en concesiones. Nunca Leslie Arredondo le planteó que tenía problemas para pagar la suma de $ 300.000.- a Sergio Lobos Palma y menos le ha manifestado que recurra a CCP Ingeniería S.A. para solucionarlo. Estaba en conocimiento del déficit presupuestario de la coordinación  para cumplir con el pago del gasto corriente y operacional, que incluye el pago de honorarios del personal, proponiendo diferentes alternativas para superar ese déficit, pero en ningún caso que se recurriera a empresas privadas para que efectuaran aportes en dinero o para que  pagaran directamente  boletas de honorarios  Nunca tuvo contacto con los representantes de las consultoras  o constructoras que prestaban servicios al ministerio.


A fojas 8.960, en relación al servicio denominado Aerofotogramétrico para la Coordinación General de Concesiones, a que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 3162, de 31 de diciembre de 2001, adjudicada a la empresa CCP Ingeniería  S.A., reiteró que nunca dio instrucciones para que con cargo a ese contrato se pagaran facturas por diferentes conceptos. En cuanto al pago de facturas y boletas de honorarios por servicios prestados a la Coordinación General de Concesiones, considerados “gasto corriente” de ese organismo, manifiesto que uno de los procedimientos que se utilizaba para el pago, en el período que se desempeñó en concesiones, era cargarlo a un determinado contrato en la medida que fuera compatible con la naturaleza del mismo y siempre que tuviera el visto bueno del inspector fiscal del contrato. 

A fojas 18.410 vta. ratificó sus declaraciones, agregando que las boletas que pagó Cygsa sólo las entregó firmadas y los detalles debieron haber sido incorporados por algún funcionario de la Unidad de Administración de la Coordinación General de Concesiones, cuyo jefe era Leslie Arredondo, porque el talonario lo dejaba en dicha unidad; y que los trabajos encargados por la Coordinación General de Concesiones debían ser fiscalizados por el inspector fiscal del respectivo contrato, recordando que había como más de una decena.
Julio Efraín Toro Cepeda, a fojas 8.065, en la que señaló que ingresó en mayo de 1995 a prestar servicios a la Coordinación General de Concesiones, en virtud de un contrato de apoyo que a esa fecha estaba vigente con la Universidad de Chile. En ese período emitía boletas de honorarios a la Fundación para la Transferencia  Tecnológica. En 1996 tuvo la calidad de contrata en un cargo equivalente al grado  4 o 6 de la escala única de sueldos, sin embargo, como esta remuneración era inferior a la que estaba percibiendo y obviamente no era de mercado, la diferencia se pagó por la misma fundación. Adquirió la calidad de agente público a mediados de 1996, la que mantuvo hasta diciembre de 2002, época en que se desligó totalmente de la coordinación. La remuneración que se le pagó como agente público podía ser considerada como de mercado, esto es, similar a la que se le habría pagado en el mercado de acuerdo a su experiencia, y era pagada mediante cheque fiscal y extendía boletas de honorarios al MOP-Administración Sistema de Concesiones. Cuando ingresó a la coordinación se desempeñó en la Unidad Ejecutiva de Concesiones Urbanas, cuya jefatura estaba a cargo de Claudio Garín Carrasco. En un principio fue jefe de proyecto del denominado “Sistema Américo Vespucio” y después del denominado “Sistema Oriente-Poniente”, más conocido como “Costanera Norte”. Como jefe del proyecto Costanera Norte fue responsable de su licitación y para ello tuvo a su cargo un equipo multidisciplinario, requiriéndose múltiples estudios de distintas disciplinas. Badilla, Coordinador General de Concesiones, en marzo o abril de 2000 le pidió que creara y se hiciera cargo de la Unidad de Desarrollo de Nuevos Negocios, jefatura que desempeñó hasta febrero de 2001. Al asumir Germán Molina Valdivieso como Coordinador General de Concesiones, le pidió que se hiciera cargo de la Coordinación de Desarrollo y Gestión de Proyectos, coordinación que fue el resultado de la fusión de la Unidad de Desarrollo de Nuevos Negocios y la antigua Coordinación de  Proyectos. Además con la llegada de Germán Molina se creó la Coordinación de Administración de Contratos que queda a cargo de Camilo Rojas y la Coordinación de Administración y Finanzas, que le parece que estuvo a cargo de Jorge Torres, Leslie Arredondo  y Enrique Paris. Germán Molina le planteó el desafío de revertir la licitación de proyectos del año anterior, para lo cual le comunicó que la meta era licitar proyectos por mil millones de dólares y dentro de este contexto se abocó a preparar los antecedentes que permitieran que los proyectos fueran atractivos al sector privado y poder licitarlos con éxito y en competencia. El desafío dado a conocer se traducía en licitar 10 proyectos en el 2001. En el segundo semestre de  2001 advirtió que el ritmo de trabajo no era sostenible con el recurso humano disponible, lo que impedía asumir un desafío similar al año siguiente, planteándole a Molina que era menester contar con una asesoría de apoyo a la gestión de la coordinación a su cargo, la que nunca se concretó. En las reuniones que mantuvo con Germán Molina tomó conocimiento que los mismos problemas se estaban presentando en otras áreas. Leslie Arredondo, que tiene entendido que a esa fecha tenía la calidad de encargada de la Coordinación de Administración, le manifestó que había dado cuenta a Germán Molina que tenía déficit presupuestario que le impedía pagar los honorarios del personal a su cargo por los últimos meses del año, agregando que Molina le había dicho que  hablara con él para solucionar el problema. Como a lo planteado por Leslie Arredondo no podía darle solución, porque los problemas presupuestarios existían, le pidió que le diera tiempo para conversarlo con el coordinador. A Molina le dijo que las cuentas asignadas a los proyectos estaban comprometidas y que no había manera de sacar recursos de ellas y que no había ninguna otra solución. Molina  sólo le dijo “tu tienes que solucionar el problema”. A esa época Cygsa Chile S.A. tenía contratos vigentes con concesiones y en una reunión con su representante, Perfecto Segura, y  ante una pregunta coloquial le dio a conocer el drama que a esa fecha tenía la Coordinación General de Concesiones, en el sentido que no había presupuesto para pagar los honorarios, le dijo que concesiones aparecía como una entidad funcional exitosa,  pero que al interior tenía problemas para funcionar. Advirtió que entendió su planteamiento y ofreció su colaboración para pagar los honorarios de las personas que trabajaban en concesiones respecto de las cuales había déficit. Le agregó que no había recursos para devolver el aporte  y que era muy difícil devolverlo con cargo al presupuesto de 2002, porque no sabía con qué recursos se dispondría ese año. Él le dijo que eso se viera más adelante, esto es, la forma de devolverle su aporte. No recuerda si en esa reunión se habló de cantidades. Segura le dijo que Francisco Romero Dettoni iba a ser el interlocutor válido de su empresa, para concretar los pagos de los honorarios de funcionarios de la coordinación. A Germán Molina le informó el resultado de la gestión, diciéndole que  se había solucionado el problema porque había recurrido a una consultora. No recuerda haberle dicho que la sociedad Cygsa Chile S.A., era la que iba a solucionar el problema. Germán Molina  en ningún momento planteó reparos al procedimiento que utilizó. Después le dijo a Leslie Arredondo que había solucionado su problema y que se contactara con Romero Dettoni para proceder al pago de los honorarios. Supone que ella fue la que le dijo a cada uno de los funcionarios que debían emitir sus boletas de honorarios a Cygsa Chile S.A, y era la encargada de entregar las boletas de honorarios a Romero y éste a su vez le entregaba los cheques. Tuvo el mismo problema respecto de las personas que trabajaban en su coordinación, esto es, que no tenía presupuesto para pagar honorarios de un grupo aproximado de 5 personas. Para solucionarlo le dijo a Luis Ayala, representante de APR Ingeniería  S.A., que tenía como 4 o 5 profesionales bastante eficientes que por problemas presupuestarios la Coordinación General de Concesiones no podía seguir pagándoles y le sugirió que los contratara para su empresa. Ayala entendió el problema y dijo que si era importante que estas personas siguieran trabajando en concesiones podía pagarles sus honorarios, y que a lo mejor los podía contratar al año siguiente si la coordinación seguía con el mismo problema. Al aceptar que pagara los honorarios, le pidió  la disponibilidad de estos profesionales para los requerimientos puntuales que tuviera su empresa en la Coordinación General de Concesiones. Le parece que Luis Ayala, a través de APR Ingeniería S.A. le pagó los honorarios a Miguel Ángel Jara y a Ignacio Gysling, no recuerda el nombre de los otros. Tiene entendido que Luis Ayala a la fecha que le planteó el problema de la coordinación no tenía contratos vigentes.

A fojas 9.533, respecto de las comunicaciones remitidas vía correo electrónico, que impresas rolan a fojas 679, 680 y 681, manifestó que Salvador Fernández se desempeñó en la Coordinación de Desarrollo y Gestión de Proyectos, cuya jefatura estaba a su cargo, le da la impresión que bajo la figura de un consultor a honorarios pagados por el ministerio. Por instrucciones superiores se debía reducir el personal, con la finalidad de superar el déficit, y por  lo que expresa Fernández en los correos habría sido despedido. No recuerda que el ministro Cruz lo haya instruido para que lo reubicara, tampoco que alguna autoridad le haya formulado una petición similar. Desconoce a qué se refiere cuando en el correo que rola a fojas 680 le solicita al ministro Cruz “… si puede implementar esa operación de salvataje…”.
Sergio Alejandro Escobar Jofré, a fojas 9.170, en la que en relación al servicio denominado “Aerofogramétrico para el Programa de Concesiones” adjudicado a la empresa C.C.P. Ingeniería S.A. por la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 3162, de 31 de diciembre de 2001, señaló que en diciembre de 2001 se desempeñaba como jefe de asesores de la Coordinación General de Concesiones, el coordinador a esa fecha era Germán Molina Valdivieso. En el ejercicio del cargo debía firmar todos los documentos de pago. Efectivamente le pertenece la firma estampada en la contra carátula de la resolución que se le exhibe y la estampó después de haber sido revisada por la persona que elaboró el documento  y también después de haber sido firmada por la jefa del Departamento de Administración, Leslie Arredondo Lepes. El hecho de haber estado estampada esas dos firmas en la contracarátula, significaba que el procedimiento utilizado era el correcto, esto es, que el servicio encargado era necesario y que se había elegido la cotización más conveniente para el interés fiscal. También le pertenece la firma estampada en la factura número 113, emitida por CCP Ingeniería  S.A. por la suma de $ 40.000.000.-, y la estampó también en el entendido que el trabajo se había efectuado y una vez que firmó  Aravena y  Arredondo.  La primera a diciembre de 2001 no ejercía una jefatura  y, por lo tanto, alguien debió haberla instruido para que emitiera la resolución y visara el pago de la factura. Como se trata de un servicio encargado a una empresa consultora, necesariamente un personero de concesiones debió haber estimado necesario el servicio encargado, emitido los documentos invitando a participar a varias consultoras y ese personero debe estar en conocimiento porqué se recurrió al procedimiento de adjudicar el trabajo a una consultora. Ese personero tendría que haber estimado necesario el trabajo y haber decidido a qué empresas se iba invitar  y también a quien correspondía adjudicársela.

A fojas 14.160 (fojas 1.547 letra A), señaló que desde noviembre de 2000 y hasta enero de 2003 se desempeñó como Jefe de Asesores del Coordinador General de Concesiones, Germán Molina Valdivieso. A noviembre de 2000 se estaba desempeñando como asesor en el Ministerio del Interior y fue invitado por Molina para servir el referido cargo pues se conocían de 1995, cuando desarrollaba la labor de Jefe de Gabinete de  Sergio Bitar, cuando era presidente del  Partido Por la Democracia. Fue contratado en el Ministerio de Obras Públicas como agente público y con una remuneración mensual de $2.600.000, que se pagaba mediante un cheque fiscal, previa entrega de una boleta de honorarios al ministerio. Aparte de esta suma de dinero no percibió otras por ningún concepto. El pago de los honorarios correspondientes al mes de noviembre de 2000 se vio entorpecido porque no se cursó su decreto de nombramiento, porque el Ministerio del Interior no había cursado su renuncia, hecho que le comunicó Jorge Torres González, Jefe de la Unidad de Administración de Concesiones. Ante su necesidad económica le señaló que se le podía facilitar dinero, con cargo al sueldo que a futuro se iba a pagar. Parte de los $2.600.000 fue depositado en su cuenta corriente mediante un cheque y la otra fue entregada en efectivo por alguien que no está en condiciones de identificar. Como sabía que a esa época estaba vigente un contrato de apoyo con Gate S.A., supuso que se había recurrido a ese contrato para facilitarle dinero. Una vez que se regularizó su situación remuneracional y en los primeros días de marzo de 2001 devolví los $2.600.000, mediante un cheque abierto que pasé a Jorge Torres, dando por solucionado el problema. Esa fue la única suma de dinero que recibió de Gate S.A. No conoce a ninguna persona de nombre Cristian Fuentes, persona a la cual aparece girado el cheque. Sólo procede de su puño la cantidad escrita en números y letras, la fecha y la firma estampada en el documento. 

A fojas 18.388 ratificó su declaración y agregó que firmó el decreto que se le exhibió en su oportunidad en el sumario, sin tener constancia que un funcionario de concesiones había utilizado el procedimiento que describe, porque en la administración pública se actúa de buena fe y uno no tiene porque suponer que no iban a realizar su trabajo  las personas que firmaban, expertas en contratar y hacerse cargo de los procesos y revisar los aspectos técnicos de los contratos, ya sea en la etapa administrativa, de construcción o de explotación; que tenía una delegación de firma para la aprobación de los gastos y pagos que lo obligaba a estampar su firma en todos los documentos de pago, por encargo del Director General de Obras Públicas y del Coordinador General de Concesiones de la época; que la verificación de los antecedentes en la administración pública viene dada por las firmas o moscas que estampan las personas responsables de la materia sobre la cual se está emitiendo el documento.  

A fojas 18.958, manifestó que se desempeñó como agente público entre los años 1998 y 1999 y hasta el año 2002, desempeñando jefaturas. En los últimos dos años fue Coordinador de Desarrollo y Proyectos de la Coordinación General de Concesiones, también fue inspector fiscal de varios estudios. 

La partida pro forma es una partida que tiene por finalidad hacer frente a gastos no previstos o contingentes del contrato donde fue establecida y su administración le corresponde al inspector fiscal porque es parte del contrato. El inspector fiscal es el responsable del contrato y, por lo tanto, de la administración de la partida pro forma, pero como forma parte de una organización, y tiene superiores jerárquicos, podría recibir instrucciones de cómo administrarla pero siempre en el marco del contrato, porque está establecida para que se pueda ejecutar a cabalidad el contrato. 

Los gastos generales de un contrato son los que establece cada consultor en el marco de su estrategia de negocio para presentarse a una licitación, que refleja su estructura de costos para efectuar el trabajo adjudicado, y de acuerdo a las bases de licitación se puede explicitar o no en el precio de la consultoría. 

No puede haber una administración centralizada de las partidas pro formas o de los gastos generales por personeros que no son los inspectores fiscales de los contratos en que están consultadas dichas partidas, para darle un destino diferente, por la definición dada, salvo que reciba una instrucción de un superior en ese sentido. En la Coordinación General de Concesiones el superior de un inspector fiscal era el Dirección General de Obras Públicas, en lo administrativo, pues en lo funcional era el Coordinador General de Concesiones. 

Nunca recibió instrucciones del Coordinador General de Concesiones en orden a que debía efectuarse una administración centralizada de los dineros consultados en las partidas pro formas  y gastos generales,  y nunca escuchó que se hubiere dado una instrucción en el sentido indicado. 
Rafael Jorge Urriola Urbina, a fojas 9.535, en la que señaló que por los temas que se plantean en el correo que impreso rola a fojas 711, es probable que lo haya recibido. Sergio Cortés en ese correo le plantea el caso de un señor de apellido Torres, que si se trata de Jorge Torres González era un funcionario de concesiones y, por lo tanto, los eventuales problemas que Cortés le indica tendrían que haberse resuelto en concesiones. Jaime Massardo es una persona que hizo un estudio sobre el bicentenario, que duró aproximadamente dos meses, que le da la impresión que fue pagado por la Dirección de Arquitectura. Tratándose de Pardo, se refiere a Vicente Pardo, asesor en el Ministerio de Transporte, que decía que le debían plata, situación de la que no tenía conocimiento, salvo por lo que él manifestaba. La deuda que decía que se tenía con él era, en todo caso, anterior al período en que asumió como Jefe de Gabinete. No sabe si la deuda fue reconocida, menos si fue pagada. Respecto de los correos que impresos rolan a fojas 720 y 721, manifestó que, no obstante lo expuesto por el ministro Cruz en el que rola a fojas 720, Eduardo Jarpa no era su amigo y era una persona que estaban despidiendo del Departamento de Recursos Humanos de la subsecretaría, porque sus servicios no eran necesarios. Jarpa era el encargado desde la subsecretaría para contactarse con los diferentes gremios del ministerio. Solicitó ser reubicado en alguna parte, petición que se la formuló a Cruz, a él y a otras autoridades del ministerio. Su respuesta rola a fojas 721, en la que manifiesta que se le va a reubicar en algún puesto por un período corto, no más de dos meses, sin embargo no recuerda donde fue reubicado. En el correo que impreso rola a fojas 721, expresa que era difícil su reubicación  y que el sueldo que recibía era bastante superior al de mercado, sueldo que no sabe quien fijó. 

Ivannia Isabel Goles Barrientos, a fojas 9.536, en la que señala que efectivamente recibió el correo que impreso  rola a fojas 708, por el que el ministro Cruz le solicita que contrate a una persona de apellido Molina, hermano del Coordinador General de Concesiones, Germán Molina Valdivieso, respondiéndole de la manera como se aprecia en el correo que impreso rola a fojas 709. El hermano de Molina, que le parece que se llama Alejandro, tiene la impresión que se desempeñó en los años 2000-2001, por un período aproximado de un año, no fue contratado por la Dirección de Arquitectura pero sus honorarios los fijó ella y fueron pagados por la Coordinación General de Concesiones, desconociendo si hubo contrato  y qué recursos se utilizaron para su pago. Lo más probable es que haya llamado a Cortés Castro para que adoptara el procedimiento de pago de los honorarios de Molina. Este señor que era productor de eventos culturales, desarrolló labores en el Departamento de Obras y Artes de la Dirección de Arquitectura. A la época de los correos que se le exhiben,  estaba intentando contratar a un asesor para que buscara nuevos instrumentos para incorporar obras de arte en el espacio público, a través de la incorporación de empresas mediante la llamada ley Valdés. De esta búsqueda no le informó al ministro y, por lo tanto, sólo hubo coincidencia con la petición que le formuló


A fojas 354 letra A, (fojas 12.990 letra A), en la que señaló que  de marzo de 1990 a abril de 1994 se desempeñó como Secretaria Regional Ministerial de Obras Públicas, Décima Región. Igual función cumplió en la Cuarta Región entre octubre de 1997 y el 10 de marzo de 2000, desempeñándose desde esta última fecha como Directora Nacional de Arquitectura del Ministerio de Obras Públicas. Es empleada pública y desempeña un cargo de confianza del Presidente de la República, percibiendo un sueldo mensual grado 1-C  de la Escala Única de Remuneraciones y cumple el horario normal de la administración pública. Desde mayo de 2000 comenzó a desarrollar labores adicionales, a petición del ministro Cruz, que consistieron en prestar asesoría desde la experiencia en la arquitectura pública, cómo incorporar en el área de concesiones proyectos no desarrollados. La labor se tradujo en documentos de diferente naturaleza, en asesorías propiamente tal, prestadas en reuniones de trabajo, y lo fundamental fue que en las bases de licitación de las nuevos proyectos se recogieron las ideas que entregó. Esta labor la desarrolló hasta enero de 2002, fuera del horario normal de trabajo y no estaban comprendidas en las labores propias de una Directora Nacional de Arquitectura. Recibió mensualmente la suma neta de $900.000, monto que fue fijado por Carlos Cruz. Sergio Cortés en el período que va de mayo de 2000 a abril de 2001 le entregaba los cheques, provenían de una  cuenta corriente del Banco Santander. Extendió boletas a Asyr Consultoría y a Diagnos. Cuando le preguntó a Cortés las  razones por las cuales debía extender esas boletas, le dijo que no se preocupara porque la situación se iba a regularizar. A contar de mayo de 2001 iba a la oficina de Carlos Uribe o él concurría a la suya y le entregaba en efectivo la suma de $900.000. Esta situación le pareció rara, pero tenía depositada la confianza en la institución y en la jefatura. Por estas sumas de dinero no dio boletas. Consultó en varias oportunidades a Uribe y Cortés las razones por las cuales no se le pedía una boleta, manifestándole que se iba a regularizar la situación. De febrero a diciembre de 2002 se le siguió pagando la misma suma de dinero, pero mediante un procedimiento regularizado que fue tomado de razón por la Contraloría General de la República. Desde enero de 2003 sólo recibió su sueldo de Directora Nacional de Arquitectura.
Sandra Fabiola Pastén Pizarro, a fojas 9.578, en la que señaló que nunca ha desempeñado labores que no sean las propias de la casa. Por lo  tanto, nunca ha trabajado en la Coordinación General de Concesiones ni en el  Ministerio de Obras  Públicas, tampoco en Servilily Ltda., desconociendo el giro de esa empresa. 


Le parece que en los primeros meses de 2000 obtuvo cuenta corriente en el Banco Boston número 8774098, con la finalidad de llevar en forma ordenada los pagos de la casa y pagar las cuentas con la tarjeta de red compra. Su marido, Jorge Torres González, depositaba en esa cuenta parte de su sueldo. También dineros que le mandaba su suegro que ascendía a una suma aproximada de $ 400.000.-, para pagar los estudios de su cuñado en la Universidad Andrés Bello. Nunca tuvo un gran movimiento esa cuenta. 
Respecto del cheque por la suma de $ 4.000.000.- girado el 10 de agosto del 2000 en forma nominativa y contra la cuenta corriente de Servilily Ltda., manifiesto que desconocía que se había girado un cheque nominativo a su persona y no sabe porqué. Efectivamente al dorso del cheque aparece una anotación que daría cuenta que fue depositado en la cuenta corriente 8774098 del Banco Boston, pero no procede de su mano dicha anotación y no sabe a quien pertenece, no la reconoce.

Raúl Hernán Toledo Salvatierra, a fojas 9.586, en la que señaló que Lidia Aguilera en el 2000 lo contrató para que hiciera unos muebles para unas oficinas, ubicadas en el 4° piso de calle Merced casi al llegar a Miraflores y en el 7° piso del edificio ubicado en Morandé frente a la Moneda. También reparó unos muebles en una oficina ubicada en el cuarto piso de calle Moneda 1040, dependencias de la Dirección de Planeamiento. Esos trabajos los hizo con Juvenal López, Danilo cuyo apellido no recuerda y dos personas más, cuyos nombres tampoco recuerda. Por el trabajo total cobró una suma aproximada de $ 4.000.000.- Con los dos cheques que se le exhiben, por la suma de $ 1.200.000.- y $ 2.000.000.-, ambos de mayo de  2000, y de la cuenta corriente de  Servilily Ltda. se pagó parte del precio. Ninguna de las personas que trabajó con él recibió dinero directamente de Lidia Aguilera o de la sociedad Servilily Ltda.

Guillermo Hernán Jara López, a fojas 9.587, en la que señaló que entre 1999 y 2001 se desempeñó como contador en Servilily Ltda., cuyo giro era la prestación de servicios de aseos y servicios personales a terceros. Percibía una remuneración variable que era pagada mediante cheque y, en algunas oportunidades, en dinero efectivo. Todos los cheques que aparecen indicados en el informe pericial evacuado en autos, en las páginas que rolan a fojas 389 a 390, fueron cobrados por él y corresponde a pagos de sus honorarios, que ascendían mensualmente a una suma aproximada de $ 65.000.-, las sumas superiores corresponde a honorarios por la confección de los balances. El cheque por $ 1.874.640.- lo  cobró y entregó en efectivo a la secretaria de Aguilera y tiene entendido que con ello pagaron a terceros proveedores. Le parece que a lo mismo corresponde el cobro de los cheques por las sumas de $ 300.000.-, $ 486.670 y  $ 345.800.-. Carlos Aravena se desempeñaba como asesor de gestión de la empresa. A veces participaba en las reuniones y pedía información de la empresa para presentarla en distintas licitaciones públicas. Él estaba presente en las reuniones como asesor de Aguilera. Aravena le hacía consultas tanto relativas al negocio de Servilily como también de tipo privadas, porque estaba en la universidad estudiando. Aravena a abril o mayo de 1999 ya se desempeñaba  como asesor y lo siguió siendo hasta por lo menos diciembre de 2001. 
Rogelio Edgardo Henríquez Pizarro, a fojas 9.600-31, en la que señaló que el cheque de la cuenta corriente bancaria de Servilily Ltda. por la suma de $ 5.000.000.-, girado en forma nominativa el 20 de febrero de 2001, lo cobré por ventanilla en el banco, sin recordar porqué cobro ese cheque, a qué obedece el giro y que hizo con el dinero. Nunca prestó ningún tipo de servicios a Servilily Ltda. y nunca le emitió una  boleta de honorarios. Esa empresa a febrero de 2001 prestaba servicios de aseo a la Coordinación General de Concesiones.

A fojas 9.603, indicó que el cheque por la suma de $ 5.000.000.- debió haberlo cobrado cumpliendo instrucciones directas de la jefatura, esto es, de Jorge Torres Gonzáles  o de Juan Carlos Véliz Hernández, y, por lo tanto, una vez cobrado el cheque debió haber entregado en efectivo el dinero a uno de los dos. El inspector fiscal de Servilily Ltda. era Jorge Torres.

 A fojas 15.027 (fojas 2.413 letra A), señaló que ingresó a prestar servicios en la Coordinación General de Concesiones en noviembre de 1999, a través de un contrato de apoyo que el ministerio tenía con Gate S.A. Por lo  tanto, sus honorarios que ascendían a la suma aproximada de $ 700.000.- los pagaba esa sociedad, previa emisión de la respectiva boleta de honorarios. Esa empresa pagó sus honorarios hasta mayo de 2000. Los servicios los prestaba en la Unidad de Servicio y Finanzas de la Coordinación General de Concesiones, a cargo de Jorge Torres González y de Juan Carlos Véliz. Desde junio de 2000 a junio de 2001 sus honorarios fueron solucionados por el M.O.P. Administración Sistema de Concesiones; los de agosto, septiembre y octubre por el Instituto de Economía; los de noviembre, diciembre de 2001 y enero de 2002 por Cygsa Chile S.A.; los de febrero de 2002 por el Instituto de Economía y de marzo a diciembre de ese año por la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile. Desde 2003 y a la fecha de su declaración los honorarios los paga el Ministerio de Obras Públicas. Todos los honorarios pagados por las instituciones indicadas lo fueron por concepto de servicios efectivamente prestados en la Coordinación General de Concesiones. 
En cuanto a la boleta emitida a la empresa constructora Cruz y Dávila e Ingenieros Consultores en septiembre de 2000, por la suma bruta de $ 5.555.556.-, no corresponde a una prestación de servicios a dicha sociedad, si no que la emitió a petición de Jorge Torres González, según le dijo para pagar los aguinaldos a funcionarios de concesiones. Recibió un cheque girado en forma nominativa a su persona de Cruz y Dávila y una vez que lo cobró se lo pasó en efectivo a Torres González. No tiene la certeza que se haya entregado esa suma a título de aguinaldos a los diferentes funcionarios, pero si puedo señalar que hubo pagos por ese concepto, desconociendo el monto y los funcionarios beneficiados. Esa es la única boleta de honorarios que facilitó a terceros y, por lo tanto, el resto corresponde a la prestación efectiva de servicios.
Humberto Eduardo Torres González, a fojas 11.941, en la que señaló que se desempeñó como Director de Planeamiento de la Quinta Región entre abril o mayo de 2001 a julio de 2002, cargo al que postuló mediante un concurso público. Su sueldo se pagaba mediante un cheque fiscal equivalente a un grado 6 o 7 de la escala única de remuneraciones, tenía la calidad de empleado público porque estaba a contrata. Nunca percibió remuneraciones adicionales. No ha percibido la suma de $ 10.800.000.- de que da cuenta el cheque girado a su orden el 12 de enero de 2001, proveniente de la cuenta corriente de APR Ingeniería  S.A., en el dorso se puede apreciar una anotación de que se habría depositado en una cuenta del Banco Santiago número 02-049383-7, cuenta que no le pertenece, tampoco la anotación  procede de su mano. No conoce a Yerko General y  la firma de endoso no le pertenece. No tiene idea para qué se destinaron esos dineros. Su hermano, Jorge Torres González, le pidió su talonario de boletas de honorarios sin dar motivo y cuando se lo devolvió advirtió que una boleta había sido emitida a dicha empresa y dos más también por la suma aproximada de $ 5.000.000.- cada una, sin recordar a quienes se emitió. El dinero no lo percibió y no sabe a qué se destinó, sólo se benefició con la devolución de impuestos. Cuando le pidió a su hermano la devolución del talonario, le dijo que lo tenía Juan Carlos Véliz, funcionario de la coordinación, al que conoció por la relación profesional que tenía con su hermano. 
A fojas 9600-13, exhibió el talonario de boletas de honorarios, que da cuenta de lo siguiente: la boleta N° 54 aparece emitida a Geofun Ltda. por la suma líquida de $ 3.354.001.-; la N° 55 a Mynco Ltda. por $ 1.000.000.-; la N° 57 a R y Q Ingeniería Ltda. por $ 7.000.000.-; la N° 58 a igual empresa  por $ 4.860.000.-; la N° 60 a Geofun Ltda. por $ 3.367.821.-; la N° 63 a Gate S.A. por la suma de $ 5.400.000.-. Ninguna emitió y no obedecen a servicios profesionales prestados, sólo se benefició con la devolución de impuestos. No reconoce de quien proceden las anotaciones estampadas en las boletas, ni tampoco la firma de aceptación estampadas en ellas. La boleta Nº 64, por las fechas de las emitidas antes y después de esa, debería corresponder a aquella que respalda el giro del cheque por la suma de $ 10.800.000.- girado por la empresa APR Ingeniería Ltda. Tiene la impresión que solo fue escrita la boleta original, porque la copia no contiene ninguna mención.
Osvaldo Ignacio Torres Gutiérrez, a fojas 9600-17, señaló que desde hace tiempo conoce a Carlos Cruz Lorenzen porque militan en el mismo partido político. En el curso de los años 98 y 99 andaba buscando trabajo para mejorar sus ingresos, y atendido a que se había producido un debate a raíz de una propuesta formulada por un consorcio privado a las Municipalidades de La Reina y Peñalolén, relativa a la construcción de un tren sobre el canal San Carlos, entre Puente Alto y Príncipe de Gales y la alternativa Tobalaba- Escuela Militar, se acercó a Carlos Cruz, que a esa época era Coordinador General de Concesiones, manifestándole que era necesario hacer un estudio relativo al impacto social y cultural que el tren ligero podía tener sobre la comunidad y que estaba en condiciones de hacerlo. Cruz, a fines de 1999, le señaló que era interesante el trabajo y  que lo hiciera y que se le pagaría la suma de $ 12.000.000.-. Agregó que la contraparte sería su asesor Oscar Figueroa, el que le exhibió unos términos de referencia, desconociendo su autoría. Trabajó en el referido estudio entre diciembre de 1999 y marzo o  abril de 2001 y elaboró informes que no eran mensuales que presentaba a Oscar Figueroa. Para los efectos del pago de sus honorarios que, de acuerdo lo conversado con Cruz, se iban a efectuar contra entrega de informe, habló con Sergio Cortés Castro que lo derivó a la oficina de contabilidad del ministerio. Los honorarios se pagaron con cheques y nunca recibió dinero en efectivo. 
No dio boletas de honorarios porque en contabilidad le dijeron que cuando  entregara el informe final y se pagara la última cuota tenía que emitirla por la suma total de $ 12.000.000.-, lo que nunca ocurrió. No sabe el destino que se le dio a sus informes, desconoce donde puedan estar, pero Oscar Figueroa quedó satisfecho con el trabajo. Figueroa, previo al pago de los honorarios, visaba la calidad de los informes y supone que  llamaba a contabilidad para que se cursara el pago. Los cheques nunca fueron por montos iguales, desconoce quien era la persona que determinaba el monto de los pagos parciales. Nunca informó a Cruz acerca del trabajo que estaba haciendo, toda la relación fue con Figueroa. No firmé ningún contrato o convenio de honorarios, todo el acuerdo fue verbal con Cruz.

Ricardo Arturo Katz Bianchi, a fojas 9.634, en la que señaló que es socio de Gestión Ambiental Consultores S.A., era su representante a febrero de 2001, la que se encuentra inscrita en el Registro de Consultores del Ministerio de Obras Públicas y que se ha presentado  a diferentes licitaciones públicas y privadas,  llamadas tanto por el Ministerio de Obras Públicas como por la Coordinación General de Concesiones. Los únicos estudios efectuados para el Ministerio de Obras Públicas son uno de febrero de 2001 y otro de fines de 2002 y de que dan cuenta las facturas que exhibe. El primer estudio decía relación con un informe  técnico en temas ambientales para los proyectos del programa de riego de la Coordinación General de Concesiones, relativo al embalse El Bato, por la suma de $5.170.282.-, pagada en una sola cuota. El otro se trataba de la prestación de un servicio respecto de la gestión de seguimiento ambiental de obras concesionadas, por un monto total de $ 6.540.000.- pagado en 3 cuotas. Los trabajos fueron ejecutados a plena conformidad del ministerio y los informes deben estar en dependencias de dicha repartición. El primer trabajo se adjudicó por propuesta privada  y el segundo por propuesta pública.
Irene del Carmen Molina Hermosilla, a fojas 9.846, en la que señaló que Jorge Torres González, empleado de la Coordinación General de Concesiones, que conoció por intermedio de su cónyuge Carlos Aravena Salinas, le pidió que le facilitara dos boletas de honorarios, sin dar razones, y que se las extendiera a CCP Ingeniería Ltda.,  una por la suma de $ 2.000.000.- de 25 de julio de 2000, y la otra es por $ 1.000.000.- de 14 de agosto de 2000. Por lo tanto, nunca ha prestado servicios a CCP Ingeniería Ltda. y no fueron en su beneficio las sumas de dinero indicadas. Sólo se benefició con la devolución del impuesto.
Iván Alfredo Cisterna Aravena, a fojas 9.995, en la que expresó que ingresó en febrero de 1999 a prestar servicios de aseo en la Coordinación General de Concesiones, contratado por Servilily Ltda. porque conocía a Lidia Aguilera. No recuerda cómo le pagaron el sueldo hasta agosto de1999, porque no tiene boletas emitidas, pero a partir de agosto de ese año se lo paga la referida sociedad. Estuvo como 6 meses prestando servicios de aseo, porque después fue contratado como auxiliar. Los honorarios siguieron siendo pagados por diferentes empresas que prestaban trabajo de apoyo a la coordinación, como Gate S.A.   y la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, mediante cheques previa emisión de las boletas de honorarios. Desde enero de 2003 está contratado por el MOP-Administración Sistema de Concesiones, fecha desde la que recibe un cheque fiscal y emite la respectiva boleta de honorarios. Sólo ha recibido honorarios pagados por Servilily Ltda., Gate S.A, Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile y el Ministerio de Obras Públicas y no ha percibido sumas de dinero extra por ningún concepto, en efectivo o mediante cheque. 
Respecto del cheque que se exhibe por la suma de $ 1.312.968.- girado el 16 de septiembre de 1999, proveniente de la cuenta corriente de Servilily Ltda, señaló que a esa fecha se desempeñaba como auxiliar en la coordinación, por lo tanto, un jefe debió haberlo mandado a cobrarlo entregándole el dinero. Por el tiempo transcurrido no recuerda quien fue, pero pudo haber sido Sergio Cortés, Juan Carlos Véliz, Jorge Torres o Luis Jara.

Ricardo Froilan Lagos Escobar, a fojas 10.609, en la que manifestó que, según consta del decreto supremo Nº 306 de 1994, de Interior, publicado en el Diario Oficial de 31 de marzo de 1994, fue designado en el cargo de Ministro de Obras Públicas a contar del 11 de marzo de 1994, el cual desempeñó hasta el 31 de junio de 1998, lo que consta en el decreto supremo de aceptación de renuncia, Nº 1590 de 1998 de Interior, publicado en el Diario Oficial de 22 de agosto de 1998, lo anterior, sin perjuicio de las subrogancias que de conformidad a la ley tuvieron lugar durante dicho periodo.

Las medidas que adopta un Ministro de Estado se materializan en actos administrativos, que se dictan conforme a las normas y procedimientos establecidos por el ordenamiento vigente, y, según prescribe el artículo 24 de la Ley Orgánica  Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, la administración interna de los ministerios corresponde a las respectivas subsecretarías.

Agregó que durante su desempeño como Ministro de Obras Públicas no adoptó medidas que escaparan a la regularidad administrativa vigente y que, de conformidad al ordenamiento jurídico, el examen y control de la regularidad administrativa de los actos y resoluciones ministeriales es de competencia de la Contraloría General de la República, órgano al que corresponde calificar dicha circunstancia y representar las deficiencias o irregularidades que detecte. El artículo 98 de la Constitución Política de la República dispone que corresponde al mencionado órgano autónomo ejercer el control de legalidad de los actos de la Administración y fiscalizar el ingreso y la inversión de los fondos fiscales. En ejercicio de la primera de estas funciones, la contraloría debe tomar razón de los decretos y resoluciones o representar la ilegalidad de que pudieren adolecer. Aquellos actos que fueren representados por la contraloría y cuyos defectos no fueren subsanados, no nacen a la vida jurídica y no pueden ejecutarse. Por otra parte, para el cumplimiento de las funciones privativas que la constitución le encomienda, la ley Nº 10.336, Orgánica Constitucional de la Contraloría General de la República, asigna a ese órgano el examen y juzgamiento de las cuentas que deben rendir las personas y entidades que administran bienes públicos (arts. 1º, 7º y 85 y ss.), así como la inspección y la realización de auditorías en dichas reparticiones, destinadas a fiscalizar la aplicación de las disposiciones sobre administración financiera del Estado y sobre ejecución presupuestaria de los recursos públicos (art. 21 A). Son, en este mismo sentido, funciones y potestades de la Contraloría General de la República constituir delegados en los organismos públicos para desarrollar investigaciones e inspecciones, con amplias facultades, pudiendo ellos ordenar la instrucción de los procedimientos administrativos sancionatorios tendientes a hacer efectiva la responsabilidad administrativa (art. 131  y ss.) y debiendo, en todo caso, informar a los tribunales ordinarios de justicia acerca de los hechos que pudieren ser constitutivos de delitos de competencia de éstos (art. 139). Por consiguiente, es la Contraloría General de la República el ente que puede informar acerca de la regularidad administrativa de los actos de administración del Ministerio de Obras Públicas.

Añadió que los Ministros de Estado no ejercen funciones operativas en sus respectivas carteras, por lo tanto, no les cabe participación en la materialización de los proyectos que se desarrollan a través de las mismas.

A fojas 18.877, señaló que se desempeñó como Ministro de Obras Públicas entre el 11 de marzo de 1994 y el 1 de agosto de 1998, fecha en que renunció; que la Coordinación General de Concesiones existía desde su antecesor, Carlos Hurtado, que la organizó como una dependencia de la Dirección General de Obras Públicas, bajo la dirección de un Coordinador General de Concesiones, y con la finalidad de llevar a cabo las concesiones de obras públicas que permitían al sector privado financiar esas obras y recuperar lo invertido por la vía de peajes en el caso de los caminos, u otros mecanismos para otro tipo de concesiones. Su finalidad era poder complementar los recursos fiscales ante el enorme déficit que el país tenía en materia de estructura,  al que se refirió en una respuesta dada por escrito con anterioridad.

Agregó que las respectivas direcciones del Ministerio de Obras Públicas y en la Coordinación General de Concesiones se adoptaban las decisiones respecto a los estudios que se debían realizar en el año respectivo, o que eran necesario efectuar para el cumplimiento de los objetivos del Ministerio; que los directores nacionales eran los facultados por ley para realizar las licitaciones, y, en el caso de las concesiones, las convocaba el Coordinador General de Concesiones a través de la Dirección General de Obras Públicas, bajo los procedimientos de las materias reguladas por el Ministerio de Obras Públicas. La autoridad superior de las direcciones del Ministerio de Obras Públicas y de la Coordinación General de Concesiones era el Director General de Obras Públicas, que  debía velar por el cumplimiento de la ley, y tratándose de la fiscalización de cada contrato dicha obligación recaía en el inspector fiscal que debía ser designado precisamente para ese efecto; que si se decidía efectuar un estudio debía ejecutarlo aquél a quien el jefe del servicio respectivo encomendara esa tarea.

Añadió que como Ministro de Obras Públicas no implementó medidas de control en la Coordinación General de Concesiones, porque no le correspondía, pues la ley establece que ello corresponde a la Dirección General de Obras Públicas, porque la Coordinación General de Concesiones era un organismo funcional que dependía de ella. En la coordinación existía un concejo consultivo presidido por él o por el Subsecretario, y cuyo objeto era coordinar las tareas de la Coordinación General de Concesiones en sus relaciones con las distintas divisiones y departamentos del Ministerio de Obras Públicas. Dicho concejo lo integraba el Ministro de Obras Públicas, el Subsecretario de Obras Públicas, el Coordinador General de Concesiones, el Director General de Obras Públicas, los directores nacionales de las direcciones del Ministerio de Obras Públicas y el fiscal del ministerio, a veces, dependiendo de la materias, concurrían otros funcionarios del ministerio o de concesiones, y los asuntos que se trataban eran de coordinación y complementación con las respectivas direcciones nacionales.

Expresó que propició un proyecto de ley que mejoraba las remuneraciones de los profesionales que se desempeñaban en el ministerio, porque se tenía una planta de funcionarios públicos muy rígida que no permitía enfrentar adecuadamente todas las necesidades, estimándose por el gobierno necesario establecer un marco más adecuado. El proyecto se envió al Congreso Nacional en el año 96, que lo aprobó en mayo o junio del año 98, pero desafortunadamente el Tribunal Constitucional consideró que no estaba conforme con la Constitución Política y la parte medular del proyecto no se transformó en ley, esto ocurrió el 28 de julio de 1998, 2 días antes que renunciara al cargo. 

No diseñó ningún sistema de remuneración adicional, en tanto no es función que corresponde a un Ministro de Estado. No le resulta familiar el nombre de Jaime Balboa, pero Matías de la Fuente se desempeñó brillantemente como jefe de asesores y después como director suplente de la Dirección de Planeamiento. Aliro Verdugo fue designado fiscal cuando se produjo la defunción del que venía del gobierno anterior. Eligió a de la Fuente por su competencia como ingeniero civil, venía de desempeñarse como subdirector del Servicio de Impuestos Internos, y a Aliro Verdugo porque era un abogado que había hecho una carrera muy distinguida en la Contraloría General de la República. Su intervención fue decidir los nombramientos, pero no recuerda haber tenido participación en el tema remuneraciones.

Como Ministro de Obras Públicas no le correspondió autorizar práctica alguna en materia de remuneración y son los jefes de servicio los que están por ley autorizados para disponer las contrataciones del personal a su cargo. Los Ministros de Estado son los que deben  hacerse cargo de eventuales problemas que surjan en su cartera; y las Secretarías de Estado, en particular el Ministerio de Obras Públicas, tienen asignada en la Ley de Presupuesto un ítem para solventar todas las necesidades para el cumplimiento de sus fines, autorizando la legislación la reasignación de recursos en partidas presupuestarias, sin perjuicio de que, además, los ministros para el cumplimiento de su labor y si es necesario deben relacionarse con el Ministro de Hacienda directamente, no interviniendo el Presidente de la República en negociaciones presupuestarias entre ministerios, a menos de que haya razones de fuerza mayor, sin recordar que se le haya requerido su intervención para el cumplimiento de los compromisos del programa de concesiones, para la fusión de los ministerios y resolución de las contingencias a que alude Cruz a fojas 1.389.

Señaló que desconoce completamente a qué se refiere Cortés cuando dice que se entregaban dineros a Cruz. Respecto de los dichos de Cruz  a la prensa, manifestó que talvez se refiere a la costumbre de entregar a cada  Ministro de Estado una cantidad de dinero con cargos  a gastos reservados, para que con ello se hicieran cargo de los gastos de representación propios de sus funciones, costumbre que tenía una larga data. Dicha costumbre fue objeto de regulación mediante un proyecto de ley  que envió al  Congreso Nacional, que contó con el apoyo de todos los sectores políticos, que expresa que no podrá con cargo a gastos reservados remunerarse a ningún funcionario público. Luego de la vigencia de esta ley, Nº 19863, los Ministros de Estado recibieron montos para gastos de representación como parte de su remuneración.

Por último, expresó que como Presidente de la República se enteró de una investigación judicial que inicialmente estuvo a cargo del ministro Aránguiz y posteriormente de la ministra de esta causa, recordando que el ministro Etcheberry lo mantuvo informado del desarrollo de la causa, con instrucciones de ayudar a esclarecer lo ocurrido, y que tiene entendido que el ministro Etcheberry adoptó medidas para que actuaciones que pudieran dar origen a ilícitos terminaran, sin perjuicio de la labor que correspondía a los tribunales de justicia. Los hechos materia de la investigación los conoció por el inicio de las acciones judiciales, a fines de 2002, de la forma como lo relató, y el  ministro Cruz dejó la cartera en enero de 2002 como resultado de un ajuste del gabinete.

Leída la declaración de Sergio Cortés Castro, que está transcrita de fojas 18.451 a 18.453, manifestó que desconocía absolutamente lo que se plantea. También que no tuvo conocimiento del procedimiento adoptado por Carlos Cruz Lorenzen, como Coordinador General de Concesiones, primero, y después como Ministro de Obras Públicas, y de que da cuenta en su declaración que rola a fojas 18.520, en cuanto a que dio instrucciones para que se ejerciera una administración centralizada de las partidas proformas y de las partidas por gastos administrativos generales consignadas en los contratos adjudicados por la Dirección General de Obras Públicas a diferentes consultores y que son materia de la investigación judicial, ello porque no corresponde al conocimiento de un Ministro de Estado y menos de un Presidente de la República. El superior jerárquico del Coordinador General de Concesiones es el Director General de Obras Públicas, y mientras fue ministro ninguno le informó de hechos de los que ha tomado conocimiento en esta audiencia. En estricto rigor el Presidente de la República mantiene un ministro en su cargo mientras mantenga la confianza, y le pedirá la renuncia en el evento que la pierda o que por razones de carácter político sea necesario un ajuste ministerial, pero como ha señalado que nunca tuvo conocimiento de los hechos relatados por Cortés Castro, no tenía por qué adoptar medidas al respecto. 
Luis Eugenio del Carmen Larraín Barros, a fojas 10.652, en la que señaló que arribó a la conclusión final signada como 3.1 de su informe pericial, de que habrían aproximadamente 1.000 lotes expropiados no apoyados por Abaco pero pagados por el Fisco a esa empresa, teniendo en consideración lo declarado por Dolores Rufián en el proceso y en lo que le manifestó verbalmente en una entrevista. Su versión le dio plena confiabilidad e hizo fe de lo que le dijo, atendido a que en la época de los hechos se desempeñó como jefa de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones e inspectora fiscal de los contratos cuestionados. En relación a la conclusión signada con el punto 3.2, arribó a ella examinando las bases de datos del ministerio; la conclusión signada con el punto 3.3 examinando las doce resoluciones materia de la pericia, cuyo resultado denota un aumento de precio en los valores de los lotes contratados y pagados, lo que ocurre a partir de la Resolución N° 444 y hasta la N° 398. El cumplimiento del cometido se vio afectado porque la base de datos del ministerio no contiene la información necesaria para analizar y extraer conclusiones, y, además, porque no fue posible contactarse con los representantes de Abaco para que le proporcionaran la información que requería, no obstante las múltiples gestiones que hizo en ese sentido.
Guillermo Ramón Sebastián Pickering de la Fuente, a fojas 10.754, en la que señaló que, de acuerdo a la Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, contenida en la Ley N° 15.840, vigente a la fecha que desempeñó el cargo de Subsecretario de Obras Públicas, la estructura orgánica de dicha Secretaría de Estado difiere fundamentalmente de la generalidad de los ministerios, en los que efectivamente el subsecretario es el que tienen a cargo la administración de todos los recurso de los ministerios, tanto humanos como materiales. El Ministerio de Obras Públicas está constituido por diferentes servicios públicos diferenciados, con planta propia y recursos propios,  y con jefes de estos servicios que tiene amplias facultades para dirigirlos, todo conforme lo previene el artículo 22 de la ley orgánica, sin perjuicio de otras facultades  específicas establecidas en la misma ley orgánica. Ninguno de estos servicios dependía, para los efectos de la administración, del Subsecretario de Obras Públicas. Los servicios a los que alude son aquellos que están señalados en el artículo 13 de la ley orgánica y son: Dirección de Planeamiento, Dirección de Arquitectura, Dirección de Riego, Dirección de Vialidad, Dirección de Obras Portuarias, Dirección de Aeropuerto y Dirección de Contabilidad y Finanzas, los que, según esa misma norma legal, integran la Dirección General de Obras Públicas. Además está la Dirección General de Aguas, la Superintendencia de Servicios Sanitarios y el Instituto Nacional de Hidráulica, que tampoco dependen del Subsecretario. La Dirección General de Aguas depende del ministro y la Supervisión de Servicios Sanitarios y el Instituto Nacional de Hidráulica del Presidente de la República, a través del ministro. Del examen de la ley orgánica se puede advertir que cada uno de los siete servicios que dependen de la Dirección General de Obras Públicas, ya señalados, tienen una dotación de personal y de bienes y un presupuesto, contemplado en partidas específicas en la Ley de Presupuesto. Las facultades de cada director están contempladas en la ley orgánica, artículo 22, sin perjuicio de la delegación que, de acuerdo al artículo 67, puede efectuar el Director General de Obras Públicas con aprobación del Ministro de Obras Públicas. El artículo 22 de la ley orgánica es claro en cuanto a las facultades que le corresponde a cada director de cada servicio. Ni el Director General de Obras Públicas ni los directores de los servicios dependen del Subsecretario de Obras Públicas, ya que tienen facultades y atribuciones  suficientes para administrar sus respectivos servicios.


Según el artículo 6° de la Ley Orgánica, el Subsecretario de Obras Públicas es el jefe administrativo del ministerio, pero esta calificación debe entenderse en el contexto de la misma ley orgánica, que, según lo dicho, no le otorga al subsecretario poderes de administración sobre las direcciones. Ni en el hecho ni en el derecho maneja recursos humanos y materiales de las respectivas direcciones, así fue por lo menos en la época en que se desempeñó como subsecretario. Por lo expuesto, no tuvo ningún conocimiento de los hechos que motivan la investigación.


La Unidad de Concesiones tampoco dependía  jerárquicamente de él, porque era un organismo que dependía funcionalmente de la Dirección General de Obras Públicas. En la época en que se desempeñó como subsecretario intervino como en dos reuniones que efectuó el Consejo de Concesiones, de tipo consultivo y no de administración de la Unidad de Concesiones que presidía el ministro. En ninguna de esas reuniones se trataron temas relativos a las preguntas que se le formularon al ex Presidente de la República Ricardo Lagos.

A fojas 18.444 ratificó su declaración, agregando que cuando asumió como subsecretario el Ministro de Obras Públicas era Ricardo Lagos y después  Jaime Tohá; que  la Unidad de Concesiones era un Departamento de la Dirección General de Obras Públicas, que funcionaba en oficinas ubicadas en calle Merced o Mac- Iver, que dependía jerárquicamente de la Dirección General de Obras Públicas y éste del Ministro de Obras Públicas. Tenía conocimiento global de los proyectos  que se estaban licitando y aportó ideas  para simplificar el procedimiento de expropiaciones, pues era engorroso, y para ese efecto se comunicó con Dolores Rufián, jefa de ese departamento. Su intervención se originó a raíz de la demora de los militares para entregar el terreno de Peldehue, que provocaba retrasos e inconvenientes que impedía que el concesionario iniciara las obras, lo que podía provocar perjuicio fiscal por las multas contempladas en el contrato

Desconoce la forma como el jefe de concesiones interactuaba con el Ministro de Obras Públicas porque nunca estuvo presente en reuniones. Cree que el consejo de concesiones se reunió durante los tres años que fue subsecretario como tres veces, participando o asistiendo a una ó 2 reuniones, pero en ninguna de esas se discutieron temas de recursos humanos o remuneraciones. Se relacionó en forma esporádica con el jefe de concesiones en aspectos puntuales, recordando que lo hizo en materia de concesión de  embalses, creando un espacio informal para que cuando un director tuviera diferencias con algún enfoque técnico con la unidad de concesiones se pudieran sentar a conversar y discutirlas, las que nunca tuvieron que ver con remuneraciones. También en más de una oportunidad debió efectuar consultas por oficios derivados de otros servicios públicos.

En las reuniones del consejo consultivo en que participó también estuvieron presente Juan Lobos, Director General de Obras Públicas, Carlos Cruz, jefe de concesiones, Edwin Weil, Director de Aeropuerto, Yanko Vilicic, Director de Vialidad, en general, los directores de los servicios del Ministerio de Obras Públicas, presidido por el Ministro de Obras Públicas.

Durante el tiempo que se desempeñó como subsecretario no tuvo conocimiento de pagos adicionales a los Secretarios Regionales Ministeriales, no era política pagar sobresueldos. Incluso mandó a la Dirección de Presupuesto un borrador de un texto para ser incluido en la ley de presupuesto con la finalidad de  impedir el pago de sobresueldos, no como una reacción a hechos que estuvieran ocurriendo sino como una sana medida presupuestaria. No recuerda si ese agregado fue incorporado a la Ley de Presupuesto del año 1997 ó 1998.  Como ciudadano opina que la Ley Nº 19.863 fue muy buena y necesaria porque ayudo a mejorar la transparencia del sector público.
Carolin Elizabeth Cornejo Valenzuela, a fojas 10.981, en la que señaló que desde 1994  trabajo como secretaria de la procuraduría civil  del Consejo de Defensa del Estado. En abril de 1999 se contactó un funcionario de la Coordinación General de Concesiones,   manifestándole que requerían de una persona  que se desempeñara como receptora ad-hoc para que notificara resoluciones judiciales dictadas en procesos sobre expropiaciones,  porque a raíz de la gran cantidad de resoluciones que se debían notificar la receptora particular que habían contratado no daba abasto. Presume que el monto de los honorarios fue fijado por funcionarios de la Unidad de Expropiaciones de la coordinación y de la unidad respectiva del consejo. Como tenía que extender boletas de honorarios hizo iniciación de actividades en el Servicio de Impuestos Internos. Por las labores que desempeñó como receptora ad- hoc extendió boletas de honorarios a Abaco Ingenieros Consultores Ltda., Gate SA., Servilily Ltda. y a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile. Siempre se pagaron estos honorarios  mediante cheques provenientes de las cuentas corrientes bancarias de las referidas sociedades. La labor la desempeñó entre abril de 1999  y diciembre de 2001. Nunca ha facilitado boletas de  honorarios a terceras personas  y, por lo tanto, todas  obedecen a una efectiva prestación de servicios. Era un funcionario de la Unidad de Concesiones de la Coordinación General de Concesiones el que todos los meses le indicaba a quien debía extender la boleta de honorarios. El trabajo de receptora ad hoc lo desempeñó siempre fuera del horario que debía cumplir en el Consejo de Defensa del Estado.
Ana María Bobadilla Véliz, a fojas 10.982, en la que señaló que desde diciembre de 1999 hasta la fecha de su declaración trabaja en el Consejo de Defensa del Estado, Procuraduría Fiscal de Rancagua, en lo relacionado con juicios de expropiaciones. Desde diciembre de 1999 a diciembre de 2000 sus honorarios fueron pagados por Gate S.A., Abaco y Servilily Ltda. En consecuencia,  extendió boletas a la primera el 10 de enero, dos el 28 de febrero, el 11 de abril, el 8 y 19 de mayo, en junio y noviembre  de 2000, por la suma de $388.888, líquido a pagar $ 349.999 , lo que hace un total de ocho boletas y suma total percibida igual a $2.799.992. No se explica porqué en el listado de fojas 1 figura percibiendo la suma de $2.722.219. Tiene la impresión que los dos primeros pagos fueron en efectivo, pero el resto mediante cheques de Gate S.A. que llegaban por correo. Además emitió boletas a Abaco el 19 de mayo, 21 de junio, 20 de julio, 20 de agosto, 7 de septiembre, 17 de octubre, 20 de noviembre y 14 de diciembre, por la suma bruta de $555.555, líquido $500.000, y los honorarios eran pagados con cheques de esa sociedad de Concepción. También dio boletas el 7 de septiembre, 10 de noviembre y 14 de diciembre a Servilily Ltda. por la suma bruta de $388.888, líquido a pagar $349.999, honorarios que también se pagaron con cheques. En algunos meses aparece percibiendo sumas de dinero superiores por el aumento de trabajo en materia de expropiaciones, porque era la única que trabajaba en eso y el procurador fiscal pidió que se le aumentaran sus remuneraciones. De enero a diciembre de 2001 emitió boletas al M.O.P. Administración de Expropiación Sistema de Concesiones, por la suma bruta de $444.444, líquidos $400.000, que se pagaban mediante cheque fiscal. Todos estos pagos corresponden a labores efectuadas en materia de expropiaciones. Desde enero de 2002 a la fecha de su declaración los honorarios son pagados por el Consejo de Defensa del Estado. En las boletas Nº 34 y 36 se lee “Por honorarios ordinarios, según resolución D.G.O.P. Nº 361 de 16 de febrero de 2001” y en las boletas Nº 37, 38, 39, 40, 41, 42 se lee la misma frase pero aludiéndose a la resolución de la D.G.O.P. Nº 1722 de 26 de julio de 2001. Aparte de esas sumas de dinero no percibió otras en cheque o dinero efectivo.

Paola María Herrera Quiñónez, a fojas 10.984, en la que señaló que ingresó a trabajar como secretaria al Consejo de Defensa del Estado en mayo de 1999, en virtud de un contrato a honorarios celebrado con el Ministerio de Obras Públicas, para desempeñar labores administrativas en el referido consejo, en la procuraduría civil y como apoyo a la labor que realizaban el resto de los funcionarios en materia de expropiaciones. En diciembre de 2001 firmó un contrato a honorarios con el Consejo de Defensa del Estado. Durante el período que estuve contratada por el ministerio, treinta y dos meses, percibió hasta febrero de 2000 una suma de $165.000 mensuales y de marzo hasta  diciembre de 2001 $250.000 mensuales neto. En total por ese período percibió $7.150.000. Durante ese período dio boletas a Gate S.A., Servilily Ltda., Abaco y la Universidad de Chile. Siempre dio boleta y pagaban con cheque. Nunca recibió pagos en efectivo y aparte de las sumas de dinero señaladas no recibió otras. 
Paulina Paz Sepúlveda Zepeda, a fojas 10.985, en la que indicó que ingresó a trabajar al Consejo de Defensa del Estado en agosto de 1998, para efectuar labores en el tema de expropiaciones, siendo remunerada por el Ministerio de Obras Públicas hasta diciembre de 2001. Con el Consejo de Defensa del Estado celebró un contrato a honorarios en enero de 2002. De agosto de 1998 a febrero de 2000 recibió la suma mensual de $225.000; de marzo a julio de 2000 la suma mensual de $300.000; de agosto de 2000 a diciembre de 2001 $585.000, por lo tanto, la suma total es de $15.545.000. De agosto de 1998 a mayo de 1999 dio boletas al Instituto de Economía de la Universidad de Chile; de junio de 1999 a diciembre de 2000 a Gate S.A.; a Abaco de marzo de 2000 a julio de ese año por $75.000 y de agosto de 2000 a diciembre de ese año a Abaco por $355.000 y, además, en septiembre de 2000 en vez de darle a Gate S.A. le dio una a Servilily. Desde enero de 2001 a diciembre de 2001 percibió $580.000 y le daba boletas al Ministerio de Obras Públicas. Aparte de las sumas de dinero indicadas no recibió otras.
 Auda Nora Padilla Vásquez, a fojas 10.986, en la que señaló que en agosto de 1999 empezó a trabajar en el Consejo de Defensa del Estado, Procuraduría Fiscal de Valdivia, en materia de expropiaciones, pero sus honorarios eran pagados por una empresa y siempre por un monto de $180.000 líquidos. Así los honorarios de agosto y septiembre fueron pagados por el Instituto de Economía; los de octubre, noviembre y diciembre por Gate S.A. Por los del mes enero de 2000 extendió dos boletas a Gate S.A. por la suma de $180.000, sin que le devolvieran una de ellas porque estaba extendida de más, esto ocurrió con la signada con el Nº 7. Los honorarios de febrero a julio de 2000 fueron pagados por Gate S.A., a la que dio la boleta respectiva, pero en realidad los honorarios de junio y julio fueron pagados por Servilily Ltda. a la que emitió boleta, sin que el ministerio le devolviera las boletas Nº 14 y 15 que había extendido a Gate S.A. Los honorarios de agosto y septiembre fueron pagados por  Servilily Ltda.; los de los meses de octubre, noviembre y  diciembre de 2000 también fueron pagados por Gate S.A. Los honorarios de enero de 2001 fueron pagados por Gate S.A., sin embargo emitió dos boletas y el ministerio quedó de devolverle la Nº 28 para que la anulara  y hasta la fecha no lo ha hecho. Los honorarios de febrero y marzo de 2001 le parece que fueron pagados por Gate S.A. porque nunca le dieron el nombre de la empresa a la cual había quedado extendida la boleta. Los honorarios de abril a diciembre de 2001 fueron pagados por la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativa de la Universidad de Chile. Las boletas Nº 44 y 45 si bien aparecen extendidas no corresponden a ningún pago. Todos los pagos fueron efectuados mediante cheques. Desde febrero de 2002 a la fecha de su declaración trabaja para el Consejo de Defensa del Estado, en virtud de un contrato a honorarios, sus remuneraciones son pagadas mediante un cheque y extiende la boleta respectiva al citado consejo. Aparte de las sumas indicadas no recibió otras ya sea en dinero efectivo o mediante cheques.
 Juan Carlos Figueroa Gajardo, a fojas 10.989, en la que manifestó que en agosto de 1999 ingresó a prestar servicios  a la Coordinación  General de Concesiones,  como auxiliar administrativo bajo el régimen de honorarios. A la fecha de la declaración desempeña la función de analista de recursos humanos. Sus remuneraciones en un principio fueron pagadas por Gate S.A., Servilily Ltda. y por el Instituto de Economía, y tiene la impresión que desde 2002 se desempeña bajo el régimen de honorarios, suscribiendo anualmente convenios al referéndum con la autoridad respectiva. Los honorarios en un principio  ascendieron a la suma de $180.000, siempre se pagó con cheques, previa extensión de la respectiva boleta. Nunca recibió sumas de dineros adicionales por ningún concepto. Añadió que el cheque girado el 26 de noviembre de 1999, por la suma de $3.369.821,  en contra de la cuenta corriente bancaria de Humberto Torres González, lo cobró cumpliendo instrucciones dadas por sus jefes, Luis Jara Núñez y  Juan Carlos Véliz, y el dinero se lo entregó a uno de los dos en efectivo. Ignora el destino final que se le dio a la suma de dinero que entregó, pero sí afirma que no se benefició con ningún peso. No tiene recibo que de cuenta de la entrega del dinero, en esa época llevaba dos meses trabajando y sólo cumplió instrucciones dadas por sus superiores. No sabe quién es Humberto Torres González. Lo más probable es que haya cobrado más de un cheque en las condiciones señaladas,  porque era normal  que mandaran a los auxiliares a cobrar cheques  girados por terceras personas  a nombre de los auxiliares. 
María Angélica González Gómez, a fojas 10.991, en la que señaló que desde 1966 y hasta la fecha de su declaración se desempeña en el Ministerio de Obras Públicas. De enero de 1999 a mayo de 2004 estuvo destinada, en comisión de servicio, en la Coordinación General de Concesiones, y después empezó a trabajar en la Secretaría Ministerial Regional de Obras Públicas de la Región Metropolitana. Siempre ha estado en la planta del ministerio, por lo tanto, siempre ha sido funcionaria pública, recibiendo un sueldo equivalente a un grado de la escala única de sueldo que siempre se ha pagado mediante cheque fiscal. Durante el periodo que trabajó en concesiones y como debía trabajar durante un horario más extenso que el normal de la administración pública, Sergio Cortés Castro le dijo que iban a pagar una remuneración adicional y que debía entregar boletas. Recibió todos los meses y hasta marzo de 1999 la suma de $ 110.700.- y a partir de abril de ese año y hasta el año 2003 $ 333.000.- Estas sumas de dinero adicionales siempre fueron pagadas mediante cheques, emitiendo la respectiva boleta de honorarios. Los cheques provenían de las cuentas corrientes de Gate S.A. Servilily Ltda. y del Instituto de Economía. Nunca recibió dineros en efectivo ni otras sumas diferentes a las señaladas. Todas las boletas de honorarios obedecen a una efectiva prestación de servicios y nunca facilitó boletas de honorarios a terceras personas. 
Juan Rodrigo Lira Barra, a fojas 10.992, en la que señaló que desde febrero de 1999 y hasta la fecha de su declaración se desempeña en la Coordinación General de Concesiones, como junior hasta diciembre de 2001 y desde enero de 2002 como ayudante contable. Siempre ha trabajado en la coordinación pero sus honorarios los pagan otras sociedades: los de marzo de 1999 a septiembre de 2000 por Servilily Ltda; de diciembre de 2000 a marzo de 2001 por Gate S.A.; de abril de 2001 a diciembre de 2002 por la Facultad de Ciencias Económicas  y Administrativas de la Universidad de Chile; de enero a marzo de 2003 por la Dirección General de Obras Públicas, época que estuvo a contrata, y de abril a la fecha con contrato de honorarios con el MOP Administración Sistema de Concesiones. Sólo a partir de enero de 2003 se pagaron con cheque fiscal. En la época anterior en algunas oportunidades pagaban en dinero efectivo o cheques, pero todas respaldadas con boletas de honorarios. 
Los cuatro cheques que se exhiben y que provienen de la cuenta corriente de Gate S.A., corresponden a los honorarios de octubre de 2000, enero, febrero y marzo de 2001. El primer honorario ascendió a la suma líquida de $ 205.200.- y actualmente recibe líquido $585.000.-, porque desde el 2002 está contratado como analista presupuestario. No ha percibido sumas de dineros adicionales, pagadas en cheque o en efectivo, por ningún concepto.
María Soledad Miguel Cabrera, a fojas 11.058, en la que señaló que ingresó en febrero de 1998 a la Coordinación General de Concesiones, prestando servicios hasta diciembre de 2002 como administrativo en el área jurídica de la Unidad de Expropiación. Sus jefes fueron Dolores Rufián, Héctor Quiroz y Leonel Vivallos y las labores las prestó bajo el régimen de honorarios a través de trabajos de apoyo celebrados por la Dirección General de Obras Públicas con el Instituto de Economía, Servilily Ltda., Gate S.A, la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile y R y Q Ingenieria, lo que significa que prestaba servicios en las dependencias de la coordinación, ubicadas en calle Merced, pero los honorarios eran pagados por las empresas antes mencionadas, a las que les extendía las boletas de honorarios. Nunca percibió dinero en efectivo ni cobró cheques para entregar su importe a terceras personas. Tampoco nunca prestó boletas de honorarios a terceras personas y, por lo tanto, todas las que emitió corresponden a prestaciones efectivas de servicios.

                 De acuerdo al talonario se puede apreciar que el Instituto de Economía pagó los honorarios de febrero de 1998 a mayo de 1999, a razón de $315.000 líquidos mensuales hasta junio de 1998  y  $360.000 hasta mayo de 1999; Servilily Ltda. los de junio de 1999 a septiembre de 2000 a razón de $427.500 líquidos hasta diciembre de 1999 y $495.000 líquidos hasta septiembre de 2000; Gate S.A. los de octubre a diciembre de 2000 por la suma de $495.000 mensuales y de enero de 2001 a marzo de 2001 por $405.000; la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile los de abril de 2001 a marzo de 2002, a razón de $405.000 líquidos hasta diciembre de 2001 y $423.225 hasta marzo de 2002; el Instituto de Economía los de abril y mayo de 2002 por la suma de $423.225; y R y Q Ingeniería Ltda. los de junio 2002 a diciembre de 2002 por la suma de $450.000 líquidos mensuales. 
Brunilda Inés Gallardo Pohl, a fojas 11.060, en la que señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas en junio de 1995, desempeñándose como secretaria de René Silva, jefe de área del Departamento de Concesiones dependiente de la Dirección General de Obras Públicas, que, en esa época, ocupaba oficinas en el 4° piso del edificio ubicado en Morandé 59, cargo que ocupó hasta abril de 1996. De mayo de 1996 y hasta junio de 1999 estuvo destinada a la Coordinación General de Concesiones como secretaria en la Unidad de Supervisión y Desarrollo, dirigida por Guillermo Díaz y después por Sergio Cortés. En el periodo que corre de junio de 1995 a marzo de 1996 tenía la calidad de contrata del Ministerio de Obras Públicas, en particular de la Dirección General de Obras Públicas, y percibía un sueldo equivalente al grado 16º de la escala única de sueldos y como trabajaba horas extras, después de las 17.00 horas, y el ministerio no se las podía pagar, las solucionó la Fundación para la Transferencia Tecnológica, razón por la que emitió las boletas Nº1, 2, 3 y 5 de octubre, noviembre y diciembre de 1995 y enero de 1996, por las sumas líquidas $280.800, $135.000, $135.000 y $235.000, respectivamente. Las horas extras de febrero y marzo de 1996 las pagó el Instituto de Economía, por eso emití las boletas de honorarios Nº7 y 8 de 26 de febrero y 25 de marzo de 1996 por las sumas liquidas de $111.478 y $111.474, respectivamente. Renunció a la contrata en marzo de 1996 para desempeñarse en la Coordinación General de Concesiones cuyas dependencias estaban en Merced N° 753, manteniéndose en esas dependencias hasta junio 1999. En ese periodo los honorarios se pagaron a través de trabajos de apoyo que celebró la Dirección General de Obras Públicas  con el Instituto de Economía, Gate S.A., y Servilily Ltda. Sergio Cortés en junio de 1999 la despidió, sin dar razones, reclamándole a Carlos Cruz, nada obtuvo porque le dijo que era una decisión tomada por Sergio Cortes, pero agregó que intentaría ubicarla en una asesoría o proyecto que estuviera en licitación. La sociedad Proing se adjudicó la “asesoría inspección fiscal Santiago Talca y acceso sur a Santiago”, y se le informó que iba a trabajar en esa asesoría y que el sueldo iba a ser reducido a la mitad e iba a ser pagado por la coordinación, Sergio Cortés estaba de acuerdo. Desempeñó labores de secretaria del inspector fiscal y cuando él no estaba cumplía labores de administración del contrato. En el fondo era una empleada administrativa de la Coordinación General de Concesiones que trabajaba en una asesoría de inspección fiscal adjudicada a una empresa privada, Proing. Como esta  situación no era sostenible, esto es, que una empleada administrativa trabajara en una asesoría inspección fiscal, en enero de 2001 se le pagó el último sueldo en esas condiciones y a partir de febrero de ese año empezó a pagar mis honorarios Proing Ltda. y hasta que terminó ese contrato.

En el periodo que estaba trabajando para Proing en las condiciones señaladas, los honorarios fueron pagados por el Instituto de Economía, Gate S.A. y Servilily Ltda., razón por la que emitió a esas sociedades las boletas signadas con los números  23 a 44.

            Se desligó íntegramente de la coordinación en enero de 2001. En la época que renunció a la contrata y hasta antes de que la despidieran y se fuera a trabajar a Proing Ltda., esto es, desde  marzo de 1996 a julio de 1999, los honorarios los pagó el Instituto de Economía, Gate S.A. y Servilily. El primero siempre pagó con liquidación de sueldo y, por lo tanto, no emitió boletas de honorarios, salvo por el pago de horas extraordinarias, por ello extendió las boletas N° 10 y 11 de noviembre de 1998 y marzo de 1999 por la suma de $400.000 y $500.000, respectivamente. Los honorarios de marzo a mayo de 1999 fueron pagados por Gate S.A., emitiendo las boletas  Nº 17, 19 y 21 por las sumas de $600.000, cada una, y los de junio de 1999, último mes que trabajó en la coordinación, los pagó el instituto señalado y por eso emitió la boleta N° 22  por $630.000.

Existen diferentes cheques  extendidos a su nombre por Instituto de Economía  en el  periodo que corre entre 1997 y 1999, se trata de dineros pedidos  por el jefe de coordinación y finanzas de la coordinación, Guillermo Díaz o Sergio Cortés, según la época en que se solicitan mediante memos y con cargos a los proyectos vigentes, y que  se utilizaron para la caja chica que manejaba Cortés y que eran respaldados documentalmente. Algunos corresponden a pagos de aguinaldo durante los meses de septiembre y diciembre de cada año. Los listados que rolan de fojas 3892  a 3901 y de fojas 3905 a 3909 fueron elaborados por el inspector Rocuant, y por los datos en ellos consignados puede señalar que aparece repetido un cheque girado el 23 de diciembre de 1997 por la suma de $6.000.250, suma de dinero que se destinó al pago de aguinaldos de los empleados de la coordinación, respaldados con listados de los nombres y firmas de las personas que los recibieron, documento que debe estar en las dependencias de la coordinación. En el listado que rola a fojas 3893 figura un cheque de 15 de septiembre de 1997 por $5.000.020, que corresponde a aguinaldo de ese mes. Tratándose del cheque que figura en el listado de fojas 3894 girado el 26 de enero de 1998 por $3.000.000, no recuerda con exactitud a qué corresponde, lo más probable es que haya sido para caja chica, que también debería estar respaldado documentalmente. Según se aprecia de los listados hay cheques  que si bien figuran girados a su orden no los cobró, lo que se aprecia por el número de rol único tributario. De estos cheques no llegaron a su poder las sumas que aparecen cobradas por Juan Daniel Figueroa de la Fuente, Álvaro Daniel Figueroa Calderón y Danilo Lucero Ravelo. Respecto a los valores que bordean los $400.000 y en que aparece su número de rol único tributario, corresponden a su sueldo como secretaria de la coordinación.
En cuanto al listado que rola a fojas 10.956, en que aparece percibiendo la suma bruta de $2.202.000 por parte de Servilily Ltda., corresponde a dineros que recibió por las labores efectuadas en las condiciones anotadas y en la asesoría adjudicada a Proing S.A.,  porque la suma de las cantidades brutas señaladas en las boletas  N° 36, 37, 38, 39, y 43 ascienden a $2.200.000. 
A fojas 18.422 ratificó su declaración, agregando que ingresó al ministerio mediante concurso público a un cargo grado 15 de la escala única de sueldos, con una contrata asignada a la Dirección General de Obras Públicas, y que sus jefes en concesiones fueron René Silva, Guillermo Díaz y, finalmente, Sergio Cortés, y que se enteró por el funcionario policial César Rocuant que se habían girado cuatro cheques a su nombre sin percibir el dinero de que daban cuenta, desconociendo quien recibió los dineros y quien dispuso ese procedimiento. Recuerda que se trataba de cuatro cheques por montos variables, le parece que uno por $ 600.000.- y otro por $ 100.000 y fracción, y que dicho funcionario le dijo que habían sido cobrados por gente del Idecon, le parece que por una persona de nombre Danilo y por otra que después falleció.  

Christian Augusto Mesías Mac-Innes, a fojas 11.065, en la que manifestó que en abril o mayo de 1999 ingresó a la Coordinación General de Concesiones, donde se desempeña hasta la fecha de su declaración. Se incorporó para prestar servicios como auxiliar administrativo, en virtud de un contrato de apoyo que fue adjudicado a la empresa Servilily Ltda., por lo tanto, esa empresa pagaba sus honorarios y no emitía boletas porque se hacía una liquidación de sueldos. En octubre de 1999 se incorporó a la coordinación a través del sistema de honorarios, pero siguió pagándolos Servilily Ltda. hasta septiembre de 2000 a razón de  $162.000 líquidos mensuales, y los honorarios de octubre a diciembre de 2000 y enero a marzo de 2001 los pagó Gate S.A. por el mismo monto. Los honorarios de abril a diciembre de 2002 fueron pagados por la Facultad de Ciencias Económicas y  Administrativas de la Universidad de Chile por un monto de $ 162.000 líquidos hasta noviembre de  2001 y por la suma líquida de $270.000 hasta diciembre de 2002. En enero de 2003 adquirió la calidad de contrata y, por lo tanto, su sueldo se paga por el Ministerio de Obras Públicas mediante cheque fiscal. Solo ha recibido sumas de dinero por concepto de honorarios en el período que estuvo bajo esa modalidad y por concepto de sueldo desde que está a contrata. Nunca ha recibido dinero en efectivo por las labores desempeñadas en la coordinación, bajo ningún concepto, y tampoco nunca ha cobrado cheques girados a su orden para entregar su importe a terceros. 

Renee Ariadna Briones Serrano, a fojas 11.063, en la que señaló que a fines de 1999 se encontró en la calle con Julio Toro Cepeda, al que conocía por intermedio de un familiar, y como es traductora le dijo que necesitaba que le hiciera clases de inglés. Por el tiempo transcurrido no recuerda si con él u otra persona acordaron el monto de los honorarios. Las clases se extendieron de octubre de 1999 a diciembre de 2001, sólo le hizo clases de inglés a Julio Toro, no era ni todos los días ni todos los meses, podía fluctuar entre seis y doce clases al mes porque dependían de la disponibilidad de tiempo de él. Para los efectos del pago de los honorarios concurría a una oficina ubicada en calle Merced, en el mismo edificio en que trabajaba Julio Toro pero en un piso diferente. Emitió las siguientes boletas de honorarios a Gate S.A.: octubre de 1999 $ 86.000; noviembre de 1999 $108.000; diciembre de 1999 $ 64.8000; marzo de 2000 $ 129.600; abril de 2000 $129.600; mayo de 2000 $ 129.600; octubre, noviembre y diciembre de 2000 $ 129.600, cada mes. A Servilily Ltda.: junio de 2000 $129.600; julio de 2000 $129.600; agosto de 2000 $129.600; septiembre de 2000 $129.600. Al Instituto de Economía: mayo a agosto de 2001 y noviembre de 2001 $ 129.600, cada mes. A la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile: septiembre, octubre y diciembre de 2001 $129.600, cada mes. Las clases las efectuaba en la oficina de Julio Toro. Nunca ha facilitado boletas de honorarios a terceras personas, por lo tanto, todas fueron emitidas por efectiva prestación de servicio. Cree que nunca recibió dinero en efectivo.

Juan Francisco Mesías Mac-Innes, a fojas 11.067, en la que señaló que desde abril de 1995 y hasta la fecha de su declaración se desempeña en la Coordinación General de Concesiones, en una primera época como auxiliar y desde 1999 como técnico en informática. Hasta abril de 1996 sus honorarios los pagó Sergenar, empresa que prestaba servicios de aseo en la coordinación, después el Instituto de Economía con el que celebró un contrato y, por lo tanto, se le hacía una liquidación de sueldo. Las boletas que aparecen emitidas hasta mayo de 1999 corresponden a pagos por horas extraordinarias, y era un funcionario de la Unidad de Administración el que le señalaba a quién debía emitir la boleta y el monto. A partir de junio de 1999 y hasta septiembre de mismo año, los honorarios los pagó Servilily Ltda., en montos variables, porque, además, recibía sumas extras por trabajos extraordinarios. De octubre de 1999 a marzo de 2001 los pago los efectuó Gate  S.A., con montos que variaron a razón de $350.000 líquidos hasta diciembre de 1999, $450.000 líquidos hasta febrero de 2001, y por $467.000 líquidos en marzo de 2001. De abril de 2001 a diciembre de 2002 los honorarios fueron pagados por la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, a razón de $450.000 líquidos hasta diciembre de 2001, y $ 495.000 líquidos hasta diciembre de 2002. Desde enero de 2003 y hasta la fecha de la declaración son pagados por el Ministerio de Obras Públicas mediante cheque fiscal. No ha recibido sumas de dinero adicionales a aquellas que indican las respectivas boletas de honorarios y nunca recibió efectivo por las labores prestadas en la coordinación. No recuerda si en alguna oportunidad cobró un cheque girado a su orden con una finalidad distinta al pago de sus honorarios y para ser entregado su importe a terceras personas.
Mauricio Enrique Deschamps González, a fojas 11.064, en la que señaló que ingresó a prestar servicios a la Coordinación General de Concesiones en los años 1997 o 1998. Siempre se ha desempeñado a honorarios y recuerda que como en cinco o seis meses  fueron pagados por Gate S.A. y Servilily Ltda. Después suscribió convenios de honorarios con la Dirección General de Obras Públicas, situación que se mantiene hasta la fecha de su declaración. Hasta ahora desempeña labores administrativas y los honorarios en un principio ascendían a la suma aproximada de $300.000, actualmente ascienden a la suma bruta de $600.000. Siempre se ha desempeñado en el área judicial de expropiaciones  y en un principio prestó labores en terreno con su vehículo particular. En esa época le pagaron  la suma aproximada de $600.000 y fue lo que pagó Gate S.A. y Servilily. No tiene el talonario de las boletas de honorarios correspondientes a ese período porque lo botó, pensando que nadie se lo iba a solicitar. En una oportunidad fue citado a la Contraloría General de la República y exhibió el talonario, informándosele que todo estaba en orden. Nunca recibió efectivo, todos los dineros están respaldados con boletas de honorarios, y nunca  ha facilitado boletas de honorarios a terceras personas y, por lo tanto, todas las que ha emitido corresponden a una efectiva prestación de servicios. Tampoco nunca cobró cheques para entregar el importe a terceros. 
Carolina Angélica Rodríguez Hernández, a fojas 11.113, en la que manifestó que entre enero de 1997 y diciembre de 2000 trabajó como secretaria a honorarios en la Unidad de Medio Ambiente de la Coordinación General de Concesiones, los que se pagaron mediante cheques provenientes de las cuentas corrientes de CCP Ingeniería Ltda., Instituto de Economía, Gate S.A. y Servilily Ltda., previa emisión de la respectiva boleta de honorarios. En enero de 2001 empezó a prestar servicios en la Dirección General de Obras Públicas, pero en un principio los honorarios fueron pagados por la Dirección de Obras Hidráulicas, suscribiendo convenios de honorarios con las respectivas direcciones que fueron aprobados por resolución de la autoridad. En marzo de 2006 adquirió la calidad de contrata y sigue desempeñándose en la Dirección General de Obras Públicas. En estos casos se le ha pagado con cheque fiscal, previa emisión de boletas de honorarios cuando ha estado sometida a ese régimen, y con liquidación de sueldo desde que  está a contrata. Nunca recibió dinero efectivo por ningún concepto y solo facilitó a una amiga las boletas de honorarios N° 103 y 106, emitidas a la Universidad Alberto Hurtado. Solo ha recibido por su desempeño laboral las sumas de dinero que se consignan en las boletas. 
Patricia del Carmen Pinto Cáldez, a fojas 11.115, en la que indicó que desde el 10 de marzo de 1998 se desempeña como secretaria en la Coordinación General de Concesiones, hoy Coordinación de Concesiones de Obras Públicas, en la Unidad Técnica de Expropiaciones que ahora se denomina Unidad de Expropiaciones. Siempre ha estado bajo el régimen de honorarios, los que han sido pagados por el Instituto de Economía, Servilily Ltda., Gate S.A., la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile y R y Q Ingeniería Ltda. Desde julio de 2003 sus honorarios son solucionados por el Ministerio de Obras Públicas-Administración Sistema de Concesiones, suscribiendo convenios ad-referéndum aprobados por resolución de la Dirección General de Obras Públicas. Siempre los honorarios han sido pagados mediante cheques por montos que coinciden con las boletas. Nunca ha recibido dinero efectivo y nunca ha facilitado boletas de honorarios a terceras personas, por lo tanto, todas corresponden a una efectiva prestación de servicios. 
Evelyn de las Mercedes Santibáñez Frittes, a fojas 11.117, en la que manifestó que ingresó el 1° de diciembre de 1998 a la Coordinación General de Concesiones, para prestar labores administrativas en la Unidad de Presupuesto que ahora se denomina División de Administración y Presupuesto. Siempre ha estado bajo el régimen de honorarios los que han sido pagados por el Instituto de Economía, Gate S.A., Ministerio de Obras Públicas, y la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile. Servilily Ltda. sólo pagó una boleta por unos trabajos extraordinarios que hizo un fin de semana, mas bien fue un pago a título de horas extraordinarias. Desde febrero de 2003 los honorarios son pagados por el Ministerio de Obras Públicas, suscribiendo convenios ad-referéndum anuales con la Dirección General de Obras Públicas que son aprobados por decreto de la autoridad respectiva. Siempre se le ha pagado mediante cheques y sólo una vez recibió dinero efectivo, no más de $ 50.000.- en diciembre de 1998 y a título de aguinaldo. Nunca ha facilitado boletas de honorarios a  terceras personas y todas las que ha emitido corresponden a una efectiva prestación de servicios. 
Carolina Andrea Vidal Vergara, a fojas 11.119, en la que señaló que ingresó en julio de 2000 a la Coordinación General de Concesiones para desempeñarse como secretaria, en una primera época en la Coordinación de Construcción y después a partir de 2004 en la Unidad de Comunicaciones. Hasta diciembre de 2002 estuvo bajo el régimen de honorarios que pagaba Servilily Ltda., Gate S.A. y la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, por los montos que se indican en las boletas de honorarios. Desde enero de 2003 tiene la calidad de contrata de la Dirección General de Obras Públicas y su sueldo se paga mediante cheque fiscal y se le entrega una liquidación de sueldo. Siempre los honorarios y sueldos se han pagado mediante cheques por el monto que se consigna en las boletas y nunca recibió dinero efectivo, por ningún concepto. Todas las boletas de honorarios que ha emitido corresponden a una efectiva prestación de servicios y nunca ha facilitado boletas a terceras personas.
Víctor Manuel Bello Sanhueza, a fojas 11.124, en la que indicó que desde mayo de 2000 trabaja en la Coordinación General de Concesiones como auxiliar administrativo, prestando servicios en el Departamento de Servicios Generales. Los servicios los prestaba bajo el régimen de honorarios, los que fueron pagados por Servilily Ltda., Gate S.A., la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile y el Instituto de Economía. Los honorarios fueron pagados siempre mediante cheque, previa emisión de la respectiva boleta de honorarios. Desde enero de 2003 está a contrata dada por la Dirección General de Obras Públicas y su sueldo es pagado mediante cheque fiscal, con liquidación de sueldo. No ha recibido sumas de dinero en efectivo, sólo sus honorarios o sueldo que siempre se ha pagado con cheque. Nunca ha prestado boletas de honorarios a terceros y, por lo tanto, todas corresponden a una efectiva prestación de servicios.

Bernardita del Carmen Hinojosa Sanhueza, a fojas 11.137, en la que expresó que desde febrero de 1998 a la fecha de su declaración trabaja en la Coordinación General de Concesiones, siempre en la Unidad de Expropiaciones y para desempeñar labores de secretaria. Durante todo el periodo  ha estado bajo el régimen de honorarios, salvo cuatro meses de 2003 que estuvo a contrata. Siempre sus honorarios han sido pagados mediante cheque y por labores que prestó como secretaria, nunca recibió dinero efectivo. Sus honorarios fueron pagados por el Instituto de Economía de marzo de 1998 a febrero de 1999; por Gate S.A. de marzo de 1999 a mayo de 2000; de junio a noviembre de 2000 por Servilily  Ltda.; de octubre por Gate S.A.; de diciembre por Servilily Ltda.; de enero a marzo de 2001 por Gate S.A.; de abril de 2001 a diciembre de 2002 por la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de Chile y desde junio de 2003 hasta la fecha por el Ministerio de Obras Públicas-Administración Sistema de Concesiones. Nunca ha prestado boletas de honorarios y, por lo tanto, todas corresponden a una efectiva prestación de servicios.
Oriana Ivonne Cayupe Maldonado, a fojas 11.150, en la que señaló que se desempeña en la Coordinación General de Concesiones desde octubre de 1999 en labores administrativas y en el área de operaciones, en particular en lo relativo a expropiaciones. Actualmente es jefa de la Unidad de Servicios Generales  relacionado con la operatoria para la mantención del edificio ubicado en calle Merced. Siempre se ha desempeñado bajo el régimen de honorarios, salvo entre septiembre y diciembre de 2002 que estuvo a contrata. Sus honorarios han sido pagados por diversos organismos: entre octubre de 1999 y mayo de 2000 por Gate S.A.; de junio de 2000 a julio de 2001 por el Ministerio de Obras Públicas- Administración Sistema de Concesiones; por el Instituto de Economía de agosto a marzo de 2002; de abril a  agosto de 2002 por la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile y de enero de 2003 hasta la fecha por el Ministerio de Obras Públicas-Administración Sistema de Concesiones. Nunca recibió honorarios adicionales ni  dinero en efectivo, salvo la suma de $ 100.000 que recibió en abril de 2000 de Servilily Ltda. por concepto de trabajos efectuados fuera del horario normal, pago que está respaldado con una boleta de honorario. Los honorarios siempre fueron pagados mediante cheques emitidos de las cuentas corrientes de las instituciones a las que giraba las boletas de honorarios. Nunca ha facilitado boletas de honorarios a personas relacionadas con el ministerio o con la Coordinación General de Concesiones y, por lo tanto, todas las que he emitido a las sociedades o instituciones señaladas corresponden a una efectiva prestación de servicios. 
Héctor Samuel Pastén Chávez, a fojas 11.154, en la que afirmó que trabajó en la Coordinación General de Concesiones desde abril de 1999 y hasta marzo de 2006, porque fue trasladado a la Dirección de Fiscalización de Obras Públicas, servicio donde trabaja hasta la fecha de su declaración. Durante todo ese período ha desempeñado la labor de auxiliar y conductor de vehículos fiscales y estuvo bajo el régimen de honorarios hasta principios de 2003, porque en los primeros meses de ese año adquirió la calidad de contrata, la que mantiene hasta la fecha. Sus honorarios fueron pagados por Servilily Ltda., Gate S.A, y por la Universidad de Chile que está ubicada en calle Portugal con Diagonal Paraguay. Siempre sus honorarios fueron pagados mediante cheque y nunca recibió pagos en efectivo ni sumas de dinero adicionales por ningún concepto. Siempre emitió boletas de honorarios a nombre de la empresa que se los pagaba y nunca facilitó boletas  a terceras personas por ningún concepto, y, por lo tanto, todas las que emitió corresponden a la efectiva prestación de servicios.
Lucía de las Mercedes Vásquez Mendoza, a fojas 11.161, en la que manifestó que desde marzo de 2000 y hasta la fecha de su declaración se desempeña en la Coordinación General de Concesiones, como ayudante de la secretaria del Coordinador General de Concesiones. Siempre se ha desempeñado en dependencias de la coordinación ubicadas en Merced 753 y bajo el régimen de honorarios hasta diciembre de 2002, porque desde enero de 2003 y hasta la fecha de su declaración tiene la calidad de contrata. Entre marzo y julio de 2000 trabajó como empleada de Servilily Ltda. con contrato y liquidación de sueldo, y desde agosto de ese año tanto esa empresa como Gate S.A. y la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile le pagaron honorarios mediante cheques por los montos que se indican en las boletas y previa emisión de la misma. Nunca durante todo el periodo que ha trabajado en la coordinación ha recibido dinero en efectivo por ningún concepto, todos los pagos han sido siempre mediante cheque. Tampoco nunca ha prestado boletas de honorarios a terceras personas y, por lo tanto, todas las que ha emitido corresponden a una efectiva prestación de servicios.
Carola del Pilar Sáez Espinoza, a fojas 11.162, en la que señaló que desde marzo de 1998 y hasta la fecha de su declaración se desempeña en la Coordinación General de Concesiones, en una primera época en la  División de Construcción como secretaria y actualmente en la División Jurídica como procuradora. Está cursando cuarto año de la carrera de derecho en la Universidad Central. Las labores siempre las ha prestado en dependencias de concesiones, ubicadas en la calle Merced 753, y siempre bajo el régimen de honorarios, los que han sido pagados por el Instituto de Economía, Gate S.A., Servilily Ltda. y la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, y de enero de 2003 y hasta la fecha por el Ministerio de Obras Públicas. Los honorarios siempre se han pagado mediante cheques girados en contra de las cuentas corrientes bancarias de aquellas a quienes les emitió las boletas. Nunca  recibió sumas de dinero en efectivo por ningún concepto y tampoco nunca ha facilitado boletas de honorarios a terceras personas y, por lo tanto, todas corresponden a una efectiva prestación de servicios. Las boletas signadas con los N° 60 y 70 emitidas al Consorcio Consultor Piddo-Minmetal-Ingelog Ltda. corresponden a trabajos de digitación que efectuó a esa empresa un fin de semana. 
Christian Eduardo Fuentes Avilés, a fojas 11.163, en la que manifestó que desde octubre de 1997 y hasta la fecha de su declaración se desempeña en la Coordinación General de Concesiones. En un principio y hasta julio de 1998 contratado por Servilily Ltda., empresa con la que celebré un contrato de trabajo y le entregaba mensualmente una liquidación de sueldo. Después siguió bajo el régimen de honorarios pero pagados por Servilily Ltda., Instituto de Economía, Gate S.A, y la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile y desde marzo de 2003 por el Ministerio de Obras Públicas, previa suscripción anual de contratos de honorarios de suma alzada. En un primer periodo desempeñó labores de mantención, después como junior y desde marzo de 2003 como analista de sistemas en el área informática. Siempre se le han pagados los honorarios mediante cheque y nunca ha recibido sumas de dinero en efectivo por ningún concepto. Nunca ha facilitado boletas de honorarios a terceras personas y, por lo tanto, todas las emitidas corresponden a una efectiva prestación de servicios.
Pamela Marcela Dalmazzo Tudela, a fojas 11.164, en la que señaló que desde el 10 de  agosto de 1998 se desempeña en la Coordinación General de Concesiones, hasta el año 2004 en el área de tasación de la Unidad de Expropiación, desempeñando labores de administrativa-secretaria, y desde enero de 2005 en la División de Administración, ejerciendo labores de analista de contratos,  que se traduce en hacer la liquidación de los mismos. Siempre ha estado bajo el régimen de honorarios salvo un periodo que corre de enero a abril de 2003 que estuvo a contrata. Sus honorarios han sido pagados por  Servilily Ltda., Gate S.A., Instituto de Economía y la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile. El Ministerio de Obras Públicas paga sus honorarios desde mayo de 2004, previa suscripción de convenios anuales a suma alzada. Siempre los honorarios han sido pagados mediante cheques, previa emisión de la respectiva boleta de honorarios, y no ha recibido sumas de dinero adicionales, pagadas en cheque o en dinero efectivo, salvo aguinaldos que recibió en efectivo en septiembre y diciembre de 1998 y septiembre de 2000 por sumas que exceden de $ 50.000.- pero no son superiores a $ 75.000.-, en cada oportunidad. Como su padre desempeña labores de contador sin serlo, le ha facilitado desde 1999, fecha en que jubiló, boletas para que pueda trabajar, es al único al que le ha facilitado boletas.

Claudia Paz Bruna Díaz, a fojas 11.169, en la que indicó que entre junio o julio de 1999 y febrero de 2000 se desempeñó como secretaria de Servilily Ltda., que prestaba servicios de apoyo y de aseo industrial en dependencias de la Coordinación General de Concesiones. Nunca se desempeñó en las oficinas de ese organismo, sólo concurría a ellas para supervisar las labores de aseo. Estaba bajo el régimen de honorarios y era Servilily Ltda. la que emitía boletas de honorarios de terceros, porque no había iniciado actividades en el Servicio de Impuestos Internos, lo que hizo en el 2003. Sus honorarios no excedían de  $ 150.000.- salvo en una oportunidad en que se le pagó el doble porque debió reemplazar a Lidia Aguilera. No recuerda haber recibido dinero efectivo por las labores prestadas. No se explica porqué en el listado que rola a fojas 10.944 figura como secretaria de la Coordinación General de Concesiones. 

Marcela Alejandra Andrade Fuentes, a fojas 11.170, en la que señaló que trabajó como seis meses en la Coordinación General de Concesiones, en el primer semestre de 2000. Ingresó haciendo un reemplazo a una secretaria en la Unidad de Explotación  y después quedó como recepcionista. Estuvo bajo el régimen de honorarios que pagaba en un principio Servilily Ltda., cree que como dos meses, y después Gate S.A. Siempre los  honorarios fueron pagados mediante cheque, por lo tanto, nunca recibió efectivo y ascendieron a la suma de líquida de $ 400.000.- mensuales. Siempre emitió boletas de honorarios y nunca las facilitó a terceros, por lo tanto, todas las que emitió corresponden a una efectiva prestación de servicios.
Catherine Solange Gómez Concha, a fojas 11.176, en la que indicó que entre junio y octubre de 2000 se desempeñó en la Coordinación General de Concesiones, en el área informática  bajo el régimen de honorarios que pagó Servilily  Ltda. hasta septiembre de 2000 y los de octubre Gate S.A. Percibió siempre la suma de $ 270.000.- líquidos, los que  fueron pagados mediante cheques. Nunca recibió dineros extras en efectivo o en cheques durante el periodo que se desempeñó en la coordinación.

Jorge Mexin Saavedra Rojas, a fojas 11.177, en la que manifestó que entre octubre de 1998 y enero de 2003 se desempeñó en la Coordinación General de Concesiones como auxiliar y tiempo después como jefe de auxiliares. Estaba bajo el régimen de  honorarios que  eran solucionados por Gate S.A. y, en un periodo corto, por el Instituto de Economía y siempre mediante cheques que provenían de las cuentas corrientes de esas sociedades. Por un periodo de 7 meses percibió la suma de $ 220.000 por concepto de honorarios, después y hasta el término de sus servicios $ 400.000. Los honorarios nunca fueron pagados en efectivo y nunca recibió sumas de dinero en efectivo por ningún concepto. Nunca prestó boletas de honorarios a terceras personas y, por lo tanto, todas corresponden a una efectiva prestación de servicios. En octubre de 2002 los once auxiliares debimos pintar las dependencias de la coordinación un fin de semana, viernes a domingo, y todos recibieron en efectivo la suma de $ 150.000. No sabe la procedencia del dinero y no dio boletas de honorarios porque no se la pidieron.
Marcela Verónica Jara Pinilla, a fojas 11.178, en la que señaló que ingresó a la coordinación en septiembre de 1999, no recibiendo por honorarios una suma superior a $ 350.000 en ese mes. En octubre los honorarios se aumentaron a  no más de $ 450.000, que fue lo que se le pagó en noviembre y diciembre. Las sumas de dinero se pagaban mensualmente y emitía boletas de honorarios, cree que dio sólo  una a Servilily Ltda. por los honorarios de septiembre de 1999, por lo tanto, no  se explica cómo figura en el listado que rola a fojas 10.944 percibiendo de esa empresa la suma de $ 2.300.723, desglosado $1.533.723 en julio de 1999 y $ 480.000 en septiembre de 1999.

A fojas 15.916 (fojas 3.400 letra A), señaló que su ingresó fue a la Unidad de Administración y Finanzas, para desempeñarse como empleada administrativa,  siendo sus jefes en diferentes épocas  Sergio Cortes Castro, Juan Carlos Véliz, René Silva y Leslie Arredondo. En noviembre de 2002 se desvinculó de la coordinación. Los servicios los prestó bajo el concepto de honorarios, los que se pagaron con cheques  provenientes de las cuentas corrientes bancarias de Servilily Ltda., Gate S.A., la Facultad de Ciencias Económicas de la U. de Chile y del M.O.P. Administración de Sistema de Concesiones, previa extensión de la respectiva boleta de honorarios. Eran los jefes de la unidad  los que indicaban a quién debía extender la boleta y, por lo tanto, nunca prestó servicios a esas empresas y sólo trabajó en y para la Coordinación General de Concesiones. No puede exhibir el talonario de boletas de honorarios porque  lo extravió.

Agregó que no ha extendido boletas de honorarios  a Cygsa Ltda. y a Abaco Ingenieros Consultores Ltda., tampoco nunca ha trabajado para esas empresas. A petición de Erika Patricia Araneda Silva, secretaria de Sergio Cortés Castro, emitió  boletas de honorarios  a Gesys Limitada  en 1999 y 2000, por las sumas de $1.080.000 y $900.000, no sabe las razones por las que se las solicitaron,  sólo se benefició  con la recuperación del 10% del impuesto. También extendió boletas en esas condiciones a Gate S.A., aproximadamente unas tres, que tampoco  corresponden a prestación de servicios. Las emitió a petición de la secretaria de Sergio Cortés.

              Durante la época que trabajó en concesiones sólo percibió honorarios mensuales  que ascendieron aproximadamente a $600.000.- bruto y que se pagaron mediante cheques, por lo tanto, todas las boletas de honorarios que exceden de esta suma son aquellas que emitió a petición de Sergio Cortés Castro, que transmitió Erika Araneda.


  Nunca recibió dinero efectivo por las labores que desempeñó en concesiones o bajo cualquier otro concepto relacionado con sus labores.

Jorge Jaime Schaulshon Brodsky, a fojas 11.234, en la que señaló que cuando tenía 16 años fue dirigente estudiantil en el  Liceo Lastarria, militando en el Partido Radical hasta el año 73, época en que salió voluntariamente del país regresando en 1982, período en que sigue virtualmente militando en el Partido Radical. En el 1982 se dedica a la actividad privada ejerciendo la profesión de abogado. Con Ricardo Lagos Escobar y varios otros connotados personajes fundó el Partido por la Democracia en 1988, presentándose como candidato a diputado por la Concertación. En forma previa, asumió la secretaría general del partido, Ricardo Lagos Escobar la presidencia, cargo que desempeñó hasta 1990. Fue diputado entre 1989 y 1997 y asumió la Presidencia de la Cámara de Diputados en 1994 y la del partido en 1995, cargo que desempeñó hasta fines de 1996. En 1997 no se presentó a la reelección retirándose de la actividad política partidista, siguió como militante pasivo. Volvió a la política cuando se presentó como alcalde por la ciudad de Santiago y como no fue elegido volvió a sus actividades profesionales y privadas. Nunca ha desempeñado un cargo público, porque no puede considerarse como tal la labor que desarrolló en el parlamento.

En algún momento en los inicios de los gobiernos de la Concertación, se estableció un sistema de ayuda directa por parte del gobierno a los partidos políticos que conformaban el conglomerado, mediante el mecanismo de la entrega mensual de una suma de dinero en efectivo, que presume que eran de los fondos reservados, porque no era posible que vinieran del Presupuesto de la Nación, de lo que tomó conocimiento cuando fue miembro de la directiva del partido que presidía Sergio Bitar, como cuando asumió la presidencia, sistema que continuó durante todo el periodo que fue presidente del partido y que presume que siguió después. En el 2003 se prohibió mediante una ley el uso de gastos reservados para fines políticos partidistas, de lo que deduce que se estaban utilizando los gastos reservados para esos fines, lo que le consta plenamente en el período que estuvo en la directiva del partido y cuando ejerció la presidencia. En la época en que se desempeñó en la mesa directiva se trató el tema del financiamiento del partido, era un motivo de angustia permanente. En reuniones en las que debió al menos estar presente Sergio Bitar, y es posible que haya estado Guido Girardi, se dio como hecho que en el financiamiento del partido iba a existir colaboración del gobierno de turno. Cuando era miembro de la directiva no estaba en su conocimiento el monto del aporte, sólo que existía, pero cuando asumió la presidencia el monto era de $ 5.000.000 mensuales que entregaba un funcionario del Ministerio Secretaria General de Gobierno, eso en el caso de su partido político. Parece que los fondos se canalizaban a los partidos a través de un ministerio con disponibilidad de fondos reservados, a cargo de un ministro militante del partido correspondiente. En la época en que fue presidente, José Joaquín Bruner era ministro de esa Secretaria de Estado, antes estuvo Víctor Rebolledo. Como el sistema venía de antes de que asumiera la presidencia del partido, nunca habló de ese tema con el ministro Bruner ni tampoco con el ministro Rebolledo. No recuerda el detalle de cómo se recibía el dinero, pero sí que a veces se mandaba a buscar, pero la mayoría de las veces lo mandaban a dejar. En un par de oportunidades lo recibió personalmente. Desconoce absolutamente cómo el tema se manejaba contablemente en el partido. Como el sistema ya estaba implementado de la manera señalada, sólo se contactó, lo más probable que en más de una oportunidad, con Eugenio Beca, que cree que era jefe de gabinete del ministro, con la finalidad de que agilizara la entrega de los aportes. Ignora que medidas tomaba, si es que adoptaba alguna para cumplir el compromiso contraído con el partido. Nunca se firmó recibo por los dineros   entregados en efectivo, todo estaba radicado en la confianza de los personeros. Durante el período que se desempeñó como presidente siempre la cuota ascendió a la suma de $5.000.000.- mensuales. Desconoce la operativa interna existente al interior del ministerio o del gobierno. La suma recibida del gobierno se destinaba exclusivamente a la institución, nunca se benefició a una persona natural, fundamentalmente era para pagar gastos generales, como arriendo, luz, agua y es probable que los sueldos de las secretarias y junior. Presume que este sistema operaba en todos los partidos políticos, no existiría razón para favorecer a uno en desmedro de otro. En la medida que los partidos políticos deben efectuar campañas para obtener que sus candidatos sean elegidos por la ciudadanía y también es menester ayudar en algunas ocasiones a sus candidatos para todas las campañas como, por ejemplo, proporcionándoles afiches o mediante entrega de dinero para el  pago de los gastos que irroga la campaña, se puede decir que los dineros recibidos se destinaban a campañas políticas, en realidad era el partido político el que le daba el destino final. Nunca supo y cree que nunca hubo aporte de parte del gobierno diferente a lo señalado, que supone que provenía de los gastos reservados. Recuerda que 1996 para la campaña municipal se planteó a Carlos Figueroa, Ministro del Interior de la época, que se requerían aportes para esa campaña y él manifestó que no era posible. La petición se hizo en una reunión en que estaban presentes casi todos los presidentes de los partidos políticos de la concertación y tiene certeza que no fue en dependencias del ministerio. Siempre le pareció que  era necesario transparentar el sistema de financiar los partidos, porque siempre ha sido partidario de un sistema de financiamiento a los partidos, a la política en general, público y transparente, incluso dio  entrevistas a diferentes medios de la prensa escrita en 1994, en El Mercurio, La Segunda, en que dio cuenta del financiamiento, lo que generó un debate público que no arribó a buen puerto porque en la oposición no hubo consenso para hacer propuestas concretas sobre la materia. En esa época no se consideró una actitud ofensiva de su parte hacia terceras personas, ni nadie negó esa  situación. También recuerda que como presidente de la Cámara de Diputados fue miembro de la Comisión de Ética Pública, nombrada por el presidente Frei, y en diferentes reuniones se trató de la necesidad de transparentar el financiamiento de la política. Sin embargo, en esa oportunidad tampoco hubo consenso para adoptar las medidas pertinentes, quedando todo consignado en el informe que  contenía la propuesta. Desconoce las razones por las que su análisis tomó el  cariz que el tribunal conoce, dado a conocer por los medios de prensa, porque en concreto se limitó a un análisis con antecedentes de hecho que, en su concepto, ayudan a entender la “ideología o cultura de la corrupción”. Tratándose del caso denominado Mop-Gate, ha tomado conocimiento a través de la prensa y de los fallos judiciales dictados en la causa, en su concepto, le permiten avalar la idea que trata de explicitar, en el sentido que se instaló la idea de que “el fin  justifica los medios”, que da cuenta de una falta de probidad de los funcionarios que han incurrido en conductas que están siendo investigadas y que una parte del  mundo político no las considera reprobables. No tiene conocimiento personal directo ni indirecto de los hechos ocurridos al interior del ministerio y que se están investigando, y el Partido Por la Democracia nunca recibió dineros del Ministerio de Obras Públicas, que sepa. Cree que los aportes que se hacían a los partidos políticos provenían de ministerios que cuentan con la partida “gastos reservados”, que son: Ministerio del Interior, de Defensa, Cancillería, Secretaría General de la Presidencia, Secretaría General de Gobierno. A Carlos Cruz, Juan Carlos Latorre y Guillermo Díaz los conoce por relaciones políticas, a Matías de la Fuente lo conoció en las oportunidades que concurrió a la Moneda. Con Javier Etcheberry mantiene desde tiempo una relación de amistad. No ha tenido relaciones ni con Sergio Cortés ni Gonzalo Castillo, a lo mejor ha visto a éste último cuando se desempeñaba como jefe del gabinete del subsecretario. Nunca solicitó un favor político a los ministros de Obras Públicas, ya sea para que le dieran trabajo a militantes del partido o para que adjudicaran contratos a personas naturales o  jurídicas con militancia partidista.

              Agregó que habían militantes del Partido por la Democracia en el Ministerio de Obras Públicas, sin embargo, no se atreve a afirmar si alguno de ellos operaba como “operador político” en esa Secretaría de Estado. Chaparro era de ese partido y se  desempeñaba en el Ministerio de Obras Públicas, pero no le consta su labor y, por lo tanto, no puede señalar que haya sido un “operador político”. A Tombolini lo conoce de muchos años desde el punto de vista personal y político, porque era militante del Partido Radical, como él en un principio, pero ignora completamente los hechos que derivaron en su procesamiento y posterior condena.
José Eugenio Becerra Jiménez, a fojas 11.250, en la que señala que entre febrero o marzo de 1998 y hasta diciembre de 2001 trabajó en la Coordinación General de Concesiones, desempeñándose como chofer del coordinador Cruz Lorenzen hasta marzo de 2000, pues cuando él asumió como ministro se fue a trabajar a la Unidad de Administración de dicha coordinación que quedó a cargo de Juan Carlos Véliz. Su trabajo estaba relacionado con los pagos de honorarios extraordinarios a los agentes públicos que se desempeñaban en las regiones, esto es, con el pago de viáticos de carácter nacional y extranjero o salidas a terreno. Debía velar por el cumplimiento de la regularidad administrativa de esos pagos y por la rendición de gastos. Ingresó a la coordinación bajo el régimen de honorarios y percibía un monto de $300.000.- mensuales por ese concepto, que en un principio pagaba el  Instituto de Economía y después Gate S.A. y Servilily. Como debía manejar un vehículo fiscal, y para ese efecto debía ser empleado público, se le dio una contrata grado 18 con un sueldo equivalente a $ 170.000 y para mantener su primitivo honorario se le pagaba una suma adicional mediante cheque, debiendo emitir boletas a las sociedades señaladas. Como en más de una oportunidad tuvo que acompañar al coordinador Cruz fuera de Santiago, recibió dineros por concepto de viáticos. Aparte de los honorarios y viáticos no recibió sumas de dinero adicional, no obstante que trabajaba más allá de las 20 horas. Otros empleados que hacían pega similar a la suya recibían platas extras. Recuerda que Juan Carlos Véliz en dos oportunidades le pidió  que le facilitara dos boletas de honorarios, por la suma aproximada de $300.000.- cada una. No recuerda a quien quedaron emitidas y supone que se las pidió para respaldar movimiento de platas, entrega de platas a otras personas, porque no se benefició con los dineros que se consignaron en las boletas. 
Paola Karina Calderón Rojas, a fojas 11.251, en la que señaló que entre julio de 1996 y enero  de 2003 se desempeñó como secretaria en la Coordinación General de Concesiones, en un principio en la Unidad de Auditoría y después fue derivada a otras unidades. La labor la desempeñó bajo el régimen de honorarios que fueron pagados por Servilily Ltda., Instituto de Economía y Gate S.A. En un principio recibió como $325.000.- líquidos, que después fueron rebajados a $ 230.000. Salvo dos o tres oportunidades que pagaron en efectivo, siempre  lo fue mediante cheques que provenían  de la cuenta corriente  de las referidas empresas. Era personal  del Departamento de Administración  el que llenaba las boletas, pues sólo debían dejarlas firmadas. Tiene la impresión que nunca le llenaron una boleta por una suma no percibida. No obstante que su horario de trabajo  se extendía hasta incluso las 22.00 horas, al igual que en el caso de muchos otros compañeros, nunca recibieron sumas de dinero adicionales por ningún concepto. Había un grupo de compañeros que recibían sumas de dinero adicionales en efectivo, que se entregaban en sobres. Varios de esos sobres con dinero provenían de empresas que se adjudicaban los proyectos, entregaban sobres con dinero en efectivo a título de “coima” y a la larga eran siempre las mismas empresas las que se ganaban los proyectos, entre ellas, estaban las sociedades R & Q y CCP Ingeniería. El grupo de personas que trabajaban  en concesiones  y que recibían sumas  adicionales formaban parte del grupo de amigos de Cortés Castro, los denominábamos “los secuaces de Cortés”.

Agregó que para la campaña presidencial de 1999, en las dependencias de la Coordinación General de Concesiones, se instaló una oficina especial para recaudar platas y para efectuar todo el trabajo de la campaña misma. A esa oficina llegaban todas las personas que iban a cobrar las facturas y ahí se efectuaban los pagos de todos los gastos propios de la campaña. Además, en un principio les dijeron que debían apoyar económicamente a la campaña y después prácticamente los obligaron a ello, porque les descontaban unilateralmente un porcentaje del sueldo. No les quedaba otra cosa que aceptar porque  si no los despedían. Eso le pasó a todos los que trabajaban en la Coordinación General de Concesiones. Le descontaron un porcentaje sólo en dos remuneraciones porque reclamó, al resto de sus compañeros el descuento duró alrededor de cuatro meses, tiempo que duró la recolección de plata al interior de la coordinación.
Añadió que como se apreciaba una falta de equidad en lo relativo a remuneraciones, porque habían personas que ganaban cinco veces más que otros y haciendo el mismo trabajo, incluso algunos sin contar con un título, intentaron formar un sindicato y lograron algunos beneficios fundamentalmente en lo relativo a bienestar. Era imposible obtener que las remuneraciones se equipararan, porque su monto dependía si se era amigo o no de Cortés Castro y de su grupo.
María Bernardita Amigo Verdejo, a fojas 11.270, en la que señaló que en los años 97 y 98 trabajó en  La Calera de camarera en un hotel y una clienta del hotel, llamada Francisca, le ofreció trabajo que debía efectuar después del horario normal, como 3 veces a la semana, en una oficina que tiene la idea que era del Ministerio de Obras Públicas porque en las dependencias vio el logo de ese ministerio. Parece que la gente de esa oficina trabajaba en la construcción de un camino. Recibió la suma de $ 30.000.- mensuales, no recuerda si por un año o por dos. Le pagaron siempre con cheque y tuvo que emitir boletas de honorarios, pero por el tiempo transcurrido no recuerda a quien. No recibió más dinero del señalado bajo ningún concepto, pagado en cheque o en efectivo.
Sergio Antonio Manríquez Navarrete, a fojas 11.271, en la que manifestó que entre principios de 1999 y septiembre de 2003 trabajó en la Coordinación General de Concesiones, ubicada en calle Merced, en la Unidad de Expropiaciones y en el Servicio Jurídico, como auxiliar de secretaría y conductor de vehículos fiscales. Estuvo contratado bajo el régimen de honorarios, percibiendo en una primera época la suma de $ 150.000.- y al final le parece que como $ 250.000.- En la suma que se pagaba mensualmente por concepto de honorarios se incluían las horas extraordinarias y lo que correspondía por concepto de comisión de servicio, porque debía ir a dejar gente fuera de Santiago. Siempre se le pagó con cheques que parece que proveían de cuentas corrientes de la Universidad de Chile, Gate S.A. y Servilily Ltda. Nunca pagaron en efectivo, pero recuerda que los dos últimos años pagaron aguinaldo en efectivo, parece que sólo para Navidad y por la suma de $ 30.000.- si mal no recuerda. Nunca ha prestado sus boletas de honorarios. 
Roberto Javier Carvallo Núñez, a fojas 11.272, en la que manifestó que hace bastante años, puede ser en 1997, trabajó en la Coordinación General de Concesiones por un mes como recepcionista, como una especie de práctica. Sólo percibió una suma que no excedió de  $ 300.000.-, sin recordar si emitió una boleta de honorarios, cree que no, aunque a esa fecha había iniciado actividades en el Servicio de Impuestos Internos. Pagaron con un cheque y por el tiempo transcurrido no está en condiciones de señalar de qué cuenta corriente provenía. De lo que si está seguro es que no facilitó boletas de honorarios a personas que se desempeñaban en concesiones para ningún efecto. Sólo recibió honorarios por el mes trabajado. Como en el listado que rola a fojas 10.944 figura percibiendo la suma de $ 350.000.- en junio de 1999, manifestó  que esa debe ser la cantidad bruta y que a lo mejor trabajó en esa fecha.

Cristian Rodrigo Villalobos Romero, a fojas 11.273, en la que indicó que entre mayo de 2000 y enero de 2001 trabajó en la Coordinación General de Concesiones, sección informática. Los servicios los prestó bajo el régimen de honorarios que siempre se pagaron en efectivo, a razón de $ 270.000.- líquidos mensuales. Todos los dineros que percibió están respaldados con boletas de honorarios emitidas a Servilily Ltda. y a Gate S.A. 
Julén Catherine Birke Abaroa, a fojas 11.345, en la que señaló que en el curso de 2000, no recuerda si por invitación privada o concurso público, fue invitada a participar en un concurso artístico, que tenía por  finalidad que las obras de los artistas se imprimieran en afiches autoadhesivos para pegarse en las micros que circulaban por el centro de Santiago. La finalidad del concurso era “llevar la cultura a la población” mediante la exhibición de los trabajos de diferentes artistas, entre ellos el suyo. Su trabajo consistió en la exhibición de dos pechos femeninos. No recuerda donde entregó su trabajo, puede haber sido en la Dirección de Arquitectura, ni quien le dijo que extendiera una boleta por la suma líquida de $ 500.000.- a nombre de Gate S.A., la que fue pagada mediante cheque. 

Cristian Mauricio Fajardo Rubio, a fojas 11.349, en la que señaló que en octubre de 1995 ingresó a la Coordinación General de Concesiones, desempeñándose en dicho organismo hasta 2001 o 2002, año en que se fue a trabajar a la Dirección Nacional de Planeamiento, servicio en el que trabajó hasta enero de 2004, porque en febrero de ese año empezó a laborar en la Junta de Aeronáutica  Civil, dependiente del Ministerio  de Transporte, donde trabaja hasta la fecha de su declaración. Ha desempeñado labores en materias propias de su especialidad, ingeniero civil con mención en transporte. Salvo un lapso muy pequeño, de aproximadamente tres meses,  que estuvo a contrata por el Ministerio de Obras Públicas pero trabajando en la Coordinación General de Concesiones, siempre ha estado a honorarios, los que han sido solucionados entre octubre de 1995 y noviembre de 1996 por la Fundación de Transferencia Tecnológica y el Instituto de Economía; desde diciembre de 1996  y mientras desempeñó funciones en la coordinación   por el MOP Administración Sistema de Concesiones; y cuando se fue a trabajar a la Dirección de Planeamiento  fueron pagados por la  Subsecretaría de Obras  Públicas. En el período que trabajó en la Coordinación General de Concesiones y en Planeamiento suscribió convenios ad-referéndum anuales con la autoridad, que fueron aprobados por resoluciones. En estos casos sus honorarios fueron pagados por cheques fiscales. Nunca recibió sumas de dineros adicionales, pagados mediante cheques o en efectivo. Sin embargo, a raíz del caso fue citado al  Servicio de Impuestos Internos donde se le informó que figuraba percibiendo dineros por los que no había emitido boletas. Regularizó la situación, no recuerda el monto de la suma por la que no había declarado, tampoco cuanto tuvo que pagar por concepto de impuestos, intereses y multa. 

En cuanto al listado puesto a disposición del tribunal, en el que figura percibiendo $ 800.000.- en enero de 2000, $ 800.000.- en febrero de 2001  y $ 450.000 en marzo del mismo año, señaló que no recuerda haber recibido esos montos,  salvo que corresponda  a aquella suma por la que fue citado por Impuestos Internos y que regularizó. Como estaba a honorarios  no puede existir la figura de sobresueldo. 
Norman Alberto Partarrieu Padilla, a fojas 11.351, en la que señaló que entre enero de 1999 y julio de 2001 se desempeñó en la Coordinación General de Concesiones, por invitación del coordinador Carlos Cruz. Reguló sus honorarios con Pablo Anguita, Coordinador de Construcción de  Obras Concesionadas, en la suma de $ 3.600.000.-, que puede ser considerada como de mercado, esto es, similar a la que se le habría pagado en el sector privado atendida su experiencia. Sólo tuvo la calidad de agente público en 1999, época en que estuvo a cargo de la administración del Contrato de Concesión Ruta 5 tramo Santiago-Talca. En los años 2000 y 2001 se vinculó al ministerio en virtud de contratos de honorarios, desempeñándome en el 2000  como encargado de diferentes proyectos  y en el 2001 prestó asesoría en materias relacionados con ingeniería, especialmente en ferrocarriles. Su remuneración siempre se pagó mediante cheques  que supone eran fiscales, porque se depositaban en su cuenta corriente, previa extensión de boleta de honorarios al MOP. Administración Sistema de Concesiones. Nunca percibió dineros en efectivo o mediante cheque con la finalidad de mejorar su remuneración y todas las boletas de honorarios obedecen a la prestación efectiva de servicios.


A fojas 11.353, señaló que no ha recibido las sumas de dinero que figuran en un listado puesto a disposición del tribunal y que son, las siguientes: $ 1.000.000.- en enero de 2000; $ 1.500.000.- en  abril de 2000; $ 1.700.000.- en enero de 2001; y $ 1.000.000.- en marzo de 2001. Todo lo que percibió corresponde a las boletas de honorarios que emitió oportunamente, por lo tanto, todo está respaldado con boletas de honorarios.
Claudia Roxana Parada Vilches, a fojas 11.358, en la que señaló que en junio de 2000 entró a trabajar como secretaria en la Secretaría Regional Ministerial de Transporte, reemplazando a Ana Cecilia Venegas que se fue a trabajar a la Conaset como secretaria de Antonio Dourthe, Secretario Regional Ministerial de Transporte que se fue de Secretario Ejecutivo  de la Conaset. Tiene entendido que la Seremi de Transporte le siguió pagando el sueldo a Venegas, porque era funcionaria de planta, por lo tanto,  no obstante que firmó un contrato con la Subsecretaría de Transporte emitió boletas  a Gate S.A., sociedad que le pagó los honorarios de junio a enero de 2001 a razón de $ 350.000.- brutos mensuales. Siempre pagaron con cheque de la cuenta de Gate S.A. y nunca recibió dinero efectivo. A partir de enero de 2001 el pago de los honorarios se regularizó, siendo solucionados mediante cheque fiscal. En diciembre de 2001 se fue a trabajar a la Corporación Nacional de Medio Ambiente, Región Metropolitana y en julio de 2002 volvió a la Subsecretaría de Transporte a contrata, lugar donde trabaja hasta la fecha de su declaración.

Yorka Ivonne Valdés Valdés, a fojas 11.360, en la que señaló que es funcionaria de planta del Consejo de Defensa del Estado desde 1994, desempeñándose en la Procuraduría Fiscal de la ciudad de Talca. El jefe de la Unidad Técnica de Expropiaciones del Ministerio de Obras Públicas, Javier González, se comunicó con ella,  a través del Coordinador General de la Unidad Técnica de Expropiaciones de la 7º Región, Patricio Bonta, para que efectuara unos informes mensuales de causas sobre expropiaciones en que los terrenos se encontraban en estado de toma material, labor que hizo fuera del horario de trabajo y generalmente los fines de semana. Esta labor la desempeñó desde enero de 2001 y hasta diciembre del mismo año y le pagaron $70.000 mensuales, lo que da un total de $840.000. La boleta de honorarios la enviaba sólo firmada y después alguien del ministerio le indicaba a qué entidad había quedado emitida para que consignara el dato en la copia. Mediante este sistema dio dos boletas a Gate S.A. por $140.000 brutos, que coincide con la cantidad que figura en el listado que rola a fojas 1 y siguientes. Por el resto del período las boletas fueron extendidas a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile y en un total de 19 se consigna que la suma pagada corresponde a “recopilación de datos para encuesta para el proyecto Trabajo de Apoyo Administrativo y de Servicios a la C.G.C. de la D.G.O.P. del M.O.P”. Aparte de esas sumas de dinero no recibió otras en efectivo o mediante cheque. 

Ulises Augusto Nanjari Vargas, a fojas 11.361, en la que manifestó que trabajó en el Consejo de Defensa del Estado como funcionario de planta desde el año 1993 y hasta mayo de 1999, desempeñándose como procurador de diferentes causas en que era parte dicho consejo. En agosto de 1999 comenzó a prestar servicios en la Procuraduría Fiscal de San Miguel, en el área de expropiaciones, y su contratación estaba inserta en un convenio marco que celebró el Ministerio de Obras Públicas con el Consejo de Defensa del Estado, por lo tanto, si bien estaba sometido jerárquicamente al Procurador Fiscal de San Miguel los honorarios los pagaba el ministerio. De agosto a septiembre de 1999 ganó la suma bruta de $400.000.- ($360.000 líquidos), extendiendo boleta al Instituto de Economía de la Universidad de Chile; en octubre del mismo año también emitió una boleta a dicho instituto por igual suma, sin embargo como el cheque venía extendido por Gate S.A. solicitó al ministerio que devolvieran la boleta y la anuló, por lo tanto, ese mes no dio boleta. Emitió boletas a Gate S.A. de noviembre de 1999 y hasta diciembre de 2000 por la suma de $400.000 brutos, lo que da un total de $6.000.000. Como el trabajo aumentó, desde agosto de 2000 y hasta diciembre de ese año se le pagó adicionalmente la suma bruta de $111.111, mediante cheques extendidos por Abaco, emitiendo la boleta respectiva, recibiendo de la suma de $555.555. Los honorarios de enero de 2001 a junio de ese año los pagó el M.O.P. Sistema de Administración de Concesiones, igual a la suma de $511.111, extendiendo boletas al ministerio, en virtud de un contrato de honorarios celebrado con dicha Secretaría de Estado. Desempeñó labores de jefe administrativo entre julio y diciembre de 2001, pagándosele la suma de $750.000 líquidos con cheque fiscal. En enero de 2002 celebró un contrato a honorarios con el Consejo de Defensa del Estado, situación que se mantiene hasta la fecha de su declaración. Aparte de las sumas de dinero señaladas no percibió otras, ya sea mediante cheque o dinero efectivo. 
Jaime Patricio Herrera Ferrada, a fojas 11.363, en la que indicó que es ingeniero comercial y que ingresó a la Subsecretaría de Transporte del Ministerio de Transporte en 1981, desempeñándose en esa dependencia hasta la fecha de su declaración. Hasta 1988 estuvo a contrata incorporado a la planta profesional y desde 1989  en la planta profesional directiva como titular. Actualmente está en igual planta pero sin jefatura. Siempre se le ha pagado su sueldo mediante cheque fiscal, actualmente es equivalente al grado 4 de la Escala Única de Sueldo.  En abril de 2000 al asumir las nuevas autoridades fue designado jefe de la División de Administración y Finanzas  de la Subsecretaría de Transporte, manifestando la autoridad que se iban a efectuar trabajos adicionales con motivo de la fusión de los ministerios y por lo que se pagaría una remuneración adicional. Fue el ministro Cruz el que comunicó esa determinación y tiene la impresión que fue Sergio Cortés Castro el que le comunicó que iba a recibir $ 1.000.000 mensuales por ese trabajo adicional, que sería pagado desde el  Ministerio de Obras Públicas porque el de Transporte no tenía presupuesto. No celebró ningún contrato ni tampoco se  le dio un trabajo específico y concreto, tampoco le exhibieron términos de referencia o bases administrativas y es probable que Cortés Castro le haya dicho que debía limitarse a las materias administrativas, presupuestarias y de gestión con miras a la fusión. Sergio Cortés Castro daba las instrucciones de lo que había que hacer y no hacer. El ministro Cruz decía “hablen con Cortés, él sabe”. Los pagos no fueron periódicos y durante el 2000 sólo recibió la suma líquida de $ 4.500.000.- que fueron pagados mediante 5 cheques de $ 900.000.- cada uno. A fines de ese año se preocupó de las boletas de honorarios y consultó a quien debía emitírselas y le dieron el nombre de dos empresas, emitiendo a Gate S.A.  la N° 301 de 15 de diciembre de 2000 por la suma líquida de $ 3.600.000.- y a Asyr la N° 302 de 20 de diciembre a de 2000 por la suma líquida de $ 900.000.-, como glosa estampó “Asesoría Profesional meses de mayo, junio, julio, septiembre y noviembre de 2000”, porque tenía la impresión que en esos meses recibió los cheques. No recuerdo de qué cuenta corriente provenían, pero tiene la impresión que era de la cuenta de Gate S.A. No recibió ningún peso más por esta labor de tipo extraordinario. Ignoro porqué razón en la prensa y en el listado que está en la causa aparece percibiendo la suma líquida de $ 9.000.000.- El trabajo se tradujo en la prestación de asesorías mediante entrega de opiniones, participando en reuniones para preparar el trabajo de fusión de los ministerios,  que, en definitiva, no se concretó. Aparte de las sumas señaladas, durante todo el periodo en que se ha desempeñado en el ministerio sólo ha percibido el sueldo pagado mediante cheques fiscales, honorarios  por participar en directorios de empresas y por labores académicas en la Universidad Diego Portales. 
Carlos Domingo Mora Prandel, a fojas 11.365, en la que señaló que ingresó al Ministerio de Transporte en 1980, para desempeñarse como profesional, ingeniero civil mecánico. En 1994 fue nombrado jefe del Departamento de Transporte Terrestre, grado 4 de la escala única de sueldo, jefatura que desempeñó hasta 1997,  siendo nombrado jefe de la Unidad de Coordinación Regional, cargo que desempeñó hasta enero de 2002, mes en que es transferido a la Secretaria Regional Ministerial de Transporte Metropolitana. En octubre de 2002 se reintegró como profesional a la División de Normas de la Subsecretaría, donde se desempeña hasta la fecha de su declaración. Tuvo la calidad de contrata hasta fines de 1988, porque en 1989 pasó a la planta profesional y en 1994 fue incorporado a la planta directiva, conservando el cargo en la planta profesional. Siempre su sueldo se ha pagado mediante cheque fiscal y es equivalente al grado 4 de la Escala Única de Remuneraciones. En algunos periodos recibió honorarios adicionales, así en 1992 y 1993 le pagaron como por 3 ó 4 meses la suma de $ 150.000.- por trabajos extraordinarios, que fueron solucionados con cheques fiscales. También hasta el 2000, desempeñando una jefatura, participó en el Centro de Control y Certificación Vehicular “3CV” en reuniones periódicas que se efectuaban una vez a la semana, percibiendo como por un año más o menos la suma de $ 340.000.- mensuales, que se pagaba mediante cheque fiscal y emitía la respectiva boletas de honorario a la Subsecretaría de Transporte. Por lo tanto, hasta mayo de 2000 percibió el sueldo pagado mediante cheque fiscal y honorarios extraordinarios pagados también con cheque fiscal, emitiendo boletas de honorarios a la Subsecretaría de Transporte. 

Al asumir las nuevas autoridades en marzo de 2000,  por su experiencia le dieron mayores responsabilidades y el Subsecretario Tombolini hizo cambios en la subsecretaría y formó diferentes equipos de trabajo. Dentro de estas nuevas responsabilidades le correspondió intervenir en la licitación de plantas revisoras y en las mesas  de trabajo que se formaron con los diferentes gremios del transporte. Asumió la dirección de varias comisiones que se conformaron con el gremio de los taxistas, de los empresarios de transporte urbano mayor de regiones, transporte de carga. También se dio a conocer que la autoridad quería fusionar los ministerios y dentro de ese contexto participó en reuniones a cargo de la consultora Grupo Sur  y de otros consultores como Herrera Labarca, la idea de esas reuniones era formar “liderazgos para la fusión”, incluso participó en un programa que dio Malucha Pinto, que era como un evento de  inicio de trabajo conjunto, actividad en la que participaron como quince funcionarios que desempeñaban cargos de jefatura en el Ministerio de Transporte, que consistió en hacer una ronda en que se dirigían a los vientos de los cuatro puntos cardinales. También participó en otras reuniones con personal del Ministerio de Obras Públicas, como dos o tres. Todo le parecía como poco ajustado a las reglas propias de la administración pública, poco sistematizado y estructurado.

En definitiva, como por la participación en  las comisiones señaladas y en las licitaciones de plantas revisoras, unido a la participación en las reuniones señaladas con motivo de la fusión de los ministerios, trabajaba más de lo habitual sin percibir una remuneración adicional, le planteó la situación al jefe de gabinete del Subsecretario de Transporte, Juan Guillermo Hurtado, respondiéndole algo así como “no te preocupes que se arreglara”. En  mayo de 2000 lo llamó la secretaria del jefe de gabinete y le dijo que le tenía un sobre, en cuyo interior había un cheque por la suma de $ 900.000.- Le pareció raro porque cada vez que recibía honorarios se exigía primero la boleta de honorarios, que tenía que tener estampada el visto bueno de su jefe, que daba cuenta que el trabajo lo había efectuado, y, además, porque no era cheque fiscal. No se lo comentó a nadie y cree que en una oportunidad el jefe de gabinete le dijo algo así como “si había recibido el sobre”,  respondiéndole que si y sin hacer más comentario. En cinco oportunidades más, cree que en meses distintos, se dejaba un sobre en su oficina con su secretaria en cuyo interior había un cheque por la suma de  $ 900.000.-. Sólo recibió seis cheques por la suma de $ 900.000.- cada uno, lo que hace un total de  $ 5.400.000. No se explica porqué en un listado figura con nueve cheques por $ 900.000.- igual a $ 7.200.000.-. 

Juan Guillermo Hurtado fue su único interlocutor para estos efectos y en una oportunidad que le consultó por el nombre  y rol único tributario del destinatario de la boleta le dijo “espérate”. Lo encontró super raro y después le dijo que las boletas las tenía que emitir a Asyr. Le expresó que cómo si no había trabajado para ellos, entonces le dijo “llama al MOP” y me dio un nombre y un  teléfono. No recuerda el nombre de la persona a quien le pregunté por los datos para emitir la boleta, la que también le dijo que había que emitirla a Asyr, porque así era el procedimiento. Le dijo que cómo era posible y él insistió. En definitiva no hizo nada porque pasó el tiempo y se olvidó. A fines de 2002 decidió regularizar la situación y fue al Servicio de Impuestos Internos, declarando que en el 2000 había percibido $ 5.400.000.-. Rectificó la declaración de impuesto y pagó por ese concepto, más reajustes y multa  la suma de $ 746.427.-

Los cheques los depositó en una libreta de ahorro bipersonal del Banco de Crédito. Se deja constancia que aparecen montos de $ 900.000.- depositados el 15 de junio de 2000, el 1 de agosto de  2000, el 13 de septiembre de 2000, el 5 de octubre de 2000, el 10 de noviembre de 2000,  y el 24 de enero e 2001. 
Pedro Antonio Muñoz Muñoz, a fojas 11.368, en la que señaló que desde noviembre de 1997 y hasta el 2000 se desempeñó en la Coordinación de Construcción de la  Coordinación General de Concesiones. En los años 2001, 2002 y parte de 2003 se desempeñó en la Dirección de Vialidad y desde el 2003 y hasta la fecha de su declaración en la Dirección General de Obras Públicas. Su labor está relacionada con los componentes de lo que se denomina “Desarrollo Sustentable”: economía, medio ambiente, ciudadanía. En concreto, debe proponer cursos de acción o soluciones a problemas concretos específicos que surgen por la ejecución de los proyectos. Siempre ha trabajado a honorarios, celebrando convenios ad referéndum con la autoridad, que son aprobados por resoluciones. Los honorarios se pagan mediante cheque fiscal, previa emisión de la respectiva boleta de honorarios y generación de los informes mensuales de cumplimiento de  los cometidos establecidos en los términos de referencia. Salvo la suma de $ 50.000.-  que recibió en diciembre de 1997 o de 1998, por concepto de aguinaldo, suma bastante considerable, no ha recibido otras diferentes a los honorarios percibidos del ministerio en las condiciones señaladas. No se explica porqué en el listado que  se exhibe aparece percibiendo en marzo de 2000 de Gate S.A. la suma de $ 720.000.- 

Patricia Zoila Israel Korenblit, a fojas 11.369, en la que manifestó que no recuerda el año exacto en que fue invitada a participar en un concurso que tenía por finalidad difundir el arte a través de las micros. Su labor se tradujo en hacer un cuadro, una pintura en acrílico, que después se transformó en calcomanías que se pegaron en varias micros. En este concurso participaron muchos artistas. No recuerda si era concurso público o privado, pero fue convocada a participar por el Ministerio de Obras Públicas. Recibió la suma de $ 500.000.- a titulo de premio por haber ganado el concurso, suma que no puede ser considerada como honorarios propiamente como  tal. No recuerda si dio boleta de honorarios.
María Patricia Henríquez Orellana, a fojas 11.370, en la que indicó que desde mayo de 1998 y hasta la fecha de su declaración se desempeña en la Coordinación General de Concesiones, Unidad de Medio Ambiente y Territorio. Su labor se concreta en el análisis urbanístico y territorial de los proyectos a concesionar. Siempre ha estado en la calidad de honorarios, suscribiendo para ello convenios ad-referéndum que han sido aprobados por resoluciones de la autoridad respectiva. Como los cheques son depositados en su cuenta corriente bancaria no puede afirmar que sean fiscales, pero cree que lo son, mas aún si cada pago está respaldado con la respectiva boleta de honorarios  que ha emitido  al MOP Administración Sistema de Concesiones, en las que señala como glosa el número de la resolución y de la cuota, en su caso. Nunca ha percibido sumas adicionales a las pagadas por el ministerio por concepto de honorarios o viáticos, pagados en las condiciones anotadas, por lo tanto, no se explica porqué figura percibiendo en el listado la suma de  $ 800.000.-  por concepto de sobresueldo y  pagado por Gate S.A.

Denisse Andrea Joo Astorga, a fojas 11.474, en la que indicó que ingresó al Departamento de Presupuesto y Gestión  de la Dirección Nacional de Planeamiento el 3 de noviembre de 1997, manteniéndose en dicho departamento hasta septiembre de 2004 o 2005, porque se fue a trabajar al Departamento de Administración de igual dirección, en el que trabaja hasta la fecha de su declaración. Ha desempeñado labores de secretaria  y estuvo a contrata hasta septiembre de 2003, porque el 1 de noviembre de 2003 se incorporó a la planta. Su sueldo siempre se ha pagado mediante cheque fiscal y es equivalente a un grado de la Escala Única de Sueldo. Nunca ha recibido sumas de dineros adicionales para mejorar la remuneración, pero recuerdo que un día sábado, en la época en que  Sergio Cortés Castro trabajaba en la Dirección de Planeamiento,  tuvo que trabajar ingresando al Sistema de Administración Financiera, SAFI, guías de tramitación o TD5 de todos los servicios, oportunidad en que Patricio Estay o Sergio Cortés para los gastos de almuerzo le pasó la suma de $ 30.000.- que rindió con boletas. No ha recibido la suma de $ 100.000.- como sobresueldo, ni otras sumas de dinero a ese título, pagadas en cheque o efectivo.

Carlos Alberto Garate Sánchez, a fojas 11.502, en la que manifestó que entre 1997 y el 31 de marzo de 2000 se desempeñó como jefe de Planificación de la Subsecretaría de Transporte, cargo que dejó en marzo de 2000 porque el nuevo Subsecretario de Transporte, Tombolini, no quiso seguir contando con sus servicios. Cuando Carlos Cruz Lorenzen fue nombrado ministro lo llamó y le pidió que colaborara en la coordinación y desarrollo de los programas de  infraestructura y transporte, labor por la que acordaron honorarios por una suma de $ 2.800.000.- mensuales. Los parámetros que se utilizaron para fijar esa suma de dinero, fue la disposición a pagar que tenía el ministro Cruz y las rentas de mercado de un profesional como él. Recibió instrucciones verbales de Cruz acerca del trabajo que debía desarrollar. No firmó convenios de honorarios ni tampoco se entregaron términos de referencia escritos en los que quedaran especificados las labores que debía desarrollar. En el cumplimiento del cometido elaboró informes  por tareas puntuales, sin perioricidad,  participó en reuniones de coordinación y visitas a terreno, relacionándose fundamentalmente con personal de la Subsecretaría de Transporte, entre ellos,  Gabriel Aldonay, Paulina Soriano y con el Subsecretario Tombolini, también con personal de Obras Públicas, entre ellos, Juan Pablo Palomino, Rodrigo Campos, Darío Farren y además se reunió con el ministro Cruz al que reportaba  del cumplimiento del cometido en forma regular. Cuando conversó con Cruz la idea era que se desempeñara por un tiempo indefinido, pero a principios de junio de 2000 acordaron que iba a trabajar sólo hasta el 30 de junio de ese año. Los pagos no fueron periódicos, sino que recibió diferentes montos de dineros cuya suma alcanzó el monto de dinero acordado, que era en total $ 8.400.000.-. Siempre le pagaron con cheque, desconoce de que cuenta corriente provenían porque eran entregados a la secretaria que tenía asignada en el Ministerio de Transporte, la que efectuaba los depósitos en cuenta corriente. Sólo emitió una boleta de honorarios a Gesys Ltda. el 30 de junio de 2000 por la suma líquida de $ 2.800.000.-, fue la misma secretaria la que le dio el nombre de dicha sociedad. En cuanto al saldo de $ 5.600.000.- no emitió boleta de honorarios porque nunca le dijeron a quien debía emitirla. A raíz de la causa se apersonó en el 2003 en el Servicio de Impuestos Internos, con la finalidad de regularizar la percepción de esa suma. No ha recibido sumas de dinero diferente a las señaladas,  pagadas en cheque o efectivo, con motivo de las labores encomendadas por el  ministro Cruz.
Susana Gloria Larraín Villanueva, a fojas 11.503, en la que manifestó que durante bastante tiempo trabajó en un taller colectivo de artistas y por intermedio de sus colegas se  enteraba de concursos a que llamaban diferentes instituciones públicas y privadas. Dentro de ese contexto participó presentando un proyecto al Ministerio de Obras Públicas, Dirección de Arquitectura,  para la elaboración de un mosaico que se iba a instalar en una escuela ubicada en Peñaflor, eso fue a comienzos de 2002. También a mediados de 2000 participó en un concurso en el que el Ministerio de Transporte  seleccionó 10 obras, entre ellas la suya, que consistió en una pintura de un “pie sobre el agua”, que después el ministerio debió reproducirla en una gigantografía autoadhesiva y pegarla en las micros. Por este último trabajo cree que recibió por concepto de honorario la suma de $ 500.000.-, pudo haber sido una suma superior pero nunca más de $ 600.000.-, que se pagó con un cheque, sin  recordar, por el tiempo transcurrido, de que cuenta corriente bancaria provenía. No tiene la certeza de que haya dado boleta de honorario, cree que si. Antes de venir al tribunal examinó el talonario que contiene la copia de las boletas emitidas en el 2000 y 2001 y  no encontró ninguna emitida que le llamara la atención o que correspondiera al monto.
Alex Henry Chellew Murillo, a fojas 11.512, en la que señaló que desde mayo de 2000 y hasta la fecha de su declaración trabaja en el Ministerio de Obras Públicas, Dirección de Arquitectura, Departamento de Obras y Artes, y sólo desde octubre de ese año está a honorarios celebrando convenios ad referéndum con la autoridad, en una primera oportunidad con la Dirección de Vialidad y después con la de Arquitectura, siendo pagados los honorarios  mediante cheque fiscal previa emisión de la respectiva boleta de honorarios. Entre mayo y septiembre de 2000 debió realizar las bases de concurso Rodo Artes y también asesoró a la Dirección de Arquitectura en diferentes concursos, tanto en la difusión como promoción de los mismos entre los artistas, y por esa labor percibió $ 378.000.- y  $ 315.000.- en octubre de 2000. Le pagaron mediante cheques, sin recordar de qué cuenta corriente provenían, pero si recuerda que se los pasó una persona de apellido Jara que tenía una oficina en el 7° piso del edificio del ministerio. Emitió dos boletas de honorarios, N° 29 y 30, a Asyr Consultorías, siguiendo las instrucciones dadas por Jara. Nunca recibió dineros en efectivo y después siguió recibiendo de octubre a la fecha sólo cheques fiscales por los servicios prestados al ministerio.
Carlos Andrés Inostroza Bilbao, a fojas 11.513, en la que señaló que entre abril de 2000 y mayo de 2002 me desempeñé como Secretario Regional Ministerial del Ministerio de  Transporte de la Quinta Región, percibiendo una remuneración equivalente al grado 4 profesional de la Escala Única de Sueldo, pagado mediante cheque fiscal. En el 2000 en diferentes reuniones que se efectuaron en el gabinete de la Subsecretaría de Transporte y Seremías, se habló del tema del “Ministerio de Infraestructura” que implicaba la fusión de los Ministerios de Obras Públicas y de Transportes y en esas reuniones se le planteó que debía participar mediante comentarios relativos a los problemas e implicancias que ello acarrearía. Se le hizo esta petición porque la seremía de la Quinta Región era grande y conjuntamente con la Metropolitana y la de Concepción se podía percibir las implicancias de la eventual fusión. En esa época estaba con una sobrecarga de trabajo que hizo presente en las reuniones, manifestándosele que igual se requería su intervención en forma extraordinaria, agregándose que en el curso del tiempo se iba a ver como se remuneraba. Tiempo después lo llamó una persona de apellido Jara, a quien nunca vio, de parte del gabinete del Ministro, y le dijo que se iba a remunerar con la suma de $ 450.000.- mensuales, en tres oportunidades tan solo, y tiene la impresión que en julio, agosto y septiembre de 2000 recibió tres cheques por la suma de $ 450.000.- cada uno. No recuerda de qué cuenta corriente provenían. Jara le dijo que después se avisaría el nombre y rol único tributarios de la entidad a la que debía emitir las boletas. Tiempo después lo llamó y le dijo que emitiera una a Asyr Consultoría Ltda. por la suma bruta de $ 1.500.000.-  y líquida $ 1.350.000.-, que es la que en fotocopia pone a disposición del tribunal. Esa es la única suma de dinero que percibió por las labores señaladas y no se explica porqué en el listado que se exhibe figura percibiendo $ 2.850.000.-. Le parece que no emitió informes escritos de la labor que debía desarrollar, no lo recuerda bien, pero fundamentalmente su labor se tradujo en dar su opinión y participar en conversaciones relativas al tema en diferentes reuniones.
Patricio Hernán Zapata Valenzuela, a fojas 11.514, en la que señaló que a fines de marzo de 2000 asumió como Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Primera Región,  función que desarrolló hasta el 27 de diciembre de ese año, porque a  partir del 28 asumió como Intendente de esa región. Entre abril o mayo de 2000, en una reunión en que participaron todos los Seremis, el Subsecretario de Obras Públicas, su Jefe de Gabinete y directivos de la Subsecretaría, se les manifestó que se iban a celebrar contratos de remuneración suplementaria con la Dirección de Concesiones, la idea era efectuar un mejoramiento económico mediante la prestación de labores a dicha dirección. Recuerda que incluso intervino una persona de concesiones, aparentemente un técnico, que señaló cómo sería el procedimiento, señaló algo así como que concesiones iba a  definir las funciones y se les iba a enviar un contrato, lo que nunca ocurrió. Desempeñando sus funciones normales, en una oportunidad le consultó al Jefe de Gabinete del Subsecretario, Castillo Navasal, cómo se iba a concretar el procedimiento del mejoramiento, esto es, cuál iba a ser el procedimiento, cuándo se remitirían los contratos y cómo había que hacer las boletas, respondiéndole que no se preocupara y que en el curso del año se iban a resolver sus interrogantes y estando pendiente todos esos aspectos en junio de 2000 se le depositó en su cuenta corriente la suma de $ 1.400.000.-,  sin indicarse quien los estaba depositando, lo que le impedía emitir la boleta respectiva. Presumía que el depósito lo había efectuado la Dirección de Concesiones. A raíz de dicho depósito le consulté nuevamente a Gonzalo Castillo qué pasaba con todo el procedimiento de regularización del pago,  respondiéndole que no se preocupara y que tenía que esperar. En septiembre de 2000 nuevamente se depositó en su cuenta la suma de $ 700.000.- y le hizo las mismas consultas a Castillo, quien señaló que todo se arreglaría a fines de ese año y a través de concesiones. El 24 o 25 de septiembre de 2000 lo llamó el Subsecretario del Interior, Jorge Burgos, y le dijo que el Presidente de la República había dispuesto su nombramiento como Intendente de la Primera Región, cargo que asumió el 28 de diciembre de 2000. Como a enero de 2001 aún no se regularizaba  la percepción de los dineros indicados, llamó nuevamente a Castillo y le dio la misma explicación. El 2001 fue un año bastante complejo por eventos sociales y problemas surgidos en la región como, por ejemplo, crecidas de ríos históricas en Arica, motín carcelario de Iquique en que hubo más de 20 reclusos quemados y el problema del sicópata de Alto Hospicio, lo que motivaron que se concentrara en ello, olvidándose de insistir ante el Ministerio de Obras Públicas lo relativo a la regularización de los honorarios. A mediados de 2002 se dio a conocer por la prensa problemas originados con pagos de sobresueldo a funcionarios del ministerio, lo que lo preocupó porque hasta esa fecha no sabía quien le había pagado y le consultó a la Jefe de Gabinete del ministro Etcheberry, Undurraga, la que le dijo que nada sabía y que se estaba haciendo una  investigación al interior del ministerio. En una oportunidad, a través de la Subsecretaría de Obras Públicas, le llegó un cuestionario en relación a los pagos que había percibido, que respondió reiterando lo manifestado en esta audiencia. Los abogados de la intendencia lo aconsejaron que rectificara la declaración de renta ante el Servicio de Impuestos Internos, lo que hizo en enero de 2003 pagando impuestos y multas. Su intención era también devolver el dinero para no tener problemas, pero un asesor del gabinete del ministro Etcheberry le dijo que eso no era posible porque no se sabía quien le había pagado.

Tiene la impresión que sólo recibió la suma de $ 2.100.000.- Hasta la fecha no sabe quien le pagó. No intervine en la fijación de los honorarios extraordinarios y, por lo expresado en aquella reunión efectuada en abril o mayo de 2000, tiene la impresión que la idea era mejorar la remuneración de los Secretarios Regionales Ministeriales con una asignación suplementaria mensual  y el monto, en definitiva, quedó fijado con el depósito que se le efectuó. En su fuero interno esta remuneración adicional estaba relacionada con concesiones y, por lo tanto, intelectualmente separó las funciones propias de un Seremi de Obras Públicas con todo lo relacionado con  las obras concesionadas o por concesionar y, por lo tanto, en la medida que intervenía de alguna manera en las obras efectuadas a través del Departamento de Concesiones entendía que era un trabajo por el cual recibía un honorario adicional, ergo, no hubo un trabajo específico entregado por el Departamento de Concesiones. En el año 2000, en la región, se estaban analizando y desarrollando diversas obras de concesiones, como: la concesión del Puerto de Arica, la concesión del Aeropuerto de Arica, la ampliación del Aeropuerto de Iquique y como 3 ó 4 proyectos de vialidad. Al cuestionario que recibió a través de la subsecretaría adjuntó un informe que había efectuado anteriormente, en el que explicitaba la diferencia de funciones señaladas. Nunca recibió dineros en efectivo por ningún concepto. Sólo no tiene certeza del monto total que recibió, porque  se alude a un cuarto pago de $ 720.000.- respecto del cual no puede afirmar ni negar su percepción. 

Daniel Eduardo Sánchez Fariña, a fojas 11.539, en la que señaló que trabajó a honorarios en la Unidad de Concesiones de la Fiscalía de Obras Públicas, para verificar los procesos expropiatorios de  los terrenos donde se efectuarían las obras concesionadas, durante el periodo que corre  entre abril de 1999 y  fines de octubre de 2000. Para ese efecto celebró convenios ad-referéndum, cree que con el Director General de Obras Públicas, porque estaba contratado por la Coordinación General de Concesiones pero desempeñando funciones en la fiscalía del ministerio. Los honorarios se pagaban con cheque fiscal y emitía boleta de honorarios mensualmente.

Durante un periodo que no excedió  de seis meses y a raíz de la sobrecarga de trabajo, que implicó laborar en forma extraordinaria, le pagaron horas extraordinarias a razón de $8.000 la hora, por lo tanto, durante ese periodo  cree que percibió una suma adicional que en ningún caso excedió de $250.000.- mensuales. Este dinero siempre se pagó mediante cheques que provenían de la cuenta de Gate S.A. y emitía boletas de honorarios a esa empresa. Nunca recibió dinero efectivo y sólo lo que ha indicado y por las razones señaladas. 
Juan Guillermo Hurtado Neira, a fojas 11.540, en la que señaló que se desempeñó en el Ministerio de Transportes entre marzo de 2000 y junio de 2002, como jefe de gabinete del Subsecretario de Transportes Tombolini. Se incorporó mediante una contrata asimilada al grado cuatro de la Escala Única de Sueldos y su remuneración era pagada mediante un cheque fiscal. Desde mayo o junio de 2000 y hasta diciembre de ese año recibió sumas de dinero adicionales, cuyo monto era equivalente al sueldo que recibía por la contrata, esto es, como $ 1.000.000.-. La idea era  que participara  en conversaciones que tenían que ver con la fusión de los ministerios, la creación de un ministerio de infraestructura que comprendía al de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, pero en el fondo la idea era mejorar la remuneración. No discutió el monto de la remuneración adicional ni el procedimiento que se utilizó para el pago, por lo tanto, no fue el producto de una negociación, más bien fue impuesto, y le dio la impresión de que simplemente se aplicó un procedimiento que ya existía desde antes. Tiene la impresión que fue Sergio Cortés Castro el que en una  reunión  le dijo que su remuneración se suplementaría con una suma de dinero adicional y en la mayoría de las oportunidades, para los efectos del pago y entrega de la boleta, se entendía con el contador Jara. Recibió por ese término, mayo o junio de 2000 a diciembre de ese año, una suma mensual que no excedía de $1.000.000 líquidos, y, por lo tanto, cree que no recibió más de $ 8.000.000.-. En un principio costó que dieran los datos de la sociedad a la que debía emitir boletas de honorarios y cree que dio  a Gate S.A. y a una sociedad que se llamaba Asyr o Sacyr. Sólo recibió cheques, nunca dinero efectivo, y tiene la impresión que todos ellos provenían de la cuenta corriente de Gate S.A. No se explica porqué en el listado que se exhibe figura percibiendo la suma total de $18.650.000. Nunca recibió dineros en efectivo o en cheque para entregarla a un tercero. Sólo recibió las sumas de dineros señaladas.

Marco Andrés Garrido Domínguez, a fojas 11.453 letra B, en la que señaló que en junio de 1998 y hasta los primeros días de noviembre de 2006 se desempeñó en la Coordinación General de Concesiones, hasta septiembre de ese año en la Coordinación General de Construcción y durante octubre y noviembre de 2006 en la Dirección de Fiscalización de la citada coordinación. Hasta principios de 2003 ó 2004  estuvo a honorarios sin celebrar contrato, sólo daba boletas, y después de esa época pasó al régimen de contrata. Fue contratado como auxiliar administrativo y cuando pasó a contrata tuvo la calidad de administrativo propiamente tal. Cuando adquirió la calidad de contrata recibía una remuneración equivalente a un grado de la Escala Única de Sueldos, pagado siempre mediante cheque fiscal. Cuando estuvo a honorarios fueron pagados por Gate S.A., Servilily Ltda. y el Instituto de Economía  de la Universidad de Chile. Los honorarios nunca excedieron de $ 300.000.-, subió un poco cuando estuvo a contrata. Normalmente los honorarios eran pagados mediante cheques, cree que una o dos veces pagaron en efectivo. Además percibió sumas adicionales  por trabajos extraordinarios efectuados los sábados,  que nunca excedieron de $ 50.000.-. También recibió  aguinaldos en fiestas patrias y navidad, cree que todos los años en que estuvo a honorarios, las sumas no excedían de $ 50.000.-
Jorge Alejandro Lankin Vega, a fojas 11.545, en la que señaló que en agosto de 2000 fue invitado por Pilovsky del  Departamento de Obras y Artes de la Dirección de Arquitectura del Ministerio de Obras Públicas, para participar en un concurso que tenía por finalidad exhibir obras de artes en las micros. Su proyecto quedó seleccionado de entre 10 ganadores y consistió en un grabado  con imágenes sueltas, dibujos varios, de 3 metros de ancho por 50 centímetros de alto, que después se imprimió sobre autoadhesivos pegándose parece que en 10 micros. Por ese trabajo percibió la suma líquida de $ 500.000.-, que tiene la impresión que fue pagado mediante un cheque, emitiendo la respectiva boleta de honorarios a Gate S. A. el 13 de noviembre de 2000. 
Inés Paulino Mori, a fojas 11.567, en la que señaló que fue directora fotográfica de la revista Apsy entre los años 82 y 93, conociendo a muchas personas que se desempeñaban en diversos ámbitos de la vida publica, y recuerda que en el 2000 la llamó por teléfono una señora de apellido Pilovsky que la invitó a participar en un proyecto  artístico callejero, que tenía por finalidad llevar el arte a la población, porque en varios buses se colocaron gigantografías autoadhesivas con obras de arte consistentes en pinturas y poesías. Su labor consistió en tomar fotos a los buses ya hermoseados con las obras de arte y después con ellas se hicieron afiches. No recuerda como se fijó el monto de los honorarios, pero cree que recibió la suma líquida de $ 700.000.-, emitiendo una boleta de honorarios por una suma mayor en la que estaba incorporado el 10% del impuesto. No recuerda a quien emitió la boleta de honorarios. Pagaron mediante un cheque, pero no recuerda de qué cuenta corriente provenía. La boleta la entregó en dependencias de la Dirección de Arquitectura del Ministerio de Obras Públicas y como dos semanas después retiró el cheque en el mismo lugar.
María Isabel Chanzú Smith, a fojas 11.658, en la que señaló que entre febrero de 2000 y enero de 2003 se desempeñó como secretaria en la Unidad de Territorio y Expropiación de la Coordinación General de Concesiones, desempeñándose fundamentalmente en la Unidad de Expropiaciones. Hacía las veces de superior jerárquico Dolores Rufián. Su labor consistía en atender a las personas cuyos terrenos se iban a expropiar y que iban a la coordinación a efectuar consultas, atención que hacía en la mañana, y en la tarde salía a terreno a conversar con los expropiados sobre los  montos que se iban a pagar por las expropiaciones. Nunca celebró contrato ni con la Coordinación General de Concesiones ni con el Ministerio de Obras Públicas y los honorarios fueron regulados por personeros que se desempeñaban en las citadas unidades y fueron pagados por Gate S.A. Servilily Ltda. y la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile por la suma líquida de $ 450.000.- hasta enero de 2001,  porque ese mes los redujeron a $ 360.000.- hasta el  término de los servicios. La facultad pagó los honorarios desde abril de 2001 y se hacía mediante cheques que provenían de las cuentas corrientes de las sociedades indicadas. Con la facultad sólo suscribió un contrato de honorarios en marzo de 2002. Aparte de los honorarios  nunca recibió sumas de dineros adicionales por ningún concepto. 
Sabina Ercira Melgarejo Rivera, a fojas 11.772, en la que indicó que ingresó en 1990 a la Dirección de Contabilidad y Finanzas del Ministerio de Obras Públicas, desempeñándose en el Departamento de Finanzas hasta el 2000, pues después empezó a ejercer funciones en el Departamento de Contabilidad como jefe subrogante y desde  el 22 de agosto de 2005 ejerce la jefatura también en calidad de subrogante, pero sin que exista una persona que desempeñe el cargo como titular. El Departamento de Contabilidad es dependiente de la Dirección de Contabilidad y Finanzas del Ministerio de Obras Públicas y es el encargado de llevar la contabilidad, lo que implica llevar los ingresos y  egresos del ministerio y, por lo mismo, es el encargado de efectuar todos los pagos de boletas, facturas, notas de venta  y todo tipo de pagos que se deba efectuar. Tratándose de  las consultorías, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 82 del Reglamento para la Constatación de Trabajos de Consultoría del Ministerio de Obras Públicas, aprobado según decreto de dicho ministerio N° 48 de 28 de febrero de 1994, las sumas de dinero se deben pagar en la forma y plazos estipulados en el contrato, previo cumplimiento por parte del consultor de las formalidades definidas en las bases y en el reglamento. Los pagos deben hacerse mediante estados de pago por cada etapa aprobada por el inspector fiscal, en las oportunidades, montos y con la formalidad establecida en las bases. Esta norma es de aplicación general y obligatoria para todas las consultorías, incluso aquellas en que se autoriza una forma de contratación distinta, según lo dispone el artículo 2° inciso 2° del reglamento, porque esa norma de excepción solo se refiere a la forma de contratación y no al procedimiento de pago. El artículo 83 del reglamento señala en el párrafo segundo que los estados de pago deben ser firmados por el consultor, inspector fiscal y por el jefe de departamento o director regional correspondiente. Tratándose de la Coordinación General de Concesiones los estados de pago deben estar firmados por el inspector fiscal  y ratificado con resolución del Director General de Obras Públicasbras

. Al tenor de lo señalado, el Departamento de Contabilidad procede al pago de sumas de dineros, esto es, cuando la dirección correspondiente envía la orden de pago a la que debe adjuntar la documentación que debe cumplir con la legalidad y las normativas de carácter interno y externo señaladas en el Manual de Rendición de Cuentas de aplicación general. Cuando una dirección ordena el pago significa que ha recepcionado los trabajos o servicios en las etapas fijadas y a su entera satisfacción, esto es, de acuerdo a los plazos y formas estipuladas en las bases. En consecuencia, para la Dirección de Contabilidad y Finanzas no existe un “procedimiento de devolución de dinero  por trabajo no ejecutado y pagado”, puesto que si se pagó es porque el trabajo se ejecutó a plena satisfacción del mandante, esto es, del ministerio. La figura consistente en que se pague a un consultor por un trabajo no ejecutado, para que después devuelva los dineros a un tercero, no es un procedimiento establecido en la ley, es irregular e ilegal. El procedimiento que debería seguirse en ese caso, consiste en que se debe emitir una nota de crédito por la parte rebajada no efectuada e ingresar los dineros correspondientes a las arcas fiscales, mediante un cheque que debería girar el consultor al ministerio, que se debe ingresar en Tesorería o en la cuenta subsidiaria que se mantiene en el Banco del Estado. El artículo 81 del reglamento también señala los plazos que debe otorgar el inspector fiscal para la aprobación final, una vez terminada la consultoría, todas son situaciones previas al envío de la documentación a pago. Si un consultor no continúa con la ejecución de un contrato procede su liquidación en forma anticipada, mediante una resolución que establezca la aplicación de multas  y la obligación de hacer efectiva la  retención y garantía. Entonces, de acuerdo a lo señalado, en el caso que las partes convinieran la devolución al Fisco de parte de un contrato ya pagado, los dineros deberían ser ingresados, previa emisión de una nota de crédito, en las cajas de Tesorería del Ministerio de Obras Públicas en cualquier región del país o bien directamente en las cuentas subsidiarias que el ministerio mantiene en el Banco Estado, debiendo cumplir el servicio con las disposiciones legales y reglamentarias que existen para este efecto, esto es, la emisión de la nota de crédito.


Los saldos presupuestarios que se producen al término de un ejercicio presupuestario, esto es, en diciembre de cada año, se pueden utilizar en  el ejercicio presupuestario siguiente bajo la figura “del devengado”, lo que no significa una ejecución de presupuesto ni tampoco pago. La figura del “devengado” para que proceda es necesario que el servicio respectivo o dirección dicte una resolución mediante la cual se contrata un determinado servicio o se compran bienes específicos y también es necesario que la persona o sociedad contratada emita una factura con una fecha que no puede exceder del 31 de diciembre y es con la fotocopia de esa factura que el servicio asume la obligación de pagar al año siguiente con el saldo inicial que se traspasó del ejercicio anterior, y el pago real y efectivo se efectúa cuando el servicio está prestado o el bien está recepcionado a plena satisfacción del mandante. En el fondo se paga en el ejercicio presupuestario siguiente pero con plata del ejercicio presupuestario anterior. Nunca se paga si el trabajo o servicio no está recepcionado a plena satisfacción del mandante y si la factura en original llega a la División de Contabilidad de la Dirección de Contabilidad y Finanzas del Ministerio de Obras Públicas, con las firmas respectivas estampadas en su reverso o anverso, es porque el trabajo o servicio está efectuado y por eso se procede al pago. 

Jorge Ramiro Cobián Vergara, a fojas 11.858, en la que señaló que ingresó en 1965 al Ministerio de Obras Públicas, Dirección de Planeamiento, en la que se mantuvo hasta junio de 2003, pues en julio fue trasladado a la Dirección General de Obras Públicas. Siempre ha tenido la calidad de empleado público, percibiendo una remuneración equivalente al grado 18 de la escala única de sueldos, más o menos la suma líquida de $200.000. Siempre ha desempeñado la función de chofer.  El Director de Planeamiento, Matías de la Fuente, en 1998 lo envió en comisión de servicio a concesiones ubicada en Merced Nº 573, donde se desempeñó como chofer y estafeta, sin horario de trabajo, incluso tenía que trabajar  sábados y domingos. Sergio Cortés le dijo que iniciara actividades en el Servicio de Impuestos Internos y que debía dar boletas de honorarios, supone que para pagarle los viáticos y horas extraordinarias. Por este concepto comenzó recibiendo la suma de $150.000, y el último monto fue de $300.000. Su talonario de boletas lo manejaba una secretaria, sólo las firmaba y nunca las llenó. Siempre recibió cheques y nunca se preocupó de saber quien pagaba estos honorarios, y a raíz de la causa se percató que dio boletas de honorarios a Gate S.A., Servilily Ltda. y a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile. Nunca recibió dinero efectivo.

Jorge Ramiro Cobián Vergara, a fojas 14.161 (fojas 1.548 letra A), en la que exhibió los talonarios de boletas de honorarios que dan cuenta de las que extendió entre los años 98 al 2002. De su examen se aprecia que extendió a Gate S.A, en los meses de noviembre y diciembre de 1998, enero y febrero de 1999; de marzo de 1999  a mayo del mismo año al Instituto de Economía; de junio de 1999 a octubre de 2000 a Servilily Ltda.; en noviembre de 2000 y de enero a marzo de 2001 a Gate S.A.; de abril de 2001 a diciembre de 2002 a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile. Era una secretaria la que extendía las boletas de honorarios, pues él sólo las firmó y no participó en la recopilación de datos para la encuesta del proyecto denominado “Trabajo de apoyo administrativo y de servicios a la C.G.C. de la D.G.O.P. del M.O.P.”, glosa que se señala en las boletas que aparecen extendidas a la facultad, pues las sumas de dinero que percibió obedecen a las labores de chofer que desarrolló fuera del horario normal de la administración pública. 
José Claudio Bernardino Alfaro Valdivia, a fojas 11.861 (fojas 14.162 o 1.549 letra A), 

en la que manifestó que en mayo de 2000 se entrevistó con  Eduardo Arriagada, que a esa fecha se desempeñaba como Director de General de Obras Públicas, con la finalidad que lo contratara. Arriagada  lo derivó al Departamento de Personal y un funcionario le manifestó que el sueldo probable sería $430.000 líquidos, lo que estimó irrisorio, por lo tanto, le dijo a Arriagada que no podía trabajar por esa suma de dinero, respondiéndole que debía trabajar con él y que iba a percibir una suma de $1.200.000, lo que aceptó.  Mediante la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 152, de 19 de mayo de 2000, adquirió la calidad de contrata con una remuneración equivalente al grado 11 de la escala única de sueldos, que ascendía a la suma aproximada de $430.000 líquidos, y desde agosto de 2002 la remuneración por la contrata fue equivalente al grado 9. La remuneración por la contrata se pagaba con cheque fiscal. En mayo de 2000 un funcionario, cuyo nombre no recuerda, le dijo que debía iniciar actividades en el Servicio de Impuestos Internos porque la suma de $700.000 se pagarían contra boleta, pero asegurándosele que eran dineros del ministerio. Después que recibió el cheque con el que se pagaba la remuneración correspondiente a la contrata, un funcionario le pasó un sobre conteniendo un cheque y me dijo que debía extender una boleta a Gate S.A. porque el cheque provenía de esa cuenta corriente. Extendí boletas a esa sociedad desde junio de 2000 hasta marzo de 2001, todas por la suma bruta de $750.000, y desde abril de 2001 a diciembre de 2002 al Instituto de Economía todas por igual suma. En algunas boletas estampó como glosa “Recopilación de datos para encuesta para el proyecto trabajo de apoyo ad. y serv. para la Coordinación General de Concesiones de la Dirección de Obras Públicas del M.O.P”, porque recibió instrucciones en ese sentido, por lo tanto, no realizó ese trabajo. Desde enero de 2003 quedó regido por la ley que regula las funciones críticas, percibiendo una remuneración mediante cheque fiscal. Desde que ingresó al ministerio y hasta la fecha de su declaración ha tenido la calidad de contrata, y no ha percibido otras sumas de dinero, pagados con cheque o en efectivo, diferentes a las que percibió de Gate S.A. o del Instituto de Economía. 
Juan Enrique Samuel Cruz Salas, a fojas 11.957, en la que señaló que es el representante y socio de la sociedad consultora Cruz y Dávila Ingenieros Consultores Ltda., inscrita en el registro de consultores del Ministerio de Obras Públicas, Primera Categoría Superior. Por resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 386, de 21 de octubre de 1999, la sociedad se adjudicó una asesoría a la inspección fiscal de la obra pública denominada “Terminal de pasajeros Aeropuerto Carriel sur, Concepción, Octava Región”, y, conforme al punto 2, el contrato debía regirse por la modalidad de partidas a series de precios unitarios y valores pro forma, de acuerdo al punto 3.3 de las bases administrativas. Según el presupuesto oficial, cuya fotocopia rola a fojas 3.884, la partida pro forma era por la suma de $ 30.500.000.- y según las bases de licitación los pagos con cargo a esa partida debían efectuarse a expresa solicitud del inspector fiscal y según las necesidades del proyecto. El inspector fiscal de esta asesoría durante todo el periodo de su ejecución fue Jorge Maureira  Frezier, quien en julio o agosto de 2000 instruyó a Jorge Llarlluri, gerente regional de la consultora,  para que pagara  una boleta de honorarios por la suma de $ 5.000.000.-, que es la que en fotocopia rola a fojas 3.878. El proceso de pago de la boleta duró como dos o tres meses porque, en un primer lugar, fue remitida sólo una fotocopia de la boleta de honorarios que emitió Henríquez Pizarro, entregando esta persona el original en dependencias de la sociedad ubicadas en Santiago cuando se le entregó el cheque. Henríquez Pizarro no prestó servicios a la empresa, tampoco lo contrataron. Llarlluri le comunicó el requerimiento del inspector fiscal tan pronto se le formuló, y tiene la impresión que dos meses después dio orden que se cumpliera porque el inspector fiscal insistía sobre el pago.
Jorge Elías Llarlluri Beltran, a fojas 11.959, en la que indicó que desde 1995 se desempeña como gerente general de la oficina que en Concepción mantiene la sociedad Cruz y Dávila Ingenieros Consultores Ltda. En dicha oficina en 1999 se estaban ejecutando aproximadamente seis o siete contratos, de diferente naturaleza y mandantes, entre ellos, la asesoría a la inspección fiscal de la obra pública denominada “Terminal de pasajeros aeropuerto carriel sur, Concepción, octava región”, adjudicada por resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 386 de 21 de octubre de 1999, a cargo de Marcos González en su calidad de ingeniero residente. En los primeros meses de 2000, período en el que le parece que se desempeñaba como inspector fiscal Juan Araneda, éste pidió que se efectuara un informe contable a la concesionaria  con la finalidad, según expresó, de verificar la cantidad de dinero líquido que tenía la concesionaria, exigencia establecida en las bases de la concesión. Dicha labor se le encomendó al ingeniero residente, sin embargo como era más bien de tipo contable, hizo un informe y se lo entregó a Juan Araneda. En junio o agosto del mismo año el inspector fiscal Jorge Maureira le manifestó que, con cargo a la partida pro forma, había que pagar unos honorarios. No recuerda si en ese momento le dijo el monto de los honorarios, no dio mayor información, tampoco señaló con cargo a qué ítem había que cargar ese gasto. No tiene muy claro si fue Maureira el que después dijo que había que cargarlo al ítem “servicios legales, técnicos especializados”, o si fue la oficina principal de la sociedad la que lo imputó a ese ítem. El requerimiento del inspector fiscal fue formulado en forma verbal. Como la confección de los estados de pago y los pagos propiamente tal se efectúan en Santiago, debió haber enviado algún documento al departamento de contabilidad dando a conocer el requerimiento del inspector. No tiene claro si, además, le comunicó a Juan Cruz Salas, pero cree que sí. Rogelio Henríquez, persona que emitió la boleta de honorarios, no prestó servicios a la sociedad y no lo conoce. El ministerio debió devolver los $ 5.000.000.- una vez que se incorporó en el respectivo estado de pago el valor de la boleta de honorarios.

Paola Andrea Zúñiga Infante, a fojas 16.905, en la que señaló que el perjuicio a que se refiere ascendente a la suma de $ 328.120.078.- se encuentra incorporado en el primer auto de procesamiento, y las conductas están descritas en dichas resoluciones; respecto a       Aristos Consultores, el adicional de $ 10.000.000 se refiere a los $ 7.000.000 pagados a la Asociación Española de la Carretera y $ 3.000.000 por la utilidad que cobró la Universidad de Chile; en la consultoría adjudicada a Profesional Agraria Ltda. incorporó la suma de $360.000.- pagada a Pedro Antonio Salazar Rodríguez; en el caso de Gerens Ltda. se refiere a un pago efectuado  a Econat por la suma de $5.700.000.-; en el caso de Exe la diferencia está dada por el monto que se dejó la Universidad de Chile por obrar como intermediario, overhead; en el caso de Geofun, la diferencia está dada por los otros pagos efectuados por la consultora a petición del ministerio; en el caso de Consec Ltda., la diferencia está dada por el pago efectuado a María Solar Pinedo y a Álamos y Peralta; en el caso de Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, la diferencia está dada por los pagos efectuados a las otras consultoras que se citan en el auto de procesamiento y más el diferencial por actuar como intermediario; en el caso de pagos a terceros, la diferencia está dada porque el recibo es por la suma de $150.390.000.-; en cuanto al auto de procesamiento de Diagnos, la diferencia está dada por el diferencial que por concepto de utilidad se llevó la facultad; en relación al auto de procesamiento de Abaco, la diferencia se debe a que la suma de los depósitos dio una cantidad inferior.

          Hizo presente que lo que llama “perjuicios adicionales” no están incluidos en los autos de procesamientos vigentes. 
Edith del Pilar Concha Aspe, a fojas 13.138 (fojas 502 letra A), señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas, vía concurso público en febrero de 1999, para desempeñar labores de secretaria a los asesores del ministro. Fue contratada a honorarios mediante un contrato celebrado con el Ministerio de Obras Públicas, y en 1999 se le pagó una remuneración mensual mediante un cheque fiscal por un monto líquido de $297.000. Entre enero y junio de 2000 se le pagó la suma de $330.000 mensuales y entre julio y diciembre de 2000 la suma mensual de $423.000, emitiendo boletas al Ministerio de Obras Públicas, siendo aquellas las signadas con los números 1 a 24. En enero de 2001 adquirió la calidad de contrata y la resolución fue dictada por la Subsecretaría de Transportes, jurídicamente dependía de Transportes pero físicamente se desempeñaba en Obras Públicas. Como el grado de la contrata era bajo para la responsabilidad que tenía, le pidió aumento de sueldo a su jefe Rafael Urriola, empezando a recibir la suma de $200.000 desde enero a mayo de 2001. Urriola nunca le dijo que su petición había sido aceptada y no sabe quién fijo el monto del “suple”. No recuerda si las sumas de dinero las recibió en efectivo o mediante cheque, y se las pasaba Sergio Cortés o su secretario Marcelo. Urriola o Cortés le dijo que tenía que emitir boletas de honorarios a nombre de Auditorías Ambientales Ltda. y Seguridad Industrial Ltda. Urriola durante septiembre, octubre y diciembre de 2001 le pasó mensualmente la suma de $ 200.000.- y no dio boleta de honorarios porque no le dijo que tenía que dar. Tiene la impresión que no percibió suple durante todo el año 2001, porque hubo problemas de financiamiento. En enero de 2002 siguió en la misma calidad jurídica, pero empezó a desarrollar labores más técnicas y Dolores Rufián le dijo que la Dirección Nacional de Planeamiento pagaría un suple líquido de $200.000 y se fue a trabajar a esa dirección. Dio boletas de enero a agosto de 2002, no se pagó suple durante el resto de 2002 y en el 2003, porque  estuvo con licencia prenatal y cuando volvió no se le siguió pagando, no le dieron ninguna explicación por la suspensión de los pagos. No se explica las razones por las que en el listado que rola a fojas 542 aparece percibiendo la suma de $600.000 de Gate S.A., más aún si en el 2000 no percibió ningún suple de dinero. 
Juan Antonio Arrese Luco, a fojas 13.181 (fojas 546 letra A), en la que expresó que ingresó a contrata al Ministerio de Obras Públicas en octubre de 1985, ingresando a la planta de la Dirección de Riego en enero de 1986.  Cuando ingresó a contrata tenía un grado 8 de la escala única de sueldos y al ingresar a la planta fue ascendiendo hasta adquirir un grado 6 en 1992, época en que fue nombrado jefe del Departamento de Estudios y Planes, inicialmente como suplente. Seis meses después adquirió la titularidad del cargo con grado 4. En 1995 se lo nombró suplente en el Departamento de Proyectos, cargo que tiene un grado 3 en la escala única de sueldos, cuatro meses después fue nombrado titular en ese cargo y desde finales de 1997 y hasta marzo de 2000 desempeñó los cargos de Subdirector y Jefe del Departamento de Proyectos con un grado 2. En abril de 2000 asumió como Subdirector de la Dirección General de Aguas, con grado 2, cargo que desempeña hasta la fecha de su declaración. Como empleado público percibe un sueldo equivalente a un grado de la escala única de sueldos que se paga mediante cheque fiscal y debe cumplir el horario normal de la administración pública. El Director General de Aguas, Humberto Peña, en mayo de 2000 le manifestó que el ministro Cruz requería asesoramiento en diferentes materias, labores que se iban a prestar fuera del horario normal y por la cual se pagaría un honorario adicional, planteando su interés en acceder a un honorario adicional mensual de $1.200.000, que finalmente quedó en $1.000.000. El ofrecimiento se concretó a finales de julio o comienzos de agosto, y como en esa época se encontraba en una fase de prelicitación el Embalse Illapel- El Bato, tuvo reuniones con Roberto Salinas, con los integrantes del Consejo de Recursos Hídricos, surgiendo diferentes temas de interés, respecto de los cuales, por intermedio de Peña, se le solicitó que efectuara informes técnicos. También había interés en materia de concesiones en aguas lluvias y de otros embalses que estaban en proyecto. Elaboró aproximadamente unos siete u ocho documentos que dan cuenta de análisis en distintas materias y que deberían estar en la Coordinación General de Concesiones. También prestó asesoría verbal en diferentes reuniones. Estas labores las desarrolló en las noches, sábados y domingos. Estas labores adicionales se distinguen de la ordinaria porque la Dirección General de Aguas es un organismo que no tiene que ver propiamente tal con obras, lo que esta radicado en la Dirección General de Obras Públicas.  

Carlos Lautaro Brito Castro, a fojas 13.193 (fojas 558 Letra A), en la que señaló que ingresó el 17 de junio de 1991 a la Dirección General de Aguas del Ministerio de Obras Públicas, para desempeñarse como abogado en el Departamento Legal. El 22 de julio de 1991 fue nombrado jefe suplente del Departamento de Administración y Secretaria General de la misma dirección. El 7 de noviembre de ese año adquirió la titularidad del cargo, el que desempeñó hasta el 30 de marzo de 2003 y a contar del 1 de abril fue nombrado Abogado Jefe del Departamento Legal. Siempre ha tenido la calidad de empleado público, percibiendo un sueldo equivalente al grado 5 o 3 de la escala única de sueldos, cumpliendo el horario normal de la administración pública. Al asumir Carlos Cruz como ministro y al advertir que no había prosperado la ley que regulaba las funciones críticas, por haber sido rechazada por el Tribunal Constitucional, y estimando necesario buscar alternativas para impedir que los funcionarios renunciaran por los bajos sueldos, planteó en diferentes reuniones que era conveniente que prestaran asesoría en diferentes materias, fundamentalmente en la Coordinación General de Concesiones, por lo que se iba a pagar un honorario adicional. Lo anterior le fue transmitido por Humberto Peña, Director General de Aguas, el que en agosto de 2000 le dijo que el sistema iba a empezar a operar y que alguien de la coordinación se iba a contactar con él, lo que, en definitiva, se efectuó por intermedio de Juan Antonio Arrese que le dijo que debía efectuar algunas asesorías en algunas materias relacionadas con proyectos de embalse que preocupaban en ese entonces a la coordinación. Su labor se tradujo en la confección de unos cinco o seis informes que entregó a Arrese y participó sólo en una reunión en la Coordinación General de Concesiones Concesiones. Supone que los informes están en la coordinación y espera que hayan sido útiles. Esta labor adicional la efectuaba los fines de semana. Tiene la impresión que el monto de los honorarios se fijó en forma unilateral por concesiones. Desde agosto de 2000 y hasta marzo o abril de 2001 percibió mensualmente la suma de $500.000 brutos, lo que hace un total bruto de $4.500.000, descontado el impuesto arroja una suma de $4.050.000.- que coincide con la suma que aparece en el listado que rola a fojas 25. El primer pago lo recibió mediante un cheque que  entregó Juan Antonio Arrese y tiene la impresión que los siguientes pagos fueron depositados en su cuenta corriente. Arrese en diciembre de 2000 le dijo que debía emitir una boleta a Asyr por la suma de $2.500.000.brutos, fue la única que extendió. En septiembre de 2001 suscribió un convenio a honorarios con la Dirección de Vialidad, con vigencia hasta diciembre de ese año, para cumplir labores de revisión de contratos de esa dirección fuera del honorario normal. Ese convenio fue sancionado mediante una Resolución de la Dirección de Vialidad aprobado por la Contraloría General de la República. Se fijó un honorario de $900.000 mensuales, aproximadamente, y la asesoría la comenzó a prestar en mayo de 2001, de esa manera se le pagaron los honorarios que le adeudaban desde mayo. En consecuencia, en realidad la Dirección de Vialidad le pagó $450.000.- brutos, que se empezaron a pagar en septiembre con efecto retroactivo a partir de mayo. Daba una boleta a la Dirección de Vialidad. En el 2002 también celebró un convenio de honorarios con la Dirección de Vialidad para desarrollar las mismas labores y por la suma bruta de $ 500.000.- por concepto de honorarios. Desde enero de 2003 está regido por la ley que regula las funciones críticas.
Rene Patricio Ruiz Cifuentes, a fojas 13.214 (fojas 579 Letra A), en la que señaló que ingresó en 1978  al Ministerio de Obras Públicas, ex SENDOS (Servicio Nacional de Obras Sanitarias). Después pasó a desempeñar funciones en la Dirección General de Metro y en la Dirección de Contabilidad y Finanzas del Ministerio de Obras Públicas, a la que ingresó en 1983 en comisión de servicio, incorporándose a la planta en 1986. En todas esas direcciones desempeñó cargos directivos. Fue subdirector de Contabilidad y Finanzas entre 1992 y 1998, y en septiembre de 1998 fue ratificado en el cargo de Director Nacional de  Contabilidad y Finanzas, cargo que desempeñó hasta marzo de 2002, pues a partir de esa fecha ejerce el cargo de subdirector de Contabilidad y Finanzas. Sin embargo, desde julio de 2002 está en comisión de servicio en la Dirección General de Obras Públicas, ejerciendo la función de Jefe del Departamento de Control de Gestión. Siempre ha tenido la calidad de empleado público, con un sueldo equivalente a un grado de la escala única de sueldos según el cargo que desempeñaba y que se pagaba mediante un cheque fiscal, debiendo cumplir el horario normal de la administración pública. Cruz asumió como ministro en marzo de 2000 y lo ratificó en el cargo, manifestándole que quería que los directivos tuvieran dedicación exclusiva, y que como entendía que los sueldos no eran suficientes se pagaría una suma de dinero adicional, pero que tenía que estar disponible para trabajos dentro de la especialidad relacionado con concesiones fundamentalmente y que, en el intertanto, profundizara en algunos estudios que se estaban realizando. Señaló que se iba a pagar entre $800.000 a $900.000 mensuales, los que se empezaron a pagar a partir de abril de 2000 mediante un cheque que enviaba Sergio Cortés por $900.000. neto. Debía extender una boleta de honorarios y, por lo tanto, el bruto era de $1.000.000. mensual. No recuerda de qué cuenta corriente provenían, pero sí puede asegurar que no eran fiscales. En cumplimiento de esta labor adicional efectuó  un estudio relacionado con concesiones en materia de diagnóstico estructural de concesiones y otro comparativo del sistema de concesiones con otros sistemas internacionales, que entregó a Sergio Cortés Castro. No sabe qué utilidad se le dio a los informes. También hizo dos en materia financiera y comercial que quedaron en borrador. Percibió por dicha labor $900.000. líquidos entre abril de 2000 a enero de 2001, lo que hace un total de $9.900.000. que coincide con  la suma indicada en el listado que rola a fojas 25. Por estas sumas de dinero y por instrucciones de Cortés, que fueron transmitidas por Luis Jara, extendió la boleta Nº 20 en septiembre de 2000 por la suma de $3.000.000. a Gesys Ltda. y la Nº 22 de Noviembre de 2000 por igual suma a Socogech S.A. Los honorarios de febrero supone que los pagó Luis Jara y seguramente con cheque. Los honorarios de marzo y abril los pagó Diagnos, a  la que le emitió la boleta Nº 24 en abril de 2001 por la suma de $2.000.000. Carlos Uribe en julio de 2002 le pasó la suma en efectivo de $2.700.000. para pagar los meses de mayo, junio y julio. Uribe se advertía muy incómodo por la situación, no explicó la procedencia del dinero y le dijo que lo de la boleta de honorarios se iba a regularizar más adelante. Recuerda que por la demora en el pago de los honorarios correspondientes a los meses de mayo a julio, le consultó a otro jefe de servicio y le comentó que probablemente el sistema de pagos adicionales no iba a proseguir y recuerda que en una oportunidad uno de sus colegas le dijo que hablara con Uribe. A partir de agosto el sistema se regularizó, en el sentido que se efectuaron en forma mensual, aún cuando no había un día fijo de pago. Siguió recibiendo la suma de $900.000. mensuales en efectivo. Uribe nunca le dijo a quien debía extender la boleta, no obstante sus requerimientos para regularizar los pagos. 

En relación a los honorarios pagados conforme a la resolución Nº 48, de 4 de marzo de 2002, señaló que desde enero y hasta diciembre de  2002 comenzó a percibir una remuneración adicional de $1.330.111.-, por participar en el Consejo Asesor de Concesiones, que se tradujo en hacer fundamentalmente análisis de la deuda de concesiones por motivo de los pagos diferidos de años anteriores y buscar una solución frente a los presupuestos restringidos del ministerio. No existen informes que den cuenta de la labor desarrollada, salvo algunos borradores que están en su poder. Su labor se tradujo en dar a conocer su opinión sobre la materia indicada en las reuniones que se efectuaban una vez al mes en fechas distintas en el gabinete del ministro, pero en los meses de noviembre y diciembre sólo se hizo una. De lo que expuso verbalmente quedó constancia en las actas que  firmaban todos los participantes. Extendió nueve boletas al M.O.P. Administración Sistema de Concesiones por la suma de $1.330.111., salvo la primera que fue por $ 3.990.333. por los honorarios de los meses de febrero, marzo y abril de 2002. 
Ginette del Carmen Menares Osorio, a fojas 13.221 (fojas 586 Letra A), en  la que señaló que en abril de 1989 ingresó a la planta de la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas, lugar donde se desempeña hasta la fecha de su declaración efectuando labores administrativas. Tiene la calidad de empleado público, percibe un sueldo equivalente al grado 20 de la escala única de sueldos y cumple el horario normal de la administración pública. En agosto de 1996 empezó a desempeñarme en la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones para Obras Concesionadas de la fiscalía y Fernando Arriagada en octubre de 1999, por el volumen del trabajo, le dijo que pagarían horas extraordinarias. Como a esa fecha tenía un hijo de pocos meses y no podía quedarse después de la hora normal, por el horario de funcionamiento de la sala cuna, le dijo a su jefe que ese trabajo lo podía hacer los días sábados, lo que así ocurrió, trabajando incluso desde las 07.00 hasta las 21.30 horas, y algunos sábados hasta más tarde, situación que se mantuvo hasta mayo de 2000. Sus labores eran de tipo administrativo, preparación de decretos que ordenaban la expropiación de terrenos para llevar a cabo obras concesionadas. Los honorarios adicionales se pagaron en dinero efectivo y eran entregados por diferentes personas que se desempeñaban en concesiones. Su jefe Arriagada en una oportunidad le dijo que la boleta debía extenderla a Gate S.A. Las boletas de honorarios no se emitieron por cantidades fijas, porque dependía de las horas extraordinarias efectivamente trabajadas. Recibió la suma total de $1.020.500 y extendió las siguiente boletas: Nº 1 de 25 de noviembre de 1999 por $174.500; Nº2 de 6 de diciembre de 1999 por $166.000; Nº 3 de 4 de enero de 2000 por  $145.000; Nº4 de 2 de febrero de 2000 por $169.000; Nº 05 de 3 de marzo de 2000 por $76.000; Nº 06 de 6 de abril de 2000 por la suma de $73.000, Nº 7 de 3 de mayo de 2000 por $103.000, y la Nº 8 de 7 de junio de 2000 por $130.000. Aparte de las sumas de dinero ya indicadas no ha recibido otras. No se explica porqué en el listado que rola a fojas 20 aparece percibiendo $542.500 y en el de fojas 25 $152.100, lo que hace un total de $694.600. 
Lissette Andrea Maureira Rivas, a fojas 13.227 (fojas 591 Letra A), en la que señaló que el 2 de junio de 1997 ingresó a contrata al Ministerio de Obras Públicas para desempeñarse en la fiscalía, calidad jurídica que mantiene a la fecha de su declaración, por lo tanto, es empleada pública, percibe un sueldo equivalente al grado 15 de la escala única de sueldos y debe cumplir el horario normal de la administración pública. En octubre de 1999 tomó conocimiento por intermedio de Arriagada que era imprescindible acelerar los procesos de expropiaciones, lo que aumentó de manera considerable el volumen de trabajo, lo que significaba que tenía que trabajar después del horario normal y los fines de semana, pero Arriagada le dijo que se pagarían horas extraordinarias. Su trabajo consistía en confeccionar resoluciones, decretos y oficios de expropiaciones. Arriagada para calcular lo honorarios remitía a concesiones un listado de las horas extraordinarias efectivamente realizadas y después informaba porqué monto y a quién tenía que extender la boleta. Siempre las emitió a Gate S.A. y le parece que dos veces pagaron mediante un cheque y el resto en efectivo. Percibió en total la suma de $1.7290.000.- extendiendo las siguientes boletas: Nº 1 de 25 de nviembre de 1999 por $ 257.000; Nº 2 de 6 de diciembre de 1999 por $241.000; Nº 3 de 4 de enero de 2000 por $178.000; Nº 4 de 2 de febrero de 2000 por $274.000; Nº 5 de 3 de marzo de 2000 por $265.000; Nº 6 de 6 de abril de 2000 por $170.000.; Nº 7 de 3 de mayo de 2000 por $109.000 y la Nº 8 de 7 de junio de 2000 por $235.000. En relación a lo que figura en el listado que rola a fojas 20, en que aparece percibiendo la suma de $779.000, y en el de fojas 25 la suma de $1.413.000, lo que hace un total de $2.192.000, manifestó que la cantidad de $779.000 corresponde a la suma de los honorarios de los meses de febrero a mayo  de 2000, por los que extendió las boletas de honorarios signadas con los números 5 a 8. Respecto de la suma de $1.413.000, señaló que  Juan Carlos Véliz, funcionario de concesiones,  en abril de 2000 le pasó un cheque por esa suma con la instrucción de cobrarlo y pagar a varios funcionarios conforme a una nómina que le dio y que son los siguientes: Jeannette Arizabalo Perez  $99.000; Ginette Menares Osorio $103.000; Pamela Moraga López $39.000; Jeannette Moya Hernández $220.000; Marisol Ríos Tobar $208.000; Andrea Garrido Torreblanca $41.000; Fernando Arriagada Norambuena $192.000; Patricio Contador Stanger $90.000; Ximena Rubat Margas $105.000; Daniel Sánchez Fariña $100.000; Pamela Monterrios Vásquez $125.000; correspondiendo a él la suma de $109.000. Aparte de las sumas de dinero señaladas no percibió otras.


A fojas 15.780 (fojas 3.263 Letra A), señaló que los cheques que se le exhiben provenientes de la cuenta corriente N° 5543541 que Gate S.A. mantuvo en el Banco del Estado de Chile, por $ 1.257.000 y $ 71.665, deben corresponder al pago de sus horas extraordinarias y de otros funcionarios que trabajaban con ella. 
Carlos Edmundo Salazar Méndez, a fojas 13.248 (fojas 612 Letra A), en la que señaló que ingresó en enero de 1987 a contrata al Ministerio de Obras Públicas, Dirección General de Aguas. En 1992 ingresó a la planta directiva del ministerio de la referida dirección, para desempeñarse como Jefe del Departamento de  Protección y Conservación de Recursos Hídricos, y desde el año 1994 es jefe del Departamento de Estudios y  Planificación de la misma dirección. Tiene la calidad de empleado público, percibe un sueldo equivalente al grado 3 de la escala única de remuneraciones y cumple el horario normal de la administración pública. Al asumir Carlos Cruz como ministro no había prosperado la ley que regulaba las funciones críticas y como advirtió la necesidad que se prestara asesoría especializada a concesiones por diferentes funcionarios, propuso al Director General de Aguas que funcionarios de la dirección asesoraran a concesiones, a cambio de un honorario que se iba a determinar en el futuro. Dicha proposición se la efectuó el subdirector Juan Antonio Arrese y supone que la hizo cumpliendo las instrucciones del director. Con el subdirector  conversó acerca de las materias sobre las cuales iba a asesorar a concesiones y concluyeron que era conveniente que  abordara materias de regulación hídrica, de aguas subterráneas, de seguridad de obras hidráulicas, de valoración del recurso y relativa a organizaciones de usuarios. Sólo conversó de estas materias con el subdirector. Debe haber efectuado unos seis informes que entregó a Arrese y supone que fueron útiles, en todo caso a él no le consta. En su concepto esa labor debía ser considerada adicional, porque la Dirección General de Aguas no está relacionada con las concesiones propiamente tal, pues es esencialmente reguladora del recurso hídrico.  Estas labores adicionales las efectuó fuera del horario normal y fundamentalmente los fines de semana. Arrese dijo que por esa labor pagarían mensualmente una suma de $600.000 brutos. Percibió durante nueve meses la suma líquida de $540.000 mensuales, de agosto de 2000 a marzo de 2001, lo que hace un total de $4.860.000, que coincide con la suma indicada en el listado que rola a fojas 25.  Los honorarios adicionales fueron pagados mediante un cheque que Juan Antonio Arrese entregaba, no recuerda de qué cuenta corriente provenían. No le pareció extraño no extender la boleta previo al pago, porque usualmente las instituciones privadas con las cuales ha trabajado piden una boleta de honorarios a fin de año o una vez concluida la labor, más aún si en este caso la asesoría la prestaba a concesiones, organismo que parecía  regido por normas diferentes a las del ministerio. Arrese en diciembre de 2000 le dijo que debía extender una boleta a Asyr Consultorías Ltda., lo que hizo emitiendo la boleta signada con el Nº 87 de 26 de diciembre de 2000 por $3.000.000. No extendió por el saldo porque no le dijeron. En abril de 2001 empezó a prestar labores de asesoría a la Dirección de Vialidad, que se tradujo en reuniones de trabajo y no en la emisión de informes propiamente tal, aunque cree que elaboró un par de informes que deberían estar en esa dirección. Como el contrato con Vialidad se materializó en noviembre de 2001 y las labores las estaba desarrollando desde abril, en noviembre recibió un monto mayor por los honorarios devengados. Recibí en total $5.400.000 que dividido por nueve equivale a $600.000 mensuales. En marzo de 2002 celebró otro convenio de honorarios con Vialidad, para prestar similares labores, por todo el 2002 y a razón de $600.000 mensuales, percibiendo en total $7.200.000. Aparte de esas sumas de dinero no percibió otras por concepto de labores adicionales en su carácter de empleado público.

Jeannette Alejandra Moya Hernández, a fojas 13.278 (fojas 642 Letra A), señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas  en noviembre de 1994, en virtud de un contrato de apoyo que dicho ministerio celebró con la Fundación de Transferencia Tecnológica  de la  Universidad de Chile. Como en 1993 había efectuado la práctica en el Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile, fue propuesta por dicha fundación para prestar apoyo en labores administrativas del proceso expropiatorio de obras concesionadas. Estos contratos de apoyo eran anuales y fue cambiando el nombre de la institución que prestaba el servicio de apoyo. Así después quedó ligada al Instituto de Economía, a Gate S.A. y posteriormente a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile. En enero de 2003 celebró un contrato a honorarios con el ministerio y sus honorarios se pagan mediante cheque fiscal. Nunca ha tenido la calidad de empleado público. Del 6 de diciembre de 1994 al 15 de diciembre de 1995 prestó servicios al ministerio y sus honorarios eran pagados por la Fundación para la Transferencia Tecnológica de la Universidad de Chile, a la que extendió las boletas respectivas. En febrero de 1996 dio dos boletas de honorarios al Instituto de Economía y por el período que corre entre marzo de 1996 a septiembre de 1999 celebró un contrato de honorarios con el Instituto de Economía y no entregó boletas porque pagaban mediante una liquidación de honorarios. Por el período que va de octubre de 1999 a marzo de 2001 celebró un contrato a honorarios con Gate S.A., para cumplir las mismas labores de apoyo en el ministerio, con un honorario mensual de $490.184, que multiplicado por 17 meses da un total de $8.333.128, sumas por la que no emitió boletas porque Gate S.A. le entregaba una liquidación de sueldos. Los honorarios eran pagados mediante un cheque que provenía de la cuenta corriente de Gate S.A. Además esa sociedad entre noviembre de 1999 y junio de 2000 le pagó horas extras, por el aumento del volumen de trabajo en materias de expropiaciones, percibiendo la suma total de $1.350.000, emitiendo las siguientes boletas de honorarios: Nº 23 de 25 de noviembre de 1999 por $181.000; Nº 24 de 6 de diciembre de 1999 por $181.000; Nº 26 de 4 de enero de 2000 por $139.000; Nº 27 de 2 de febrero de 2000 por $217.000; Nº 28 de 3 de marzo de 2000 por $68.000; Nº 29 de 6 de abril de 2000 por $60.000; Nº 30 de 03 de mayo del 2000 por $220.000; y Nº 31 de 07 de junio del 2000 por $249.000. La suma total percibida de Gate S.A. por concepto de honorarios asciende a $9.648.128., que no coincide con las que aparecen en los listados que rolan a fojas 20 y 25, pues la suma es igual a $8.925.288., lo que arroja una diferencia de $722.840. No se explica la diferencia. De abril de 2001 y hasta diciembre de 2002 siguió prestando las mismas labores, pero ligada a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, la que pagaba los honorarios previa entrega de la boleta. De abril a diciembre de 2001 los honorarios ascendieron a $490.184 y extendió las boletas signadas con los números 34 a 43. A partir de enero de 2002 ascendieron a $512.242 y extendió las boletas signadas con los números 44 a 56. A partir de enero de 2003 los honorarios, por igual suma, son pagados por el M.O.P. Dirección General de Obras Públicas-Fiscalía, celebrando un convenio a honorarios con dicho ministerio al que extendió las boletas signadas con los números 57 a 63. Aparte de estas sumas de dinero no ha percibido otras.
Carlos Patricio Aravena Salinas, a fojas 13.323 (fojas 687 Letra A), en la que señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas como oficial administrativo en 1976, Dirección de Planeamiento, adquiriendo de inmediato la calidad de empleado público. En 1993 se fue en comisión de servicios al Departamento de Concesiones, que, posteriormente, pasó a denominarse Coordinación General de Concesiones, la que duró hasta mayo de 2000. Fue destinado a concesiones por orden de Roberto Buje,  Jefe del Departamento de Administración. En concesiones le correspondió desarrollar labores propias de administración y presupuesto y cuando llegó Guillermo Díaz o Sergio Cortés perdió la calidad de jefe de unidad y empezó a desarrollar labores administrativas propiamente tal. Durante el período que trabajó en concesiones percibió un sueldo de $300.000 aproximadamente, y al obtener título profesional, mayo o junio de 1998, ascendió a una suma aproximada de $700.000. Siempre ha tenido la calidad de empleado público y su sueldo es el equivalente al grado 10 de la escala única de sueldos. En agosto de 1995 percibió el primer sueldo adicional que pagaba la Fundación para la Transferencia Tecnológica, disponiendo su pago un señor de apellido Silva, Jefe del Departamento de Concesiones. Estos honorarios eran por trabajos administrativos que efectuaba después del horario, consistente en ordenar el material del departamento. Durante 1996 también percibió un sueldo adicional que pagaba el Instituto de Economía, por un monto mensual de $321.314. Durante el curso de los  años 97 y 98 siguió percibiendo un  sueldo adicional autorizado por Sergio Cortés o por Guillermo Díaz, los que también pagaba el Instituto de Economía a razón de $321.014 mensuales  entre enero y julio de 1997. Por los meses de agosto a febrero de 1998 percibió un sueldo adicional de $353.885 mensuales y entre marzo y septiembre de 1998  a razón de $400.000 mensuales, todo por desempeñar las mismas labores administrativas indicadas que efectuaba fuera de la jornada normal de trabajo. Gate S.A. pagó el sueldo adicional de octubre de 1998 a febrero de 1999 por la suma de  $400.000 mensuales. De enero a septiembre de 2000 los honorarios ascendían a $500.000 mensuales. De Gate S.A. percibió la suma de $ 6.500.000.- Los honorarios de marzo a septiembre de 1999  los pagó el Instituto de Economía, a razón de $400.000 mensuales; los de los meses de octubre a diciembre de 1999 por Servilily Ltda. por igual monto, pero las boletas que extendió a dicha empresa signadas con los números 69,70 y 71 lo fueron  por la suma de $900.000, porque en dicha suma están comprendidos los honorarios que por  $500.000 pagaba Lidia Aguilera, representante de Servilily Ltda., por asesorarla en asuntos administrativos. Percibió honorarios adicionales hasta septiembre de 2000, porque si bien a partir de mayo de 2000 volvió a desempeñarse en la Dirección de Planeamiento, continuó prestando labores administrativas adicionales en concesiones hasta septiembre.


A fojas 15.034 (fojas 2.421 Letra A), señaló que cobró los  5 cheques que se le exhiben por $ 300.000.- y 7 por $ 450.000.-, girados de la cuenta corriente que la empresa Gate S.A. mantuvo en el Banco del Estado de Chile N° 5543541, porque corresponden al sueldo adicional que percibió en 1998, 1999 y 2000. Respecto del cheque de igual cuenta corriente, girado a su orden por la suma de $ 4.100.000.- de fecha 29 de diciembre de 2000, manifestó que no la percibió y no procede de su mano las anotaciones y firmas estampadas en el reverso. En cuanto a los 4 cheques girados de la cuenta corriente de Luis Jara Núñez número 4010386-4 del Banco Santander, por $ 139.000.- $ 3.400.000.- $ 20.000.000.- y $ 5.000.000.-  de 7 de marzo, 19 de junio, 28 de agosto y 20 de septiembre, todos de 2000, manifestó que no ha tenido operaciones comerciales con Luis Jara Núñez, Yerko General Carrasco y Héctor Peña Véliz, y no se explica las razones porqué dichos cheques fueron depositados, el primero en la cuenta corriente número 36540757 del Banco Crédito de Inversiones y los otros tres en la número 215856 del Banco del Estado de Chile, sucursal principal. Lo que recuerda es que Lidia Aguilera, representante de Servilily Ltda., como no tenía cuenta corriente le pidió que depositara en la suya los cheques que a ella le giraban, pero, en todo caso, no se explica porqué Jara giró cheques a su nombre y los depositó en sus cuentas corrientes. Reiteró que nunca tuvo relación comercial con ninguna de las personas anteriormente citadas,  ni con ningún funcionario del Ministerio de Obras Públicas o de la Coordinación General de Concesiones. 
Cecilia Sony Moreno Escobar, a fojas 13.329 (fojas 693 Letra A), en la que señaló que ingresó a contrata en abril de 1994 al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, como secretaria en el gabinete del ministro. En marzo de 2000 se designó a un ministro para que se desempeñara en dicha Secretaría de Estado y en el de Obras Públicas, pasando a ser secretaria del gabinete del ministro Cruz en dependencias de Obras Públicas. Es empleada pública, percibo un sueldo equivalente a un grado 6 de la escala única de sueldos y, en principio, cumple el horario normal de la administración pública. Como la secretaria del gabinete debe mantenerse en sus funciones de acuerdo a los requerimientos del ministro, que normalmente se extienden fuera del horario normal, siempre se le pagó un honorario adicional pero mediante la suscripción de convenios de honorarios con la Subsecretaría de Telecomunicaciones o de Obras Públicas, que eran sancionados mediante un decreto. Se pagaba mediante un cheque fiscal y extendía la boleta de honorarios correspondiente. Sin embargo, los honorarios por los meses de enero a abril de 2001 fueron pagados mediante cheques que se depositaron en su cuenta corriente, desconociendo de qué cuenta corriente provenían, y fue Rafael Urriola, jefe del gabinete del ministro Cruz, el que dijo que debía extender boletas de honorarios a Auditorias Ambientales y Seguridad Industrial Ltda. Cumpliendo dicha instrucción emitió las boletas signadas con los números 53, 54, 56 y 57 de 19 de enero, 21 de febrero, 20 de marzo y 23 de abril de 2001, todas por $210.00. Los honorarios adicionales por los meses de mayo a diciembre de 2001, por igual suma, fueron pagados en dinero en efectivo por Rafael Urriola al que le firmaba un recibo. Desconoce la procedencia de los dineros y no extendió boletas porque nunca le dijeron que tenía que emitirlas, regularizando la situación tributaria en febrero de 2003. En enero de 2002 se volvió al sistema regular antiguo para el pago de los honorarios adicionales. En la situación explicada estaban todas las secretarias del gabinete del ministro señoras Tudela, Concha y Antezana. Aparte de las sumas de dinero señaladas no percibió otras ya sea en cheque o efectivo.

Patricio Rubén Contador Stanger, a fojas 13.334 (fojas 698 letra A), en la que, en relación al trabajo de apoyo aprobado por la Resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 343, de 13 de septiembre de 1999, ampliado por resolución de igual dirección Nº 283, de 14 de septiembre de 2000, señaló que ingresó a contrata a la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas, Departamento de Expropiaciones, el 1 de julio de 1996, calidad que mantiene a la fecha de su declaración. Es empleado público, percibe un sueldo equivalente al grado 6 de la escala única de sueldos y cumple el horario normal de la administración pública. El jefe del departamento, Fernando Arriagada, en abril de 1991 le manifestó que existía la posibilidad que efectuara trabajos adicionales en materia de expropiaciones, fuera de la jornada ordinaria de trabajo y como apoyo a la Coordinación General de Concesiones, y que se pagarían como horas extraordinarias. Aproximadamente desde junio de 1999 y hasta junio de 2000 desarrolló dichas labores y los honorarios se pagaban en efectivo conforme a un  listado que se enviaba a concesiones, en el que se indicaba las horas extraordinarias efectivamente trabajadas. Normalmente el dinero lo entregaba Juan Carlos Véliz a Arriagada, el que lo repartía entre los funcionarios de la fiscalía que habían desarrollado las labores adicionales. A fines de diciembre de 1999 o principios de 2000, a requerimiento de concesiones, extendió a Gate S.A. boletas de honorarios por los dineros recibidos y por los que recibiría a futuro, y son las signadas con los números 57, 59, 62, 66, 67, 72, 75 y 82, de 25 de noviembre y 16 de diciembre de 1999, 4 de enero, 2 de febrero, 6 de marzo, 6 de abril, 3 de mayo y 7 de julio de 2000 por $94.500, $120.000, $105.000, $135.000, $40.000, $65.000, $90.000 y $105.000 respectivamente, lo que hace un total bruto de $754.500. En los listados que rolan a fojas 20 y fojas 25 figura percibiendo $ 394.500 y $121.500, esto es, un total de $516.000, porque la suma de $121.500 correspondería al valor líquido de la boleta signada con el Nº 66 y la suma de $394.500 a la suma de los valores brutos de las boletas signadas con los números 57, 62, 75, y 82. No ha percibido otras sumas de dinero en efectivo o cheque.

Aliro Verdugo Lay, a fojas 13.957 (fojas 1.323 Letra A), en la que, en relación al trabajo de apoyo aprobado por las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas Nº 1.575, de  4 de junio de 1999, y Nº 343, de 13 de septiembre de 1999, ampliado por la resolución de igual dirección Nº 283, de 14 de septiembre de 2000, indicó que ingresó en agosto o septiembre de 1994 al Ministerio de Obras Públicas en calidad de asesor externo, siendo designado Fiscal Nacional el 31 de octubre de 1994, mediante Decreto signado con el Nº 521, cargo que desempeñó hasta el 30 de junio de 2002, fecha en que por decreto Nº 1.080, de 28 de julio de 2002 se aceptó su renuncia no voluntaria. Desde esa fecha hasta la de su declaración se desempeña como asesor externo mediante un convenio de honorarios. Durante el período que ejerció el cargo de fiscal percibía una remuneración equivalente al grado 1 C de la escala única de sueldos, que se pagaba mediante un cheque fiscal y debía cumplir el horario normal de la administración pública. El fiscal es el asesor jurídico del ministerio en general en las materias en que la fiscalía era requerida por la autoridad. Sin embargo, la mayoría de las direcciones en forma paulatina fueron contratando abogados a honorarios, en calidad de asesores jurídicos de hecho de la respectiva dirección, pero la mayoría de ellos recurrieron a la fiscalía para tener un apoyo legal a los informes jurídicos que  preparaban a su jefatura. Todo documento que es sometido al examen de la fiscalía contiene 2 tipos de materias: cuestiones de hecho y de derecho. Las primeras son de orden técnico y/o de ingeniería y son ajenos al examen jurídico que debe efectuar la fiscalía y las segundas son de su competencia, y, por lo tanto, asume la responsabilidad que de ello deriva. Como lo relativo a las cuestiones de hecho escapa a la competencia de la fiscalía, no le corresponde analizar toda la negociación del contrato propiamente tal y tampoco su ejecución que queda a cargo de la unidad ejecutiva de la dirección respectiva.

               En los años 1995 y 1996 recibió sumas de dinero adicionales a las que le correspondía como fiscal, que fueron pagados por la Subsecretaría de Obras Públicas conforme al decreto Nº 224 de 1995 o por el Instituto de Economía a razón de $ 700.000.- mensuales, sumas que pueden ser consideradas como un plus del sueldo. Sin embargo, en ese período era urgente la expropiación de terrenos para materializar el proceso expropiatorio y llevar a cabo las obras concesionadas, y este plus correspondía a labores relacionadas con dichas materias que efectuó fuera del horario normal. Durante todo el 1997 no percibió ninguna suma de dinero extra, pese a que efectuaba labores adicionales.

Durante 1998 siguió desempeñando labores adicionales, que consistieron en preparar el trabajo que iba a desempeñar como representante del ministerio ante las Comisiones Conciliadoras y Arbitrales, no obstante que no asumió ninguna de dichas comisiones. Le parece que en ese año funcionaron cuatro comisiones. Por la referida labor preparatoria percibió la suma de $ 800.000.- mensuales que pagaba el Instituto de Economía. A dicha institución emitió las siguientes boletas de honorarios: Nº 98, 99, 100, 101, 102, 103, 105, 106, 107 y 113 de 19 de marzo, 23 de abril, 18 de mayo, 30 de junio, 21 de julio, 20 de agosto, 16 de septiembre, 2 de octubre, 17 de noviembre y 10 de diciembre de 1998, todas por la suma de $ 800.000.-. Desconoce qué contrato ligaba al Instituto de Economía con el ministerio y fue Sergio Cortés Castro quien dijo que debía extender las boletas a dicho instituto. Él era también quien entregaba los cheques a través de un auxiliar, previa entrega de la boleta de honorarios. En 1999 entró a formar parte de la Comisión Conciliadora y Arbitral de la Concesión Río Bueno-Puerto Montt, cuya razón social es Los Lagos S.A., labor por la que percibió una remuneración que era pagada en partes iguales por el MOP Administración Sistema de Concesiones y por la Concesionara Los Lagos S.A.. Así el 12 de enero de 1999 emitió las boletas signadas con los números 108 y 112 por la suma de $ 514.386.-, cada una; las Nº 119 y 120 ambas de 19 de marzo de 1999, la primera al MOP Administración Sistema de Concesiones y la segunda a la Concesión Los Lagos, por la suma de $ 5115.325.- c/u; las Nº 128 y 129 de 8 de julio de 1999, la primera a Concesión Los Lagos S.A. y la segunda al MOP Administración Sistema de Concesiones, por la suma de $ 868.939.- c/u; las Nº 133 y 134 ambas de 13 de octubre de 1999, la primera al MOP Sistema de Concesiones y la segunda a Concesión Los Lagos S.A. por la suma de $ 872.644.- c/u; las Nº 137 y 138 de 20 de diciembre de 1999, la primera al MOP Administradora Sistema de Concesiones y la segunda a Concesión Los Lagos S.A. por la suma de $ 878.057.- c/u. Para que integrara la citada Comisión Conciliadora se dictó el decreto MOP Nº 131, de 28 de octubre de 1998, y cesó en dicha función por decreto MOP Nº 40 de 7 de febrero de 2001. 

          Aparte de esa labor adicional, consistente en integrar la referida comisión conciliadora y arbitral por la que se pagaron las citadas sumas de dinero, durante el año 1999 se le mantuvo el plus de su sueldo por la suma de $ 800.000.- que pagaba el Instituto de Economía, desconociendo el vínculo jurídico que existía entre en ese instituto y el ministerio. También fue Sergio Cortés quien le pidió que enviara boletas a nombre del Instituto de Economía y por un intermedio de un junior mandaba los cheques. Extendió las siguientes boletas de honorarios: 115, 116, 118 y 121 de 10 de enero, 10 de febrero, 10 de marzo y 10 de abril, todas por la suma de $ 800.000.- mensuales cada una.

En mayo de 1999, por instrucciones de Sergio Cortés, empezó a emitir boletas a Gate S.A., desconociendo qué contrato existía entre esa empresa y el ministerio. Emitió las siguientes boletas de honorarios: 122, 124, 130, 131, 132, 135, 136 y 139 de 19 de mayo, 22 de junio, 22 de julio, 20 de agosto, 20 de septiembre, 20 de octubre, 19 de noviembre y 20 de diciembre de 1999, todas por la suma de $ 800.000.- mensuales. Durante el año 2000 continuó percibiendo un honorario adicional por la labor de representante del ministerio ante las Comisiones Conciliadoras. El nombre de las referidas comisiones son las siguientes: Concesión Acceso Vial Aeropuerto Arturo Merino Benítez, Concesión Ruta 5 tramo Talca-Chillán, Camino Santiago- Colina- Los Andes. Tiene entendido que ni a Yanko Vilicic Rasmussen ni a Rubén Mansilla Valenzuela le pagaron  por la labor desempeñada como representantes del Ministro de Obras Públicas ante las Comisiones Conciliadoras. Durante todo el 2000 percibió también la suma de $ 800.000.- mensuales, que en marzo aumentó a $ 888.889.-, por la labor consistente en ser representante del ministerio ante la Comisión Conciliadora del contrato de Concesión “Camino Nogales-Puchuncaví” y emitió las siguientes boletas de honorarios: 140, 141, 143, 144, 145, 146, 147, 148, 149, 150, 152 y 153. Durante el año 2001 siguió percibiendo honorarios adicionales que pagó Gate S.A. o el Instituto de Economía por haber sido designado representante del ministerio ante la Comisión Conciliadora Acceso norte a Concepción, Terminal de Pasajeros Aeropuerto Carriel Sur de Concepción y Concesión Internacional Ruta 5 tramo Río Bueno-Puerto Montt. Emitió las boletas 154 a 166, las de enero a marzo a Gate S.A. y las de abril a diciembre al Instituto de Economía, todas por la suma de $ 888.889.-. En las boletas que aparecen extendidas al Instituto de Economía se señala la siguiente glosa “recopilación de datos para la encuesta para el proyecto trabajo de apoyo administrativo y de servicio a la C.G.C., de la DGOP del MOP”, trabajos que no ejecutó y estampó esa glosa porque así se lo dijeron. En el 2002 también extendió la boleta Nº 166 al Instituto de Economía por la suma de $ 888.889.-. 
Agregó que no existe norma legal que obligue al Fisco de Chile a pagarle honorarios por ser integrante de Comisiones Conciliadoras y Arbitrales o por ser designado representante del ministerio en las referidas comisiones, pero los principios generales del derecho referidos a la buena fe, justa causa de error y enriquecimiento sin causa, y sobre la base de entender que en la especie la labor de representante en o ante las comisiones conciliadoras y arbitrales tipifican una situación diferente a la del fiscal, resultaba procedente que se le pagara por los servicios que prestó como representante investido por el ministro del ramo, máxime considerando lo que dispone el artículo 115 de la Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas.
En relación a los honorarios pagados conforme a la Resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 48, de 4 de marzo de 2002, señaló que a la autoridad que asumió en marzo de 2002 se le informó que los directores nacionales y el fiscal recibían “ un plus” al sueldo por labores adicionales, solicitándosele que autorizara el pago al menos por el curso de 2002. Esta petición que fue acogida por el ministro se tradujo en que debieron asesorar a la Coordinación General de Concesiones en calidad de asesores expertos, suscribiendo un convenio ad-referéndum  el 30 de enero de 2002 con el Coordinador General de Concesiones, Germán Molina Valdivieso. En dicho convenio se señaló que percibiría una remuneración mensual adicional de $ 1.111.111.-  En la Resolución Nº 48 que aprueba el convenio, se señaló que la asesoría jurídica que debía prestar se debía orientar específicamente a la función de representar al ministerio ante las Comisiones Conciliadoras y/o Arbitrales que contempla el artículo 36 de la Ley de Concesiones. En el convenio se señaló que para materializar la ejecución del servicio debía participar en una reunión del Comité Asesor, que convocaría el coordinador por lo menos una vez al mes. En marzo de 2002 se le notificó que no iba a continuar desempeñando las funciones de fiscal, por lo tanto, hasta que dejó el cargo se abocó a recabar y ordenar toda la documentación  relativa a su participación en las Comisiones Conciliadoras y/o Arbitrales, ya sea como miembro de ellas o como representante del ministerio. Por lo tanto, no desarrolló en estricto rigor las labores que se habían asignado por el referido convenio. Para recabar toda la información tuvo que concurrir a las diversas oficinas en las que se constituían las comisiones y por eso no pudo participar en las reuniones del Comité Asesor. En más de una oportunidad llegó cuando la sesión ya se había levantado y se limitó, en consecuencia, a suscribir el acta respectiva que se le presentó para la firma. Conforme a la Resolución Nº 48 extendió las siguientes boletas de honorarios al MOP, Administración Sistema de Concesiones: 170, 171, 173 y 174, de 30 de abril, 15 de mayo, 17 de junio y 15 de julio de 2002, la primera por la suma de $ 3.333.333.- por los honorarios por los meses de febrero, marzo y abril y las siguientes por la suma de $ 1.111.111.-


Desde  agosto de 2002  está contratado a honorarios por la Dirección de Vialidad, en calidad de asesor y en virtud de un contrato de honorarios aprobado según resolución de esa dirección Nº 6527 de 31 de julio de 2002. Mensualmente recibe la suma de $ 2.600.000.- mediante un cheque fiscal. Los honorarios por los meses de enero a marzo, por igual monto, se pagaron en virtud de la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 62, de 13 de febrero de 2003, y los de los meses de abril a la fecha de su declaración conforme a la resolución de igual dirección Nº 116 de 29 de abril de 2003.


Nunca recibió dinero efectivo y no percibió otras sumas diferentes a las señaladas.

Su participación como representante del ministerio ante las Comisiones Conciliadoras y/o Arbitrales se tradujo en un resultado financiero ampliamente satisfactorio para los intereses fiscales, pues una demanda de cinco empresas concesionarias ascendente a $ 11.671.731.788,05.- se redujo en $ 5.948.932.260,79.

Manuel Francisco Castañeda Paredes, a fojas 13.988 (fojas 1.374 Letra A), en la que señaló que ingresó en 1976 mediante concurso público a la Dirección de Aeropuertos de la Duodécima Región, como profesional constructor civil, incorporándose a la planta permanente profesional del Ministerio de Obras Públicas. En Febrero de 1997 fue designado Secretario Regional Ministerial del Ministerio de Obras Públicas de la Duodécima Región, que desempeñó hasta febrero de 2002. En marzo de ese año asumió como Director Regional de la Dirección de Obras Portuarias de la misma región, cargo que ejerce hasta la fecha de su declaración. Carlos Cruz, Ministro de Obras Públicas, en abril de 2000 visitó la región solicitándole en una reunión de carácter privada  que respaldara en la región la labor que estaba desempeñando la Coordinación General de Concesiones. Específicamente que efectuara labores de apoyo y de allanamiento para facilitar el inicio en forma oportuna de una obra de construcción concesionada y que previera las posibles causas de conflicto que pudiera generar la obra concesionada, la que se iba a construir en un terminal aéreo que estaba en funcionamiento y que debía afectarlo lo menos posible. La obra concesionada se denominaba “Terminal de Pasajeros del  Aeropuerto Carlos Ibáñez del Campo” de la ciudad de Punta Arenas. La petición que planteó no quedó constancia en ningún documento y en cuanto al monto de los honorarios por esta gestión señaló  que serían del orden aproximado de $700.000 mensuales, por el tiempo que iba a durar la asesoría. A  esa época se desempeñaba como Secretario Regional Ministerial del Ministerio de Obras Públicas y el cometido recibido no puede ser considerado como una labor propia de un Seremi, sino que como una labor ajena y propia del ejercicio libre de la profesión que ejerce. La ley orgánica que regula las funciones del Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas no señala que tengan algún tipo de responsabilidad o intervención en obras concesionadas. El cometido que recibió de Cruz lo desarrolló fuera del horario normal, preferentemente los días sábados, domingos y festivos y con recursos propios. Como su labor se tradujo en reuniones diversas con personas que eventualmente podían ser afectadas por la obra concesionada, como, por ejemplo, locatarios de locales comerciales o trabajadores del transporte, no existen documentos formales que den cuenta de su cometido. De la gestión informó solamente a Cruz vía telefónica, dándole cuenta de algunas situaciones particulares en que había que adoptar medidas diversas, como, por ejemplo el tema ambiental, de permisos municipales, de coordinación en la relocalización de los diferentes edificios en que se construirían con posterioridad el terminal de pasajeros. En su concepto el cometido fue cumplido a cabalidad, porque gracias a su desempeño y el de otros profesionales la construcción de la obra concesionada se inició con varios meses de anticipación, también su puesta en marcha. La labor la desarrolló durante los meses de mayo a agosto de 2000, percibiendo la suma de $ 720.000.- en los meses de junio, julio, agosto y septiembre de igual año. Los honorarios se depositaron en su cuenta corriente mediante cheques y por esa razón no puede señalar de qué cuenta corriente provenían. Como el ofrecimiento fue efectuado por quien se desempeñaba como Ministro de Obras Públicas, siempre pensó que eran pagos regulares y que se habían utilizado los canales reglamentarios. No dio boletas de honorarios pues nunca se indicó a nombre de quién debía extenderla. En diversas oportunidades le pidió a Gonzalo Castillo Navasal, jefe de gabinete del Subsecretario de Obras Públicas, que dijera cómo y a quién debía extender las boletas, y siempre respondió que iba a avisar, lo que nunca ocurrió. Le preguntó a Castillo porque era el funcionario con el que los Seremis se relacionan más directamente. Como la percepción de dineros sin entrega de boleta le causaba preocupación, regularicé voluntariamente la situación tributaria en Impuestos Internos. 
Efectivamente suscribió un convenio a honorarios con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile (CIADE), que dio origen a la causa que se sustancia en el 7º Juzgado del Crimen de Santiago, en la que fue sometido a proceso como autor del delito de fraude al Fisco de Chile, siendo posteriormente dejado sin efecto por la Corte Suprema al acoger un recurso de amparo interpuesto en su favor. Por ese contrato percibió la suma $12.800.000. Aparte de las sumas de dinero indicadas no percibió otras como funcionario público, ya sea en efectivo o mediante cheque. 
Carlos Alfredo Alert Agüero, a fojas 13.992 (fojas 1.378 Letra A), en la que señala que en el año 1966 ingresó al Ministerio de Obras Públicas, Dirección General de Obras Públicas, mediante un concurso público, para desempeñarse como oficial técnico en Puerto Aysén. En 1975 fue trasladado a Coyhaique por razones administrativas, para desempeñar el cargo de Jefe de la  Unidad de Planificación de Obras Públicas. En 1981 fue destinado a Santiago para trabajar en el área técnica de la Dirección de Planeamiento. Durante el año 90 quedó a cargo de la Unidad de Estudios de Planeamiento y en 1991 asumió la función de Director Regional de Planeamiento en la Región de Aysén. En marzo de 2000 fue designado Secretario Regional Ministerial en la Undécima Región, cargo que desempeña hasta la fecha de su declaración. La remuneración es equivalente el grado 3 de la escala única de sueldos y debe cumplir el horario normal de la administración pública. En mayo de 2000 se efectuó en la Leonera, Sexta Región, un encuentro de las autoridades nacionales del ministerio, oportunidad en que el ministro Cruz en una reunión privada le manifestó su preocupación por la mala calidad de las postulaciones efectuadas por los organismos interesados en participar en el Fondo Nacional de Concesiones Concursables, solicitándole que desarrollara un trabajo profesional destinado a mejorarlas y que la labor la realizara fuera del horario de trabajo. Estimaron que esa labor podría efectuarla en 120 días y acordaron que los honorarios ascenderían a $800.000 mensuales brutos, pagados en cuatro cuotas. Cruz dijo que el cometido se regularizaría administrativamente a posteriori. El cometido que recibió de Carlos Cruz no puede estimarse como una labor propia de un Seremi, porque esta era una labor de ingeniería de detalle y conceptual. Los dineros fueron depositados en su cuenta corriente del Banco de Santiago y nunca se percató si se efectuaron en efectivo o mediante cheque. Siempre lo consideró un pago ministerial y por el mecanismo mediante el cual se pagan las remuneraciones y viáticos. Como transcurría el tiempo y no se regularizaba el aspecto administrativo y dada la preocupación del tema tributario, se contactó con el jefe de gabinete de la subsecretaría, Gonzalo Castillo, consultándole respecto de la regularización de los aspectos administrativos del encargo, respondiendo que se normalizaría a finales de 2000 y previo a la declaración de impuestos, lo que no ocurrió. No insistió porque lo tranquilizaba el hecho de que aparecía descontado el impuesto profesional. Para cumplir su cometido diseñó un formato de postulación de proyecto, con la finalidad de hacer más homogéneas las postulaciones y comparables entre sí, agregando todos los perfiles técnicos necesarios para incorporar información a la postulación y también calidad técnica. En definitiva, elaboró como 36 formatos de postulación de proyectos, los que quedaron disponibles en un archivador que se mantiene en el archivo de la Unidad Técnica de Obras Públicas de la Región de Aysén. Los formatos que diseñó no fueron utilizados, porque el proceso de postulación año 2000-2001 tuvo que ser postergado por problemas de orden financiero. Se demoró cuatro meses en cumplir la labor que efectuó fuera del horario normal de la administración pública y también algunos días sábados. Informó a Cruz de los avances por intermedio de Gonzalo Castillo, pero al finalizar su cometido le informó verbalmente a Cruz. El monto total bruto fue la suma de $3.200.000 y, descontado el impuesto profesional, la suma líquida ascendió a $2.880.000, que es la que aparece en el listado que rola a fojas 395. Con las publicaciones efectuadas en la prensa se enteró del origen de los dineros, regularizando su situación tributaria ante Impuestos Internos. 

Agregó que se encuentra procesado en el Séptimo Juzgado del Crimen de Santiago por el delito de fraude al Fisco, con motivo de un contrato que celebró con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile (CIADE), relacionado con la evaluación de la calidad de la gestión de los contratos de obras públicas.

Aparte de las sumas de dinero a que hizo alusión en su declaración, de los honorarios que percibió mediante el contrato que dio origen a la causa del Séptimo Juzgado del Crimen de Santiago, y del sueldo y  otras asignaciones que corresponde percibir como funcionario público, no ha percibido otras pagadas mediante cheque o en efectivo, ni ha celebrado otros contratos con la Universidad de Chile o alguna institución u organismo dependiente de ésta. 

Roberto Raúl Alonso Castillo, a fojas 14.001 (fojas 1.387 letra A), en la que señaló que en el año 1982 ingresó a honorarios al Servicio Nacional de Obras Sanitarias- Ex Sendos-, en el que se desempeñó hasta 1990, año de su disolución, siendo incorporados todos los funcionarios que trabajaban en el ex Sendos-Región Metropolitana, mediante una planta adscrita, a la Dirección de Planeamiento a cargo del Programa Nacional de Agua Potable Rural. En 1998 fue designado Director Nacional de Planeamiento, cargo que desempeñó hasta marzo de 2000. El Ministro de Obras Públicas Carlos Cruz, al asumir, decidió formar una unidad que se radicaría en la Dirección General de Obras Públicas y que se denominó “Coordinadora de Proyectos Sociales del M.O.P.”. Esta unidad se conformó con diez personas, pasando a desempeñar la labor de jefe porque era el más antiguo.  Formaron parte de esta unidad: Ana María Arriagada,  Eliana Orellana,  Carlos Toro, Lucía Ganté,  Luis Gutiérrez, Marcelo Vega. La labor de esta unidad consistía en coordinar los proyectos sociales a nivel nacional, lo que significaba que sus integrantes debían viajar a diferentes lugares del país, lo que irrogaba gastos por concepto de peajes, bencina, viáticos y todos los gastos administrativos propios de una oficina. Como esta unidad no estaba considerada en el organigrama ni en el presupuesto del Ministerio de Obras Públicas, todos los gastos mencionados debieron solventarlo con el patrimonio particular y durante los ocho o nueve meses que funcionaron como tal gastaron la suma aproximada de $8.000.000. Entiende que Carlos Cruz y Eduardo Arriagada estaban en conocimiento de esta situación, y Cruz en una oportunidad en que le planteó este problema lo mandó a hablar con Sergio Cortés para que lo solucionara y éste lo derivó a Jara. Este último dijo que debía entregar en la oficina de concesiones, ubicada en Merced, todas las boletas y facturas que daban cuenta de los gastos para ser reembolsados. Jara en varias oportunidades dijo que iba a hacer los depósitos de reembolso de los gastos y, en definitiva, depositó en su cuenta corriente las siguientes sumas de dinero:  9 de noviembre $ 1.000.000, 14 de noviembre $19.538, 30 de noviembre, todos de 2000, $1.000.000, el 19 y 25 de enero de 2001 $1.845.707 y $1.845.706, lo que hace un total de $5.810.951. Una vez que se depositaban estos dineros en su cuenta corriente, sacaba el dinero en efectivo y lo entregaba a las personas de la comisión que habían incurrido en los gastos. No se reembolsó todo lo gastado, y, por lo tanto,  sufrió la pérdida del saldo. Reclamó esta situación y nunca se dio una solución, por lo tanto, opté por olvidar. 

Desde noviembre de 2001 se desempeña como Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la 6º Región.

Aparte de las sumas de dinero a que hizo alusión no percibió otras en efectivo o mediante cheque por concepto de honorarios adicionales o sobresueldos, que no estén respaldadas mediante un convenio ad-referéndum, debidamente sancionado mediante una resolución de la autoridad respectiva.
Enrique Guillermo Jiménez Sepúlveda, a fojas 14.003 (fojas 1.389 letra A), en la que manifestó que ingresó el 26 de junio de 1988 como profesional a contrata a la Dirección de Vialidad en Puerto Montt, desempeñando diversas labores que se tradujeron en ascensos en su carrera funcionaria. Desde el 10 de agosto de 1998 se desempeña como Secretario Regional Ministerial de la Séptima Región del Maule y percibe una remuneración equivalente al grado 3 de la escala única de sueldos y debe cumplir el horario normal de la administración pública. En la región durante el año 2001 se generaron problemas con los usuarios por la concesión de la Ruta 5, los que se plantearon en reuniones celebradas con el ministro de la época, Carlos Cruz, y otros Seremis. El  ministro solicitó que solucionáramos los problemas y tiempo después, no recuerda si telefónicamente o en una reunión privada, le pidió que se abocara especialmente a solucionar los problemas que en la región estaba generando la concesión de la ruta 5, y como esa labor la iba a efectuar fuera del horario normal y no era propia de un Seremi, le dijo que se iba a pagar por cuatro meses la suma bruta de $800.000 mensuales. En su cuenta corriente se depositó la suma de $720.000 mensuales, lo que implicaba que se estaba descontando el impuesto. No sabe si los depósitos fueron en efectivo o en cheque. No dio boletas de honorarios porque presumió que se iban a incorporar a la liquidación de sueldos, lo que no ocurrió. Nunca hizo consultas al respecto. A raíz de los hechos publicados en la prensa tuvo que concurrir al Servicio de Impuestos Internos para regularizar la situación tributaria. Su labor se tradujo en innumerables reuniones con miembros de la comunidad, con autoridades y con los representantes de las concesionarias y de las inspecciones fiscales, adoptando diversas medidas que solucionaron los problemas que se habían originado. A Carlos Cruz no le informó mediante un documento oficial la forma como estaba cumpliendo el cometido, pero hay diferentes documentos que dan cuenta de las instrucciones que impartió, dirigidos a autoridades, empresas privadas, dirigentes comunales, parlamentarios y usuarios en general. Por las publicaciones aparecidas en el diario La Tercera tomó conocimiento del origen de los dineros con los que se pagaron los honorarios adicionales. Sin embargo, no se explica porqué en el listado que rola a fojas 25 aparece percibiendo la suma de $4.660.000, porque sólo percibió líquido la suma de $2.880.000 que equivale a $3.200.000 bruto.

Además percibió la suma total de $12.800.000, pagada en dos cuotas de $9.200.000 y $3.600.000, cada una, en virtud de un convenio que celebró con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, contrato que dio origen a la causa seguida en el Séptimo Juzgado del Crimen de Santiago y en la que fue sometido a proceso como autor del delito de fraude al Fisco, auto de procesamiento que se encuentra impugnado mediante un recurso de apelación cuya vista se encuentra pendiente ante la Corte de Apelaciones de Santiago. Para el pago de la segunda cuota celebró un convenio con la referida facultad, en el que se señaló que se obligaba a participar en un proyecto denominado “Servicios de  consultoría en administración de Recursos Humanos, como apoyo a la gestión de los programas de aguas lluvias, defensas fluviales y vías aluvionales” encomendado por la Dirección de Obras Hidráulicas, programa en el que no participó. Cuando firmó el contrato advirtió que se lo estaba contratando para participar en un programa de aguas lluvias, y al consultarle la razón de aquello a Gonzalo Castillo, jefe de gabinete del Subsecretario de Obras Públicas, le manifestó que firmara y que no se preocupara, porque era un problema de glosa, de orden administrativo, que sería solucionado por la facultad.
Miguel Rolando Silva Rodríguez, a fojas 14.012 (fojas 1.398 letra A), en la que manifestó que ingresó en el año 1970 en la calidad de obrero transitorio a la Dirección General de Aguas. Una vez que obtuvo título profesional se incorporó como contrata. En 1983 fue designado Provincial de la Dirección General de  Aguas de la Provincia de Limarí de la Cuarta Región, y en 1991 empezó a desempeñar la función de Director Regional de la Dirección General de Aguas de Arica. Desde abril de 1997 se desempeña como Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Décima Región de Los Lagos. En los meses de marzo o abril de 2000, al asumir las nuevas autoridades, se efectuó una reunión en la que  el ministro Cruz hizo presente que los Seremis debían asumir diferentes labores que no eran propias del cargo y que iba a ser remunerada, agregando que el trabajo se efectuaría para la Coordinación General de Concesiones. Señaló que después se iba a decir en que iba a consistir este trabajo adicional. Aproximadamente una semana después tuvo una reunión con el ministro Cruz y le manifestó su preocupación por los problemas que estaban generando dos tramos de la Ruta 5 sur entregadas en concesión y cuya puesta en marcha se iba a efectuar en una fecha cercana. Los citados tramos eran Puerto Montt-Río Bueno y Río Bueno-Temuco. El ministro hizo presente que el proyecto de referencia inicial tenía fallas, lo que iba a traer consigo que iba a ser muy dificultosa la puesta en servicio. Incluso se estaban generando protestas, manifestaciones diversas y se habían interpuesto querellas por parte de los empresarios, lo que se estaba traduciendo en serios problemas para la región. Le ordenó que solucionara los problemas efectuando todas las gestiones que fuesen necesarias y agregó que por esta labor de carácter extraordinaria iba a percibir una remuneración adicional, sin señalar el monto ni el período. Siempre manifestó que iba a trabajar para la Coordinadora General de Concesiones. Su labor se tradujo en reuniones con los representantes de las concesionarias, con los alcaldes, empresarios y juntas de vecinos, no existiendo documentos oficiales formales que den cuenta de ella. Al ministro no le informó acerca de la forma en que estaba cumpliendo el cometido, en todo caso nunca le pidió que le informara. Sólo en una oportunidad Gonzalo Castillo, jefe de gabinete del Subsecretario de Obras Públicas, preguntó cómo iba el trabajo que había encomendado el ministro. En los meses de junio, julio, agosto y septiembre se depositó mediante cheques la suma de $720.000, lo que hace una suma total de $2.880.000, razón por la que no se explica porqué en el listado que rola a fojas 25 figura percibiendo la suma de $2.160.000. La labor encomendada por el ministro no formaba parte de las funciones propias de un Seremi de Obras Públicas, porque el artículo 61 del D.F.L. Nº 850, que fija el texto refundido y sistematizado de la Ley 15.840, sólo menciona a las direcciones operativas, y la Coordinación General de Concesiones es una unidad funcional y centralizada. Cada vez que efectuaron los depósitos en su cuenta corriente le pidió a Gonzalo Castillo que dijera a quién debía extender la boleta, siempre manifestaba que no se preocupara y que posteriormente se iba a regularizar la situación. Lo que nunca ocurrió. Efectivamente no suscribí ningún convenio ad-referéndum por esta labor especial, y el sólo hecho de que fuera el ministro quien se la encomendara suponía necesariamente que estaba dentro del marco legal. A raíz de las publicaciones efectuadas por la prensa tomó conocimiento del origen de los dineros percibidos. Las labores que efectuó las desempeñó fuera del horario normal y regularizó su situación tributaria a principios de año.

            En el curso del año 2001 celebró un convenio a honorarios con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de  Chile (CIADE), que dio origen a la causa del Séptimo Juzgado del Crimen de Santiago, causa en la que fue sometido a  proceso como autor del delito de fraude al  Fisco de Chile, resolución que fue impugnada mediante un recurso de apelación cuya vista se encuentra pendiente ante la I. Corte de Apelaciones de Santiago. Por ese contrato recibió la suma total de $12.800.000, en dos cuotas una de $9.200.000 y otra de $3.600.000.  Para el pago de la segunda cuota suscribió el 1 de mayo de 2002 un convenio con la referida facultad y en la cláusula primera se señala que se obligó a participar en un proyecto denominado “Servicios de Consultoría en Administración de Recursos Humanos, como apoyo a la gestión de los programas de aguas lluvias, defensas fluviales y vías aluvionales”, encomendado por la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas,  proyecto en el que  no participó. La única explicación que puede dar es que firmó el contrato sin darse cuenta del contenido de esa cláusula, y con el convencimiento de que estaba firmado un convenio para regularizar administrativamente el pago de la segunda cuota del contrato que sí celebre con la facultad y en el que efectivamente trabajó.

Aparte de las sumas de dinero a que hizo alusión en la presente declaración, de las que percibió por concepto de sueldo y de la suma de $5.000.000 que recibió en virtud de un contrato a honorarios que celebró con la Dirección de Vialidad, aprobado por resolución de dicha dirección Nº 8369, no ha percibido otras, pagadas en dinero efectivo o mediante cheque. 
Pedro Martínez Rojas, a fojas 14.015 (fojas 1.401 letra A), en la que señaló que como egresado de la carrera de ingeniería ingresó en 1978 a contrata a la Dirección de Obras Portuarias, desempeñándome en el Departamento de Estudios. En 1980 se tituló y en 1982 se le asignó la función de Director Regional de Obras Portuarias en la ciudad de Antofagasta, específicamente para formarla. Posteriormente le extendieron las atribuciones de Director Regional para la Tercera Región. En el 2000 fue nombrado Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Segunda Región. Percibía un sueldo equivalente al grado 3 de la escala única de sueldos y debía cumplir el horario normal de la administración pública. Ese cargo lo desempeñó hasta abril de 2002, fecha desde la cual se desempeña  como encargado de la Unidad de Desarrollo Territorial de la Dirección de Vialidad de la Segunda Región. En abril o mayo de 2000 se efectuó una reunión en Rancagua con todas las autoridades del ministerio, oportunidad en que el ministro Cruz hizo presente los desafíos que el ministerio tenía en materias de desarrollo de infraestructura a nivel país, siendo sus exposiciones más bien de orden general. Con él sostuvo una conversación privada sobre diferentes materias relacionadas con la región en la que laboraba, solicitándole que prestara apoyo a las obras concesionadas. En esa época la obra concesionada del Aeropuerto de Cerro Moreno de Antofagasta se encontraba en una fase de adjudicación y era importante que se cumpliera con el programa que se establecía para su desarrollo y le pidió que apoyara ese proceso, supervigilando en general la obra. Para ello se reunió con el representante de la concesionaria, Oscar Guzmán, con funcionarios de la Dirección de Aeropuertos y de la Coordinación General de Concesiones que se desempeñaban como inspectores fiscales de la obra, Jorge Kenfe, Pedro Pozo, Ferreira Nobriga. Fundamentalmente su labor se tradujo en reuniones, gestiones diversas y visitas a la obra propiamente tal y no se tradujo en un documento formal, pero en dos ocasiones informó al ministro del cometido dado. En la reunión que tuvo con el ministro Cruz se conversó acerca de las iniciativas que podían someterse al proceso de concesiones y le pidió que estudiara ese aspecto. Le comentó que existían diversas iniciativas, algunas de las cuales no eran viables por el monto económico que implicaba, abocándose a estudiar lo que el ministro requería y elaboró un documento preliminar de un proyecto que podía ser entregado a los particulares por la vía de la concesión, relativo a la construcción de la playa artificial en el sector centro de Antofagasta, conocida como playa “El Carboncillo”, documento que le entregó en noviembre de 2000. El ministro le dijo que por la labor se  iba a pagar la suma bruta de $800.000 mensuales, sin recordar si le expresó el período por el cual iba a recibirlos, dijo que era para mejorar la remuneración. En su cuenta corriente bancaria se efectuaron tres depósitos de dinero por la suma de $720.000 cada una, en los meses de julio, agosto y septiembre de 2000 y nunca se percató si los depósitos se hicieron en dinero efectivo o cheque. La suma total depositada asciende a $2.160.000 y no se explica porqué en el listado que rola a fojas 25 aparece percibiendo $2.880.000, no recuerda haber percibido una cuarta cuota por $720.000, y examinadas las cartolas del segundo semestre de 2000 advirtió la existencia de sólo  tres depósitos por $720.000 cada uno. Como el cometido lo recibió del ministro no reparó en el hecho de que en realidad no se estaba cumpliendo con la formalidad administrativa, consistente en la suscripción de un convenio ad-referéndum, y por la misma razón nunca cuestionó el origen de los dineros. A raíz de las publicaciones aparecidas en la prensa, supo que era Gate S.A. la que le había efectuado los pagos. Le parece que una vez que recibió el primer pago le preguntó a Gonzalo Castillo, Jefe de Gabinete del Subsecretario de Obras Públicas, a quién debía extender la boleta de honorarios, nunca dio una respuesta satisfactoria y decía que en el curso del tiempo se iba a regularizar. Aclaró su situación ante Impuestos Internos a raíz de las publicaciones aparecidas en la prensa.

En el curso de 2001 celebró un contrato con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile (CIADE), que dio origen a la causa seguida en el 7º Juzgado del Crimen de Santiago, en la que fue sometido a proceso como autor del delito de fraude al Fisco de Chile, auto de procesamiento que se encuentra impugnado por la vía del recurso de apelación cuya vista se encuentra pendiente ante la I .Corte de Apelaciones de Santiago. Por ese contrato recibió $9.200.000 y $3.600.000, y para el pago de la segunda cuota suscribió el 1 de enero de 2002 un convenio con la referida facultad, en cuya cláusula primera se señala que se obligó a participar en un proyecto denominado “Servicios de consultoría en administración de recursos humanos, como apoyo a la gestión de los programas de aguas lluvias, defensas fluviales y vías aluvionales, encomendado por la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas”, proyecto en el que no participó. La única explicación que puede dar es que firmó el convenio con el convencimiento de que era aquel para el que efectivamente había sido contratado y en el cual intervino.

No ha recibido otras sumas de dinero pagadas en efectivo o mediante cheque. Tampoco ha celebrado otros convenios de honorarios con la Universidad de Chile o con algún organismo o institución dependiente de ella.
Wladimir Abraham Morales González, a fojas 14.018 ( fojas 1.404 letra A), en la que expresó que en diciembre de 2000 fue designado Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la 5º Región, a contrata, percibiendo una remuneración equivalente al grado 3 de la escala única de sueldos, pagado mediante cheque fiscal que se depositaba en su cuenta corriente. Ese cargo lo desempeñó hasta febrero de 2002, desvinculándose totalmente del ministerio. En mayo o junio de 2000 se efectuó una reunión en La Leonera con todas las autoridades del ministerio y como antes de ingresar al Ministerio de Obras Públicas se desempeñaba en el área privada y sus ingresos eran sustancialmente mayores al sueldo que recibía, conversó con el resto de los Seremis acerca del monto del sueldo, manifestando que era bajo para la responsabilidad que tenía el cargo. Uno de los colegas que no está en condiciones de identificar dijo que no debía preocuparse, porque era un tema que el ministerio iba a solucionar y que lo más probable es que se encargarían trabajos adicionales que había que efectuar fuera del horario normal. Dicha inquietud era generalizada y su situación particular quedaba más desmejorada porque no se le pagaba asignación de casa, porque era propietario de la vivienda que habitaba. En la referida reunión ninguna autoridad superior se refirió al tema, ni con él nadie habló. Aproximadamente un mes después lo llamó el jefe del gabinete del Subsecretario de Obras Públicas, Gonzalo Castillo Navasal, citándolo a una reunión a Santiago, y le manifestó que como resultado de la reunión en la Leonera las autoridades del ministerio habían acordado encargar asesorías específicas a los Seremis, fuera del horario de trabajo, a cambio de una remuneración. En esa época estaba en construcción el camino denominado “Troncal Sur” y una parte de ese camino no estaba definido, pero estaba considerado su trazado por el interior del denominado jardín botánico, lo que había producido gran aversión al interior de la comunidad y fundamentalmente entre los ecologistas. Como esa situación estaba generando problemas tanto en la empresa concesionaria que era Sacyr como al ministerio le propuse encargarse de solucionarlos, asesorando al ministerio, lo que iba a beneficiar a la Coordinación General de Concesiones. Gonzalo Castillo aceptó la proposición agregando que por la urgencia requería que lo efectuase en cuatro meses. Gonzalo Castillo dijo que pagaría la suma de $800.000 brutos mensuales. Esa labor no puede ser considerada como propia de un Seremi porque estaba relacionada con una obra concesionada. Para cumplir el cometido realizó diferentes reuniones con el inspector fiscal Mirko Ivanovic, con gente de la concesionaria, de la Conama, de la Corema y con la comunidad. El inspector fiscal le señaló que necesitaba una asesoría de visión urbana territorial, para hacer un nuevo trazado de la parte del camino en discusión. En definitiva su labor se tradujo en un documento en que explicitó las modalidades urbanas de intervención en el sector, que entregó a Gonzalo Castillo, y en su participación en reuniones con los distintos actores que tenían que ver el camino. Se relacionó fundamentalmente con Gonzalo Castillo. Siempre pensó que el pago de los honorarios se efectuaba por la vía regular y por el Ministerio de Obras Públicas. Llamó a Gonzalo Castillo después de efectuado el primer depósito en su cuenta corriente y para extender la boleta de honorarios, respondiéndole que no se preocupara y que se regularizaría en el próximo pago, lo que no ocurrió, ni tampoco en los subsiguientes. En una oportunidad Gonzalo Castillo dijo que todo se regularizaría con una boleta por el monto total, lo que tampoco ocurrió. Nunca dio una respuesta satisfactoria. Tomó conocimiento del origen de los dineros con los que se efectuaron los pagos por las publicaciones aparecidas en la prensa, al figurar su nombre en un listado percibiendo de Gate S.A. la suma de $2.880.000. Con motivo de las publicaciones periodísticas concurrió al Servicio de Impuestos Internos para aclarar la situación tributaria. El trabajo a que alude lo hizo fuera del horario normal  y no todos los días.

Además de ese cometido extraordinario celebró un contrato a honorarios con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, (CIADE), recibiendo pagos por la suma de $9.200.000 y 3.600.000, contrato que dio origen a la causa que se sigue en el 7º Juzgado del Crimen de Santiago y en la que fue sometido a proceso como autor del delito de fraude al Fisco de Chile, auto de procesamiento que se encuentra impugnado mediante un recurso de apelación cuya vista se encuentra pendiente ante la I. Corte de Apelaciones de Santiago. Para los efectos del pago de la segunda cuota suscribió con la referida facultad un convenio el 1 de enero de 2002,  cuya copia rola a fojas 1.231 de la causa 15.260 letra C, en cuya cláusula primera se señaló que se comprometía a participar en un proyecto denominado “Servicio de consultoría en administración de recursos humanos, como apoyo a la gestión de los programas de aguas lluvias, defensas fluviales y vías aluvionales, encomendado por la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas”, programa en el que no participó. En realidad no leyó con suficiente acuciosidad el convenio y siempre pensó que se le presentaba para la firma un convenio para pagar la segunda cuota de un programa en el que trabajó y que dio origen a la causa del 7º Juzgado del Crimen.  

Raúl Narciso Gutiérrez Areyuna, a fojas 14.024 (fojas 1.410 letra A), en la que señaló que adquirió la calidad de empleado público  cuando ingresó el 15 de junio de 1991 al Ministerio de Planificación y Cooperación, Secretaría de Estado en la que se desempeñó hasta marzo de 2000. El  1 de abril de 2000 asumió como Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Región de Coquimbo, percibiendo una remuneración equivalente al grado 3 de la escala única de sueldos, encontrándose obligado a cumplir el horario normal de la administración pública, cargo que desempeñó hasta el 31 de diciembre de 2002, fecha en que renunció voluntariamente, retornando al Ministerio de Planificación y Cooperación para desempeñarme en el Departamento de Estudio de La Serena. 
En mayo o junio de 2000 se efectuó la reunión anual con las autoridades, denominada “Consejo Nacional de Autoridades del Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones”, que se efectuó en una localidad denominada La Leonera. La finalidad era coordinar las políticas y acciones en el correspondiente año presupuestario. A esa reunión asistió su subrogante, Mardoqueo Bitrán, quien le informó de su contenido. La reunión coincidió con la entrega oficial de un tramo de la carretera 5 Norte, Santiago-Los Vilos- La Serena, acto al cual asistió el Presidente de la República, el Ministro Cruz y otras autoridades. Cruz en una reunión le manifestó que debía apoyar fuertemente el trabajo de concesiones, velar por el cumplimiento de los compromisos contraídos y solucionar los conflictos que se presentaren. No le dijo si ese trabajo sería remunerado. Al poco tiempo Gonzalo Castillo, Jefe de Gabinete del Subsecretario de Obras Públicas, le manifestó que el sueldo iba a ser mejorado con el trabajo adicional a concesiones, agregando que se pagaría una suma aproximada de $800.000 brutos y por el segundo semestre de 2000. El ministro también agregó que debía promover la participación de la región en la aplicación del instrumento de concesiones o de la ley para la inversión pública, presentando proyectos o formulando iniciativas, con la finalidad de incentivar la participación regional, labor que no es propia de un Seremi, porque su labor fundamental es velar por la coordinación entre las Direcciones Regionales, y la Coordinación General de  Concesiones no existe a nivel regional, solo está radicada en el nivel central. En todo caso después siguió desempeñando dichas labores, no obstante que no se le remuneró adicionalmente. Fue Gonzalo Castillo Navasal el que entregó cuatro cheques por la suma de $720.000 cada uno. No recuerda la fecha en que fueron entregados, pero puedo afirmar que fue en el curso del segundo semestre de 2000. No eran cheques fiscales, provenían de una cuenta corriente del Banco Santiago. No dio boletas porque Gonzalo Castillo nunca le dijo a quién. No cuestionó el procedimiento aunque no parecía administrativamente regular, porque se suponían que los pagos venían de la Coordinadora General de Concesiones, unidad que operaba de manera diferente con cierta autonomía, y porque había tenido experiencia con un funcionario de apoyo en materia de comunicaciones cuya regularización contractual fue demorosa. Su labor se tradujo en verificar el grado de cumplimiento de los compromisos contraídos, reunirse con los dirigentes de las comunidades, con autoridades locales, vecinales y parlamentarios de la zona y fundamentalmente en solucionar los conflictos que se iban generando en el avance de las obras. No existen documentos que den cuenta del trabajo efectuado, pero informó verbalmente al ministro como a Castillo. Hay documentos que remitió a Castillo y que dan cuenta de ideas, proyectos susceptibles de entregarse en concesión. Estas labores por las que recibió una remuneración adicional las efectuó fuera del horario de la administración pública.

            En relación a la consultoría denominada “Servicio de consultoría en administración de recursos humanos, como apoyo a la gestión de los programas de aguas lluvias, defensas fluviales y vías aluvionales de la Dirección de Obras Hidráulicas”, señaló que celebró con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile un contrato de honorarios que dio origen a una causa incoada en el 7º Juzgado del Crimen de Santiago, en la que fue sometido a proceso como autor del delito de fraude al Fisco de Chile, auto de procesamiento que se encuentra impugnado por la vía de un recurso de apelación cuya vista se encuentra pendiente ante la I. Corte de Apelaciones de Santiago. Por dicho contrato percibió $9.200.000 y $3.600.000. Para el pago de la segunda cuota suscribió con la referida facultad un convenio el 1 de abril de 2002, cuya copia rola a fojas 1.227 del tomo III letra C. Efectivamente en la cláusula primera se señala que se compromete a participar en el proyecto denominado “Servicio de consultoría en administración de recursos humanos como apoyo a la gestión de los programas de aguas lluvias, defensas fluviales y vías aluvionales”, programa en el que no intervino. La única explicación es que no advirtió la existencia de esa glosa y lo firmó con el convencimiento de que se presentaba para la firma un contrato para regularizar el pago de la segunda cuota de un programa en el que participó.
En diciembre de 2002 suscribió un convenio ad-referéndum con la Dirección de Vialidad, para prestar asesoría en dos proyectos viales, convenio que fue aprobado por una resolución de esa dirección por la suma de $5.000.000.
           Aparte de las sumas de dinero señaladas y del sueldo que recibió como empleado público no percibió otras, pagadas en dinero efectivo o mediante cheque. Tampoco ha suscrito otros contratos con la Universidad de Chile o con alguna institución u organismo dependiente de ella. 

Manuel Gonzalo Peña Véliz, a fojas 14.027, (fojas 1.413 letra A), en la que señaló que entre 1990 y 2000 se desempeñó como ingeniero asesor a honorarios en la Secretaría Regional Ministerial de Minería en la región de  Atacama, siendo designado Secretario Regional de Obras Públicas en igual región en marzo de 2000, cargo que desempeña a la fecha de su declaración. Percibe una remuneración equivalente al grado 3 de la escala única de sueldos y debe cumplir el horario normal de la administración pública. En mayo de 2000 se efectuó en una localidad denominada La Leonera una reunión con todos los Seremis de Obras Públicas y autoridades del ministerio, oportunidad en que se planteó entre los Seremis que los sueldos no eran acordes con la función, inquietud que fue transmitida al ministro a través de Gonzalo Castillo, Jefe de Gabinete del Subsecretario de Obras Públicas. A fines de mayo Gonzalo Castillo lo llamó por teléfono, para señalarle que debía efectuar una labor de tipo adicional, consistente en un apoyo a concesiones y en relación  a un proyecto que había ganado el primer concurso regional de concesiones, consistente en el diseño y construcción de edificios públicos en Copiapó. Señaló que como el proyecto estaba generando oposición en algunas autoridades, debía gestionar para hacer factible el proyecto. Nunca recibió un cometido directo del ministro y las instrucciones las recibió de Castillo. Para cumplir el cometido se reunió con diferentes autoridades y la mayoría las hizo fuera de la jornada habitual. No hay un documento que de cuenta de su labor, salvo una minuta que le envió a Gonzalo Castillo en la que indicaba lo que estaba haciendo y lo que había hecho. En la primera oportunidad que habló con Castillo sobre la materia, le dijo que por este trabajo adicional iban a pagar una remuneración adicional, sin indicar el monto ni el período. En los meses de mayo, julio, agosto y septiembre se depositó en su cuenta corriente la suma de $720.000 mediante cheques. No extendió boletas de honorarios porque nunca la pidieron, y en una oportunidad que le dije a Gonzalo Castillo que le señalara a quien debía extenderla para regularizar el recibo de esos dineros, dijo que más adelante se iba a arreglar. Tomó conocimiento del origen de los dineros por las publicaciones efectuadas en la prensa y a raíz de ello regularizó su situación tributaria en el Servicio de Impuestos Internos. La labor asignada no puede ser considerada propia de un Seremi, porque era un apoyo a la Coordinación General de Concesiones que no tenía ni tiene actualmente personal en la región y, además, era una función desarrollada fuera del horario normal. 

En relación a la consultoría denominada “Servicio de consultora en administración de recursos humanos, como apoyo a la gestión de los programas de aguas lluvias, defensas fluviales y vías aluvionales de la Dirección de Obras Hidráulicas”, señaló que con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile suscribió dos convenios que dieron origen a una causa seguida en el 7º Juzgado del Crimen de Santiago, en la que se encuentra procesado como autor del delito de fraude al Fisco de Chile , auto de procesamiento que se encuentra impugnado mediante un recurso de apelación cuya vista se encuentra pendiente en la I. Corte de Apelaciones de Santiago. Para el pago de la segunda cuota que ascendía a la suma de $3.600.000, suscribió un convenio el 1 de mayo de 2002, cuya copia rola a fojas 1.225 de la causa signada con la letra C., en el que se señala que se obliga a participar en ese proyecto, en el que no participó. La única explicación que puedo dar es que lo firmó sin leerlo y convencido de que era la prórroga del contrato anterior.

En noviembre de 2002 celebré un contrato de honorarios con la Dirección de Vialidad, mediante el cual se comprometió a prestar una asesoría, fijándose el monto de los honorarios en la suma bruta de $5.000.000. Este convenio de honorarios fue aprobado por una resolución y extendió una boleta de honorarios al ministerio el 30 de noviembre de 2002.

No ha percibido otras sumas de dinero, pagadas en efectivo o mediante cheque, por concepto de honorarios o sobresueldos.
Juan Antonio Muñoz Cornejo, a fojas 14.030 (fojas 1.416 letra A), en la que señaló que se desempeña como Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de Santiago desde el 1 de abril de 2000, cargo que pertenece a la planta directiva del ministerio. El referido cargo es de exclusiva confianza del Presidente de la República, percibe una remuneración equivalente al grado 3 de la escala única de sueldos y debe cumplir el horario normal de la administración pública. En mayo de 2000 se efectuó la primera reunión anual de autoridades del ministerio en una localidad denominada La Leonera, ubicada en la 6º Región, oportunidad en que el ministro de la época manifestó a todos los Seremis que debían apoyar el sistema de concesiones en todas las regiones, sin mencionar que por esta labor se percibiría una remuneración adicional. Castillo, a fines de ese mes, le dijo que para cumplir el cometido debía apoyar el sistema de concesiones intentando solucionar los conflictos que se habían originado con la comunidad, relacionados con la concesión Ruta 5, tramo Santiago- Los Vilos, porque la Alcaldesa de Quilicura reclamaba que su comuna no tenía un acceso directo para dirigirse a Santiago; el de Alto Jahuel que decía relación con la construcción de la Ruta 68 segunda pista de Américo Vespucio y el originado con la construcción de la Ruta 5, tramo Santiago-Talca. Castillo manifestó que por esta labor se me pagaría un honorario bruto de $800.000 mensuales y por el período que durara la gestión, que, en definitiva, quedó reducido a cuatro meses, pues sólo en los meses de junio, julio, agosto y  septiembre se depositó en su cuenta de ahorros mediante un cheque la suma de $720.000 líquidos. En realidad la gestión relacionada con el conflicto originado por la construcción de la Ruta 5, tramo Santiago-Los Vilos, duró hasta diciembre de 2000. Al recibir el primer pago le preguntó a Castillo a quién debía extenderle la boleta respectiva y  dijo que no se preocupara pues Cortés era el encargado de solucionar el problema administrativo y que más adelante le informaría, lo que nunca ocurrió. Al verificarse el segundo pago y advertir que no se regularizaba la situación tributaria, conversó la situación con otros Seremis y les pareció rara la situación, pero no le dieron mayor importancia en el entendido que concesiones funcionaba de manera diferente. Su labor se tradujo en la participación en diferentes reuniones con miembros de la Coordinación General de Concesiones, actores locales y parlamentarios de la región. Dio cuenta del cometido mediante la elaboración de minutas informativas que enviaba al gabinete del ministro. La labor fundamentalmente la efectuó fuera del horario normal de trabajo y algunos días sábados. En su concepto, ese trabajo no forma parte de una labor propia de un Seremi, porque todo lo relativo a concesiones se encuentra al margen de la administración del ministerio. La labor no forma parte de las funciones naturales de un Seremi y recibió los honorarios porque fue la autoridad la que se los ofreció. Sólo a raíz de los hechos que se investigan  tomó conocimiento del origen de los dineros y habiendo concurrido al Servicio de Impuestos Internos para regularizar su situación tributaria se le informó que esperara la citación correspondiente. 

En relación a la consultoría denominada “ Servicio de consultoría en administración de recursos humanos como apoyo a la gestión de los programas de aguas lluvias, defensas fluviales y vías aluvionales de la Dirección de Obras Hidráulicas”, señaló que en diciembre de 2001 fue contratado por la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, (CIADE), para participar en un programa encomendado por la Subsecretaría de Obras Públicas, contrato que dio origen a la causa que se sigue en el 7º Juzgado del Crimen de Santiago en la que fue sometido a proceso como autor del delito de fraude al Fisco de Chile, auto de procesamiento que fue impugnado mediante un recurso de apelación cuya vista se encuentra pendiente ante la I. Corte de Apelaciones de Santiago. El monto de los honorarios que percibió por su participación fue la suma total bruta de $12.800.000, que fueron pagados en dos cuotas. Para el pago de la segunda cuota suscribió un contrato con la referida facultad el 1 de enero de 2002, que es el que rola a fojas 1.232 del Tomo III letra C. En dicho convenio se señala que se obliga a participar en el citado proyecto, en el que no intervino. Al suscribir el referido convenio en la oficina de Castillo advirtió la existencia de dicha glosa y le preguntó a qué se debía, manifestando que era una manera de solucionar problemas administrativos- presupuestarios, y como la segunda cuota se pagó en enero de 2002, obviamente el pago se estaba realizando en un año presupuestario diferente.

En diciembre de 2002 suscribió un convenio de honorarios con la Dirección de Vialidad, para un cometido específico,  que fue aprobado mediante una resolución de la autoridad. Por dicha labor se pagó un honorario por la suma de $5.000.000, extendiendo la respectiva boleta al M.O.P. Dirección de Vialidad.

Aparte de las sumas de dinero señaladas y del sueldo y asignaciones legales que corresponde percibir por el cargo que ejerce, no percibió otras pagadas mediante cheque o dinero efectivo. Tampoco en mi calidad de funcionario del ministerio he celebrado convenio con la Universidad de Chile o con algún organismo o institución dependiente de ella. 

Rosa Eliana Bertossi Aravena, a fojas 14.109 ( fojas 1.496 letra A), en la que manifestó que ingresó  a contrata al Ministerio de Obras Públicas el 28 de diciembre de 1981, para desempeñarse como secretaria del jefe de los asesores del ministro, incorporándose a la planta aproximadamente en 1982. Entre 1990 y 2002 percibió una remuneración equivalente al grado 14 de la escala única de sueldos y desde enero de 2003 una equivalente al grado 13. En 1990 se incorporó al staff de las secretarias de la Dirección General de Obras Públicas, y a petición de René Silva, jefe del Departamento de Concesiones, se desempeñó como su secretaria desde 1992. Carlos Cruz fue designado Coordinador General de Concesiones en 1995, continuando su desempeño como secretaria en una unidad de la coordinación. El nuevo equipo se quedaba más allá del horario normal y de hecho se fue alargando, transformándose en una obligación el quedarse trabajando después del horario regular. No recuerda quién, pero alguien que trabajaba en la Unidad Administrativa de la Coordinación General de Concesiones, le preguntó si tenía boletas de honorarios, agregando que de lo contrario debía iniciar actividades en el Servicio de Impuesto Internos, porque iban a pagar las horas extraordinarias, sin decir el monto. Nunca intervino en la determinación del monto de los honorarios por labores extraordinarias, simplemente, previo al pago, se la instruía a quien debía otorgar la boleta  y la suma. Entre  enero y diciembre de 1995 extendió boletas a la Fundación para la Transferencia Tecnológica y al Instituto de Economía entre el 23 de enero y el 16 de diciembre de 1996. Desde el 20 de enero y hasta el 16 de julio de 1997 los honorarios los pagó el Instituto de Economía, extendiendo en forma mensual boletas por la suma bruta de $264.638, las que ascendieron a $ 291.102 entre agosto de 1997 y febrero de 1998 y a $ 320.212 entre marzo y septiembre de 1998. Entre octubre de 1998 y septiembre de 1999 extendió mensualmente boletas a Gate S.A. por la suma bruta de $320.212; de octubre a diciembre de 1999 a Servilily Ltda. por la suma bruta de $320.218, y de enero a septiembre  de 2000 por la suma bruta de $ 370.000; en octubre de 2000 a Gate S.A. por $370.000; en noviembre y diciembre de 2000 a Servilily Ltda. por igual suma; y de enero a marzo de 2001 a Gate S.A  por igual suma; de abril a diciembre de 2001 los honorarios los pagó la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, a la que extendí mensualmente boletas de honorarios por la suma bruta de $370.000, y de enero a diciembre de 2002 a la misma facultad y por la suma bruta de $386.650. Siempre los honorarios adicionales se pagaron en forma mensual y mediante cheque y siempre extendió la boleta de honorarios respectiva. Nunca facilitó boletas de honorarios a terceros. Estas sumas de dinero tenían por finalidad pagar las labores de secretaria que desarrolló en horario extraordinario. Nunca preguntó y nunca se le informó cuál era el origen de los dineros. Como el pago fue dispuesto por la autoridad respectiva, no cuestioné el hecho de que estas sumas de dinero adicionales no  fueran pagadas por un cheque fiscal. A raíz del proceso penal y de las publicaciones aparecidas en la prensa, tomó conocimiento de la relación que existía entre la empresa Gate S.A. y el ministerio; que Servilily Ltda. era una empresa de aseo y que existían unos contratos de apoyo administrativo celebrados con la Universidad de Chile.  Existe un sumario administrativo incoado en su contra en la Contraloría General de la República, por los dineros que percibió de Gate S.A. y de Servilily Ltda. 
Juan Carlos Latorre Carmona, a fojas 14.111 (fojas 1.498 letra A), en la que, en relación a la consultoría denominada “Servicio de consultoría en administración de recursos humanos como apoyo a la gestión de los programas de aguas lluvias, defensas fluviales y vías aluvionales de la Dirección de Hidráulicas”, manifiesto que se desempeñó como Subsecretario de Obras Públicas  desde enero de 1999 a junio de 2003. Las labores que le correspondió desempeñar están  establecidas en la ley y, en general, era velar todos los aspectos organizacionales y administrativos del Ministerio de Obras Públicas, impulsar los planes de inversión y reemplazar al ministro en su ausencia. Las instrucciones de orden general impartidas por la subsecretaria tenían como destinatarios a directivos y funcionarios del ministerio a través de circulares, reiterándose en ellas que en materia de contratos y honorarios extraordinarios del personal del ministerio debía actuarse con pleno apego a la legislación vigente. Respecto del contrato por el que se le interroga, señaló que no tuvo participación en la elaboración, administración, desarrollo y ejecución del mismo, en consecuencia no tuvo ninguna participación. No dio instrucciones de pago, con cargo a ese contrato, para  funcionarios de la subsecretaría como Carlos Díaz, Luis Henríquez, Andrea Aranda, Christian Vitori, Juan Moreno y Wladimir Fernández y se informó de estos  con posterioridad, y espera se hayan enmarcado dentro de las instrucciones generales impartidas reiteradamente por la subsecretaria, en orden a que cualquier pago de honorarios extras para un funcionario del ministerio se debía cumplir con las disposiciones legales vigentes. Los contratos de  honorarios extraordinarios de funcionarios de la subsecretaria corresponden a contratos individuales y no le consta que hayan sido dispuestos por su jefe de gabinete. No le pidió su anuencia y en el normal funcionamiento de la subsecretaría estaba a su alcance, en algunos casos,  dentro de sus facultades tomar  la decisión. El caso particular de los pilotos Juan Moreno y Wladimir Fernández constituye una situación en que las dificultades para ser resueltos estuvieron en su conocimiento. Sin embargo, no estaba a su alcance la decisión de que se resolviera a través de contratos de la Dirección de Obras Hidráulicas, en los que no tenía ningún rol en su ejecución, desarrollo y administración. De todos estos pagos se informó  en general con posterioridad y supone que todos se enmarcaron dentro de las disposiciones legales vigentes y de acuerdo a sus  instrucciones permanentes.

En relación a los pagos efectuados a los Seremis por Gate S.A. por la suma de $2.880.000, señaló que los Secretarios Regionales Ministeriales son funcionarios que dependen del ministro, sin perjuicio de que, en aspectos administrativos,  el personal que apoya su trabajo en las regiones y  desde el Gobierno Central pertenecen a la subsecretaría.  La remuneración de estos funcionarios está contemplada en la escala única de sueldos, sin perjuicio del derecho que les asiste para percibir honorarios extraordinarios en conformidad a la legislación vigente. No tiene conocimiento de los pagos efectuados por Gate S.A. a dichos funcionarios y, por esa razón, es enfático en manifestar que no dispuso pago alguno. De hecho nunca conoció siquiera el quehacer de Gate S.A. en el ministerio, a tal punto que en mayo de 2001 dispuso el inicio de una investigación sumaria a partir de lo publicado en un diario nacional. Esto consta  en la declaración que prestó ante el ministro Aránguiz y que rola en el actual proceso a fojas 493, la que ratifica íntegramente. 
Vicente Pardo Díaz, a fojas 14.148 (fojas 1.535 letra A), en la que señaló que mediante resolución signada con el número 56 del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2 de agosto de 2000, se aceptó la renuncia voluntaria que presentó al cargo de Jefe de División de la Subsecretaria de Transportes, grado dos de la escala única de sueldos, por discrepancias de criterio con el subsecretario de la época. En la oportunidad en que le manifestó al ministro Cruz los motivos de su renuncia, le dijo que estaba en condiciones de prestarle una consultoría en materia de política de transportes, dada su vasta experiencia en la materia. También conversaron sobre el tema en que iba a versar su consultoría y el monto de los honorarios, acordando que sería de $2.000.000 mensual. El trabajo se extendió entre agosto de 2000 y marzo de 2001 y, por lo tanto, la suma total por concepto de honorarios debía ser de $16.000.000. Cuando estaba desarrollando su trabajo, más o menos en octubre de 2000, y como no se pagaban los honorarios de los meses de agosto y septiembre, le consultó a Cortés la razón de la dilación, quien lo derivó a otro funcionario cuyo nombre no recuerda, parece de apellido Jara, que un día le dijo que tenía que extender una boleta a Gesys Ltda. por la suma bruta de $2.666.667. No está seguro si le pagaron con un cheque o con dinero efectivo. Le pareció raro tener que extender una boleta de honorarios a una empresa para la que no había trabajado, pero no hizo mayor cuestión del asunto. En marzo de 2001 entregó a la Subsecretaría de Transportes un informe final, que daba cuenta de su cometido y como los honorarios no eran pagados empezó a preguntar por ello a los diferentes asesores del ministro y, en definitiva, lo derivaron a la Subsecretaría de Transportes la que pagó el saldo que ascendían a la suma bruta de $12.777.778. Dicha suma de dinero se pagó mediante cheque fiscal, previa dictación de la resolución número 151-2001, como lo consignó en la boleta de honorarios que extendió. No ha recibido dineros de Gate S.A., mediante cheque o en efectivo, razón por la que no se explica las razones por las que figura en el listado que rola a fojas 25 percibiendo de esa empresa la suma de $7.800.000.

A fojas 15.333 (fojas 2.818 letra A), señaló que el cheque por la suma de $ 2.400.000.- de 28 de julio de 2000, de la cuenta corriente de Héctor Peña Véliz N° 4007647-6, fue depositado en su cuenta corriente bancaria que mantiene en el Citibank N° 0-607853-00-2, y por el monto y la fecha de giro debe corresponder al pago a que alude a fojas 1.535 y que respaldó con una boleta que extendió a Gesys Ltda., cuya fotocopia rola a fojas 1.533. No se explica porqué emitió una boleta a Gesys Ltda. si los honorarios fueron pagados por  Héctor Peña Véliz. El cheque que se exhibe por la suma de $ 900.000.-  y de la misma cuenta, también figura depositado en su cuenta corriente bancaria y no recuerda a qué obedece esa suma dinero. Ratificó la declaración que prestó anteriormente, en el sentido que no se explica las razones por las que figuró en el listado que rola fojas 25 percibiendo de Gate S.A. la suma de $ 7.800.000.-.

Lucía Eliana Ganter Vera, a fojas 14.149 (fojas 1.536 letra A), en la que señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas en septiembre de 1998 mediante un contrato a honorarios. Durante el 2000 tuvo la calidad de contrata y desde el 2001 a la fecha de su declaración está contratada a honorarios. Siempre los honorarios o el sueldo se ha pagado mediante un cheque fiscal y extendía la boleta de honorarios respectiva, salvo la época que estuvo a contrata. Entre septiembre de 1998 y aproximadamente los primeros meses de 2000 desarrolló labores en la Dirección de Planeamiento. En marzo o abril de 2000 el ministro Cruz creó la Unidad Coordinadora de Proyectos Sociales, que dependía de la Dirección General de Obras Públicas, su finalidad era coordinar los proyectos sociales fundamentalmente en las zonas rurales. El jefe de la unidad era Roberto Alonso y también formaban parte Gutiérrez, Toro, Vega, Arriagada y Orellana. Esta unidad no tenía asignado un ítem en el presupuesto y, por lo tanto, su funcionamiento fue más bien precario. En más de una oportunidad tuvo que poner de su bolsillo dinero para solventar gastos menores, los que nunca fueron retribuidos, salvo los gastos de movilización en que debía incurrir cuando, para cumplir un cometido de servicio, debía dirigirse a otras regiones. Para la retribución de los gastos de movilización debía rendir una cuenta a la dirección. Alonso nunca le dio dinero, ya sea en efectivo o mediante cheque, por ningún concepto. Lo que se le devolvió se hizo por la vía regular. Esta unidad dejó de funcionar aproximadamente en octubre de 2001 y continuó desarrollando labores en otra unidad o equipo de la Dirección General de Obras Públicas. En abril de 2003 fui destinada a la Dirección de Planeamiento, donde se desempeña hasta la fecha de su declaración.

María Estela Carmona Medalla, a fojas 14.150 (fojas 1.537 letra A), en la que señaló que ingresó en febrero de 1981 como oficial administrativo a contrata a la Secretaria Regional Ministerial de Obras Públicas de la Segunda Región de Antofagasta. En 1986 estando incorporada a la planta fue trasladada a Santiago, para desempeñar el cargo de secretaria en el Departamento de Emergencia dependiente del gabinete del ministro, el que desempeñé entre marzo y noviembre de 1986, pues a partir de diciembre de ese año y hasta marzo de 2000 desarrolló la labor de secretaria del jefe de gabinete del ministro. En abril de 2000 fue enviada en comisión de servicios a la Coordinación General de Concesiones y asumió como segunda secretaria del coordinador, siendo reubicada en octubre de 2003 en el área de Recursos Humanos de la coordinación. Desde octubre de 1996 y hasta marzo de 2000 empezó a recibir honorarios adicionales por las mismas  labores que  efectuaba fuera del horario normal y, para eso, suscribió un convenio con la Subsecretaría de Obras Públicas aprobados por una resolución y que eran renovados anualmente y extendía una boleta de honorarios al Ministerio de Obras Públicas-Subsecretaría de Obras Públicas. Este honorario de carácter extraordinario fue por montos que variaron todos los años y a marzo de 2000 era por la suma bruta de $311.000. No obstante que el convenio de honorarios que celebró en enero de 2000 lo fue por todo el año, cuando fue destinada a la Coordinación General de Concesiones y ante su consulta si se iba a respetar el pago de esta suma adicional, el ministro Cruz, por intermedio de su secretaria, le informó que se iban a respetar las condiciones. Posteriormente, un funcionario de la Unidad Administrativa de la Coordinación General de Concesiones le informó vía e-mail que la boleta de honorarios debía extenderla a Gate S.A., situación que se mantuvo hasta marzo de 2001. Extendió a dicha empresa las boletas signadas con los números 44, 45, 46,47, 48, 49, 50, 51, 52 , 53, y 54 todas por la suma bruta de $311.000. Los honorarios eran pagados mediante cheque y no recuerda de qué cuenta corriente provenía. En abril de 2001, por la misma vía, se le indicó que a partir de esa fecha las boletas de honorarios debía extenderla a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile y que como glosa debía colocar, lo siguiente: “Por recopilación de datos para encuesta proyecto del trabajo de apoyo administrativo y de servicios a la Coordinación General de Concesiones de la Dirección General de Obras Públicas del M.O.P.” No intervino en ninguna recopilación de datos para encuestas, porque las sumas de dinero que percibía lo eran por la misma labor que efectuaba en horario extraordinario. Entre abril y diciembre de 2001 las boletas las extendió por la suma bruta de $311.000 y entre enero y diciembre de 2002 por $324.995. Estas sumas de dinero fueron pagadas mediante cheques que provenían de una cuenta corriente de la facultad. En enero de 2003 se suspendió todo pago extraordinario y, por lo tanto, empezó a recibir el sueldo correspondiente al grado 13 de la escala única de sueldos, el que, a la fecha, asciende a la suma líquida aproximada de $280.000. Atendida la situación precaria en que quedó por la suspensión del pago de los honorarios extraordinarios, que trajo consigo que su remuneración quedara reducida en más de un cincuenta por ciento, le ofrecieron la posibilidad de que pidiera seis meses de permiso sin goce de sueldo, para luego ser contratada a honorarios por la Administración Sistema de Concesiones. Este sistema comenzó a operar en julio de 2003 y durará hasta diciembre del mismo año. Percibe por dicho concepto la suma mensual bruta de $650.000, previa extensión de la boleta respectiva al ministerio. Por este nuevo sistema debió suscribir un convenio a honorarios y que fue aprobado por decreto exento. 

Patricia Jacqueline Allende Calderón, fojas 14.152 (fojas 1.539 letra A), en la que manifestó que entre 1990 y febrero de 2000 se desempeñó como secretaria en el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. En marzo de 2000 solicitó 6 meses de permiso sin goce de remuneraciones, periodo durante el cual trabajé en el Ministerio de Obras Públicas a honorarios que eran pagados por el referido ministerio, y vencido el período del permiso se reintegró al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, dándosele una comisión de servicio por dos años para laborar en el M.O.P.-Coordinadora General de  Concesiones. La comisión terminó en enero de 2003 y pidió permiso sin goce de sueldo por tres meses, período durante el cual siguió trabajando a honorarios en concesiones. Renunció a la planta del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en enero de 2003, siendo contratada a honorarios por la Coordinación General de Concesiones, calidad que mantiene a la fecha de su declaración. Paralelamente a los  honorarios o sueldos que percibió mientras se desempeñaba en concesiones, se le pagaron honorarios adicionales por labores extraordinarias que efectuaba desde las 17.30 a 20.30 horas y algunos días sábados de 09.00 a 16.00 horas. Fue Sergio Cortés el que dijo que se iban a pagar honorarios extras y que debía extender boletas, y por instrucciones de él o de Leslie Arredondo extendió boletas de honorarios a Gate S.A., Cygsa Chile S.A. y a la Facultad de Ciencias Económicos y Administrativas de la Universidad de Chile. Extendió boletas a Gate S.A. de marzo de 2000 a marzo de 2001; a la facultad de abril de 2001 a octubre de 2001; a Cygsa Chile S.A. de noviembre de 2001 a enero de 2002; y a la facultad de febrero a diciembre de 2002. Todos los honorarios fueron pagados mediante cheques que provenían de las cuentas corrientes de las empresas a las cuales dio boletas de honorarios. Desde enero de 2003 extiende boletas al M.O.P. Administración Sistema de Concesiones. 

Sergio Fernando Lobos Palma, a fojas 14.155 (fojas 1.542 letra A), en la que señaló que ingresó en marzo de 2001 al ministerio para desempeñarse en la Coordinación General de Concesiones, sin suscribir un convenio a honorarios y por la suma de $500.000 por concepto de honorarios. En una época aproximada al pago un funcionario le dijo que debía extender una boleta a Gate S.A., primera que emitió como profesional. Desarrolló labores administrativas en los meses de marzo, abril y mayo de 2001, y por los meses de abril y mayo debió extender una boleta a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, indicando como glosa la siguiente:“Por recopilación de datos para encuesta, para el proyecto de trabajo de apoyo administrativo y servicios a la Coordinación General de Concesiones de la Dirección General de Obras Públicas del M.O.P.”  Leslie Arredondo en el mes de junio o julio de 2001 se hizo cargo de la Unidad de Administración, la que al advertir que era administrador público le pidió que desarrollara un análisis de los procedimientos administrativos de la Unidad de Administración, labor que desarrolló hasta diciembre de 2001. Para esa labor no celebró convenio a honorarios, pero se elaboraron unos términos de referencia que fijaban el marco del trabajo, supone que ella los elaboró. Al momento del pago se le señaló que debía extender boletas de honorarios para la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile y que debía colocar como glosa “recopilación de datos para encuesta, para el proyecto de trabajo de apoyo administrativo y de servicios para la D.G.O.P. del M.O.P.”, labor que no realizó. Además, durante el curso de los meses de septiembre de 2001 hasta enero de 2002,  desarrolló un plan de mejoramiento de gestión de la unidad, que importo una labor transversal a la que estaba desplegando, encargado también por Arredondo, sin recordar si se elaboraron términos de referencia. Como era una labor  adicional negoció con ella un honorario adicional de $300.000 mensuales y por el tiempo que durara el trabajo, que en definitiva fueron cinco meses y para los efectos del pago Arredondo dijo que debía extender una boleta de honorarios a C.C.P. Ingeniería Ltda. por la suma bruta de $1.666.667. Arredondo le expresó que durante los meses de noviembre, diciembre de 2001 y enero de 2002 debía emitir boletas de honorarios a nombre de Cygsa Chile S.A., porque esa empresa fue la que pagó los honorarios. Arredondo en febrero de 2002 le pidió que continuara laborando en concesiones, apoyando las labores de la Unidad de Administración, sin celebrar un convenio a honorarios y le parece que no se elaboraron términos de referencia, porque en el fondo se incorporó como un funcionario más de la unidad. Los honorarios de febrero los pagó la facultad y los  de marzo  a agosto de 2002 el Instituto de Economía, a quien extendió boletas. Tuvo la calidad de contrata en los meses de septiembre, octubre, noviembre y diciembre de 2002 y las remuneraciones se pagaron mediante un cheque fiscal y en enero de 2003 celebró un convenio ad-referéndum con la Dirección General de Obras Públicas, que fue aprobado por una resolución, y los honorarios se empezaron a pagar mediante un cheque fiscal otorgando una boleta de honorarios al M.O.P.- Administración Sistema de Concesiones, situación que es la que se mantiene a la fecha de su declaración. Aparte de esas sumas de dinero no recibió otras en dinero efectivo y nunca ha tenido la calidad de empleado público.
 Carolina Andrea Acuña Pino, a fojas 14.346 (fojas 1.734 letra A), en la que señaló que efectuó en la Subsecretaría de Obras Públicas entre enero y marzo de 1999 la práctica profesional para obtener el título de programación en computación. En julio de 1999 fue contratada a honorarios que se pagaban mediante cheque fiscal, previo entrega de la boleta. Por problemas presupuestarios no pudo ser contratada y Juan Chandía, Jefe de la Oficina de Informática de la Subsecretaría, le preguntó si tenía inconvenientes en trabajar pagada por Gate S.A., empresa que prestaba servicios al ministerio. Es por esa razón que los honorarios de agosto de 1999 a febrero de 2000 los pagó Gate S.A. En total pagó la suma de $840.000.-,  a razón de $120.000 mensuales. En marzo no trabajó en el ministerio, reintegrándose en abril de 2001 contratada a honorarios por la Dirección General de Obras Públicas, para desempeñarse como secretaria del Departamento de Registro, labor que desempeña a la fecha de su declaración, siendo pagados los honorarios mediante cheque fiscal, previa extensión de la boleta respectiva. Los honorarios de mayo a julio de 2001 los pagó la Dirección de Obras Hidráulicas; los de agosto a noviembre del mismo año la Dirección de Vialidad; y los de diciembre la Dirección General de Obras Públicas. Estuvo contratada por la Dirección de Vialidad entre enero y marzo del 2002, como obrero transitorio grado 18 de la escala única de sueldos, que se prorrogó hasta marzo de 2003. Desde abril de 2003 está a contrata, grado 15, en la Dirección General de Obras Públicas, situación que se mantiene hasta la data de su declaración. No ha recibido otras  sumas de dinero. 
Carmen Gloria Opazo Avalos, a fojas 14.362 (fojas 1.750 letra A), en la que manifestó que ingresó a contrata a la Dirección de Obras Hidráulicas el 2 de enero de 1991, para desempeñar un cargo grado 9 de la Escala Única de Sueldos. Tiempo después fue incorporada a la planta, en un cargo grado 8 de la misma escala, calidad que tiene hasta la data de su declaración, experimentando ascensos según el proceso normal. Las labores que desempeña son de inspector fiscal en consultorías sobre proyectos de obras de riego. Como empleada pública cumple el horario normal y el sueldo es pagado mediante cheque fiscal. Durante 1999 efectuó, con el carácter de dedicación exclusiva, un magíster en la Universidad Católica sobre Preparación y Evaluación de Proyectos, y al reintegrarse al ministerio en enero de 2000 se le planteó la posibilidad de que colaborara en la Coordinación General de Concesiones en la licitación internacional de la concesión del Embalse El Bato. Con Roberto Salinas advirtió que la asesoría no podía limitarse a horas extras y por ello pidió permiso sin goce de sueldo por  seis meses, que después se redujo a cinco. En consecuencia, se desempeñó a honorarios en concesiones entre abril y agosto de 2000, que pagó Gate S.A., previa extensión de la boleta de honorarios respectiva. En septiembre se reincorporó al trabajo habitual en la Dirección de Obras Hidráulicas y como  eran necesarios sus servicios en concesiones entre septiembre y diciembre de 2000 los prestó con el carácter de extraordinarios, después del horario habitual, percibiendo honorarios de Gate S.A. Extendió a dicha sociedad nueve boletas de honorarios, entre abril y diciembre de 2000, por las sumas brutas de $1.800.000 la primera, de $1.400.000 la de mayo a agosto, por la suma de $400.000 las de septiembre a noviembre y por la suma de $552.600 la de diciembre del mismo año. No ha recibido otras sumas de dinero.


A fojas 15.375 (fojas 2.860 letra A), señaló que cobró todos los cheques que se le exhiben, proveniente de la cuenta corriente de Gate S.A. número 5543541 del  Banco del Estado de Chile, que obedecen al pago de los honorarios por servicios efectivamente prestados en forma extraordinaria. Respecto de la suma de dinero pagada en diciembre de 2000 y por la que emitió una boleta de honorarios por la suma bruta de $ 552.600.-, expresó que solo la suma de $ 152.600.- se pagó mediante cheque y el saldo,  $ 400.000.-, lo fue en efectivo.

Christian Néstor Acosta Verdugo, a fojas 14.427 (fojas 1.815 letra A), en la que señaló que empezó a trabajar en el Ministerio de Obras Públicas el 13 de octubre de 1999. Fue Verónica Ortiz, secretaria del Jefe de Gabinete del Ministro de Obras Públicas, la que le dijo que debía emitir una boleta a Gate S.A., sin dar mayores explicaciones. Gate S.A. pagó los honorarios de los meses de octubre a marzo de 2000, extendiendo las boletas por la suma bruta de $300.000 cada una. En abril de 2000 fue contratado como suplente de un funcionario que había pedido permiso sin goce de remuneraciones, por el período de seis meses. En octubre de 2000 adquirió la calidad de contrata como administrativo, grado 19 de la escala única de sueldos, trabajando en la Subsecretaría de Obras Públicas, calidad que mantiene hasta la fecha. Sólo ha recibido las sumas de dinero indicadas.

Nelson Ofredo Moreno Ruedlinger, a fojas 14.436 (fojas 1.824 letra A), en la que expresó que ingresó al ministerio a contrata en junio de 1998, cargo grado 24 de la Escala Única de Sueldos, para desempeñarse en la Dirección de Vialidad.  Como el trabajo para el que había sido contratado concluyó en septiembre de 1999, en el mes de octubre, conjuntamente con otros colegas, fue reubicado en la Coordinación General de Concesiones, pasando a  desempeñar la labor de estafeta de Guillermo Díaz hasta abril de 2000. Los honorarios de ese período los pagó Gate S.A., a la que extendí siete boletas de honorarios por la suma bruta de $200.000 cada una. Estuvo cesante entre mayo y noviembre de 2000,  salvo el mes de julio en que trabajó para la Subsecretaria de Transportes. Se reincorporó al Ministerio de Obras Públicas en diciembre de 2000, a contrata, grado 21 de la escala única de sueldos,  calidad que mantiene hasta la fecha, pero en un grado 18. El ministerio siempre ha  pagado el sueldo mediante cheque fiscal, y aparte del sueldo y de las sumas de dinero que percibió de Gate S.A. no ha percibido otras. 

Jeannette del Carmen Arizábalo Pérez, a fojas 14.456 (fojas 1.814 letra A), en la que indicó que ingresó a trabajar a la fiscalía del ministerio en 1979, incorporándose a la planta en 1980. En 1998 había mucho trabajo relativo a las expropiaciones vía concesiones, por lo que tuvo que trabajar horas extraordinarias que solventó la fiscalía. Sin embargo, no hubo pago en el año 1999 por el déficit presupuestario. Entre los empleados que trabajaban en la fiscalía se acordó no laborar horas extraordinarias si no las pagaban, lo que generó problemas que estancó el trabajo en concesiones. Fernando Arriagada dijo que el pago de las horas extraordinarias las asumiría concesiones y que debíamos dar boletas de honorarios. No recuerda qué funcionario de concesiones le informó que debía extender la boleta a Gate S.A. Extendió ocho boletas a esa empresa todas por diferente monto, porque correspondían al pago de trabajo efectivamente efectuado en horas extraordinarias. Le pagaron en efectivo porque a Lissette Maureira le giraban un cheque por una suma que comprendía el pago de las horas extras de todos los funcionarios que trabajaban para concesiones.
Sergio Manuel Escobar Lizana, a fojas 14.457 (fojas 1.845 letra A), en la que manifestó que en 1969 ingresó al Ministerio de Obras Públicas. En 1990 desempeñaba un cargo directivo en Sendos, y al transformarse en sociedad anónima sus funcionarios pasaron a diferentes servicios del ministerio, incorporándose a la planta directiva no profesional de la Dirección General de Aguas, grado 13º de la escala única de sueldos, a la data de su declaración grado 11º. Nunca ha recibido sumas de dinero diferentes al sueldo, horas extraordinarias y viáticos. 
Natalia Irina Geraldo Jamett, a fojas 14.489 (fojas 1.877 letra A), en la que indicó que en noviembre de 1997 ingresó a la Coordinación General de Concesiones a honorarios, pero sin firmar ningún contrato. A la época en que debía recibir el primer honorario, un funcionario le manifestó que debía extender una boleta al Instituto de Economía, lo que hizo hasta febrero de 1999. Emitió boletas de honorarios a Gate S.A. de marzo de 1999 a mayo de 2000 y en noviembre de 2000, a Servilily Ltda. de junio a diciembre de 2000, y en enero de 2001 a Gate S.A., en su concepto, por indemnización por término de contrato, pues en diciembre de 2000 fue despedida por reducción del personal de la Coordinación General de Concesiones. No recuerda si los cheques provenían de las cuentas corrientes de dichas sociedades. En enero de 2001 fue contratada en la Dirección de Vialidad bajo el sistema de la contrata, calidad que mantengo hasta la fecha de la declaración. No ha recibido otras sumas de dinero. Cuando ingresó a la Coordinación General de Concesiones entendió que adquiría la calidad de servidor público, por lo que debía cumplir las instrucciones dadas por su superior jerárquico, y en ese contexto extendió las boletas de honorarios a las sociedades mencionados. Nunca pensó que podía haber alguna irregularidad en el procedimiento adoptado para pagar los honorarios por servicios efectivamente prestados.
Osvaldo Everardo Aguayo Zamora, a fojas 14.547 (fojas 1.935 letra A), en la que señaló que percibió dineros de Gate S.A. por las razones que expresó anteriormente, emitiendo a esa sociedad boletas de honorarios. Las signadas con los números 118 y 119 no indican el nombre del receptor de las boletas, afirmando que una fue emitida a la Concesionaria Nogales-Puchuncaví y la otra al Ministerio de Obras Públicas por su participación en la Comisión Conciliadora para solucionar problemas originados en esa concesión, como representante del Ministerio de Obras Públicas.  La Nº 123 de 30 de abril de 2001 aparece emitida a Aristos Consultores Ltda. por la suma bruta de $1.500.000, correspondiendo al pago de trabajos relativos a un estudio en impactos viales en el terminal San Borja y otro sobre modelación del sistema de transporte en el eje Vicuña Mackenna. Con esa empresa no celebró contrato a honorarios, la contratación fue verbal y realizó dos informes, uno por cada estudio, que entregó a Sergio González. Estas consultorías están insertas en unas que Aristo Consultores Ltda. se adjudicó de la gerencia del Mall Estación y del Ministerio de Planificación, respectivamente. Los honorarios adicionales de los años 2001 y 2002 los pagó la Dirección de Obras Hidráulicas, por asesorías prestadas al director en tareas relativas al proyecto Zanjón de La Aguada y al  colector Rotonda Grecia. Desde enero de 2003 está sometido el régimen de funciones críticas, percibiendo una asignación de un monto inferior a la que estaba percibiendo por concepto de honorarios adicionales. Esta asignación es por la ejecución de las labores propias que debe realizar por el cargo que ejerce en el Ministerio de Obras Públicas. Al percibir esta asignación tiene prohibido prestar asesorías de tipo profesional de carácter particular, sólo puede efectuar labores de docencia.
Pedro Andrés Martínez Jara, a fojas 14.548 (fojas 1.936 letra A), en la que señaló que ingresó en mayo de 1999 a la Coordinación General de Concesiones, como auxiliar administrativo. Los honorarios fueron pagados por diversas empresas y  las boletas de honorarios las extendía cumpliendo las instrucciones dadas por Jorge Torres y Juan Carlos Véliz, jefes de administración. Los honorarios de junio de 1999 a septiembre de 1999 los pagó Servilily Ltda.; los de octubre de 1999 a mayo de 2000 Gate S.A.; los de junio a octubre de 2000 Servilily Ltda.; el de noviembre de 2000 Gate S.A.; el de diciembre Servilily Ltda.;  los de enero a marzo de 2001 Gate S.A.; los de abril de 2001 a diciembre de 2002 la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile. Desde enero de 2003 tiene la calidad de contrata. Las boletas Nº 41, 42, 45 y 47, por las sumas brutas de $5.638.889, $2.666.667, $2.777.778 y $4.277.778, extendidas todas al M.O.P. Administración Sistemas de Concesiones, corresponden al pago de obras de remodelación que efectuó en los pisos 5 al 10. No sabe el nombre de la persona que hacía de inspector fiscal de esas obras, pero las revisaba Jorge Torres o Juan Carlos Véliz  Fundamentalmente se dedicó a pintar oficinas, lo que hizo en el primer semestre de 2002. Torres y Véliz le pidieron cotizaciones, no sabe si también a otras personas, le parece que se dictó una resolución adjudicándole las obras de remodelación. Los trabajos los empezaba a efectuar normalmente el viernes en la noche, entregándolos el domingo a las 24.00 horas. La boleta Nº 50 por la suma bruta de $530.000, emitida al Instituto de Economía, corresponde a trabajos efectuados en junio de 2001, por labores de reparación de unas bodegas y la construcción de muebles para guardar materiales. Le parece que esa boleta se extravió y por eso debió extender otra, la Nº 53, pero todo corresponde a una misma labor y a un solo pago.  No ha percibido la suma de $2.880.00 que figura en el listado que rola a fojas 25, se trata de un alcance de nombre y apellido. Tampoco ha recibido otras diferentes a aquellas sobre las que declaró, ya sea en cheque o dinero efectivo. 

A fojas 15.787 (fojas 3.270 letra A), indicó, respecto de los cheques que se exhiben, provenientes de la cuenta corriente de Gate S.A. girados el 20 de octubre, 22 de noviembre y 20 de diciembre de 1999, 22 de febrero y 21 de marzo de 2000, 19 de enero y 20 de febrero de 2001, que corresponden al sueldo por el trabajo efectuado en la Coordinación General de  Concesiones. El girado por la suma de $ 9.500.000.- de 4 de febrero de 2000, de la cuenta corriente de Gate S.A., no fue dinero que percibió para su beneficio personal. En esa época los jefes  de la Unidad de  Administración lo mandaban a cobrar cheques, el jefe máximo era Sergio Cortés y sus asesores eran Juan Carlos Véliz y Jorge Torres González, y nunca firmó un documento o recibo  que diera cuenta que había entregado el dinero. Desconoce el destino que se le dio a esa suma de dinero. También lo enviaban a depositar dineros en las cuentas corrientes de empleados de concesiones, que efectuaba en efectivo o mediante cheque.
Pablo Igor Guzmán Martínez, a fojas 14.550 (fojas 1.938 letra A), en la que expresó que con su cónyuge, María Isabel Zapata, y con Diego Ávila formó en el 2000 la sociedad Habiterra S.A., de la que es su representante. El giro de la sociedad es la arquitectura, urbanismo y planificación territorial. Entre 1995 y 2001 fue empleado de Intrat y  Diego Ávila entre 1999 y 2001. En el 2003 formaron un  consorcio con Intrat  y se adjudicaron un estudio del Ministerio de Obras Públicas. También en el 2003, no recuerda si a la sociedad o a él como persona natural, se adjudicó un estudio para el Barrio Cívico de Coyhaique. Intrat en el 2000 estaba trabajando en un estudio relacionado con la implementación de un sistema de información geográfica, más conocido como SIG-3, adjudicado por la Dirección de Planeamiento, participando la sociedad en una labor específica relacionada con la elaboración de un modelo demostrativo denominado “Estudios de centros poblados en relación a la infraestructura del M.O.P.”. Pablo Badilla Olbaum, funcionario de la Dirección de Planeamiento, mientras estaban desarrollando el trabajo, le recomendó que incorporara al equipo a Patricio Estay. La empresa no celebró contratos con Estay, tampoco lo vio trabajar en la empresa porque trabajaba en el ministerio con otros profesionales y técnicos de Intrat. En esa fecha estaba trabajando en otros proyectos y por eso no tuvo una relación profesional directa con él, e Isabel Zapata Alegría debió haberse relacionado con él. La jefa del proyecto era Isabel Zapata y a ella Pablo Badilla debió haberle indicado el monto de los honorarios de Estay. Badilla manifestó a Zapata y a él que Estay no estaba trabajando en el ministerio porque había renunciado. No está en condiciones de manifestar si esta situación se verificó respecto de otras personas que fueron contratadas por su empresa y que eran funcionarios del ministerio. En el trabajo en que participó Estay la contraparte técnica fue Badilla. 
María Isabel Zapata Alegría, a fojas 14.553 (fojas 1.941 letra A), en la que expresó que con su cónyuge, Pablo Guzmán Martínez, y cuatro profesionales conformaron Habiterra S.A. en el año 2000, todos, salvo ella, habían sido profesionales empleados por Intrat y  conformaban la Unidad de Urbanismo de esa sociedad. Intrat, a esa época, se había adjudicado una consultoría denominada “Proyecto S.I.G.-3” (Sistema de Información Geográfica) y con la renuncia de los profesionales no estaba en condiciones de cumplir su cometido, y por esa razón se comprometió a continuar con el programa en lo relativo al proyecto denominado “Módulo de Aplicación Metodológica del Sistema de Centros Poblados”. Habiterra S.A. para efectuar el trabajo contrató a otros profesionales y ejecutando el programa a su cargo, Javier Guerrero, representante de Intrat, le solicitó pagar honorarios de profesionales por tener problemas de caja, y, dentro de ese contexto, lo pidió pagar los de Estay Poblete. Por lo manifestado por Guerrero era un profesional útil para su parte del proyecto y, por lo tanto, Estay no trabajó en el que ella se desempeñó como jefe de proyectos. No le consta que Estay haya trabajado para Intrat en el proyecto S.I.G.-3., puesto que no lo vio trabajar, pero como Guerrero le manifestó que era un experto en informática y había un problema de compatibilidad de bases de datos para la implementación del S.I.G., necesariamente tiene que haber trabajado porque el problema, tiene entendido, fue superado. A raíz de las consultas que se le hicieron a su cónyuge, concurrieron al ministerio para averiguar si Estay Poblete se había desempeñado como empleado público en el período comprendido entre el 01 de junio y el 31 de octubre de 2001, entregándoseles un certificado en el que se señala que no desempeñó labores en ese período en la Dirección de Planeamiento. 
María Loreto Aldunate Bravo, a fojas 14.557 (fojas 1.945 letra A), en la que manifestó que ingresó como asesor legal a la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones en enero de 1998,  en virtud de un convenio ad-referéndum que celebró con la Dirección General de Obras Públicas, aprobado por una resolución de la misma dirección. Los honorarios fueron pagados mediante cheque fiscal que se depositaba en su cuenta corriente, emitiendo boletas de honorarios al M.O.P. Sistema de Administración de Concesiones. Los honorarios de mayo de 1998 a mayo de 1999 los pagó el Instituto de Economía; los de junio y julio de 1999 por la Coordinación General de Concesiones y emitió boletas al M.O.P. Sistema Administración de Concesiones. No trabajó entre  agosto y noviembre de 1999,  reintegrándose en diciembre del mismo año, y Gate S.A. pagó los honorarios de ese mes y hasta febrero de 2001 y el ministerio los de marzo a diciembre de 2001. El trabajo se tradujo en prestar asesorías en el tema de las expropiaciones, siempre se desempeñó en el mismo lugar físico y fueron superiores jerárquicos Dolores Rufián, Héctor Quiroz, Leonel Vivallos y Dino Navarro.

A fojas 14.579 (fojas 1.967 letra A), señaló que los honorarios de enero a marzo de 2002 los pagó el M.O.P. Administración Sistema de Concesiones, los de abril y mayo del mismo año el Instituto de Economía, los de julio de 2002 a junio de 2003 R y Q Ingeniería Ltda. y los de julio de 2003 a la fecha de su declaración el M.O.P. Administración Sistema de Concesiones. Desde que ingresó a la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones ha desempeñado siempre la misma labor, consistente en prestar asesoría legal a la referida Unidad. Como desde julio de 2003 integra la Unidad Jurídica de la División de Proyectos de la misma coordinación, la asesoría la presta a esta última división. Dino Navarro, Jefe de la Unidad de Expropiaciones de la coordinación, fue el que informó a los abogados de la unidad que, a raíz que se carecía de presupuesto para pagar los honorarios de los abogados, se iba a llamar a licitación para la ejecución de una consultoría de apoyo, por intermedio de la cual se iban a pagar los honorarios de los abogados de la Unidad de Expropiaciones, sin perjuicio del apoyo técnico que debía otorgarse. Dicha consultoría fue adjudicada a la empresa R y Q Ingeniería Ltda. y por esa razón le pagó sus honorarios, para la que no ha trabajado. Aparte de las sumas de dinero a que ha hecho alusión, no ha percibido otras mediante cheque o en efectivo.
Rubén Osvaldo Mansilla Valenzuela, a fojas 14.592 (fojas 1.980 letra A), en la que señaló que ingresó en 1990 a la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas, incorporándose a la planta permanente le parece que en 1992, cambiando después al régimen de contrata, calidad que mantiene hasta julio de 2000, porque en agosto de 2000 fue designado agente público hasta diciembre de 2000. De enero de 2001 y hasta junio de 2002 se vinculó jurídicamente con el ministerio mediante un convenio a honorarios en calidad de asesor, y en julio de 2002 se retiró. En julio de 1998 desempeñaba el cargo de Sub Director de Obras, dependiente del Director Nacional de Vialidad, que, a esa época, era Yanko Vilicic, quien le manifestó que era necesario dar apoyo técnico a la Coordinación General de Concesiones por lo que recibiría una remuneración extraordinaria que sería pagada por el Instituto de Economía, labor que desempeñó normalmente fuera del horario de trabajo e incluso sábados y domingos. No hay documentos que den cuenta de la labor efectuada, pero participó en diversas reuniones con Pablo Anguita, Carlos Cruz, Facuse y otras personas que se desempeñaban en concesiones. Entre julio de 1998 y septiembre de 1999, por esta labor, percibió la suma líquida de $450.000 que pagó el Instituto de Economía. También por instrucciones de Vilicic extendió boletas a Gate S.A. en  los meses de octubre y noviembre  de 1999 y dos en enero de 2000, por la suma  líquida de $450.000, y en julio de 2000 por la suma líquida de $1.890.000 por honorarios de cuatro o cinco meses. En consecuencia, percibió honorarios adicionales entre julio de 1998 y mayo de 2000, y, a esa época, como Sub Director de Obras, percibía un sueldo equivalente al grado 2 de la escala única de sueldos, que líquido equivalía aproximadamente a $1.000.000. Además, entre diciembre de 1999 y abril de 2001 integró comisiones conciliadoras como representante del ministerio y los honorarios eran pagados por el ministerio y por la concesionaria, por mitades.

Le parece que a mediados de 2000 fue destinado  a la Dirección General de Obras Públicas, para desempeñarse como asesor del director, labor que desarrolló hasta junio de 2002, fecha en que se retiró del ministerio. La asesoría se tradujo fundamentalmente en analizar y estudiar adjudicaciones, modificaciones y finiquitos de contratos que requerían el visto bueno del Director General de Obras Públicas o de otras autoridades superiores.  Arriagada quería dar un efectivo control a los contratos y contar con asesoría sobre todos los problemas que requerían de su opinión u autorización. Le parece que esta labor antes era efectuada por personas de una categoría profesional distinta. El trabajo era de tipo técnico y debía relacionarse con otros profesionales para prestar una asesoría integral al Dirección General de Obras Públicas. Una vez que Arriagada fue nombrado Director Nacional de Vialidad, continuó prestando servicios Uribe que fue designado Director General de Obras Públicas. 
Arriagada quería darle una estructura orgánica y mayor fuerza a la labor que desempeñaba, para que fuera más efectiva la solución de los problemas, tanto en lo relativo a la oportunidad como para evitar que se repitieran los problemas, pero en el entendido que sólo si se advertía una irregularidad de orden administrativo que requería de un sumario debía derivarse a la unidad que correspondiese para su instrucción. Arriagada le comentó que le había manifestado su intención al ministro Etcheberry, en el sentido de crear una unidad que tuviera una estructura formal y que permitiera un efectivo control de los contratos, para evitar todos los problemas que podía originar un mal manejo de los mismos, pero el ministro en definitiva implementó una unidad con una característica distinta, que pasó a denominarse algo así como “Unidad de Ética”, que quedó a cargo de Héctor Contreras. 
Hernán González Pardo, a fojas 14.596 (fojas 1.984 letra A), en la que señaló que trabaja como auxiliar en la Dirección de Arquitectura desde el año 1964, incorporado a la planta respectiva en el grado 18 de la escala única de sueldos. Aparte del sueldo y de los viáticos percibidos por viajes a Las Cruces, para reemplazar al cuidador que se desempeña en el campamento de veraneo que se ubica en dicha ciudad, no ha percibido otras sumas de dinero ya sea en cheque o en efectivo.
Alma Lucía Verónica Aguayo Ray, a fojas 14.661 (fojas 2.050 letra A), en la que manifestó que ingresó al Ministerio de Obras Públicas el 1 de septiembre de 1985, para desempeñar labores de secretaria. Se incorporó a la planta del ministerio con un sueldo equivalente al grado 24 de la escala única de sueldos. Renunció a la planta en 1995 y se fue a trabajar a concesiones a contrata, con un sueldo grado 12 de la escala única de sueldos. Como desde julio de 1995 y hasta diciembre de 2002 efectuó las labores propias de una secretaria fuera del horario normal de la administración pública, pues por su volumen debió trabajar horas extras, percibió sumas de dinero que fueron pagadas por la Fundación para la Transferencia Tecnológica, Instituto de Economía, Gate S.A. y el Ministerio de Obras Públicas. Estas sumas adicionales  entre abril y diciembre de 1997 las pagó el Instituto de Economía;  entre enero de 1998 y junio de 1999 percibió doble honorario adicional que fueron pagados mensualmente por el referido instituto y el Ministerio de Obras Públicas; y  entre julio de 1999 y abril de 2000 este doble honorario los pagó Gate S.A. y el ministerio. Desde mayo de 2000 a diciembre de 2002 sólo percibió un honorario adicional que pagó el ministerio. No ha percibido otras sumas de dinero en efectivo o mediante cheque y siempre extendió la respectiva boleta de honorarios, cumpliendo instrucciones de Sergio Cortés.

Miguel Enrique Villaseñor Jara, a fojas 14.677 (fojas 2.066 letra A), en la que señaló que ingresó en 1982 al Ministerio de Obras Públicas, Dirección de Contabilidad y Finanzas,  incorporándose a la planta permanente. Ha desempeñado los siguientes cargos: jefe del Departamento Regional de la Dirección de Contabilidad y Finanzas en la X Región; en abril de 1991 fue trasladado a la IV Región y asumió la función de Director Regional de la misma dirección; en abril de 1995 fue nombrado jefe del Departamento de Administración de igual dirección pero en el nivel central. En abril de 2000 fue contratado como profesional grado 5° para desempeñarse en el Departamento de Presupuesto de la Dirección de Vialidad,  conservando sólo el cargo como profesional grado 6 en la planta de la  Dirección de Contabilidad y Finanzas. Cuando se desempeñaba en la Dirección de Contabilidad y Finanzas como jefe del Departamento de Administración percibía un sueldo equivalente al grado 4º, más una asignación de responsabilidad, remuneración que disminuyó en abril de 2000 cuando fue contratado por la Dirección de Vialidad, porque el cargo era grado 4º. Por esa razón el director de la época, Pablo Anguita, decidió que la remuneración debía ser mejorada y empezó a recibir dineros mediante cheques de la empresa Gate S.A. y uno de Asyr Consultorías Ltda. Sólo emitió dos boletas de honorarios, una a cada empresa, que respaldaron los dineros que  percibió en parcialidades durante todo el año 2000, que, en definitiva, correspondían a la disminución que se produjo en su remuneración por el cambio de cargo. En todo caso, en forma esporádica prestó una asesoría a concesiones revisando unas carpetas de contratos. Entre enero de 2001 y diciembre de 2002 la diferencia de remuneración se respaldó mediante contratos a honorarios que celebró con la Dirección de Obras Portuarias, que fueron aprobados por resoluciones de la autoridad, prestando además una asesoría en materia de remuneración a la referida dirección. Desde el año 2003 está sometido a la ley de funciones críticas. Todas las boletas dan cuenta de dineros que percibió y nunca facilitó boletas de honorarios a terceras personas. 

Jaime Fernando Massardo Blanco, a fojas 14.682 (fojas 2.071 letra A), en la que señaló que a fines de 2000 se contactó con Carlos Cruz y Rafael Urriola, ministro y jefe de gabinete, respectivamente, con la finalidad de proponerles una investigación sobre el tema del “centenario”, pues había tomado conocimiento que funcionarios del ministerio estaban participando en una comisión que estaba preparando el “bicentenario”. Ambos estimaron interesante el trabajo que proponía, teniendo especialmente en consideración su experiencia y vasto conocimiento sobre la materia. Efectuó un informe de investigación sobre lo acordado que entregó a Urriola, percibiendo como honorarios la suma de $2.000.000 que se pagó mediante cheques y en cuatro cuotas. Las boletas de honorarios Nº 1 y 2 las emitió a Asyr Consultorías Ltda. por la suma líquida de $450.000.- cada una, el 25 de octubre y el 30 de noviembre de 2000; la Nº 5 a la Subsecretaría de Obras Públicas por la suma de $648.000 el 27 de diciembre de 2000; y la Nº 6 a Gate S.A. por la suma de $450.000 el 29 de diciembre de 2000. Este es el único trabajo  que efectuó al ministerio.

Pamela Andrea Sepúlveda Rodríguez, a fojas 14.684 (fojas 2.073 letra A), en la que señaló que ingresó a la Subsecretaría de Obras Públicas el 14 de julio de 1997 para desempeñarse como jefa de la Unidad de Desarrollo Organizacional de la División de Recursos Humanos del Ministerio de Obras Públicas. Celebró un contrato a honorarios a suma  alzada y su remuneración se pagó mediante un cheque fiscal, previa emisión de las boletas al M.O.P.-Subsecretaría de Obras Públicas. En mayo de 1998 la calidad jurídica cambio a la de contrata y como el sueldo del grado que se le asignó era inferior al que percibía vía honorarios, y con la finalidad de mantenerlo, celebró un contrato de honorarios por la diferencia. Tanto el sueldo correspondiente a la contrata como el honorario adicional se pagaron con cheque fiscal, situación que se mantuvo hasta febrero de 2001, fecha en que se retiró. La boleta número 122 extendida a Gate S.A. por la suma líquida de $609.463.- no obedece a prestación de servicios a dicha sociedad, tampoco a honorarios por labores adicionales prestadas al ministerio. Extendió la boleta a  petición de su cónyuge Patricio Estay Poblete, porque en el mes de su emisión cambio su calidad jurídica de contrata a honorarios y como no tenía boletas de honorarios le pidió que le facilitara una, afirmando que estaba autorizado para ello por el encargado Luis Jara Núñez. Es la única boleta que ha facilitado a terceros.
María Genoveva Ávila Fernández, a fojas 14.698 (fojas 2.087 letra A), en la que señaló que en junio de 2000 estaba ligada sentimentalmente con Carlos Uribe Bascur, contrayendo posteriormente matrimonio. Él fue designado jefe de gabinete del Director General de Obras Públicas, y al advertir que requería asesoría en materia de relaciones públicas, le solicitó que efectuara un análisis de la prensa para el área de concesiones, desde el punto de vista usuario-cliente, en concreto para la División de Explotación de la Coordinación General de Concesiones. También le pidió que lo ayudara y asesorara en las presentaciones y exposiciones que debía realizar. El Director General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada, estaba en conocimiento de la asesoría que estaba prestando a Carlos Uribe. La labor la efectuó en forma independiente y en su casa y los honorarios fueron fijados por Carlos Uribe. Recibió desde junio a diciembre de 2000 la suma líquida de $765.000, que pagaba Gate S.A. mediante cheque. Desde enero y hasta marzo de 2001 los honorarios aumentaron a la suma líquida de $1.395.000.-, que también pagó la misma sociedad. Este aumento de remuneración se debió a que tuvo que salir a terreno, debiendo sufragar los gastos que ello irrogaba. Desde abril de 2001 y hasta junio de 2002 los honorarios fueron pagados por el Instituto de Economía. Carlos Uribe le dijo el nombre de la sociedad a la que debía extender las boletas de honorarios. Todas las sumas de dinero que percibió están respaldadas con boletas de honorarios y nunca percibió otras en efectivo. Los informes mensuales que emitió se los entregó a Carlos Uribe para que los enviara a la División de Explotación de la Coordinación.
Patricio Manuel Cavieres Aguirre, a fojas 14.710 (fojas 2.099 letra A), en la que manifestó que ingresó en junio de 1999 a la Dirección de Contabilidad y Finanzas del Ministerio de Obras Públicas.  Hasta marzo de 2000 estuvo a honorarios y desde abril de ese año y hasta la fecha de su declaración está a contrata. Los honorarios de julio a septiembre de 1999 fueron pagados por el Instituto de Economía y los de octubre a marzo de 2000 por Gate S.A.- René Ruiz la contrató y él le indicaba el nombre de la sociedad a la que debía extender las boletas de honorarios. 

Lilia Margarita Silva Acuña, a fojas 14.726 (fojas 2.115 letra A), en la que señaló que a mediados de 1993 ingresó al Departamento de Contabilidad y Finanzas del Ministerio de Obras Públicas, siendo contratada a honorarios, calidad que mantiene hasta la fecha de su declaración. Sin embargo, los honorarios se han pagado por diferentes empresas a las que ha emitido boletas de honorarios. Así los de los meses de enero de 1997 a febrero de 1999 los pagó el Instituto de Economía, pagando el referido instituto en marzo la suma de $500.000 por una labor de carácter extraordinaria efectuada a petición de Sergio Cortés, consistente en implementar una base de datos que efectuó fuera del horario normal de trabajo. Los honorarios correspondiente a los meses de marzo, abril y mayo de 1999 fueron pagados por Gate S.A.; los de junio a septiembre de 1999 por el Instituto de Economía;  los de  octubre de 1999 a  febrero de 2001 por Gate S.A.; los de marzo a julio de 2001 por el M.O.P.- Administración Sistema de Concesiones; los de agosto de 2001 a febrero de 2002 por el Instituto de Economía; los de marzo de 2002 a diciembre de 2002 por la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, y los de febrero de 2003 y hasta la fecha por el M.O.P.- Administración Sistema de Concesiones.

               Las boletas signadas con los Nº 36, 37 y 38 por la suma líquida de $1.000.000 y extendidas al Instituto de Economía en octubre de 1998 fueron solicitadas por Sergio Cortés Castro, Jefe de Presupuesto de Concesiones, sin recibir suma de dinero alguna y desconociendo el destino dado. Sergio Cortés sólo se las pidió sin indicar las razones y se las facilitó sin objeción porque le tenía plena confianza y era su jefe. Sólo le pertenece la firma estampada en las boletas y el lleno puede corresponder a Cortés, Véliz o Torres. 

La boleta Nº 53 de 15 de septiembre de 1999 extendida a Abaco Ingenieros Consultores por la suma de $4.490.070.-, la emitió también a petición de Cortés, ignorando el destino que le dio a la suma de dinero que se respaldó con esa boleta. En este caso también sólo la firma le pertenece. Nunca le ha prestado servicios a esa empresa.


La boleta número 57 de 20 de diciembre de 1999 la extendió a Gesys Ltda. por la suma de $850.000.- por instrucciones de Sergio Cortés, porque fue la fórmula que utilizó para pagarle una asesoría que efectuó en el área de administración para la Coordinación General de Concesiones, consistente en incorporar una base de datos desarrollada por la empresa mejicana Gestión y Tecnología.

             Nunca obtuvo dinero alguno por las boletas de honorarios que facilitó a Sergio Cortés. Sólo se benefició con la devolución del impuesto a la renta al año siguiente. Las boletas que mencionó se las entregó directamente a Sergio Cortés. Nunca recibió dinero en efectivo. Tampoco nunca ha prestado labores adicionales o asesorías a empresas privadas, ya sea dentro o fuera de su horario normal de trabajo. 


En cuanto al trabajo desempeñado en la Coordinación General de Concesiones, manifestó que desde enero de 1997 trabaja en la Unidad de Presupuestos en calidad de administrativo, con la misión de verificar los pagos de proveedores y los trámites propios que involucra el giro, dándole el conocimiento al Departamento de Contabilidad y Finanzas para que generen el cheque a pagar. La referida unidad en un principio estuvo a cargo de  Guillermo Díaz, después se hizo cargo Sergio Cortés, luego Jorge Torres y desde mediados del 2001 y hasta comienzos de 2002 Enrique Paris. A la fecha de la declaración ese cargo lo ejerce Jorge Carter. 

Verónica Uberlinda Cáceres Álvarez, a fojas 14.727 (fojas 2.116 letra A), en la que señaló que en abril de 2000 empezó a desempeñar labores en la Coordinación General de Concesiones, Departamento de Construcción, a cargo de Camilo Rojas Bascuñan, cumpliendo labores propias de una secretaria; que no obstante que siempre ha trabajado en la coordinación los honorarios de abril a marzo de 2001 fueron pagados por Gate S.A, previa extensión de la boleta respectiva, y desde abril de 2001 a diciembre de 2002 por la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile. Los honorarios siempre fueron pagados mediante cheques que provenían de las sociedades a quienes extendía las boletas. Desde enero de 2003 a la fecha de su declaración los honorarios los paga el ministerio mediante cheque fiscal, previa emisión de la respectiva boleta al M.O.P.- Sistema de Administración de Concesiones, suscribiendo convenios de honorarios que han sido aprobados por resoluciones de la autoridad respectiva.

Respecto de la boleta extendida a Cygsa Chile S.A., manifestó que mientras se desempeñaba como secretaria en la Unidad de Construcción, Patricia Pons Marchant, compañera de trabajo, la invitó a trabajar en la digitación de ofertas técnicas y económicas y documentos anexos que entregaba esa empresa, labor que realizó en horas libres y en los fines de semana y en su casa. Por Patricia se enteró que la contraparte sería Francisco Romero, funcionario de Cygsa Chile S.A. y que había trabajado en la Dirección de Vialidad. Este trabajo adicional lo efectuó desde enero de 2002 a agosto del mismo año, percibiendo sumas de dineros mensuales de entre $150.000 y $200.000, que Romero pagaba en efectivo, previa extensión de la boleta de honorarios. 

Agregó que todas las boletas de honorarios que ha emitido corresponden a la prestación efectiva de servicios como secretaria en concesiones y por las labores adicionales que efectuó a Cygsa S.A. Por lo tanto, nunca ha facilitado ni prestado boletas profesionales a terceras personas. Por las labores desempeñadas en concesiones nunca percibió sumas de dinero en efectivo por ningún concepto. 
Andrea Soledad Martínez Artigas, a fojas 14.728 (fojas 2.117 letra A), en la que señaló que en marzo de 2001 ingresó a la Coordinación General de Concesiones a hacer su práctica profesional, la que duró hasta julio del mismo año, pagándosele honorarios por Gate S.A., el Instituto de Economía, y la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile. En julio de 2001 fue contratada para desempeñarse en concesiones, sin embargo, los honorarios fueron pagados tanto por la facultad como por el Instituto de Economía, pero los de noviembre y diciembre de 2001 y enero de 2002 por Cygsa S.A.-. Los honorarios de los meses de febrero de 2002 a enero de 2003 fueron pagados por la facultad y desde febrero de ese año hasta la fecha de su declaración por el M.O.P.- Administración Sistema de Concesiones. 
La emisión de la boleta signada con el número 20 por $1.666.667, que extendió a C.C.P. Ingeniería Ltda., obedece a unas labores de tipo adicional solicitadas por su jefa Leslie Arredondo y que decía relación con un trabajo de levantamiento de información para la reestructuración de los procedimientos internos, abarcando las unidades de administración, presupuesto e informática, trabajo adicional que efectuó con Sergio Lobos Palma. En un principio pensó que no se pagarían honorarios adicionales, por estimar que estaba considerado en su trabajo habitual, pero como tuvieron que trabajar en fines de semana y fue bien realizado, Arredondo le dijo que se pagaría por esta labor. Nunca ha recibido dinero en efectivo ni tampoco ha facilitado boletas de honorarios a terceras personas, por lo tanto, todas las que ha emitido obedecen a prestación efectiva de servicios.
Julio Alexis Friedmann Encina, a fojas 14.757 (fojas 2.146 letra A), en la que indicó que desde marzo de 1994 a mediados de 1995 se desempeñó en el gabinete del Ministro de Obras Públicas, en virtud de un contrato de honorarios celebrado con la Subsecretaría de Obras Públicas. Entre mediados de 1995 y hasta septiembre de 1998 tuvo la calidad de contrata,  grado 4 de la escala única de sueldos, continuando su desempeño en el referido gabinete. A comienzos de 1996 se ganó la beca Presidente de la República para estudiar un magíster en una universidad de Boston y conforme a la beca mantuvo la remuneración, reintegrándose en septiembre de 1998 a la planta del ministerio en un grado 2 de la escala única de remuneraciones, desempeñando el cargo de jefe de asesores del ministro Tohá hasta marzo de 2000, desvinculándose del ministerio a mediados de ese año. Las remuneraciones fueron pagadas mediante cheque fiscal, extendiendo boletas cuando estuvo ligado mediante un convenio a honorarios. Sin embargo, al asumir la calidad de jefe de asesores advirtió que ciertos funcionarios que cumplían labores de responsabilidad superior recibían remuneraciones adicionales, empezando a percibir, por ese concepto, la suma mensual de $1.000.000, la que después aumentó a $1.200.000. Estas sumas de dinero eran pagadas mediante cheques que no eran fiscales y que a raíz de los acontecimientos que se investigan advirtió que eran de la sociedad “Gestión Ambiental y Territorial”. Percibió aproximadamente $20.000.000.- Los cheque eran enviados de concesiones a través de un junior. Se desempeñó como jefe de asesores y jefe de gabinete del ministro Tohá entre octubre de 1998 y marzo de 2000, y por la cercanía con dicho Secretario de Estado tiene la fuerte impresión de que no tenía conocimiento de la existencia de un sistema paralelo con la finalidad de mejorar las remuneraciones de determinados funcionarios. Si bien recibió remuneraciones adicionales, pensó que la referida sociedad era un área de concesiones y por eso no le llamó la atención la forma de los pagos. Corrobora su afirmación, en cuanto al desconocimiento del Ministro Tohá, el hecho que cuando salió a la luz pública lo relativo a Gate S.A. lo llamó por teléfono manifestando su sorpresa por los hechos que se estaban dando a conocer por la prensa. Con motivo de la causa regularizó la situación tributaria en Impuestos Internos, pagando las multas, intereses e impuestos correspondientes. Nunca ha facilitado boletas de honorarios a terceras personas, por lo tanto, las emitidas obedecen a la prestación efectiva de servicios profesionales. Tampoco nunca  durante la época en que se desempeñó en el ministerio recibió dinero en efectivo con motivo de las labores desarrolladas. 
Elvira Orellana Martínez, a fojas 14.797 (fojas 2.186 Letra A), señaló que nunca ha trabajado en el Ministerio de Obras Públicas, menos en la Coordinación General de Concesiones, y que no conoce a una señora llamada Eliana Orellana Martínez.

Ximena Solange Rabat Margas, a fojas 14.805 (fojas 2.194 letra A), en la que señaló que en junio de 1996 ingresó a la Fiscalía de Ministerio de Obras Públicas para prestar servicio en materias legales. Ingresó en calidad de contrata con un sueldo equivalente al grado 8 de la escala única de sueldo, calidad que mantiene hasta la fecha de su declaración, salvo que aproximadamente desde hace dos años el sueldo  es equivalente al grado seis de igual escala. Siempre el sueldo se ha pagado mediante cheque fiscal. En el primer semestre de 2000 tuvo que trabajar en horas extraordinarias, específicamente en materias relacionadas con expropiaciones debido a una  recarga de trabajo,  y Fernando Arriagada, jefe de la unidad denominada “ Unidad Funcional Coordinadora de Concesiones”, le manifestó que esas horas extraordinarias las pagaría una empresa a la que debía extender boleta de honorarios. Por esa razón en mayo de 2000 emitió dos boletas a Gate S.A., la número 51 y 52 por la suma bruta de $ 105.000.- y $ 140.000.-, respectivamente.
Osvaldo Torres Alarcón, a fojas 14.810 (fojas 2.199 letra A), en la que manifestó que ingresó a prestar servicios a la Dirección de Obras Hidráulicas de Temuco el 2 de noviembre de 2000, hasta el 31 de diciembre de 2003. En noviembre y diciembre de 2000 los servicios los prestó a honorarios, emitiendo las boletas números 51 y 52 al MOP- Dirección de Obras Hidráulicas por la suma bruta de $ 400.000.- cada una. Estuvo contratado como obrero transitorio entre el 2 de enero de 2001 y el 31 de diciembre de 2003, contrataciones que se efectuaron mediante resoluciones exentas anuales de la Dirección de Obras Hidráulicas. Siempre el sueldo se pagó mediante cheque fiscal, que se  depositaba en su cuenta electrónica del Banco Estado. Nunca ha recibido sumas de dineros adicionales y,  por lo  tanto, no se explica porqué figura en unos listados que publicó el diario la Tercera, el Mercurio y por vía Internet, percibiendo las sumas de $ 1.600.000.- y $ 4.400.000.-. Hizo una presentación al Director de Obras Hidráulicas con la finalidad que se aclarara porqué figuraba en esos listados, y la única respuesta que recibió fue el oficio N° 260, de 19 de enero de 2004,  por el que se le despidió.

Ricardo Enrique Reginensi Ponce, a fojas 14.842 (fojas 2.231 letra A), en la que señaló que ingresó a la Dirección de Vialidad en 1982, incorporándose a la planta de la Subsecretaría de Obras Públicas, siendo designado jefe del Departamento de Puentes de la Dirección de Vialidad en 1996. Le parece que en 1995 se inició el proceso de concesionar las carreteras, y a petición de las autoridades de la Coordinación General de Concesiones debió revisar y visar los proyectos relativos a puentes y estructuras que estaban insertos en las carreteras, sin percibir remuneración adicional. El volumen de la labor extraordinaria aumentó en 1998 y por eso las autoridades de concesiones, presume que de acuerdo con las de la Dirección de Vialidad, acordaron pagar una remuneración extraordinaria líquida de $ 350.000.-, que se pagó desde julio de 1998 y hasta diciembre de 2000. Nunca pidió que se le pagaran honorarios de tipo adicional. Se enteró que le iban a pagar, cuando un funcionario de la unidad administrativa de la coordinación le informó que debía presentarse en su oficina para entregar una boleta de honorarios al Instituto de Economía, organismo que después cambió. Por ello extendió boletas de honorarios al Instituto de Economía, a Gate S.A., Servilily y después nuevamente en el 2000 a Gate S.A. Todas las extendí por la suma líquida de $ 350.000.-. Jubiló a principios de 2001, pero fue recontratado por el ministerio a contrata, calidad que mantuvo hasta mayo de 2003, puesto que desde junio de 2003 y hasta la fecha de su declaración tiene la calidad de agente público. Siempre ha desempeñado labores  técnicas relacionadas con proyectos de puentes y estructuras.
Guillermo Enrique Guerrero Trincado, a fojas 14.843 (fojas 2.232 letraA), en la que manifestó que se desempeñó en la Coordinación General de Concesiones sometido al régimen de honorarios por el periodo que corre desde septiembre de 1995 a agosto de 1999, en  la “Unidad Ruta 5” que después cambió su nombre a la de “Coordinación de Proyectos”. Por el periodo que corre desde septiembre de 1995 a enero de 1996 los honorarios fueron pagados por la Fundación para la Transferencia Tecnológica; entre febrero y noviembre de 1996 por el Instituto de Economía y de diciembre de 1996  a agosto de 1999 por el MOP- Administración Sistema de Concesiones. En septiembre de 1999 se incorporó a la planta del  Ministerio de Obras Públicas y mediante una comisión de servicios se fue a hacer un post grado, conducente a un master, en materia de planificación de infraestructura  a la Universidad Stturgat, Alemania. Regresó al territorio nacional en octubre de 2001 y pasó a  desempeñarse como asesor en el gabinete del ministro Cruz y, posteriormente, de Etcheberry, también en un régimen de honorarios que fueron solucionados por la Subsecretaría de Obras Públicas o por el MOP- Administración Sistema de Concesiones. En noviembre de 2003 fue designado Director Nacional de Planeamiento, adquiriendo la calidad de empleado público, percibiendo un sueldo equivalente a un grado 2 ó 3 de la escala única de sueldo, cargo que además fue definido como de “asignación superior”, lo que implica una renta adicional al correspondiente a la escala única de sueldos. Cuando estuvo sometido al régimen de honorarios siempre extendí la respectiva boleta de honorarios y todas obedecen a una efectiva prestación de servicios. Nunca recibió sumas de dineros adicionales para mejorar su remuneración, pagadas en  efectivo o cheque.


Agregó que tiene la impresión que tuvo la calidad de agente público en el periodo que corre entre julio de 1997 y agosto de 1999, época en que desempeñó jefaturas en la Coordinación de Proyectos de la Coordinación General de Concesiones. En su concepto, la remuneración que percibió durante ese periodo era inferior en un 20 % a lo que habría percibido en el área privada, atendida su experiencia y capacidad.

Patricia Ester Pons Marchant, fojas 14.845 (fojas 2.234 letra A), en la que señaló que el  15 de mayo de 1995 fue contratada por la Dirección de Contabilidad y Finanzas, para prestar servicios de secretaria a contrata, cargo equivalente al grado 21 de la Escala Única de Remuneraciones. Se desempeñó como secretaria en comisión de servicio en la Dirección General de Obras Públicas entre el 1 de marzo y hasta el 30 de junio de 1999, renunciando a la contrata. El 1 de julio de 1999 renunció voluntariamente al cargo titular y se fue a trabajar a honorarios a la Coordinación General de Concesiones, con un horario que  iniciaba a las 08:30 horas y finalizaba como a las 19:00 horas, extendiéndose a veces, por recarga de trabajo,  más allá de las 20:00 horas. Los honorarios hasta diciembre de 2002 fueron pagados por diferentes empresas: Servilily, Gate S.A y la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile. Marcela Jara,  que trabajaba en el Departamento de Administración, enviaba un e-mail indicando la empresa a la que había que emitir la boleta. Nunca desempeñó labores para dichas sociedades. Los honorarios siempre fueron pagados mensualmente con cheques provenientes de las cuentes corrientes de la empresa respectiva, previa extensión de la boleta de honorarios. Los honorarios de los meses de julio a septiembre de 1999 los pagó Servilily Ltda.; de octubre de 1999  a marzo de 2001 por Gate S.A. ; de abril de 2001 a diciembre de 2002 por la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile y desde enero de 2003 a la fecha de su declaración por el ministerio, mediante cheque fiscal extendiendo la boleta respectiva al M.O.P.- Administración Sistema de Concesiones. Sólo a partir de marzo de 2003 tiene convenios a honorarios, pues no celebró ninguno con las citadas entidades.  Por las labores desempeñadas en el ministerio nunca recibió sumas de dinero adicionales, tampoco ha facilitado boletas de honorarios a terceros.

Respecto a las boletas de honorarios que extendió a Cygsa Chile S.A., manifestó que en agosto de 2001 necesitaba aumentar sus ingresos para adquirir una propiedad y en una oportunidad se lo manifestó a Francisco Romero, que había sido funcionario de la Dirección de Vialidad y que a esa fecha trabajaba en esa sociedad, quien tiempo después le pidió que le hiciera unos trabajos de digitación. Francisco Romero le prestó un notebook para que realizara el trabajo en la casa y le pagaba en efectivo sumas de dinero variables según el trabajo realizado. Tiempo después invitó a trabajar en iguales condiciones a  Verónica Cáceres. Tiene entendido que Romero utilizó con ella  el mismo procedimiento. Los trabajos adicionales los efectuó fuera del horario normal y en su casa. 

Rodrigo Andrés Muñoz Luna, a fojas 14.853 (fojas 2.242 letra A), en la que señaló que en enero de 2000 ingresó a contrata a la Dirección de Planeamiento y, por lo tanto, sus remuneraciones eran pagadas mediante cheque fiscal y debía cumplir el horario normal de la administración pública. Su labor consistía en desarrollar sistemas computacionales para el ministerio. Sergio Cortés en junio de 2000 gestó la idea de desarrollar un Sistema de Administración Financiera (SAFI), para lo cual le pidió a él y a cuatro compañeros que trabajaran en ese sistema, aumentando posteriormente el número de personas que intervinieron en dicha labor. Como debían efectuar el  trabajo fuera del horario normal, Cortés manifestó que se iba a pagar una remuneración adicional que, en definitiva, él fijó, considerando la estimación que cada uno efectuó. Este trabajo se extendió por un período de doce meses durante el cual percibió honorarios extras. Sergio Cortés al momento del pago, por intermedio de Jara, señalaba a quien había que extender la boleta, siempre pagaron con cheque. Es por esa razón que emitió dos boletas a Gesys Ltda., seis a Asyr Consultores Ltda., dos a Gate S.A., y tres a Intrat S.A.- Las boletas signadas con los números 31, 32, y 33 extendidas a Eduardo Martín Faunes Amigo, Juan Bustos Bilbao e Ingeniería y Desarrollo Software Ltda. Eversis, por las sumas líquidas de $1.782.000, $1.529.000 y $1.720.000.-, no obedecen a servicios prestados, pues fueron solicitadas por el jefe del Departamento de Informática de la Dirección de Planeamiento, Oscar Montealegre, sin indicar las razones. Aparte de las sumas de dinero que percibí de las sociedades indicadas no percibió otras, ya sea en cheque o en efectivo. 
Francisco Miguel Romero Dettoni, a fojas 14.854 (fojas 2.243 letra A), en la que, en lo que interesa, señaló que ingresó a la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas en abril de 1980, renunciando voluntariamente en septiembre de 1998 para incorporarse a la Coordinación General de Concesiones, donde fue designado Jefe de División de Construcción, adquiriendo la calidad de agente público, siendo Pablo Anguita su superior porque se desempeñaba como Jefe de la Coordinación de Administración de Contratos de Concesiones. Anguita en marzo de 2000 fue designado Director Nacional de Vialidad, invitándolo a trabajar como su asesor, lo que aceptó. Por esa razón debió renunciar a la calidad de agente público, vinculándose jurídicamente con el Ministerio de Obras Públicas por intermedio de un contrato a honorarios en la calidad de asesor. En julio de 2000 presentó su renuncia voluntaria para laborar en el área privada, siendo contratado por la empresa Zañartu Consultores S.A. Perfecto Seguro, ciudadano español, socio mayoritario de Cygsa Chile S.A., en julio de 2001 lo invitó a trabajar a la empresa como ingeniero del área vial, debido a su trayectoria en la Dirección de Vialidad, hasta esa fecha no lo conocía. Renunció en julio de 2002 por motivos profesionales y personales. Luego desempeñó labores profesionales para la consultora Gauss Ltda., hasta noviembre de 2002, y en diciembre del mismo año, por invitación de la consultora Zañartu, postuló al cargo de ingeniero residente para la asesoría a la inspección fiscal del sistema oriente-poniente de la obra Costanera Norte, labor que desarrolló hasta el 14 de julio de 2003. El inspector fiscal de dicha obra era Germán Millán y el subrogante Roxana Rojas. Germán Millán fue nombrado Director General de Obras Públicas en abril de 2003 y el Coordinador General de Concesiones, Camilo Rojas Bascuñan, le pidió que se desempeñara como inspector fiscal del contrato Costanera Norte, lo que aceptó, adquiriendo nuevamente la calidad de agente público y celebró un convenio ad-referéndum con la Dirección General de Obras Públicas. A la fecha de su declaración sigue desempeñándose como inspector fiscal del contrato Costanera Norte. 

El sueldo en 1998 era equivalente a un grado 3 de la escala única de sueldos, pues desempeñaba la función de Subdirector de Obras de la Dirección Nacional de Vialidad y la de director subrogante. Durante todo el período trabajado entre 1980 y 1998 no percibió remuneraciones adicionales,  salvo un periodo corto durante el 1996. Cuando se desempeñó como agente público en la Coordinación General de Concesiones tampoco percibió sumas adicionales, porque la remuneración fue fijada de consuno con Pablo Anguita y podía considerarse como similar a la que debía percibir en el mercado atendido su experiencia. Sin embargo, como la remuneración que debía percibir como asesor del Director Nacional de Vialidad era inferior a la que tenía en la Coordinación General de Concesiones y con la finalidad de mantenerla, Anguita le manifestó que se iba a modificar el contrato e incorporar  la diferencia de la remuneración, lo que, en definitiva, nunca ocurrió, provocando un grave detrimento en su patrimonio. Ese fue uno de los motivos de la renuncia en julio de 2000. Siguió insistiendo para que se pagara la diferencia, recibiendo en agosto de 2000 un cheque de Gate S.A. la suma de $2.475.000. Siguiendo las instrucciones de Sergio Cortés emitió una boleta a Gate S.A. Esa suma de dinero está calculada sobre la base del sueldo que percibía en la coordinación y la diferencia que se generó con la que percibía en la Dirección de Vialidad, que arroja una cantidad de $825.000.- mensuales, que multiplicado por tres meses da una suma total de $2.475.000. Desde la fecha en que se desempeña como agente público (julio de 2003), sólo percibe los honorarios estipulados en el respectivo convenio ad-referéndum. En los meses de septiembre, octubre y noviembre de 1996 emitió boletas de honorarios a nombre del Instituto de Economía por la suma de $675.000 cada una, para respaldar pagos que no obedecen a trabajos adicionales prestados ya sea para dicho instituto, concesiones o para alguna de las direcciones del ministerio. Recuerda que esos pagos se efectuaron por la disconformidad de los funcionarios del ministerio, cuando tomaron conocimiento que en concesiones estaban pagando sueldos bastante superiores. Debió haber sido el Director de Vialidad de la época, Oscar Ferrer, o algún funcionario de la administración de la Dirección de la Vialidad, el que le dijo que debía emitir boletas a nombre del Instituto de Economía.
Blanca Eliana Orellana Martínez, a fojas 14.940 (fojas 2.327 letra A), en la que señaló que el 1 de julio de 1976 ingresó  al Servicio Nacional de Obras Sanitarias, perteneciente al Ministerio de Obras Publicas, que fue privatizado en enero de 1990, siendo todos sus funcionarios incorporados primero a una planta adscrita a la subsecretaria y en mayo de 1990 a la planta de la Dirección de Planeamiento. Roberto Alonso Castillo  fue  Director Nacional de Planeamiento hasta marzo de 2000, cargo que posteriormente desempeñó Dolores Rufián.  Tiene la impresión  que en el primer semestre de 2000 se formó una unidad denominada “Coordinadora de Proyectos Sociales del M.O.P.”, unidad funcional  que pasó a depender de la Dirección General de Obras Públicas y que estaba  cargo de Alonso Castillo. Esta unidad se conformó con más o menos diez personas, entre ellas, Ana Maria Arriagada, Carlos Toro, Lucia Ganter, Luis Gutiérrez, Marcelo Vega,  Jesús Romero,  Magali García y ella. Le correspondió desempeñar labores de orden administrativo y, por lo tanto, sólo desempeñaba funciones en la  oficina que estaba ubicada en Merced N° 753. Nunca  durante el periodo en que se desempeñó en esa coordinadora  recibió  dinero en efectivo de Alonso Castillo,  bajo ningún concepto, esto es,  para mejorar la remuneración o con la finalidad de devolverle dineros que hubiere gastado de su peculio privado para  comprar artículos de oficina. La coordinadora  era una unidad funcional que no tenia presupuesto, y en más de una oportunidad entre sus integrantes hicieron colectas con la finalidad de comprar artículos de oficina e incluso una impresora, pero esos dineros nunca fueron devueltos. Tiempo después todos los gastos fueron solventados directamente por la Dirección General de Obras Públicas. No está en condiciones de asegurar o descartar que los otros miembros de la coordinadora hayan recibido de Alonso Castillo en alguna oportunidad dinero en efectivo, pero nunca se percató que ello hubiera ocurrido. Durante todo el tiempo que ha trabajado en el ministerio sólo ha percibido el sueldo, que en un principio era equivalente al grado 10 de la escala única de sueldos y grado 9 desde mayo de 1991,  grado tope de su carrera. A la coordinadora se fue a trabajar en comisión de servicio y ésta funcionó hasta diciembre de 2001. En enero de 2002 volvió a la Dirección de Planeamiento  y Alonso Castillo  desde noviembre de 2001 comenzó a desempeñarse  como Secretario Regional Ministerial de Obras Publicas  de la VI  Región.    

A fojas 15.715 (fojas 3.199 letra A), respecto de dos cheques girados de la cuenta corriente bancaria de Délano Consultores y Cía Ltda.,  de 6 de diciembre de 1999 por la suma de $ 500.000.- y de 7 de diciembre del mismo año por la suma de $ 1.000.000.-, señaló que en diciembre de 1999 trabajaba en el 7° piso del edificio del ministerio, en la oficina denominada Secretaría Técnica dependiente de la Dirección de Planeamiento, en la que trabajaba, además, Ana María Arriagada, Jesús Romero, Lucía Ganter. A esa oficina a veces llegaban jefes de otros departamentos a pedir favores de cobro de cheques o para que pagaran cuentas diferentes, y, por lo tanto, esos dos cheques debió habérselos entregado algún jefe para que los cobrara, lo que hizo, según se advierte del examen de los documentos, y el dinero se lo tiene que haber pasado porque no se ha beneficiado con esa plata. Délano era un consultor y tenía unos trabajos en la Dirección de Planeamiento, pero nunca conversaron y nunca la mandó a cobrar cheques. Por el tiempo transcurrido no se recuerda quien le hizo el encargo. Era normal que pagara cuentas o depositara cheques, pero no que cobrara cheques por cifras tan altas como la de los exhibidos.

Eduardo Martín Faunes Amigo, a fojas 14.944 (fojas 2.331 letra A), en la que señaló que es un profesional de bastante experiencia en materia informática y experto en seguridad de sistemas y manejo de base de datos. Le parece que comenzó a prestar servicios profesionales al Ministerio de Obras Públicas en 1996 y hasta comienzos de 2001, puesto que desde esa fecha y hasta el 2003 prestó servicios por intermedio de su empresa cuya razón social es Solutec. En el Ministerio de Obras Públicas se relacionó con Montealegre, Inzunza y otros funcionarios cuyos nombres no recuerda. El monto de los trabajos que efectuó para el ministerio no excedió de $ 2.500.000, y el único grande fue uno que se adjudicó mediante un proceso de licitación en diciembre de 2000 por la suma aproximada de $ 28.000.000.- Nunca prestó servicios a la Coordinación General de Concesiones, pero si recuerda que a mediados de 1999 alguien lo llamó, es posible que haya sido Sergio Cortés Castro, para solicitarle que se hiciera cargo de la infraestructura de la página web de Ricardo Lagos Escobar que a esa fecha era candidato a la Presidencia de la República. Reguló sus honorarios en la suma aproximada de $ 10.000.000.-, que fue pagado en parcialidades. Cortés tiempo después le dijo a quien debía emitir las facturas y fue a Merced a entregárselas. Le pagó con varios cheques sin recordar de qué cuenta corriente bancaria provenían. Tampoco recuerda el nombre de las empresas a las que  extendió las facturas. Tiene la impresión que con cargo al precio de ese trabajo no contrató personal de la Coordinación General de Concesiones. Sergio Cortés Castro nunca le solicitó dinero o que pagara a alguien sumas de dinero, desconociendo las razones por las que Daniela Devoto Mehr, Mario Tala Delgado y Juan Carlos Véliz Hernández emitieron boletas de honorarios a nombre de su persona. 
A fojas 15.759 (fojas 3.242 letra A), en la que señaló que no sabe a qué obedece el cheque girado por la suma de $ 2.321.170.-, su hermano tampoco se acuerda. En cuanto a los cheques por la suma de $ 2.000.000.- cada uno, de 2 de agosto y 2 de septiembre de 1999, girados a Matías de la Fuente, manifestó que su hermano Ángel le dijo que de la Fuente había pasado a mediados de 1999, no recuerda si en efectivo o mediante cheque y en dos partidas, la suma de $ 4.000.000.-,  como un anticipo del precio cobrado por la confección de la página web de Ricardo Lagos Escobar. De la Fuente dijo que había que devolvérsela  porque era su plata, lo que se hizo una vez que se pagaron las facturas. La confección de la página web de Ricardo Lagos salió aproximadamente $ 20.000.000.-, que fueron pagados por Caditel y Gesys Ltda., extendiéndole a cada una las respectivas facturas que están incorporadas en el libro de venta y servicios, guardado en custodia bajo el número 555. También figuran en el listado que puso a disposición del tribunal de todas las facturas emitidas. Emitió facturas a Gesys Ltda. cumpliendo instrucciones  de de la Fuente o de Cortés, aunque cree que más bien de este último. Siempre supuso que Cortés era el representante de Gesys Ltda., incluso cuando fue a la oficina ubicada  en Merced pensó que era el domicilio comercial de Gesys Ltda. y/o de Caditel. Gesys Ltda. nunca lo contrató para que efectuara trabajos al ministerio o a concesiones.

A fojas 14.959 (fojas 2.345 letra A), complementó su anterior declaración en el sentido que los pagos efectuados a terceros, relativos a un contrato suscrito con la Dirección de Planeamiento, fueron hechos entre el 10 y el 20 de diciembre de 1999, mediante cheques provenientes de la cuenta corriente de Gustavo Faunes Amigo. 

A fojas 15.335 (fojas 2.820 letra A), señaló que el contrato a que aludió en la primera declaración, como el único trabajo grande que se adjudicó del ministerio, es aquel a que se refiere la Resolución de la Dirección de Planeamiento N° 1.996 de 26 de octubre de 1999, denominada “Consultoría de Apoyo Comunicacional para el Estudio Plan Director de Infraestructura 2.000 2.010”, por la suma de $ 33.680.000.-, en que el inspector fiscal fue Oscar Montealegre Iturra. No recuerda si Montealegre, antes o después de adjudicarse el trabajo, le dijo que parte ya había sido efectuado por terceras personas y que, por lo tanto, quedaría reducido, y una vez que se le pagó íntegramente el precio, cumpliendo instrucciones de Oscar Iturra o de Miguel Espinoza, se giró  cheques que cubrían lo que estaba hecho, que cree que corresponden a aquellos girados el 9 de diciembre de 1999 por $ 6.601.500.- y por $ 3.402.000.-. Esas dos sumas de dineros están respaldadas en la contabilidad con boletas de honorarios extendidas por Mario Tala, Daniela Devoto y por otra persona. Ni su hermano ni él colocaron en los cheques los nombres de Miguel Espinosa B. y Cristián López Ugalde. Ambos  cheques suman $ 10.003.500.-, y se giraron porque correspondía a la suma de las boletas de honorarios que le entregaron de Tala, Devoto y de otra persona. El cheque girado por la suma de $ 4.000.000.- a Arnaldo Zamora, es por la efectiva prestación de servicios. Daniel Morales trabajó en la consultoría adjudicada por la Dirección de Planeamiento, como parte del equipo, y se le pagó  mediante tres cheques la suma de $ 9.033.300.-,  No sabe a qué obedece  el cheque girado por la suma de $ 2.321.170.- Los dos cheques girados el 2 de agosto y 2 de septiembre de 1999 por la suma de $ 2.000.000.- cada uno, no sabe a qué corresponde, pero puede asegurar que no corresponden a aportes a ninguna campaña política. Los cheques están  girados por su hermano, pero él no colocó el nombre del beneficiario Matías De La Fuente Condemarín. No recuerda quien pudo haberlo instruido para que los girara a de la Fuente Condemarín. 

Aniceto Rodríguez Cisneros, a fojas 14.957 (fojas 2.343 letra A), en la que manifestó que en marzo de 1998 andaba buscando trabajo y le preguntó a Carlos Cruz Lorenzen que, a esa fecha, era Coordinador General de Concesiones, si existía la posibilidad de que prestara servicios profesionales a la coordinación. En mayo o julio de 1998 insistió y él le manifestó que podía estudiar unos documentos y que se contactara con Sergio Cortés Castro, quien le dijo que hablara con Eduardo Astorga o con una señorita  que se desempeñaba en la Unidad de Estudios, cuyo nombre no recuerda. Uno de los dos le entregó unos documentos emitidos por Sacyr para que estudiara la factibilidad del tiempo de construcción e instalación de la referida empresa en terrenos de la zona de Curacaví y relacionados con la concesión de la ruta 68. No hizo un informe escrito respecto del cometido recibido, sólo informó verbalmente a Carlos Cruz de las gestiones realizadas y relativas al estudio de los documentos entregados, expresándole que la zona elegida para la instalación de las faenas era correcta, por la proximidad del estero El Puangue del que se obtendrían los áridos. Para realizar el estudio se demoró como tres meses.  Carlos Cruz después le encomendó que estudiara la posibilidad de concesionar el proyecto denominado “Sendero de Chile”, relativo a la construcción de un camino que se extendería de Arica a Punta Arenas, proyecto considerado como para el bicentenario. Debía abocarse a estudiar la factibilidad del proyecto  en la Región Metropolitana. Para cumplir este nuevo cometido no se le entregó ningún tipo de documentación, porque no había. Tampoco elaboró documentos y, por lo tanto, la labor se tradujo, en definitiva, en informar verbalmente a Carlos Cruz. Le informaba que estaba coordinándose con las municipalidades y con eso él entendía cumplida mi labor. Sergio Cortés Castro le informó cuanto iban a pagar por concepto de honorarios, y le dijo que su jefe manifestó que podían pagar $ 555.555.- brutos mensuales. En el fondo tenía la calidad de consultor externo  y, por lo tanto, no prestaba servicios en dependencias de concesiones. No suscribió ningún tipo de contrato y no estaba inscrito en el Registro de Consultores del Ministerio de Obras Públicas. Fue Sergio Cortés Castro el que señaló a quien debía emitir las boletas de honorarios. Siempre pagaron los honorarios mediante cheques emitidos a su nombre, provenientes de las cuentas corrientes bancarias de Gate S.A. y Gesys Ltda. Nunca recibió dineros en efectivo por las labores profesionales. Percibió por concepto de honorarios la suma total de $ 3.333.330.-, a razón de $ 555.555.- mensuales brutos. 
Ángel Gustavo Faunes Amigo, a fojas 14.980 (fojas 2.366 letra A), en la que indicó que su hermano Eduardo Martín tenía una sociedad que prestaba servicios en materia informática, en la que cumplía labores  de orden administrativo. Como su hermano tenía problemas bancarios-financieros, se utilizó su cuenta corriente bancaria que  mantiene en el Banco Crédito e Inversiones número 83022589. Por lo tanto, los dineros provenientes de los contratos o asesorías que se prestaban a entes públicos o privados se depositaban en dinero efectivo en su cuenta corriente o mediante vale vista, y después procedía a girar cheques a terceros cumpliendo las instrucciones de su hermano. El Ministerio de Obras Públicas en 1999 le adjudicó a su hermano un contrato de una suma aproximada de $ 30.000.000.- y como dicho dinero fue pagado mediante cheque de dicha Secretaría de Estado fue cobrado por ventanilla y depositado en su cuenta corriente. Por lo manifestado por Eduardo, un tercio del trabajo había sido efectuado por otros, por lo tanto, había que reconocerlo y pagarlo. Es por esa razón que a petición de Miguel Espinoza, a quien vio en el ministerio en tres ó cuatro oportunidades, se le pagó la suma de $ 10.300.500.- mediante el giro de dos cheques el día 9 de diciembre de 1999, uno para Miguel Espinoza por la suma de $ 6.601.500.- y el otro para Cristián López Ugalde  por la suma de $ 3.402.000.-. La suma que se le pagó a Espinoza equivalía a un tercio del precio del contrato. No recuerda haber efectuado pagos a terceras personas, en condiciones similares a las señaladas.

Daniel Jerónimo Vásquez Montenegro, a fojas 15.025 (fojas 2.411 letra A), en la que indicó que en agosto de 1995 ingresó a honorarios a la Subsecretaría de  Transportes y Telecomunicaciones, los que pagaba una institución denominada Fondo de Desarrollo de la Locomoción Colectiva. Posteriormente fue contratado a honorarios por la Subsecretaría de Transportes, adquiriendo la calidad de contrata más o menos en noviembre de ese mismo año, con un sueldo equivalente al grado 4 de la escala única de remuneraciones. Patricio Tombolini al asumir como Subsecretario de Transportes en el 2000, el grado de su contrata fue rebajado al grado 6, entrevistándose con el ministro Cruz con la finalidad de que se mantuviera la remuneración. Después de un par de entrevistas le dijo que no existía inconveniente, pero que debía prestar asesorías en materia de auditoria al Ministerio de Obras Públicas, agregando que debía conversar con Sergio Cortés Castro en cuanto a la labor específica que debía desarrollar y la manera como se iba a pagar este honorario adicional. Cortés le manifestó que debía dirigir  la reestructuración del sistema de auditoria del Ministerio de Obras Públicas. Su labor se tradujo en reuniones con  los encargados de las áreas de auditoria de las diferentes direcciones del Ministerio de Obras Públicas, especialmente con Iván Araneda, encargado de la Unidad de Auditoria de la Dirección de Finanzas. No emitió informes escritos que dieran  cuenta de su cometido, pues fueron emitidos por los auditores que hicieron el trabajo en terreno bajo su coordinación. A Sergio Cortés Castro le daba cuenta del cumplimiento del cometido recibido. La remuneración adicional  quedó fijada en una suma aproximada de $ 800.000.-, se fijó de común acuerdo con Cortés Castro y era él quien manifestaba el nombre de la empresa a la que debía emitir mensualmente la respectiva boleta de honorarios. Cree que percibió la suma de $ 6.157.887.- de Gate S.A. También los honorarios adicionales fueron pagados por Gesys Ltda., y es probable que de ella haya percibido $ 3.200.000.-. Nunca recibió sumas de dineros en efectivo  por concepto de honorarios adicionales y siempre emitió boletas de honorarios. Nunca ha facilitado boletas de honorarios a terceras personas y, por lo tanto, la emisión obedece a una efectiva prestación de servicios. La labor adicional cree que sólo la desarrolló durante el 2000. La suma adicional mensual de $ 800.000 que recibió durante el curso de los años 2001, 2002 y 2003 fue pagada por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, en virtud de un convenio de honorarios que suscribió y que fue aprobado por un decreto de la autoridad respectiva. Prestó servicios en la Subsecretaria de Transportes hasta diciembre de 2003, porque la contrata no fue renovada, no sabe porqué.

Eduardo Elías Villalón Villa, a fojas 15.303 (fojas 2.790 letra A), en la que señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas en noviembre de 1998, trabajaba en el aeropuerto Los Cerrillos encargado  del avión del ministro, labor que desempeñó hasta enero de 2002, época en que fue trasladado para desempeñarse en una función administrativa. Estuvo con régimen de honorarios entre noviembre de 1998 y diciembre  de 2001. Los honorarios por el período que corre entre noviembre de 1998 y mayo de 1999 fueron pagados por el Instituto de Economía; los de junio de 1999 a octubre de 2000 y los de diciembre de ese año fueron pagados por Servilily Ltda.; los de noviembre de 2000 por Gate S.A., y los de enero a diciembre de 2001 por la Subsecretaría de Obras Públicas. Desde enero de 2002 a la fecha de su declaración tiene la calidad de contrata y la remuneración la paga el ministerio mediante cheque fiscal. Todas las boletas de honorarios que ha extendido obedecen a una efectiva prestación de servicios y nunca ha recibido sumas de dineros adicionales, pagadas en efectivo  o mediante cheque, con la finalidad de mejorar la remuneración. 
Lorena Isabel Jara Arias, a fojas 15.306 (fojas 2.793 letra A), en la que señaló que trabajó en la Dirección de Planeamiento,  Departamento de Presupuesto y Gestión, entre mayo o junio de 1996 y hasta el 31 de agosto de 2000 bajo el régimen de honorarios, que eran pagados por el ministerio mediante cheque fiscal, previa extensión de la respectiva boleta de honorarios. Sergio Cortés Castro se incorporó a la dirección en marzo de 2000, advirtiendo que “ahora  íbamos a trabajar” y  que quería crear e instaurar un sistema que contemplara toda la administración financiera del ministerio. Como para ello debían trabajar mas allá del horario habitual, dijo que iba a mejorar la remuneración. No obstante que trabajaron entre marzo y junio de 2000 con el nuevo régimen no se pagaba la suma de dinero adicional, consultándole a Cortés a qué se debía, respondiendo que la resolución estaba pendiente de tramitación en la Contraloría General de la República y que en horas de la tarde se iba a pagar. Luis Jara Núñez le pasó en un sobre y en efectivo la suma de $ 564.000.- y le dijo que la boleta la hiciera a Gate S.A. Le pareció bastante extraña la situación, pero le dijeron que no se preocupara porque era sólo por esa vez. La suma de dinero indicada es la única que recibió en efectivo.

Mario Arnoldo Quiñones Duarte, a fojas 15.308 (fojas 2.795 letra A), en la que manifestó que se desempeñó en el Ministerio de Obras Públicas entre los años 1994 y 2000, como asesor especialista en ingeniería de transporte y después como inspector fiscal, siempre trabajó en la Dirección de Vialidad, específicamente en la Subdirección de Vialidad Urbana. Un período estuvo bajo el régimen de honorarios y después a contrata. Su remuneración siempre fue pagada mediante cheque fiscal y dio boletas de honorarios mientras estuvo a  honorarios. Durante ese período nunca recibió sumas de dineros adicionales, pagadas mediante cheque o en efectivo, con la finalidad de mejorar su remuneración. Cuando el ministro Jaime Tohá se fue como intendente a la Octava Región, se le ofreció incorporarlo a una terna para proveer el cargo de Director de Vialidad de la Octava Región. No fue nombrado y como sus asesores lo conocían se le ofreció el cargo de Secretario Regional de Transporte de esa región, lo que aceptó sin percatarse que la remuneración disminuía porque no tenía derecho a casa fiscal, no obstante que sí tenía ese derecho  el Seremi de Obras Públicas, porque le pagaban una asignación por casa. Formuló  reclamos al subsecretario Tombolini y tanto lo molestó que al final le dijo que iban a solucionar el problema. En una oportunidad recuerdo que él le pasó en efectivo y en un sobre una cantidad del orden de los $ 300.000.- y después se le depositó en su cuenta corriente bancaria un cheque por la suma de $ 900.000.-, que debe ser el que se exhibe porque al dorso de dicho documento está estampado el número de su cuenta corriente. No ha recibido otras sumas de dinero, pagada en efectivo o mediante cheque, aparte de las indicadas. Puede ser que el dinero que Tombolini le pasó en efectivo sea superior, pero nunca más de $ 500.000.- En noviembre de 2000 dejó el cargo por solicitud del subsecretario. Desde esa fecha ha prestado servicios como consultor a empresas privadas que se presentan a licitaciones de proyectos en el ministerio y a particulares que requieren autorizaciones de vialidad para sus accesos vehiculares hacia las carreteras. Nunca le dijeron cual era la procedencia de los fondos, en realidad nunca se interesó en saber, pensó que era un beneficio legal, nunca extendió boletas de honorarios porque nunca las pidieron.

Eduardo Tomás Astorga Jorquera, a fojas 15.329 (fojas 2.813 letra A), en la que, ante la exhibición de cuatro cheques provenientes  de la cuenta corriente bancaria que Gate S.A. mantuvo en el Banco Estado N° 5543541, girados el 25 de enero, 24 de marzo y 26 de abril de 2000 y 31 de enero de 2001, por las sumas de $ 1.100.000.-, $ 2.340.000.-, $ 2.000.000.- y $ 1.5000.000.-, respectivamente, manifestó que ratificaba sus anteriores declaraciones en cuanto que sólo había percibido honorarios del Instituto de Economía y del Ministerio de Obras Públicas, pagados estos últimos mediante cheque fiscal y por las labores prestadas en la Coordinación General de Concesiones,  y que nunca había recibido sumas de dineros adicionales,  pagadas en efectivo o mediante cheque, con la finalidad de mejorar su remuneración, por lo que no tiene explicación de las razones por las que Gate S.A. le giró esos cheques, pues nunca prestó servicios a esa empresa. 
Carlos Francisco Moreno López, a fojas 15.380 (fojas 2.865 letra A), en la que expresó que en los primeros meses del año 2000 andaba buscando trabajo y un tío,  Enrique Ceppi Dilico, le dijo que tenía un amigo en la Coordinación General de Concesiones que podía darle pega y lo mandó hablar con Rafael Urriola, quien le dijo que podía elaborar un “formulario de recepción de documentos de las empresas que postulan a las obras concesionadas”, que se tomara un par de meses para hacer el trabajo y que se pagaría un honorario de $ 1.000.000.-. Elaboró un formulario que entregó escrito y también incorporado en un disquete para que lo reprodujeran y pudiera ser utilizado por las personas que se presentaban a las licitaciones. No recuerda a quien se lo entregó y le pagaron la suma indicada mediante un cheque proveniente de la cuenta corriente de Gate S.A. de fecha 31 de mayo de 2000. Emitió una boleta de honorario.

Paula Lorena Iriarte Moir, a fojas 15.382 (fojas 2.867 letra A), en la que manifestó que desde fines de 1998 y hasta la fecha de su declaración está ligada sentimentalmente con Héctor Peña Véliz, por lo tanto, desde esa data percibió sumas de dinero pagadas mediante cheques provenientes de la cuenta corriente bancaria de Gate S. A. o de las personales, ya sea por concepto de apoyo económico de su parte y también porque lo ayudaba en el pago de sus asuntos personales.

También trabajó en la Coordinación General de Concesiones entre marzo de 2000 y enero de 2001, en la Unidad de Presupuesto. Los honorarios los pagaba Gate S.A. porque existía un contrato de apoyo administrativo y ascendían a la suma líquida de $ 360.000.-, que eran pagados mediante cheque, extendiendo las respectivas boletas de honorarios. Los cheques que se exhiben, uno por $ 288.0000.- y 10 por $ 360.000.-, cada uno, corresponden a los honorarios por servicios prestados en la coordinación. Los 80 restantes que se me exhiben fueron girados a su persona por las razones dadas en la primera parte de la declaración. Todos corresponden a pagos en su beneficio o de terceros del círculo familiar de  Peña o para pagar sus cuentas personales o de su núcleo familiar. No sabe como se reflejaban esos gastos en la contabilidad de Gate S.A., supone que con cargo a las utilidades. Nunca facilitó boletas de honorarios a Gate S.A., a Peña Véliz o a terceros con la finalidad de respaldar movimientos contables. Todas las boletas emitidas corresponden a una efectiva prestación de servicios. Las boletas que emitió a Gate S.A. y que no corresponden al trabajo efectuado a concesiones, reflejan pagos recibidos tanto por la ayuda económica que Peña le daba, como también, en cierto aspecto, una suerte de pago por labores administrativas que hacía, por ejemplo, el pago de cuentas y labores de ordenamiento administrativo. Cuando trabajé en la Coordinación General de Concesiones cumplí labores de orden administrativo en la Unidad de Presupuesto, sin intervenir en la relación que existía  entre Gate S.A., Peña, la coordinación y el ministerio, era una empleada más.  A raíz del robo de que fue victima Peña se supo que eran pareja. La única regalía que tenía en la coordinación era que podía retirarse a las 18.00 hrs. porque estaba estudiando, beneficio que tenían todas las personas que estaban en esa condición. 
Mauricio Conrado Morales Cid, a fojas 15.396 (fojas 2.880 letra A), en la que señaló que trabajó en Abaco Ingenieros Consultores entre septiembre de 1995  y hasta el 6 de febrero de 2004, primero como ayudante de contador y después como jefe de contabilidad.   Respecto a la boleta de honorario N° 52,  emitida por Matías de la Fuente Condemarín el 11 de octubre de 1999 y por la suma de $ 2.000.000.-, señaló que no lo conoce y no sabe a qué obedece su pago. Después haciendo averiguaciones advirtió que no hubo un cheque a nombre de esa persona y aparentemente de la Fuente emitió la boleta para respaldar  un  pago que se le hizo a Oscar Ferrel por servicios prestados a Abaco. Respecto de la boleta emitida por Erika Araneda Silva N° 121 de 29 de diciembre de 2000 y por la suma bruta de $ 13.000.000.-, manifestó que no la conoce y que no ha prestado servicios a Abaco y supone que la entregó para respaldar algún pago. Lo mismo señaló respecto de las boletas emitidas en septiembre de 1999 por Lilia Silva Sánchez y Juan Carlos Véliz Hernández por la sumas de $ 4.490.070 y $ 4.049.163.-, cada una. Javier Rivas debe responder porqué se pagó a Melinka Tours las sumas de $ 5.121.099.- y $ 8.364.213.-, porque fue él quien le trasmitió la instrucción de pago, presume que era para pagar los viajes a diferentes puntos del país de los profesionales que trabajaban en concesiones. También Javier Rivas debería responder en forma detallada las razones por las que se pagaron las facturas números 123, 133 y 137 emitidas por Gesys Ltda., por las sumas de $ 15.000.000.- $ 21.572.000.- y $ 18.105.000.-. No sabe si la empresa Abaco Ingenieros Consultores efectuó algún aporte a  la campaña política del período 1999-2000.

Pablo Guillermo Délano Icaza, a fojas 15.424 (fojas 2.907 letra A), en la que manifestó que es el representante de Délano Consultores y Cía. Ltda., cuyo giro es la prestación de asesoría en materias organizacionales, sistemas de información, asesorías comerciales y en estudios de ingeniería industrial, sociedad que desde aproximadamente unos cuatro o cinco años no tiene movimiento. En el año 2000 se encontró en la calle con Roberto Alonso Castillo, jefe de planeamiento del Ministerio de Obras Públicas, compañero durante dos años en la Universidad de Chile, y le dijo que tenía una sociedad consultora que en ese momento se estaba presentando a una licitación de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, preguntándole si tenía alguien conocido en ese organismo y le respondió que averiguaría. Tiempo después lo llamó invitándole a participar en un par de proyectos relacionados con el tema de concesiones, los que se le adjudicaron por trato directo y su contraparte técnica fue Ximena Riff. Roberto Alonso, no recuerda si antes o después de la adjudicación, lo instruyó para que trabajara con un equipo de personas que conocía,  enterándose que tenían la calidad de empleados públicos, era un grupo de no más de diez personas. Los honorarios de cada uno fue el producto de un acuerdo entre Alonso y él. Esas personas prestaron servicio en los estudios que se adjudicó y le parece que Ximena Riff o Roberto Alonso le entregaron los informes evacuados por esas personas. Su labor se redujo a revisar el contenido del informe preparado por el equipo que conformó Alonso y  Riff, verificando que estuviera de acuerdo con los términos de la propuesta, esto es, que la “pega” estuviera hecha por ese equipo, cobró y pagó.  Entregó un informe final a Ximena Riff. Con cargo a esas consultorías entregó cheques abiertos a Roberto Alonso, le dijo que esas eran las condiciones del trabajo, era su “comisión” o su “participación en los proyectos”. Con las consultorías que se adjudicó sólo se benefició con el 15% de los impuestos que retuvo por un año y que usó como capital de trabajo. Las diferencias de platas que se presentan entre los montos de los trabajos que facturó y el 15% del impuesto que fue en su beneficio, son aquellas “platas negras” que pasó a Roberto Alonso. En el fondo su empresa fue utilizada como “pantalla”.

A fojas 15.509 (fojas 2.993 letra A), en la que señaló que fue Roberto Alonso quién le entregó las boletas de honorarios y él sólo giró los cheques a nombre de las personas que las emitieron. Por las fechas de las facturas que emitió, los hechos a los que hace alusión se verificaron en el curso de los años 1997 y 1998.


A fojas 15.589 (fojas 3.072 letra A), indicó que se adjudicó los trabajos a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas N° 1880 y 1085 de 22 de agosto de 1997 y 5 de mayo de 1998, por $ 47.128.271.- y $ 45.531.480.- respectivamente. Los trabajos se efectuaron en los términos señalados. No se explica porqué la suma de las cantidades indicadas en las boletas de honorarios no coinciden con el monto total de los dineros que pagó el ministerio. Sin embargo, se debe considerar que del monto total que es aproximadamente de $ 90.000.000.- existe un 15% de impuesto que retuvo y que  fue lo único con lo que se benefició. Tiene la impresión que en 1999 no tuvo contratos con el ministerio ni con la coordinación, y, por lo tanto, la suma de dinero que en el curso de ese año entregó a Roberto Alonso Castillo, mediante nueve cheques que ascienden aproximadamente a $ 25.000.000.-, debe corresponder a saldos de platas que quedaron en su custodia y que debió restituir a  Alonso porque así se lo manifestó, y supongo que esas son las “platas negras” a que aludió en otra declaración. No recuerda haber contratado a Ricardo Suárez Suárez, Lucía Moya Hormazábal, Blanca Orellana Martínez, y Daniel Segundo Morales Pinilla, personas a las que giró cheques.


A fojas 15.637 (fojas 3.119 letra A), en relación a las consultorías adjudicadas por las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas N° 1880, de 22 de agosto de 1997, denominada “ Trabajo de apoyo a concesiones en estrategia de inversión y regulación de infraestructura del Ministerio de Obras Públicas”, y N° 1085, de 5 de mayo de 1998, denominada “ Trabajo de apoyo a concesiones en estrategia y políticas de inversión y regularización de infraestructura del Ministerio de Obras Públicas, en especial relativas a concesiones multisectoriales, considerando la evaluación de los contratos ya adjudicados”,  manifestó que cuando se encontró con Alonso, cree que en el año 1995, le dijo que andaba buscando trabajo y le preguntó si habían posibilidades de trabajo en el ministerio. En una oportunidad en que lo fue a visitar a su oficina en la Dirección de Planeamiento, o a lo mejor fue en un café, le presentó a Ximena Riff, y en la conversación salió el tema de las consultorías. Tiempo después  Ximena Riff o Roberto Alonso lo invitaron a participar en las consultorías por las que se le interroga. Cuando hizo las ofertas económicas tuvo presente los trabajos solicitados, el equipo de profesionales que requería y el tiempo estimado, presentando las ofertas económicas por el valor en que se adjudicaron. Después que fue adjudicado el trabajo le pidió a Roberto Alonso que le recomendara personas para efectuar la consultoría. Fijó lo honorarios de cada uno y Alonso se los comunicó a los profesionales. Lo más probable es que se reunió con ellos. No recuerda quienes eran los que entregaban los informes. Ximena Riff se desempeñó como contraparte técnica y le entregaba los informes o trabajos, por lo tanto, la “pega la hicieron” las personas que presentó Alonso.

El estudio a que se refiere la resolución de la Dirección de Planeamiento N° 2955, de 17 de diciembre de 1997, denominado “ Formulación de un programa nacional de agua potable para localidades rurales dispersas” por la suma de $ 19.910.000.-, lo efectuó personalmente y con cargo a ese trabajo no entregó platas a Roberto Alonso. También hizo aquellos trabajos a que se refieren las resoluciones de la Dirección de Planeamiento N° 1.060 y 2171, de 18 de junio y 16 de noviembre de 1999, por las sumas de $ 3.380.000.-y $ 4.000.000.-
Los cheques exhibidos en la audiencia de 14 de junio último y girados a Roberto Alonso, corresponden a la devolución de un préstamo de una suma aproximada de $ 30.000.000.- que le efectuó alrededor de 1995 y que le pasó en efectivo en una sola partida. Cuando alude a cheques abiertos está indicando que no estampó el nombre del beneficiario, por lo tanto, efectivamente le pasó a Alonso cheques abiertos, no sabe porqué se los pasó, tiene la impresión que eso tiene que ver con concesiones, también es posible que los cheques se los haya pasado a Ximena Riff. Cuando se refiere a “platas negras”, “comisiones”, “participación”, se está refiriendo a que le debía, pero en realidad advierte que no coinciden las fechas  de los trabajos adjudicados con la fecha de los cheques que le giró a Alonso.

A fojas 15.680 (fojas 3.164 letra A), señaló que elaboró la propuesta para participar en el acto de adjudicación del trabajo de apoyo a que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 1.880, de 22 de agosto de 1997, inserta en el tomo N° 19 guardado en custodia bajo el número 526, que contiene el presupuesto y la indicación de las personas que iban a trabajar en el contrato de apoyo. No le pertenece la firma que se le atribuye y que está estampada en la declaración jurada contenida en el formulario N° 1. Tampoco la que está estampada en el documento denominado “Acta de apertura de oferta”. Nunca asistió a una reunión que se habría efectuado el 23 de junio de 1997 a las 12.00 hrs., con la finalidad de proceder a la apertura de las ofertas. También elaboró la propuesta para participar en la adjudicación del trabajo a que se refiere la resolución de la misma dirección N° 2955 de 7 de noviembre de 1997, inserta en el tomo N° 31 guardado en custodia bajo el número 722, y tampoco le pertenecen las firmas que se le atribuyen en los documentos denominados declaración jurada y acta de apertura de oferta. Tampoco asistió a una reunión el 29 de noviembre de 1997 para llevar a cabo la apertura de las ofertas técnicas y económicas. Elaboró la propuesta que presentó para adjudicarse el trabajo a que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 1085, de 5 de mayo de 1998., inserta en el tomo N° 14 guardado en custodia bajo el número 722. En los tres documentos que contienen los presupuestos menciona un equipo que iba a participar en los trabajos, con nomenclaturas bastante específicas. Sin embargo, como el equipo que en definitiva participó fue proporcionado por Alonso o por Ximena Riff, por el tiempo transcurrido no está en condiciones de precisar ni atribuirle a las personas que entregaron boletas una de aquellas funciones específicas que indica. A la época en que le entregaron las boletas tenía entendido que habían participado en los trabajos, pero también es posible que se las hayan entregado para justificar costos de la consultoría a petición suya o porque Riff o Alonso se las entregaron para esos efectos. Es posible que las tres boletas que entregó Roberto Alonso hayan sido para justificar gastos y en ese caso él sólo se habría beneficiado con el impuesto que debía devolverle el Servicio de Impuestos  Internos, porque con Alonso, salvo la situación  a que hizo alusión en la anterior declaración relativo al préstamo, nunca tuvo ningún tipo de operaciones comerciales o profesionales por las que tuviera que pagarle. Los informes presentados no los hizo él ni su consultora, sólo los revisó, fueron hechos por el equipo que conformó Ximena Riff o Roberto Alonso, por lo tanto, no está en condiciones de decir quien o quienes fueron los autores de los informes.
Pedro Mariano Quezada Guajardo, a fojas 15.504 (fojas 2.988 letra A), en la que expresó que se desempeñó en la Dirección de Vialidad entre diciembre de 1981 y febrero de 2003. Siempre tuvo la calidad de empleado público, incorporado a la planta o a contrata. Cuando ingresó le parece que lo hizo en un cargo equivalente al grado 13 u 11 de la escala única de sueldo y desde octubre de 1998 y hasta principios de 2001 tuvo un cargo equivalente al grado 2, porque se desempeñó como subdirector de Vialidad Urbana, y entre principios de 2001 y hasta febrero de 2003 ejerció un cargo equivalente al grado 4, porque laboró como jefe del Departamento de Obras Urbanas y en el último año como jefe de proyecto. El sueldo era pagado mediante cheque fiscal. Entre noviembre de 1998 y junio de 2001 efectuó labores adicionales para la Coordinación General de Concesión, por requerimiento de Carlos Cruz Lorenzen, Coordinador General de Concesiones. Esta labor la desempeñó en la Unidad de Proyecto a cargo de Julio Toro y consistió en participar en reuniones de trabajo relacionados con temas viales, en las que revisaban planos y proyectos de concesiones relativos a expropiaciones, libre tránsito de acceso a predios, etc. No existen informes propiamente tales que den cuenta del cometido, si no más bien minutas de trabajo o informes menores de dos o tres páginas que  complementaban su participación en las reuniones y que eran más bien esporádicos, porque los elaboraba cuando era necesario dejar constancia de algún aspecto especial. Estos informes deberían estar en dependencias en la unidad de proyectos de la coordinación. Sergio Cortés fijó el monto de los honorarios y le indicó a quien tenía que emitir la boleta. Extendió boletas a Gate S.A. y al Instituto de Economía, todas por $ 450.000.- líquido. No ha percibido otras sumas de dinero diferentes. El horario normal de trabajo era entre las 08.30 hrs. y las 17.20 hrs. y las labores extraordinarias las efectuaba fuera de dicho horario. Después de junio de 2001 no continuó percibiendo honorarios adicionales porque no fueron necesarios sus servicios.

Matías de la Fuente Condemarín, a fojas 15.559 (fojas 3.042 letra A), en la que señaló que en los primeros meses de 1999 se decidió crear la página  web del comando,  que se denominó “Lagos.cl”, y, para ese efecto, contrató a Eduardo Faunes Amigo, recomendado por  el jefe de informática de la Dirección de Planeamiento, Oscar Montealegre. Los honorarios de Faunes fueron pagados por la Fundación Chile 21 o por Caditel y no por Sergio Cortés Castro, a la sazón funcionario de la Coordinación General de Concesiones. Recuerda que mientras  Faunes estaba cumpliendo su labor le manifestó que necesitaba dinero, planteando que un anticipo podía solucionar el problema. Decidió facilitarle dinero de su peculio, porque no era posible adelantar recursos con los fondos de la campaña, parece que le entregó $ 4.000.000.- en dos partidas, sin recordar si fue en cheque o en efectivo. Faunes tiempo después devolvió el dinero mediante dos cheques, que son los que se exhiben, cada uno por la suma de $ 2.000.000.- girados el 2 de agosto y el 2 de septiembre de 1999. 
A fojas 15.646 (fojas 3.129 letra A), tratándose de los trabajos adjudicados a Délano Consultores y a que se refieren las Resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas N° 1880 de 22 de agosto de 1997, 2955 de 17 de diciembre de 1977 y 1085 de 5 de mayo de 1998, señaló que sólo sabe que hace aproximadamente un año y medio  a la fecha, alguien que no está en condiciones de identificar  por el tiempo  transcurrido, le manifestó que habían unos contratos adjudicados en la época en que se desempeñó como director titular o subrogante en la Dirección Nacional de Planeamiento, en los que se  habían configurado situaciones irregulares o anómalas, agregándole que con esos contratos “me iban a joder”. Ubicó a la jefa administrativa de la época, Ana María Arriagada, y a Ximena Riff, que en esa época fue su asistente, y les consultó de que se trataba la información, y ambas le dijeron que en la época que fue director se habían adjudicado unos trabajos a una empresa cuyo nombre no recuerda, pero que tenía el nombre de una persona natural, en los que habían laborado algunos funcionarios de la dirección. Le señalaron que no se preocupara, que estaban todos los trabajos y que no había nada irregular. Por lo manifestado por ellas los trabajos eran para la Coordinación General de Concesiones, algo relativo al estudio de la macrozona, y mencionaron a Mario Tala como uno de aquellos funcionarios que había trabajado. Recuerda, en todo caso, que en la época en que fue director había algunos funcionarios que estaban trabajando para la coordinación y esa situación no le pareció extraña, más aún si él estaba en la misma condición, porque percibía honorarios adicionales por trabajos a ese organismo. El cargo de Director Nacional de Planeamiento, ya sea en la calidad de subrogante o titular, lo desempeñó entre fines de 1996 o principios de 1997 y hasta agosto de 1998. La subrogancia se debió a que la titular estuvo con licencia médica durante bastante tiempo. Mientras ejercía el cargo subrogante mantenía el cargo, desde el punto de vista funcional, de jefe de asesores del ministro de la época. Nunca durante la época en que se desempeñó como Director Nacional de Planeamiento, en la calidad de titular o subrogante, llegó acuerdo con algún funcionario con la finalidad de mejorar la remuneración que legalmente le correspondía.

Carlos Antonio Toro Urbina, a fojas 15.560 (fojas 3.043 letra A), en la que señaló que desde 1995 y hasta septiembre de 2003 se desempeñó en el Ministerio de Obras Públicas, en la Dirección de Obras Portuarias hasta marzo de 2000, en la Dirección General de Obras Públicas, Unidad de Proyectos Sociales, hasta febrero de 2003, y desde esta última fecha y hasta septiembre de 2003 en la Secretaría Regional Ministerial de Obras Públicas de la 6° región. Siempre trabajó como asesor, suscribiendo anualmente convenios ad referéndum, y los honorarios eran pagados mediante cheque fiscal previa emisión de la respectiva boleta de honorarios, más la entrega de un informe de actividades. Nunca recibió sumas de dinero adicionales pagadas en efectivo. Alonso Castillo nunca le dio dinero en efectivo durante el tiempo que trabajó en la Unidad de Proyectos Sociales, por ningún concepto. En más de una oportunidad debió incurrir en gastos por los cometidos de servicios, los que eran retornados siempre mediante cheque fiscal. Los gastos por concepto de viáticos estaban asociados a un grado referencial de la escala única de sueldo y, por lo tanto, se tratan de sumas de dineros fijadas regular y administrativamente.

Camilo Augusto Duarte Riveros, a fojas 15.602 (fojas 3.085 letra A), en la que señaló que entre 1993 y 1995 se desempeñó en el ministerio, en algunas épocas  a honorarios y en otras a contrata. Desde enero de 1996 y hasta la fecha de su declaración trabaja a honorarios en la Coordinación General de Concesiones, Departamento de Informática a cargo de Marcia Román. Tiene la impresión que los honorarios pagados entre 1996 y fines de 1999 fueron pagados mediante cheque fiscal. Pero los de  enero de 2000 y hasta agosto de 2001 se solucionaron con cheque fiscal, previa extensión de boletas de honorarios al MOP- Administración Sistema de Concesiones. Los honorarios de septiembre de 2001 y hasta diciembre de 2002 los pagó el Instituto de Economía y Cygsa Chile S.A., por lo  tanto, nunca ha desempeñado labores para esas empresas. Fue Leslie Arredondo la que le manifestó que debía extender las boletas de honorarios a dichas sociedades. Desde enero de 2003 y hasta la fecha de su declaración se pagan mediante cheque fiscal, extendiendo la respectiva boleta de honorarios al MOP- Administración Sistema de Concesiones. La única labor de tipo extraordinaria que efectuó, por la que recibió honorarios adicionales, fue aquella que ejecutó durante el 2001, porque a petición de Sergio Cortés trabajó en el Sistema de Administración Financiera, SAFI, específicamente en trabajos de informática. Por esa labor le pagaron $ 1.500.000.- en efectivo y en diferentes partidas. Fue Cortés el que fijó los honorarios y siguiendo sus instrucciones extendió las boletas N°s 121, 122 y 123 a Gate S.A. Ese trabajo lo desempeñé en el ministerio. Nunca ha prestado boletas de honorarios a terceros y no ha recibido otras sumas de dinero, pagadas en efectivo o mediante cheque, diferente a aquellas que están respaldadas con boletas de honorarios. 


Elaboró el informe titulado “Realidad y perspectivas”, guardado en custodia bajo el N° 439, pero no se  trata de una labor de tipo adicional, sólo resume las labores que efectuó en el 2001.


A fojas 15.605 (fojas 3.088 letra A), señaló que los dineros que percibió de Délano Consultores y Cía. Ltda., respaldados con las boletas N° 66 y 69, no corresponden a servicios prestados a esa empresa, porque a la fecha de su emisión trabajaba en la Dirección de Planeamiento, sino que los recibió para mejorar su remuneración. Pablo Fica u Oscar Montealegre dispusieron los pagos. Todas las sumas de dinero que percibió ya sea por concepto de honorarios u honorarios adicionales, están respaldados con boletas, y eso lo lleva a afirmar que Délano Consultores y Cía. Ltda. no le pagó otras sumas de dineros diferentes a aquellas indicadas en las dos boletas que emitió. Por el tiempo transcurrido no recuerda si Délano Consultores pagó con cheque o en dinero efectivo. Dichas declaraciones las ratificó, según consta a fojas 18.391.

Iván Manuel Ibáñez Castro, a fojas 15.610 (fojas 3.093 letra A), en la que señaló que se desempeña en el Ministerio de Obras Públicas desde 1972, primero en la Dirección de Riego, hoy Dirección de Obras Hidráulicas, después en la de Planeamiento y en la Subsecretaría de Obras Públicas. Parece que en 1980 se incorporó a la planta permanente y cree que en un cargo equivalente al grado 6 de la escala única de remuneraciones. Su sueldo es el equivalente a un grado de la escala única y siempre se ha pagado mediante cheque fiscal. Oscar Montealegre en 1998 le solicitó que participara en un programa de capacitación de funcionarios en materia informática, manifestando que se pagaría un honorario de tipo adicional. Estos cursos de capacitación los impartió durante 1998, 1999 y 2000, conjuntamente con Sereño, Zamorano, Palma y Giannoni. Los honorarios adicionales fueron pagados por la Subsecretaría de Obras Públicas mediante cheque fiscal y previa emisión de la respectiva boleta de honorarios. Estos cursos de capacitación se impartieron a una gran cantidad de funcionarios. Además, en agosto de 1997 y en los meses de agosto, septiembre y octubre de 1998, percibió la suma líquida de $ 81.000.-,  tiene la impresión  que con la finalidad de mejorar la remuneración, trabajaba horas extraordinarias y no había fondos para pagarlas. Cree que fue el jefe de esa época, Pablo Fica, el que dispuso los pagos y tiene la  impresión que las recibió en efectivo. Parece que Fica le dijo que emitiera boletas de honorarios a Délano Consultores y Cía. Aparte de esas cuatro sumas de dineros de $ 81.000.-cada una, respaldadas por las boletas de honorarios extendidas a Délano Consultores y Cía., no recibió otras pagadas mediante cheque o en efectivo. 
Alejandra Rodríguez Godoy, a fojas 15.611 (fojas 3.094 letra A), en la que señaló que el 1 de julio de 1996 ingresó a la Dirección de Planeamiento a contrata, con un sueldo equivalente al grado 6 de la escala única de remuneraciones, pagado mediante cheque fiscal. El 31 de diciembre de 1997 se puso término a la contrata y se desvinculó totalmente del Ministerio de Obras Públicas. La directora de la época, Irene López Grondona, le manifestó que el sueldo  iba a comprender la suma equivalente al grado 6, más una suma adicional por la cual debía emitir boletas de honorarios, la que fue pagada hasta agosto de 1996 mediante un cheque fiscal, emitiendo las respectivas boletas de honorarios al ministerio. Desde octubre de 1997 la suma adicional fue pagada por la sociedad Délano Consultores y Cía. Ltda. y fue la jefa de la época, Ana María Arriagada, la que dijo que debía emitir boletas a dicha sociedad. No le pareció rara esta situación porque era el procedimiento habitual en la dirección, pues sabía que a otros funcionarios se les pagaba por otras sociedades particulares. Percibió las siguientes sumas de dinero de Délano Consultores y Cia. Ltda.: en octubre de 1997 $ 180.000.-, en noviembre de 1997 $ 270.000.-, el 3  y 31 de diciembre de 1997 $ 225.000.- y el 2 de abril de 1998 $ 225.000.-, esta última suma de dinero la percibió cuando estaba desvinculada del ministerio, pero se trataba de dineros que le debían. Estas sumas de dineros adicionales fueron pagadas siempre mediante cheques provenientes de la cuenta corriente bancaria de la sociedad Délano Consultores y Cía Ltda. Nunca percibió efectivo y todas las sumas de dinero adicionales se encuentran respaldadas con boletas de honorarios. No recibió otras sumas diferentes a las señaladas.
Agregó que se puso término a su contrata porque no estaba de acuerdo con el procedimiento que se estaba utilizando para pagar las remuneraciones de los empleados públicos. La función que desempeñaba era la de jefe de finanzas de la Dirección de Planeamiento. Añadió que en agosto de 1997 quedaron recursos disponibles de un programa denominado “Foro de Infraestructura Asia Pacífico”, aproximadamente $ 11.000.000.-, y Ana María Arraigada dijo que el Director de Planeamiento, Matías de la Fuente, le había manifestado que ese dinero había que repartirlo entre tres personas: ella, Roberto Alonso y Gloria Gimpel, ordenándosele redactar unos términos de referencia para respaldar los pagos. Se negó y la situación le provocó depresión, estando en tratamiento psiquiátrico durante un mes. La psiquiatra le manifestó que debía renunciar y al volver le pidieron la renuncia por falta de confianza. Tiene entendido que los términos de referencia fueron elaborados por la persona que la reemplazó.
María Verónica Cecilia Ortiz Lira, a fojas 15.613 (fojas 3.096 letra A), en la que manifestó que entre el 1 de enero de 1998 y diciembre de 2002 trabajó en el Ministerio de Obras Públicas, como secretaria de los asesores o del jefe de gabinete de los ministros, a honorarios que se pagaban mediante cheque fiscal, previa emisión de la respectiva boleta de honorarios. Antes de ingresar a trabajar en el ministerio y por tres meses trabajó para la consultora Délano Consultores y Cía. Ltda., y a esa época el ministerio le había adjudicado un proyecto, debiendo constituirse en dependencias del gabinete del ministro para recabar información relativa a obras y servicios. Por esa labor la sociedad pagó un honorario  bruto de $ 250.000.- mensuales y emitió las boletas de honorarios N° 40, 41 y 42 de 3 de noviembre, 1 de diciembre y 31 de diciembre, todas de 1997. Délano pagó en efectivo y sólo lo que da cuenta las boletas de honorarios.
Ana María Arriagada Pino, a fojas 15.616 (fojas 3.099 letra A), en la que señaló que en septiembre u octubre de 1995 ingresó a honorarios a la Dirección de Planeamiento, específicamente para trabajar en el Programa de Agua Potable Rural, haciéndose cargo del Departamento de Administración de la referida dirección desde mediados de 1996 hasta diciembre de 1998, época que pasó a desempeñarse en la Secretaría General Técnica de la Dirección de Planeamiento hasta marzo de 2000, porque en abril de ese año fue destinada a la Coordinadora de Proyectos Sociales, unidad dependiente de la Dirección General de Obras Públicas y que estaba a cargo de  Roberto Alonso. En la época en que trabajó en dicha coordinadora incurrió en gastos menores, fundamentalmente insumos de oficina, que nunca excedió de $ 100.000.- como monto total global por todo el período trabajado en esa coordinadora, que, previa rendición con las respectivas boletas, fueron devueltas en efectivo por Alonso. En esta coordinadora trabajaban Lucía Ganter Vera, Carlos Toro Urbina, Luis Gutiérrez Campos, Marcelo Vega Alarcón Eliana Orellana Martínez, por poco tiempo una secretaria de nombre Magaly García y también un ingeniero que se llamaba Jesús Romero. Esta unidad desapareció a fines de 2001 por falta de interés de las autoridades. Después fue destinada con Carlos Toro a la Secretaría Regional Ministerial de Obras Públicas de la Sexta Región, el Secretario Regional Ministerial era Roberto Alonso. En junio de 2003 se desvinculó totalmente del ministerio y se fue a trabajar a la Presidencia de la República, Unidad de Subvenciones Presidenciales, lugar donde se desempeña hasta la fecha de su declaración. Al ministerio ingresó a honorarios, pero cuando se hizo cargo de la jefatura del Departamento de Administración fue incorporada a la planta directiva de confianza, grado 4 de la escala única de remuneraciones, grado que mantuvo hasta que se fue a la Coordinadora de Proyectos Sociales, porque ahí estuvo a contrata en grado 7. Percibió honorarios de la Dirección de Vialidad  con la finalidad de compensar la diferencia de remuneración que se produjo por el cambio de grado, efectuando labores adicionales relacionadas con su profesión.


Durante la época en que se desempeñó como jefa del Departamento de Administración de la Dirección de Planeamiento, Délano Consultores y Cía. Ltda. estaba prestando servicios parece que para la Coordinación General de Concesiones y relacionados con materias de la referida dirección, y como aparentemente el consultor tuvo problemas en la elaboración del informe, Juan Pablo Délano Icaza, representante de la consultora, le pidió que revisara la estructura metodológica de los informes e hiciera las correcciones gramaticales y ortográficas correspondientes. El trabajo de revisión de los informes lo hizo en la oficina o en su casa. Cree que Juan Pablo  Délano le pagó personalmente los honorarios cuando le entregaba los trabajos. Lo más probable es que le haya pagado en efectivo y si pagó con cheque debió cobrarlos por ventanilla, porque en esa época no tenía cuenta corriente. Los pagos no eran periódicos ni sumas fijas, pero fueron por los montos que indican la boletas de honorarios. De Délano Consultores y Cía. Ltda. percibió las siguientes sumas de dineros: en noviembre de 1997 $ 144.261, en marzo de 1998 $ 270.000.-, en abril de 1998 $ 1.400.000.- y en mayo de 1998 $ 1.170.000.-. No ha recibido más dinero de dicha consultora  y todo está respaldado con boletas de honorarios. Nunca Alonso, salvo cuando estuvieron en la Coordinadora de Proyectos Sociales, le pasó sumas de dinero en efectivo o cheques. 


Cuando se hizo cargo de la jefatura del Departamento de Administración se acercó un grupo de profesionales para preguntarle qué procedimiento iba a utilizar con la finalidad de mantener las remuneraciones que  tenían mejoradas con pagos adicionales. Dijeron que tenían un acuerdo con la directora anterior para ese efecto, pero sin especificarlo. Su respuesta fue categórica en el sentido que la Dirección de Planeamiento iba a pagar exclusivamente la remuneración correspondiente al grado respectivo de la escala única de remuneraciones y, por lo tanto, nunca le dijo a ningún profesional o empleado de la dirección que emitiera boletas a  Délano Consultores y Cía. Ltda. o a otra.


No recuerda que en agosto de 1997 haya recibido alguna suma de dinero que haya quedado como saldo de un foro denominado “Foro Infraestructura Asia Pacífico”, ni que haya ordenado redactar términos de referencia de un contrato para regularizar  la recepción de dineros por su parte o de terceros.

Oscar Armando Montealegre Iturra, a fojas 15.629 (fojas 3.111 letra A), en la que señaló que se desempeñó en la Subsecretaría de Obras Públicas desde el 2 enero de 1993 y hasta el 31 de diciembre de 1995, como asesor en materia de organización y método en la Unidad Informática; desde el 2 de enero de 1996 y hasta el 31 de diciembre  del mismo año fue el encargado del soporte técnico del Departamento de Informática de la Subsecretaría de Obras Públicas;  desde el 2 de enero de 1997 y hasta el 31 de marzo de 1998 en proyectos informáticos del Departamento de Informática de la  Dirección de Planeamiento;  desde el 1 de abril de 1998 al 13 de septiembre de 2000 fue el encargado de informática de la Dirección de Planeamiento  y desde el 14 de septiembre de 2000 y hasta el 31 de mayo de 2002 de la Dirección de Informática de Telecomunicaciones de la Subsecretaría  de Obras Públicas. Hasta febrero de 1997 estuvo contratado a honorarios,  los que se pagaban mediante cheque fiscal previa emisión de la respectiva boleta de honorarios. Después tuvo la calidad de contrata en un cargo equivalente al grado 2 de la escala única de remuneraciones, también pagado mediante cheque fiscal.


En el segundo semestre de 1997 fue invitado a una reunión en dependencias de la Dirección de Planeamiento, a la que asistió el consultor Juan Pablo Délano, le parece que el Director de Planeamiento de la época, Roberto Alonso, y un ingeniero de la Coordinación General de Concesiones, cuyo nombre no recuerda, en la que se puso en su conocimiento que la referida coordinación estaba realizando un trabajo, a través del consultor, relacionado con estrategias de inversión y la macrozona, informándosele que se requería la participación de un experto en materia informática, aceptando participar. Supone que a Délano se le había adjudicado la consultoría y él le manifestó que iba a percibir honorarios, sin hablar de los montos. La labor la efectuó durante fines de 1997 y parte de 1998, y fundamentalmente debió mantener una base de datos paramétricas de planificación de transportes y emitir informes de acuerdo a las solicitudes que se le formulaban. Supo el monto de los honorarios cuando le solicitaron una boleta y emitió las siguientes: octubre, noviembre y diciembre de 1997 por la suma bruta  de $ 561.550.- cada una,  además en diciembre de ese año emitió otra por igual suma y una por $ 95.000.-; en abril de 1998 por $ 561.550.-; en junio de 1998  por $ 1.190.000.-; en agosto de 1998 dos por la suma de $ 591.000.- y en septiembre y octubre de igual año por la suma de $ 595.000.- cada una. Las referidas sumas de dinero siempre fueron pagadas mediante cheques, que tiene la impresión que provenían de la cuenta corriente bancaria de la sociedad consultora. Tiene la certeza que ninguno de los cheques eran de la cuenta corriente bancaria de algún funcionario del ministerio. Nunca recibió dinero en efectivo, ya sea por el pago de servicios prestados por la consultoría a la que se refiere o por otro motivo. Todas las sumas de dinero que percibió de  Délano Consultores y Cía. Ltda. están respaldadas con las boletas de honorarios  y declarados los impuestos en el Servicio de Impuestos Internos en forma oportuna.


También en el 2001 prestó servicios profesionales al Centro de Investigación Aplicada para el Desarrollo de la Empresa, CIADE, en una asesoría adjudicada por el Ministerio de Obras Públicas, y su labor decía relación con la proyección de la informática al biministerio. Emitió a la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de Chile las siguientes boletas de honorarios: N° 363 de 12 de junio de 2001 por $ 4.500.000.-; N° 364, 365, 366, 367 y 368 de 26 de junio, 25 de julio, 25 de agosto, 24 de septiembre y 23 de octubre todas de 2001 y por $ 900.000.-
Magaly Jacqueline García Colvin, a fojas 15.641 (fojas 3.124 letra A), en la que señaló que entre agosto de 1992  y octubre de 1994 trabajó a contrata como secretaria en el Departamento de Abastecimiento  de la Subsecretaría de Obras Públicas y después como secretaria de los asesores del ministro Hurtado. Reingresó en octubre de 1997 a la Dirección de Planeamiento como secretaria, labor que desempeñó hasta diciembre de 2000, período en que también estuvo a contrata y percibía un sueldo equivalente al grado 15 de la escala única de remuneraciones, más un “plus” a título de honorario de $ 70.000.- mensuales, para lo cual celebró un convenio ad referéndum con la Dirección de Planeamiento.


Pablo Délano en los primeros meses de 1998 iba a visitar a Roberto Alonso, su jefe, preguntándole si le podía tipear unos documentos, lo que aceptó porque necesitaba mejorar su remuneración. Le propuso pagar algo así como $ 180.000.- mensual, suma bastante conveniente porque equivalía más o menos a la mitad de lo que percibía del ministerio por concepto de sueldo. La documentación decía relación con materia de caminos, como temas relacionados a concesiones. Délano nunca le dijo quien era el receptor definitivo de los trabajos o el motivo de los mismos. No hubo pagos mensuales de dinero y recuerda que recibió un cheque por la suma de $ 630.000.- que respaldó con la boleta N° 11 y tiene la impresión que la suma de $ 345.600.- respaldada con la boleta N° 10 fue pagada con dos cheques. Tiene la impresión que Roberto Alonso sabía que estaba trabajando para Pablo Délano, le parece que eran amigos o cercanos.

Después trabajó en la Coordinadora de Proyectos Sociales y nunca su jefe, Roberto Alonso, le entregó dinero efectivo por ningún concepto.

Juan José Juárez Reyes, a fojas 15.712 (fojas 3.196 letra A), en la que señaló que ingresó a la Dirección de Planeamiento en septiembre de 1995 y trabajó hasta diciembre de 1999. Durante 1995 y 1996 trabajó a honorarios, en virtud de convenios ad-referéndum suscritos con la autoridad, pagándosele los honorarios mediante cheque fiscal, previa emisión de la respectiva boleta de honorarios. Como no tiene boletas emitidas al ministerio durante el curso de los años 97, 98 y 99, tiene la impresión que se debe a que adquirió la calidad de empleado público, porque recuerda que la remuneración era pagada mediante cheque fiscal con la correspondiente liquidación de sueldo ministerial.


Recuerdo que Ana María Arriagada, a mediados de 1998, le solicitó que elaborara informes que contuvieran su visión del desarrollo organizacional de la institución y su rol a futuro, elaborando dos documentos que entrega al tribunal. Le manifestó que esta labor adicional iba a ser pagada por una empresa consultora, contra entrega de boletas, y es por esa razón que emitió a Délano Consultores y Cia. Ltda. las signadas con los N° 20, 21, 22 y 23 de mayo, agosto y septiembre de 1998, por las sumas líquidas de $ 270.000.- y tres por $ 135.000.-. Consultó sobre la procedencia del pago de los honorarios por una empresa particular a su jefa Ana María Arriagada como al jefe de Recursos Humanos, Luis Gutiérrez, y los dos le manifestaron que el procedimiento era normal. Nunca  tuvo reuniones de ningún tipo con él o los representantes de la consultora, no los conoce. La documentación que elaboró la entregó a Ana María Arriagada, supone que formó parte de los documentos utilizados a futuro por las autoridades. Tiene la impresión que los honorarios siempre fueron pagados con cheques, proveniente de la cuenta corriente bancaria de Délano Consultores y Cía Ltda. 

Ricardo del Carmen Suárez Suárez, a fojas 15.714 (fojas 3.198 letra A), en la que señaló que desde 1973 se desempeña como auxiliar en la Dirección de Planeamiento, recibiendo sólo el sueldo que es pagado mediante cheque fiscal. No tiene recuerdos de que en alguna oportunidad, cumpliendo instrucciones, haya ido a un banco a cobrar por ventanilla un cheque emitido por una empresa particular, para entregar el dinero en efectivo al que lo mandó. Sin embargo, ante la exhibición del cheque proveniente de la cuenta corriente bancaria de Délano Consultores y Cía. Ltda., emitido el 2 de julio de 1999 por la suma de $ 500.000.-, manifestó que no colocó su nombre como beneficiario, pero la firma estampada tanto al anverso como al reverso y las anotaciones del reverso proceden de su mano,  por lo tanto, lo cobró por ventanilla pero no se benefició con ese dinero. La única explicación que cabe es que el director o algún jefe de departamento lo mando a cambiarlo, entregándole la plata en efectivo. También la instrucción la pudo haber recibido de la secretaria de la época. Por el tiempo transcurrido no está en condiciones de dar el nombre de la persona que debió darle la instrucción.

Lucia Carolina Moya Hormazábal, a fojas 15.716 (fojas 3.200 letra A), en la que señaló que desde agosto de 1998  trabaja en la Dirección de Planeamiento, como secretaria a contrata, percibiendo un sueldo que se paga mediante cheque fiscal  equivalente al grado 11 del escalafón técnico de la escala única de remuneraciones. Durante el curso de los años 1999, 2000 y 2001 realizó trabajos adicionales y percibió honorarios extras pagados mediante cheque fiscal y previa extensión de la boleta de honorarios. Nunca ha prestado servicios para sociedades consultoras relacionadas con el ministerio  y, por lo mismo, nunca ha trabajado para Délano Consultores. Estampó su nombre como beneficiaria en el cheque proveniente de la cuenta corriente bancaria de esa sociedad, girado el 5 de mayo de 1999 por la suma de $ 889.884.-, y lo cobró sin beneficiarse con su importe, porque cumplió instrucciones de la jefatura. A esa fecha sólo pudo mandarla el Director de Planeamiento, Roberto Alonso, y, por lo tanto, a él debió haberle entregado la plata. 
Oscar Arturo Figueroa Monsalve, a fojas 15.744 (fojas 3.227 letra A), en la que indicó que desde marzo de 2000 y hasta noviembre de 2001 se desempeñó como asesor de Carlos Cruz Lorenzen. Los primeros dos meses en su gabinete, ubicado en Morandé 6° piso, y después en dependencias del Ministerio de Transporte ubicadas en Amunategui 134, porque las asesorías eran netamente en materia de transporte. Tiene entendido que suscribió un convenio ad-referéndum con el Ministerio de Transporte. Los honorarios los reguló de consuno con Cruz, con quien fue compañero en la universidad, en la suma bruta de $ 2.777.778.- Los honorarios se pagaron mediante cheque fiscal. En diciembre de 2001, a petición del ministro dejó de prestarle asesorías, asumiendo el cargo de Secretario Ministerial de Transporte, cargo que dejó a fines de enero de 2002. Además de los honorarios señalados percibía uno por un monto aproximado de $ 30.000.-  por la labor de consejero de la Junta de Aeronáutica Civil. Como el sueldo de Secretario Regional Ministerial era de una suma aproximada de $ 800.000.-, esto es, casi un tercio de lo que recibía como asesor, y se puso término al convenio de honorarios en forma anticipada,  le manifestó a Carlos Cruz que la nueva situación no le convenía y que el nuevo sueldo no le satisfacía, y que por  la nueva  labor iba a tener las mismas o más responsabilidades. Carlos Cruz dijo que lo iba a pensar, no le dio una solución concreta, dijo algo así como “vamos a ver”, no dijo que hablara con Sergio Cortés Castro, ni tampoco habló con Cortés sobre ese aspecto. Sergio Cortés Castro en  enero de 2002, antes que a Carlos Cruz se le pidiera la renuncia, le pasó en efectivo $ 2.000.000.- Supone que Carlos Cruz le dijo que arreglara su situación. Cortés simplemente le pasó el dinero, no le dijo su procedencia ni le pidió boleta de honorario. Sólo recibió $ 2.000.000.- en efectivo.
Cristián Marcelo López Ugalde, a fojas 15.754 (fojas 3.237 letra A), en la que manifestó que en el curso de 1997 prestó asesorías profesionales puntuales remuneradas a la Dirección de Planeamiento y a la Dirección de Vialidad,  suscribiendo convenios ad referéndum que fueron aprobados por resoluciones de la autoridad respectiva. De enero de 1998 y hasta febrero de 2003 prestó servicios en forma regular a la Dirección de Planeamiento, a contrata o a honorarios. En la Dirección de Planeamiento se desempeñó como asesor de la directora Dolores Rufián y del jefe  del Departamento de Planificación Estratégica Mario Atala, también como profesional desarrollando modelos de transportes y uso de suelo e interviniendo en las actividades necesarias para la aplicación de los mismos. Aparte del desempeño profesional en el ministerio prestó asesorías a diferentes entidades, las que no puede prestar a partir de la vigencia de la ley que regula las denominadas “funciones críticas”.
En 1997 formó parte de un staff de profesionales de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile, Departamento de Ingeniería Industrial, participando en un proyecto que se extendió aproximadamente por tres años, celebrando convenio de honorarios con dicha facultad. Su labor fundamentalmente consistió en desarrollar escenarios de uso de suelo y proyección de actividades económicas. Esta labor la desempeñó fuera del horario normal de la administración pública y como una actividad profesional independiente y sólo hasta antes de la vigencia de la ley que regula las “funciones críticas”. Por las labores profesionales que prestó a diferentes entidades públicas y privadas, emitió boletas de honorarios. Todas obedecen a una prestación efectiva de servicio. Nunca ha facilitado boletas de honorarios a terceros.


Nunca ninguno de sus superiores jerárquicos del ministerio le pagaron “suples” de remuneraciones a través de terceras empresas.

A fojas 15.756 (fojas 3.239 letra A), señaló que ratificaba su anterior declaración, en el sentido que nunca recibió cheques o dinero efectivo de  empresas o sociedades y que no hubiera respaldado con una boleta de honorarios, ni “suples” de remuneraciones pagados por el ministerio en forma directa o a través de terceras empresas. Tampoco jamás recibió instrucciones de sus superiores para que pagara  en efectivo sumas de dineros a personal del ministerio. Nunca ha trabajado para la empresa MP Délano Consultores o para Pablo Délano Icaza. Ante la exhibición del cheque girado en contra de la cuenta corriente de Gustavo Faunes Amigo del Banco Crédito e Inversiones N° 83022589, por la suma de $ 3.402.000.- y girado el 9 de diciembre de 1999, manifestó que examinado el dorso del documento aparece estampado una firma que le pertenece y que el número estampado debe corresponder a la cuenta corriente que en esa época mantenía en el Banco Santiago. Sin embargo, no sabe a qué corresponde, puede ser que alguien le pidió que lo depositara en su cuenta y que después le entregara el importe, es lo más probable, porque nunca recibió dineros “por el lado”. Nunca prestó servicios a Gustavo Faunes Amigo o a Eduardo Faunes Amigo, a los que no conoce. Todos los trabajos adicionales que hizo fueron con convenios de honorario, pagados mediante cheque y emitió la respectiva boleta de honorarios a la empresa, sociedad u organismo que requería sus servicios. 
Leonardo Patricio Osorio Briceño, a fojas 15.778 fojas 3.261 letra A), en la que manifestó que trabaja en la Coordinación General de Concesiones desde febrero de 1999, mediante contratos de honorarios de carácter anual celebrados con el Coordinador de Construcción de la Coordinación General de Concesiones, aprobados por decreto del Director General de Obras Públicas. Los honorarios se pagan mediante cheque fiscal, emitiendo la respectiva boleta de honorarios al MOP- Administración Sistema de Concesiones. Sin embargo, en un periodo que corre entre noviembre de 1999 y hasta febrero de 2001 los honorarios los pagó Gate S.A., porque se le dijo que sus servicios eran necesarios pero no había posibilidades de ser contratado por el ministerio. Percibió $ 1.260.000.- líquidos.
En marzo de 2000 fue destinado a la Unidad de Resolución de Controversias de la Coordinación General de Concesiones y los honorarios fueron reajustados y pagados a través de Gate S.A. En marzo de 2001 celebró convenio de honorarios con la autoridad, sin  embargo, se le informó que por motivos presupuestarios no podían reajustarse los honorarios  y su jefe directo, Armando Espinoza Basualto, le manifestó que el reajuste a razón de $ 100.000.- mensuales iba a ser pagado por una consultora en dos cuotas, y es por esa razón que Jorge Piddo y Cía Ltda. le pagó la suma de $ 1.200.000.- líquidos en dos cuotas, que respaldó con las boleta N° 97 de mayo de 2001  y 104 de octubre del mismo año. También en el periodo en que trabajó en la  coordinación se le pagaron viáticos, tanto por el ministerio como por Gate S.A. Aparte de las sumas de dinero percibidas por concepto de honorarios, viáticos y el reajuste que pagó Jorge Piddo y Cía Ltda.,  no ha percibido otras. Desde enero de 2002 los honorarios fueron reajustados en la suma líquida de $ 1.440.000.-  y el reajuste fue íntegramente pagado por el ministerio.
Beatriz María Buccicardi Kretschmer, a fojas 15.781 (fojas 3.264 letra A), en la que indicó que desde noviembre de 1999 se desempeña en la Coordinación General de Concesiones, a la fecha de su declaración en la “Unidad de Territorio y Medio Ambiente”, en virtud de convenios ad referéndum anuales, aprobados por resolución del Director General de Obras Públicas. Los honorarios se pagan mediante cheque fiscal y ascienden a un monto bruto actual de $ 1.640.000.-, emitiendo boletas de honorarios al MOP- Administración Sistema de Concesiones. Nunca ha percibido sumas de dineros adicionales. En el período que corre de noviembre de 1999 a mayo de 2000 los honorarios los pagó Gate S.A., por la suma de $ 1.305.000.- mensuales.

José Ricardo Oróstiga Ceballos, a fojas 15.784 (fojas 3.267 letra A), en la que indicó que entre 1992 y fines de 1994 prestó servicios profesionales a contrata en la Dirección de Vialidad, Departamento de Puentes, a la que renunció a fines de 1994 para ir a trabajar a la Coordinación General de Concesiones a honorarios, servicios que prestó hasta mayo de 2003. En la época en que estuvo en la coordinación celebró contratos de honorarios, aprobados por resolución del Director General de Obras Públicas, los que se pagaban mediante cheque fiscal, previa emisión  de la respectiva boleta de honorarios al MOP- Administración Sistema de Concesiones. Nunca recibió sumas de dineros adicionales con la finalidad de mejorar su remuneración. 
Respecto de los dos cheques girados en contra de la cuenta corriente bancaria de Gate S.A, el 27 de enero y 23 de marzo de 2000, por la suma de $ 1.000.000..- y $ 2.000.000.-, respectivamente, señaló que deben corresponder a anticipo de sueldo, porque en los primeros meses de cada año había demora en el pago por problemas de orden administrativo, y el otro cree que corresponde a un préstamo que solicitó a Sergio Cortés Castro, jefe de administración y finanzas de la coordinación, con la finalidad de practicarle una operación a su hijo mayor. Tanto lo que recibió como anticipo o como préstamo lo devolvió, lo primero tan pronto recibió el sueldo y el segundo en cuotas. 

A fojas 15.833 (fojas 3.317 letra A), entregó fotocopia de un cheque que giró por la suma de $ 1.000.000.- a la orden de Gate S.A., por el que hace devolución del dinero facilitado en enero de 2000, y fotocopia de quince cheques girados, cinco por la suma de $ 200.000.- y el restante por $ 100.000.-, y que entregó a Juan Carlos Véliz para devolver la suma facilitada de $ 2.000.000.- Los cheques los dejó abiertos y algunas de las personas que figuran como beneficiarios las reconoce como empleados administrativos de la coordinación. 
Néstor Higinio Gutiérrez Gutiérrez, a fojas 15.785 (fojas 3.268 letra A), en la que declaró que nunca ha prestado servicios profesionales al Ministerio de Obras Públicas ni  a la Coordinación General de Concesiones, tampoco a Gate S.A. ni a Héctor Peña Véliz. Sin embargo a Peña Véliz lo conoció en el año 96 o 97, cuando coincidieron trabajando en la Corfo, Gerencia de Empresa, y posteriormente le arrendó una oficina ubicada en Av. Bulnes 790 Of. 67. Los ocho cheques girados de las cuentas corrientes de Héctor Peña Véliz y de  Gate S.A.,  entre diciembre de 1998 y junio de 2001 por un total de $ 8.100.000.-, deben corresponder a préstamos o devoluciones de préstamos efectuados por él. No ha sido intermediario de Peña,  en el sentido que los dineros que recibió, de que dan cuenta los cheques exhibidos, los haya traspasado a terceros.
María Teresa Gemma Chamorro Carrizo, a fojas 15.786 (fojas 3.269 letra A), en la que manifestó que desde octubre de 1999 a marzo de 2000 se desempeñó en la Coordinación General de Concesiones, cumpliendo funciones de estafeta a honorarios que pagaba  Gate S.A. Es por esa razón que de octubre a diciembre de 1999 emitió boletas a esa sociedad por la suma de $ 180.000.- cada una, y de enero a abril del 2000 por $ 225.000.- Se desvinculó en marzo de 2000, reintegrándose  al ministerio en enero de 2001. A la fecha de su declaración desempeña en la Dirección de Vialidad funciones administrativas a contrata, percibiendo un sueldo fiscal equivalente al grado veintiuno de la escala única de sueldos. Nunca ha percibido sumas de dineros adicionales pagadas en cheque o en efectivo bajo ningún concepto. 
Ricardo Vergara Aguirre, a fojas 15.794 (fojas 3.278 letra A), en la que señaló que en enero de 1961 ingresó a la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas, primero a contrata y una vez que recibió su título se incorporó a la planta permanente. Siempre realizó labores de inspector fiscal en diferentes contratos y percibía una remuneración equivalente al grado nueve de la escala única de remuneraciones, que se pagaba mediante cheque fiscal. En septiembre de 1996 renunció al cargo de la planta permanente y la Dirección  de Vialidad lo contrató como agente público. En el 2000 fue contratado en esa calidad por la Dirección General de Obras Públicas, para desempeñarse como agente público en la Coordinación General de Concesiones, calidad que tiene hasta la fecha de su declaración y siempre para desempeñar la función de inspector fiscal. En un principio fue inspector fiscal del contrato de “concesión Santiago- Los Vilos” y, actualmente, del contrato de “concesión de la Ruta 60 CH-“. Ha suscrito anualmente convenios ad- referéndum con la Dirección General de Obras Públicas, que han sido aprobados por decreto de la autoridad respectiva y tomados razón por la Contraloría General de la República. La remuneración puede ser considerada como de mercado, esto es, equivalente a lo que se le habría pagado en el área privada atendida su experiencia. Nunca ha recibido sumas de dineros adicionales con la finalidad de mejorar la remuneración que le correspondía como empleado o agente público. 

A fojas 15.795 (fojas 3.277 letra A), afirmó que nunca recibió  sumas de dineros adicionales con la finalidad de mejorar su remuneración. El cheque girado a su orden el 1 de febrero de 2000 por la suma de $ 1.500.000.-, proveniente de la cuenta corriente de Gate S.A., corresponde a anticipos de sueldos por la demora de tipo administrativo en que la contraloría incurría para tramitar los decretos de pago. En la coordinación había un sistema que consistía en que en el curso de los primeros meses de cada año todos los inspectores fiscales que necesitaban anticipos se incluían en una lista, indicando la cantidad de dinero, y se entregaba al Coordinador de Construcción, Pablo Anguita. La suma que recibió como anticipo lo devolvió cuando el ministerio pagó, mediante un cheque proveniente de su cuenta corriente bancaria 02-47464-6 del Banco Santander Santiago y que emitió a  Gate S.A. Ordenando sus documentos advirtió que el 30 de septiembre de 1999 giró el cheque N° 9625787, de igual cuenta corriente, por la suma de $ 2.500.000.-, que lo giró para devolver otro anticipo. A ese cheque no le puso el nombre del beneficiario porque así se lo ordenó alguien de la oficina de Sergio Cortés Castro.
María Emilia Honoria Marchi Badilla, a fojas 15.796 (fojas 3.279 letra A), en la que señaló que en  abril de 2000 ingresó a la Coordinación General de Concesiones, Unidad de Expropiaciones, asignada al contrato de concesión “Santiago-Valparaíso-Viña del Mar” o “Ruta 68 Troncal Sur”. Sin embargo, los honorarios cuyo monto reguló con alguien cuyo nombre no recuerda fueron pagados por Gate S.A. hasta enero de 2001. Suscribió un contrato de trabajo con Gate S.A., en dependencias de la coordinación, y, por lo tanto, nunca se reunió con el representante de esa sociedad, a quien no conoce. Los honorarios fueron pagados con cheques provenientes de la cuenta corriente de Gate S.A., que son los que se exhiben, todos por la suma de $ 1.000.000.-. Desde febrero de 2001 y hasta diciembre de 2002 los pagos los hizo el ministerio mediante cheque fiscal. Emitió boletas de honorarios a Gate S.A. y al MOP Administración Sistema de Concesiones. En enero de 2003 se desvinculó totalmente del ministerio y de la coordinación. No recibió sumas de dineros adicionales por ningún concepto.

Salvador José Guillermo Fernández Cifuentes,  a fojas 15.797 (fojas 3.280 letra A), en la que señaló que fue compañero de universidad de Carlos Cruz y que a mediados de 1995 se acercó a él con la intención de que lo contratara en la coordinación. En noviembre de ese año le dijo que se requería un profesional que se desempeñara como jefe de comunicaciones, presentando sus antecedentes curriculares. Carlos Cruz el 15 de diciembre de 1995 le dijo que había sido designado. Se desempeñó como jefe de comunicaciones de la coordinación entre enero de 1996 y junio de 1998, y los honorarios ascendían a la suma bruta aproximada de $ 2.000.000.-  pagados mediante cheque fiscal. Su contratación era en base a honorarios y con contrato anual. 

Entre febrero de 1999 y mayo de 2000 fue contratado por la coordinación como asesor externo, para efectuar estudios relativos a la divulgación del sistema de concesiones a la comunidad, como comparativos de peajes de carreteras internacionales. No recuerda como fue la contratación, esto es, si hubo convenios de honorarios suscritos por la coordinación o por alguna institución relacionada con ella. Le parece que no hubo términos de referencia, pero las contrapartes técnicas fueron Leonel Vivallos, Julio Toro y Roberto Salinas, los que, en definitiva, recibían los informes. Debe haber elaborado unos doce informes que deberían estar en dependencias de la coordinación, algunos no tenían una extensión superior a una plana y otros eran de diez a doce planas. En este periodo los honorarios fueron pagados por el Instituto de Economía entre febrero y septiembre de 1999 y por Gate S.A. entre octubre de 1999 y mayo de 2000, por lo tanto, corresponde al pago de honorarios los cheques girados por Gate S.A. 

Entre marzo y julio de 2001 se desempeñó en la Dirección General de Obras Públicas mediante un convenio que fue aprobado por la resolución N° 445, de 2 de marzo de 2001, como asesor en un aspecto específico. Entre abril y noviembre de 2002 se desempeñó como asesor experto también en una materia específica para la Dirección General de Obras Públicas, mediante un convenio aprobado por resolución  N° 826 de 3 de mayo de 2002. En estos dos períodos los honorarios fueron pagados mediante cheque fiscal. En diciembre de 2002 se desvinculó totalmente del ministerio y de la coordinación. Nunca recibió sumas de dineros adicionales para mejorar el monto de los honorarios, o por concepto de viáticos o de horas extraordinarias, pagados  en efectivo o cheque. Todas las sumas de dineros que percibió por los servicios prestados, ya sea a concesiones o al ministerio, están respaldados con boletas de honorarios.

Doris Isabel Paredes Hernández, a fojas 15.800 (fojas 3.283 letra A), en la que expresó que es cónyuge de Ángel Gustavo Faunes Amigo, con el que en septiembre de 1999  mantenía una cuenta corriente bipersonal en el Banco de Crédito e Inversiones, número 83022589. El cheque de 26 de septiembre de 1999 por la suma de $ 2.321.170.-, que se exhibe, lo giró para pagar el precio de un vehículo que adquirió en una automotora.

Etelvina del Carmen Rojas Nilo, a fojas 15.801 (fojas 3.284 letra A), en la que manifestó que desde octubre de 1997 se desempeñó como secretaria en la Coordinación General de Concesiones, y sus honorarios fueron pagados hasta diciembre de 2001 a través de contratos de apoyo, porque a partir de enero de 2003 los solucionó el MOP Administración Sistema de Concesiones mediante cheque fiscal. Los honorarios por el período que corre de octubre de 1997 a septiembre de 1998 los pagó el Instituto de Economía a razón de $ 300.000.- líquidos; los de octubre a diciembre de 1998 Gate  S.A. a razón de $ 450.000.- mensuales; los de enero a junio de 2000 igual sociedad por $ 495.000.- mensuales;  los de  julio de 2000 a marzo de 2001 la misma sociedad por la suma de $ 540.000.- mensuales; los de abril a diciembre de 2001 la  Facultad de Ciencias Económicas Administrativas de la Universidad de Chile a razón de $ 540.000.- mensuales; los de enero a diciembre de 2002 por igual facultad a razón de $ 564.300.- mensuales. 
Agregó que los cheques emitidos por Gate S.A., que son treinta y tres, corresponden al pago de sus honorarios, salvo  aquellos girados el 30 de junio y el 25 de agosto de 1999 por las sumas de $ 2.000.000.- y $ 1.244.464.-, respectivamente. Respecto del cheque por la suma de $ 2.000.000.- , manifestó que en junio de 1999 se encontraba en casa haciendo uso de una licencia por enfermedad, y Juan Carlos Véliz la llamó por teléfono diciéndole que tenía que cobrar un cheque por la suma de $ 2.000.000., y al preguntarle a qué se debía y que no podía porque estaba recién operada, le respondió que era para pagar unas facturas, y al decirle porqué la estaban usando, nada le respondió, pero le dijo  que no se preocupara porque lo iba a justificar e iba a enviar a un chofer para que la llevara al banco, lo que así fue. En la sucursal ubicada en Vicuña Mackenna con Diez de Julio cobró el cheque por ventanilla y se lo pasó en efectivo al chofer Jorge González, que era un junior de la coordinación. El otro lo cobró en la sucursal Santo Domingo, también cumpliendo instrucciones de Véliz, oportunidad en que parece que la acompañó el mismo junior, pasándole la plata en efectivo. Esta situación la preocupó porque figuraba cobrando unos cheques que no tenían justificación y le pidió a Juan Carlos Véliz que le entregara documentación de respaldo. Siempre dijo que no se preocupara y mostraba una gran cantidad de papeles diciendo que con eso estaban justificados los giros. En esa época le consultó a su jefe Sergio Salinas si correspondía hacer lo que pedía Véliz, respondiendo  que hiciera lo que le ordenara.

Clara Leonora Schzaranski Cerda, a fojas 15.887 (fojas 3.371 letra A), en la que señaló que en el curso de 1995 se advirtió un aumento importante de expropiaciones,  llegando en  1998 a un número superior a 5.000 expropiaciones, apreciándose que el Consejo de Defensa del Estado no contaba con la dotación de personal e infraestructura necesaria para llevar a cabo las labores que demandaba esa tarea específica. La abogado Procuradora Fiscal de Santiago de la época, Sylvia Morales Gana, en el curso de ese año, dio cuenta a los aparatos de gestión del consejo que el Ministerio de Obras Públicas no entregaba la información necesaria y correcta para realizar las gestiones previas a la expropiación, como son los estudios de títulos y los datos necesarios para efectuar las consignaciones. Esto motivó el envío de oficios a los personeros encargados de las expropiaciones y que enviaban la documentación, con la finalidad de que mejoraran la gestión. Al advertir que las deficiencias se mantenían, aún cuando el ministerio contrató personal bajo su dependencia para apoyar el sistema de expropiaciones, se enviaron oficios al ministro haciendo presente que era indispensable la supervisión por parte del consejo a las labores que estaba efectuando el personal ad-hoc contratado por el ministerio. Ignora el procedimiento utilizado para contratar ese personal. Los requerimientos fueron aceptados, en el sentido que ese personal quedara sometido a la supervisión del consejo, pasando a desempeñarse en sus dependencias ubicadas en diferentes lugares del país, lo que generó problemas de infraestructura por la sobrecarga humana en oficinas que estaban dotadas para el personal propio del consejo. Formularon reclamos por el hacinamiento en las oficinas y por la falta del equipamiento mínimo físico, siendo satisfecho el requerimiento con computadores que no exceden de 4 ó 5, impresoras en igual cantidad, y un escritorio,  esto ocurrió en sedes del consejo ubicadas en Valparaíso, San Miguel, Temuco y Valdivia. Dicha situación se mantuvo hasta el 2001, época en la que el Ministerio de Obras Públicas contrató al personal que estaba bajo la supervisión del consejo, desconociendo el régimen jurídico a que estaba sometido y el origen de los recursos con los que se pagaron sus honorarios. El ministerio en el año 2001 señaló  que no podía seguir haciendo aporte en personal, razón por la que empezó a hacer gestiones ante el Ministerio de Hacienda y el Presidente de la República, para que financiaran la tarea. Hacienda suplementó el presupuesto de 2002 para llevar a cabo la tarea propia de las expropiaciones, en un monto aproximado de $ 40.000.000.- y a partir de ese momento fue el consejo el que contrató personal que, en definitiva, fue el mismo que estaba trabajando remunerado por el ministerio, más otras personas que fueron contratadas directamente a honorarios, lo que significa que era un  trabajo transitorio y relativo al tema de las expropiaciones.

Con motivo de las publicaciones realizadas en la prensa relativas al caso, dio instrucciones para que se remitiera al ministro señor Aránguiz todos los antecedentes que obraban en el consejo, y al tomar conocimiento, aproximadamente en diciembre de 2002, que había una funcionaria administrativa del consejo que emitía boletas al ministerio como receptora, ordenó que se incoara un sumario administrativo, en el que surgieron otras personas en situación similar. Sin embargo, se concluyó que la funcionaria cumplía sus tareas en el consejo y que la prestación de servicios al ministerio no constituía ninguna irregularidad, porque la única incompatibilidad que tienen los funcionarios es la prestación de servicios a instituciones o particulares que litigan en contra del Estado. El sumario fue tomado razón por la Contraloría General de la República. Cuando Etcheberry asumió como ministro se efectuó una reunión en dependencias del consejo, con la finalidad de planificar el trabajo futuro en materia de expropiaciones, fundamentalmente en lo relativo a la carga de trabajo y territorio, porque las expropiaciones se estaban haciendo a lo largo del país, y en septiembre de 2005 se firmó un protocolo técnico de colaboración institucional en materia de expropiaciones. En consecuencia, el consejo a partir de 2002 contrató bajo sistema de honorarios al personal ad-hoc necesario. Nunca ni la coordinación ni el ministerio proporcionaron fondos para alhajar dependencias del consejo, sólo computadores, impresoras y un escritorio, desconociendo el origen de los dineros con los que se adquirieron.
Ingrid Eliana Pool Pérez, a fojas 15.911 (fojas 3.395 letra A), en la que señaló que es la cónyuge de Héctor Peña Véliz del que se separó aproximadamente en 1993. De común acuerdo fijaron una pensión de alimento ascendente a una suma aproximada de un millón de pesos mensuales, la que se pagó mediante depósitos en su cuenta corriente hasta noviembre o diciembre de 2002.

Nelson Roberto Pozo Silva, a fojas 15.914 (fojas 3.398 letra A), en la que, respecto de los cinco cheques girados a su orden y provenientes de la cuenta corriente que Héctor Peña Véliz mantenía en el Banco del Desarrollo N° 01.-07980-8, por las sumas de $ 60.000.- $ 500.000.- $ 1.500.000.- $ 1.000.000.- y $ 100.000.-, dos girados el 6 de septiembre de 2000, dos el 3 de noviembre de 2000 y uno el 7 de mayo de 2001, manifiesta que  corresponden al pago de honorarios por la prestación de servicios profesionales  y gastos originados por la interposición de la querella a raíz del  robo de que fue víctima la sociedad Gate S.A. en agosto de 2000. Por esos honorarios emitió una boleta por la suma de $ 3.000.000.-, pagando el impuesto respectivo.

René Francisco Vargas Oyarzo, a fojas 15.922 (fojas 3.406 letra A), en la que indicó que trabajó como administrativo en la Dirección de Planeamiento, cargo grado 12 de la escala única de sueldo, desde el 1 de octubre de 1997 y hasta el 4 de mayo de 2000, fecha en que presentó la renuncia. Cuando ingresó  se desempeñó bajo las órdenes de Carlos Giannoni y la jefatura la desempeñaba en un principio Pablo Fica y después Oscar Montealegre Iturra. Fue alguien de la dirección, cuyo nombre no recuerda por el tiempo transcurrido, quien le dijo que debía iniciar actividades en el Servicio de Impuestos Internos para que tuviera boletas de honorarios, no obstante que tenía la calidad de empleado público. Como no tenía título tenía que recibir una remuneración equivalente al grado 12 de la escala única de sueldo, inferior a la que se le había ofrecido, y es por esa razón que se le entregó en tres oportunidades dinero efectivo en un sobre, en cada oportunidad la suma líquida de $91.800.- y tuvo que  entregar boletas de honorarios a Délano Consultores y Cia Ltda. Esto ocurrió en agosto, septiembre y octubre de 1998. Nunca trabajó para esa empresa ni conoció al consultor, sólo realizaba las labores como empleado público en el área de soporte técnico e informática de la Dirección de Planeamiento.  Oscar Montealegre le pasó en las tres oportunidades el dinero efectivo en un sobre, instruyéndolo que debía emitir las boletas a la sociedad mencionada. Le pareció super rara la situación pero cumplió instrucciones de su superior. El resto de las boletas de honorarios emitidas a la Subsecretaría de Obras Públicas corresponden a una efectiva prestación de servicios en el área de capacitación a funcionarios a lo largo del país.

Pamela Alejandra Moraga López, a fojas 15.924 (fojas 3.408 letra A), en la que señaló que trabajó en la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas, Departamento de Expropiaciones, entre 1995 y 2002. Desempeñaba labores administrativas, a contrata, y percibía un sueldo equivalente al grado 15 de la escala única de sueldo, pagado mediante cheque fiscal. Como el trabajo no podía efectuarlo dentro del horario normal, atendido su volumen, y la Fiscalía no tenía presupuesto para pagar horas extraordinarias, la coordinación desde fines de 1998 y hasta comienzos de 2000, esto es, aproximadamente un año y medio, empezó a pagar horas extras, sin topes en cuanto el número de las horas extras, pero que se calculaban en relación al sueldo que le correspondía. Percibió mensualmente una suma aproximada de $ 80.000 a $ 90.000, cree que en un par de oportunidades recibió $ 150.000.- pero nunca más. Estas horas extras eran pagadas al principio por el Instituto de Economía y después por Gate S.A. y emitía boletas de honorarios. Nunca ha facilitado boletas de honorarios a terceras personas y todas las emitidas corresponden a una efectiva prestación de servicios y por concepto de horas extras.

Víctor Hugo Rojas Aguirre, a fojas 16.121 (fojas 173 letra B), en la que señaló que la Unidad de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas en el año 1998 planteó al Consejo de Defensa del Estado que las expropiaciones aumentarían explosivamente en la ruta  La Serena-Puerto Montt, lo que implicaría elevar los procesos expropiatorios de alrededor de 300 en Santiago a una suma cercana de 9.000 en el país, que estarían sujetos a un procedimiento de tramitación acelerada, exponiéndose el ministerio al pago de multas en el evento que se retrasase la entrega material de cada terreno expropiado.

              Los funcionarios del ministerio concientes del recargo de trabajo que iba a significar para el Consejo de Defensa del Estado, manifestaron que el ministerio disponía de los recursos necesarios para afrontar los gastos que demandaría el incremento de esta actividad (apoyo profesional, pago de publicaciones, pago de receptores). El consejo estuvo de acuerdo con ese planteamiento y, en un principio, el personal respectivo era seleccionado a través de cada Procuraduría Fiscal y el ministerio les pagaba directamente sus remuneraciones, vía contratos de honorarios o de otra especie, en cuyo análisis y decisión el consejo no intervino ni participó. Era un funcionario del ministerio o de la Unidad de Concesiones quien indicaba a cada una de estas personas cómo debían proceder para cobrar su remuneración. Durante el período en que se actuó de este modo -con empleados a cargo del ministerio- las reuniones de coordinación que permanentemente se hacían se limitaban a aspectos técnicos de los procesos, y en ellas la representante del ministerio era Dolores Rufián.

            El sistema varió a partir de enero de 2002, porque el ministerio a fines de 2001 indicó que no podía seguir financiando este personal, pese a que el trabajo expropiatorio permanecía pendiente y activo, reiterando el consejo lo que había expuesto en 1998, en orden a que sin ese personal no podía asumir responsabilidades. El presupuesto del consejo para el año 2002, como corolario de las reuniones y conversaciones, fue aumentado por Decreto del Ministerio de Hacienda en términos tales que permitió cubrir los costos, y, entonces, el consejo contrató a honorarios al personal que antes financiaba el ministerio, parte del cual aún presta servicios al consejo, en una calidad que no les imponía la categoría estatutaria de funcionarios públicos.
            Según los antecedentes que el consejo ha conocido por la prensa o por otras vías, aparecerían en situación de haber recibido remuneración como funcionarios del consejo y como empleados del ministerio, las siguientes personas: Ulises Nanjari, Carolin Cornejo, Yorka Valdés y Doris Cofré.

            Ulises Nanjarí, que fue funcionario del consejo antes del año 1999, renunció a su cargo cuando fue contratado por el ministerio (o por quien se le indicó) para cumplir las funciones señaladas, y en el 2002 fue nuevamente contratado por este Servicio, por lo tanto, no recibió doble remuneración. Carolin Cornejo, que antes de 1999 era también funcionaria del consejo y se desempeñaba como secretaria-administrativa y posteriormente como receptora en la Procuraduría Fiscal de Santiago, continuó trabajando en el mismo cargo con posterioridad, pero también prestó servicios en esa época al ministerio que le pagaba honorarios por los servicios de apoyo administrativo en la Procuraduría Civil. A partir de enero de 2002 sólo percibió el sueldo que le pagaba el consejo y en abril del mismo año dejó de prestar labores como receptora. Yorka Valdés era también secretaria y receptora de la Procuraduría Fiscal de Talca desde antes de 1999, y con ella sucedió lo mismo que con  Carolin Cornejo, pero después continuó desempeñando labores de receptora, hasta la actualidad, pero sólo percibe el sólo sueldo que le paga el consejo. Doris Cofré, que era procuradora del consejo de la oficina emplazada en Chillán, prestó servicios en idéntica calidad al ministerio, recibiendo pagos por tales labores de ese organismo o de las empresas que este dispuso, pero al tomar el consejo el control de este personal y verificar el doble pago, le puso término inmediato.
            El consejo en el 2002 tomó conocimiento que la Contraloría General de la República estaba sustanciando un sumario en el que a Carolin Cornejo se le formuló un cargo por una eventual falta de probidad, que se manifestaba por la incompatibilidad horaria para la prestación de servicios al ministerio, por lo que se inició también un sumario. El consejo no conoce otros casos  similares respecto de su personal ni tiene tampoco forma de saberlo, pues sus funcionarios no están obligados a informar si prestan otros servicios a distintos empleadores, considerando que  los abogados no tienen prohibición  de ejercicio privado y que la ley de probidad administrativa permite expresamente a los funcionarios públicos realizar otros trabajos fuera de su jornada laboral a empleadores distintos al  Fisco. Por lo anterior, la información que se tiene es básicamente la que los propios funcionarios entregan.

Cuando el consejo tomo a su cargo el personal que el ministerio pagaba, mediados de enero de 2002, comprobó que algunos recibían pagos del consejo y del ministerio,  resolviendo permitirlo únicamente por el mes de enero, en razón a que correspondía a servicios efectivamente prestados en ese mes a ambos. El consejo no sabe si este personal suscribió alguna vez contratos con el ministerio o empresas por las labores realizadas antes de enero de 2002.

Claudio Eduardo Arellano Parker, a fojas 16.124 (fojas 176 letra B), en la que expresó que efectuada una investigación al interior del Consejo de Defensa del Estado, advirtió que no existe ni ha existido pago de sobresueldos o de honorarios adicionales a sus directivos o abogados. Lo que hubo fue una vinculación con el Ministerio de Obras Públicas para llevar adelante lo relativo  a expropiaciones y si pagó sumas de dinero a algún funcionario del consejo lo fue en su calidad de receptor o por otras labores que fueron efectivamente prestadas, de lo que el consejo no tuvo conocimiento en esa época. 
Mario Antonio Ramírez Geiwitz, a fojas 16.263 (fojas 315 letra b), en la que señaló que ingresó a trabajar al Consejo de Defensa del Estado en julio de 1998, para desempeñarse en el área de consignaciones de expropiación, y si bien físicamente se desempeñaba en dicha repartición y actuaba como superior Rosa María Meersohn, Jefa de la Procuraduría Civil de Santiago, sus honorarios los pagaba el ministerio. El Consejo de Defensa del Estado lo contrató a honorarios en enero de 2002, extendiendo a dicho organismo las boletas respectivas, situación que se mantiene hasta la fecha de su declaración. 
Emitió las siguientes boletas: al ministerio en agosto de 1998 por la suma de $773.333, por labores desarrolladas en julio y agosto del mismo año, y por el periodo que corre de septiembre de 1998 a agosto de 1999 por la suma de $400.000 cada una; a Abaco por los meses de septiembre de 1999 a diciembre del mismo año, por la suma de $650.000; al ministerio en enero y febrero de 2000 por la suma de $650.000; al ministerio en los meses de marzo de 2000 a diciembre del mismo año por la suma de $650.000 y además a Abaco por la suma de $130.000, lo que hacía un honorario mensual de $780.000; al ministerio desde enero de 2001 a diciembre del mismo año por la suma de $780.000. El total de lo pagado por el ministerio asciende a $23.343.333 y por Abaco a $3.250.000, que pagó con cheques de su cuenta corriente. Nunca recibió sumas de dineros adicionales.

Christian Mauricio Ramírez Garrido, a fojas 16.354 (fojas 406 letra B), en la que expresó que por intermedio de un amigo supo que Abaco Consultores necesitaba un auxiliar. Al ser contratado se lo mandó a hablar con el Procurador Fiscal de San Miguel que le asignó labores administrativas. Empezó a trabajar el 15 de julio de 2000 y Abaco le pagaba una remuneración mensual de $300.000 líquidos, mediante un cheque de la cuenta corriente que dicha  empresa mantenía en un banco ubicado en Concepción. Esta situación se mantuvo hasta aproximadamente julio de 2001, pues como se producían atrasos en los pagos por parte de Abaco tuvo que celebrar un contrato a honorarios con el M.O.P. Sistema de Administración de Concesiones, siendo su sueldo pagado con un cheque fiscal del Ministerio de Obras Públicas, a razón de $250.000. En enero de 2003 celebró un contrato a honorarios con el Consejo de Defensa del Estado, situación que se mantiene hasta la fecha de su declaración. Nunca recibió sumas diferentes a las señaladas.

Pamela Alejandra Quiroz Núñez, a fojas 16.384 (fojas 436 letra B), en la que señaló que en noviembre de 1999 comenzó a desarrollar labores como procuradora en el área de expropiaciones, las que ejercía físicamente en el Consejo de Defensa del Estado de San Miguel. Anteriormente se había desempeñado en el consejo como cinco meses como procuradora a honorarios que pagaba dicho organismo. Emitió boletas a Gate S.A. desde noviembre de 1999 a diciembre de 2000 por $400.000, lo que hace la suma total de $5.600.000. En octubre de 1999 trabajó medio mes y por eso le pagaron $ 200.000.- En total de esa sociedad percibió la suma de $ 5.800.000.- que es la que aparece en el listado que rola a fojas 1 y siguientes. Siguió desempeñando la misma labor de enero de 2001 a diciembre del mismo año, pero sus honorarios los pagaba el M.O.P. Sistema de  Administración de Concesiones, con un cheque fiscal por la misma suma, recibiendo por este concepto la suma total de $4.800.000.  El consejo pagó sus honorarios desde enero de 2002, situación que se mantiene hasta la fecha de su declaración. Nunca recibió sumas adicionales.

Luis Andrés Risco Ferreira, a fojas 16.385 (fojas 437 letra B), en la que señaló que en noviembre de 1999 empezó a desempeñarse en el M.O.P. Sistema de Administración de Concesiones, cumpliendo labores de apoyo al Consejo de Defensa del Estado en materia de expropiaciones, físicamente trabajaba en la Oficina Regional de Expropiaciones que el ministerio tenía en Temuco,  arrendada por R & Q. Ingeniería Ltda. Los honorarios los pagaba esa sociedad mediante cheques y ascendían aproximadamente a $465.000.- mensuales. Desde enero de 2001 y hasta enero de 2002 siguió desempeñando la misma labor, pero en el edificio institucional  del ministerio ubicado en Temuco, pero los honorarios por igual suma los pagaba Abaco mediante cheques. En febrero de 2002 celebró un contrato a honorarios con el Consejo de Defensa del Estado y, hasta la fecha de su declaración, continua desempeñando la misma labor, pagando el consejo los honorarios. Nunca recibió sumas adicionales.

Pamela Andrea Prado Urban, a fojas 16.390 (fojas 442 letra B), en la que expresó que en enero de 1998 ingresó como procuradora a la Procuraduría Fiscal de San Miguel y sus honorarios los pagaba dicho organismo y estaba a contrata, a la que renunció a fines de junio de 2000 y continuó desempeñándome en el mismo lugar de trabajo, pero en labores relacionadas con expropiaciones, pagándole Abaco con cheques. El sueldo era de $400.000 brutos, situación que se mantuvo hasta enero de 2001. Percibió una suma total bruta de $2.800.000. De febrero a junio de 2001 siguió desempeñando la misma función y en el mismo lugar,  pero celebró un contrato a honorarios con el M.O.P. Sistema de Concesiones y, por lo tanto, los honorarios los pagaba dicho ministerio igual a la suma de $366.667 brutos y $330.000 líquidos. De julio a diciembre de 2001 le pagaron $400.000 brutos, $360.000 líquidos. Los cheques con los cuales pagaba el ministerio eran fiscales y en enero de 2002 celebró un contrato a honorarios con el consejo para desempeñar la misma labor y en igual lugar, situación que se mantiene hasta la fecha de su declaración. Nunca recibió sumas adicionales.

Jorge Andrés Lembeye Illanes, a fojas 16.441 (fojas 493 letra B), en la que señaló que en marzo de 1999 empezó a trabajar en el tema de expropiaciones como apoyo al consejo en la Procuraduría  Fiscal de Valparaíso, pero sus honorarios los pagaba el M.O.P. Sistema de Administración de Concesiones, por la suma de  $250.200, bruta de $278.000. Cree que le pagaban con cheque fiscal porque el banco no retenía los dineros. En enero de 2000 suscribió un nuevo contrato con el M.O.P. Sistema de Administración de Concesiones, para efectuar la misma labor y en el mismo lugar, ascendiendo los honorarios a la suma bruta de de $278.000, líquidos $250.000. Sin embargo, Abaco empezó a pagar desde enero de 2000 la suma de $42.000 brutos mediante un cheque, que tiene la impresión que provenía de una cuenta corriente que esa empresa mantenía en Concepción y daba boletas por esa suma. Por lo tanto, su sueldo bruto quedó en la suma de  $ 330.000 y fracción, situación que se mantuvo durante todo el 2000. Renovó contrato con el M.O.P. Sistema de Administración de Concesiones, por el período que corre de enero de 2001 a junio de ese año inclusive, para desempeñar iguales labores y en el mismo lugar, con una remuneración de $320.000. No desempeñó labores entre julio y diciembre de 2001. En enero de 2002 volvió a desempeñar  las mismas labores y en el mismo lugar, pero en virtud de un contrato a honorarios que celebró con el consejo, al que  le extendía la boleta respectiva por la suma de $330.000 brutos mensuales, situación que se mantiene hasta la fecha de su declaración. Nunca recibió sumas adicionales. 

Christian Aarón Mitnik Levy, a fojas 16.443 (fojas 495 letra B), en la que señaló que a principios de julio de 2001 ingresó  a trabajar al Consejo de Defensa del Estado en la Procuraduría Fiscal de Valparaíso, mediante un contrato de honorarios que celebró  con el M.O.P. Sistema de Administración de Concesiones, para cumplir funciones de apoyo a la Unidad Técnica de Expropiaciones. Los honorarios eran pagados mediante cheque fiscal por la suma de $320.000, situación que se mantuvo hasta diciembre de 2001. Desde enero de 2002 y hasta la fecha desempeña  labores en el Consejo de Defensa del Estado, y sus honorarios se pagan mediante cheque del consejo y da la respectiva boleta a ese organismo. Nunca recibió sumas adicionales.

Rodrigo Andrés Miranda Faúndez, a fojas 16.464 (fojas 516 letra B), en la que señaló que ingresó el 1 de junio de 2001 al Consejo de Defensa del Estado, como procurador a honorarios contratado por el Ministerio de Obras Públicas para desempeñar funciones en la Procuraduría Fiscal de Talca,  situación que se mantuvo hasta diciembre de 2001. Fue contratado para que se encargara de los juicios de expropiaciones y le pagaron la suma bruta de $222.222, con un cheque fiscal, emitiendo una boleta al Sistema de Administración de Concesiones del ministerio. El 1 de enero de 2002 fue contratado por el Consejo de Defensa del Estado, mediante un contrato de honorarios, y le paga el referido organismo al que extiendo la respectiva boleta, situación que se mantiene hasta la fecha de su declaración. Nunca recibió sumas adicionales.

María Evangelina Cabezas Olivares, a fojas 16.539 (fojas 590 letra B), en la que expresó que en mayo de 2000 ingresó al Consejo de Defensa del Estado, Procuraduría Fiscal de Rancagua, en materia de expropiaciones. Desde esa fecha y hasta diciembre de 2000 sus honorarios fueron pagados por Abaco, extendiendo boletas a esa empresa por la suma de $388.000 brutos, $349.999 líquidos, sin embargo como en mayo trabajó 15 días la boleta la extendió por la suma bruta de $194.444, percibiendo $175.000. Siempre se le pagó mediante un cheque de Abaco. Los honorarios de enero a diciembre de 2001 los pagó el ministerio mediante un cheque fiscal y extendió las boletas al M.O.P. Administración de Expropiación, Sistema de Concesiones, por un total bruto de $388.000, líquido $350.000. Desde enero de 2002 y hasta la fecha de su declaración percibe honorarios del Consejo de Defensa del Estado, mediante un cheque de ese organismo, a quien extiende la respectiva boleta de honorarios, en virtud de un contrato a honorarios celebrado con dicho organismo. Nunca recibió sumas adicionales. 

Gonzalo Antonio Troncoso Bazán, a fojas 16.594 (fojas 646 letra B), en la que señaló que el 1 de septiembre de 1999 ingresó al Consejo de Defensa del Estado, para desempeñarse en la Procuraduría Fiscal de Concepción en materia de concesiones, sin embargo, sus remuneraciones las pagaba el Ministerio de Obras Públicas, para lo que suscribió los siguientes Convenios Ad-Referéndum de Prestación de Servicios: de 1 de septiembre de 1999 de carácter trimestral; de 20 de diciembre de 1999 de carácter anual; de 29 de enero de 2001 de carácter semestral y de 3 de julio de 2001 de carácter semestral. Por lo tanto, trabajó mediante este sistema desde el 1 de septiembre de 1999 al 31 de diciembre de 2001. Durante todo ese período los honorarios se pagaron mediante un cheque fiscal, previa extensión de una boleta mensual al M.O.P Administración Sistema de Concesiones,  todas por un monto bruto de $666.000, líquido de $599.400. El 1 de enero de 2002 celebró un convenio a honorarios con el consejo y sus honorarios se pagan mediante un cheque de dicho organismo, emitiendo boletas en forma mensual, situación que se mantiene hasta la fecha de su declaración. Nunca recibió sumas adicionales.
Ana del Carmen Zambrano Rodríguez, a fojas 16.695 (fojas 747 letra B), en la que expresó que en enero de 2000 fue contratada a honorarios en la Procuraduría del Consejo de Defensa del Estado de San Miguel, para prestar servicios de secretaria a un grupo de abogados del consejo que veían los asuntos de expropiaciones de predios llevados a cabo por el ministerio. Cuando le iban a pagar los honorarios le dijeron que debía extender la boleta a Abaco, que fue la que se los pagó mediante cheque,  situación que se mantuvo hasta diciembre de 2000. Los honorarios por las labores realizadas entre enero de 2001 y febrero de 2002 los pagó el MOP-Administración Sistema de Concesiones mediante cheque fiscal y previa extensión de una boleta de honorarios a dicho ministerio. En marzo de 2002 los honorarios los empieza a pagar el Consejo de Defensa del Estado y hasta el 30 de abril de 2004. En mayo de 2004 adquirió la calidad de contrata. Desempeñó labores relacionadas con las expropiaciones del ministerio hasta  el 30 de abril de 2004. Nunca recibió sumas adicionales.

Jorge Mario Escobar Ruiz, a fojas 16.706 (fojas 758 letra B), en la que señaló que se desempeñó como procurador del Consejo de Defensa del Estado entre mediados de 1996 y mediados de 1999, incorporándose a la planta en 1998. En el Ministerio de Obras Públicas comenzó un procedimiento masivo de expropiaciones, lo que motivó a dicha Secretaría de Estado a contratar profesionales abogados para que se encargaran del procedimiento judicial de expropiaciones. Renunció a la planta del consejo y comenzó a trabajar como abogado en la Coordinación General de Concesiones, pero desempeñándose en dependencias del consejo, sin que existiera un vínculo de subordinación o dependencia con este organismo. Los honorarios los pagaba el ministerio previa extensión de una boleta de honorarios al MOP Administración Sistema de Concesiones. En los primeros meses de 2000 el volumen de expropiaciones aumentó considerablemente, razón por la que en concesiones se decidió pagarle un complemento, que se pagó desde marzo de 2000 a diciembre del mismo año por Abaco Ingeniero Consultores Ltda. por un monto bruto de $ 120.000.-. Esta empresa depositaba los honorarios en su cuenta corriente, extendiendo la boleta de honorarios, y, a su vez, se  efectuaba la retención que ordena la Ley de Impuesto a la Renta. En enero de 2001 se incorporó nuevamente al Consejo de Defensa del Estado a contrata y desde esa época se desvinculó de las expropiaciones. Nunca recibió sumas adicionales.

Evelyn Cecilia Apeleo Toledo, a fojas 16.708 (fojas 780 letra B), en la que expresó que entre julio de 1996 y hasta agosto de 1998 se desempeñó como procuradora en la Procuraduría Civil de la Procuraduría Fiscal de Santiago del Consejo de Defensa del Estado. Desde septiembre de 1998 y hasta fines de septiembre de 2003 se desempeñó en igual repartición pero como abogado. Siempre tuvo la calidad de contrata. Cuando adquirió la calidad de abogado se dedicó a coordinar el tema de las expropiaciones y como éstas empezaron a afectar a personas de bajos ingresos, lo que deduce por el monto de las indemnizaciones provisionales, debió asesorarlos a través de la abogada Paula Lepe, profesional de Abaco. Esta labor era adicional a las que desempeñaba en el consejo e incidían en gestiones de carácter no contencioso y como personeros de concesiones, Dolores Rufián y Héctor Quiroz, advirtieron que la asesoría era necesaria y que me encontraba recargaba de trabajo, decidieron que se le pagara un honorario adicional por Abaco. Fue Dolores Rufián la que fijó el monto de los honorarios en $ 400.000.- mensuales y que después fue reducido a $ 300.000.-. Percibió estos honorarios adicionales aproximadamente por un año y tres meses. Se pagaba mediante depósito en su cuenta corriente bancaria, tiene entendido que siempre se pagó mediante cheques. Siempre  extendió boletas de honorarios a Abaco. Una funcionaria administrativa del consejo era la encargada de recolectar las boletas de honorarios y se remitían a la Coordinación General de Concesiones. Nunca recibió sumas adicionales.

 Paulo César Ramírez Palomino, a fojas 16.762 (fojas 834 letra B), en la que señaló que se desempeñó como procurador  en la Procuraduría Fiscal de  San Miguel entre noviembre de 2000 y mayo de 2001. Estaba a su cargo la tramitación de todas las causas por infracción a la ley de drogas que se tramitaban en tres juzgados de San Miguel. Tenía la calidad de profesional contratado a honorarios los que pagaba el consejo. El abogado Procurador Fiscal Antonio Navarro en junio de 2001 le pidió que reemplazara a un abogado  que atendía las expropiaciones, que trabajaba, le parece, en la Coordinación General de Concesiones para el consejo, porque los honorarios los pagaba esa coordinación. Por  problemas de orden administrativo no le pagaron los honorarios correspondiente a los meses de junio y julio, situación que se regularizó en agosto, los que comenzaron a ser pagados por el MOP-Administración Sistema de Concesiones. Percibía un cheque fiscal y extendía la respectiva boleta de honorarios. No obstante que le pagaba dicho organismo trabajaba físicamente en dependencias del consejo y bajo las órdenes de Navarro, pero veía sólo asuntos relativos a las expropiaciones. Desde de enero de 2002 y hasta febrero de 2003, fecha en que se desvinculó del consejo, continuó desarrollando la misma labor, sin embargo los honorarios los pagó el Consejo de Defensa del Estado, al que le emitía las boletas. Tiene entendido que con autorización del Ministerio de Hacienda hubo traspaso de fondos del ministerio al consejo. Nunca recibió sumas de dineros adicionales por las labores  que desempeñó en el Consejo, ya sea pagada en cheque o dinero en efectivo.

Hernán Eduardo Ferrera Leiva, a fojas 16.780 (fojas 852 letra B), en la que señaló que fue procurador del Consejo de Defensa del Estado desde 1996 y  hasta junio de 1999, época en que renunció y fue contratado por la Dirección General de Obras Públicas para desempeñarse en concesiones, colaborando al consejo en los procedimientos expropiatorios judiciales. Su remuneración era pagada mediante un cheque, supone que era fiscal, que se depositaba en su cuenta corriente bancaria y emitía boletas de honorarios al MOP Administración Sistema de Concesiones. Este servicio lo prestó hasta mayo de 2000, época en que renunció al ministerio. Los honorarios por la labor prestada ascendieron a la suma líquida de $ 594.000.- y como el trabajo en los primeros meses de 2000 aumentó considerablemente, se acordó el pago de una suma de dinero adicional, y es por eso que extendió tres boletas de honorarios a Abaco Ingenieros Consultores  Ltda. en los meses de marzo, abril y mayo de 2000 por la suma líquida de $ 108.000.-, sumas de dinero que también fueron pagadas mediante cheques que se depositaron en su cuenta corriente bancaria.

Joaquín Luis Vial Ruiz-Tagle, a fojas 18.919 y siguiente, en la que señaló que se desempeñó como Director de Presupuesto entre enero de 1997 y marzo de 2000. La labor que le corresponde a dicha dirección es colaborar en la formulación y ejecución del presupuesto del Estado y de las empresas públicas, según lo dispone la Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado. La formulación del presupuesto empieza en mayo de cada año y culmina con el envío del proyecto de ley al Congreso Nacional, lo que ocurre antes del 1° de octubre de cada año. Transcurrido el plazo de 60 días que tiene el Congreso para despachar la ley y promulgada a fines de noviembre, comienza una etapa preparatoria para la ejecución del presupuesto, con la finalidad de identificar los proyectos de inversión para que, a comienzo del año, pueda iniciarse el proceso del llamado a licitación de los proyectos de inversión, empezando el 1° de enero la ejecución del presupuesto. La asignación de recursos con cargo a las partidas de la Ley de Presupuesto, tanto al Estado como a las empresas públicas, es mensual, acorde con las necesidades de caja y a lo definido en la Ley de Presupuesto. 


La Coordinación General de Concesiones para la Dirección de Presupuesto era un programa de la Dirección General de Obras Públicas. En la Ley de Presupuesto dicho programa estaba reflejado con el N° 8 del capitulo 2 de la partida 12. La partida 12 identifica al Ministerio de Obras Públicas, el capítulo 2 a la Dirección General de Obras Públicas y el programa 8 a la Administración Sistema de  Concesiones. La configuración de la Ley de Presupuesto para el citado programa se llevaba a cabo en los tiempos señalados precedentemente, y el personal del Ministerio de Obras Públicas durante los años 1997, 1998 y 1999 se reunió con José Pisero, jefe del área de Obras Públicas de la Dirección de Presupuestos, reuniones donde debieron abordarse las prioridades del ministerio y entregado la justificación de los montos solicitados para cada uno de los ítems y de los montos totales del presupuesto. El monto de aporte fiscal que se otorgaba al Ministerio de Obras Públicas, tratándose de los gastos de inversión, se definía de acuerdo a los antecedentes de los distintos proyectos y a las disponibilidades presupuestarias. En concreto, se definía el monto que se le asignaba a cada uno de los ítems del denominado programa Administración Sistema de Concesiones. Entiende que tiene que haber participado en estas reuniones el Coordinador General de Concesiones, el encargado de finanzas del Ministerio de Obras Públicas y de la Coordinación General de Concesiones, y el encargado de la Dirección de Planeamiento, dirección que cumplía más bien una labor de coordinación. En la definición de los montos a asignar en la Ley de Presupuesto se consideraban todos los antecedentes dados a conocer y que entregaba el Ministerio de Obras Públicas y la disponibilidad de recursos generales.


Del examen de las copias de las leyes de presupuesto de los años 97, 98 y 99,  en lo que interesa a la investigación, se advierte que el aporte fiscal  para el año 97 fue de $ 45.900.000.000.-; para el año 98 de $ 34.100.000.000.-; para el año 99 de  $ 52.600.000.000.-. Advirtiéndose que para estudios de inversiones se asignó el año 97  la suma de seis mil millones de pesos; para  el 98 siete mil setecientos millones de pesos; y para el año 99 la suma de tres mil novecientos millones de pesos, cifra que fue rebajada porque ya estaban terminados los estudios preparatorios para la licitación de la Ruta 5. El ítem “Estudios para Inversiones” tenía por finalidad financiar toda la preparación de los antecedentes técnicos que respaldaban las bases de licitación, proyectos de ingeniería, de factibilidad económica, obras complementarias, consultorías para esos efectos, también los contratos de apoyo para los proyectos de inversión, etc. 

Tratándose de gastos por concepto de personal, la ley del año 97 contemplaba la suma de $ 445.000.000.- y para  bienes y servicio de consumo $ 178.000.000.-; para el año 98 la suma de $ 715.000.000.- para el primer ítem  y $ 185.000.000.- para el segundo; para el año 99 la suma de $ 1.132.000.000.- para el primer ítem y para el segundo $ 397.000.000.-. Con cargo al primer ítem debían pagarse honorarios, sueldos, viáticos, etc., y la ley consulta una glosa que establece límites para la dotación máxima de personal, personal de planta y de contrata, horas extraordinarias, viáticos y convenios con personas naturales. Con cargo al segundo ítem se pueden efectuar todos los gastos de operación, como arriendo, luz, agua, gas, fotocopias, etc.

Además se contemplaba un ítem especial para las expropiaciones denominado “Expropiación Sistema de Concesiones”, que para el 98 fue de casi treinta mil millones de pesos y para el 99 setenta y siete mil millones de pesos.

 Los problemas con la Coordinación General de Concesiones, en términos presupuestarios, eran los que se tenían con todos los servicios públicos, en cuanto a que siempre pedían más dinero del que se les podía asignar. Los problemas fundamentales decían relación con la aprobación de las bases de licitación de los proyectos de inversión, porque debían ser aprobados por la Dirección de Presupuestos pues podían dejar contingencias financieras importantes para el Estado, como expropiaciones, seguros de tráfico mínimo, obras complementarias. Los problemas se generaban por la prioridad del gobierno de sacar adelante los proyectos de inversión, lo que motivaba que el personal de la Coordinación General de Concesiones presionaba a la Dirección de Presupuesto para la aprobación pronta de las bases de licitación. 

El ítem “Estudios para Inversiones” de la Ley de Presupuesto del año 99 fue rebajado en su monto porque la Ruta 5, que era el proyecto más grande, ya estaba licitada o en etapa final de licitación, y, por lo tanto, había terminado la etapa de estudios. 

Agregó que nunca se le informó por las autoridades de la Coordinación General de Concesiones, de la Dirección General de Obras Públicas o del Ministerio de Obras Públicas, que en la primera repartición había un listado de personas a quienes debían pagárseles honorarios y que no se  tenían los recursos para ello.

Verónica Montellano Cantuarias, a fojas 18.921, en la que indicó que fue jefa de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones durante un año, le parece que entre 1997 y 1998, unidad que le correspondió crear; que como no estaba dentro del ámbito de su trabajo relacionarse con partidas pro forma y partidas de gastos administrativos generales, asignados a contratos específicos y que la Dirección General de Obras Públicas adjudicó a empresas consultoras del ramo, no tomó conocimiento de la existencia de una política o medida adoptada por Carlos Cruz, Coordinador General de Concesiones, destinada a ejercer una administración centralizada de esas partidas; y que para solventar los gastos en que incurrió la unidad a su cargo, que eran aquellos contemplados en la Ley de Presupuesto, hizo los requerimientos a la unidad que primero manejada Díaz y después Cortés;  

Guillermo Leonardo Dieterich Rodríguez, a fojas 18.960, señaló que fue agente público entre 1996 y 1998 y jefe de dos unidades de la Coordinación General de Concesiones, cuyos nombres no recuerda por el tiempo transcurrido. Nunca desempeñó la labor de inspector fiscal pero tuvo bajo su dependencia a personas que desempeñaban esa labor.


La partida pro forma es aquella que se estipula en algunos contratos, porque cuando se llama a licitación hay gastos o inversiones del contrato que no se pueden cuantificar en ese momento, y, por lo tanto, se considera un monto para cubrir esos imprevistos y su destino es para poder salvarlos y ejecutar el proyecto. Los gastos generales de un contrato son aquellos en que incurre el consultor y que está establecido en el contrato, pero que se definen como gastos de transporte o de comunicaciones.
La administración  de la partida pro forma y la responsabilidad de la ejecución del contrato recae en el inspector fiscal, y su pago se efectúa dependiendo de la manera como fue definida en el contrato. 
Cuando no se utilizaba todo o parte de la partida pro forma se requería al Ministerio de Hacienda, según se le explicó, para que reasignara esos dineros o excedentes para utilizarlo en otros fines. Siempre entendió que había autorización del Ministerio de Hacienda para obrar de esa manera. También recuerda que mientras estuvo en la Coordinación General de Concesiones se decidió efectuar un ordenamiento o control de los gastos que se efectuaban durante la ejecución de un contrato, labor que efectuó Guillermo Díaz que estaba a cargo de la Unidad de Administración y Supervisión. 

El personal de la Coordinación General de Concesiones estaba sometido administrativamente a la Dirección General de Obras Públicas, pero funcionalmente dependía de la coordinación, que fue la que adoptó las medidas señaladas y que se le comunicaron como jefe de una unidad. La labor desempeñada por Díaz en la materia señalada, tenía como finalidad supervisar los gastos para hacer más racional el uso de los dineros y así evitar que cada inspector fiscal administrara a su  amaño el contrato. El que sucedió a Díaz cuando se fue a España fue Sergio Cortés y este último era el que secundaba a Díaz.
Juan Claudio Horacio Garín Carrasco, a fojas 18.984, señaló que se desempeñó en la Coordinación General de Concesiones entre los años 1995 y 2001, aproximadamente. Desempeñó la jefatura de la Unidad Ejecutiva de Concesiones Urbanas entre los años 95 y 97, después se fue al área construcción, donde por pocos meses también desempeñó una jefatura, y después trabajó en el área de territorio. Nunca fue inspector fiscal de ningún contrato.


Una partida pro forma es un valor que se estipula en un contrato que permite resolver y financiar situaciones del contrato que no se pudieron prever al momento de su contratación,  por ejemplo, durante la ejecución de un contrato puede surgir la necesidad de efectuar un levantamiento topográfico que no estaba previsto pero que es necesario para cumplirlo a cabalidad. Las partidas de gastos administrativos generales de un contrato contemplan los gastos en que incurre el consultor para ejecutarlo, y que no necesariamente están relacionadas con el contrato en particular sino que con la organización general del consultor, como, por ejemplo, el pago de secretarias, arriendo de oficinas, fotocopias. 


La partida pro forma la administra el inspector fiscal  porque es el que tiene el conocimiento de las necesidades que no están satisfechas en el contrato madre y que deben ser resueltas con cargo al valor pro forma. 

La partida pro forma no puede ser administrada por otro personero o unidad diferente al inspector fiscal, o ser administrada de manera centralizada por personeros o por una unidad determinada, y ser aplicada a fines diferentes no contemplados en el contrato en que se estableció, porque los fines de la partida pro forma es resolver aspectos no previstos al celebrarse el contrato.

 
No recuerda haber tomado conocimiento de instrucciones en orden a que se iba a efectuar una administración centralizada de los dineros consultados en las partidas pro formas  y gastos administrativos generales de los contratos, y eso no es posible por la definición dada.

Eduardo Ricardo Arriagada Moreno, a fojas 201, señaló que se desempeña como Director Nacional de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas desde mayo de 1992. Desde marzo de 1990 fue Director General de Obras Públicas. El  Ministerio de Obras Públicas tiene una unidad funcional que se denomina Coordinadora General de Concesiones y por su carácter funcional  no tiene personal de contrata ni de planta sino que sólo personal a honorarios. Este personal lo contrata a través de un mecanismo de contratación de personal por terceros llamado “outsourcing”, que le permite disponer del personal y de todos los elementos para el trabajo de éstos. Desde el comienzo de concesiones la empresa que hacía esa función  era el Instituto de Economía de la Universidad de Chile. En 1999 se decidió  llamar a una propuesta para esta asesoría porque el costo era muy elevado. Se presentaron seis empresas a la propuesta: Gate, Idecon, Gesys, Trace, CCP y la Facultad de Economía de la Universidad de Chile. El precio más conveniente fue el de Gate y fue contratada para realizar esa función  de “outsourcing” en octubre de 1999.


La  empresa cumplió adecuadamente con el trabajo encargado y en octubre de 2000 se prorrogó por seis meses, porque de lo contrario el personal de concesiones quedaría sin pago de sus remuneraciones. Cuando venció este plazo adicional en marzo de 2001 se decidió no renovar el contrato y se llamó de nuevo al Instituto de Economía de la Universidad de Chile para que lo realizara, de acuerdo a la ley se lo podía contratar directamente.


De esta manera Gate S.A. cumplió el contrato que asignado durante 18 meses, y su valor fue de mil cuatrocientos cuarenta millones de pesos, y considerando que el 66% de ese contrato es de honorarios y el resto de gastos generales y utilidades, da un monto mensual de $ 52 millones para pagar un total de 235 personas, con las que se puede considerar una planilla mensual de 70 lo que indicaría que el valor mensual de honorarios pagado por Gate S.A. fue de $746.000.- Con motivo de la liquidación del contrato en marzo de 2001, y por encontrarse algunas irregularidades administrativas que correspondían  a situaciones como mayor porcentaje de gastos generales que lo especificado, se decidió hacer una investigación sumaria que luego fue traspasada a un sumario de la Contraloría General de la República que está terminando, en el que se formularon cargos a las personas supuestamente responsables de las irregularidades. El total del monto del contrato fue gastado en honorarios o actividades propias de concesiones, lo que queda corroborado porque en el sumario de la Contraloría General de la República no se detectó la comisión de ningún delito.

Respecto a cómo era contratada la gente a través de ese sistema, señaló que la unidad de concesiones determinaba los cargos que requerían las labores a desempeñar y los montos de remuneraciones, lo que se transmitía a la empresa de outsourcing para su contratación. 57 personas, del total de 235, eran funcionarios del Ministerio de Obras Públicas y desempeñaban una labor adicional porque era necesaria para la buena marcha de de concesiones. Esa situación fue conocida y aceptada por el ente de control, porque recientemente tomó razón de un contrato por el cual todos los directores del Ministerio de Obras Públicas prestan asesoría pagada a concesiones.

La unidad de concesiones entregaba a Gate la nómina de las personas a pagar, las facturas a cancelar y los recursos que se requerían para ello. De esta manera la unidad de concesiones iba gastando el total del monto necesario para esos fines de manera paulatina. El ministerio entregaba un cheque por los montos requeridos y Gate pagaba  con cheques a las personas. El mecanismo de contrato de personal por terceros es ampliamente usado por el ministerio, y en el año 2000 se gastaron  cuarenta mil millones de pesos en esos contratos para asesorías de inspectores fiscales.


A fojas 562, manifestó que el contrato Gate, salvo algunas irregularidades detectadas por la Contraloría en su etapa de liquidación final, fue uno desempeñado correctamente, con un grupo de personas profesionales que cumplieron cabalmente su función. Sin embargo, tuvo conocimiento que, posteriormente al término del contrato y con la esperanza que se lo renovasen, Gate siguió pagando honorarios a un grupo de personas que prestaron servicios al sistema de concesiones, que conformaron una nómina adicional y que no figuraba formalmente adscrita al contrato, y al no renovarse quedó como una deuda del Ministerio para con esa empresa que se imagina pretenderá resarcirse de alguna manera.

Gate S.A. era un agente de pago y no conocía a los profesionales que el Ministerio  necesitaba y que le indicaba en una nómina, de modo que no se explica  la existencia de una lista paralela o adicional como la que se le menciona. Es muy probable que ese sistema se haya prestado para remunerar adicionalmente a profesionales que nunca trabajaron  para el sistema de concesiones. No está en conocimiento de quiénes burlaron el sistema, ni aún cuando se le exhibiera el listado paralelo, porque su función en el Ministerio no era operativa.

A fojas 1.626, declaró que ingresó al Ministerio de Obras Públicas en marzo de 2000, mes en que fue designado Director General de Obras Públicas, cargo que desempeñó hasta mayo de 2000 porque fue nombrado Director de Vialidad, labor que desarrolló hasta diciembre del mismo año, época en que presentó la renuncia por discrepancias con el  Ministro Etcheberry. Al asumir como Director General de Obras Públicas estaba en plena ejecución el contrato de apoyo a las funciones de la Coordinación General de Concesiones, y fue Badilla, Coordinador General de Concesiones, o Sergio Cortés, quienes le indicaron que era menester ampliar el contrato de apoyo, suscribiendo la resolución  N° 283 de 14 de septiembre de 2000. Las razones que se invocaron era la necesidad de mantener a las personas que estaban prestando servicios para el funcionamiento de la unidad de concesiones y poder pagarles el sueldo. A Peña lo conoció cuando se desempeñó como Seremi de Transportes y en el Sistema de Administración de Empresas, cuya sigla es S.A.F., y sólo a través de las publicaciones de la prensa que daban cuenta del robo de que fue víctima Gate S.A. se enteró que él era el representante legal. Al  momento de firmar la resolución que ampliaba el contrato de apoyo original, no tenía conocimiento de quienes eran las personas que figuraban prestando servicios y recibían honorarios con cargo al contrato de apoyo, y, por lo tanto, no sabía que habían 57 empleados públicos que se desempeñaban en el Ministerio de Obras Públicas y que percibían honorarios pagados por Gate S.A. en virtud del contrato de apoyo. Confió en la labor que desempeñaba el fiscal y los asesores jurídicos de Concesiones.


También suscribió la resolución signada con el número 2068, de 18 de julio del 2000, por la cual se contrata una consultoría por trato directo denominada “ Estudio de un modelo de capacitación para la prevención ambiental en la construcción de obras concesionadas”, se hizo por trato directo porque la unidad ejecutora de concesiones así lo solicitó. No recuerda el nombre de los integrantes de la unidad ejecutora. Además, como era una consultoría por trato directo y se autorizaba la contratación en condiciones diferentes a las establecidas en el reglamento respectivo, tuvo que estampar su visto bueno, mediante su firma, el Ministro Cruz.  Efectivamente en la resolución se señala que se requería disponer de la asesoría de una empresa que tuviera comprobada competencia en la materia, y para hacer esa declaración le bastó que se le informara que la empresa contratada tenía  las condiciones adecuadas y que figuraba en el Registro de Consultores, información que fue proporcionada por la unidad ejecutora de la Coordinación General de Concesiones.

El Ministro Cruz, en marzo de 2001, le dijo que había que seguir pagando los honorarios adicionales a los Directores y Directivos porque se terminaron las cuentas corrientes de Gate S.A. Se le informó que debía solicitar a Cortés el monto de dinero que se requería para efectuar los pagos hasta enero de 2002, y fue Jara el que le entregó en efectivo la suma de $150.000.000, suma que mantuvo en su poder en su casa y que fue entregando paulatinamente a Carlos Uribe, jefe de gabinete, para que entregara en efectivo los dineros a las personas que figuraban en las listas que le entregó en una oportunidad el  Ministro, era un listado de 15 personas, todos directores y otras personas calificadas del Ministerio de Obras Públicas. Esa plata se gastó en su totalidad y cubrió los gastos por ese concepto hasta enero de 2002, mes en que le planteó la situación al Ministro Etcheberry, quién adoptó las medidas para transformar estos pagos en remuneraciones a obtener por formar parte de un comité asesor a la unidad de concesiones. Pensó que el dinero provenía de utilidades de Peña, al que se le había prometido una ampliación o un nuevo contrato de “outsourcing”. No sabía que provenían de un conjunto de contratos de asesorías celebrados por Peña con empresas privadas.

El Ministerio de Obras Públicas desde hacía muchos años tenía un déficit anual, debido a que invertía más de lo asignado en su presupuesto y porque utilizaba plata del presupuesto de inversión para pagar gastos operacionales indispensables, lo que acarreaba que se generaban arrastres de un año a otro que iba en aumento. Esta situación hizo crisis en mayo de 2001, mes en que el mecanismo de arrastre no permitía pagar los compromisos asumidos. La Dirección de Vialidad tenía un déficit de cien mil millones de pesos y la  Unidad de Concesiones  de un monto parecido, por concepto de no pago de I.V.A., de las expropiaciones y de los compromisos contraídos con las empresas concesionarias. Frente a esta situación formó parte de un equipo que discutió y negoció con el Ministerio de Hacienda una salida a esa situación, resultando un protocolo que permitió un mecanismo para diferir el pago de los contratistas de ese año y solucionar los problemas generados por el no pago del  I.V.A.  y del valor de las expropiaciones. En este protocolo no se analizó el problema generado por los gastos operacionales.

Nunca requirió dineros a empresas constructoras, de ingeniería o consultorías para intentar superar los problemas deficitarios, ni recibió instrucciones sobre ese aspecto. Tampoco nunca dio instrucciones a los inspectores fiscales de obras para conseguir recursos de los contratistas, y nunca recibió instrucciones, menos del Ministro Cruz, para que diera instrucciones a los inspectores fiscales de obras acerca de la manera como debían manejar o administrar las denominadas partidas pro-forma, ni menos que los dineros comprendidos en estas partidas fueren dirigidos a un fin específico diferente del contrato para el cual fueron establecidas, por ejemplo solventar los gastos del Ministerio. 
A fojas 4.446, declaró que en el curso del mes de abril  constató que los dineros recibidos para pagar los honorarios de los directores no incluían los pagos que había que efectuar en febrero y marzo, manifestándole el Ministro que adoptara las medidas correspondientes. Le pidió a  Castillo que le solicitara a su jefe, esto es, al Subsecretario, que incluyera esos pagos en el convenio que se suscribiría con el CIADE. No podía dar una instrucción directa a Castillo porque era el jefe de gabinete de su superior, el Subsecretario de Obras Públicas, y, por lo tanto, presume que Castillo para acceder a su solicitud debió  pedirle autorización al Subsecretario. Supuso que la instrucción dada a Castillo se había cumplido porque no tuvo más conocimiento del tema. 
Respecto del contrato celebrado entre Diagnos Limitada y la Facultad de Economía (CIADE), señaló que no supo del mecanismo usado para pagar a los directores. Siempre pensó que Castillo realizaría los pagos incluyéndolos en el contrato con los Seremis.
A fojas 4.599, indicó que fue en abril de 2001, esto es, con posterioridad a la época en que recibió los dineros para pagar los honorarios adicionales de los directores, cuando constató que faltaba dinero para el pago de los meses de febrero y marzo de 2001. Seguramente algún director reclamó por el pago de esos meses y por eso le planteó el problema al Ministro Cruz.
Todo decreto supremo que firma un Ministro debe necesariamente llevar la firma o visto bueno de las personas responsables de las instancias donde se ha preparado el decreto, porque  son los que responden ante el Ministro ante cualquier eventualidad. Por esa razón le parece muy extraño que no tenga las respectivas firmas o vistos buenos, el decreto supremo que aprobó el contrato que se adjudicó a la Facultad de Economía de la Universidad de Chile, y que, en definitiva, fue ejecutado por la empresa Diagnos Ltda.
A fojas 10.085, manifestó, previa exhibición de las comunicaciones remitidas vía correo electrónico y que rolan de fojas 9.483 a 9.528 y de fojas 10.032 a 10.076, que debido a la baja de las actividades en materia de proyecto en el curso de los años 1999, 2000 y 2001, la dotación del personal era excesiva, también las remuneraciones de algunos, lo que hacía necesario tomar medidas para reducir la dotación y el monto de las remuneraciones. Tiene conocimiento que hubo reducción de personal en lo que dice relación con la Unidad de Expropiaciones, porque había duplicidad en determinadas funciones, entre lo que hacía el personal del Consejo de Defensa del Estado y de la Coordinación General de Concesiones. No hubo reducción drástica de personal porque era difícil tomar una medida de ese tipo, por las consecuencias políticas que ello generaba. Cuando Cruz asumió como Ministro, le pidió que como Director General de Obras Públicas actuara respecto de la Coordinación General de Concesiones de forma similar al resto de las direcciones bajo su dependencia. En cumplimiento de ese cometido adoptó las medidas pertinentes, que se tradujeron en reuniones con el Coordinador Badilla y participó activamente en reuniones con el Ministerio de Hacienda con la finalidad de revertir el déficit que presentaba la Coordinación General de Concesiones. Esa actividad se advierte por lo que expone en las cuatro comunicaciones vía correo electrónico que se exhiben. Por lo tanto, en el 2000 participó activamente en lo que dice relación con la formación  y discusión del presupuesto de la coordinación. Etapa en la que desconocía la existencia de un sistema paralelo de remuneraciones. Cuando asumió Germán Molina como Coordinador General de Concesiones, le pidió al Ministro no depender del Director General de Obras Públicas, a lo que accedió, y, por lo tanto, en toda la gestión de Germán Molina no se involucró en el funcionamiento de la Coordinación; 


3º Que, en forma previa, resulta pertinente tener presente la normativa que regula la Coordinación General de Concesiones, la Dirección de Obras Hidráulicas, el Ministerio de Obras Públicas y las facultades de los personeros a cargos de aquellas entidades.

La Coordinación General de Concesiones, cuyo antecedente es el Departamento de Obras por Concesión creado por  Decreto Supremo N° 6, de 11 de enero de 1983, a la fecha de los hechos materia de la investigación, era un organismo de carácter funcional dependiente de la Dirección General de Obras Públicas, a cargo del Coordinador General de Concesiones, que, a su vez, se encontraba sometido al Director General de Obras Públicas para todos los efectos que tuvieran relación con las atribuciones que la ley otorgaba a dicha autoridad. 

El referido ente nació a la vida jurídica como tal por Resolución Exenta de la Dirección General de Obras Públicas signada con el número 1603, de 19 de agosto de 1996, en la que se estableció que estaría formada por las siguientes unidades ejecutivas con el carácter de funcionales: Unidad Ejecutiva de Supervisión y Desarrollo de Concesiones, Unidad Ejecutiva de Concesiones de Carreteras, Unidad Ejecutiva de Concesiones Urbanas y Unidad Ejecutiva de Concesiones Aeroportuarias y Multisectoriales. Mediante Resolución Exenta de la Dirección General de Obras Públicas signada con el número 928 de 2 de mayo de 1997, se creó con el mismo carácter la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones para Obras Concesionadas. 

La estructura funcional de la coordinación se  modificó por Resolución Exenta de igual dirección signada con el número 1951, de 3 de septiembre de 1997, quedando conformada por la División de Proyectos de Concesiones, integrada por las Unidades Ejecutivas de Concesión de Carreteras, de Concesiones Urbanas, de Concesiones Aeroportuarias y Multisectoriales y de Expropiaciones; y por la División de Operaciones, integrada por las Áreas de Servicios de Informática, de Comunicaciones  y Servicios Jurídicos, de Administración, de Personal y de Contabilidad y Finanzas;


4º Que el cargo funcional de Coordinador General del Programa de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas  fue creado por la Resolución Exenta signada con el número 549, de 9 de febrero de 1995, como dependiente funcional del Director General de Obras Públicas, para todos los efectos que tuvieran relación con las atribuciones que la ley otorga a dicho director.

Además, en la citada resolución se dejó constancia que el Coordinador General debía reportar ante el Ministro y el Consejo de Concesiones respecto de las siguientes funciones y responsabilidades delegadas:

a) Proponer la política de ejecución y supervisión de obras públicas por concesión.

b) Proponer los planes de licitaciones de estudios, proyectos y ejecución de obras por concesión y sus prioridades. Asimismo, el programa presupuestario que requiere el Departamento de Concesiones, la Unidad Ejecutora Ruta 5, y las otras Unidades que se creen con el propósito de apoyar la operación del sistema de concesiones.

c) Proponer las condiciones administrativas y financieras de licitación de los contratos de concesión.

d) Proponer los criterios y normas de supervisión administrativas de los contratos de concesión.

e) Proponer la aprobación o rechazo de las ideas privadas de concesión presentadas en virtud del artículo 2 del DFL 164 de 1991.

f) Proponer las modificaciones a la organización institucional del Departamento de Concesiones, de la Unidad Ejecutora Ruta 5 y de las otras unidades que se creen con el propósito de apoyar la operación del sistema de concesiones, para perfeccionar la aplicación de las políticas y planes de inversión.

También se señaló que el Coordinador General de Concesiones era responsable por la aplicación de las políticas, planes, normas administrativas y financieras que defina el Ministerio y el Consejo de Concesiones y, en general, por la coordinación y supervisión del Departamento de Concesiones, la Unidad Ejecutiva Ruta 5 y de las otras unidades que se creen, sin perjuicio de las atribuciones que le otorga el Decreto con Fuerza de Ley del Ministerio de Obras Públicas Nº 164, de 1991, y sus respectivos reglamentos al Director General de Obras Públicas; correspondiéndole, además, dirigir las relaciones públicas del Departamento de Concesiones y promover la divulgación e intercambio de informaciones sobre las actividades del departamento.

Dicha resolución fue dejada sin efecto por aquella de la Dirección General de Obras Públicas signada con el número 1.603, de 19 de agosto de 1996, que creó, con carácter funcional, la Coordinación General de Concesiones dependiente de la Dirección General de Obras Públicas a cargo del Coordinador General de Concesiones, cargo funcional dependiente, a su vez, del Director General de Obras Públicas para todos los efectos que tengan relación con las atribuciones que la ley otorga a dicho director. En el punto signado con el número 5, se dispuso que el Coordinador General de Concesiones debía reportar ante el Ministro de Obras Públicas y el Consejo de Concesiones respecto de las funciones y responsabilidades asignadas a la Coordinación General de Concesiones, y en los puntos signados con los números 6 y 7 se señaló cuáles eran las responsabilidades y labores asignadas al Coordinador General de Concesiones, las que, en definitiva, son las mismas señaladas en la resolución signada con el número 549, variándose sólo la denominación de las unidades de la coordinación.

Además, conforme a los convenios ad-referéndum datados el 15 de febrero de 1996, 16 de junio de 1997, 24 de diciembre de 1997, 23 de diciembre de 1998, 28 de julio de 1999, 16 de septiembre de 1999 y de 22 de diciembre de 1999, la persona que desempeñó la función de Coordinador General de Concesiones, asumió las siguientes actividades y tareas:

a)Funciones de Coordinador General de Concesiones.

b)Preparar la política de ejecución y supervisión de obras dadas en concesión.

c)Preparar, coordinar y ejecutar el Programa de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas compuesto por los proyectos de carreteras, vialidad urbana, aeropuertos, puertos y multisectoriales.

d)Preparar y proponer los programas de licitaciones, de estudios, proyectos y ejecución de obras por Concesión y sus prioridades. Asimismo el programa presupuestario requerido por la Coordinación General de Concesiones, Departamento de Concesiones y Unidades Ejecutivas.

e)Preparar y proponer las condiciones administrativas y financieras de licitación de los contratos de concesión.

f)Preparar y proponer los criterios y normas de supervisión administrativa de los contratos de concesión.

g)Estudiar la aprobación o rechazo de proyectos de iniciativa privada de concesión, presentadas en virtud del artículo 2° del Decreto MOP N° 900 de 1996.

h)Estudiar y proponer las modificaciones a la organización institucional del Departamento de Concesiones y Unidades Ejecutivas con el propósito de apoyar la operación del sistema de concesiones, para perfeccionar la aplicación de las políticas y planes de inversión. 

i)Responsable por la aplicación de las políticas, planes, normas administrativas y financieras que defina el Ministerio y el Consejo de Concesiones y, en general, por la coordinación y supervisión del Área de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas.

j)Dirigir las relaciones públicas del Área de Concesiones y promover la divulgación e intercambio de informaciones sobre las actividades que se desarrollan.


El primer convenio citado fue aprobado por Decreto del Presidente de la República de la época, signado con el número 84 de 23 de febrero de 1996, y los sucesivos por decretos de los Ministros de Obras Públicas signados con los números 593, 24, 2272, 2992 14 y 3 de 30 de junio de 1997, 20 de enero de 1998, 21 de enero de 1999, 30 de agosto de 1999, 30 de octubre de 1999 y de 17 de enero de 2000, respectivamente, en virtud de la delegación de la facultad de firmar bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, efectuada por el Presidente de la República por Decreto signado con el número 3547 de 30 de noviembre de 1999. Todos los decretos señalados fueron sometidos al trámite de Toma de Razón por la Contraloría General de la República.


En las motivaciones de los decretos que aprueban los convenios ad-referéndum, se señala que la Coordinación General de Concesiones de la Dirección General de Obras Públicas requiere contar con la capacidad técnica que le reportan los profesionales y expertos contratados con la calidad de agentes públicos, y que dicha calidad se justifica en razón a que en el desempeño de sus labores las personas que se contratan requieren asumir la representación de los intereses del Fisco, del Director General de Obras Públicas o de otras autoridades del Ministerio de Obras Públicas, cuando éstas lo estimen conveniente y en materias relacionadas con la licitación, construcción y explotación de obras del Programa de Concesiones de Obras Públicas;     

5º Que la jefatura de la Unidad Ejecutiva de Supervisión y Desarrollo de la Coordinación General de Concesiones, unidad de tipo ejecutiva con carácter de funcional, que nació a la vida jurídica con la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 1.603, de 19 de agosto de 1996, que después mudó su denominación a la de División de Operaciones, estaba a cargo de un profesional contratado a honorarios con la calidad de agente público. Sus funciones se establecieron en los  convenios ad referéndum que celebró con la autoridad respectiva, sancionados por decretos supremos del Ministro de Obras Públicas, y que fueron sometidos al trámite de  toma de razón por parte de la Contraloría General de la República. 
Las actividades y tareas que debía realizar el profesional que asumió la jefatura de la referida repartición, según se señala en los convenios ad-referéndum, eran las siguientes:

a) Funciones de coordinador de la División de Operaciones de la Coordinación General de Concesiones.

            b) Coordinar y supervisar las áreas de servicios de informática, comunicaciones, jurídicos, administración, personal, contabilidad y finanzas de la Coordinación General de Concesiones.

            c) Proveer el apoyo de los servicios requeridos a la Coordinación General de Concesiones, la División de Proyectos de Concesiones y sus Unidades Ejecutivas, como también a la Coordinación General de Construcción de Obras Concesionadas.

            d) Representar a la Coordinación General de Concesiones y desempeñar la contraparte técnica en los estudios generales que contrata dicha Coordinación General.

            e) Supervisar la formulación del presupuesto anual del Área de Concesiones del MOP y las modificaciones presupuestarias que sean necesario efectuar durante la ejecución presupuestaria.

             f) Administrar las comunicaciones y publicaciones nacionales e internacionales que promueven la difusión de los proyectos del Programa de Concesiones de Obras Públicas, y

              g) Realizar cualquier gestión, trámite o tarea relacionada con el sistema de Concesiones de Obras Públicas, que le encomiende el Coordinador General de Concesiones.
La jefatura de la misma como subrogante fue ejercida por un profesional contratado a honorarios con la calidad de agente público. Según se consigna en los respectivos convenios ad referéndum, que suscribió con la autoridad y que fueron aprobados por el Ministro de Obras Públicas y tomados razón por la Contraloría General de la República, a ese agente público le competía, las siguientes actividades y tareas:

a) Funciones de coordinador de la Unidad Ejecutiva de Administración y Presupuesto de Concesiones.

 b) Coordinar y formular el presupuesto anual del Área de Concesiones del MOP de acuerdo a los programas de desarrollo de las distintas Unidades Ejecutivas de Concesiones.

c) Seguimiento y control presupuestario de los contratos de estudios de los proyectos del Programa de Concesiones a cargo de las distintas Unidades Ejecutivas de Concesiones.

d) Proponer y elaborar las modificaciones presupuestarias que sean necesarias para el cumplimiento del programa de inversión del año.

e) Mantener, desarrollar y perfeccionar los sistemas administrativos y de control presupuestario, de acuerdo a con los que indique la experiencia obtenida en las obras licitadas, adjudicadas, en construcción o en explotación, de manera de tener oportunamente la situación de la gestión del Área de Concesiones, proponiendo las medidas correctivas, si es el caso.

f) Efectuar el análisis presupuestario de la situación y avance de los estudios y licitación de proyectos contenidos en el programa de acuerdo con las prioridades fijadas.

g) Preparar informes y documentos referidos a aspectos presupuestarios, económicos y otras materias de tipo global que involucre a todas las Unidades Ejecutivas de Concesiones, al Programa de Concesiones de Obras Públicas y al Sistema de Concesiones.

h) Ser contraparte técnica de estudios y asesorías generales realizadas con consultores externos, y

 i) Representar a la Dirección General de Obras Públicas y a la Coordinación General de Concesiones cuando el Director General y el Coordinador General, respectivamente, lo estimen conveniente, ante organismos y empresas nacionales e internacionales, autoridades nacionales y regionales en materias administrativas y presupuestarias del Programa de Concesiones de Obras Públicas.

Por el convenio ad- referéndum de 24 de diciembre de 1997, con vigencia al 31 de diciembre de 1998, se le asignaron las siguientes actividades y tareas:



a) Funciones de coordinador de la Unidad Ejecutiva de Administración y Presupuesto de Concesiones.

 

b) Coordinar y formular el presupuesto anual del Área de Concesiones del MOP de acuerdo a los programas de desarrollo de las diferentes obras del Programa de Concesiones.

 

c) Seguimiento y control presupuestario de los contratos de estudios y asesorías, generados por la ejecución del Programa de Concesiones, que sean desarrollados por la Coordinación General de Concesiones, la Coordinación General de Construcción de Obras Concesionadas y las  Unidades Ejecutivas de Concesiones.



d) Seguimiento de los programas de pagos al MOP que deban realizar las sociedades concesionarias, en cumplimiento de lo estipulado en las Bases de Licitación, como también de los pagos que el MOP deba hacer a dichas concesionarias.



e) Proponer y elaborar las modificaciones presupuestarias que sean necesarias para el cumplimiento del programa de inversión del año.



f) Mantener, desarrollar y perfeccionar los sistemas administrativos y de control presupuestario, de acuerdo a con los que indique la experiencia obtenida en las obras licitadas, adjudicadas, en construcción o en explotación, de manera de tener oportunamente la situación de la gestión del Área de Concesiones, proponiendo las medidas correctivas, si es el caso.



g) Efectuar el análisis presupuestario de la situación y avance de los estudios y licitación de proyectos contenidos en el programa de acuerdo con las prioridades fijadas.



h) Preparar informes y documentos referidos a aspectos presupuestarios, económicos y otras materias de tipo global que involucre a todas las Unidades Ejecutivas de Concesiones, al Programa de Concesiones de Obras Públicas y al Sistema de Concesiones.



i) Ser contraparte técnica de estudios y asesorías generales realizadas con consultores externos, y

 j) Representar a la Dirección General de Obras Públicas y a la Coordinación General de Concesiones cuando el Director General y el Coordinador General, respectivamente, lo estimen conveniente, ante organismos y empresas nacionales e internacionales, autoridades nacionales y regionales en materias administrativas y presupuestarias del Programa de Concesiones de Obras Públicas.

Por el convenio ad- referéndum de 23 de diciembre de 1998, con vigencia al 31 de agosto de 1999, se le asignaron las siguientes actividades y tareas:

a) Funciones de supervisión de los aspectos administrativos y Presupuestarios de Concesiones y de Coordinador Alterno de la División de Operaciones de la Coordinación General de Concesiones.

b) Coordinar y formular el Presupuesto anual del Área de concesiones del MOP de acuerdo a los programas de desarrollo de las diferentes Obras del Programa de Concesiones.

c) Seguimiento y control presupuestario de los contratos de estudios y asesorías, generados por la ejecución del Programa de Concesiones, que sean desarrollados por la Coordinación General de Concesiones, la Coordinación General de Construcción de Obras Concesionadas y las Unidades de Concesiones.

d) Seguimiento de los Contratos de Concesiones adjudicados por el MOP en sus aspectos financieros, tributarios y de Control.

e) Seguimiento de los programas de pagos al MOP que deban realizar las Sociedades Concesionarias, en cumplimiento de lo estipulado en las Bases de Licitación, como también de los pagos que el MOP deba hacer a dichas Concesionarias.

f) Proponer y elaborar las modificaciones presupuestarias que sean necesarias para el cumplimiento del programa de inversión del año.

g) Mantener, desarrollar y perfeccionar los sistemas administrativos y de control presupuestario, de acuerdo con lo que indique la experiencia obtenida en las obras licitadas, adjudicadas, en construcción o en explotación, de manera de  tener oportunamente la situación de la gestión del Area de Concesiones, proponiendo las medidas correctivas, si es el caso.

h) Efectuar el análisis presupuestario de la situación y avance de los estudios y licitación de proyectos contenidos en el Programa de acuerdo con las prioridades fijadas.

i) Preparar informes y documentos referidos a aspectos presupuestarios, económicos y otras materias de tipo global que involucre a todas las Unidades Ejecutivas de Concesiones,  al Programa de Concesiones de Obras Públicas y al Sistema de Concesiones.

 j) Ser contraparte Técnica de estudios y asesorías generales realizadas con Consultores Externos.

k) Asumir las funciones específicas en el ámbito de las Concesiones de Obras Públicas que determinen el Coordinador General de Concesiones y/o el Director General de Obras Públicas.

l) Representar a la Dirección General de Obras Públicas y a la Coordinación General de Concesiones cuando el Director General y el Coordinador General, respectivamente, lo estimen conveniente, ante organismos y empresas nacionales e internacionales, autoridades nacionales y regionales en materias administrativas y presupuestarias del programa de Concesiones de Obras Públicas.

Por el convenio ad- referéndum de 28 de julio de 1999, con vigencia al 31 de agosto de 1999, se le asignaron las siguientes actividades y tareas:

a) Funciones de Coordinador de la División de Operaciones de la Coordinación General de Concesiones.

b) Coordinar y Supervisar las áreas de servicios de informática, comunicaciones, administración, personal, contabilidad y finanzas de la Coordinación General de Concesiones.

c) Proveer el apoyo de los servicios requeridos a la Coordinación General de Concesiones, como también, a la Coordinación de Construcción y Explotación de Obras Concesionadas y Unidades Dependientes.

d) Coordinar y formular el Presupuesto anual del Área de Concesiones del MOP de acuerdo a los programas de desarrollo de las diferentes Obras del Programa de Concesiones.

e)Seguimiento y control presupuestario de los contratos de estudios y asesorías, generados por la ejecución del Programa de Concesiones, que sean desarrollados por la Coordinación General de Concesiones, la Coordinación General de Construcción de Obras Concesionadas y las Unidades de Concesiones.

f) Seguimiento de los Contratos de Concesiones adjudicados por el MOP en sus aspectos financieros, tributarios y de Control Administrativo.

g) Seguimiento de los programas de pagos al MOP que deban realizar las Sociedades Concesionarias, en cumplimiento de lo estipulado en las Bases de Licitación, como también de los pagos que el MOP deba hacer a dichas Concesionarias.

h) Proponer y elaborar las modificaciones presupuestarias que sean necesarias para el cumplimiento del programa de inversión del año.

i) Mantener, desarrollar y perfeccionar los sistemas administrativos y de control presupuestario, de acuerdo con lo que indique la experiencia obtenida en las obras licitadas, adjudicadas, en construcción o en explotación, de manera de tener oportunamente la situación de la gestión del Área de Concesiones, proponiendo las medidas correctivas, si es el caso.

j) Efectuar el análisis presupuestario de la situación y avance de los estudios y licitación de proyectos contenidos en el Programa de acuerdo con las prioridades fijadas.

k) Preparar informes y documentos referidos a aspectos presupuestarios económicos y otras materias de tipo global que involucre a todas las Unidades de Concesiones, al Programa de Concesiones de Obras Públicas y al Sistema de Concesiones.

l) Ser Contraparte Técnica de estudios y asesorías generales realizadas con Consultores Externos.

m) Asumir las funciones específicas en el ámbito de las Concesiones de Obras Públicas que determinen el Coordinador General de Concesiones y/o el Director General de Obras Públicas.

n) Representar a la Dirección General de Obras Públicas y a la Coordinación General de Concesiones cuando el Director General y el Coordinador General, respectivamente, lo estimen conveniente, ante organismos y empresas nacionales e internacionales, autoridades nacionales y regionales en materias administrativas, financieras y presupuestarias del programa de Concesiones de Obras Públicas.
Por los convenios  ad-referéndum de 16 de septiembre de 1999, con vigencia al 31 de diciembre de 1999, y de 22 de diciembre de 1999, con vigencia al 31 de julio de 2000, se le asignaron las mismas tareas señaladas.

Por los convenios ad-referéndum de 20 de julio de 2000, con vigencia al 31 de agosto de 2000,  y de 1 de septiembre de 2000, con vigencia al 31 de diciembre de 2000, se le asignaron las siguientes tareas y actividades:

a) Coordinar la formulación del Presupuesto del año 2001 de la Coordinación General de Concesiones de acuerdo a los programas de desarrollo de las diferentes Obras del Programa de Concesiones con el presupuesto global del  MOP.

b) Efectuar el análisis presupuestario de la situación y avance de los estudios y licitación de proyectos contenidos en el Programa de Concesiones.

c) Preparar informes y documentos referidos a aspectos presupuestarios, y económicos de tipo global que involucren al MOP y la Coordinación General de Concesiones.

d) Asumir las funciones específicas en el ámbito de las Concesiones de Obras Públicas que determinen el Director General de Obras Públicas y/o el Coordinador General de Concesiones.

e) Representar a la Dirección General de Obras Públicas y a la Coordinación General de Concesiones cuando el Director General y el Coordinador General, respectivamente, lo estimen conveniente, ante organismos y empresas nacionales e internacionales, autoridades nacionales y regionales en materias relacionadas con el programa de concesiones de Obras Públicas.

Por Decreto Supremo del Ministro de Obras Públicas subrogante, señor Juan Carlos Latorre Carmona, signado con el número 40 de 8 de enero de 2002, se le otorgó la calidad de agente público para el desarrollo de labores técnicas en la Dirección de Vialidad, calificadas como directamente relacionadas con la infraestructura pública que atiende el Ministerio de Obras Públicas a través de ese Servicio, especificándose con claridad y precisión las funciones que debía desarrollar;
6º Que, conforme lo prescrito en el artículo 13° de la Ley N° 15.840, Ley de Organización y Atribuciones del Ministerio de Obras Públicas y Servicios dependientes, la Dirección de Obras Hidráulicas es un servicio que forma parte de la Dirección General de Obras Públicas, y, como lo señala el artículo 14º de la citada ley, es el Director General de Obras Públicas el que tiene facultades para dirigirla, coordinarla y fiscalizarla. 

Las funciones y atribuciones de la Dirección de Obras Hidráulicas están contenidas en el artículo 17, y son las siguientes:

a) El estudio, proyección, construcción, reparación y explotación de obras de riego que se realicen con fondos fiscales, de acuerdo a las disposiciones del D.F.L. Nº 1.123, de Justicia, de 1981.

 b) Las obras de saneamiento y recuperación de terrenos que se ejecuten con fondos fiscales.

 c) El estudio, proyección, construcción y reparación del abovedamiento de los canales de regadío que corren por los sectores urbanos de las poblaciones, siempre que dichos canales hayan estado en uso con anterioridad a la fecha en que la zona por donde atraviesan haya sido declarada como comprendida dentro del radio urbano y que dichas obras se construyan con fondos fiscales o aportes de las respectivas Municipalidades. Estos aportes se convendrán entre el Ministerio de Obras Públicas y la Municipalidades, y

d) Proponer la condonación total o parcial de las deudas por saneamiento o recuperación de terrenos de indígenas, la que deberá concederse por decreto supremo fundado.

 El referido servicio se encuentra a cargo de un Director, de libre designación del Presidente de la República, que tiene las atribuciones y deberes que se señalan en el artículo 22° de la Ley Nº 15.840, y que son los siguientes: dirigirlo, coordinarlo y supervigilarlo y proponer al Director General su organización interna, la cual deberá contar con la aprobación del Ministro; velar por el cumplimiento de las leyes, reglamentos, normas e instrucciones que sean aplicables; proponer al Director General las normas técnicas relacionadas con los respectivos estudios, proyectos y construcciones; aplicar o proponer las sanciones que correspondan a su personal; destinar, comisionar y encargar cometidos al personal dentro de sus respectivos servicios; proponer los Presupuestos Anuales, el Plan General de Estudios y Proyectos y el Plan Anual de Ejecución de Obras; cumplir y hacer cumplir los Planes Anuales de Estudios y Proyectos y de Ejecución de Obras; contratar los estudios, proyección y ejecución de obras de acuerdo con la ley; ejecutar obras por administración directa o por administración delegada o trato directo en conformidad a la ley; adquirir, conforme al Reglamento respectivo, los bienes muebles necesarios para el Servicio, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso 2° del artículo 106; fiscalizar la ejecución de los estudios, proyectos y obras; velar por el buen uso y conservación de los bienes a cargo de su Servicio; proporcionar a la Dirección General de Obras Públicas los antecedentes relacionados con el personal y con las actividades del Servicio en la forma en que le sean solicitados; celebrar los actos y contratos y adoptar las resoluciones que sean necesarias para el cumplimiento de los fines de su Servicio, de acuerdo con sus atribuciones y delegar éstas en  los funcionarios de su dependencia con aprobación del Director General; y atender los demás asuntos de su incumbencia que encomiende el Director General;

7º Que, de acuerdo a lo que dispone el artículo 1 de la Ley Nº 15.840, Ley de Organización y Atribuciones del Ministerio de Obras Públicas y Servicios dependientes, el Ministerio de Obras Públicas es la Secretaría de Estado encargada del planeamiento, estudio, proyección, construcción, ampliación, reparación, conservación y explotación de las obras públicas fiscales y el organismo coordinador de los planes de ejecución de las obras que realicen los Servicios que lo constituyen y de las demás entidades a que se refieren los artículos 2 y 3 de la citada ley.

 Conforme lo dispone el artículo 4, al Ministro de Obras Públicas, en su calidad de autoridad superior del Ministerio, incumbe la supervigilancia de los organismos que de él dependen y de aquellos que, por su intermedio se relacionan con el Gobierno, cuales son la Superintendencia de Servicios Sanitarios y el Instituto Nacional de Hidráulica y de los Servicios que determine la ley. Además, según lo prescribe el artículo 5, le corresponde:

a) Pronunciarse sobre los Planes de Estudios, Proyectos y ejecución de Obras y sus prioridades, los que se someterán a la aprobación del Presidente de la República y se pondrán en conocimiento del Congreso Nacional.

b) Pronunciarse, antes del 1 de junio de cada año, sobre el proyecto de Presupuesto para el año siguiente, y proponer al Presidente de la República las modificaciones pertinentes.

c) Dictar las normas de coordinación de las actividades de los Servicios y las normas técnicas y administrativas generales a que deben sujetarse los trabajos de obras públicas.

d) Aplicar, previa investigación o sumario, las sanciones correspondientes en caso de infracción o inobservancia de las normas, reglamentos o disposiciones legales vigentes.

e) Proponer al Presidente de la República las comisiones de servicio del personal en el extranjero.

f) Presentar al Presidente de la República y al conocimiento del Congreso Nacional la Memoria Anual.

g) Someter a la aprobación del Presidente de la República los reglamentos necesarios para el funcionamiento de los Servicios a su cargo.

h) Someter a la aprobación del Presidente de la República la creación, fusión y supresión de Departamentos de los Servicios dependientes del Ministerio, pudiéndose establecer las funciones que les correspondan. Asimismo, le corresponderá someter al Presidente de la República la creación, fusión o supresión de las Secretarías Regionales Ministeriales de Obras Públicas.

i) Otorgar, de conformidad al decreto supremo de adjudicación a que se refiere el artículo 87, concesiones de uso o goce sobre bienes nacionales de uso público o fiscales cuya administración corresponda al Ministerio o a otras autoridades, a los concesionarios de explotación indicados en el citado artículo.

j) Convenir las indemnizaciones a que tendrá derecho el Fisco o el concesionario, por el incumplimiento de los contratos a que se refiere el artículo 87 o cuando deban revocarse esas concesiones por razones de interés público, y las garantías, modalidades y demás estipulaciones de tales contratos, con sujeción a las normas del Decreto con Fuerza de Ley que dicte el Presidente de la República en uso de las facultades que se le entregan por el artículo 88.

k) Alterar anualmente, por requerimiento de buen servicio, el porcentaje a que se refiere el inciso 2º del artículo 9 de la Ley Nº 18.834, respecto del Ministerio y sus Servicios dependientes, y

l) Dictar, en general, todas las resoluciones que tiendan al cumplimiento de los objetivos del Ministerio;

8º Que, en consecuencia, se advierte que la Ley Nº 15.840, Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, regula de manera clara y precisa la labor de dicha Secretaría de Estado y la de la Dirección de Obras Hidráulicas. También la del Ministro de Obras Públicas y la del Director de la referida dirección, servidores públicos que, por lo tanto, deben someter su actuación a la legislación del ramo.

Tratándose de la Coordinación General de Concesiones se aprecia que se trata de un organismo de tipo funcional a cargo del Coordinador General de Concesiones, dependiente del Director General de Obras Públicas; razón por la que las resoluciones en virtud de las cuales se procede a adjudicar a una persona o sociedad un determinado trabajo, estudio o consultoría, o a contratar directamente bajo el régimen de honorarios, para que la Coordinación General de Concesiones pueda cumplir sus objetivos, deben ser sancionadas por el Director General. Por lo tanto, en el ente funcional se radica el cumplimiento de la regularidad administrativa previa para que nazca a la vida jurídica la resolución adjudicatoria, que, como se señaló, debe dictar el Director General y, una vez emitida, debe velar por el fiel y estricto cumplimiento de lo contratado. 

Las facultades y atribuciones del Coordinador General de Concesiones y del jefe de la Unidad Ejecutiva de Supervisión y Desarrollo de Concesiones, que después mudó su denominación a la de División de Operaciones, ambos agentes públicos, se encuentran reguladas en las resoluciones y convenios ad-referéndum citados en los motivos signados con los números 3º, 4º y 5º. El primero, además, es dependiente del Director General de Obras Públicas  

Por último, la Dirección General de Obras Públicas, de acuerdo a lo que disponen los artículos 11º y 12º de la Ley Nº 15.840, Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, es un servicio dependiente de dicha Secretaría de Estado que tiene las atribuciones y funciones que le otorga la referida ley, se encuentra a cargo de un Director General, a quien le corresponde, según lo prescribe la letra d) del artículo 14º, contratar estudios, proyectos y ejecución de obras en la forma que determina la ley. 

Lo anterior, conduce a la conclusión que todo acto o contrato que sea necesario llevar a cabo para que la Coordinación General de Concesiones pueda cumplir las funciones señaladas en la resolución que la crea y que comprometa el patrimonio fiscal, debe necesariamente cumplir todas y cada una de las instancias legales y reglamentarias establecidas con la finalidad de preservarlo;

9º Que, por lo expuesto precedentemente, corresponde tener presente la normativa aplicable a los contratos o convenios materia de la investigación judicial. 
De la lectura de las motivaciones contenidas en las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas y en el decreto supremo del Ministro de Obras Públicas, emitido por orden del Presidente de la República, que aprobaron las contrataciones pesquisadas, se advierte que la legislación aplicable es aquella contenida en el Decreto Supremo del Ministerio de Hacienda signado con el número 98, de 12 de febrero de 1991, que establece modalidades a que debe ajustarse la celebración de convenios que involucren la prestación de servicios personales a los servicios e instituciones regidos por el Decreto Ley N° 249, de 1973, que no se relacionen con la construcción de obras, y en el Decreto Supremo del Ministerio de Obras Públicas signado con el número 48, de 28 de febrero de 1994, que aprobó el nuevo reglamento para la contratación de trabajos de consultoría. Sin perjuicio, de las estipulaciones propias de los contratos, de los que formaron parte, según sea el caso, las bases administrativas y los términos de referencia, la serie de preguntas y respuestas y toda la documentación adicional aclaratoria que surgió en el periodo de estudio de las propuestas por parte de la Dirección interesada, todo otro documento que definió las bases del concurso y la oferta del consultor a quien se le adjudicó el contrato;

 10º  Que, conforme lo dispuesto en el artículo 2 del Decreto Supremo de Hacienda N° 98, de 12 de febrero de 1991, los convenios que se celebran con personas naturales, que involucran la prestación de servicios personales del contratante, deben ajustarse a las normas de los artículos 10° de la Ley N° 18.834, en su caso, y 33° del Decreto Ley N° 249, de 1974, o del artículo 13° del Decreto Ley N° 1.608, de 1976, y demás disposiciones que complementen o reglamenten dichos textos legales. En su inciso 2° se señala que por decreto supremo fundado del Ministerio correspondiente, puede contratarse a profesionales, técnicos o expertos, de alta especialización, para labores que, por su naturaleza, no son susceptibles de ser asimiladas a posiciones de la Escala Única de Sueldos, sobre la base de honorarios consistentes en una suma alzada u otro sistema cuando se contrate a profesionales. Sin embargo, conforme se expresa perentoriamente en su inciso 3°, la celebración de esos convenios debe ajustarse a las exigencias establecidas en las letras a), b) y c) del artículo 3°.

El  artículo 3, al efecto, señala: “Los convenios que se celebren con personas jurídicas, que involucren la prestación de servicios personales de los socios o de personas dependientes de la entidad contratante, sobre la base de honorarios, deberán cumplir los siguientes requisitos:

 a) La prestación que se contrate debe ser indispensable para la ejecución eficiente de las funciones que son propias del organismo; 

b) Que no pueda lograrse por medio de los recursos humanos propios de la institución;

 c) La entidad contratante deberá contar con las disponibilidades presupuestarias suficientes para financiar el pago de los honorarios; 

d) Las personas jurídicas cuyos servicios se contraten, no pueden tener entre sus socios a uno o más funcionarios pertenecientes a las entidades regidas por el Decreto Ley N° 249, de 1974, cuya representación, en conjunto, sea superior al 50% del capital social, ni tener entre sus trabajadores a personas que sean a la vez funcionarios de las entidades antes indicadas; 

e) Deberá llamarse a cotizaciones privadas, a no menos de tres personas jurídicas, para la adjudicación del contrato. 

Los requisitos a que se refieren las letras d) y e) no serán exigibles  respecto de los convenios que involucren la prestación de servicios personales por entidades del sector público, incluidas las Universidades e Institutos Profesionales estatales, o por Universidades e Institutos Profesionales particulares, reconocidos por el Estado o por organismos financieros multilaterales. Asimismo, en casos calificados, se podrá exceptuar del cumplimiento del requisito contemplado en la letra e), mediante decreto supremo fundado expedido a través del Ministerio de Hacienda, a los convenios de prestación de servicios que se celebren con personas jurídicas extranjeras y que deban ejecutarse fuera del territorio nacional.

Del cumplimiento de los requisitos deberá dejarse constancia en el decreto supremo del Ministerio del Ramo que apruebe el convenio y agregarse a sus antecedentes la documentación pertinente”.

  Conforme lo prescribe el artículo 4°, para resolver respecto de las cotizaciones, debe considerarse, especialmente, los siguientes aspectos: la solvencia económica y la capacidad técnica de los oponentes; el título o títulos de especialización de las personas que tendrán a su cargo la responsabilidad directa de la prestación; la experiencia de los proponentes y, particularmente, la de las personas que tendrán a su cargo la responsabilidad de la prestación; el precio del contrato; el plazo en que se cumplirá la prestación; la relación entre el precio y el plazo; la forma de pago en relación con el avance de los trabajos; las multas u otras sanciones que se ofrezca pactar por los atrasos en que pueda incurrirse y por la falta de cumplimiento del contrato, y la relación que existe entre el precio y los aranceles vigentes de las profesiones respectivas.

 De acuerdo al artículo 5°, los trabajos concretos de la prestación deben ser controlados y evaluados, con su avance, cantidad y calidad, por el propio organismo que contrata el servicio. El Jefe superior del organismo es el encargado de autorizar los pagos parciales que procedan y el pago total, previa comprobación de que se ha cumplido con lo estipulado. Asimismo, debe aplicar los castigos pactados por el no cumplimiento o el atraso en que se incurra;

11° Que, por su parte, el artículo 11 de la Ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, (artículo 10 a la fecha de los hechos materia de la investigación) a la letra, prescribe: “Podrá contratarse sobre la base de honorarios a profesionales y técnicos de educación superior o expertos en determinadas materias, cuando deban realizarse labores accidentales y que no sean las habituales de la institución, mediante resolución de la autoridad correspondiente. Del mismo modo se podrá contratar, sobre la base de honorarios, a extranjeros que posean título correspondiente a la especialidad que se requiera.


Además, se podrá contratar sobre la base de honorarios, la prestación de servicios para cometidos específicos, conforme a las normas generales.


Las personas contratadas a honorarios se regirán por las reglas que establezca el respectivo contrato y no les serán aplicables las disposiciones de este Estatuto.”


El artículo 33 del Decreto Ley N° 249, de 1974, que fija la Escala Única de Sueldos para el personal que señala, a la letra, dispone: “Los montos de los honorarios que se contraten deberán ajustarse a las rentas que fija la Escala Única, de acuerdo con la posición relativa que corresponda a la función encomendada y/o a los  requisitos exigidos para su desempeño, según el artículo 12 del presente decreto ley.”


El artículo 13 del Decreto Ley N° 1.608, de 1976, que fija normas sobre nombramiento, ingreso, ascenso o promoción de personal en los servicios, instituciones o empresas regidos por el Decreto Ley N° 249, de 1973, a la letra, establece: “ No obstante lo dispuesto en el artículo 8 del decreto con fuerza de ley 338, de 1960, podrá autorizarse, mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, la contratación sobre la base de honorarios de hasta 15 profesionales, técnicos o expertos para la Junta de Gobierno y por cada Ministerio, para realizar labores permanentes y habituales del servicio o institución a que sean asignados. Estas contrataciones deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 33 del decreto ley 249, de 1973.


Asimismo, mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, podrá autorizarse la contratación de hasta 15 personas para la Junta de Gobierno y por cada Ministerio, asimilados a un grado o sobre la base de honorarios, para labores de asesoría altamente calificadas. La fijación de las remuneraciones de las personas contratadas asimiladas a un grado y los honorarios de los contratados sobre esta base podrán exceder las posiciones relativas respectivas, pero no podrán ser superior al grado 2° del artículo 1° del decreto ley 249, de 1973.

Las contrataciones que se efectúen de acuerdo a las modalidades establecidas en este artículo no podrán exceder la dotación máxima asignada al servicio respectivo.”

12º Que tratándose del Decreto Supremo del Ministerio de Obras Públicas signado con el número 48, de 28 de febrero de 1994, que aprobó el nuevo reglamento para la contratación de trabajos de consultoría, conviene considerar, en primer lugar, que el inciso 2 del artículo 2 señala que puede contratarse trabajos de consultoría en condiciones distintas a las señaladas en el reglamento, en casos excepcionales debidamente fundados y autorizados expresamente por el Ministro de Obras Públicas. 
Las circunstancias diferentes a que alude dicha disposición dicen relación con el procedimiento de selección del consultor. En efecto, si el  estudio o consultoría corresponde que sea efectuado bajo el marco del Convenio sobre Cooperación Técnica no Reembolsable Regional entre la República de Chile y el Banco Interamericano de Desarrollo, debe aplicarse el establecido en aquél. También se puede llamar a concurso privado por razones de urgencia de la realización del trabajo o por motivos de particular especialización y experiencia teórica y práctica requerida de parte del consultor. Incluso efectuarse la adjudicación vía trato directo si la consultoría la realizará una universidad reconocida por el Estado; o autorizarse que no se exija que el consultor esté inscrito en una categoría especial del Registro de Consultores del Ministerio de Obras Públicas, precisamente por la naturaleza del trabajo.  

En segundo lugar, corresponde tener presente lo que disponen las siguientes disposiciones:

Artículo 3º: define los siguientes vocablos: “inspector fiscal” el profesional que asume el derecho y la obligación de fiscalizar el cumplimiento de un contrato de consultoría; “consultor” la persona natural o jurídica inscrita en el Registro de Consultores del Ministerio; “Registro de Consultores o Registro”  nómina actualizada en la cual figuran por especialidades y categorías, las personas naturales o jurídicas que mantienen vigente su inscripción; “trabajo de consultoría o consultoría” todo estudio, proyecto o asesoría, que el Ministerio estime necesario o conveniente contratar, para el cumplimiento de sus objetivos y que tengan relación con cualquiera de las áreas a que se refiere el Cuadro Nº 1 anexo al Título II del Reglamento.

Artículo 25º, letra b): No podrán optar a su inscripción (en el Registro de Consultores) los profesionales que se encuentren en algunas de las siguientes situaciones: Funcionarios del Ministerio de Obras Públicas, Instituciones y Empresas dependientes o que se relacionen con el Estado por su intermedio.

Artículo 32º: Podrán participar en el concurso los consultores que se encuentren inscritos en la especialidad y categoría que se indique en el llamado y que cumplan con todos los requisitos que se exijan en las bases. Los consultores inscritos en una categoría superior de la especialidad definida en el llamado a concurso, también pueden participar en él.

Artículo 35°: Los contratos podrán ser a suma alzada, a precios unitarios, a tarifas profesionales o combinación de ellos. El sistema elegido será definido en las bases administrativas y su elección se basará en las características, conocimientos y condiciones específicas del estudio, proyecto o asesoría. En los contratos a suma alzada, el consultor se obliga a efectuar todos los trabajos que señalen los documentos del contrato por una suma fija, que se pagará por parcialidades a medida que se den por cumplidas y aprobadas las etapas establecidas en los términos de referencia. En los contratos por precios unitarios o tarifas profesionales unitarias, el consultor se compromete a ejecutar los trabajos que señalen los documentos del contrato, a los precios o tarifas unitarias convenidas, pagándose en este caso las cantidades y horas/hombre efectivamente ejecutadas en el desarrollo del trabajo.

Artículo 38°: Las propuestas se presentarán en dos sobres cerrados, caratulados oferta técnica y oferta económica. El primero de ellos contendrá los antecedentes de tipo técnico que se soliciten en las bases. El segundo, incluirá la oferta económica propiamente tal, presentada conforme las bases respectivas. En ambos sobres se indicará el nombre y deberán estar firmados por el consultor. Las propuestas y antecedentes solicitados deberán presentarse en idioma español y los valores en moneda nacional, salvo estipulación especial de las bases del concurso.   

Artículo 58°: El consultor no podrá traspasar total ni parcialmente la responsabilidad del contrato a un tercero. El consultor podrá sub-contratar parte de los trabajos, siempre que esto haya sido considerado en la propuesta técnica. El no cumplimiento de lo anterior dará derecho al Ministerio para hacer efectivas las garantías y poner término anticipado al contrato, en forma inmediata y sin indemnización para el consultor. Será requisito indispensable que la parte subcontratada sea ejecutada por un consultor inscrito en los Registros del Ministerio de Obras Públicas, salvo en los casos autorizados expresamente por el Director Nacional o el Secretario Regional Ministerial respectivo. Cualquiera sea la situación, el consultor continuará siendo responsable de todas las obligaciones contraídas con el Ministerio en virtud del contrato, las que en ningún caso podrán ser consideradas como traspasadas al sub-contratista.

Artículo 66°: El consultor designará un representante, que se desempeñará como jefe del proyecto, el cual será la única persona autorizada para actuar ante la dirección contratante. A su vez, la autoridad que adjudique el contrato designará un representante de la dirección respectiva para actuar frente al consultor. Este funcionario se denominará inspector fiscal y será el responsable de la administración del contrato.

Artículo 67°: El consultor debe hacer intervenir en los trabajos al personal individualizado en su propuesta técnica. En caso que alguna de las personas deba ser reemplazada por solicitud de la dirección, el consultor deberá proponer el reemplazante, el que deberá tener méritos similares o superiores al incluido en la propuesta. Si el consultor solicita un cambio de personal individualizado en su oferta técnica, deberá requerirlo y proponer la persona reemplazante, que también deberá tener méritos similares o superiores al incluido en la oferta técnica. Si nada se define en las bases, la autorización deberá ser otorgada por el Director Nacional.

Artículo 81°: incisos 1º y 2º: Terminada la consultoría, lo que deberá certificar el inspector fiscal, éste la remitirá a la autoridad correspondiente, para su aprobación final, quien deberá, en un plazo de 20 días, pronunciarse sobre el contenido del trabajo. De ser aprobado, el consultor dispondrá de 30 días para su entrega definitiva, en la forma indicada en el artículo 78.

Artículo 82°: El Ministerio pagará las cantidades en la forma y en los plazos estipulados en el contrato, previo cumplimiento por parte del consultor de las formalidades definidas en las bases y el presente reglamento. Los pagos se harán mediante estados de pago por cada etapa aprobada por el inspector fiscal, en las oportunidades, montos y con las formalidades establecidas en las bases. Cuando en el contrato se establezca reembolso de gastos, éstos se incluirán en los estados de pago, siempre que hayan sido autorizados en las bases.

Artículo 89°: El inspector fiscal deberá ser un profesional funcionario del Ministerio. La designación del inspector fiscal se hará mediante resolución de la autoridad que adjudica el contrato.

Artículo 90°: inciso 1º. Durante el desarrollo de la consultoría el inspector emitirá informes periódicos, que serán remitidos al jefe del departamento que corresponda, en los cuales dejará constancia de su juicio sobre el comportamiento del consultor en los aspectos por calificar señalados en el artículo 93. 


Artículo 91°: Los deberes del inspector fiscal son:


a) Tener conocimiento cabal de: la materia de que trata el proyecto, las normas generales administrativas, el Reglamento de Consultoría, y de las bases de concurso y contrato respectivo.


b) Realizar, entre otras, las siguientes funciones: fiscalizar el cumplimiento del contrato, fiscalizar el desarrollo del trabajo y los informes respectivos, revisar y aprobar los estados de pago, coordinación general orientada a la buena marcha del trabajo de consultoría, elaborar los informes periódicos a que hace mención el artículo 90, proponer a la autoridad competente las liquidaciones de contrato que corresponda, informar en la oportunidad que lo requiera la autoridad competente.


Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la Dirección contratante, con autorización previa del Director General respectivo, podrá ordenar que el inspector fiscal sea asesorado por profesionales calificados, funcionarios o consultores del Registro del Ministerio de Obras Públicas. Las actividades y obligaciones que debe desempeñar el asesor se establecerá en el documento legal respectivo.


Artículos 92°: Cada trabajo de consultoría será objeto de una calificación dentro de los 30 días siguientes a su término oficial. La calificación será efectuada por una Comisión Calificadora integrada por el jefe de departamento correspondiente o Director Regional de la dirección contratante, quien la presidirá y por dos profesionales designados por el Director Nacional o por el Secretario Regional Ministerial, en cuyo caso podrá ser cualquiera de los radicados en su región. El  inspector fiscal hará las veces de secretario. Esta calificación no libera al consultor de la responsabilidad legal y reglamentaria que le cabe en la ejecución de un trabajo de consultoría.


Artículo 93°: La Comisión Calificadora juzgará el comportamiento del consultor en la ejecución del trabajo contratado, en los siguientes aspectos globales y parciales:

a) Calidad del trabajo ejecutado: cumplimiento del objetivo del trabajo y bondad de la solución adoptada; extensión y profundidad del tratamiento de las materias; capacidad de gestión, autonomía y flexibilidad del consultor durante el trabajo, ordenamiento y claridad.

b) Cumplimiento de los plazos.

Para emitir su juicio, la comisión tendrá a la vista todas las comunicaciones que sobre estos aspectos haya cursado el inspector fiscal y los informes por él elaborados, según se establece en el artículo 90.


13º Que también conviene tener presente qué son las “partidas pro forma” y las “partidas gastos administrativos generales”.  


De acuerdo a lo que dispone el número 37 del artículo 4 del Decreto del Ministerio de Obras Públicas signado con el número 15, de 6 de abril de 1992, se debe entender como “valor pro forma” aquellas partidas que se señalan en el presupuesto oficial y que el proponente debe reproducir en su propuesta a título meramente informativo, porque los montos reales no se conocen con anterioridad a la licitación, teniendo éste derecho a que el Ministerio le reembolse las cantidades efectivas que acredite haber pagado por su ejecución, más el porcentaje que fijen las bases administrativas. También se define como rubro que el consultor identifica previamente en una propuesta, cuyo objeto es responder a los pagos a terceros que no pueden ser conocidos con exactitud al momento de solicitarse la licitación o convenir los tratos, y que deben ser consultados por el contratista en el mismo valor nominal fijado en los documentos del concurso, pagarse en la forma establecida y solicitarse su reembolso acorde lo efectivamente cancelado, sin reajuste ni actualizaciones de ninguna clase.


Las “partidas gastos administrativos generales” se definen como aquellas que comprenden todos aquellos gastos de ese carácter, relacionados tanto con el funcionamiento de la empresa o sociedad que se adjudicó el trabajo como con su ejecución propiamente tal;


14º Que, del análisis de las normas señaladas, se puede advertir el interés del legislador de velar por el correcto uso del patrimonio fiscal que se puede ver comprometido con el pago de sumas de dinero por diferentes conceptos, estableciendo procedimientos y mecanismos dirigidos para ese propósito y que necesariamente deben ser utilizados por la Administración. 

Así, en lo que interesa a la investigación judicial, tratándose del pago de honorarios que se celebran con personas naturales, que involucran la prestación de servicios personales del contratante, exige la celebración de convenios y, en determinados casos, la emisión de decretos supremos fundados de la autoridad respectiva. Además, que la contratación debe ser indispensable para la ejecución eficiente de las funciones que son propias del organismo o se trate de labores accidentales y no habituales de la institución y que deben realizarse.  Las voces “debe” y “deben” denotan obligación, necesidad, compromiso, que corresponde,  conviene, incumbe la contratación para la Administración, único contexto que autoriza el pago de sumas de dineros por concepto de honorarios con cargo al erario,  montos que tampoco pueden fijarse de manera arbitraria.


Respecto de los trabajos de consultoría, es el artículo 3, letra p), del Reglamento para la contratación de trabajos de consultoría signado con el número 48, de 28 de febrero de 1994, el que establece la necesidad de la contratación para el servicio, al definir el vocablo “trabajo de consultoría o consultoría” como “ todo estudio, proyecto o asesoría, que el Ministerio estime necesario o conveniente contratar, para el cumplimiento de sus objetivos y que tenga relación con cualquiera de las áreas a que se refiere el Cuadro Nº 1 anexo al Título II del presente Reglamento”.


Sobre la materia en examen, resulta de interés para esta sentenciadora el tenor del instructivo del ex Presidente de la República señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle, de 26 de enero de 1998, denominado “Instructivo sobre Bases para el Uso de Consultorías Externas”, originado como resultado de la auditoría que ordenó instruir en el período 1997, que demuestra la preocupación de la máxima autoridad del país sobre este tópico.
En el citado instructivo se establece que los elementos que deben considerarse para la contratación de una consultoría externa, son los siguientes: de necesidad y pertinencia; de experiencia; de financiamiento; de razonabilidad económica; de normatividad; de evaluación; de resguardo y de utilidad.


También resulta de interés las denominadas “Recomendaciones Específicas”, derivadas de los resultados de la “Auditoría Interna General de Gobierno 1998”, cuyo objetivo dispuesto por el Presidente de la República de la época era el examen integral a los sistemas de control interno institucionales. Sobre la materia, la recomendación es la siguiente: 


“Las contrataciones a honorarios deben responder esencialmente a aquellas actividades transitorias o que, por su naturaleza, requieren de la experiencia externa para un más eficiente ejercicio del servicio público. Con todo, los convenios de prestación de servicios personales deben consignar, entre otros requerimientos de información, el producto o servicio a cumplir, los plazos y periodicidad de los informes de avance, así como el segmento institucional responsable de su supervisión...”

Como puede advertirse los instructivos recogen la normativa existente en la legislación nacional sobre la materia de análisis, de aplicación obligatoria en la Administración del Estado, y, por lo mismo, en concepto de esta sentenciadora, no tienen necesariamente una aplicación temporal en el periodo gubernamental de la autoridad que los emitió;

 15º Que, además, conviene recordar que los convenios o contratos de honorarios participan de la naturaleza jurídica de los contratos administrativos.

 El profesor Enrique Silva Cimma, en su obra Derecho Administrativo Chileno y Comparado, Actos, Contratos y Bienes. Editorial Jurídica de Chile. Santiago 1995, página 174, señala que el contrato administrativo es un acto jurídico bilateral celebrado entre la Administración y un particular u otro órgano de aquella, que persigue un fin público y se somete a las reglas del Derecho Público. Agrega que sea un “acto jurídico bilateral” significa que es un acuerdo de voluntades entre dos partes y que dicha convención produce efectos jurídicos; que sea “de la administración” indica que por lo menos una de las partes debe ser un órgano integrador de la Administración del Estado; y que persiga un “fin público”, significa que por su intermedio se pretende proveer al funcionamiento de un servicio público o dar satisfacción a una necesidad pública.

El profesor Patricio Aylwin Azócar en sus Apuntes de Clase y Manual de Derecho Administrativo, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 1952, define como contratos administrativos a “aquellos en que es parte la Administración y que se celebran con un fin inmediato y directo de carácter público”. De acuerdo a esta definición el contrato administrativo supone los siguientes elementos: que exista un acuerdo de voluntades; que una de las partes sea la Administración; que ese acuerdo de voluntades sea generador de obligaciones entre la Administración y el contratista; y que este acuerdo de voluntades se celebre para satisfacer un necesidad pública, para gestionar un servicio público, es decir, con fin inmediato y directo de carácter público. 

De las citadas definiciones se puede advertir que lo que caracteriza a un contrato como administrativo es su objeto, la participación de un órgano estatal o ente público en el ejercicio de la función administrativa y las prerrogativas especiales de la Administración en orden a su interpretación, modificación y resolución;

16º Que en los contratos administrativos se presentan los mismos elementos de los actos administrativos, esto es, sujeto, competencia, capacidad, voluntad, objeto y forma, que son sus requisitos de existencia y validez. 

En lo relativo a la “declaración de voluntad”, se debe tener presente que la doctrina distingue tres etapas esenciales:

1ª etapa: La determinación de la voluntad administrativa: que consiste en el proceso subjetivo que se forma dentro de la Administración en la mentalidad del órgano administrativo que resuelve emitir un acto de ese carácter.

2ª etapa: La declaración de la voluntad determinada: que consiste en la exteriorización materializada de ese proceso que llegó a formar juicio en la mente de quien administra el órgano administrador.

3ª  etapa: La ejecución de la voluntad determinada y declarada. Sin embargo, la gran parte de la doctrina estima que no se está en presencia de una tercera etapa de la formación de la voluntad administrativa, sino que en el efecto mismo de esa voluntad ya declarada.

En cuanto al “objeto del contrato”, requisito también relevante por el mérito del proceso, la doctrina señala que para que un contrato pueda ser considerado como administrativo al menos una de sus prestaciones debe estar legal y obligatoriamente vinculada a la finalidad característica de la Administración Pública, esto es, deben tener por objeto una obra o un servicio público o cualquier otra prestación que tenga por finalidad el fomento de los intereses y la satisfacción de las necesidades generales.

Lo expuesto por la doctrina nacional, en cuanto a la necesidad que exista “voluntad” del órgano administrativo para que surja a la vida jurídica un contrato administrativo, que necesariamente debe estar ligada a la finalidad que se persigue con su contratación, que debe ser pública, se encuentra recogido en diversas disposiciones legales. En efecto, el artículo 3 del Decreto Supremo del Ministerio de Obras Públicas signado con el número 48, de 28 de febrero de 1994, que aprueba el Reglamento para la Contratación de Trabajos de Consultoría, define en su letra q) lo que debe entenderse por “trabajo de consultoría o consultoría” como “todo estudio, proyecto, asesoría que el Ministerio estime necesario o conveniente contratar, para el cumplimiento de sus objetivos y que tenga relación con cualquiera de las áreas a que se refiere el cuadro Nº 1 anexo al Título II del presente Reglamento”. El artículo 4 número 13 del Decreto del Ministerio de Obras Públicas signado con el número 15, de 17 de enero de 1992, que aprueba el Reglamento para Contratos de Obras Públicas, define en su número 13) lo que debe entenderse por “contrato de obra pública” como “acto por el cual el Ministerio le entrega a un contratista la ejecución de una obra pública, la cual debe ejecutarse conforme a lo que determinan los antecedentes de la adjudicación”, y, en su número 12), como “obra pública” “inmueble construido por el Estado, directamente o en virtud de un contrato, cuya finalidad es propender al bien público”. Asimismo, el artículo 1 de la Ley Nº 18.803 señala que los contratos a que se refiere están destinados a apoyar funciones de los servicios públicos que indica, que no correspondan al ejercicio mismo de las potestades públicas encomendadas por la ley;

17º Que, a juicio de esta sentenciadora, también resulta adecuado tener en consideración las normas que regulan las remuneraciones del sector público y la prestación de servicios de los empleados públicos sobre la base de honorarios.


Respecto del primer tópico, se debe tener presente que la letra d) del artículo 3º de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, define “sueldo” como la retribución pecuniaria, de carácter fijo y por periodos iguales, asignada a un empleo público de acuerdo con el nivel o grado en que se encuentra clasificado. En su letra e), define “remuneración” como cualquier contraprestación en dinero que un funcionario tiene derecho a percibir en razón de su empleo o función, como, por ejemplo, sueldo, asignación de zona, asignación profesional y otras. 

Es el artículo 1º del Decreto Ley Nº 249 el que fija la Escala Única de Sueldos mensuales para el personal de las entidades que se indican, citándose, entre ellas, a la Dirección General de Obras Públicas y Direcciones dependientes. El artículo 5º, por su parte, prescribe que los trabajadores dependientes de las entidades enumeradas en el artículo 1º, esto es, personal de la Dirección General de Obras Públicas y Direcciones dependientes, sólo podrán percibir, además de los sueldos de la escala que contiene dicha disposición, las siguientes remuneraciones adicionales vigentes: antigüedad, zona, gastos de movilización del artículo 76 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 338, de 1960, gastos por pérdida de caja, viático, colación, cambio de residencia, asignación familiar, asignación por trabajos nocturnos o en días festivos, y asignación de movilización establecida por el artículo 6º del Decreto Ley Nº 97, de 1973.


En concepto de esta sentenciadora resulta de interés lo expuesto en los considerandos signados con los números 1.- y 2.- del Decreto Ley Nº  249, que demuestran el objetivo que el legislador perseguía con su dictación. El tenor es el siguiente:


“1.- La situación existente en materia de remuneraciones del Sector Público que se traduce en el pago de muy diferentes rentas por un mismo trabajo, aun dentro de un mismo Servicio, y en distorsiones de gran magnitud entre las distintas entidades de dicho Sector.”


“2.- La falta de un sistema uniforme y la ausencia de normas que regulen los mecanismos de fijación de estas remuneraciones con un criterio único, lo que provoca graves problemas, como la existencia de “Servicios Postergados”; injusticias sociales que resultan de soluciones parciales y dispersas, y desmotivación de los funcionarios afectados por tratos discriminatorios, que en definitiva conduce a una baja en el rendimiento y, por lo tanto, en la productividad de la Administración Pública.”

En consecuencia, el establecimiento de la denominada Escala Única de Sueldos tuvo por finalidad evitar que determinados servidores públicos o un grupo de ellos gozara de remuneraciones superiores al resto, no motivada por elementos o parámetros objetivos; mejoramiento salarial que puede originarse, por ejemplo, por pertenecer los beneficiados al mismo partido político de aquel que puede recurrir a otros mecanismos para aumentar las remuneraciones, por participar de las mismas creencias religiosas, filosóficas o espirituales de aquel, o incluso por simpatías personales, criterios que, obviamente, provoca en la mayoría sentimientos de injusticia y desmotivación. 

Sobre esta materia resulta pertinente traer a colación lo consignado en la sentencia dictada en la causa número de rol 15.260 Letra C-1, en cuanto que sólo un grupo muy reducido de empleados públicos que se desempeñó en la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, recibió sumas de dinero adicionales para mejorar su remuneración, y que la gran mayoría, casi la totalidad, de los empleados públicos que declararon en dicha causa y que pertenecían a otras direcciones de esa Secretaría de Estado sólo percibió el sueldo asignado al grado respectivo de la Escala Única de Sueldos; 

18º  Que en lo relativo a la prestación de servicios en la Administración Pública sobre la base de honorarios, se debe tener presente lo que disponen los artículos 11 de la Ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, 33 del Decreto Ley N° 249, de 1974, que fija la Escala Única de Sueldos y 13 del Decreto Ley N° 1.608, de 1976, que fija normas sobre nombramiento, ingreso, ascenso o promoción de personal en los servicios, instituciones o empresas regidos por el Decreto Ley N° 249, de 1973, ya transcritos en el motivo signado con el número 11º;


19° Que, del examen de las normas señaladas, se puede advertir que un empleado público, sea que desempeñe cargos de planta o empleos a contrata, sólo puede percibir su sueldo y otras sumas de dinero a titulo de remuneración en los términos definidos en las letras d) y e) del artículo 3º de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Por lo tanto, el tesoro público no puede ser obligado a soportar el pago de sumas de dinero a empleados públicos por conceptos diferentes a los señalados;

20º Que, en concepto de esta sentenciadora, también resulta adecuado tener en consideración que los derechos y deberes de un agente público se encuentran regulados en el estatuto convencional celebrado con la Administración, debiendo ser considerado como funcionario público respecto de las responsabilidades de orden penal que pueden surgir en relación a  su desempeño y también para determinados efectos administrativos, como, por ejemplo, comisiones de servicio y percepción de viáticos. 

En consecuencia, tratándose de los honorarios los agentes públicos sólo pueden percibir aquellos regulados en sus respectivos convenios ad referéndum que celebraron con la autoridad, y, en lo relativo a las comisiones de servicio, les son aplicables las normas de los artículos 70 y siguientes de la Ley Nº 18.834, hoy 73 y siguientes, y las particulares señaladas en el decreto por el que se los designa en comisión de servicio;

21º Que, por último, también es conveniente tener presente que los denominados contratos de apoyo administrativo o de “outsourcing” se encuentran regulados en la Ley Nº 18.803 y en su reglamento contenido en el Decreto Supremo del Ministerio de Hacienda Nº 21, de 1990. Conforme lo dispone el artículo 1 de la citada ley, los servicios públicos regidos por el título II de la Ley Nº 18.575 pueden encomendar, mediante la celebración de contratos, a Municipalidades o a entidades de derecho privado, todas las acciones de apoyo a sus funciones que no correspondan al ejercicio mismo de sus potestades. 

La misma disposición señala que son acciones de apoyo todas las que no constituyan las potestades públicas encomendadas por la ley a cada uno de los servicios y que sean complementarias a dichas potestades, tales como recepción, recopilación, preparación, revisión y evaluación de antecedentes; procesamientos computacionales; cobranzas y percepción de pagos; conservación y reparación de bienes inmuebles; aseos y otros servicios auxiliares.

Es el artículo 3 del reglamento el que señala los requisitos a que debe sujetarse la celebración de los contratos con entidades de derecho privado, y, en su letra c), establece que las entidades proponentes o contratantes, cuando los convenios involucren la prestación de servicios personales de los socios o de sus trabajadores, no pueden tener entre sus socios a una o más personas que presten servicios al Estado como trabajadores dependientes, cuya participación sea igual o superior al 50% del capital social, ni tener entre sus trabajadores a personas que sean, además, funcionarios dependientes del Estado;

22° Que con el mérito de los antecedentes relacionados en el fundamento signado con el número 2º, apreciados en forma legal, han quedado establecidos en el proceso, los siguientes hechos:

I.En relación a la empresa ECONAT CONSULTORES.

a).Que la Coordinación General de Concesiones  de la Dirección General de Obras Públicas requería realizar una consultoría, cuyo propósito era identificar cómo se verían afectados los cultivos en términos productivos al enfrentar menores ofertas de agua,  apoyar al diseño de especificaciones agrícolas en Bases de Contratación de Estudios y recopilar información respecto de instrumentos para el desarrollo agrícola de tal forma de contribuir al diseño de un Fondo Agrícola para apoyar las concesiones de embalses, invitando a presentar cotizaciones a las empresas Ingeniería Agrícola Ltda., Econat Consultores Ltda. y a AC Ingenieros Consultores.

b). Que mediante el Convenio Ad-Referéndum de 3 de marzo de 2000, suscrito entre la Dirección General de Obras Públicas, representada por el ingeniero de la Coordinación General de Concesiones, Pablo Anguita Salas, y la empresa consultora Econat Consultores Ltda., representada por Marco Luraschi Pandolfi y Flavia Maldini Benítez, se encargó al consultor el desarrollo del trabajo de consultoría y las labores especificadas en los Términos de Referencia, señalándose que el valor del trabajo de la consultoría contratada alcanza un monto total de $ 39.600.000.-, incluido impuestos.

c). Que por Resolución de la Dirección General de Obras Públicas signada con el número 1831, de 27 de junio de 2000, suscrita por el Director General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada Moreno, y con el visto bueno del Ministro de Obras Públicas de la época, Carlos Cruz Lorenzen, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 2 del Decreto Nº 48 que aprueba el nuevo Reglamento para Contratación de Trabajos de Consultoría,  se ratificó el Convenio Ad-Referéndum  para la realización de la consultoría denominada “Impacto Productivo de la Reducción de Agua en Cultivos, Apoyo al Diseño de Especificaciones Agrícolas y Recopilación de Información de Instrumentos de Desarrollo Agrícola”, dejándose constancia que el valor de la consultoría es la suma de $ 39.600.000, incluido todos los impuestos.

d). Que efectuado el informe respectivo y pagado por el Ministerio de Obras Públicas el precio de la consultoría, se procedió a pagar las siguientes boletas y facturas: Boleta Nº 099 extendida por la empresa Gestión Ambiental y Territorial (GATE S.A.) el 1 de agosto de 2000, por la suma de $ 22.550.000.; la factura N 072 extendida por la Consultora y Profesional El Álamo S.A. el 24 de julio de 2000, por la suma de $ 3.500.000.-; la boleta de honorarios Nº 056 extendida por Tomás Enrique Olivares Ramírez el 25 de septiembre de 2000, por la suma de $ 900.000.-; la factura Nº 111 extendida por F Y S Agroingeniería Ltda. el 2 de agosto de 2000, por la suma de $ 1.500.000.-; y la boleta de honorarios Nº 24 extendida por Maricel Rita Gibbs Robles el 2 de agosto de 2000, por la suma de $ 540.000. Dichos pagos se efectuaron cumpliendo instrucciones del inspector fiscal o contraparte técnica y, respecto de la primera boleta, la beneficiaria no prestó ningún servicio y tampoco intervino en la consultoría encargada.

e). Que dichos pagos fueron considerados como gastos en la contabilidad de la empresa consultora.
f). Que la suma de $ 22.550.000.- se destinó al pago de sumas de dinero que el Fisco de Chile no estaba obligado a solucionar.
II.En relación a la empresa R & Q  INGENIERÍA LTDA

a).Que la Coordinación General de Concesiones  de la Dirección General de Obras Públicas requería realizar una consultoría, cuya finalidad era la prestación de una asesoría para la recopilación, revisión y procesamiento de la información referente a las expropiaciones del proyecto Santiago-Talca (Santiago-Pelequén) y Acceso Sur a Santiago (zona Urbana), debiendo, además, el consultor realizar la labor de atención de público y los estudios y confección de los antecedentes legales para la relocalización habitacional del sector Acceso Sur a Santiago zona Urbana, para lo que invitó a presentar cotizaciones a las empresas Consultoras Abaco Ingenieros Consultores Ltda., Gauss S.A. y a R&Q Ingeniería Ltda. 

b).Que conforme a las Bases de la Consultoría la labor que debía desarrollar el consultor estaba dividida en las Fases A y B. La primera fase constaba de 7 etapas. La Fase B contemplaba la asesoría de especialistas en diversos temas relacionados con el proceso expropiatorio, para apoyar puntualmente la labor de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones y, para el efecto del presupuesto y de la oferta económica del consultor, debía presupuestar: 4 H-mes para el Jefe de la Asesoría y 10 H-mes para los asesores legales. Asimismo, conforme a las bases de la consultoría era de responsabilidad del consultor considerar el personal necesario para realizar en forma adecuada, eficiente y oportuna las actividades y servicios contratados, debiendo el personal ser comunicado a la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones con un plazo máximo de 15 días antes del inicio de las tareas y ser aprobado por ésta. Si el personal no era aprobado, el consultor debía sustituirlo en un plazo máximo de 15 días desde la notificación de la no aprobación. De acuerdo al mismo instrumento, se dejó expresamente establecido que estaba prohibida la subcontratación de servicios que no fueran indicados por el consultor en la oferta técnica, siendo siempre, en todo caso, responsable el consultor del cumplimiento de todas las obligaciones contraídas en virtud del contrato, las que en ningún caso podrían ser traspasadas al contratista.

c).Que la empresa R & Q Ingeniería Ltda. al presentar la documentación exigida por las Bases de la Licitación y al referirse a  la Fase B, señaló que ésta contempla la asesoría de especialistas en diversos temas relacionados con el proceso expropiatorio, para apoyar puntualmente la labor de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones. En el documento elaborado por dicha empresa, denominado “Presupuesto Propuesta Económica” y al aludir a la Fase B, se señaló que el costo será el equivalente a U.F. 2.800, especificándose en forma individual el costo de cada uno del personal que por cuenta de la consultora debía realizar las labores que comprende dicha fase.
d).Que por Resolución de la Dirección General de Obras Públicas, signada con el número  55 de  21 de febrero de 2000, suscrita por el Director General de Obras Públicas de la época, Juan Lobos Díaz,  y con el visto bueno del Ministro de Obras Públicas, Jaime Tohá González, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 2 del Decreto Nº 48 que aprobó el nuevo Reglamento para Contratación de Trabajos de Consultoría, se ratificaron las Bases Administrativas y los Términos de Referencia de la consultoría y se aceptó la oferta presentada por el empresa consultora R & Q Ingeniería Ltda., para la ejecución de la consultoría denominada “ Apoyo al proceso de expropiaciones Concesión Ruta 5: Tramo Santiago-Talca (Santiago- Pelequén) y Acceso Sur a Santiago (zona urbana), autorizándose el gasto ascendente a la suma de  UF 30.824, impuestos incluidos, correspondiente al valor de los servicios contratados. Dicha resolución quedó tramitada por la Contraloría General de la República con fecha 14 de marzo de 2000.

e).Que con fecha 5 de abril de 2000 la empresa R & Q Ingeniería Ltda. extendió la factura signada con el número 4707 al M.O.P. Administración de Sistema de Concesiones por la suma de $ 80.752.392, especificando que correspondía al estado de pago Nº 1, e ingresados dichos fondos a su cuenta corriente procedió a pagar la boleta de servicio signada con el número 092 extendida por la empresa Gestión Ambiental y Territorial ( GATE S.A.) por la suma de $ 42.603.764.-, cumpliendo instrucciones del respectivo inspector fiscal o contraparte técnica y sin que la beneficiaria hubiere prestado servicio o intervenido en la elaboración de la consultoría encargada.

f).Que dicho pago fue considerado como gasto en la contabilidad de la empresa consultora.
g). Que la suma de $ 42.603.764.- se destinó al pago de sumas de dinero que el Fisco de Chile no estaba obligado a solucionar.
 III.En relación a la empresa  ARISTO CONSULTORES.

a).Que la Coordinación General de Concesiones de la Dirección General de Obras Públicas se encontraba elaborando un instrumento denominado Índice de Calidad de Servicio de Obras Viales Concesionadas (ICS), advirtiendo en el desarrollo de dicho estudio la conveniencia de profundizar en aspectos que se escapaban del alcance original del estudio del ICS y que se manifestaron como necesarios y con un gran potencial de aprovechamiento para su sistemática aplicación en el sistema concesional de carreteras para Chile. 

b).Que mediante el Convenio Ad-Referéndum de 19 de abril de 1999, suscrito entre la Dirección General de Obras Públicas, representada por el Jefe del Área de Estudios de la Coordinación General de Concesiones, Sergio Hinojosa Ramírez, y la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, representada por su decano Ricardo Paredes Molina, se encargó al consultor, esto es a la Facultad, la ejecución de la consultoría denominada “ Elaboración del índice de Seguridad Vial y Metodología para la aplicación de Premios, Multas y Auditorías de Seguridad Vial en las Carreteras Concesionadas en Chile”, señalándose que el valor de los trabajos a realizar por el consultor asciende a la suma de $ 50.000.000.- , incluido honorarios, gastos e impuestos.

c).Que por Resolución de la Dirección General de Obras Públicas signada con el número 1600 de 7 de junio de 1999, suscrita por el Director General de Obras Públicas,  Juan Lobos Díaz, y con el visto bueno del Ministro de Obras Públicas de la época, Jaime Tohá González, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 2 del Decreto Nº 48 que aprobó el nuevo Reglamento para Contratación de Trabajos de Consultoría, se aprobaron los Términos de Referencia y el Convenio Ad-Referéndum para la realización de la consultoría denominada “ Elaboración del índice de Seguridad Vial y Metodología para la aplicación de Premios, Multas y Auditorías de Seguridad Vial en las Carreteras Concesionadas en Chile”, dejándose constancia que el valor de la consultoría es la suma de $ 50.000.000, impuestos incluidos.

d).Que no obstante que la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas, Departamento de Economía, de la Universidad de Chile, no estaba autorizada para subcontratar y con abierta infracción de lo dispuesto en el artículo 57 del Decreto Supremo Nº 48 que aprueba el nuevo Reglamento para Contratación de Trabajos de Consultoría, celebró el 11 de mayo de 1999 un convenio con la empresa Aristo Consultores Limitada, encargándole el trabajo de consultoría denominado “ Elaboración del Índice de Seguridad Vial y Metodología para la aplicación de Premios, Multas y Auditorías de Seguridad Vial en las Carreteras Concesionadas en Chile”. El valor del trabajo se fijó en la suma de $ 47.000.000.-, impuestos incluidos.

e).Que como la empresa Aristo Consultores Ltda. realizó el trabajo con la Asociación Española de la Carretera, el Departamento de Economía de la Universidad de Chile cumpliendo instrucciones del consultor pagó directamente a la sociedad española con cargo al precio del contrato la suma de $ 7.000.000.-

f).Que efectuado el informe respectivo y pagado por el Departamento de Economía de la Universidad de Chile la suma de $ 40.000.000.-, el consultor pagó con cargo a dicha suma las siguientes boletas de servicios: Nº 051 de 6 de agosto de 1999 por la suma de $ 2.250.000; Nº 56 de 3 de septiembre de 1999 por la suma de $ 3.000.000; Nº 65 de 19 de octubre de 1999 por la suma de $ 4.500.000, y la Nº 69 de 2 de diciembre de 1999 por la suma de $ 5.250.000.- , las que en total ascienden a $ 15.000.000.-, todas extendidas por la sociedad Gestión Ambiental y Territorial ( GATE S.A), cumpliendo las instrucciones del inspector fiscal o contraparte técnica del contrato y sin que la beneficiaria hubiere prestado servicio o intervenido en la elaboración de la consultoría encargada. 

g). Que dichos pagos fueron considerados como gastos en la contabilidad de la empresa consultora.
h) Que la suma de $ 15.000.000.- se destinó al pago de sumas de dinero que el Fisco de Chile no estaba obligado a solucionar.
IV.En relación a la empresa CONSULTORIA PROFESIONAL AGRARIA LTDA. 
a) Que conforme a los Términos de  Referencia elaborados por la Coordinación General de Concesiones de la Dirección General de Obras Públicas, dicho organismo requería la elaboración de un trabajo cuyo propósito era la realización de un catastro y descripción de los sistemas de riego asociados a los ríos Aconcagua ( 3º y 4º sección), La Ligua y Petorca de la V Región, identificando y caracterizando la red de canales matrices y derivados, para obtener una visión completa respecto de las características del sistema en términos de usuarios y derechos, así como capacidad, estado de conservación y posibilidad de mejoramiento que presentan los diferentes canales que integran esta red y sus obras de arte, invitando a presentar cotizaciones a las empresas Gerens Ltda., Econat Ltda., y Agraria Ltda.
b).Que mediante el Convenio Ad-Referéndum de 28 de julio de 1999, suscrito entre la Dirección General de Obras Públicas, representada por el ingeniero de la Coordinación General de Concesiones, Roberto Salinas Briones, y la empresa consultora Consultorías Profesionales Agraria Ltda., representada por Francisco González del Río, se encargó al consultor el desarrollo del trabajo de consultoría y labores especificadas en los Términos de Referencia, señalándose que el valor del trabajo de la consultoría contratada asciende a un monto total de $ 46.300.000.-, incluido impuestos.

c).Que por Resolución de la Dirección General de Obras Públicas signada con el número 3151, de 5 de noviembre de 1999, suscrita por el Director General de Obras Públicas, Juan Lobos Díaz, y con el visto bueno del Ministro de Obras Públicas de la época, Jaime Tohá González, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 2 del Decreto Nº 48 que aprobó el nuevo Reglamento para Contratación de Trabajos de Consultoría, se aprobaron los Términos de Referencia y el Convenio Ad-Referéndum para la realización de la consultoría denominada “ Factibilidad de Desarrollo Agropecuario en el Área de Influencia del Embalse Illapel”, dejándose constancia que el gasto por el valor de la consultoría asciende a la suma de $ 46.300.000.-, incluido los impuestos.

d).Que efectuado el informe respectivo y pagado por el Ministerio de Obras Públicas el precio de la consultoría, se procedió a pagar la Boleta Nº 084 extendida por la empresa Gestión Ambiental y Territorial (GATE S.A.) el 24 de febrero de 2000 por la suma de $ 12.400.000.- y la Boleta Nº 056 extendida por Pedro Antonio Salazar Rodríguez el 20 de diciembre de 1999 por la suma de $ 360.000.-, cumpliendo instrucciones del inspector fiscal o contraparte técnica del contrato y, respecto de la primera boleta, la beneficiaria no prestó ningún servicio y tampoco intervino en la consultoría encargada.

e).Que dichos pagos fueron considerados como gastos en la contabilidad de la empresa.

f). Que la suma de $ 12.400.000.- se destinó al pago de sumas de dinero que el Fisco de Chile no estaba obligado a solucionar.

V.En relación a la empresa consultora GERENS LTDA.

a).Que la Coordinación General de Concesiones  de la Dirección General de Obras Públicas requería realizar una consultoría, cuyo propósito era identificar el producto que hace confluir la oferta con la demanda en una obra de riego, desde un punto de vista contractual, y en función de dicha conceptualización poder estimar demanda con parámetros de mercados reales y simples, para lo que invitó a presentar cotizaciones a las empresas Gerens Ltda., Sergio Merino y Cía y  Econat  Ltda.

b). Que mediante el Convenio Ad-Referéndum de 11 de junio de 1999, suscrito entre la Dirección General de Obras Públicas, representada por el ingeniero de la Coordinación General de Concesiones, Roberto Salinas Briones, y la empresa consultora Gerens Economía Finanzas y Gestión Consultora Ltda., representada por Jorge Antonio Quiroz Castro, se encargó al consultor el desarrollo del trabajo de consultoría y las labores especificadas en los Términos de Referencia, señalándose que el valor del trabajo de la consultoría contratada alcanza un monto total de $ 36.700.000.-, incluido impuestos.

c). Que por Resolución de la Dirección General de Obras Públicas signada con el número 2087, de 21 de julio de 1999, suscrita por el Director General de Obras Públicas, Juan Lobos Díaz, y con el visto bueno del Ministro de Obras Públicas de la época, Jaime Tohá González, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 2 del Decreto Nº 48 que aprobó el nuevo Reglamento para Contratación de Trabajos de Consultoría, se aprobaron los Términos de Referencia y el Convenio Ad-Referéndum  para la realización de la consultoría denominada “Concesiones de Obras Hidráulicas : Conceptualización de la Oferta y Proyección de la Demanda”, dejándose constancia que el valor de la consultoría asciende a la cantidad de $ 36.700.000, incluido todos los impuestos.

d).Que efectuado el informe respectivo y pagado por el Ministerio de Obras Públicas el precio de la consultoría, se procedió a pagar las siguientes boletas: Boleta Nº 059 extendida por la empresa Gestión Ambiental y Territorial (GATE S.A.) el 22 de septiembre de 1999, por la suma de $ 13.000.000.,  y la boleta Nº 013  extendida por Econat Consultores Ltda. el 23 de agosto de 1999, por la suma de $ 5.700.000.-. Dichos pagos se efectuaron cumpliendo instrucciones del inspector fiscal o contraparte técnica y, respecto de la primera boleta, la beneficiaria no prestó ningún servicio y tampoco intervino en la consultoría encargada.

e). Que dichos pagos fueron considerados como gastos en la contabilidad de la empresa consultora.
f) Que la suma de $ 13.000.000.- se destinó al pago de sumas de dinero que el Fisco de Chile no estaba obligado a solucionar.
VI.En relación a la empresa consultora EXE INGENIERIA Y SOFTWARE LTDA.
a).Que la Coordinación General de Concesiones de la Dirección General de Obras Públicas se encontraba elaborando un instrumento denominado Índice de Calidad de Servicio de Obras Viales Concesionadas (ICS), destinado al establecimiento de indicadores que permitan evaluar, por una parte, la calidad del servicio que las carreteras ofrecen a los usuarios así como la forma en que es percibida por éstos y, por otra parte, el grado de cumplimiento de las obligaciones contractuales que las empresas concesionarias tienen en relación a este tema. En el desarrollo del estudio se advirtió la conveniencia de profundizar en ciertos aspectos no previstos en el planteamiento del estudio inicial y de gran interés para garantizar la aplicación sistemática del desarrollo metodológico realizado. 

b).Que mediante el Convenio Ad-Referéndum de 19 de abril de 1999, suscrito entre la Dirección General de Obras Públicas, representada por el Jefe del Área de Estudios de la Coordinación General de Concesiones, Sergio Hinojosa Ramírez, y la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, representada por su decano Ricardo Paredes Molina, se encargó al consultor, esto es a la Facultad, la ejecución de la consultoría denominada “ Experiencia Piloto para determinar índice de Calidad de Servicio en Carreteras Concesionadas y Aspectos Legales y de Organización para su Aplicación Sistemática”, señalándose que el valor de los trabajos a realizar por el consultor asciende a la suma de $ 43.000.000.- , incluido honorarios, gastos e impuestos.

c).Que por Resolución de la Dirección General de Obras Públicas signada con el número 1606, de 7 de junio de 1999, suscrita por el Director General de Obras Públicas, Juan Lobos Díaz, y con el visto bueno del Ministro de Obras Públicas de la época, Jaime Tohá González, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 2 del Decreto Nº 48 que aprobó el nuevo Reglamento para Contratación de Trabajos de Consultoría, se aprobaron los Términos de  Referencia y el Convenio Ad-Referéndum para la realización de la consultoría denominada “ Experiencia Piloto para Determinar el Índice de Calidad de Servicio en Carreteras  Concesionadas y Aspectos Legales y de Organización para su Aplicación Sistemática”, dejándose constancia que el valor de la consultoría es la suma de $ 43.000.000, impuestos incluidos.

d).Que no obstante que la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas, Departamento de Economía de la Universidad de Chile, no estaba autorizada para subcontratar y con abierta infracción de lo dispuesto en el artículo 57 del Decreto Supremo Nº 48, que aprobó el nuevo Reglamento para Contratación de Trabajos de Consultoría, celebró un convenio con la empresa Exe Ingeniería y Software Ltda., encargándole parte del trabajo de la consultoría denominada “Experiencia Piloto para Determinar el Índice de Calidad de Servicio en Carreteras  Concesionadas y Aspectos Legales y de Organización para su Aplicación Sistemática”. El valor del trabajo se fijó en la suma de $ 19.377.000.-, impuestos incluidos.

e).Que efectuado el informe respectivo y pagado por el Departamento de Economía de la Universidad de Chile la suma de $ 19.377.000.-, el consultor pagó con cargo a esa suma las siguientes boletas de servicios: Nº 050 de 6 de agosto de 1999 por la suma de $ 3.600.000; Nº 55 de 3 de septiembre de 1999 por la suma de $ 6.000.000; Nº 64 de 18 de octubre de 1999 por la suma de $ 1.920.000.- , las que en total suman $ 11.520.000.-, todas extendidas por la empresa Gestión Ambiental y Territorial ( GATE S.A). Dichos pagos se efectuaron cumpliendo instrucciones del respectivo inspector fiscal o contraparte técnica y sin que la beneficiaria hubiere prestado servicio o intervenido en la elaboración de la consultoría encargada.

f). Que dichos pagos fueron considerados como gastos en la contabilidad de la empresa consultora.
g) Que el monto de $ 11.520.000.- se destinó al pago de sumas de dinero que el Fisco de Chile no estaba obligado a solucionar.
VII. En relación a la empresa consultora MUSANTE, ASTORGA, ARRAU LIMITADA (GEOFUN LTDA.)


a).Que la Coordinación General de Concesiones  de la Dirección General de Obras Públicas requería realizar una consultoría, cuyo propósito era identificar el impacto que iba a tener en el tamaño del embalse Illapel y en la demanda de la concesión diferentes niveles de disponibilidad de derechos de aguas permanentes y eventuales y, además, caracterizar las curvas de entrega de agua para los diferentes tipos de servicio de almacenamiento que podría ofertar la empresa concesionaria, invitando a presentar cotizaciones a las empresas  AC Ingenieros Consultores, Ingedet Ltda. y Geofun Ltda.
b). Que mediante el Convenio Ad-Referéndum de 27 de julio de 1999, suscrito entre la Dirección General de Obras Públicas, representada por el ingeniero de la Coordinación General de Concesiones, Roberto Salinas Briones, y la empresa consultora Geofun Musante, Astorga, Arrau Ltda.., representada por Luis Arrau del Canto, se encargó al consultor el desarrollo del trabajo de consultoría y las labores especificadas en los Términos de Referencia, señalándose que el valor del trabajo de la consultoría contratada alcanza un monto total de $ 34.300.000.-, incluido impuestos.

c). Que por Resolución de la Dirección General de Obras Públicas signada con el número 2506, de 7 de septiembre de 1999, suscrita por el Director General de Obras Públicas, Juan Lobos Díaz, y con el visto bueno del Ministro de Obras Públicas de la época, Jaime Tohá González, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 2 del Decreto Nº 48, que aprobó el nuevo Reglamento para Contratación de Trabajos de Consultoría, se aprobaron los Términos de Referencia y el Convenio Ad-Referéndum  para la realización de la consultoría denominada “Regulación de los Derechos de Agua y Simulación de la Concesión para el Embalse Illapel”, dejándose constancia que el valor de la consultoría asciende a $ 34.300.000, incluido todos los impuestos.

d). Que efectuado el informe respectivo y pagado por el Ministerio de Obras Públicas el precio de la consultoría, se procedió a pagar las siguientes boletas: Boleta Nº 63 extendida por la empresa Gestión Ambiental y Territorial (GATE S.A.) el 19 de octubre de 1999, por la suma de $ 10.000.000.-; la boleta de honorarios Nº 59 extendida por José Gabriel Solar Pinedo el 11 de octubre de 1999, por la suma de $ 6.620.000; y la boleta de honorarios Nº 1311 extendida por la empresa Álamos y Peralta Ingenieros Consultores Ltda. por la suma de $ 7.170.643. Dichos pagos se efectuaron cumpliendo instrucciones del inspector fiscal o contraparte técnica y, respecto de la primera boleta, la beneficiaria no prestó ningún servicio y tampoco intervino en la consultoría encargada.

e). Que dichos pagos fueron considerados como gastos en la contabilidad de la empresa consultora.
f) Que la cantidad de $ 10.000.000.- fue destinada al pago de sumas de dinero que el Fisco de Chile no estaba obligado a soportar.
VIII.En relación a la empresa consultora CONSEC LTDA. ECONOMÍA Y FINANZAS:

a).Que la Coordinación General de Concesiones  de la Dirección General de Obras Públicas requería realizar una consultoría, cuyo propósito era estimar la demanda de agua que se generaría en los potenciales usuarios del sistema de Las Brisas de Santo Domingo, una vez que se construyera dicha obra, de acuerdo al proyecto de ingeniería desarrollado por la Dirección de Obras Hidráulicas, para lo que invitó a presentar cotizaciones a las empresas  Econat Consultores Ltda., Consec Ltda. Economía y Finanzas e Ingedet Ltda.

b). Que mediante el Convenio Ad-Referéndum de 19 de abril de 1999, suscrito entre la Dirección General de Obras Públicas, representada por el ingeniero de la Coordinación General de Concesiones, Roberto Salinas Briones, y la empresa consultora Consec Ltda. Economía y Finanzas, se encargó al consultor el desarrollo del trabajo de consultoría y las labores especificadas en los Términos de Referencia, señalándose que el valor del trabajo de la consultoría contratada alcanza un monto total de $ 35.800.000.-, incluido impuestos.

c). Que por Resolución de la Dirección General de Obras Públicas signada con el número 1609, de 7 de junio de 1999, suscrita por el Director General de Obras Públicas, Juan Lobos Díaz, y con el visto bueno del Ministro de Obras Públicas de la época, Jaime Tohá González, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 2 del Decreto Nº 48 que aprobó el nuevo Reglamento para Contratación de Trabajos de Consultoría, se aprobaron los Términos de Referencia y el Convenio Ad-Referéndum  para la realización de la consultoría denominada “Estimación y Proyección de la Demanda de Agua en el Proyecto Canal Brisas de Santo Domingo”, dejándose constancia que el valor de la consultoría es la suma de $ 35.800.000.- incluido impuestos.

d). Que efectuado el informe respectivo y pagado por el Ministerio de Obras Públicas el precio de la consultoría, se procedió a pagar las siguientes boletas y facturas:   Boleta Nº 048 extendida por la empresa Gestión Ambiental y Territorial (GATE S.A.) el 1 de julio de 1999, por la suma de $ 16.500.000.; y la boleta de honorarios Nº 037 extendida por María Paulina Solar Pinedo el 2 de julio de 1999, por la suma de $ 1.000.000. Dichos pagos se efectuaron cumpliendo instrucciones del inspector fiscal o contraparte técnica y, respecto de la primera boleta, la beneficiaria no prestó ningún servicio y tampoco intervino en la consultoría encargada.

e). Que dichos pagos fueron considerados como gastos en la contabilidad de la empresa consultora.
f) Que la cantidad de $ 16.500.000.- fue destinada al pago de sumas de dinero que el Fisco de Chile no estaba obligado a solucionar.
IX. En relación a la FACULTAD DE CIENCIAS ECONÓMICAS Y ADMINISTRATIVAS DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE.

a).Que la Coordinación General de Concesiones  de la Dirección General de Obras Públicas requería realizar una consultoría, cuyo objetivo central era desarrollar una metodología para definir y cuantificar un Índice de Calidad de Servicio de las Obras Concesionadas (ICS) que permitiera una valorización y comparación objetiva de los diferentes niveles de servicio que ofrecerían las concesiones de carreteras durante su período de explotación.

b). Que mediante el Convenio Ad-Referéndum de 15 de junio de 1998, suscrito entre la Dirección General de Obras Públicas, representada por Sergio Hinojosa Ramírez, y la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, representada por Sergio Yánez Henríquez, se encargó al consultor el desarrollo del trabajo de consultoría y las labores especificadas en los Términos de Referencia, que en conjunto con la Oferta Técnica y Económica del consultor forman parte integrante del convenio, señalándose que el valor del trabajo de la consultoría contratada alcanza un monto total de U.F. 12.970, incluido impuestos.

c). Que por Resolución de la Dirección General de Obras Públicas signada con el número 560, de 27 de julio de 1998, suscrita por el Director General de Obras Públicas, Juan Lobos Díaz, y con el visto bueno del Ministro de Obras Públicas de la época, Ricardo Lagos Escobar, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 2 del Decreto Nº 48 que aprobó el nuevo Reglamento para Contratación de Trabajos de Consultoría, se aprobaron los Términos de Referencia y el Convenio Ad-Referéndum  para la realización de la asesoría denominada “Elaboración de un Índice de Calidad de Servicio de Obras Viales Concesionadas”, autorizándose el gasto de UF 12.970, incluidos todos los impuestos, correspondiente al valor total del trabajo contratado.

d).Que no obstante que la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile no estaba autorizada para subcontratar y con abierta infracción de lo dispuesto en el artículo 57 del Decreto Supremo Nº 48 que aprobó el nuevo Reglamento para Contratación de Trabajos de Consultoría,  Ricardo Paredes Molina, en representación de esa Casa de Estudios Superiores, celebró siete convenios con la empresa Gestión Ambiental y Territorial S.A., representada por Héctor Peña Véliz,  cinco por la suma de $ 5.000.000.- cada uno, uno por la suma de $ 4.405.617 y otro por la suma de $ 2.000.000. En dichos convenios se señala que se encarga al consultor la siguiente labor: “Estudio Elaboración de un Índice de Calidad de Servicio de Obras Viales Concesionadas, encomendado por Ministerio de Obras Públicas” (Zonas I, II, III, IV, V), y se agrega que para la contratación del servicio fue determinante para la Universidad la confianza que le merece la persona del prestador del servicio. Asimismo, la referida Facultad representada por Ricardo Paredes Molina celebró cinco convenios con la empresa González, Díaz y Cía. Ltda.  representada por Sergio Miguel González Tagle, del mismo tenor del anterior. 

e). Que efectuado el informe respectivo y pagado por el Ministerio de Obras Públicas el precio de la asesoría, se procedió a pagar por la referida Facultad las siguientes boletas:   Nº 14 extendida por la empresa Gestión Ambiental y Territorial (GATE S.A.) el 15 de octubre de 1998, por la suma de $ 9.405.617. ; Nº 17, 18, 19 y 20 extendidas por la empresa Gestión Ambiental y Territorial (GATE S.A.) el 6 de noviembre de 1998, por la suma de $ 4.080.000 cada una; Nº 41, 42, 43, y 44 extendidas por la empresa Gestión Ambiental y Territorial (GATE S.A.) el 25 de mayo de 1999, por la suma de $ 920.000.- cada una y la Nº 45 extendida por la empresa Gestión Ambiental y Territorial ( GATE S.A.) por la suma de $ 2.000.000.-, que hacen el total de $ 31.405.617.-; y las boletas Nº 17, 20, 23 y 32 extendidas por la sociedad González, Díaz y Cía Ltda. el 15 de octubre, el 27 de noviembre, y el 23 de diciembre todas del año 1998 y el 19 de marzo de 1999, todas por la suma de $ 2.500.000; la boleta Nº 36 extendida por igual empresa el 11 de mayo de 1999 por la suma de $ 4.000.000; y la boleta Nº 38 extendida por la misma empresa el 6 de julio de 1999, por la suma de $ 2.500.000.-, que hacen el total de $ 16.500.000.- Los pagos efectuados a la empresa GATE S.A. se efectuaron no obstante que no prestó ningún servicio y, además, sin que interviniera en la consultoría encargada.  

f). Que dichos pagos fueron considerados como gastos en la contabilidad de la Facultad mencionada.
g) Que la cantidad de $ 31.405.617.- fue destinada al pago de sumas de dinero que el Fisco de Chile no estaba obligado a solucionar.
X.En relación a la empresa consultora DIAGNOS LTDA.

a) Que la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas necesitaba efectuar un estudio, para determinar alternativas de financiamiento para ejecutar obras complementarias que requería el Proyecto Zanjón de la Aguada para su operación y buen funcionamiento; razón por la que necesitaba contratar una consultoría que evaluara y propusiera las alternativas de financiamiento más viables para el logro del objetivo.

b) Que mediante el Convenio Ad-referéndum, de 24 de abril de 2001, suscrito  entre la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, representada por su Director Nacional Eduardo Bartholin Zanetta, y la Facultad de Economía y Administración de la Universidad de Chile, representada por su Decano Ricardo Paredes Molina, se encargó al  consultor, a través del Centro de Investigación Aplicada para el Desarrollo de la Empresa, CIADE, la realización de los estudios técnicos y económicos especializados conducentes a optimizar la gestión de financiamiento de las obras complementarias que generaría la operación, conservación y mantención de los tramos ya terminados, que forman parte del proyecto  Zanjón de la Aguada, principal vía de evacuación de la aguas lluvias  del Gran Santiago. En la cláusula cuarta se estipuló que el precio de la consultoría asciende a la  suma de $ 27.825.000.- impuestos incluidos, sin reajustes y, en la octava, se dejó expresamente establecido que la consultoría no podía traspasar a terceros el contrato que se celebra.

c) Que por Decreto Supremo (exento) signado con el número 450, de 30 de abril de 2001, dictado por Ministro de Obras Públicas de la época, Carlos Cruz Lorenzen, se aprobaron las Bases Administrativas y Términos de Referencia del estudio denominado “Análisis y evaluación de alternativas de financiamiento para obras complementarias del Proyecto Zanjón de la Aguada”, la oferta presentada por la Universidad de Chile y, además, el Convenio Ad-Referéndum suscrito entre la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas y la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile. En el punto signado con el número 4, se señaló que el costo de la consultoría asciende a la suma de $ 27.825.000.-, impuestos incluidos, sin  reajuste. 

En la exposición de motivos del Decreto Supremo se expresó que la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile,  a través de su Centro de Investigación Aplicada para el Desarrollo de la Empresa, CIADE, reúne los requisitos de especialidad y competencia para llevar a cabo los servicios que se contratan y que como se trata de una prestación de servicios otorgada por  una Universidad no es necesario el procedimiento de cotización privada, conforme a lo establecido en el artículo 3º del D.S. de Hacienda Nº 98 de 1991. Dicho Decreto Supremo quedó tramitado el 10 de mayo de 2001.

d) Que no obstante que la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile no estaba facultada para traspasar el contrato a terceros y que fue contratada por el Ministerio de Obras Públicas conforme al Decreto Supremo Nº 98, de 12 de febrero de 1991, en los términos señalados en el apartado precedente, Ricardo Paredes Molina,  en representación de esa Casa de Estudios Superiores, celebró el 1 de mayo de 2001 un convenio con la empresa Diagnos Ltda., representada por Francisco Donoso Díaz, por la suma de $ 26.155.500, mediante el cual se encargó al consultor la labor denominada “Análisis y evaluación de alternativas de financiamiento para obras complementarias del Proyecto Zanjón de la Aguada”.

e) Que efectuado el informe respectivo y pagado por el Ministerio de Obras Públicas el precio de la asesoría a la referida Facultad, ésta procedió a su vez a traspasar la correspondiente suma de dinero a la consultora Diagnos Ltda., la que, por su parte, procedió a efectuar pagos por concepto de honorarios adicionales o sobresueldos a las siguiente personas: Eduardo Bartholin Zanetta, Juan Rusque Alcaíno, Pablo Anguita Salas, Gisela Aguirre Rosenbaum (cónyuge de  Gonzalo Castillo Navasal), René Ruiz Cifuentes, a María Yannette Marchioni Matus, David Guzmán Silva, Humberto Peña Torrealba, Juan Antonio Arrese Luco, Dolores Rufián Lizana, Ivannia Goles Barrientos y a Pablo Anguita Salas.
f) Que las personas antes mencionadas extendieron  las siguientes boletas de honorarios a la empresa consultora Diagnos Ltda.: Eduardo Bartholin Zanetta por la suma líquida de $ 2.000.000, con fecha 7 de mayo de 2001; Juan Rusque Alcaíno por la suma líquida de $ 1.800.000, con fecha 7 de mayo de 2001; Humberto Peña Torrealba por la suma  líquida de $ 2.700.000, con fecha 8 de mayo de 2001; Juan Antonio Arrese Luco por la suma líquida de $ 1.800.000; Dolores Rufián  Lizana por la suma líquida de $ 1.800.000,  con fecha 8 de mayo de 2001; Ivannia Goles Barrientos por la suma líquida de $ 1.800.000; con fecha 9 de mayo de 2001, Gisela Aguirre Rosenbaum (cónyuge de Gonzalo Castillo Navasal) por la suma líquida de $ 2.000.000, con fecha 14 de mayo de 2001; René Ruiz Cifuentes por la suma líquida de $ 1.800.000, con fecha 14 de mayo de 2001; María Yannette Marchioni Matus por la suma líquida de $ 1.800.000, con fecha 18 de junio de 2001 y David Guzmán Silva por la suma liquida de $ 1.800.000.-, con fecha 21 de agosto de 2001.

g) Que los referidos pagos fueron considerados como gastos en la contabilidad de la consultora Diagnos Ltda.
h) Que la cantidad de $ 21.300.000.- se destinó al pago de sumas de dinero que el Fisco de Chile no estaba obligado a solucionar.

XI.En relación a las consultorías a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 444 y 207, adjudicadas a la empresa ABACO INGENIEROS CONSULTORES LTDA.:
 a) Que la Coordinación General de Concesiones de la Dirección General de Obras Públicas requería finalizar de manera oportuna y eficiente el proceso expropiatorio de diversos terrenos, para llevar a cabo la ejecución de las obras correspondientes a los contratos de concesión Internacional “Ruta 5 Tramos Chillán. Collipulli, Santiago-Los Vilos, Talca-Chillán  y Santiago- Talca (sectores Acceso sur a Santiago y By Pass Rancagua”); razón por la que, la referida dirección, adoptó la decisión de contratar por trato directo una consultoría que efectuara un apoyo a la fiscalía del Ministerio de Obras Públicas en la tramitación de dicho proceso. Para el logro de  dicho objetivo, se estimó necesario que el consultor contara con personal idóneo,  movilización, equipamiento y útiles de oficina, según lo que se estipuló en los Términos de Referencia. 

b) Que mediante el convenio de 22 de noviembre de 1999, suscrito entre la  Dirección General de Obras Públicas, representada por su Director General Juan Lobos Díaz, y la empresa consultora Abaco Ingenieros Consultores Ltda.,  representada por Oscar Araos Guzmán, se encargó al consultor la realización de determinadas labores de acuerdo a los “Términos de Referencia “, “Bases Administrativas” y su “oferta Técnica y Económica”, señalándose que el valor del trabajo de la consultoría contratada  alcanzaba un monto total de UF 60.476. Se dejó constancia que el trabajo se contrataba a precios unitarios y en unidades de fomento.

c) Que por resolución de la Dirección General de Obras Públicas signada con el número 444, de 6 de diciembre de 1999, suscrita por el Director General de Obras Públicas  Juan Lobos Díaz y con el visto bueno del Ministro de Obras Públicas de la época Jaime Tohá González, se aprobaron las Bases Administrativas, Términos de Referencia, antecedentes de la Oferta del Consultor y el convenio de 22 de noviembre de 1999, autorizándose el gasto de UF 60.476 conforme al valor de los trabajos a realizar detallados en la oferta económica del consultor, En la misma  resolución se designó como inspector fiscal a Héctor Quiroz Astorga, jefe del área de ingeniería de la Unidad Ejecutiva e Expropiaciones para Obras Concesionadas.

d) Que mediante el convenio de 14 de marzo de 2000, suscrito entre la Dirección General de Obras Públicas, representada por su Director General Eduardo Arriagada Moreno, y la empresa consultora Abaco Ingenieros consultores Ltda., representada por Oscar Araos Guzmán, debido al aumento de servicios, se procedió a modificar el presupuesto de la consultoría, incrementándose en UF 19.336. En consecuencia, el presupuesto general definitivo del contrato quedó en UF 79.812.

e) Que por Resolución de la Dirección General de Obras Públicas signada con el número 207, de 3 de julio de 2000, suscrita por el  Director General de Obras Públicas Eduardo Arriagada Moreno, se aprobó el convenio de 14 de marzo de 2000, señalándose que el presupuesto modificado de la consultoría se  fija en UF 79.812. 

f) Que durante la ejecución de los trabajos propios de la consultoría y una vez cursados los respectivos estados de pago, la consultora procedió a efectuar 23 depósitos en dinero efectivo por la suma total de $ 211.573.953.- en la cuenta corriente personal que Luis Jara Núñez mantenía en el Banco Santander,  en el período que corre entre el 31 de marzo y el 9 de noviembre de 2000, depósitos que nunca fueron respaldados contablemente. La referida persona no tenía ninguna vinculación con el  Ministerio de Obras  Públicas. Además, la consultora pagó tres boletas de honorarios extendidas por Gestión Ambiental y Territorial, GATE S.A., signadas con los números 071, 081 y 087, por las sumas de $ 22.000.000.-, $ 11.000.000.- y de $ 20.000.000.- de 10 de diciembre de 1999, 15 de febrero de 2000 y de 28 de marzo de 2000, respectivamente, y depositó, el 25 de mayo de 2000, en la cuenta corriente personal que Héctor Peña Véliz mantenía en el Banco Santander, la suma de $ 43.000.000.-. Tanto los depósitos de dinero como el pago de boletas de honorarios se efectuaron previo acuerdo entre personeros del Ministerio de Obras Públicas y el consultor, ascendiendo a la suma total de $ 307.573.953.- 

g) Que la consultora incorporó los depósitos que no fueron respaldados contablemente en la cuenta denominada “anticipo de proveedores”. Los respaldados con las boletas de honorarios extendidos por GATE S.A. fueron considerados como gastos en la contabilidad de la empresa consultora.

h) Que la empresa GATE  S.A. y Héctor Peña Véliz no prestaron ningún servicio como contraprestación a las sumas de dineros que les fueron depositadas en sus respectivas cuentas corrientes.
i) Que la cantidad de $ 307.573.953.- se destinó al pago de sumas de dinero que el Fisco de Chile no estaba obligado a solucionar.
XII. En relación a las consultorías a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas 398 y 399, adjudicadas a la empresa consultora ABACO INGENIEROS CONSULTORES LTDA.: 

a)Que la Coordinación General de Concesiones, de la Dirección General de Obras Públicas, requería contar con el apoyo de una empresa consultora que le brindara una asesoría en materias de recopilación, revisión, análisis y actualización de los antecedentes relacionados con los procesos de expropiación que se estaban llevando a cabo a lo largo de la Cuarta a la Décima Región, y, además, que prestara apoyo  a la labor que desarrollaba la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas en la tramitación  de los procesos expropiatorios. Para el logro de dichos objetivos, era necesario que el consultor contara con personal idóneo, movilización equipamiento y útiles de oficina, según lo indicado en los Términos de Referencia.

b) Que mediante el convenio de 6 de diciembre de 2000, suscrito entre la Dirección General de Obras Públicas, representada por su Director General de Obras Públicas Eduardo Arriagada Moreno, y la empresa consultora Abaco Ingenieros Consultores Ltda., representada por Oscar Araos Guzmán, se encargó al consultor la realización de determinadas labores de acuerdo a los “Términos de referencia”, “Bases Administrativas” y su “oferta Técnica y Económica” señalándose que el valor del trabajo de la consultoría contratada alcanza un monto total de UF  123.450. Se dejó constancia que el trabajo se contrataba a precios unitarios y en unidades de fomento.

c)  Que por resolución de la Dirección de Obras Públicas signada con el número 398, de 18 de diciembre de 2000, suscrita por el Director General de Obras Públicas Eduardo Arriagada Moreno y con el visto bueno del Ministro de Obras Públicas de la época, Carlos Cruz Lorenzen, se aprobaron las Bases Administrativas, Términos de Referencia, antecedentes de la Oferta del Consultor y el convenio de 6 de diciembre de 2000, autorizándose el  gasto de UF 123.450.- conforme al valor de los trabajos a realizar detallados en la oferta económica del consultor. En la misma resolución se designó como inspector fiscal a Leonel Vivallos Medina, jefe de la Unidad Técnica de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones.

d) Que mediante el convenio de 10 de diciembre de 2001, suscrito entre la Dirección General de Obras Públicas, representada por su Director General Eduardo Arriagada Moreno, y la empresa consultora Abaco Ingenieros Consultores Ltda., representada por  Oscar Araos Guzmán, se procedió a modificar el presupuesto de la consultoría debido al aumento de servicios, incrementándose  en UF  21.782. quedando el nuevo presupuesto general del contrato en UF 145.225., atendido a que el primitivo había experimentado una reducción de UF 7.

e) Que por Resolución de la  Dirección General de Obras Públicas signada con el número 399, de 28 de diciembre de 2001, suscrita por el Director General de Obras Públicas Eduardo Arriagada Moreno, y con el visto bueno del Ministro de Obras Públicas de la época, Carlos Cruz Lorenzen, se aprobó el convenio de 10 de diciembre de 2001, señalándose que el presupuesto modificado de la consultoría se fija en UF 145.225.

f) Que durante la ejecución de los trabajos propios de la consultoría y una vez cursado los respectivos estados de pago, la consultora  procedió  a efectuar 56 depósitos en dinero efectivo por la suma de $ 235.988.883.- en la cuenta corriente personal que Luis Jara Núñez mantenía en el Banco Santander, y en el periodo que corre entre el 1 de enero y el 4 de diciembre de 2001, depósitos que nunca fueron respaldados contablemente, Dichos depósitos de dinero se efectuaron previo acuerdo entre personeros del Ministerio de Obras Públicas y  el consultor.

g) Que, atendido a que los depósitos de dinero nunca fueron respaldados contablemente, la consultora los incorporó en la cuenta denominada “anticipo de proveedores”.
h) Que el monto de $ 235.988.883.- fue destinado al pago de sumas de dinero que el Fisco de Chile no estaba obligado a solucionar. 
XIII. En relación a la empresa consultora CCP INGENIERÍA LTDA.

a) Que la Dirección General de Obras Públicas adjudicó a la empresa CCP Ingeniería Limitada, entre el 21 de abril de 1997 y el 13 de julio de 2000, mediante las resoluciones signadas con los números 268, 766, 2863, 2859, 902, 3849, 3970, 3973, 3975 y 2039, los estudios y trabajos denominados:  Reformulación proyecto Autopista Santiago-Viña del Mar, por la suma de $ 89.472.578.-;Estudio de ingeniería para la recuperación de terrenos en la ribera norte del río Bío-Bío, por el equivalente a 40.158,5 unidades de fomento, modificado con posterioridad a la suma equivalente a 47.578.2 unidades de fomento; Complementos al estudio de ingeniería para la concesión de una obra de riego, por la suma de $ 45.000.000.-; Diseño y elaboración de un catastro para la concesión de una obra de riego y apoyo en la definición de variables de interés, por la suma de $ 45.000.000.-; Recopilación de antecedentes sanitarios para la factibilidad de agua potable y aguas servidas en la concesión defensas fluviales y carretera ribera norte río Bío-Bío, sector Chiguayante- Puente Viejo, por la suma de $ 18.875.000.-; Reposición, construcción y habilitación de caminos para vialidad complementaria de la Concesión Internacional Ruta 5 Tramo: Talca-Chillán Sector 1, por la suma de $ 39.600.000.-; Prestación de servicios topográficos a Unidad Ejecutiva de Expropiaciones por la suma de $ 42.500.000.-; Revisión, dibujo y complementación de planos de diseño geométrico de la obra Collipulli-Temuco por la suma de $ 15.891.549.-; y Revisión, dibujo y complementación de planos de diseño geométrico de la obra Ampliación, Rehabilitación y Mejoramiento Interconexión Vial sector Santiago, Valparaíso, Viña del Mar, por la suma de $ 12.550.000.-

b) Que el agente público que se desempeñaba en la Coordinación General de Concesiones y que, en esa calidad, ejerció la función de inspector fiscal o contraparte técnica de los referidos estudios y trabajos, cumpliendo instrucciones de personeros de dicho organismo funcional, señaló a los representantes de la sociedad CCP Ingeniería Ltda. que debían incorporar o comprender sumas de dinero adicionales en el precio que señalarían en las respectivas ofertas, para destinarla a fines ajenos a la consultoría.

c) Que durante la ejecución de los citados estudios y trabajos, esto es, en el período que corre entre el 21 de abril de 1997 y el 13 de julio de 2000, la sociedad CCP Ingeniería Ltda., cumpliendo instrucciones dadas por el inspector fiscal o contraparte técnica, con cargo al precio pagado por el Ministerio de Obras Públicas, abultado de la manera señalada precedentemente, procedió a girar cinco cheques que fueron depositados en la cuenta corriente que la sociedad Gestión Ambiental y Territorial, GATE S.A., mantenía en el Banco Estado número 5543541, por las sumas de $ 11.800.000.-, $ 14.000.000.-, $ 15.000.000.-, $ 8.500.000.- y $ 10.000.000.- Ésta sociedad, durante el referido período estaba ejecutando trabajos de apoyo administrativo adjudicados por la Dirección General de Obras Públicas.

d) Que la sociedad Gestión Ambiental y Territorial, GATE S.A., para respaldar contablemente el ingreso de esas sumas de dinero a sus arcas sociales y el egreso de las mismas de las de CCP Ingeniería Ltda., emitió las boletas de honorarios signadas con los números 024, 030, 078, 083 y 088, por $ 11.800.000.-, $ 14.000.000.-, $ 15.000.000.-, $ 8.500.000.- y $ 10.000.000.- Las glosas estampadas en dichas boletas de honorarios rezan: “servicios prestados en asesorías ambientales”, “servicios profesionales prestados” y “servicios de asesorías”. 

e) Que la sociedad Gestión Ambiental y Territorial, GATE S.A., incorporó a su contabilidad las referidas sumas de dinero como ingreso por concepto de prestación de servicios en asesorías ambientales, no obstante que nunca los prestó.

f) Que en la contabilidad de la consultora CCP Ingeniería Ltda. se asentó como gastos los pagos que efectuó y por concepto de asesorías recibidas.

g) Que la empresa Gestión Ambiental y Territorial, GATE  S.A., y Héctor Peña Véliz no prestaron ningún servicio como contraprestación a las sumas de dineros que se depositaron en la cuenta corriente de la primera.

h) Que un particular, que cumplía instrucciones de un agente público, era el que manejaba la cuenta corriente que la sociedad Gestión Ambiental y Territorial, GATE S.A, mantenía en el Banco del Estado.

i) Que las sumas de dinero obtenidas por el expediente señalado, depositadas en la cuenta corriente de la sociedad Gestión Ambiental y Territorial, GATE S.A, ascendentes a $ 59.300.000.- se destinaron para efectuar diferentes pagos que el Fisco de Chile no estaba obligado a solucionar. 

XIV.En relación a pagos efectuados a terceros.

a).Que entre los meses de mayo de 2000 y junio de 2001 se ideó un sistema denominado “caja paralela al sistema MOP-GATE”, para administrar los dineros que sociedades consultoras habían restituido o devuelto al Ministerio de Obras Públicas, previamente retirados del patrimonio fiscal mediante el artificio de abultar el precio de las consultorías, pagándose con cargo a esas sumas de dinero honorarios adicionales o sobresueldos que el patrimonio fiscal no estaba obligado a soportar.

b). Que entre los meses de septiembre de 2000 y noviembre del 2001 un sujeto facilitó una de sus cuentas corrientes bancarias personales para que fuera utilizada para los mismos propósitos indicados en la letra a), y recibió boletas de honorarios que fueron extendidas por algunas de las personas  mencionadas en los listados que rolan a fojas 25 y 142 del Tomo I Letra A, que no corresponden a ningún servicio prestado a aquél, incorporándolas en su contabilidad como si se tratara de un gasto de su empresa.

c).Que entre los meses de marzo de 2001 a enero de 2002 una persona administró una suma de dinero que recibió en efectivo, ascendente a $ 150.000.000.-, con cargo a la cual pagó, por intermedio de un tercero, diferentes sumas de dinero, también en efectivo, a las personas mencionadas en la lista que rola a fojas 248 del Tomo I Letra A. La referida suma de dinero fue obtenida del patrimonio fiscal mediante el artificio o ardid señalado;

23º Que, además, con los mismos antecedentes señalados, apreciados en forma legal, se encuentra acreditado lo siguiente: 

a) Que la Coordinación General de Concesiones, para los efectos presupuestarios, es considerada como un programa de la Dirección General de Obras Públicas, programa que en la Ley de Presupuesto de la Nación está reflejado en la partida 12 con el número 8 del capítulo 2.

b) Que la Coordinación General de Concesiones en la Ley de Presupuesto de la Nación correspondiente al año 1997, tuvo un aporte fiscal de $ 45.928.914.000.-, asignándosele en el ítem “estudios para inversiones” $ 6.071.525.000; en el ítem “gastos en personal” $ 445.210.000; y en el ítem “bienes y servicios de consumo” $ 178.839.000. 

c) Que la Coordinación General de Concesiones en la Ley de Presupuesto de la Nación correspondiente al año 1998, tuvo un aporte fiscal de $ 34.095.490.000.-, asignándosele en el ítem “estudios para inversiones” $ 7.746.324.000; en el ítem “gastos en personal” $ 715.224.000; en el ítem “bienes y servicios de consumo” $ 185.080.000; y en el ítem “expropiaciones sistema de concesiones” $ 29.782.500.000. 

d) Que la Coordinación General de Concesiones en la Ley de Presupuesto de la Nación correspondiente al año 1999, tuvo un aporte fiscal de $ 52.670.723.000.-, asignándosele en el ítem “estudios para inversiones” $ 3.897.690.000; en el ítem “gastos en personal” $ 1.132.165.000; en el ítem “bienes y servicios de consumo” $ 397.632.000; y en el ítem “expropiaciones sistema de concesiones” $ 77.113.020.000. 

e) Que la Coordinación General de Concesiones en la Ley de Presupuesto de la Nación correspondiente al año 2000, tuvo un aporte fiscal de $ 98.705.606.000.-, asignándosele en el ítem “estudios para inversiones” $ 6.739.476.000.-; en el ítem “gastos en personal” $ 1.114.560.000.-; en el ítem “bienes y servicios de consumo” $ 362.898.000.-; y en el ítem “expropiaciones sistema de concesiones” $ 17.415.764.000.-                             .

f) Que la Coordinación General de Concesiones en la Ley de Presupuesto de la Nación correspondiente al año 2001, tuvo un aporte fiscal de $  79.343.610.000.- , asignándosele en el ítem “estudios para inversiones” $ 4.554.537.000.-; en el ítem “gastos en personal” $ 956.216.000; en el ítem “bienes y servicios de consumo” $ 360.811.000.-; y en el ítem “expropiaciones sistema de concesiones” $ 24.396.761.000.-

g) Que la Coordinación General de Concesiones en la Ley de Presupuesto de la Nación correspondiente al año 2002, tuvo un aporte fiscal de $ 49.818.635.000.-, asignándosele en el ítem “estudios para inversiones” $ 9.829.849.000.-; en el ítem “gastos en personal” $ 979.795.000.-; en el ítem “bienes y servicios de consumo” $ 358.553.000.-; y en el ítem “expropiaciones sistema de concesiones” $ 32.823.947.000.-

h) Que la Coordinación General de Concesiones en el curso de los años 1997, 1998, 1999, 2000, 2001 y 2002, con cargo al ítem “estudios para inversiones”, adjudicó a diferentes consultoras contratos de apoyo administrativo o de “outsourcing”.
i) Que la actividad de la Coordinación General de Concesiones declinó en el curso de los años 1999, 2000 y 2001, debido a la reducción de los proyectos y a que el de mayor envergadura, conocido como “Ruta 5”, pasó a la etapa final de licitación. Lo anterior, trajo consigo que fuera considerada excesiva la dotación del personal que se desempeñaba bajo las siguientes calidades jurídicas: contrata, comisión de servicio y a honorarios, ya sea en virtud de contratos celebrados directamente con la Dirección General de Obras Públicas o por la vía de los contratos de apoyo administrativo u “outsourcing” .

j) Que la Coordinación General de Concesiones era percibida por personeros del Ministerio de Obras Públicas y del de Transportes y Telecomunicaciones como un organismo que tenía excedentes y que podía cubrir compromisos de diferente orden; y

k) Que ninguna autoridad de la Coordinación General de Concesiones, de la Dirección General de Obras Públicas ni del Ministerio de Obras Públicas puso en conocimiento de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda la existencia de compromisos asumidos al margen de la normativa legal y que se carecía de los recursos para su cumplimiento; 

24º Que, previo a la calificación jurídica de los hechos, corresponde tener presente que se dio por establecido que la suma obtenida mediante el arbitrio descrito en el motivo signado con el número 22°, ascendente a la suma de $ 799.142.217.-, se destinó al pago de sumas de dinero que el tesoro público no estaba obligado a soportar, porque los supuestos encargos o contrataciones que dieron origen a los pagos que se efectuaron a particulares o empleados públicos, no cumplieron las normas establecidas por el legislador señaladas en los motivos  10º, 11º, 17º y 18º. Lo anterior, conduce a la conclusión que no hubo una manifestación de voluntad de la Administración en orden a que era necesaria la celebración de convenios que involucraba la prestación de servicios personales del contratante; y que no se verificó el cumplimiento de toda la regularidad administrativa destinada a velar que el encargo se efectuó a cabalidad y en tiempo, y que los honorarios pagados eran acordes al cometido y a las normas establecidas al efecto. En lo relativo al pago de labores efectuadas fuera del horario normal de la Administración Pública y de viáticos, porque tampoco se respetaron las normas que, sobre la materia, establece el Estatuto Administrativo. 

Además, se consideró la declaración prestada por varios testigos, unos en cuanto a que recibieron sumas de dinero con la única finalidad de mejorar el sueldo consultado en la Escala Única de Sueldos, y otros que emitieron boletas de honorarios porque les fue requerido por su superior jerárquico y que, por lo mismo, no se beneficiaron con las sumas de dinero consignadas en aquellas; esto último, unido al hecho que existe una importante suma de dinero no respaldada documentalmente conduce a la conclusión que también se destinó parte del dinero a fines no públicos.
 En este análisis se debe consignar que no se cuestiona el pago de honorarios efectuado con cargo a los contratos de apoyo administrativo celebrados entre la Dirección General de Obras Públicas y la sociedad Gestión Ambiental y Territorial, GATE S.A., sólo aquellos que se solucionaron con los dineros obtenidos mediante el procedimiento descrito en el motivo signado con el número 22° y que se administraron en una suerte de “caja paralela” creada para ese propósito; 

 25º Que los hechos descritos configuran delitos de fraude al Fisco de Chile con el carácter de continuado, que significó un perjuicio al patrimonio fiscal ascendente a la suma de $ 799.142.217.-, modificándose, por consiguiente, la calificación jurídica efectuada en el auto acusatorio en los acápites relativos a las consultorías adjudicadas a las sociedades Abaco Ingenieros Consultores Ltda. y CCP Ingeniería Ltda. y en el párrafo denominado “en relación a pagos efectuados a terceros”.
 El referido ilícito penal está previsto y sancionado en el artículo 239 del Código Penal, norma que, a la letra, señala: “El empleado público que en las operaciones en que interviniere por razón de su cargo, defraudare o consintiere que se defraude al Estado, a las Municipalidades o a los establecimientos públicos de instrucción o de beneficencia, sea originándoles pérdida o privándolos de un lucro legítimo, incurrirá en las penas de presidio menor en sus grados medio a máximo, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del diez al cincuenta por ciento del perjuicio causado”. 
Dicho artículo está contenido en el Título V del Libro II del Código de Procedimiento Penal, denominado “De los crímenes y simples delitos cometidos por empleados públicos en el desempeño de sus cargos”, y, como correctamente se expresa en el libro titulado Delitos contra la Función Pública, de Luis Rodríguez Collao y María Magdalena Ossandón Widow,  “…es un delito que tiende a la protección del correcto desempeño de la función pública, interés que, según la doctrina mayoritaria, resulta lesionado cuando el funcionario no cumple el deber de velar por los intereses patrimoniales del Fisco, de acuerdo con criterios de economía y eficiencia, vulnerando con ello, alternativamente, los principios de objetividad, imparcialidad y transparencia que han de presidir el ejercicio de los cometidos estatales…”.

El profesor Alfredo Etcheberry en su obra “Derecho Penal”, Tomo IV, página 247, señala: “…Determinado este presupuesto, queda por precisar la acción misma. Ella aparece indicada en el texto legal como “defraudar o consentir en que se defraude”. Tratándose de los delitos contra la propiedad, señalamos que el fraude se caracterizaba por la producción de un perjuicio, y que el medio de producirlo era o el engaño o el incumplimiento de ciertos deberes…El empleado puede producir el perjuicio merced a un engaño (a sus superiores u otros funcionarios) o bien mediante el incumplimiento de sus deberes funcionarios (aunque no exista engaño, si bien habitualmente habrá por lo menos mentira)…En cuanto a la forma consistente en “consentir en que se defraude”, debe entenderse que es una conducta de cooperación, concertada o no, con el tercero”.

“El perjuicio mismo para el Estado aparece precisado en la ley como una pérdida o como una privación de un lucro legítimo; esto es, cubre tanto el daño emergente como el lucro cesante…No se requiere, sin embargo, un beneficio para el funcionario, que puede no recibir ninguno, sino actuar por amistad, espíritu de venganza, etc., pero siempre es indispensable el perjuicio público…”

“Es importante poner énfasis en que en esta figura del art. 239 no es preciso que el empleado haya tenido fondos bajo su custodia (no es ni siquiera indispensable que haya existido un egreso de fondos públicos); sólo es necesario que el funcionario intervenga en operaciones económicas con terceros representando al Estado; no manejando fondos públicos (aunque ocasionalmente así puede ocurrir), sino velando por el interés público…”

Luis Rodríguez Collao y María Magdalena Ossandón Widow en su libro “Delitos contra la Función Pública”, paginas 418, 419 y 420, señalan “…El ente público no puede ser engañado sino a través de las personas que actúan a su nombre, y aunque en ocasiones el artificio empleado puede consistir en el engaño a otro funcionario, cuando sea necesaria su intervención para lograr la disposición patrimonial, ello no constituye un elemento indispensable del tipo. La descripción de la conducta es totalmente abierta, ella puede consistir en utilizar cualquier medio o artificio defraudatorio, cualquier maquinación, simulación o engaño que tenga por objeto defraudar…”

“La forma de intervención del empleado público no está especificada en la norma, salvo en cuanto ha de corresponder a las funciones propias de su cargo. En la medida que esta figura sanciona la infracción de los deberes funcionarios, dicha intervención debe traducirse en que al funcionario le compete la determinación o vigilancia de lo que el Estado debe recibir o, si éste está obligado a una contraprestación, de lo que el Estado entrega a los particulares…”

“El fraude funcionario es un delito de resultado, exige que se origine un perjuicio al Fisco, que puede consistir en pérdidas directas –daño emergente- o en la privación de un lucro legítimo –lucro cesante…Puede significar, por ejemplo, que el Estado realice un pago, un acto de disposición patrimonial, una prestación de servicios a la que no estaba obligado, o que estipule un contrato en condiciones económicas poco ventajosas.”

Por otra parte, Eduardo Urrejola González en el documento que tituló “El incumplimiento de deberes funcionarios como medio idóneo para cometer fraude al Estado”, publicado en la Revista de Derecho del Consejo de Defensa del Estado, abril de 2002, expresó, a la letra, lo siguiente: “…Entonces , al apartarse el precepto en análisis del modelo español, se dio al delito un carácter similar al que la voz de “fraude” tiene en su acepción primera, según  el Diccionario: “Engaño, inexactitud consciente, abuso de confianza, que produce o prepara un daño, generalmente material.”

“De otro lado, al margen de la intención de los legisladores, siguiendo la postura finalista de la ley en sí misma más allá de la voluntad de quienes la aprobaron, concluimos que no hay razón alguna para creer que la ley penal discrimine en cuanto a los medios de comisión, entre los fraudes de los funcionarios públicos y los perpetrados por particulares. Por el contrario, pensamos que tratándose de los delitos funcionarios, normalmente pluriofensivos como este del artículo 239, la ley está exigiendo una mayor cobertura penal para tutelar más eficazmente no sólo el patrimonio fiscal, sino especialmente la probidad funcionaria para una recta administración pública.”

“Por último, racionalmente, nos parece que tampoco cabe discriminar entre ambos tipos de fraude desde el punto de vista de la calidad del agente. De tal suerte que, al igual que tratándose de los particulares, el funcionario público es también depositario de la denominada confianza jurídica por parte el Estado o demás entidades que menciona el artículo 239 del Código Penal. En concreto debe ceñirse en el desempeño de sus funciones al Estatuto Administrativo o a las condiciones fijadas en su contrato de trabajo (en ciertas entidades estatales) que son sus más próximas fuentes de deberes. De manera que el Estado al encomendar su labor al funcionario se desprende de lo que Carrara llama “defensas privadas”, y espera que el empleado público dé cumplimiento a tales obligaciones. Entonces, cuando dolosamente no lo hace, abusa de sus funciones y causa un perjuicio, ha traicionado la denominada confianza jurídica y por eso debe ser castigado.”;

26º Que, para arribar a la conclusión señalada, esta sentenciadora tiene en consideración lo siguiente: 

A. Que los consultores para adjudicarse los trabajos de consultoría de que dan cuenta los convenios ad-referéndum celebrados con la Dirección General de Obras Públicas, materia de la pesquisa judicial, regidos por el Reglamento sobre contratación de trabajos de consultoría del Ministerio de Obras Públicas, aprobado por Decreto Supremo signado con el número 48, de 28 de febrero de 1994, y uno por el Decreto Supremo de Hacienda número 98, de 12 de febrero de 1991, respondiendo favorablemente la invitación formulada por la autoridad, presentaron cotizaciones en un sobre cerrado que caratularon “Oferta Económica” que no consideraba el costo real y efectivo del trabajo encomendado, pues en ellas incluyeron sumas de dinero adicionales, fijadas y dadas a conocer por funcionarios públicos o agentes públicos en forma previa, lo que se tradujo en un abultamiento artificial del costo de las consultorías, en los montos consignados tanto en las boletas de honorarios que emitió la sociedad Gestión Ambiental y Territorial, Gate S.A., como en las papeletas  de depósito de dinero que se efectuaron por Abaco Ingenieros Consultores Ltda. en las cuentas corrientes bancarias de Luis Jara Núñez.
B. Que la sociedad Gestión Ambiental y Territorial, Gate S.A., emitió boletas de honorarios por las sumas indicadas en el fundamento signado con el número 22°, estampando en ellas glosas que daban cuenta de la realización de trabajos de consultoría, lo que no era efectivo.

C. Que la suma de dinero obtenida mediante el artificio señalado, ascendente a $ 799.142.217.-, que en parte se respaldó en la contabilidad de las consultoras con boletas emitidas por la sociedad Gestión Ambiental y Territorial, Gate S.A., y otra con boletas emitidas por el personal de la Coordinación General de Concesiones o del Ministerio de Obras Públicas a petición de sus superiores jerárquicos, que ingresó a una “caja paralela” para su administración por particulares, se destinó a pagar sumas de dinero que el Fisco de Chile no estaba obligado a solucionar, porque el pago de honorarios a personas naturales o jurídicas, sean los primeros particulares o empleados públicos, debe efectuarse conforme a las normas señaladas en los motivos signados con los números 9º, 10º, 11º, 12º, 17º y 18º, establecidas por el legislador precisamente para proteger el tesoro público, tal como se señaló en los signados con los números 14º y 19º.


En lo referente a viáticos y horas extraordinarias, el Fisco de Chile también sólo está obligado a pagar aquellas sumas de dinero autorizadas por el jefe de servicio o la autoridad  pertinente, en la forma dispuesta por el Estatuto Administrativo, y con cargo a las partidas consultadas en la Ley de Presupuesto de la Nación. Los gastos generales en que debe incurrir un servicio orgánico o funcional también deben ser autorizados y solucionados con cargo al ítem correspondiente de la referida ley;


27º Que, en consecuencia, aparece que personas que, a la fecha de los hechos, tenían la calidad de empleados y de agentes públicos defraudaron el patrimonio fiscal o consintieron en dicha conducta, originándole una pérdida ascendente a la suma de  $ 799.142.217.-, en la medida que ese monto se obtuvo mediante el abultamiento de los precios de las consultorías, también dándole un destino diferente al señalado en los contratos, utilizándose el referido monto para pagar sumas de dinero que el Fisco de Chile no estaba obligado a solucionar. Asimismo, que terceros que no tenían la calidad de empleados o agentes públicos desplegaron conductas que permitieron defraudar al ente fiscal, en la medida que concurrieron con su voluntad a la creación del sistema instaurado para aquello, lo aceptaron o facilitaron su sociedad para su implementación. Además, porque una persona que no tenía la calidad de empleado o agente público creó el régimen denominado “caja paralela al sistema MOP-GATE”, que sirvió para administrar dineros fiscales que se obtuvieron mediante el artificio de abultar el precio de las consultorías, y otro que tampoco tenía la referida calidad facilitó una cuenta corriente bancaria personal para que se llevara a cabo la administración indicada e incorporó a la contabilidad de su sociedad boletas de honorarios que no correspondían a ningún servicio prestado. 
No se hará ningún razonamiento en lo relativo a los hechos indicados en el acápite  XIV, letra c), del razonamiento signado con el número 22º, atendido que Eduardo Ricardo Arriagada Moreno fue sobreseído definitivamente de conformidad a lo dispuesto en el número 5 del artículo 408 del Código de Procedimiento Penal, en relación a lo que prescribe el número 1 del artículo 93 del Código Penal, según se resolvió a fojas 18.162; 

28º Que se consideraran como continuados y no como reiterados los delitos de fraude al Fisco de Chile, por estimar que se dan los presupuestos doctrinarios. En efecto, la hipótesis del delito continuado se configura cuando se presentan varias acciones ejecutadas en tiempos diversos, cada una de las cuales, considerada en forma independiente, realiza completamente las exigencias de tipos delictivos de la misma especie, no obstante lo cual deben ser tratadas como un todo y castigadas como un solo hecho punible, en virtud de la relación especial que media entre ellas, dada, en el caso de autos, porque sus autores desplegaron las conductas que se describen en esta sentencia con la única y exclusiva finalidad de disponer de una determinada suma de dinero de propiedad fiscal, que se administró en la designada “caja paralela”, que les permitiera efectuar pagos por diferentes conceptos que el Fisco de Chile no estaba obligado a solucionar, entre ellos, aquellos de que dan cuentan los listados que fueron puestos a disposición del tribunal, que denominaron “listados adicionales”; 


29º Que Carlos Enrique Cruz Lorenzen, a fojas 154 y siguientes, señaló, en lo que interesa a la investigación, que se desempeñó como biministro  del Ministerio de Obras Públicas y del Ministerio  de Transportes y Telecomunicaciones desde el 11 de marzo de 2000 hasta el 7 de enero de 2002. Su lugar de operación estaba en el Ministerio de Obras Públicas, pero tenía una oficina en la Subsecretaría de Transportes a la cual asistía dos o tres veces por semana. Se instaló en Obras Públicas y no en Transportes  porque el movimiento del primero era muchísimo mayor. Juan Carlos Latorre fue subsecretario en Obras Públicas, Cristian Nicolai  en Telecomunicaciones y Patricio Tombolini en Transportes.

              Agregó que el caso GATE correspondió a la lógica de un inmenso crecimiento del área de concesiones, aceptando su responsabilidad política, pero que la efectiva en el manejo administrativo del contrato es de Sergio Cortés y del Director General de Obras Públicas, a la sazón Eduardo Arriagada. GATE fue un contrato diseñado para prestar apoyo a todo el tema de concesiones y contrataba personal del Ministerio a honorarios para desempeñarse fuera de su jornada, lo que puede parecer hoy discutible, pero en ese momento se pensó que era una buena solución para la  necesidad de profesionales idóneos en el tema. Efectivamente se pagaron anticipos a gente del Ministerio de Transporte en virtud de su trabajo para este contrato y a ello se refieren los cheques que aparecen en la prensa.

                Puede ser que haya firmado decretos y contratos relacionados con el tema materia de la investigación, pero un Ministro del ramo firma cantidades de documentos previamente visados por sus colaboradores en la estructura orgánica, entre ellos el subsecretario. Firmaba un documento sólo cuando venía con la firma del subsecretario, del asesor jurídico, de modo que se certificara que los antecedentes estaban en regla, y del jefe administrativo, que era quien debía revisar los recursos. Jamás firmó un contrato antes que eso pasara, porque no quería que se pensase que estaba pasando a llevar la estructura orgánica normal. Hubo contratos que pidió y que se demoraron casi tres meses en salir, lo que demuestra que no ejerció influencia de ningún tipo. 

                A fojas 449, declaró que a Héctor Peña Véliz lo conoce desde 1993 o 1994, porque cuando él fue asesor de ENACAR, contratado por CORFO, era vicepresidente de ENACAR. También lo vio en ESSAT (empresa sanitaria de la Primera Región) donde era Presidente y él asesor de CORFO por el tema sindical. Después se enteró que era el dueño de Gate S.A., cuando se produjo el robo que  le atribuyeron a una secretaria. También se enteró que había sido designado Seremi, pero en esa época no lo vio.


Fue coordinador de concesiones desde 1995 y hasta el 2000, y al llegar estaba funcionando como un departamento del Ministerio de Obras Públicas, con 4 funcionarios de éste y unas 15 personas, entre profesionales y secretarias, que ponía la Universidad de Chile. Ese fue el primer contrato de outsourcing pero no lo suscribió.

             El outsourcing es una metodología bastante antigua en el Ministerio de Obras Públicas, desde los años 80, pues antes estaba constituido por más de 15.000 funcionarios y actualmente tiene 8.000 funcionarios y menos de 2.000 son profesionales. De ahí la importancia de obtener recursos humanos y materiales para suplir la carencia. Cuando asumió como coordinador de concesiones repitió prácticas que eran habituales y que fueron dimensionándose de acuerdo a la magnitud de la tarea. Al asumir se habían concesionado dos proyectos que sumaban alrededor de 40 millones de dólares de inversión; y cuando pasó a ser Ministro del área se habían concesionado 22 proyectos con 4.000 millones de inversión. Entonces durante el período que estuvo en concesiones el personal adscrito pasó de 4 personas a 80. El personal de apoyo en un comienzo eran 15 y al salir cerca de 300.

Cuando asumió como Ministro se encontró con que la inversión comprometida para ese año por el área de concesiones era de 1.000 millones de dólares, para lo cual había un total de 380 personas, que era igual a la inversión total del Ministerio en todas las demás áreas por igual período para la que había 8.000 funcionarios. Entonces como política institucional decidió producir la integración de las dos áreas de gestión del Ministerio, invitando a sus directivos para que apoyaran este proceso fuera de sus horas de trabajo y a cambio de lo cual se les ofreció un honorario.

Como coordinador de concesiones no tenía responsabilidad administrativa, por lo tanto, las firmas de los contratos recaían en el jefe del Departamento de Concesiones y en el Director General de Obras Públicas, René Silva y Juan Lobos. Cuando asumió como Ministro firmó los contratos.

Los contratos adjudicados a GATE S.A. fueron siete en total: cinco chicos y dos grandes. El primero existía cuando asumió como Ministro y se usó para pagar los contratos adicionales, y ascendía a 900 millones y fracción; su extensión fue por un cincuenta por ciento de ese monto, que era el máximo que autorizaba la Contraloría General de la República. El contrato grande que se amplió cubría los honorarios y todos los gastos operativos (arrendamiento, equipamiento, materiales, servicios, secretaría, etc.). Germán Molina, una vez firmada la extensión, le representó algunos desapegos a las exigencias contractuales, como que se estaban empleando algunos dineros en ítemes distintos a los que había autorizado la Contraloría General de la República, pero le dijo que había tomado algunas medidas para controlar ese contrato y que era de opinión de cerrarlo a su término, con lo que estuvo de acuerdo. Nunca recibió denuncia formal acerca que se estuviera malversando dineros por algún funcionario público del Ministerio a su cargo. El contrato adjudicado a GATE S.A. terminó 18 meses después que fue firmado, parece que en abril de 2001 se hizo la liquidación del contrato y se enviaron todos los antecedentes a la Contraloría.

Con la perspectiva del tiempo se ha formado las siguientes impresiones: lo primero, que no hubo pérdidas de plata, esto es, que la plata no se desvió a cosas distintas a las requeridas por el Ministerio de Obras Públicas, a lo que ha llegado sumando los gastos que originaron los mandatos del Ministerio con los ingresos de los contratos. Lo segundo, que una buena parte de esto se hizo al margen de los procedimientos administrativos contemplados en los mismos contratos, lo que no pudo advertir dada la cantidad de actividades que desempeñaba como Ministro. De lo anterior puede concluir que el contrato adjudicado a  GATE S.A. operaba como una suerte de caja: facturaba, se le transferían los recursos y luego se le instruía acerca de su destino. Su relación con ese contrato fue a través del inspector fiscal, Sergio Cortés al comienzo, y luego otra gente. Como Ministro se limitó a definir un requerimiento para apoyar a la gente que estaba en Concesiones. Tombolini, como otros directivos del área, asesoró a concesiones en el tema del transporte público y por ello tuvo un trato a honorarios, sin recordar cómo se le pagó.


A fojas 567, declaró que los listados que se le exhiben que rolan de fojas 363 a 372 y de fojas 390 a 394,  corresponden a la gente que trabajó en concesiones, a muchos los recuerda trabajando con él. Respecto del listado “adicional” de fojas 395 y 396,  corresponde a la solución que Sergio Cortés encontró,  a petición suya como Ministro, para enfrentar la necesidad de comprometer a gente que aún cuando no tenía  estrictamente que ver con el tema de concesiones existía necesidad que apoyaran desde sus cargos, y por ello figuran directores, subdirectores y jefes de servicios, entre ellos, Patricio Tombolini, entonces Subsecretario de Transportes.

 A Chaparro se le anticipó a través de GATE S.A. una cantidad de dinero cercana a los dos meses de sueldo, ya que su contrato se demoraba en la tramitación en la Contraloría. Dispuso que se le pagara un anticipo, sin decir a través de quién, en general las cosas relativas a manejos  de plata se las pedía a Sergio Cortés, su idea era que éste integrara el manejo administrativo y financiero de los dos ministerios. A través de la prensa se enteró que el anticipo se pagó por GATE S.A. En el caso de  Tombolini convino desde  un principio su apoyo a concesiones, él le dijo que no le alcanzaba el sueldo que recibía y entonces le respondió que se viera una fórmula a través de concesiones. No sabía que los subsecretarios recibían  un suplemento de remuneraciones, un sobre sueldo, creía que eso era propio solamente de los Ministros. Del anticipo a Tombolini se enteró por la prensa.

Le consta que prestaron un trabajo efectivo a concesiones las siguientes personas: Eduardo Abedrapo, abogado; Osvaldo Aguayo, ingeniero; Sergio Alburquenque, abogado; Carlos Alert, Seremi XI Región, en asesorías puntuales a proyectos de su región; Roberto Alonso, Director de Planeamiento y posteriormente Seremi; Pablo Anguita, entonces Director de Vialidad; Gladys Antezana y Patricia Araneda, secretarias, colaboraban en horas extraordinarias para concesiones; Juan Arrese, fue Subdirector de Obras Hidráulicas y después directivo de la Dirección General de Aguas, y en las concesiones en la parte de embalses; Jazmín Balboa, Seremi IX Región, que tuvo una muy destacada participación en las concesiones viales de su región, particularmente en todo lo relacionado con el by pass y la adhesión de las comunidades indígenas; Eduardo Bartholín, Director de Obras Hidráulicas, en materia de embalses, recordando que trabajaron en dos proyectos: río Limarí y el del Valle de Aconcagua; Gonzalo Berríos, abogado, que trabajaba con él en el  gabinete y que apoyó a concesiones; Walter Brunning, Subdirector de Vialidad y después Subdirector de Planeamiento y que tuvo una importante labor en concesiones; Manuel Castañeda, Secretario Regional de la XII región, parte de sus tareas era la identificación de proyectos privados para el área de concesiones; Gonzalo Castillo, jefe de gabinete del Subsecretario de Obras Públicas Juan Carlos Latorre, con quien trabajó en el proceso de integración  administrativa del área de concesiones y la propuesta de reestructuración del Ministerio, que después Hacienda no aprobó; Pilar Concha, secretaria adscrita a su gabinete, con tiempo dedicado al área de concesiones en sus horas extras; Sergio Cortés, cuando dejó de estar contratado por el sistema de concesiones y se le hace un contrato de honorarios en la Dirección de Planeamiento; Paula Cruz, secretaria, trabajaba para Pablo Anguita cuando era Coordinador de Construcciones y se imagina que quedó con alguna relación con concesiones; Daniela Devoto, no sabe exactamente el cargo, pero era directiva en la Dirección de Arquitectura y se le pidió que apoyara las concesiones de Cárceles y la Plaza de la Ciudadanía en Santiago, que no se ha concretado; Guillermo Díaz, Seremi de Transportes y después subsecretario, encargado del diseño de las políticas de transportes en materia de infraestructura, antes había trabajado en concesiones; Sergio  Escobar, jefe de gabinete de Germán Molina;  Carlos Gárate, era funcionario del Ministerio de Transportes en materia de regulación y apoyó las concesiones ferroviarias; Ivannia Goles, Directora de Arquitectura, también apoyó el Programa de Cárceles y Plaza de la Ciudadanía; Pamela Gómez, Subdirectora de Vialidad que apoyaba a Pablo Anguita en el tema de concesiones; Raúl Gutiérrez, Seremi de la Cuarta Región, apoyaba en embalses y concesiones viales; David Guzmán, Director de Aeropuertos, relacionado con las concesiones de su área; Carlos Inostroza, Seremi de  Transportes de la V Región, encargado de una zona donde existe mayor inversión privada en infraestructura pública; Enrique Jiménez, Seremi de Obras Públicas de la VI región, también  con la misma clase de apoyo, especialmente carreteras y embalses concesionados; José Larroucau, Seremi de Obras Públicas de la Octava Región, también con apoyo en materia de concesiones; Juan Lobos, ex Director General de Obras Públicas y cuando dejó su cargo se le pidió que mantuviera un vínculo con concesiones; Pedro Martínez, Seremi de Obras Públicas de la Segunda Región, que apoyó en el concesión del aeropuerto; Alejandro Molina, que trabajó en el tema de la difusión de las concesiones para producir acercamiento cultural con las comunidades hostiles; Vladimir Morales, Seremi de Obras Públicas de la V Región, que apoyaba con Inostroza el tema de concesiones; Cecilia Moreno y Jeannette Moya, secretarias ambas adscritas a su gabinete y con apoyo a concesiones; Mónica Pardo, subdirectora de la Dirección General de Aguas, que era fundamental para todos los trabajos de concesiones de embalses; Vicente Pardo, que trabajó para concesiones en el tema ferroviario; Humberto Peña, era el Director General de Aguas, que, al igual que la subdirectora, trabajaban en el tema de concesiones; Manuel Peña, Seremi de Obras Públicas de la  Tercera Región, muy importante en la concesión  del aeropuerto; Dolores Rufián, Directora de Planeamiento, con dedicación muy importante a concesiones; René Ruiz, Director de Contabilidad y Finanzas, con apoyo a la formalización de las cuentas de concesiones; Juan Rusque, Director de Obras Portuarias, con quien se trabajó la posibilidad de concesionar caletas portuarias y fue un apoyo importante en el programa de concesiones portuarias, era su representante en el tema de concesiones portuarias; Miguel Silva, Seremi de Obras Públicas de la X Región, donde concesiones fue muy importante; Mario Tala, Subdirector de Planeamiento y actor relevante en el diseño del programa concesional; Patricio Tombolini, en apoyo al programa de concesiones viales urbanas; Osvaldo Torres, a quien se le pidió un estudio de impacto social en las comunas de Peñalolén y La Florida de la eventual concesión del tranvía sobre el Canal San Carlos; Ricardo Trincado, Seremi de la VI Región, actual Intendente, muy importante en la Concesión de la Ruta 5; Ximena Tudela, secretaria suya y con apoyo al área de concesiones, particularmente en lo que tenía que ver con él; Daniel Vásquez, auditor ministerial con asiento en Transportes, a quién le pidió una relación más estrecha con el área de concesiones; Patricio Zapata, Seremi de Obras Públicas de la Primera Región y actual Intendente, importante en las concesiones aeroportuarias de Iquique y Arica.

A  Alia González, Carlos Brito, Juan Bustos, Carolina Cisternas, Patricio Contador, Claudia de la Rivera, Miguel Espinoza, Patricio Estay, Patricia Fuentes, Hernán González, Claudio Lara, Lisette Maureira, Ginette Menares, Miriam Montecinos, Juan Muñoz, Rodrigo Muñoz, Álvaro Parra, Ximena Pérez, Carolina Quintana, Mario Quiñónez, Marisol Ríos, Ángela Rivera, Carlos Salazar, Paula Soto, no los conoce. A Javier Narbona lo conoce, pero no identifica qué labor pudo haber cumplido.

            Las personas de la nómina adicional no se incorporaron formalmente al contrato GATE y figuran en una lista paralela, porque cuando solicitó que se les asignara un honorario adicional a dichas personas, como consecuencia de su apoyo al área de concesiones, y estando ese contrato disponible se usó su liquidez sin que nunca se normalizara esta situación. Se confió en la asesoría de abogados que participaron en ese proceso, incluso el fiscal del Ministerio recibía un honorario profesional por su asesoría al sistema de concesiones; Dolores Rufián era experta en Derecho Administrativo; y Eduardo Abedrapo era un connotado abogado de la plaza. Como es ingeniero comercial debió confiar del parecer de los abogados sobre la legalidad de esa forma de proceder. Además, era antigua la práctica de pagar una remuneración adicional a personal del Ministerio lo que se realizaba a través de contratos cruzados entre los servicios. Cada dirección del Ministerio es un servicio, por lo tanto, es posible administrativamente que una persona que desempeña un cargo de planta en la Dirección de Vialidad, por ejemplo, trabaje a honorarios en la Dirección de Obras Hidráulicas. La facultad de contratar es del director, por lo tanto, se originaban acuerdos entre directores que no obedecía a una política institucional del Ministerio. Lo que se intentó fue dar coherencia a todos los directivos del Ministerio de tal manera que apoyaran el sistema de concesiones, integrando este tema a sus labores habituales.

            Ahora entiende que es complicado proceder de esa forma en Derecho Público, pero en ese momento no era posible advertirlo por las razones dichas. Le parece injusto que ahora se cargue puntualmente con él y con las personas que colaboraron de buena fe, en circunstancias que es lo que se ha hecho desde siempre en el Ministerio de Obras Públicas y también en otros.


A fojas 681, señaló que reconoce la documentación que rola de fojas 437 a 481, como relacionados con el contrato de apoyo grande de GATE, de los que, en su momento, tomó conocimiento como Coordinador General de Concesiones, impulsando los cambios sugeridos por el órgano contralor. Los que rolan de fojas 482 a 526 no pasaron por sus manos, aunque se encontraba de Ministro y fue informado de ellos.

             Respecto a la situación de Guillermo Díaz, Subsecretario de Transportes, cuando  lo llamó a desempeñarse como Seremi del ramo de la Región Metropolitana estaba prestando servicios en la Coordinación de Concesiones, y Díaz le hizo presente que eso le implicaría una merma remuneracional del cincuenta por ciento a lo menos, manifestándole que lo solucionaría, sin especificarle cómo. Le dijo entonces a Cortés que resolviera el problema, sin indicarle el modo. GATE era un contrato más de entre 70  ó 80 contratos de apoyo a cuestiones específicas, uno de los cuales incluso sirvió para apoyar al Consejo de Defensa del Estado en todo el proceso expropiatorio. Supo que Cortés lo había incluido en el contrato GATE a raíz del escándalo suscitado con éste. En ese momento no sabía de la existencia de la empresa de Auditorías Ambientales Ltda., a la cual aparece librada por Díaz la copia de la boleta que rola a fojas 526. Sólo supo de ella a través de la prensa. También desconocía la existencia de la empresa Asyr Ltda., a quien Tombolini extendió boletas, y, al igual que en el caso anterior, se enteró por la prensa.
La práctica de extensión de contratos en el Ministerio de Obras Públicas es  habitual, tanto en lo que se refiere a construcción, como a consultorías de ingeniería y apoyo. Tiene por propósito agilizar los servicios que el Ministerio requiere para cumplir con su tarea. Eso es tan así, que una de las razones que se dio para su salida del Ministerio es haberlo dejado endeudado en 100 millones de dólares por el sector construcción, sin el consentimiento del Ministerio de Hacienda.


A fojas 738, señaló que en el Ministerio de Obras Públicas conoció a Juan Carlos Véliz y a Luis Jara, trabajaban como apoyo a Sergio Cortés cuando estaba en concesiones. No conoció su relación  contractual con el Ministerio de Obras Públicas. No recuerda si  estaban incluidos en el contrato GATE. A Sergio Cortés lo conoció cuando entró a trabajar a concesiones el año 1996 o 1997, lo ayudó en la recolección de fondos en la campaña del  Presidente Lagos en 1999.

         Desconocía la existencia de los cheques que se le mencionan girados  a favor de  Luis Jara y Juan Carlos Véliz,  pero es probable que se hayan girado dada la  forma en que operó el contrato, pues algunas cosas se pagaban en efectivo. No cree que esos cheques correspondan a pagos ilícitos a esa gente. Considera que es falso lo que dice la ex secretaria de Héctor Peña, en cuanto a que todas esas personas estaban concertadas para  lograr que GATE ganara las licitaciones outsourcing, y que por ello recibían  pagos periódicos, porque  las demás empresa oferentes, entre ellas la Universidad de Chile, eran serias.

         Efectivamente varias  de las 75 personas de la nómina adicional aparecen emitiendo boletas a favor de  empresas ajenas a GATE, en circunstancias que era ésta la que les pagaba sus honorarios, ello se lo explica porque esos contratos no estaban adscritos al  convenio MOP GATE específicamente, por lo tanto, no había obligación de justificar ante la Contraloría General de la República dado que eran recursos privados de Peña que se  destinaron a ese efecto. En segundo lugar, se imagina que a raíz del supuesto robo de que  Peña fue objeto y por la notoriedad pública que adquirió, ni él ni las personas beneficiadas querían seguir operando con la marca “GATE”. No tenía información que se boleteaba a otras empresas y no conocía a esa ni a sus socios, menos que algunos de éstos fueran funcionarios del  Ministerio de Obras Públicas que conformaron tales sociedades.

         No es poco verosímil que desconociera la fórmula encontrada  para pagar anticipos o mejorar las remuneraciones de sus colaboradores directos, porque estaba preocupado de las grandes líneas y temas en un ministerio con más de 8.000 funcionarios. No podía estar pesquisando  la forma operativa utilizada para solucionar los problemas  puntuales que se presentaban, ello a pesar que uno de esos funcionarios era su Subsecretario en Transportes ( Tombolini) y el otro su asesor en el gabinete de la misma cartera ( Chaparro). La forma en que se enteraba que algo no funcionaba, era por los reclamos que en alguna ocasión le formularon algunos Seremis, en cuanto a que los pagos no se habían efectuado oportunamente, única oportunidad en que volvía  a involucrarse en el tema, lo que significa  que no estaba ligado directamente al proceso administrativo.

     
A fojas 875, señaló que la delegación de funciones en el Ministerio de Obras Públicas es más compleja que en otros Ministerios, pues sus direcciones funcionan como servicios independientes, siendo la Subsecretaría un servicio más dentro de esta estructura. Ello implica grados de  autonomía de los directores, propios de un director de servicio, y el encargado de velar por el buen funcionamiento de los servicios es el Director General de Obras Públicas. En el caso particular del contrato GATE, a partir de octubre de 2000, la responsabilidad administrativa recayó en el Inspector Fiscal del contrato, sin recordar quien se desempeñaba como tal, y en el Coordinador General de Concesiones, porque de esa época el Coordinador General de Concesiones obtiene delegación  administrativa de parte del Director General de Obras Públicas sobre todos los contratos que operaban para el área de concesiones. 

No tenía conocimiento del contenido del Decreto Supremo N° 21-90, del  Ministerio de Hacienda, reglamentario de la ley 18.803, en particular artículo 3° letra c, que señala que el representante de una empresa que se adjudica una licitación debe prestar juramento en el sentido que no tiene,  entre sus  trabajadores, a personas que sean además dependientes del Estado. Las 80 personas  que aparecen como contratadas por el  Ministerio de Obras Públicas para concesiones, no son funcionarios del Ministerio, sino que son agentes públicos. Las firmas de  los contratos las hacía el Jefe del Departamento de Concesiones, funcionario del Ministerio, por instrucciones del jefe de Unidad de Operaciones, y tenía la categoría de agente público. 

Tomó la decisión de  mejorar la remuneración a las siguientes personas que figuran en los listados: Roberto Alonso, Carlos Alert, Pablo Anguita, Juan Arrese, Jazmín Balboa, Eduardo Bartholín, Walter Brunning, Manuel Castañeda, Gonzalo Castillo, Sergio Cortés, Daniel Devoto,  Guillermo Díaz, Sergio Escobar, Carlos Garate Ivannia Goles, Pamela Gómez, Raúl Gutiérrez, David Guzmán,  Carlos Inostroza, Enrique Jiménez José Luis Larroucau, Juan Lobos,  Pedro Martínez, Vladimir Morales, Javier Narbona, Vicente Pardo,  Humberto Peña,  Manuel Peña,  Dolores Rufián, René Ruiz,  Juan Rusque, Carlos Salazar, Miguel Silva, Mario Tala, Patricio Tombolini,  Ricardo Trincado, Daniel Vásquez y Patricio Zapata, todos  desempeñaban cargos directivos en el Ministerio de Obras Públicas, y dio instrucciones a Sergio Cortés para que buscara alguna solución  en el sistema de sus remuneraciones. En la lista figuran otras personas que no desempeñaban cargos directivos, desconociendo la relación de dependencia con el Ministerio, pero reconoce que trabajaron para concesiones, desconociendo bajo qué sistema. En relación a Ximena Tudela, su secretaria, pidió que  se le mejorara el sistema de remuneraciones sin preguntar cómo se hacía  y en las mismas condiciones que en los planos directivos. Nunca supo que había otra empresa como GATE que estaba prestando servicios similares para el Ministerio de Obras Públicas. 

A fojas 887, respecto a publicaciones aparecidas en la prensa, relativas a dineros que habrían sido cobrados a diferentes empresas constructoras, en especial a las constructoras BELFI y M.I.S., declaró que el área de concesiones era precaria desde el punto de vista institucional, solamente era una partida presupuestaria dentro del  presupuesto de la institución, con 80 personas asignadas como agentes públicos y cerca de 300 personas aportadas por empresas de distinta naturaleza a través de contratos de apoyos; que existían  restricciones presupuestarias  impuestas por el Ministerio de Hacienda; y urgencia para llevar adelante los contratos contraídos con inversionistas extranjeros para materializar las obras adjudicadas, luego de licitaciones públicas. La pronta ejecución de las obras implicaba una obligación a la cual el Estado debía allanarse, como forma de permitir que los inversionistas pudiesen comenzar a recuperar su inversión a la mayor brevedad posible dentro de los plazos contemplados por el contrato. A ese entonces los compromisos de inversión vigente alcanzaban una suma aproximada de tres mil quinientos millones de dólares, lo cual representa aproximadamente el equivalente a 7  líneas 5 del Metro. Era también importante acelerar el cumplimiento de estos contratos, para efectos de poder otorgar los niveles de servicio que el país requería, en su agresivo proceso de integración a una economía globalizada. Finalmente era también  muy importante el cumplimiento urgente de las  cláusulas contractuales, en tanto ello servía como carta de presentación frente a las negociaciones que el Gobierno estaba llevando a cabo para firmar los  tratados de libre comercio con distintos países y grupos de países. En ese momento, es decir en el de su nombramiento como Ministro, se plantea también la necesidad de llevar a cabo un nuevo programa de concesiones, con una incidencia importante en la Región Metropolitana, y surge también como tarea fundamental la necesidad de incorporar otras actividades a la modalidad de concesiones, hasta ese momento desconocidas en Chile, como es el programa de cárceles, para apoyar la Reforma Procesal Penal, el programa de  ferrocarriles, embalses, y una obra especial que el Presidente nos solicitó evaluar,  que es el Puente sobre el Canal de Chacao. Además, se le planteó como misión específica dirigir  el Ministerio de Obras Públicas y el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, con tres objetivos muy precisos:  llevar los conflictos con el área de transporte, que en ese momento estaban radicados  en el Ministerio del  Interior, al Ministerio correspondiente; estructurar un plan de transportes para la ciudad de Santiago,  que contribuyera a la descongestión  y descontaminación; y asegurar en el  campo de las telecomunicaciones las inversiones necesarias para que Chile mantuviese el liderato norteamericano en este sector. Por último, también se le encomendó asegurar el máximo de inversión con los recursos  públicos del  presupuesto, en infraestructura social, de tal manera de contribuir a los  programas de desempleo que el Gobierno impulsaba, y de mejorar las  condiciones de vida de poblaciones y zonas marginadas del desarrollo. A partir de esas tareas, decidió iniciar un rápido proceso de integración de  los dos Ministerios, el cual inicialmente debía ponerse en práctica para luego dar origen a una nueva Ley Orgánica que lo sustentara. Una segunda tarea que asumió es la de integrar el área de concesiones  del Ministerio de Obras Públicas al resto de la institucionalidad del Ministerio, de tal manera de  superar las  dificultades operativas que  impedían el rápido cumplimiento de los  compromisos adquiridos. Y, en tercer lugar, la necesidad de buscar formas para optimizar los recursos disponibles, restringidos para todas las  tareas que se  habían propuesto para alcanzar las metas señaladas. En  estas circunstancias, solicitó al Director General de Obras Públicas y a Sergio Cortés que lo ayudaran en la administración  de los recursos financieros, y a los directores de los servicios que integran el Ministerio de  Obras Públicas que se pusieran a  disposición  para buscar las formas optimas de asignación de recursos. Es a partir de ese diseño que Sergio  Cortés y el Director General de Obras Públicas definían las necesidades existentes para remunerar en forma extraordinaria al personal que debían  apoyar las tareas de concesiones y para cumplir con  las actividades que  las tareas antes mencionadas demandaban. Eran, por lo  tanto, Cortés y el Director General de Obras Públicas quienes le  señalaban las necesidades de financiamiento, ante lo cual solicitaba los recursos  a los Directores de los servicios que integran el Ministerio, los que  definían las fuentes de los recursos para cumplir con esos requerimientos, que podían ser del presupuesto asignado a su repartición o anticipos por trabajos en ejecución solicitados a empresas contratistas de distinta naturaleza, que se incorporaban, en definitiva,  a la liquidación del contrato. La transferencia de  estos recursos era convenida directamente por el Director correspondiente con  Cortés y el Director General de Obras Públicas. Es en este contexto, que ante necesidades de financiamiento existentes en el mes de julio de 2000, que le solicitó al Director de Vialidad apoyo para financiar las actividades propias de concesiones, quien comprometió aportar esos recursos para ese  propósito. Al momento de los hechos desconocía el origen de los recursos que se transfirieron, la forma como se transfirieron, el monto y el destino de los mismos.    

Agregó que durante su gestión se  batió record por dos años consecutivos de inversión privada en infraestructura pública, alcanzando cifras cercanas a los ochocientos millones de dólares al año, en materia de inversión pública en infraestructura social, aportando más de 12.000 puestos de trabajo en forma directa y, otro tanto, de forma indirecta, y de lotes expropiados durante ese periodo, con una estrecha colaboración  del Consejo de Defensa del Estado. Asimismo,  se minimizaron los conflictos ambientales y territoriales con comunidades y municipios, con la Contraloría General de la República  en la toma de razón de contratos, ampliación y su liquidación. Además hubo record de inversión en el sector telefónico, se resolvieron todos los problemas pendientes en el área de transportes, se elaboró un plan  de transporte urbano para Santiago, actualmente en ejecución, y se dejó una cartera de proyectos concesionables a licitar, ahora prácticamente paralizada. Asume la responsabilidad de haber ordenado compensaciones extraordinarias  a directivos, técnicos y profesionales de ambos Ministerios  para asegurar el apoyo técnico y profesional al programa de concesiones. También de haber solicitado  al Director General de Obras Públicas y Directores de otras reparticiones apoyo financiero para llevar adelante las tareas que se requerían en diferentes áreas, especialmente asociadas al programa de concesiones, y de  haber delegado en Sergio Cortés y Eduardo Arriagada, Director General de Obras Públicas, la tarea de definir el destino de los recursos. 

No  asume responsabilidad por haberse recurrido a empresas específicas, ni de los  mecanismos que se utilizaron para ese propósito, ni de los montos solicitados,  ni de la existencia de un contrato con GATE S.A., tampoco del destino de los recursos más allá de lo que definió y de la legalidad de los actos a  que dieron lugar estas operaciones. Participaron numerosos abogados, con experiencia en administración pública, sin que  nunca le advirtieran de ilícitos en el proceder, lo que  avala su punto  de vista. 

Los nombres de los Directores a quienes les dio el cometido de obtener financiamiento para cumplir su gestión, son los siguientes: el Director General de Obras Públicas Eduardo Arriagada, el Director de Vialidad Pablo Anguita, la Directora de  Planeamiento Dolores Rufián, el Director de Obras Hidráulicas Eduardo Bartholin, y el Director de Aeropuertos David Guzmán. 

A fojas 1.389, señaló que ratificaba la declaración extrajudicial de 4 de febrero y que era una práctica habitual del Ministerio recurrir a privados para financiar cuestiones no programadas y cuando había carencia de recursos. El presupuesto anual del Ministerio es de cuatrocientos mil millones de pesos y el financiamiento de privados  para cuestiones específicas no excedía  de sesenta o setenta millones de pesos aproximados anuales. En el análisis se deben considerar las urgencias de las que tuvo que hacerse cargo cuando asumió como Ministro, como son cumplir fundamentalmente con los compromisos que contrajo el Estado a través del programa de concesiones, todo lo relativo a la integración del área de concesiones al Ministerio de Obras Públicas, la fusión de dicho Ministerio con el de Transportes y Telecomunicaciones, los programas habituales del  Ministerio y las contingencias. Respecto de las contingencias conviene recordar los temporales del año 2000, el paro del  transporte de octubre del mismo año, los programas contra el desempleo que impuso el Gobierno, los temporales del invierno boliviano del año 2001, el terremoto de Arica y los temporales que ocurrieron el mismo año. La carencia de presupuesto con que contaba el Ministerio para hacer frente a todos estos requerimientos, hizo que para remunerar extraordinariamente a los cuadros técnicos y directivos se recurriera a una forma no tradicional de financiamiento, que consistía en transferir gastos de inversión a gasto corriente, a través de los anticipos solicitados a algunas empresas canalizadas a través de GATE S.A. Esto significa que empresas que tenían contratos de inversión con el Ministerio en el área de construcción y consultoría aportaban recursos a una empresa a través de la cual se compensaba extraordinariamente a estos funcionarios. Esto se materializó a través de la identificación que hizo de las necesidades al Director de Vialidad Pablo Anguita y a la Coordinación General de Concesiones, a través del Coordinador General Ricardo Badilla primero y luego a Germán Molina,  los que evaluaban la  posibilidad de transferir recursos de sus presupuestos o eventualmente de  recurrir a algún apoyo de alguna empresa en particular, cuestión que se  materializaba por intermedio de quien daba las instrucciones a la empresa Gate S.A. que para este efecto era Sergio Cortés. El conocimiento que tenía del mecanismo utilizado por Cortés, esto es, de la simulación de operaciones entre GATE S.A. y las empresas aportantes era general, en tanto conocía  que había empresas que aportaban recursos a esta cuenta.

En relación a los contratos con empresas consultoras, manifestó que en cada contrato  se designa a un inspector fiscal  que reporta el cumplimiento  del contrato a su jefe dentro de la estructura orgánica del ministerio. Este inspector fiscal es el que tiene  la obligación de  velar que el contrato  se cumpla, en los términos firmados, lo que significa preocupación por la asignación de cada una de las partidas del contrato. Los contratos de consultoría incluyen  una partida pro forma y su intención fue utilizar esos recursos que provenían de esa partida que estaba a disposición  del inspector fiscal, en el financiamiento de las necesidades complementarias a que ha hecho  referencia. Materialmente como Coordinador General de Concesiones y posteriormente como Ministro le fue imposible verificar si eso efectivamente ocurría así. El dueño de los dineros que conformaban la  partida denominada pro forma era de la empresa, en tanto era dueña del contrato. Su intención fue sólo centralizar el uso de esos recursos en la  cuenta que administraba Gate S.A, para que esta empresa pagara con esos fondos las remuneraciones extraordinarias y otros gastos necesarios de concesiones. Una vez que se liquidaba el contrato las sumas de dinero se reembolsaban a la empresa consultora con fondos del Estado. No estaba en condiciones de controlar esa práctica, por lo tanto, la responsabilidad recae en el que está a cargo del contrato. Sobre la materia dio instrucciones hasta marzo de 2000 a Dolores Rufián, jefa del área de expropiaciones; a Iván Jana, jefe del área de proyectos; a Pablo Anguita, jefe del área de construcción;  y a Sergio Cortés, en calidad de jefe subrogante del área de operaciones. Desde que asumió como Ministro su relación fue sólo a través de los Directores del Ministerio, esto es, la  Directora de Planeamiento Dolores Rufián; el Director de Vialidad Pablo Anguita; y el Director General de Obras Públicas Eduardo Arriagada en el área de concesiones, a quienes les solicitó que, en caso necesario, recurrieran al procedimiento indicado, esto es, utilizar los dineros de las partidas pro forma. Por lo anterior, no tiene noción si ese tipo de operaciones se volvieron a hacer, con qué  empresas se hicieron y si su eventual uso estaba justificado.

En cuanto a las constructoras, sólo le solicitó al Director de Vialidad Pablo Anguita en dos ocasiones  la suma de  $100.000.000, sin especificar su origen. Al ser informado que estos recursos habían sido solicitados a la empresa Belfi y Méndez Junior, como anticipo de contratos vigentes, dio el consentimiento. Entiende que esas sumas de dinero se pidieron como anticipos,  pues son recursos que el Director de Vialidad habría  pedido con cargo a un proyecto en ejecución específico, lo que sería liquidado dentro del mismo contrato, esto quiere decir que contra los compromisos que contrae la empresa a favor del ministerio en una obra en particular, se incluyen estos  recursos como parte del costo, los que son pagados contra la liquidación del contrato.  No se explica las razones por las cuales los funcionarios a los que les solicitó estos aportes  recurrieron a los sistemas  que se investigan. Sólo se le informaba que el problema estaba resuelto, suponiendo que los controles se efectuaban dentro de la línea de  responsabilidad del Ministerio, razón por la que  suponía la existencia de  registros contables en la empresa Gate S.A, para que quedara fiel constancia de la operación realizada. Sólo tomó conocimiento que los registros no  existían a raíz de la publicación de los cheques de pago a determinados funcionarios el año 2001. No puede acreditar con documentos si era realmente necesario contar con recursos adicionales, sólo se basó en la confianza depositada en el funcionario que le informaba en ese sentido, esto es, en lo informado por Sergio Cortés y Eduardo Arriagada. Tampoco tiene documentación que acredite el real destino de los mismos, en tanto, no hay contabilidad. En relación  al procedimiento indicado, sólo  innovó en cuanto intentó remunerar en forma ordenada a los Directivos del Ministerio por   servicios adicionales a los que correspondían  a su función habitual y a todas aquellas personas que prestaban servicios adicionales por él reconocidas, respecto de los cuales tiene pleno y cabal conocimiento que los prestaron, que son aproximadamente 37 de la lista denominada “ honorarios adicionales” y  que rola  a fojas 542. No analizó el aspecto tributario relacionado con los pagos adicionales efectuados a los funcionarios del servicio, porque interpretó que  quienes operaban el procedimiento, esto es, Cortés, Gate S.A., y en definitiva los beneficiarios habían cumplido con sus obligaciones tributarias. De la lista que contiene el nombre de 74 personas, reconoce que 37 contaron  con su autorización para ser remunerados  en forma extraordinaria. De los  demás desconoce su origen, relación contractual y el trabajo que realizaban.  
A fojas 1.886, declaró que fue Coordinador General de Concesiones desde el mes de marzo de 1995 a marzo de 2000, que se conformó a partir de tres áreas: Departamento de Concesiones que depende de la Dirección General de Obras Públicas; el contrato de apoyo celebrado por el Director General de Obras Públicas con la Fundación de la Facultad de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile y una unidad funcional que se llamaba Unidad Ejecutiva Ruta 5, que dependía de la Dirección de Vialidad. El Departamento de Concesiones tenía asignada 5 personas, del contrato de apoyo eran unas 12 personas y de la Unidad Ruta 5. La Coordinación General de Concesiones funcionaba inicialmente en el edificio principal de Obras Públicas, en el piso 4, y la Unidad Ruta 5 en la Alameda, frente al Cerro Santa Lucía. A medida que se iba desarrollando el programa de concesiones se hicieron varios cambios aprovechando la posibilidad de constituir unidades ejecutivas, las que tenían a su cargo un conjunto de proyectos. Inicialmente se constituyeron tres unidades ejecutivas: la Unidad Ejecutiva Ruta 5  a cargo de Álvaro González, la Unidad Ejecutiva de todos los proyectos misceláneos, como concesiones de aeropuertos, urbanas y las concesiones viales no ruta 5, a cargo de Claudio Marín, y después la unidad de operaciones, a cargo de Gustavo Silva. En esa etapa la tarea principal era la invitación a inversionistas para licitar los proyectos que estaban en carpeta, que era asumida principalmente por el Coordinador General de Concesiones. Las unidades ejecutivas tenían por labor principal la preparación de los antecedentes para este efecto. A partir del año 1997 como las concesiones adjudicadas   se encontraban en su fase de operación, y las que se licitaron entre los años 95 a 97 estaban en su fase de construcción, se  creó una unidad especializada en los aspectos propios en la construcción y en la explotación de las obras concesionadas, quedando a cargo de esa Pablo Anguita, a esa fecha Guillermo Díaz había asumido como jefe de operaciones. En ese entonces surge como problema principal el tema de las expropiaciones y se crea una unidad especializada en expropiaciones a cargo de Dolores Rufián. En el intertanto se habían creado dos unidades asesoras a su labor,  la unidad jurídica a cargo de Juan Facuse y la unidad ambiental y de territorio a cargo de Angélica Arellano. El organigrama se mantuvo hasta finales de 1999, salvo que  Guillermo Díaz fue subrogado por Sergio Cortes, porque Díaz se fue a España durante seis meses. Si bien fue el Coordinador General de Concesiones durante 5 años, su responsabilidad estaba orientada principalmente a alcanzar los resultados que se solicitaban, sin tener ingerencia directa en los actos administrativos que estaban más bien radicados en las unidades ejecutivas, no obstante tenía un representante que visaba los actos administrativos que materializaba el Director General de Obras Públicas. La Coordinación General de Concesiones se creó con el fin específico de  licitar proyectos concesionados y venderlos,  posteriormente se le incorporó una función adicional, la de supervisar la construcción y explotación de las obras, al margen de la institucionalidad del Ministerio de Obras Públicas, pues incluso físicamente se localizaron en  un edificio distinto. Frente a sus funcionarios era reconocido como jefe. 

La Coordinación General de Concesiones  llamaba a licitaciones públicas para concesiones y a licitaciones públicas o privadas para los contratos de asesoría de apoyo, que permitían preparar los proyectos, también se utilizó el mecanismo de trato directo, pero siempre por intermedio de la Dirección General de Obras Públicas, incumbiéndole a la coordinación preparar todos los antecedentes. La  instrucción era hacer todo mediante el mecanismo de la licitación pública, la excepción es la licitación privada o trato directo, este mecanismo de excepción era decidido por los jefes de unidad, en base a la urgencia que les hacía presente atendida las exigencias del programa de licitación. Para recurrir a las licitaciones privadas o al trato directo, se recurría al registro de consultores del Ministerio, que esta organizado por especialidades y categorías, así por ejemplo existen los siguientes registros: de consultores en obras civiles, de consultores en puentes y estructura, de consultores en topografía, de consultores en transportes, de consultores en materias económicas. Paralelamente se creó un registro de consultores especiales, para empresas encargadas de los temas ambientales, denominado GEMA. María Angélica Arellano era la encargada de los temas ambientales y, por lo tanto, por su intermedio se creo el registro, se definieron las bases y se contactó a las empresas. También propuso el registro, recomendando su aprobación al Director General de Obras Públicas Juan Lobos Díaz. Como la idea era crear un registro cerrado, es muy probable que en el registro figurara GATE S.A., y si fue incluido debió ser porque cumplió los requisitos que se le impusieron en ese momento. Tratándose de consultorías medioambientales, eran las unidades ejecutivas de proyectos (Ruta 5 o Miscelánea), las que solicitaban apoyo específico en esos temas y, por lo tanto, recurrían a Angélica Arellano y seguramente, según la urgencia, determinaba el procedimiento a seguir. En el evento que por la urgencia optara por recurrir al sistema de la licitación privada o el trato directo,  en conjunto con la unidad ejecutiva de proyecto se definían las empresas a quienes se las invitaba a participar en el concurso. Los tratos directos son el resultado de una licitación privada en que participan un conjunto de empresas. Nunca tuvo injerencia en la designación de las empresas que se invitaban a participar en una licitación privada. No recuerda haber estado en una sesión, reunión, evaluación o llamado en que se haya tratado el tema GATE, en el sentido de invitarla a participar en una licitación privada. Sólo tomó conocimiento de ella en agosto de 2000,  fecha en que ocurrió el robo. Por el número de proyectos en elaboración y por la cantidad de estudios que requería cada proyecto, era materialmente imposible controlar directamente a quienes se invitaba a participar en las distintas licitaciones. 

Respecto de la resolución Nº 2068 de la Dirección General de Obras Públicas, de 18 de julio de 2000, que rola a fojas 344, mediante la cual se aprueban los términos de referencia y el convenio ad-referéndum suscrito entre dicha dirección y GATE S. A, para la realización de la consultoría denominada “Estudio de un modelo de capacitación para la prevención ambiental en la construcción de obras concesionadas”, estampó su firma como Ministro de Obras Públicas porque estaba firmado por el Director General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada Moreno, quien tiene la responsabilidad de velar por el fiel cumplimiento de las condiciones contractuales. Además supone que Angélica Arellano debió haberle  exhibido los antecedentes para que firmara la resolución en los términos en que aparece redactada.

En relación al listado que rola a fojas 1.392, señaló que autorizó el pago bajo la modalidad de honorarios por apoyo a la unidad de concesiones, a las siguientes personas: Juan Facuse, Nicolás Flaño, Jaime Herrera, Raúl Herrera, Sergio Hinojosa, Juan Hurtado, Patricio Mancilla, Carlos Mora, Carlos Morales, Norman Partarreau, Lautaro Pérez, Miriam Pilowsky, Andrés Rengifo, Rafael Urriola, Jorge Venegas y Enrique Zamorano. Respecto de Eduardo D”Hainaut y Oscar Figueroa no se trata de honorarios adicionales, sino de sueldo por labor específica de apoyo a la gestión que realizaban. Referente al resto de las personas no está en condiciones de señalar porqué aparecen incluida en esa lista, porque no recuerda haber dado instrucciones específicas para ese efecto.

También ratificó el contenido del escrito que rola a fojas 1.702, que firmó conjuntamente con su abogado, en el que señaló que para lograr el financiamiento requerido y mejor calidad de funciones estableció personalmente dos nuevas fuentes o modalidades de recursos: cuando estuvo a cargo de Concesiones centralizó los fondos “pro forma” o de imprevistos contenidos en todos lo contratos de asesoría a la Coordinación General de Concesiones, para autorizar su uso, los que anteriormente eran utilizados individualmente por los inspectores fiscales de cada contrato particular; y, mientras fue Ministro, mediante la obtención de aportes voluntarios de contratistas con obras adjudicadas y en ejecución. Agregó, que operacionalmente se produjeron las siguientes innovaciones en la actividad financiera del Ministerio de Obras Públicas con motivo de los procesos descritos precedentemente: se centralizaron los pagos de honorarios extraordinarios en una cuenta única administrada por Sergio Cortés, Jefe de Finanzas de Concesiones hasta junio de 2000, y luego por quienes administraron el contrato objetado con GATE; y, se centralizaron los recursos provenientes de las diversas fuentes privadas en el contrato con GATE, sociedad que hizo las veces de caja de todos estos fondos, a través de diversas cuentas corrientes bancarias suyas y/o de personas relacionadas. El contenido de dicho escrito fue ratificado por Cruz Lorenzen, según consta a fojas 1.889;


A fojas 2.107, manifestó que cuando se desempeñó como Coordinador General de Concesiones le informaban que faltaba presupuesto para realizar una actividad específica aquellos que desarrollaban la labor de jefe de la unidad ejecutiva, de asesores, de encargados de proyectos y de actividades varias. Al tomar conocimiento de lo anterior hacía el requerimiento respectivo a las autoridades, esto es, al Director General de Obras Públicas y al de Planeamiento, le parece que dichos cargos lo desempeñaban Lobos y Tala, respectivamente. Si le decían que el presupuesto no permitía obtener recursos extraordinarios, se dirigía a los solicitantes para que buscaran las fuentes para hacer las actividades. Nunca se preocupó del mecanismo al cual recurrían esas personas para llevar a cabo las actividades pendientes. Nunca estuvo en conocimiento de los procedimientos que en definitiva se usaron, su único interés era que las actividades se ejecutaran. 

Respecto de aquellos contratos que contemplaban partidas pro-forma, dio una  instrucción de carácter general a todo el conjunto de colaboradores más directos: Sergio Cortés, Dolores Rufián, Pablo Anguita y Álvaro González, en el sentido de la necesidad de hacer uso centralizado de estos recursos,  a disposición discrecional de los inspectores fiscales. Nadie en ese momento le informó de las restricciones legales en cuanto al uso de las partidas pro-forma. Tiene la impresión  que los Ministros de Obras Públicas que se desempeñaron  en la época en que fue Coordinador General de Concesiones no tenían conocimiento de ese proceder, en todo caso nunca les informó. Cuando se desempeñó como Ministro recurrió en reiteradas ocasiones al gremio de los constructores, para solicitar apoyo para el buen funcionamiento del Ministerio, que se tradujo en  seminarios, estudios de ingeniería, gestiones para la rápida tramitación de los decretos ante la Contraloría General de la República, equipamiento en general, perfeccionamiento de algunos profesionales, etc. La expresión máxima de esta disposición a colaborar es el  “Protocolo de Refinanciamiento  de la deuda del Ministerio de Obras Públicas con las empresas constructoras”, por un monto de sesenta mil millones de pesos, firmado en Marbella en julio de 2001. Sólo una vez se pidió dinero, a raíz de la deficiencia que tenían para cubrir honorarios extraordinarios, pidiendo a Pablo Anguita y a Dolores Rufián recursos para cubrir esos déficits. Anguita propuso pedirle a Belfi y a Méndez Junior,  contando con su anuencia. Dolores Rufián tiene entendido que le pidió a Abaco. Estaban  en conocimiento de ese procedimiento Anguita, Rufián y él.

A fojas 2.903, señaló que rectificaba su declaración de fojas 1.389, en el  sentido que la referencia que hace a la transferencia  de gastos de inversión a gastos corriente a una cuenta GATE S.A.  es a la cuenta que administraba  en ese momento la División de Operaciones, sin que tuviera conocimiento de ese hecho, pues se enteró de  la existencia de GATE S.A. en agosto de 2000. Lo mismo sucedió en relación a la  administración centralizada de los recursos pro forma y gastos administrativos de los contratos de consultoría, los cuales eran de tuición de la División de Operaciones, sin que supiera que esos recursos fueron transferidos a una cuenta específica de GATE S.A. 

Soledad Cabello se desempeñó como asesora jurídica de la División de Operaciones, pero depositó toda su confianza en René Silva, antiguo funcionario  del Ministerio, que se desempeñaba como jefe del Departamento de Concesiones cuando asumió la coordinación en enero de 1995. Era el encargado de administrar los contratos de apoyo que el Ministerio de Obras Públicas celebró con la Universidad de Chile,  también firmaba los llamados a licitación, las adjudicaciones, en definitiva, operaba como una especie de contralor en concesiones. 

A fojas 9.540, señaló que recibió y emitió, vía correo electrónico, las comunicaciones que impresas rolan de fojas 679 a 725. Elaboró la que impresa rola a fojas 697, en la que dejó constancia de una situación que existía a la fecha de su emisión, 23 de agosto de 2000, esto es, que la Coordinación General de Concesiones tenía contratado personal a honorarios, en algunos casos, por montos excesivos, y que la dotación del personal no se compadecía con los proyectos que a esa fecha se estaban ejecutando, instruyendo al Coordinador Ricardo Badilla para que adoptara las medidas necesarias para llevar a cabo un ajuste. Entre enero de 1995 y marzo de 2000 no hubo  dotación excesiva de personal, pues estaba acorde con los proyectos que se impulsaban desde la coordinación. En esa época no tenía atribuciones para contratar ni para fijar honorarios, por lo tanto, no podía calificar si los honorarios de algunos eran excesivos. Durante el periodo en que se desempeñó como Coordinador General de Concesiones solicitó, en más de una ocasión, que se contratara a personas para cumplir determinadas funciones, peticiones que no siempre fueron acogidas. La responsabilidad de la contratación, la decisión de forma de pago de los honorarios y el cumplimiento de las labores del contratado, recaen en los personeros que celebraron los contratos respectivos y no en mi persona. Tratándose de las personas que no tenían contrato escrito y que se pagaron a través de GATE S.A., es necesario analizar las listas de pago para determinar bajo qué responsabilidad se contrataba, así, por ejemplo, respecto de Aniceto Rodríguez sólo pidió que se lo contratara, no recuerda a quién se lo solicitó, pero afirma que nunca le dio instrucciones de trabajo, ni recibió informes verbales ni por escrito de su persona, no recuerda haber tenido alguna reunión con él porque, como dijo, nunca le dio instrucciones,  solo sabía  al momento de su solicitud que era experto en comercio exterior. Nunca contrató ni dio instrucciones de contratación respecto del diputado Manuel Bustos Huerta, ni tampoco de otro diputado de nombre Paredes o Parada, que también figura en la nómina de GATE S.A. Pero Eduardo Jara y Osvaldo Torres sí prestaron servicio a la Coordinación General de Concesiones, pero nunca les dio instrucciones directamente, recibió informes de cumplimiento de cometido de Jara pero no de Torres, porque le parece que trabajaba en temas vinculados a la Unidad de Territorio. Tratándose de Jorge Boca sabe que es experto en temas computacionales y encuestas de terreno, no trabajó directamente con él, pero recuerda que tuvo conocimiento de informes que elaboró. No tiene certeza si se cumplió a cabalidad la instrucción que impartió a Badilla, él renunció en octubre de 2000 asumiendo Germán Molina, el que solicitó autonomía en lo relativo al manejo presupuestario de la Coordinación General de Concesiones, la que se le dio, pasando la responsabilidad administrativa del Director General de Obras Públicas al Coordinador  General de Concesiones en el aspecto señalado. Tratándose de las comunicaciones que impresas rolan a fojas 679 a 681, manifestó que Salvador Fernández es un profesional competente y calificado, con una maestría en economía en la Universidad de Boston, y, por lo tanto, un recurso humano susceptible de ser utilizado en alguna función en concesiones, trabajó en un período en la coordinación específicamente en los temas internacionales. Lo conoce del año 70 y a eso se deben los términos coloquiales de las comunicaciones que le envía vía correo electrónico. Es probable que cuando las recibió debió haber hecho alguna gestión  para mantener a Fernández vinculado al área de concesiones en su calidad de profesional, y es probable que a eso alude cuando dice  que implemente “una operación de salvataje”. 


Recibió de Raúl Herrera un informe elaborado por Sergio Cortés y que rola impreso de fojas 689  a 692, y por el tiempo transcurrido no está en condiciones de señalar cuál fue su reacción al leer su contenido. Sí puede manifestar que tanto  cuando era Coordinador como cuando era Ministro le preguntaba a Cortes si estaban en condiciones de cumplir con determinados compromisos y cuando le manifestaba que no había inconvenientes asumía que las cosas se hacían,  desconociendo qué mecanismos o procedimientos utilizaba para ello. No obstante sabía de la existencia de los contratos de apoyo y suponía que se ejecutaban regularmente de acuerdo al procedimiento administrativo y bajo la tuición del inspector fiscal. 

De la lectura de los correos advierte que Cortés recibía demandas de pago de otros personeros, debido fundamentalmente a que la Coordinación General de Concesiones era percibida como una unidad que tenía excedentes y que podía cubrir los compromisos del Ministerio de Obras Públicas en un ambiente de déficit presupuestario. Respecto de la denuncia formulada por Anguita en la comunicación que rola a fojas 684, manifestó que probablemente se generaron duplicidades por el ímpetu del Director de Obras Públicas de la época, Eduardo Arriagada, pero tiene entendido que esos problemas se resolvieron, sin recordar si adoptó alguna medida en particular. 

Respecto de lo que le plantea Sergio Cortés en la comunicación que rola impresa a fojas 607, manifestó que es probable que le haya dicho al coordinador Germán Molina que no rechazara a priori a las empresas que se citan, si no que las considerara como un proveedor más, por cuanto efectivamente tenía conocimiento que algunas tuvieron una actitud de apoyo con la Coordinación General de Concesiones de la manera como se expresa en dicha comunicación.

Respecto de la contratación de Alejandro Molina, hermano del Coordinación General de Concesiones, efectivamente le solicitó a Ivannia Goles que considerara la posibilidad de contratarlo, para apoyar la gestión de Miriam Pilovsky. Sabe que se le contrató pero desconoce el mecanismo que se utilizó.  Angélica Carvajal es profesora de historia y geografía y prestó servicios en la coordinación en la Unidad de Medio Ambiente o de Territorio, y, por lo que advierte de la lectura del correo que rola a fojas 715, habría obtenido una contrata en Vialidad y recurrió a él para que se le complementara su remuneración. Le parece haberla visto figurando en los listados de GATE, por lo tanto, es posible que le haya solicitado a Cortés que adoptara los mecanismos para pagarle el suple que solicitaba. Jarpa es un abogado laboralista que asesoraba a la Subsecretaría, y el subsecretario a raíz de los conflictos que tuvo con los gremios del Ministerio decidió rescindir  la contrata, y con el propósito de no transformar ese hecho en un conflicto con la ANEF es probable que hayan decidido contratarlo en el gabinete; utiliza una expresión en plural porque no recuerda si la decisión la adoptó Urriola o él. A Jarpa, en definitiva, se le contrató como asesor laboral en la relación con los gremios.

Elaboró la minuta que rola de fojas 722 a 723 y la remitió para su revisión al jefe de gabinete, Urriola, y a la Directora de Planeamiento, Rufián. Su tenor denota que, a esa época, se tenía conocimiento por las más altas autoridades de los problemas que presentaba el Ministerio y la forma que se pensaba adoptar para resolverlos, no existiendo ningún tipo de secreto respecto de las situaciones que se exponen, entre ellas, la situación del contrato Gate. 

El Ministerio, en general, y la Coordinación General de Concesiones, en particular, en los años 2000 y 2001 presentaron una enorme restricción presupuestaria, y, en alguna medida,  las acciones que se emprendieron en esos años tenían que ver con una forma de mitigar esa situación. Solo en agosto de 2000 se enteró de un manejo poco prolijo de la cuenta GATE, cuando Cortés le informó del robo de que fue víctima la secretaria de Héctor Peña Véliz, expresándole a  Cortés que hiciera la denuncia, la que ya había sido efectuada por Peña.


A fojas 9.587, señaló que las sesiones que se llevaron a cabo en la Cámara de Diputados en el curso del año 2000, tenían por finalidad investigar y analizar contratos específicos suscrito por el Estado de Chile con diferentes concesionarias, fundamentalmente lo relativo al denominado “caso Tribasa”. Estas sesiones se efectuaron ante una Comisión Investigadora nombrada por la Cámara de Diputados, sin dar cuenta de los problemas presupuestarios que enfrentaba tanto la Coordinación General de Concesiones, en particular, como el Ministerio de Obras Públicas, en general, atendido a que eso no era lo que investigaba la comisión. Todo lo relativo a los problemas presupuestarios que enfrentó como titular del ministerio y de que dan cuenta, en lo relativo a la Coordinación General de Concesiones, las comunicaciones remitidas vía correo electrónico y que se exhibieron en una audiencia pasada, fueron puestos en su oportunidad en conocimiento del Presidente de la República y del Ministro de Hacienda. En el año 2000, para intentar paliar la difícil situación que atravesaba el Ministerio, conversó con los Directores y en esas conversaciones surgió la posibilidad de solicitar apoyo a empresas relacionadas con el Ministerio, en el entendido que el Ministerio está autorizado para recibir donaciones y es en ese contexto que surgen los aportes de las empresas constructoras Méndez Junior y Belfi, lo que no fue puesto en conocimiento del Presidente de la República, Ministro de Hacienda y del Parlamento, porque fue un hecho aislado y no una política de la Secretaría de Estado a su cargo.

            A fojas 10.077, declaró en relación a materias que fueron investigadas en las causas números de rol 15.260 Letra R. y 15.260 Letra S., en las que se dictó sentencia definitiva condenatoria de primera instancia, confirmada por la Corte de Apelaciones de Santiago.
Además, señaló que Díaz Silva fue designado Secretario Ministerial de Transporte cuando asumió como Ministro, con una remuneración equivalente a un grado de la escala única de sueldo, notoriamente inferior a la que percibía como agente público en la Coordinación General de Concesiones, disponiendo que se le pagara una suma adicional hasta completarle la remuneración que percibía como agente público, desconociendo el procedimiento administrativo que se utilizó para ello. Por lo tanto, dentro de ese contexto, no es ajeno a la realidad lo que Guillermo Díaz Silva expone en las comunicaciones que emitió vía correo electrónico y que el tribunal le exhibió. Durante el período que Sergio Cortés Castro se desempeñó como jefe subrogante en la División de Operaciones, siguió percibiendo los honorarios que percibía como agente público y es probable que se le haya adecuado el sueldo al cargo de jefatura mediante una modificación del convenio ad referéndum que en una oportunidad debió haber suscrito. Dentro de ese contexto el cambio de remuneración tendría que haberlo autorizado, porque de lo contrario el Director General de Obras Públicas no habría firmado el convenio modificando los honorarios. Nunca autorizó ni a Cortés ni a Díaz para que adoptaran un procedimiento diferente al regular administrativo, con la finalidad de aumentar sus remuneraciones o mantener el monto líquido de las mismas.

            Respecto a las comunicaciones mantenidas, vía correo electrónico, con Ricardo Badilla y Eduardo Arriagada entre agosto y noviembre de 2000, época en que aquellos se desempeñaron como Coordinador General de Concesiones y Director General de Obras Públicas, dice que se deben a que en esa época se advirtió que el aumento de  dotación y remuneraciones en la Coordinación General de Concesiones entre febrero y agosto de 2000 no tenía justificación de acuerdo a la carga de trabajo, razón por la que le pidió al  Coordinador General de Concesiones la reducción del costo de las remuneraciones en un 15% en la planilla de septiembre en relación a agosto, tal como se aprecia en el correo electrónico emitido el 30 de agosto de 2000, comunicación que emitió con copia al Director General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada, y al Subsecretario de Obras Públicas, Juan Carlos  Latorre. Dichas comunicaciones dan a conocer la preocupación  que tenía a ésa época por el funcionamiento de la coordinación. La respuesta del coordinador a las propuestas  que le formuló fue relativa, porque las instrucciones, en su concepto, no fueron cumplidas a cabalidad. Eso contribuyó de cierta manera a que se le pidiera la renuncia a Ricardo Badilla, Coordinador General de Concesiones, porque no era la persona adecuada para ejercer el cargo, siendo designado en su reemplazo Germán Molina Valdivieso, quien solicitó una mayor autonomía  respecto del Director General de Obras Públicas de la que habían tenido sus antecesores, lo que fue aceptado. A la época de asumir Molina delegó en el Dirección General de Obras Públicas todo lo relativo al funcionamiento de la Coordinación General de Concesiones, pero de la lectura de la comunicación de 8 de noviembre de 2000 se puede advertir que a ese mes aún la coordinación seguía con un fuerte déficit presupuestario, que implicaba insistir en el presupuesto de 2001 con la drástica disminución de personal. Tiene la sensación que en el 2000 no hubo una drástica reducción de personal, como se había solicitado, y tratándose de 2001 no recuerda en particular la situación, pero sí que continuaban los problemas presupuestarios. Como le pidió al Dirección General de Obras Públicas que se preocupara principalmente del funcionamiento de concesiones, no recuerda específicamente que ocurrió en el 2001 y menos los mecanismos que adoptó Molina para enfrentar las dificultades presupuestarias.

            En relación a las comunicaciones electrónicas que impresas rolan de fojas 458 a 462 de los autos signados con la letra P, manifestó que fueron recibidas y emitidas por él y se debió a las razones que en ellas se expresan. Durante la época que se desempeñó como Coordinador o como Ministro operó mediante un mecanismo que se puede denominar “puertas abiertas”, para todas las entidades o personas naturales que se relacionaban de una u otra manera con el ministerio.

          A fojas 11.854 (fojas 1.544), declaró que al asumir como Coordinador General de Concesiones en enero de 1995, advirtió que estaba integrada por un departamento de la Dirección General de Obras Públicas, al que estaban adscritos tres funcionarios, uno de ellos René Silva, y, además, un número importante de profesionales y personal administrativo que estaban contratados por la Fundación para la Transferencia Tecnológica que había celebrado un contrato de apoyo administrativo y que a esa fecha estaba vigente, ignorando desde cuando. Además, de la Dirección de Vialidad dependía una unidad de concesiones que se llamaba Unidad Ejecutiva Ruta 5, que estaba a cargo de Álvaro González. En ese contexto recibió la orden del Ministro de la época de formar una unidad funcional, la que pasó a denominarse Coordinación General de Concesiones. Los documentos que dan cuenta de su existencia son una serie de resoluciones ministeriales y el reconocimiento presupuestario en una partida presupuestaria. Para cumplir el cometido decidió dar a la coordinación una estructura orgánica, la cual es reconocida por una resolución de la Dirección General de Obras Públicas de aproximadamente febrero de 1995, mediante otra se lo nombró Coordinador General de Concesiones. No tomó conocimiento del régimen contractual al que estaban sometidos cada una de las personas que se desempeñaban en concesiones. Gustavo Silva se encargó hasta octubre de 1996 de la Unidad de Operaciones, en la que estaba radicada toda la parte  operativa o de funcionamiento del área de concesiones. Posteriormente y hasta 1998 dicho cargo lo ejerce Guillermo Díaz y después Sergio Cortés Castro. Estos funcionarios eran los encargados de decidir la renovación de los contratos de apoyo administrativo o de celebrar otros para darle soporte a las labores administrativas y profesionales para que concesiones pudiera operar. Su conocimiento de los contratos de apoyo era más bien de orden general y sabe que se celebraron contratos de ese tipo con la Fundación para la Transferencia Tecnológica y después con instituciones ligadas a la Universidad de Chile, contratándose a GATE S.A. en los años 1998 a 2000, volviendo posteriormente a celebrarse contratos con la Universidad de Chile. No intervino en los procesos de licitación, que concluye con la adjudicación a una empresa determinada, ni en la negociación ni ejecución de los contratos, lo que estaba radicado en la Unidad Operativa, pues el encargado de dicha unidad era el que debía suplir las necesidades de personal y de apoyo administrativo propiamente tal, que se le hacía ver por los diferentes jefes de las unidades.

          A la fecha que asumió como Coordinador General de Concesiones advirtió que existía un régimen contractual formal con la Administración Pública y un régimen contractual adicional con la Fundación para la Transferencia Tecnológica, aplicado para todos los que prestaban apoyo al sistema de concesiones. Nunca se preguntó acerca de la legalidad de esa dualidad y emitió las boletas de honorarios para cumplir con la formalidad. El Ministro de la época, Ricardo Lagos,  convino con él una remuneración de $2.500.000, pagándosele $1.000.000 mediante una contrata grado 2 de la escala única de sueldos y una asignación adicional que se pagaba a través de la Fundación para la Transferencia Tecnológica. Esta situación se mantuvo hasta que adquirió la calidad  de agente público,  marzo de 1996, fecha a partir de la cual percibió una remuneración aproximada de $3.000.000, íntegramente pagada por el Ministerio de Obras Públicas mediante cheque fiscal y hasta marzo de 2000, época en que es nombrado Ministro de Obras Públicas. Durante el periodo en que se desempeñó como agente público  no percibió del Ministerio de Obras Públicas ningún sueldo o remuneración de carácter adicional, por ningún concepto.

           Durante la época en que se desempeñó como coordinador advirtió la necesidad de la urgencia en el cumplimiento de tareas técnicas para la aprobación de proyectos de concesiones, lo que sólo podía ser ejecutado por el personal de los departamentos pertinentes de cada una de las direcciones del Ministerio, lo cual constituía un trabajo adicional desde el punto de vista de la carga normal y predecible, y, por esa labor adicional, decidió que se les pagara una remuneración extraordinaria a través de los contratos de apoyo. Se recurrió a dichos contratos porque no tenían asignación presupuestaria para afrontar dichos pagos. Los funcionarios en quienes estaba radicado la responsabilidad de decidir si se recurría a las unidades técnicas del Ministerio de Obras Públicas eran los jefes de las Unidades Ejecutivas de concesiones y luego en los coordinadores de proyectos y de construcción, que tenían la responsabilidad de obtener resultados con la mayor brevedad, entre ellos están Álvaro González, Claudio Garín, Pablo Anguita y Dolores Rufián en materia de expropiaciones. Dentro de ese contexto dio autorización para recurrir a los contratos de apoyo para el pago de los honorarios extraordinarios.


Hay otro grupo de profesionales del Ministerio de Obras Públicas a quienes también se les pagó un honorario extraordinario, que no desarrollaron tareas específicas relacionadas con concesiones, pero constituyeron un soporte importante para dicha unidad, recordando el nombre de Aliro Verdugo, Matías de la Fuente y Jazmín Balboa. Tratándose del caso de Aliro Verdugo recuerda haber recibido el mensaje del Gabinete del Ministro, cuyo jefe era Carlos Rubio, de que Verdugo trabajaba en exceso apoyando el sistema de concesiones lo que no se reflejaba en sus remuneraciones y, por lo tanto,  le pareció pertinente que se le pagara un honorario adicional a través del contrato de apoyo que estuviera vigente. No recuerda como se gestó el pago del honorario extraordinario a Matías de la Fuente, pero a la fecha que asume como coordinador ya se desempeñaba como Jefe de Asesores del gabinete del Ministro, desconociendo su régimen remuneracional, él fue un soporte importante para concesiones. Tratándose de Jazmín Balboa, como se desempeñaba como Seremi de la novena región y habían surgido grandes problemas con las comunidades indígenas para la construcción del by-pass de  Temuco, recurrió a ella, con autorización y visto bueno del Ministro, para que apoyara a concesiones en los proyectos correspondientes a la novena región. Tratándose de éstas tres personas y para el pago de sus honorarios extraordinarios, se dirigió a la persona que se desempeñaba como jefe de Operaciones, ya sea, Gustavo Silva, Guillermo Díaz o Sergio Cortés.



Tratándose de los funcionarios a quienes se les pagó honorarios extraordinarios con cargo a los contratos de apoyo administrativos celebrados con GATE S.A. y, atendida la necesidad de contar con el apoyo de los Directores y los Seremis, de los primeros para darle soporte a los proyectos de concesiones que se podían llevar a cabo y de los segundos para difundir el sistema de concesiones e incentivar la presentación de iniciativas privadas a lo largo del país, decidió una política de remuneración extraordinaria. En el caso de los  Directores la responsabilidad de materializar dicha política recayó en la Dirección General de Obras Públicas y, en la práctica, quedó radicado en Sergio Cortés Castro, quien asumió la labor de cumplir la orden de pago de los honorarios que previamente fijó en forma general. En el caso de los Seremis la responsabilidad de materializarla recayó en la Subsecretaría, desconociendo a quién se le asignó la responsabilidad operativa. Tomó conocimiento que respecto de los Seremis la política remuneracional extraordinaria que implementó no pudo ser llevaba a cabo de inmediato por la Subsecretaría, recurriendo ésta a Sergio Cortés Castro, el que procedió a pagar los honorarios a los Seremis por un periodo de cuatro meses, a razón de $700.000 mensuales aproximadamente. Nunca dio instrucciones de pago para el Jefe de Gabinete del Subsecretario Gonzalo  Castillo. Sólo conversó respecto del pago de honorarios extraordinarios con los Seremis Alert, Trincado y Balboa. Al resto los conoció en el transcurso del año 2000. 


A fojas 12.290, declaró que las facultades que se le asignaron y la finalidad que se perseguía con la creación de la unidad funcional, que pasó a denominarse Coordinación General de Concesiones, están en los contratos mediante los cuales fue designado Coordinador General de Concesiones. Sus funciones como las de la citada unidad funcional están establecidas en las resoluciones pertinentes, dictadas por la autoridad a partir del año 1995. Cuando asumió estaba en pleno funcionamiento el Departamento de Concesiones, la Unidad Ejecutiva Ruta 5, había funciones delegadas en la Dirección de Planeamiento  y también se había suscrito un contrato de apoyo con la Fundación para la Transferencia Tecnológica de la Facultad de Ingeniería de la Universidad de Chile. El primer encargo del Ministro de la época fue coordinar esas tareas que se realizaban en función del programa de concesiones, y es muy probable que le haya propuesto crear una unidad funcional que se transformó posteriormente en la Coordinación General de Concesiones. No tenía facultades para decidir estructura orgánica alguna, menos para crear un área distinta en el Ministerio, eso estaba radicado en el Director General  de Obras Públicas. 

No tenía conocimiento del  régimen contractual ni de las remuneraciones de las personas que se desempeñaban en el área de concesiones, tampoco tenía facultades para inmiscuirme en el régimen contractual. Además en esa materia no existía uniformidad, pues habían personas que se desempeñaban con contratos de honorarios ya sea con la Dirección General de Obras Públicas o a través de contratos de apoyo, otros se desempeñaban a contrata y otros como funcionarios con comisión de servicio, incluso los que se desempeñaban en la Ruta 5 tenían un régimen contractual especial con la Dirección de Vialidad.

  Nunca tuvo facultades para contratar y la decisión de licitar estaba radicada en el Director General de Obras Públicas, con la recomendación de las respectivas unidades, sin  perjuicio  de la definición de conveniencia en la que intervenía por la calidad de coordinador. 

La decisión de adjudicar un contrato también estaba radicada en la Dirección General de Obras Públicas, en las condiciones antes anotadas. Tampoco estaba radicada en su persona la decisión de contratar personal, lo que estaba radicado en el Director General de Obras Públicas con la recomendación de las unidades ejecutivas. No tenía conocimiento formal del régimen contractual  a que estaba sometida cada una de las personas que integraban el área de concesiones, pero a través de conversaciones informales y por su experiencia pudo constatar la diferencia de tratos que tenían los distintos grupos de profesionales. Al no ser función suya regular las remuneraciones, en ese momento no constituía mayor preocupación. En su caso, por la relación personal que tenía con el Ministro de la época, con él convino sus remuneraciones. Al señor Lagos lo conoce desde hace mucho tiempo, trabajaron juntos en distintas ocasiones en la “Agrupación de Economistas Socialistas”, de la cual fue Presidente durante 5 años, en la campaña del año 1993 y después en Caditel, que luego dio origen a Chile 21. Desconocía hasta muy avanzada su permanencia en el ministerio cómo se habían fijado las remuneraciones de los otros profesionales que integraban el área de concesiones. Tiene la certeza que ninguno  negoció su remuneración directamente con el Ministro, porque supo que cada dirección del Ministerio, que aportaba personal a concesiones, tenía su régimen particular para fijar y pagar remuneraciones. Después de un tiempo de ejercer la labor como coordinador tomó conocimiento del régimen contractual  que existía en el ministerio y en la coordinación. En esa circunstancia y ante la necesidad de contar  con profesionales calificados, que operaban en otras direcciones, más que decidir propuso al Consejo de Concesiones contar con dichos profesionales y remunerarlos en forma extraordinaria a través de los contratos de apoyo, cosa que  fue aceptada por el consejo en su momento. La operación propia del pago de remuneraciones era ejecutada por la unidad ejecutiva correspondiente y por la Dirección General de Obras Públicas. 

Por trabajo extraordinario debe entenderse que comprendía aquellas tareas que correspondiendo a la profesión de la persona requerida no era parte de sus funciones habituales, por ejemplo, el Director de Puente de la Dirección de Vialidad tenía responsabilidad sobre los puentes que le correspondían a esa  dirección, pero no tenía ninguna responsabilidad para revisar los proyectos de puentes en el área de concesiones. 

Tratándose del caso del señor Verdugo,  no era normal que el jefe de gabinete se ocupara de la remuneración de los funcionarios, en este caso, por tratarse del Fiscal del Ministerio, entiende que puede haber hecho ver al jefe de gabinete del Ministro el exceso de carga de trabajo que sobre él estaba recayendo y éste debe haber estimado que era legítimo y correcto compensarlo por esa carga adicional. No recuerda que el jefe de gabinete del Ministro le hubiera dicho que le entregaba el mensaje por cuenta del Ministro, debe haber  recibido el mensaje personalmente.
En relación a la remuneración extraordinaria de los Seremis Trincado y Alert, a la época de su pago era Ministro, por lo tanto,  lo decidió en calidad de tal, ergo,  es imposible que haya recibido instrucciones de alguien. Sin embargo, tratándose del caso de Jazmin Balboa, recuerda haber convenido con ella una remuneración extraordinaria en la época en que era coordinador, lo que estaba en conocimiento de las autoridades  de la época. No recuerda qué autoridad pudo haberle solicitado que conviniera una remuneración extraordinaria con ella. 

Hasta la fecha la unidad de concesiones o la Coordinación General de Concesiones sigue siendo una unidad funcional dentro del Ministerio de Obras Públicas, por lo mismo no tiene una estructura orgánica formal. La única formalidad que reconoce a concesiones en el Ministerio de Obras Públicas es una asignación presupuestaria en la ley de presupuesto,  denominada “Administración Sistema de Concesiones de la Dirección de Obras Públicas”, por lo tanto, no es que existiera una organización paralela al margen de la ley. 

A fojas 12.389, señaló que aproximadamente en los primeros días de enero de 1995, esto es, a pocos días de haber asumido como Coordinador General de  Concesiones, se le adjudicó a Tribasa la obra concesionada  “Acceso norte a Concepción”, eso significa que, por los tiempos, no intervino en el proceso de adjudicación. Esa obra era bastante importante porque contemplaba una inversión de 168 millones de dólares, y era la primera obra concesionada que significada la construcción de casi 80 kilómetros  de camino nuevo. A partir de esa fecha, Tribasa participa en diferentes licitaciones y se adjudica 2 proyectos adicionales,  la concesión de “Santiago- Los Vilos” y el tramo “Chillán- Collipulli”, lo cual representaba una inversión comprometida en el país del orden de los 600 millones de dólares, en un lapso de 3 años. 

Las primeras advertencias de los problemas financieros de Tribasa surgieron en el  año 97, como consecuencia de la crisis del sistema concesional mexicano, lo que podía significar que Tribasa tuviera problemas de financiamiento de sus compromisos de inversión contraídos en Chile, cuestión que no se manifestó sino que bastante tiempo después, a fines de 1999, época en que Bancomex  asumió la propiedad de la empresa y todas sus deudas. Desde que se detectaron los problemas de financiamiento se le hizo un seguimiento, a través de la inspección fiscal, a los compromisos de inversión que asumió, los que nunca dejaron de cumplirse, si bien con cierta dificultad. Tribasa siempre cumplió todos los requisitos exigidos en las bases de licitación, tal como quedó establecido en el referéndum de la Contraloría General de la República, y nunca participó en las comisiones ni en actos de  adjudicación. Tampoco suscribió documentos relativos a adjudicaciones a Tribasa en su calidad de  Coordinador General de Concesiones. Velar por el cumplimiento de los contratos de adjudicación siempre recayó en el inspector fiscal.


En cuanto a lo expuesto en la denuncia exhibida y a la declaración prestada por Cárdenas Squella, manifestó que como Coordinador General de Concesiones, cumpliendo con el mandato laboral de atraer inversionistas al país, se reunió con todos los representantes de las empresas extranjeras que deseaban participar en el proceso de concesiones en Chile, y en más de una ocasión con los representares de Tribasa, tanto en  Chile como en México. En esas reuniones se trataban las características de los proyectos, las condiciones que se exigían para participar y las características que debían tener las empresas que serían actores relevantes en este proceso. Las reuniones se celebraban en dependencias de la coordinación, en  el Ministerio, en lugares públicos y muchas veces en las oficinas de las empresas. En México las reuniones se efectuaron en la embajada, en lugares públicos, y en las oficinas de las empresas. Como viajaba en la calidad de coordinador era considerado como un técnico en la materia y, por lo tanto, se le daba ese trato. Son falsas las afirmaciones que se hacen en el  documento que rola a fojas 2, como en la declaración que rola a fojas 6 y siguientes, de las que parece que se pretende imputar actuaciones ilícitas en relación a las adjudicaciones efectuadas a Tribasa, como haberle dado un trato preferencial y haber recibido por ello aportes por la suma de un millón de dólares para la campaña presidencial que se iba a llevar a cabo en el año 99. Lo mendaz de esa declaración  queda graficada por el hecho de que posteriormente la empresa Tribasa, en el año 2000 ó 2001, formuló una reclamación contra el Estado de Chile por más de cien millones de dólares, aduciendo haber sido perjudicada en las concesiones sobre las que tenía derecho. Una empresa que tiene  la percepción de haber sido perjudicada en esa magnitud, mal puede sostenerse que fue favorecida por quienes la han perjudicado. El  fallo que evacuó  la comisión arbitral en el año 2007 le dio la razón a Tribasa en 60 millones de dólares. En consecuencia, son falsas las acusaciones en orden a que favoreció a esa empresa o que se coludió con ella para obtener financiamiento para la campaña de Ricardo Lagos. Tampoco nunca tuvo conocimiento que el Presidente Frei estuviere preocupado con este caso, no recuerda haber tenido alguna conversación sobre ello con Moraga, Cárdenas o de La Fuente. En el año 2000, por una observación efectuada por la Contraloría General de la República, se instruyó un sumario por la recepción de la obra “Acceso norte a Concepción”, cuya tramitación quedó a cargo de Claudio Flores Aqueveque por orden del Subsecretario de Obras Públicas, Juan Carlos Latorre. Recuerda haber declarado en ese sumario administrativo en su calidad de Ministro de Obras Públicas y refiriéndose al rol de Coordinador General de Concesiones. Nunca se le formularon cargos y no sabe si alguien fue sancionado administrativamente. 


Tanto cuando se desempeñó como Coordinador General de Concesiones y como Ministro de Obras Públicas,  para los efectos de financiar sus viajes al extranjero por motivos laborales, recibió de Sergio Cortés Castro dólares a rendir, lo que hacía al término del viaje. Supone que eran platas fiscales de origen regular. No cree que haya sido una suma superior a quince mil dólares en un periodo que corre entre 1995 y 2001. Esos dineros eran  equivalentes a los viáticos a que tenía derecho y que cree que nunca recibió. Lo que si puede asegurar es que rendía esas platas a Sergio Cortés. También cuando fue Ministro decidió mejorar la remuneración de algunos funcionarios por diferentes mecanismos que se conocen a raíz del proceso y, además, decidió mejorar la remuneración de Nicolás Flaño que se desempeñaba como Presidente de la Empresa de Ferrocarriles del Estado para asegurar su dedicación única y exclusiva a esa tarea y recuerda que en dos o tres oportunidades recibió de Sergio Cortés  Castro un millón de pesos en efectivo, cada vez, para entregárselos a Flaño. Es el único caso en que ha recibido dinero efectivo de Sergio Cortés para entregárselo a un tercero, y tratándose de dineros entregados a su persona son  aquellos recibidos con motivo de los viajes al extranjero.



A fojas 4.607, señaló que debió aprobar el convenio que se le exhibió y firmar el Decreto Supremo N° 450, de 30 de abril de 2001, porque si ingresó al gabinete por conducto regular es porque contaba con todos los vistos buenos y autorizaciones de las autoridades correspondientes. Si se trató de una acción de emergencia tiene que haber sido presentado personalmente por  el Director de Obras Hidráulicas para la firma. Esos sistemas operaban cuando era ministro y es la única manera en que la autoridad correspondiente se hace responsable de lo que firma el Ministro. Por el tiempo transcurrido no recuerda las circunstancias del caso particular, esto es, si fue presentado para la firma por Bartholín o por conducto regular. 


A fojas 16.900, expresó que objetaba el peritaje por considerarlo impreciso, prejuicioso y parcial. Se sostiene en el peritaje que el destino de los recursos provistos por las consultoras a Gate S.A correspondería a pagos que el Fisco no tenía porqué concurrir. Pero existen pronunciamientos del Ministerio de Obras Públicas, de 25 de julio de 2005, que deja sin efecto una resolución sin tramitar y aprueba sumario que indica y resuelve proposiciones de la señora Contralora General de la República (suplente), en el que se sostiene que las personas que al menos se desempeñaban en la Dirección de Vialidad y que fueron remuneradas a través de Gate S.A., sí prestaron un trabajo insustituible para la marcha del programa de concesiones incrementando considerablemente el valor del patrimonio fiscal. En el segundo orden de cosas, en el peritaje se sostiene que hubo contratos con consultoras que fueron sobre valorados al momento de su adjudicación, de lo cual se interpreta una intencionalidad respecto de la forma en la cual  esos contratos se elaboraron. Según las fechas de los contratos, difícilmente esta sobre valoración puede haber tenido su origen en la voluntad, disposición o acuerdo para transferir recursos no  estrictamente definidos en los marcos contractuales. Si hubo necesidad de modificar los términos de los contratos, para generar recursos que permitieran pagar compromisos no contemplados originalmente por el área de concesiones, se debió a la imprevista evolución que esa actividad tuvo desde su origen hasta la fecha en que dejó de cumplir la función de Coordinador General de Concesiones. En el mismo peritaje se sostiene que sería motivo de perjuicio fiscal los gastos que se habrían ejecutado directamente por las consultoras, por instrucciones del inspector fiscal, sin que estuvieren ligados a los contratos específicos, pero de eso sólo pueden dar cuenta los inspectores fiscales y no puede ser parte de la interpretación de fraude fiscal que intenta demostrar el peritaje. 
En el capítulo 2.10 del peritaje se sostiene que hubo pagos a terceros a través de un sistema denominado caja paralela del sistema MOP-GATE, y que esos dineros tendrían su origen en devoluciones hechas en efectivo al ministerio. Si ello también es considerado parte del perjuicio fiscal se estaría duplicando la cantidad de recursos que habrían dado origen a esta situación, puesto que ya se ha formulado la acusación de perjuicio fiscal por la primera transferencia hecha por las empresas consultoras a Gate S.A.  
En relación a la causa Abaco Ingenieros Consultores, en lo fundamental se trata de los depósitos en efectivo de esa firma en la cuenta de Luis Jara, y considera que merece un tratamiento especial que no se hace en el peritaje, en tanto, no hay ninguna certeza de que esos recursos se hayan utilizado en el giro de obras públicas. Son  recursos en efectivo depositados en una cuenta corriente cuya finalidad no es analizada en el marco del peritaje. Por esas razones, fundamentalmente, pone en duda la consistencia del informe. 
El fondo del informe también lo objeta porque no hace mención al contexto general en el que los hechos analizados se llevaron a efecto. La Contraloría General de la República en documento de 14 de mayo de 2000 se pronunció respecto de las distorsiones a que puede llevar el análisis caso a caso, sin considerar el contexto en el cual esta situación tuvo efecto. No se consideran los datos de mayores trabajos realizados y el impacto sobre el bien público, aspecto fundamental para entender el origen de las actividades hoy cuestionadas. Ese contexto implica, al menos: analizar el mandato recibido por quienes se hicieron cargo de la responsabilidad de llevar adelante con urgencia el plan de infraestructura más grande que haya  tenido lugar en  Chile. El argumento que se dio para justificar la urgencia fue el alto impacto que tenía en la actividad económica nacional la carencia de una infraestructura acorde con las necesidades. Sólo por el hecho de no contar con una red de caminos adecuada a la exportación frutícola el país perdía mil quinientos millones de dólares al año, según antecedentes entregados por la Cámara Chilena de Construcción. Por el solo hecho de concentrar recursos privados en grandes obras de infraestructura, el país pudo contar con una cobertura del 100 por ciento de las necesidades de agua potable rural al año 2000. Fue el Ministro Carlos Hurtado el que a principios de los 90 puso en marcha el programa de concesiones, como consecuencia de la incapacidad del Estado de incrementar la recaudación fiscal por la vía tributaria. La primera expresión de esta urgencia fue la constitución de la Unidad Ejecutiva Ruta 5 en noviembre de 1994, entidad que se crea al margen de la institucionalidad del Ministerio de Obras Públicas para alcanzar una meta específica,  en un periodo de tiempo acotado,  con máxima ejecutividad,  tal como lo señala la resolución exenta de le Dirección General de Obras Públicas Nº 2798, de 1994. El segundo punto que parece importante destacar como una carencia del peritaje,  desde la perspectiva del contexto,  es el analisis de la evaluación del respaldo institucional que se tenía para cumplir con el mandato encomendado. La mayor parte de las actividades y  tareas que se requerían para llevar adelante el programa de concesiones, se externalizaron por personas que no estaban involucradas en el proceso y se radicaron en personas naturales contratadas a honorarios por parte del Ministerio a través de la Dirección General de Obras Públicas. Se sustituyeron funciones que normalmente eran llevadas a cabo por parte de la institucionalidad ministerial, como es el caso de expropiaciones,  y se crearon una serie de otras funciones que no existían y que dieron sustentabilidad a los contratos de concesiones,  al punto que fueran considerados modelos en otras partes del mundo. La institucionalidad de la Coordinación General de Concesiones se concibió siempre como algo transitorio al margen de la formalidad publica y sólo cumplió con un sentido práctico de organización del trabajo externalizado en profesionales,  técnicos y personal administrativo por el tiempo que se ejecutaran los programas comprometidos. Esta situación, concebida de esa manera,  aún estaba vigente en el año 2007,  como consta en el informe “Asesoría para una propuesta de institucionalidad para la administración y regulación del sistema de concesiones”, elaborado por la Universidad de Chile,  Departamento de Ingeniería Industrial, estudio contratado por el Ministro Bitrán. En ese sentido el funcionamiento de esa organización debe ser visto mucho más como una entidad privada informal y transitoria,  que contó con el reconocimiento del ministerio como una extensión de sus atribuciones,  tal como se subcontrata consultoras, constructoras, organizaciones no gubernamentales y otros. Esto queda también de manifiesto cuando en el mismo estudio se analiza el rol de los agentes públicos y se sostiene que la Contraloría General de la República habría resuelto la facultad de asumir representaciones  ministeriales a personas contratadas a través de este mecanismo sólo a partir de la jurisprudencia. El tercer considerando de contexto tiene que ver con la experiencia de gestión que se llevó a cabo en el área de concesiones, en la que se optó por la descentralización absoluta de responsabilidades, lo cual se compensó con mecanismos  de control interno que aseguraran la idoneidad de los actos contractuales y administrativos. Así se dio origen  a una unidad de contraloría interna radicada en la Unidad de Supervisión y Desarrollo y personalmente tomó la precaución de apoyarse en expertos en Derecho Administrativo que aseguraran la calidad de dichos actos. A su vez se contó con el respaldo de la Dirección de Contabilidad y Finanzas del Ministerio de Obras Públicas y la constante revisión de los destinos de los recursos por parte del Ministerio de Hacienda. Al dejar el área de concesiones, a través de la Dirección General de Obras Públicas, solicitó una auditoría transversal a la Contraloría General de la República la que se llevó a efecto, recomendado dos sumarios: GATE y acceso norte a Concepción. Ambos se iniciaron en su periodo como ministro. Difícilmente pudo haber dado instrucciones de que se  procediera en forma ilegal y menos haber organizado algún  ardid que inevitablemente debería haber sido detectado por los organismos revisores. Como Coordinador General de Concesiones su ocupación era sacar adelante los proyectos de infraestructura en el menor  tiempo posible y velar porque su ejecución se ajustara al contrato. La forma de hacerlo era de responsabilidad de las unidades ejecutivas y el control de la legalidad de los contratos de consultoría recaía en los inspectores fiscales de los mismos. Como Coordinador General de Concesiones no tenía facultades para ordenar sueldos adicionales, ni tenía porque hacerlo. Sólo podía instruir pagar por trabajos realizados que fue lo que hizo. Un cuarto aspecto,  en relación al contexto, es la evaluación del modelo de gestión que se llevó a cabo en el Ministerio de Obras Públicas durante su período. Cuando asumió le pareció de máxima necesidad, para enfrentar la tarea, el pago de remuneraciones compensatorias a los altos directivos del Ministerio de Obras Públicas y a  sus equipos de apoyo. Era conocido que sus directivos no limitaban sus ingresos a las remuneraciones que se les cancelaban  por ejercer sus funciones, porque cada uno tenía ingresos adicionales que provenían de diferentes actividades anexas: consultorías internacionales, directorios de empresas, trabajos privados de diferente naturaleza, lo que  entorpecía la plena dedicación a la tarea principal, impidiendo que las metas ministeriales se cumplieran en propiedad. Así lo sostuvo el Ministro de Obras Públicas, Javier Etcheberry, ante la comisión de Obras Públicas del Senado en el año 2003. Esa situación no hubiese ocurrido si se hubiese aprobado la ley de funciones críticas que impulsó el Ministerio en el año 1997 y que fue rechazada por el Tribunal Constitucional, tal como lo sostiene el Subsecretario de Obras Publicas ante la misma comisión en septiembre del año  2003. Compensar los cargos directivos por su dedicación exclusiva a sus funciones en el ministerio no sólo era eficiente económicamente para la institución, sino que correspondía a un modus operandi,  avalado por el trato que recibían los Ministros de Estado, porque mensualmente se pagaba en dinero efectivo una compensación por el ejercicio del cargo. Esto quedó demostrado al aprobarse con urgencia  la ley que corrigió las remuneraciones de los altos directivos del aparato público. Un quinto considerando es la consistencia entre los compromisos adquiridos y los recursos necesarios que se tenían para ello. En el año 1998 la dotación máxima definida en la glosa presupuestaria para el pago de remuneraciones era de mil millones de pesos al año. Si bien era de público conocimiento que en la Coordinación General de Concesiones trabajaban más profesionales que los reconocidos para ese efecto. En el año 2004, luego de la aprobación de la ley de funciones críticas, y como parte de un esfuerzo para regularizar el estatus de la Coordinación General de Concesiones, como consecuencia del caso MOP-GATE, la asignación presupuestaria para remuneraciones aumentó 4 veces, aun cuando el personal se redujo de 320 personas a 260 personas, situación que se ha mantenido más menos estable desde ese entonces hasta ahora. Sólo era posible cubrir los recursos adicionales  para el pago de remuneraciones recurriendo a otras fuentes de financiamientos que no se contemplaban en los ítems presupuestarios definidos para ese efecto. Un sexto punto es la necesidad de evaluar los cambios legales que han tenido su origen en el caso Ministerio de Obras Públicas-GATE,  y sus implicancias desde el punto de vista del reconocimiento de  prácticas censuradas en este proceso y que luego se validaron legalmente. Un séptimo punto que le interesa destacar para efectos de analizar el contexto en el cual el peritaje se debió llevar a efecto, es comprobar, a la luz de los antecedentes disponibles, los resultados alcanzados por el esfuerzo, en tanto, es un hecho que la inversión en  infraestructura que se llevó adelante en el Ministerio de Obras Públicas entre los años 1995 y 2002 fue la más grande que ha tenido lugar en la historia de la institución. Sólo el programa de concesiones representó una inversión comprometida de más de 5 mil millones de dólares, en tanto el presupuesto público pasó de 450 millones de dólares anuales a más de 850 millones de dólares anuales. El beneficio económico de estas  mayores inversiones se calcula en 2, 4 mil millones de dólares anuales,  equivalente a 1,5% del producto nacional, como consecuencia del programa llevado a cabo se crearon entre los años 2000 y 2001 más de 30 mil puestos de trabajo. Sólo por efecto del programa de concesiones se generaron para el Fisco del orden de mil millones de dólares de ingresos adicionales por pago de infraestructura existente y pagos por bienes y derechos. En todo ese periodo no hubo nunca contingencias que significaran que el Ministerio de Obras Públicas  haya decidido pagar grandes sumas por indemnizaciones por compromisos no cumplidos, como es el caso del programa  de cárceles 2, acceso sur a Santiago y ahora, la tardía habilitación del túnel San Cristóbal. En consecuencia, no es posible como hace el peritaje analizar el origen de los recursos sin analizar su destino, si se pretende demostrar el supuesto perjuicio que se habría hecho incurrir al Fisco de Chile. Los recursos que se originaron en contratos de consultoría y que se destinaron al pago de remuneraciones y a otros gastos operacionales dieron origen a un aumento muy significativo de la inversión en Chile a través del sistema  de concesiones, en un plazo record. Ello no sólo incrementó el patrimonio nacional en forma directa,  sino que permitió un incremento importante en la recaudación fiscal y una mayor inversión social, como resultado de una reasignación de los recursos públicos. La calidad del trabajo en ese periodo permitió el cumplimiento de esas tareas sin que hubiese reclamaciones onerosas en contra del Fisco de Chile, ello se debió en lo esencial a la dedicación exclusiva y al entusiasmo y profesionalismo de quienes trabajaron en el Ministerio de Obras Públicas y en el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones durante esos años.

A fojas 4.563, señaló que a raíz de las dificultades surgidas por el robo a Gate S.A. y por el desorden administrativo que se advertía a esa época en el Ministerio de Obras Públicas, decidió transferir la responsabilidad de los pagos extraordinarios a los directores al Director General de Obras Públicas, y Arriagada en cumplimiento de esa instrucción debió recibir $150.000.000. Desconoce la fuente específica de los fondos con los que se pagaron los honorarios de febrero y marzo de 2001, pero reconoce haberle solicitado al Director General de Obras Públicas que procediera de acuerdo a su mejor parecer.

Respecto del Decreto Supremo Nº 450, de 30 abril de 2001,  mediante el cual se aprobó el convenio ad-referéndum para la realización del estudio denominado “Análisis y evaluación de alternativas de financiamiento para obras complementarias del proyecto Zanjón de la Aguada”,  reconoció su firma estampada en el contrato y los vistos buenos, y, por lo tanto, su responsabilidad como Ministro es validarlos. Agregó que, por el examen del documento, debió ser elaborado en la Dirección de Obras Hidráulicas y remitido a la Subsecretaria de Obras Públicas para su visto bueno y posterior remisión al Ministro, para su firma. Por lo anterior,  debieron haber sido los respectivos departamentos legales de la Dirección de Obras Hidráulicas o de la  Subsecretaría los que decidieron la forma o los sustentos legales para elaborar el documento en comento. Recién ahora se entera del mecanismo utilizado por el Director General de Obras Públicas para cumplir con el compromiso de los honorarios.
A fojas 6.695, manifestó que al asumir como Coordinador General de Concesiones la empresa Abaco Ingeniero Consultores Ltda. era una de las tantas empresas consultoras que prestaban servicios en concesiones. Dicha empresa estaba vinculada a la Unidad Ruta 5 y después se vinculó a la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones, por lo tanto, no está en condiciones de declarar  respecto de los contratos que dicha empresa se adjudicó por parte de la Dirección General de Obras Públicas mediante resoluciones signadas con los números 444 y 398. No obstante lo anterior, ratificó que como Coordinador General de Concesiones  dio instrucciones de carácter general en el sentido que el uso de los dineros provenientes de las denominadas “partidas pro-forma” y “ gastos generales” debían ser utilizadas previo visto bueno de Sergio Cortés, pues de esa manera se controlaba el gasto y se aseguraba la buena y expedita marcha de dicho organismo de carácter funcional, y podía cumplir los requerimientos que formulaban las autoridades en orden a sacar adelante obras por la vía de concesión. Dolores Rufián era una estrecha colaboradora, era “su mano derecha”, por lo tanto, es imposible que no estuviera en conocimiento de la instrucción que impartió y nunca le manifestó que estuviera reñida con el aspecto legal. Pero nunca dio instrucciones a Cortes en el sentido que los dineros que en definitiva se obtuvieran se depositaran en la cuenta corriente de un tercero. Ese procedimiento nunca estuvo en su conocimiento y de los “aportes” efectuados por Abaco supo por los medios de prensa, en el sentido que ascendían a una suma aproximada de $ 500.000.000.- Tampoco está en condiciones de explicar cómo Cortés a fines del año 1999 pudo estimar que era necesario hacer una provisión de fondos para el año 2000 por una suma aproximada de $ 250.000.000.-, pues a fines del año 1999 habían elecciones presidenciales, y, por lo mismo, no se podía tener conocimiento certero si la Concertación, como conglomerado político, iba  a continuar gobernando el país, pero, en todo caso, había un convencimiento íntimo que la Concertación continuaría gobernando y dentro de ese contexto es posible que Cortes haya estimado necesario provisionar fondos para el año 2000. Dolores Rufian fue una estrecha colaboradora desde que llegó a prestar funciones a la Coordinación General de Concesiones. Recuerda que a octubre de 1999 todo lo relativo a expropiaciones estaba funcionando regularmente y que Dolores estaba abocada a escribir un libro relativo a las concesiones y que le parece que a esa época estaba por publicarse, y es probable que haya estado más íntimamente vinculada a él y a su grupo de asesores. No recuerda que haya tenido nombramiento formal como jefa de sus asesores, pero es probable que lo haya ejercido en la práctica. No puede afirmar que eso haya significado su absoluta desvinculación de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones. Se le comunicó que iba a asumir como Ministro el 27 de enero, a esa data estaba de vacaciones, y al volver formó su equipo de trabajo y Dolores en ese momento se integra con propiedad a su equipo y se desliga de las otras actividades que desempeñaba en el Ministerio. Es en esa época que le solicito que asumiera como Directora de la Dirección de Planeamiento.
A fojas 18.518, declaró que el programa de concesiones de obras hidráulicas se diseñó durante el periodo en que se desempeñó como Coordinador General de Concesiones y su participación fue concebir la posibilidad de que obras de gran envergadura del sector hídrico pudieran ser construidas a través del sistema de concesiones; identificar obras específicas; convenir tiempos, plazos y recursos asignados a ese propósito con la unidad ejecutiva a cargo de desarrollar, promover este tipo de iniciativas entre inversionistas privados y asegurar el cumplimiento de los plazos para avanzar en el proceso de licitación.

Agregó que conocía los problemas presupuestarios que tenía la Coordinación General de Concesiones y que ejerció una jerarquía funcional, no administrativa. En consecuencia, su preocupación fundamental era alcanzar los resultados que se esperaban de la unidad de concesiones, en el convencimiento de que los organismos regulares del Ministerio estaban en condiciones de resolver los profundos problemas de financiamiento de manera oportuna y en el marco de la legalidad vigente. Por lo tanto, siempre supuso que los trabajos requeridos para llevar adelante los programas de concesiones se financiaban con recursos asignados para ese efecto, asumiendo que en muchas ocasiones fue necesario hacer reasignaciones para poder cumplir con este propósito, entendiendo por tal la tarea que le cupo a las unidades de presupuesto y de administración de las  distintas áreas del Ministerio de Obras Públicas en su relación permanente con el Ministerio de Hacienda, para reconvenir los montos asignados a cada uno de los ítem presupuestarios requeridos. En ningún caso entiende por reasignaciones, el pago de compromisos contraídos para ciertos fines a través de recursos asignados para otros propósitos sin consulta del Ministerio de Hacienda, práctica que no estaba en su conocimiento ni tampoco la instruyó a subalternos. El trámite presupuestario formalmente lo lidera la Dirección de Planeamiento y la Dirección de Contabilidad y Finanzas, y las reasignaciones que tienen lugar en el transcurso del año presupuestario se realiza por los encargados de administración y finanzas de cada una de las áreas del ministerio. En el caso de la Coordinación General de Concesiones esa tarea estaba radicada en la Unidad de Operaciones a través del Dirección General de Obras Públicas.
La instrucción que dio fue ejercer una administración centralizada de las “partidas pro forma” y “partidas gastos administrativos generales”. De existir “partidas pro formas” su asignación depende fundamentalmente del inspector fiscal pues es el responsable de cumplir con la ejecución del contrato. La idea de una administración centralizada fue radicar en la Unidad de Supervisión y Desarrollo, primero, y de Operaciones, después, un control respecto del uso de esas partidas por parte de los inspectores fiscal en función de los requerimientos globales del sistema de concesiones y no en función del criterio del inspector fiscal o de los requerimientos de la unidad ejecutiva a la cual estaba asignado el contrato en cuestión. En ningún caso la instrucción fue retirar esos dineros de los contratos para depositarlos en otro contrato o proyecto para usarlo desde ese contrato o proyecto  para los fines propios del mismo. Ese fue siempre el concepto con el cual supuso se había operado en relación a las “partidas pro formas” asignadas a los contratos.

Las “partidas pro formas” son recursos asignados a un contrato para resolver requerimientos técnicos que surjan durante su ejecución y  que no estuvieron contemplados necesariamente en el diseño original del contrato. Por lo tanto, en estricto rigor deben ser utilizados  exclusivamente en  la ejecución de ese contrato en particular. Si se destinan a otros fines no consultados en ese contrato, en estricto rigor debería haber una sanción administrativa al inspector fiscal. Lo que no es claro en algunos contratos de carácter general, por ejemplo, los estudios económicos. Si bien la norma es precisa queda sujeto a interpretación el alcance mismo del contrato.

Tenían la aptitud para ejercer esa discrecionalidad las personas a cargo de las unidades ejecutivas responsables de la ejecución de los contratos, fundamentalmente quienes estaban a cargo de ejercer el control sobre los contratos, esto es la Unidad de Operaciones. Entiende que la responsabilidad del inspector fiscal es irrenunciable, por lo tanto, de ser requerido para ejecutar un gasto que no comparte sólo puede hacerlo ante un mandato explícito y debidamente documentado dado por su jefe superior. En el caso de los contratos a los que hace referencia, la solicitud de control no era para una reasignación dentro del mismo contrato, sino para asegurar el debido uso de los recursos quedando sujeta las reasignaciones a las formalidades propias del proceso presupuestario. Es decir, lo que se esperaba de una administración centralizada de las “pro formas” era que los recursos asignados a ese contrato se usaran debidamente. De existir remanentes que se reasignaran a través de los procedimientos convenidos por el Ministerio de Hacienda para este efecto.

El jefe o superior jerárquico del inspector fiscal en la Coordinación General de Concesiones, funcionalmente, es el jefe de la unidad ejecutiva a la cual está asignado el proyecto en particular, administrativamente quien lo nombraba, el Director General de Obras Públicas. Desconoce si para la aplicación del procedimiento descrito, en cuanto al uso de las “partidas pro forma”, se solicitó la anuencia del Director General de Obras Públicas  o  del jefe de la unidad ejecutiva a la cual estaba asignado el contrato. Si el procedimiento descrito se aplica sin la anuencia del Director General de Obras Públicas y no hay transgresiones a los contratos, no sucede nada; de lo contrario hay una responsabilidad que se radica en el inspector fiscal y en el jefe de la unidad respectiva que lo instruyó en el sentido indicado, en el evento que haya habido un mandato demostrable. 

A Guillermo Díaz encargó la administración centralizada de las “partidas pro forma” y su control. La instrucción dada de ejercer una administración centralizada no se limitó a las “partidas pro forma”, sino también a los recursos asignados a los contratos para soporte administrativo y operacional de la unidad de concesiones. El evento que provocó esta decisión fue la adquisición por un profesional de  una unidad ejecutiva de un vehículo a través de un contrato, sin el consentimiento de su jefe directo, de la unidad de operaciones, del Coordinador General de Concesiones ni del Director General de Obras Públicas. Ese evento obligó a una revisión del uso de esas partidas y que implicaba una inequidad en la asignación de recursos dentro del área de concesiones, en función de la magnitud de los proyectos que cada unidad ejecutiva administraba, por ejemplo, la Unidad Ejecutiva ruta 5, por el volumen de recursos asignados a los estudios que le correspondían, disponía de una suma considerablemente superior para su administración que el resto de las unidades ejecutivas, y, por lo tanto, lo que se intentó hacer fue que las partidas asignadas a administración en cada uno de los contratos de consultoría se utilizaran en función de los requerimientos de la Coordinación General de Concesiones en general  y no específicamente de cada una de las unidades ejecutivas a cargo de los contratos. Por lo tanto, el énfasis de esta medida nunca estuvo focalizada en los “recurso pro forma”  sino fundamentalmente en los recursos asignados para administración del sistema de concesiones.

A Guillermo Díaz Silva la instrucción se la dio en el año 97, a raíz de un estudio para la concesión del aeropuerto. No recuerda haber reiterado esa instrucción a otro personero cuando Díaz se fue a estudiar al extranjero, pero asume que era parte  de la forma de operar de quien lo subrogó y ese fue Sergio Cortés. No recuerda si cuando asumió como Ministro de Obras Públicas reiteró esta misma instrucción al que, a esa época, estaba a cargo de la unidad respectiva de la Coordinación General de Concesiones.
Dentro de las funciones señaladas en el contrato que celebró con el Ministerio de Obras Públicas estaba ejercer una buena administración de los recursos de la Coordinación General de Concesiones, por lo tanto, debía definir procedimientos para ello y le pareció interpretar que la forma adoptada, administración centralizada, era una buena forma. Se materializó la decisión de administrar los recursos en forma centralizada en una conversación con quien estaba a cargo de la unidad respectiva, conviniéndose que aquellos recursos destinados a los conceptos pro forma y administración sólo se pagarían si tenían el visto bueno del jefe de esa unidad o del encargado de presupuesto de la Coordinación General de Concesiones. Por lo tanto, la aplicación práctica de esa medida estaba asociada a las autorizaciones de pago que luego debían ser refrendadas por las unidades de control propias del ministerio. En este contexto se refiere primero a  Guillermo Díaz Silva y luego a Sergio Cortés.

Los jefes de unidad que estaban ejerciendo esos cargos a la fecha en que dio la instrucción son: ruta 5, Álvaro González; en concesiones urbanas Claudio Garín; concesiones interurbanas y multisectoriales pudo haber sido Guillermo Dieterich. El año 97 se creó la Unidad de Expropiaciones y la asumió  Verónica Montellano, y la Coordinación de Construcción y Explotación Pablo Anguita.

Mientras fue Coordinador General de Concesiones le solicitó a Dolores Rufián, durante el segundo semestre de 1999, que se desempeñara como jefe de su equipo de asesores, por el tiempo transcurrido no puede precisar el mes. Con ese objeto pasó a ocupar una oficina al lado de la suya en el 7º piso del edificio donde funcionaba concesiones, cambiándose desde al 9° al 7° piso, y,  a partir de ese momento, en la práctica se desvinculó de las funciones que cumplía en la Unidad Técnica de Expropiaciones;


30º Que Sergio Alberto Cortés Castro, a fojas 203, señaló que se desempeñó como Subdirector de Administración y Finanzas de la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas desde junio de 2002 y hasta la fecha de su declaración. Como la Coordinación General de Concesiones no tiene autorizado por ley de presupuesto una estructura de personal de planta y contrata y sólo agentes públicos, desde 1994 se contrató a empresas para proveer de recurso humano especializado y calificado, llámese estos ingenieros, abogados, técnicos, secretarias, auxiliares, choferes, y para que apoyen los gastos de ese personal en el desarrollo de sus funciones. Entre los años 1999 y 2000 fue designado inspector fiscal de uno de esos contratos, dado que en ese periodo existían obras en estudio, en construcción y en explotación que requerían flexibilidad en el uso del recurso humano.

El financiamiento de esos contratos está en la ley de presupuestos, pues entre sus partidas incorpora la denominada “Administración Sistema de Concesiones” que asigna recursos a la Coordinación General de Concesiones para contratar estudios, asesorías, pagos de convenios complementarios, subsidios, impuestos al valor agregado y expropiaciones. Tratándose del contrato GATE, al contratarse a un profesional o técnico se dejaba establecido la cantidad de meses como el pago por los servicios que prestaría, por ejemplo, si un jefe de área requería un ingeniero ambiental se le informaba al gerente de GATE S.A., Héctor Peña, que se necesitaba contratar a ese profesional por la cantidad de meses y con las remuneraciones que se fijaban por base de licitación.

Los funcionarios públicos nunca estuvieron contratados, pero hubo profesionales que trabajando para el Ministerio de Obras Públicas prestaron servicios puntual y esporádicamente en sus áreas de competencia, tal como se le informó a la Contraloría General de la República.

            Respecto de la situación de Alejandro Chaparro, manifestó que cuando asumió el nuevo gobierno y se procedió a la contratación de los asesores por las distintas carteras, la tramitación de la documentación en la Contraloría General de la República no fue expedita, y al pedirle el Ministro Cruz que resolviera el problema, le solicitó al gerente de Gate S.A. que anticipara los fondos hasta que el decreto de Chaparro fuera tomado de razón y se resolviera su situación. Chaparro posteriormente devolvió el dinero. Tratándose de Tombolini, Subsecretario de Transportes, se le anticipó en el mes de abril una suma de dinero porque asesoró al sistema de concesiones en los temas de transportes urbanos y concesiones urbanas. Como inspector fiscal del contrato suponía que el trabajo de apoyo contratado con Gate S.A. permitía contratar esa especialidad, cometiendo un error de interpretación que quedo en manos de la Contraloría General de la República.


En el  Ministerio de Obras Públicas por la gran cantidad de obras que se construyen y se explotan y por la variedad del negocio de la obra pública, se contratan diversos tipos de asesorías de outsourcing al año, gastándose entre treinta o cuarenta mil millones de pesos por este concepto, modalidad que provoca eficiencia y aumenta la productividad.

              Como jefe de presupuesto administró y fue responsable en promedio de trescientos mil millones de pesos al año, labor que ejecutó desde el año 1997. A la fecha de su declaración administra trescientos cincuenta mil millones de pesos, presupuesto de la Dirección de Vialidad, y el cuestionamiento es por un contrato del año 1999 por la suma de mil cuatrocientos cuarenta millones y que tuvo una duración de 18 meses, contrato con el que se contrataron a 235 personas.


A fojas 560 (fojas 413), manifestó que llegó al Ministerio de Obras Públicas, sistema de concesiones, en octubre de 1995, remunerado por una fundación de la Universidad de Chile actuando como empresa de outsourcing, para apoyar una donación del Banco Interamericano de Desarrollo al Departamento de Supervisión y Desarrollo. Tiene entendido que la  Coordinación General de Concesiones se creó en enero de 1995, con la llegada de Carlos Cruz. En enero de 1996 empezó a trabajar con Guillermo Díaz, jefe de la Unidad de Supervisión y Desarrollo, en el tema de presupuestos. A mediados o finales de 1996 asumió la jefatura de la Unidad de Presupuestos de Concesiones y a principios de 1999, cuando Guillermo Díaz se va a España, la jefatura que él ocupaba, cargo en el que permaneció hasta junio de 2000, época en que el Ministro Cruz lo lleva al cargo de Jefe de Gestión Financiera, coordinando los presupuestos de los Ministerios de Obras Públicas y de Transportes. Asumió el cargo de Subdirector de Administración y Finanzas en la Dirección de Vialidad en junio de 2001.

Fue inspector fiscal del contrato GATE entre octubre de 1999 y junio de 2000, y, mientras estuvo en ese cargo, desempeñaron efectivamente trabajos para concesiones las 245 personas que figuran en la nómina que rola de fojas 390 a 394. Respecto a la nómina “adicional” que rola a fojas 395 y 396, el Ministro Cruz le fue solicitando sucesivamente la incorporación de personas que no figuraban originalmente en los contratos y así se fue formando esa nómina paralela, sin estar en condiciones de afirmar o negar que hayan prestado realmente funciones en el sistema de concesiones. No tenía como comprobarlo, simplemente se limitó a cumplir las instrucciones del Ministro Cruz recurriendo al contrato GATE vigente, como pudo haberlo hecho con cualquier otro contrato de outsourcing. En la nómina paralela figuran directores nacionales, subdirectores y profesionales de obras públicas  que en algún momento, por sus funciones, sus servicios pudieron ser requeridos por el sistema de concesiones. Directores nacionales eran: Pablo Anguita,  Director de Vialidad; David Guzmán, Director de Aeropuertos; Humberto Peña, Director General de Aguas; Dolores Rufián, Directora de Planeamiento; René Ruiz, ex Director de Contabilidad y Finanzas; Juan Rusque, Director de Puertos; Ivannia Goles, Directora de Arquitectura; Eduardo Bartholín, Director de Obras Hidráulicas. Subdirectores: Juan Arrese, Subdirector de Aguas; Walter Brunning, Subdirector de Vialidad y después Subdirector de Planeamiento. Profesionales eran: Sergio Alburquenque, abogado; Gonzalo Berríos, abogado del gabinete del Ministro; Osvaldo Aguayo, jefe  de ingeniería de la Dirección de Vialidad; Guillermo Díaz, Seremi de Transportes después Subsecretario; Ricardo Trincado, ahora Intendente y entonces Seremi de Obras Públicas; Roberto Alonso, Seremi y después jefe de la Coordinadora Social de Proyectos; Gonzalo Castillo, jefe de gabinete del Subsecretario Juan Carlos Latorre; Ximena Tudela, secretaria del ex Ministro Cruz; Pilar Concha, Secretaria del Gabinete del Ministro; Patricia Araneda, Álvaro Parra, Ximena Pérez, Claudia de la Rivera, Paula Soto Hernán González y Ángela de la Rivera que participaron en el proyecto SAFI, Sistema de Administración Financiera. A Patricio Tombolini, entonces Subsecretario de Transportes, se le pagó por este sistema seguramente por asesoría de transporte. 

Su nombre también figura porque le pagaron honorarios adicionales, porque no había presupuesto disponible para su cargo y lo compensaron de esa forma.

            Supone que el Ministro Etcheberry siempre estuvo al tanto de los contratos GATE y de la forma de operar, porque un Ministro no puede dejar de enterarse desde que asume de un sistema tan extendido y que venía quizás desde el régimen militar.

             En la nómina paralela o adicional el único patrón común que encuentra es que se trata de personas que trabajaban en los Ministerios de Obras Públicas y de Transportes.


En cuanto a los anticipos o préstamo de dinero cursados a Alejandro Chaparro y a Patricio Tombolini, señaló que era una práctica habitual en el Ministerio recurrir a la empresa privada con contratos vigentes, solicitando sumas de dinero que después se devolvían. El procedimiento no parecía ilegal o incompatible, no tenían tiempo para discutirlo ante el abrumador trabajo y había una asesoría legal; y aunque estaban conscientes que se trataba de empresas que debían ser fiscalizadas por el Ministerio, así se había hecho siempre. Ante una necesidad de tramitar 8.000 expropiaciones y el Ministerio de Obras Públicas sólo tenía capacidad para tramitar 1.000, era urgente obtener con rapidez y eficacia los recursos humanos que permitieran impedir la paralización de un creciente sistema de concesiones. Por lo tanto, se recurrió a GATE S.A. que anticipó o prestó la suma equivalente a uno o varios meses, no recuerda, que después fue devuelta por los beneficiarios cuando recibieron sus primeros honorarios. GATE S.A., a través del sistema de outsourcing, facilitó medios para ayudar a muchas otras instituciones estatales, por ejemplo, el Consejo de Defensa del Estado a quien se le arrendó oficina en Santiago.

           A fojas 730, señaló que reconoce como recibidas y/o remitidas las comunicaciones electrónicas que rolan de fojas 679 a 725 y en las que figura su nombre. Respecto del resto de las comunicaciones tenía conocimiento de lo que en ellas se expresa, excepto lo que dice una en relación a un tal Jarpa. Es efectivo lo que se describe en el correo electrónico que rola a fojas 697, era la realidad del Ministerio de Obras Públicas en general y de la Coordinación General de Concesiones en particular. Tratándose de la coordinación tenía una dotación de personal excesiva, esto es, que no se compadecía con los trabajos o proyectos existentes en los años 1999-2000, lo que le consta porque trabajaba en la coordinación y desempeñaba una jefatura. El año 98 fue el “pick” en materia de proyectos. El coordinador Badilla intentó adoptar medidas para intentar paliar  la situación,  esto es, disminuir el déficit mediante la reducción del personal y del gasto. Sin embargo, no pudo realizarlo por el costo político que ello acarreaba, porque había que haber despedido a unas 150 personas. Cuando habla del déficit del Ministerio se refiere tanto al que había en la Dirección de Vialidad como en la coordinación. Las medidas que se adoptaron para cubrir el déficit de la coordinación fue recurrir a la Dirección de Vialidad,  quien aportó los dineros para los contratos de apoyo celebrados con la Universidad de Chile, una vez que venció el de GATE S.A., y además hizo pagos directos con su presupuesto tanto de honorarios como de gastos. También se suscribieron protocolos de acuerdo con el Ministerio de Hacienda, donde se fijaron topes máximos de gastos hasta el año 2007, y la Contraloría General de la República autorizó un mecanismo para pagar en forma diferida las obligaciones contraídas con los consultores y constructores. 
Los dineros obtenidos a través de peticiones formuladas a las constructoras Belfi y Méndes Junior, se utilizaron para pagar gastos y honorarios y/o sobresueldos de dos grupos de personas: un grupo conformado con personas que si bien no prestaron servicios en la coordinación, la prestaron para el ministerio, entre ellos, se encuentran Julio Friedman, Pedro Pizarro, Osvaldo Aguayo, Ricardo Reginensi, Nicolás Flaño, Jazmín Balboa, Vicente Pardo, Andrés Rengifo, Mario Tala, Pamela Gómez y los Seremis. El otro grupo de personas está conformado con aquellas que no recuerda que hayan prestado servicios en concesiones e incluso a algunos nunca los vio ni en concesiones ni en el Ministerio de Obras Públicas, en estos casos la instrucción de pago emanaba de la Coordinación General de Concesiones, entre ellos, se encuentra el diputado Manuel Bustos Huerta al que en julio de 1999 se le efectuaron pagos con cheques de la cuenta corriente de GATE S.A., depositados en su cuenta corriente; otros casos son los de  Aniceto Rodríguez, Eduardo Jara, Osvaldo Torres, Jorge Boca, en este grupo de personas se debe haber gastado la suma aproximada de $ 15.000.000.-. Tratándose del caso del hermano de Germán Molina, al que se refieren las comunicaciones que rolan de fojas  708 a 710, tiene la impresión que para cumplir la instrucción del Ministro Cruz se le hicieron pagos a través de GATE, a parte de lo que recibió del contrato que celebró con la Dirección de Arquitectura. El correo que rola fojas 711 se refiere a Jorge Torres González y a Vicente Pardo, y dicen  relación al tiempo y a la manera como se le iban a pagar los honorarios. Torres, a la fecha del correo, tenía problemas con el jefe de asesores del coordinador, Sergio Escobar, y tratándose de Vicente Pardo la coordinación no tenía fondos para pagar sus honorarios, ya sea por el mecanismo regular como por el sistema paralelo que se empleó.

Tratándose del caso de Angélica Carvajal, a que se refiere el correo que rola a  fojas 715, la diferencia que quería obtener se pagó a través de GATE, por instrucciones del Ministro Cruz.

Respecto del correo que rola a fojas 724, se refiere a gente que trabajaba en los gabinetes del Ministro o Subsecretarios y cuyos honorarios se cargaban a cuentas de proyectos de la coordinación, lo que normalmente era desconocido del jefe de la respectiva unidad. 

En la comunicación que rola a fojas 725 instruyó a Luis Jara Núñez para que respaldara aquellos movimientos en efectivo del contrato GATE, esto es, dineros que se entregaron con cargo a GATE, como, por ejemplo, los pagos a Escobar y Molina por una suma total aproximada de  $ 15.000.000.- que Jorge Torres pasó en cheque o en efectivo.  Esta instrucción de pago  se la dio el Coordinador Molina a Jorge Torres y la plata se sacó del contrato de GATE. Luis Jara tenía que respaldar ese movimiento de platas con boletas o facturas que se obtuvieron de los pagos que se efectuaron con los recursos obtenidos fuera del sistema. 

A fojas 739, señaló que Juan Carlos Véliz trabajaba en la Coordinación General de Concesiones como consultor en el área de administración. No tenía que ver con los procesos de licitaciones. Trabajaba en la división a su cargo como consultor a honorarios con cargo del Ministerio de Obras Públicas, por lo tanto, no se le pagaba por el sistema de outsourcing. Su trabajo consistía en colaborar en la correcta administración del contrato GATE.  Luis Jara trabajaba como mayordomo de las dependencias de concesiones y se le pagaba con cargo  a GATE. No recuerda la remuneración de ambos.

Los nueve cheques girados por GATE a Luis Jara le parece que algunos deben corresponder a su sueldo, como son aquellos por la suma de $1.000.000; y los otros por sumas mayores deben ser fondos por rendir y que a él se le asignaban. Los diez cheques que se exhiben girados por GATE a Juan Carlos Véliz, cree que corresponden a fondos por rendir, seguramente él hizo el gasto y lo recobraba de la empresa.

            Es falso lo que ha dicho la ex secretaria de Héctor Peña, en el sentido que con Véliz y Jara conformaron un grupo afín a Peña, que lo mantenía informado del proceso de las licitaciones y de los datos de sus contendores para que se las ganase. Ello es imposible por la forma en que se realizan.


En lo tocante al anticipo de remuneraciones públicas a funcionarios, a través de una empresa privada como GATE, como es el caso del Subsecretario de Transportes (Tombolini) y del asesor ministerial en la misma área (Chaparro), no lo ideó, siempre fue así desde el año 1924. Cuando los honorarios se atrasan a comienzos de año por la dilación de su trámite en la Contraloría General de la República y por no existir disponibilidad presupuestaria en los fondos públicos, se le pide a la empresa privada del sector, en este caso fue GATE, que anticipe dichos honorarios con cargo a devolución. Si bien GATE era una empresa que prestaba servicios a concesiones del Ministerio de Obras Públicas y no al Ministerio de  Transportes, que era de donde provenían  las solicitudes de Tombolini y Chaparro, le bastaba que fueran dependientes del Ministro Cruz, ése era el criterio.  

              GATE S.A. fue una empresa del momento, año 1999-2000, pero el sistema de outsourcing es mucho más amplio. Primero se operó con la Universidad de Chile, a la cual se contrató directamente, sin licitación, y está seguro que si se investiga se verá que  hicieron lo mismo, con montos similares. Este sistema siguió hasta el 31 de diciembre de 2002.


A fojas 877, señaló que se deben distinguir entre los honorarios extraordinarios y los sobresueldos. Los primeros son aquellos que se pagan por apoyo o por servicios prestados al sistema de concesiones y, los segundos, corresponden a un aumento de sueldo. Con respecto al listado adicional considera que un gran porcentaje corresponde a honorarios extraordinarios, como es el caso de Osvaldo Aguayo, Alex González, Juan Pablo Anguita, Patricia Araneda, Juan Arrese,  Jazmín Balboa, Eduardo Bartholín, Walter Brunning, Carolina Cisternas, Claudia de la Rivera, Miguel Espinoza, Patricia Fuentes,  Ivannia Goles, Hernán González,  David Guzmán, Rodrigo Muñoz, Álvaro Parra, Carolina Quintana, Dolores Rufian, René Ruiz, Juan Rusque, Paula Soto, Mario Tala, Patricio Zapata y él. No tenía conocimiento de la norma contenida en el artículo 3° letra c del Decreto Supremo del Ministerio de Hacienda Nº 2190, reglamentario de la ley N° 18.803, que señala que la entidad que presta el servicio, precisamente su representante legal, debe declarar bajo juramento que no tiene entre sus trabajadores a personas que sean además dependientes del Estado, pero entendía que esos profesionales no eran trabajadores de GATE S.A. porque prestaron un servicio. 


A fojas 891, declaró que nunca  solicitó dineros a alguna empresa constructora o de ingeniería. El procedimiento que existía cuando se percataba de la falta de recursos para llevar a cabo las labores adicionales, consistía en que se lo hacía presente al Ministro Cruz y él comunicaba dicha situación a los diferentes Directores de las  Direcciones del Ministerio, quienes, a su vez, solicitaban los recursos a las empresas constructoras  o de ingeniería. Tomó conocimiento de dicho procedimiento porque después los respectivos Directores le manifestaban que habían obtenido los recursos necesarios y hablaba con Peña, representante de GATE S.A.,  para que emitiera la factura correspondiente. Dicha sociedad recibía los dineros de las empresas constructoras, las depositaba en su cuenta corriente, y después con cargo a esos dineros pagaba los gastos correspondientes que se le ponían en su conocimiento ya sea por un listado, vía telefónica o remisión de la factura respectiva. 


A fojas 2.109, señaló que ingresó en octubre de 1995 a trabajar al Ministerio de Obras Públicas, por intermedio de Sergio Hinojosa. El 2 de enero de 1996 comenzó a trabajar en el área de supervisión y desarrollo a cargo de Guillermo Díaz. En los primeros días de 1997 y hasta 1999 empezó a desempeñarse como subrogante de Guillermo Díaz. En la Coordinación General de Concesiones se creó la División  de Operaciones en el año 1999, desempeñándose como jefe, la que estaba a cargo del presupuesto, de la administración y de todo lo relacionado con informática y auditoria. Los honorarios de los meses de octubre, noviembre y diciembre de 1995 fueron pagados por “Jiménez y Zañartu”, que al parecer desempeñaba la labor de asesoría en la  inspección fiscal de un contrato de ejecución determinado. Fue designado agente público en 1996, percibiendo honorarios que pagaba el Fisco de Chile mediante un cheque fiscal. Es la calidad de agente público la que lo habilitó para ser designado inspector fiscal de contratos y miembro de las  Comisiones de Apertura, de Evaluación y de Adjudicación de las ofertas que presentan las empresas. 
En relación al contrato denominado  “Estudio de asesoría, diseño de un manual de procedimiento ambiental para carreteras concesionadas”,  aprobado por resolución Nº 2311 de 16 de septiembre de 1998,  primer contrato de GATE S.A con concesiones, se le adjudicó porque la suma de los puntajes fue favorable. En relación a los contratos de apoyo aprobados por resoluciones Nº 2510 de 8 de octubre de 1998, Nº 1575 de 4 de junio de 1999 y Nº 0538 de 1 de marzo del mismo año, se adjudicaron a GATE S.A porque al momento de la apertura de las ofertas cumplía con los requisitos administrativos y el precio era inferior al ofrecido por el resto de las empresas. 
Respecto del documento que rola de fojas 15 a 18 del expediente número de rol 176.189 del Segundo Juzgado del Crimen de Santiago, en que se investigó el delito de hurto del computador que utilizó en el Ministerio de Obras Públicas, que contiene parte de la información que se logró recuperar del citado computador, manifestó que lo que lee lo escribió en el computador. Agregó que en la foja 15 individualizó cada uno de los contratos adjudicados a GATE S.A., nueve y por un total de $ 1.725.779.524, suma que fue utilizada para pagar a funcionarios de concesiones y del Ministerio de Obras Públicas, como sobresueldo en la modalidad de honorario y para solventar el gasto operacional que conlleva el trabajo especializado y administrativo de la Coordinación General de Concesiones, y como los gastos eran mayores que los recursos se utilizaron las utilidades de GATE S.A., las que se devolvieron cuando se obtuvieron recursos de las empresas privadas o con los nuevos pagos que hizo la Coordinación General de Concesiones a esa empresa por concepto de trabajos de apoyo.  El monto total de las utilidades de GATE S.A  fue la suma de $264.424.357. A Peña le planteó en enero de 1999 que concesiones tenía un mayor gasto que había que solventar, proponiéndole que se usaran  sus utilidades, aceptó y después se le devolvió todo, por lo tanto,  nada se le debe.
Cuando estuvo en la División de Operaciones eran los Coordinadores Generales de Proyectos y de Construcción, Iván Jana y  Pablo Anguita, respectivamente, los jefes de proyectos y de las unidades quienes le formulaban los requerimientos de recursos. Recurrían a él  cuando era menester usar el procedimiento regular para obtener recursos, léase modificación de presupuesto. Si ello no era factible, les manifestaba que no existía disponibilidad de recursos, y ante su respuesta se dirigían al Coordinador Cruz. Después insistían en su petición, y, en algunas oportunidades, Cruz le solicitaba que resolviera los problemas que planteaban. Revisaba el presupuesto público y de existir la posibilidad de desplazar el flujo de caja para generar holguras presupuestarias, que sirvieran para hacer frente a los nuevos requerimientos, postergaba los pagos. Si eso no era posible hasta ahí no más llegaba su actuación. Nunca instruyó a un inspector fiscal para que obtuviera recursos de las empresas privadas por cualquier medio, lo que sí se hizo fue centralizar las partidas pro-forma y las partidas de gastos operacionales de los contratos, con acuerdo de los inspectores fiscales y anuencia de las empresas, por orden del Coordinador Cruz, la que fue  transmitida por el resto de los coordinadores a los inspectores fiscales. Nunca dio instrucciones en cuanto a la centralización del uso de los dineros incorporados en las partidas pro-forma y tenía pleno conocimiento de la ilegalidad de ese proceder. 
Los dineros de las consultoras se ingresaron a la cuenta corriente de GATE S.A., como también las que provenían del procedimiento ya indicado, sin perjuicio que le parece que a algunas se les pidió directamente apoyo en dinero, porque no todos los contratos tenían partida pro-forma. En estos casos tampoco solicitó los dineros, pero administró todos los dineros. Para efectuar los pagos a GATE S.A. se enviaba las facturas, boletas,  peticiones de requerimiento de recursos o los listados de los honorarios y dicha empresa giraba los cheques correspondientes. En cuanto a las boletas de servicio por informes ambientales, era GATE S.A. o el respectivo inspector fiscal quien las entregaba a la consultora respectiva. Como las empresas pedían un respaldo tributario por el dinero que entregaban, ideó el mecanismo de entregar boletas de GATE S.A, con el acuerdo de Peña. Por lo anterior los informes no existen. 
Se mantuvo como jefe de la División de Operación hasta el 14 de junio de 2000, siendo destinado en ese mes a la Dirección de Planeamiento, a cargo de Dolores Rufián, llegó como Jefe del Departamento de Gestión Financiera. Desempeñó ese cargo hasta junio de 2001 porque fue trasladado a la Dirección de Vialidad, como Sub-Director de Administración y Finanzas. A esa fecha seguía administrando la cuenta paralela de GATE S.A. y  hasta marzo o abril de 2001, época en que traspasó a Eduardo Arriagada la suma aproximada de $150.000.000. Fue Jara el que materializó el traspaso. Sin embargo, quedó un remanente que utilizó para pagar honorarios de los funcionarios que estaban trabajando en el Sistema de Administración Financiera.

           En relación a las platas entregadas por las constructoras, manifestó que fue Pablo Anguita quien le informó que existían recursos disponibles en Belfi y Mendes Junior y que era necesario respaldar la entrega con las facturas correspondientes. Le pidió a Peña que emitiera las facturas y los recursos ingresaron a la cuenta de GATE S.A. No tuvo intervención en la emisión de los informes ambientales que se entregaron a las constructoras y no sabe quién los elaboró.

Cuando estuvo en la División de Operaciones el Coordinador General Cruz, y los coordinadores Pablo Anguita o Iván Jana, le dieron instrucciones de pagar honorarios adicionales a determinados funcionarios del Ministerio de Obras Públicas. El Ministro Cruz cuando llegó a la Dirección de Planeamiento le dio instrucciones para pagar a los Directores Nacionales y a los Seremis. Los Directores Anguita, Rufián, Bartholin, Guzmán, Goles, Rusque, Peña, Ruiz y Arriagada le solicitaban que pagara honorarios extraordinarios a los profesionales de sus direcciones y sub-secretarías. También dispuso el pago de profesionales que trabajaron en el proyecto “SAFI”  (Sistema de Administración Financiera). 


A fojas 2.152, manifestó que respecto a la contratación por licitación privada de la empresa GATE S.A., para efectuar el informe denominado “Diseño e impresión de Manual de Procedimientos de Auditoría Ambiental independiente para concesión Ruta 5 tramo Santiago-Talca”,  es posible que haya sugerido o entregado el currículo de esa empresa para que se considerara en la licitación privada. Lo anterior, porque a esa fecha GATE S.A. había celebrado a lo menos seis contratos, tres de apoyo y tres medio ambientales, siendo  designado inspector fiscal o contraparte técnica en tres, sin que hayan surgido problemas en el cumplimiento de los mismos.

Como inspector fiscal del “Contrato de apoyo a las funciones de la Coordinación General de Concesiones de la Dirección General de Obras Públicas” no veló para que dentro de las 245 personas no hubiera funcionarios públicos, tampoco que se cumpliera el horario semanal de 44 horas. En relación a lo primero, porque las bases administrativas establecían que la empresa no debía contar entre sus trabajadores con funcionarios públicos, y entendió que las personas a las cuales se refiere el tribunal no eran trabajadores de GATE S.A. sino que prestaron un servicio puntual en la modalidad a honorarios. En cuanto al horario si bien realmente no cumplieron las 44 horas semanales, de lunes a viernes, cumplieron satisfactoriamente los requerimientos solicitados. 
 
A principios de 1999 a  lo menos un  jefe de proyecto de concesiones le comunicó que existían recursos disponibles en contratos o en empresas que estaban ligadas contractualmente a la coordinación. En relación a la existencia de recursos disponibles en contratos, recuerda el caso relativo a la empresa CCP Ingeniería Limitada, cuyo  inspector fiscal era al parecer Roberto Salinas. Cuando dice que se trata de recursos disponibles en contratos, se refiere a que debió haberse recurrido  a la partida pro-forma del contrato si lo hubo o a la partida gastos de administración  que no necesariamente está escrito en las bases administrativas, pero que pertenecen al contrato en forma intrínseca. Este sistema debió haberse utilizado con todas las empresas que figuran en el listado que rola a fojas 1.218, en la medida que en el período en que se entregó el dinero tenían contrato vigente. Seguramente en relación a las empresas aludidas fueron los inspectores fiscales o jefes de proyectos de los respectivos contratos los que le comunicaron que existían esos recursos disponibles, en cumplimiento a lo manifestado por el Coordinador General Cruz. Se utilizó la cuenta corriente de GATE S.A. como una caja pagadora y, por lo tanto, se hace responsable de su administración. No responde por todos los gastos que habrían pagado las empresas del listado con cargo a una boleta o factura que no sea de GATE S.A., en todo caso no tenía conocimiento de esos gastos. 

Cuando manifiesta que no tuvo participación en cuanto a la decisión de cómo se iban a generar los recursos, precisó que se refiere a la cantidad pedida, a la empresa a la que se recurrió  y a la modalidad que en definitiva se usó. En fecha posterior se enteró que eran los jefes de proyectos, que en algunos casos tenían la calidad de inspector fiscal, los que se contactaron con las empresas y solicitaron el dinero. El conocimiento de la forma de operar  descrita era de carácter reservado, en consecuencia, sólo sabían las máximas autoridades de la Coordinación General de Concesiones, esto eso, el Coordinador General Cruz y los Coordinadores Jana y Anguita. Él sólo instruía a GATE S.A. para que entregara la boleta a la empresa correspondiente, acto seguido la empresa giraba un cheque a GATE y los fondos ingresaban a la caja paralela. Cuando Cruz asumió como Ministro de Obras Públicas, esto es, en marzo de 2000, para poder solventar los gastos a que alude se recurrió al financiamiento de empresas privadas, cuyos aportes eran canalizados y  administrados por él, utilizando a GATE S.A. De los pagos efectuados no existen registros a nivel de planillas, aparte del giro del cheque. Cuando alude a las empresas privadas se refiere a las constructoras Belfi, Mendes Junior y Ábaco. Esta última entregó recursos en efectivo por la suma aproximada de $ 300.000.000, por la que no se le envió factura de la empresa GATE S.A. Desconoce si esos dineros fueron devueltos a las empresas privadas. 

Le consta que fue Pablo Anguita y no el ex Ministro Cruz el que pidió plata a las constructoras, porque conversó personalmente con Anguita sobre el tema de financiar los gastos a los que se vieron enfrentados.


A fojas 2.493, señaló que no se explica porqué Silva e Hinojosa aludieron al contrato de apoyo entre la facultad y concesiones, porque a la fecha de las consultorías no había un contrato de apoyo con la facultad sino que sólo con GATE S.A. Cree que las consultorías de Exe y Aristo fueron pagadas con cargo a los contratos aprobados mediante las resoluciones Nº 1600 de 7 de junio de 1999 y 1606 de igual fecha, ambas de la Dirección General de Obras Públicas. La certeza debería proporcionarla el inspector fiscal de ambos contratos, Sergio Hinojosa. Se recurrió a la Universidad de Chile porque la ley de presupuestos del sector público faculta al Estado para contratar universidades públicas, vía modalidad trato directo,  mecanismo que se utiliza para agilizar el proceso de contratación.  

            En relación al contrato de consultoría que efectuó la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile,  aprobado por resolución Nº 3696 de la Dirección General de Obras Públicas, de 15 de diciembre de 1999, señaló que  a ese contrato no se le efectuó ningún cargo, porque se trataba de una donación realizada por el Banco Interamericano de Desarrollo para contratar estudios y asesorías, y, por lo tanto,  la universidad debió certificar que la donación fue gastada de acuerdo a las partidas  existentes en el convenio suscrito entre el gobierno de Chile y el Banco Interamericano.  

En relación a la consultoría que efectuó C.C.P. Ingeniería Limitada aprobada por resolución Nº 3975 de 30 de diciembre de 1999, señaló que fue designado inspector fiscal porque tenía la calidad de agente público, pero como la materia del convenio no estaba relacionado con su especialidad, debió haber sido la contraparte técnica del contrato la que debió haber verificado su cumplimiento. Desconoce el nombre de la persona que ejerció la calidad de contraparte técnica, debería estar en los términos de referencia y en el convenio ad-referéndum. De la lectura de sus vistos parece que se estaba pagando por un trabajo ya hecho. Es posible que en ese contrato existan gastos administrativos de operaciones propios  del contrato o de concesiones propiamente tal, porque el presupuesto asignado por ley al sistema de concesiones no incorpora una serie de gastos de operaciones necesarios para cumplir con los objetivos y metas planteados por las autoridades superiores. En consecuencia, se recurrió al sistema de utilizar los gastos establecidos o no en todos y cada uno de los contratos ya perfeccionados, solicitando a los inspectores fiscales que incorporaran dichos gastos a los precios de los contratos, esto es, los gastos propios del contrato y un prorrateo del gasto general del sistema de concesiones en varios o diversos contratos, ello por lo expuesto por los inspectores fiscales de los contratos en los careos efectuados los días 24 y 25 de febrero. Cuando señala que no efectuó petición de dinero a los privados e inspectores fiscales, es porque en el rol de jefe de presupuesto debía cumplir con las políticas de uso del recurso presupuestario, y en ese entendido solicitó incorporar a los contratos los gastos administrativos que señaló.

A fojas 3.011, indicó que en el listado que rola a fojas 1218 figuran aquellas empresas que recibieron facturas de la empresa GATE S.A. En dicha nómina falta  Mimetal que efectuó una donación de $15.000.000, aproximadamente, por el cual GATE S.A. entregó una factura. Este listado no incluye los pagos realizados en efectivo y que no fueron respaldados con facturas de GATE S.A., como es el caso de Ábaco y de Gesys. La primera habría entregado en efectivo la suma de $430.000.000.-, aproximadamente, que fueron depositados en la cuenta corriente de Luis Jara. La segunda aportó la suma de $52.000.000.- mediante dos depósitos, empresa que  tenía a esa fecha tres contratos con la Coordinación General de Concesiones, suma de dinero se utilizó para apoyar el sistema general de concesiones, destinándose $38.000.000 para el pago de honorarios del personal que trabajó en el Sistema de Administración Financiera. No hay más empresas que hayan efectuado aportes. 
La suma total de $ 966.000.000 se gastó en el período que va de enero de 1999 a enero de 2002, pagándose honorarios propiamente tal y honorarios extraordinarios  de las personas que figuran en los listados de fojas 542 y 1.392, no todos están respaldados con boletas. También se utilizó para pagar gastos de operaciones, como asesorías por concepto organizacional, administrativo, financiero, de cambio cultural, de clima laboral, que están respaldados con un documento tributario. 

            La suma de dinero aportada por Ábaco no se utilizó en forma exclusiva en la Unidad de Expropiaciones, sino que en la totalidad del sistema de concesiones para superar el déficit de gasto corriente generado en el período 1999 a 2001, y por eso fue depositada en la cuenta corriente de Luis Jara Núñez. 

Su participación como inspector fiscal en la administración y fiscalización del contrato de apoyo al sistema de concesiones efectuado por GATE S.A. terminó el 31 de mayo de 2000, fecha en que dejó de trabajar en la Coordinación General de Concesiones, asumiendo Jorge Torres González como contraparte técnica. 
A fojas 3.707, expresó que siguiendo instrucciones del Coordinador General de Concesiones, Carlos Cruz Lorenzen, solicitó a Lidia Aguilera, representante y dueña de Servivily, que pagara con cargo a los gastos administrativos del contrato de aseo vigente a 1998 los honorarios extraordinarios de Jazmín Balboa y de Osvaldo Reginensi y los honorarios propiamente tal de Emiliana O”Brien. No recuerda con claridad el monto pagado a cada uno de ellos  y las fechas de los pagos.

En relación al contrato celebrado con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, aprobado por resolución Nº560 de 27 de julio de 1998, señaló que con cargo a ese contrato se pagaron diez boletas a GATE S.A. por la suma de $31.405.617, porque le solicitó a Sergio Hinojosa, inspector fiscal, que traspasara a concesiones el gasto administrativo o de operaciones asociado al contrato. Tiene entendido que él habló con Larrañaga, Director del Departamento de Economía.

Tratándose de las facturas pagadas por C.C.P. Ingenieros Limitada en el curso de los años 1998 a 2002, señaló que las de 1998 son en la mayoría por concepto de arriendo de estacionamientos para vehículos, al igual que las de 1999, 2000 y 2001, porque algunos estudios de consultoría especificaban que debía pagarse la movilización de los inspectores fiscales. Si los contratos no consultan una partida por gastos administrativos el consultor no estaba obligado, y en ese caso se les solicitaba pagar gastos con cargo a sus utilidades. En este caso debe responder el inspector fiscal don Roberto Salinas.

            Alejandro Molina, a cuyo nombre aparecen emitidas varias facturas, era un consultor no empleado que trabajaba para la Dirección de Arquitectura del Ministerio de Obras Públicas, hermano de Germán Molina. Matías Salazar era un consultor de concesiones, y Sergio Escobar era el jefe de gabinete de Germán Molina y tenía la calidad de agente público. 

Agregó que autorizó el gasto a que se refiere la fotocopia de la factura correspondiente al contrato celebrado con C.C.P. Ingeniería Limitada, aprobado por resolución Nº 3175 de 30 de diciembre de 1999, y el respaldo técnico debe estar en la Coordinación General de Concesiones.  
Respecto de la consultoría adjudicada a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile,  a que se refieren las resoluciones Nº 1600 y Nº 1606 de la Dirección General de Obras Públicas, de 7 de junio de 1999, que, en definitiva,  fueron efectuadas por Aristo S.A. y Exe y Software Ingenieros Limitada, respectivamente, señaló que desconocía el tenor del artículo 57 del Decreto Supremo Nº 48, que aprueba el nuevo reglamento para contratación de trabajos de consultorías, y que se contrató a la Universidad de Chile para darle agilidad al proceso de contratación.
A fojas 4.939, señaló que Servilily comenzó a prestar servicios de aseo y mantención a partir de enero de 1998, en virtud de contratos aprobados por la Dirección General de Obras Públicas mediante diversas resoluciones, operando aquellos contratos por los que prestaba servicio de auxiliares y de recepcionistas como un contrato de apoyo propiamente tal, colocando la empresa o concesiones al personal y, por lo mismo,  no tenía contratos previos con el Ministerio de Obras Públicas.  A Emilia Galarce y a Rosa Bertossi se les hizo pagos por Servilily sin tener conocimiento que estaban vinculadas jurídicamente con el Ministerio de Obras Públicas, esto es, fueron contratadas por intermedio de esa sociedad desconociéndose que tenían una contrata vigente con el Ministerio. Emiliana O”Brien si bien no tenía vínculo jurídico con el Ministerio no desempeñaba las labores indicadas en los convenios adjudicados a Servilily, pero como era necesaria su función en el área jurídica decidió pagarle por esa empresa. Jazmín Balboa y Ricardo Reginensi prestaban labores a la Coordinadora General de Concesiones en horario distinto a su jornada de trabajo, uno como Seremi de Obras Públicas y el otro como Jefe de Puentes de Vialidad, acordándose  un horario extraordinario y fue el Coordinador General de Concesiones Cruz el que le dio instrucción de pago, decidiendo utilizar los gastos generales de los contratos vigentes con la citada sociedad. En esa época era el inspector fiscal de los contratos porque era Jefe de la División de Operaciones, cargo que desempeñó hasta mayo de 2000. A partir de esa fecha tendría que haber asumido ese cargo Jorge Torres González.
A fojas 6.094, señaló que aproximadamente en agosto de 2000 le manifestó al Ministro Cruz que hasta fin de año tenían dificultades presupuestarias para el pago de los sobresueldos y los pagos de los gastos inherentes a la operación del Ministerio y, estando presente, Carlos Cruz le manifestó telefónicamente a Pablo Anguita que debía conseguirse dinero y que para regularizar la situación conversara con él. Anguita le contó que pidió $100.000.000 a personeros de Mendes Junior y de Belfi y que para regularizar la entrega de esos dineros había que entregar un documento tributario. Esta petición se la traspasó a Peña, solicitándole los documentos tributarios necesarios y, además, uno de respaldo, que son los informes medioambientales que incautó el tribunal. Una de esas empresas constructoras entregó un cheque por $100.000.000, que fue depositado en la cuenta corriente de GATE. S.A. Como controlaba esa cuenta corriente mediante la revisión de las cartolas y tenía conocimiento, además, del plazo de retención de los cheques, que es de 24 horas, sabía en qué oportunidad los fondos quedaban liberados y, por lo tanto, podían disponerse. Para no tener problemas con los dineros que ingresaban por una vía diferente a los contratos de apoyo celebrados con GATE S.A., había dispuesto manejar los otros recursos, como estas sumas de dinero que iban a proporcionar las empresas constructoras, en la cuenta corriente de Luis Jara y en la personal de Héctor Peña. Por esa razón tan pronto aparecieron liberados estos primeros $100.000.000.- le dijo a Peña que los traspasara a la cuenta corriente de Jara y le manifestó que no estaba en condiciones porque no estaban liberados, lo que por la información que tenía no era efectivo. Insistió durante varios días en el traspaso de los dineros y Peña respondía que los recursos no estaban liberados. A los cinco o seis días después se depositó el otro cheque por $100.000.000, proveniente de la otra empresa constructora, y no alcanzó a solicitarle a Peña el traspaso de los $200.000.000.- porque los sustrajeron. Tiene la impresión que Peña el mismo día del robo avisó que había sido víctima de la sustracción. Al día siguiente le relató lo sucedido, pero nunca dijo que a su Secretaria Sara le habían robado la plata. Le explicó al Ministro lo sucedido y acordaron exigirle que devolviera los $200.000.000. Peña de a poco devolvió el dinero, utilizando sus líneas de créditos, contratos vigentes con concesiones relacionados con el medioambiente y mediante el cobro de una boleta de garantía por un contrato que se había cumplido y que, por lo tanto, no la requería. La suma de dinero fue más o menos de $70.000.000 a $80.000.000 y el resto lo completó con  el dinero que le devolvió el tribunal. Nunca antes había habido renuencia de parte de Peña para traspasar las sumas de dinero que eran depositadas en la cuenta corriente de Gate S.A

A fojas 6.621, señaló que el Coordinador General de Concesiones, Carlos Cruz Lorenzen, a fines de 1998 y principios de 1999, dio instrucción de manejar en forma centralizada el valor de las partidas  pro-forma y gastos administrativos de todos los contratos. Dentro de ese contexto, cuando se contrató a Ábaco Ingenieros Consultores Limitada para que efectuara una consultoría en materia de expropiaciones, conversó con la Jefa de la Unidad Técnica de Expropiaciones, Dolores Rufián Lizana, y con el subjefe y que después fue inspector fiscal del contrato, Héctor Quiroz Astorga, con la finalidad de cumplir con la instrucción del coordinador. Conversó con Dolores Rufián Lizana respecto de los gastos de la unidad que dirigía, teniendo ella pleno conocimiento  que estos se cubrían con cargo a las partidas ya señaladas de los contratos y, sobre esa materia, estaba plenamente de acuerdo. A diciembre de 1999 la suma de dinero que se obtenía de las partidas pro-forma y de los gastos generales tenía por finalidad cubrir los gastos administrativos y generales de concesiones, entre ellos los honorarios extraordinarios.  A la fecha en que se empieza a advertir la necesidad de celebrar un contrato con Abaco, la Jefa de la Unidad  Técnica de Expropiaciones era Dolores Rufián y el Sub-Jefe Héctor Quiroz y entre los tres determinaron el porcentaje que, del estado de pago correspondiente a la partida procesos administrativos, se iba a ocupar para solventar los gastos de concesiones. Dolores Rufián participó en la determinación del porcentaje y es absurdo que ese procedimiento no estuviera en su conocimiento, más aún si ella era muy celosa en el cumplimiento de sus funciones. Además,  abona su conclusión de que no sólo habló sobre el tema con Quiroz, sino que también con Dolores, el hecho que a la fecha en que se efectúan las primeras conversaciones no se tenía la certeza de que Héctor Quiroz iba a ser el inspector fiscal del contrato. Todas las conversaciones que tuvieron sobre el porcentaje que se iba a fijar fueron previas a la presentación de la oferta por el consultor. No recuerda el porcentaje que se fijó, pero sí puede señalar que fue uno fijo para todo el contrato. Dolores Rufián asumió la labor de asesora del Coordinador Cruz a fines de 1999, y si bien el primer contrato celebrado con Abaco fue aprobado por resolución  de la Dirección General de Obras Públicas N° 444, de 6 de diciembre de 1999, no es menos cierto que las conversaciones previas para su celebración se iniciaron un par de meses antes. Desconoce si fue Rufián o Quiroz el que conversó con Araos, manifestándole que debía incorporar en su oferta económica el porcentaje que se había fijado, destinado a solventar los gastos de concesiones, procedimiento que aceptó porque era un consultor que tenía desde mucho tiempo importantes contratos con Concesiones, muy conocido de Álvaro González y de Dolores Rufián, incluso ella fue la que lo invitó a que presentara una propuesta. Luis Jara Núñez en febrero o marzo de 2000 se había hecho cargo de la contabilidad de GATE y le dijo que iba a empezar a recibir dinero de un contrato celebrado por el Ministerio de Obras Públicas con Abaco para que lo administrara. No le dio instrucciones para que depositara esos dineros en su cuenta corriente personal. Tiempo después supo que estaba utilizando su cuenta corriente, manifestando que lo había hecho para darle agilidad al sistema, puesto que su cuenta corriente era del mismo banco que la de Abaco. Recién en ese momento tomó conocimiento de la fecha en que se efectúa el primer depósito en la cuenta corriente de Jara y, de acuerdo a lo declarado, debe estar relacionado con la fecha en que se efectuó el pago del primer estado de pago. A la data del primer depósito se estaba desempeñando en el Ministerio de Obras Públicas y los dineros obtenidos por la vía descrita se  utilizaron para pagar los honorarios extraordinarios y otros gastos relacionados al sistema de concesiones. A la fecha de la celebración del segundo contrato con Abaco, lo que ocurrió aproximadamente entre noviembre o diciembre de 2000, se encontraba trabajando en la  Dirección de Planeamiento y, por lo mismo, no le cupo participación en la determinación de la fijación  del monto del porcentaje que iba a utilizarse para los fines ya señalados. Como la instrucción de centralizar  los gastos de las partidas pro-forma y de la partida gastos administrativos fueron reiteradas por Cruz, en su calidad de Ministro, Oscar Araos siguió depositando sumas de dinero en la cuenta de Jara conforme al mismo porcentaje fijado en el contrato anterior, asociado al estado de pago relacionado con la partida procesos  administrativos. Los depósitos efectuados en la cuenta de Luis Jara era el equivalente a un porcentaje pre-fijado del  respectivo estado de pago de la partida procesos administrativos, y es por esa razón que los montos que figuran en la cuenta de Luis Jara no son uniformes ni periódicos. Tomó conocimiento que el monto total de lo obtenido por el procedimiento indicado  ascendió a una suma aproximada  de $500.000.000, con el informe pericial que se puso a disposición  del tribunal por sus abogados. Luis Jara Núñez se limitó a pagar las sumas de dinero que le indicaba, para cumplir con las exigencias que  formulaban sus superiores. Durante la ejecución del contrato con Abaco nunca se contactó  con Araos, no lo conocía, pues todo se llevó a cabo por Jara y Rivas. Conoció a Araos en mayo de 2001 en una oportunidad en que le reclamó que  técnicamente no estaban aceptando sus ofertas.

 
A fojas 9.584, manifestó que el 17 de diciembre de 2002 recibió una comunicación que Juan Carlos Véliz le remitió vía correo electrónico, que se identifica como “nómina 343”, que contiene un archivo denominado “clito casa. XLS”. No sabe por qué Juan Carlos Véliz le envía ese correo electrónico con el archivo. El listado que se inicia con el apellido Acosta y termina con Yovani, indica los nombres de personas que trabajaron en la Coordinación General de Concesiones y que, por lo tanto, sus honorarios se pagaron con cargo al contrato de apoyo de Gate S.A. y también figuran personas a quienes se les pagaron sobresueldos, como: Fernando Arriagada  Norambuena, María Ávila Fernández, Walter Bruning, Julio Friedman, Jeannette Moya, Ricardo Reginensi, Pedro Quezada, Aliro Verdugo, Miguel Villaseñor. El listado que se inicia con las expresiones “Abono AMM”, que corresponde a las siglas de Antonio Medina Mora, y termina con “XWalter Bruning”, contiene el nombre de personas  a quienes se les pagó sobresueldo o viáticos. Iván Paredes era candidato a Diputado y recibió de Rafael Urriola la instrucción de pagarle la suma aproximada de $ 1.400.000.-, la que se hizo mediante tres depósitos que se efectuaron en su cuenta corriente bancaria. Desconoce qué labores desempeñó para que Urriola, Jefe de Gabinete del Ministro Carlos Cruz, le diera la instrucción de pago, nunca lo vio trabajar en la Coordinación General de Concesiones ni en el Ministerio de Obras Públicas. El resto de  los 6 listados que se le exhiben no los elaboró pero sí trabajó con ellos, lo más probable es que Jara los haya elaborado, son listados de control de gastos. Todos los gastos que figuran están autorizados por él y corresponden a pagos de sobresueldos, honorarios y gastos. Lo que se identifica con la nomenclatura “reservado 1, 2 ,3 y 4”, corresponde a fondos por rendir (caja chica), que asciende en promedio a $ 8.000.000.- mensual, total en veinte meses son como $ 160.000.000.-. Los gastos por concepto de impuestos y comisión Socogesch por la suma de $ 1.468.889.-, cada uno, corresponde  a pagos que hubo que hacer a esa empresa porque recibió boletas de honorarios de diferentes personas que percibieron sobresueldos. Desconoce a qué corresponden los gastos que se identifican como “impuestos facturas Piddo” por la suma de $ 10.000.000.-, “impuestos Besalco” por la suma de $ 16.525.524.- y “comisión Besalco” por la suma de $ 12.711.864.-. En cuanto a lo que figura como ingreso que se identifica como “factura Piddo de $ 100.000.000” y “factura Besalco $ 100.000.000”, manifestó que esas empresas nunca dieron plata y no se explica porqué aparecen en ese listado. En el listado correspondiente a los meses de diciembre 2000 a enero de 2001 aparece un “depósito de KW” (concesiones) por la suma de $ 16.000.000.-, desconociendo cómo se generó ese depósito. Lo que se identifica como “préstamo CCL” por $ 5.000.000.-, debe ser devolución de préstamos efectuados a personas del gabinete. “C.C.L.” corresponde al nombre de Carlos Cruz Lorenzen y se utilizaba para referirse al gabinete. En cuanto al tercer listado enero-febrero de 2001, no sabe por qué hay un depósito que se identifica como “depósito APR Ingeniería (Torres)” por la suma de $ 10.800.000.- y tampoco uno que figura como “depósito Torres (Abaco)” por la suma de $ 11.700.000.-. Tratándose del listado febrero- marzo de 2001, el depósito que se identifica “depósito Abaco” por la suma de $ 45.000.000.- corresponde efectivamente a depósitos efectuados por esa empresa con cargo al valor pro forma de un contrato de  expropiación. El gasto que figura el 5 de marzo de 2001 y que se identifica como “CCL”, efectuado en efectivo por la suma  de $ 14.500.000.-, no sabe a qué corresponde, si existiera un cheque por esa suma o varios cheques que sumen esa cantidad podría explicar el destino de los fondos. En cuanto al listado marzo-abril de 2001 y tratándose de depósitos efectuados por Abaco el 19 y 27 de marzo de 2001, por la sumas de $ 22.000.000.- y $ 28.000.000.-, respectivamente, corresponden a  dineros entregados a GATE S.A. por esa empresa con cargo a los valores pro forma de los contratos. Lo que se identifica como préstamo SCC por la suma de $ 8.000.000.-, debe ser un depósito que efectuó en la cuenta de Gate y que obtuvo de los fondos por rendir del mes anterior. Respecto del gasto que se identifica como  “CCL efectivo $ 8.500.000” y “CCL efectivo $ 6.000.000”, tampoco está en condiciones de manifestar a qué obedecen y si existiera un cheque por esa cantidad o varios cheques que den esa suma podría explicar su destino. En su concepto esos listados sólo reflejan un gasto o una salida de dinero, pero no el destino final, prueba de ello es el caso del cheque número 2727658 por la suma de $ 756.000.- que está girado a Asyr (Cecilia-Chaguy), que significa que alguien debió haber cobrado ese cheque y se pagó en efectivo a las personas a que se hace referencia.


A fojas 10.419, se refiere a los antecedentes que dieron origen a la causa número de rol 15.260 Letra V., en la que se dictó sentencia condenatoria que se encuentra firme y ejecutoriada. También se le exhibió una comunicación remitida vía correo electrónico de 9 de enero de 2001, que rola a fojas 718 y 719 del cuaderno signado con la letra T, manifestando que es autor de  dichos documentos y están dirigidos a Leonel Vivillos, jefe de la Unidad de Expropiaciones a enero de 2001, para comunicarle que a un contrato de Abaco, que a esta fecha se había modificado, se le agregaron 58 millones de pesos y que  Javier Rivas iba a respaldar tributariamente ese agregado destinado para gastos operacionales de concesiones. A la fecha del correo, 9 de enero de 2001, se desempeñaba en la Dirección de Planeamiento del Ministerio de Obras Públicas.

        
 Agregó que con motivo del interrogatorio se enteró que CCP Ingeniería Ltda. había pasado $10.000.000.- en mayo de 2002  y que Marcelo González había cobrado unos cheques. Si los cheques están girados a su nombre se debe a que era un junior de confianza de la Coordinación General de Concesiones,  conocido por todos en dicho organismo porque trabajaba desde 1998 y que, al igual que Saavedra, Rivera, Lira y Fuentes, cobraban cheques de GATE S.A. y cheques provenientes de otras cuentas corrientes bancarias.

A fojas 10.798 (fojas 11.705), declaró en relación a los hechos investigados en las causas signadas con las Letras V y S, ambas con sentencias condenatorias, ejecutoriada la dictada en la primera causa.

Además, manifestó que en el año 2000 no trabajaba en la Coordinación General de Concesiones sino que en la Dirección de Planeamiento del Ministerio de Obras Públicas y, por lo tanto, respecto de las funciones que le cupo a Vivallos en la Unidad Técnica de Expropiaciones sólo puede señalar que tomó conocimiento que fue enviado por el Coordinador Badilla para que actuara como interventor en esa unidad y corrigiera los problemas que se habían generado. Tiene entendido que se desempeñó en esa unidad un par de meses y tan pronto cumplió su cometido volvió a la Unidad de Proyecto a la que pertenecía.
Las conversaciones que mantuvo para ocupar plata de los gastos administrativos de los contratos adjudicados a Abaco, fueron con Dolores Rufián y pudo haber estado presente en ellas Héctor Quiroz Astorga. Nunca en esas conversaciones estuvo presente Leonel Vivillos y nunca le dio información y/o conocimiento de los términos y condiciones en las que se celebraban los contratos con Abaco. El sentido y alcance del correo que rola a fojas 10.407, es para explicarle que el contrato fue tomado razón por la Contraloría General de la República. Desconoce si a la  fecha del correo, 9 de enero de 2001, Vivallos estaba desempeñándose como jefe de la Unidad Técnica de Expropiaciones. De la lectura del correo se advierte que va con copia a Torres, jefe de presupuesto de la Coordinación General de Concesiones, y a Luis Jara Núñez que era el que manejaba las platas y  quien se coordinaba con Javier Rivas Velásquez.


A fojas 10.963, puso a disposición del tribunal seis hojas impresas que dan cuenta de todas las personas que se desempeñaron en la Coordinación General de Concesiones en 1999, cuyos honorarios se solucionaron a través de los contratos adjudicados a la empresa Servilily Ltda.: tres desempeñaron labores administrativas, veintidós como auxiliares, cuatro como recepcionistas y catorce como secretarias, y, además, se contemplan pagos por concepto de gastos que se efectuaron mediante el giro de tres cheques por la suma de $ 1.312.968, cada uno, girados a la orden de Iván Cisterna Aravena, Luis Jara Núñez y Hernán Patricio Molina Hermosilla, con los que se conformó una especie de caja chica para gastos operacionales. Lo más probable es que las platas hayan sido manejadas por una o más secretarias cumpliendo sus instrucciones. Estos gastos estaban consultados como tal en los contratos adjudicados a Servilily y se rindieron oportunamente. También con cargos a esos contratos se pagaron “sobresueldos” a Jazmín Balboa Rojas que era Seremi en 1999, por la suma total de $1.650.000 y a razón de tres cuotas de $550.000; y a Ricardo Reginensi Ponce, jefe de ingeniería de la Dirección de Vialidad, por la suma bruta de $2.333.334 a razón de seis cuotas por $388.889 cada una.
              El documento que identifica con la letra B, que consta de dos hojas impresas, da cuenta de cheques efectivamente pagados y girados contra la cuenta corriente bancaria de Servilily. Sin embargo, no figuran todos los cheques girados porque no los tuvo todos a sui disposición. La suma total de los cheques asciende a $53.772.651.

              Los documentos que identifica con la letra C, dan cuenta de las facturas emitidas por Servilily, según las respectivas resoluciones por las que se les adjudicaron contratos por un monto total de $159.301.212. 

              El documento que identifica con la letra D, es un flujo de caja con indicación del número de boleta emitida por todos los que recibieron pagos de Servilily, con indicación de la dependencia en que prestaron sus servicios.

              El documento signado con la letra E, da cuenta de un listado de todas las facturas emitidas por Servilily a la Coordinación General de Concesiones, desglosando la distribución de los recursos por contrato en servicio de aseo y mantenimiento y los trabajos de apoyo intensivo en recurso humano que dice relación con la contratación de recepcionista, auxiliares, secretarias y administrativos. 

              Tratándose de los contratos adjudicados a Servilily Ltda. no hubo pagos por ningún concepto efectuados en efectivo, tampoco fue utilizada como “caja pagadora”, pero recibió en el 2000, en dos oportunidades, préstamos de GATE S.A., no sabe el monto, porque el ministerio no le pagaba las facturas y debía solucionar los honorarios. Una vez que recibió los dineros devolvió a GATE S.A. lo que recibió a título de préstamo.

A fojas 11.004, indicó que entre octubre de 1998 y marzo de 2001 ingresó una suma aproximada de $ 2.700.000.000.- que se manejaron en las cuentas corrientes bancarias de GATE S.A., Héctor Peña Véliz, Luis Jara Núñez y Yerko General Carrasco. De esa suma como $ 1.700.000.000.- corresponde a contratos de apoyo y estudios que el Ministerio de Obras Públicas adjudicó a GATE S.A.; $ 543.000.000.- a dineros que Abaco entregó con cargo a un contrato que se le había adjudicado y que se manejaron en la cuenta de Jara; y $ 501.000.000.-, aproximadamente, a los dineros entregados por diferentes empresas por el procedimiento que el tribunal conoce y que fueron facturados por GATE S.A. En la primera hoja del documento signado con la letra A, figuran ingresos por la suma de $ 4.332.883.305.-, porque para que una cuenta corriente se active con dinero necesariamente debe ocurrir un gasto desde otra cuenta corriente, en este caso, las múltiples cuentas corrientes utilizadas se activaron con ingresos de las propias cuentas corrientes, lo que se materializa  en que un mismo gasto e ingreso se contabiliza dos veces. Esa cifra la obtuvo de la suma de todos los cheques girados en contra de las cuentas corrientes señaladas. En su concepto, los $ 2.700.000.000- se gastaron de la manera como lo indica en las cuarenta y seis planillas que signa con la letra B, en las que se establecen gastos por los siguientes conceptos: $ 153.600.000.- que fueron entregados en efectivo a Eduardo Arriagada; $ 28.405.000.- que Héctor Peña entregó a Rafael Urriola; $ 15.975.194.- por concepto de capacitación y seminarios; $184.457.394.-  por concepto de estudios, pero los gastos efectuados con cargo a ese ítem no le constan, porque las facturas o boletas se pagaron por instrucciones de Carlos Cruz  Lorenzen o de la persona que el ordenaba, por ejemplo Rafael Urreola. Así los pagos a Gesys Ltda. fueron instruidos por  Cruz  y por los servicios prestados por Medina Mora y su equipo; también  la suma de $ 50.000.000.- que se pagó al  Grupo Sur. 

Los gastos operacionales de GATE S.A. alcanzaron a $ 91.589.325.-; y por equipamiento informático $ 23.827.612.-, el equipamiento debería encontrarse en las dependencias de la Coordinación General de Concesiones o del Ministerio de Obras Públicas.

El gasto operacional de  la Coordinación General de Concesiones fue de $ 179.606.674.-; total de movilización $ 61.613.460.-; profesor de inglés $ 885.600.-;  impuestos pagados a la Tesorería General de la República $ 165.275.325.-; por concepto de impuesto bancario $ 6.165.112.-; por concepto de honorarios a personas que trabajaron en la Coordinación General de Concesiones en virtud de los contratos de apoyo adjudicados a GATE S.A. la suma de $ 824.711.063.-; por concepto de previsión de las  antedichas personas $ 21.023.441.-; por concepto de sobresueldos $ 651.657.060.-; por concepto de viáticos  $ 16.875.015.-; la suma de $ 190.000.000.- por el robo que sufrió GATE S.A. restituyéndose por Peña a las cuentas la suma aproximada de $ 150.000.000.- Hay  gastos por la suma de $ 44.255.314.- girados de diferentes cuentas a las personas que se indican en el listado respectivo y que no está en condiciones de identificar con algún tipo de gasto y otro por la suma total de $ 1.414.759.- que tampoco puede clasificarlo; por concepto de utilidad de GATE  por $ 288.350.000.-. 

Además, se manejó en efectivo la suma de $ 210.898.205.- a título de caja chica, y de este dinero le pasó en efectivo a Carlos Cruz Lorenzen entre 1999 y marzo de 2001 la suma de $ 100.000.000.- en diferentes partidas de entre 3 y 8 millones de pesos cada una. Desconoce el destino que le dio y las razones por las que se los pidió, entiende que era para sobresueldo, sólo cumplía sus instrucciones de entregarle la plata. Con cargo a esta misma caja chica le pasó en efectivo a Germán Molina  $ 6.000.000.-, en dos pagos. Parte del gasto que se hizo en efectivo se encuentra  respaldado con aquellos que se señalan en el listado signado con la letra C, y se puede advertir que hay una diferencia de cerca de $ 110.000.000.-  que es lo que le entregó a Cruz Lorenzen. 

El listado signado con la letra D da cuenta del flujo de gastos desde octubre de 1998 a enero de 2002, efectuados a través de las  diferentes cuentas corrientes. 

El listado signado con  la letra E da cuenta de un tipo de gasto confirmado y el listado con la letra F del traspaso y la generación de ingresos en las cuentas paralelas, esto es, de Peña, Jara y General. 


A fojas 11.768, señaló que durante el curso de los años 1997 y 1998 nunca recibió instrucciones y, por lo tanto, nunca pagó con cargo a los trabajos de apoyo contratados con el Instituto de Economía, IDECON, o con cargo a  contratos adjudicados a algún consultor, sumas de dinero por ningún concepto a la persona que a esa época se desempeñaba como Ministro de Obras Públicas. Por el sistema que estaba instaurado en la Coordinación General de Concesiones, de haber habido algún pago efectuado al ministro de la época con dinero de los contratos de apoyo tendría que haberlo sabido.


Carlos Cruz Lorenzen dio instrucciones para que se apoyara la labor que prestaba el Consejo de Defensa del Estado, lo que se hizo a través de Dolores Rufián entregando el nombre del personal y los requerimientos necesarios como computadores, papelería etc. Tiene entendido que los requerimientos fueron formulados a través de la Presidenta del Consejo de Defensa del Estado y fueron satisfechos, a lo menos,  a través de GATE S.A. 


Cuando Badilla asumió como Coordinador General de Concesiones, 11 de marzo de 2000, se advirtió la necesidad de disminuir el gasto operacional y se dio instrucciones para que cada unidad determinara su personal y la estructura de las remuneraciones. Nada se concretó porque la implementación de las medidas acarreaba costo social, porque  significaba despedir a más de 100 personas. Germán Molina cuando asumió como Coordinador tampoco adopto ninguna medida y, por el contrario, aumentó la dotación y pidió al Ministro independencia total del Director General de Obras Públicas, dándosele autonomía plena en la coordinación. Durante el 2001 el problema presupuestario se mantuvo y agudizó, porque el Ministerio de Hacienda no puso a disposición de la coordinación los fondos necesarios para su mantenimiento, fundamentalmente porque hubo error en la preparación de la Ley de Presupuesto para el año 2001 y, además, porque Hacienda no creía en los números que presentaba concesiones. Le consta lo relativo a los errores que se produjeron en la preparación de la Ley de Presupuesto para el año 2001, porque  formó parte del  equipo que preparó el proyecto de ley de presupuesto, porque, a esa fecha, estaba en la Dirección Nacional de Planeamiento, encargada de preparar la ley de presupuesto del ministerio. La información que entregaba la Coordinación General de Concesiones  no era consistente como para incorporar sus requerimientos reales a la partida pertinente de la Ley de Presupuesto. 

En  el curso de 2001, con la finalidad de solventar de alguna manera los gastos que tenía la coordinación, se suscribió un protocolo de acuerdo con el Ministerio de Hacienda que autorizó el pago de las deudas en un horizonte de tres años, decidiendo el Ministro de Obras Públicas, en marzo de 2001, que cada dirección y subsecretaría asumiera  sus pagos, fundamentalmente con la finalidad de que la Coordinación General de Concesiones no se hiciera cargo del gasto de otras direcciones y no existiera una caja centralizada para el pago. A partir de ese momento se desligó  de los pagos que se efectuaban a través de la coordinación y de la denominada caja paralela. En marzo o abril entregó las nóminas de los compromisos a  Eduardo Arriagada, Rafael Urriola y a Gonzalo Castillo para que pagaran, y la gente de concesiones debió asumir el pago de sus propios compromisos.


Finalmente, se refirió a hechos investigados en la causa número de rol 15.260 Letra L IV, en la que se dictó sentencia condenatoria que se encuentra ejecutoriada.


A fojas 11.771, también declaró en relación a hechos pesquisados en la causa número de rol 15.260 Letra L IV.
Además, señaló que para el uso de los recursos fiscales el procedimiento a seguir consta en  tres partes: primero que se promulgue la Ley de Presupuesto; segundo que el Ministerio de Hacienda y la Contraloría General de la República autoricen el decreto de asignación de fondos, que contiene un detalle de cada una de las partidas presupuestarias a las cuales se puede asignar el uso de los recursos a través de contratos. Y en tercer lugar la asignación de caja. Para celebrar un contrato sólo se requiere de la concurrencia de las dos primeras instancias, pues cumplidas se pueden hacer contratos con cargo a la respectiva partida presupuestaria. Para pagar una factura o boleta se requiere que se verifiquen las tres instancias indicadas. 

A fojas 11.859, se refirió a un contrato de apoyo aprobado por la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 1270, de 11 de diciembre de 1995, aumentado en trabajos y valores por la resolución de igual dirección Nº 427, de 30 de abril de 1996, y a hechos investigados en las causas signadas con las Letras D y D I, ambas sobreseídas temporalmente de conformidad a lo que dispone el artículo 409 número 1 del Código de Procedimiento Penal. 

          Agregó que durante los años 1996 a 1999 sólo se pagaron honorarios extraordinarios o sobresueldos a un número pequeño de funcionarios que se desempeñaban en concesiones. Es a partir de 2000, al asumir Carlos Cruz como Ministro, cuando concentra el pago de los honorarios extraordinarios o sobresueldos de todo el personal del Ministerio de Obras Públicas, utilizándose para ese efecto a GATE S.A. y mediante el mecanismo que el tribunal conoce cuando los recursos se hicieron escasos. Es por esa razón que el número de personas que recibe ese tipo de estipendio aumenta considerablemente, todo conforme a los listados que entregó Peña y Jara. Por eso, en su concepto, cada Dirección del Ministerio de Obras Públicas, antes de 2000, tendría que haber ideado un mecanismo o sistema para pagar los sobresueldos a determinados funcionarios, que incluso sabe que se pagaron en dinero efectivo. Era conocido en el Ministerio de Obras Públicas que tanto la Subsecretaría como la Dirección de Obras Hidráulicas recurrieron al CIADE con esos propósitos.

A fojas 12.000, declaró que en la cuenta corriente de Gate S.A. y cuentas auxiliares (Luis Jara, Yerko General y Héctor Peña), periodo 1998 y 2002, se movilizaron cerca  de $ 600.000.000.- en efectivo, que corresponde a utilidades, transferencia entre las referidas cuentas, entrega de platas en efectivo a Arriagada, Director General de Obras Públicas, y a Carlos Cruz Lorenzen, como Coordinador General de Concesiones y posteriormente como Ministro de Obras Públicas. Los dineros administrados en efectivo se guardaban en las cajas de fondo ubicadas en concesiones y en la ubicada en su oficina en la Dirección de Planeamiento, cuando se desempeñó en esa dirección.

Cruz, en el periodo 1998-1999, le solicitó dinero en efectivo, cerca de $ 30.000.000.-, para entregar a Álvaro González que estaba partiendo a estudiar a España, dinero que le pasó personalmente y en efectivo. Cruz sabía que no tenía origen regular, en el sentido que se le iba a pasar con una resolución administrativa formal y regular. Sabía que venían de un contrato adjudicado por la Dirección General de Obras Públicas a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, que se ejecutó a través del Instituto de Economía y que se traspasó a la Coordinación General de Concesiones por GATE S.A., porque ésta dio boletas de honorarios al Instituto de Economía. El contrato a que alude es el que se menciona en el primer auto de procesamiento. Supone que Carlos Cruz le pasó la plata en efectivo a Álvaro  González.

              Luego en el 2000, a petición del Ministro Cruz se entregaron $ 6.000.000.- en efectivo, como pago de sobresueldo, a Cristian Nicolai, Subsecretario de Telecomunicaciones. Ese dinero se lo pasó en efectivo a Carlos Cruz. También entregó en efectivo a otros personeros ligados  el Ministerio de Obras Públicas y de Transportes, como a Germán Molina, Coordinador General de Concesiones, al que le entregó $3.000.000 en efectivo y después mes a mes, en efectivo, y personalmente alrededor  de $1.500.000.- Para el primer pago fue con Juan Carlos Véliz y luego fue éste quien le entregaba personalmente, mes a mes, el dinero a Molina por concepto de sobresueldo.

              También otras platas se depositaron en las cuentas corrientes de las personas que  indicaba Cruz personalmente o en forma telefónica. Él indicaba a quienes se les debía pagar sobresueldo, y todos los meses se agregaban nuevas personas. No le consta si trabajaron en concesiones o en el Ministerio de Obras Públicas, pero sabe, por ejemplo, que Aniceto Rodríguez nunca trabajó en la concesiones. Además, existían otras personas con autoridad para solicitar pagos directos a Luis Jara, es el caso del jefe de gabinete de Cruz,  Rafael Urriola, que solicitó el pago de Iván Paredes, desconociendo si trabajó o no para el ministerio o para concesiones. Hay un número de personas a las cuales se les pagó en efectivo. También a concesiones se pidió realizar pagos directamente de parte del gabinete, Jorge Torres, jefe de presupuesto de dicha unidad, recibía las órdenes. Además existe constancia de dos pagos al ex diputado Manuel Bustos Huerta por un monto cercano a los $ 2.000.000.-, esos montos, al igual que el pago efectuado a Paredes, fueron solicitados por el jefe de gabinete del Ministro de la época, Urriola, y fueron girados desde la cuenta corriente que Luis Jara mantenía en el Banco de Santiago. Urriola entregó por escrito a Luis Jara el número de la cuenta corriente de Paredes y la cantidad de cuotas que se  le debían pagar por un monto líquido de $450.000.-. Paredes nunca hizo llegar el respaldo tributario. Ignora si Paredes y Bustos trabajaron en el Ministerio de Obras Públicas.

A Carlos Cruz Lorenzen, en el periodo que corre entre 1998 y fines de 2001, entregó en efectivo la suma aproximada de $150.000.000, decía que era para pagar suples y que después le mandaría los respaldos, nunca los entregó y por eso no sabían el destino de las platas. No sabe cómo se  respaldaron contablemente, pero sí que se usaron boletas de honorarios  de profesionales y administrativos de la Coordinación General de Concesiones o del Ministerio de Obras Públicas que no obedecen a una efectiva prestación de servicios.

         A fojas 12.002, aclaró que los $ 30.000.000.- que le pasó a Carlos Cruz y que eran para Álvaro González no  se obtuvieron íntegramente del contrato al que aludió, sólo parte, porque también se obtuvo de saldos de los contratos vigentes con GATE S.A. Revisando la cuenta corriente de GATE S.A., se puede advertir que existen salidas de dinero con cheques cobrados por Héctor Peña por caja y que cuando se los entregaba guardaba en la caja de fondo que tenía en concesiones. Del dinero que se juntó de esa manera le pasó  a Carlos Cruz Lorenzen $ 30.000.000.- para que lo entregara a Álvaro González. Según Cruz había contraído un compromiso con González. El resto se utilizó para gastos propios del sistema. Lo de manejar dinero efectivo en la caja de fondos era normal y para solventar diferentes gastos urgentes que se generaban constantemente. Héctor Peña no sabía el destino final de las platas que pasaba en efectivo, sólo giraba los cheques siguiendo sus instrucciones y depositaba los cheques o dineros que se obtenían por los mecanismos que el tribunal conoce.


A fojas 12.088, declaró en relación a hechos investigados en la causa número de rol 15.260 Letra S, en la que se dictó sentencia condenatoria no ejecutoriada.


Agregó, que emitió el correo electrónico que impreso rola a fojas 923 de la causa signada con la letra N, porque Jorge Torres y Juan Carlos Véliz le manifestaron que las empresas que menciona habían tenido problemas con la nueva administración de la Coordinación General de Concesiones, porque no les adjudicaban contratos ni les pagaban las deudas, y le hace ver al ministro Cruz que debían ser más equitativos e invitarlos a participar en nuevos estudios y adjudicarles trabajos porque esas empresas hicieron “favores” en la época en que estuvieron en la Coordinación General de Concesiones. Cree que lo que plantea no prosperó, porque Gesys Ltda. y Gate S.A. no obtuvieron nuevos contratos; M & F y Servilily no prestaron mas servicios en concesiones, desconociendo si Melinka Tour siguió proveyendo de pasajes. Supone que fueron los representantes de esas empresas los que se quejaron de la actitud de la nueva administración. 

Los contratos del Instituto de Economía, Idecon, con la Coordinación General de Concesiones en 1999 alcanzaron  a la suma de $ 506.142.517.-, correspondiendo $ 497.000.000.- a trabajos de apoyo y $ 9.000.000.- a los gastos administrativos del estudio denominado “Estudio de experiencia piloto para determinar índice de calidad de servicios  en carreteras concesionadas  y aspectos legales y de organización para su aplicación sistemática”, de la manera como se consigna en el documento signado con  la letra A. En el documento que identifica con la letra B, explica el total de ingresos y el total de gastos realizados durante 1999 y que se solventaron con los trabajos de apoyo. Los recursos se gastaron en forma específica de la manera como lo señala en el documento que identifica con la letra C: remuneraciones $ 274.717.327.-; imposiciones $ 6.995.930.-; sobresueldo $ 20.675.815.-; gastos generales de operación $ 36.419.185.-; fondos por rendir $ 25.070.055.-; viáticos $ 1.924.311.-; utilidades e impuestos $ 108.196.985.-; capacitación y perfeccionamiento $ 461.500.- y cheques que no pudieron ser identificados por $ 28.773.174.-. En el documento que identifica con la letra D se señalan los datos de los cheques girados por Idecon por la suma total de $ 518.213.946.-  En el curso de 1999 también hubo contratos de apoyo con Servilily Ltda. y GATE S.A.

A fojas 14.113 (fojas 1.500 Letra A), señaló que el procedimiento habitual que se utilizó para pagar sumas de dinero extras a las personas que figuran en los listados, se tradujo en que las autoridades o los  jefes de servicio hacían directamente sus requerimientos al Ministro, el que se las transmitía y le solicitaba que se contactara con el requirente con la finalidad de tomar conocimiento de él o los nombres de las personas a quienes había que pagar y los montos. Tratándose del caso de los Secretarios Regionales Ministeriales pagados por GATE S.A., recuerda que el Ministro Cruz, entre mayo y julio de 2000, le comunicó que debía contactarse   con el Subsecretario Juan Carlos  Latorre para ver el tema de los pagos extraordinarios a dichos funcionarios. Cumpliendo con su requerimiento se contactó con  Latorre y le dijo que viera el tema con su Jefe de Gabinete, Gonzalo Castillo Navasal, esto es, lo relativo a la determinación del nombre de los beneficiarios y el monto a pagar a cada uno. Castillo le entregó  una nómina en la que estaban incluidos los trece,  con un monto de $720.000 para cada uno, también figuraba Castillo con un monto de $1.000.000. Posteriormente todos los Seremis vinieron a una reunión de coordinación a Santiago, en la que estuvo presente el Ministro, el Subsecretario y él, y uno de los tantos temas a tratar fueron los pagos de carácter extraordinario. Cuando uno de ellos planteó al Ministro ese tema, lo derivó al Subsecretario y éste manifestó a la concurrencia que él debía proceder a hacer los pagos. Nunca preguntó ni nunca se le informó si existió algún trabajo adicional, pero le consta que los de la Primera, de la Cuarta a la Décima Región y el de la Región Metropolitana apoyaron al sistema de concesiones en sus respectivas regiones. En cuanto a lo manifestado por Jazmín Balboa, de la Novena Región, no recuerda que se le haya informado que devolvió los dineros que se depositaron en su cuenta corriente, de ser efectivo, la mejor manera de constatarlo es revisando la cartola de la cuenta corriente de GATE S.A. En todo caso no se explica a qué se debe la diferencia que se advierte entre el monto que ella recibió y lo que devolvió. Fue Castillo o Latorre, o ambos, los que determinaron el monto de los honorarios que debían  percibir dichos funcionarios.


El mismo sistema se aplicó tratándose de honorarios extraordinarios que se pagaron a diferentes funcionarios que se desempeñaban en las direcciones del Ministerio de Obras Públicas. En esos casos eran los Directores Nacionales los que planteaban los requerimientos al Ministro, quien se los transmitía. Así fue el Director de Vialidad, Pablo Anguita, quien le solicitó que pagara honorarios extraordinarios a Walter Brunning, Pamela Gómez, María Ávila Fernández y a Osvaldo Aguayo, de estas cuatro personas sólo tiene conocimiento que Brunning  apoyo el sistema de  concesiones. La Directora de Planeamiento, Dolores Rufián,  requirió el pago de honorarios para Mario Tala y Daniela Devoto. Tratándose de Alejandro Molina, arquitecto que se desempeñaba en la Dirección de Arquitectura y hermano de Germán Molina Valdivieso, la instrucción de pago se la dio Ministro, al igual que tratándose de los pagos a los Directores Nacionales. 

          No es efectivo que le haya solicitado a Jorge Torres González una boleta de honorarios  por la suma de $1.660.667. Si él extendió la boleta fue porque percibió el dinero, ya sea, por concepto de honorarios o por gastos en incurrió en el cumplimiento de sus labores. 

A fojas 1.714, indicó que ingresó en enero de 1996 a la Coordinación General de Concesiones, mediante un contrato de honorarios y a través del contrato de apoyo que el Ministerio había celebrado con el Instituto de Economía, calidad que mantuvo hasta agosto del mismo año, mes en que adquirió la calidad de agente público y sus remuneraciones empiezan a ser pagadas mediante un cheque fiscal, previa extensión de la boleta de honorarios respectiva. La calidad de agente público la mantuvo hasta agosto de 2000, mes en que fue trasladado al Ministerio de Obras Públicas. Como a la época de esa destinación no había cupo para ser designado agente público, con la finalidad de mantener el sueldo que traía de Concesiones, fue contratado hasta el mes de diciembre como asesor del gabinete del Ministro, pagando sus remuneraciones la Subsecretaría de Obras Públicas, y, además, como consultor en la Dirección de Planeamiento. En diciembre de 2001 y hasta diciembre de 2002 tiene la calidad de agente público.

El Ministro Cruz en abril de 2000 le dijo que debía desempeñar funciones en el Ministerio de Obras Públicas, y como las funciones eran distintas, con más atribuciones y responsabilidad, le solicitó que mejorara su remuneración, lo que él aceptó. Es a partir de esa fecha que empezó a percibir sumas de dinero en efectivo provenientes de GATE S.A., que entregaba Luis Jara. Percibió la suma de $1.048.000.- de abril a noviembre de 2000; en enero percibió $ 500.000.-; en febrero $ 540.000.-; y en marzo de 2001 $ 500.000.-.-, lo que hace un total de $ 10.974.184. En el listado que rola a fojas 25, del tomo signado con la letra A, aparece con la suma de $8.374.184, porque no se consideran los pagos efectuados entre enero y marzo de 2001. Todas estas sumas de dinero fueron pagadas mediante cheques o en dinero efectivo. No extendió boletas de honorarios porque nadie se las pidió. Carlos Uribe  en el curso de los meses de abril, mayo y junio de 2001 le entregó en cada uno de esos meses la suma de $300.000 aproximados.

A fojas 15.205, (fojas 2.688 letra A), respecto de la fotocopia de las cartolas que dan cuenta del movimiento de la cuenta corriente bancaria número 36539830, que Luis Antonio Jara Núñez mantuvo en el Banco de Crédito de Inversiones, que rolan de fojas 1.348 a 1.406, manifestó que esa cuenta  fue utilizada con la finalidad de efectuar pagos con dineros “GATE”, provenientes de las partidas  de gastos generales de los contratos celebrados por el Ministerio de Obras Públicas-Coordinación General de Concesiones con diversas empresas constructoras. En el verano de 2000 se utilizaron cuentas corrientes  personales de Jara Núñez y de General Carrasco, para separar los ingresos y gastos del contrato de apoyo con GATE S.A. con los futuros ingresos y gastos que se generarían en el Ministerio de Obras Públicas. Después del robo que sufrió Peña, en agosto de 2000, como surgieron desconfianzas, se empezaron  a utilizar múltiples cuentas corrientes de Jara y General. No está en condiciones de precisar el origen y destino  de los dineros depositados en la cuenta de Jara. 
Además, declaró en relación a hechos investigados en la causa número de rol 15.260 Letra LIV, en la que se dictó sentencia condenatoria que se encuentra ejecutoriada.
A fojas 15.640 (fojas 3.122 Letra A), declaró en relación a hechos investigados en la causa número de rol 15.260 Letra R., en que se dictó sentencia condenatoria que no se encuentra ejecutoriada. 
A fojas 15.275 (fojas 3.209 Letra A), indicó que en los años 1997 y 1998 la Coordinación General de Concesiones estaba dividida en  dos unidades, la de Proyectos y la de Supervisión y Desarrollo. La primera estaba a cargo de Álvaro González Barra  y la labor que debía desarrollarse en dicha unidad decía relación con la preparación de las bases de licitación de las concesiones y, para ello, requería contratar estudios de demanda, de medio ambiente, de ingeniería, y preparar todo lo que  se relaciona con la obra a concesionar. La unidad de Supervisión y Desarrollo estaba a cargo de Guillermo Díaz Silva y la función que se desarrollaba en dicha unidad decía relación con la administración de la Coordinación General de Concesiones, su operación, presupuesto, áreas de informática y de auditoría y fiscalizar las obras en construcción, para ello se apoyaba con estudios del Instituto de Economía cuando tenían que ver con la inversión futura o programas de inversión,  fiscalización y regulación. Guillermo Díaz Silva se preocupaba de la gestión de la unidad de Supervisión y Desarrollo, y el deponente era el jefe operativo, esto es, estaba encargado de la administración, presupuesto y de todo lo relacionado con el apoyo a la fiscalización de las obras en concesiones. 
A fojas 18.451, respondió que los precios se fijaban por el inspector fiscal o la unidad que licitaba el contrato, y de acuerdo a los requerimientos que formulaba el Ministro de Obras Públicas y el Coordinador General de Concesiones; que le consta que Cruz tuvo intervención de la manera como lo señala porque era su jefe directo y porque lo instruía a hacer pagos extraordinarios, y en la calidad de jefe de presupuesto tenía que contactarse con los inspectores fiscales para que los recursos los pusieran a disposición en la cuenta GATE. Son parte de los gastos administrativos del contrato y el monto era materia del inspector fiscal  y de la unidad que licitaba, no intervenía el Ministro ni el coordinador; que se efectuaron gastos por concepto de remuneraciones y de  honorarios efectivamente prestados al Ministerio de Obras Públicas, incluidos profesionales abogados y personal que pertenecía al Consejo de Defensa del Estado; que cuando se refiere al trabajo efectivo realizado alude a las personas que trabajaron directamente con él en el ámbito del Ministerio de Obras Públicas y que podía conocer, pero que no siempre dio instrucciones de pago, porque existen pagos a personas que no conocía y que fueron solicitadas por otras personas; que cuando alude al tema de pago en efectivo se trataba de  peticiones efectuadas directamente por Carlos Cruz hacia su persona y al hacer la petición a veces formulaba el comentario acerca del destinatario, a veces daba nombres y en otras sólo decía que había que pagar, usaba la palabra suple, sobresueldo o solo para pagar; que existen montos que no están respaldados porque simplemente nunca se lo entregaron, como, por ejemplo, el pago del impuesto a la renta de Cruz del  año 1999 o 2000, para lo que nunca entregó el dinero, lo que Luis Jara puede verificar; que otro ejemplo es el caso de Aniceto Rodríguez, hijo, que iba una vez al mes a buscar su cheque y nunca trabajo en la unidad que dirigía; que el jefe de gabinete del Ministro Cruz, Urriola, solicitaba pagos de personas puntuales, a veces se las solicitaba a él y otras directamente a Luis Jara, de los que no tenía conocimiento y tampoco respaldos, pero si tenían los papeles que entregaba para pagar, como la cuenta corriente; que cree que el Ministro Cruz no tenía conocimiento de todos los pagos que ordenaba Urriola; que se usaron cuatro cuentas corrientes bancarias: la de GATE S.A., Peña, Jara y de General, no eran fiscales; que hasta el 21 de marzo de 2001 manejó directamente la cuenta de GATE S.A. y las instrucciones de pago las recibió de Cruz, con la salvedad de aquellas instrucciones de pago  que Urriola dio a Jara y que desconocía; que fue subrogante de Díaz en la División de Operaciones y al quedar como titular, mediados del año 1999, quedó bajo la dependencia de Cruz, desconociendo si lo fiscalizaba, pero en la coordinación había una unidad de auditoria y otra jurídica que le entregaban reportes semanales y quincenales;  que tratándose de un contrato de trabajo de apoyo, como el adjudicado a GATE S.A., el único que puede administrar y fijar remuneraciones dentro el contrato es el inspector fiscal, calidad que él tuvo en ese contrato, y el único que lo podía fiscalizar era la Contraloría General de la República, la  fiscalía del Ministerio de Obras Públicas y la Dirección de  Contabilidad y Finanzas, pero en lo relativo a su labor en la unidad de concesiones, como jefe de una división, dependía del Coordinador General de Concesiones; que no sabe si Cruz dio instrucciones para aumentar los contratos de las consultoras, cree que no y que dio instrucciones para usar los recursos de los contratos en forma eficiente; que los inspectores fiscales son los responsables de las asignaciones de los recursos de los contratos y la selección depende si hubo trato directo del jefe de la unidad o llamado a licitación; que jamás le pidió plata a Abdón Naim, sólo le señaló a quien debía extender el cheque, y debe haber sido el inspector fiscal el que pidió la plata; 


31º Que Roberto Mario Salinas Briones, a fojas 1.802, señaló que a fines de los años 93 o 94 ingresó al Departamento de Ingeniería de la Universidad de Chile, y como en esa época estaba vigente un contrato de apoyo celebrado entre esa universidad con la Dirección de Planeamiento del  Ministerio de Obras Públicas, entró a prestar servicios con otros profesionales a dicha dirección. Concluido ese contrato ingresó a la Unidad de Concesiones en octubre de 1995 mediante un contrato de honorarios que le parece que celebró con la Universidad de Chile, situación que  se mantuvo hasta diciembre de ese año. En 1996 adquirió la calidad de contrata por un período aproximado de seis meses, pero la mitad del sueldo lo pagaba el Ministerio de Obras Públicas y la otra mitad la Universidad de Chile. Pasada esa época volvió a tener la calidad de contratado a honorarios respecto de la Universidad de Chile, condición que mantuvo hasta mediados de 1998. Desde la segunda mitad de 1998 y hasta su declaración está a honorarios, contratado por el Ministerio de Obras Públicas por tareas y plazos específicas. Durante el tiempo indicado desarrolló labores de ingeniero ayudante asociado a proyectos, y adquirió la calidad de jefe de proyecto en 1999 y a fines de marzo de 2001 fue designado Jefe de la Unidad de Desarrollo. Fue designado agente público en 1999, en fecha que no puede precisar, lo que permitió que se le designara contraparte técnica de un contrato o inspector fiscal, que debe velar por el cumplimiento del contrato, esto es, fiscalizar las tareas que debe realizar la empresa. En el período que fue designado contraparte técnica de contratos y relacionados con los hechos investigados, sus superiores jerárquicos eran Pablo Anguita e Iván Jana.
Ratificó la declaración extrajudicial que prestó en dependencias de la Brigada Investigadora de Delitos Económicos. En efecto, Sergio Cortes, jefe de administración y finanzas de la Coordinación General de Concesiones, le  manifestó que en relación a aproximadamente cinco contratos celebrados con la empresa C.C.P. Ingeniería Ltda., debía incorporarse un monto adicional para ser entregado a administración para solventar diferentes gastos. No exigió la exhibición de algún documento que acreditara la efectividad de los gastos a que aludía Cortes, pero su petición era coincidente con lo manifestado por el Coordinador Cruz, en cuanto que debía apoyarse las labores de la coordinación.  Cumpliendo el cometido que le dio Cortés se contactó con Luis Solar Pineda, socio de esa empresa, al que le explicó lo manifestado por Cortés, en el sentido que se requería dinero para cubrir gastos de administración y, en general, obligaciones de concesiones.  En la práctica el sistema operó por la vía de aumentarse artificialmente el precio de los contratos, de esa manera el exceso del precio se destinaba a administración y, para que la situación contable de la empresa quedara respaldada, la Unidad de Administración dirigida por Cortés remitía los documentos de respaldo. Tiene la impresión que su participación está limitada a  cinco contratos celebrados con C.C.P. Ingeniería Ltda., y se trataba de contratos que aún no habían sido adjudicados a una empresa,  por lo tanto, la petición se hacía antes  que se suscribieran todos los documentos, esto es, los términos de referencia, los convenios ad-referéndum y la resolución que debía dictar el Director General de Obras Públicas aprobando el contrato. Cortés antes de elaborarse esta documentación le decía que debía aumentarse el precio y se operaba de la siguiente manera: Cortés le consultaba si era necesario contratar una asesoría  para ejecutar un proyecto, y si Anguita o él le manifestaban que sí, preguntaba qué empresa sería competente para hacer la asesoría, citándole una o dos, según sea el caso. Cortés entonces le decía que llamara a una de esas empresas y que le preguntara cuánto cobraría por la consultoría y si aceptaba incorporar el valor adicional que Cortés señalaba. Si la empresa aceptaba, le informaba a Cortés y él indicaba el monto del valor adicional, procediéndose a la elaboración de todos los documentos con el precio abultado, y, en definitiva, se le adjudicaba el                                 contrato a la empresa. Este sistema lo utilizó por instrucciones de Cortés como en seis contratos con C.C.P Ingeniería Ltda., para poder identificarlos puede señalar que deberían ser de fecha cercana a los pagos hechos a GATE S.A. y  los montos de los contratos no deben exceder a los $50.000.000. Del precio definitivo, entre $5.000.000 y $20.000.000 es lo que recuerda que se incorporó como precio abultado o artificialmente aumentado. A Solar le trasmitía las peticiones de Cortés, siempre manifestó su conformidad, en muy pocas oportunidades conversó con Calderón. Nunca le contestó de inmediato, porque previamente debían determinar el precio efectivo del trabajo real encargado y seguramente para consultar con su socio si se aceptaba este abultamiento del contrato. No tomaba conocimiento de cuál era la documentación de respaldo que se entregaba a la empresa, porque eso lo hacía administración, salvo  situaciones excepcionales. 
Por la prensa se enteró que la consultora recibió boletas emitidas por GATE S.A. En los casos de boletas dadas por GATE S.A., como en la boleta iba incluido el precio del contrato, la empresa no sufría perjuicio, porque solamente servía de medio para que la Unidad de Administración obtuviera las platas que recibía GATE S.A. 
En relación al listado de facturas que rola de fojas 1.729 a 1.732, que suman $111.169.814., se utilizó el mismo sistema, esto es, abultando el precio de los contratos  que se iban a celebrar a la fecha del gasto. No está en condiciones de precisar a qué contratos se imputaron esos gastos, porque eso lo veía administración. Su participación más bien se concretó a preguntarle a Luis Alfredo Solar si aceptaba el procedimiento y si aceptaba le avisaba a Cortés. Excepcionalmente le pidió a Solar que pagara un gasto específico, previamente informado por administración, que, en definitiva, se imputaba al  monto adicional o artificial acordado. Puede ser que en el uso de este sistema se haya solicitado a esta empresa más gastos de los cubiertos con diferencia del precio, en ese caso la empresa se  perjudicó. Si la empresa no hubiera aceptado su proposición, supone que Cortés le habría solicitado que recurriera a otra. En todo caso nunca dijeron que no, y no cree que se hubiera tomado represalias en contra de aquella que se negara a aceptar este sistema. 
              Econat Consultores Ltda. es una consultora en el área de economía agraria y se operó con ella en los mismos términos que con C.C.P. Ingeniería Ltda. Con esta empresa se celebraron dos contratos de consultorías, con uno de ellos se le pagó a dos consultores por un trabajo real, Gabriel Selles y Ramón Downey.  La consultoría la contrató Pablo Anguita y para no hacer dos contratos adicionales de consultoría solicitó que se incorporara a uno de los contratos de Econat. En este caso las consultorías fueron reales porque vio los informes técnicos y eran suficientes. Para aplicar el procedimiento le preguntó a Marcos  Luraschi, representante de Econat, si aceptaba que al contrato que se le iba a adjudicar se incorpora el precio de las consultorías de Selles y Downey, más un valor adicional para administración de un monto aproximado de $10.000.000 que Cortés había indicado. Luraschi aceptó, cotizó el valor de su parte del contrato y se extendieron todos los documentos con el precio abultado. A la empresa se le pagó el valor íntegro del contrato y se encargó de pagar a los citados profesionales. En relación al otro contrato se utilizó el mismo procedimiento, con la diferencia que el consultor resultó ser GATE S.A.  Cortés fue el que precisó el valor adicional y suministró el documento de respaldo. Nunca vio el informe ambiental que tendría que haber elaborado y supone que era parte del gasto de administración.

Todos esos contratos se celebraron mediante el sistema de trato directo, esto es, no se hicieron llamados a licitación. Cree que se pedían previamente cotizaciones y tiene la impresión que para solicitar una contratación por trato directo se requiere del visto bueno del Ministro de Obras Públicas. Cruz, Cortés, Anguita, Jana, esto es, los integrantes de la jefatura y de la unidad de administración, eran los que decidían si un contrato se celebraba por el sistema de trato directo.
            Cortés en Capuchinos le manifestó que había más empresas involucradas, citando a Agraria y a Geofun. No puede afirmar ni negar si solicitó a los representantes de dichas empresas su consentimiento para aplicar el procedimiento descrito o fue su jefe Pablo Anguita. En todo caso él fue quien indicó que esas empresas iban hacer los trabajos. Lo mismo ocurrió respecto de Consec Ltda.


Trabajó con Jorge Quiroz, de Gerens Ltda., sin recordar si aplicó el mismo procedimiento. 

Cumpliendo instrucciones de Cortés en dos oportunidades le pidió a Luis Ayala, de AC Ingenieros Ltda., que prestara una cantidad de dinero para pagar a un consultor cuyo nombre no le señaló.  Ayala en las dos oportunidades aceptó. Los montos de dinero fueron de $20.000.000 y de $16.000.000, aproximadamente, fue a fines de 1999 o inicios de 2000. Cortés le manifestó que esas platas se le debían a un consultor y que estaba exigiendo su pago y que una vez que se le pagara debería devolver el dinero a la empresa. Ayala exigió respaldo porque pasaba el tiempo y cuando le informó a Cortés y le preguntó a qué consultor se debía plata, le dijo que era Gestión Ambiental Territorial, sin asociarla con la sigla GATE. Tiene entendido que Cortés entregó la documentación de respaldo.

A fojas 2.478, en relación a la consultora C.C.P. Ingeniería Ltda., manifestó que cree que actuó como apoyo técnico en aquellos contratos aprobados por resoluciones Nº 3849, 3975 y 2039, porque no tenía la calidad de agente público.

Respecto al listado de facturas que rola de fojas 1.729 a 1.732,  manifestó que muchas deben corresponder a gastos consultados en los respectivos contratos, aprobados por las resoluciones señaladas, y a otro denominado “Sistema de Conducción de las Brisas de Santo Domingo”. que debieron haber tenido un valor pro forma o consideraciones de gastos administrativos propios del contrato, que incluso podría considerar el pago de los honorarios de algún experto. 
A fojas 3.313, manifestó que no puede precisar con cargo a qué contrato adjudicado a C.C.P. Ingeniería Ltda. se habría incurrido en los gastos que dicha consultora pagó y que aparecen en el listado de facturas que rola de fojas 1.729 a 1.732,  porque entre los antecedentes exhibidos no están agregados los términos de referencia. 
En el contrato adjudicado a Econat Consultores, aprobado por resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 1831, de 27 de junio de 2000, por la suma de $39.600.000, además de incluirse el pago de una boleta extendida por GATE S.A. por la suma de $22.550.000, se pagó a Selles $1.500.000, a Downey $3.500.000, a Gibbs  $600.000, y a Olivares $1.000.000 para simplificar la parte administrativa. Las labores de esos consultores estaban especificadas en los términos de referencia, y el único que no hizo nada fue GATE S.A. Personalmente supervisó a los otros consultores, con excepción de Downey y Selles que fueron supervisados por Anguita. 
Por las razones señaladas se pagó a Sergio Merino la suma de $ 7.500.000.-, con cargo al contrato aprobado por resolución Nº 1249, denominado “Mecanismos de Tarificación y Riesgos en Concesiones de Obras Hidráulicas” por la suma de $33.600.000.; y a Deuman Ltda. $ 15.000.000.- con cargo al contrato aprobado por resolución Nº 2935 de 10 de dciembre de 2001, denominado “Estimación y Proyección de la demanda de agua e ingresos potenciales por generación en el proyecto Embalse Punilla” por la suma de $32.600.000. Deuman Ltda. efectuó labores asociadas al tema eléctrico y que están especificadas en los términos de referencia.
En relación al contrato aprobado por resolución Nº 888-2002, denominado “Labores de apoyo a la supervisión y gestión técnica y administrativa de los análisis y los procedimientos necesarios, para el desarrollo del programa de Concesiones de Obras Hidráulicas Parte I”, por un valor de $52.320.000, se pagó a Roberto Darrigrandi y Compañía Ltda. $9.050.00, a Mauricio de la Barra $3.800.000, y a la empresa ecuatoriana Dret Consultores $3.712.604, porque era un contrato de apoyo y en los términos de referencia estaban especificadas las labores.

             Respecto de Consultoría Profesional Agraria Ltda., a la que se le adjudicó un contrato por resolución Nº 3151 de la Dirección General de Obras Públicas, 5 de noviembre de 1999,  por la suma de $46.300.000.- y con cargo al cual se pagó una boleta a  GATE S.A. por la suma de $12.400.000.-, manifestó que Anguita le informó que esa empresa  iba a desarrollar las labores a que se refiere el contrato, sin recordar si le incorporó el valor de la boleta GATE siguiendo instrucciones de Cortés, pero, en todo caso, su inclusión no fue una  instrucción expresa dada por Anguita. 

En relación a Consultora Geofun Ltda., a la que se le adjudicó un contrato por la resolución Nº 2506 de la Dirección General de Obras Públicas de 7 de septiembre de 1999, que aprobó el contrato denominado “Regulación de los derechos de aguas y simulación de la concesión para el embalse Illapel”, por un valor de $34.300.000.-, con cargo al cual se pagó una boleta de GATE S.A por la suma de $10.000,000, a Fernando Peralta de la Consultora Álamos y Peralta $ 7.200.000.-  y a José Gabriel Soler $ 6.620.000.-, señaló que  respecto a la boleta GATE fue Sergio Cortés el que le señaló que debía incluir un valor adicional por gastos de administración. Los pagos hechos a Peralta y Soler se incluyeron  en ese contrato para simplificar el aspecto administrativo.


También tratándose de la Consultora Consec Ltda., a la que se le adjudicó un contrato por resolución Nº 1609 de la Dirección General de Obras Públicas de 7 de junio de 1999, denominado “ Estimación y Proyección de la demanda de agua en el Canal Proyecto Brisas de Santo Domingo” por $35.800.000, se pagó una boleta GATE por la suma de $16.500.000 y a María Paulina Solar Pinedo la suma de $1.000.000, porque siguiendo las instrucciones de Sergio Cortés incorporó un valor adicional por gastos administrativos y el pago a Solar se efectuó porque cumplió una labor de apoyo asociada al contrato. No se efectuó un contrato con ella para obviar temas administrativos. 

A fojas 3.845, señaló que fue designado inspector fiscal en la asesoría adjudicada a Gerens Economía, Finanzas y Gestión Consultora Ltda. por resolución signada con el Nº 2087, de 21 de junio de 1999, denominada “ Concesiones de Obras Hidráulicas: Conceptualización de la Oferta y Proyección de la Demanda”, por lo tanto, se desempeñó como contraparte técnica. Siguiendo instrucciones de Cortés le solicitó a Quiroz que incorporara un valor adicional por concepto de gastos de administración y que, en definitiva, fue respaldado por una boleta extendida por GATE S.A. En cuanto al pago efectuado a Econat con cargo a este contrato, se debió a que hizo parte de las labores que se especificaron en los términos de referencia, usándose esa modalidad para simplificar el proceso de contratación, dado los plazos y las necesidades de contar con estos productos. Nunca se les dio instrucciones en la parte administrativa y jurídica de los contratos y, por lo mismo, desconocía el tenor del artículo 57 del Decreto Supremo Nº 48 de 28 de Febrero de 1994, que aprueba el nuevo reglamento para contratación de trabajos de consultoría.

A fojas 4.935, manifestó que la consultoría adjudicada a Econat Consultores Ltda. por resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 1831, de 27 de junio de 2000, comprendía, entre otros aspectos, la recopilación de información de instrumentos de desarrollo agrícola, labor que desarrolló dicha empresa, salvo en lo que dice relación con el caso particular de los instrumentos disponibles en el Banco Estado, porque, en ese aspecto, la consultoría la desarrolló Tomas Olivares, al que conocía y recomendó. Olivares hizo una presentación por escrito y acompañó un set de antecedentes relacionados con el instrumento financiero disponible en el Banco del Estado. Esta documentación debería estar en el archivo de concesiones. No recuerda haber entregado a Luraschi copias de esos documentos, pero sí que discutió con él  y con el equipo humano que trabajó en la consultoría el tenor de la presentación efectuada por Olivares, y, en particular, respecto del instrumento financiero a que se refería su estudio, concluyéndose que no era apropiado. En definitiva, consideraron que el instrumento financiero sobre el cual trabajó Olivares no era aplicable, puesto que iba a ser desventajoso respecto del instrumento que se quería diseñar.

A fojas 6.087, indicó que fue contraparte técnica en el contrato que se le adjudicó a  Gerens LTDA., mediante resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº  2087 de 21 de julio de 1999., y que con cargo a su precio se pagó una boleta de GATE S.A. Debió haber recibido instrucciones de Sergio Cortés para incluir en el precio gastos de administración, las que debe haber transmitido a Jorge Quiroz. Cuando se utilizaba la terminología de incluir gastos de administración en el precio de un determinado contrato, su objetivo era pagar insumos de oficina relacionados con el contrato o  gastos en general de concesiones en los que podía estar involucrado el pago de los honorarios de algún consultor que estuviera pendiente de pago y por labores efectuadas. Le constaban personalmente los gastos por concepto de insumos de oficina y de logística, en un contexto general, porque para cumplir su labor se generaban requerimientos que era necesario cubrir, por ejemplo, salidas a terreno y gastos de fotocopias. Sin embargo, respecto de los honorarios de otros consultores impagos, como no era su área temática no veía los productos asociados o informes evacuados por ellos, pero si Sergio Cortés le decía que había que pagar era porque los habían efectuado a plena satisfacción de concesiones. No recuerda específicamente si a Quiroz le manifestó que había que pagar los honorarios de otros consultores, con cargo al precio de su consultoría, pero, de acuerdo a los antecedentes y al modo de operar a esa época, es lo más probable. También pudo haberle manifestado que se trataban de gastos generales de concesiones, sin detallar la tipología del  gasto.


A fojas 11.960 (fojas 3.004 y 4.011), declaró que el cheque girado por GATE S.A., el 4 de febrero de 2000 y por la suma de $ 8.333.334.-, corresponde a un diferencial de remuneraciones que se generó durante 1998, más un diferencial por viajes al extranjero que efectuó a fines de 1998 y durante 1999 a Inglaterra, EE.UU y Ecuador. El Coordinador Carlos Cruz Lorenzen determinó el diferencial, porque al asumir como jefe de proyecto le planteó que correspondía que se mejorara su remuneración, aceptándolo, y el monto lo conversó con Sergio Cortés en la suma de  $ 500.000.- ó $ 600.000.- mensuales. No se acordaba que había recibido sumas de dinero con la finalidad de mejorar su remuneraciones, por eso no lo había señalado.  No dio boletas de honorarios porque no fue solicitada.


Cree que sólo estuvo en una oportunidad con Humberto Torres González, en una reunión que se efectuó en el 2003 o 2004 en el Municipio de Viña del Mar. A lo mejor alguna vez lo vio en la Coordinación General de Concesiones por su parentesco con Jorge Torres González. Puede ser que lo haya recomendado a alguna sociedad para que lo contratara, por petición de su hermano Jorge. Lo que si recuerda es que Luis Ayala Riquelme, socio de Ayala Cabrera y Asociados y de APR Ingeniería SA., le manifestó que la coordinación le había formulado tres requerimientos que estaban pendientes. Dos correspondían a pagos a GATE S.A. y presume que el tercero es por el pago de $  10.310.000.- a Humberto Torres González, por lo tanto, la generación del requerimiento debió haber partido en la División de Administración y Presupuesto. No mandó a Luis Ayala la boleta de honorarios de Torres. Su única participación, al igual que tratándose de las boletas pagadas a GATE S.A., es que a Luis Ayala le expresó la necesidad que tenía concesiones, y como él estaba dispuesto a colaborar lo transmitió a administración y fue en esa repartición donde se determinó el modo o mecanismo a utilizar para recibir los aportes de Ayala. No le ha dicho a Humberto Torres González que facilitara una boleta de honorarios.


A fojas 3.002, señaló que desde fines de 1999 o principios de 2000 y hasta la fecha de su declaración se ha desempeñado como agente público en la Coordinación General de  Concesiones, sin percibir sumas de dineros adicionales con la finalidad de mejorar su remuneración. Sólo por la demora en la tramitación de los decretos anuales mediante los cuales se le designó agente público, recibió anticipos cuya procedencia desconoce, pero que, en todo caso, devolvió tan pronto se regularizó el proceso administrativo. Era el Departamento de Administración el que disponía el pago de los anticipos.


Su actual remuneración puede ser considerada de mercado, pero, en su concepto,  no puede calificar de esa manera la remuneración recibida durante todo el período en que se desempeñó como agente público. En realidad las remuneraciones que se fijan en concesiones dependen de las labores y grado de responsabilidad que se desarrollan y el poder y capacidad del negociador. Según consta a fojas 3.003, entregó fotocopia de las boletas de honorarios emitidas desde 1997 a 2003;

32º Que Héctor Ramón Quiroz Astorga, a fojas 2.191, señaló que  ingresó a trabajar al Ministerio de Obras Públicas el 2 de enero de 1996, antes trabajaba en una empresa consultora Martínez y Cuevas Ingenieros Consultores, que tenía diferentes contratos que le había adjudicado el Ministerio de Obras Públicas, en particular la Dirección de Vialidad.  En cumplimiento de su labor al interior de esa empresa integró equipos de trabajo para el desarrollo de los diferentes proyectos que se había adjudicado,   y como colaborador del jefe de proyectos en más de una oportunidad lo acompañó al ministerio, relacionándose profesionalmente con sus funcionarios. En diciembre de 1995 lo llamó Rossana Núñez,  funcionaria del ministerio, comentándole que había una vacante en la Coordinación General de Concesiones para un cargo de revisor de proyectos, en particular  en la Unidad Ejecutiva Ruta 5. Presentó el curriculo y una semana después supo que había quedado seleccionado y que debía presentarse a trabajar. Los primeros dos meses de trabajo sus honorarios los pagó el Instituto de Economía  de la Universidad de Chile, que tenía celebrado un contrato de apoyo. Siempre ha estado a honorarios y han sido pagados por el ministerio. Parece que en enero o febrero de 1999, por los retrasos en el pago en que incurría el Ministerio de Obras Públicas, por la demora  en la aprobación de la ley de presupuestos, pidió un préstamo en el ministerio que iba a pagar una vez que recibiera el sueldo y a lo mejor ese préstamo se pagó con cargo a GATE S.A. 
Prestó servicios en la unidad señalada hasta octubre o noviembre de 1997,  época en que Álvaro González, a esa fecha jefe de la unidad,  le señaló que el trabajo que se estaba desarrollando en la Unidad de Expropiaciones adolecía de algunas deficiencias, porque aparentemente no estaba dando los resultados que el sistema requería, pidiéndole que se hiciera cargo de la parte técnica. Agregó que la jefatura la asumiría la abogado Dolores Rufián y que tendría la calidad subrogante. Hasta esa fecha contractualmente estaba ligado con el Ministerio de Obras Públicas con un contrato de consultor y a principios de 1998 adquirió la calidad de agente público. En junio de 2000 ocupó la jefatura de expropiaciones y hasta el 16 de octubre de 2000, fecha en que fue reemplazado por el ingeniero Leonel Vivallos, quedando como su asesor. A partir del cambio de jefatura producida en octubre de 2000, no tuvo participación en las decisiones y acciones de la Unidad de Expropiaciones y aproximadamente en  enero o febrero de 2001 se desligó completamente de expropiaciones, siendo destinado a la Unidad de Ingeniería, que es una unidad de servicio de apoyo a la Coordinación General de Concesiones. Su contrato como agente público terminó en diciembre de 2000, volviendo a adquirir la calidad de consultor externo. Cuando fue agente público fue designado por la autoridad como inspector fiscal de varios contratos de asesorías. 
Los contratos de asesoría pueden tener partidas pro-forma, determinándose el monto en pesos o en un porcentaje del precio del contrato, y es para solucionar gastos del contrato o asociados a la temática. También pueden contemplar partidas por gastos de administración del contrato, lo que es prácticamente obligatorio en el caso de los contratos de concesión  de obra pública. 
Recuerda que Dolores Rufián lo instruyó, en forma general, que debía gestionar con el consultor el traspaso de los recursos asignados en los valores pro forma de los contratos a la Unidad de Administración que dirigía Cortés. Encontró cuestionable la instrucción pero la cumplió por el fin que se perseguía con dicha instrucción. Esta instrucción la llevó a cabo  solamente respecto de un contrato con la consultora R & Q y otro con Abaco Ingenieros Consultores, en los que tenía la calidad de inspector fiscal.
            Respecto de R & Q Consultores, en los meses de noviembre o diciembre de 1999, desempeñándose como jefe subrogante de la Unidad de Expropiaciones, se llevó a cabo un proceso de licitación privada de un contrato destinado al proceso de expropiaciones para el “tramo Santiago-Talca (Santiago-Pelequén) y la zona urbana del nuevo acceso sur a Santiago”, invitándose a R & Q, Abaco y GAUSS, que se adjudicó a R & Q  por que el costo que presentó era el menor. Se dictó la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 55,  de 14 de marzo de 2000, por la que se aprobó el contrato y luego se tomó razón por la Contraloría General de la República. El contrato constaba de dos fases A y B. La fase A se refería a las actividades propias del consultor,  relacionadas con el contrato de consultoría propiamente tal, y la fase B correspondía a recursos destinados para el pago de especialistas y profesionales ligados al tema de expropiaciones. La fase B, según el contrato, podía ejecutarla el consultor y pensó que iba a hacer las dos fases.  De la lectura de la cláusula que se refiere a la fase B, se advierte que es para pagar  profesionales y especialistas ligados al tema de las expropiaciones, o sea, tenía un fin específico, pero obviamente no imprevisto. Recuerda que en la primera semana de abril de 2000, fecha cercana a aquella en que el consultor debía presentar su primer estado de pago, recibió una instrucción, cree que de Dolores Rufián, de pedirle al consultor que incluyera en el estado de pago la fase B completa, por la suma equivalente a UF 2.800. porque dicha suma  iba a ser destinada  a pagar a profesionales y especialistas que habían o estaban desarrollando  actividades similares a las previstas en la fase B del contrato. Llamó por teléfono a Naim pidiéndole que incluyera la fase B completa, no le pareció del todo normal, pero no se resistió. Le agregó que se pusiera en contacto con Sergio Cortés para coordinar la forma en que debían utilizarse los recursos. En diciembre de 2002 y enero de 2003 se enteró que estos valores fueron depositados en la cuenta de GATE S.A.

A fojas 2.958, en relación al contrato denominado “Servicios Topográficos a Unidad Ejecutiva de Expropiaciones”, adjudicado a C.C.P Ingeniería Ltda. mediante resolución Nº 3973 de 30 de diciembre de 1999, señaló que nunca formuló al consultor ninguna petición relativa a traspasos de dinero o situaciones similares o que con cargo a ese contrato se pagaran facturas de cualquier tipo. La  actividad contratada, esto es, la prestación de los  servicios topográficos, fue utilizada íntegramente porque las respectivas cartografias eran el elemento básico para la elaboración de los  planos de expropiaciones, usándose en una serie de contratos de concesión vigentes a la fecha o a la data de ese contrato. Lo anterior, con el fin que el proceso expropiatorio avanzara y se pudieran entregar los terrenos, obligación que el Ministerio de Obras Públicas asumió en los contratos de concesión.
Tratándose de Abaco Ingenieros Consultores Ltda., cree que la petición la hizo respecto del contrato denominado “Consultoría de apoyo al proceso de expropiación concesión ruta 5: Tramos Chillán-Collipulli, Santiago-Los Vilos, Talca-Chillán y Santiago-Talca (sectores acceso sur a Santiago y Bay Pass Rancagua).”, aprobado por resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 444, de 6 de diciembre de 1999. Este contrato básicamente consideraba siete etapas, y la Nº 7, denominada “procesos administrativos”, perseguía apoyar las actividades de concesiones y por eso tenía el siguiente tenor: “ Para todas las fases en esta etapa se debe considerar el establecimiento de oficina permanentes de atención de público en los lugares que se especifican en el punto 7 de estos términos de referencia, mantención de dichas oficinas, soporte administrativo a la gestión de la fiscalía M.O.P. en las regiones consideradas, infraestructura, movilización y gastos generales”.  No recuerda que esa  partida tuviera un valor específico dentro del contrato, pero Dolores Rufián, jefa de la Unidad de Expropiaciones a esa fecha, le manifestó que el monto de esa partida era el equivalente a un diez o veinte  por ciento del precio del contrato. Como el contrato tenía un precio equivalente a $800.000.000 aproximadamente, el porcentaje indicado era entre $80.000.000 y $160.000.000. Cortés, a partir del primer o segundo mes de ejecución del contrato, le pidió que le dijera al representante de Abaco que remitiera distintas sumas de dinero, y como esa empresa había designado a Javier Rivas lo llamaba por teléfono para que  se pusiera en contacto con Cortés o con gente dependiente de él. El contrato fue aumentado en cuanto a la labor a desarrollar, no así en cuanto al plazo, y, por lo tanto, también aumentó el precio, y cree que el contrato terminó con un precio final de $1.200.000.000 aproximadamente. Aceptó la instrucción de Cortés, jefe de la División de Operaciones, porque el contrato en su génesis considera la obligación del consultor de considerar en su estructura de precio y sus costos, dentro de la denominada etapa 7, procesos administrativos para el apoyo a la Coordinación General de Concesiones en los temas asociados al soporte administrativo a la gestión de la fiscalía en las regiones consideradas,  infraestructura, movilización y gastos generales. La gestión central de apoyo a la fiscalía desde la coordinación se realizaba desde un nivel central, por no existir oficinas de concesiones en cada una de las regiones. Como inspector fiscal y, en particular, en la calidad de funcionario de la Coordinación General de Concesiones, no le correspondía poner en duda la veracidad o la eficiente utilización de los recursos que realizaba la División de Operaciones. En el proceso de requerimiento de recursos formulados desde la División de Operaciones y que informaba al consultor, a través de Javier Rivas, nunca supo sino hasta fecha reciente que los recursos habían sido depositados en la cuenta de GATE S.A., porque la dinámica normal era que Javier Rivas se pusiese en contacto con Cortés o con quien él nominara. Siguiendo el procedimiento acordado pidió una suma aproximada de $250.000.000. Desconocía que esos dineros se depositaban en diferentes cuentas corrientes. 
A fojas 6.504, manifestó que  su participación quedó limitada al contrato celebrado con Abaco y que fue aprobado por la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 444 de 6 de diciembre de 1999. Dicho contrato fue posteriormente ampliado por la resolución Nº 207 de 3 de julio de 2000, por un monto de 19.336 unidades de fomento, quedando, en definitiva, la consultoría de apoyo al proceso de expropiaciones concesión Ruta 5, con un presupuesto total de 79.812 unidades de fomento. 

A fojas 3.001 Letra A, señaló que en octubre de 2000 dejó la jefatura de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones, pero siguió como inspector fiscal del contrato adjudicado a  Abaco Ingenieros Ltda. por resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 444 modificada por la Nº 207. En cumplimiento de esa labor respecto del referido contrato que se inició en diciembre de 1999, le correspondió verificar que el consultor cumpliera las tareas especificadas en el contrato, ordenando efectuar sólo aquellos pagos que dicen relación con los honorarios de profesionales, administrativos o procuradores que prestaron servicios a la Unidad de Expropiación. En estos casos los pagos se realizaban contra boleta expedida por el que prestó el servicio y que era el que en definitiva recibía el pago. Nunca solicitó otras sumas de dinero a Abaco Ingenieros Consultores Ltda. Y menos ha pedido a terceros que le faciliten boletas de honorarios para respaldar sumas de dineros entregadas por esa empresa. No recuerda a Erika Patricia Araneda Silva como funcionaria de concesiones y no sabe porqué emitió una boleta de honorarios a Abaco. Antes de diciembre de 1999, como funcionario de la Unidad de Expropiaciones, se relacionó profesionalmente con Abaco velando para que cumpliera con los requerimientos técnicos y legales de los productos de los contratos en ejecución vigentes a esas fechas, es decir, planos, antecedentes legales, antecedentes planimétricos etc. No era el inspector fiscal sino que Dolores Rufián. Tratándose de estos contratos tampoco nunca hizo requerimientos de dineros al consultor. A Lilia Margarita Silva Acuña la conoce como empleada de concesiones, al igual que Juan Carlos Véliz Hernández, sin embargo no sabe porqué figuran emitiendo boletas de honorarios a Abaco en septiembre de 1999, la primera por $ 4.490.070.-  y la segunda por $ 4.490.166.-. Tampoco nunca instruyó a Abaco que pagara facturas emitidas por Melinka Tour y Gesys Ltda.
A fojas 18.527, señaló que Ábaco era un empresa de ingeniería que tenía cierto conocimiento en temas asociados a expropiaciones, lo que daba ciertas garantías de éxito en los trabajos que se le encomendaba; que la Unidad Técnica de Expropiaciones trabajó con varias empresas consultoras, recordando a Ingeniería 4, R & Q, Cepa, cuyo contrato se tuvo que rescindir. Adicionalmente estuvo Ábaco y alguna otra que no recuerda que tenía oficinas en la ciudad de la Serena. De la experiencia recogida en esos contratos las empresas Ábaco y R&Q fueron las que tenían mejores resultados en los trabajos encomendados; que tratándose de los contratos que conoce e iniciados antes de abril de 2000, la persona encargada de negociarlos, tratándose de aquellos que eran de negociación directa, era Dolores Rufián, jefa de la Unidad de Expropiaciones. También la elaboración de los términos de referencia de todos los contratos eran supervisados e instruidos por ella; que Leonel Vivallos trabajaba en la Coordinación de Proyectos y se integró a la Unidad Técnica de Expropiaciones el 10 o 12 de octubre de 2000, día en que el suscrito se retiró de  dicha unidad, y tiene la impresión que estuvo hasta enero o febrero de 2001; que fue inspector fiscal en un contrato adjudicado a Ábaco y que se desarrolló en el primer semestre de 2000 y que terminaba como en noviembre de ese año; que no participó en negociaciones y la que participó fue Dolores Rufián, y, en esa época, Vivallos trabajaba en la Coordinación de Proyectos que no tenía relación con la Unidad de Expropiación; que en el primer contrato de Abaco es difícil que Vivallos haya tenido participación, porque  trabajaba en la Coordinación de Proyectos. Tiene entendido que el segundo contrato fue a trato directo,  y que se desarrolló durante el año 2001, fecha en la que ya no pertenecía a la Unidad de Expropiaciones, por lo tanto, no le puede constar la participación de Leonel Vivallos en ese contrato; que recibió la orden de la jefa de la Unidad de Expropiaciones,  Dolores Rufián, de contactarse con Naim para que los valores que estaban integrados en la Fase B del contrato, destinados al pago de honorarios de profesionales y especialistas asociados al tema de expropiaciones, se ingresara al Ministerio de Obras Públicas dado que la Unidad de Administración, dirigida por Sergio Cortés, estaba realizando los pagos de honorarios y rentas que se pretendía cubrir con esa fase. Le señaló, además, que este requerimiento le fue solicitado a Dolores Rufián directamente por Sergio Cortés, ya que el atraso producido en la formalización de dicho contrato obligó a esa unidad a pagar sueldos que originalmente estaban previstos en la fase B del contrato; que llamó a Naim para que se pusiera en contacto con Cortés o su personal, a efectos de acordar la forma y protocolo para hacer el traspaso de los valores. Desconoce los detalles de la conversación entre Naim y Cortés y los detalles de cómo se hizo el traspaso de fondos; que supuso que la Unidad de Administración respaldaría a Naim con boletas de honorarios de aquellos que los recibieron; que al 22 y 30 de julio de 1999 era inspector fiscal de otros contratos adjudicados a Abaco. La Unidad Técnica de Expropiaciones desde septiembre de 1998 y hasta octubre de 2000 formalizó varios contratos, cree que más de 10, con distintas empresas consultoras, y los inspectores fiscales fueron Dolores Rufián y él; que envió distinta documentación que suscribió como jefe de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones en calidad de subrogante; que también estampó su firma en boletas de honorarios de profesionales de la unidad y corresponde al proceso normal de pago y que se realiza hasta el día de hoy, siendo normal que firme el jefe subrogante en reemplazo de la autoridad formal de la unidad;
33º Que Sergio Alejandro Hinojosa Ramírez, a fojas 2.254, señaló que                      ingresó al Ministerio de Obras Públicas en noviembre de 1994 para trabajar en la Unidad Ejecutiva Ruta 5. En la calidad de economista principal le correspondió intervenir en toda la política de regulación y determinación del   valor del peaje de los ocho tramos de la Ruta 5, los plazos de la concesión y la fijación de los montos que el Estado debía recibir del concesionario y los que el Estado debía dar a aquél cuando el tramo era deficitario, o sea, en definitiva, diseñar el negocio de la concesión para la Ruta 5. El jefe de la unidad era Álvaro González. Cuando Carlos Cruz llegó a concesiones en enero de 1995 se trasladó a trabajar a la Coordinadora propiamente tal, en calidad de jefe de un área de estudios, para continuar definiendo la política de diseño de negocios de la ruta 5, incorporándose la definición de la políticas de negocios de concesiones urbanas y enfatizando los temas vinculados al financiamiento de las obras de infraestructura que se iban a entregar a los concesionarios. Se desempeñó en esa área  hasta mediados de 1997, porque después se transformó en asesor económico de Carlos Cruz y hasta fines de ese año. En 1998 se volvió a crear una unidad de estudios para asesorar al Coordinador General Carlos Cruz en su relación con el  Ministro Ricardo Lagos, labor que desarrolló hasta que Tohá fue nombrado como Ministro en junio de 1998. El Coordinador General, al volver a Merced 753, había dispuesto no continuar con la Unidad de Estudios y los profesionales se fueron a trabajar a otras unidades o se retiraron del Ministerio de Obras Públicas, asumiendo en agosto de 1998 la calidad  de asesor del Coordinador Cruz en dos temas centrales,  la revisión de los contratos de concesión con problemas y la creación de un mecanismo para que las concesionarias se pudieran financiar en dólares en el extranjero, mediante la creación de un seguro de cambio denominado Forward UF Dólar. Se fue a Estados Unidos en julio de 1999 a estudiar un postgrado en finanzas, volvió en agosto de 2001, reincorporándose como asesor del Biministro Cruz hasta enero de 2002.  Después no se renovó su contrato y siguió participando como consultor privado hasta diciembre de 2002. Hasta 1996 tuvo la calidad de contrata y a partir de 1997 la de agente público. Siempre recibió un cheque fiscal por sus honorarios. Durante su labor en la coordinación tomó conocimiento que tenía problemas presupuestarios para cumplir el plan de infraestructura de concesiones. Sin embargo, aparte de los dos casos a que alude en la declaración extrajudicial, no recibió instrucciones de sus superiores en el sentido que buscara una fórmula para que los consultores apoyaran económicamente a la coordinación. 
 
Atendido a que era el único agente público dentro del entorno del equipo asesor del Coordinador Cruz, Sergio Cortés o Ramón Silva, no recuerda, le pidieron que fuera el inspector fiscal o la contraparte técnica del contrato de asesoría que se  celebró con la Facultad de Economía de la Universidad de Chile. Era un convenio específico de asesoría, en que una parte debía efectuarla la Universidad de Chile y otra Exe Consultores. No conocía con detalles los términos específicos de la consultoría, ni tuvo intervención en la elección de los consultores, sólo firmó el convenio con el decano de la facultad. Cree que en  el convenio no aparecía Exe Consultores como subconsultor. Tiene la impresión que Ramón Silva antes de la firma del convenio le informó que parte de la consultoría la iba a efectuar esa consultora. Como no era su especialidad lo que informó Silva era un dato más. A esa fecha estaba preocupado de la negociación del seguro-cambio con el Ministerio de Hacienda. El contrato de consultoría lo manejo fundamentalmente Ramón Silva. Antes de firmarse el contrato con el Decano de la Facultad de Economía, Sergio Cortés le manifestó que a raíz de los problemas presupuestarios de concesiones era necesario que Exe o rebajara el precio de su asesoría y/ o que se incorpora como parte del precio del contrato una partida para solventar gastos de administración, otros estudios y otras actividades propias de concesión; procedimiento que permitió al Estado disponer de recursos para desarrollar sus actividades en beneficio del país en su conjunto. Por la época en que se desarrolló el contrato y por las labores que desempeñaba no realizó la labor de inspector fiscal, la que fue efectuada por Ramón Silva. También estuvo  fuera del país entre agosto de 1999 y agosto del 2001, razón por la que fue Ramón Silva el que desarrolló prácticamente la labor de contraparte técnica del contrato.

El procedimiento adoptado respecto de Aristo Consultores fue parecido, y su participación estuvo asociada a su condición de agente público y no por la calidad de especialista en el estudio en cuestión, razón por la que se limita a lo dicho anteriormente en cuanto a la forma en que intervino. 

           No obstante que contractualmente ostentaba la calidad  de agente público y de jefe de estudio, no tuvo funcionarios a su cargo desde agosto de 1998 y hasta julio de1999, siendo su labor la de asesor.


A fojas 4.925, señaló que Ikon Atn Inversiones Ltda. es una sociedad que se constituyó a fines de mayo o principios de junio de 2002, y su giro era prestar asesoría en materia de transacciones de negocios. En la sociedad tiene el 60 % de participación y Mauricio de la Barra Parada un 40 %. El 30 de marzo de 2002 dejó de prestar servicios al Ministerio de Obras Públicas, pero siguió como consultor privado hasta diciembre de 2002. En relación a la factura Nº 01 de 12 de agosto de 2002 por la suma de $3.800.000, extendida por su empresa a Econat Consultores Ltda,  que rola a fojas 2.606, manifestó que fue contratada para prestar servicios profesionales en el desarrollo de un fondo agrícola y, particularmente, verificar los sobre costos de los embalses y cómo eso afectaban los fondos agrícolas en el marco del proyecto de concesión Convento Viejo. Entiende que la consultoría estaba en el marco de un convenio que Econat Consultores Ltda. celebró con el Ministerio de Obras Públicas. La consultoría la desarrolló su socio Mauricio de la Barra Parada. Tiene entendido que no hay un documento final que de cuenta del cometido recibido, pero la asesoría profesional se tradujo en la recopilación de información,  confección de minutas puntuales sobre temas específicos y la participación en reuniones de trabajo con el equipo que coordinaba Econat Consultores Ltda. No participó directamente en el desarrollo de la asesoría. Mauricio de la Barra fue contratado por Marco Luraschi y contactado  por Mauricio Arretx, funcionario de la Coordinación General de Concesiones, atendida su experiencia sobre la materia. 

A fojas 11.355, indicó que se fue a Estados Unidos de Norteamérica a estudiar un post grado en finanzas en julio de 1999, con una comisión de servicio otorgada por el Ministerio de Obras Públicas en su calidad de agente público. Se fue con un sueldo mensual de $ 2.250.000 líquidos que se pagó de agosto de 1999 a diciembre del mismo año. La comisión de servicio fue sin viático, entiende que porque fue por un periodo muy largo y no se acostumbraba a que se diera viático, sólo correspondía que se mantuviera el sueldo. En enero de 2000, estando con la comisión de servicio, su sueldo fue reducido a $ 1.800.000.-. Tiene la impresión que fue por falta de dinero en el ítem presupuestario para solventar su remuneración en el extranjero y  Sergio Cortés  Castro le dijo que la diferencia se pagaría a través de distintas asesorías que debía prestar desde Washington a la Coordinación General de Concesiones y que después hizo al Ministro  Cruz, la que prestó a través de reuniones en Santiago, conferencias telefónicas, presentaciones y generación de documentos que elaboró durante el 2000 y la mitad de 2001. La diferencia que se generó ascendió a $ 8.000.000.- Debe haber recibido en julio de 2000 la suma de $ 6.000.000.-, en noviembre de 2000 $ 2.000.000.-  y en febrero de  2001 $ 2.000.000.-, y una parte corresponde al ajuste de sus remuneraciones por las razones señaladas y los otros $ 2.000.000.-  deben corresponden a los  ajustes normales que el Ministerio de Obras Públicas hacía  en los meses de enero y febrero, debido al atraso en la emisión de la resolución por la que se lo contrataba como agente público en comisión de servicio, sin recordar si esa última suma de dinero la devolvió una vez que la situación se  regularizó o se abonó a asesorías desde Washington D.C. al Ministro que continuó realizando hasta agosto de 2001. No declaró anteriormente en relación a estos dineros, porque creyó que no correspondía, pues los recibió como agente público con comisión de servicio en el extranjero y por asesorías puntuales previamente acordadas.  No dio boletas de honorarios porque  estaba fuera del país, no recuerda que se las hayan pedido. El acuerdo de recibir sumas de dineros lo tuvo con Sergio Cortés Castro, quien fue su interlocutor por ser el encargado de la parte presupuestaria de la Coordinación General de Concesiones. Carlos Cruz que era su jefe directo y le señaló que de esos temas debía conversar con Cortés. Prestó declaración en el Servicio de Impuestos Internos en relación a las platas recibidas en la época en que se desempeñó en la Coordinación General de Concesiones y en el Ministerio de Obras Públicas, y tuvo que pagar una multa por no haber emitido boleta de honorario por la percepción de la suma de $ 2.000.000.- En esa oportunidad no declaró que además había apercibido $ 8.000.000.-, porque se trataban de  asesorías prestadas en el extranjero.


A fojas 3.867, indicó que celebró un contrato con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, aprobado por resolución  Nº 560 de  27 de  julio de 1998, porque la Coordinación General de Concesiones requería contar con una asesoría que elaborara un índice de calidad de servicio de obras viales concesionadas, llamándose a una licitación internacional en la que se invitó a tres empresas españolas y que se adjudicó a la Asociación Española de la Carretera. Sin embargo, como resultaba poco común la contratación de una empresa extranjera por los problemas de moneda y  por las implicancias regulatorias del estudio y, además, era importante que el estudio tuviera el sello chileno, decidió con Ramón Silva, contraparte técnica del estudio, proponerle a Ricardo Paredes que la universidad lo hiciera en conjunto con dicha sociedad española. Su participación se limitó a solicitarle que se interesara en esta consultoría y a explicarle porqué era importante. El resto de la negociación  y los aspectos administrativos y técnicos de la consultoría estuvieron a cargo de la contraparte técnica que era Ramón Silva. Todo lo relativo a las implicancias presupuestarias del contrato se hizo entre Sergio Cortés y Claudia Peirano. No le correspondió solicitarle a Paredes que contratara a la empresa González, Díaz y Compañía Limitada, ni tampoco que se incorporara en el contrato una suma determinada de dinero para solventar gastos administrativos generales de concesiones, aun entendiendo que por las características internacionales del contrato y la necesidad de recursos globales para el sistema de concesiones podía tener una partida por gastos administrativos. Sergio Cortés tampoco lo instruyó en ese sentido;

34º Que Ramon Washington Silva Améstica, a fojas 2440, señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas en julio de 1997, a la Unidad de Estudios que dependía directamente del Coordinador General de Concesiones,  su jefe directo era Sergio Hinojosa. Su labor estaba relacionada con economía, transporte, seguridad vial, calidad de servicios de concesiones etc. Desde mediados de 1999 su jefe directo pasó a ser el coordinador Carlos Cruz, y parte de la unidad a la que pertenecía pasó a formar parte del equipo asesor del coordinador. En marzo de 2000 decidió mantenerme en concesiones en el tema de transporte público, en la coordinación de proyectos, cuyo jefe en un principio fue Iván Jana y después Julio Toro. Presentó la renuncia el 31 de julio de 2002. Estaba contratado como consultor experto en materia de transporte y en los convenios ad-referendum se definieron específicamente sus labores. Los honorarios los pagaba el Ministerio de Obras Públicas mediante cheque fiscal, su remuneración bruta era de $2.600.000, después fue reduciéndose. Nunca tuvo la calidad de agente público. 
Tenía conocimiento que el sistema de concesiones requería muchos recursos para financiarse, pero nunca recibió instrucciones de sus superiores en el sentido de generar estudios o hacer gestiones para obtener recursos para el financiamiento del sistema, salvo los dos casos a que se referirá.
            Como miembro de la Unidad de Estudios y en la calidad de especialista, estimó que era necesario realizar un estudio para determinar un indicador de la calidad de servicio percibida por los usuarios de las carreteras concesionadas. Para llevarlo a efecto conversó con el  jefe de la unidad, Sergio Hinojosa, y se planteó la conveniencia a Cruz, y como  entendió que el estudio era necesario le señaló que debía hablar con Cortés, jefe de administración y finanzas, para que decidiera la forma de financiarlo. Como en abril o mayo de 1999  existía un contrato de apoyo con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile,  Cortés decidió utilizarlo. Elaboró los términos de referencia técnico, conversando la posibilidad que en la consultoría participaran Exe,  Diagnos y  la Facultad de Economía, consultoría a la que le había fijado un precio. La Facultad de Economía se mostró muy interesada y mandó dos presupuestos. Exe también presentó uno. Aceptó un presupuesto de la facultad y  conversó con la jefa de estudios externos, Claudia Peirano, manifestándole que por los términos de referencia sería conveniente que viera la posibilidad de conversar  con Exe, señalándole que no tenía inconveniente que el representante de esa sociedad conversara con el grupo de especialistas de la facultad. Decidió no contratar directamente a Exe porque no tenía el prestigio que da una universidad para validar el estudio. 
Se comunicó con Eduardo Valenzuela,  representante de Exe, haciéndole presente que el contrato fue adjudicado a la facultad, pidiéndole que se pusiera de acuerdo con sus profesionales, porque le importaba su participación en la consultoría, debiendo presentar una oferta específica sobre el trabajo que  iba a realizar en calidad de subcontratado. Valenzuela le envió el presupuesto de $ 12.000.000, la parte reducida de la facultad era de $23.000.000 aproximadamente. Por lo tanto el precio general del contrato era de $35.000.000. Con el presupuesto de Valenzuela y de la facultad habló con Cortés para su financiamiento, y le dijo que concesiones necesitaba dinero para cubrir diferentes gastos y le pidió que conversara con Valenzuela para que entregara un presupuesto mayor a la Universidad de Chile, oséa, para que abultara el precio en $8.000.000, y que, además, viera la forma de reducirlo. Valenzuela aceptó rebajar su presupuesto a $8.000.000 y también aceptó aumentar a $ 20.000.000 el que iba a presentar a la facultad.  A Valenzuela le expresó las razones de aumento del presupuesto, transmitiéndole lo que Cortés le expresó. Manifestó que entendía las necesidades y que aceptaba en la medida que los dineros no salieran de su bolsillo y que existieran los respaldos de los gastos. El procedimiento que Cortés propuso le pareció incómodo, porque lo obligaba a pedir un monto de dinero y el consultor podía durar de los fines. Los personeros de la facultad nunca tuvieron conocimiento del aumento del presupuesto y  no pusieron inconveniente que Exe efectuara parte de la asesoría. La facultad una vez que elaboraba un preinforme emitía una factura a concesiones, y cuando se le pagaba solucionaba los honorarios de Valenzuela, con quien había celebró un convenio. A medida que Valenzuela recibía la parte de su precio le llegaba una factura que después supo que era de GATE S.A. Supone que Cortés se las enviaba, también supone que Valenzuela emitía el cheque a GATE S.A. Posteriormente los consultores le consultaron por GATE S. A., y como Cortés le dijo que estaba haciendo los estudios ambientales les dijo que tenían que pagarle. También Cortes, ante su consulta, le dijo que GATE S.A. era de propiedad de Héctor Peña, experto en temas ambientales, agregando que esa empresa generaría los documentos relacionados con los diferenciales de los contratos sobrevalorados, ignorando si después esa empresa siguió enviando las boletas de servicio. Desconoce si GATE S.A. realizó los estudios relacionados con los contratos, en todo caso nunca vio un estudio. En cuanto a los gastos de concesiones no se le exhibió un documento que acreditara su existencia, no era necesario, porque quién hacía el requerimiento era Cortés, jefe de administración y finanzas. Por su calidad profesional y conocimiento de la materia, fue la contraparte técnica del contrato,  el inspector fiscal tenía que ser un  agente público y tiene entendido que fue Sergio Hinojosa. Haya sido él u otro tenía pleno conocimiento de todo el procedimiento que se utilizó para proporcionar recursos a concesiones.

        
 Tuvo una intervención similar tratándose de Aristos Consultores. A la fecha de ese contrato  decidió que era conveniente hacer un estudio sobre materias de seguridad vial. Lo conversó  con el coordinador Cruz, estimándolo necesario, manifestándole que tenía que ver con quién hacerlo, cómo hacerlo y cómo financiarlo, y que para eso hablara con Cortés.  Cuando fue hablar con Cruz tenía elaborado los términos de referencia, también tenía considerado un valor referencial del precio del contrato y la consultora que podía efectuar la labor, que era Aristo Consultores, representada por Sergio González. Al plantearle a Cortés la necesidad del trabajo le manifestó que había que hacerlo a través de la Universidad de Chile,  supone que dijo eso porque estaba vigente el contrato de apoyo. Conversó con Claudia Peirano la que manifestó que no había inconveniente, siempre que la facultad cobrara su porcentaje y que el estudio fuera necesario. No sabe exactamente la razón  para no contratar directamente a Aristo, supone que era por la  urgencia del trabajo y porque para recurrir a trato directo era necesario por lo menos invitar a tres empresas, en cambio con la Universidad de Chile se tenía un contrato abierto por una suma determinada que administraba. También a González le manifestó que se iba a operar a través de la Universidad de Chile y le envió los términos de referencia. El valor total del contrato con la universidad fue de $50.000.000, la que retuvo el 6% por concepto de administración, esto es, $3.000.000.  El consultor envió un presupuesto del orden de $40.000.000 a $45.000.000. Cortés dijo que había que agregarle al presupuesto del consultor $15.000.000 para gastos de concesiones. A González le planteó el requerimiento de Cortés y le dijo que no correspondía elevar el monto del presupuesto, porque aparecería como excesivo, afectando su credibilidad. Le expresó que reestudiara el presupuesto y viera la posibilidad de rebajar algunas partidas, para poder cumplir con el requerimiento de Cortés. En definitiva lo hizo eliminando a algunos especialistas y bajando su expectativa de utilidad, reduciendo el precio a la diferencia, esto es, a $32.000.000. En consecuencia, de los $47.000.000 el 30% fue sobreprecio, igual a $15.000.000. Cree que el consultor entendió el requerimiento porque confiaba en su honorabilidad, además, quedó más tranquilo cuando le manifestó que iban a llegar las facturas. Cuando le llegó la primera factura preguntó quien era el dueño de la empresa, consultó a Cortés y le dijo que era de Héctor Peña Véliz, comentando González que lo conocía.  A medida que se elaboraban los preinformes la facultad enviaba los informes con su membrete y con el del consultor, con su aprobación emitían la factura que iba a administración, se giraban los cheques y la facultad pagaba al consultor y éste recibía la factura de GATE S.A. y giraba contra ella. Tenía la calidad de contraparte técnica del contrato por conocer el tema. No sabe el nombre del inspector fiscal, pero en todo caso estaba en conocimiento del procedimiento indicado para generar recursos a concesiones.
Esta forma de operar se hizo bajo las instrucciones impartidas por Sergio Cortés.
A fojas 4.936, indicó que Ingeniería, Gestión y Tecnología S.A. (Iget S.A.) es  una sociedad anónima cerrada de la que es su Gerente General y representante exclusivo, y los socios son Mauricio Mena Silva y él. El presidente del directorio es Marcelo Rojas. No tiene claro cómo estaba constituida en agosto de 1999. 
Respecto de tres facturas extendidas por IGET S.A. signadas con los números 12, 14 y 15 de 6 de agosto, 13 de septiembre y 18 de noviembre, todas de 1999, por las sumas de $1.200.000 las dos primeras y $480.000 la última, extendidas a EXE Ingeniería y Software Ltda., indicando la primera como glosa “Asesoría estudio experiencia piloto índice de calidad de servicio” y las dos últimas “Asesoría Técnica”, señaló que la primera factura la emitió porque prestó asesoría y apoyo a Valenzuela en una parte del informe que debía realizar. El informe encargado decía relación con el índice de calidad de servicio de percepción del usuario, y el estudio general encargado a la Universidad de Chile contemplaba un análisis de los aspectos legales y organizacionales para poder incorporar este indicador en el sistema de concesiones. La universidad celebró un contrato con esa sociedad sin especificar la labor que iba a desarrollar, y dicha consultora hizo su labor pero no en lo relativo al aspecto legal o organizacional, materias sobre las que él hizo un informe escrito que se incorporó al informe final. Redactó un informe que entregó al parecer a  Valenzuela, siendo incorporado por la Universidad de Chile en su informe final. También con cargo a esa factura se le pagó la capacitación efectuada a Eduardo Valenzuela y a dos personas más que trabajaban en EXE cuyos nombre no recuerda. Esta capacitación se tradujo en la capacitación y enseñanza de la economía de la  regulación del sistema de concesiones. Como era un consultor y no empleado público ni agente fiscal, no se sintió inhibido, tampoco tenía prohibición para cobrar por una capacitación a otros consultores que celebraban contratos con el Ministerio de Obras Públicas y para realizarle trabajos de consultoría. La factura signada con el Nº 14 obedece a una serie de asesorías relacionadas con estudios de impacto vial y evaluación económica que hizo a EXE Ingeniería, esos informes deben estar en propiedad de esa empresa. La factura signada con el Nº 15 obedece también a una consultoría. En este caso el trabajo se tradujo en participar en la elaboración de la propuesta técnica-económica de estudios de transportes que presentó en Perú. Se trataba de una licitación internacional, y, además, por el viaje que tuvo que hacer a Perú en relación a dicha licitación. Como las glosas de las facturas podían ser mal interpretadas y para no provocarle problemas a la consultora, planteó que se podían modificar las glosas, sin ninguna exigencia o imposición suya, y que, por lo tanto, hicieran lo que estimaren pertinente, sin que para él resultara perjuicio o daño que se mantuviera el nombre de la glosa de la primera factura. Taladriz le manifestó que lo iba a estudiar con su abogado;

35º Que Eduardo Alfredo Bartholin Zanetta, a fojas 926, señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas el 1 de agosto de 1990, a la subsecretaría como Jefe de División de Administración y  Secretaría General  En enero de 1992 fue nombrado Secretario Regional Ministerial en la Región del Maule; en junio 1995 Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas en la Región de Valparaíso; y en septiembre de 1997 Director de Riego, que después pasó a llamarse Dirección de Obras Hidráulicas,  cargo que desempeña hasta la fecha de su declaración. Tiene la calidad de empleado público y percibe un sueldo correspondiente al grado 1C de la Escala Única de Remuneraciones. Físicamente desempeña labores en calle Morandé Nº 59, 5º piso, con horario de trabajo de las 08.30 horas A.M hasta las 17.30 horas P.M. Su labor principal consiste en diseñar y velar porque se cumplan las políticas del gobierno en materias de obras hidráulicas. Recibió por concepto de honorarios adicionales la suma de $10.900.000, porque efectuó trabajos para la unidad de concesiones interesada en efectuar obras de riego  (embalses). Su trabajo se tradujo en opiniones, reuniones, comentarios a documentos y su confección, fueron como ocho documentos. Como Director su función era aplicar la ley 1123, y la labor que desempeñó para la unidad de concesiones decía relación con la construcción de obras públicas por la vía de la concesión. El Ministro Cruz lo invitó a participar en las labores adicionales que se extendieron desde mayo de 2000 a diciembre de 2002. Las labores las desarrollaba fuera del horario normal y los trabajos los sábados y domingos. El honorario adicional en un primer tiempo se pagaba con un cheque que venía en un  sobre, que depositó sin fijarse de qué cuenta corriente provenía. El último semestre de 2001 y hasta febrero de 2002 los pagos fueron en efectivo. Le pareció raro el sistema de pago pero no  lo cuestionó. De marzo a diciembre de 2002 depositaron en su cuenta corriente bancaria. Cree que hay un par de meses que no le pagaron, no obstante que desempeñó la labor encomendada.  Le informaron que había problemas. Cree que en una oportunidad el cheque fue entregado por Cortés. Los montos eran fijos de $1.000.000 mensual y el primer cheque fue por $900.000. Cortés, en  agosto o noviembre de 2000, le pidió una boleta por la suma de $6.000.000 y fracción, la que debía extender a nombre de la empresa Asyr. No cuestionó el hecho que tuviera que dar una boleta a una empresa privada, no obstante que prestaba  labores a la Unidad de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas. Por el saldo no dío boleta, porque se le manifestó que más adelante se regularizaría la situación, lo que no ocurrió.     Además de los $10.900.000.-,  percibió en efectivo la suma de $1.000.000 mensual  desde junio de 2001 y hasta febrero de 2002 y por el mismo concepto. Los sobres con el dinero los entregaba Carlos Uribe, Jefe de Gabinete del Director General de Obras Públicas. Tampoco dio boleta por estas sumas ni cuestionó el procedimiento. Desde  marzo a diciembre de 2002 percibió líquido la suma de $1.100.000 por la misma labor, pagos por los que extendió  boletas a la Unidad de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas. 
El Ministro Cruz fijó el monto del honorario pagado en forma adicional, seguramente lo reguló teniendo presente su experiencia en la materia. Pretende regularizar la situación de los honorarios ante el Servicio de Impuestos Internos.


A fojas 1.353, señaló que tomó conocimiento que el Ministerio tenía problemas presupuestarios en el año 2001, lo que motivó la rebaja del presupuesto de la Dirección de Obras Hidráulicas para cubrir el déficit de otros servicios. Se enteró en reuniones que tuvo con el Director General de Obras Públicas y con otros directores, puede que Cruz en algunas de esas reuniones haya informado en forma general del déficit referido. El Ministro Cruz jamás le manifestó que para cubrir el déficit era menester recurrir a las empresas privadas que prestaban asesorías, o a empresas constructoras o de ingeniería que tenían pendiente contratos de ejecución de obra o de concesiones,  para que aportaran con los dineros necesarios. Sin embargo, tratándose de su dirección,  el Director General de Obras Públicas tuvo que informar a una de las empresas que tenía obras en ejecución  que era necesario rebajar el presupuesto y que se iban a diferir algunos pagos para el año siguiente.  

A fojas 4.442, aludió a la boleta que emitió a Diagnos Ltda., y manifestó que la Dirección de Obras Hidráulicas en abril de 2001  requería de una consultoría relacionada con el financiamiento de la continuación del proyecto del Zanjón de la Aguada, mes en el que Gonzalo Castillo Navasal, Jefe de Gabinete del Subsecretario de Obras Públicas, le dio un mensaje que provenía de Eduardo Arriagada, Director General de Obras Públicas, en el sentido que la dirección debía colaborar para pagar los honorarios adicionales de los diferentes directores del ministerio por uno o dos meses, mientras se definía el procedimiento definitivo para solucionar la falta de recursos presupuestarios. Por el sistema jerárquico del Ministerio de Obras Públicas, entendió que era una instrucción de un superior transmitida por Gonzalo Castillo. La instrucción que Castillo le dio consistía en que para cumplir el cometido dado por Arriagada debía recurrir a la Universidad de Chile, porque su dirección tenía temas económicos que estudiar en relación a la cartera de proyectos de aguas lluvias. 
No recuerda si envió una carta a Sapag, Director del  C.I.A.D.E., o a Paredes, Decano de la Facultad de Economía, invitándolos para que efectuaran una consultoría sobre el proyecto del Zanjón de la Aguada. En la carta no hizo referencia al requerimiento recibido a través de Gonzalo Castillo y sólo adjuntó las bases administrativas y los términos de referencia, solicitando que informaran sobre el costo de la consultoría. El C.I.A.D.E. envió el curriculo vitae de su personal, el de Francisco Donoso,  jefe del proyecto, y también el de un abogado, aparentemente personal externo de la Universidad de Chile, adjuntando la oferta económica por $27.825.000. En ninguno de esos instrumentos aparecía  la consultora Diagnos Limitada como la que iba a hacer el trabajo. 
Por la instrucción que recibió por intermedio de Gonzalo Castillo entendió que en el precio se iban a incorporar los honorarios adicionales de los directores,  sin saber el monto efectivo al que ascendían. Donoso hace como un mes le señaló que el informe había costado una suma aproximada de $3.000.000 y fracción. Castillo en ningún momento señaló el monto de dinero que faltaba para pagar los honorarios adicionales de los directores por el período que le indicó, esto es, de unos dos meses. Recibida la información de la facultad dio instrucciones a su personal para que se elaborara el convenio ad-referéndum que es de fecha 24 de abril de 2001, suscribiendolo como Director de Obras Hidráulicas. Por la facultad firmó el Decano Paredes. Suscrito el convenio instruyó a  su personal para que elaborara el respectivo decreto que debía firmar el Ministro de Obras Públicas y que corresponde al Decreto Exento Nº 450 de 30 de abril de 2001. Le correspondió analizar el informe que remitió la facultad, advirtiendo que cumplía con el objetivo de la consultoría y ordenó pagar una vez que llegara la factura.

No le pareció raro extender una boleta a honorarios a Diagnos Ltda., porque sólo en diciembre del año pasado se enteró que esa consultora había hecho el informe.
También declaró en relación a la consultoría denominada “Diseño Organizacional para la Dirección de Obras Hidráulicas”, cuyo convenio ad-referéndum fue aprobado por Decreto Nº 1185 de 18 de agosto de 1998,  y respecto al servicio denominado “ Servicios de consultoría en administración de recursos humanos, como apoyo a la gestión de los programas de aguas lluvias, defensas fluviales y vías aluvionales de la Dirección de Obras Públicas”, cuyo convenio fue aprobado por Decreto Nº1098 de 25 de julio de 2001, ampliado por Decreto Nº 3 de 3 de enero de 2002, materia de investigación en la causa número de rol 15.260 Letra C1, en la que se dictó sentencia condenatoria que se encuentra ejecutoriada. 

A fojas 4.587, señaló que le causaba extrañeza que no se haya adoptado el procedimiento habitual respecto al Decreto Nº 450 de 30 de abril de 2001, esto es, que no haya sido visado previamente por algún funcionario de la Dirección de Obras Hidráulicas o de la Subsecretaría de Obras Públicas para su posterior firma por el Ministro de Obras Públicas. Lo que procedía era que el Director del Servicio o su subrogante firmara el anverso de la carátula que contiene la resolución, lo que denotaba su visto bueno, a menos que le correspondiera firmarla como tal.

A fojas 4.684, señaló que al conversar con Castillo y Ponce de León tomó conocimiento que con cargo al precio de la consultoría relacionada con el Zanjón de la Aguada se le pagó a María Jeanette Marchioni Matus la suma de $ 1.800.000, quien hace treinta años se desempeña en la Dirección Regional de Obras Hidráulicas de Temuco, como Directora Subrogante y está aquejada con cáncer. En abril de 2001 le manifestó que tenía una gran deuda con motivo de su enfermedad y que requería de ingresos extras para poder pagarla, planteando si existía la posibilidad de asignarle algún trabajo extraordinario para percibir un honorario adicional. Como Director Nacional de Obras Hidráulicas está facultado para, con cargo al presupuesto y con el visto bueno del Ministro, contratar a funcionarios de su dependencia para realizar un trabajo puntual, fuera de sus labores habituales, y como desde hacía un tiempo se estaba gastando en la inspección de obras de la Ley de Fomento al Riego más de lo que se mencionaba en el presupuesto para tal efecto, lo que hacía necesario tener un estudio de costos, lo que significaba inspeccionar ese tipo de obras, decidió encargarle ese estudio por la experiencia que tenía en el tema. Como había problemas de ítem en el presupuesto  para pagar los honorarios y al saber que en el contrato de consultoría relacionado con el Zanjón de la Aguada celebrado con la Universidad de Chile sobraba dinero, le pidió a Gonzalo Castillo, a Enrique Ponce o a Francisco Donoso que con cargo a ese contrato se le pagara  honorarios adicionales a Marchionni. De haber solicitado una modificación del presupuesto se habría producido una demora en los pagos de tres meses mínimos. Gracias a ese trabajo y a otros efectuados en el curso del año en relación a la materia indicada, la Comisión Nacional de Riego asignó la cantidad anual de $150.000.000 que suplementó los $100.000.000 consignados en el presupuesto;

            36º Que Gonzalo Hernán Castillo Navasal, a fojas 928, manifestó que trabaja en el Ministerio de Obras Públicas desde el 7 de marzo de 1999, como Jefe de Gabinete del Subsecretario de Obras Públicas, a contrata en el denominado cupo ministerial, grado 2 de la Escala Única de Remuneraciones, debiendo cumplir el horario correspondiente a la administración pública. El Ministro Cruz en mayo de 2000 le pidió que lo asesorara en materias de modernización, tomando la experiencia de concesiones para aplicarla al Ministerio, en razón de la fusión del Ministerio de Obras Públicas con  el de Transportes y Telecomunicaciones, labor que se extendió de mayo de 2000 a enero o febrero de 2001. Los trabajos los efectuaba fuera del horario normal. Recibió la suma única de $1.000.000 mensuales, que le entregaban mediante cheque que venía en un sobre enviado por Cortés. No sabe de donde provenían los cheques. Nunca dio boletas porque no se las pidieron y siempre manifestaron que todo se regularizaría después. Cuestionó el proceder porque lo normal es que paguen previa entrega de la boleta correspondiente, pero se quedó tranquilo con lo manifestado por  Cortés.

Además de sus cheques recibía los de los siguientes Secretarios Regionales Ministeriales: Patricio Zapata, Pedro Martínez, Manuel Peña, Raúl Gutiérrez, Wladimir Morales, Juan Antonio Muñoz, Ricardo Trincado, Enrique Jiménez, José Luis Larroucau, Yazmín Balboa, Daniel Silva, Carlos Alert y Manuel Castañeda, a los que se los enviaba o se depositaba en sus cuentas corrientes, a  petición de Cortés. 
Yazmín Balboa en una oportunidad le consultó cómo podía devolver sumas de dinero porque no estaba en condiciones de desempeñar los trabajos adicionales, le dijo que le preguntaría a Cortés, quien después entregó una nota que contenía el número de una cuenta corriente, y tiene entendido que Balboa hizo el depósito, devolviendo el dinero que percibió. 

 
A fojas 1.068, señaló que el Ministro Cruz en el segundo semestre de 2001 le solicitó que participara en la comisión que iba a fusionar los ministerios, y por ese concepto recibió por el término de ocho meses la suma de $ 1.000.000.- , sin dar boletas. Esos pagos  los hizo la Dirección General de Obras Públicas en efectivo, en sobres que entregaba Uribe.

A fojas 4.134, indicó que Arriagada, Director General de Obras Públicas, en marzo o principios de abril de 2001, le manifestó que faltaban fondos para pagar los honorarios adicionales de dos meses de los directores, de Juan Antonio Arrese y el suyo, señalando  que el Ministro Cruz había dado instrucciones para solucionar el problema y agregó que debía buscar una fórmula. Habló con Bartholin, Director Nacional de Obras Hidráulicas, y con Enrique Ponce de León, que hacía de coordinador entre el C.I.A.D.E. y el Ministerio de Obras Públicas, porque sabía que se estaba celebrando un contrato entre la Dirección de Obras Hidráulicas y la Universidad de Chile, planteándoles en reuniones separadas el requerimiento formulado por Arriagada. Bartholin entendió el requerimiento  y accedió a la petición sin tener claro qué procedimiento en particular se iba a utilizar, cree que él quería utilizar el contrato de outsourcing que estaba vigente, pero por la urgencia del requerimiento se recurrió a otra forma. Ponce de León dijo que lo iba a consultar con su jefe, que tiene entendido que era Nassir Sapag. Ponce de León días después informó que había llegado a un acuerdo con Bartholin y que la Universidad de Chile había decidido subcontratar a Diagnos Ltda. para hacer el estudio y que, por lo tanto, tenía que entenderse con ellos. Posteriormente se efectuó una reunión en su oficina con Ponce de León y Donoso, sin recordar si en esa oportunidad le entregó al segundo la lista de los Directores y de la gente que había que pagar, afirmando que Donoso tenía pleno conocimiento de la situación. Cuando la universidad le pagó a Donoso recolectó  personalmente las boletas de cada uno de los Directores, y al recibir los cheques los entregó personalmente a cada uno de ellos. En la consultoría que realizó Diagnos Ltda. si bien no era la contraparte técnica, asesoró a Donoso. Desconoce el nombre de la persona que tuvo esa calidad y pudo haber sido Bartholin. Fue la Universidad de Chile la que subcontrató a Diagnos.  No sabe si el Subsecretario de Obras Públicas, Juan Carlos Latorre, tenía conocimientos del procedimiento utilizado, porque no le informó.  

Recibió de Diagnos Ltda. la suma de $2.222.222, y como aparecía formulándole la petición a Donoso y también en la lista, lo que hacía que su situación fuera mas incomoda, y, además, por razones de orden tributario, le pidió a su cónyuge Gisela Aguirre Rosenbaum que extendiera la boleta respectiva. 
Tiene la impresión que el convenio celebrado con Diagnos Ltda., al que ha hecho alusión, es aquel a que se refiere el Decreto Exento Nº 450 de la Dirección de Obras Hidráulicas de 30 de abril de 2001, que aprobó el convenio ad-referéndum para la realización del estudio denominado “Análisis y evaluación de alternativas de financiamiento para obras complementarias del proyecto Zanjón de la Aguada”. No conoce  a María Jeannette Marchionni Matus y, por lo tanto, no sabe a qué título se le pagó la suma de $ 1.800.000.- con cargo al contrato. 

A fojas 4560, expresó que a Enrique Ponce de León le pedió que lo ayudara para poder cancelar los honorarios de los directores que estaban impagos, esto es, le solicitó que a través de un contrato con el C.I.A.D.E. se pagaran dichos honorarios. Ponce de León manifestó que lo iba a consultar con su jefe Sapag, y después señaló que a través de un contrato que el C.I.A.D.E. iba a celebrar con la Dirección de Obras Hidráulicas, relativo al Zanjón de la  Aguada, iban a subcontratar a Diagnos Ltda. para que pagara a los directores. Dicho centro al decidir  subcontratar a otra empresa para hacer el proyecto, lo hizo para el sólo efecto de poder pagar a los directores por su intermedio. Accedió a la petición formulada por Arriagada en el entendido que era una petición del Ministro, esto es, se la hacía una autoridad y para solucionar problemas de otras autoridades. Si bien su superior jerárquico era el Subsecretario de Obras Públicas, Arriagada era el Director General de Obras Públicas, esto es, la tercera autoridad del Ministerio. Al Subsecretario no lo informó del requerimiento  formulado por Arraigada. 
A fojas 4.608, indicó que lo más probable es que el Decreto Supremo Nº 450, de 30 de abril de 2001, debió haber sido confeccionado en la Dirección de Obras Hidráulicas para ser  presentado al Ministro para su firma por el conducto regular y normal, esto es, a través de Juan Medina que es funcionario de la Subsecretaría de Obras Públicas. Obviamente tanto este decreto como todos deben llevar un visto bueno o media firma de la autoridad responsable. Si ello no ocurriera en la carpeta respectiva debería estar el convenio que se aprueba, que debe estar firmado por el Director contratante que se hace responsable ante el Ministro. Está seguro que  no presentó  al Ministro para su firma el Decreto Supremo Nº 450, seguramente debió haber sido algún personero de la Dirección de Obras Hidráulicas. 
A fojas 18.478, señaló que  entregó la lista de todas las personas a las que había que pagar, entre ellas estaba su cónyuge. La instrucción debió darse en el año 2001, fecha en la que era Jefe de  Gabinete del Subsecretario de Obras Públicas, Juan Carlos Latorre; que no cree que Sapag estaba en conocimiento de los pagos a su cónyuge, pero cree que sabía que le iban a pagar a él, porque siempre conversaba con Enrique Ponce de León, asesor del C.I.A.D.E., que estaba permanentemente en una oficina del ministerio y supone que ellos hablaban; que el dinero que recibió su mujer era un pago por las labores que el Ministro Cruz le pidió y que tenía que ver con la unificación de los ministerios y su monto fue comunicado por Cortés en una reunión en la que estaba Latorre, Cortés y él; que no sabe si Sapag estaba al tanto de los pagos porque nunca conversé con él sobre ese tema, es más en esa época no se conocían; que Arriagada le pidió que pagara dos meses a los jefes de servicio y le preguntó a Enrique Ponce si se podía incluir en el trabajo de los Secretarios Regionales Ministeriales, contestándole días después que era difícil pero que se podía incluir en un trabajo de la Dirección de Obras Hidráulicas. Luego le comunicó que se decidió subcontratar el estudio y que la universidad subcontrataría a Diagnos Ltda.; que conoció físicamente a Sapag cuando partieron los procesos penales y que una vez habló con él por teléfono por el tema de los Secretarios Regionales Ministeriales, por lo tanto, con él no conversó sobre los pagos a los Directores; que no le consta que Ponce de León le haya comunicado a Sapag Chaín que se pagarían honorarios adicionales a los directivos del Ministerio de Obras Públicas, con cargo al subcontrato de Diagnos Ltda., porque no estuvo presente en sus conversaciones, pero Ponce le dijo que había hablado con su jefe que era Nasir Sapag;

37º Que Nassir Sapag Chaín, a fojas 4.680, señaló que empezó a desempeñarse como académico con jornada completa en la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile el día 1 de abril de 1974. En el curso de los años 90 o 91 propuso al Decano de la época, Oscar Jonhansen, y al Director del Departamento de Administración, cuyo nombre no recuerda,  la creación de un programa que permitiera vincular al Departamento de Economía con el medio empresarial,  político, Fuerzas Armadas, regiones, otros países, etc., con la finalidad de acrecentar la participación de los académicos en el conocimiento del mundo real y, principalmente, para recaudar fondos que permitieran financiar el déficit permanente de la Universidad de Chile, creándose  el Programa Interdisciplinario para la Administración del Desarrollo de la Empresa, cuya sigla era P.I.A.D.E. El éxito de sus resultados hizo que en 1996 se transformara en un centro dependiente del decanato, con el nombre de Centro de Investigación Aplicada para el Desarrollo de la Empresa, cuya sigla es C.I.A.D.E. Este centro empezó a funcionar en el decanato y dependía de él. A esa época Luis Riveros se desempeñaba como Decano. Joseph Ramos asumió como Decano de la facultad el 18 de noviembre de 2002, y acordó con el rector dejar en hibernación dicho centro. Para ese  efecto, pasó en comisión académica a la Casa Central de la Universidad de Chile para apoyar la creación de un centro similar al C.I.A.D.E., pero a nivel de toda la universidad.  El C.I.A.D.E. no tiene personalidad jurídica, rol único tributario propio ni cuenta corriente, y, para todos los efectos, usa el de la universidad y la cuenta corriente de la facultad. Dicho centro debe ser considerado como un centro de costo que es manejado por la facultad, y su contabilidad es llevada por el Director de Administración y Finanzas y por todas las unidades que forman parte de la Dirección Económica y Administrativa. 

Lideraba la negociación de todos los proyectos, pero en muchos casos, por la cantidad de los proyectos, se veía obligado a delegar en los jefes de proyectos que designaba, según la materia del proyecto en cuestión. Normalmente delegaba en Carlos Pinto la dirección académica de los proyectos inferiores a $30.000.000, con excepción de los que eran de su área de especialización. No obstante esa delegación determinaba si correspondía hacerlo, y, para ese efecto, consideraba que fueran atractivos en lo académico, rentables y técnicamente viables. En algunos casos llegaban ex alumnos y ex profesores con proyectos, y si le merecían confianza delegaba en ellos. La ejecución de los proyectos estaba a cargo del jefe de proyectos y dependiendo de la envergadura del trabajo a realizar se conformaban equipos, generándose instancias de delegación interna. Los pagos a los miembros del equipo eran dispuestos por el jefe de proyecto, quien le informaba a él o directamente a Armando Álvarez, quien tenía instrucción de pagar sólo si los recursos habían sido recibidos y si el jefe de proyecto indicaba que el informe estaba aprobado. Los honorarios de los miembros específicos de cada proyecto eran acordados con cada uno de ellos, previo a la presentación de la propuesta económica, y las instrucciones vigentes en esta materia era que los honorarios se pagaran previa extensión de la boleta respectiva.
Parece que en el curso del año 92 recibió la primera invitación del Ministerio de Obras Públicas para efectuar una consultoría, sin recordar la materia concreta, pero dentro de las primeras recuerda que estuvo el diseño de un modelo de evaluación de reemplazo óptimo de equipos. Como ese informe tuvo un alto impacto, el C.I.A.D.E. empezó a ser cada vez más requerido para diversos trabajos, y como los servicios empezaron a ser permanentes, el Subsecretario en los años 1996 o 1997 decidió que se estableciera una oficina al interior del Ministerio de Obras Públicas, que desde esa época estuvo a cargo de Enrique Ponce de León contratado a honorarios por la Universidad de Chile para desempeñarse en jornada completa como jefe de proyectos. El monto de sus  honorarios dependía del o los proyectos que adjudicara el Ministerio de Obras Públicas.

 Ponce de León le manifestó que era importante hacer el proyecto relativo al Zanjón de la Aguada, a pesar de ser bajo el overhead, para mantener continuidad dentro del Ministerio, y le propuso subcontratar a Diagnos Ltda. que estaba dispuesta a hacerlo por $26.000.000. Accedió a la sugerencia considerando que a la universidad dejaba una utilidad de 6%, y, además, porque dicha sociedad había trabajado satisfactoriamente para la universidad. Eso fue lo único que Ponce de León le informó y nunca se contactó con su representante. Ponce de León se desempeñó como jefe técnico de la consultoría y, por lo tanto, aprobó el informe final. La consultoría la efectuó íntegramente Diagnos Ltda. y la universidad no hizo nada, sólo prestó el nombre  y por eso cobró un 6% del monto total del contrato. 
Está sorprendido con el tenor de la cláusula 8º del convenio ad-referéndum de 24 de abril de 2001, en cuanto que la consultora, esto es la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, no podía traspasar a terceros el contrato celebrado, cláusula que se repite en la estipulación 11º de las Bases Administrativas y Términos de Referencia, en la que también se señala en forma expresa que la institución adjudicataria no puede traspasar a terceros el contrato que se le celebra. No tenía idea de su existencia.  Para aceptar el proyecto que Ponce de León le propuso tuvo básicamente en consideración el comentario que hizo, del que quedaba clara la necesidad de que para llevar a cabo el proyecto había que subcontratar, preocupándose que quedara un margen de utilidad satisfactorio para la universidad. Reconoce que por lo señalado debió efectuar un análisis muy superficial de los documentos, que se imagina que tienen que haber sido las bases administrativas y los términos de referencia. No recuerda haber hablado con Paredes en relación a este contrato en particular;

38º Que Dolores María Rufián Lizana, a fojas 2.934, señaló que ingresó al Ministerio de Obras Públicas en febrero de 1995, a  través de un contrato de apoyo celebrado entre el Ministerio de Obras Públicas y la Fundación para la Transferencia Tecnológica de la Universidad de Chile. Ingresó a trabajar a la Unidad Ejecutiva  de la Ruta 5, a cargo de Álvaro González. Los honorarios los pagaba  la universidad  y no extendía boletas porque suscribió un contrato de trabajo con la referida fundación. Se finiquitó el contrato el 31 de diciembre de 1995, celebrando otro con el Instituto de Economía de la misma universidad, contrato que se extendió hasta fines de 1996. A principios de 1997 celebró un contrato de honorarios con el Ministerio de Obras Públicas que se extendió  hasta el 24 de marzo de 2000. A esa fecha sus honorarios eran de $2.850.000, y durante los años 1998, 1999 y hasta abril de 2000 tuvo la calidad de agente público. Asumió como Directora Nacional de Planeamiento en abril de 2000,  adquiriendo  la calidad de empleado público. Su sueldo los pagaba el Ministerio de Obras Públicas con un cheque fiscal, y cumplía el horario normal de la administración pública. Sin embargo, como el sueldo era equivalente al grado 1 de la Escala Única de Remuneraciones, esto es,  de $1.200.000.-, y  Carlos Cruz le dijo que le iba a mantener el sueldo y, además  iba a asesorar a concesiones, se le empezó a pagar un sobresueldo u honorario adicional por $1.640.000. Dicha suma  de dinero la recibió desde abril a febrero de 2001. En marzo y abril de 2001 se redujo a  $1.000.000 mensual y se pagó una suma única de $ 2.000.000.  En agosto de 2001 pagaron los meses que faltaban, esto es,  los meses de mayo, junio, julio y agosto, mediante una suma única de  $6.800.000, y después siguieron pagando mensualmente hasta enero de 2002. En febrero de 2002 celebró un contrato de honorarios por la diferencia con el Ministerio de Obras Públicas. A la fecha de su declaración sigue desempeñándose como Directora de Planeamiento, sólo percibe su sueldo fiscal  y tiene entendido que se va a arreglar la remuneración con una ley que mejorará los sueldos de los directivos de los servicios públicos. El sobresueldo u honorario adicional se depositaba en su cuenta corriente mediante cheques, pero en dos meses se depositó en efectivo. La mayoría  de las veces los depositos los efectuó  Luis Jara. Los cheques provenían de las cuentas corrientes de  GATE S.A., de Luis Jara, y de Yerko General. Por las sumas de dinero que percibió en cheques, durante el año 2000, dio boletas a una empresa que se llama Socogech.  Sergio Cortés le dio la información para ello. En relación de las sumas que percibió en marzo y abril de 2001, le pidieron que extendiera una boleta para Diagnos, no sabe quién hizo los depósitos. Los $6.800.000 que pagaron en efectivo se los pasó Carlos Uribe, en un sobre. Por esa cantidad no dio boleta, porque no la pidieron. Se le informó que más adelante se iba a regularizar. En septiembre, octubre, noviembre y diciembre le pagaron la suma de $3.400.000, también en efectivo, dados por Carlos Uribe. Tampoco dio boletas por las razones dadas. Uribe en enero de 2002 depositó  el valor correspondiente a su sobresueldo, pero  no sabe si en cheque o en efectivo. Le pareció raro que se entregara dinero en efectivo, pero creyó que se adoptó dicho procedimiento para que la mejora de los sueldos no saliera a la luz pública. Hizo una rectificación  ante el Servicio de Impuestos Internos por los dineros por los cuales no dío boleta de honorarios. 
En el año 1995, al formar parte de la Unidad Ejecutiva Ruta 5, dirigida por Álvaro González, su labor consistió en elaborar las bases administrativas de las concesiones, coordinar las bases técnicas y económicas de las mismas, preparar las  circulares aclaratorias necesarias y los decretos de adjudicación y toda la documentación jurídica que se adjunta a los decretos. Como en la Coordinación General de Concesiones a partir del año 1997 se contrataron nuevos abogados, se desempeñó como supervisora jurídica. Los abogados contratados fueron Soledad Cabello, Rafael Ibarra y otra persona que no recuerda. En el desempeño de su labor supervisaba toda la  documentación relacionada con la licitación de nuevas concesiones y con las ya licitadas. Por los problemas que se empezaron a generar en 1998 con los contratos de concesiones y con la demora en las expropiaciones, Álvaro González, que estaba a cargo de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones, le pidió que se hiciera cargo de la unidad en calidad de subrogante, después asumió como titular. Cruz estuvo de acuerdo. En septiembre de 1999  asumió como jefe de los asesores del coordinador Cruz, los otros asesores eran Rafael Urriola, Andrés Silva, Raúl Vásquez, John O”Brien, Sergio Hinojosa y Eduardo Astorga.  Era la única abogado, pero no desempeñaba labores jurídicas propiamente tal. En abril de 2000 asumió como Directora Nacional de Planeamiento.

Sólo  en marzo de 2001 tomó conocimiento por Eduardo Arriagada, Director General de Obras Públicas, de los graves problemas que había en la Dirección de Vialidad y en la Coordinación General de Concesiones. A esa fecha era Directora de Planeamiento y como el Ministro Cruz le pidió que solamente se hiciera cargo de los temas de planificación y proyectos, pero no de finanzas, no quedó bajo su tuición el Departamento de Finanzas de la Dirección de  Planeamiento, que es la que coordina  todos los Departamentos de Finanzas de cada dirección del ministerio, quedó a cargo de  Cortés, y después él se hizo cargo del Departamento de Vialidad. Por esas razones  no tomó conocimiento a tiempo de los problemas deficitarios que venían arrastrándose hacía bastante tiempo, los de Vialidad desde mediados de 2000 y los de la Coordinación General de Concesiones desde  el 2000.  Cruz nunca le planteó problemas de orden financiero, ni cuando era coordinador, ni cuando era ministro. Cuando Arriagada le planteó el problema presupuestario, y atendido a que el Departamento de Finanzas de la Dirección de Planeamiento dependía orgánicamente de ella, fue con Arriagada a plantearle el problema al Ministro Cruz. Se acordó que con  su equipo y con Arriagada se harían cargo del problema, intentando solucionarlo con Hacienda. La labor  culminó con el protocolo de mayo de 2001, que fue firmado por el Ministro de Hacienda, el Director de Presupuesto, el Director General de Obras Públicas, el Coordinador General de Concesiones y ella. No recibió otro  cometido de Cruz, como Coordinador o Ministro, para superar el problema deficitario que presentaba el Ministerio en general y la Coordinación General de Concesiones en particular. Cruz, ni como Coordinador ni como Ministro, la instruyo en el sentido que  el valor de las partidas pro forma de los contratos debían ser administrados por otra entidad diferente a los inspectores fiscales,  para así con esos dineros cubrir los gastos administrativos de concesiones. Es imposible que haya recibido esa instrucción y la haya transmitido a los inspectores fiscales, porque la Dirección de Planeamiento maneja contratos de consultoría no superiores a los $30.000.000.- o $40.000.000.- y no tienen pro forma. Nunca como Directora de Planeamiento dio instrucciones a los inspectores fiscales, acerca de que las  sumas de dineros consignadas como gastos administrativos en los contratos  fueran manejadas por otras personas diferentes a los inspectores fiscales, para con esos dineros cubrir gastos administrativos propios de concesiones. Cruz, ya sea como Coordinador o como Ministro, nunca hasta antes de abril del 2001 le pidió que se involucrara en las finanzas del Ministerio y por la misma razón nunca recibió instrucciones de crear mecanismos o procedimientos regulares o irregulares para obtener ingresos y de esa manera solventar los gastos administrativos de concesiones. La única actuación que le cupo  en materia presupuestaria, fue todo lo relativo a la actividad necesaria para la suscripción del protocolo y posterior preparación del presupuesto del  año 2002.
Cruz nunca, ya sea como Coordinador o como  Ministro, le preguntó si era posible utilizar los valores consignados en una partida pro forma de un determinado contrato para un fin diferente al señalado en el mismo, como, por ejemplo, solventar los gastos generales administrativos de concesiones. Tampoco nunca le pidió ni le insinuó que pidiera recursos materiales a empresas sin especificar nombres. 

           Nunca dio instrucciones al inspector fiscal Quiroz, en el sentido que gestionara con las consultoras R & Q y con  Abaco Ingenieros Consultores el traspaso a la Unidad de Administración de los recursos asignados a los valores pro forma de los contratos.

Como agente público formó parte de la comisión de apertura y de adjudicación, como representante de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones, que, en definitiva, adjudicó a GATE S.A. el contrato denominado “Trabajo de apoyo a la Unidad Ejecutiva de Expropiación para Obras Concesionadas de la Coordinación General de Concesiones en aspectos administrativos  y de servicio”, aprobado por resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 0538, de 1 de marzo de 1999. No recuerda  las labores que desempeñó como integrante de dichas  comisiones. Pero no conocía a GATE S.A. ni a su representante y nadie le pidió ni le insinuó que tratara de beneficiarla en la adjudicación.
A fojas 3.219, señaló que al reintegrarse al trabajo, después de sus vacaciones en España, conversó con su subrogante Walter Brunning para tomar conocimiento de las labores efectuadas en su ausencia, manifestándole que Carlos Cruz le pidió que le dijera que tan pronto llegara de España lo fuera a visitar al Anexo Cárcel Capuchinos. Como en ese momento la Policía de Investigaciones la estaba citando con motivo de la causa  y podía aparecer que Cruz la quería instruir en lo que debía declarar al  tribunal, le pidió a Walter que le dijera  que, por su intermedio, le mandara el recado. Después Walter le dijo que Cruz quería que declarara que siendo Directora de Planeamiento había conversado con los representantes de Abaco,  C.C.P y R&Q solicitándoles apoyo, y que la petición había sido acogida positivamente por dichas empresas y que había informado  en ese sentido a Cortés. Le dije a Walter que no lo iba a hacer, porque no era efectivo que hubiere recibido una instrucción o encargo en ese sentido, y, además, porque ni siquiera conocía al representante de C.C.P. No cree  que Walter le haya dado su respuesta a Cruz. Decidió poner esos hechos en conocimiento del tribunal por lo manifestado  por Cruz en el careo. También lo puso en conocimiento del Ministro Etcheberry. Dejó  copia de un e-mail enviado a Carlos Cruz, de 20 de abril de 2001, en la que le señala que le gustaría comprometerse para intentar superar la situación financiera del Ministerio.

Respecto de los contratos de consultoría adjudicados a Abaco Ingenieros Consultores Ltda., en especial la denominada “ Consultoría de apoyo al proceso de Expropiación concesión Ruta 5: Tramo Chillán- Collipulli, Santiago- Los Vilos, Talca-  Chillán y Santiago- Talca ( sectores accesos sur a Santiago y bay-pass Rancagua)”, aprobada por resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 444, de 6 de diciembre de 1999, señaló que el trabajo a que se refiere esa resolución es la continuación del asignado a esa consultora por resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 251, de 22 de julio de 1999, porque su participación en ese proceso de expropiación fue exitoso. 
La ruta 5 se entregó en concesión en ocho tramos, uno de ellos era Santiago-Talca, acceso sur a Santiago,  bay-pass Rancagua. Este tramo se dividió en dos, uno se le adjudicó a Ceppa y el otro a Ingeniería Cuatro. Este último cumplió con dificultades y Ceppa  incumplió el contrato, y por eso la Unidad de Expropiaciones  decidió conversar con R & Q y Abaco, y,  en definitiva, se le adjudicó a esta última. Tiene entendido que Quiroz supervisó la elaboración de los términos de referencia, y si bien en dicho documento en la etapa 7, que se refiere a los procesos administrativos, no se señala un monto que tendría dicha partida del contrato, debe estar determinado en la oferta económica que la empresa presentó,  por lo tanto,  es imposible que de oficio haya fijado un porcentaje del precio en forma arbitraria por concepto de gastos administrativos, más aún si a la fecha de ese contrato se desempeñaba  como jefe de asesores del Coordinador General de Concesiones.
No ha estudiado desde el punto de vista jurídico la posibilidad de pagar, por la forma en que esta redactada la denominada etapa 7, gastos administrativos diferentes a los propios del contrato, como, por ejemplo, pagar honorarios adicionales o sobresueldos de diferentes directores del Ministerio de Obras Públicas.

No dio autorización para que con cargo al contrato se le pidiera a Abaco Ingenieros Consultores Ltda. la suma de $231.573.953, para que, en diferentes partidas, fueran depositadas en la cuenta corriente de Luis Jara Núñez y con cargo a esos dineros pagar gastos administrativos generales de concesiones. Tampoco estaba en su conocimiento el procedimiento señalado. Es el consultor el que debe pagar los gastos administrativos que están establecidos en el contrato,  en los términos de referencia y oferta económica. Y es  la consultora la que debe pagar directamente al profesional respectivo, quien deberá entregar la boleta o factura para que se contabilice como gasto de la consultora. 

           Rectificó su declaración extrajudicial, en el sentido que fue inspector fiscal en aquellos contratos en que aparecía la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones como contraparte técnica,  por ser jefa de dicha unidad,  pero la relación con las consultoras que ayudaban en el proceso de expropiaciones  la tenían fundamentalmente los jefe de ingeniería y del área jurídica, esto es,  Héctor Quiroz, Dino Navarro, Sergio  Alburquenque y la jefa de tasaciones, cuyo nombre no recuerda. Tuvo una relación de tipo genérica con Javier Rivas, encargado de expropiaciones de Abaco, cuando le  requería  información acerca del avance de las labores encomendadas. En ningún momento le manifestó a Rivas que la unidad de concesiones le iba a pedir dineros  para ser destinados al pago de gastos administrativos de dicha repartición. Tampoco instruyó a nadie de su unidad para hacer una petición en ese sentido. El desconocimiento de ese procedimiento se debe,  fundamentalmente, a que se desempeñó en expropiaciones hasta octubre de 1999 y, a partir de esa fecha, comenzó a trabajar como coordinadora directa de Cruz,  incluso se desempeñó en otro  piso del edificio. 

Supo por terceros que Héctor Quiroz, jefe de la Unidad de Expropiaciones, aparentemente por el atraso o demora  en el proceso de expropiaciones, dispuso que personal de dicha unidad saliera a terreno para conseguir permiso de los propietarios para acceder a los terrenos, labor que era propia de la consultora que estaba  contratada para ese efecto. No sabe si por esa labor les hicieron pagos adicionales.


A fojas 5.104, señaló que la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones hasta la época en que se desempeñó como jefa de la misma, esto es, septiembre de 1999, estaba dividida en varias secciones que eran las siguientes: revisión de planos a cargo de Vicente Asencio; tasaciones a cargo de Natacha Jelincksen; área de ingeniería a cargo de Héctor Quiroz; área jurídica a cargo del abogado Javier González; área administrativa a cargo de Sergio Alburquenque; sección para convenios a cargo de Dino Navarro y otra de apoyo al Consejo de Defensa del Estado. Además, contaba con un núcleo asesor encargado de tomar las decisiones, compuesto por Sergio Alburquenque, Héctor Quiroz, Llanos Martínez y ella. Cuando fue designada asesora del Coordinador General de Concesiones en septiembre de 1999, Héctor Quiroz quedó como jefe de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones. Sin embargo, como no cambió administrativamente su calidad jurídica, a partir de la fecha citada Héctor Quiroz firmaba como Jefe Subrogante de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones. Quiroz formó equipo de trabajo con Dino Navarro, Cecilia Hormázabal y Vilma Espinoza y se mantuvo en el cargo hasta septiembre de 2000, aproximadamente. A partir de esta última fecha quedó Leonel Vivallos a cargo de la unidad y después Dino Navarro, por lo tanto, era imposible que hubiera tenido participación en la negociación, celebración y ejecución de los convenios aprobados por resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 444 de 6 de diciembre de 1999, modificada por las resoluciones de igual dirección N°  207 de 3 de julio de 2000, N° 398 de 18 de diciembre de 2000, y N° 399 de 28 de diciembre de 2001.

A fojas 6.505, manifestó que el convenio que Abaco celebró con la Dirección General de Obras Públicas, aprobado por resolución N° 444, es de fecha 22 de noviembre de 1999, y como a esa data Carlos Cruz era el Coordinador General de Concesiones, no podía haber implementado ningún sistema tendiente a mejorar las remuneraciones de la planta directiva del Ministerio de Obras Públicas.  Ese sistema para arreglar los sueldos recién lo vino a implementar cuando asumió como Ministro en marzo de 2000. Lo anterior, significa que ese contrato se negoció correctamente y, por lo tanto, la partida de gastos generales dice relación obviamente con los gastos propios  en que debe incurrir el consultor y que son los del contrato. Después de asumir Carlos Cruz y al advertir que requería de recursos para los pagos de sobresueldos y honorarios adicionales, se habría recurrido a los contratos celebrados con Abaco Ingenieros Consultores Ltda. 

A fojas 6.671, señaló que Sergio Alburquerque Lillo puede dar mayores antecedentes respecto a la labor que desarrollaba a la época en que se celebró el primer contrato con Abaco. Son absurdas las imputaciones que le efectuaron Cortés, Quiroz y Rivas en los careos. Cortés y Quiroz manifiestan que en septiembre u octubre de 1999 habría habido una conversación, en la que se convino obtener de la partida “ procesos administrativos” del convenio celebrado con Abaco, aprobado por resolución  de la Dirección General de Obras Públicas N° 444, una suma aproximada de $ 250.000.000.-, lo que es absurdo porque tiene entendido que concesiones tuvo problemas presupuestarios en el 2001; en la fecha indicada no estaba aprobado el presupuesto de la Coordinación General de Concesiones para el 2000; y, además, porque se tenía pleno conocimiento que el Gobierno iba a cambiar y entre las autoridades, obviamente, el Ministro de Obras Públicas y el Coordinador General de Concesiones, entonces cómo en septiembre u octubre de 1999 se iba a estar efectuando provisiones de fondos para el 2000. Por la información  que ha obtenido sabe que Abaco empezó a aportar dineros a concesiones en mayo de 2000, por lo tanto, en su concepto, al advertirse que le faltaban recursos para el cumplimiento del primer contrato, en el aprobado por la resolución  de la Dirección General de Obras Públicas N° 398 se habrían aumentado los precios, puesto que entre uno y otro hay una diferencia de precio de más o menos $500.000.000, con lo que se estaría cubriendo lo que se le debía y se obtenían, además, $250.000.000. Rivas no era su par para conversar de temas relacionados con contratos y menos de aquellos asuntos a los que alude. 
No existe ningún fundamento para haber aumentado los precios en el segundo contrato. Si bien se trata de una asesoría global de expropiaciones para el Ministerio de Obras Públicas, la labor que asumió el consultor es la misma que la del primer contrato y los precios se fijan  en unidades de fomento para salvar el cambio de precios por una posible inflación monetaria.
A mediados de 1999, como sintió que había cumplido un ciclo importante en la Unidad de Expropiaciones y que las tareas asignadas estaban efectuadas, Cruz le pidió que se hiciera cargo de la Unidad de Reclamaciones y como lo rechazó fue nombrado Juan Facuse. Con la partida de Hinojosa a Estados Unidos de Norteamérica, jefe de asesores de  Cruz, y tras un breve plazo en el que parece que estuvo Eduardo Astorga, le pidió que tomara el puesto de jefe de asesores y que ocupara la oficina que dejó Hinojosa. A fines de septiembre se cambió de oficina de una que estaba ubicada en el piso 9° a una del piso 7°, en el que tenía oficina Cruz. A partir de esa época tuvo otra oficina y con Cruz compartieron a la secretaria Ximena Tudela. No se modificó el contrato porque era fines de año y no se sabía lo que iba a pasar después de las elecciones. En general, su trabajo consistió en coordinar a los asesores de Cruz y de solucionar los problemas que se planteaban en concesiones. Nunca se relacionó con Cortés, quien se reunía diariamente con  Cruz a horas muy tempranas en la mañana, pero sí con las concesionarias que tenían problemas con los inspectores fiscales y los administradores de los contratos, y con las distintas unidades que componían concesiones para intentar solucionar problemas específicos. La Unidad Ejecutiva de Expropiaciones era una más de las siete u ocho que existían. También se encargó de temas específicos como son: dar instrucciones para contestar alrededor de cien oficios remitidos por la Cámara de Diputados solicitando información, algunos de estos oficios llevaban seis meses sin contestar; también revisó diariamente la carpeta que contenía documentos que debían ser firmados por Cruz y la que contenía documentos que debían ser distribuidos entre las distintas unidades de concesiones. Se preocupó de solucionar problemas surgidos con la Concesionaria Talca-Chillán, que quería extinguir la concesión por mutuo acuerdo, y también con la Concesionaria Santiago- Los Vilos, que no había podido terminar la obra fundamentalmente por problemas de financiamiento. También le escribió a Cruz, junto a otros asesores, el libro que presentó a fines de 1999. Cruz además le pidió que coordinara una campaña de seguridad vial en las vías concesionadas, por petición formulada en ese sentido por el Ministro Tohá. Tuvo numerosas reuniones con autoridades locales por los temas que se planteaban en relación con las carreteras concesionadas, coordinó respuestas y preparó documentos para la Cámara Chilena de la Construcción a raíz de un conflicto surgido con dicha cámara de la 9° región, que hizo una fuerte crítica al sistema de concesiones. A petición de Cruz preparó una propuesta que como concesiones se efectuaría al próximo Gobierno, y, en general, efectuó un seguimiento a los compromisos que asumían las distintas unidades que componían la  Coordinación General de Concesiones. Respecto de la Unidad de Expropiaciones, a partir de fines de septiembre, su labor consistió básicamente en la firma de los convenios con los expropiados que consentían con la expropiación. Era el Director General de Obras Públicas quien tenía poder para firmar esos documentos, pero ante el gran número de  expropiaciones se le delegó poder a ella, que mantuvo hasta que la delegación se hizo a Quiroz. Mantuvo relación de amistad y camaradería con muchos de los profesionales que trabajaban en la Unidad de Expropiaciones, pero no volvió a participar en sus reuniones ni con los consultores. 
Asumió la jefatura de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones cuando Álvaro González se fue a España y Héctor Quiroz quedó como subrogante. Antes había sido subrogante de González, aunque éste, en la práctica, no asumió ninguna función. En esa época trabajaban como diez a doce personas, advirtiendo que era necesaria la contratación de más profesionales y atendida su nacionalidad y desconocimiento de candidatos idóneos, encargó esa misión a Héctor Quiroz y Dino Navarro. Es por esa razón que cree que Navarro y Quiroz son defendidos por personas que trabajan en concesiones, porque ellos les encontraron trabajo y esa defensa ha sido a su costa. Por último, le parece a lo menos raro que si estaba de  acuerdo con las peticiones de dinero a Abaco, y estaba disponible para firmar documentos de la Unidad Técnica de Expropiaciones, no se le hayan presentado los documentos relacionados con el primer contrato para que estampara su firma, dándole el visto bueno a la referida contratación. 
A fojas 6.897, señaló que ratificaba lo expuesto por su defensa en el escrito que rola a fojas 6.849 y  siguientes, en el sentido que si se perpetró un delito de fraude al Fisco  no se habría configurado respecto de la resolución N° 444, sino que con motivo de su ampliación que se efectuó por medio de la resolución N° 207, de 3 de julio de 2000. El convenio que fue aprobado por la resolución 207 es de fecha 14 de marzo de 2000, esto es, tres días después de haber asumido Cruz como Ministro de Obras Públicas. Como en ese convenio no se señala el nombre de la persona que desempeñaba el cargo de Director General de Obras Públicas, le hace pensar que fue redactado días antes sin saberse quien ejercería ese cargo. Parece raro que la ampliación se haya efectuado a tres meses de haberse iniciado la ejecución de la consultoría que se modifica y que el decreto que la aprueba se haya dictado tres meses después. También es raro, por ejemplo, que tratándose del tramo Chillán-Collipulli, en materia de actualización de planos de expropiación, se indique en el convenio primitivo la cantidad de cien lotes y en la modificación cuatrocientos adicionales, pues eso denotaría un error inicial demasiado burdo en que habría incurrido la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones al fijar el número de lotes que deberían ser expropiados. 
A fojas 7.642, señaló que no es efectivo lo afirmado por los  otros procesados, en el sentido que los precios correspondientes a los ítems “atención a público” y “gastos generales”, contemplados en el convenio aprobado por la resolución Nº 444, se hayan abultado en la suma aproximada de $250.000.000, como se señala en el auto de procesamiento dictado en su contra, pues analizados los contratos anteriores y a los que alude en su escrito que rola a fojas 7.624, esto es, los aprobados por las resoluciones signadas con los Nº 390 de 3 de julio de 1998, modificado por la resolución Nº 810 de 9 de noviembre de 1998, y por la resolución Nº 279 de 9 de agosto de 1999, ambos referidos a los tramos “Chillán-Collipulli” y “Santiago- Los Vilos”, y por la resolución Nº 315 de 9 de marzo de 1999, que aprobó el convenio de 10 de febrero de 1999, y la resolución Nº 2160 de 30 de julio de 1999, que aprobó el convenio de 23 de julio de 1999, referido a los tramos de “Talca- Chillán”, resulta que los precios consignados en dichas resoluciones son superiores a los señalados en la resolución Nº 444 en tres ítems: atención a público,  gastos generales y apoyo a notificación de los expropiados. También existe la resolución N° 251 de 22 de julio de 1999, que aprueba el convenio “Santiago-Talca” de 8 de julio de 1999,  de los que no ha podido conseguir ni la oferta ni los términos de referencia. Estima que la razón por la que se bajaron los precios en la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 444, se debió a que, en el tiempo intermedio, se contrató por licitación pública a Ingeniería Cuatro y Ceppa, que ofrecieron precios inferiores a los que figuraban en los contratos de Abaco. En relación a los otros ítems del contrato aprobado por la resolución Nº 444, se mantienen los valores de los contratos anteriores. En su concepto la suma aproximada de $250.000.000 que se obtuvo de Abaco no fue vía aumento de precio, sino aumento de cantidad de labores que no se realizaron en su totalidad que se materializó en el convenio de fecha 14 de marzo de 2000, aprobado por la resolución Nº 207 de 3 de julio de 2000, en el que se aumentan obras por la suma de 19.336 unidades de fomento. Es raro que  el convenio a que se refiere la resolución Nº 444, que tenía fecha de vigencia de un año, se haya modificado dos meses después, que entre la fecha del convenio que es de marzo de 2000 y la resolución que lo aprueba haya transcurrido tres meses, y, además, la circunstancia que en el convenio no figure el nombre del Director General de Obras Públicas. Esto le hace pensar que el convenio modificatorio fue el resultado de la presión ejercida por el representante de Abaco, con la finalidad de respaldar los pagos que estaba realizando y que seguramente debieron haberle dicho que tendría que seguir efectuando durante el curso del año. 
Analizando las bases de datos de las obras concesionadas del Departamento de Expropiaciones de la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas  y los informes ejecutivos de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones, en el período que corre entre diciembre de 1999 a diciembre de 2000, advirtió que Abaco no efectuó todas las labores contratadas y pagadas, y, de esa manera, se resarció de los dineros que estaba entregando para los fines señalados en el auto de procesamiento. 
A fojas 10.302, en relación al contrato adjudicado a Abaco Ingenieros Consultores mediante resolución Nº 390, que experimentó modificaciones durante su ejecución, señaló que estudiando la base de  datos proporcionada por la fiscalía advirtió que no figuran incorporadas ciento veinticuatro tasaciones del tramo Chillán- Collipulli, que Abaco debió efectuar entre el 18 de enero y el 28 de septiembre de 1999, tampoco hay designación de peritos en esa fecha, lo que es previo a la tasación de cada lote. Lo anterior no puede significar que Abaco no haya cumplido íntegramente con su obligación, porque  se trata de un periodo continuo demasiado largo, nueve meses de los catorce en que estuvo vigente el contrato, lo que la hace pensar que es probable que el proyecto original se modificó, que Abaco efectuó el trabajo conforme el proyecto original y por la modificación el efectuado no sirvió y por eso no fue incorporado a la base de datos. Lo otro que pudo haber ocurrido es que simplemente no se incorporó a la base de datos los lotes trabajados por Abaco en ese periodo.

A fojas 11.777, en relación al listado que rola a fojas 4.328 y fotocopia de los documentos que rolan de fojas 4.329 a 4.345, que dan cuenta de fotocopias de cheques  emitidos por R & Q  Ingeniería Ltda. a Luis Jara Núñez, Juan Carlos Véliz, Arquetipo Ltda., Viajes y Turismo Melinka Ltda. y a Héctor General Carrasco, girados entre junio y diciembre de 1999, manifestó que no sabe a qué corresponden los pagos que habría hecho esa empresa a las personas y sociedades a cuyo nombre figuran girados los cheques. Ubicaba a Luis Jara Núñez  y a Juan Carlos Véliz como empleados de la coordinación en la parte administrativa y como subordinados de Cortés. Entiende que la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones, en particular, y la Coordinación General de Concesiones, en general, no sufrió déficit presupuestario en 1999, porque tiene entendido que sobró dinero del presupuesto de ese año y que fue traspasado para ser ejecutado en el 2000, a través de un depósito bancario, lo que es un mecanismo excepcional y que fue expresamente autorizado por el Ministerio de Hacienda. 
Insistió que se desempeñó en la practica en la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones hasta aproximadamente fines de septiembre de 1999, para empezar a cumplir funciones asignadas por el coordinador Cruz, desempeñando Quiroz Astorga la jefatura en calidad de subrogante.

Nunca le pidió dinero por ningún  concepto a Abdón Naim Pajundakis representante de R & Q Ingeniería Ltda.  

A fojas 13.146 (fojas 510 Letra A), manifestó que aparentemente el régimen normal de pagos por intermedio de GATE S.A. terminó en febrero de 2001, pues los honorarios de los meses de marzo y abril los recibió por intermedio de Diagnos Ltda., aunque la cantidad fue inferior. A partir de esa fecha se suspendieron los pagos, los que se reanudaron el 10 de julio, oportunidad en que cobró la diferencia de abril y los meses de mayo, junio y julio, pagándosele en dinero efectivo $ 5.900.000. El 11 de julio depositó en su cuenta corriente la suma de $2.000.000 y $2.000.000 en la cuenta dos de la Administradora de Fondos de Pensiones; le prestó la suma de $1.000.000 a una amiga que devolvió al mes siguiente; y se quedó con $900.000 para cubrir gastos. En octubre de 2001 le pagaron los meses agosto, septiembre y octubre, depositando en su cuenta corriente la suma de $2.000.000. El 10 de diciembre pagaron los honorarios de noviembre y diciembre y depositó la suma de $2.000.000. en su cuenta corriente. Los honorarios de enero fueron pagados el 12 de febrero de 2002 a través de un depósito en su cuenta corriente de $1.700.000. El monto mensual de los honorarios adicionales o sobresueldo era de $ 1.700.000. Carlos Uribe hizo  pagos en efectivo y no mensualmente, sino por meses acumulados. No sabe de donde provenían los dineros.


 A fojas 1.677 Letra A, manifestó que ingresó al Ministerio de Obras Públicas en enero de 1996, contratada por la Fundación para la Transferencia Tecnológica que había celebrado un contrato de apoyo con el Ministerio de Obras Públicas, pagándole dicho organismo los honorarios de enero. En  febrero y marzo  de 1996 los pagó el Instituto de Economía. Celebró un contrato laboral con el Instituto de Economía en abril de 1996 y, por lo tanto, sus honorarios hasta noviembre de ese año los pagó dicho instituto, como extendían liquidaciones de remuneraciones no entregó boletas de honorarios. Adquirió la calidad de consultor en diciembre de 1996, la que mantuvo hasta diciembre de 1997; y desde esa fecha hasta marzo de 2000 se desempeñó como agente público. Por lo tanto, desde diciembre de 1996 y hasta marzo de 2000 los honorarios los pagó el Ministerio de Obras Públicas mediante cheque fiscal, extendiendo la boleta respectiva al M.O.P. Administración Sistema de Concesiones. Los honorarios como agente público a marzo de 2000 ascendían a la suma de $2.835.000.-, y como fue designada Directora de Planeamiento cuando Cruz asumió como Ministro,  y tenía asignado un sueldo grado 1-C de la escala única de sueldos, bastante inferior al que estaba percibiendo como agente público, casi menos de la mitad, a partir de abril de 2000 empezó a recibir dineros adicionales, en la forma como lo ha señalado, emitiendo boletas a Socogech y a Diagnos Ltda.


En enero de 2001, por instrucciones de Carlos Cruz y de Eduardo Arraigada, se regularizó el pago de la mayor parte de los sobresueldos, quedando pendiente la situación de los Directores,  porque advirtieron un gran desorden administrativo y contable del que a esa fecha estaba a cargo de los pagos. Los directores siguieron recibiendo dineros en efectivo, que eran pagados por Uribe, pensando  que eran dineros que provenían de la Presidencia. Cuando asumió el Ministro Etcheberry  el 7 de enero de 2002 dio orden de trasparentar el sistema de pago de los sobresueldos, en el sentido que se hicieran en forma directa y, para ello, le pidió a Arriagada que viera la forma de hacerlo. Arriagada y Aliro Verdugo idearon la creación del Consejo de Concesiones. Sólo hubo dos reuniones formales de ese consejo. Sin  embargo, fue asesora del Ministro para la materia de concesiones durante todo el año 2001, junto con Francisco Aldunate,  Jefe de Finanzas, y  Guillermo Guerrero. A raíz de un sumario iniciado por la Contraloría General de la República, en relación al convenio de honorarios celebrado por los directores con la Dirección General de Obras Públicas, evacuó un informe pormenorizado que le solicitó el Fiscal del Ministerio acerca de todas las labores que desarrolló en materia de concesiones en el 2002.

A fojas 15.516 (fojas 3.000 Letra A), insistió que se desempeñó como jefa de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones entre enero de 1998 y septiembre de 1999, aunque formalmente dejó el cargo el 1 de abril de 2000. Durante todo el periodo que desempeñó la referida jefatura nunca dio instrucciones de pagar sumas dinero a titulo de honorarios o por cualquier otro concepto a funcionarios o empleados de la Coordinación General de Concesiones o del Ministerio de Obras Públicas. Tampoco tenía conocimiento de que algún funcionario o empleado de concesiones o del Ministerio estuviera impartiendo dicho tipo de instrucción a  Abaco. No se relacionaba profesionalmente con Javier Díaz Velásquez, sino Héctor Quiroz y los jefes de proyectos. Sólo cuando hubo retrasos en la ejecución de los trabajos encargados a Abaco, comunicados por Quiroz o de los que se percataba mediante la revisión de la base de datos, habló en más de una oportunidad con Oscar Araos, lo que normalmente ocurrió por teléfono;

39º Que Leonel Edmundo Vivallos Medina, a fojas 6.524, señaló que ingresó a la Coordinación General de Concesiones en abril de 1995,  mediante un contrato de apoyo que, a esa época, estaba vigente y que se había celebrado entre la Dirección General de Obras Públicas y la Fundación para la Transferencia Tecnológica. Posteriormente adquirió la calidad a contrata, siendo designado agente público en 1998. Sus remuneraciones se siempre se han pagado mediante un cheque fiscal. Hasta antes de octubre de 2000 se desempeñó en la Coordinación de Proyectos, pues en ese mes el Director General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada, le solicitó que se hiciera cargo de la Unidad Técnica de Expropiaciones porque se habían generado problemas relacionados con la entrega de los terrenos a las concesionarias y existía incertidumbre en cuanto al monto total de las expropiaciones que debían llevarse a cabo durante el año 2000. En definitiva, le solicitó que aclarara dichos aspectos de  la unidad, desarrollando esta labor hasta principios de marzo de 2001, pues a la semana de volver de sus vacaciones, que tomó en el mes de febrero, se le informó que debía hacerse cargo de la División de Licitaciones. Abaco Ingeniería Ltda., a la época en que asumió en la Unidad Técnica de Expropiaciones, había formulado una oferta que fue aprobada por la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 398 de 18 de diciembre de 2000. Consultando a algunos jefes de área, que en esa época eran  Dino Navarro, Javier González y Wilma Espinoza, entre otros profesionales, acerca de si era necesaria la consultoría y el alcance de la misma, se le  manifestó que era indispensable y que esa empresa había efectuado labores similares en forma exitosa, lo que hacía procedente la adjudicación por trato directo. La oferta económica ya estaba formulada, por lo mismo, no tuvo interacción con la empresa en materias de precios y no sabe si alguien  de concesiones intervino en ese aspecto. Con la información dada por los demás profesionales de la unidad y previo análisis de la oferta en cuanto al alcance del estudio, propuso que se adjudicara la consultoría a Abaco, siendo designado inspector fiscal del contrato. A la fecha en que analizó la oferta económica no sabía de la existencia de una anterior, presentada por la misma empresa, por lo mismo, no estuvo en condiciones de comparar los precios de ambas. Abaco  cumplió íntegramente el contrato en el período en que se desempeñó como inspector fiscal, conforme a sus alcances, autorizándose los estados de pagos de acuerdo al avance de la consultoría. 
Nada sabe acerca de los aproximadamente cuarenta y tres depósitos de dinero efectuados por Javier Rivas en la cuenta personal de Luis Jara Núñez, por  montos que oscilan entre $1.100.000 y $12.000.000, periodo durante el cual fue inspector fiscal. Su relación con Abaco fue siempre con Javier Rivas, y él nunca hizo presente que alguien le estuviera pidiendo sumas de dinero. Sergio Cortés Castro nunca pidió que solicitara dinero a Abaco, ni tampoco otra autoridad del Ministerio de Obras Públicas.

El término gastos generales, a que se hace alusión en los términos de referencia en la etapa 7 denominada “Proceso Administrativo”, dice relación con todos aquellos en que debe incurrir el consultor para cumplir con el contrato, esto es, instalación de oficinas, contratación de personal administrativo, materiales de oficinas, etc., gastos en que el consultor incurre para cumplir la labor que asumió. Se utilizó en el contrato de Abaco el sistema de precios unitarios porque habían actividades dimensionables e independientes, lo que permitía pagar lo que se hacía, y se utilizó la unidad de fomento porque lleva implícita la reajustabilidad de la moneda. 
A fojas 10.432 (fojas 11.701), señaló que ratificaba los términos del escrito presentado por su defensa y que rola de fojas 9.987 a 9.993. Se desempeñó como jefe de la Unidad Técnica de Expropiación de la Coordinación General de Concesiones desde el 16 de octubre de 2000 y hasta el 27 de febrero de 2001, porque presentaba serios problemas presupuestarios y de gestión, fundamentalmente por la mala labor desarrollada por su jefe Héctor Quiroz, quien perdió credibilidad ante las autoridades, porque a mediados del segundo semestre de 2000 manifestó que faltaba un monto significativo para llevar a cabo el programa de expropiaciones de dicho año, y cuando fue requerido para que precisara los montos los modificaba, lo que impedía tomar decisiones acertadas para paliar la falta de presupuesto. El monto significativo era  de aproximadamente treinta mil a cuarenta mil millones de pesos, y era necesario precisar las exigencias reales de la unidad para solicitar al Ministerio de Hacienda presupuesto adicional. También había problemas de orden administrativo, relativo a la gestión y definición de prioridades del trabajo que debía realizarse al interior de la unidad, y reclamos informales de las concesionarias, en el sentido  que no se entregaban los predios expropiados en los términos fijados por la unidad, lo que demoraba el inicio de las obras. 
La medida principal que adoptó fue definir los recursos adicionales necesarios para terminar el año 2000, sin impactar fuertemente el presupuesto del Ministerio de Obras Públicas, advirtiendo que faltaba una suma aproximada de veintitrés mil millones de pesos, y que luego de una priorización y de un compromiso con Hacienda fue posible diferir pagos para enero de  2001 del orden  de los diecisiete mil millones de pesos, que se iban a pagar con el presupuesto de 2001, asumiendo Hacienda el compromiso de poner esos fondos a disposición del Ministerio de Obras Públicas en enero de ese año y no en marzo como era lo normal y regular. Adoptó medidas secundarias relativas a la redefinición de procedimientos, gestión y control de los mismos, relacionado con las expropiaciones. 
Tratándose de  los trabajos de apoyo a que se refiere la resolución N° 398 de 18 de diciembre de 2000, se desempeñó como inspector fiscal hasta el 16 de marzo de 2001, fecha en que se dictó la resolución que modifica a la persona del inspector fiscal, pero dejó la Unidad Técnica de Expropiaciones el 27 de febrero de 2001.


En relación a las comunicaciones remitidas vía correo electrónico,  que impresas rolan a fojas 718 y 719 del cuaderno de compulsas, remitidas por Sergio Cortés Castro y cuyo destinatario es el deponente, con copia a Jorge Torres y a Luis Jara, ambas de fecha 9 de enero de 2001, la primera emitida a las  11:50 hrs. y, la segunda, a las 12:19 hrs., manifestó que debió haberlas recibido, pero no recuerda, por el tiempo transcurrido, si tomó conocimiento del contenido, y si fue así cual fue su impresión al recibirlas y si las contestó, y si lo hizo cuales fueron los términos. Como de la lectura de la primera comunicación advierte que se refiere a un contrato de Abaco, y a la fecha de la comunicación  era el inspector fiscal de un contrato de dicha sociedad, es probable que le haya informado sobre el contrato. Efectivamente en la comunicación que rola a fojas 718,  dirigida por Cortés a su persona, se lee “muchas gracias”, y por el tiempo transcurrido tampoco puede explicar por qué está dando las gracias;

40º Que Héctor Guillermo Peña Véliz, a fojas 94, señaló que GATE S.A. se formó en 1997 como sociedad anónima junto con su mujer Ingrid Pool Pérez, dedicada al rubro de asesorías de empresas y entidades públicas. La sociedad no tiene planta de personal, sólo  desarrolla proyectos con equipos técnicos especializados dirigidos por profesionales destacados, porque no es rentable trabajar con un equipo propio de profesionales. La labor de la empresa es la gestión del negocio y se contrataban personas para desarrollar la actividad, aunque no necesariamente se suscribían contratos con aquellos. 
           En octubre de 1999 ganó una licitación por $ 1.400.000.000.-, pagándose los honorarios mensuales de unas setenta personas aproximadamente, que realizaban todo el trabajo en concesiones. No realizaba un control del personal que trabajaba en concesiones, sólo recibía un listado del Ministerio.

           Los dineros de los contratos los depositaba la Coordinación General de Concesiones en forma mensual en la cuenta de GATE S.A. del Banco del Estado, emitiendo los cheques conforme a una lista que recibía del Ministerio de Obras Públicas. Luego remitía la lista y los cheques y el Ministerio enviaba las facturas. No le consta si las personas trabajaban en concesiones. Todo el dinero que recibía lo traspasaba a concesiones y su utilidad era fija.

           Los contratos de gestión  ambiental se tradujeron en la confección de dos manuales de procedimiento y un programa de capacitación.

           La contabilidad de la sociedad estuvo a cargo de Jorge Sauma desde 1998 y hasta 1999, llevaba una simple. A partir de 1999 la contabilidad la empezó a llevar Asyr Consultoría, porque la secretaria Sara Oliva no daba abasto para gestionar el contrato de apoyo grande.


A fojas 142, señaló que en el Segundo Juzgado de Rancagua entregó un listado con el nombre y las direcciones de las personas que recibieron honorarios. También copia de los contratos que realizó con el Ministerio de Obras Públicas.


A fojas 205, expresó que en octubre de 1999, a través de un proceso  de licitación privada, fue contratado para llevar a cabo un trabajo de apoyo a las funciones de la Coordinación General de Concesiones perteneciente al Ministerio de Obras Públicas. Dicho proceso se ajustó a las normas vigentes y la Contraloría General de la República tomó razón de todas sus fases. El contrato fue realizado correctamente y a satisfacción del  mandante, y se liquidó de acuerdo a todos los parámetros y exigencias administrativas.  

                El objeto del trabajo era proveer a la Coordinación General de Concesiones de personal, equipamiento, traslados, movilizaciones, para que pudiera cumplir sus objetivos. Mensualmente se hacía efectivo el pago de las facturas y gastos en que incurría la Coordinación General de Concesiones con cargo a ese contrato, y también se pagaban los honorarios de las personas que laboraban en la coordinación. El sistema operaba de la siguiente manera: se elegía el personal que debía laborar en la Coordinación General de Concesiones, éste laboraba allí y mensualmente se pagaban los honorarios de acuerdo al listado presentado por el inspector fiscal correspondiente.

                La Coordinación General de Concesiones le pidió que pagara a Alejandro Chaparro y Patricio Tombolini, en el entendido que eran adelantos que reintegrarían porque  se había producido un desfase en su situación contractual. No tenía medios para calificar los pagos porque normalmente pagaba a muchos. Pagó a petición de Cortés en el entendido que se le reintegrarían los recursos. El cheque de Tombolini fue de $450.000 y el de Chaparro de alrededor $ 2.400.000.-


A fojas 534, expresó que GATE S.A. fue constituida por escritura pública de 1997, no entiende por qué figura en el extracto que se le exhibe como constituida el 29 de enero de 1999. No recuerda cuánto fue el capital inicial, debe ser el que figura en los respectivos extractos.

GATE S.A. tuvo ocho contratos con el Ministerio de Obras Públicas, cuatro de  apoyo y cuatro ambientales. Los de apoyo, que son los comprometidos en la investigación, son: a) Resolución 2510 de 8 de octubre de 1998; b) Resolución 538 de 1 de marzo de 1999; c) Resolución 157 de 4 de junio de 1999; d) Resolución 343 de 13 de septiembre de 1999. Además de la nómina que contiene el nombre de las personas que se pagaron bajo dichos contratos, existe otra que indica a los funcionarios que se pagaron adicionalmente con cargo a dichos contratos. Con respecto a la primera nómina, las personas que figuran corresponden al personal que anteriormente trabajó para el contrato de la Universidad de Chile, del cual vino a ser el sucesor, de modo que es su mantención dentro del sistema de concesiones, respecto del que se encuentra en situación  de asegurar que desempeñaron realmente las funciones para las cuales fueron  remuneradas. En cuanto al segundo listado, las personas que figuran no las seleccionó, sino que fueron incorporadas por el Ministerio de Obras Públicas, conforme a lo dispuesto por la contraparte técnica de los contratos, el inspector fiscal Sergio Cortés, por instrucciones del ex Ministro Cruz. No está en condiciones de afirmar que hayan desempeñado realmente las labores que se dicen efectuadas, Cortés le dijo que había necesidad de remunerar a otros funcionarios que no estaban originalmente en el contrato, aceptando incorporarlos. Conocía a algunos de los que figuraban en la nómina y supo que se trataba de pagarles un sobresueldo. Naturalmente este listado se manejaba en la oficina en forma reservada. En este segundo listado figura Patricio Tombolini con $2.750.000. 

           GATE S.A. no fue una empresa de fachada para allegar fondos a un partido político. Efectivamente la utilidad por el contrato de apoyo fue de alrededor $ 12.000.000.,  pero es falso que haya redistribuído el 50% en un grupo de funcionarios del Ministerio. Los excedentes de su empresa debían ocuparse para financiar la nómina adicional del segundo listado, lo que originó una enorme sangría en lo financiero; pero no es que cohechara a un grupo de funcionarios del Ministerio de Obras Públicas para tener información privilegiada y mantener sus contratos.

           Es militante del Partido Socialista desde el sesenta. En la época de los contratos de outsourcing no tenía cargo directivo, actualmente es miembro de la Comisión Política sin participación activa. Se desempeñó como Seremi de Transportes entre 1990 y 1993. No se apoyó en ningún contacto  político para obtener contratos en el Ministerio de Obras Públicas, es un hombre de escasos contactos.

           También aludió al robo de dineros y de que fue objeto su secretaria Sara Oliva, causa en la que se dictó sentencia absolutoria que se encuentra ejecutoriada.


A fojas 571, entregó la nómina oficial como la “adicional”.  En esta última figura su hermano Manuel Peña, Seremi de Obras Públicas de la Tercera Región; Ricardo Trincado, Seremi de Obras Públicas de la Sexta Región y actual Intendente; algunos personeros que trabajaron en la misma época que él en el Ministerio de Transportes; Vicente Pardo, Carlos Gárate; y de la época universitaria conoce a Guillermo Díaz, entonces Seremi de Transportes de la Región Metropolitana y actual subsecretario. También a Patricio Tombolini al que conoce de la época en que fueron dirigentes juveniles. Repasando dichos nombres hay muy pocos socialistas, no más de cuatro, de manera que no es un factor común el que sean miembros de un partido.


La nómina adicional surgió en marzo de 2000 cuando Cortés le planteó la necesidad de financiarla. Esta nómina se pagaba con cheques del Banco Santander, eliminando su nombre de los formularios de cheques porque entendió que había que tener cierta reserva, no tanto por lo lícito, sino más bien por lo político.

             Siempre entendió que se trataba de pagos por honorarios adicionales, comunes en la administración pública. Las personas de la nómina adicional no fueron incorporadas formalmente al contrato GATE, pero se imagina que tendría que ver con el cambio de año en la administración, y con la expectativa de incluirlas posteriormente.


Cortés le propuso que por instrucciones de Cruz se hiciera cargo de estos pagos adicionales por su cuenta, ya que tenía un flujo importante de caja, siempre en la perspectiva de recuperarlos posteriormente con su adscripción futura a un contrato formal. Siempre miraba las cosas a largo plazo. Hasta el día de hoy no logra que el Ministerio le devuelva esos dineros, por lo que iniciara acciones.


A fojas 680, declaró en torno  a las personas que conoce y que figuran en el listado adicional, mencionando a Sergio Cortés, Guillermo Díaz, Vicente Pardo, Manuel Peña Véliz, Patricio Tombolini, y a Ricardo Trincado.


A fojas 759, insistió que la nómina “adicional” surgió en marzo de 2000, cuando Cortés le planteó la necesidad de financiarla, por instrucción del entonces Ministro Cruz; y para eso le entregaba mensualmente un disquete y el listado cada mes era diferente.                   Los cheques girados a Juan Carlos Véliz y Luis Jara corresponden a gastos por rendir o a algún depósito que encargó a Jara para traspasar a la cuenta del Banco Santander, ya que  éste después de marzo de 2001 asumió su contabilidad, es contador auditor, sin recordar si había dejado de trabajar en el ministerio.

No es poco verosímil que una empresa como la suya, con un gerente, una secretaria y un auxiliar, pueda atender el volumen de negocios como el que atendía, porque es fundamentalmente de gestión, y para ello no necesitaba un personal mayor. Comparte el concepto de que el outsourcing es una modalidad de servicio en el que la empresa prestadora selecciona y mantiene un cuadro profesional disponible para el solicitante,  pero en la práctica hay un límite difuso entre lo que uno ofrece y lo que el cliente pide. No se  puede desconocer que en este caso el solicitante no era uno cualquiera, se trataba del ministerio más poderoso económicamente, que imponía sus condiciones a cualquiera: si a uno le parecía algo mal, sencillamente o se adaptaba o se terminaba el contrato. En todo  caso, siempre aceptó los términos que le impusieron, voluntariamente.

              La relación de GATE S.A. con el Ministerio de Obras Públicas no fue una que tuviera que ver con la prestación de un servicio remunerado, sino que el objetivo era mantener los contratos que tenía y por eso estuvo dispuesto a pagar la nómina adicional que le presentaba el Ministerio, situación que le pareció legítimo porque había abogados de por medio, y no entendía sobre materias técnicas.

              A fojas 892, indicó que los profesionales a los que convocaba para presentar   un determinado proyecto al Ministerio de Obras Públicas, eran: Eduardo Lorenz, Doctor en Sociología y Director de Magíster de Desarrollo Organizacional de la Universidad Diego Portales, y Guillermo Dascal, de profesión geógrafo con postgrados en urbanismo. Las reuniones con estas personas se efectuaban para preparar las ofertas que se presentaban al Ministerio de Obras Públicas y para verificar que los contratos se cumplieran. Precisa que lo declarado dice relación  únicamente con los contratos ambientales. 

El listado adicional que enviaba el Ministerio de Obras Públicas no se solucionaba con cargo al contrato de apoyo de mayor valor, sino con dos tipos de recursos: con cargo a la caja de su empresa que se formaba con los excedentes de utilidades de los contratos y, en algunos casos, con recursos provenientes de otras empresas. Utilizaba sus dineros, esto es,  las utilidades que generaban los contratos, con la expectativa de obtener nuevos contratos y que se renovara y perfeccionara el que estaba vigente, lo que le permitiría absorber dichos gastos adicionales. Estima que el Ministerio  de Obras Públicas le adeuda un monto aproximado entre $150.000.000 a $200.000.000., y que cuando fue invitado a participar en la adjudicación de contratos no se le informó que  eventualmente debía pagar gastos adicionales, y esos requerimientos empezaron a formularse a partir de marzo de 2000. 

En el listado principal del contrato mayor hay un sinnúmero de personas que eran empleados del Ministerio de Obras Públicas, y si bien para adjudicarse el contrato prestó juramento de que entre sus trabajadores no habían personas relacionadas con el Ministerio de Obras Públicas, entendió que la restricción era en el sentido que GATE S.A. no debía estar conformada con funcionarios públicos. 

Puede afirmar que Chaparro devolvió el dinero que le facilitó en alguna ocasión y cree que la suma percibida por Tombolini corresponde a honorarios adicionales. Respecto del cheque girado a Nicolai, manifestó que tiene la certeza que en una oportunidad llegó un listado adicional que incluía dicho nombre, el de Arriagada y le parece que el de Latorre, que los cheques se confeccionaron pero nunca fueron cobrados porque aparentemente habían sido solicitados por error. 

Nunca tuvo relación con los representantes de empresas constructoras, solamente recibió instrucciones de Cortés en el sentido que serían depositados dineros en la cuenta corriente de GATE S.A. y que debía extender facturas para regularizar la situación contable. No realizó ninguno de los trabajos que se indican en las facturas. 


A fojas 1.216, ratificando su declaración extrajudicial, señaló que durante el desarrollo del contrato mayor celebrado con el  Ministerio de Obras Públicas, el inspector fiscal Sergio Cortés le pidió que pagara los honorarios de un grupo de personas que figuraban en un listado adicional sin dar mayores explicaciones al respecto, tampoco las pidió, incluso le solicitó que con su patrimonio se hiciera cargo de algunos gastos, lo que aceptó con la expectativa de recuperarlos con posibles ampliaciones de contratos. Cortés le manifestó que este listado adicional se pagaría con recursos que se harían llegar a su cuenta corriente, para lo cual debía entregar una factura de respaldo a nombre de una empresa que le indicaría, simulándose de esa manera que se había efectuado algún tipo de trabajo o servicio. Además indicó que por estos pagos adicionales no se emitiría una boleta de servicios  o de honorarios. Los cheques no los giró en forma nominativa y, por lo tanto, se pudo entregar dinero en efectivo o a título “fondos por rendir”. Siempre entregó cheques, pero no descarta que en alguna oportunidad haya entregado efectivo. En enero de 1999 comenzó a recibir los recursos señalados por Cortés, los que se depositaban en su cuenta corriente, emitiendo una boleta o factura a nombre de las empresas que le señalaba. Son ficticias todas las operaciones que se consignaron en las boletas o facturas emitidas para regularizar la entrega del dinero, al igual que los estudios que recibieron las empresas Belfi y M.I.S. No los elaboró y no sabe quien los confeccionó. Nunca se relacionó con los representantes de las constructoras para llevar a cabo esas supuestas operaciones, salvo en lo relativo a Mendes Junior. 
Reconoce su firma estampada en un contrato de asesoría de 11 de julio de 2000, suscrito entre la Constructora Ingecol, Mendes Junior y Sical Limitada y GATE S.A., pero no recuerda haberla estampado simultáneamente con alguien. El contrato lo firmó a petición de Cortés, porque la empresa quería un respaldo por la entrega del dinero. Respecto de la Constructora Belfi se utilizó el mismo procedimiento. Así se actuó con todas las empresas que aparecen en el listado que entregó. Con la única persona que se relacionó para estos efectos fue con Cortés. 
Traspasó al Ministerio de Obras Públicas las sumas de dinero que se depositaron  en la cuenta corriente de GATE S.A., que provenían de empresas constructoras y consultoras, girando los cheques a nombre de las personas que figuraban en los listados que enviaba Cortés o conforme a los requerimientos que le formulaba. Los dineros los empezó a recibir en enero de 1999 y hasta agosto de 2000, aproximadamente $500.000.000. 

A fojas 2.942, señaló que no incluyó en el listado que rola a fojas 1.208 a  Minmetal y Gesys Ltda., la primera por una omisión involuntaria y, la segunda, porque se encontraba en una situación diferente al resto de las empresas. La primera aportó la suma aproximada de $16.000.000, con cargo a una boleta de GATE  S.A. y por un informe ambiental que no se realizó. Fue Cortés, al igual que en los demás casos, quien le manifestó que se iba a depositar una suma de dinero por Minmetal y que después debía extender la boleta. No sabe si se le devolvió el aporte.  Gesys Ltda. hizo un aporte en neto de alrededor de $50.000.000. y se efectuó un gasto por esa suma con cargo a la plata depositada.


La utilidad general por todos los contratos que  GATE S.A. celebró con el ministerio, que fueron ocho, ascendió a una suma aproximada de $300.000.000 a $320.000.000, y de ese monto como $100.000.000 se gastaron en el sistema de pago de honorarios y gastos adicionales, y, hasta la fecha,  no ha sido devuelta. Acepto la situación con la expectativa de renovar los contratos y reducir las pérdidas sufridas. Como los ingresos de GATE S.A. se vieron abultados con los depósitos efectuados con las empresas consultoras y constructoras, lo que trajo consigo un incremento del impuesto a pagar, le manifestó a Cortés que la diferencia de impuesto debía ser cancelada con cargo al sistema y él aceptó. Estima que por ese concepto se pagaron como $50.000.000 o $60.000.000.

En relación al escrito presentado por la defensa de Cortés y que rola a fojas 2.742, señaló que efectivamente ingresaron  al sistema, esto es,  a la cuenta corriente de GATE S.A., de Jara o a la suya, una suma aproximada de $960.000.000, que no corresponden a servicios que haya prestado a los proveedores de los recursos. Tampoco corresponde a recursos que haya solicitado. Sólo aceptó que su cuenta corriente y la de GATE .S.A. sirviera como caja pagadora de honorarios y gastos adicionales.

A fojas 3.296, señaló que pensaba que en enero de 1999 habían empezado los aportes de dinero efectuados por las empresas consultoras y constructoras, por esa razón no incluyó todos los pagos efectuados por la Facultad de Economía de la Universidad de Chile que ascienden a la suma de  $ 31.405.617, respaldados con las boletas N° 14 de 15 de octubre de 1998, N° 17, N° 18, N° 19, y N° 20 de 6 de noviembre de 1998, y N° 41, N° 42, N° 43, N° 44 y N° 45 de 25 de mayo de 1999. Esas boletas no obedecen a  ninguna labor realizada. 

A fojas 6.702, expresó que como representante de GATE S.A. emitió tres boletas de honorarios a Abaco Ingenieros Consultores Ltda. el 10 de diciembre de 1999, 15 de febrero y 28 de marzo de 2000, por $22.000.000, $11.000.000 y $20.000.000, respectivamente, cumpliendo instrucciones de Sergio Cortés. Como en los casos anteriores la empresa no prestó ningún servicio. No recuerda a qué corresponde el deposito por la suma de $ 43.000.000.- efectuado el 25 de mayo de 2000 en la cuenta corriente del Banco Santander N° 4007647-6.


A fojas 15.912 (fojas 3.396 Letra A), señaló que las ganancias que obtuvo en la ejecución de los contratos adjudicados por el Ministerio de Obras Públicas fueron aquellas que se señalan en los mismos como utilidades, que utilizó en gastos personales y para hacer operar a GATE S.A. El resto del dinero fue utilizado íntegramente en la ejecución de los contratos por los encargados del sistema. Hasta agosto de 2000 la persona que cumplía las instrucciones de pago era su secretaria Sara Oliva, y a partir de esa fecha entregó el manejo de su cuenta corriente a Luis Jara Núñez, para cuyo efecto le firmaba los cheques sin tener mayor participación en la asignación de los recursos. No está en condiciones de señalar a qué corresponde muchos de los cheques girados, ya sea en contra de su cuenta corriente o de la de GATE S.A. Cortés a Jara podrían señalar a qué se destinaron los dineros. Los cheques girados por Luis Jara Núñez a su nombre deben corresponder al movimiento de dinero que efectuó, esto es, traspaso de platas de  la cuenta de Jara a su cuenta o a la de GATE S.A. para las finalidades señaladas. No cobró ningún porcentaje por la administración de los dineros que ingresaron a  la cuenta de GATE o a la suya.

A fojas 18.525, indicó que los dineros fueron entregados al personal de concesiones por la vía de pago del ítem que ordenaban pagar, como honorarios, gastos de administración, pagos de vehículos y facturas de consumo; que no ha participado en una actividad para programar o ejecutar un fraude al Fisco de Chile; que no conocía el origen de los dineros entregados por las consultoras; GATE S.A. tuvo varios contratos y tiene entendido que Cortés fue inspector fiscal en algunos; que le consta que los pagos fueron para el funcionamiento de concesiones porque recibió boletas de honorarios que emitían los funcionarios de la Coordinación General de Concesiones y facturas diversas, esto es, tenía respaldo de los gastos; que, respecto a los pagos efectuados por Gate S.A. con dineros no provenientes del contrato de apoyo administrativo adjudicado por la Dirección General de Obras Públicas, le constan los pagos porque recibía los respaldos, esto es, las boletas y facturas, por lo que lo deduce, y porque Sergio Cortés Castro le decía que los servicios se habían prestado. Cortés le enviaba una lista e indicaba a las personas que debía pagar honorarios y también remitía los respaldos de los otros gastos. La instrucción dada por Cortés no era individual ni caso a caso, lo mismo ocurre respecto de los gastos; que fue  Cortés el que le pidió que recibiera los recursos de la consultoras, que los respaldara con boletas de honorarios y que los aplicara a los gastos de la Coordinación General de Concesiones que le indicaba;

41º Que Marco Antonio Luraschi Pandolfi, a fojas 1881, señaló que es socio y representante de Econat Consultores Ltda., representación que ejerce junto a sus tres socios, María  Soledad Valenzuela Molina, Flavia Catalina Maldini Benítez y Oscar Alfredo Melo Contreras. La empresa fue formada en el año 1996 y para incorporarse como consultores en el Ministerio de Obras Públicas se contactaron con Roberto Salinas, porque era la persona encargada del desarrollo de los embalses de riego concesionados. A mediados de 1999 fue requerido por Roberto Salinas para celebrar  el primer contrato, siendo siempre el inspector fiscal, y le señaló la necesidad de financiar gastos operacionales de la unidad de concesiones, como gastos relacionados con pagos de estudios a profesionales, pues la unidad no contaba con los medios presupuestarios. Indicó que era necesario incluir en el primer contrato recursos adicionales que serían pagados a otros profesionales, que no estaban contemplados en el contrato propiamente tal, mediante el procedimiento de abultar el precio real del contrato. Después  cada vez que firmaban un contrato se hacía la misma solicitud. Celebró con el ministerio como  cuatro contratos, en el curso de los años 1999, 2000, 2001, no está seguro si en el 2002. En general, en cada uno alrededor del 50 % del precio del contrato se destinaba al pago de los gastos de otros asesores o consultores. Todos estos contratos fueron adjudicados por licitación privada, por medio de invitaciones cursadas por  Salinas. En consecuencia, cada vez que era adjudicado un contrato conforme a las bases de la licitación privada, se modificaba su precio. Este  método de abultar el precio del contrato a la época de la celebración  del primero no estaba en su conocimiento, pero sí tratándose del resto de los contratos, y no lo objetó con la esperanza de que en algún momento no se hiciera el requerimiento, que entendía por lo menos irregular. El requerimiento siempre era efectuado con calidad de urgencia y como su empresa quería efectivamente realizar el contrato, aceptó. 
El sistema utilizado fue el siguiente: la empresa se adjudicaba un contrato por licitación privada por la  suma de $40.000.000, pero en definitiva los documentos se elaboraban sobre la base de un precio superior, de acuerdo a lo manifestado por Salinas, que era de aproximadamente un 50% del precio real del contrato. Acto seguido se ejecutaba el trabajo, el Ministerio de Obras Públicas pagaba íntegramente el precio abultado del contrato, y después Salinas le daba instrucciones indicando el nombre de la empresa o persona a quien debía girarle un cheque por la diferencia. En general eran profesionales del área las personas a quienes se debían girar los cheques por instrucciones de Salinas, esto es, se desempeñaban en el rubro  y a algunos los conocía como tales. De este procedimiento no informó de manera formal al resto de los socios, pero estaban en conocimiento de la manera diferente como se operaba en concesiones. Al aceptar el procedimiento impuesto por Salinas no tenía conciencia de la irregularidad que ello significaba, de lo que ahora se percata, debido a que era conocido que concesiones era una unidad distinta dentro del Ministerio de Obras Públicas, y que operaba por larga data de manera diferente al resto de los servicios públicos. Volviendo al procedimiento implementado, conjuntamente con alguna de las dos socias giraba cheques, recibiendo a cambio boletas de servicio extendidas por diferentes profesionales. No le consta que se hayan efectuado todas las asesorías que en definitiva pagó la empresa. No cuestionó el procedimiento fundamentalmente porque la petición provenía de la autoridad. Recuerda los nombres de Gabriel Selles y Ramón Downey, como los de algunos de los profesionales que  recibieron los pagos por el procedimiento descrito.

 
Con ocasión de un convenio para la realización de una consultoría para el Ministerio de Obras Públicas, de 27 de julio de 2000, fue requerido por Roberto Salinas Briones en el sentido que al valor real del trabajo, que ascendía a la suma de $10.000.000 aproximadamente, debían agregarse otros que debían ser pagados a Selles, Downey y a GATE S.A. Salinas informó que los dos profesionales habían elaborado los estudios, pero respecto de GATE S.A. no recuerda que le haya dado una explicación específica, salvo que se relacionaba con el área de estudios ambientales y se le debían dineros por trabajos realizados. Este contrato también fue adjudicado en licitación privada.  La forma de pago de este contrato operó de la misma manera, esto es, se le giró un cheque a GATE S.A. por la suma de $22.550.000, recibiendo la boleta de servicios Nº 99 de  1 de agosto de 2000. Nunca tuvo a la vista el trabajo que habría efectuado esa sociedad, tampoco recuerda detalles sobre la entrega del cheque y de la boleta. La contabilidad de la empresa está en manos de Carlos Valenzuela González y le consta que todas las operaciones a que ha hecho alusión están incorporadas en la contabilidad. Los pagos que se efectuaron a los profesionales indicados y a GATE S.A. fueron contabilizados como gastos. Nunca ni la empresa ni él se relacionaron comercial o profesionalmente con las personas a quienes se les pagó honorarios por orden de Salinas. Tampoco con GATE S. A o su representante. 
Roberto Salinas en enero de 2003 le pidió que concurriera a su oficina, informando que Econat estaba incluida en la lista de las sociedades que aparecían efectuando pagos a GATE S.A., y le solicitó que cuando fuera citado a declarar expresara que se había pagado un estudio efectivamente realizado. No le respondió y le demostró incomodidad por la petición formulada. 
A fojas 2.542, manifestó que además de los dos contratos que figuran en la carpeta que se le exhibió, se celebraron dos más, uno aprobado por resolución Nº 2935 de  10 de diciembre de 2001 y otro cuya resolución es de 2002. La empresa solamente celebró cuatro contratos de consultoría con concesiones. La boleta Nº 99 de 1 de agosto de 2000 extendida por GATE S.A. y por la suma de $22.550.000, corresponde al contrato aprobado por resolución Nº 1831 de 27 de junio de 2000, por la suma de $39.600.000: $10.000.000 es el valor de la consultoría efectuada, $22.550.000 se pagó a GATE S.A. y el saldo son pagos efectuados a los consultores Selles, Downey, Olivares y Maricel Gibbs. Al consultor Selles se le pagó $ 1.500.000,  respaldado por la factura Nº 111 de 2 de agosto de 2000, emitida por F y S Agroingeniería Ltda. y cuya fotocopia rola a fojas 1.750; a Downey se le pagó $3.500.000, respaldado por la factura N º 72  de 24 de julio de 2000, emitida por la Consultora y Comercial El Álamo S.A. y cuya fotocopia rola a fojas 1.746;  a Gibbs se le pagó $600.000 y está respaldado por la boleta de honorarios Nº 24 de 2 de agosto de 2000, emitida por ella, cuya fotocopia rola a fojas 1.752; y a Olivares se le pagó $1.000.000  respaldado por la boleta Nº 56 de 25 de septiembre de 2000, emitida por él y cuya fotocopia rola a fojas 1.741.

En relación al contrato aprobado por resolución Nº 1249 de mayo de 1999, denominado “ Mecanismos de tarificación y riesgos en concesiones de obras hidráulicas” por la suma de $33.600.000, señaló que cuando dijo que se abultaba el precio real del contrato, en realidad lo que quiso decir es que a su empresa le correspondía  hacer la consultoría en la parte agrícola y por eso hacía un presupuesto y lo presentaba a concesiones, entonces Salinas le manifestaba que era menester efectuar otra consultoría en el mismo tema pero en la parte no agrícola, y que como era engorroso hacer un contrato con otro consultor debía incluir el precio que había fijado el otro. Por lo tanto, su empresa formulaba una oferta por un precio total considerando ambas consultorías. El otro consultor era Sergio Merino que hizo su trabajo de manera independiente. Cree que él hizo su trabajo y por eso se le pagó y extendió la boleta, de lo contrario Salinas se lo habría dicho para que no se pagara.
En relación al contrato aprobado por resolución Nº 2935 de 10 de diciembre de 2001, por la suma de $32.600.000, se operó de igual manera y a petición de Salinas. En este caso  Econat pagó a Servicios de Ingeniería  Deuman Limitada $15.000.000 y el pago está respaldado con la factura Nº 0129 de 21 de diciembre de 2001, cuya fotocopia rola a fojas 2.279. En este caso tiene la certeza que el informe se efectuó.
A fojas 2.626, señaló que el contrato aprobado por resolución Nº 1249, de mayo de 1999, fue por la suma de $33.600.000, y una vez que el ministerio pagó se emitieron dos boletas de servicio, una por $20.000.000 y la otra por $13.600.000, pero, por lo expuesto por el inspector fiscal Salinas, se pagó al consultor Sergio Merino la suma de $7.500.000, quien entregó la factura Nº 2579 de 20 de mayo de 1999 de la empresa Sergio Merino y Compañía, Asesorías Financieras Limitada. Merino cumplió con su trabajo a petición del Ministerio de Obras Públicas y obviamente no trabajó para su empresa. Cumplió con su trabajo porque de lo contrario el inspector fiscal no le habría dado instrucción de pago. Por lo expuesto, el valor del precio que correspondió a su empresa por la labor realizada fue de $26.100.000.
En relación al contrato aprobado por resolución Nº  2935 de 10 de diciembre de 2001, señaló que la empresa Deuman Limitada cumplió con el trabajo a petición del ministerio y no trabajo para su empresa. Si se le pagó fue porque el inspector fiscal  Salinas dio instrucciones para ello.
            El contrato aprobado por resolución Nº 888-2002 denominado  “Labores de apoyo a la supervisión y gestión técnica y administrativa de los análisis y procedimientos necesarios para el desarrollo del programa de concesiones de obras hidráulicas parte uno”, tuvo un valor de $52.320.000 y se emitió la boleta de servicio N º56  de mayo de 2002.  Este contrato no era una consultoría propiamente tal, sino un contrato de apoyo para concesiones, y por sus términos debían realizar diferentes tareas, como, por ejemplo: la realización de la supervisión técnica y administrativa de actividades, la gestión  y provisión de recursos humanos como el pago de asesores a consultores especializados, la provisión de salas de reunión o de equipamiento para reuniones.  
Para la elaboración del estudio denominado “Fondo de Desarrollo Agrícola: análisis y propuesta de diseño”, se pagó a Roberto Darrigrandi y Compañía Limitada $9.050.000, emitiendo la boleta de servicios Nº 55 de 5 de junio de 2002. También se contrató la asesoría directa de Mauricio de la Barra pagándosele $3.800.000, y entregó la factura Nº 1 de 12 de agosto de 2002 de la empresa Ikons Atn Inversiones Ltda. También por concepto de asistencia técnica para la elaboración del denominado “Proyecto de creación del fondo de desarrollo agrícola-FDA” , se contrató a la empresa ecuatoriana Dret Consultores a la que se le pagó $3.712.684, y por concepto de impuesto, por ser ecuatoriana, hubo que enterar en la Tesorería General de la República la suma de $742.536, la referida empresa emitió la factura Nº 001-001-001089 de 1 de junio de 2002, y, finalmente,  por concepto de gastos varios la suma de $ 4.800.000 que están detallados en la contabilidad. Econat  percibió por el contrato la suma de $ 30.214.780. Salinas no hizo ninguna petición que no estuviera establecida previamente en el contrato. 


A fojas 4.934, manifestó que a Tomás Olivares Ramírez se le hizo un pago porque recopiló antecedentes referidos al tema de financiamiento y crédito. Fue contratado por Econat, previa recomendación de Salinas. Olivares presentó un set de documentos relacionados con instrumentos financieros, sin que quedara copia. Los honorarios fueron fijados por la empresa.

Se emitió a Gerens Economía y Finanzas y Gestión Consultoría Ltda. la boleta de servicio signada con el Nº 13 de 23 de agosto de 1999 por la suma de $5.700.000, porque  Salinas le manifestó que requería una asesoría sobre proyectos de obras hidráulicas y que como habían celebrado un convenio sobre el mismo tema con Gerens pagaría los honorarios. La asesoría fue prestada y no está en condiciones de afirmar si se tradujo en un documento escrito, cree que sí. Las asesorías normalmente se traducen en un informe, pero en algunos casos se limita a la asistencia a reuniones de trabajo.

El pago a Ikon Atn Inversiones Ltda. está relacionado con un contrato adjudicado por el Ministerio de Obras Públicas y que decía relación con la participación en el  diseño  del fondo de desarrollo agrícola y provisión de expertos en financiamiento, entre otros. Mauricio de la Barra de esa sociedad participó suministrando su expertiz en diferentes reuniones con funcionarios del ministerio, recordando a Roberto Salinas y a Mauricio Arretz. Como fue una asesoría propiamente tal, la labor de de la Barra no se tradujo en ningún documento formal;

42º Que Abdón Darvish Naim Pajundakis, a fojas 1.878, señaló que,                          a la fecha de los hechos  materia de la investigación, se desempeñaba como empleado a honorarios y como gerente del área vial en la sociedad R&Q, adquiriendo la calidad de accionista en diciembre de 2002. La empresa fue invitada en el 2000 a participar en una propuesta privada, que en definitiva se les adjudicó, iniciando los trabajos correspondientes a la fase A, debido a que los de la fase B, conforme a lo establecido en las bases, debían ser solicitados por el Ministerio. La fase B no estaba perfectamente delimitada, porque los términos eran muy amplios. Al momento de someter a la aprobación del Ministerio las actividades llevadas a cabo en relación a la fase A, esto es,  en los primeros días de abril de 2000, Quiroz Astorga, inspector fiscal del contrato, le informó telefónicamente que había recibido instrucciones superiores de excluir del contrato la fase B, porque estaba siendo ejecutada por terceras personas, al preguntarle la razón, respondió que era por la urgencia en su realización y que existía con anterioridad a la regularización del contrato que se habían adjudicado. Agregó que el valor total de esa fase, que tenía un monto de UF 2.800, debía ser incluida en el estado de pago Nº 1, junto con las actividades  aprobadas y que correspondían a la fase A, y que debían pagar la suma correspondiente a un tercero. Al consultarle el nombre del tercero, Quiroz dijo que debía comunicarse con  Sergio Cortés, Jefe de Finanzas de Concesiones. Como a esa época era un empleado, le planteó la situación al Gerente de Administración y Finanzas, Jorge Pablo Chávez Weisser, también accionista de la empresa, explicándole lo que Quiroz le había manifestado. Chávez entendió que se trataba de un caso de urgencia, motivado por las necesidades del servicio, interpretando  que era un cargo similar a aquellos que se imputan a la partida pro-forma. También lo entendió de la misma manera. Estimaron que era una necesidad del servicio, más aún si la petición provenía del inspector fiscal del contrato. Chávez le dio instrucciones de llamar a Cortés, quien le manifestó que la exclusión del precio inicial era por un monto de UF 2.800, que se encargaría de hacer llegar el documento de respaldo, una vez que el Ministerio procediera al pago del estado de pago Nº 1, y que debía entregarle el cheque a la persona que le entregara el documento de respaldo. Cortés le dijo el nombre de la persona a la que había que girarle el cheque, enterándose que la boleta era de GATE S.A. al revisar la contabilidad  por un llamado de Quiroz, en el curso de diciembre de 2000 o enero de 2003. Pagado por el Ministerio el primer estado de pago se le entregó un sobre que contenía una boleta de servicio por la suma de $42.603.764. Por  la revisión de la documentación  advirtió que no existe otra relación comercial con GATE S.A. No conocía  a GATE S.A. ni a sus representantes legales,  y ni él ni la empresa se beneficiaron con el procedimiento que se utilizó para pagar una suma determinada de dinero a GATE S.A.

A fojas 2.475, señaló que, por el valor de la unidad de fomento a la fecha del pago,  2.800 equivalían a $42.603.764, valor que fue pagado a GATE S.A. mediante cheque serie 57 0166168 de la cuenta corriente de la empresa Nº 57-021847 de Corpbanca. 

A fojas 15.908 (fojas 3.392 y 3.892), en relación a la consultoría  denominada  “Asesoría global de expropiaciones para la Coordinación General de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas”, a que se refiere la Resolución de la Dirección Gral. de Obras Públicas N° 65 de 5 de abril de 2002, manifestó que, previo a la adjudicación de aquella asesoría, el Ministerio les había adjudicado otra sobre la misma materia, y tiene entendido que se habían adjudicado otras a diferentes empresas consultoras, pretendiendo la autoridad concentrar en una sola lo relativo al apoyo en materia de expropiación. Por esa razón se llamó a licitación pública para la ejecución de una asesoría de tipo global, la que se les adjudicó. Conforme se lee en la resolución adjudicatoria, el plazo total de ejecución del contrato era de doce meses y con un presupuesto ascendente a 90.006, 50 Unidades de Fomento. Se explayó acerca de la forma como se ejecutó el contrato y agregó que con cargo a los ítems denominados “procesos administrativos”, “gastos generales” y “partida pro forma” no se entregaron sumas de dineros,  ya sea en cheque o en efectivo, al inspector fiscal o algún funcionario o empleado del Ministerio de Obras Públicas o de la Coordinación General de Concesiones por ningún concepto. 
A fojas 18.449, señaló que con nadie hizo acuerdo de precios y que se relacionó con el inspector fiscal del contrato, Héctor Quiroz, y con el encargado  de aspectos administrativos de la Coordinación General de Concesiones, Sergio Cortés; que el inspector fiscal le informó que, por ordenes superiores, la fase B del contrato se estaba realizando o se había realizado por terceras personas, fase que consistía en proveer algunos profesionales relacionados con el tema expropiatorio, y que, por lo tanto, debía pagarse e incluirse en el estado de pago; que Cortes le dijo que el pago debía hacerse a GATE S.A. y que después llegaría el documento de respaldo; que la cifra que se cobró en el primer estado de pago es exactamente igual a la cifra que se pagó, UF 2.800,  algo más de $ 40.000.000.;y  que asumió que esa sociedad pagó a las personas que habían hecho el trabajo; 


43º Que Sergio Miguel González Tagle,  a fojas 2.710, señaló que con  Felipe Masjuán es socio de la sociedad de profesionales conocida con el nombre de Aristo Consultores, que  no se encuentra inscrita en el Registro de Consultores del Ministerio de Obras Públicas, pudiendo cualquiera de los dos, en forma indistinta, adoptar decisiones que la comprometan. La sociedad presta asesorías en materias de planificación de transportes, definición de políticas de transporte y creación de sistemas inteligentes de transporte, que se traduce en la implementación de tecnologías que permitan facilitar la movilidad de las personas, como el peaje electrónico, el sistema de paso de tarifa integrada del transporte público, los semáforos inteligentes operados por el mismo tráfico, etc. 
La sociedad se adjudicó cuatro consultorías mediante resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas Nº 3861,  de 27 de diciembre de 1999, denominada “ Análisis preliminar de implementación de un corredor de transporte público en el sistema oriente-poniente”; Nº 1535, de 1 de junio de 1999, denominada “ Definición de políticas e infraestructura de transporte”;  Nº 930, de 22 de marzo de 2000, denominada “ Análisis del sistema de cobro electrónico propuesto para el sistema oriente-poniente”, y, la última, Nº 47, de 4 de septiembre de 2002, denominada “ Análisis y evaluación del sistema de planificación de la infraestructura desde el punto de vista de la competitividad del país”. En relación a esos contratos nunca se le hizo una petición irregular en el sentido de abultar o incorporar al precio de las consultorías gastos administrativos generales de concesiones o del Ministerio. Tampoco se le pidió incorporar una partida de gastos administrativos para los mismos fines, ni que aceptara incorporar al contrato una partida pro forma para que su valor fuera administrado por concesiones.
A Eduardo Abedrapo Bustos le pagó la suma de $4.250.000, porque el Ministro Cruz en un almuerzo que se llevó a cabo en abril de 2000, en que participó Germán Correa, Sergio Solís y Abedrapo, solicitó una asesoría sobre la mejor forma para relacionarse con el gremio de los micreros. Aceptaron asesorarlo y para cumplir el cometido se adjudicaron una asesoría a través de Mideplan, que consistió en la elaboración de un trabajo denominado “Plan de Transporte Urbano para Santiago 2000-2010”. Para facilitar la forma de pago, su empresa se adjudicó la asesoría y, por lo tanto, una vez evacuado el informe debió pagar a cada uno de ellos sus honorarios.
En relación a la consultoría que, en definitiva, dio origen a los pagos que su sociedad hizo a GATE S.A., señaló que la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile se adjudicó mediante resolución Nº 1600, de 7 de junio de 1999, la consultoría denominada “ Elaboración de índice de seguridad vial y metodología para la aplicación de premios, multas y auditorías de seguridad vial en carreteras concesionadas de Chile”, y Claudia Peirano, Directora de la División de Extensión y Proyectos de la Universidad de Chile, Departamento de Economía, mediante carta de 6 de mayo de 1999, lo invitó a presentar una oferta basada en los términos de referencia del mencionado estudio, en la que se señalaba que el valor de los honorarios era $47.000.000 y también su forma de pago. Formuló una oferta a dicha universidad por esa suma, sabiendo que el Ministerio de Obras Públicas tenía interés en que su empresa elaborara el estudio. Supone que el ministerio le adjudicó el contrato a la universidad porque existía un contrato madre o mayor con ella, que lo facultaba para obrar como lo hizo. Si no existe ningún contrato de esa naturaleza no puede explicarse las razones de porqué se obró de dicha manera 
Después de haber presentado su oferta a Peirano por $47.000.000, Ramón Silva,  contraparte técnica del contrato, le manifestó que alguien del Departamento de Administración de Concesiones le dijo que había que cubrir estudios diversos vinculados a impactos ambientales y que el ministerio no tenía los recursos para hacerlo. Le solicitó que rebajara el presupuesto, lo que era una exigencia del departamento mencionado, aceptando rebajarlo a $32.000.000, sacrificando lo que legítimamente debió recibir y que corresponde al valor real del estudio realizado. No obstante lo anterior y aceptando la proposición formulada por Ramón Silva, se le pagó la suma de $47.000.000, de la que tuvo que pagar $15.000.000 a una empresa, que, con posterioridad, una vez llegadas las boletas de honorarios, se enteró que era GATE S.A. 
Los pagos a GATE S.A. se efectuaron  mediante el giro de cinco cheques por las sumas de $2.250.000, $3.000.000, $4.500.000, $3.750.000 y $1.500.000 y dicha empresa emitió cuatro boletas de honorarios por las sumas de $2.250.000, $3.000.000, $4.500.000 y $5.250.000. Recién ahora con motivo de la investigación tomó conocimiento que GATE S.A. no había elaborado ningún estudio de impacto ambiental. El estudio de consultoría lo hizo íntegramente su sociedad, asesorados por la empresa española “Asociación Española de Carreteras”. Ramón Silva manifestó que los estudios ambientales se necesitaban con urgencia y que serían llevados a cabo por otros consultores. Silva, en algún momento de la ejecución del contrato, planteó la posibilidad de que pagara por adelantado $15.000.000, en lo que no estuvo de acuerdo. A partir de ese minuto se comenzaron a generar los estados de pago para Aristo y paralelamente se hacía llegar directamente de la empresa GATE S.A. boletas de servicios por distintos valores, las que, por instrucciones de Silva, correspondían a la documentación de respaldo por los pagos efectuados. Esta fue la única oportunidad en que se pidió que  incluyera dentro de su contrato gastos para cubrir necesidades del ministerio.
A fojas 3.854, se refirió al contrato a que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 560, de 27 de julio de 1998, por la que se aprobaron los términos de referencia y el convenio ad-referéndum de fecha 15 de junio de 1998, suscrito entre la Dirección General de Obras Públicas y la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, para llevar a cabo una asesoría denominada “ Elaboración de índice de calidad de servicio de obras viales concesionadas” por la cantidad equivalente a UF 12.970, recibiendo su empresa la suma de $16.500.000, porque Sergio Hinojosa, Jefe de la Unidad de Estudios de la Coordinación General de Concesiones, por carta de 2 de julio de 1998, lo invitó a formar parte de una asesoría externa que efectuó la Asociación Española de la Carretera conjuntamente con otras empresa españolas. Su labor fundamental consistió en  prestar asesoría a la contraparte técnica del contrato, es decir al Ministerio de Obras Públicas, revisando la oferta técnica, la metodología que dicha asociación iba a utilizar y los diversos informes y exposiciones que hicieron los españoles. Con cargo a este contrato no se formuló ninguna petición de parte de personeros del Ministerio de Obras Públicas;

44º Que Víctor Daniel Rey Pozo, a fojas 2.807, manifestó que es socio de la empresa consultora Consultoría Profesional Agraria Ltda., conjuntamente con Francisco Aguirre Arias y Jorge Echeñique Larraín. A la fecha de los hechos que se investigan también era socio Francisco González del Río. Mediante resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 3151, de 5 de noviembre de 1999, la empresa se adjudicó una consultoría denominada “Factibilidad de desarrollo agropecuario en el área de influencia del embalse Illapel”, por un precio de $46.300.000.-, único estudio de consultoría que se ha efectuado al Ministerio de Obras Públicas. El costo del estudio era de un valor aproximado de $30.000.000.-, y Francisco González del Río, a cargo de las negociaciones,  informó que Roberto Salinas Briones, contraparte técnica del contrato, le manifestó que el precio de la consultoría sería superior porque el diferencial sería ocupado para cubrir gastos de operación, instalación de  oficina y personal, que, según Salinas, debían ser cancelados por la empresa con el dinero adicionalmente incluido en el contrato. Al directorio le pareció extraña la situación, pero Francisco González informó que Salinas le había dicho que así se operaba en concesiones. No tenían experiencia en contratos con concesiones, porque este era el primer y único.  El directorio, o sea los cuatro socios, aceptamos la petición. Si bien en el contrato aparece Pablo Anguita como inspector fiscal, tiene la impresión que nunca intervino en esta petición de ampliación del monto del precio del contrato. Tiene entendido que sólo intervino en los aspectos técnicos del contrato. Al principio pensaron que los pagos tenían que realizarlos de a poco, en la medida en que se iba generando, haciéndole saber a Salinas que pagarían contra boleta o factura. Por ello hizo llegar una boleta de honorarios, emitida por la Sociedad Gestión Ambiental y Territorial, GATE S.A., por un monto de $12.400.000. Al preguntarle a Salinas a qué correspondía ese documento,  manifestó que el ministerio mantenía convenios de servicios con empresas con la finalidad de agilizar su operación, y que esa sociedad se había hecho cargo de los gastos relacionados con los trabajos que se realizaban en la zona donde se ejecutaba el proyecto. Además tuvieron que pagar la suma de $400.000 por una consultoría desarrollada por Pedro Salazar Rodríguez, quien extendió la boleta de honorarios Nº 56 de 20 de diciembre de 1999. También con el aumento de precio tuvieron que comprar una camioneta por leasing, que costó la suma de $8.126.000 aproximadamente. Tres meses y medio después de concluido el estudio terminaron de pagar el precio del arriendo y después la vendieron.  Se efectuó el trabajo para el que fueron contratados, y tiene la impresión que Salazar cumplió su labor, porque por lo menos se le veía trabajar;

45º Que Francisco Guillermo Aguirre Arias, a fojas 3.222, señaló que es socio de Consultoría Profesional Agraria Limitada con Víctor Rey Pozo y Jorge Echenique Larraín, y que con posterioridad al 28 de julio de 1999,  fecha en que se firmó el convenio ad-referéndum con la Coordinación General de Concesiones, mediante el cual se comprometieron a desarrollar el trabajo denominado “ Factibilidad de desarrollo agropecuario en el área de influencia del embalse Illapel “,  Francisco González del Río que firmó dicho convenio como representante de la consultora, manifestó que se había estipulado como precio la suma de $46.300.000, no obstante que el precio era de una suma aproximada de $30.000.000, porque la contraparte técnica del contrato le había manifestado que se requerían recursos para hacer funcionar a la contraparte técnica que dependía del Ministerio de Obras Públicas. Le pareció una situación diferente a la que estaban acostumbrados a contratar, pero entendieron que había una justificación por falta de recursos de concesiones, en el entendido que era un sistema nuevo el que se estaba implementando y además no tenían experiencia con el Ministerio de Obras Públicas, menos con concesiones.  Tiene entendido que para realizar el trabajo fueron contactados por la experiencia de la empresa sobre la materia, y a través de Jorge Echenique. Por la forma en que se organizó el trabajo se asignó a González y, por lo tanto, fue el encargado de cumplir todo lo necesario para desarrollar la labor encomendada. González se retiró en  diciembre de 1999, y tiene entendido que el informe final se entregó a mediados de febrero de 2000. La boleta GATE S.A. llegó el 24 de febrero de 2000 por la suma de $12.400.000, y  con Víctor Rey Pozo extendió el cheque respectivo, porque así se había acordado. Nunca se relacionó con el inspector fiscal Salinas, y tampoco conocía a GATE S.A. ni a su representante. Tomó conocimiento de la existencia de la empresa y de Peña, su representante, a raíz de los hechos dados a conocer por la prensa;

46º Que Jorge Echeñique Larraín, a fojas 3.223, señaló que es socio de Consultoría Profesional Agraria Limitada con Víctor Rey Pozo y Francisco Aguirre, consultora que había efectuado diferentes estudios para los Ministerios de Agricultura y de Economía, y supone que por la experiencia y porque fue compañero de colegio de Pablo Anguita que fue invitado por éste para participar en una propuesta. Presentaron la oferta técnica y económica y después Anguita le informó que se la habían adjudicado. Con él solamente conversó acerca de los aspectos técnicos. González pidió que le fuera adjudicado porque tenía vínculos en la zona donde se iba a desarrollar. La oferta económica fue de $30.000.000 aproximadamente. No recuerda si antes o después de la firma del convenio ad-referéndum tomó conocimiento que al precio había que agregar otra suma adicional.  Lo que si recuerda es que Francisco González manifestó que la contraparte técnica, parece que  Salinas, había solicitado que se incorporara una suma adicional porque era la primera concesión en materia de riego y  el Ministerio sólo contaba con presupuesto de inversión, pero no para solventar gastos corriente de oficina y personal. Se lo planteó en el contexto que ese era el sistema que se estaba utilizando por concesiones, y si bien le extrañó porque nunca antes había recibido una solicitud de esa naturaleza, la aceptó en el entendido que era el modo de operar. No se les ocurrió consultar a un abogado porque parecía que era parte del sistema usual, más aún si la petición venía del ministerio directamente. 
Entregaron el informe final en febrero de 2000 y se pagó íntegramente la suma de  $46.300.000. Una vez que recibieron la boleta de GATE S.A., que fue enviada por concesiones, Rey Pozo y Aguirre giraron el cheque por la suma de $12.400.000 a dicha empresa, contabilizándose como gasto en la contabilidad del proyecto. No conocía a Peña ni a GATE S.A., sólo tomó conocimiento de los hechos por la investigación criminal. La empresa no ha efectuado aportes al Ministerio de Obras Públicas ni a la Coordinación General de Concesiones.

A fojas 18.511, señaló que no conoce a Jara, Peña y General. Tampoco sus socios, Francisco Aguirre, Francisco González y Víctor Rey Pozo; que una vez que se les adjudicó la consultoría la sociedad designó a uno de los socios como contraparte. La empresa tiene veinte años de trayectoria en el ámbito agropecuario y nunca antes habían trabajado con el Ministerio de Obras Públicas, y fueron convocados porque tienen mucha experiencia en estudios agropecuarios y el adjudicado era el primer proyecto de concesiones en una obra de riego, y se necesitaba saber cuales eran  las consecuencias para el sector; que Roberto Salinas fue la contraparte y Francisco González el representante de la consultora porque era el que tenía más experiencia en la zona; que Salinas planteó desde la primera conversación que había que incluir en el presupuesto del estudio una cantidad aproximada de $ 12.000.000,  para cubrir los costos de operación que la Coordinación General de Concesiones tenía que desarrollar en la zona de Illapel, como un ingeniero, camioneta y otros. No fue planteado como una insinuación sino que como una imposición y después llegó el convenio formal acompañado de una resolución autorizada por el Director General de Obras Públicas, aprobada por el Ministro de Obras Públicas y sancionada por la Contraloría General de la República, convenio que incluía la cantidad que había planteado  Salinas y que sobrepasaba en doce millones y fracción la oferta de la consultora. El estudio se hizo e incluso ha servido de fundamento agronómico para el embalse El Bato que está en funcionamiento; que cuando terminó el estudio se dijo que debían devolver la diferencia, exigiendo los documentos formales, y Salinas envió, vía fax, una boleta de honorarios de  GATE S.A., previamente no sabían de su existencia; que jamás participaron en negociaciones, lo que hubo fue una verdadera imposición;

47º Que Francisco Javier González del Río, a fojas 3.700, señaló que el contrato a que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 3151 de 5 de noviembre de 1999, que aprobó los términos de referencia y el convenio ad-referéndum para la realización de la consultoría denominada “Factibilidad de desarrollo agropecuario en el área de influencia del Embalse Illapel”, es el único contrato de consultoría agraria celebrado con el Ministerio de Obras Públicas. 
Trabajó como socio en la sociedad Consultorías Profesionales Agraria Limitada desde 1983 y hasta el 30 de diciembre de 1999,  desvinculándose jurídicamente en abril o  mayo de 2000. El socio Jorge Echeñique, entre abril o mayo de 1999, manifestó que Pablo Anguita, a cargo del tema de concesiones en obras hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, le preguntó si existía interés en efectuar un estudio de las potencialidades agrícolas que tenía el área de influencia del embalse que se pensaba construir y concesionar en el Río Illapel. Se interesaron en el estudio y se le asignó, elaborando la oferta técnica y económica y todos los documentos necesarios. El precio de la consultoría fue entre $25.000.000 y $30.000.000. Tiene entendido que con posterioridad a la fecha en que  fue adjudicada la consultoría, pero antes de suscribirse el convenio ad-referéndum y de dictarse la resolución respectiva, Roberto Salinas le manifestó que habían muchos gastos de concesiones que era necesario cubrir, porque no tenían el equipamiento y el personal necesario para llevar a cabo en forma adecuada la gestión, y preguntó si en el proyecto se podían incluir sin indicar el monto ni la forma como se materializaría. Le manifestó que primero debía consultarlo con los otros socios, porque si bien la petición de Salinas no significaba un enriquecimiento ilícito, era inusual. A sus socios también les pareció inusual, pero fue aceptada porque entendieron que el dinero se destinaría e invertiría por el propio cliente. Le manifestó a Salinas que no había inconveniente firmando el convenio el 28 de  julio de 1999, momento en que se enteraron que se había estipulado un precio de $46.300.000. La labor la iniciaron en agosto de 1999 y tuvo la responsabilidad del proyecto hasta el 30 de diciembre de ese año. Roberto Salinas, por lo que le informaron sus antiguos socios, en febrero de 2000  remitió una boleta que extendió GATE S.A. por  $12.400.000., que fue pagada en ese mes;

48º Que Jorge Antonio Quiroz Castro, a fojas 3.865, señaló que Gerens Ltda. es una consultora dedicada a la asesoría en economía, finanzas y gestión, que formó con Patricio Arrau, Cristian Raggo y Raúl Laban. Sin embargo, como está dividida en áreas, cada uno responde por los trabajos o proyectos asignados a su área. Lo relativo a obras hidráulicas estaba exclusivamente bajo su cargo. Roberto Salinas Briones lo contactó a fines de 1998 solicitando colaboración profesional en el diseño de la primera concesión privada de riego en Chile. Los honorarios los fijó en la suma de UF 1.284, como $19.300.000 de la época, finalizando el trabajo en abril de 1999, fecha en la que sólo se le había pagado $7.500.000 por una empresa llamada C.C.P. Ingeniería, la que, según Salinas, tenía los recursos. Salinas posteriormente aumentó los requerimientos del trabajo original, solicitando tres informes adicionales distintos pero dentro del mismo tema. En junio de 1999 entregó el informe inicial y dos de los adicionales, sin que hasta esa fecha le pagaran los honorarios, manifestándole a Salinas su preocupación. Le respondió que no se preocupara porque había otros consultores  impagos y todo se iba a regularizar a la brevedad. Salinas aceptó que el precio original subiera a $25.500.000 por los nuevos requerimientos. Tiempo después Salinas le informó que la única forma de obtener el pago era mediante un concurso, que debía adjudicarse Gerens Ltda., agregando, además, que para postular al concurso debía incorporar adicionalmente al presupuesto un monto adicional superior para cubrir trabajos efectuados por otros consultores impagos. Es así como se adjudicó la consultoría por un monto de $36.700.000, que es aquella a que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 2087 de 21 de julio de 1999, que aprobó el convenio ad-referéndum para la realización de la denominada “ Concesiones de obras hidráulicas: conceptualización de la oferta  y proyección de la demanda”. La suma indicada se desglosa: $5.700.000 pagados a Econat contra boleta de servicio y  $13.000.000 a GATE S.A., pagos efectuados por instrucciones expresas de Roberto Salinas. Las boletas de servicio las envió Roberto Salinas. Sabía que Econat era una empresa del rubro, pero no conocía personalmente a sus socios. A GATE S.A. no la conocía, tampoco a su representante legal. Los pagos los cursó sólo después que Salinas le informó que las asesorías habían sido realizadas a plena satisfacción del Ministerio de Obras Públicas. Después la sociedad se adjudicó otra consultoría, sin efectuar ningún pago adicional que podría calificarse de irregular. Dicha consultoría tenía una partida pro forma para efectuar apoyo logístico que realizó la empresa Metaptoyect, por lo tanto, su intervención estaba autorizada en la propuesta y en los términos de referencia. 
A fojas 18.953, manifestó que se sorprendió con las declaraciones de Cruz, en cuanto a que no lo conocía como profesional independiente. Salinas al contactarlo le aseguró que lo hacía por expresa solicitud de la más alta dirección del ministerio y de la unidad de concesiones, para el desarrollo de un nuevo modelo de concesiones. Fue contactado en razón de su trayectoria en materias de agroindustria y de derechos de agua.
Agregó que un inspector fiscal fue su contraparte en el contrato materia de la investigación, un representante del Estado, y que como siempre ha ejercido libremente su profesión desconoce los reglamentos o normas que rigen la actividad de los funcionarios públicos, sólo le cabía suponer buena fe de parte de los servidores públicos. Los hechos corresponden a situaciones acaecidas hace once años, cuando muy poca gente en Chile se habría imaginado lo que hoy día quedó a la luz, precisamente como resultado de esta investigación, esto es, el pago generalizado de sobresueldos, la existencia generalizada de entidades que actuaban como “consultoras” y con el sólo propósito de mejorar remuneraciones del sector público y otros fines que hoy día se desconoce;

49º Que Eduardo Alberto Valenzuela Freraut, a fojas 3.906, señaló que fue socio de la sociedad Exe Ingeniería y Software Ltda. desde el 18 de marzo de 1994 y hasta junio de 2000, fecha en que cedió sus derechos a Ubaldo Taladriz Truhán. El giro comercial de la sociedad era la consultoría en ingeniería en áreas relacionadas con el transporte y software. La sociedad fue contratada por la Facultad de Economía de la Universidad de Chile en el año 1999 para participar en el proyecto o estudio denominado “Indice de calidad de servicio de obras concesionadas”, y el valor de la asesoría ascendía a $7.857.000. Para el desarrollo del trabajo firmó un contrato con la citada facultad, y previo a la firma mantuvo algunos contactos con Ramón Silva, contraparte técnica del estudio, y con  su jefe Sergio Hinojosa, ambos funcionarios de la Coordinación General de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, con la finalidad de acotar algunos detalles del trabajo. En una de esas reuniones, uno le pidió que extendiera el contrato en cuanto a su valorización incorporando la especialidad en gestión ambiental, que iba a ser realizada por GATE S.A. Lo particular de esa situación era que su sociedad recibiría el pago total del estudio y después había que  girar un cheque a GATE S.A. Recibió de la facultad la suma de $19.377.000 y GATE S.A. hizo llegar tres boletas de servicio por la suma total de $11.520.000, que se pagaron con cheques del Banco de Chile Nº 3507944, 3405752 y 3484600, pertenecientes a la cuenta corriente Nº 166-00884-02. Los pagos efectuados contaron con la venia de la contraparte técnica, es decir, de la Coordinación General de Concesiones. No le consta que se haya efectuado el trabajo descrito en las boletas de servicio de GATE S.A. Nunca consultó los motivos que existían para operar en la forma descrita, dado que su finalidad era efectuar el proyecto y si empezaba a preguntar muchas cosas podía entrabar su opción de ganar el estudio. Desconoce el tratamiento contable y tributario que al interior de la empresa se dio al pago efectuado a GATE S.A. Como particular efectuó otros trabajos al Ministerio de Obras Públicas, pero en ninguno se efectuó una operación similar a la señalada.

A fojas 4.761,  en relación a las tres facturas signadas con los números 12, 14 y 15 por las sumas de $1.200.000 las dos primeras y $480.000 la última, emitidas por Iget S.A. de Ramón Silva Améstica, en la que en la primera se lee la glosa “Asesoría estudio experiencia piloto, índice de calidad de servicio”, y que precisamente correspondería al mismo trabajo que fue encargado por la Universidad de Chile a Exe Ingeniería y Software Ltda., señaló que sólo recuerda que Ramón Silva, a quien conoce hace unos 15 años, lo llamó por teléfono para que hiciera el estudio que requería concesiones a través de la universidad, y cree que los dos últimos pagos obedecen a un estudio de impacto vial, y que mediante la primera factura se pagó a Silva para que explicara a Taladriz, Casanello, a él y a todos los empleados de la empresa el mecanismo que se usaba en concesiones. También es posible que el pago de las facturas Nº 14 y 15 corresponda a gastos directos del proyecto que la universidad adjudicó, entendiendo por tales aquellos en que incurrió Iget S.A., que hizo el trabajo en terreno de la consultoría adjudicada por la Universidad de Chile. Ramón Silva quería modificar las glosas de las partidas, supone que para no verse involucrado en más problemas;

50º Que Luis Gustavo Arrau del Canto, a fojas 3.274, señaló que es socio con Horacio Musante y Donaldo Astorga en la sociedad Consultora Geofun Limitada, recayendo la representación indistintamente en cualquiera de los tres. Como la empresa se relaciona en dos áreas: suelos y aguas, y su expertice está relacionada con las aguas como también el contrato que originó la investigación, sólo a él cabe responsabilidad en los hechos. 

Anguita, en marzo de 1999, le pidió que efectuara un estudio operacional del embalse El Bato. Anguita lo ubicó porque  antes fue funcionario de la Dirección de Riego, hoy Dirección de Obras Hidráulicas,  y sabía que tenía una consultora y experiencia en la materia. Presentó una cotización por $3.600.000 que Anguita aceptó, pidiéndole que empezara a efectuar el trabajo en forma inmediata y que después se conversaría el tema del contrato. El trabajo lo entregó en mayo de 1999 y su contraparte técnica o inspector fiscal fue Roberto Salinas. En relación a ese trabajo no se hizo ningún pago, tampoco se dictó una resolución por la Dirección General de Obras Públicas que aprobara su realización. Salinas, entregado el estudio, le solicito otros informes complementarios manifestando que el Ministerio requería de un estudio acabado que analizara todos los posibles servicios que podía ofrecer un concesionario del Embalse El Bato, de manera que fuera útil como herramienta de análisis y decisión para los que postularan a la licitación. Por este nuevo estudio presentó una cotización por una suma aproximada de $6.900.000 que fue aceptada, y, al igual que en el caso anterior, se pidió que comenzara de inmediato el trabajo, indicándose que el contrato se concretaría en un futuro próximo. 
Salinas, en julio de 1999, le informó que el contrato se iba a firmar por un monto $34.300.000, argumentando que con la diferencia se iba a pagar a otros consultores que  habían realizados estudios pero estaban impagos, mencionando, entre ellos, al consultor Fernando Peralta. El procedimiento le llamó la atención al igual que el monto alto del contrato, pero Salinas dijo que todo era normal, y como conocía el prestigio de Peralta lo aceptó, firmando un convenio el 27 de julio de 1999 que fue aprobado por la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 2506 de 7 de septiembre de 1999, consultoría que se denominó “Regulación de los derechos de agua y simulación de la concesión para el Embalse Illapel”. 
Salinas, en agosto de 1999, manifestó que el contrato no se iba a poder hacer por trato directo, sino que por licitación privada, pidiendo que enviara una cotización antedata por la suma de $34.300.000. Ese procedimiento también le llamó la atención, pero Salinas le dijo que no se preocupara y que incluso la resolución que iba a aprobar el contrato llevaría el visto bueno del Ministro de Obras Públicas de la época, Jaime Tohá. En definitiva aceptó porque había efectuado el trabajo y era la única forma de obtener el pago. Recibido el primer cheque del Ministerio de Obras Públicas se hizo pago de parte de sus costos por la labor realizada, por un monto de $ 9.950.000, y por instrucciones de Salinas pagó $ 7.200.000  a Fernando Peralta, más bien a su consultora “Álamos y Peralta”. Al entregar el informe final recibió un segundo cheque, y también siguiendo las instrucciones de Salinas debió remitirle parte de este pago mediante  dos cheques de su empresa, recibiendo a cambio dos boletas de servicio una de GATE S.A. por $10.000.000 y otra de José Gabriel Soler por $6.620.000. El resto de este segundo pago correspondió al saldo insoluto de su trabajo. Las boletas de honorarios que recibió de parte de Salinas fueron contabilizadas en la empresa como un gasto. No ha tenido ninguna relación con el representante de GATE S.A. ni con Soler y Peralta. Obviamente le llamó la atención que parte de los dineros recibidos tuviera que  remitirlos al Ministerio de Obras Públicas para pagar a otras empresas, lo que le representó a Roberto Salinas, pero dijo que todo era normal y que era la forma de pagar a otros consultores por estudios que habían efectuado. Su percepción era que Salinas recibía instrucciones de otra persona. Sólo respecto al contrato a que ha hecho alusión aceptó el procedimiento indicado por Salinas.
Señaló que el Ministerio de Obras Públicas ha adjudicado a la sociedad otros contratos, también le ha adjudicado como persona natural. Pero en relación a esos contratos nunca se le hizo ninguna petición irregular, en el sentido que con cargo al precio de los contratos pagara a terceras personas o que efectuara aportes de dineros para solventar gastos del ministerio en general o de concesiones en particular. Nunca ha efectuado aportes de dinero al Ministerio de Obras Públicas, tampoco la sociedad Geofun Ltda.


A fojas 6.393, ratifico los términos del escrito que presentó su abogado y que rola de fojas 5527 a 5530, relativo a diferentes consultorías efectuadas para la Dirección General de Obras Públicas y la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas;

51º Que Alejandro de los Sagrados Corazones Gutiérrez Arteaga, a fojas 3.176, señaló que formó con su cónyuge, María Isabel Dagnino Roa, en enero de 1997 la sociedad Consec Ltda., con un 70 % y un 30%, respectivamente, siendo su representante. Dicha sociedad se dedica a desarrollar labores de asesoría económica, que desde 1977 había prestado en Naciones Unidas y en organismos internacionales y luego en Invertec IGT. A principios de 1999 y por su trayectoria profesional, fue invitado por el ingeniero Roberto Salinas Briones, a quien no conocía, a cotizar un estudio que se denominó “Estimación y proyección de la demanda de agua en el proyecto canal Brisas Santo Domingo”, proyecto de gran interés para el gobierno porque se trataba de la primera obra concesionada en labores de riego. El estudio a que se refiere es el aprobado por la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 1609 de 7 de junio de 1999. El estudio fue entregado en los plazos fijados por la Coordinación General de Concesiones y fue valorizado inicialmente en una suma cercana a los $18.000.000. Sin embargo, Roberto Salinas le señaló que debía incluir en la cotización  un monto adicional por estudios ambientales y de riego que requería el ministerio por $17.500.000, lo que daba un total de $35.800.000,  monto que fue por el que hizo la oferta y que fue considerado como precio. Roberto Salinas hizo el requerimiento antes que presentara formalmente la cotización. La petición formulada no le llamó la atención, porque en diferentes reuniones sostenidas con personeros de concesiones, fundamentalmente con Roberto Salinas y su equipo, se le explicó que se estaban desarrollando las funciones con criterio de eficiencia y productividad más moderno. Accedió a la petición porque esos estudios no significaban un trabajo ni costo para la consultora, pues serían realizados por otras entidades que facturarían a Consec Limitada y serían supervisados por el Ministerio. Desconocía la modalidad de contrataciones con concesiones, pues era la primera y única vez que se vinculaba con ellos. 
Entregado el estudio la consultora emitió las facturas 18 y 19 de 10 y 21 de junio de 1999, respectivamente, las que fueron pagadas por el M.O.P. Administración Sistema de Concesiones. Recibido el dinero y la boleta Nº 48 de GATE S.A. por la suma de $16.500.000, se emitió el cheque del Banco de Chile Nº 8908717 de julio de 1999, contra la cuenta de Consec Limitada Nº 159-04752-08, sucursal Providencia. Además, se hizo llegar la boleta Nº 37 por $1.000.000, emitida por María Paulina Solar Pinedo, por concepto de asesoría de proyecto de riego, la que se pagó mediante cheque Nº 8908719 de la misma cuenta por la suma de $900.000. En esos estudios adicionales encargados por el Ministerio de Obras Públicas no tuvo intervención ni conocimiento, sólo se limitó a efectuar la cotización y a pagar las dos boletas. El valor total que percibió fue de $35.800.000.-, a su sociedad le correspondió $18.300.000.-, y la diferencia por $17.500.000.- fue pagada de la manera señalada, conforme a instrucciones que recibió de Roberto Salinas, inspector fiscal. El monto cancelado por las dos facturas se ingresó a la contabilidad como gasto. No conocía a GATE S.A. ni a Peña;


52º Que Ricardo Daniel Paredes Molina, a fojas 3.507, señaló que se desempeñó como Decano de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile entre septiembre de 1998 y enero de 2002, y fue miembro fundador del Instituto de Economía, corporación de derecho privado sin fines de lucro, hasta agosto de 2002, época en que se retiró de la universidad. Fue presidente del instituto en los años 96 o 97 mientras se desempeñó como Director del Departamento de Economía. Como decano tuvo conocimiento de la existencia de una serie de contratos con el Ministerio de Obras Públicas, relacionados con la unidad de concesiones y otros con dicho ministerio, algunos de los cuales gestionó y participó como Director del Departamento de Economía. 
Si la facultad figura pagando boletas de honorarios a distintas personas o empresas, significaba que con antelación se había aprobado el trabajo por la contraparte técnica, es decir, por el Ministerio de Obras Públicas, en consecuencia, si existen registros de pagos efectuados  a GATE S.A. debió producirse luego de que el Ministerio aprobó el trabajo y una vez que la unidad encargada recibió el dinero para pagar, antecedentes más precisos deberían ser aportados por Claudia Peirano, contraparte técnica del Departamento de Economía de la Universidad de Chile.  La contraparte técnica del Ministerio fue Sergio Hinojosa, con el que se negoció técnicamente los términos de referencia y los contenidos de los estudios. 
En la asesoría adjudicada a la facultad mediante resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 560, de 27  de julio de 1998, denominada “ Elaboración de un índice de calidad de servicio de obras viales concesionadas”, por un valor de UF 12.970 equivalente en pesos a $ 189.775.354, no tuvo participación en la elaboración de ninguno de los documentos, léase términos de referencia, convenio ad-referéndum, oferta técnica y económica, porque a la época de su elaboración y firma era sólo un académico del Departamento de Economía, calidad en la que tomó conocimiento que se había celebrado ese convenio y que se iba a trabajar con los españoles. Osvaldo Larrañaga, Director del Departamento de Economía, debería saber.
Como Decano de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas suscribió el 1 de octubre de 1998 convenios con la empresa Gestión  Ambiental y Territorial S.A., por los que se comprometía a realizar la labor denominada “Estudio elaboración de índice de calidad de servicio de obras viales concesionadas”, uno por $4.105.617, cinco  por  $5.000.000 cada uno, y, el último, por $2.000.000. A esa fecha llevaba como diez días de Decano y el procedimiento que se aplicaba consistía en que el centro o departamento encargado del proyecto enviaba al Director Administrativo una lista de los ejecutores de proyectos reales a los que se les debía pagar por los servicios prestados. El citado director debía verificar si los dineros fueron recibidos (lo que presupone que el trabajo fue aprobado y realizado) y confeccionar una lista de los convenios que debían elaborarse; acto seguido debía dar las instrucciones para que se elaboraran; hecho, se entregaban al decano para su firma. En relación a los convenios señalados el responsable era el Director del Departamento de Economía, Osvaldo Larrañaga Jiménez,  y el Director Administrativo, Armando Álvarez Trujillo. Firmó la documentación entendiendo que el trabajo estaba hecho. Cuando firmó los contratos con GATE S.A. no conocía la propuesta ni los términos de referencia, por lo tanto, desconocía si la facultad estaba autorizada para contratarla.
            Tuvo la misma participación en la asesoría a que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 1600, de 7 de julio de 1999, denominada “Elaboración de índice de seguridad vial y metodología para la aplicación de premios, multas y auditorías de seguridad vial en carreteras concesionadas de Chile” por la suma de $50.000.000. Debió suscribirse un convenio con Aristo S.A. porque figura efectuando el trabajo. También en la denominada “Experiencia piloto para determinar el índice de calidad de servicio en carretera concesionada y aspectos legales y de organización para su aplicación sistemática”, aprobada por resolución Nº 1606 de la Dirección General de Obras Públicas de 7 de julio de 1999.


En todos los contratos sólo le cupo intervención en calidad de Decano de la facultad, confiando que las empresas habían efectuado las labores y que los dineros habían ingresado a la facultad. También confió en los académicos a cargo de los proyectos y en el personal administrativo. No conversó ni con Sergio Cortés ni con ningún funcionario del Ministerio de Obras Públicas. 

A fojas 4.589, señaló que como Decano de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile le correspondía suscribir todos los convenios por los que la facultad asumía la obligación de elaborar proyectos. Como el Centro de Investigación Aplicada para el Desarrollo de la Empresa, CIADE, es un centro de la facultad que no tiene vida jurídica independiente, también le correspondía como Decano firmar los convenios que se adjudicaban a la facultad y que ejecutaba dicho centro. Por eso suscribió el convenio ad-referéndum de 24 de abril de 2001, y la propuesta privada en la que se señaló que el monto total de la oferta económica era la suma de $27.825.000. No tuvo participación en la elaboración de esos documentos. Firmó la oferta económica y la carta declaración de responsabilidad porque tienen dos vistos buenos, que le  parece  que corresponden a Nassir Sapag y a Armando Álvarez. Esos documentos deberían haber sido elaborados en el citado centro bajo la responsabilidad de Nassir Sapag. No conoce a Enrique Ponce de León y es posible que en alguna reunión informal fue presentado;

53º Que Francisco Javier Donoso Díaz, a fojas 3.773, señaló que en Diagnos Ltda. es socio con Guillermo Elías Cumsille Garib y Hugo Eugenio Rivas Lombardi. A su cargo están las consultorías en materia económica, Cumsille del área de estudios de mercado y Rivas del de comunicaciones. Sin embargo, conforme a los estatutos sociales se requiere de la firma de dos socios, en forma indistinta, para que la sociedad quede obligada. La sociedad en abril de 2001 fue contactada por la Facultad de Ciencias  Económicas y Administrativas  de la Universidad de Chile, por intermedio de Enrique Ponce de León, para la realización de un estudio denominado “Financiamiento de la operación, conservación y mantención del sistema de recolección de aguas lluvias Zanjón de La Aguada, en la ciudad de Santiago”. Presentó la propuesta técnica y económica indicando que el valor era la suma de $3.500.000, y Gonzalo Castillo, Jefe de Gabinete del Subsecretario de Obras Públicas, y que en el hecho tuvo la calidad de contraparte técnica,  antes de firmar el convenio de prestación de servicios a honorarios le manifestó que era menester incorporar en el precio del contrato una suma de dinero de aproximadamente  $23.000.000, para pagar unos honorarios que se debía a gente del Ministerio de Obras Públicas. En esa oportunidad estaba presente Enrique Ponce de León. Como la situación le pareció anómala le preguntó porqué se utilizaba ese procedimiento, manifestando que era una situación regular y que la Universidad de Chile estaba respaldando la situación y que se se iban a dar las boletas respectivas para que no tuviera problemas con el Servicio de Impuestos Internos. Aceptó ante la seguridad y tranquilidad demostrada por Castillo. El 1 de mayo de 2001 le avisaron que tenía que ir a la Facultad de Economía a firmar el convenio de prestación de servicios a honorarios,  suscribiéndolo con  Guillermo Cumsille Garib, quien no tuvo conocimiento de lo planteado por Gonzalo Castillo. En el referido convenio se estipuló que el honorario que se iba a pagar era de $26.155.500. Por la facultad firmó el Decano Ricardo Paredes Molina, pero en la cláusula primera a continuación del nombre de la consultoría, aparecía escrita entre paréntesis la palabra “C.I.A.D.E”.  Su único interlocutor fue Gonzalo Castillo. 
Efectuada la consultoría la sociedad emitió a la facultad una factura con fecha 17 de mayo de 2001 por $26.155.500., y, enterados esos fondos en la cuenta corriente, giró cheques nominativos a Humberto Peña por $2.700.000, David Guzmán, René Ruiz, Juan Rusque, Pablo Anguita, Juan Antonio Arrese, Dolores Rufián, Ivannia Goles y María Jeannette Marchionni por $1.800.000, Eduardo Bartholin y Gisella Aguirre por $2.000.000, todos entre el 23 de mayo y 26 de junio de 2001. La suma de los cheques girados ascendió a $21.100.000, y agregado el 10 % del impuesto que fue retenido y enterado, equivalente a $2.300.000, hace una suma total de $23.400.000. Las boletas de honorarios se las envió Castillo y fueron contabilizadas como gasto. Ninguna de las personas mencionadas trabajó para su empresa. Nunca antes le habían efectuado una petición similar, ni efectuó con cargo al precio de los contratos pagos anómalos no relacionados con la  consultoría. Su empresa no hizo ningún aporte al Ministerio de Obras Públicas ni a persona alguna. 
A fojas 18.959, señaló que nada acordó con Nassir Sapag, porque conversó con Ponce de León; y que los pagos fueron requeridos por Enrique Ponce y  Gonzalo Castillo sin poder precisar la cronología por el tiempo transcurrido, y que sólo se contactó con ellos;

54º Que Oscar Enrique Araos Guzmán, a fojas 2.984, señaló que es el gerente general del holding de empresas llamado Abaco Group, conformado por Aeroingeniería, Visión Empresarial, Abaco Ingenieros, Bya Ingenieros, Tec Chile, Genera Corp, Inmobiliaria Los Cisnes e Inmobiliaria Concepción.

Abaco Ingenieros Ltda. se adjudicó las consultorías materia de la investigación, y es una sociedad que está integrada por él y por Jaime Jara Gutiérrez, en un 95% y 5%, respectivamente. Es su representante y está destinada al desarrollo de proyectos de ingeniería. La empresa tiene cinco departamentos independientes y cuenta con profesionales que deben llevar a cabo cada una de las actividades necesarias para cumplir los contratos que se adjudica. Uno de dichos departamentos es el de Expropiaciones que funcionaba, a diferencia de la casa matriz, en Santiago en forma autónoma, departamento  encargado de la ejecución de los proyectos del Ministerio de Obras Públicas relativos a expropiaciones. Javier Rivas Velásquez estaba a cargo de dicho departamento, su labor la ejercía en forma independiente y tenía facultades gerenciales de administración. En consecuencia, podía contratar personal, obtener nuevos contratos, liquidar otros, controlar los estados de avances y los de pagos con los respectivos mandantes, por lo tanto, era parcializada la información que llegaba a la oficina central del holding. 
Rivas dejó de pertenecer a la empresa hace unos siete meses aproximadamente, y reconoció que se había quedado con una suma aproximada de $30.000.000. Se le solicitó que complementara la información pero no regresó a la empresa. Por terceros se enteraron que se apropió de una suma superior a los $50.000.000.
Firmó los contratos celebrados con el Ministerio de Obras Públicas, como representante de Abaco Ltda, pero la oferta técnica y económica fueron desarrolladas en forma independiente por el Departamento de Expropiaciones.
Una consultoría en materia de expropiaciones tiene tres fases fundamentales: la primera corresponde al apoyo del proceso expropiatorio en su fase de terreno y, para ello, el consultor debe destinar gran cantidad de recursos técnicos y de personal para identificar a los propietarios, verificar la correspondencia de los planos de los proyectos de ingeniería con su aplicación en terreno, indagar a través de fotografías aéreas roles de avalúo, investigar en los Conservador de Bienes Raíces, entrevistar a los propietarios, etc. La segunda fase corresponde a la emisión de documentos para el proceso expropiatorio, como informes de tasación pre-periciales, estudios de títulos, planos definitivos de expropiaciones, etc. La tercera fase se refiere al apoyo a los procesos administrativos que desarrolla el Ministerio de Obras Públicas a través del inspector fiscal y especialistas de apoyo, pero, obviamente, relacionados con la Unidad de Expropiaciones, y, por lo tanto, cuando en los documentos se habla de gastos generales están exclusivamente relacionados a expropiaciones. El presupuesto que Abaco presentó en cada oportunidad incorporaba la valorización de las dos etapas o fases indicadas,  respecto de las cuales tenía el control de su administración y estaba relacionado con el ámbito técnico de la competencia de la misma.

           En relación al segundo contrato, en forma posterior a la valorización que Abaco hizo en su oferta, el inspector fiscal le informó a Rivas que la entregada debía incrementarse para incluir el financiamiento de una serie de gastos de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones. En la determinación de la cifra la consultora no tuvo ingerencia, fue un dato impuesto en forma unilateral por ese funcionario. El monto total así determinado constituía el valor definitivo de la consultoría y el señalado por el Ministerio, asociado a los gastos de la fase tres, debía ser pagado por la consultora según las instrucciones de los inspectores fiscales. Quiroz fue el inspector fiscal del contrato aprobado por resolución Nº 444, y del aprobado por resolución Nº 398, en un principio, fue Leonel Vivallos y después Dino Navarro. Ese procedimiento se utilizó respecto del contrato aprobado por resolución Nº 398, y la empresa depositaba las sumas de dinero en la cuenta corriente de Luis Jara, habilitado del Ministerio, previa instrucción de los inspectores fiscales Vivallos o Navarro, que sólo señalaban el monto a depositar.

             En relación al contrato aprobado por resolución Nº 444, que es el primero, aparecen boletas GATE S.A. por montos de $22.000.000 de 10 de diciembre de 1999 y de $11.000.000 de 15 de febrero de 2000. Esas dos boletas fueron pagadas conforme a los comprobantes de egreso Nº 362 de 17 de enero de 2000 y Nº 705 de 15 de febrero de 2000. Además, en la contabilidad aparece una boleta de GATE S.A. por la suma  de $20.000.000 de 28 de marzo de 2000, pero no existe un comprobante de egreso que acredite el pago y, por lo tanto, no habría sido pagada. También existe  un depósito  efectuado por la empresa, por instrucciones del inspector fiscal Quiroz, por la suma de $43.000.000 en la cuenta corriente de Héctor Peña Véliz, cuyo respaldo documentario nunca llegó. Tiene entendido  que el inspector fiscal Quiroz, aparentemente por problemas presupuestarios de concesiones, le solicitó a Rivas que la empresa prestara la suma de $40.000.000 para apoyo a procesos administrativos, lo que se hizo. Posteriormente,  ese dinero fue devuelto el 22 de febrero de 2000. Abaco jamás tuvo  relación de ninguna naturaleza con GATE S.A. ni con sus ejecutivos. La única relación que se produjo fue a través de la inspección fiscal, porque se solicitó respaldar los gastos. 
         Para Abaco era igual pagar abogados para apoyar causas que debía llevar el  Consejo de Defensa del Estado, que eran como quince personas en total, que pagar supuestos gastos de apoyo administrativo efectuados por una empresa desconocida y que eran solicitados por el Ministerio de Obras Públicas. Era imposible dudar que, a través de la inspección fiscal o de la Unidad de Expropiaciones, pudiera cometerse algún ilícito o falta administrativa, por cuanto frente a Abaco había innumerables especialistas en derecho administrativo, ingenieros, abogados y personal administrativo.
            En relación al primer contrato, la modalidad que se utilizó por la inspección fiscal consistió en que en algunos estados de pago  la cantidad final de obras a pagar por el Ministerio era aumentada de acuerdo a información entregada por el inspector fiscal, quién señalaba que ese exceso de obra, desde el punto de vista de su valor, debía ser reembolsado por Abaco, ya que se trataba de trabajos realizados directamente por el grupo de profesionales que apoyaban al Ministerio que efectivamente existían. A Rivas se le indicaba un  monto de dinero por ese concepto que se incorporaba al estado de pago, y una vez que era pagado por el Ministerio de Obras Públicas se depositaba en la cuenta corriente de Jara, habilitado del Ministerio. Supone que el monto era determinado por el Ministerio de Obras Públicas, considerando el avance de trabajo del equipo de la Unidad de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones que apoyaba al inspector fiscal en la expropiación relacionada con el contrato. A Abaco le constaba que ese grupo de personas tenían avances de obra, pues se jactaban de ello. Esos avances traían consigo una disminución del precio que había que pagar al consultor, que se reflejaba en el estado de pago. Así, por ejemplo, si el avance total de un mes era de cien y Abaco había ejecutado solamente noventa, tenía que apoyar con diez a la Unidad de Expropiaciones, porque ese avance no le correspondía. En definitiva se convertían en una competencia para el consultor. 

          Cuando se refiere al grupo de personas que trabajaban en la Unidad Ejecutiva de Expropiación, a quienes debería  haberse pagado con los dineros que Abaco depositaba en la cuenta de Jara, tendrían que haber sido profesionales relacionados con la materia de expropiaciones: abogados, ingenieros, constructores, dibujantes, tasadores, topógrafos, secretarias, etc. En materia de gastos: traslados a los lugares donde se estaban efectuando las expropiaciones y hospedajes en esos mismos lugares, peajes, alimentación y gastos administrativos como fotocopias. 

           Cuando en la declaración extrajudicial alude a que las peticiones de dinero después de los estados de pago se hacían por los inspectores fiscales, debo manifestar que se refiere a Quiroz respecto del primer contrato y a Vivallos y Navarro, tratándose del segundo.

            Javier Rivas pidió a los inspectores fiscales que entregaran documentación de respaldo porque los pagos constituían un gasto para la empresa. Supone que por eso enviaron boletas de GATE S.A. Lo lógico habría sido que mensualmente con cargo a los depósitos rindieran cuenta acompañando las boletas y facturas respectivas. Como no se hizo la empresa tuvo que considerarlo como un gasto sin respaldo, lo que para el Servicio de Impuestos Internos es una utilidad y debieron pagar los impuestos respectivos. Esa situación la representó con Rivas a Cortés, quien entiende consultó a Dolores Rufián, respondiéndoseles que los impuestos debieron haber sido considerados en la oferta económica. En definitiva, no se dio ninguna respuesta satisfactoria. 
          Una consultora en una situación como la descrita no puede ponerse a “pelear con el M.O.P.”, pues de hacerlo queda inhabilitado para presentarse a cualquier concurso público.

          La empresa cumpliendo las instrucciones del inspector fiscal hizo depósitos en tres cuentas corrientes: en la de GATE S.A. $33.000.000, en la de Peña  $43.000.000, y en la de Jara $231.573.953, respecto del primer contrato. Respecto del segundo depositó $235.988.883.
          Se produjo una situación anómala con el empleado Javier Rivas, porque, conforme a lo que manifestó, Jara le habría girado una suma aproximada de $50.000.000 con cargo a los dineros que Abaco depositó. Pareciera que Abaco fue víctima de una apropiación indebida por parte de Rivas. Desconoce las razones por las que Jara accedió a la petición que le formuló Rivas.

          Abaco no se benefició porque en la última licitación pública efectuada por el Ministerio de Obras Públicas  fue descalificada, aduciendo que se había acompañado un documento incompleto. Esa situación pudo ser resuelta por la Comisión de Adjudicación, porque tenía facultades para pedir antecedentes complementarios. No fue así, intentó que lo recibiera el Coordinador General de Concesiones, Germán Molina, el Director General de Obras Públicas, Eduardo Arriagada, inclusive el Ministro. Se le explicó que era un problema técnico, razón por la cual ni siquiera lo recibieron, entablando una reclamación ante la Contraloría General de la República. Muy pocos empresarios se atreven a hacer una acción como esa. Lo hizo porque esa situación originó serios problemas económicos y hubo que despedir a cincuenta personas y cerrar la oficina ubicada en Santiago.
          Sólo en dos contratos se utilizó el procedimiento de depositar determinadas sumas de dinero en cuentas corrientes que el inspector fiscal señaló. En el resto de los contratos, el procedimiento que se usó consistió en que Abaco debía contratar directamente a un mayor número de profesionales, y pagar vehículos, celulares, etc., esto es, se destinaban recursos físicos y humanos de acuerdo a los requerimientos del inspector fiscal y no se entregaban sumas de dinero. 
          Aceptó el procedimiento utilizado en los dos contratos a que alude, porque estaba dentro de los términos de referencia del contrato, cuando se señala que la consultora debía considerar gastos generales para el apoyo del proceso administrativo de la Unidad de Expropiaciones de Concesiones. El procedimiento fue diseñado por ellos, impuesto unilateralmente y aprobado por la Contraloría General de la República. Le pareció que de acuerdo a la situación coyuntural de la época, donde simultáneamente se realizaban muchas obras con miles de propietarios afectados y concesionarias ávidas por demandar al Fisco de Chile, era la forma más ejecutiva para solucionar los problemas. Se percató de la forma de operar en relación a los dos contratos, cuando en el primer estado de pago el inspector fiscal agregó el valor del apoyo administrativo y, en el segundo contrato, después del cierre de la propuesta económica, o sea, antes de empezar a la ejecución del contrato porque así se  informó por el inspector fiscal Vivallos.
           En el caso de las dos consultoría de expropiaciones a que se ha referido, el Ministerio de Obras Públicas intervino unilateralmente al consultor administrando los recursos privados, sin preocuparse de respaldarlos documentariamente. Si el consultor lo hubiera hecho directamente,  como siempre, estarían todos los gastos debidamente justificados. 

A fojas 6.647, señaló que la empresa desde aproximadamente 1994 o 1995 estaba incluida en el registro de consultores del Ministerio de Obras Públicas, con experiencia en materia de expropiaciones. La empresa se había adjudicado aproximadamente en el año 95 una consultoría que fue adjudicada por la Dirección de Obras Hidráulicas, mediante propuesta pública,  relacionada con unas expropiaciones en el Canal Laja-Diguillín, labor que se llevó a cabo durante un año y medio aproximadamente. Posteriormente se presentaron en otras propuestas públicas para efectuar consultorías en materia de ingeniería y expropiación. Antes que la empresa se adjudicara el contrato que fue aprobado por resolución Nº 444, de 6 de diciembre de 1999, tiene entendido que la  labor la estaban ejecutando dos consultoras, Ingeniería 4 y Zepa, pero se rescindieron los contratos porque no pudieron cumplir. Fue dentro de este contexto que Rivas Velásquez, aproximadamente en el último trimestre de 1999, fue contactado por la jefatura de la Unidad Técnica de Expropiaciones de Concesiones, indicándole que se quería invitar a Abaco para darle continuidad a la labor que estaban ejecutando las otras empresas. Rivas le informó sobre la materia. Posteriormente Rivas, a través de la Unidad de Expropiaciones de la empresa que tenía sus oficinas en Santiago, preparó la oferta económica y se la presentó para la firma, y le manifestó que en el ítem “procesos administrativos” había que considerar un porcentaje, que iba a estar destinado a la tercera fase de los procesos administrativos por concepto de gastos generales. Rivas manifestó que los funcionarios de concesiones le expresaron que el costo de la fase “procesos administrativos” en que iba a incurrir la inspección para apoyar ese proyecto ascendía a una suma de dinero que debía ser asumido por el consultor. Lo que señala se encuentra considerado en la “etapa 7”, cuando se alude a la expresión “gastos generales”, que, en su concepto, es todo lo que se le ocurre al Ministerio que es necesario para conseguir los resultados esperados.
Durante la ejecución del contrato, a requerimiento del inspector fiscal Héctor Quiroz Astorga, hubo que efectuar depósitos de dinero en la cuenta corriente de Luis Jara Núñez. El procedimiento que se utilizó consistió en que Quiroz le manifestaba a Rivas que debía depositar un monto determinado en la cuenta corriente de Jara, una vez que se pagaban los estados de pago. Rivas transmitía esta petición a la Unidad Administrativa de la empresa y solicitaba los fondos, se extendía el cheque a nombre de Luis Jara Núñez y los firmaba.

         En relación al segundo contrato, aprobado por resolución Nº 398, en síntesis se utilizó el mismo procedimiento. La jefatura de la Unidad de Expropiaciones le manifestó a Rivas que a Abaco se le iba a adjudicar un contrato por trato directo, denominado “Asesoría Global de Expropiaciones para el M.O.P.”, y, como en el caso anterior, Rivas efectuó la oferta económica considerando en el ítem procesos administrativos lo señalado para el primer contrato, que, en su concepto, está incluido en la expresión “gastos generales” contemplado en la denominada “etapa 8 de procesos administrativos” de las bases de la consultoría, que rola de fojas 6.590 a 6.607.  En cuanto a los requerimientos de dinero, que también fueron depositados en la cuenta corriente de Luis Jara Núñez,  Rivas le manifestó que se los efectuaba el Inspector Fiscal, que, para ese contrato, fueron Vivallos y Navarro.

Efectivamente de la comparación de las ofertas económicas presentadas para los dos contratos a que ha hecho referencia, se advierte que tratándose de la segunda son mayores los precios unitarios fijados en unidades de fomento respectos de algunas partidas. No tiene certeza a qué se debe esa diferencia, pero supone que se debió a cambios de localización de proyectos y, por lo tanto, de personal, a lo mejor también a una mayor exigencia en cuanto a la celeridad en la ejecución de la consultoría.
La empresa durante la ejecución de ambos contratos y a requerimiento de la inspección fiscal, debió pagar los honorarios de procuradores del Consejo de Defensa del Estado y de personal diverso. Además del personal que contrataban, ya sea por bases o por requerimientos especiales formulados por la inspección fiscal, trabajaba un equipo de profesionales que fiscalizaba el proyecto y cuyos gastos no eran financiados en forma directa por Abaco. En su opinión se financiaron con el pago de los gastos administrativos.

Nunca tomó parte en ninguna negociación, fijación de precio ni modalidad de pago, sólo autorizaba la ejecución conforme a las bases de los contratos que eran aprobados por la Contraloría General de la República. Por esa razón, nunca se contactó para los fines indicados con Sergio Cortés Castro, Héctor Quiroz Astorga, Dolores Rufián Lizana, Leonel Vivallos Medina y Dino Navarro. Sólo intervino Javier Rivas Velásquez. Nunca formuló ni firmó los estados de pago, sólo firmaba los cheques conforme lo que indicaba Rivas.

A fojas 7.558 (fojas 14.717 y fojas 2.106 Letra A), señaló que no conocía a Matías De la Fuente al momento de pagarle el 11 de octubre de 1999 la suma de $ 2.200.000, y figura una boleta de dicha persona en la contabilidad para respaldar un pago hecho a Oscar Ferrel Martínez, al que conocía porque había sido jefe suyo en el año 1984, cuando fue Director Regional de Vialidad y él sub-jefe de estudios. Ferrel le señaló que quería participar en una propuesta a la que llamó la I. Municipalidad de Lota, y que no estaba en condiciones de participar porque no tenía el registro requerido,  pidiéndole que su empresa postulara por él, lo que hizo adjudicándosela. Él con un equipo independiente hizo el trabajo, su empresa recibía los pagos de la municipalidad y le giraban los cheques, previa entrega de facturas y, dentro de esos respaldos en diciembre de 1999  hizo llegar una boleta de Matías De la Fuente, quien nunca prestó servicios para la sociedad y nunca le hicieron un pago. A Ximena Nazar se le pagó el 18 de octubre de 2001 la suma de $ 7.500.000, porque prestó asesoría comunicacional para unos estudios que concesiones les adjudicó y que se ejecutó en el sur de Chile. Tiene la impresión que a esa fecha ella no trabajaba en el  Ministerio de Obras Públicas y fue recomendada por gente del Ministerio. No hay un contrato de honorarios con ella,  sólo una boleta final por el total de los servicios que prestó, no obstante que se le pagó mensualmente.
Los pagos a Juan Carlos Véliz Hernández el 15 de septiembre por 1999 por  $4.499.070; Lilia Silva Acuña el 15 de septiembre de 1999 por $ 4.999.070; Luis Solar Pinedo el 10 de enero de 2000 por $ 5.000.000; Asyr Consultores el 30 de agosto de 2000 por $ 4.271.884; Erika Araneda Silva el 29 de diciembre de 2000 por $13.000.000; y María Luisa Solar Pinedo el 29 de diciembre de 2000 por $ 4.000.000, son el resultado del cumplimiento de instrucciones de pago recibidas del  Ministerio de Obras Públicas, dentro del contexto de dos contratos adjudicados por resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas Nº 390 y 251 de mayo de 1998 y 22 de julio de 1999, respectivamente, en que los inspectores fiscales eran Rufián y Quiroz, respectivamente. Conforme a las bases de la consultoría el consultor estaba  obligado a apoyar a la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas con personal idóneo. Si bien conforme a las bases era el consultor el que debía proporcionar el personal idóneo, como  era el Ministerio el que podía aceptarlos y rechazarlos, aceptaban el personal que ellos proponían, sin que tuvieran la posibilidad de verificar si efectivamente prestaban servicios relacionados con el trabajo  adjudicado a Abaco. No tenía una relación directa con el Ministerio, ni en la formulación ni en la ejecución del contrato, lo que estaba radicado en Javier Rivas Velásquez y en los inspectores fiscales. 
La empresa tenía dos cuentas corrientes una a nombre de Abaco Jeria Consultores Limitada en el Banco Santander número 69-000-3653-6 y otra a nombre de Abaco Ingenieros Limitada de igual banco número 69-000-4324-9.

En el marco de los contratos adjudicados por las resoluciones mencionadas y por instrucciones de los inspectores fiscales, transmitidas por Javier Rivas, debió pagar tres facturas extendidas por Gesys Ltda. La primera por $ 15.000.000, la segunda por  $21.572.535 y la tercera por $18.105.814, lo que hace un  valor total de $ 54.678.349. En su concepto, esos pagos están conforme  a los ítems que describen los gastos que debían hacerse dentro del desarrollo de los contratos, que, en estricto rigor, no coincide con lo establecido en las  bases administrativas. Nunca se le informó el destino definitivo  de los dineros que entregó para pagar las facturas. Como era el inspector fiscal el que daba instrucción para pagar la factura, suponía que  correspondían a servicios efectivamente prestados y necesarios para la  ejecución del contrato. No tenía la posibilidad de verificar si los  servicios que se indicaban en la glosa de cada una  de las facturas se habían  efectivamente prestado,  pero como los trabajos adjudicados fueron ejecutados a plena satisfacción, en su opinión los dineros pagados se invirtieron correctamente. El inspector fiscal debió haber hecho el requerimiento de pago de la factura a Javier Rivas, siendo transmitido al departamento de contabilidad de la empresa. Conoció a Sergio Cortés aproximadamente a mediados de 2001, a raíz de unos reclamos que formuló por la no entrega de respaldos contables por los pagos efectuados por la empresa,  pues hubo un momento en que empezaron a entregar diversas facturas en que la glosa rezaba “programa de capacitación”,  lo que no estaba relacionado con el contrato adjudicado, y que por eso rechazaron, lo que se tradujo en que no había respaldo contable. Eso originó que las relaciones con el Ministerio fueron empeorándose, disminuyendo ostensiblemente la adjudicación de contratos;

55º Que Carlos Estanislao Calderón Pinto, a fojas 1.309, señaló que es socio fundador de C.C.P. Ingeniería S.A., la que se formó el 27 de abril de 1993 como sociedad de responsabilidad limitada, transformándose en sociedad anónima el 26 de mayo de 2000. La empresa se dedica fundamentalmente a la confección de proyectos y prestación de asesorías viales, labor que realizan a empresas públicas y privadas, siendo el Ministerio de Obras Públicas el principal cliente. 

A raíz de las publicaciones de la prensa, en el sentido que su empresa habría efectuado aportes en dinero a GATE S.A., empezó a revisar la contabilidad y advirtió que figuraban cinco boletas giradas por Peña en calidad de representante de GATE S.A. de fecha 26 de noviembre de 1998 por la suma de $11.800.000 ; de 25 de enero de 1999 por $14.000.000; de 18 de enero de 2000 por $15.000.000; de 15 de febrero de 2000 por $8.500.000, y la única que no tiene fecha por la suma de $10.000.000. En todas ellas se lee que las sumas de dinero habrían sido pagadas por servicios prestados en asesorías ambientales. 
La sociedad empezó a trabajar con la Coordinación General de Concesiones en  1995, y si bien era un organismo dependiente del Ministerio de Obras Públicas funcionaba de manera diferente, porque era una unidad eficiente y ejecutiva que tenía muchos proyectos en desarrollo en forma simultanea. En ese contexto, la exigencia era mayor en lo relativo al cumplimiento de los plazos y a la calidad de los proyectos.  

Entregó las sumas de dinero que se indican en la facturas porque recibieron instrucciones en ese sentido de Roberto Salinas, segundo de la oficina de proyectos y planificaciones de la Coordinación General de Concesiones. La instrucción consistía en que debían aportar con diferentes sumas de dineros para cubrir gastos y necesidades de funcionamiento de la oficina de concesiones. Salinas efectuaba las peticiones de dinero por teléfono o en reuniones y accedían en forma automática, porque  era una orden y lo consideraban normal. Después Salinas llamaba por teléfono y decía que iba a enviar a una persona con un sobre, en cuyo interior estaban las facturas o boletas que venían extendidas a nombre de la sociedad y que debían pagar. No recuerda el monto total  de las sumas que pagaron, pero revisando la contabilidad advirtió la existencia de varias boletas de servicio. La suma total de las boletas de servicio asciende a $59.300.000, pero seguramente el monto debe ser mayor. Nunca contrató a GATE S.A. para que prestara asesoría ambientales y, por lo tanto, no es efectivo lo que se expresa en las boletas de servicios. Era el sistema imperante en la época y aparentemente se exigía esos aportes a muchas empresas y por eso no lo encontró irregular. Los dineros que facilitaba por ese sistema eran devueltos a la época de la liquidación del contrato, aumentándose artificialmente el precio del mismo. Tiene la certeza que no se benefició por el hecho de haber aceptado el sistema, actuó de buena fe y porque así se operaba. 
A fojas 2.507, señaló que existen varios contratos celebrados en el período en que se pagaron facturas diversas a petición de funcionarios de concesiones. Es difícil imputar el valor de las cinco boletas extendidas por GATE S.A. a un contrato específico, porque el inspector fiscal Salinas le solicitaba pagar facturas o boletas que se solucionaban con recursos de la oficina en la medida que los tuvieran, pagándose una suma total de $ 162.226.775. Sin embargo, dicha suma  fue devuelta íntegramente por el Ministerio de Obras Públicas, y el procedimiento de devolución dependía si el contrato era a suma alzada o a precio unitario. Tratándose de los contratos a suma alzada, que se diferencian de los contratos a precio unitario porque la suma alzada tiene un monto de trabajo global al cual se le asigna un precio, si la labor ejecutada por la empresa era inferior al global estimado en el contrato se genera una diferencia de dinero en contra porque no se realizó el total del trabajo, por lo tanto, a la época de liquidación del contrato el Ministerio de Obras Públicas debía pagar íntegramente el precio y como no se había efectuado todo el trabajo a esa diferencia se imputaban las facturas que fueron pagadas con la caja de la consultora con anterioridad. Tratándose de los contratos a precio unitario, el sistema que debió utilizarse era señalar en el contrato que se iba a hacer una mayor obra de que la que realmente debía efectuarse  y, por lo tanto, a la diferencia del precio se imputaba  la deuda que el Ministerio de Obras Públicas tenía por las facturas que se habían pagado. También podía ocurrir que en definitiva la consultora hiciera menos obras que las que se habían estipulado y, en ese caso, también a la diferencia del precio se imputaba la deuda que tenía el Ministerio. En resumen, se obtenían montos de dinero para imputar a la deuda, a través de las diferencias (a favor o en contra) producidas entre las cantidades de obra originalmente contratadas y las realmente ejecutadas. Las platas se cuadraban a la época de la liquidación del contrato respectivo, teniendo en consideración en ese momento las facturas que se habían solucionado con anterioridad. En realidad, es imposible imputar facturas a contratos determinados por el sistema que se creó.

Participó en los hechos que se investigan cuando Solar se retiró de la empresa, esto es,  en septiembre de 1999. En todo caso estaba en conocimiento de los pagos que Solar efectuó, y contaba con su anuencia para obrar como lo hizo.

            A fojas 6.907, indicó que C.C.P. Ingeniería Ltda. se adjudicó y ejecutó los trabajos a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas Nº 268, 766, 2863, 2859, 902, 3849, 3970, 3973, 3975, 2039, 354, 3113, 1362 y 181, de 21 de abril de 1997, 17 de octubre de 1997, 12 de noviembre de 1998, 14 de diciembre de 1998, 27 de diciembre de 1999, 30 de diciembre de 1999, 13 de julio de 2000, 21 de noviembre de 2001, 28 de diciembre de 2001, 31 de diciembre de 2001 y 12 de septiembre de 2002. Sin embargo, tiene la certeza que la empresa ejecutó más trabajos. Con cargo a los proyectos adjudicados por el Ministerio de Obras Públicas, y cumpliendo instrucciones del inspector fiscal Salinas se pagaron boletas de honorarios y facturas, utilizándose para ello el procedimiento a que hizo alusión en anteriores declaraciones y desde 1997.

Además, declaró en relación a hechos que fueron materia de la investigación llevada a cabo en las causas signadas con las Letras D y D1, en las que se dispuso el sobreseimiento temporal y que, actualmente, se encuentran archivadas.

 A fojas 18.476, señalo que no conocía ni conoce a Jara, General y Peña, reiterando sus dichos en lo relativo al procedimiento implementado para el pago de boletas y facturas; que todos los pagos los efectuó cumpliendo instrucciones del inspector fiscal Salinas; y que aceptó el procedimiento porque necesitaba seguir trabajando en concesiones y era el sistema imperante en ese organismo;


56º Que Luis Alfredo Solar Pinedo, a fojas 1.311, señaló que fue socio fundador de C.C.P Ingeniería Limitada. En noviembre de 1998 cedió los derechos a su socio Carlos Calderón y a su cónyuge Minerva Aros, manteniéndose en la empresa para concluir los proyectos que se estaban desarrollando y en los cuales tenía participación profesional. La sociedad se dedica a efectuar proyectos de ingeniería en su mayoría para empresas públicas y principalmente para el Ministerio de Obras Públicas, Departamento de Concesiones. C.C.P. Ingeniería Limitada pagó boletas de honorarios extendidas por GATE S.A. el 26 de noviembre de 1998, el 25 de noviembre de 1999, el 18 de enero de 2000, el 15 de febrero de 2000 y la última sin fecha de expedición. Por la data de la escritura en que cedió los derechos, se puede advertir que a la fecha de pago de la primera boleta ya no se desempeñaba como representante de la empresa y, además, como se desvinculó en septiembre de 1999 tampoco tuvo participación en el pago de las tres últimas. Fue Roberto Salinas del Departamento de Concesiones quien pidió que se cancelaran dichas boletas, no obstante que los servicios de que dan cuenta no fueron prestados a C.C.P. Ingeniería. Como la Coordinación General de Concesiones tenía un volumen considerable de proyectos en ejecución y aparentemente tenían problemas presupuestarios, solicitaron que se pagaran las boletas con el compromiso de devolvernos el dinero a la fecha de liquidación del contrato abultando artificialmente su precio. La empresa pagó sin reparar que el sistema pudiere ser ilegal y, por lo tanto, ante el requerimiento efectuado por Roberto Salinas,  que era el representante del mandante, simplemente accedieron sin mayor cuestionamiento. Además de estas boletas extendidas por GATE S.A. también se les solicitó pagar otras boletas y facturas por  montos que no está en condiciones de precisar, pero que figuran en la contabilidad de la empresa. El procedimiento era mediante una solicitud verbal de Salinas y envío de la factura, boleta o recibo, o se los contactaba con el proveedor al que había que pagarle. No cuestionó el procedimiento porque estimó que era normal. No conoce a Peña Véliz ni a su sociedad y nunca les prestaron servicios por concepto de asesorías ambientales o de otro tipo. Tiene la sensación que Salinas recibía instrucciones de Cortés en el sentido de solicitarles dinero, porque era el encargado del Departamento de Administración y Finanzas.

A fojas 2.469, señaló que el procedimiento utilizado por el Ministerio de Obras Públicas para devolver el monto de las facturas y boletas de servicio que no corresponden a las de GATE S.A., estaba relacionado con los contratos de consultoría  que estaban vigente a la fecha de los pagos. A esa fecha había contratos vigentes de consultoría a suma alzada o a precio unitario. Si se trataba de un contrato a suma alzada, el procedimiento consistía en que el inspector fiscal Roberto Salinas le indicaba que debía ejecutar una cantidad menor de trabajo real, para así permitir  pagar con la diferencia el valor de las facturas o boletas que habían sido cancelados previamente por C.C.P. Ingeniería Ltda. en ese período. En consecuencia, se rebajaba proporcionalmente la labor contratada según el pago que se había efectuado por instrucciones del Ministerio de Obras Públicas, por ejemplo, disminuyendo la superficie topográfica a levantar. Respecto de los contratos a precio unitario,  que es más excepcional, el mecanismo debió  consistir en aumentar las  cantidades de algunas de las partidas del contrato, con el objeto de incorporar los pagos que se habían efectuado cumpliendo instrucciones. Esos procedimientos debieron haberse utilizado con el listado de boletas y facturas que rola de fojas 1.729 a 1.732, y tiene la impresión que son los mismos gastos de que dan cuenta los documentos que están agregadas a una carpeta celeste, que fue puesta a disposición del tribunal mediante parte Nº 1063 y que rola a fojas 2.308.  El procedimiento descrito se circunscribe a la época en que estuvo en la empresa, como socio o empleado. A la época en que se retiró tiene la impresión que el Ministerio de Obras Públicas pagó todas las boletas y facturas que a esa fecha estaban pendientes de pago.


La empresa llevaba un listado de los pagos que se hacían por instrucciones de Salinas, y cuando se acumulaba una suma determinada de dinero se efectuaba la liquidación con cargo a alguno de los contratos que estaban vigentes.

          A fojas 6.909, manifestó que se retiró de la sociedad en noviembre de 1998, pero se desvinculó totalmente a mediados de 1999. Recuerda que C.C.P. Ingeniería Ltda. se adjudicó y ejecutó los trabajos a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas Nº 268, 766, 2863, 2859 y 902, de 21 de abril de 1997, 17 de octubre de 1997, 12 de noviembre de 1998 y de 14 de diciembre de 1998, pero tiene la idea que se adjudicó más trabajos, como, por ejemplo, el estudio de “Ingeniería Ruta 5 Purranque- Puerto Montt”, que a lo mejor pudo haberse adjudicado en el curso de 1996 y que se ejecutó durante todo 1996 y 1997. Recuerda que Salinas, a principios de l997, le manifestó que el Departamento de Concesiones tenía déficit presupuestario en algunas partidas y que, por lo tanto, necesitaba la cooperación de distintas empresas para su financiamiento, con el compromiso de devolver a futuro las sumas de dinero que se pagaran. Esa solicitud la aceptó con Carlos Calderón.  Es dentro de ese contexto que se pagaron las boletas y facturas que se indican en el listado que rola de fojas 1729 a 1732, precisando que su eventual responsabilidad se limita a la fecha en que se retiró. Las sumas de dinero fueron posteriormente reintegradas, incorporando sus valores en los distintos estados de pagos.

Además, declaró en relación a hechos que fueron materia de la investigación llevada a cabo en las causas signadas con las Letras D y D1, en las que se dispuso el sobreseimiento temporal y que, actualmente, se encuentran archivadas;


57º Que Luis Antonio Jara Núñez, a fojas 784, señaló que comenzó a trabajar en concesiones en octubre o noviembre de 1998, y su remuneración hasta septiembre de 1999 la pagó el Instituto de Economía de la Universidad de Chile, a través del sistema outsourcing, y luego GATE S.A. Su remuneración fue variable y comenzó en $ 700.000.- y terminó en $ 1.5000.000.-. Su trabajo consistía en la administración del personal de auxiliares y de aseo. Trabajó hasta marzo de 2001 fecha de terminó del contrato GATE. Después empezó a llevar la contabilidad de GATE S.A., a petición de Peña, aproximadamente en mayo de 2001. Los cheques girados a su nombre y que superan el $ 1.500.000 corresponden a fondos por rendir. 


A fojas 1.349, señaló que ingresó el 9 de octubre de 1998 al Departamento de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, ubicado en Merced Nº 753 piso 9, mediante el contrato de “outsourcing” que a esa fecha el ministerio había celebrado con el Instituto de Economía de la Facultad de Economía de la Universidad de Chile, pero fue “reclutado” por Juan Carlos Véliz al que conocía desde la época universitaria. Se desempeñó como jefe de operaciones del Departamento de Concesiones  y su labor era de carácter administrativa operacional, esto es, se preocupaba de la mensajería, de la administración del personal de aseo, y también diseñó un sistema de control de inventario. Desde octubre de 1999 los honorarios fueron pagados por GATE S.A., porque celebró un contrato de “outsourcing” con el Ministerio de Obras Públicas. Peña, en mayo de 2000, le pidió que desarrollara una caja para administrar los dineros que GATE S.A. entregaba al ministerio y que provenían de los estudios que hacía. Esta caja era paralela a aquella que se formó para administrar los dineros relacionados con el contrato de “outsourcing”. Peña le dio esa instrucción porque era necesaria una persona de confianza, todo a petición de Cortés. La caja la administró hasta marzo de 2001, y Peña le dijo que el Ministro Cruz había decidido que esa caja tenía que ser administrada por la Dirección General de Obras Públicas,  por lo tanto, los dineros ascendentes a $150.000.000 se los entregó en efectivo a Eduardo Arriagada, Director General de Obras Públicas, previa firma de un recibo. Hasta esta fecha GATE S.A. seguía pagando su sueldo. Entre marzo y mayo de 2001 entregó lo que estaba a su cargo y efectuó labores administrativas, retirándose del ministerio a fines de mayo o inicios de junio de 2001. Durante estos meses el sueldo fue pagado por GATE S.A. y colaboró con la liquidación del contrato que solicitó el Coordinador General de Concesiones, Germán Molina.

También usó la cuenta corriente personal que Peña mantenía en el Banco Santander, le dejó una chequera con todos los cheques firmados en blanco. Los dineros de esa cuenta provenían de la que GATE S.A. mantenía en el Banco del Estado y eran dineros de las siguientes empresas privadas: C.C.P.Ingeniería Ltda., Exe Ingeniería y Software, R y Q, Geofun, Aristo Consultores Limitada, Gerens, Abaco, AC Consultores Ltda., Belfi e I.M.S.- El monto aproximado de lo percibido de esas empresas fue de $850.000.000, y no todo fue entregado previa extensión de la boleta o factura respectiva, pues sólo como $540.000.000 están respaldados contablemente. Esos dineros se obtenían porque Peña emitía una factura a las empresas por asesorías ambientales, que entiende que no se hacían, pues era sólo un mecanismo para regularizar contablemente los egresos e ingresos de los dineros. Desconoce quién pedía los dineros, pero recuerda que Cortés en una oportunidad le pidió que llamara a Pablo Anguita para consultarle si estaba listo el dinero de I.M.S. 
También hubo movimientos de dineros sin respaldo contable por una suma aproximada de $320.000.000,  que ingresaron a partir de junio o julio de 2000 a la cuenta corriente que mantenía en el Banco Santander cuyo número es 4010386-4, dineros que le depositó Abaco, no sabe porqué. Estos depósitos eran mensuales por un valor aproximado de entre $30.000.000 y $60.000.000. En su cuenta además se depositaron dineros de Peña y también  de GATE S.A., y después del robo por problemas de desconfianza se utilizó además la cuenta personal de Yerko General, que también administraba. Los egresos de dinero de la caja que manejaba se efectuaban mediante el giro de cheques cruzados y nominativos a los proveedores, previa entrega de una factura,  y a los beneficiarios del listado de 75 personas publicado en la prensa y de otro de entre 30 y 40 personas. No todas las personas que estaban incluidas en las listas dieron la boleta respectiva. Sin embargo, como algunos  exigían y no podían dar boletas ni a GATE S.A. ni a él, Peña le pidió a Yerko General que recibiera las boletas de honorarios que iban a extenderse a nombre de Asyr Consultores, de la que General era el representante, y que enterara la retención en la Tesorería General de la República, no sabe qué beneficio recibió Yerko General por hacer el favor. Le pidió el mismo favor a Marco Cañete, representante de Socogech S.A. al que le pagó el 10%  del valor de la operación. En relación al resto de las personas que no dio boleta, la única manera que tiene para comprobar los pagos es mediante la fotocopia del cheque que giró o de la colilla de depósito efectuado en la cuenta corriente del beneficiario. Sólo al Coordinador General de Concesiones Germán Molina le entregó dinero efectivo, y sólo puede acreditarlo con la declaración de su auxiliar Marcelo González y de Juan Carlos Véliz, pues en una oportunidad le mando el dinero con ellos. Estos pagos son por concepto de sobresueldos, sin embargo algunos corresponden a honorarios adicionales, pues algunos hacían efectivamente trabajos extraordinarios. Estos serían de una plana de menor rango. Para girar los cheques Peña le mandaba una planilla original con un listado de personas que se pagaba mes a mes, además, mensualmente se iban agregando personas al listado, mediante comunicación telefónica con Peña o en las reuniones diversas que mantenían.  
Recibía un sueldo aproximado de $1.000.000 y por la labor adicional $500.000 mensuales que Peña pagaba. Existen fondos por rendir por la suma de $ 198.000.000.- respecto de los cuales no está claro el respaldo, relacionados con el contrato de “outsourcing” celebrado entre el Ministerio de Obras Públicas y GATE S.A., y que posiblemente se gastaron previa emisión del documento de respaldo, pero como la contabilidad de GATE S.A. era llevada por la secretaria de Peña, Sara Oliva, que no era contadora, es probable que esa documentación no sea habida. 
En septiembre de 2000, a raíz del robo que fue víctima GATE S.A., Peña abrió una cuenta corriente a nombre de esa empresa en el Banco Santiago y con cargo a los dineros depositados en esa cuenta se pagó la nómina de ese mes, los dineros provenían de los créditos que obtuvo Peña y de los traspasos de fondo que hizo a dicha cuenta. A la época del robo se dio cuenta cómo se financiaba el sistema en el Ministerio de Obras Públicas, y cuando se empezó a ocupar su cuenta corriente para pagar los sobresueldos y/ o honorarios adicionales advirtió  que era un procedimiento irregular. Sin embargo siguió colaborando porque le pagaban un sueldo. 
En más de una oportunidad le pidió a su cuñado Manuel Gamboa, representante de Seguridad Industrial Limitada, que recibiera boletas de empleados del ministerio y que retuviera y pagara el impuesto, sin retribuirlo, seguramente por eso Gladys Antezana tiene fotocopias de una boleta extendida a esa empresa. Además, lo expuesto justifica que Gladys Pamela Gómez haya percibido un cheque proveniente de su cuenta corriente. 

A fojas 1.393, entregó una lista que contiene el nombre de 48 personas a quienes se les pagó por concepto de honorarios adicionales un monto total de $ 162.029.762. La mayoría son personas que a la época del pago se desempeñaban en el Ministerio de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones. La mayoría no dio boletas de honorarios, pero el pago se puede acreditar con la exhibición de la fotocopia del cheque que se extendió en su oportunidad y que provenían de las diferentes cuentas corrientes que existían para ese efecto. Todos los cheques se giraron nominativos y la mayoría cruzados. Además, hay un monto aproximado de $180.000.000 que se habrían utilizado para pagar a diferentes proveedores del Ministerio de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones, que estarían respaldados con boletas o facturas. 


A fojas 4.136, expresó que administraba la caja paralela que se formó con los dineros que entregaba Héctor Peña. Los montos normales de los depósitos eran de $20.000.000, $30.000.000 y $40.000.000, un 80% se depositaba en efectivo y un 20% en cheques. Después de la época del robo se depositaron en la cuenta corriente en efectivo la suma de $ 100.000.000.- y esa es la única suma de dinero de ese monto que registra su cuenta corriente. Esta suma de $100.000.000 no pertenece a los dineros que se depositaron por Abaco. Como su labor era la de administrador de los fondos depositados en su cuenta corriente, no está en condiciones de señalar su procedencia. A fojas 4.137, señaló que el depósito por la suma de $100.000.000 se efectuó el 10 de noviembre de 2000. 

A fojas 5.082, expresó que en abril  de 2000 se desempeñaba como Jefe de Operaciones de Concesiones, y en razón de ese cargo recibió un cheque por la suma de $15.000.000 girado por Minmetal Ltda. a la orden de GATE S.A. No recuerda  quien le entregó el documento, pudo haber sido Sergio Cortes, Juan Carlos Véliz o Jorge Torres. Lo que sí tiene claro es que Jorge Maureira no se lo entregó.

Durante la época de ejecución de los contratos adjudicados a Servilily se desempeñaba como Jefe de Operaciones de Concesiones y Véliz como Jefe Subrogante de Administración. En cumplimiento de sus labores debía preocuparse del pago de todo el personal de concesiones, y dentro de los cuales se encontraba el personal auxiliar que se pagaba por Servilily. Tiene la impresión que esa empresa no tenía el personal suficiente para cumplir las labores de apoyo respecto de los contratos de auxiliares y recepcionistas, y por eso el personal lo ponía concesiones mediante un listado que se confeccionaba mensualmente por instrucciones de Sergio Cortés y que entregaba a Aguilera para que girara los cheques. Efectivamente en estos listados, supone que también por instrucciones de Cortes, se incorporó a funcionarios para pagarles sus sobresueldos o  se trataba de funcionarios que desempeñaban labores fuera de concesiones  y que no desempeñaban ninguna labor de aseo, como es el caso de los funcionarios de apellidos Balboa, Reginensi  O”Brien y Emilia Galarce. Carecía de facultades para contratar o para incorporar a alguna persona a los listados. 
Su cuñado Cesar Gamboa  facilitó una boleta por la suma bruta de $1.400.000, porque Herrera “aportó” $52.000.000 para gastos de administración del Ministerio de Obras Públicas para pagar honorarios o sobresueldos de su personal y  exigió respaldo tributario. Esta suma de dinero ingresó a la cuenta de Héctor Peña y se giraron los cheques respectivos para efectuar los pagos, y como alguno de los beneficiados no entregó boletas de honorarios y Herrera exigía, le pidió a Cesar Gamboa que diera una boleta. Él se benefició con la devolución del impuesto al año siguiente. Por la misma razón le pidió una boleta a Gustavo Alfaro por la suma de $1.500.000 y a Yerko General por $2.000.000. Tiene entendido que todo el dinero entregado por Herrera está debidamente respaldado con documentación contable, y por eso no se explica porqué en el listado que rola a fojas 4.981 sólo habrían boletas de respaldo por la suma de $31.483.333. 

Peña en marzo de 2000 tenía problemas tributarios y le reclamó a Sergio Cortés que le faltaban respaldos de los gastos efectuados. Cortés estimó que la mejor manera de dilucidar el problema era contratando a un contador que, en definitiva, resultó ser Yerko General, quien le solucionó el problema y le arregló la contabilidad del año 2000. En el año 2001 hubo desavenencias con General en relación al monto de sus honorarios y por eso Peña lo contrató. Cuando asumió como contador  la Contraloría General de la República estaba investigando los contratos de apoyo, también Impuestos Internos había comenzado a fiscalizar a GATE S.A. y a Peña. Para cumplir su cometido recabó toda la información contable de GATE S.A. y aquella que no servía para los fines legales la guardó y le solicitó a Cesar Gamboa que la mantuviera en su casa, hasta cuando se la pidiera. La documentación que guardó Gamboa no era de gran utilidad, porque se trataban de fotocopias de documentos que ya se habían entregado  a la Contraloría General de la República o a Impuestos Internos. El error que cometió fue habérsela entregado a Gamboa. 
A fojas 6.703, señaló que Abaco Ingenieros Consultores Ltda. desde marzo de 2000 y hasta noviembre de 2000 y entre enero y diciembre de 2001 depositó distintas sumas de dinero en efectivo en su cuenta corriente personal. En una oportunidad Javier Rivas Velásquez, que trabajaba para Abaco, le parece que después de efectuado los dos primeros depósitos del año 2000, le consultó si podía efectuar varios depósitos por montos más pequeños, manifestándole que no tenía objeción. Como nunca hubo un requerimiento de su parte a Javier Rivas, necesariamente debía tener pleno conocimiento del monto total que debía depositar. Cortés nunca le comentó de los pormenores de la negociación con Abaco, solamente en una oportunidad le dijo que iba a llegar dinero de dicha empresa y que se iba a depositar en su cuenta corriente. 
En junio de 2000, época en que sus honorarios eran pagados por GATE S.A. por la asesoría contable que le prestaba, asumió como un trabajo el manejo de su cuenta corriente con los dineros depositados por Abaco. Cortés le pasó una planilla con el nombre de las personas a quienes debía efectuar pagos, planilla que variaba mensualmente pues se incorporaban nuevos nombres por los diferentes requerimientos que a Cortes le hacían las autoridades. Cortés siempre estaba consultando con cuánto dinero se contaba, le informaba y cuando faltaba plata, unos dos días antes de efectuar los pagos, le decía simplemente que iban a llegar dineros a su cuenta corriente de parte de Abaco. Ese fue el procedimiento que se utilizó en los años 2000-2001 con los dineros provenientes de Abaco. Nunca le solicitó a Javier Rivas sumas de  dinero, la relación sólo se  limitó a la información que daba acerca de cuánto iba a depositar en la cuenta corriente.
A fojas 9.586, expresó que no elaboró los listados que se encontraron en el archivo denominado “clito casa XLS”, pero reconoce los gastos que figuran en los listados como aquellos que efectuó cumpliendo instrucciones de Cortés. Lo que se identificaba como “CCL” eran gastos del gabinete del ministro, esto es, que se generaban ahí y que, por lo tanto, del gabinete o del ministro venía la instrucción de pago.

A fojas 15.035 (fojas 2.422 Letra A), manifestó que el cheque por la suma de $ 10.800.000.- girado a la orden de Humberto Eduardo Torres González, de la cuenta corriente de APR Ingeniería S.A., fue depositado en la cuenta corriente de Yerko General Carrasco que manejaba a título de caja paralela a la de GATE S.A.  Desconoce las razones por las que dicha empresa giró ese cheque a Humberto Torres González, hermano de Jorge Torres González.

 Se desempeñó en la Coordinación General de Concesiones entre 1998 y mayo de 2001, y los honorarios los pagó el Instituto de Economía o GATE S.A. Sus honorarios ascendieron a la suma de $ 700.000.- que después aumentaron a $ 900.000, $ 1.200.000, y $ 1.500.000. Nunca percibió sumas de dineros adicionales por las labores desempeñadas en concesiones bajo ningún concepto. Los seis cheques  por la suma de $ 1.000.000.- proveniente de la cuenta corriente que GATE S.A. mantuvo en el Banco Estado número 5543541, y dos por la suma de $ 1.200.000.-, corresponden al pago de los honorarios de los meses de octubre, noviembre y diciembre de 1999, enero, febrero, marzo y abril de 2000; a lo mismo corresponde los cinco cheques provenientes de igual cuenta corriente y por la suma de $ 1.200.000.- y es por los honorarios de abril a septiembre de 2000. 
El cheque por la suma de $ 2.500.000.-, girado a su nombre en forma nominativa, lo cobró y entregó a Juan Carlos Véliz encargado de administrar el contrato GATE, ignorando su destino. El cheque por la suma de $ 5.388.108.- también lo cobró en efectivo y se lo pasó a Juan Carlos Véliz o a Sergio Cortés Castro. El cheque por la suma de $ 1.879.900.- girado el 8 de febrero de 2001 fue depositado en su cuenta corriente 4010386-4 y debió haber girado de su cuenta corriente cheques por el monto total antes indicado a diferentes personas o empresas cumpliendo instrucciones de Juan Carlos Véliz. El cheque por la suma de $ 1.136.323 lo depositó en su cuenta corriente personal número 36539830 del Banco Crédito de Inversiones, y debió girar también cheques a terceros por igual monto. El cheque por la suma de $ 19.800.000.- fue depositado en su cuenta 4010386-4 con la finalidad de proveer fondos a la caja paralela, y se trata de dineros que a Héctor Peña Véliz le pagó el ministerio y con la que devolvió parte del sustraído en agosto de 2000. El cheque por la suma de $ 300.000.- de 5 de octubre del 2000, girado a su orden de la cuenta corriente de GATE número 39-02626-0, lo cobró por caja y debió haber entregado a alguien por algún concepto cumpliendo instrucciones de Cortés, y en el talonario de la chequera debió indicar quien se benefició en definitiva. El cheque por la suma de $ 16.000.000.- girado a su orden y contra la cuenta corriente bancaria que Héctor Peña Véliz mantuvo en el Banco Santander número 4007647-6, fue depositado en su cuenta corriente  4010386-4 con motivo de la sustracción de que fue víctima GATE S.A. y con la finalidad de poner a bien recaudo los dineros. Los cheques por las sumas de $ 1.500.000.-, girado en noviembre de 2000, enero, marzo y abril de 2001 por la suma de $ 1.500.000.- de la cuenta corriente bancaria que Yerko General Carrasco mantuvo en el Banco Santiago número 02-49383-7, corresponden a los honorarios de esos meses. Los cheques por las sumas de $ 2.600.000.- y $ 500.000.- de 24 de abril y 24 de octubre de 2000 girado en contra igual cuenta corriente, fueron depositados en su cuenta personal número 36539830 del Banco Crédito de Inversiones, TBanca, y debió haber girado cheques por el equivalente a los depósitos cumpliendo instrucciones de Sergio Cortés Castro. Los cheques por las sumas de $ 2.644.486.- y $ 700.000.- de diciembre de 2000, girados a su orden y proveniente de igual cuenta corriente, los cobró por caja y no recuerda a quien se los entregó. Los cheques por las sumas de $ 295.900.-, $ 90.000.-, $ 42.900.-, $ 367.900.-, $ 421.858.- y $ 300.000.- girados  en noviembre de 2000 y enero y abril de 2001, los firmó Yerko General  y fueron depositados los tres primeros y el quinto en el Banco Santander en la cuenta número 4010386-4, el cuarto en su cuenta del Banco Boston número 8841320 y el último en la número 36539830 del Banco Crédito Inversiones, TBanca. El valor de los cheques debió haberlo ocupado para efectuar pagos cumpliendo instrucciones de Cortés. En el talonario debió haber indicado el beneficiario de los documentos. Respecto de los cheques por las sumas de $ 45.000.- $500.000.- $4.600.000.-, $ 40.000.000.-, $ 25.000.000.- $ 14.500.000.-$ 200.000.- $ 14.600.000.- y $ 1.000.000.- girados el 16 de marzo de 2000, 29 de agosto de 2000, 21 de septiembre de 2000, 13 de noviembre de 2000, cuatro en marzo de 2001 y el último en octubre de 2002, señaló que todos aquellos que fueron cobrados por caja y que son seis, por los montos de mayor cantidad,  lo más probable es que se los haya pasado en efectivo a Sergio Cortés Castro. El cheque por la suma de $ 445.000.- de marzo de 2000 fue depositado en una cuenta del Banco Edwards número 01-62-278973. Los cheques por la suma de $ 200.000..- y $ 1.000.000.- girados el 12 de marzo de 2001 y 29 de octubre de 2002, fueron depositados en su cuenta número 36539830 del Banco de Crédito e Inversiones, Tbanc, y debió haber girado cheques de esa cuenta a terceros siguiendo instrucciones de Sergio Cortés Castro. Todos los cheques que giró en contra de su cuenta corriente bancaria o de aquellas que administró fue siguiendo instrucciones de Sergio Cortés Castro, y tratándose de cheques ligados a la cuenta corriente de GATE S.A. del Banco Estado, por el período que va de 1998 a mayo de 2000, se giraron siguiendo instrucciones de Juan Carlos Véliz, a excepción del mes que lo reemplazó porque estuvo con licencia médica, en cuyo caso las instrucciones las recibió directamente de Cortés.

El giro de los cheques que figuran en una nomina confeccionada por la perito Wilma Ureta, que da cuenta de todos los cheques girados en contra de la cuenta corriente número 4010386-4 del Banco Santander, corresponde a pagos de honorarios o de sobresueldos o pago a proveedores. Son las siguientes personas: Alia González, Alicia Pérez Aliro Verdugo, Ana Díaz, Ana Rojas, Andrea Garrido, Bernardo Abujatum, Cristina Toledo, Eduardo D”Hainaut, Etelvina Henríquez, Ginnette Menares, Gustavo Alfaro, Héctor Pastén, Héctor Quiroz,  Jaime Fajardo, Jeannette Arizabalo, Jeanette Moya, Jorge Almonacid, Juan Torres, Lisette Maureira, Jeanettre Moya, Jorge Almonacideficiario de los cheques por concepto de pagos de honorarios sobre sueldo o de proveedores; AliMaria Dolores Rufián, Marisol Ríos, Nelson Parra Gamboa, Nelson Parra Fernández, Osvaldo Torres, (amigo de Rafael Urriola), Pamela Gómez, Patricio Mansilla, Ximena General. Corresponden a pagos  personales los efectuados a las siguientes personas: José Jara, José Schiappcasse, María Eugenia Andrade, Mario Insunza, Nelson Parra tratándose de pagos efectuados en el 2002, Norbert Hendl Ramos, Paola Bello, Víctor Bello,  Patricio Castillo Gárnica, César y Hugo Gamboa. 

Respecto de los pagos efectuados a Carlos Aravena Salinas por la suma total de $ 28.539.000.-, manifestó que recuerda que Sergio Cortés Castro le dio instrucciones de girar tres cheques a Aravena, le parece que para pagar una deuda que concesiones tenía con Servilily Ltda. 

Tratándose de los cheques girados a Héctor Peña Véliz por un monto total de $ 126.500.000.-, corresponden a giros contra depósitos que Abaco efectuaba en su cuenta  y que traspasaba a las cuentas corrientes de GATE S.A. y de Peña. 

Hernán Molina es un junior a quien le giró un cheque por $ 3.800.000.-, y lo más probable es que le haya entregado esa suma en efectivo para que efectuara pagos a terceras personas que no se acuerda.

 Javier Rivas Velásquez era empleado de Abaco y encargado de hacer los depósitos de esa empresa. Rivas le informaba que iba a depositar una cierta cantidad de dinero en su cuenta corriente y le pidió que una parte que era de la empresa se la devolviera en Santiago. Es por esa razón que entre octubre de 2000 y enero de 2001 le giró 8 cheques por la suma total de $ 27.500.000.- Él debería responder en que utilizó el dinero. 

Jorge Saavedra Rojas también era un junior de Concesiones, y entre febrero de 2000 y noviembre de 2002 le giró ocho cheques  por la suma total de $ 18.030.066.- Los cheques por la suma de $ 16.000.-, $ 49.800.- y $ 74.062.- deben corresponder a rendiciones de gastos, y los demás dineros se los entregó en efectivo realizando pagos en efectivo sin  recordar a quien.  $ 13.000.000.- entregó a Sergio Cortés Castro y él debe responder qué hizo con el dinero. Lo mismo ocurre con los cheques girados a Marcelo González Campos entre julio de 2000 y febrero de 2001, por la suma total de $ 6.500.000.-, pues también le entregó en efectivo y pagó a terceros.   Respecto de los cheques girados a Yerko General entre agosto de 2000 y marzo de 2001 por la suma total de $ 93.324.000.-, manifestó que los girados y depositados en la cuenta corriente de Yerko General número 02-49383-7, fueron para proveer de fondos a su cuenta corriente que servía de caja paralela. Los dos cheques depositados en la cuenta del Banco de Chile por la suma total de $ 6.124.000.- no sabe a qué corresponde y lo mismo manifestó respecto del girado por la suma de $ 30.000.000.- y que fue depositada en la cuenta del Banco Boston número 8899394.

A fojas 15.114 (fojas 2.600 Letra A), entregó un listado que confeccionó conforme a la base de datos, que da cuenta de la rendición de gastos efectuada en el período que corre entre enero de 2000 y junio de 2001, correspondiente a la cuenta corriente que mantenía en el Banco Santander Nº 4010386-4. El listado lo hizo cuando entregó todos los fondos a Sergio Cortés Castro, lo que ocurrió en junio de 2001.- Después de esa fecha no manejó ningún tipo de dinero, incluso en marzo de 2001 dejó de ocupar oficinas del ministerio.

Conforme el listado señaló: el cheque Nº 7226922 por la suma de $ 45.000.- se giró para pagar estacionamientos, no tiene boletas o documentos de respaldo que deberían estar en concesiones; los cheques números 8164382 y 8500101 por las sumas de $ 500.000.- y $ 200.000.- tiene la impresión que corresponden a giros a su persona por gastos personales; los cheques números 8403632 y 8500094 por las sumas de $ 40.000.000.- y $ 25.000.000.- fueron traspasados a la cuenta corriente bancaria de Yerko General Carrasco que también manejaba; los cheques números 8500098, 8500132 y 8403606 por las sumas de $ 14.500.000.-, $ 14.6000.000.- y $ 4.600.000.- los cobró por ventanilla y se los pasó en efectivo a Sergio Cortés Castro, todo conforme sus instrucciones; por el cheque número 8500485 por la suma de $ 1.000.000.- no está en condiciones de responder, porque el análisis lo efectuó hasta junio de 2001 y ese cheque es de octubre de 2002.


Nunca entregó cheques o sumas de dinero en efectivo a Carlos Cruz Lorenzen, y todos los pagos que efectuó a diferentes personas los hizo siguiendo instrucciones dadas por Sergio Cortés Castro.

A fojas 15.115 (fojas 2.601 Letra A), señaló que en relación a los cheques que fueron girados a su orden de la cuenta corriente bancaria de Yerko General Carrasco Nº 0-000-02-49383-7 del Banco Santiago, Nº 2211808 y 2534453 por las sumas de $ 2.2600.00 y de $ 500.000.-, no tiene antecedentes acerca de su giro y cobro; los cheques Nº 2649110, 2773363, 2850687 y 2892946 por las sumas de $ 1.500.000.- corresponden al pago de su sueldo de noviembre de 2000, y enero y marzo de 2001; los Nº 2667260, 2667261, 2667262, 2697318, 2697319, 2697336, 2883852 y 2892936 por las sumas de $ 90.000.- $ 42.900.-, $ 295.-900.-, $ 2.644.486.-, $ 700.000.- $ 367.900.-, $ 300.000.- y $ 421.858.-, respectivamente, corresponden a pagos que efectuó por orden de  Sergio Cortés Castro y por concepto de almuerzo de los asesores del Ministro, taxis de personas que se desempeñaban en el SAFI, para adquirir una impresora, pagar arriendo de una oficina, pagar el saldo de la adquisición de computadores y para pagar una factura por la adquisición de artículos de escritorio. No tiene los documentos de respaldo de dichos pagos y debería tenerlos Sergio Cortés Castro. En cuanto al cheque girado de la cuenta corriente bancaria de GATE S.A. por la suma de $ 300.000.- girado el 1 de septiembre de 2000, fue para comprar dólares siguiendo instrucciones de Sergio Cortés Castro a quien se los entregó.


A fojas 2.685 Letra A, respecto de los movimientos de la cuenta corriente bancaria que mantuvo en el Banco de Crédito de Inversiones, número 36539830, manifestó que esa cuenta fue utilizada para fines personales, salvo el depósito efectuado en noviembre de 2000 por la suma de $ 40.000.000.- y que fue girado íntegramente ese mes en diferentes cheques. No sabe a qué obedece el depósito y tampoco el nombre de él o los beneficiarios. Nelson Parra Fernández desde principios de 2002 le entregó en efectivo los dineros que obtenía de los contratos de remodelaciones celebrados con la Dirección de Vialidad, y  después procedía a pagar tanto a los proveedores como a los trabajadores. También esa cuenta la utilizó para todas las operaciones particulares que efectuó con Yerko General, seguramente a eso obedece el depósito por la suma de $ 66.076.290.-  de 26 de junio de 2002.

A fojas 2.819, señaló que efectuó diversos trabajos con Yerko General entre diciembre de 2001 y junio de 2003, a través de Arriendo de Vehículos Milenium Ltda., y prestaron servicio a la empresa Ingeniería y Montaje Álamos y  Delgado Ltda. proporcionando personal y maquinaria. En junio de 2002 prestaron apoyo en un subcontrato de obra de mejoramiento, demarcación, visibilidad y segregación del eje Alameda, y es por la prestación de dicho servicio que se emitió la factura N° 110 de 30 de junio de 2002 por la suma de $ 68.103.531.-, cuya fotocopia rola a fojas 1.043 de la Letra E. Como Mileniun Ltda. no tenía cuenta corriente, el cheque se depositó en la que mantenía en el Banco TBanc. Si bien en la cartola figura uno depositado el 24 de junio por $ 66.076.290.-, debe ser porque seguramente Milenium Ltda. tenía una deuda con Ingeniería y Montaje Álamos y Delgado Ltda., descontándose del monto de la factura. La empresa no tenía cuenta corriente, por lo  tanto, no tenía acceso al crédito bancario, por ello le pedía dinero prestado a Sergio Cortés Castro. No recuerda cuánto dinero facilitó, pero los préstamos los hizo mediante cheque o dinero en efectivo, pero todo se devolvió. Seguramente a eso obedecen los cheques que giró tanto a la orden de Sergio Cortés Castro como a su cónyuge Gloria Ondarza. Seguramente fue Cortés el que le dijo que uno de los cheques lo girara a nombre de ella. Millenium Ltda. cayó en estado de quiebra en julio de 2003. Los préstamos efectuados por Cortés no están incorporados en la contabilidad de la empresa. Cortés nunca cobró intereses porque normalmente se demoraba como un mes en devolverle el dinero.

A fojas 3.016, señaló que cobró dos cheques girados por R & Q Ingeniería Ltda., por las sumas de $ 1.111.111.- y $ 4.860.000.- de 24 de junio y 20 de octubre de 1999, respectivamente, y entregó íntegramente en efectivo a Juan Carlos Véliz Hernández, quien a esas fechas era su jefe directo. También por instrucciones de Juan Carlos Véliz Hernández emitió boletas de honorarios para respaldar  el giro de los cheques.


En cuanto a los cheques girados en contra de la cuenta corriente que mantuvo en el Banco de Crédito de Inversiones número 36539830, manifestó, lo siguiente:

-cheque por la suma de $ 2.700.000.- girado el 7 de diciembre de  2000 a Andrés Otero: no conoce a esa persona y, por lo tanto, no sabe a qué obedece el giro de ese cheque.


-cheques por la sumas de $ 3.500.000.-, $ 500.000.-, $ 1.200.000.-, y $ 500.000.- girados a su orden: examinando el dorso se advierte que fueron depositados en las cuentas corrientes que mantuvo en el Banco Santander y en el Banco Boston y pueden corresponder a dineros provenientes de sus negocios o a dineros que pasaron a incorporarse a la caja paralela del ministerio que administraba. El cheque por la suma de $ 1.000.000.- girado el 4 de enero de 2001, lo cobró por caja  y también debe corresponder a pagos que efectuó en efectivo a diferentes personas que no puede identificar por el tiempo transcurrido o a caja chica para pagos del ministerio. 


-cheque por la suma de $ 500.000.- girado a Oriana Toro C., el 3 de mayo de 2000: del examen del cheque advierte que el nombre de la beneficiaria no está estampado por él. Si se trata de la hermana de Julio Toro, recuerda que Sergio Cortés Castro lo instruyó en el sentido que había que efectuarle un pago a la hermana de Toro.


-cheques por las sumas de $ 1.198.600.- cada uno, girados a Jaime Pinto el 20 de enero y 20 de febrero de 2001: le parece que el giro de esos cheques corresponde al pago de una maquinaria que adquirió para su taller de confecciones.


-cheque por la suma de $ 1.630.000.- girado a Marcelo González el 16 de febrero de 2001: él era junior de la coordinación y cobró por caja el cheque y se lo pasó en efectivo. Con dicho dinero debió pagar honorarios a personas que no recuerda.


-cheque por la suma de $ 1.500.000.- a Carlos Aravena girado el 2 de febrero de 2001: el giro de ese cheque debió haberlo efectuado cumpliendo instrucciones de Sergio Cortés Castro, porque Aravena era un funcionario de la Dirección de Planeamiento. Nunca ha trabajado para él y tampoco le debía dinero.


-cheque por la suma de $ 29.053.165.- a Yerko General girado el 22 de noviembre de 2000: dicho cheque fue depositado en la cuenta de General número 02-49383-7 del Banco de Santiago, que también era utilizada en la administración de la caja paralela del ministerio.


-cheque por la suma de $ 5.628.000.- a su orden de 22 de noviembre de 2000: también aparece depositado en su cuenta corriente del Banco Boston número 8841320 que era utilizada para administrar la caja paralela del MOP.

A fojas 18.467, señaló que en los años 1998-2000 trabajó en concesiones en la División de Operaciones, cumplía funciones administrativas, y desde mayo de 2000 al año 2001 trabajó con Sergio Cortés en dependencias del ministerio. En la Coordinación General de Concesiones estaba a cargo de un pool de auxiliares y satisfacía las necesidades propias de las secretarias de cada uno de los departamentos; que a Cortés lo conoció en la universidad, no eran amigos,  y llegó a concesiones por intermedio de Juan Carlos Véliz, pero al ministerio lo llevó Cortés; que nunca tuvo relación contractual con el Ministerio de Obras Públicas, sino que con la empresa que prestaba el servicio de apoyo administrativo a la coordinación mediante un contrato; que era titular de una cuenta corriente del Banco Santander, no recuerda el número, que recibía depósitos de dinero. Decidió en forma autónoma utilizar su cuenta corriente por un tema de ordenamiento, porque Rivas le pasaba dinero en efectivo de Abaco que tenía cuenta en el Banco Santander, así no andaba con la plata en el bolsillo; que se pagaron honorarios y boletas con su cuenta corriente del Banco Santander,  porque los cheques de GATE S.A. no soportaban los pagos porque se habían robado $ 200.000.000 y Peña había dado orden de no pago a toda una chequera, y había que pagar. Sergio Cortés lo instruyó dándole una planilla, la que fue aumentando considerablemente. Primero incluía entre 36 a 40 personas y terminó sobre los 65, recuerda nombres como Tombolini, Aniceto Rodríguez: que entiende que eran todos funcionarios relacionados con el ministerio. El aumento se produjo principalmente porque  se desarrolló un software, se refiere al Sistema de Administración Financiera; que se depositó en su cuenta como cerca de  $ 500.000.000 y Javier Rivas lo llamaba mensualmente para decirle cuanto dinero le iba a depositar; que a Vivallos  siempre lo asoció a proyectos; que  conoció a Rivas en concesiones, en un periodo que reemplazó a Juan Carlos Véliz, oportunidad en que tuvo que pagar honorarios  y había una lista de funcionarios del Consejo de Defensa del Estado que no estaban incluidos en el contrato de apoyo de concesiones. Cortés le dijo que expropiaciones se hacía cargo de ese pago  y Rivas llegó con cheques para el personal del consejo. Sólo tuvo que depositar, pero en la segunda oportunidad recibió un cheque abierto por la suma total de los honorarios a pagar, lo depositó y giró cheques individuales. No recuerda si lo depositó en la cuenta de GATE S.A. o en la suya; que pagó el impuesto a la renta de Cruz del año 1999 ó 2000 y él nunca entregó el dinero para ello, previamente le hizo la declaración del impuesto a la renta. El impuesto ascendió a $ 6.300.000.-, aproximadamente, y lo pagó con plata de la cuenta GATE S.A. y para ello Peña giró un cheque de esa cuenta a su orden, lo depositó en su cuenta y pagó el impuesto con un cheque suyo. No sabe si Cruz devolvió la plata. Sergio Cortés le pasó todos los antecedentes para que efectuara el pago.  Cruz le dio un poder por escritura pública para representarlo en el Servicio de Impuestos Internos, además le extendió un poder simple notarial,  documentos que le pasó Cortés;


58º Que Yerko Mauricio General Carrasco, a fojas 799, señaló que trabajó a honorarios en concesiones en tres ocasiones puntuales, como dos semanas cada vez. A Peña lo conoció en abril o un poco antes, en el año 2000, se lo presentaron porque tenía problemas en la parte administrativa y contable de su empresa. En ese periodo le hizo la declaración de renta y posteriormente se encargó de la contabilidad hasta mayo o junio de 2001, primero solo y luego como ASYR Ltda., en esa empresa es socio con su hermano Héctor General. Gustavo Alfaro y Patricio Castillo eran dependientes.


Por su trabajo en concesiones fue remunerado con un total aproximado de $ 3.000.000.- que pagaron en efectivo. Dio la boleta a GATE S.A. porque Manuel Pastene y Juan Carlos Véliz, quienes lo contactaron, le dijeron que lo hiciera.


No recuerda lo relativo al cheque Nº 0266200 por $ 1.800.000.-, aunque admite que en el reverso figura una “mosca” que le pertenece. El cheque Nº 0890715 por $ 200.000.-  lo recibió cuando prestaba servicios contables a  GATE S.A. El cheque Nº 0995759 por $ 21.515.343.- corresponde a la  época en que facilitó su cuenta personal a Peña, entonces corresponde a un depósito para pagar sobresueldos. Los cheques Nºs 0995752 por $ 6.000.000.-, 0995771 por $ 6.000.000.-, 0995772 por $ 30.000.000.- Nº 0182043 por $ 6.000.000.-, Nº 0364609 por $ 6.000.000.-, y Nº 0364657 por $ 6.000.000.- corresponden a lo mismo. El cheque Nº 0364659 por $ 5.900.000.-, que aparece cobrado por Gustavo Alfaro debe corresponder a pago de impuesto  o algo así. El cheque Nº 0365639 corresponde a sus honorarios. Los cheques Nºs 0182047 por $ 1.000.000.-, Nº 0182013 por $ 600.000.-, Nº 0995770 por $ 1.000.000.- y Nº 0143 019 por $ 600.000.-, están cobrados por caja los dos primeros y le parece que por Alfaro por su RUT, debe tratarse de honorarios suyos y los dos últimos fueron depositados en su cuenta. Los cheques Nº 0996762 por $ 4.838.231.- y Nº 0995761 por $ 2.896.071.- por sus fechas, deberían tratarse de impuestos e imposiciones; y el Nº 1221477 por $ 1.371.077.- debe corresponder a un pago de servicio o algo así por su cantidad rebuscada. Héctor Peña le pidió que facilitara sus empresas, Asyr Ltda. y Auditorías Ambiental Ltda., para que a su nombre fueran emitidas las boletas justificativas de tales pagos, sociedades que estaban creadas de antes.
No justificó la diferencia contable que se produjo entre las boletas que emitían por gastos que en realidad no realizaba, sencillamente se limitó a consignarlas contablemente, por lo que en su contabilidad existe un gasto mayor al que corresponde y que debe solucionar haciendo una reliquidación y pagando los impuestos respectivos. La única ganancia que recibió por el favor fueron sus honorarios de $ 1.200.000.- mensuales y por servicios que efectivamente realizó.


No conocía a las personas que giraron boletas de honorarios y que le hacía llegar Luis Jara, era su enlace con el Ministerio de Obras Públicas. GATE era un buen cliente que trataba de mantener, y no midió en su tiempo la aceptación de la operatoria descrita.


La suma de $ 3.265.000 que figura en el listado de fojas 321, corresponde a lo que percibió efectivamente por los tres trabajos puntuales para concesiones que mencionó.


A fojas 1.531, manifestó que Manuel Pastene, compañero de la universidad, le dijo que en el Ministerio de Obras Públicas necesitaban profesionales para hacer trabajos de auditoria en el área de administración y finanzas. Esta labor consistía en la creación de procedimientos para fiscalizar las rendiciones de cuentas de las empresas concesionarias, especialmente  que los gastos que informaban estuvieran relacionados con los proyectos específicos que estaban realizando. Lo anterior porque como las empresas concesionarias solicitaban la devolución del I.V.A., recargado en las facturas o boletas, era menester fiscalizar que no se incorporaran gastos no imputables a un proyecto determinado. Cumpliendo esta labor debía revisar todas las boletas o facturas que presentaban, debiendo objetar las que no estaban conforme al proyecto. Esta labor la cumplió a partir de las 18.00 horas hasta las 22.00 horas y en dependencias de la Coordinadora General de Concesiones. Como su contratación se efectuó conforme al contrato celebrado entre el Ministerio de Obras Públicas y GATE S.A., sus honorarios se los pagó esa sociedad a quien le extendió las boletas. Confeccionó tres por la suma aproximada de $700.000, $1.400.000 y $1.000.000 y fracción, cada una. El monto total de honorarios que recibió fue de $3.265.000, monto que figura en el listado que rola a fojas 537. Sólo trabajó en el área de auditoria del departamento de concesiones y extendió boletas a nombre de GATE porque Juan Carlos Véliz le dio instrucciones en ese sentido. Le pagaron en dinero efectivo que le pasó Juan Carlos Véliz. Esta labor la realizó en tres períodos, de dos a tres semanas cada uno, en los meses de febrero, mayo, junio o julio de 2000.

Juan Carlos Véliz y Sergio Cortés le hicieron presente que tenían un cliente que tenía un gran desorden tributario, presentándole a Héctor Peña, representante de GATE S.A. Aceptó solucionar el problema porque advirtió que era de carácter contable tributario. En cumplimiento de su cometido inició las gestiones en el departamento de concesiones del Ministerio de Obras Públicas, consiguiendo las facturas y todos los comprobante de los gastos que se habían efectuado en 1999 y que se pagaron con los ingresos que el ministerio le había transferido a GATE S.A., porque sólo tenía las boletas de honorarios que emitieron los beneficiarios de los cheques que fueron contratadas por el sistema de “outsourcing”. En realidad el problema que tenía GATE S.A era de desorden administrativo, porque la secretaria no tenía conocimientos contables y en el Ministerio no le pasaban la documentación que acreditaba los gastos. Juntando todos las facturas y boletas por diferentes conceptos, que daban cuentas de gastos realizados por el ministerio  y que eran facturados a nombre de GATE S.A., logró acreditar gastos por una suma de $100.000.000, lo que provocó que se rebajara sustancialmente el monto de los impuestos que tenía que pagar, por un  valor aproximado de $15.000.000 a $20.000.000. Por esta labor percibió la suma de $2.300.000, porque el acuerdo con Peña fue que los honorarios iban a ser el equivalente al 10% de lo que lograra rebajar por concepto de impuestos. En el mes de abril de 2001 dejó de trabajar en la contabilidad de GATE S.A. porque empezó a declinar sus operaciones comerciales y no resultaba conveniente económicamente que siguiera prestando servicios, pues mensualmente cobraba honorarios por la suma de $1.200.000. A partir de ese momento Luis Jara Núñez se hizo cargo de la contabilidad.


La primera empresa que conformó fue Arriendos de Vehículos Millenium Ltda., se constituyó el 9 de diciembre de 1999 con su hermana Ximena General Carrasco, eran los únicos socios y era su representante. El objeto de la sociedad era el arriendo de todo tipo de vehículos, la prestación de servicios relacionados con la actividad anterior, la comercialización de todo tipo de bienes especialmente de vehículos motorizados, las inversiones en todo tipo de bienes y valores y la realización de cualquier otra actividad que los socios acordaran. Jara Núñez se incorporó a la sociedad en el año 2001, por cesión que le hizo de parte de sus derechos, quedando los tres como socios. Esta empresa no intervino en ninguno de los hechos investigados. Después con Rogelio Edgardo Henríquez Pizarro creó la empresa Asyr Consultores Ltda., rut Nº 50.805.480-7, Henríquez era el representante legal. A esta empresa veintiún personas le extendieron boletas de honorarios, por un monto bruto de $27.560.738,  estas laboraron para el Ministerio de Obras Públicas. Después constituyó la empresa Asyr Consultorías Ltda. con fecha 4 de octubre de 2000, rut Nº 77.516.500-0, los socios son Gustavo Alfaro Varela, Héctor General Carrasco, Patricio Castillo Gárnica y él. Los representantes eran Gustavo Alfaro Varela y él. Esta sociedad recibió en el año 2000 boletas de honorarios de veintisiete personas por un monto bruto de $60.037.871 y en el 2001 de catorce personas por un monto total aproximado de $22.000.000. Al igual que la situación anterior eran personas que trabajaban para el Ministerio de Obras Públicas. La empresa Auditorías Ambientales Ltda. la constituyó el 4 de octubre de 2000 con Héctor General Carrasco y Gustavo Alfaro Varela, la representación le correspondía a ambos socios en forma indistinta, y el objeto de la sociedad era la prestación de servicios de asesorías, consultorías, desarrollo de estudios, etc. A esta empresa en el año 2000 dos personas le extendieron boletas, por un total bruto de $9.000.000. En el año 2001, cuatro personas por un total bruto aproximado de $4.600.000. La última es la Empresa Seguridad Industrial Ltda. que se constituyó el 4 de octubre de 2000 y sus socios son Manuel Rubén y Hugo Alejandro Gamboa Ibacache, siendo modificada el 17 de julio de 2002, oportunidad en que Hugo Gamboa cedió los derechos equivalente al 90% a la sociedad Arriendos de Vehículos Millenium Ltda. y Manuel Gamboa vendió el total de sus derechos sociales a la misma empresa, por lo tanto la sociedad quedó conformada con Hugo Gamboa y la empresa Millenium Limitada. A esta empresa le dieron boletas cinco personas y el monto total bruto es como de $600.000. GATE S.A. en diciembre de 2000 era su mejor cliente porque le pagaba la suma de $1.200.000 mensuales por llevar la contabilidad, y como Jara y Peña le manifestaron que habían autoridades que no querían boletearle a GATE S.A., por problemas de imagen, aceptó recibir boletas extendidas a sus empresas, y como el monto era excesivo pidió que empezaran a boletear a nombre de todas las empresas. El beneficio monetario se tradujo en que mantuvo a su mejor cliente,  GATE S.A. Por su profesión sabía que no era una situación regular, pero como las labores las efectuaban las personas a quienes se les pagaban sus honorarios y el impuesto se enteraba en arcas fiscales, no se hizo un mayor cuestionamiento. En todo caso sólo sabía que los dineros provenían de GATE S.A. por el contrato que había celebrado con el Ministerio de Obras Públicas.
            En relación a sus cuentas corrientes: la empresa Millenium Limitada mantiene cuenta corriente en el Banco del Estado, oficina principal Nº 373991, vigente a partir de diciembre de 2002. Las otras empresas no tenían cuenta corriente, porque operaban con las mías,  que son las siguientes: Banco Santander, sucursal Iquique Nº 30-000-5461-5, Banco de Chile, sucursal PEDRO DE Valdivia Nº 159-09-062-08, Banco Santiago, sucursal Orrego Luco Nº 02-49383-7 y Banco Boston, sucursal El Bosque Nº 8899394.

Desde septiembre de 2000  a noviembre de 2001, a raíz del robo de que fue víctima GATE S.A., que originó desconfianzas respecto de Peña, éste y Luis Jara  le pidieron que facilitara una de sus cuentas corrientes, aceptando la proposición. Entregó a Jara la administración total de la cuenta corriente del Banco Santiago, le firmaba los formularios para retirar las chequeras del banco y después le firmaba todos los cheques en blanco. Jara utilizó esa cuenta depositando todos los dineros que iban del Ministerio de Obras Públicas a GATE S.A., girando contra esa cuenta para pagar los gastos que se debían cubrir. Hubo un movimiento aproximado de dinero de $280.000.000, de los que no tocó un peso. El beneficio que pretendía recibir era obtener un contrato del ministerio o que se le adjudicara un proyecto del FOSIS para efectuar alguna labor de asesoría.

A fojas 9.597, señaló que nunca prestó servicios profesionales a Gesys Ltda. Las boletas de honorarios  por las sumas brutas de $ 1.139.013.- y $ 2.222.222.-, no las emitió, están suscritas de puño y letra de Juan Carlos Véliz y sólo tuvieron por finalidad respaldar gastos o ingresos de esa empresa. En las mismas condiciones fueron emitidas 3 boletas de honorarios en noviembre y diciembre de 1998, dos por la suma de $ 2.000.000.- y una por  $ 1.000.000.- La boleta número 1 de 30 de junio de 2000 emitida por Rogelio Henríquez Pizarro y otros a Asyr Consultores,  por la suma bruta de $ 5.000.000.-, también no corresponde a ninguna prestación de servicios y fue entregada a petición de Juan Carlos Véliz o Luis Jara para los mismos fines. Sus boletas de honorarios las ocupaba Véliz  y él las emitía para respaldar gastos de sociedades diferentes, previo aviso. También le dijo a Juan Carlos Véliz que podía pedir boletas de honorarios a Elember González y a Verónica Rodríguez Tapia, con la finalidad de respaldar movimientos contables de terceros.


No se benefició con la suma de $ 10.800.000.- según cheque de 12 de enero de 2001, emitido por la empresa APR Ingeniería S.A. a la orden de Humberto  Eduardo Torres González. Jamás ha trabajado para esa empresa y no conoce a Humberto Torres González. No cobró ese cheque por ventanilla, tampoco lo depositó en su cuenta corriente, porque no estampó las menciones puestas al dorso del cheque: “02-049383-7 Yerko General C.”, y alguien lo depositó en su cuenta corriente con fines que desconoce. Le parece que esas menciones están escritas por Luis Jara y él debería saber el origen del cheque y quien se benefició.

 
También emitió boletas de honorarios al Instituto de Economía que no obedecen a prestación de servicios, fueron pedidas por Juan Carlos Véliz. 

A fojas 9.599, (fojas 15.056 y 2.542 Letra A), manifestó que los cheques girados en contra de la cuenta corriente bancaria de Gate S.A. N° 5543541 por las sumas de $ 1.800.000.-, $ 1.214.220.-, $ 1.200.000.-, $ 600.000.-, $ 600.000.- y $ 1.000.000.-, corresponden a cheques mediante los cuales se pagaron los servicios contables que prestó a esa sociedad. Igual que el cheque de la cuenta corriente N° 01-079080-8 de  Héctor Peña, por la suma de $ 1.500.000.- 
Los cheques girados en contra de su cuenta corriente bancaria N° 02-49383-7 del Banco Santiago por las sumas de $ 200.000.-, $ 30.000.-, $ 100.000.-, $ 70.000.-, $ 300.000.-, $ 200.000.-, $ 20.000.-, $ 100.000.-, $ 100.000.-, $ 100.000.- y $ 200.000.- corresponden a dineros que le pertenecían. Igual que el cheque girado a su nombre  por la suma de $ 200.000.- y de la cuenta corriente 4010386-4 de Luis Jara Núñez.


Los cheques girados a su orden de las cuentas corrientes de Jara Núñez y de GATE S.A. por las sumas de $ 1.000.000.-, $ 12.000.000.-, $ 32.370.000.-, $ 6.000.000.-, $ 6.000.000.-, $ 21.515.343.-, $ 6000.000.-, $ 30.000.000.-, $ 3.600.000.-$ 30.000.000.-, $ 6.000.000.-, $ 6.000.000.-, $ 10.000.000.-, $ 6.000.000.- y 16.000.000.- fueron depositados en la cuenta corriente que mantenía en el Banco Santiago número 02-49383-7, y con su valor giró diferentes cheques siguiendo instrucciones de Jara.
 Los cheques girados por las sumas de $ 883.888.-, $  2.896.071.-, $ 4.838.231.-, $ 1.200.000.-, $ 1.600.000.-, $ 781.526.-, $ 1.000.000.-, $ 900.000.-, $ 1.371.077.-, y $ 2.000.000.- provenientes de su cuenta corriente bancaria y de la de GATE S.A., fueron depositados en su cuenta corriente bancaria del Banco Santander  número 30.000.5461-5, y con el producto de ellos debió haber girado cheques cumpliendo instrucciones de Jara.


Los cheques por las sumas de $ 2.000.000.-, $ 5.000.000.-, $ 1.200.000.-, $ 10.000.000.-, $ 1.400.000.-, $ 2.288.136.-, $ 7.000.000.-, $ 12.000.000.-, $ 2.160.000.-, $ 2.124.000.-, y $ 4.000.000.- fueron todos depositados en la cuenta corriente bancaria  que mantenía en el Banco de Chile número 15909062-08, y también debió haber girado cheques siguiendo las instrucciones de Luis Jara.


Respecto del cheque por la suma de $ 707.580.-, girado de la cuenta corriente de Luis Jara Núñez número 4010386-4 de 9 de octubre de 2002, no está en condiciones de señalar  porque razón percibió dicho dinero.


El cheque por la suma de $ 30.000.000.- girado a su persona por Luis Jara Núñez de la cuenta corriente 4010386-4, fue depositado en la cuenta corriente que mantenía en el Banco Boston número 8899394 y debió haber girado esa suma por instrucciones de Luis Jara Núñez. 


Del examen del reverso del cheque por la suma de $ 5.000.000.- de la cuenta corriente de GATE S.A., número 5543541, se puede apreciar que fue cobrado por ventanilla por Gustavo Leonel Alfaro Varela, por lo tanto,  a él habría que consultarle a quien le entregó el dinero.


Respecto del listado confeccionado por la perito Wilma Ureta Castillo, que da cuenta de todos los cheques que fueron girados en contra de la cuenta corriente bancaria número 0249383-7 del Banco Santiago, indicó que Luis Jara Núñez manejaba su cuenta corriente y le entregó talonarios completos firmados y él debe responder porqué se giraron esos cheques.

Los únicos cheques que giró y por asuntos personales, son los dos librados a Francisco Norambuena por la suma de $ 30.000.- cada uno, los días 17 de agosto y 21 de septiembre de 2000, a Jorge Weis por la suma de $ 57.000.- y $ 35.000.- el 7 y 31 de julio de 2000 y a Anna Haberlan Arellano por la suma de $ 20.000.- el 20 de marzo de 2000.


A fojas 15.337 (fojas 2.822 Letra A), señaló que trabajó con Luis Jara Núñez en la empresa Arriendo de Vehículos Milenium, que en julio de 2004 cayó en estado de quiebra. Esta empresa tuvo cuenta corriente entre octubre de 2002 y mayo de 2003. En el periodo anterior cobraban en efectivo los cheques girados a nombre de la empresa y hacían los depósitos en la cuenta corriente personal de Luis Jara Núñez o en la suya. Es raro que una empresa haya girado un  cheque a nombre de Luis Jara Núñez, por eso no se explica porqué en su cuenta figura un depósito efectuado el 24 de junio de 2002 y mediante cheque por la suma de $ 66.076.290.-. 
Sergio Cortés Castro en más de una oportunidad les prestó dinero por diferentes montos, el de mayor valor fue uno por $ 10.000.000.- que parece que lo hizo en el período que puede ser entre abril de 2002 y diciembre de 2002. Los préstamos no se contabilizaban en la contabilidad de la empresa. Todo lo relativo a los préstamos de Cortés era manejado por Jara. Tiene entendido que todo el dinero fue devuelto;

59º Que, a fojas 206, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Tombolini Véliz y Cortés Castro. El primero señaló que el cheque que se le pagó, por una solicitud que le hizo al Ministro Cruz, fue por concepto de anticipo en razón de su cargo de subsecretario, y después asesoró a concesiones en materias propias de su conocimiento. El segundo señaló que cometió un error o entendió mal la instrucción del Ministro y podría ser un anticipo; y que Tombolini prestó asesoría al sistema de concesiones.

A fojas 556, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Peña Véliz y Oliva Martínez. El primero señaló que la oficina era de dos ambientes, constaba de dos escritorios; que Sara se llevó toda la documentación que falta en la oficina, porque tenía la idea que la oficina era para pagar coimas y favores políticos, y que los únicos ingresos concordados con Sara son los que ella menciona en su declaración. La segunda señaló que jamás le dejaron papeles firmados en blanco, sólo cheques firmados de esa manera. No se llevó ningún tipo de documentación; que Cortés hacía llegar con el estafeta de concesiones los sobres con los valores que había que poner en las licitaciones para obtenerlas, lo que le consta porque con Peña abría los sobres o el contenido del disquete. Afirmación, esta última, que Peña refuta porque la correspondencia era la normal entre contratista y ministerio. 

A fojas 557, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Peña Véliz y Martínez Fuentes. El primero señaló que es falso lo de la relación sentimental entre ambos, y que ella pensaba que la empresa era ficticia y que podría chantajearlo con la información  que creía  manejar; y que los pagos hechos a algunos personeros conocidos eran ilegales. La segunda, señaló que Peña cuando lo conoció le propuso estafar a la CORFO, lo que no aceptó; y que la relación sentimental duró unos tres meses. Afirmaciones que fueron  rebatidas por Peña por falsas. 

A fojas 763, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Cortés Castro y Chaparro Cavada. El primero señaló que ratificaba sus declaraciones y que cree que la responsabilidad del Ministro es meramente política, y que los encargados operativos son los responsables de cómo se ejecuta.  El segundo que decidió, como sus predecesores, recurrir a los contratos de apoyo previstos para cubrir las necesidades puntuales del biministerio, de los cuales GATE era uno; que Cruz nunca le dijo directamente “maneja esto por GATE”, pero sabía que se estaba recurriendo a esos contratos; y que se limitó a cumplir las directrices que daba el  Ministro Cruz y a solucionar los problemas que él le enviaba.
A fojas 950, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Daneri Jones y Cruz Lorenzen. El primero ratificó su declaración, y, el segundo, que no recordaba la reunión a la que hace alusión, pero que en más de una reunión con las principales empresas de construcción de Chile, manifestó la necesidad de contar con apoyo para mejorar la capacidad de respuesta del Ministerio ante las distintas contingencias que presentaba.

A fojas 1.064, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Lorenzini Teperman y Cruz Lorenzen. El primero dijo que Cruz le solicitó $ 100.000.000 y que cuando se le manifestó que la sociedad había aceptado su petición expresó “Muy bien contáctense con el Director de Vialidad”. El segundo señaló que aquello era falso. 

A fojas 1.208, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Anguita Salas y Cruz Lorenzen. El primero manifestó que el Ministro  Cruz lo llamó y le pidió que a Belfi S.A. solicitara la suma de $ 100.000.000. El segundo señaló que eso era falso. 


A fojas 1.374, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Bartholin Zanetta y Cruz Lorenzen. El primero señaló que nunca el Ministro Cruz le manifestó, en reuniones públicas o privadas, que para cubrir el déficit del Ministerio era menester recurrir a las empresas privadas que prestaban asesorías o a empresas constructoras o de ingeniería que tenía contratos de ejecución de obra o concesiones pendientes para que aportaran con los dineros necesarios. El segundo también ratificó su declaración en el sentido que Cortés y el Director General de Obras Públicas le señalaban las necesidades de financiamiento, ante lo cual pedía los recursos a los directores de los servicios que integran el ministerio, los que definían la fuente de los recursos para cumplir con esos requerimientos, que podían ser del presupuesto asignado a la repartición o anticipos por trabajos en ejecución solicitados a empresas contratistas de distinta naturaleza que se incorporaban en definitiva a la liquidación del contrato. La transferencia de esos recursos era convenida directamente por el Director correspondiente con Cortés y el Director General de Obras Públicas. Entre los nombres de los directores a quienes les dio el cometido de obtener financiamiento para cumplir con su gestión esta el Director de Obras Hidráulicas, Eduardo Bartholin. Como el primero se mantuvo en su declaración, el segundo agregó que la Dirección de Obras Hidráulicas fue superhabitaria de recursos tanto en el año 2000 como 2001, por lo tanto, se hicieron transferencia de recursos de la Dirección de Obras Hidráulicas a otras direcciones del ministerio, en consecuencia,  nunca solicitó a Bartholin, porque no fue necesario, que recurriera a formas distintas que las habituales de financiamiento.


A fojas 1.375, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Guzmán Silva y Cruz Lorenzen. El primero manifestó que Cruz nunca le dio instrucciones en el sentido que para solucionar los problemas presupuestarios, debía entrar en conversaciones con empresas privadas que tenían contratos pendientes con el Ministerio de Obras Públicas  para obtener sumas de dinero, ya sea por concepto de aportes de dinero o de anticipos de dinero, con cargo a la liquidación final del contrato. El segundo que Cortés y el Director General de Obras Públicas le señalaban las necesidades de financiamiento, ante lo cual pedía los recursos de los directores de los servicios que integran el ministerio, los que definían las fuentes de los recursos para cumplir con los requerimientos, que podían ser del presupuesto asignado a su repartición o anticipos por trabajos en ejecución solicitados a empresas contratistas de distinta naturaleza, que se incorporaban en definitiva a la liquidación del contrato. La transferencia de estos recursos era convenida directamente por el Director correspondiente con Cortés y el Director General de Obras Públicas. Le dio el cometido de obtener financiamiento para cumplir con su gestión al Director de Aeropuertos David Guzmán. Como el primero se mantuvo en su declaración, Cruz señaló que era efectivo que nunca le solicitó que hiciera transferencias del presupuesto de su dirección, ni que recurriera a fuentes privadas de financiamiento.


A fojas 1.685, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Anguita Salas y Cruz Lorenzen. El primero señaló que nunca recibió instrucciones de Cruz, ya sea como Coordinador General de Concesiones o como Ministro de Obras Públicas, en el sentido que los inspectores fiscales de las obras debían entregar la  administración de los fondos de las partidas pro forma a un ente ajeno o que las administrarán de manera diferente a las establecidas en el reglamento, y, por la misma razón, nunca dio instrucciones en ese sentido a los citados inspectores. Legalmente es imposible que el Ministro de Obras Públicas pueda  centralizar en sí la administración de los dineros provenientes de las  partidas pro forma. La suma de $100.000.000 que por instrucciones de Cruz pidió a. Elgueta, nunca se imputó a las partidas pro forma de los contratos futuros, ni como aumento de precio, ni como anticipos con cargo a un  proyecto en ejecución específica. El segundo señaló que las solicitudes se efectuaron a los jefes de proyecto y a los encargados de las unidades ejecutivas de proyectos específicos, para que operaran de la manera señalada. El jefe de la Unidad Ejecutiva de Proyectos era Iván Jana, el jefe de la Unidad de Proyecto Específicos era Leonel Vivallos y Julio Toro, no recuerda más nombres, y la petición señalada sólo se formuló en el área de consultorías y de expropiaciones. La jefe de la Unidad de Expropiaciones era Dolores Rufián y el encargado de algunos  de los proyectos Héctor Quiroz. En cuanto a la solicitud formulada a Anguita, precisó en el sentido que entendía que las sumas de  $100.000.000 se imputaban a proyectos, pero si el aporte de las empresas fue una contribución sin reembolso le parece correcto, porque el objetivo era obtener mayor eficiencia.


A fojas 1.686, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Arriagada Moreno y Cruz Lorenzen. El primero señaló que nunca solicitó dineros a empresas constructoras, de ingeniería o de consultoría para intentar superar problemas deficitarios y nunca recibió instrucciones sobre ese aspecto. Tampoco nunca dio instrucciones a los inspectores fiscales de obras para conseguir recursos de los contratistas. Jamás recibió instrucciones de nadie, menos del Ministro Cruz, para que instruyera a los inspectores fiscales de obras acerca de la manera como debían manejar o administrar las denominadas partidas pro forma, ni menos que los dineros comprendidos en esas partidas fueran dirigidos a un fin específico diferente del contrato para el cual fueron establecidas, por ejemplo, solventar los gastos del  Ministerio. El segundo rectificó su declaración en el sentido que no recuerda haber solicitado a Eduardo Arriagada, en su calidad de Director General de Obras Públicas, que solicitara a través de los Directores y éstos a través de los jefes de proyectos, a los inspectores fiscales de obras, recursos para solventar los gastos del Ministerio. 


A fojas 2.105, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo Arellano Escalera y Cruz Lorenzen. La primera señaló que fue Cortés, Díaz o Véliz, quien informalmente le propuso que podía ser GATE S.A. o E.M.G. la que podía participar en la licitación privada para hacer el informe a que alude en su declaración de 4 de febrero de 2003. Como en una licitación privada deben ser invitadas a lo menos tres empresas, sugirió  la tercera empresa llamada RIALTO LTDA., porque parecía una empresa seria y daba plena seguridad técnica. El segundo ratificó su declaración judicial de 13 de febrero de 2003.


A fojas 2.465, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Salinas Briones y Cortes Castro. El primero señaló que el jefe de administración y finanzas de la Coordinación General de Concesiones, Sergio Cortés, le manifestó que en relación a aproximadamente cinco contratos celebrados con C.C.P. Ingeniería Ltda. debía incorporarse un monto adicional para ser entregado a administración para solventar diferentes gastos de la Coordinación General de Concesiones. En la práctica, el sistema operó por la vía de aumentarse artificialmente el precio de los contratos, en la medida que no correspondía a su componente técnico, de esa manera el exceso del precio se destinaba a administración. Para que la situación contable de la empresa quedara respaldada, la unidad de administración dirigida por Cortés remitía los documentos de respaldo. La petición se hacía antes que se suscribieran todos los documentos, porque Cortés antes de elaborarse le  decía que debía aumentarse el precio. El segundo manifestó que nunca dio instrucciones de aumentar el precio de los contratos, sino que tenían que reflejar el gasto administrativo y operacional de la Coordinadora General de Concesiones.

A fojas 2.466, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Salinas Briones y Cortés Castro. El primero señaló que  respecto de Econat Ltda. se operó en los mismos términos que con C.C.P. Ingeniería Limitada. Para aplicar el procedimiento le preguntó a  Marco Luraschi, su representante, si aceptaba que al contrato se le incorporara el precio de las consultorías de Selles y Downey, más un valor adicional para administración de un monto aproximado de $10.000.000 indicado por Cortés. En relación al otro contrato se utilizó el mismo procedimiento, con la diferencia que el consultor resultó ser GATE S.A. Cortés precisó el valor adicional y fue quién suministró el documento tributario de respaldo para Econat Ltda. El segundo señaló que no dio instrucciones de aumentar el precio de los contratos, sino que tenían que reflejar el gasto administrativo y operacional de todos los gatos de la Coordinadora General de Concesiones. 

El primero, en relación a Ace Ingenieros Ltda., señaló que por instrucciones de Cortés le pidió en dos oportunidades a Luis Ayala que prestara unas cantidades de dinero para pagar a unos consultores, cuyos nombres no indicó, y tiene entendido que Cortés entregó la documentación de respaldo. El segundo señaló que no es efectivo que haya dado la referida instrucción.


A fojas 2.467, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Solar Pinedo y Salinas Briones. El primero señaló que su participación en los hechos que se investigan se limita al período que corre entre noviembre de 1998 y septiembre de 1999. El segundo estuvo de acuerdo con dicha afirmación.

A fojas 2.476, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Naim Pajundakis y Chávez Weisser. El primero señaló que el procedimiento a que se refirió es el que se utilizaba normalmente en la empresa, y que consultó de la petición formulada por Quiroz al Sub-gerente de Finanzas  subrogante, Gabriela Mercado, la que le dijo que llamara a Cortés para acceder a la petición. Chávez no se encontraba en esos momentos en la oficina. El segundo estuvo de acuerdo con dicha afirmación.


A fojas 2.477, rola acta de diligencia de careo entre Naim Pajundakis y Cortés Castro. El primero señaló que llamó a Cortes después que la empresa aceptó el requerimiento formulado por el inspector fiscal, y le dijo que estaba enterado de lo manifestado por el inspector fiscal, señalando que la exclusión del precio inicial era de UF 2.800. Le pidió que dijera el valor en pesos y el nombre de la persona o empresa a la cual debía girarse el cheque, manifestando que se iba a encargar de hacer llegar el documento de respaldo una vez que el Ministerio pagara el estado de pago Nº 1 y que debía entregar el cheque a la persona que entregara dicho documento. Cortés dio el nombre de la empresa a la que, en definitiva, se le giró el cheque. El segundo reconoció que habló para ratificar el monto solicitado por el inspector fiscal, y  para indicarle el nombre de la empresa que iba  a extender la factura y a la cual debía  extenderse el cheque.


A fojas 2.490, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Silva Améstica y Cortes Castro. El Primero señaló que para financiar la consultoría  habló con Cortés, por instrucciones de Cruz, y como existía un contrato de apoyo con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, Cortés decidió utilizar ese contrato de apoyo. Elaborado el presupuesto por Valenzuela y por la mencionada Facultad, Cortés dijo que concesiones necesitaba dinero para cubrir diferentes gastos y le pidió que conversara con Valenzuela para que entregara un presupuesto mayor a la Universidad de Chile, o sea, para que abultara el precio en $8.000.000.-, y que, además, viera la forma de reducir su presupuesto. Valenzuela aceptó rebajar su presupuesto a $8.000.000 y aumentar el que iba a presentar a la facultad en $20.000.000 para incorporar lo que Cortes pedía. El segundo señaló que la instrucción que dio era  que se incorporaran los gastos administrativos de concesiones y de la unidad a la que Silva pertenecía. 


En relación a Aristos Consultores, el primero señaló que al plantearle a Cortés la necesidad de la consultoría, le manifestó que había que hacerlo a través de la Universidad de Chile, supone que porque estaba vigente un contrato de apoyo. El consultor envió un presupuesto del orden de $40.000.000 a $45.000.000, y Cortés dijo que había que considerar los gastos administrativos del orden de  $15.000.000, y, finalmente, no hubo un sobreprecio del estudio porque el consultor ajusto su presupuesto para dar cabida a la exigencia del estudio y a las necesidades de la administración. El segundo señaló que instruyó a Silva para que incorporara al estudio los gastos administrativos de concesiones y de la unidad a la que él pertenecía; lo que el primero dijo que era efectivo. 


A fojas 2.492 y 2.454, rolan actas que dan cuenta de la diligencia de careo entre Hinojosa Ramírez y Cortés Castro. El primero manifestó que Cortés, antes de firmarse los contratos por el Decano de la Facultad de Economía, señaló que a raíz de los problemas presupuestarios de concesiones era necesario que los consultores rebajaran el precio de la asesoría y/ o que se incorporara como parte del precio de los contratos una partida para solventar gastos de administración, otros estudios y otras actividades propias de concesiones. El segundo manifestó que era efectivo lo señalado.


A fojas 2.656, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Naim Pajundakis y Mercado Bugarin. El primero rectificó sus dichos en orden a que fue él quien decidió efectuar el pago, pero en el entendido que contaba con el apoyo de Mercado, sub-gerente de finanzas. La segunda señaló que aprobó el pago porque fue solicitado por Naim, gerente de la unidad vial de la empresa, y que carecía de atribuciones para excluir una fase del proyecto, porque no tenía facultades decisorias en el área técnica del proyecto.


A fojas 2.902, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Cruz Lorenzen y Jana Calderón. El primero señaló que instruyó a Jana para el uso centralizado  de las partidas pro forma, de las partidas gastos administrativos y de los recursos contingentes a través de la División de Operaciones, y que fuera esa división la que autorizara los gastos o dispusiera de ellos.  El segundo manifestó que nunca recibió una instrucción de Cruz en orden a que se debían utilizar los dineros fijados en la partida pro forma de algunos contratos de estudios para solventar gastos generales, distintos del contrato en que se había estipulado. La única instrucción que recibió del Departamento de Finanzas fue que se restringiera al máximo el uso de los valores fijados en la partida pro forma, y que cualquier uso debía ser autorizado previamente por finanzas.

A fojas 2.951, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Cruz Lorenzen y Rufián Lizana. El primero señaló que solicitó al conjunto de los directores, entre los cuales estaba Dolores Rufián, que, para superar los problemas de financiamiento que tenía el área de concesiones, las partidas pro forma se administraran en forma centralizada por la División de Operaciones de la Coordinación General de Concesiones. También señaló que en una ocasión le pidió a Dolores Rufián, Directora de Planeamiento, que formulara peticiones de recursos a empresas pero sin individualizarlas, ni determinarlas. La segunda señaló que no participó en ninguna reunión colectiva en la que Cruz haya solicitado que las partidas pro forma de los contratos fueran administradas en forma centralizada por la División de Operaciones. Tampoco recibió instrucción de Cruz de pedir dinero a alguna empresa en particular ni en forma general.

A fojas 3.900, rola diligencia que da cuenta de la diligencia de careo entre Cortes Castro e Hinojosa Ramírez. El primero señaló que a Ramón Silva, contraparte técnica del contrato con la Universidad de Chile, le manifestó que incorporara en el precio gastos administrativos para solventar los gastos del estudio encomendado y gastos indirectos del sistema de  concesiones. El segundo estuvo de acuerdo en esa afirmación.


A fojas 3.092, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Silva Améstica y Peirano Rodríguez. El primero manifestó que cuando Cortés señaló la necesidad de incorporar al precio de la consultoría una partida por gastos administrativos, se comunicó  con Claudia Peirano haciéndole presente lo anterior y ella respondió que ese tema  lo trataría directamente con Cortés. La segunda señaló que fue Paredes el que aceptó el precio de la consultoría y, en definitiva, le manifestó que se había incorporado la suma de $50.000.000 para pagar a otros consultores.

A fojas 3.903, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Peirano Rodríguez y Paredes Molina. La primera señaló que Ricardo Paredes era el encargado de las relaciones con el Ministerio de Obras Públicas, para los efectos de la  consultoría a que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 560 de 27 de julio de 1998, y quien manifestó que había que incorporar al precio la suma de $30.000.000, que, en definitiva, fueron pagados a GATE S.A. El segundo reiteró que no tuvo ninguna intervención en la señalada consultoría, por lo mismo, no es efectivo lo que se expresa en la  audiencia.

A fojas 3.904, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Hinojosa Ramírez y Paredes Molina. El primero señaló que con Ramón Silva, contraparte técnica del estudio, decidió proponerle a Ricardo Paredes que hiciera con la Asociación Española de la Carretera el estudio denominado: “Elaboración de un Indice de Calidad de Servicio de Obras Viales Concesionadas”, a que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas, lo que Paredes aceptó. El segundo señaló que es posible que haya tenido algunas conversaciones con Sergio Hinojosa sobre ese proyecto  antes de asumir como Decano, y también en el contexto que habría otros proyectos con el Ministerio de Obras Públicas en diversos ámbitos, pero no recuerda haber asistido a reuniones formales con gente del Ministerio.


A fojas 3.905, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Silva Améstica y Cortés Castro. El primero señaló que Cortés, tanto a él como a Hinojosa,  manifestó que al precio de  la asesoría denominada “Elaboración de un Indice de Calidad de Servicio de Obras Concesionadas” adjudicada a la Universidad de Chile y a que refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 560, había que incorporarle una partida por gastos administrativos. El segundo expresó que aquello sólo se lo manifestó a Silva. Ante esta afirmación, el primero se mantuvo en sus dichos, más aún si Hinojosa era el jefe de la unidad de estudios y el inspector fiscal del contrato. El segundo agregó que el inspector fiscal Hinojosa estaba en conocimiento del valor total del estudio, es decir de la componente técnica más de la componente administrativa destinada para el estudio y para los gastos del sistema de concesiones.

A fojas 4.601, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Castillo Navasal y Ponce de León Milnes. El primero señaló que a Ponce de León le pidió que a través de un contrato que se iba a celebrar con el C.I.A.D.E., se pagaran los honorarios adicionales de varios directores del Ministerio de Obras Públicas que estaban impagos, manifestándole que lo iba a consultar con su jefe Sapag, y, posteriormente, le señaló que a través de un contrato que ese centro iba a celebrar con la Dirección de Obras Hidráulicas, relativo al Zanjón de la Aguada, se iba a subcontratar a Diagnos Ltda. para pagar a los directores y otros honorarios. El segundo manifestó que era efectivo, pero que no recuerda si Castillo dijo que había que pagarle a directores o a personal directivo.


A fojas 4.686, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Ponce de León y Sapag Chaín. El primero manifestó que Sapag estaba en conocimiento que con el dinero de la consultoría relacionada con el Zanjón de la Aguada, que iba a efectuar Diagnos Ltda., se iban a pagar honorarios adicionales a personal directivo del Ministerio de Obras Públicas  y en el entendido que era por trabajos reales y autorizados. Esa información se la dio a Sapag en la primera  conversación que tuvo sobre el tema. El segundo indicó que no recordaba que Ponce de León le haya informado que con el dinero de la consultoría se iban a pagar honorarios adicionales del personal directivo del Ministerio de Obras Públicas, pero sí que en alguna oportunidad le comentó que tenía sospechas que con el precio de la consultoría se iban a pagar honorarios adicionales de dicho personal directivo.

A fojas 5.061, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Valenzuela Freraut y Silva Améstica. El primero rectificó su declaración  en el sentido que la primera factura por la suma de $1.200.000 obedece a un pago por una capacitación que Silva le dio en los aspectos legales y organizacionales de concesiones. También corresponde a un pago por el informe que hizo relativo a la componente legal y organizacional del informe que en definitiva elaboró su consultora. La segunda factura obedece a su participación en un estudio de impacto vial y en un estudio de preinversión  mejoramiento Ruta Longitudinal Precordillerana 8º Región, San Gregorio-Mulchén. La última factura corresponde al aporte de Ramón en la confección de la oferta técnica-económica  para el proyecto Corredores Viales Integrados Avenida Arequipa, Arenales y Petit Tuars de la ciudad de Lima y gastos de viaje. El segundo afirmó que los pagos que recibió de EXE Consultores obedecen a labores por las que Valenzuela lo contrató.


A fojas 5.064, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Hinojosa Ramírez y Silva Améstica. El primero señaló que se enteró que Cortés le solicitó a Silva que le comunicara a Peirano  que incorporara al contrato gastos administrativos y específicos del mismo, y que Peirano manifestó que lo relativo al monto y procedimientos para incorporar ese tipo de gastos no lo veía con la contraparte técnica, esto es, con Silva y él. A partir de esa fecha o de ese momento no supo cómo finalmente se gestó el procedimiento administrativo y presupuestario. El segundo señaló que Cortés le pidió que a Peirano le mencionara la posibilidad de incorporar gastos administrativos y adicionales al contrato, manifestándole que ese tema no lo veía con él, y, por lo tanto, nunca tuvo conocimiento del contrato que en definitiva celebró la Universidad de Chile con GATE S.A.


A fojas 6.503, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Quiroz Astorga y Rufián Lizana. El primero señaló que Rufián intervino en la negociación de los contratos con Abaco, pero que la fijación del porcentaje por gastos generales fue determinada por Cortés, única persona que estaba en conocimiento de los dineros que se requerían para mantener la estructura de concesiones. Los contratos con Abaco fueron a trato directo, por lo tanto, Rufián conversó sobre el tema con Araos o con el representante de la empresa. La segunda señaló que no negoció ninguno de los contratos con Abaco, porque a la fecha de celebración de ambos contratos no trabajaba en la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones, sino que asesorando a Cruz. Su no participación en ambos contratos queda patente con el hecho que no figura en la contra carátula de ninguna de las dos resoluciones por las que se aprobaron los contratos. En la oferta económica presentada por el consultor están valorizados todos los ítems del contrato. Al aludir una oferta a la expresión “gastos generales”, obviamente se refiere a los gastos generales en que va a incurrir la empresa.

El primero precisó que su participación quedó limitada al primer contrato aprobado por la resolución Nº 444 de 6 de diciembre de 1999, y que su participación en la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones quedó concluída en octubre o noviembre de 2000, fecha en que fue reemplazado por Leonel Vivallos.

A fojas 6.631, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Cortés Castro y Quiroz Astorga. El primero señaló que con Dolores Rufián y Héctor Quiroz se determinó el  porcentaje que del  estado de pago correspondiente a la partida procesos administrativos, se iba a ocupar para solventar los gastos de concesiones. A ambos le manifestó, uno a dos meses antes de la fecha de celebración del convenio con Abaco, que para solventar los referidos gastos era menester que el contrato entre sus partidas de gastos generales reflejara las necesidades  del gasto del sistema  general de concesiones, que, a ese momento, ascendían a $250.000.000.- estimados a incurrir, procedimiento que se repitió en el contrato aprobado por la resolución  de la Dirección General de Obras Públicas N° 398, pero sin que se efectuaran nuevas reuniones. El segundo señaló que era efectivo.


A fojas 6.632, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Cortés Castro y Rufián Lizana. El primero indicó que con Dolores Rufián  y Héctor Quiroz se determinó el porcentaje que del estado de pago correspondiente a la partida  procesos administrativos, se iba a ocupar para solventar los gastos de concesiones. En realidad, lo que ocurrió fue que a ambos le manifestó, uno a dos meses antes de la fecha de celebración del convenio con Abaco, que para solventar los referidos gastos era menester que el contrato, entre sus partidas de gastos generales, reflejara las necesidades del gasto del sistema general de concesiones, que, a ese momento, ascendía  a $250.000.000.- estimados a incurrir; procedimiento que se repitió en el contrato aprobado por la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 398, pero sin que se efectuaran nuevas reuniones. La segunda señaló que no era efectivo, pues a la fecha que señala, esto es, uno o dos meses antes de la celebración del convenio, no se desempeñaba como  Jefe de la  Unidad Técnica de Expropiaciones sino como asesora del Coordinador General de Concesiones, Carlos Cruz,  lo que queda patentado con el hecho que no aparece su firma en ningún documento ni en la contra carátula de la resolución respectiva. Nunca ha entendido lo que quieren decir con el concepto de gastos generales reembolsados al Ministerio de Obras Públicas, porque los gastos generales son  lo que refleja el consultor en su oferta, conforme lo estipulan las bases.

El primero agregó que la circunstancia que Rufián no haya firmado ningún documento, no la libera de responsabilidad, incluso él no ha firmado ninguno de los documentos relacionados con la consultarías de Abaco.


A fojas 6.651, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Araos Guzmán y Rivas Velásquez. El primero señaló que para la celebración de los dos contratos nunca se relacionó con personeros del Ministerio de Obras Públicas, porque todo lo relativo a las condiciones bajo las cuales se iban a firmar los contratos fueron transmitidas por Javier Rivas Velásquez, que era el encargado de la Unidad de Expropiaciones de la empresa con sede en Santiago. El segundo expresó que lo indicado era efectivo.


A fojas 6.657, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Rivas Velásquez y Rufián Lizana. El primero señaló que Dolores Rufián, Jefe de la Unidad Técnica de Expropiaciones, aproximadamente en septiembre u  octubre de 1999, le manifestó que se la iba a dar un contrato a Abaco y que en el se iba a incluir un monto en la etapa “procesos administrativos”, con cargo al cual se iban a solicitar dineros por concesiones para solventar su gasto operacional, y,  además, que el presupuesto oficial fue entregado por el Ministerio consignando ítems, cantidades, precios unitarios en unidad de fomento como también la suma total, traspasando dichos datos al formulario de la oferta económica, por lo tanto, no hizo ningún estudio ni análisis de costo, por innecesario. La segunda manifestó que no era efectivo lo señalado. Nunca se reunió con Rivas a solas. Las veces que estuvo con él estaba acompañando a su jefe, Oscar Araos, y esas reuniones se efectuaron en relación a contratos celebrados con anterioridad a los que han motivado la investigación, porque a la época de la celebración de los contratos a que se refieren las resoluciones Nº 444 y Nº 398 no era la jefa de la Unidad Técnica de Expropiaciones. Es primera vez que escucha que el Ministerio de Obras Públicas fija los precios de cada una de las partidas de una oferta. Siempre las ofertas deben efectuarlas los consultores previo estudio, de lo contrario resulta ilógico. Sino estudia la oferta incluso podría perder, lo que es absurdo.

A fojas 6.658, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Rivas Velásquez y Vivallos Medina. El primero señaló que tratándose del contrato adjudicado a Abaco por resolución Nº 398, fue Vivallos quien le dijo que venía uno nuevo y que una suma determinada de dinero se iba a destinar a concesiones con cargo a la etapa “procesos administrativos”, pero, en este caso, le habló que se trataba de una suma aproximada de $200.000.000 y que Abaco debía girar en el menor tiempo posible. No fue necesario que hiciera un análisis de costos para formular la oferta económica, puesto que todo venía preparado del Ministerio de Obras Públicas, pues en el presupuesto oficial que se le entregó estaban consignados los ítems, cantidades, precios unitarios en unidades de fomento y la suma total en unidad de fomento. El segundo señaló que no era efectivo y que es imposible que haya sido el Ministerio de Obras Públicas el que haya consignado los precios unitarios en unidad de fomento de cada una de las partidas de la oferta económica, eso necesariamente debe ser producto del análisis y estudio que debe efectuar el consultor. Generalmente existe un presupuesto oficial en los casos en que se genera una competencia entre los consultores, esto es, en las licitaciones públicas y propuestas privadas y, en este caso, se trataba de un trato directo. 


A fojas 6.674, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Hormazábal y Rufián Lizana. El primero se mantuvo en lo expresado en la declaración que rola a fojas 6627, en lo que dice relación con las labores desarrolladas por Rufián desde la fecha en que ingresó a la Unidad Técnica de Expropiaciones y hasta marzo de 2000. Incluso tiene documentos firmados por Rufián en febrero de 2000. La segunda señaló que lo indicado no era efectivo.


A fojas 6.675, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Espinoza y Rufián Lizana. El primero se mantuvo en su declaración fojas 6625, en lo que dice relación con las labores desempeñada por Rufián  desde la fecha en que asumió como jefa de la Unidad Técnica de Expropiaciones y hasta marzo de 2000, época en que fue nombrada Directora de Planeamiento. La segunda señaló que sólo existe discrepancia en cuanto a la fecha precisa en que asumió con mayor propiedad la labor de asesora del coordinador, pues eso ocurrió a fines de septiembre o principios de octubre y no en noviembre.


A fojas 6.676, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Ibarra Coronado y Rufián Lizana. El primero señaló que ratifica sus declaraciones de fojas 6629, en lo que dice relación con las labores que Rufián desempeñó. La segunda expreso no es efectivo y se mantiene en sus dichos. No entiende cómo Ibarra puede declarar en lo relativo a las funciones que desempeñaba, porque la Unidad Técnica de Expropiaciones no se relacionaba con la Unidad Jurídica. Con motivo de lo indicado, el primero dijo que lo que manifestó es producto de su percepción y que, en todo caso, revisó correspondencia salida de su unidad y dirigida a la Unidad Técnica de Expropiaciones y dicha documentación va dirigida a Rufián, como jefa de la unidad, pero no puede afirmar si ella los recibió y procesó.

A fojas 10.868, (fojas 11.707) rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Rivas Velásquez y Cortés Castro. El primero señaló que ratificaba sus declaraciones en lo que dice relación con la participación de Vivallos en el  contrato a que se refiere la resolución Nº 398 y que Vivallos estuvo muy poco tiempo a cargo de la unidad ejecutiva, período en el cual se suscribió ese contrato. Cree que estuvo desempeñando el cargo como dos o tres meses. El segundo señaló que  nunca se reunió con él y que las peticiones a Abaco se hicieron por Dolores Rufián y Héctor Quiroz que se desempeñaban en la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones. Cree que Javier está equivocado cuando alude a Vivallos, porque los contratos de Abaco, y específicamente aquel a que se refiere,  venían con el  componente de gasto administrativo desde su inicio, y Vivallos asumió la jefatura cuando la unidad estaba en crisis, por lo tanto,  no intervino en la operación destinada a asignar recursos para gastos de  concesiones con cargo a la partidas de gastos.

A fojas 16.880, rola acta que da cuenta de la diligencia de careo entre Silva Améstica y Paredes Molina. El primero señaló que no conocía a Paredes, por lo tanto, no tuvo ninguna relación con él respecto de los hechos que se le imputan. A la época de los hechos investigados era un consultor contratado a honorarios. No tenía la calidad de agente público ni de funcionario público, ergo, no podía suscribir ningún documento que obligara a la coordinación. Conoció a Paredes  en el Anexo Cárcel Capuchinos cuando estuvieron detenidos. El segundo también dijo que no conocía a Silva, pero que recuerda  haber visto y disponer de correos electrónicos entre Peirano y Silva en relación a presentaciones del trabajo de la carretera, esto es, de contenido técnico. 


El primero señaló que efectivamente mantuvo comunicaciones vía correo electrónico y cartas formales con Peirano,  porque ella era la contraparte administrativa de la Universidad de Chile, recibía los informes de la Asociación Española de la Carretera y solicitaba que le emitiera informes técnicos, acerca de la forma como estaban cumpliendo el cometido;

60º Que Carlos Enrique Cruz Lorenzen reconoció, según se advierte de la lectura de sus declaraciones, lo siguiente:

I. Que cuando se desempeñó como Coordinador General de Concesiones y como Ministro de Obras Públicas dispuso personalmente dos nuevas fuentes o modalidades de recursos, que son:

a)  Cuando estuvo a cargo de la Coordinación General de Concesiones centralizó los fondos “pro forma” o de imprevistos contenidos en todos los contratos de asesoría, según él,  para optimizar su uso, los que anteriormente eran utilizados individualmente por los inspectores fiscales de cada contrato particular, y

b) Cuando se desempeñó como Ministro de Obras Públicas obtuvo aportes voluntarios de contratistas con obras adjudicadas y en ejecución.

II. Que dichas fuentes o modalidades de recursos que dispuso de manera personal, operacionalmente provocaron las siguientes innovaciones en la actividad financiera del Ministerio de Obras Públicas:

a) Se centralizaron los pagos de honorarios extraordinarios en una cuenta única administrada por Sergio Cortés Castro, Jefe de Finanzas de la Coordinación General de Concesiones hasta junio de 2000, y luego por quienes administraron el contrato GATE, y

b) Se centralizaron los recursos provenientes de las diversas fuentes privadas en el contrato GATE, sociedad que hizo las veces de caja de todos estos fondos, a través de diversas cuentas corrientes bancarias suyas y/o de personas relacionadas, y

III. Que cuando se desempeñó como Coordinador General de Concesiones, no obstante que no tenía potestad para celebrar contratos de honorarios ni para mejorar remuneraciones, porque dicha facultad estaba radicada en el Director General de Obras Públicas, dispuso el mejoramiento de las remuneraciones percibidas por funcionarios públicos que se desempeñaban en el Ministerio de Obras Públicas por la vía del pago de una suma de dinero adicional. 

Dicha actividad también la desplegó cuando se desempeñó como Ministro de Obras Públicas, época en que incluso decidió mejorar la remuneración de una persona que se desempeñaba como Presidente de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, entregándole en dos o tres oportunidades en efectivo la suma de $ 1.000.000.- que recibió de Cortés Castro. Además, instruyó a Eduardo Arriagada Moreno, Director General de Obras Públicas, para que recibiera en efectivo la suma de $ 150.000.000.- y lo destinara al pago de las sumas extraordinarias que debían recibir los Directores del Ministerio de Obras Públicas, también para que adoptara las medidas para recabar los dineros necesarios para pagar los “honorarios adicionales” de los meses de febrero y marzo de 2001, tal como Arriagada Moreno lo señala a fojas 1.626 y siguientes, 4.456 y siguientes y 4.599 y siguientes;
61° Que, lo consignado precedentemente en los puntos signados con los números I y II, no es es resultado de una interpretación antojadiza de esta sentenciadora de las declaraciones prestadas por Cruz Lorenzen, sino una transcripción textual del escrito que rola a fojas 1702, suscrito por aquel y por su abogado, y cuyo tenor ratificó a fojas 1.886, y para convencerse basta leer los párrafos escritos en las líneas cuatro a trece de la foja 1.704 vta. y en las líneas diecisiete a veintisiete de la foja 1.705 vta.;
62º Que lo manifestado por Cruz Lorenzen, en lo relativo a las fuentes o modalidades de recursos que dispuso de manera personal y a la  operatoria que aquello  generó,  coincide plenamente con la detectada en la pesquisa judicial y que fue la que,  en definitiva, se utilizó en la Coordinación General de Concesiones para solventar los pagos que el tesoro público no estaba obligado a soportar. En efecto, los dineros que se obtuvieron por el procedimiento descrito en la presente sentencia, que son públicos y no privados como lo señala Cruz Lorenzen, porque no se trata de donaciones o aportes de dinero efectuados por los consultores, según se concluyó por esta sentenciadora, se depositaron en las cuentas corrientes bancarias de GATE S.A. y/o de personas relacionadas (Peña Véliz, Jara Núñez, General Carrasco), las que conformaron, en la practica, una caja paralela;

63º Que este tribunal no desconoce que Cruz Lorenzen intentó atribuir responsabilidad a otros personeros, en particular a los Directores de determinados servicios del Ministerio de Obras Públicas, en orden a que fueron éstos los que definieron las fuentes de los recursos, que, conforme lo señala, podían ser del presupuesto asignado a la repartición o anticipos por trabajos en ejecución solicitados a empresas contratistas de distinta naturaleza que se incorporaban, en definitiva, a la época de liquidación del contrato. Sin embargo, esa exculpación no puede ser admitida por falta de sustento, atendido el resultado de los careos a que fue sometido con Bartholin Zanetta, Guzmán Silva, Anguita Salas y Arriagada Moreno, a los que se hace alusión en el fundamento signado con el número 59º.


Tampoco se desconoce que Cruz Lorenzen modificó posteriormente sus declaraciones, en cuanto que la instrucción que dio fue la de ejercer una administración centralizada de las “partidas pro forma” y “de gastos administrativos generales”, en los términos señalados a fojas 18.518. Sin embargo, no tiene la virtud de liberarlo de responsabilidad porque la que dio en el curso de la causa y que se sintetizó en el fundamento signado con el número 60º, coincide precisamente con el modo como operó el personero que estaba a cargo de la Unidad de Supervisión y Desarrollo de la Coordinación General de Concesiones, que después mudó su denominación  a la de División de Operaciones, y  porque se trata de una mera versión del acusado no corroborada, según se advierte de las declaraciones prestadas por Jana Calderón, Anguita Salas, Arriagada Moreno, y, en particular, por las dadas por Díaz Silva a fojas 18.907, Montellana Cantuarias a fojas 18.921, Toro Cepeda a fojas 18.958, Dieterich Rodríguez a fojas 18.960 y Garín Carrasco a fojas 18.984, quienes desempeñaron jefaturas en diversas unidades de la Coordinación General de Concesiones y señalaron desconocer la citada instrucción y que, de haber existido, habría estado en contraposición a la normativa legal y reglamentaria existente sobre la materia. Además, porque una instrucción en el sentido indicado por Cruz Lorenzen, en todo caso, se encuentra reñida con las normas legales y reglamentarias que regulan el uso de las “partidas pro forma”, y con la naturaleza y finalidad que tiene la denominada “partidas gastos administrativos generales”. Y, por último, por el tenor de las declaraciones prestadas por Cortés Castro, en orden a que Cruz Lorenzen fue quien dio instrucciones de centralizar o manejar en forma centralizada las “partidas pro forma” y las “partidas gastos administrativos generales” o de “gastos operacionales”, y que los dineros obtenidos mediante ese procedimiento se ingresaron a la cuenta corriente de GATE S.A, que se utilizó como “caja pagadora”;

64º Que, en consecuencia, las declaraciones prestadas por Carlos Alberto Cruz Lorenzen, de la manera como se reseñó sintéticamente en el motivo signado con el número 60º, que reúnen las condiciones establecidas en el artículo 481 del Código de Procedimiento Civil, importan una confesión judicial que, unida a los elementos de convicción a que se hace alusión en el fundamento signado con el número 2º, son suficientes para tener por acreditada la participación de autor que le cupo en el delito de fraude al Fisco de Chile que en carácter de continuado se estimó configurado;

 65º Que, del tenor de las declaraciones prestadas por Sergio Alberto Cortés Castro, se advierte que reconoció que centralizó los valores o sumas de dinero consignadas en las partidas pro forma y de gastos operacionales de los contratos, según instrucciones dadas por  Carlos Cruz Lorenzen, primero como Coordinador General de Concesiones y luego como Ministro de Obras Públicas; que participó en las decisiones que se adoptaron para llevar a cabo la instrucción señalada, que se tradujo en la incorporación de partidas, montos de dinero, a los precios de determinados contratos, salvo en lo que se refiere a la determinación de las empresas que intervinieron y la modalidad que, en definitiva, se usó, porque fueron los jefes de proyectos, que en algunos casos tenían la calidad de inspector fiscal, los que se contactaron con aquellas y solicitaron el dinero; que las sumas de dinero que se obtuvieron de la manera señalada ingresaron a la cuenta corriente bancaria de GATE S.A., que operó como “caja pagadora”, utilizándose posteriormente las cuentas corrientes bancarias de Héctor Peña Véliz, Luis Jara Núñez y de Yerko General Carrasco; que la operación descrita generó una cuenta paralela que administró hasta marzo o abril de 2001; que para respaldar el movimiento que en la contabilidad de la sociedad consultora generaba el traspaso de las sumas de dinero, ideó el mecanismo de entregar boletas de GATE S.A.; que cumplió instrucciones dadas por distintos personeros de pagar sumas de dinero adicionales a funcionarios del Ministerio de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones, como a personas que se le indicaban, conformándose un listado adicional que con el transcurso del tiempo fue aumentando; que se manejo una suma importante de dinero en efectivo, entregando a Cruz Lorenzen diversas partidas de dinero, también en efectivo, sin que entregara los respaldos, por lo que desconoce el destino dado; que para respaldar contablemente los pagos efectuados por diversos conceptos, se usaron boletas de honorarios de profesionales y administrativos de la Coordinación General de Concesiones y del Ministerio de Obras Públicas, por lo tanto, su emisión no obedece a una efectiva prestación de servicio, sin perjuicio de existir pagos o entregas de dinero que no pudieron asentarse por falta de respaldo;
66º Que las declaraciones prestadas por Sergio Alberto Cortes Castro, que reúnen las condiciones establecidas en el artículo 481 del Código de Procedimiento Civil, importan una confesión judicial que, unida a los elementos de convicción a que se hace alusión en el fundamento signado con el número 2º, son suficientes para tener por acreditada la participación de autor que le cupo en el delito de fraude al Fisco de Chile que en carácter de continuado se estimó configurado;


67º Que las declaraciones dadas por Roberto Mario Salinas Briones que reúnen las condiciones establecidas en el artículo 481 del Código de Procedimiento Penal, en las que, en síntesis, reconoció que como inspector fiscal o contraparte técnica de varios contratos de consultoría adjudicados por la Dirección General de Obras Públicas a diferentes sociedades consultoras, y ante lo manifestado por Cortés Castro, incorporó al precio de los contratos un monto adicional para entregar a la administración para solventar diversos gastos que no le constaban, sistema que, en la práctica, operó por la vía del aumento artificial del precio de los contratos; operación que contablemente en la sociedad quedó respaldada con los documentos que entregó la unidad respectiva de la Coordinación General de Concesiones, importan una confesión judicial que, unida a los elementos de convicción a que se hace referencia en el fundamento signado con el número 2º, son suficientes para tener por acreditada la participación de autor que le cupo en el delito de fraude al Fisco de Chile que en carácter de continuado se estimó configurado;

68º Que las declaraciones prestadas por Héctor Ramón Quiroz Astorga  que reúnen las condiciones establecidas en el artículo 481 del Código de Procedimiento Penal, en las que, en síntesis, reconoció que como inspector fiscal de contratos adjudicados por la Dirección General de Obras Públicas a  R&Q Consultores y a Abaco Ingenieros Consultores Ltda., gestionó con los consultores el traspaso de los recursos asignados en los valores pro forma a la unidad que Cortés Castro dirigía, y que con éste y Rufián Lizana, tratándose del contrato adjudicado a Abaco Ingenieros Consultores Ltda., determinaron el porcentaje que, del estado de pago correspondiente a la partida procesos administrativos, se iba a ocupar para solventar los gastos de concesiones, porque Cortés Castro, uno o dos meses antes de la fecha de su celebración, les señaló que para solventarlos era menester que el contrato, en las partidas de gastos generales, reflejara las necesidades del gasto del sistema general de concesiones, que, a ese momento, ascendía a $ 250.000.000.- estimados a incurrir, importan una confesión judicial que, unida a los elementos de convicción a que se hace referencia en el motivo signado con el número 2º, son suficientes para tener por acreditada la participación de autor que le cupo en el delito de fraude al Fisco de Chile que en carácter de continuado se estimó configurado.

Sin embargo, no se hará efectiva su responsabilidad penal respecto de los contratos adjudicados a Abaco Ingenieros Consultores Ltda. y a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas Nº 398 y 399, porque, el mérito del proceso, permite arribar a la conclusión que a la data de adjudicación y ejecución de esos contratos no desempeñaba la jefatura en calidad de subrogante de la Unidad Técnica de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones, y tampoco se desempeñó como inspector fiscal de los mismos; en razón de lo anterior, corresponde absolverlo de la acusación formulada en su contra en el aspecto indicado;

69º Que Sergio Alejandro Hinojosa Ramírez reconoció que se desempeñó como inspector fiscal en convenios de asesoría adjudicados a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, que, en definitiva, efectuaron las consultoras Asociación Española de la Carretera, Exe Consultores Ltda. y Aristo Consultores Ltda., y que Cortés Castro antes que se firmaran los respectivos convenios le dijo que los consultores debían rebajar el precio de la asesoría y/o incorporar como parte del mismo una partida para solventar determinados gastos, procedimiento, este último, que fue el que, en definitiva, se aplicó; aserción que mantuvo en la diligencia de careo que rola a fojas 2.492. 

La afirmación señalada que reúne las condiciones establecidas en el artículo 481 del Código de Procedimiento Penal, importa una confesión judicial que unida a la imputación efectuada por Silva Améstica a fojas 2.440, en cuanto que Hinojosa Ramírez tenía pleno conocimiento de todo el procedimiento que se utilizó para proporcionar recursos a concesiones; al mérito que surge de los careos cuyas actas rolan a fojas 3.905 y 5.064,  en el sentido que Hinojosa Ramírez tenía conocimiento del valor del estudio, esto es, la componente técnica más la administrativa destinada para el estudio y para los gastos del sistema de concesiones; la circunstancia que un convenio lo suscribió como representante de la Dirección General de Obras Públicas y los otros dos como jefe del Área de Estudios de la Coordinación General de Concesiones, lo que implica que tenía conocimiento del tenor de los términos de referencia redactados para la elaboración de los trabajos, y a los elementos de convicción a que se hace referencia en el fundamento signado con el número 2º;  son suficientes para tener por acreditada la participación de autor que le cupo en el delito de fraude al Fisco de Chile que en carácter de continuado se estimó configurado; 


70º Que las declaraciones prestadas por Ramón Washington Silva Améstica  que reúnen las condiciones establecidas en el artículo 481 del Código de Procedimiento Penal, en las que, en síntesis, reconoció que como contraparte técnica y a instancias de Cortés Castro, solicitó a los consultores que abultaran el precio que debían consignar en la oferta que presentarían para adjudicarse determinados trabajos, declaración que mantuvo en los careos a que fue sometido con Cortés Castro a fojas 2.490 y 3.905, con Peirano Rodríguez a fojas 3.092 y con Hinojosa Ramírez a fojas 5.064,  importan una confesión judicial que, unida a los elementos de convicción a que se hace referencia en el fundamento signado con el número 2º y al mérito que surge del careo efectuado entre Cortés Castro e Hinojosa Ramírez a fojas 3.900, son suficientes para tener por acreditada la participación de autor que le cupo en el delito de fraude al Fisco de Chile que en carácter de continuado se estimó configurado;


71º Que Eduardo Alfredo Bartholin Zanetta, según se advierte de la lectura de sus declaraciones, reconoció que, atendido el requerimiento formulado por el Director General de Obras Públicas comunicado por intermedio del Jefe de Gabinete del Subsecretario de Obras Públicas, en orden a que como no se contaba con presupuesto para cubrir las sumas de dinero pagadas de manera adicional a los directores de los servicios, entre ellas las suyas, era menester que adoptara las medidas para remediar dicha situación,  dispuso que en una consultoría sobre el proyecto del Zanjón de la Aguada se incluyera una suma de dinero que permitiera cubrir dicho déficit, lo que, en la practica, provocó un abultamiento artificial del precio de la consultoría. Dichas declaraciones que reúnen las condiciones establecidas en el artículo 481 del Código de Procedimiento Penal, importan una confesión judicial que, unida a los elementos de convicción a que se hace referencia en el fundamento signado con el número 2º, en particular la imputación que hace Castillo Navasal, son suficientes para tener por acreditada la participación de autor que le cupo en el delito de fraude al Fisco de Chile que en carácter de continuado se estimó configurado;


72º Que Gonzalo Hernán Castillo Navasal reconoció que ante lo expresado por el Director General de Obras Públicas, en el sentido que no se tenía presupuesto para pagar las sumas de dinero adicionales de los directores, de Juan Antonio Arrese y las suyas, y, que, por lo tanto, debía buscar una fórmula, habló con el Director de Obras Hidráulicas y con el coordinador del C.I.A.D.E. para que, por intermedio de una consultoría que dicha dirección debía adjudicar, se pagaran las referidas sumas de dinero; que entregó el listado de las personas a las que debía pagárseles, incluyendo el de su mujer; y que recolectó las boletas de honorarios y entregó los cheques respectivos a sus beneficiarios. Dichas declaraciones que reúnen las condiciones establecidas en el artículo 481 del Código de Procedimiento Penal, importan una confesión judicial que, unida a los elementos de convicción a que se hace referencia en el fundamento signado con el número 2º, son suficientes para tener por acreditada la participación de autor que le cupo en el delito de fraude al Fisco de Chile que en carácter de continuado se estimó configurado;

73º Que Nassir Sapag Chain negó su participación en los hechos investigados, de la manera como lo expresa en las declaraciones a las que se hace alusión en esta sentencia.


Sin embargo, obran en su contra los reproches claros, precisos y categóricos de Enrique Rafael Ponce de León Milnes, en orden a que Sapag estaba en conocimiento que con el dinero de la consultoría relacionada con el Zanjón de la Aguada, que efectuaría Diagnos Ltda., se iban a pagar honorarios adicionales a personal directivo del Ministerio de Obras Públicas, información que se la dio en la primera conversación sobre el tema. Dicha imputación la mantuvo en la diligencia de careo a que fueron sometidos, según consta a fojas 4.686, actuación judicial transcrita en el motivo signado con el número 59º.

A lo anterior, cabe agregar la labor de dirección que cumplía en el Centro de Investigación Aplicada para el Desarrollo de la Empresa, C.I.A.D.E.; y el trabajo que desarrollaba para que el Ministerio de Obras Públicas adjudicara contratos al centro que dirigía, lo que implicaba, en síntesis, analizar los antecedentes del proyecto para la elaboración de las ofertas técnicas y económicas, preocupándose, en la confección de estas últimas, en la determinación del overhead o utilidad a que tenía derecho la universidad;

74º Que, lo expresado precedentemente, constituye un conjunto de presunciones serias, graves, múltiples, precisas, directas, concordantes y basadas en hechos reales y probados, que unido a los demás antecedentes de convicción referidos en la presente sentencia, permiten tener por acreditado que a Nassir Sapag Chain le correspondió participación de autor en el delito de fraude al Fisco de Chile, previsto ya sancionado en el artículo 239 del Código Penal;

75º Que Dolores María Rufián Lizana negó su participación en los hechos investigados, de la manera como lo expresa en sus declaraciones.


No obstante lo anterior, obran en su contra los reproches claros, precisos y categóricos de Quiroz Astorga, Cortés Castro y Rivas Velásquez. En efecto, el primero es categórico en afirmar que Rufián Lizana intervino en la negociación de los contratos, conversando con Araos o con el representante de la empresa, y que la fijación del porcentaje de la partida gastos generales fue determinada con ella y con Cortés Castro. El segundo atestiguó que con Rufián Lizana y Quiroz Astorga determinó el porcentaje que del estado de pago correspondiente a la partida procesos administrativos, se ocuparía para solventar los gastos de la unidad de concesiones, pues uno o dos meses antes de la fecha de celebración de los convenios les manifestó que dichas partidas debían reflejar las necesidades del sistema general de concesiones. Y el último, que, aproximadamente en septiembre u octubre de 1999, Rufián Lizana le manifestó que al contrato se le iba a incluir un monto en la etapa “procesos administrativos”, con cargo al cual se iban a solicitar dineros para solventar el gasto operacional de concesiones, y que el presupuesto oficial fue entregado consignados ítems, cantidades, precios unitarios en unidad de fomento como también la suma total.  Dichas imputaciones las mantuvieron en las diligencias de careo, cuyas actas rolan a fojas 6.503, 6.632 y a fojas 6.657, y a las que se hace alusión en el motivo signado con el número 59º.

También Cruz Lorenzen afirmó que a Rufián Lizana, entre otros, le solicitó que las partidas pro forma de los contratos se administraran en forma centralizada por la División de Operaciones de la Coordinación General de Concesiones, y que solicitara recursos a empresas; lo que mantuvo en el careo que rola a fojas 2.951. 


Además, Hormazábal Sánchez, Espinoza Zapatel e Ibarra Coronado son enfáticos en señalar que Rufián Lizana siguió ligada a la Unidad Técnica de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones hasta el mes de marzo de 2000, declaraciones que mantuvieron en las diligencias de careo de que dan cuenta las actas que rolan a fojas 6.674, 6.675 y 6.676, y a las que se hace referencia en el fundamento signado con el número 59º.

76º Que, lo expresado precedentemente, constituye un conjunto de presunciones serias, graves, múltiples, precisas, directas, concordantes y basadas en hechos reales y probados, que unido a los demás antecedentes de convicción referidos en el fundamento signado con el número 2º, permiten tener por acreditado que a Dolores María Rufián Lizana le correspondió participación de autor en el delito de fraude al Fisco de Chile, previsto ya sancionado en el artículo 239 del Código Penal;

77º Que, abona la conclusión anterior, en orden a que corresponde hacer efectiva la responsabilidad punitiva de los acusados mencionados, lo siguiente:

a) Que ninguna de las resoluciones dictadas por la Dirección General de Obras Públicas citadas en el auto acusatorio, tampoco los convenios ad referéndum, las ofertas de los consultores, los términos de referencia y las bases administrativas conforme a las cuales debían efectuarse las asesorías o consultorías contratadas, instrumentos que fueron aprobados por dichas resoluciones, consultaban la existencia de “partidas pro forma” o “partida de gastos administrativos generales” en los términos señalados por los acusados, pues los contratos se celebraron bajo la modalidad “suma alzada” o “precios unitarios”. 

El artículo 35 del Decreto Supremo Nº 48, de 28 de febrero de 1994, que aprobó el nuevo Reglamento para Contratación de Trabajos de Consultoría, señala, lo siguiente: “En los contratos a suma alzada el consultor se obliga a efectuar todos los trabajos que señalen los documentos del contrato por una suma fija, que se pagará por parcialidades a medida que se den por cumplidas y aprobadas las etapas establecidas en los términos de referencia”.

“En los contratos por precios unitarios o tarifas profesionales unitarias, el consultor se compromete a ejecutar los trabajos que señalen los documentos del contrato, a los precios o tarifas unitarias convenidas, pagándose en este caso las cantidades y horas/hombre efectivamente ejecutadas en el desarrollo del trabajo”.

b) Que de haber contemplado los contratos las referidas partidas tampoco autorizaba a los acusados para operar de la manera como quedó acreditada en la investigación judicial, porque la finalidad que persiguen es precisa y determinada, conforme a las definiciones dadas en el motivo signado con el número 13º y a lo declarado, sobre este punto, por los diferentes profesionales que se desempeñaron en el Coordinación General de Concesiones; y

c) Que, tratándose de los contratos adjudicados  a Abaco Ingenieros Consultores, no se haya cuestionado por los protagonistas de ese episodio el hecho que Rivas Velásquez se haya “apropiado” de aproximadamente $ 50.000.000.-, no obstante que dicha importante suma de dinero era de propiedad del Fisco de Chile y, hasta la fecha, se desconoce el destino que se le dio, porque la versión dada por Rivas Velásquez es a todas luces inadmisible;


78º Que, del análisis de las declaraciones prestadas por Héctor Guillermo Peña Véliz, trascritas en esta sentencia, se advierte que reconoció que acordó con Cortés Castro que se depositaran diferentes sumas de dinero en la cuenta corriente bancaria de GATE S.A., en las suyas y en las de Jara Núñez, no obstante que con las sociedades que efectuaron los depósitos no se había celebrado ningún contrato de prestación de servicios, tampoco efectuado labores de ningún tipo, y que para respaldar el egreso de los dineros en la contabilidad de los depositantes entregó boletas de honorarios, que, obviamente, no obedecían a prestaciones de servicio. Además, que con cargo a esos depósitos giró cheques a nombre de las personas que figuraban en los listados que se le remitían, o que se le indicaban para efectuar los traspasos de dinero a otras cuentas corrientes bancarias. Lo anterior, significa que aceptó que sus cuentas corrientes bancarias y las de GATE S.A. sirvieran como receptora de sumas de dinero de origen ilícito, también como “caja pagadora” de los mismos; 

79º Que dichas declaraciones que reúnen las condiciones establecidas en el artículo 481 del Código de Procedimiento Penal, importan una confesión judicial que, unida a los elementos de convicción a que se hace alusión en el razonamiento signado con el número 2º, son suficientes para tener por acreditada su participación como cómplice en el delito de fraude al Fisco de Chile, en calidad de continuado, previsto y sancionado en el artículo 239 del Código Penal, en los términos establecidos en el artículo 16 del referido cuerpo legal, porque cooperó a la ejecución del hecho punible por actos simultáneos de la manera como se señaló en el motivo precedente; modificándose, en consecuencia, la acusación de oficio formulada en su contra;

80º Que del análisis de las declaraciones prestadas por Oscar Enrique Araos Guzmán, a las que se hace alusión en el motivo signado con el número 54, se aprecia que intenta liberarse de responsabilidad atribuyéndosela a otro, Javier Rivas Velásquez, y  argumentando que, en todo caso, los contratos que celebró lo autorizaban para obrar como lo hizo.   

Sin embargo, el primer argumento debe ser desestimado porque Rivas Velásquez no suscribió los convenios ad-referéndum ni las ofertas económicas, y si bien fue la persona con quien los personeros de la Coordinación General de Concesiones se contactaron para darle a conocer el “procedimiento” que se utilizaría en los contratos que se iban a adjudicar a la sociedad Abaco Ingenieros Consultores, aquél por carecer de facultades se lo comunicó al representante de la misma, Araos Guzmán, siendo éste quien lo aceptó, tal como lo reconoce en el careo de que da cuenta el acta que rola a fojas 6.651, reproducido en el fundamento signado con el número 59º.

La segunda explicación también debe ser rechazada porque no la avala el mérito de las declaraciones prestadas por Quiroz Astorga, Cortés Castro y por Rivas Velásquez.
En efecto, Quiroz Astorga señaló que al negociarse los contratos con el consultor se acordó fijar un porcentaje por “gastos generales para mantener la estructura de concesiones”. Cortés Castro manifestó que con Rufián y Quiroz, uno o dos meses antes de la celebración del primer convenio con Abaco Ingenieros Consultores, se acordó que la partida “gastos generales” debía reflejar las necesidades del gasto del sistema general de concesiones, que a esa época ascendía a $ 250.000.000.- estimados a incurrir, procedimiento que se repitió en el segundo contrato, sin que se efectuaran nuevas reuniones. Y Rivas Velásquez  afirmó que en septiembre u octubre de 1999 se le manifestó que a la sociedad se le iba a dar un contrato, en el que se incluiría un monto en la etapa “procesos administrativos” con cargo al cual se iban a solicitar dineros para solventar el gasto operacional de concesiones, y, tratándose del segundo contrato, dicha información también se le dio antes de su suscripción, pero se le dijo que se trataba de una suma aproximada de $ 200.000.000.- que la sociedad debía girar en el menor tiempo posible.   


Y como el consultor en la oferta económica debe indicar el presupuesto que le permitiría llevar a cabo la consultoría, valorizando todos los ítems incorporados en el formulario proporcionado por el Ministerio de Obras Públicas denominado “presupuesto propuesta económica”, el que, indiscutiblemente, debe ser el fruto de un estudio de costos, el procedimiento utilizado por dichos acusados y aceptado por Araos Guzmán se tradujo en un “abultamiento” de los precios de las consultorías, regidos por la modalidad “precios unitarios en unidades de fomento”, en la suma total de $ 543.562.836.-, dineros que son fiscales y no particulares como Araos Guzmán parece sugerirlo.

Tampoco la confirma  el tenor de los contratos que celebró, de los que forman parte los términos de referencia y las bases administrativas. En efecto, en los términos de referencia de los contratos  cuyos ejemplares rolan a fojas 6.558 y siguientes y 6.590 y siguientes, si bien se consultan etapas llamadas “procedimientos administrativos” lo son para solventar los gastos en que debe incurrir el consultor para efectuar a cabalidad la asesoría que se le adjudicó, tal como lo manifestaron todos los profesionales que se desempeñaban en la Coordinación General de Concesiones y que fueron interrogados acerca de la finalidad que persiguen las partidas “gastos administrativos”, y no para que el consultor depositara su valor en la cuenta corriente bancaria de un tercero y se le diera un destino ajeno al considerado en el contrato. 

Lo señalado lo confirma el tenor de las cláusulas, pues en la denominada “Etapa 7: Procesos Administrativos” se expresa: “Para todas las fases, en esta etapa se debe considerar el establecimiento de oficinas permanentes de atención de público en los lugares que  se especifican en el punto 7 de estos términos de referencia, mantención de dichas oficinas, soporte administrativo a la gestión de la fiscalía del MOP en las regiones   consideradas, infraestructura, movilización y gastos generales”. Conforme se señala en el citado instrumento, las oficinas debían ubicarse en las ciudades de Los Ángeles, La Calera, Talca y Rancagua.  En la designada “Etapa 8: Procesos Administrativos” se indica: “Se debe considerar el establecimiento de oficinas permanentes de atención de público en los lugares a especificar por la contraparte técnica de acuerdo a las necesidades del servicio, mantención de dichas oficinas, soporte administrativo a la gestión de la fiscalía MOP, infraestructura, movilización y gastos generales”. Y los “honorarios adicionales o sobresueldos” no pueden ser considerados como gastos generales, atendida la definición dada en el motivo signado con el número 13º y lo expuesto, sobre la materia, por los profesionales que se desempeñaron en la Coordinación General de Concesiones.

Además, no deja de extrañar a esta sentenciadora la conducta asumida por todos los protagonistas del episodio materia de análisis, en lo relativo a la supuesta apropiación por parte de Rivas Velásquez de aproximadamente $ 50.000.000.-, pues ninguno hizo un cuestionamiento al respecto no obstante que dicha importante suma de dinero era de propiedad del Fisco de Chile y, hasta la fecha, se desconoce el destino que se le dio, porque la versión dada por Rivas Velásquez es a todas luces inverosímil. Y, en el caso concreto materia de análisis, contribuye a formar el convencimiento que a Araos Guzmán le cupo participación culpable en los hechos pesquisados;
81º Que, en consecuencia,  las declaraciones dadas por Araos Guzmán, que reúnen las condiciones establecidas en el artículo 481 del Código de Procedimiento Penal, en las que, en síntesis, reconoció que aceptó el procedimiento implementado por determinado personal de la Coordinación General de Concesiones que se tradujo en el “abultamiento” del precio de las consultorías, y que autorizó que se depositara la suma de $ 543.562.836.-, en diferentes partidas, en la cuenta corriente bancaria de un tercero, importan una confesión judicial que, unida a los elementos de convicción a que se hace referencia en el fundamento signado con el número 2º, son suficientes para tener por acreditada la participación de autor que le cupo en el delito de fraude al Fisco de Chile que en carácter de continuado se estimó configurado; modificándose, de la manera señalada, la acusación de oficio formulada en su contra;
82º Que, del examen de las declaraciones prestadas por Luis Antonio Jara Núñez, a las que se hace mención en el motivo signado con el número 57º, se advierte que fue quien ideó el régimen que se denominó “caja paralela al sistema MOP-GATE”, para administrar dineros que se obtenían de consultoras mediante el expediente de la emisión por parte de GATE S.A. de facturas por asesorías ambientales que no se realizaban y que eran sólo un medio para regularizar los egresos e ingresos de los dineros; que la administración la efectuó en el período que corre entre mayo de 2000 y junio de 2001, utilizando las cuentas corrientes bancarias de Peña Véliz,  de General Carrasco y la suya; que cumpliendo instrucciones pagó con cheques y en efectivo diversas sumas de dineros, algunos sin respaldo documental; que consiguió boletas de honorarios para respaldar pagos; y que libró cheques a Rivas Velásquez entre octubre de 2000 y enero de 2001 por la suma total de $ 27.500.000.-porque se lo pidió;

83º Que a esta sentenciadora le parece inadmisible lo señalado por Jara Núñez en lo que concierne a lo cheques que giró a Rivas Velásquez, también la conducta de los demás acusados sobre este tópico, como ya se consignó en esta sentencia. Por lo tanto, como fueron infructuosos los esfuerzos desplegados para determinar quien fue el beneficiario final del importe de los cheques, según consta en autos, sólo corresponde concluir que a una importante suma de dinero de propiedad del tesoro público se le dio un destino no fiscal desconocido; 
84º Que dichas declaraciones que reúnen las condiciones establecidas en el artículo 481 del Código de Procedimiento Penal, importan una confesión judicial que, unida a los elementos de convicción a que se hace alusión en el razonamiento signado con el número 2º, son suficientes para tener por acreditada su participación como encubridor en el delito de fraude al Fisco de Chile, en calidad de continuado, previsto y sancionado en el artículo 239 del Código Penal, en los términos establecidos en el artículo 17 número 1º del referido cuerpo legal, porque facilitó a los delincuentes medios para que se aprovecharan de los efectos del delito; modificándose, en consecuencia, la acusación de oficio formulada en su contra;

85º Que, sin embargo, corresponde absolver a Leonel Edmundo Vivallos Medina de la acusación formulada en su contra, porque no se encuentra acreditada su participación culpable en los hechos materia de la pesquisa judicial. En efecto, del mérito de los antecedentes aparece que las negociaciones que culminaron con el abultamiento de los contratos adjudicados a Abaco Ingenieros Consultores Ltda. se efectuaron entre Cortés Castro, Rufián Lizana, Quiroz Astorga y el consultor, en el curso de los meses de septiembre y octubre de 1999, tal como de manera concluyente lo expresa el primero en sus diversas declaraciones, personero que precisamente se desempeñaba en la Coordinación General de Concesiones como jefe de la División de Operaciones, entidad encargada del manejo presupuestario del citado ente funcional. En el citado período Vivallos Medina  se desempeñaba como Coordinador de Proyectos de la Coordinación General de Concesiones, pues asumió la jefatura de la Unidad Técnica de Expropiaciones a partir del mes de octubre de 2000 y hasta el mes de febrero de 2001.


No obsta a la conclusión anterior lo expresado por Rivas Velásquez, el mérito que surge de los correos electrónicos que se le exhibieron a fojas 10.432, ni la circunstancia que se haya desempeñado como inspector fiscal del contrato adjudicado por resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 398, de 18 de diciembre de 2000, porque lo manifestado por Rivas Velásquez se opone a lo declarado por Cortés Castro, declaración esta última que es coherente y armónica con el mérito del proceso, y prestada por quien ejecutó la instrucción dada por aquél que, a la fecha de los hechos, se desempeñó primero como Coordinador General de Concesiones y como Ministro de Obras Públicas después, y que estaba a cargo de la unidad encargada del manejo presupuestario de la Coordinación General de Concesiones; porque los correos electrónicos están datados en enero de 2001, esto es, como quince meses después de haberse llevado a cabo la negociación defraudatoria; y porque, como se señaló, el ardid no se fraguó en la etapa de cumplimiento del contrato sino en una anterior, en la que no le cupo participación, y, además, porque del proceso no aparece ningún antecedente probatorio que permita arribar a la convicción que durante la época en que se desempeñó como inspector fiscal sabía de la existencia de la negociación, y que en la cuenta corriente bancaria de Jara Núñez se estaban efectuando depósitos de dinero con cargo al precio del contrato adjudicado a Abaco Ingenieros Consultores Ltda.


Conforme a lo que dispone el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, nadie puede ser condenado por delito sino cuando el tribunal que lo juzga haya adquirido, por los medios de prueba legal, la convicción de que realmente se ha cometido un hecho punible y que en él ha correspondido al procesado una participación culpable y penada por la ley;


86º Que también corresponde absolver a Marco Antonio Luraschi Pandolfi de la acusación formulada en su contra, porque no se encuentra acreditada su participación culpable en los hechos materia de la pesquisa judicial. En efecto, del mérito de los antecedentes aparece que se limitó a cumplir las instrucciones dadas por el inspector fiscal, designado en los contratos que la Dirección General de Obras Públicas adjudicó a la sociedad que representaba, que se tradujo en el pago de los servicios prestados por diversos profesionales, instrucción de pago que, por la dinámica existente al interior de la Coordinación General de Concesiones, denotaba que los trabajos se habían cumplido a plena satisfacción del mandante, esto es, del inspector fiscal. Además, porque el procedimiento empleado tenía visos de regularidad pues el Director General de Obras Públicas dictó la respectiva resolución adjudicatoria, y porque por  la calidad jurídica del consultor no estaba en condiciones de verificar si efectivamente los profesionales habían prestado los servicios, menos conocer el destino final dado al importe del cheque girado a GATE S.A.

No constituye un obstáculo a la conclusión señalada, la circunstancia que haya aceptado “abultar” el precio del contrato que se adjudicó a la sociedad que representaba, en el porcentaje que señala en su declaración, porque las explicaciones que el inspector fiscal le dio aparecían, a la fecha de los hechos, como convincentes y plausibles, más aún si el pago cuestionado se respaldó con una boleta de honorarios cuya glosa rezaba “asesorías ambientales”. 


Conforme a lo que dispone el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, nadie puede ser condenado por delito sino cuando el tribunal que lo juzga haya adquirido, por los medios de prueba legal, la convicción de que realmente se ha cometido un hecho punible y que en él ha correspondido al procesado una participación culpable y penada por la ley;

87º Que a la misma conclusión arriba esta sentenciadora respecto de Abdón Darvish Naim Pajundakis, Sergio Miguel González Tagle, Víctor Daniel Rey Pozo, Francisco Guillermo Aguirre Arias, Jorge Echenique Larraín, Francisco Javier González del Río, Jorge Antonio Quiroz Castro, Eduardo Alberto Valenzuela Freraut, Luis Gustavo Arrau del Canto, Alejandro de los Sagrados Corazones Gutiérrez Arteaga, Francisco Javier Donoso Díaz, Carlos Estanislao Calderón Pinto y Luis Alfredo Solar Pinedo, en orden a absolverlos de la acusación de oficio formulada, porque no se encuentra acreditada la intervención culpable en los hechos materia de la investigación criminal. 
En efecto, respecto de Naim Pajundakis, del mérito de los antecedentes aparece que se limitó a cumplir la instrucción transmitida por el inspector fiscal, designado en el contrato que la Dirección General de Obras Públicas adjudicó a la sociedad que representaba, consistente en que debía incluirse la suma equivalente a 2.800 unidades de fomento en el estado de pago signado con el número 1, para que una vez que fuera solucionado por el Ministerio de Obras Públicas se girara un cheque a nombre de la sociedad que debía indicar el jefe de finanzas de la Coordinación General de Concesiones, porque, según le reveló el inspector fiscal, los trabajos a que se refería la denominada “Fase B” del contrato estaban siendo ejecutados por terceras personas, explicación que resulta creíble por los términos en que estaba redactada la cláusula pertinente del contrato y por la forma de operar de la Coordinación General de Concesiones. Además, por su calidad de consultor dedicado al ejercicio libre de su profesión no estaba en condiciones de verificar si era cierto lo expresado por el mandante, menos cuál fue el destino final que la administración dio al importe del cheque que se libró a GATE S.A.


En lo relativo a González Tagle, aparece que también se limitó a cumplir la instrucción dada por la contraparte técnica del contrato, en orden a rebajar el monto del presupuesto de la asesoría que iba a prestar, manteniendo, no obstante ello, el primitivo fijado para pagar con la diferencia generada a un tercero que resultó ser GATE S.A.; conducta que desplegó porque el mandante le explicó que había que cubrir estudios diversos vinculados a impactos ambientales, encontrándose imposibilitado por su posición frente a la administración de cuestionar o verificar la efectividad de lo expresado por el mandante, menos inquirir antecedentes para tener la certeza acerca del destino final dado al importe del cheque que expidió. 

Tratándose de Rey Pozo, Aguirre Arias, Echenique Larraín y González del Río, porque del mérito de los antecedentes surge que se limitaron a cumplir la instrucción dada por el inspector fiscal, designado en el contrato que la Dirección General de Obras Públicas  adjudicó a la sociedad, consistente en incorporar en la oferta económica un diferencial comunicado por aquél, para, según manifestó, cubrir gastos de la Coordinación General de Concesiones, y librar un cheque a GATE S.A. por la diferencia una vez que el Ministerio de Obras Públicas pagó el valor de la consultoría. 
Dicha instrucción, a la fecha de los hechos, resultaba razonable por la manera como era percibida la Coordinación General de Concesiones, como un ente que operaba de manera diferente a la mayoría de los servicios de la Administración Pública, y porque la resolución adjudicatoria, que contempló el aumento del precio, fue dictada por el Director General de Obras Públicas, aprobada por el Ministro de Obras Públicas y sancionada por la Contraloría General de la República, lo que, obviamente, le daba visos de regularidad administrativa. Además, por la posición de los acusados frente a la administración, consultores dedicados al ejercicio libre de la profesión, se encontraban imposibilitados de cuestionar o comprobar la efectividad de lo expresado por el mandante, menos inquirir datos para tener certeza acerca del destino final dado al importe del cheque.
En lo concerniente a Quiroz Castro, Valenzuela Freraut, Arrau del Canto y Gutiérrez Arteaga , porque también se limitaron a cumplir las disposiciones del inspector fiscal designado por la Dirección General de Obras Públicas, y Donoso Díaz las dadas por el Jefe de Gabinete del Subsecretario de Obras Públicas que asumió la calidad de contraparte técnica del contrato, que se tradujo en incorporar un monto que aquellos determinaron de manera adicional al presupuesto que confeccionaron, para cubrir trabajos efectuados por otros consultores o por funcionarios públicos del Ministerio de Obras Públicas cuyos honorarios no se habían solucionado, y pagar las boletas de honorarios emitidas por la sociedad GATE S.A. y por dichos funcionarios, en el entendido que las asesorías se habían realizado a plena satisfacción del mandante; procedimiento que permitió a los acusados recibir el estipendio por el trabajo que efectuaron en tiempo y sin que se les formulara reparo por la contraparte. 
 Calderón Pinto y Solar Pinedo también se limitaron a cumplir las ordenes de pago dadas por el inspector fiscal, en orden a solucionar boletas de honorarios de la misma sociedad que daban cuenta de servicios prestados por concepto de “asesorías ambientales”, con el íntimo convencimiento que era efectivo lo señalado tanto por el inspector fiscal como lo que rezaban dichos documentos.

 La señalada instrucción resultaba sensata a la fecha de los hechos por lo consignado en el quinto acápite de este fundamento. También la conducta poco inquisitiva desplegada por los acusados en la medida que, a la misma data,  eran consultores dedicados al ejercicio liberal de la profesión con vasta experiencia en el área privada.
Por último,  porque todos los pagos cuestionados fueron respaldados con una boleta de honorarios remitida a los acusados por el inspector fiscal o la contraparte técnica, que tenía estampada una glosa que daba cuenta que se había prestado el servicio de “asesorías ambientales”.

Conforme a lo que dispone el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, nadie puede ser condenado por delito sino cuando el tribunal que lo juzga haya adquirido, por los medios de prueba legal, la convicción de que realmente se ha cometido un hecho punible y que en él ha correspondido al procesado una participación culpable y penada por la ley;
88º Que también corresponde absolver a Ricardo Daniel Paredes Molina de la acusación de oficio formulada en su contra como autor del delito de fraude al Fisco de Chile, porque no se encuentra acreditada su participación culpable en los hechos pesquisados. En efecto, en las declaraciones que prestó y a las que se hace alusión en el motivo signado con el número 52º, afirmó que los convenios celebrados entre la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile con GATE S.A. los suscribió porque tenía la calidad de Decano de la citada facultad, la que había adquirido como diez días antes, y en el entendido que dicha sociedad había cumplido con la labor asignada a plena satisfacción del mandante, y, además, que no intervino en ninguna negociación con la contraparte técnica, esto es, con personeros de la Coordinación General de Concesiones o del Ministerio de Obras Públicas, cuyo resultado haya permitido incorporar en la respectiva oferta económica una suma adicional destinada para fines ajenos al contrato; declaración, esta última, que resulta acorde con lo manifestado por Silva Améstica, Hinojosa Ramírez y por Cortés Castro, personeros de la Coordinación General de Concesiones, pues ninguno, según se advierte de sus declaraciones como de los careos cuyas actas rolan a fojas 3.092, 3.094, 3.905, 5.064 y 16.880, referidas en el considerando signado con el número 59º, lo identifica como aquél con quien se acordó la incorporación de una partida para los fines que expresan. 
La circunstancia que Paredes Molina, tanto en la Universidad de Chile como en el Ministerio de Obras Públicas, fuera conocido como el encargado de relacionarse con la citada Secretaría de Estado para la contratación de diversos estudios o asesorías de interés para ambas partes, es insuficiente para efectuar una imputación de orden penal.
De acuerdo a lo que prescribe el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, nadie puede ser condenado por delito sino cuando el tribunal que lo juzga haya adquirido, por los medios de prueba legal, la convicción de que realmente se ha cometido un hecho punible y que en él ha correspondido al procesado una participación culpable y penada por la ley;

89º  Que del análisis de las declaraciones prestadas por Yerko Mauricio General Carrasco, a las que se hace alusión en el motivo signado con el número 60º, se advierte que reconoció que  facilitó a Peña Véliz una de sus cuentas corrientes bancarias en la que se depositaron importantes sumas de dinero, cediendo su administración a Jara Núñez mediante la entrega de formularios firmados para que se pudieran retirar del banco los talonarios, y posterior firma en blanco de todos los cheques; que también permitió que personas que recibían sumas de dinero, mediante cheques librados contra diversas cuentas corrientes bancarias y también en efectivo, emitieran boletas de honorarios a sus sociedades: Asyr Consultores Ltda., Asyr Consultorías Ltda., Auditorías Ambientales Ltda. y Empresa Seguridad Industrial Ltda.; que también emitió boletas de honorarios a petición de personeros de la Coordinación General de Concesiones con la finalidad de respaldar gastos o ingresos y que, por lo tanto, no obedecen a una efectiva prestación de servicios; y que libró diferentes cheques cumpliendo instrucciones de Jara Núñez;

90º Que, sin embargo, como no existen elementos de convicción suficientes que permita concluir que General Carrasco sabía el origen ilícito de las importantes sumas de dinero que fueron depositadas en su cuenta corriente bancaria, con las cuales se hicieron los pagos que también respaldó de la manera señalada, pues, al respecto, manifestó que entendía que las platas provenían del Ministerio de Obras Públicas que había celebrado un contrato con GATE S.A., corresponde absolverlo de la acusación formulada en su contra. La sola circunstancia que se haya percatado que no era regular la operatoria que aceptó, es insuficiente para hacer efectiva su responsabilidad punitiva. 
De acuerdo a lo que prescribe el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, nadie puede ser condenado por delito sino cuando el tribunal que lo juzga haya adquirido, por los medios de prueba legal, la convicción de que realmente se ha cometido un hecho punible y que en él ha correspondido al procesado una participación culpable y penada por la ley;

91º Que el Consejo de Defensa del Estado, por el Fisco de Chile, en lo principal del escrito que rola a fojas 17.135 y siguientes, dedujo acusación particular en contra de todos los acusados como autores del delito de fraude al ente fiscal en grado de reiterado, citando los antecedentes acumulados en la fase inquisitiva del proceso criminal y a los que se hace alusión en el motivo signado con el número 2º, concluyendo que se pudo determinar la comisión de varios ilícitos que configuran los delitos objeto de la acusación, de la manera como se señala en la de oficio.
Respecto a los extraneus, el acusador particular expresa que sostiene la tesis de la comunicabilidad de los elementos del tipo de carácter personal, siguiendo lo resuelto  por la Excelentísima Corte Suprema en el tomo LIV de esta misma causa, con fecha 19 de mayo de 2008, y además con el objeto de mantener la unidad del título de imputación, ya que la conducta de los distintos intervinientes se debe subordinar a los hecho típicos y antijurídicos acreditados.  Solicita, en definitiva, se condene a todos los acusados como autores del delito de fraude al Fisco de Chile, en calidad de reiterados, a una pena no inferior a la de presidio mayor en su grado mínimo;
92º Que la parte querellante, en el escrito que rola a fojas 17.090 y siguientes, dedujo acusación particular, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 427 del Código de Procedimiento Penal, en contra de las siguientes personas y por los delitos que en cada caso se indican: a) Carlos Cruz Lorenzen, Héctor Peña Véliz, Sergio Cortés Castro, Roberto Salinas Briones, Héctor Quiroz Astorga, Sergio Hinojosa Ramírez, Ramón Silva Améstica, Eduardo Ricardo Arriagada Moreno, Eduardo Bartholin Zanetta, Gonzalo Castillo Navasal, Nassir Sapag Chain, Yerko Mauricio General Carrasco y Luis Antonio Jara Núñez, como autores del delito de asociación ilícita, figura penal prevista y sancionada en los artículos 292, 293 y 294 todos del Código Penal; b)  Carlos Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Roberto Salinas Briones, Héctor Quiroz Astorga, Sergio Hinojosa Ramírez, Ramón Silva Améstica, Eduardo Ricardo Arriagada Moreno, Eduardo Bartholin Zanetta, Gonzalo Castillo Navasal, Ricardo Daniel Paredes Molina, Leonel Vivallos Medina, Nassir Sapag Chain y Héctor Peña Véliz, como autores del delito de fraude al Fisco de Chile, figura penal prevista y sancionada por el artículo 239 del Código Penal y c)  Héctor Peña Véliz, Marco Luraschi Pandolfi, Abdón Naim Pajundakis, Sergio Miguel González Tagle, Víctor Daniel Rey Pozo, Francisco Aguirre Arias, Jorge Echenique Larraín, Francisco González del Río, Eduardo Alberto Valenzuela Freraut, Luis Gustavo Arrau del Canto, Alejandro Gutiérrez Arteaga, Francisco Donoso Díaz, Oscar Araos Guzmán, Carlos Estanislao Calderón Pinto y Luis Alfredo Solar Pinedo,  como autores del delito de estafa, figura penal prevista y sancionada en el artículo 468 en relación con el artículo 467 inciso final, ambos del Código Penal, solicitando que se los condene a las siguientes penas:
1. Para el delito de asociación ilícita y fraude al Fisco.

- Carlos Cruz Lorenzen en la calidad de autor de asociación ilícita a la pena de 5 años de presidio menor en su grado máximo, y como autor del delito de fraude al Fisco a la pena de 5 años de presidio menor en su grado máximo, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del 50% del perjuicio causado, más las accesorias legales correspondientes. 

- Sergio Cortés Castro en la calidad de autor de asociación ilícita a la pena de 540 días de presidio menor en su grado mínimo, y como autor del delito de fraude al Fisco a la pena de 4 años de presidio menor en su grado medio, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del 10% del perjuicio causado, más las accesorias legales correspondientes. 

- Roberto Salinas Briones en la calidad de autor de asociación ilícita a la pena de 540 días de presidio menor en su grado mínimo, y como autor del delito de fraude al Fisco a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del 10% del perjuicio causado, más las accesorias legales correspondientes. 

- Sergio Hinojosa Ramírez en la calidad de autor de asociación ilícita a la pena de 540 días de presidio menor en su grado mínimo, y como autor del delito de fraude al Fisco a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del 10% del perjuicio causado, más las accesorias legales correspondientes. 

- Eduardo Ricardo Arriagada Moreno en la calidad de autor de asociación ilícita a la pena de 5 años de presidio menor en su grado máximo, y como autor del delito de fraude al Fisco a la pena de 4 años de presidio menor en su grado máximo, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del 20% del perjuicio causado, más las accesorias legales correspondientes. 

- Ramón Silva Améstica en la calidad de autor de asociación ilícita a la pena 540 días de presidio menor en su grado mínimo, y como autor del delito de fraude al Fisco a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del 10% del perjuicio causado, más las accesorias legales correspondientes. 

- Eduardo Bartholin Zanetta en la calidad de autor de asociación ilícita a la pena de 540 días de presidio menor en su grado mínimo, y como autor del delito de fraude al Fisco a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del 50% del perjuicio causado, más las accesorias legales correspondientes.
- Gonzalo Castillo Navasal  en la calidad de autor de asociación ilícita a la pena de  540 días de presidio menor en su grado mínimo, y como autor del delito de fraude al Fisco a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del 50% del perjuicio causado, más las accesorias legales correspondientes.

- Nassir Sapag Chain en la calidad de autor de asociación ilícita a la pena de 540 días de presidio menor en su grado mínimo, y como autor del delito de fraude al Fisco a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del 50% del perjuicio causado, más las accesorias legales correspondientes.
2. Para el delito de asociación ilícita, fraude al Fisco y estafa. 

-Héctor Peña Véliz como autor del delito de asociación ilícita a la pena de 5 años de presidio menor en su grado máximo, y como autor del delito de fraude al Fisco a la de 5 años de presidio menor en su grado máximo, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del 50% del perjuicio causado, más las accesorias legales correspondientes. Y, por último, como autor del delito de estafa a la pena de 5 años de presidio menor en su grado máximo, más multa de 30 unidades tributarias mensuales y las accesorias legales correspondientes.
3. Para el delito de asociación ilícita y estafa.
- Yerko Mauricio General Carrasco como autor del delito de asociación ilícita a la pena de 540 días de presidio menor en su grado mínimo, y como autor del delito de estafa a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo, más multa de 30 unidades tributarias mensuales y las accesorias legales correspondientes.
- Luis Antonio Jara Núñez como autor del delito de asociación ilícita a la pena de 540 días de presidio menor en su grado mínimo, y como autor del delito de estafa a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo, más multa de 30 unidades tributarias mensuales y las accesorias legales correspondientes.
    4. Para el delito de fraude al Fisco.
-Leonel Vivallos Medina como autor del delito de fraude al Fisco a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del 50% del perjuicio causado, más las accesorias legales correspondientes.

-Ricardo Daniel Paredes Molina como autor del delito de fraude al Fisco a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del 50% del perjuicio causado, más las accesorias legales correspondientes.

5. Para el delito de estafa.
- Marco Luraschi Pandolfi como autor del delito de estafa a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo y multa de 30 unidades tributarias mensuales, más las accesorias legales correspondientes. 

- Abdón Naim Pajundakis como autor del delito de estafa a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo y multa de 30 unidades tributarias mensuales, más las accesorias legales correspondientes. 

- Sergio Miguel González Tagle como autor del delito de estafa a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo y multa de 30 unidades tributarias mensuales, más las accesorias legales correspondientes. 

- Víctor Daniel Rey Pozo como autor del delito de estafa a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo y multa de 30 unidades tributarias mensuales, más las accesorias legales correspondientes. 

- Francisco Aguirre Arias como autor del delito de estafa a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo y multa de 30 unidades tributarias mensuales, más las accesorias legales correspondientes. 

- Jorge Echenique Larraín como autor del delito de estafa a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo y multa de 30 unidades tributarias mensuales, más las accesorias legales correspondientes. 

- Francisco González del Río como autor del delito de estafa a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo y multa de 30 unidades tributarias mensuales, más las accesorias legales correspondientes. 

- Eduardo Alberto Valenzuela Freraut como autor del delito de estafa a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo y multa de 30 unidades tributarias mensuales, más las accesorias legales correspondientes. 

- Luis Gustavo Arrau del Canto como autor del delito de estafa a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo y multa de 30 unidades tributarias mensuales, más las accesorias legales correspondientes. 

- Alejandro Gutiérrez Arteaga como autor del delito de estafa a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo y multa de 30 unidades tributarias mensuales, más las accesorias legales correspondientes. 

- Francisco Donoso Díaz como autor del delito de estafa a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo y multa de 30 unidades tributarias mensuales, más las accesorias legales correspondientes. 

- Oscar Araos Guzmán como autor del delito de estafa a la pena de 5 años de presidio menor en su grado máximo y multa de 30 unidades tributarias mensuales, más las accesorias legales correspondientes. 

- Carlos Estanislao Calderón Pinto como autor del delito de estafa a la pena de 5 años de presidio menor en su grado máximo y multa de 30 unidades tributarias mensuales, más las accesorias legales correspondientes. 

- Luis Alfredo Solar Pinedo como autor del delito de estafa a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo y multa de 30 unidades tributarias mensuales, más las accesorias legales correspondientes. 


Además, invocando lo dispuesto en el artículo 509 del Código de Procedimiento Penal, solicitó que se aplicara el inciso segundo de dicha norma, aumentando la pena mayor asignada al delito más grave, en uno, dos o tres grados. 


En lo que concierne al primer hecho delictivo en que se fundamenta la acusación particular, asociación ilícita, cita el artículo 292, que, al efecto, dispone que: “Toda asociación formada con el objeto de atentar contra el orden social, contra las buenas costumbres, contra las personas o las propiedades, importa un delito que existe por el solo hecho de organizarse”.  A su vez, el artículo 293 que prescribe: “Si la asociación ha tenido por objeto la perpetración de crímenes, los jefes, los que hubieren ejercido mando en ella y sus provocadores, sufrirán la pena de presidio mayor en cualquiera de sus grados. Cuando la asociación ha tenido por objeto la perpetración de simples delitos, la pena será presidio menor en cualquiera de sus grados para los individuos comprendidos en el acápite anterior”.

Y el artículo 294 del Código Penal que establece: “Cualesquiera otros individuos que hubieren tomado parte en la asociación y los que a sabiendas y voluntariamente le hubieren suministrado medios e instrumentos para cometer los crímenes o simples delitos, alojamiento, escondites o lugar de reunión, serán castigados en el primer caso previstos por el artículo precedente, con presidio menor en su grado medio, y en el segundo, con presidio menor en su grado mínimo”.

Expresa que mediante Decreto Supremo N° 6, de 11 de enero de 1983, se creó un organismo de carácter funcional dependiente de la Dirección General de Obras Públicas, que se denominó “Departamento de Obras por Concesión”; mediante resolución Exenta de la Dirección General de Obras Públicas N° 1603, de 16 de agosto de 1996, se modificó este departamento originándose la llamada “Coordinación General de Concesiones”, la cual actuaría a través de la Dirección General de Obras Públicas, con el objeto de contratar a entidades privadas que prestaran acciones de apoyo externo, de carácter temporal, en materias relacionadas con los fines del Ministerio de Obras Públicas. 

En esa unidad, en los años 1998 al 2002, se elaboró un sistema que tenía por objeto administrar recursos emanados de contratos fraudulentos, los cuales o no existían o se abultaba su precio, instruyéndose a una o más personas para que con cargo a dichas sumas de dinero pagaran honorarios adicionales o sobresueldos a funcionarios públicos o a profesionales extraños al Ministerio de Obras Públicas, o bien, se triangulaban dineros que tenían otros propósitos; para ello este sistema requería de la participación de particulares, específicamente empresas, a las cuales se les adjudicaba, en supuestas licitaciones, estudios o consultorías que nunca se realizaban o a los cuales se les asignaba un mayor valor del que se debía pagar, o bien se encomendaba a personas de confianza política de las autoridades de la época del Ministerio de Obras Públicas, la creación de empresas que administraran los dineros sustraídos en forma fraudulenta. 

En este orden de acciones delictivas, con el fin de defraudar al Fisco, se utilizó una sociedad denominada GATE S.A., Gestión Ambiental y Territorial S.A., sociedad anónima cerrada, cuyos accionistas son Héctor Peña Véliz, con un 95% del capital social, y su cónyuge, Ingrid Eliana Pool Véliz, con el 5% de las acciones, la cual se constituye por escritura pública de fecha 11 de julio de 1997, otorgada en la Notaría de Santiago de don Humberto Quezada Moreno. Esta empresa no se encontraba inscrita en el Registro de Consultores del Ministerio de Obras Públicas, no obstante lo cual participaba en diversas licitaciones de propuestas privadas adjudicándose contratos, con el solo fin de que los dineros pagados en virtud de las propuestas, cuyos trabajos no se realizaban, fueran a formar parte de una caja que administraba el representante legal de dicha empresa con los jefes de la Coordinación General de Concesiones, todo esto en pleno conocimiento y aprobación de los jefes de la Dirección General de Concesiones y del Ministro de Obras Públicas de la época. 

Principalmente, los honorarios adicionales o sobresueldos que se pagaron hasta el mes de marzo de 2001 se obtuvieron de dineros pagados por el Fisco de Chile mediante la Resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 343, que ascendieron a la suma de $311.166.421, los cuales se distribuyeron entre los meses de mayo de 2000 a enero de 2002, conteniendo una “caja paralela” boletas de honorarios pagadas por un tercero que carecen de causa y se le entregan $150.000.000 en dinero en efectivo a un sujeto, para que pague a diversas personas honorarios adicionales o sobresueldos. Junto con lo anterior, la Coordinación General de Concesiones firma un convenio con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, que es aprobado por Resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 560, de fecha 27 de julio de 1998, la que aún sin estar autorizada para subcontratar servicios, lo hizo con abierta infracción de lo dispuesto en el artículo 57 del Decreto Supremo N° 48.

Perfectamente coludidos y concertados, autoridades del Ministerio de Obras Públicas, de la Dirección General de Concesiones y de la Coordinación General de Concesiones, conjuntamente con las autoridades académicas de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, crearon diversos convenios dando origen a un “modus operandi” destinado única y exclusivamente a atentar contra los bienes del Fisco de Chile hasta causarle un perjuicio total de $1.352.213.351.

Conforme a lo anterior se está en presencia de una organización de personas, la mayoría funcionarios públicos y otros privados, que formaron una asociación ilícita con el objeto de atentar contra la propiedad fiscal, para pagar mayores sueldos que la ley no autorizaba, a Ministros de Estado, subsecretarios, secretarios regionales ministeriales y distintos profesionales, y, además, utilizar los recursos obtenidos ilícitamente en otros fines de los autorizados por la ley, todo ello en el período comprendido entre los años 1998 y 2002.
Se dan en la especie todos los requisitos y características del delito de asociación ilícita y que son los siguientes: 

a) Pluralidad o multiplicidad de individuos: hay un jefe, en el Ministerio de Obras Públicas, específicamente en la Coordinación General de Concesiones, que ordena y ejecuta, junto con otros, los atentados a la propiedad fiscal. 

b) Cierto grado de organización entre sus miembros: esto significa que cada uno de los miembros de la asociación debe cumplir funciones o tareas, que son específicas, dependientes unas de otras, para así cumplir el o los fines colectivos, e instrumentales a los fines de la agrupación. Algunos autores agregan la fungibilidad en el sentido de poder reemplazar a quienes no ejercen las funciones de mando. En el caso de autos, este requisito es palmario, toda vez que los jefes decidían qué estudio o consultoría iban a realizar, a qué empresa se lo iban a asignar, a cuánto ascendería el sobreprecio del contrato, quién administraría la caja paralela y a qué fines particulares iría el dinero obtenido ilícitamente. 
c) Jerarquía: alguno de sus miembros deben ejercer funciones de mando y otros acatar las órdenes e instrucciones. Requisito que se desprende de la lectura de los artículos 293 y 294, ambos del Código Penal, que sanciona con penas diferentes a los jefes de la asociación respecto de los demás miembros de la asociación criminal. 
d) Estabilidad y permanencia en el tiempo: este es uno de los elementos que distingue a la asociación ilícita de la simple concurrencia múltiple a un delito, como lo es la coautoría o participación, y en el caso que fundamenta la acusación particular, esta asociación se organizó en el año 1998 y permaneció hasta el año 2002. 
e) Objeto común y preciso de los miembros: la finalidad de la organización criminal debe ser la comisión de crímenes o simples delitos, porque si se trata de la comisión de otros actos, aunque sean ilícitos no tienen sanción penal. Aquí se trata de una organización que tiene por objeto defraudar al Fisco de Chile, es decir, faltar a la probidad y atentar contra la caja fiscal. 
f) Dolo: aquí debemos distinguir dos clases de dolo, el dolo de asociarse, de cometer el delito de asociación ilícita, y el propio de los delitos que comete la asociación. El dolo de asociarse es un dolo directo, no hay asociación ilícita culposa ni tampoco concurre el dolo eventual, este dolo debe comprender la idea de ejecutar los crímenes o simples delitos en forma asociada, es decir como parte de una asociación estable, de cierta permanencia y jerarquización en que cada uno de sus miembros cumple funciones concretas. Los crímenes o simples delitos que constituyen el objeto de la asociación ilícita también deben ser dolosos, nadie puede estar asociándose criminalmente para cometer delitos con dolo eventual o cuasi delitos. 
g) Convergencia de voluntades: el dolo de los integrantes de la asociación ilícita debe ser común al de los otros miembros, considerando el objetivo criminal que tienen y las tareas específicas que a cada cual le corresponden. 
h) Medios que requiere la asociación: la asociación debe contar con medios y recursos para llevar a cabo sus fines delictivos y deben ser adecuados los medios, para los fines para lo cual ha sido creada. 
i) Bien jurídico protegido: es el propio poder del Estado, de autotutelar el orden social, frente a amenazas organizadas en su contra, lo cual comprende el orden y la tranquilidad pública; en este sentido, el único titular del bien jurídico protegido por la asociación ilícita es el Estado.
En el caso de la figura penal que analiza, agrega que entrega una protección general dirigida a tutelar prácticamente todos los bienes jurídicos penalmente reconocidos en el ordenamiento, castigando a quienes se organizan para afectar uno o más de ellos, en un momento previo a su efectiva lesión. Lo anterior, se encuentra plenamente justificado, en atención al severo y efectivo peligro que representa para cualquier bien jurídico la sola existencia de una reunión de personas, que a partir de las sumas de sus fuerzas y voluntades, quedan en posición de delinquir de manera más eficiente y con menos posibilidad de ser descubiertos, aprehendidos y finalmente sancionados.

La figura representa una excepción respecto de la regla general, en cuanto a que se refiere a la verificación de un principio de ejecución de un delito específico para que pueda intervenir el derecho penal, toda vez que según se advierte del propio tenor del precepto transcrito, la sola presencia de tal unión de fuerzas, recursos y voluntades que se dirigen a la comisión de delitos “importa un delito que existe por el sólo hecho de organizarse”.

Cita a Quinteros Olivares que señala “La consumación del delito de asociación ilícita no requiere que el delito perseguido por los asociados llegue a cometerse, ni siquiera que se haya iniciado la fase ejecutiva del mismo”. Agregando que “En caso que así suceda, los hechos se calificarán como concurso de delitos…”. Esta situación, adquiere plena justificación si se considera la situación de grave riesgo a que se exponen los bienes jurídicos que pueden verse afectados por la sola existencia de un grupo de personas de manera concertada, fría y calculada, que busca afectarlo (ya sea como medio o como fin) por su actividad organizada y permanente.

En cuanto a sus requisitos típicos, la doctrina nacional y extranjera coincide en que se está en primer lugar con una asociación, cuando se verifica la reunión de más de una persona, (es decir, al menos dos), y que tiene cierta permanencia en el tiempo. Al respecto, señala por ejemplo, Muñoz Conde, en relación a la expresión “asociación” que “debe recurrirse al significado gramatical o lingüístico de dicho término, y entender por tal toda unión de varias personas organizadas, para la consecución de los fines ilícitos”.

El segundo requisito típico, se refiere a la finalidad a que se dirige la actividad de los miembros de la asociación, cual es la de atentar contra el orden social, contra las buenas costumbres, contra las personas o las propiedades. Ello, puede simplemente reducirse a la idea de que tendrá carácter de ilícita, en los términos del artículo 292, toda asociación cuyos miembros tengan entre las finalidades que los motiva a reunirse, la voluntad de realizar conductas que se encuentran penalmente tipificadas. En ese sentido se pronuncia Etcheberry,  quien entiende que “la perpetración de atentados, quiere decir en realidad la perpetración de delitos”.

De los antecedentes reunidos en el sumario y que consisten en documentos, declaración de testigos, informes periciales, careos, estima que se encuentra claramente establecida la participación, en calidad de jefes o personas que hubieren ejercido mando en la asociación ilícita, de: Carlos Cruz Lorenzen, Héctor Peña Véliz, Roberto Salinas Briones, Ricardo Daniel Paredes Molina, Eduardo Ricardo Arriagada Moreno, Eduardo Bartholin Zanetta, Nassir Sapag Chain y como colaboradores, que tomaron parte en la asociación ejecutando órdenes de estos jefes, a Sergio Cortés Castro, Héctor Quiroz Astorga, Sergio Hinojosa Ramírez, Ramón Silva Améstica, Yerko Mauricio General Carrasco, Gonzalo Castillo Navasal y Luis Antonio Jara Núñez. 


Respecto del delito de fraude al Fisco, señala que el artículo 239 del Código Penal sanciona al empleado público que en las operaciones en que interviniere por razón de su cargo, defrauda o consiente que se defraude al Estado, a las municipalidades o a los establecimiento públicos de instrucción o de beneficencia, sea originándoles pérdidas o privándolos de un lucro legítimo, con las penas de presidio menor en su grado medio a máximo, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del 10 al 50% del perjuicio causado. Disposición legal modificada, respecto a las penas, por la ley Nº 20.341 que siendo más perjudicial al reo no tiene aplicación en este caso.

Expresa que en la etapa de sumario se estableció que todos los acusados tenían la calidad de funcionarios o agentes públicos a la época de los hechos, y que, conforme a las pruebas reunidas durante la investigación, se acreditaron aquellos que se señalan en la acusación de oficio, los que transcribe.


En cuanto a la participación, estima que de los antecedentes reunidos en el sumario y que consisten en documentos, declaración de testigos, informes periciales, careos, se encuentra claramente establecida la participación, en calidad de autores directos, del delito referido, de los acusados Carlos Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Roberto Salinas Briones, Héctor Quiroz Astorga, Sergio Hinojosa Ramírez, Ramón Silva Améstica, Eduardo Ricardo Arriagada Moreno, Eduardo Bartholin Zanetta, Gonzalo Castillo Navasal, Ricardo Daniel Paredes Molina, Leonel Vivallos Medina, Nassir Sapag Chain y Héctor Peña Véliz. 

En lo que concierne a la  figura penal del artículo 468 en relación con el artículo 467 inciso final, ambos del Código Penal, señala que la primera norma prescribe que incurrirá en las penas del artículo anterior el que defraudare a otro usando de nombre fingido, atribuyéndose poder, influencia o créditos supuestos, aparentando bienes, crédito, comisión, empresa o negociación imaginarios, o valiéndose de cualquier otro engaño  semejante. Para cometer el delito de estafa es esencial que deba mediar un ardid, engaño o maniobra dolosa que sea susceptible de producir una relación de causa a efecto entre esos elementos y la entrega de la cosa, de tal manera que si no hubiese sido por aquéllos esta entrega no se habría producido. 

Este delito exige como elementos esenciales y constitutivos el dolo o engaño punible y el perjuicio real y efectivo que, como consecuencia inmediata y directa de ese engaño, se ha producido en el patrimonio o intereses de un tercero, que para el caso de autos es el Fisco de Chile.  

De los hechos descritos en la acusación particular, se deduce claramente que los agentes privados que participaron colaboraron en el ardid que los agentes o funcionarios públicos idearon para defraudar al Fisco de Chile, sea aceptando el procedimiento ilícito ideado por estos, sea facilitando su nombre o empresa para los mismos propósitos. El actuar de los agentes privados posibilitó que agentes públicos defraudaran al Fisco de Chile, causándole un perjuicio total que asciende a la suma de $1.352.213.351. 

Y de los antecedentes reunidos en el sumario y que consisten en documentos, declaración de testigos, informes periciales, careos, se encuentra claramente establecida la participación, en calidad de autores directos, del delito referido, de los acusados Héctor Peña Véliz, Marco Luraschi Pandolfi, Abdón Naim Pajundakis, Sergio Miguel González Tagle, Víctor Daniel Rey Pozo, Francisco Aguirre Arias, Jorge Echenique Larraín, Francisco González del Río, Eduardo Alberto Valenzuela Freraut, Luis Gustavo Arrau del Canto, Alejandro Gutiérrez Arteaga, Yerko Mauricio General Carrasco, Francisco Donoso Díaz, Oscar Araos Guzmán, Carlos Estanislao Calderón Pinto y Luis Alfredo Solar Pinedo.

Concluye que en los acusados no concurre ninguna circunstancia que agrave su responsabilidad en los delitos por los cuales se les acusa, y solo respecto de los acusados Sergio Hinojosa, Ramón Silva, Marcos Luraschi, Abdón Naim, Sergio González, Víctor Rey, Francisco Aguirre, Jorge Echenique, Francisco González, Eduardo Valenzuela, Luis Gustavo Arrau, Alejandro Gutiérrez, Francisco Donoso, Leonel Vivallos y Luis Alfredo Solar Pinedo concurre la circunstancia atenuante de responsabilidad penal de irreprochable conducta anterior, prevista en el N° 6 del artículo 11 del Código Penal; 

93º Que esta sentenciadora comparte los argumentos dados por el Consejo de Defensa del Estado, a lo que debe unirse lo que se expresa en los motivos signados con los números 25º, 26º y 27º, que deben tenerse por reproducidos, en orden a que los hechos que quedaron establecidos en el proceso deben calificarse como delitos de fraude al Fisco de Chile, independiente de la calidad de los participantes. 
Sin embargo, atendido los razonamientos contenidos en el fundamento signado con el número 28º, que se da por reproducido, se rechaza la petición planteada por la defensa fiscal en cuanto solicita que se sancione a los acusados como autores del delito de fraude fiscal en calidad de reiterado. También la solicitud que se condene como autores de dicho ilícito penal a Vivallos Medina, Luraschi Pandolfi, Naim Pajundakis, González del Río, Rey Pozo, Aguirre Arias, Echeñique Larraín, González Tagle, Quiroz Castro, Valenzuela Freraut, Arrau del Canto, Gutiérrez Arteaga, Donoso Díaz, Calderón Pinto, Solar Pinedo, Paredes Molina y General Carrasco, atendido los raciocinios dados en los motivos signados con los números  85º, 86º, 87º, 88º, 89° y 90°, que se dan por transcritos.  Además, se desestima la petición que Quiroz Astorga sea condenado por los dos episodios en que intervino Abaco Ingenieros Consultores, teniendo en consideración lo que se expresa en el considerando signado con el número 68º.

Y tratándose de la acusación deducida en contra de Rufián Lizana, relacionada con los convenios celebrados entre la Dirección General de Obras Públicas y Ábaco Ingenieros Consultores, a que se refieren las resoluciones de dicha dirección signadas con los números 398 y 399, de 18 de diciembre de 2000 y 28 de diciembre de 2001, respectivamente, corresponde desestimarla, porque no existen antecedentes que permita adquirir la convicción que le cupo participación en calidad de autor, porque, en primer lugar, dichos  contratos son independientes de aquellos a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 444 y 207, de 6 de diciembre de 1999 y 3 de julio de 2000, respectivamente, según se aprecia de los fundamentos que la autoridad tuvo presente para celebrarlos, señalados en sus “vistos”, y, en segundo lugar, porque del examen de las declaraciones prestadas por Quiroz Astorga y Cortés Castro no se vislumbra que le atribuyan participación, pues como el primero afirmó que sólo intervino, de la manera como lo relata, en los primeros contratos, obviamente no puede referirse a quienes intervinieron en los materia de la acusación del Consejo de Defensa del Estado, y porque el segundo no hace una imputación específica, simplemente afirmó, respecto de éstos, que como la instrucción de centralizar los gastos de las partidas pro forma y de la partida de gastos administrativos fueron reiteradas por Cruz, en su calidad de Ministro, Oscar Araos siguió depositando sumas de dinero en la cuenta de Jara conforme al mismo porcentaje fijado en el contrato anterior, asociado al estado de pago relacionado con la partida procesos administrativos.

Por último, no corresponde emitir un pronunciamiento acerca de los cargos formulados a Arriagada Norambuena, atendido que, a su respecto, se sobreseyó la causa de manera definitiva, como ya se señaló; 

94º Que, en forma previa al análisis de la acusación del querellante particular, se debe tener presente que, de acuerdo a lo que dispone el artículo 427 del Código de Procedimiento Penal, dicho escrito debe contener las mismas enunciaciones del auto de acusación de oficio, calificando con toda claridad el o los delitos que pretende cometidos, la participación del procesado o de cada uno de los procesados, y las circunstancias que deben influir en la aplicación de las penas y en su conclusión debe solicitar la imposición de éstas, de manera expresa y determinada. Sin embargo, como la acusación del querellante particular no cumple dichos requisitos respecto del acusado Quiroz Astorga, según se advierte de su lectura, corresponde que se tenga como no presentada respecto de aquél, tal como lo solicita su defensa en el segundo otrosí del escrito que rola a fojas 17.931 y siguientes.

Además, como de la lectura de la referida acusación se advierte que tampoco cumple con lo dispuesto en la norma señalada, cuando se formula en contra de todos los acusados por todos los capítulos reseñados en la de oficio, esto es, sin hacer los distingos necesarios y acordes a la participación que a cada uno de los acusados les cupo, tal como se expresa en la acusación fiscal, corresponde que sea rechazada en la parte en que incurre en la deficiencia anotada;  
95º Que el delito de asociación ilícita, previsto en el artículo 292 del Código Penal y sancionado en los artículos 293 y 294 del citado cuerpo legal, para que se configure es menester que se verifiquen los requisitos que la doctrina y la jurisprudencia señalan, que son los siguientes: participación concertada de varias personas; jerarquía que se manifiesta dentro de una organización que evidencia estructura en su funcionamiento; permanencia en el tiempo; y misma finalidad ilícita.

Sobre la materia, Mario Patricio Ruiz Zurita, en su libro “El delito de Asociación ilícita”, Ediar Editores Ltda., año 2009, página 121, expresa que: “El delito prevé la integración de dos o más personas en el cometimiento de los hechos. A la par de la permanencia y del acuerdo de voluntades tendiente a la ejecución de planes para cometer delitos determinados, resulta importante analizar el grado de pertenencia que tienen hacia la sociedad criminal todos y cada uno de sus miembros. Ello no exige por sí una actividad material, sino la de estar intelectualmente en el concierto delictivo que se forma o unirse al ya formado; o sea coincidir intencionalmente con los otros miembros sobre los objetivos asociativos… La participación como coasociado presupone la conciencia del objeto del pacto y la voluntad de ligarse con él”.


Y, en el caso materia de análisis, como la “organización” sólo está dada porque los acusados estaban ligados contractualmente a la Coordinación General de Concesiones, ente funcional que para cumplir sus objetivos se conformó de la manera como se expresa en los decretos a que se hace alusión en el motivo signado con el número 3º, y la “jerarquía” se configuró por la labor que desempeñaban en dicho ente funcional, ya sea como agentes públicos o como consultores, y considerando que ni de los elementos de convicción que se mencionan en el fundamento signado con el número 2º, tampoco de los medios de prueba rendidos por la parte acusadora en el término probatorio, se puede presumir en aquellos la “conciencia del objeto del pacto y la voluntad de ligarse con él”, corresponde rechazar la petición que se analiza y que formuló la parte querellante;

96º Que, atendido lo consignado en el motivo signado con el número 93º, que se reproduce, se rechaza la petición de la parte querellante en orden a que se califiquen los hechos que se estimaron acreditados como fraude y estafa al Fisco de Chile, según sean los acusados funcionarios públicos o particulares, y que se impongan las condenas acorde a dicha calificación. 
También se desestima la solicitud que se sancione a Vivallos Medina, Luraschi Pandolfi, Naim Pajundakis, González del Río, Rey Pozo, Aguirre Arias, Echeñique Larraín, González Tagle, Valenzuela Freraut, Arrau del Canto, Gutiérrez Arteaga, Donoso Díaz, Calderón Pinto, Solar Pinedo, Paredes Molina y General Carrasco, atendido los raciocinios que contienen los motivos signados con los números  85º, 86º, 87º, 88º, 89° y 90°, que se dan por transcritos. 
Además, se desecha la petición que Quiroz Astorga sea condenado por los dos episodios relacionados con Abaco Ingenieros Consultores, teniendo en consideración lo que se expresa en el considerando signado con el número 94°, y aquella por la cual se solicita que se condene a todos los acusados por todos los episodios descritos en la acusación de oficio, sin hacer las distinciones acordes a la participación que a cada uno de ellos les cupo, tal como se expresa en la acusación fiscal, atendido lo consignado en el mismo motivo.
Por último, no corresponde emitir un pronunciamiento acerca de los cargos formulados a Arriagada Norambuena, atendido que, a su respecto, se sobreseyó la causa de manera definitiva de acuerdo a lo dispuesto en el número 5 del artículo 408 del Código de Procedimiento Penal;

97º Que la parte querellante expresa que el monto del perjuicio fiscal asciende a la suma total de $ 1.352.213.351. Sin embargo, como la acusación de oficio se circunscribió únicamente a la defraudación fiscal que se cometió de la manera como en dicha resolución se expresa, y en la acusación particular no se proporcionan elementos de juicio que permita arribar a la conclusión que es superior a la señalada en el motivo signado con el número 24º, esto es, $ 799.142.217.-, se limitará a éste el monto del perjuicio experimentado por el tesoro público; lo que, en todo caso, sólo tiene incidencia en el aspecto civil porque la pena que corresponde aplicar no está asociada a dicho parámetro;


98º Que, en consecuencia, se acogerán las peticiones formuladas por el Consejo de Defensa del Estado, por el Fisco de Chile, y por la parte querellante, en cuanto solicitan que se dicte sentencia condenatoria en contra de Cruz Lorenzen, Cortés Castro, Salinas Briones, Quiroz Astorga, Hinojosa Ramírez, Silva Améstica, Bartholin Zanetta, Castillo Navasal, Sapag Chain, Rufián Lizana y Araos Guzmán como autores del delito de fraude al Fisco de Chile en la calidad de continuado, y de Peña Véliz y Jara Núñez como cómplice y encubridor, respectivamente, del mismo ilícito, en los términos señalados en los motivos precedentes;


99º Que favorece  a los acusados Cruz Lorenzen, Cortés Castro, Salinas Briones, Quiroz Astorga, Hinojosa Ramírez, Silva Améstica, Bartholin Zanetta, Castillo Navasal, Sapag Chain, Rufián Lizana, Peña Véliz, Araos Guzmán y Jara Núñez la circunstancia atenuante de responsabilidad penal contemplada en el número 6 del artículo 11 del Código Penal, esto es, la de irreprochable conducta anterior, la que se encuentra acreditada con el mérito que emana de los extractos de filiación y antecedentes que se encuentran agregados a fojas 1.796, 1.799, 5775, 6.036, 6.834, 6.501, 5.263, 5.087, 5.255, 7.152, 3.844, 7.023 y 5.260, respectivamente. No se considerarán las anotaciones que figuran en los citados documentos que corresponden a Cruz Lorenzen, Cortés Castro, Bartholin Zanetta, Castillo Navasal y Sapag Chaín, porque dicen relación con la causa signada con el número 15.260, Letras L IV, E, CI y R, que esta Visita Extraordinaria tramitó por cuerda separada, de conformidad a lo que previene el artículo 160 del Código Orgánico de Tribunales.
Además a Cortés Castro, Salinas Briones, Bartholin Zanetta, Castillo Navasal, y Jara Núñez beneficia la circunstancia atenuante de responsabilidad penal contemplada en el número 9 del artículo 11 del Código Penal, esto es, la de haber colaborado sustancialmente al esclarecimiento de los hechos, la que, a juicio del tribunal, se encuentra acreditada con el mérito de sus declaraciones, pues de su lectura se aprecia que dieron cuenta en forma pormenorizada de la manera como se verificaron los hechos y la participación que les cupo. Esta sentenciadora, en esta oportunidad, tampoco puede dejar de considerar la conducta asumida por Cortes Castro en las otras causas que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 160 del Código Orgánico de Tribunales, se tramitaron por cuerda separada, pues sus declaraciones ayudaron a la pesquisa judicial de manera esencial, no obstante percibir que esa conducta podía traer aparejada que se hiciera efectiva su responsabilidad penal, lo que ocurrió en los autos que se identifican con las letras L IV y R.


Asimismo favorece a los acusados Bartholin Zanetta y Castillo Navasal la circunstancia atenuante de responsabilidad prevista en el número 7 del artículo 11 del Código Penal, esto es, la de haber procurado con celo reparar el mal causado, la que se encuentra acreditada, respecto del primero, con el certificado que rola a fojas 1446 y comprobante de depósito judicial agregado a fojas 1449, de los autos signados con la Letra C I, que dan cuenta que se depositó en la cuenta corriente bancaria del tribunal la suma de $ 1.240.000.-, y, respecto del segundo, con el atestado que rola a fojas 1360 y comprobante de depósito judicial agregado a fojas 1370, de los autos signados con la Letra C I, que dan cuenta que se depositó en igual cuenta la suma de $ 990.000.-, todo conforme consta en el certificado que rola a fojas 19.026 vta.
100º Que no existen otras circunstancias modificatorias de responsabilidad penal que analizar, por lo que favoreciendo a los acusados Cortes Castro, Salinas Briones y Jara Núñez dos circunstancias atenuantes de responsabilidad penal y ninguna agravante, y a Bartholin Zanetta y a Castillo Navasal tres de dichas atenuantes y ninguna agravante, el tribunal podrá imponer la pena inferior en uno, dos o tres grados al mínimo de los señalados por la ley, según sea el número y entidad de dichas circunstancias. Como respecto de los acusados Cruz Lorenzen, Quiroz Astorga, Hinojosa Ramírez, Silva Améstica, Sapag Chain, Rufián Lizana, Peña Véliz y Araos Guzmán concurre una atenuante el tribunal no podrá imponer la pena en el grado máximo a la señalada al delito, todo de conformidad a lo que prescriben los artículos 68 y 69 del Código Penal; 

 101º Que, de acuerdo a lo que dispone el artículo 239 del Código Penal, el fraude al Fisco de Chile se encuentra penado con presidio menor en sus grados medio a máximo, esto es, 541 días a 5 años de privación de libertad, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del diez al cincuenta por ciento del perjuicio causado. Sin embargo, esta sentenciadora en la determinación de las penas debe considerar lo prevenido en los artículos 68 y 69 del Código Penal, atento a lo razonado en el fundamento precedente;


102º Que, de la lectura del certificado que rola a fojas 19.026 vta., se advierte que:

A.Cruz Lorenzen fue condenado en la causa signada con la Letra L IV, por sentencia ejecutoriada, a la pena de sesenta días de prisión en su grado máximo como autor del delito de fraude al Fisco de Chile.

B.Cortés Castro fue condenado en la causa signado con la Letra L IV, por sentencia ejecutoriada, a la pena de sesenta días de prisión en su grado máximo como autor del delito de fraude al Fisco de Chile; en la signada con la Letra E, por sentencia ejecutoriada, a la pena de tres años y un día de presidio menor en su grado máximo como autor de los delitos de falsificación de instrumento público y de fraude al Fisco de Chile, en calidad de reiterados; y la signada con la Letra R, por sentencia que no está ejecutoriada, a la pena de quinientos cuarenta y un días de presidio menor en su grado medio como autor de los delitos de falsificación de instrumento público y fraude al Fisco de Chile, en calidad de continuados.

C.Bartholin Zanetta y Castillo Navasal fueron condenados en la causa signada con  la Letra C I, por sentencia ejecutoriada, a la pena de quinientos cuarenta días de presidio menor en su grado mínimo, como autores del delito de fraude al Fisco de Chile en calidad de reiterado, y

D.Sapag Chaín fue condenado en la causa signada con  la Letra C I, por sentencia ejecutoriada, a la pena de quinientos cuarenta y un días de presidio menor en su grado medio, como autor del delito de fraude al Fisco de Chile en calidad de reiterado;

103º Que, atendida las penas impuestas a Cruz Lorenzen, Bartholin Zanetta, Castillo Navasal y Sapag Chain, no se dispondrá su unificación en los términos establecidos en el inciso 2º del artículo 160 del Código Orgánico de Tribunales. Sin embargo, sí corresponde decretar la unificación de las impuestas a Cortés Castro, y, tal como lo ordena el inciso 2º del artículo 509 del Código de Procedimiento Penal, esta sentenciadora considerará la pena de tres años y un día de presidio menor en su grado máximo que se le impuso en la causa signada con la Letra E, la que se aumentará en un grado, y por aplicación de lo dispuesto en el inciso 3º del artículo 68 del Código Penal, pues a Cortes Castro se le reconocieron dos circunstancias atenuantes de responsabilidad, según se señaló en el motivo signado con el número 99º, las que, en todo caso, fueron aceptadas en todas las sentencias dictadas en su contra, se le impondrá una pena única de presidio menor en su grado máximo cuya determinación se hará en la parte resolutiva; 
104º Que la defensa de Carlos Enrique Cruz Lorenzen, a fojas 18.172 y siguientes, contestando la acusación fiscal y las particulares solicitó su absolución, en los siguientes términos:

I.- No se tipifica el delito de fraude al Fisco de Chile materia de las acusaciones, porque, en primer lugar, Cruz Lorenzen, como Coordinador General del Concesiones no tenía la calidad de “funcionario público”, por lo tanto, no intervino en operación alguna en función de dicho carácter. 

Respecto de la norma contenida en el artículo 260 del Código Penal, señala que lo determinante para clasificar a una persona como “empleado o funcionario público” es la actividad o servicio que desempeña, siendo irrelevante quién lo nombra y cómo se le remunera, y que tradicionalmente se ha distinguido entre ‘Actos de gobierno o de autoridad’ y ‘Actos de administración o de gestión’, siendo aquellos de autoridad irrefutablemente funciones públicas, mientras que en los de gestión hay que hacer un análisis particular de cada uno para una certera conclusión.

Cita una sentencia de la Excma. Corte Suprema dictada en los autos número de ingreso 3.886-1998, y las opiniones de los profesores señores Rolando Pantoja y Humberto Nogueira sobre el concepto de “función pública”, para concluir que se trata de uno que no es pacífico en la doctrina ni en la jurisprudencia de los Tribunales Superiores de Justicia.


Agrega que Cruz Lorenzen ingresó al Ministerio de Obras Públicas el 2 de enero de 1995, como profesional adscrito a la Dirección General de Obras Públicas, en Grado 2 de la Escala Única de Remuneraciones. En el mes de febrero de 1995 se le designó Coordinador General de Concesiones, cargo y nombramiento establecidos a través de una Resolución del Director General de Obras Públicas. Posteriormente, en 1996, también por resolución del Director General de Obras Públicas, se creó y reglamentó la Coordinadora General de Concesiones, a cargo del Coordinador General de Concesiones, ratificándose su nombramiento. Finalmente, el 11 de marzo de 2000, juró como Ministro de Estado en las carteras de Obras Públicas, de Transportes y de Telecomunicaciones,  cargos en los cuales cesó –por renuncia- el 7 de enero de 2002. Por lo tanto, ejerció como Coordinador General de Concesiones desde febrero de 1995 hasta el 11 de marzo de 2000; y, como Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, entre la fecha recién señalada y el 7 de enero de 2002. 

El cargo de Coordinador General de Concesiones se reglamentó por sucesivos Decretos del Ministro o Resoluciones del Director de Obras Publicas, en ambos casos exentos, es decir, sin control preventivo de la Contraloría General de la República, que le fueron dando forma y carácter, a medida que el sistema de licitación de obras de infraestructura pública para ser ejecutadas por particulares se iba consolidando.

Tanto la Coordinadora General de Concesiones, como su Jefe, el Coordinador General de Concesiones, tenían el carácter de ‘funcionales’, esto es, fueron creados para ejercer las funciones señaladas en los pertinentes Decretos o Resoluciones administrativas, cumpliendo dichas tareas preferentemente a través de personal asignado, perteneciente a otras unidades del Ministerio de Obras Públicas.   


Señala que el Coordinador General de Concesiones no es funcionario público porque dicho cargo no fue creado por ley de iniciativa del Presidente de la República; y, además, porque no ejerce función pública de ninguna especie o carácter, careciendo de toda ‘potestad pública’, ya que para actuar administrativamente debe hacerlo por intermedio o a través del Director General de Obras Públicas, por lo tanto, es mero asesor.

Agrega que, de acuerdo a los artículos 60 número  14, en relación con el 62, número 2, ambos de la Constitución, exclusivamente en virtud de una ley de iniciativa del Presidente de  la República se puede “crear nuevos servicios públicos o empleos rentados sean fiscales, semifiscales, autónomos, o de las empresas del Estado, suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones.”  Esta es la razón formal por la cual el Coordinador General de Concesiones no es ni puede ser funcionario público, para ningún efecto, tampoco para los señalados en el artículo 260 del Código Penal.


La calidad de agente público tampoco le otorga la calidad o categoría de funcionario público, porque éstos se autorizan contratar a honorarios en glosas presupuestarias contenidas en sucesivas leyes de presupuesto, para los efectos que en cada una de éstas se indican. Pero esa calidad es más bien un titulo distintivo u honorífico, para dar mayor categoría o status a quien se le confiere, ya que ni la Contraloría General de la República ni los tratadistas les reconocen como funcionarios públicos, porque su designación como agentes dura sólo la vigencia de la ley de presupuesto que los reconoce (un año), puesto que sus funciones y facultades surgen de un contrato y no de una ley, y, porque su remuneración es a base de honorarios.


Añade que, en materias de fondo, si se analiza todo el soporte administrativo (sólo Decretos y Resoluciones) que norma las facultades, atribuciones y obligaciones del Coordinador General de Concesiones, se advierte que carece de toda atribución ejecutiva y resolutiva, debiendo recurrir para esos efectos al Director General de Obras Públicas, quién dicta las resoluciones y actos administrativos que aquél le propone o sugiere. Las demás facultades del Coordinador son, entre otras, las de proponer, fiscalizar, controlar, visar, preparar, llevar a cabo, coordinar, supervisar, gestionar recursos, promover, definir, informar, asesorar y aprobar técnicamente todo lo relativo a las concesiones de obras de infraestructura pública licitadas a privados. Pero, dentro de estas atribuciones, no hay ninguna establecida por ley ni tampoco alguna que tenga el carácter de resolutiva ni decisoria. El Coordinador General de Concesiones no puede siquiera contratar el personal bajo su dependencia, lo que si pueden hacer funcionarios bajo su dependencia.

Por lo tanto, concluye que no es posible considerar al Coordinador General de Concesiones como funcionario público, se trata de un simple asesor, carente de toda potestad pública y, en consecuencia, no le es posible cometer un  delito de sujeto activo calificado de aquella categoría, como es el tipificado y sancionado en el artículo 239 del Código Penal, por lo cual debe ser absuelto.

Afirma que los Ministros de Estado tampoco son funcionarios públicos, son órganos de colaboración del Jefe de Gobierno. Si por Gobierno se entiende “la dirección suprema y control de la administración estatal, así como la conducción de la política global del Estado”, su cabeza, acá el Presidente de la República, cuenta con un conjunto de órganos de auxilio en sus competencias, entre los cuales están los Ministerios.   Como lo indica el artículo 33 de la Constitución Política de la República, los Ministros de Estado “son colaboradores directos e inmediatos del Presidente de la República”. Esta norma constitucional se debe complementar con lo expuesto en el artículo 22 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que define a los Ministerios como “órganos superiores de colaboración (…) en las funciones de gobierno y administración de sus respectivos sectores, los cuales corresponden a los campos específicos de actividades en que deben ejercer dichas funciones.”  De acuerdo a ello, los Ministerios son primariamente órganos políticos de formulación de planes y estrategias públicas; de asignación y control de recursos; pero no de ejecución de dichas materias, que competen a los servicios y entes públicos de la Administración del Estado. Los Ministros de Estado, en cuanto colaboradores inmediatos y directos del Presidente de la República, son personeros de nombramiento y remoción exclusiva de éste, que genéricamente se incluyen en la categoría de cargos de exclusiva confianza del Jefe de Estado, como se establece en los artículos 32, número 10 y 12 de la Constitución Política de la República, y 51 de la Ley 18.575, y tienen como funciones el “proponer y evaluar las políticas y planes correspondientes, estudiar y proponer normas aplicables a los sectores a su cargo, velar por el cumplimiento de las normas dictadas, asignar recursos y fiscalizar las actividades del respectivo sector”, como lo dispone el artículo 22 de la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. 

Los Ministerios, de acuerdo al artículo 24 de la Ley 18.575, tienen una o más Subsecretarías, “cuyos jefes superiores serán los Subsecretarios,” a quienes compete coordinar la acción de los órganos y servicios públicos del sector, actuar como Ministros de Fe, “ejercer la administración interna del Ministerio” y cumplir las demás funciones que les señale la ley, quiénes sí tienen el carácter de empleados públicos. Respecto del Ministerio de Obras Públicas hay norma expresa a este respecto en el Decreto con Fuerza de Ley N° 850 del año 1998, su estatuto orgánico, que dispone que “el Subsecretario de Obras Públicas es el colaborador inmediato del Ministro y el Jefe Administrativo del Ministerio.”

   
Concluye, que Cruz Lorenzen ni como Coordinador General de Concesiones ni como Ministro de Obras Públicas puede ser calificado como funcionario público, por lo que no puede atribuírsele responsabilidad en un delito de sujeto activo calificado que requiere de dicha circunstancia personal para su tipificación, como ocurre con el fraude al Fisco del artículo 239 del Código Penal.
En segundo lugar, porque su conducta no configura un “ardid” ni un “engaño”; ni tampoco ha provocado el cumplimiento de obligaciones “inexistentes” ni “improcedentes” por parte del Fisco o de otro organismo público.

Insiste que Cruz Lorenzen en la época en que se verificaron los hechos materia de la acusación carecía de facultades ejecutivas, por lo cual sólo podía proponer, coordinar y supervigilar las actividades del órgano en que se desempeñaba. En esa virtud, era ajeno a la materialización de los contratos objetados, cuyos montos se regulaban en las propuestas públicas o por invitación, de acuerdo a las ofertas de los proponentes; y, tanto más respecto del control de su cumplimiento que corresponde íntegra y exclusivamente a los Inspectores Fiscales de cada uno de ellos. 
En este capítulo, la defensa hace una reseña de la estructura legal y funcional de la Coordinadora General de Concesiones, aclarando las funciones y responsabilidades de sus diversas unidades y autoridades, agregando que funcionaba con una muy escasa dotación de personal de planta, lo que se subsanó con la Ley 18.803, que faculta la contratación de municipalidades o de entes privados para realizar y ejecutar todas las acciones de apoyo de los servicios públicos que no correspondan al ejercicio mismo de sus potestades. 


Paralelamente, para subsanar objeciones de la Contraloría General de la República, se utilizó la contratación de ‘Agentes Públicos’, que son profesionales o expertos contratados, a remuneraciones de mercado, para realizar labores específicas en proyectos determinados o en las proyecciones futuras de los programas de concesiones de obras de infraestructura pública. Ello era posible de acuerdo a la normativa de Ley de Concesiones de Obras Públicas (Decreto con Fuerza de Ley Nº 164 de 1991) y la Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas (texto en Decreto Supremo Nº 294 del año 1984 del Ministerio de Obras Públicas).


Acorde con la normativa citada, la Coordinadora General de Concesiones era absolutamente descentralizada en el manejo de sus recursos, como también para contratar libremente los estudios y asesorías necesarias para confeccionar las bases de las licitaciones internacionales a que se llamó para la construcción, equipamiento y puesta en marcha de cada una de las obras de infraestructura pública que se ejecutaron durante la permanencia de Cruz Lorenzen en el Ministerio de Obras Públicas.
Además, esa misma normativa explicita que:

· Las unidades ejecutivas eran las encargadas y las responsables de desarrollar íntegramente el proceso de todas las licitaciones de obras de infraestructura pública.
· Cada unidad ejecutiva tenía asignada una cantidad de proyectos que debían licitarse dentro de plazos determinados, para lo cual contaban con recursos y atribuciones para contratar estudios y asesorías en materias de ingeniería, tránsito, legales, ambientales y demás que estimaren necesarios. Para ello contaban con el apoyo de la Unidad de Supervisión y Desarrollo. Las asignaciones de estos contratos de apoyo o de asesoría se hacían a través de propuestas o  concursos, asignándolos en base a sus calificaciones técnicas y económicas. Los oferentes incluían en sus presupuestos partidas de “gastos administrativos”, y, en  ocasiones, también cantidades “pro forma”.

· La unidad denominada ‘Coordinadora de Construcción y Explotación de Obras Concesionadas’ era la encargada de supervisar la correcta ejecución de los contratos de concesión ya asignados. Para el cumplimiento de sus funciones tenía recursos suficientes para contratar asesorías en apoyo de su gestión, como también estudios puntuales para resolver aspectos no resueltos en los procedimientos de licitación.

· La unidad de ‘Supervisión y Desarrollo’, cuyo Jefe -a la época de los hechos investigados- era Sergio Cortés Castro, se encargaba del Presupuesto de la Coordinadora General de Concesiones, incluyendo su preparación, la presentación ante el Ministerio de Hacienda con su discusión hasta obtenerlo; más su posterior administración. En esta administración quedaba incorporada la dotación y remuneración del personal necesario, y, de la estructura básica de apoyo dónde y cómo funcionar (inmueble para oficinas; equipos y sistemas de comunicaciones; instalaciones y muebles adecuados; útiles e insumos y demás), todo ello para el eficiente desarrollo de las labores de la Coordinadora General de Concesiones. Pero además de estos bienes materiales, contrataba estudios para ponderar la gestión de la Coordinadora, sus logros y sus deficiencias más las posibilidades futuras, todo ello con muy poco presupuesto, que no consideraba ni gastos de administración ni menos cantidades pro forma.

· Como los recursos para remuneraciones y gastos operacionales se hicieron insuficientes por la explosiva expansión de las actividades de la Coordinadora General de Concesiones, su Unidad de Supervisión y Desarrollo amplió el uso de contratos de apoyo para la contratación de “Personal” (ítem 21 de la Ley de Presupuestos) además de “Bienes” y “Servicios” (ítem 22 la Ley de Presupuestos), no obstante que los contratos de apoyo autorizados, que pagaban “gastos operacionales”, se financiaban con el ítem presupuestario 31, de “Estudios para Inversión”, que no contemplaba dicha utilización. Pero en este caso, los funcionarios a cargo de la fiscalización en el Ministerio de Hacienda, lo habían autorizado y acordado, desde antes que Sergio Cortés Castro asumiera la responsabilidad de gestionar el Presupuesto del  Área de Concesiones.

· Los Jefes de las Unidades Ejecutivas de “Proyectos, Construcción y Explotación de Concesiones” y de “Supervisión y Desarrollo” dependían funcionalmente del Coordinador General de Concesiones, pero rendían cuenta de sus actos administrativos y del manejo de los recursos financieros que recibían a las autoridades del Ministerio de Obras Públicas, como la Dirección General de Obras Públicas, el Fiscal y la Dirección de Contabilidad y Finanzas de dicho Ministerio. 

·  Paradojalmente, la autoridad máxima de esta unidad funcional, el Coordinador General de Concesiones, no tiene atribuciones ni facultades administrativos de ningún orden, por lo cual no puede contratar personal, ni adquirir bienes, ni administrar recursos, como lo hacían sus subordinados Jefes de Unidades Ejecutivas. Por ello, resulta legal y reglamentariamente imposible que Carlos Cruz Lorenzen haya ejecutado un “ardid” o “engañó” para hacer pagar obligaciones “inexistentes” o “improcedentes”.
Señala que la única actuación que Cruz Lorenzen recuerda haber realizado, fue instruir a Guillermo Díaz Silva en los años 1996/1997 (no a Sergio Cortés Castro como parece erradamente declaró en autos) respecto de dineros de contratos de la Coordinadora General de Concesiones, se refirió a los “gastos de administración” y a los gastos “pro forma” que se incluían en los contratos de asesoría que dicha unidad funcional del Ministerio de Obras Públicas tenía vigentes. La instrucción se tradujo en solicitar que esos gastos se administraran coordinada y centralizadamente, como lo autorizaban los principios de flexibilidad presupuestaria. Jamás que dichos recursos se administraran en una misma cuenta corriente bancaria, ni tampoco que se transfirieran entre diversas cuentas, pues ello quedó al criterio de los ejecutores. Cruz Lorenzen fue enfático en la estricta sujeción a la legalidad que debía primar en la administración de esos fondos, habiendo consultado dicha nueva modalidad con sus abogados cercanos, Eduardo Astorga, y el Fiscal del Ministerio de Obras Públicas, Aliro Verdugo.
La nueva modalidad de utilización de estos recursos -de gastos de administración más cantidades pro forma- significó que la Unidad de Supervisión y Desarrollo de la Coordinadora General de Concesiones tomara injerencia en la elaboración de los contratos de consultoría de las otras unidades, autorizando las partidas de gastos de administración y el uso de las cantidades pro forma contemplados en los mismos. Tiempo después, cuando Sergio Cortés Castro asumió la jefatura de dicha Unidad de Supervisión y Desarrollo, reemplazando a Guillermo Díaz Silva, pudo participar directamente en la asignación de esos recursos. No se explica, entonces, la instrucción dada por éste a los Inspectores Fiscales de abultar contratos de estudio menores, todos los cuales estaban bajo su directo control en el Departamento de Estudios de la Unidad de Supervisión y Desarrollo de la cual era Jefe, o, dependiente de la Coordinación General de Construcción y Explotación de Obras Concesionadas, todo ello sin conocimiento alguno del Coordinador General de Concesiones, que sólo se enteró a raíz de las investigaciones administrativas y judiciales iniciadas a este respecto.

De acuerdo con la ley orgánica del Ministerio de Obras Públicas y el Reglamento de Consultorías, la responsabilidad de la determinación, su aumento o  reducción, más el pago de los contratos, no dependen del Coordinador General de Concesiones, sino fundamentalmente de los Inspectores Fiscales de los mismos. Así lo dispone el artículo 91 del Reglamento de Consultorías. Por otra parte, en el artículo 83 del citado Reglamento se estipula que “los estados de pago deberán ser firmados, además del Consultor, por el Inspector Fiscal, por el Jefe del Departamento y por el Director Regional correspondiente.”  En la Coordinadora General de Concesiones esas últimas firmas se personificaban en el Jefe de la Unidad Ejecutiva de Supervisión y Desarrollo (Cortés Castro) y por el Director General de Obras Públicas. Si en algunos  aparecía la firma de Cruz Lorenzen era únicamente como comprobante de haberse notificado de la existencia del correspondiente contrato, pero nunca como formalidad para la exigibilidad del pago. 

Del modo expuesto, no es tan simple ‘abultar’ un contrato,  puesto que para ello se necesita la concurrencia copulativa de varias voluntades: la del Consultor, la del Jefe de la Unidad Ejecutiva de Supervisión y Desarrollo, y, la del Director General de Obras Públicas. Pero para nada se necesita la firma del Coordinador General de Concesiones, por lo cual para éste dicha conducta es imposible, pues su voluntad, consentimiento y firma son totalmente irrelevantes para otorgar, modificar y extinguir dichos contratos, sus estipulaciones y estados de pago, puesto que su falta de competencia para ello es absoluta. 


En relación con la participación de Cruz Lorenzen en los contratos de consultoría para “abultarlos” o “aumentarlos indebidamente”, ningún testigo  mencionado en la acusación fiscal señala que tuvo participación en los hechos. El también acusado Sergio Cortés Castro le atribuye una intervención oblicua, porque más bien en sus dichos se refiere a instrucciones para hacer pagos. 


Otro que supone una participación, por haberlo oído de Cortés Castro, es el también acusado Peña Véliz. Es decir, en el mejor de los casos para la acusación, hay una declaración más o menos directa y otra indirecta (de oídas), de coimputados, que no son testigos, pues no declaran bajo juramento, ni tienen la obligación de decir la verdad, atendido su carácter de imputados y de acusados por los mismos delitos atribuidos a  Carlos Cruz Lorenzen. Esta prueba resulta bastante feble, basada en una declaración imprecisa del autor material confeso de todas las conductas presuntamente delictivas, oída por el dueño y Gerente de la sociedad usada para materializarlas, la cual –además- no tiene sustento ni apoyo en ninguna declaración de testigos ni en otro documento, ni otra prueba, agregadas en este expediente.


Agrega, que las declaraciones que como inculpado formuló Sergio Cortés Castro se contradicen con aquellas que formuló en los sumarios administrativos seguidos por la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas  y posteriormente por la Contraloría General de la República, fallado por el Director suplente de Vialidad, mediante resolución D.V. N° 414 de 25 de julio de 2005. En efecto, en ese sumario administrativo, donde Cruz Lorenzen declaró como inculpado a fojas 423 del legajo que se acompaña, reconoció que no fiscalizaba a Cortés Castro. En el mismo sumario,  Cortés Castro, a fojas 530, también como inculpado, manifestó textualmente que: “No habían (sic) personas aparte de mí que pudieran fijar remuneraciones con cargo a este contrato.”  Refiriéndose al que es motivo del sumario y del presente juicio penal, entre la Dirección General de Obras Públicas y la empresa GATE S.A. A fojas 525, agregó que él “dependía administrativamente del Coordinador General de Concesiones. La fiscalización de mi trabajo la hacían los órganos competentes del Ministerio, es decir, la Fiscalía y la Dirección de Contabilidad y Finanzas. No correspondía que mi trabajo fuera fiscalizado por el Coordinador General de Concesiones.”   En esa misma declaración, a fojas 528, señaló que los Jefes de Unidades de la Coordinadora General de Concesiones le solicitaban directamente a él la contratación del personal necesario para labores esporádicas y también para asesorías permanentes o transitorias en materias específicas, fijando –también él- los honorarios correspondientes según al mercado y a una estructura de sueldos al interior de la Coordinadora”.

Precisa que los contratos para estudios de ingeniería eran administrados directamente por las Unidades Ejecutivas a cargo de los proyectos, que contaban con recursos para ello, y una parte se destinaba a “Gastos de Administración”, y otro tanto a gastos pro forma. A su vez, la Unidad de Supervisión y Desarrollo sólo contaba con la posibilidad de hacer estudios generales acerca de la evolución del sistema de concesiones y de las nuevas áreas que se incorporaran. Los recursos para esos fines eran limitados, por lo que sus disponibilidades para solventar gastos administrativos e imprevistos eran muy limitadas.  Como la administración directa de esas partidas por los Jefes de las Unidades Ejecutivas podía crear inequidades en el acceso a ciertos de recursos de operación entre las diferentes áreas de Concesiones, su administración centralizada permitía un mayor equilibrio y equidad en su utilización, en el entendido que todos los proyectos eran necesarios y todos debían ser ejecutadas en los tiempos que se habían comprometido. 

Agrega que ninguno de los Inspectores Fiscales de los diez contratos cuestionados y cuyos recursos se traspasaron a GATE S.A. manifestó haber recibido instrucciones de   Cruz Lorenzen, pues todos están contestes en que dichas instrucciones provinieron directamente de Sergio Cortés Castro, quién era la autoridad a la cual también daban cuenta. Lo mismo ocurrió con los recursos solicitados y obtenidos de ÁBACO. 
De lo expuesto resulta que Cruz Lorenzen, como Coordinador General de Concesiones, no intervino ni en la gestación de los contratos de consultoría o de apoyo investigados, ni en su cumplimiento o desarrollo, tampoco administraba sus recursos. Entonces, la defensa se pregunta ¿cabe entonces acusarlo como autor mediato o instigador del delito de fraude al Fisco que se investiga? La respuesta negativa es obvia y, por ello, estima que debe ser absuelto de las acusaciones en definitiva. 

En tercer lugar, alude a la procedencia y licitud de los pagos hechos con los recursos cuestionados, señalando que la prueba de la licitud es irrefutable, pues se trata de fallos judiciales, resoluciones de sumarios administrativos, declaraciones de altos funcionarios y de órganos fiscalizadores, a saber:

A)Fallo de la Excma. Corte Suprema en recurso de amparo ingreso 1893-03, interpuesto a favor de un Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas, Manuel Francisco Castañeda Paredes, que recibió honorarios de CIADE por trabajos ejecutados por éste para la Coordinadora General de Concesiones. Dicho recurso fue rechazado  en la Corte de Apelaciones de Santiago por razones formales y acogido por la Corte Suprema mediante sentencia de 27 de mayo de 2003. Transcribe los razonamientos quinto a noveno.
B)Resolución de la Dirección de Vialidad N° 414 de 25 de julio de 2005, que resuelve o falla el sumario administrativo iniciado para investigar el contrato entre la Dirección General de Obras Públicas y GATE S.A. Transcribe los numerales 70 , 71 y 74 de la resolución. 

C)Oficio de la Presidenta del Consejo de Defensa del Estado (N° 6495 de 22 de noviembre de 2000), en el que hace presente al Ministro de Obras Públicas la urgencia y extrema necesidad que se renueven las contratas de personal de ese Consejo, para seguir cumpliendo las tareas de apoyo a los procedimientos expropiatorios surgidos con motivo de las expropiaciones efectuadas para la construcción y habilitación de las grandes obras de infraestructura pública proyectadas. Manifiesta que el número de procedimientos en curso y las elevadísimas sumas involucradas en las demandas indemnizatorias que se atienden por los funcionarios del Consejo de Defensa del Estado, provocarían un verdadero caos si quedan sin defensa adecuada, produciendo situaciones que pueden ser irreversibles.


Además de la categórica prueba documental, estima que resulta decisiva la prueba testimonial conteste de decenas de personas que trabajaron en los trabajos de apoyo a la Coordinadora General de Concesiones, pagados a través de GATE S.A. o directamente, quienes unánimemente manifestaron que los pagos que recibieron corresponden a trabajos efectivamente realizados y útiles, en apoyo a las actividades de la mencionada unidad funcional del Ministerio de Obras Públicas. 

También la defensa de Cruz Lorenzen señala que si los contratos de apoyo celebrados con GATE S.A. le entregaron más de mil cuatrocientos millones de pesos ($1.400.000.000), para efectuar las labores de apoyo acordadas en éstos, ¿quién puede sostener que fue pagado con fondos lícitos y quién con recursos provenientes de contratos abultados? El dinero es un bien fungible, que cuando se ingresa a una misma, contablemente hablando ‘CAJA’, se confunde con lo que allí había y con lo que habrá en el futuro, por lo que es imposible sostener con seriedad, y menos acreditar, que unos pagos se hicieron con recursos lícitos y otros con fondos ilícitos.

Estima que confirma lo concluido que ninguna persona que recibió pagos de remuneraciones por conducto de GATE S.A., como tampoco aquéllos que lo fueron por intermedio de Ábaco Ingenieros Consultores o de Diagnos Ltda., haya sido sometida a proceso, circunstancia que reafirma la licitud, procedencia y justificación de los mismos. 
En cuarto lugar, señala que no ha habido perjuicio alguno para el Fisco causado por los hechos investigados en este proceso, sino evidentes y permanentes beneficios públicos. Indica que determinar de modo adecuado el concepto de perjuicio resulta trascendental para tener claridad acerca de qué conductas resultan punibles bajo la denominación genérica de ‘fraudes’, de las cuales la más generalizada y tratada es la ‘estafa’, y cuáles implican meros incumplimientos de orden civil, con particular atención al principio de ultima ratio del Derecho Penal. Por ser la conducta de fraude más asimilable al ‘fraude al Fisco’ materia de las acusaciones, se remite a la ‘estafa’ para el análisis doctrinario y jurisprudencial del elemento del tipo materia del análisis. 

 
Sobre la materia de su análisis cita a Puig Peña que señala “(...) no es la estafa uno de los delitos que siempre han tenido un contorno preciso, puesto que sobre él ha reinado constantemente una confusión extraordinaria, nacida quizá de su semejanza con otras figuras de apropiación ilícita de cosa ajena, y de tener una zona limítrofe con los dominios del dolo civil”; a Antón Oneca que expresa “(...) elemento esencial de la estafa es el perjuicio logrado o intentado. El engaño, reprobable siempre dentro del orden ético, carece de sustancia delictiva si no hay perjuicio. El perjuicio ha de ser valorable económicamente.” Por consiguiente, el primer aspecto a considerar es que si opera una compensación, en términos de ocurrir una ganancia patrimonial que resulte equivalente a la disposición hecha por la víctima, no cabrá imputar la conducta a título de estafa, porque no se ha producido una merma patrimonial cuantificable. 

También cita la tesis denominada ‘concepción personal del patrimonio’, sostenida principalmente por Bockelmann y Haro Otto, a modo de postura correctiva de la concepción exclusivamente económica. Se da el siguiente ejemplo al respecto: “(...) si se vende al valor de un computador IBM original lo que es sólo un clon, estaremos en presencia de una estafa; en cambio, no habrá estafa cuando el computador se vende al valor del clon, sensiblemente inferior.” En el segundo supuesto no cabría imputar a título de estafa debido a que no se ha producido detrimento patrimonial real alguno. En relación al mismo asunto, el del fenómeno de la compensación, se pronuncia Vives Antón, al señalar que el perjuicio típicamente relevante de la estafa resulta de: “(...) la diferencia de valor entre lo que se atribuye a otro (generalmente, al autor del delito) en virtud del acto de disposición y lo que, eventualmente, se recibe de éste como contraprestación: si la contraprestación que se recibe es de igual valor que la que se realiza no hay, pues, delito, aunque pueda haber un “perjuicio” indemnizable civilmente; y, si es de menor valor, puede haber delito, pese a que, civilmente, no haya “perjuicio” alguno”. Martos Núñez da cuenta de la misma problemática al afirmar que “(...) la compensación patrimonial elimina el perjuicio, y por ende, el delito de estafa”. 

Por consiguiente, el perjuicio sufrido tendrá relevancia jurídico-penal para determinar la gravedad del delito. En Chile lo tendrá principalmente para efectos de la determinación de la pena, según lo establece el artículo 467 del Código Penal, pero la determinación de la total disminución del patrimonio de la persona afectada será relevante sólo para efectos de la responsabilidad civil indemnizable. Lo anterior además de la relevancia fundamental a efectos de determinar el grado de desarrollo del delito (si no se ha producido aún el perjuicio, éste estará en grado de tentativa o frustración), y también el Tribunal competente para conocer de la causa. Así Balmaceda y Peller afirman que: “(...) El papel del perjuicio en el delito de estafa es fundamental, no sólo para constatar la presencia de la infracción penal en cuestión, sino también para comprobar la existencia de una compensación, para efectos de la consumación y, para determinar la competencia territorial del tribunal llamado a conocer del conflicto de relevancia jurídica”. 

Continua, en relación a las cosas sobre las cuales puede recaer el perjuicio, Etcheberry sostiene que puede recaer tanto sobre bienes materiales como incorporales.  Esta noción es acertada por cuanto no existe base legal alguna para discriminar entre ambas categorías de bienes o cosas, ya que ambas integran el patrimonio. Por consiguiente,  el perjuicio, para los efectos de las exigencias del tipo penal,  puede recaer sobre derechos, clientela, prestigio, situación comercial, siempre que dichas situaciones sean evaluables pecuniariamente. Otro asunto relevante es cómo determinar el valor del perjuicio, ¿Debemos considerar el valor afectivo sobre un determinado bien mueble -por ejemplo- para efectos de determinar la cuantía de la estafa? Puig Peña señala que el perjuicio debe avaluarse al momento de la comisión del delito, y “(...) hay que atenerse al valor real de la cosa, independientemente del fijado por los culpables, así como del mayor o menor valor que en el porvenir pueda tener”. Muñoz Conde sostiene que se debe atender “(...) al valor de mercado de la cosa o prestación defraudada, no al perjuicio global o pérdida patrimonial resultante que sólo debe tenerse en cuenta para determinar la responsabilidad civil”. En un mismo sentido se pronuncia Etcheberry, quién si bien también adhiere a un criterio objetivo, añade que “(...) debe procederse (...) tomando en consideración las particulares circunstancias de cada caso, pues aun prescindiendo del aspecto afectivo o sentimental, no todas las cosas tienen siempre el mismo valor”. Por otra parte se discute si basta con un perjuicio potencial o eventual, esto es, no es necesario que finalmente se materialice el perjuicio, o de lo contrario, es indispensable que se produzca algún perjuicio real y efectivo. Balmaceda y Peller enuncian su postura afirmando que “(...) el perjuicio efectivo, técnicamente es el perjuicio final, real y determinable en forma exacta por medio de un cálculo, que se produce, por ejemplo, en el caso de enajenación de un bien. Un perjuicio en forma de peligro se caracteriza, en cambio, por la falta de esos elementos. La situación real y jurídica del bien económico en el ámbito del patrimonio en su conjunto no se ve afectada en este caso, sino que es el bien (o el derecho), como tal, lo que se encuentra en peligro. Dicho de otra manera, en el caso de un perjuicio efectivo cabe hablar de una pérdida, en cambio, en el peligro potencial, de un deterioro”. 

Generalmente la doctrina exige un perjuicio efectivo, en tanto se considera a la estafa como un delito de lesión. En este punto Balmaceda y Peller denuncian una confusión conceptual. Si bien adhieren a la doctrina mayoritaria que considera a la estafa como un delito de lesión y de daño, no es lo mismo constatar que pueda existir un perjuicio en forma de peligro, que afirmar que la estafa es un delito de peligro. En términos que “(...) nos parece que se ha sufrido una grave confusión conceptual en cuanto a que se insiste en que el “perjuicio potencial”, constituye una figura de delito de peligro, cuando en realidad se trata de un delito de lesión: en este sentido se puede, efectivamente, constatar un “perjuicio en forma de peligro”, que no es lo mismo que un “delito de peligro”. En una línea similar, Etcheberry sostiene que si bien en principio debe exigirse para la realización típica, y para que el delito se tenga por consumado, un perjuicio efectivo en la víctima de la estafa, “(...) muchas veces un perjuicio meramente potencial es ya suficiente, por el daño que produce”. A modo de ejemplo enuncia el caso de quién suscribe un pagaré inducido por error, que no es menoscabado patrimonialmente mientras no pague dicho pagaré, pero concluye que no cabe duda de la disminución patrimonial que sufre dado que ahora pesa sobre él un gravamen patrimonial, está obligado al pago, y por tanto ha aumentado el pasivo de su patrimonio. Otro aspecto problemático dice relación con la mera exposición a peligro del patrimonio, en este caso existiría una incertidumbre acerca de la posible pérdida patrimonial del afectado. Etcheberry sostiene que no hay perjuicio alguno mientras no haya certeza, y da el siguiente ejemplo: “(...) quién recibe una letra de cambio en pago de un crédito, confiando en la solvencia del avalista, si descubre después que la firma de éste es falsa, no puede considerarse perjudicado (salvo circunstancias que revelen una mise en scene para encubrir el propósito de no cumplir) mientras no venza la letra y deje de pagarse. Esto, sin desconocer que a veces, como en el caso anterior, la mera incertidumbre puede ya ocasionar un perjuicio real y efectivo (para afrontar la eventualidad se ha debido recurrir a préstamos con altos intereses, etc.)”.

Con respecto a las meras expectativas, Politof, Matus y Ramírez sostienen que: “(...) las esperanzas y posibilidades que se saben inciertas no pueden considerarse parte de patrimonio, porque sobre ellas no existe un poder de disposición económico”. Al respecto, Etcheberry agrega que además es necesario distinguir entre aquellas que tienen fundamento en una situación jurídica ya existente, o, las que son simples esperanzas o posibilidades. En el segundo caso, se trataría de posibilidades que se saben inciertas, ergo no formarían parte del patrimonio, sin embargo, en el primer supuesto, la privación de aquellas expectativas sí podrían considerarse un perjuicio patrimonial. El perjuicio debe ser directo, es decir debe resultar derechamente de la disposición patrimonial que realiza la víctima de la estafa. Pero, ¿Debe ser inmediato? Es decir, en relación al tiempo en el cual debe producirse el perjuicio, ¿Debe ser inmediatamente después de la disposición patrimonial? Ello no es exigible, dado que el perjuicio se puede producir en un tiempo considerablemente posterior a la disposición patrimonial, como es el caso de una letra o pagaré a plazo. En un caso nuestra jurisprudencia consideró existente el perjuicio a la firma de letras que, descontadas, fueron cobradas posteriormente por terceros no responsables del delito. 

La defensa de Cruz Lorenzen también cita jurisprudencia nacional sobre la materia, y concluye que se debe tener siempre presente que el fraude al Fisco, igual que la estafa, es un delito de lesión patrimonial, de resultado, no de peligro real o abstracto, lo que no quiere decir que el perjuicio no pueda ser potencial o eventual. Lo relevante  para efectos de determinar si el perjuicio es efectivo o potencial radica en los efectos de ello para el grado de desarrollo del delito. Si el perjuicio se ha producido efectivamente, tendremos el delito en calidad de consumado, de no haberse originado, estará en grado de tentativa o frustración según las circunstancias particulares del caso. En conclusión, el fraude al Fisco se consuma cuando se logra acreditar objetivamente un menoscabo evaluable económicamente en el patrimonio público, esto es, cuando se ha privado de aquél alguno de sus elementos integrantes.

Analizando la concurrencia del perjuicio al Fisco de Chile por causa de las conductas o actuaciones de Carlos Cruz Lorenzen, tanto como Coordinador General de Concesiones como en calidad de Ministro de Obras Públicas, afirma que ni en la particularidad de cada una de las operaciones objetadas, que son los contratos de apoyo con consultores, ni en la globalidad de su gestión en ambos cargos, puede siquiera sostenerse que ha habido un perjuicio para el Estado, mucho menos ello podrá probarse, pues ni siquiera ha sido definido en esta causa, ni en su naturaleza ni tampoco en su cuantía. ¿De qué perjuicio se habla? ¿Puede construirse un reproche penal en blanco, con resultado de un daño no especificado y de monto indeterminado? ¿En qué queda el principio de legalidad y la reserva legal que consagran el numeral 3° del artículo 19 de nuestra Constitución Política?

En relación a los contratos de apoyo objetados, reiterando la ninguna participación punible que ha tenido  Cruz Lorenzen en su gestación ni cumplimiento, reitera que los pagos hechos a través de los mismos fueron lícitos, procedentes y útiles, como ya estima que lo acreditó.
Si, amparados en la frase “en las operaciones en que interviniere en razón de su cargo” que utiliza el artículo 239 del Código Penal, se analiza toda la gestión de Cruz Lorenzen para el Estado de Chile en el área de obras de infraestructura pública, el balance positivo es apabullante, puesto que nunca se construyeron tantas obras de infraestructura pública de importancia, en tan poco tiempo y con inversiones tan cuantiosas. En efecto, el patrimonio público se incrementó en no menos de US$ 5.500.000.000 (cinco mil quinientos millones de dólares, moneda de los Estados Unidos de América), durante el período en que se desempeñó en el Ministerio de Obras Públicas y sus dependencias, según aparece de la publicación oficial “Sistema de Concesiones en Chile (1990 – 2003) que se acompaña. 

Sin concurrir un perjuicio real y efectivo, causado directamente por el engaño (que tampoco aparece), no se tipifica el delito de fraude al Fisco que sanciona el artículo 239 del Código Penal, que es materia de las acusaciones, por lo cual Cruz Lorenzen debe ser absuelto. Sobre este punto alude, además, a la opinión del Doctor en Derecho Penal, Profesor don Héctor Hernández Basualto, en el  informe en derecho que acompaña.

II. Resulta improcedente acusar por el delito de asociación ilícita, porque ninguno de los requisitos necesarios para que se configure se ha verificado en la especie, a saber multiplicidad de sujetos activos, más la existencia de una organización reglamentada y jerarquizada, en la cual cada integrante tiene funciones y responsabilidades determinadas, dependiendo de jefaturas a las cuales obedece y rinde cuentas. Sin perjuicio de que, además, no fue procesado por dicho ilícito.

III. No está acreditada la participación que como autor –sea directo o mediato- de fraude al Fisco se atribuye a Cruz Lorenzen.

En este capítulo señala que en la acusación fiscal no se hace ninguna ponderación de la prueba citada como fundamento, ya que la acusación contiene una mera enumeración de testigos, documentos y otras diligencias probatorias, pero sin referirse a su contenido, ni mucho menos se pondera en abono de sus conclusiones. En razón de ello, la defensa de Cruz Lorenzen reitera enfáticamente todas y cada una de las afirmaciones hechas en el apartado denominado: “Inexistencia de “engaño” y/o “ardid” en la conducta de Carlos Cruz Lorenzen”,  ninguna de las cuales aparece controvertida por la prueba del sumario, agregando que en ninguna de las declaraciones de los testigos hay siquiera una suposición que pudiere llegar a insinuar lo expuesto en los capítulos de la acusación. 

El único que menciona, pero no directa sino oblicuamente, que Carlos Cruz Lorenzen le instruyó abultar contratos y/o pagar deudas inexistentes, es el coacusado Sergio Cortés Castro, quién no es testigo, sino acusado, por lo cual no declaró bajo juramento ni tiene obligación de decir la verdad, vale decir, tiene derecho a mentir, habiendo hecho exhaustivo uso y abuso del mismo, como lo dejó de manera prístina  establecido el Ministro de la Ilma. Corte de Apelaciones de Santiago, don Carlos Cerda Fernández, en su voto disidente en el fallo de segunda instancia de la arista GESYS Ltda. de este mismo proceso quién, con una minuciosidad, paciencia y rigurosidad encomiables, destruye sus mendacidades una a una, dejando un testimonio irrefutable del ningún valor de los dichos de este sujeto, autor material de todos los delitos materia de la acusación. Dicha declaración aparece en los numerales IV a VIII de su disidencia, concluyendo que: “Lo razonado a partir del Capítulo IV de este voto conduce al discrepante a descartar las declaraciones de Sergio Cortés Castro como un elemento de juicio determinante de la inexistencia de una deuda mayor de $ 10.000.000, en diciembre de 1999, por parte de la Coordinadora General de Concesiones a Gesys Ltda. / GyT.”

Si las declaraciones de Sergio Cortés no valen nada por su mendacidad, aún menos idoneidad tiene las de quién declara haber oído al falsario decir que fue Carlos Cruz quién le instruyó abultar contratos de apoyo y asesoría, y con ese excedente, pagar, a cargo del Fisco, prestaciones y obligaciones inexistentes e improcedentes. Ello va contra lo declarado por todos los Inspectores Fiscales de cada contrato y por todos los representantes de las empresas consultoras que declararon, quiénes, unánimemente, sindican a Sergio Cortés Castro como el único que les pidió abultar contratos y/o entregar ese excedente a GATE S.A. o a quién Cortés indicara. Sin embargo, esta prueba contundente no es considerada para nada en la acusación fiscal.

De estas declaraciones falsas parece que la acusación construye las presunciones que menciona en las tres distintas fases de un mismo delito de fraude al Fisco, sin atender a ninguna de las estrictas exigencias requeridas al efecto por el artículo 488 del Código Procedimiento Penal. ¿Cuáles son los hechos reales y probados en que se fundan? ¿Los dichos de Cortés? ¿Lo que oyó Peña? Siguiendo con la enumeración de la norma en análisis, ¿Cómo se configura la multiplicidad? ¿Y la gravedad, en qué consiste? Hasta acá no aparece ninguna, por lo cual ya no es necesario seguir requiriendo imposibles, menos cuando todos los requisitos descritos en cada uno en los cinco numerales del artículo 488 del Código Procedimiento Penal deben concurrir copulativamente para constituir prueba completa.  Y, ¿si ninguno de éstos aparece, como en este caso, qué pasa? No hay prueba alguna, ni siquiera un barrunto de ésta. Esto es precisamente lo que ocurre en el caso de autos, en que la investigación ha sido inducida por una persona mendaz, que cree que inculpando a su superior va a salvar su responsabilidad, en circunstancias que fue el autor material de los hechos motivo de la acusación que no fue forzado, ni amenazado, ni inducido, ni obligado, sino todo lo contrario, hizo todo libre y voluntariamente, como lo reconoció expresamente en el sumario administrativo que le siguió la Contraloría General de la República.

Esta defensa y su representado creen que Sergio Cortés Castro tuvo un ascenso muy rápido en el Ministerio de Obras Públicas y/o sus servicios y/u organismos dependientes, adquiriendo una fama de gran solucionador de problemas presupuestarios. En esa calidad fue siendo requerido por todos los Jefes de Servicio, Autoridades Superiores e incluso los Ministros de Estado, tanto del Ministerio de Obras Públicas, como del de Transportes y Telecomunicaciones, para tratar con él todos los problemas de esa índole que se les presentaban. Todos, incluido Carlos Cruz Lorenzen, tenían absoluta confianza en lo que Cortés hacía o les proponía.

Por esa razón y porque con ello podía disponer siempre de una suculenta fuente de recursos, que lo convertía en un poderoso personaje en obras públicas, Sergio Cortés Castro optó por pedir a los Inspectores Fiscales o directamente a los representantes de las empresas consultoras, que abultasen los contratos y entregasen dicho excedente a GATE S.A. o a quién se les indicase. Respecto de las remuneraciones pagadas con dichos dineros, en el sumario administrativo iniciado a raíz de la auditoría pedida a la Contraloría General de la República por Carlos Cruz Lorenzen al terminar su gestión en la Coordinadora General de Concesiones y asumir como Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, Sergio Cortés Castro dijo claramente que él fijaba el monto de las remuneraciones que se pagaban a través de GATE S.A. libremente, sin intervención de nadie más, y, por otra parte, que no tenía que rendir cuenta de sus actos al Coordinador General de Concesiones, sino a las autoridades del Ministerio de Obras Públicas,  que eran, la Fiscalía y la Dirección de Contabilidad y Finanzas.


Cruz Lorenzen no tenía ninguna necesidad recurrir a fondos adicionales del modo tan burdo y marginal como el establecido por Cortés Castro,  vale decir, mediante el abultamiento de contratos de apoyo o de asesoría, puesto que si se hubiera visto en la obligación de recurrir a éstos, lo que es una situación hipotética pues en realidad ello estaba fuera de sus atribuciones, habría considerado:  

A) Recurrir al cuatro por ciento (4%) del presupuesto anual del Ministerio de Obras Públicas, el que alcanzaba a aproximadamente un mil millones de dólares, moneda de los Estados Unidos de América (US$ 1.000.000.000) del cual se gastaba el 96%,  lo que representaba,  a esa fecha,  unos  cuarenta millones de dólares, moneda de los Estados Unidos de América (US$40.000.000), cifra muy superior a lo considerado defraudado en este proceso.
B) Gastos administrativos contemplados en los contratos de ingeniería de Ruta 5 y de las grandes rutas urbanas;

C) Si hubiese sido posible en algunos casos, a los fondos pro forma contemplados en algunos contratos de ingeniería.

D) Reasignando recursos de partidas de estudios a gastos operacionales, de acuerdo con el Ministerio de Hacienda, como se hizo más de una vez con los recursos asignados a Expropiaciones.

E) Solicitando una ampliación del presupuesto al Ministerio de Hacienda. 

F) Por último, haciendo reasignaciones en el presupuesto global del Ministerio de Obras Públicas, de común acuerdo con las autoridades ministeriales y las de Hacienda.


Modalidades transparentes y públicas, que no se pueden ocultar ni manejar clandestinamente, como ocurre con las utilizadas por Sergio Cortés Castro, por lo cual éste último, que las conocía siendo experto en materias presupuestarias, las obvió, porque sus propios procedimientos –a diferencia de los anteriores sugeridos por Cruz Lorenzen- le aseguraban una absoluta libertad en el uso y distribución de los recursos generados, que era su meta final.

Finalmente, hay situaciones absurdas e inexplicables en la acusación que se hace a Carlos Cruz Lorenzen de autor mediato de las conductas punibles  materia de la acusación fiscal, que son:

-¿Qué ventaja tiene éste en establecer un procedimiento clandestino y secreto, del cual no se puede rendir cuenta, que queda absolutamente entregado a la fidelidad y honradez de un tercero  (Sergio Cortés Castro), si existen otros claros y transparentes para obtener los mismos recursos extraordinarios faltantes?

-¿Cómo era factible para una persona con rango 4 en nivel de jerarquía del Ministerio de Obras Públicas, como era el Coordinador General de Concesiones, decidir pagar obligaciones o prestaciones inexistentes o improcedentes, como está acusado?

-¿Cuál habría sido la motivación de Cruz Lorenzen para ordenar abultar contratos de consultoría y de ayuda y pagar obligaciones inexistentes?

-¿Quién tenía obligación de cumplir órdenes, si el cargo que ejercía Carlos Cruz Lorenzen no tenía facultades administrativas ni tampoco potestades públicas? 

-¿Cómo explica que se acuse a Carlos Cruz Lorenzen de abultar contratos (el con CCP Ingeniería Ltda. de abril de 1997) y obtener esos recursos con más de un año de antelación a su transferencia a GATE S.A.?

-¿Considera probable que Carlos Cruz Lorenzen, siendo Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, haya formado parte del engaño para defraudar al Fisco en el contrato con Diagnos Ltda., por $ 23.444.444,  siendo su única intervención la firma del documento correspondiente para cumplir con sus solemnidades? ¿Si ello es así, por qué no se procesó a todos los demás Ministros de Obras Públicas que hicieron lo mismo en los demás contratos motivo de la acusación  fiscal?

Las interrogantes anteriores demuestran que resulta un absurdo, una irracionalidad inconcebible, que Carlos Cruz Lorenzen haya actuado del modo que se le atribuye en las acusaciones formuladas en este proceso, pues no se divisa ninguna razón ni menos alguna motivación para actuar de ese modo. Tampoco es una persona mendaz, que oculte sus actuaciones y no responda por ellas, pues se debe recordar que fue él quien informó que, como Ministro de Estado, recibía suplementos de sueldo en dinero efectivo; y, quién reconoció su efectiva participación en las aristas Gesys Ltda. y de exacciones ilegales de este proceso, asumiendo las correspondientes responsabilidades.

Un análisis aparte merece la participación que se atribuye a Carlos Cruz Lorenzen en el contrato con Diagnos Ltda., surgido de una subcontratación que le hizo la Facultad de Economía y Administración de la Universidad de Chile, la que –a su vez- fue contratada por la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas.  Su participación fue exclusivamente visarlos, con su firma, en su calidad de Ministro de Obras Públicas de la época.  Los antecesores directos de Cruz Lorenzen en ese mismo cargo, realizaron idénticas conductas en cada uno de los demás contratos impugnados, pero ello no tuvo ninguna consecuencia penal. Parece lícito y pertinente preguntar: ¿Qué diferencias hay en las conductas de unos y del otro, que justifique un reproche penal? Aparece obvio que ese cargo no puede ser materia de condena, sino de únicamente de absolución. 

IV. En todo evento, la conducta de Cruz Lorenzen está exenta de responsabilidad penal por concurrir a su respecto un “error de prohibición invencible”.

Señala que las argumentaciones y fundamentos de esta petición de exención de responsabilidad están basadas en el informe en derecho del Doctor en Derecho Penal de la Universidad de Friburgo y Profesor del mismo ramo en la Universidad Diego Portales, don Héctor Hernández Basualto, que acompaña en original en un otrosí.

  

Expresa que la razón que ha terminado siendo decisiva para la aceptación generalizada de que actualmente goza el “error de prohibición invencible” es una de índole constitucional, basada en el inciso sexto del Nº 3 del art. 19 de la Constitución Política de la República, conforme al cual,  la ley “no podrá presumir de derecho la responsabilidad penal”. En esta norma se demuestra la raíz de origen constitucional del principio de culpabilidad en nuestro Derecho, puesto que, si la culpabilidad es un presupuesto o requisito de la responsabilidad penal, presumir de derecho aquélla conlleva presumir del mismo modo esta última. Ese razonamiento, aplicado al error de prohibición invencible, lleva a considerar que, siendo el conocimiento –al menos potencial- de la relevancia jurídico-penal de la conducta requisito de la culpabilidad y, ésta a su vez, exigencia de la responsabilidad penal, el hecho de no admitir prueba sobre el error invencible de prohibición, o, de no asignarle relevancia a dicha prueba, implica presumir de derecho el conocimiento potencial del injusto y, en consecuencia, presumir de derecho la culpabilidad y la responsabilidad penal, que es precisamente lo que la Constitución proscribe.



El error de prohibición se materializa en un sujeto que comete una conducta punible, pero ignora que se trata de algo jurídicamente prohibido, o, que su infracción le hace merecedor de sanciones penales. Pero para que dicho error elimine la culpabilidad de ese sujeto activo, es menester que éste sea invencible, pues si esta característica no se exigiera, la eximente carecería de toda seriedad. La invencibilidad del error es una cuestión de hecho que debe dilucidarse caso a caso, puesto que en nuestro sistema penal no hay normas que regulen expresamente ni la naturaleza ni los alcances de esta institución, puesto que acá ella es una creación de la doctrina y jurisprudencia.


Cruz Lorenzen fue un celoso observante de la legalidad y la corrección en sus actividades, aún cuando como Coordinador General de Concesiones no tenía facultades administrativas ni ejercía potestades públicas de ninguna índole, pero si requería que las labores y funciones que proponía ejecutar desde su cargo fuesen legal y reglamentariamente factibles. Para ello se asesoraba permanentemente con su Jefe de Gabinete, abogado Eduardo Astorga. Por otra parte también utilizaba la experiencia administrativa y oficio de René Silva, quién lo aconsejaba constantemente en estas materias. Finalmente, para las cuestiones más complejas, recurría al Fiscal del Ministerio de Obras Públicas, antes Abogado Jefe de la Contraloría General de la República, Aliro Verdugo. Este selecto grupo de asesores jamás objetó ni observó los procedimientos que ahora se estiman delictivos respecto de los contratos de apoyo con empresas consultoras, en los cuales Cruz Lorenzen no tuvo participación punible alguna.



            En lo que atañe personalmente a Cruz Lorenzen, cuando ingresó al Ministerio de Obras Públicas algunas personas encargadas de llevar adelante la Concesión de la Ruta 5, agrupadas en la Unidad Ejecutiva Ruta 5, estaban contratadas con doble remuneración, consistente en una contrata con el Ministerio de Obras Públicas más una remuneración adicional en unidades de fomento (UF). Incluso él fue contratado con una doble remuneración,  pero mediante una contrata con la Dirección General de Obras Públicas, más un honorario adicional con la Fundación para la Transferencia Tecnológica de la Facultad de Ingeniería de la Universidad de Chile.


La organización misma de la Coordinadora General de Concesiones, la cual evidentemente carecía -desde su creación- de una planta de personal suficiente para abordar los ambiciosos programas que tenía en estudio, en proyecto o en ejecución, demuestra la imperiosa necesidad que tenía de contratar personal adicional en forma temporal, según las necesidades de su actividad lo fueran requiriendo.  Por lo mismo, es un órgano funcional, de duración indeterminada, puesto que no tendrá más vigencia que hasta el término de las obras de infraestructura pública que pueda licitar y concluir, todo lo cual significa tener un mínimo de personal de planta, para así utilizar personal a contrata externo, pero también personal de otras reparticiones del Ministerio de Obras Públicas, para desarrollar labores propias de la Coordinadora General de Concesiones, estos últimos fuera del horario que cumplían para su empleador principal.  



Pero la seguridad en la licitud y procedencia de estos procedimientos llegó al extremo que el propio Fiscal de Ministerio, Aliro Verdugo, recibía honorarios mensuales desde GATE S.A., a quién emitía –también mensualmente- boletas profesionales por su participación en las Comisiones Conciliadoras y Arbitrales establecidas en la Ley de Concesiones. 

Adicionalmente, tanta confianza tenía en lo impecable del ejercicio de su gestión como Coordinador General de Concesiones, que pidió y obtuvo de la Contraloría General de la República la práctica de una Auditoría Transversal de su gestión que, terminada, dio lugar a los sumarios administrativos que investigaron problemas surgidos en el acceso norte a la ciudad de Concepción y aquellos del contrato de apoyo celebrado con GATE S.A.

Se podría sostener que una persona con la preparación de  Carlos  Cruz Lorenzen, unido a la asesoría profesional con que contaba, no puede pretender haber tenido un error de prohibición invencible en sus actuaciones, porque ello no es creíble. No obstante, en la práctica, y en este mismo caso, ocurre exactamente lo contrario. Alude para ello al informe en derecho que acompaña del Profesor Hernández.

          Como corolario del presente Capítulo y testimonio del real e invencible error de prohibición de Carlos Cruz Lorenzen en estas materias, destaca que, en el mes de agosto de 2000, siendo Ministro de Estado, declaró, en entrevista publicada en la revista CAPITAL,  que los Ministros recibían “una remuneración adicional en efectivo, para cubrir gastos relacionados con el ejercicio de su cargo”, lo que a nadie pareció extraño ni menos ilícito, en ese momento. 
V. Concurrencia de una causal legal que legitima las conductas pretendidamente delictivas. 

           El perverso sistema de remunerar al personal de la administración pública fue transparentado con la promulgación de la Ley N° 19.863, que establece normas sobre remuneraciones de autoridades de Gobierno y cargos críticos de la Administración Pública, de los alcaldes y da normas sobre gastos reservados. Alude al mensaje del ejecutivo con que remitió al Congreso Nacional el proyecto de esa ley, que contó con la aprobación unánime de todos los partidos políticos con representación parlamentaria, y a las opiniones vertidas por el Ministro del Interior de la época y de diferentes parlamentarios, para concluir que surge una nueva causal, ahora legal, de absolución de Carlos Cruz Lorenzen y de todos quienes están acusados en este proceso, cual es que una ley posterior a los hechos investigados, la número 19.863 de 2003, legitimó y transparentó todos los procedimientos y medios utilizados en la administración pública y servicios dependientes tendientes a incrementar las remuneraciones de su personal, quedando todos aquéllos incorporados a una única remuneración total, que era la suma de todas las diversas partidas que recibía con anterioridad, pues esta ley no aumenta sino sólo transparenta la remuneración del funcionario público al cual se aplica. 



La absolución se fundamenta en el inciso 2° del artículo 18 del Código Penal, en virtud del cual, si después de cometido un delito y antes que se pronuncie sentencia de término, se exima tal hecho de toda pena, (…) deberá arreglarse a ella su juzgamiento. Habiendo la Ley 19.863 legitimado todos los sistemas y procedimientos establecidos para incrementar las remuneraciones de los funcionarios de planta, a contrata o asesores a honorarios del Estado, cuyo es el caso de lo investigado en autos, legitimó dichos procedimientos al transparentarlos e incorporarlos a una única remuneración que  contenía el producto de todos ellos. De este modo, ninguno de dichos sistemas o procedimientos remuneratorios para obtener ingresos adicionales en beneficios de quienes trabajaban para el Estado ha sido ilícito, mucho menos constitutivo de delito, puesto que si así hubiere sido, ¿cómo puede explicarse que las remuneraciones logradas a través de procedimientos o sistemas que configuran delitos se transformen en una sola remuneración transparentada, y, a mayor abundamiento, por ley?  
VI. Falta de convicción de haberse cometido el delito y/o de la participación en éste de Carlos Cruz Lorenzen.

De acuerdo al artículo 456 bis del Código Procedimiento Penal, “nadie puede ser condenado por delito sino cuando el Tribunal que lo juzgue haya adquirido, por los medios de prueba legal, la convicción de que realmente se ha cometido un hecho punible y que en él ha correspondido al procesado una participación culpable y penada por la ley.”  

Con el avenimiento del nuevo proceso penal oral, reglamentado  por el Código Procesal Penal, que no se aplica en este caso pero que, indudablemente, debe servir para que las normas del antiguo procedimiento se interpreten del modo que mejor se avengan con la nueva normativa, pues no es de justicia ni de equidad tener un procedimiento garantista y otro inquisitivo, sino debe siempre buscarse la mayor armonía entre ambos, la citada norma debe armonizarse con el artículo 340, inciso 1º, del Código Procesal Penal, relativo a la convicción  del tribunal, que señala que “nadie puede ser condenado por delito sino cuando el tribunal que lo juzgare adquiriere, más allá de toda duda razonable, la convicción de que realmente se hubiere cometido el hecho punible objeto de la acusación y que en él hubiere correspondido al acusado una participación culpable y penada por la ley.”

Como se ha demostrado, hay más de una duda respecto de la categoría de ‘delito’ que tendrían las conductas que se imputan a  Carlos Cruz Lorenzen, consistentes en el uso de procedimientos de obtención de recursos ilícitos para pagar remuneraciones u otras prestaciones catalogadas como inexistentes e improcedentes para el Fisco en las acusaciones. Dichos procedimientos, de larga vigencia en el Ministerio de Obras Públicas, se utilizaron durante años, mucho antes del ingreso de Carlos Cruz Lorenzen a dicha repartición, puesto que el primer sueldo que allí recibió fue pagado en dos partes, una por el Ministerio, y otro, por la Facultad de Economía de la Universidad de Chile.

Por otra parte, como también resulta evidente de los mismos antecedentes desarrollados anteriormente,  Carlos Cruz Lorenzen actúo con el absoluto convencimiento que su proceder era lícito, porque estaba aprobado o, al menos, permitido por funcionarios calificados, tanto profesional como éticamente intachables, como también por la Contraloría General de la República.

Así, si se hace un juicio de valor sobre la conducta de  Carlos Cruz Lorenzen en este pretendido fraude al Fisco, tipificado en el artículo 239 del Código Penal, resulta imposible e irreal que no le surja más de una duda razonable tanto respecto de la efectiva comisión del delito acusado, como también de la participación punible que en dicho pretendido ilícito pudiere haber tenido mi representado. 

Si surgiere alguna duda razonable, lo que de seguro acaecerá, sólo hay una salida justa y legal: decidir su absolución
VII.-Argumentaciones en torno a la prescripción de la acción penal. 


Los plazos que deben transcurrir para que opere la prescripción del respectivo delito, están contenidos en el artículo 94 del Código Penal, distinguiéndose, de acuerdo a las penas con que se sancionan, entre crímenes gravísimos, castigados con presidio perpetuo, en quince años; los demás crímenes, en diez años; los simples delitos después de cinco años; y, las faltas, transcurridos seis meses.


En el caso de autos, el dar arbitrariamente destino diferente a caudales públicos, descrito en el artículo 236 del Código Penal, como lo pretende la defensa como última petición subsidiaria, es un simple delito, castigado con suspensión de empleo en su grado medio, si de ello resultare daño o entorpecimiento para el servicio, o, en su grado mínimo si no resultare daño ni entorpecimiento. Si se considera que el delito es el fraude al Fisco, como se consigna en las acusaciones, tipificado en el artículo 239 del  Código Penal, la pena es de presidio menor en sus grados medio a máximo, más inhabilitación especial y multa. Así, cualquiera sea la clasificación que se haga del delito investigado, siempre estaremos frente a un simple delito. En estas circunstancias, por el sólo transcurso del plazo de cinco años entre su comisión y la iniciación de un proceso contra en presunto partícipe, prescribe el delito, o, como lo establece el Código Penal, prescribe la acción penal pública para perseguir las responsabilidades de los partícipes en el mismo.


En la especie, si los delitos se agrupan de acuerdo a los autos de procesamiento, aparecen las siguientes figuras delictivas

A.Delito continuado de dar arbitrariamente destino diferente a caudales públicos, o, de fraude al Fisco, que abarca los contratos celebrados con las diferentes consultoras y que concluyó con el otorgamiento del último contrato ad referéndum de fecha 3 de marzo de 2000, celebrado con Econat Consultores, sometiéndose a proceso por este delito continuado a Cruz Lorenzen y demás encausados el 1° de abril de 2003 (fojas 3.908), es decir, transcurridos 3 años y 29 días desde que el delito continuado se consumó;

B.Delito de dar arbitrariamente destino diferente a caudales públicos, o, de fraude al Fisco a través del contrato de Diagnos Ltda. con la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, celebrado el 24 de abril de 2001, cuyo auto de procesamiento se decretó el 22 de abril de 2003 (fojas 4.702), es decir, 1 año, 11 meses y 29 días después de consumado el pretendido delito. Aún más, la única actuación de Carlos Cruz Lorenzen respecto de este contrato es su visado en el mismo, como Ministro de Obras Públicas, lo que demuestra un trato discriminatorio del tribunal, pues los anteriores Ministros de Obras Públicas que hicieron idéntico visado, en cada uno de los demás contratos objetados, no corrieron igual suerte. 

C.Delito de dar arbitrariamente destino diferente a caudales públicos, o, de fraude al Fisco a través de los contratos con Abaco Ingenieros Consultores Ltda., como delito continuado consumado en la fecha de otorgamiento del último contrato, esto es, el 10 de diciembre de 2000, cuyo auto de procesamiento es de fecha 27 de diciembre de 2003, es decir, 3 años y 17 días después de consumado dicho delito; y

D.Delito de dar arbitrariamente destino diferente a caudales públicos, o, de fraude al Fisco a través de diversos contratos firmados entre la Dirección General de Obras Públicas y CCP Ingeniería Ltda., el último de los cuales fue de fecha 13 de julio de 2000, con auto de procesamiento de 8 de agosto de 2008, cuando el pretendido delito estaba prescrito, lo que ocurrió a los 5 años desde la comisión del delito, esto es, el 14 de julio de 2005.

La situación no varía sustancialmente si el tribunal, desatendiendo el principio pro reo, estima que la prescripción no se interrumpe exclusivamente con el sometimiento a proceso como es lo correcto en nuestro Código Penal, sino que interpretando extensivamente  y contra el principio ‘in dubio pro reo’ la frase “se suspende desde que el procedimiento se dirige contra él”, la entienden desde que la persona declara como ‘imputado’, sin ser juramentado, solo bajo promesa de decir verdad. Ello ocurrió en este proceso, respecto de Carlos Cruz Lorenzen, el día  7 de enero de 2003, como aparece a fojas 567. La declaración anterior, de 15 de noviembre de 2002, a fojas 154, se hizo en carácter de testigo, debidamente juramentado.


Ampliando lo recientemente expuesto, el artículo 96 del Código Penal regula la suspensión y la interrupción de la prescripción que se diferencian en que la suspensión no hace perder el tiempo trascurrido antes del hecho que la motiva, que, al cesar, hace que siga corriendo el plazo suspendido; y, en cambio, la interrupción hace perder todo el plazo anterior al hecho que la motiva, por lo cual, al cesar éste, se inicia –desde el comienzo- un nuevo plazo.


Para establecer estas circunstancias estima que se debe recurrir al artículo 95 del Código Penal, que señala que la prescripción se interrumpe “siempre que el delincuente comete nuevamente crimen o simple delito”. “Con todo, la interrupción opera sólo si se dicta sentencia condenatoria por el nuevo delito; un fallo absolutorio, así como el sobreseimiento definitivo o temporal, no anulan el período anterior” 


Por su parte, la prescripción se suspende, según la disposición legal recién citada, “desde que el procedimiento se dirige contra él” (se refiere al imputado). Si se atiende al significado legal de la frase recién citada del artículo 96 del Código Penal, debe ser interpretada de acuerdo a  lo señalado en el artículo 278 del Código Procedimiento Penal, que expresa: “El procesado es parte en el proceso penal y deben entenderse con él todas las diligencias del juicio.” Antes del procesamiento, el inculpado o imputado no es parte del proceso, por lo cual desde esa actuación procesal y no antes, se puede sostener fundada y legalmente que “el procedimiento se dirige contra él.”  
Ello aunque el inculpado o imputado pueda hacer valer los derechos que le confiere el artículo 67 del Código Procedimiento Penal, ya que esta norma hace expresa diferencia entre ambas calificaciones jurídicas, al establecer estos derechos como excepcionales y anteriores a que el inculpado sea parte del proceso penal, al indicar que ”todo inculpado, sea o no querellado, y aún antes de ser procesado en la causa, podrá hacer valer, hasta la terminación del proceso, los derechos que le acuerden las leyes y los que el Tribunal estime necesarios para su defensa.”  La regla básica del procesamiento penal del ‘in dubio pro reo’, se ve severamente ignorada y vulnerada con una interpretación distinta a la dada en este párrafo a la norma del artículo 96 del Código Penal.


Estima que esa debería ser la interpretación de la disposición en análisis, no obstante lo cual reconoce que la mayoría de la doctrina y jurisprudencia nacionales hacen una interpretación analógica y más laxa de la misma, que no respeta la ortodoxia interpretativa del Derecho Penal.  Así, “el grueso de la doctrina y jurisprudencia considera que satisface la exigencia legal el mero ejercicio de la acción penal en cualquiera de las formas determinadas por el artículo 81 del Código Procedimiento Penal (denuncia, querella, requisición del Ministerio Público y pesquisa judicial), con que se enderece nominatim en contra del sujeto.”

En el caso de autos, si se consideran los delitos del modo señalado al comienzo, el delito continuado relativo a las nueve sociedades singularizadas  en  el  numeral  1 de  dicha  clasificación no estaría prescrito, pero sí podría invocarse a su respecto la rebaja de pena que establece el artículo 103 del Código Penal, pues ha transcurrido más de la mitad del plazo de prescripción entre la comisión del pretendido delito continuado (3 de marzo de 2000) y las fechas del auto de procesamiento (1° de abril de 2003)  y la de la primera declaración como inculpado (7 de enero de 2003) de  Carlos Cruz Lorenzen, en este proceso.

En el contrato celebrado con Diagnos Ltda., el pretendido delito se consumó el 24 de abril de 2001, los imputados fueron sometidos a proceso el 23 de abril de 2003, es decir, transcurridos sólo 1 año, 11 meses y 29 días, desde la comisión del hecho investigado. Por ello, acá no hay ningún beneficio derivado del transcurso de tiempo.

En cuanto a los contratos con Ábaco Ingenieros Consultores Ltda., se produce lo mismo que se señaló respecto del primer auto de procesamiento, pues el sindicado delito se consumó con el otorgamiento de la última ampliación de contrato (10 de diciembre de 2000), el auto de procesamiento respectivo es de fecha 27 de diciembre de 2003 y la primera declaración como inculpado es del 7 de enero de 2003, como ya se señaló. De este modo, en cualquier caso, ha transcurrido un plazo no menor a tres años entre la comisión del supuesto delito y cualquiera de las dos circunstancias referidas, que suspenden la prescripción, por lo cual también opera acá la rebaja de pena que ordena el artículo 103 del Código Penal.

Los últimos contratos objetados son los acordados con CCP Ingeniería Ltda., otorgados entre el 21 de abril de 1997 y el 13 de julio de 2000, debiendo este presunto delito también considerarse como continuado, cometido el 13 de julio de 2000 fecha del último de los varios convenidos. El correspondiente auto de procesamiento se pronunció con fecha 8 de agosto de 2008, cuando ya la acción penal estaba prescrita desde el 14 de julio de 2005 si se cuenta el plazo de prescripción desde el auto de procesamiento, o, desde el 8 de enero de 2008, si –erróneamente- dicho plazo se cuenta desde la primera declaración de Carlos Cruz como inculpado.

Si se considera que todos los contratos son autónomos y configuran pretendidos delitos independientes, estamos en presencia de delitos reiterados de dar arbitrariamente destino diferente a caudales públicos, o, de fraude al Fisco, atendidas las fechas de comisión de cada uno de ellos, todos en el período comprendido entre el 15 de junio de 1998 (Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile) y el 30 de marzo de 2000 (Econat Consultores Ltda..), por lo cual ninguna de sus acciones penales ha prescrito, por haberse interrumpido el término de cinco años desde sus fechas de comisión, estando los imputados sometidos a proceso con anterioridad a ello. Pero si todos esos pretendidos delitos reiterados deben rebajar sus penalidades por cumplir cada uno con los requisitos exigidos al efecto por el artículo 103 del Código Penal. 

VIII. En el evento que se desestime todo lo anterior, se debe considerar la conducta de Cruz Lorenzen como constitutiva del delito de aplicación pública diferente de fondos públicos, sancionado en el artículo 236 del Código Penal, beneficiándole las circunstancias atenuantes de responsabilidad que se invocan.


Su fundamento, en concepto de la defensa, está dado por la ausencia de perjuicio para el ente fiscal, tal como estima demostrado en los capítulos anteriores.



Para la decisión penal, sea que el delito se califique en definitiva como fraude al Fisco o como aplicación diferente  de caudales u otro ilícito semejante, atendido que la conducta investigada tuvo un desarrollo prolongado en el tiempo, abarcando diversas aristas o episodios estrechamente vinculados, se debe –como punto de partida- establecer si se trata de delito continuado, o, si  son delitos reiterados, o, si hay una combinación de ambos. Cita lo señalado sobre la materia por los profesores Enrique Cury y Mario Garrido, concluyendo que para la doctrina y la jurisprudencia es menester que concurran las siguientes exigencias:

a) Pluralidad de acciones, cada una de las cuales configura la conducta descrito íntegra.

b) Transcurso de un cierto lapso de tiempo entre cada conducta  individualmente considerada.

c) Unidad de sujeto pasivo.

d) Todos deben ser de la misma especie, esto es, atentar contra el mismo bien jurídico protegido.


Requisitos que estima que concurren -en el evento muy improbable que se estime sancionar a Carlos Cruz Lorenzen- por lo que se solicita que se declare que su conducta es constitutiva de un solo delito continuado, a título de aplicación diferente  de caudales públicos del artículo 236 del Código Penal, o de fraude al Fisco descrito en el artículo 239 del Código Penal u otro ilícito semejante.

Asimismo, en caso de condenar por cualquier delito o delitos que se consideren, para la determinación de las penas o sanciones, se debe considerar que a Carlos Cruz Lorenzen no le afecta ninguna circunstancia que agrave su responsabilidad penal, pero sí las siguientes que la aminoran o atenúan: 

1°) La irreprochable conducta anterior de Carlos Cruz Lorenzen, establecida en el numeral 6° del artículo 11 del Código Penal, que se acredita con su certificado de antecedentes, que no registra ninguna anotación anterior al inicio de este proceso, incluidos todos sus cuadernos separados, unida a la declaración de dos testigos de conducta.

 2°)   La media prescripción que regula el artículo 103 del Código Penal: en cuyo caso se deberá considerar el hecho revestido de dos o más circunstancias atenuantes muy calificadas y de ninguna agravante, para aplicar las penas según las reglas de los artículos 65, 66, 67 y 68 del Código Penal;


104° Que la defensa de Cruz Lorenzen  citó a declarar a Friedmann Encina, Díaz Silva y a Astorga Jorquera al tenor de la minuta indicada en el segundo otrosí del escrito que rola a fojas 18.172 y siguientes, y acompañó los documentos que se señalan en el cuarto otrosí de la misma presentación. Además, solicitó y obtuvo que se despachara un oficio a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, en los términos señalados en el tercer otrosí del referido escrito. La solicitud que se decretara un informe de peritos fue denegada por resolución que rola a fojas 18.367, la que no fue impugnada;


105° Que la primera defensa, bajo el primer capítulo, se titula: “No se tipifica el delito de fraude al Fisco materia de las acusaciones, porque Carlos Cruz Lorenzen ni como Coordinador General de Concesiones ni como Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones tenía la calidad de “funcionario público”. Para fundamentar esta defensa se acompaña una copia simple del informe en derecho evacuado por doña Olga Feliú de Ortúzar.


Sobre el punto materia de análisis, en primer lugar, se debe tener presente que el artículo 239 del Código Penal sanciona con las penas que señala al “empleado público”, prescribiendo el artículo 260 del mismo cuerpo legal que, para los efectos de su Título V y del párrafo IV de su Título III, se reputa empleado todo el que desempeñe un cargo o función pública, sea en la administración central o en instituciones o empresas semifiscales, municipales, autónomas u organismos creados por el Estado o dependientes de él, aunque no sean del nombramiento del Jefe de la República ni reciban sueldo del Estado, no obstando a esa calificación el que el cargo sea de elección popular.


De acuerdo a lo señalado en el motivo signado con el número 3°, la Coordinación General de Concesiones, ente funcional dependiente de la Dirección General de Obras Públicas, fue creada por Resolución de la Dirección General de Obras Públicas signada con el número 1.603, de 19 de agosto de 1996, suscrita por el Ministro de Obras Públicas de la época, señor Ricardo Lagos Escobar, y por el Director General de Obras Públicas de la época, señor Juan Lobos Díaz, por lo tanto, se debe concluir que se trata de un organismo creado por el Estado y que, además, es dependiente de él. Conforme a la misma resolución la persona que debe estar a cargo de la Coordinación General de Concesiones es el Coordinador General de Concesiones, cargo también de tipo funcional dependiente del Director General de Obras Públicas para todos los efectos que tengan relación con las atribuciones que la ley otorga al Director General, todo según se expresa en la citada resolución, ergo, el Coordinador General de Concesiones debe ser reputado empleado público, en los términos señalados en el artículo 260 del Código Penal, porque desempeña un cargo de orden funcional en un organismo creado por el Estado y que, además, depende de él, terminología que es la que utiliza dicha disposición.


Además, el tenor de la Resolución de la Dirección General de Obras Públicas signada con el número 1.603, de 19 de agosto de 1996, de los convenios ad referéndum celebrados entre el Director General de Obras Públicas y Cruz Lorenzen y de las resoluciones que los aprobaron, a los que se hace alusión y se transcriben en lo pertinente en el motivo signado con el número 4°, que se reproduce, permiten también concluir que aquél desempeñaba una función pública.


Sin perjuicio de lo anterior, se debe tener presente que la persona que ejercía el cargo de Coordinador General de Concesiones tenía, además, la calidad de agente público, la que se le otorgó, según se expresa en las resoluciones que aprobaron los convenios ad referéndum, para que, en el desempeño de sus funciones, asumiera la representación de los intereses del Fisco, del Director General de Obras Públicas o de otras autoridades del Ministerio de Obras Públicas, cuando éstas lo estimen conveniente y en materias relacionadas con la licitación, construcción y explotación de obras del Programa de Concesiones de Obras Públicas.


También conviene considerar que la Contraloría General de la República, en relación a los agentes públicos, ha señalado que los contratados a honorarios en el Ministerio de Obras Públicas, conforme a la especial modalidad contenida en la glosa 01 partida 12 de la ley de presupuestos, común para todos los capítulos de ese ministerio, deben considerarse funcionarios públicos, lo que se relaciona principalmente con la responsabilidad administrativa a que quedan sujetos, regulándose, en relación con sus derechos y deberes, por el propio estatuto convencional celebrado con la Administración, contratación a honorarios que posee características propias y excepcionales que deben interpretarse estrictamente, debiendo los interesados ser considerados como agentes públicos en la medida que desarrollen labores técnicas directamente relacionadas con la infraestructura pública que atiende la aludida Secretaría de Estado. (N° 39.013 de 3 de agosto de 2004, N° 4.463 de 30 de enero de 2002).


Por último, sobre este tópico, se debe señalar que no es efectivo lo que expresa  la defensa de Cruz Lorenzen en orden a que los sucesivos decretos y resoluciones que reglamentaron el cargo de Coordinador General de Concesiones fueron exentos, pues la lectura de dichos instrumentos permite constatar que sí fueron sometidos al trámite de toma de razón por parte de la Contraloría General de la República.


Además, considerando que, de acuerdo a lo que dispone el artículo 23 de la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, los Ministros de Estado, en su calidad de colaboradores directos e inmediatos del Presidente de la República, tienen la responsabilidad de la conducción de sus respectivos Ministerios, en conformidad con las políticas e instrucciones que aquél imparta, y que los Ministerios, según lo prescribe el artículo 22 de la citada ley, son los órganos superiores de colaboración del Presidente de la República en las funciones de gobierno y administración de sus respectivos sectores, conformando, en consecuencia, la Administración del Estado, tal como lo señala el artículo 1° de la mencionada ley, se debe necesariamente concluir que Cruz Lorenzen debe ser considerado como empleado público, en los términos señalados por el artículo 260 del Código Penal, cuando se desempeñó como Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones;

106° Que la misma defensa, bajo el segundo capítulo, se titula: “No se tipifica el delito de fraude al Fisco materia de las acusaciones, porque la conducta de Carlos Cruz Lorenzen en los hechos investigados no configura ni un “ardid” ni menos un “engaño”, ni tampoco ha provocado el cumplimiento de obligaciones “inexistentes” ni “improcedentes” por parte del Fisco o de otro organismo público”.

En este capítulo como la defensa de Cruz Lorenzen alude a la instrucción que dio a Guillermo Díaz Silva en los años 1996/1997, en orden a solicitar que los “gastos de administración” y los gastos “pro forma” de los contratos de asesoría se administraran coordinada y centralizadamente, como lo autorizaban los principios de flexibilidad presupuestaria; y que siempre fue enfático en la necesidad de sujetarse a la legalidad administrativa y que consultó la modalidad que implementó al abogado Eduardo Astorga y al Fiscal del Ministerio de Obras Publicas Aliro Verdugo, se analizarán, en forma previa, las declaraciones de las citadas personas;

107° Que Guillermo Díaz Silva al declarar en el término probatorio, a petición de la defensa de Cruz Lorenzen, ratifico íntegramente las prestadas anteriormente y que rolan  a fojas 151, 673 y 2.899, y, al tenor de las preguntas formuladas, manifestó que ingresó en junio de 1995 a la Coordinación General de Concesiones como asesor de Carlos Cruz Lorenzen, Coordinador General de Concesiones, en tareas de soporte al diseño de institucionalidad que iba a tener ese ente; que en 1996 asumió la dirección de la Unidad de Supervisión y Desarrollo, que en 1997 se denominó División de Operaciones, fruto de un proceso de reestructuración, labor que desempeñó hasta septiembre u octubre de 1998, fecha en que se fue a estudiar a España, asumiendo en su reemplazo Sergio Cortés; que a su regreso en 1999 se integró al equipo de Pablo Anguita, responsable de la construcción de obras, siendo nombrado Secretario Regional Ministerial de Transportes de la Región Metropolitana en marzo de 2000, cargo que desempeñó hasta noviembre de 2001, pues en esa fecha fue nombrado Director Regional de Corporación Nacional del Medio Ambiente Metropolitana; que la ejecución del contrato Gate S.A. se llevó a cabo bajo la responsabilidad de Cortés, por lo tanto, no tiene conocimiento sobre la ejecución de pagos de honorarios con cargo a ese contrato; que mientras estuvo a cargo de la ejecución presupuestaria y tareas administrativas no se usó la figura de pagos complementarios, salvo tres casos excepcionales, decidiendo que la gente debía optar por mantenerse en el régimen de pagos vía MOP o a honorarios a través del contrato de apoyo de la Universidad de Chile, lo que hizo por expresa instrucción de Cruz Lorenzen, básicamente para ordenar la estructura de costos de la Coordinación General de Concesiones. Una de las excepciones fue el caso de Alma Aguayo, fundamentalmente porque tenía muchos años en el ministerio y perdía muchos derechos dada su antigüedad, y dos más que no recuerda, y que son las únicas personas a las cuales se les pagó un complemento vía honorarios, lo que se hizo básicamente porque su  jornada era bastante más extensa que la que tenían en el ministerio; que a Cortés Castro lo conoció en febrero de 1996, recordando que le pidió un informe presupuestario de la unidad que asumió, informe que fue muy detallado y que explicaba muy bien los compromisos que se arrastraban del año anterior, así como los compromisos que debían ejecutarse; que Cortés siempre se caracterizó por ser altamente eficiente y aportaba soluciones a todos los problemas de tipo presupuestario; que el coordinador depositó la confianza profesional en su equipo y en el año 1998 se realizaron muchas gestiones para traer capital extranjero a  Chile, por lo tanto, su nivel de atención y disponibilidad de tiempo era más escaso, y sin duda alguna cuando alcanzó el nivel de ministro era imposible que ejecutara las funciones que se señalan, y, en términos profesionales, entiende que es de responsabilidad directa de quien cumple la tarea de inspector fiscal de los contratos, pero hay cosas que indudablemente escapan a él, como, por ejemplo, solicitudes de aporte privado a una cuenta paralela de la cual no puede estar al tanto el inspector fiscal,  menos aún el ministro; que los inspectores fiscales de la Coordinación General de Concesiones dependían  hasta 1998 de la Dirección General de Obras Públicas o bien de una dirección específica como Vialidad o Aeropuerto; que cuando dijo que Cruz Lorenzen lo instruyó para que ordenara los procedimientos y formas de pago, no puede decir con certeza la fecha, pero por eso le pidió a  Sergio Cortés la tarea que describió anteriormente.  En cuanto a la legalidad de los procedimientos, concesiones contaba con un equipo de abogados y además requería de los vistos buenos de la fiscalía del Ministerio de Obras Públicas y de la Dirección General de Obras Públicas; y que Cruz Lorenzen nunca le pidió que abultara un contrato ni tampoco lo hizo por motivación propia.
Díaz Silva fue citado, para mejor resolver, para que declarara en lo que concierne a la instrucción a que se refiere la defensa de Cruz Lorenzen, señalando, a fojas 18.907, que nunca recibió una instrucción respecto de una gestión o administración centralizada de los “valores pro forma” y de las “partidas gastos administrativos generales de contratos”, y sólo ejerció una administración respecto de aquellas establecidas en los contratos en los que fue inspector fiscal. Lo que sí hizo fue efectuar un registro individual y detallado de cada estado de pago, por cada uno de los proyectos que se efectuaban con cargo al presupuesto de la Coordinación General de Concesiones, registro con el que se pretendió identificar claramente el concepto por el cual se efectuaba un pago, es decir, verificar si la documentación presentada por el inspector fiscal que daba cuenta de la ejecución del contrato permitía el pago del mismo con cargo a los valores del contrato,  de igual modo se verificaba que los valores pro forma estuvieran en orden respecto del motivo central del contrato y lo establecido en él. Respecto de las partidas gastos administrativos generales de los contratos, y que no se trata de contratos de apoyo administrativo a la labor de la Coordinación General de Concesiones, señaló que debe ser utilizada por el consultor en la ejecución de su contrato, porque se trata de un costo asociado a ello y, por lo mismo, no procedía una administración o gestión centralizada por parte de la unidad cuya jefatura desempeñó. 

Agregó que no era posible  una gestión o administración centralizada de las partidas pro forma o partidas por gastos administrativos generales de los contratos, porque esa labor es de exclusiva responsabilidad del inspector fiscal del contrato. En su concepto se trata de un error conceptual o semántico respecto de lo que se entiende por administrar, ya que esto implica el poder tomar decisiones acerca del origen y destino final de los recursos, lo que nunca hizo mientras ejerció la jefatura respecto de los contratos adjudicados por la Dirección General de Obras Públicas a diversos consultores;

108° Que, en consecuencia, se debe concluir que las declaraciones prestadas por Díaz Silva no abonan la versión dada por la defensa de Cruz Lorenzen, en orden a que éste le dio la instrucción que se menciona en el escrito que se analiza, única que habría dado en el curso de los años 1996/1997.

Y es el tenor de las declaraciones de Cruz Lorenzen la que conduce a esta sentenciadora a no compartir lo que, sobre la conducta desplegada por aquél, señala su defensa, pues, como se consignó en el motivo signado con el número 60°, Cruz Lorenzen reconoció que cuando se desempeñó como Coordinador General de Concesiones dispuso personalmente de una nueva fuente o modalidad de recursos que se tradujo en la centralización de los fondos “pro forma” o de imprevistos contenidos en todos los contratos de consultoría; fuente o modalidad de recursos que señala que provocó una innovación en la actividad financiera del Ministerio de Obras Públicas, consistente en que se centralizaron los pagos de honorarios extraordinarios en una cuenta única administrada por Sergio Cortés Castro, Jefe de Finanzas de la Coordinación General de Concesiones hasta junio de 2000, y luego por quienes administraron el contrato GATE, y que se concentraron los recursos provenientes de las diversas fuentes privadas en el contrato GATE, sociedad que hizo las veces de caja de todos estos fondos, a través de diversas cuentas corrientes bancarias suyas y/o de personas relacionadas.

Como se señala en el fundamento signado con el número 62°, lo reconocido por Cruz Lorenzen, en lo relativo a las fuentes o modalidades de recursos que dispuso de manera personal y a la  operatoria que aquello  generó,  concuerda con la descubierta en la pesquisa judicial y que fue la que,  en definitiva, se utilizó en la Coordinación General de Concesiones para solventar los pagos que el tesoro público no estaba obligado a soportar. En efecto, los dineros que se obtuvieron por el procedimiento descrito en la presente sentencia, que son públicos y no privados como lo señala Cruz Lorenzen, porque no se trata de donaciones o aportes de dinero efectuados por los consultores, según se concluyó por esta sentenciadora, se depositaron en las cuentas corrientes bancarias de GATE S.A. y/o de personas relacionadas (Peña Véliz, Jara Núñez, General Carrasco), las que conformaron, en la practica, una caja paralela, siendo administrada por el personero que estaba a cargo de la Unidad de Supervisión y Desarrollo de la Coordinación General de Concesiones, que después mudó su denominación  a la de División de Operaciones, esto es, por Sergio Cortés Castro;

109° Que tampoco respalda lo afirmado por la defensa de Cruz Lorenzen, en orden a que consultó acerca de la legalidad de su proceder, lo declarado por Julio Friedmann Encina y por Eduardo Astorga Jorquera. Tampoco lo manifestado por Aliro Verdugo Lay. Para ello basta leer sus declaraciones, de las que se desprende que nunca les preguntó si era legal la instrucción que dio.

En efecto, Verdugo Lay al declarar en la etapa de sumario, no fue citado por la defensa de Cruz Lorenzen a declarar como testigo en la de plenario, señaló que los pagos que recibió de GATE S.A. y del Instituto de Economía los atribuye a la existencia de convenios celebrados con el Ministerio de Obras Públicas, aunque desconocía el vínculo jurídico que existía; que nunca supo quienes se pagaban a través de GATE S.A.; que por la fiscalía no pasaron los cuatro contratos de apoyo adjudicados a GATE S.A. y que nunca se le pidió el parecer sobre ellos; que Cruz Lorenzen nunca lo llamó para manifestarle dudas acerca del sistema de outsourcing de GATE S.A.; y que nunca habría avalado pagos irregulares o anticipos indebidos, de los que nunca tuvo conocimiento.

Astorga Jorquera, por su parte, señaló que ingresó a trabajar a la Coordinación General de Concesiones en 1996, Unidad de Concesiones Urbanas, desarrollando una serie de funciones dentro de las cuales destaca el desempeño de la jefatura de la Unidad de Medio Ambiente, el haber sido encargado de las comisiones conciliadoras, también el conflicto de peajes, el haber estado a cargo del by pass de Temuco, con la negociación con las comunidades mapuches, y además haber desempeñado la labor de jefe de gabinete de  Cruz Lorenzen, pasando al Ministerio de Obras Públicas en el año 2000 para instalar una nueva institucionalidad que se denominó Secretaria Ejecutiva del Medio Ambiente y Territorio; que la planta profesional de funcionarios de la Coordinación General de Concesiones era muy escasa,  no más de 80 personas; que fue contratado a honorarios por la Universidad de Chile, y GATE S.A. fue su sucesora para esos efectos, siendo su función prestar servicios para concesiones, pagar al personal de  coordinación; que así como sus servicios no fueron innecesarios, la función de GATE S.A. resultó fundamental para el desarrollo de las tareas, acordándose que abogados del Consejo de Defensa del Estado recibieran sueldo de esa sociedad, también funcionarios del ministerio que cumplían labores extraordinarias, como también un conjunto de otros profesionales que prestaba servicio a concesiones; que le consta que había un conjunto de profesionales pagados por GATE S.A. porque al vencer el contrato con la Universidad de Chile se la contrata para hacerse cargo de las mismas funciones y el criterio para contratarla fue de orden económico, salía más barato que la Universidad de Chile, cobraba menos comisión; que lo expuesto le consta porque fue jefe de gabinete de Carlos Cruz y podía observar lo que ocurría dentro de concesiones y estaba vinculado con gente de expropiaciones. También porque a instancias de Cruz Lorenzen consultaba con mucha frecuencia a Aliro Verdugo, fiscal del ministerio, y que en forma extraordinaria lo apoyaba en el tema de comisiones conciliadoras y era pagado por GATE S.A. Le consta también el caso de Yasmín Balboa, Secretaria Regional Ministerial de Obras Públicas de la 9º región, que lo apoyó significativamente en las negociaciones con las comunidades mapuches para el éxito del proyecto by pass de Temuco; que desconoce el nombre de todas las personas que se pagaron con GATE S.A., sólo conoce los casos de Verdugo, Balboa y  Traub, agregando que tiene que haber mucha gente que fue pagada por GATE S.A. porque la dotación de la coordinación no era suficiente; que desconoce el origen de los fondos con los que se les pagó a cada una de las personas que señaló que le constaba y que estaban en la situación descrita en la pregunta; que Cortes Castro era un ingeniero comercial que se fue validando y posicionando dentro de la coordinación en forma gradual, hasta adquirir una imagen de una persona extraordinariamente eficaz en su gestión, un profesional que era capaz de resolver problemas y de hacerse cargo de temas diversos, como problemas de plata, de recursos, de financiamiento, era muy proactivo para resolver dentro de concesiones; que cree que Cruz Lorenzen sólo estaba preocupado de los grandes problemas, de temas mayores como diseñar nuevos proyectos de concesiones, relacionarse con la Cámara Chilena de la Construcción, con otras autoridades; que los contratos de asesoría y de apoyo eran gestionados autónomamente por los inspectores fiscales, Cruz Lorenzen ni siquiera tenía atribuciones para firmar instrumentos públicos y estaba abocado a tema mas estructurales que consistía en la validación del modelo de concesiones en el país; que nunca vio a  Cruz Lorenzen resolviendo detalles de contratos y que Cortés Castro se preocupaba de gestar, otorgar y controlar el cumplimiento de los contratos de apoyo y asesoría que celebraba la Coordinación General de Concesiones y era el que se vinculaba con el inspector fiscal. Tenían sólo una dependencia funcional con Cruz Lorenzen y una dependencia administrativa con el Director General de Obras Públicas, que, en esa época, era Juan Lobos,  también con René Silva, porque Cruz le insistía mucho que la documentación tuviera la mosca de él porque era una suerte de contralor. Entiende que Silva era un funcionario del Ministerio de Obras Públicas asignado a concesiones; que Cruz Lorenzen se rodeó de asesores jurídicos dentro de los cuales hay que destacar a Juan Alberto Facuse, jefe jurídico de concesiones, y también estaba dotado de un conjunto de abogados especializados en materia administrativa, acordándose que se consultaba  a Aliro Verdugo con cierta frecuencia y se exigía el visto bueno de Rene Silva, previo al despacho de la documentación a la Dirección General de Obras Públicas para la firma de Juan Lobos; que no recuerda que Cruz Lorenzen haya consultado a los abogados que menciona acerca de la legalidad del contrato GATE, pero lo más probable es que sí, pero que sí recuerda que con Cruz y Cortés se discutió la procedencia de sustituir a la Universidad de Chile por Gate S.A.; que no sabe lo que es una partida pro forma de los contratos, pero sabe que los contratos pro forma son contratos a lo cuales se le asigna un monto fijo, monto que solo puede ser gastado para el fin señalado en el contrato; que  Cruz Lorenzen nunca le preguntó acerca de la legalidad de la instrucción que dio, en orden a que todas las partidas pro forma de los contratos fueran administrados  no por las consultoras sino que por un tercero; que Cruz Lorenzen no tenía facultades ni atribuciones para abultar contratos, fijar remuneraciones extraordinarias y establecer sus montos, por lo tanto, no tenía ninguna posibilidad de realizar dichas conductas, y que como la coordinación operaba como una empresa moderna ágil, dinámica, dichas decisiones quedaban radicabas en el coordinador de proyectos y de construcción, como también en los inspectores fiscales. La gente no iba a la oficina de Cruz Lorenzen a negociar sobresueldos, no puede atribuirle a nadie en particular las conductas descritas en la pregunta.  Los coordinadores a que se refiere eran Álvaro González y Pablo Anguita.

Friedmann Encina señaló que fue asesor de los ministros Lagos y Tohá y que al reintegrarse al ministerio, después de haber cursado estudios en el extranjero, fue asignado al grado 4 de la planta del Ministerio y recibió un honorario de GATE S.A.; que sus remuneraciones desde marzo de 1994 y hasta el año 1996 era equivalente al grado 6 de la Escala Única de Sueldos y, además, recibía una adicional que era pagada mediante cheque fiscal por la Subsecretaria de Obras Publicas, y mientras se desempeñó  como asesor del ministro Tohá era grado 4 más un honorario adicional pagado por GATE S.A.; que cuando se reintegró al ministerio percibió que el sistema de pago estaba instalado y entendió que la remuneración adicional estaba asociado al cargo y, por lo tanto,  no tuvo que realizar ninguna solicitud especial para obtener su pago; que nunca dio boletas por las sumas percibidas a su regreso del extranjero y que fueron pagadas por GATE S.A., pero sí por la sumas que percibió de la subsecretaria. Los jefes de asesores que estaban casi en la totalidad en su situación emitían boletas a la subsecretaria; que desempeñó numerosas tareas que estaban directamente relacionadas con el sistema de concesiones, entendiendo que eran varios los funcionarios del ministerio que estaban en su situación, la carga de trabajo que demandaba el nuevo sistema era bastante alta, considerando especialmente que se trataba de inversionistas privados hecho inédito en el desarrollo del ministerio, recibiendo numerosas veces potenciales inversionistas, no recuerda sus nombres, también empresas cuyos nombres no recuerda, recibió alcaldes, personas que acudían al ministerio con la preocupación que generaban las obras, y cada caso tenía que ser escuchado y tratado; que se relacionó con Cortés Castro en materia propias del quehacer del ministerio, recuerda que la más importante fue la discusión presupuestaria, especialmente la del año 2000, en el que Cortés prestó un apoyo fundamental, era jefe o gerente de la División de Administración y Finanzas de la coordinación; que desconoce si cumplía las labores que se le señalan, pero entiende que todo contrato, de la naturaleza que fuere e independiente de la unidad de la que emanaba, tenía que ser visado por la Dirección General de Obras Públicas; y que no se puede referir a la labor que desarrollo Cruz como ministro porque se desvinculó del ministerio le parece que en mayo del 2000; 


110° Que, además, en este capítulo se alude a las declaraciones dadas por Cortés Castro en el sumario administrativo incoado por la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas y posteriormente por la Contraloría General de la República, adjuntándose las piezas pertinentes del referido proceso sumarial. Sin embargo, el mérito que surge de dichas declaraciones no sirven para el propósito que persigue la defensa de Cruz Lorenzen, pues este juicio criminal se inició para investigar los hechos que se describen en el motivo signado con el número 22°, de los que aparece que, entre otras, se usaron las cuentas corrientes bancarias de GATE S.A. para los fines que se señalan, y no para pesquisar las irregularidades que se habrían verificado en la ejecución o cumplimiento de los contratos de apoyo administrativo para las funciones de la Coordinación General de Concesiones, celebrados entre la Dirección General de Obras Públicas y GATE S.A., contratos en los que efectivamente Cortés Castro se desempeñó como inspector fiscal y que, por lo tanto, conforme a las normas legales y reglamentarias que regulan la actividad de dicho personero, y a las que ya se hizo referencia en esta sentencia, lo hacía plenamente responsable de todas las actuaciones y decisiones que adoptaba en el marco de dichos contratos de apoyo administrativo. Así, por lo demás, lo reconoció Cortés Castro cuando fue interrogado por la defensa de Cruz Lorenzen en la etapa probatoria;

111° Que, por lo razonado precedentemente, sa moderna +agil, din extraordinarias y establecer sus montos,  declaraciones me habla,alidad de  esta sentenciadora sólo comparte las argumentaciones dadas en este capítulo en lo que concierne a la normativa a la que estaba sometida la Coordinación General de Concesiones. También lo referente a que como dicho organismo tenía una planta reducida debió recurrir al sistema implementado por la Ley N° 18.803, esto es, a la celebración de contratos de apoyo administrativo a las funciones del citado ente funcional, y a la contratación de profesionales por medio de la figura del agente público; lo que, como ya se señaló, no es materia de la pesquisa judicial;

112° Que la misma defensa, bajo el tercer capítulo,  se titula: “No se tipifica el delito de fraude al Fisco materia de las acusaciones, por ser procedentes y lícitos los pagos hechos con los recursos cuestionados”. La prueba rendida para acreditarla es aquella a que se hace alusión en los puntos signados con los números 3, 4, 5 y 10 del cuarto  otrosí del escrito que rola a fojas 18.172 y siguientes.             .

Sin embargo, la citada prueba, según se aprecia de su análisis, no sirve para el fin que se señala, acreditar la procedencia y licitud de los pagos realizados con los recursos que se obtuvieron a través de la implementación de la instrucción dada por Cruz Lorenzen a Cortés Castro, conforme se concluyó en los fundamentos signados con los números                            60°, 61°, 62° y 63°, que se reproducen.

En efecto, la sentencia de la Excma. Corte Suprema dictada en el recurso de amparo número de ingreso 1893-03 dice relación con una situación totalmente diversa, pues, como de ella se desprende, el Ministerio de Obras Públicas celebró un contrato con el Centro de Investigación Aplicada para el Desarrollo de la Empresa, C.I.A.D.E., para los fines indicados expresamente en los respectivos términos de referencia y bases administrativas, contrato que fue, además, aprobado por una resolución de la autoridad respectiva, y en el marco de ese contrato el referido centro celebró uno con Manuel Francisco Castañeda Paredes, Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas, para que realizara de manera remunerada las labores que se describen en la respectiva convención. Como el trabajo encomendado se cumplió a plena satisfacción del mandante, a Castañeda Paredes se le pagó el honorario acordado.
Un caso que sí es similar al presente es aquél que esta sentenciadora investigó en la causa número de rol 15.260 Letra C I; en el que la Excma. Corte Suprema rechazó el recurso de casación en el fondo deducido por la defensa de uno de los condenados, en contra de la sentencia de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago que confirmó la de primera instancia que condenó a Bartholin Zanetta, Gastillo Navasal, Sapag Chaín y Álvarez Trujillo, Director Nacional de Obras Hidráulicas, Jefe de Gabinete del Subsecretario de Obras Públicas, Director del Centro de Investigación Aplicada para el Desarrollo de la Empresa, C.I.A.D.E., y Director Económico y Administrativo de la Universidad de Chile, respectivamente, como autores del delito de fraude al Fisco de Chile, porque, en síntesis, con cargo al precio de determinados contratos se pagaron sumas de dinero a particulares y empleados públicos que no estaban consultados en aquellos.  

Otro también similar es aquél investigado en la causa número de rol 15.260 Letra R. En la citada causa se dictó sentencia condenatoria en contra de Matías de la Fuente Condemarín y Sergio Cortés Castro, Director Nacional de Planeamiento y Jefe de la División de Operaciones de la Coordinación General de Concesiones, respectivamente, como autores del delito de fraude al Fisco de Chile, también por pagar sumas de dinero a empleados públicos y particulares con cargo al precio de contratos que no los contemplaba. Dicha sentencia fue confirmada por la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, encontrándose pendiente en la Excma. Corte Suprema el conocimiento de los recursos de casación en el fondo deducido por la parte querellante y por uno de los condenados.  

La resolución de la Dirección de Vialidad N° 414, de 25 de julio de 2005, también dice relación con una situación totalmente diferente, pues se dictó en el sumario administrativo incoado para investigar presuntas irregularidades que se habrían verificado en la etapa de cumplimiento de los contratos de apoyo administrativo para las funciones de la Coordinación General de Concesiones, celebrados entre la Dirección General de Obras Públicas y GATE S.A. Y, como esta sentenciadora lo ha señalado de manera reiterada, el proceso criminal se inició para pesquisar los “abultamientos” de los precios de los contratos celebrados entre la Dirección General de Obras Públicas y diversas consultoras, el posterior depósito de las diferencias generadas por dicho procedimiento en las cuentas corrientes bancarias de GATE S.A., Peña Véliz, Jara Núñez y General Carrasco, y la solución de los “honorarios” de las personas que figuraban en las denominadas “listas adicionales”.

En lo referente a lo que se expresa en el oficio emanado de la Presidenta del Consejo de Defensa del Estado, se debe tener presente que a la fecha de su emisión, 22 de noviembre de 2000, la Dirección General de Obras Públicas había celebrado con Ábaco Ingenieros Consultores contratos con la finalidad de apoyar la labor de la Coordinación General de Concesiones en los procedimientos expropiatorios que se estaban llevando a cabo, y es precisamente en conformidad a dichos contratos que la señalada consultora satisfizo los honorarios  de abogados y procuradores de ese consejo, los que, por lo demás, estaban consultados en forma expresa. A esa misma data también estaba vigente el contrato de apoyo administrativo celebrado por la referida dirección con GATE S.A., que también autorizaba pagos de honorarios por labores de apoyo a las funciones de la Coordinación General de Concesiones.

En cuanto al mérito que emana de la prueba testimonial rendida en el proceso y a la significación que la defensa de Cruz Lorenzen pretende darle, se debe estar a lo razonado en los motivos signados con los números 10°, 11°, 12°, 14°, 16°, 17°, 18° y 19°, que se reproducen,  en los que se concluye que la única manera en que el Fisco de Chile puede ser obligado a soportar el pago de sumas de dinero es mediante el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias establecidas por el legislador con el fin de preservar el tesoro fiscal. Y si dichos receptores de dinero no fueron procesados, se debió única y exclusivamente al desconocimiento de la ilicitud de su origen, tal como se advierte de la lectura de sus declaraciones.

Por último, esta sentenciadora no entiende cómo puede plantearse de manera seria lo que se expresa en el penúltimo acápite del escrito que se analiza, en orden a que como el dinero es un bien fungible, cuando se ingresa a una misma “caja” se confunde con lo que allí había y con lo que habrá en el futuro, por lo que es imposible sostener, y menos acreditar, que unos pagos se hicieron con recursos lícitos y otros con fondos ilícitos, pues,  con dicho argumento, significa que para poder hacer efectiva la responsabilidad punitiva de una persona por delitos de defraudación debería tener siempre la calidad de indigente, único estado que impediría la confusión de patrimonios, el del delincuente y el de la víctima;

114° Que la señalada defensa, bajo el cuarto capítulo, se titula: “No se tipifica el delito de fraude al Fisco materia de las acusaciones, porque no ha habido perjuicio alguno para el Fisco causado por los hechos investigados en el proceso, sino evidentes y permanentes beneficios públicos”. La prueba rendida es aquella acompañada bajo el número 9 del cuarto otrosí del escrito que rola a fojas 18.172 y siguientes. En   este capítulo se cita la opinión de autores nacionales y extranjeros y jurisprudencia nacional sobre la materia, y también se acompaña un informe en derecho del profesor don Héctor Hernández Basualto.


La referida defensa debe ser desestimada por lo siguiente: porque este proceso no se inició para enjuiciar la labor que Cruz Lorenzen desempeñó como Coordinador General de Concesiones y como Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, sino para pesquisar hechos precisos y determinados que se calificaron como delitos de fraude al Fisco de Chile con el carácter de continuados por las razones consignadas en los motivos signados con los números 24°, 25°, 26°, 27° y 28°, que se dan por reproducidos; porque el Fisco de Chile sólo está obligado a pagar sumas de dineros a empleados públicos y particulares previo cumplimiento de la normativa establecida en la legislación para resguardar el patrimonio fiscal, tal como se señaló en los fundamentos signados con los números signados con los números 10°, 11°, 12°, 14°, 16°, 17°, 18° y 19°, que se reproducen; y porque la Coordinación General de Concesiones para cumplir sus objetivos tenía consultada en las leyes de presupuesto de la Nación de los años 1997 a 2002, en la partida 12 con el número 8 del capítulo 2,   los siguientes aportes fiscales: $ 45.928.914.000.-, $ 34.095.490.000.-, $ 52.670.723.000.-, $ 98.705.606.000.-, $ 79.343.610.000.-, y $ 49.818.635.000.-, contribuciones que, de acuerdo al mérito de los elementos de convicción citados en el fundamento signado con el número 2°, se acordaron, previa discusión y negociación, entre los personeros encargados para esos efectos en dicho ente funcional y los del Ministerio de Hacienda, y sancionados por el Congreso Nacional en cada una de las oportunidades en que se discutió la respectiva ley de presupuesto de la Nación;


115° Que la segunda defensa se titula: “Resulta improcedente acusar a Carlos Cruz Lorenzen por el delito de asociación ilícita”. Como fue rechazada la acusación formulada por la parte querellante por el ilícito señalado, según consta en el fundamento signado con el número 95°, la defensa de Cruz Lorenzen deberá estarse a los razonamientos en él contenidos; 


116° Que, la tercera defensa, se titula: “No está acreditada la participación que como autor- sea directo o mediato- de fraude al Fisco se atribuye a Carlos Cruz Lorenzen.” Bajo el número 6 del cuarto otrosí del escrito que rola a fojas 18.172 y siguientes, se acompaña una copia, obtenida de la página web del Poder Judicial, de una sentencia dictada por la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago.


La defensa de Cruz Lorenzen  para fundamentar la falta de participación en los hechos materia de la acusación alude al voto emitido por el Ministro de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, don Carlos Cerda Fernández, en la causa signada con el número de rol 15.260 Letra L IV, en concreto, para restar verosimilitud, credibilidad, a los dichos de Cortés Castro. Pero parece que olvida que la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago confirmó la sentencia de primera instancia dictada en dicha causa, por la que se condenó, entre otros, a Cruz Lorenzen como autor del delito de fraude al Fisco de Chile. La Excma. Corte Suprema, por su parte, rechazó el recurso de casación en el fondo deducido por su defensa. Ergo, se debe concluir que no sirve para el propósito que se persigue.


También se cuestiona la acusación relativa a los episodios de CCP Ingeniería Ltda. y de Diagnos Ltda. Sin embargo, respecto al primer suceso se debe tener presente que la acusación está referida a la entrega de sumas de dinero respaldada con boletas emitidas por GATE S.A. en noviembre de 1998, enero de 1999, enero y febrero de 2000, y a contratos celebrados en esas épocas entre esa sociedad y la Dirección General de Obras Públicas, atendido la operatoria que se generó entre la citada consultora y la Coordinación General de Concesiones.


En lo referente a Diagnos Ltda., no es efectivo que la única intervención de Cruz Lorenzen haya sido la suscripción del documento correspondiente para cumplir con las solemnidades, según se advierte de las declaraciones prestadas por Eduardo Ricardo Arriagada Moreno, Gonzalo Castillo Navasal y por Eduardo Bartholin Zanetta, Director General de Obras Públicas, Jefe de Gabinete del Subsecretario de Obras Públicas y Director Nacional de Obras Hidráulicas, respectivamente. 

En efecto, el primero, conforme consta a fojas 1.626 y siguientes, 4.446 y 4.599, señaló que el Ministro Cruz en marzo de 2001 le dijo que había que seguir pagando los honorarios adicionales de los directores y directivos porque se habían terminado las cuentas corrientes de GATE S.A., manifestándole que debía solicitar a Cortés Castro el monto de dinero que se requería para efectuar los pagos hasta enero de 2002, pasándole Jara Núñez, en efectivo, la suma de $ 150.000.000.- que mantuvo en su casa y que entregó paulatinamente a Carlos Uribe, Jefe de Gabinete, para que pagara en efectivo a las personas que figuraban en listas que el Ministro le dio en una oportunidad. Además, señaló que en el curso del mes de abril constató que el dinero recibido no incluía los pagos de febrero y marzo, planteándole el problema al Ministro, quien le manifestó que adoptara las medidas correspondientes. Recurrió a Castillo para que a su jefe, el Subsecretario de Obras Públicas, le solicitara que incluyera los pagos en el convenio que se suscribiría con el C.I.A.D.E.

El segundo, a fojas 4.134 y siguientes, señaló que Arriagada Moreno, en marzo o principio de abril de 2001, le manifestó que faltaban fondos para pagar los honorarios adicionales de dos meses de los directores y el suyo, señalando que el Ministro Cruz había dado instrucciones para solucionar el problema y que había que buscar una fórmula. Habló con Bartholín Zanetta y Ponce de León porque sabía que se estaba celebrando un contrato entre la Dirección de Obras Hidráulicas y la Universidad de Chile, planteándoles en reuniones separadas el requerimiento formulado por Arriagada Moreno. Bartholin Zanetta entendió el requerimiento y accedió a la petición sin tener claro qué procedimiento en particular se utilizaría.

El tercero, a fojas 4.442 y siguientes, señaló que Castillo Navasal, en abril de 2001, le transmitió un mensaje que provenía de Arriagada Moreno en el sentido que la dirección debía colaborar para pagar los honorarios adicionales de los directores por uno o dos meses. Por el sistema jerárquico del Ministerio de Obras Públicas entendió que era una instrucción de un superior transmitida por Castillo Navasal. La instrucción que Castillo le dio consistía en que para cumplir el cometido dado por Arriagada Moreno debía recurrir a la Universidad de Chile, porque su dirección tenía temas económicos que estudiar en relación a la cartera de proyectos de aguas lluvias. También entendió que en el precio del contrato se iban a incorporar los honorarios adicionales de los directores, sin saber el monto efectivo al que ascendían.

En consecuencia, como puede advertirse, la participación de Cruz Lorenzen no se limitó a lo que se afirma en el escrito que se analiza. Por lo tanto, sí hay diferencias entre la conducta que  el acusado desplegó como Ministro de Obras Públicas y la de sus antecesores directos, pues ni de las declaraciones prestadas por estos últimos, tampoco del mérito del proceso, se advierte que hayan tenido conocimiento de los procedimientos y prácticas implementadas al interior del Ministerio de Obras Públicas, en general, y en la Coordinación General de Concesiones, en particular, con la finalidad de pagar sumas de dinero que el erario público no estaba obligado a soportar. Lo anterior, fue lo que condujo a esta sentenciadora a no hacer efectiva la responsabilidad punitiva de aquellos. 

  En lo que concierne a las declaraciones prestadas por Cortes Castro en el sumario administrativo a que hace alusión la defensa, se debe estar a lo ya señalado, en orden a que ese sumario se inició para investigar irregularidades cometidas en el cumplimiento de los contratos de apoyo a las funciones de la Coordinación General de Concesiones, celebrado entre la Dirección General de Obras Públicas y GATE S.A., en los que Cortés Castro era el inspector fiscal, calidad que lo facultaba para obrar de la manera como lo relata.  

Por último, en lo referente a que no se encuentra acreditada la participación que se atribuye a Cruz Lorenzen,  su defensa debe estarse a lo que se consignó en los motivos signados con los números 60° a 63°, que se reproducen, en particular a lo señalado en el motivo signado en el número 60°, que no es el resultado de una interpretación antojadiza de esta sentenciadora de los dichos del acusado, sino una reproducción casi textual de su declaración contenida en el escrito que rola a fojas 1.702 y siguientes - líneas cuatro a dieciocho de la foja 1.704 vta., y líneas diecisiete a veintisiete de la foja 1.705 vta.- Dicho libelo fue suscrito por Cruz Lorenzen y su abogado, siendo ratificado su tenor, según consta a fojas 1.889;

117° Que esta sentenciadora también se pregunta ¿por qué Cruz Lorenzen dio la instrucción cuya implementación por Cortés Castro originó el procedimiento a que se hace alusión en esta sentencia?. 

Previo a dar una respuesta, resulta útil tener presente lo señalado por el Contralor General de la República, señor Osvaldo Iturriaga Ruiz, en su oficio signado con el número 015180, de 13 de mayo de 1996, dirigido al Ministro de Obras Públicas de la época, señor Ricardo Lagos Escobar, a propósito del sumario administrativo incoado por ese ente de control en contra de Carlos Cruz Lorenzen como Coordinador General de Concesiones con motivo del cumplimiento del contrato de apoyo administrativo a las funciones de la Coordinación General de Concesiones, celebrado entre la Dirección General de Obras Públicas y la Fundación para la Transferencia Tecnológica. También la respuesta dada por dicho Secretario de Estado.

El tenor del primer documento es el siguiente:


“…Dentro del  contexto que se analiza también resulta relevante la inconsistencia del fundamento de la resolución y de los términos de referencia que forman parte del convenio celebrado con la “Fundación para la Transferencia Tecnológica”, para la prestación de asesoría en el Área de Concesiones, toda vez que en esos instrumentos se deja constancia que la dotación de profesionales del Ministerio no está en condiciones de abordar el Programa de Concesiones, y sin embargo, dicha consultoría se desarrolla en gran parte con personal de esa misma Secretaría de Estado contratado a honorarios por esa entidad privada. En esas circunstancias resulta evidente que no es posible diferenciar la dualidad de funciones e intereses de este personal, ya que su compromiso con la contraparte privada se confunde con la función pública que deben ejercer en la misma área de concesiones, todo lo cual puede dar lugar a la incompatibilidad entre función pública y ejercicio de actividad privada que establece la normativa estatutaria vigente.


En lo relativo a los contratos a honorarios celebrados con personal directivo superior de esa Secretaría de Estado, cumple reiterar que ante la ausencia de antecedentes escritos no resultó posible establecer los  trabajos concretos a que diera lugar el cumplimiento de esos convenios.


Tal inconsistencia se reafirma a través de la propia explicación que se ha proporcionado al efecto, al indicarse que estas labores han consistido en proposiciones que han sido analizadas en reuniones periódicas en el Servicio, lo que evidentemente dificulta al examen de la acción de control que establece el respectivo reglamento regulatorio.


Finalmente, cabe consignar que no se ajusta a derecho la contratación de personal a honorarios, con cargo a ítem de inversión, para el cumplimiento de funciones rutinarias en las diversas reparticiones ministeriales, o bien para labores ajenas a la descripción de los respectivos proyectos, toda vez que no existe disposición alguna que permita tal modalidad.


Por lo anterior resulta necesario que la autoridad competente arbitre las medidas del caso, con el objeto de que el sistema de contratación vía honorarios, alcance un grado de compatibilidad acorde con el análisis jurídico que antecede, sin perjuicio de las medidas que pueda adoptar este Organismo en ejercicio de sus facultades legales.”


El contenido del segundo instrumento es el siguiente: 


“Mediante el oficio individualizado en los “Antecedentes” US. ha tenido a bien comunicar al infrascrito su resolución sobre las observaciones formuladas por este Ministerio al informe de fiscalización de los convenios a honorarios celebrados por esta Secretaría de Estado durante el primer semestre del año próximo pasado, en la Región Metropolitana, evacuado por funcionarios de la División VUOPT del Órgano de Control.


Sin perjuicio de que mediante Circular Reservada de 17 de Junio en curso, el suscrito impartió instrucciones sobre la debida observancia del informe en comento a los Sres. Jefes de los Servicios dependientes de esta Secretaría de Estado, en esta ocasión ha dispuesto constituir a nivel de los Directores de Servicios y con la asesoría de la Fiscalía del Ministerio, comisiones de estudio para mejorar los procedimientos administrativos que gobiernan la regulación de los convenios a honorarios.


Además de lo señalado el Ministro infrascrito cumple con informar a US. que a partir del ejercicio presupuestario del presente año los actos administrativos sobre contrataciones a honorarios ya se habían ajustado a las conclusiones que transcribe el oficio en referencia, en lo que concierne, entre otros aspectos, a la contratación de servicios con cargo a obras y a la exigencia de especificidad de las labores a cumplir por su intermedio, y en tal virtud fueron cursados por esa Entidad Contralora.


De igual modo y para atender los requerimientos de servicios calificados que se vinculan directamente a la ejecución de obras de infraestructura pública, este Ministerio ha puesto en aplicación el procedimiento previsto a la glosa 01 de la Partida 12 de la Ley de Presupuestos para el año en curso, medidas que por la vía de su toma de razón también han cumplido a plena satisfacción de esa Contraloría General con el correspondiente examen de control preventivo de legalidad”;

118° Que, analizando el tenor de dichos instrumentos y las normas legales y reglamentarias existentes sobre la materia, a las que se hizo mención en los motivos signados con los números 8°, 9°, 10°, 11°, 12°, 14°, 16°, 17°, 18° y 19°, se debe concluir que la única respuesta a la pregunta formulada es que como el ente de control había cuestionado el procedimiento implementado en la Coordinación General de Concesiones y, además, la normativa no autorizaba pagar sumas de dinero a las personas que estimara pertinente aquél que se sentía con autoridad para hacerlo, en montos fijados de manera arbitraria y sin previa verificación del cumplimiento cabal del cometido, ergo, una orden de pago dada en esas condiciones no podía ser satisfecha por el tesoro público, la instrucción dada por Cruz Lorenzen, implementada por Cortés Castro, era la única que permitía y permitió pagar sumas de dinero al margen de la legislación vigente.

En el contexto señalado, la respuesta dada por el Ministerio de Hacienda mediante oficio signado con el número 105, de 5 de febrero de 2010, agregado a fojas 18.771 y siguiente, no tiene la virtud de alterar las conclusiones a las que arribó esta sentenciadora. En efecto, de su tenor se aprecia, tal como se indica por la defensa de Cruz Lorenzen de manera textual en el escrito en el que se solicita dicho medio de prueba, que en la Coordinación General de Concesiones, entre los años 1998 y 2001, prácticamente no hubo problemas de recursos para ampliar las actividades de esa unidad funcional, sino únicamente de asignación de éstos. 

En consecuencia, la respuesta a la pregunta ¿por qué los personeros de la Coordinación General de Concesiones para obtener recursos no recurrieron al procedimiento de “reasignación” contemplado como vía legal?, es la siguiente: porque los recursos obtenidos por esa vía no se habrían podido disponer de la manera como se hizo con el conseguido por el procedimiento implementado por Cortés Castro, en otras palabras, porque el patrimonio fiscal reasignado no habría soportado el pago de sumas de dinero sin previo cumplimiento de la legislación vigente;    

119° Que la cuarta defensa se titula: “La conducta de Carlos Cruz Lorenzen está exenta de responsabilidad penal por concurrir a su respecto un error de prohibición invencible”. Bajo los números 1 y 8 del cuarto otrosí del escrito que rola a fojas 18.172 y siguientes, se acompaña un informe en derecho elaborado por don Héctor Hernández Basualto y el informe signado con el número 5951 de 21 de febrero de 2000. 

Tal como se señala en el escrito que se analiza, el error de prohibición se materializa en un sujeto que comete una conducta punible ignorando que se trata de algo jurídicamente prohibido, o que su infracción lo hace merecedor de sanciones penales, requiriendo para que elimine la culpabilidad que sea invencible. La “invencibilidad del error” es efectivamente una cuestión de hecho que debe dilucidarse de manera casuística.

En el contexto dado, es necesario analizar las declaraciones prestadas por Verdugo Lay, Astorga Jorquera y Silva Muñoz, grupo selecto de asesores, que, según lo expresa la defensa de Cruz Lorenzen, nunca objetaron ni observaron los procedimientos que ahora se estiman delictivos

Verdugo Lay al declarar en la etapa de sumario, no fue citado por la defensa de Cruz Lorenzen a exponer como testigo en la de plenario, afirmó que los pagos que recibió de GATE S.A. y del Instituto de Economía los atribuye a la existencia de convenios celebrados con el Ministerio de Obras Públicas, aunque desconocía el vínculo jurídico que existía; que nunca supo quienes se pagaban a través de GATE S.A.; que por la fiscalía no pasaron los cuatro contratos de apoyo adjudicados a GATE S.A. y que nunca se le pidió el parecer sobre ellos; que Cruz Lorenzen nunca lo llamó para manifestarle dudas acerca del sistema de outsourcing de GATE S.A.; y que nunca habría avalado pagos irregulares o anticipos indebidos, de los que nunca tuvo conocimiento.

Astorga Jorquera, por su parte, señaló, en lo que interesa, que fue contratado a honorarios por la Universidad de Chile y GATE S.A. fue su sucesora para esos efectos, asumiendo la labor de prestar servicios para concesiones; que la función que cumplió GATE S.A. resultó fundamental para el desarrollo de las tareas, acordándose que abogados del Consejo de Defensa del Estado recibieran sueldo de esa sociedad, también funcionarios del ministerio que cumplían labores extraordinarias y un conjunto de otros profesionales que prestaban servicio a concesiones; que desconoce el nombre de todas las personas que se pagaron con GATE S.A., sólo conoce los casos de Verdugo, Balboa y  Traub, pero que tiene que haber habido mucha gente que se pagó por GATE S.A. porque la dotación de la coordinación no era suficiente; que desconoce el origen de los fondos con los que se les pagó a cada una de las personas que señaló; que no recuerda que Cruz Lorenzen haya consultado a los abogados que mencionó acerca de la legalidad del contrato GATE, pero lo más probable es que sí, recordando que con Cruz y Cortés se discutió la procedencia de sustituir a la Universidad de Chile por Gate S.A.; que no sabe lo que es una partida pro forma de los contratos, pero sí que los contratos pro forma son aquellos a lo cuales se les asigna un monto fijo y que solo puede ser gastado para el fin señalado en el contrato; y que  Cruz Lorenzen nunca le preguntó acerca de la legalidad de la instrucción que dio, en orden a que todas las partidas pro forma de los contratos fueran administrados  no por las consultoras sino que por un tercero.

Silva Muñoz expresó que se desempeñó como asesor en la Coordinación General de Concesiones, de Sergio Cortés fundamentalmente, por su larga experiencia en el ministerio, pero nunca se le consultó si era posible que las partidas pro forma de un determinado contrato fueran administradas por la División de Operaciones que dirigía aquél. Tampoco si era posible que la referida división administrara las partidas de gastos administrativos de los contratos, menos si podían incorporarse al precio de una determinada consultoría gastos diferentes al contrato, como, por ejemplo, para solventar gastos generales administrativos de concesiones, honorarios adicionales y sobresueldos. De habérsele hecho las referidas consultas habría manifestado que ello no se podía hacer porque sería a lo menos irregular. Revisó muchos contratos  y los visó, pero esa actuación  se limitó al aspecto formal del documento, y si se hubiere incorporado al precio de un contrato gastos que no eran propios del mismo era imposible que lo advirtiera, por lo tanto, si los visó no significaba que estaba aprobando la forma irregular utilizada;
 120° Que, como puede advertirse, ninguno abona la versión de la defensa. No se debe olvidar que no es materia de este proceso penal lo relativo al cumplimiento de los contratos de apoyo administrativo a las funciones de la Coordinación General de Concesiones, celebrados entre la Dirección General de Obras Públicas y GATE S.A., contratos a los que se refiere Astorga Jorquera. Por la misma razón, tampoco sirve el documento que se acompaña bajo el número 8 del escrito que se analiza, porque la auditoría se refirió a los contratos celebrados entre la administración y los consultores, entre ellos, los convenidos con GATE S.A., y no a los procedimientos o mecanismos implementados al margen de la legislación vigente y desconocidos por las autoridades de la época;

121° Que, además, tampoco sirve para el propósito que persigue la defensa lo declarado por otros abogados que se desempeñaron en la Coordinación General de Concesiones. En efecto, Ibarra Coronado señaló que nunca se le solicitó asesoría legal en el tema GATE o acerca de procedimientos paralelos para recabar fondos para solventar gastos de concesiones. Cabello Sanhueza, por su parte, afirmó que nunca se le pidió asesoría jurídica en relación a métodos para pagar sobresueldos o acerca de alguna fórmula legal o jurídica para pagarlos, y que de habérsele consultado habría dicho que el único método es conforme al Estatuto Administrativo, esto es, mediante un contrato a honorarios por labores diferentes a las que correspondían al cargo y fuera del contrato de trabajo. 

De la declaración prestada por Navarro Muñoz se advierte que no tenía conocimiento de la adopción de procedimientos ilegales o irregulares;

122° Que, por último, se debe recordar que no es materia de cuestionamiento la celebración por parte de la Dirección General de Obras Públicas de contratos de apoyo administrativo a las funciones de la Coordinación General de Concesiones, necesarios para que dicho ente funcional pudiera cumplir los objetivos fijados por la autoridad central. Tampoco la forma como la sociedad contratada y el personal que se desempeñó bajo dicha modalidad cumplieron los trabajos asignados en los instrumentos respectivos, ni la manera como los inspectores fiscales designados desempeñaron su labor.

En lo que concierne a la situación particular de Cruz Lorenzen, parece que su defensa se olvida de la existencia del sumario administrativo incoado por la Contraloría General de la República, a propósito del contrato de apoyo administrativo celebrado entre la Dirección General de Obras Públicas y la Fundación para la Transferencia Tecnológica, guardado en custodia bajo el número 170, que dio origen a los documentos a que se hace alusión en el motivo signado con el número 117°; sumario en el que se le impuso la medida disciplinaria de multa de 5% de la remuneración de un mes.

Por las razones señaladas corresponde desestimar la defensa que se analiza, en  concreto, porque no se acreditó su presupuesto fáctico;

123°  Que la quinta defensa se rotula: “Adicionalmente, concurre una causal legal que legitima las conductas pretendidamente delictivas”. Bajo el número 2 del cuarto otrosí del escrito que rola a fojas 18.172 y siguientes, se acompaña un legajo con antecedentes de la tramitación de la Ley N° 19.863.

La referida defensa se funda en lo que dispone el inciso 2° del artículo 18 del Código Penal, que, a la letra, señala: “Si después de cometido el delito y antes de que se pronuncie sentencia de término, se promulgare otra ley que exima tal hecho de toda pena o le aplique una menos rigorosa, deberá arreglarse a ella su juzgamiento.”. Sin embargo, como la Ley N° 19.863, según se desprende de la lectura de sus artículos, no dispensó de penas los procedimientos delictivos utilizados para defraudar el patrimonio fiscal, tampoco se puede deducir lo anterior del análisis de los documentos que contiene la discusión parlamentaria, corresponde que sea rechazada.
Además, como el pago de la denominada “Asignación por funciones críticas” de que da cuenta el oficio del Ministerio de Obras Públicas, información recabada para mejor resolver, fue dispuesto precisamente por la Ley N° 19.863, no puede constituir fundamento para la alegación que se examina.

124° Que la sexta defensa se nomina: “Falta de convicción de haberse cometido el delito y/o de la participación en éste de Carlos Cruz Lorenzen”.

La referida defensa se desestimará atendido lo razonado a propósito del análisis de cada uno de los capítulos del escrito que rola a fojas 18.172, y lo consignado en los motivos signados con los números 8°, 14°, 19°, 22°, 23°, 24°, 25°, 26°, 27°, 28°,  60°, 61°, 62° y  63, que se reproducen; 

125° Que la séptima defensa se denomina: “Argumentaciones en torno a la prescripción de la acción penal”.

Esta sentenciadora para el análisis de esta defensa tendrá presente que, conforme lo dispone el artículo 94 del Código Penal, la acción penal respecto de los simples delitos prescribe en cinco años, y que, atento a lo señalado en los artículos 95 y 96 de dicho cuerpo legal, el término de la prescripción empieza a correr desde el día en que se hubiere cometido el delito, término que se interrumpe, perdiéndose el tiempo transcurrido, siempre que el delincuente comete nuevamente crimen o simple delito, y se suspende desde que el procedimiento se dirige contra el delincuente.

También tendrá en consideración lo resuelto por la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago en la causa signada con el número de rol 15.260 Letra R, que se tramitó por cuerda separada conforme lo dispone el artículo 160 del Código Orgánico de Tribunales, por estimar que corresponde que todos los acusados queden sometidos al mismo tratamiento, evitando, de esa manera, que se generen diferencias injustas.

Conforme lo decidido por dicho tribunal de alzada, al conocer el recurso de apelación deducido por Riff Rojas en contra de la resolución que no hizo lugar a declarar prescrita la acción penal dirigida en su contra, para hacer efectiva la responsabilidad penal como autora del delito de fraude al Fisco de Chile, la única actividad que produce el efecto de suspender el plazo de prescripción tiene lugar cuando se dirige la investigación en contra de una persona al llamársele a prestar declaración, por la fecha que se cita en esa resolución, ello sólo ocurriría cuando la persona presta declaración indagatoria ante el tribunal;

126° Que, según se expone en el fundamento signado con el número 22°, los delitos de fraude al Fisco de Chile por los que debe responder Cruz Lorenzen se cometieron en los meses de junio y noviembre de 1998, enero, abril, junio, julio y noviembre de 1999, enero, febrero, marzo, abril y diciembre de 2000 y en abril de 2001; sin perjuicio de que, además, cometió otro delito en el mes de diciembre de 1999 por el fue condenado por sentencia ejecutoriada, según se aprecia del examen de la causa signada con el número de rol 15.260 Letra L IV;

 127º Que, en consecuencia, como entre el mes de abril de 2001 y el 7 de enero de 2003, data en que Cruz Lorenzen prestó la primera declaración en calidad de inculpado, conforme consta a fojas 567, no transcurrió el término de cinco años necesarios para declarar la prescripción de la acción destinada a hacer efectiva su responsabilidad punitiva por el delito de fraude al Fisco de Chile, tampoco respecto del delito que sugiere su defensa, dar destino diferente a caudales públicos, corresponde desechar la defensa que se examina;


128° Que la octava defensa se denomina: “En el evento conjetural que US. Iltma. rechace todo lo anterior deberá considerar la conducta de Carlos Cruz Lorenzen como constitutiva del delito de aplicación pública diferente de fondos públicos, sancionado en el artículo 236 del Código Penal, beneficiándole las circunstancias de responsabilidad penal que se invocan”.


El artículo 236 del Código Penal, a la letra, señala: “El empleado público que arbitrariamente diere a los caudales o efectos que administra una aplicación pública diferente de aquella a que estuvieren destinados, será castigado con la pena de suspensión del empleo en su grado medio, si de ello resultare daño o entorpecimiento para el servicio u objeto en que debían emplearse, y con la misma en su grado mínimo, si no resultare daño o entorpecimiento”.

 En consecuencia, para que se configure es menester que los fondos se empleen en beneficio fiscal, aunque distinto al establecido; y que los fondos sean  administrados por el funcionario, esto es, debe tratarse de uno que, en principio, por la naturaleza de sus funciones esté autorizado para efectuar pagos o realizar inversiones.


Sin embargo, como en el caso de autos, los fondos no se emplearon en beneficio fiscal, pues, como se señaló en los motivos signados con los números 9°, 10°, 11°, 12°, 14°, 15°, 16°, 17°, 18° y 19°, el tesoro público no estaba obligado a soportar el pago de sumas de dinero por concepto de “honorarios adicionales” o “sobresueldos”, menos para fines desconocidos, y, además, el acusado no estaba autorizado para efectuar pagos ni siquiera para disponerlos, tal como lo ha reconocido y se desprende del tenor de los instrumentos en virtud de los cuales se desempeñó en el Ministerio de Obras Públicas, corresponde que la defensa que se analiza sea desestimada;


129° Que, además, en el referido capítulo se solicita que se consideren como continuados los delitos de fraude al Fisco de Chile que se imputan a su defendido, y que  se le reconozca la atenuante de responsabilidad penal establecida en el artículo 11 número 6 del Código Penal, esto es, la de su irreprochable conducta anterior; peticiones que se acogerán, atendido lo razonado en los motivos signados con los números 28° y 99°, que se reproducen.


También se pide que se aplique la institución de la media prescripción que regula el artículo 103 del Código Penal, que, al efecto, señala: “Si el responsable se presentare o fuere habido antes de completar el tiempo de la prescripción de la acción penal o de la pena, pero habiendo ya transcurrido la mitad del que se exige, en sus respectivos casos, para tales prescripciones, deberá el tribunal considerar el hecho como revestido de dos o más circunstancias atenuantes muy calificadas y de ninguna agravante y aplicar las reglas de los artículos 65, 66, 67 y 68 sea en la imposición de la pena, sea para disminuir la ya impuesta.”.

Pero, como entre las fechas consignadas en el motivo signado con el número 127°, abril de 2001 y 7 de enero de 2003, no transcurrió la  mitad del tiempo necesario para declarar la prescripción de la acción penal, destinada a hacer efectiva la responsabilidad punitiva de Cruz Lorenzen como autor de los delitos de fraude al Fisco de Chile, que, en calidad de continuados, se le imputan, corresponde que sea desestimada.

En lo que concierne al beneficio de la remisión condicional de la pena y a las condiciones bajo las cuales se concederá, la defensa de Cruz Lorenzen deberá estarse a lo que se decida en la parte resolutiva de esta sentencia;

130° Que, por último, teniendo en consideración los hechos que se estimaron acreditados en el motivo signado con el números 23°; las declaraciones prestadas por Cruz Lorenzen, y por Cortés Castro, también por Arriagada Moreno y por Badilla Olbahum, Director General de Obras Públicas y Coordinador General de Concesiones, respectivamente, en lo relativo a la dotación de dicho ente funcional en el curso de los años 1999, 2000 y 2001; y lo manifestado por Vial Ruiz Tagle, Director de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de lo que se puede concluir que el personal de la Coordinación General de Concesiones dependía de la cantidad, calidad y estado de ejecución de los proyectos de concesión del año respectivo, y que, como ya se ha señalado, no es materia de enjuiciamiento la celebración de contratos de apoyo administrativo que la Dirección General de Obras Públicas celebró con diversas sociedades o instituciones, tampoco la forma como se cumplieron, no tiene incidencia en esta causa la información relativa al eventual aumento de la partida de remuneraciones del citado ente funcional en los años presupuestarios 2002, 2003 y 2004; información solicitada por la defensa de Cruz Lorenzen bajo la letra b. del número 1) del tercer otrosí del escrito que rola a fojas 18.172 y siguientes, proporcionada por el Ministerio de Hacienda por oficio signado con el número 105, de 5 de febrero de 2010, agregado a fojas 18.771 y siguiente; 

131° Que la defensa de Sergio Alberto Cortés Castro, a fojas 17.954 y siguientes, contestando la acusación de oficio y las particulares solicitó su absolución, en los siguientes términos:  

En primer lugar, alude a los hechos sobre los cuales se apoya la acusación de oficio y las particulares, efectuando un resumen de los mismos, agregando que la conducta que se describe se calificó como fraudulenta y que causa perjuicio al interés fiscal, elementos del delito de fraude que, en su concepto, no están presente ni podrán estarlo. Tampoco los de la asociación ilícita. 

Señala que la defraudación supone enriquecimiento ilícito, y el diccionario de la Real Academia de la Lengua Española define dicha palabra como “privar a alguien, con abuso de su confianza o con infidelidad a las obligaciones propias, de lo que le toca de derecho”, y, en el caso de autos, las operaciones en las que intervinieron los procesados  no ocasionaron perjuicio al Fisco, y los presuntos autores tampoco se beneficiaron ni consintieron en que un tercero se beneficiara, ergo, faltan los elementos esenciales para determinar la existencia tipo penal.

Afirma que el proceso no establece la existencia de perjuicios, sea por abuso de confianza o con infidelidad a las obligaciones asumidas por empleados públicos, por lo tanto, no existe el delito de fraude fiscal tipificado en el artículo 239 del Código Penal.

Agrega que, de los antecedentes reunidos en los autos, aparece que el sistema operaba desde antes que su defendido desempeñara el cargo que lo hizo autor ideológico del ardid, el que, en todo caso, no existe, porque los contratos y convenios no fueron preparados ni redactados por abogados ni por el área jurídica sino por ingenieros.  A vía de ejemplo, cita el convenio celebrado con la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de Chile en el que participó Sergio Hinojosa y Ramón Silva, en el que no existe abultamiento de contrato pues se elaboró un contrato ad referéndum siguiendo los términos de referencia y el requerimiento de la consultoría, contemplando el componente técnico, que corresponde al estudio propiamente tal, y el componente administrativo que son los gastos asociados al estudio y al sistema de concesiones para obtener el fin.

De esta suerte, se está en presencia de actos administrativos que contrarían las normas fundamentales de la Administración del Estado y que la Contraloría General de la República, por su ley orgánica, tiene la obligación de fiscalizar e impedirlos, anormalidades que son producto de una administración anacrónica y obsoleta.

Agrega que si se observa la estructura y el organigrama del Ministerio de Obras Públicas es muy difícil imaginar que ante tantos temas tan disímiles, con diferentes procedimientos, Cortés Castro se hubiera podido negar a una petición, no perentoria, que, en todo caso, cumplió para colaborar y creyendo en la buena fe de sus superiores jerárquicos. Cortés Castró autorizó  facturas respecto de un contrato legalmente celebrado, con antecedentes serios de que la empresa adjudicataria ya había efectuado otros y los había cumplido.  De suerte que cuando recibe la petición, orden o insinuación, inequívocamente está pensando que el propósito de mejorar la infraestructura requerida, como está demostrado en el proceso, daba legitimidad a una voluntad no dolosa,  y por eso da curso a la factura que a la postre habría perjudicado al Fisco. Estaba tomada la decisión de pagar a la empresa privada que se había adjudicado el contrato.  No existía posibilidad de eludir la responsabilidad convenida.  De suerte que los pagos de las facturas, en el hacer conductual de Cortés Castro, está revestido de buena fe, y a lo más se estaría en presencia de una negligencia funcionaria, por lo tanto, la actividad que desarrolla es lícita y está expresamente autorizada por la reglamentación del Ministerio.
La jurisprudencia es uniforme en sostener que para que un delito se perfeccione se requiere, del punto de vista del autor, que su conducta sea contraria a derecho.  Cortés Castro pensaba que estaba actuando conforme a derecho y no tenia el necesario conocimiento del injusto penal.  Tanto es así que respecto de numerosos contratos anteriores jamás nadie discutió si eran o no lícitos, y mucho menos se pensó en una investigación penal. 

Se cita la norma del artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, para afirmar que Cortés Castro debe ser absuelto, porque su interpretación conduce a que para condenar o absolver se requiere de la convicción íntima del juzgador, siendo forzoso para condenar que esa convicción se apoye en los medios de prueba legal, y es el valor de cada uno de ellos el que autorizará a dar por probados los hechos en que se basa la condena, solicitando que se le absuelva frente a una prueba legal que no forma la convicción de su participación.
En todo caso, la defensa de Cortés Castro estima que, partiendo de la hipótesis de que realmente está acreditado el tipo penal o el hecho investigado, la participación no está legalmente probada, aludiendo, para esos efectos, a la indagatoria prestada y a lo que disponen los artículos 110, 111 y 481 del Código de Procedimiento Penal.
Añade que “…El procesado Sergio Cortes Castro ha prestado declaración en numerosas oportunidades en el juicio, y en todas ellas ha estaba conteste que sabe perfectamente lo que hace, pero supone erróneamente que estaría permitido, o no conoce bien que el resultado de su acción puede llegar a tipificar un delito, la interpreta mal o supuso en atención a que este hecho se repetía en forma múltiple en diferentes instituciones como en la Universidad, Departamento de Economía donde Decanos de Facultades recibían dineros de los contratos mencionados y descritos en el proceso suponía erróneamente que concurría una causal de justificación.  En ese aspecto de un punto de vista administrativo realizaba un acto prohibido creyendo que estaba actuando conforme a derecho en atención a las necesidades que requería el Ministerio para desarrollar sus proyectos y las  concesiones que por primera vez entraban a formar parte de la economía nacional. Es decir, estamos en presencia del error sobre antijuricidad del hecho con pleno conocimiento de la realización del mismo, pero con la conciencia que su actuación se realizaba conforme a derecho.  Esto es, nuestro representado sabe lo que hace, pero supone erróneamente, que estaba permitido porque en atención a que sin que exista reproche alguno se estaba llevando a cabo desde largo tiempo anterior a que él ocupara la función por la cual se le sometió a proceso.  Esto es, el presunto ardid a que hace referencia el auto de procesamiento y la descripción del Tipo Penal no es producto de su conducta, ni de su iniciativa, sino corresponde a una habitualidad anterior en el manejo obsoleto administrativo del Ministerio de Obras Publicas. Hay que hacer presente un hecho de la mayor significación, todos los contratos deben ser fiscalizados cuando se refieren a materias económicas de esta trascendencia por la Contraloría General de la República y su fiscalización por la Ley Orgánica de la misma, tiene su competencia en este imperativo del  Órgano Contralor.  Entonces tenemos que llegar a la conclusión que Sergio Cortés que no usufructuo de dinero alguno respecto de la materia investigada, y que los dineros fiscales se cancelaron y  benefician en sobresueldos a los propios funcionarios del Ministerio de Obras Públicas. No puede considerarse dicha conducta culpable para sancionar al acusado…” (sic).

En cuanto a los delitos por los que acusa el acusador particular y el Consejo de Defensa del Estado, señala que se extienden a aspectos que pretenden calificar en forma extensiva al delito de asociación ilícita inexistente, y no investigado. Afirma  no ha existido una pretendida asociación ilícita como tan ligeramente  lo sostiene la acusación del querellante, por lo que debe desestimarse de plano

Por último, la defensa de Cortés Castro, en el evento que se desestime la petición de absolución, invocó las circunstancias atenuantes de responsabilidad criminal consagradas en los numerales 6  y 8 del artículo 11 del Código Penal, solicitando que se rebaje la pena en dos grados y se conceda el beneficio de la remisión condicional de la pena;

132° Que, de la atenta lectura del escrito que se analiza, se advierte que las alegaciones están destinadas a cuestionar la existencia del ilícito de fraude al ente fiscal  y del de asociación ilícita materia de las acusaciones formuladas, y la participación que se le atribuye a Cortés Castro. Además, se invocan causales de justificación de la conducta desplegada por el acusado y, en subsidio, dos atenuantes de responsabilidad penal.

En forma previa a su examen, se debe tener presente, tal como se ha señalado de manera reiterada, que este proceso penal se inició para investigar los ilícitos penales que se configuraron con motivo del procedimiento que se originó con la implementación de la instrucción que Cruz Lorenzen dio a Cortes Castro, que, en concreto, se tradujo en el “abultamiento” del precio de los contratos que la Dirección General de Obras Públicas celebró con las consultoras que se mencionan en el fundamento signado con el número 22°, y de la manera como se describe en dicho motivo;

133° Que la primera defensa relativa a la inexistencia del delito de fraude al Fisco de Chile será rechazada, atento lo señalado en los motivos signados con los números 3°, 4°, 5°,6°, 7°, 8°, 9°, 10°, 11°, 12°, 13°, 14°, 15°, 16°, 17°, 18°, 19°, 20°, 21°, 24°, 25°, 26°, 27° y 114°, que se reproducen, en los que se analizan las normas legales y reglamentarias que regulan el quehacer del Ministerio de Obras Públicas, de sus direcciones y de la Coordinación General de Concesiones, como también el de los personeros a cargo; la legislación aplicable a las consultorías y convenios de honorarios con particulares, como aquella que reglamenta las remuneraciones del sector público y la prestación de servicios de los empleados públicos sobre la base de honorarios; y, además, se expresan las razones por las que los hechos que se señalan en el motivo signado con el número 22° se califican como fraude al Fisco de Chile.

El informe pericial evacuado por el perito Miguel Morales Méndez, agregado a fojas 2.721 y siguientes, no sólo no altera las conclusiones arribadas por esta sentenciadora sino que las reafirma, en la medida que alude precisamente a la operatoria a que se hace alusión en el fundamento signado con el número 22°. 

Sin embargo, será acogida en lo que atañe al delito de asociación ilícita, atendido lo razonado en el motivo signado con el número 95°, que se reproduce;

134° Que también será desestimada la segunda defensa dirigida a descartar la participación de Cortés Castro en el fraude fiscal pesquisado, atendido lo expresado en los fundamentos signados con los números 65° y 66°, que se transcriben, en concreto, porque confesó su participación en los hechos materia de la investigación; revelación que sí reúne los requisitos establecidos en el artículo 481 del Código de Procedimiento Penal, según se advierte de la lectura de las prestadas en la causa y que están reproducidas en el fundamento signado con el número 30°;

135° Que, además, la defensa de Cortés Castro invoca la obediencia debida y el error como causales de inculpabilidad. 

Sin embargo, como respecto de la primera no hace ningún análisis teórico, tampoco cita piezas del proceso o proporciona medios de prueba destinados a acreditar sus presupuestos fácticos, y, en realidad, sólo se limita a afirmar que, por la estructura y organigrama del Ministerio de Obras Públicas, es muy difícil imaginar que Cortes Castro se hubiera podido negar a cumplir una petición, la que, en todo caso, califica como no perentoria, y considerando, además, que en nuestra legislación el sistema aplicable es el de la “obediencia reflexiva”, conforme al cual el subordinado puede ( y a veces, debe) examinar la licitud de la orden; si la considera ilícita, debe representarlo al superior, pero si éste insiste está obligado a obedecer, corresponde que sea rechazada;

136° Que, en lo tocante a la otra causal, se debe tener presente lo expuesto en el acápite segundo del fundamento signado con el número 119°, y que resulta indispensable que se rinda prueba destinada a demostrar la “invencibilidad del error”.

La defensa de Cortés Castro, para los efectos de acreditar que su defendido creía estar realizando conductas lícitas y administrativamente aceptables, solicitó que se despachara un oficio a la Contraloría General de la República a fin de que informara si los contratos, en la época de la comisión de los posible ilícitos, fueron fiscalizados para resguardar los derechos del Fisco de Chile, y si, a su vez, hubo algún reproche del órgano contralor en relación a los mismos;

137° Que el referido informe fue evacuado mediante oficio del Contralor General de la República, señor Ramiro Mendoza Zúñiga, signado con el número 7783 de 10 de febrero de 2010, y agregado a fojas 18.783 y siguientes, sin que el solicitante formulara alguna objeción o petición en orden a que se despachara uno nuevo, cuando se agregó al proceso o se notificó por el estado diario la resolución que ordenó su incorporación, la que se practicó a fojas 19.113.

 De la lectura del citado informe se advierte que se hace alusión a diferentes contratos de asesoría a la inspección fiscal en la gestión de contratos de concesiones urbanas e interurbanas de la Coordinación de Administración de Contratos de Concesión, agregándose que dicho ente de control, en ejercicio de las atribuciones consagradas en el artículo 98 de la Carta Fundamental, fiscalizó que los instrumentos que los contienen se ajustaran al marco jurídico aplicable, formulando los alcances y devoluciones correspondientes. Se adjuntó fotocopia de los actos administrativos dictados entre los años 2002 y 2007, y de los oficios devolutorios y de alcance;

138° Que, en consecuencia, como el referido informe se refiere al período 2002-2007, no sirve para el propósito que pretende la defensa de Cortés Castro. Sin perjuicio de lo anterior, se debe tener presente que una prueba como la solicitada no consigue acreditar el punto de interés, porque la mera lectura y análisis de los convenios de asesoría y documentos anexos  por parte del fiscalizador respectivo del ente de control, incluso por parte de esta sentenciadora, no permite advertir la existencia de acuerdos entre los inspectores fiscales y los consultores de la naturaleza de los pesquisados, que, obviamente, sólo estaban en conocimiento del inspector fiscal del contrato y del consultor contratado,  también de Cruz Lorenzen y de Cortés Castro; porque no todos los convenios que celebra la Administración del Estado están sometidos al trámite de toma de razón, sólo aquellos que superan el monto de $ 50.000.000.-; y porque la circunstancia que un contrato se haya sometido al referido tramite preventivo de legalidad no obsta para que, durante su cumplimiento o ejecución, se lleven a cabo conductas que perjudiquen el interés fiscal; 

139° Que, en cambio, sí existen elementos de convicción que conducen a una conclusión diferente a la sustentada por la defensa de Cortés Castro.  Y es el mérito que surge del sumario administrativo incoado en contra de Cruz Lorenzen, a propósito de la forma en que se estaba cumpliendo el contrato de apoyo administrativo para las funciones de la Coordinación General de Concesiones, celebrado entre la Dirección General de Obras Públicas y la Fundación para la Transferencia Tecnológica, el que permite arribar a ella.

En efecto, según se expresa en los vistos de la resolución que ordenó instruir el sumario administrativo, el motivo que lo originó fue la constatación por parte del ente de control de lo siguiente: “ Los hechos anormales verificados por este Organismo Contralor en el Área de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, algunos de cuyos funcionarios ejecutan, además, trabajos particulares y reciben honorarios de parte de la Fundación para la Transferencia Tecnológica, en el marco de un convenio de asesoría de carácter oneroso en materia de concesiones, suscrito entre el Ministerio y esa entidad privada y que se desarrolla precisamente en la misma área ministerial en la que ellos cumplen su función pública remunerada con cargo a recursos fiscales”. Lo que significa que no es efectivo que la Contraloría General de la República haya aprobado el actuar de determinados personeros de la Coordinación General de Concesiones, en la materia que interesa, sino que, por el contrario, lo cuestionó y ordenó una investigación que culminó con una sanción que fue impuesta a Cruz Lorenzen, exigiendo, además, que se adoptaran las medidas competentes con el objeto que el sistema de contratación  vía honorarios alcanzara un grado de compatibilidad acorde con el análisis jurídico efectuado, según se advierte en el oficio del Contralor General de la República de la época que se transcribe en el fundamento signado con el número 117°. Dicho informe originó una respuesta del Ministro de Obras Públicas de la época, también reproducido en el citado motivo, en el que hace presente, en lo que interesa, que impartió instrucciones sobre su debida observancia a los jefes de los Servicios dependientes de esa Secretaría de Estado;

140° Que, en consecuencia, la única actuación conforme a derecho que podía esperarse de los personeros competentes de la Coordinación General de Concesiones, ante las observaciones formuladas y comunicadas, era una que debía traducirse necesariamente en un acatamiento tanto de lo manifestado por la Contraloría General de la República como de las instrucciones que impartió el Ministro de Obras Públicas. Entonces, cómo la defensa de Cortés Castro puede sostener que aquél pensaba que estaba actuando conforme a derecho cuando implementó la instrucción que dio Cruz Lorenzen y que, en definitiva, se tradujo en el “abultamiento” del precio de determinados contratos y en el cumplimiento de instrucciones de pago que recibió de diferentes personeros, que, por lo clandestino y secreto, quedó al margen de todo sistema de control por parte de la Contraloría General de la República;  instrucción que, por lo señalado precedentemente, se dio precisamente porque los contratos de apoyo administrativo a la funciones del citado ente funcional no podían seguir utilizándose para los fines en que se estaban empleando;

141° Que, en esas condiciones, corresponde rechazar la defensa que se analiza, precisamente porque no se probó el presupuesto fáctico establecido por la doctrina y la jurisprudencia. También aquella que se esboza sobre lo que dispone el artículo 456 del Código de Procedimiento Penal, atendido lo razonado precedentemente y a lo señalado en los motivos signados con los números 3°, 4°, 5°,6°, 7°, 8°, 9°, 10°, 11°, 12°, 13°, 14°, 15°, 16°, 17°, 18°, 19°, 20°, 21°, 24°, 25°, 26°, 27°, 64°, 65° y 114°, que se reproducen; 

142° Que, respecto de las circunstancias atenuantes de responsabilidad criminal invocadas, la defensa de Cortés Castro deberá estarse a lo consignado en el motivo signado con el número 99°, que se reproduce, desestimándose la establecida en el artículo 11 número 8 del Código Penal porque este proceso se inició por la denuncia formulada por Sara Oliva Martínez. 

En lo que concierne al beneficio solicitado deberá estarse a lo que se decidirá en la parte resolutiva, acorde a lo decidido en el fundamento signado con el número 103°;


143° Que la defensa de Roberto Salinas Briones, a fojas 18.122 y siguientes, contestando la acusación de oficio y las particulares, solicitó su absolución, en los términos que se indican:


En primer lugar, alude a la descripción de los hechos efectuada en la acusación de oficio y a su calificación jurídica de fraude al Fisco de Chile, delito previsto y sancionado en el artículo 239 del Código Penal, y de estafa al mismo ente fiscal, delito previsto en el artículo 468 y sancionado en el artículo 467, ambos del cuerpo legal citado, tratándose del suceso relacionado con CCP Ingeniería Ltda.


En segundo lugar, señala que debe tenerse en consideración dos aspectos fundamentales para entender la participación de su defendido en los ilícitos que se le atribuyen. Uno de carácter fáctico y otro que tiene que ver con mecanismos jurídicos que intervienen en la gestación y definición de contenidos en los contratos en los que le cupo algún grado de gestión.

En lo que concierne al primer aspecto, expresa que Salinas Briones no ocupaba en la Coordinación General de Concesiones posiciones en la cúpula y de mando superior, donde se radican las decisiones de políticas y objetivos generales a seguir como los caminos diseñados al efecto, sino que era un mando medio bajo de uno de los equipos de la unidad de proyecto, de lo que se  desprende que no tenía un control o dominio completo de todas las fases de implementación y ejecución de los contratos, los que, para su perfeccionamiento, pasaban por el control de otros departamentos. Salinas Briones comenzó a trabajar como ayudante durante los años 1995 a 1998, para después pasar, dentro de la misma unidad, a desempeñarse como jefe de proyecto entre 1999 y 2000.
 En lo referente al segundo aspecto, señala que es necesario hacer mención a una institución jurídica administrativa que se domina “valor proforma”, que es utilizada con frecuencia en la celebración de contratos y  por montos que no pueden ser determinados a priori. Conforme al antiguo Reglamento para Contratos de Obras Públicas, Decreto MOP N° 15 de 17 de enero de 1992PRIVATE 
 , Titulo I artículo 4 N° 37, el “valor pro forma” son “partidas que se señalan en el presupuesto oficial y que el proponente debe reproducir en su propuesta a titulo meramente informativo, porque los montos reales no se conocen con anterioridad a la licitación, teniendo éste derecho a que el Ministerio le reembolse las cantidades efectivas que acredite haber pagado por su ejecución, más el porcentaje que fijen las bases administrativas”.

 
Este concepto fue incorporado y precisado en el nuevo Reglamento para Contratos de Obras Públicas, Decreto MOP Nº 75 de 2 de febrero de 2004, actualmente vigente, bajo los siguientes términos en su artículo  4°: “40) Valor Pro forma: Rubros que resultan esenciales para el correcto y oportuno desarrollo de los trabajos encomendados, por lo que debe tratarse de labores que sean el necesario complemento de dichos trabajos, que no estén suficientemente definidas para permitir al Contratista valorarlas, en términos que su realización aparezca indispensable para la completa conclusión y posterior utilización de la obra y que deben ser autorizados al menos por el inspector fiscal y el Director correspondiente. Estas partidas se señalan en el presupuesto oficial y el proponente debe reproducirlas en su propuesta a título meramente informativo, porque los montos reales no se conocen con anterioridad a la licitación, teniendo el contratista derecho a que el Ministerio le reembolse las cantidades efectivas que acredite haber pagado por su ejecución, más el porcentaje que fijen las bases administrativas o sin ningún recargo si éstas nada dicen. Corresponden a trabajos o servicios que debe ejecutar un tercero, necesarios para la obra, cuya gestión se encomienda al contratista”.


Esta modalidad existente al momento de contratar y fijarse un precio estimado por el servicio requerido, fue lo que tuvo presente al considerar el monto adicional que sus jefes le instruyeron incorporar en los respectivos términos de referencia que elaboró a fin de especificar técnicamente los requisitos y exigencias del servicio que se necesitaba contratar. Sólo cumplió sus obligaciones profesionales conforme a los requerimientos que cada caso exigía, ciñéndose estrictamente a las instrucciones de sus superiores y con la convicción plena que estaba dando cabal y completo cumplimiento a sus obligaciones funcionarias.


La investigación de autos sólo acredita una participación parcial de Salinas Briones en la gestión de algunos aspectos en contratos de consultorías del área de su especialidad, participación que escapa totalmente de algún reproche penal ni lo hace copartícipe del delito de fraude al fisco. Así tratándose de los casos de Econat Consultores, Consultoría Profesional Agraria Ltda., Gerens Economía y Finanzas y Gestión Consultora Ltda., Geofun Musantem Astorga, Arrau Ltda. y Concec Ltda. Economía y Finanzas, fue Pablo Anguita el que le comunicó, que, de acuerdo a lo que había concordado con Cortes Castro, jefe de la Unidad de Administración, y teniendo en cuenta la necesidad de desarrollar una serie de asesorías, era menester que tuvieran un valor proforma adicional que cubriera gastos de la organización; concordante con lo informado por el Coordinador General de Concesiones, en el sentido que dada la magnitud de gastos de la organización era necesario apoyarla para lo cual se necesitaba de toda la cooperación necesaria a la Unidad de Administración. El valor adicional que no era sino un valor pro forma, fue el que su representado informó a las empresas  contratistas, en forma previa a que se desarrollara el contrato. A Salinas Briones sólo le cupo una labor de tipo técnico, pues elaboró los términos de referencia de los servicios requeridos y los entregó a la Unidad de Administración a fin de que  desarrollaran los contratos, sus características y las resoluciones administrativas respectivas. Los términos de referencia contenían las actividades o elementos de desarrollo técnico, que posteriormente debía supervisar. Posteriormente, fue designado inspector fiscal de los contratos, y su rol  se circunscribió a supervisar que las tareas y actividades técnicas solicitadas se cumplieran. Otras dimensiones o aspectos de control de los contratos, más allá de su desarrollo técnico, eran supervisados por la Unidad de Administración y Presupuesto,  con los apoyos jurídicos correspondientes y las revisiones del resto del Ministerio como de la Dirección General de Obras Publicas.

Por último, con relación a los pagos que las consultoras hicieron a GATE S.A., fue requerido por la Unidad de Administración como facturas a pagar,  gestión en la cual no tuvo ninguna participación. En relación al uso de los recursos, a Salinas Briones no le cupo ninguna participación precisamente por ser una materia administrativa.

Con relación a CCP Ingeniería Ltda., y tratándose de los contratos a que se refieren las Resoluciones N° 2859 y N° 2863, ambas del 12 de noviembre de 1998, señala que la Unidad de Administración nada solicitó y que el rol de su representado siempre fue técnico, limitándose a entregar los términos de referencia para que la Unidad de Administración desarrollara los contratos, sus características y resoluciones  administrativas respectivas. Posteriormente ejecutó de hecho las labores de contraparte técnica, sin que se verificare una nominación formal de parte de Concesiones. En estos contratos no existió valor proforma, y, en consecuencia, tampoco pagos a GATE S.A.


Con respecto a la Resolución N° 268, dicho acto administrativo corresponde a un contrato asociado a la unidad donde trabajó su representado, que se encontraba asociado al proyecto Ruta 68, el cual posteriormente paso a otra unidad, por lo que no fue inspector fiscal ni contraparte técnica designada en el mismo,  por lo tanto, Salinas Briones no tiene información sobre su gestación y desarrollo, y por ello ignora si tuvieron valores proforma y si se pagó con cargo a ellos algo a GATE S.A.


Por su parte, las Resoluciones N° 766, 902 y 3849 corresponden a contratos asociados a la unidad donde trabajó Salinas Briones, pero no corresponden a trabajos de su área o asignación; por lo mismo, no confeccionó los términos de referencia ni  fue inspector fiscal ni contraparte técnica, por lo cual no tiene participación alguna en ellos ni antecedentes de cómo se gestaron. De allí, que no tiene ningún conocimiento si tuvieron un valor proforma ni menos que se haya pagado con cargo a ello alguna suma de dinero a GATE S.A.

 
Los contratos a que se refieren las Resoluciones N° 3970, 3973, 3975 y 2039   no corresponden a contratos asociados al área de trabajo de su representado, ni a su unidad de trabajo, por lo tanto, Salinas Briones no tiene ningún conocimiento de dichos contratos, menos si se pagó alguna suma de dinero a GATE S.A.

Con relación a la acusación formulada por el Consejo de Defensa del Estado, como coincide plenamente con la acusación de oficio, la defensa de Salinas Briones  reproduce literalmente y en todos sus términos lo manifestado en relación a esa.

Respecto a la formulada por la parte querellante como coautor del delito de asociación ilícita, señala que en la acusación se reconoce que no se creó ninguna organización, sino que la supuesta actividad ilícita se llevó a cabo a través de un órgano público denominado Coordinación General de Concesiones, dependiente de la Dirección General de Obras Públicas, dependencia del Ministerio del mismo nombre, todas entidades legales, bajo control y jerarquía de autoridades públicas legalmente constituidas. No se explica cómo y por qué a tales reparticiones se les puede calificar de asociación ilícita o cómo ellas habrían evolucionado para transformarse en una organización criminal. Si no hay organización criminal no puede haber asociación ilícita. La precariedad de la acusación particular queda de manifiesto si se tiene presente que se parte afirmando que lo que se creó fue “un sistema que tenía por objeto administrar recursos emanados de contratos fraudulentos, los cuales o no existían o se abultaba el precio de los mismos, instruyéndose a una o más personas…..”, en ningún caso una organización que habría operado dentro de las estructuras regulares de dicha repartición pública con fines supuestamente ilícitos. No se describe la estructura de la organización criminal, pues si algo tuviera que describir es el organigrama pertinente del Ministerio de Obras Públicas, que, por cierto, no puede calificarse de una asociación ilícita.

En suma, no existen elementos de convicción en el proceso que permitan sostener de manera irrefutable la existencia de una asociación ilícita, ni menos que su representado era parte de su jefatura o ejercía mando.

En lo tocante a la acusación del querellante particular de ser su defendido autor del delito de fraude al Fisco de Chile, por coincidir con los cargos formulados a su vez por la acusación fiscal respecto de los contratos a que se refirió, se remite a lo dicho al contestar la acusación fiscal, lo que da por reproducida.

Por último, respecto a la acusación formulada en contra de Salinas Briones de ser autor del delito de fraude al fisco con relación a los contratos celebrados con R&Q Ingeniería Ltda.; Aristo Consultores; Exe Ingeniería y Software Ltda.; Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile; Diagnos Ltda. y Abaco Ingenieros Consultores Ltda., señala que no existe ningún elemento de prueba que relacione directa o indirectamente a su representado con dichos contratos, por lo que solo cabe absolverlo de dicha acusación.


Sin perjuicio de lo anterior, y ante el improbable evento que su defendido sea condenado por los delitos materia de la acusación fiscal o particular, en forma subsidiaria, alegó las atenuantes contempladas en los numerales 6ª y 9ª  del artículo 11 del Código Penal, las que se encuentran debida y plenamente acreditadas en autos, con el extracto de filiación carente de anotaciones anteriores y sus declaraciones indagatorias de las que se deduce su plena y constante conducta de cooperación con la investigación. Igualmente, alegó en su favor como atenuante, la eximente incompleta del numeral 10 del artículo 10 del citado código, teniendo presente que, como consta en autos, su representado actuó siempre en cumplimiento de un deber funcionario impuesto por sus superiores jerárquicos y en el ejercicio legítimo de su cargo. Y, para el evento que la pena impuesta sea de aquellas que permiten aplicar medidas alternativas a la misma, y de acuerdo a lo previsto en la Ley 18.216, solicita se le aplique alguna de las contempladas en la citada ley;

144° Que, en forma previa, se debe tener presente que Salinas Briones en la acusación de oficio sólo fue acusado como autor de delito de fraude al Fisco de Chile, incluso en el episodio relativo a la consultora CCP Ingeniería Ltda., según se advierte de su lectura. También que fue rechazada la acusación formulada por el querellante particular en contra de Salinas Briones como autor del delito de asociación ilícita, según se lee en el motivo signado con el número 95°, que se reproduce; razón por la que su defensa debe estarse a lo allí señalado. Y, por último, que también se desestimó la acusación que la misma parte planteó en contra de aquél como autor de los delitos relacionados con los contratos celebrados por la Dirección General de Obras Públicas  con R&Q Ingeniería Ltda., Aristo Consultores, Exe Ingeniería y Software Ltda., Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, Diagnos Ltda. y Abaco Ingenieros Consultores Ltda., atendido lo razonado en los motivos signados con los números 94° y 96°, que se reproducen, ergo, su defensa debe estarse a lo manifestado en ellos;

145° Que, para el examen de las argumentaciones de fondo planteadas por la defensa de Salinas Briones, corresponde considerar que, como se señala en el motivo signado con el número 9°, la normativa conforme a la cual se celebraron los contratos o convenios materia de la investigación judicial es aquella contenida en el Decreto Supremo del Ministerio de Hacienda signado con el número 98, de 12 de febrero de 1991, que establece modalidades a que debe sujetarse la celebración de convenios que involucren la prestación de servicios personales a los servicios regidos por el Decreto Ley N° 249, de 1973, que no se relacionen con la construcción de obras, y en el Decreto Supremo del Ministerio de Obras Públicas signado con el número 48, de 28 de febrero de 1994, que aprobó el nuevo reglamento para la contratación de trabajos de consultoría, y no aquellas disposiciones contenidas en el Decreto del Ministerio de Obras Públicas signado con el número 15, de 17 de enero de 1992, que contiene el Reglamento para Contratos de Obras Públicas, menos su nueva versión de 2 de febrero de 2004;

146° Que, en esas condiciones, no resulta pertinente pretender aplicar a los contratos materia de la pesquisa judicial las normas que regulan las denominadas “partidas pro forma”, más aún si de su lectura, como de las bases administrativas, términos de referencia y de las resoluciones que aprobaron dichos instrumentos, disponiendo su adjudicación a las consultoras que se señalan en el motivo signado con el número 22°, se advierte que no contemplaban su existencia; 

147° Que, en todo caso, aún en el evento que dicha institución jurídica administrativa fuera aplicable a los contratos investigados tampoco se podría arribar a una conclusión diferente a la arribada por esta sentenciadora. 

En efecto, las denominadas “partidas pro forma”, de acuerdo a la definición señalada en el motivo signado con el número 13°, coincidente con la expresada en el escrito que se analiza y con la proporcionada por todos los profesionales que depusieron en autos y que desempeñaron labores en la Coordinación General de Concesiones y en el Ministerio de Obras Públicas, son aquellas que se expresa en el presupuesto oficial y que el proponente debe reproducir en su propuesta a título meramente informativo, porque los montos reales no se conocen con anterioridad a la licitación, teniendo éste derecho a que el Ministerio le reembolse las cantidades efectivas que acredite haber pagado por su ejecución, más el porcentaje que fijen las bases administrativas, y su finalidad es responder por los pagos a terceros que no pueden ser conocidos con exactitud al momento de solicitarse la licitación o convenirse los tratos; esto es, tienen un objetivo preciso y determinado que es cubrir eventualidades que pueden impedir u obstaculizar el cumplimiento cabal del contrato en el que se contempló, y no aplicarlas a fines ajenos al contrato, menos para pagar sumas de dinero que el tesoro público no está obligado a soportar;

148° Que, según se advierte de la lectura del escrito que se analiza, la defensa para solicitar la absolución no se funda en el desconocimiento por parte de Salinas Briones de las normas legales y reglamentarias aplicables a todos los contratos necesarios para que la Coordinación General de Concesiones pudiera cumplir con sus objetivos, tampoco de aquellas que regulaban su desempeñó en dicho ente funcional, y considerando, además, que por la calidad que asumió en las consultorías de que se trata tenía cabal conocimiento de los términos para poder llevarlas a cabo, en el caso concreto, dados por el Decreto Supremo del Ministerio de Obras Públicas signado con el número 48, de 28 de febrero de 1994, que aprobó el nuevo reglamento para la contratación de trabajos de consultoría, en particular por aquellas normas transcritas en el motivo signado con el número 12°, por lo tanto, sabía que no estaba permitido ni autorizado aumentar los precios de los contratos en los montos pesquisados, menos su aplicación para los fines que se le señalaron, corresponde que sea desestimada la referida petición; 

149° Que, además, se debe tener presente que como en los años en que se celebraron los contratos cuestionados, 1999-2000, Salinas Briones no era un mero ayudante, sino que un profesional universitario que desempeñaba una jefatura, como expresamente lo reconoce su defensa, y, en todo caso, como no se acreditó, tampoco surge de los elementos de convicción a que se hace referencia en el fundamento signado con el número 2°, que  en cualquiera de dichas calidades representó la ilicitud del procedimiento que se pretendía implementar en los contratos de que se trata, no tiene ninguna incidencia en el análisis que se efectúa la calidad en que se desempeñó a la fecha de los hechos;

150° Que, en relación al episodio en que intervino CCP Ingeniería Ltda., se debe tener presente que la participación de Salinas Briones se encuentra acreditada con las imputaciones precisas y determinadas efectuadas por Calderón Pinto y Solar Pinedo, en orden a que fue quien los instruyó para que pagaran las boletas emitidas por GATE S.A., cuyos montos se incorporaron a los contratos que dicha consultora celebró con la Dirección General de Obras Públicas, ya sea en aquellos celebrados en épocas coetáneas a los pagos o tiempo después, tal como se advierte de sus declaraciones;

151° Que corresponde acoger las atenuantes de responsabilidad penal previstas en los números 6 y 9 del artículo 11 del Código Penal, atento a lo razonado en el motivo signado con el número 99°, que se reproduce. Sin embargo, se debe rechazar como atenuante la eximente incompleta del numeral 10 del artículo 10 del Código Penal, atendida la redacción del artículo 11 número 1 del citado código y la forma en que el legislador concibió la eximente, y porque, precisamente, conforme se consignó en los fundamentos precedentes, Salinas Briones no cumplió los deberes impuestos a su cargo, que lo obligaban a actuar respetando de manera irrestricta la ley y los reglamentos que regulaban su quehacer. 
También corresponde aplicar la institución de la “media prescripción” contemplada en el artículo 103 del Código Penal, atendido a lo razonado en el fundamento signado con el número 125°, que se reproduce, y a la circunstancia que entre la fecha de los hechos cuya participación se le atribuye a Salinas Briones, y la data en que prestó su primera declaración indagatoria, 12 de febrero de 2003, según consta a fojas 1.802, transcurrió más de la mitad del tiempo que se exige para declarar la prescripción de la acción penal. En consecuencia corresponde considerar el hecho como revestido de dos o más circunstancias atenuantes de responsabilidad penal y de ninguna agravante y aplicar la regla establecida en el artículo 68 del Código Penal en la imposición de la pena.

            En cuanto a la pena que se le impondrá y el beneficio que se le concederá, deberá estarse su defensa a lo que se decida en la parte resolutiva de esta sentencia;
152° Que la defensa de Héctor Quiroz Astorga, a fojas 17.931 y siguientes, contestando la acusación de oficio y las particulares solicitó su absolución, en los términos que se indican a continuación:


En primer lugar, señala que se acusa a su defendido sin tomar en consideración: las decisiones políticas que contextualizan los hechos; el conocimiento que Quiroz Astorga tenía de los mismos; su situación dentro de la jerarquía funcionaria del Ministerio de Obras Públicas; y la fecha en que inició y finalizó sus gestiones como inspector fiscal y jefe de ingeniería.
            En relación con la primera de las cuestiones, expresa que en el informe desarrollado bajo el mandato del Ministro del Interior, señor José Miguel Insulza, durante el gobierno de don Ricardo Lagos Escobar, se dejó claro que los hechos investigados, y por los que se acusa a su defendido, no son aislados, sino el fruto de una costumbre y decisión política que buscaba facilitar y hacer más expedito el apoyo del Ministerio de Obras Públicas a las empresas concesionarias, a fin que con la contratación de personal extraordinario a honorarios, que nada tiene que ver con sobresueldos de otros funcionarios, se cumplieran los plazos de los proyectos. Ahora bien, que esa conducta fuera caldo propicio para la comisión de delitos, y tal vez en si misma lo fuera, estima que es un asunto que escapa de la competencia de su representado, pues él estaba contratado para hacer dicho trabajo, y el personal con el que contaba era justamente aquél que era pagado con los fondos que transferían las empresas de apoyo.

 En este aspecto, destaca que su representado tuvo una contratación bajo el sistema de honorarios profesionales, para lo cual mensualmente se le solicitaba una boleta de prestación de servicios, esto, desde enero de 1996, fecha de su incorporación a la Coordinación General de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas.
Con relación a la segunda de las omisiones planteadas, indica que es claro que el sistema implementado era administrado por unos pocos personajes, ligados al Ministro Cruz, (Sergio Cortes, Luis Jara, Dolores Rufián, etc.), entre los que no se cuenta su defendido.

Respecto del tercer elemento que considera omitido, señala que Quiroz Astorga, a la fecha de la contratación de las empresas consultoras, era funcionario del área de ingeniería de la Unidad Técnica de Expropiaciones, la cual estaba a cargo de la abogada y doctor en derecho Dolores Rufián Lizana, quien dependía de la Coordinación General de Concesiones  y de cierta forma del Departamento de Administración y Finanzas de dicha coordinación, en cuanto al presupuesto y recursos para operar. La unidad técnica en la que trabajaba sólo tenía funciones de carácter ejecutoras, pero no resolutivas, y, en definitiva, era un constructor civil conocedor de conceptos y temas técnicos, pero absolutamente lego en Derecho. En cambio las facultades otorgadas por el Ministerio de Obras Públicas a Rufián Lizana eran tales, que le permitía realizar negociaciones directas con empresas, instituciones públicas y terceros, también con otros servicios del ministerio.

Agrega que Quiroz Castro, en la ejecución de sus funciones de inspector fiscal, se limitó a realizar y cumplir con las órdenes de sus superiores, desconociendo absolutamente que con los fondos obtenidos de los contratos de consultoría se pagarían sobresueldos, es más tenía la convicción que dichos fondos se remesaban a la Coordinación General de Concesiones para ser destinados al fin que se les había asignado, en una forma distinta a la establecida en el contrato, sólo en lo estrictamente formal, pero con idéntico destino que el que se establecía en el mismo. 

            Entonces, afirma que a su defendido no le cupo responsabilidad alguna en el delito que se le imputa, no solamente por la circunstancia fáctica de existir una imposibilidad material y logística de su parte para concebir, planear y ejecutar el ilícito, sino también por el hecho que carecía absolutamente de conocimiento de las prácticas excesivamente irregulares que se estaban llevando a cabo en el Ministerio.

En ese orden de ideas, señala que, a finales de marzo de 2000, Quiroz Astorga, en su calidad de inspector fiscal, recibió la instrucción verbal de parte de la jefa de la Unidad de Expropiaciones, Rufián Lizana, de indicar a R&Q Ingeniería Limitada que liquidara el total de la fase B del contrato, que estaba orientada a financiar honorarios de personas y especialistas ligados al tema expropiaciones, en el primer estado de pago, y que remesara dichos fondos al Departamento de Administración y Finanzas de la Dirección General de Obras Públicas, pues las actividades concernientes a esa fase estaban siendo realizadas, -entre la aprobación del contrato y su toma de razón por Contraloría y atendiendo la urgencia de las mismas-, por profesionales solicitados directamente por la Coordinación General de Concesiones, lo que hizo en cumplimiento de los deberes impuestos por su autoridad superior, la que lo nombró inspector fiscal del contrato, a la cual debía obediencia. 
De esta forma, su participación se limitó a cumplir ciertas instrucciones superiores, que consistieron concretamente en un único llamado telefónico a R&Q Ingeniería Limitada en los términos señalados, desconociendo con quien o con quienes de la Unidad de Administración debió hablar el encargado de esa consultora, la forma en que se hizo esa remesa de dinero y menos si esos dineros fueron puestos en cuentas de terceros ajenos al Ministerio de Obras Públicas.


En este punto, alude a lo señalado en el artículo 66° del decreto MOP Nº 48 de 1994, que aprueba el Reglamento para la contratación de trabajos de consultoría, que reza: “El Consultor designará un representante, que se desempeñará como Jefe del Proyecto, el cual será la única persona autorizada para actuar ante la Dirección contratante. A su vez, la autoridad que adjudique el contrato, designará un representante de la Dirección respectiva para actuar frente al Consultor. Este funcionario se denominará Inspector Fiscal y será el responsable de la administración del contrato”; norma que deja en claro que el carácter con el cual actuó su defendido es el de representante de la autoridad que adjudicó el contrato, y no el de un superintendente encargado de velar, autónomamente por los intereses fiscales. Tanto es así, que el propio numeral 9 de la Resolución Dirección General de Obras Públicas Nº 55 de 21 de febrero de 2000, que adjudica el contrato, establece respecto a la designación de inspector fiscal que dicha dirección puede modificar la designación si fuera necesario.
            Según lo anterior y bajo esas condiciones, resulta claro que Quiroz Astorga no era un supervisor del Estado, sino un simple delegado de la Coordinación General de Concesiones y de la Dirección General de Obras Públicas, a quienes debe obediencia, siendo estos últimos los encargados de velar por el fiel cumplimiento del contrato ante el Fisco, en cada caso particular.

            Ahora bien, teniendo en consideración que el engaño consistió justamente en dar por aprobados los estados de pago, no corresponde imputar a su defendido dicha maniobra, ni menos su autoría, dado que, si esas acciones se ejecutaron, lo fueron en razón de una orden de sus superiores, que no estaba en condiciones de modificar, ni representar.

           En cuanto al cuarto punto que considera omitido,  esto es, la época en que Quiroz Astorga comenzó a desempeñar funciones de inspector fiscal, resulta de ello, de forma clara, la absoluta imposibilidad material de ser quien urde, trama e idea el fraude que se le imputa. En efecto, inició sus funciones  a mediados del mes de marzo de 2000, en virtud de la misma resolución que fijó el plazo del contrato de asesoría en 300 días corridos a contar de la fecha en que ingresara a la oficina de partes de la Dirección General de Obras Públicas, debidamente tramitada por la Contraloría General de la República, lo que ocurrió el 14 de marzo de 2000; contrato de asesoría y consultoría que tuvo su génesis con anterioridad, durante los primeros meses de 2000, al constatarse la necesidad de contar con una consultoría en los términos indicados en los instrumentos respectivos; desarrollándose para ello las bases administrativas de licitación de la consultoría y los términos de referencia, para su ejecución por propuesta privada, con anterioridad al 18 de febrero de 2000, fecha del ordinario 114 de la Coordinación General de Concesiones, y obviamente de la resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 55, de 21 de febrero de 2000, que aprobó las bases administrativas y términos de referencia de la consultoría, aceptó la oferta presentada por R&Q Ingeniería Limitada, y autorizó el gasto de UF 30.824 impuestos incluidos. 
En este punto, señala que es importante tener presente que Quiroz Astorga asumió funciones de carácter superiores en virtud de la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 1734, de 14 de junio de 2000, que lo nombró jefe de la Unidad Técnica de Expropiaciones, por lo que, con anterioridad a esa fecha, sólo le cupo cumplir funciones en su calidad de simple y mero funcionario de la misma. 
Atendido lo anterior, resulta evidente que, cronológicamente, Héctor  Quiroz Astorga solo pudo iniciar sus funciones como contraparte técnica de la consultora R&Q Ingeniería Ltda., en carácter de inspector fiscal, el 14 de marzo de 2000, en circunstancias que las bases administrativas y los términos de referencia, así como, quizás lo más importante, la idea de contratar esa consultoría fue de fecha anterior al 18 de febrero de 2000, fecha que corresponde a la resolución de la Dirección General de Obras Públicas que la aprobó.
En relación con las consultorías a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 444 y 207, adjudicadas a Abaco Ingenieros Consultores Ltda., se insiste en los mismos planteamientos señalados, agregando que se debe tener presente que el 22 de noviembre de 1999, siendo Rufián Lizana la jefa de la Unidad de Expropiaciones, se suscribió un convenio entre la Dirección General de Obras Públicas  y la empresa Ábaco Ingenieros Consultores Ltda. a fin que se realizaran labores de acuerdo a los “términos de referencia”, “bases administrativas” y su “oferta técnica y económica”, señalándose como valor de la consultoría el monto total de UF 60.476; que sólo el 6 de diciembre de 1999, por resolución N° 444, se aprobaron las bases administrativas, términos de referencia y la oferta técnica y económica del consultor, autorizándose el gasto anteriormente indicado, fecha en que se designa a Quiroz Astorga como inspector fiscal.

También se cita el artículo 66° del decreto MOP Nº 48 de 1994 que aprueba el Reglamento para la contratación de trabajos de consultoría, para concluir que, conforme a ella, Quiroz Astorga era un representante de la autoridad que adjudicó el contrato, y no un superintendente encargado de velar, autónomamente por los intereses fiscales.

En cuanto a la modificación del presupuesto de la consultoría, la que se llevó a efecto por resolución N° 207 de 3 de julio de 2000, afirma que también se está ante un convenio suscrito y llevado a efecto directamente por la Dirección General de Obras Públicas, representada ahora por Eduardo Arriagada Moreno, modificación en la que a Quiroz Astorga no le cupo participación alguna, ni en cuanto a su génesis como tampoco en cuanto a los montos de la misma, limitándose a informar a sus superiores respecto de los costos y necesidades reales de la Coordinación General de Concesiones, lo que si bien significó “un abultamiento del contrato”, no fue decidido por él, ni menos tenía conocimiento que dicho mayor valor iba a ir a un fin distinto que el de pagar a los funcionarios de apoyo de la gestión.
 
En relación con las consultorías a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 398 y 399, adjudicadas a Ábaco Ingenieros Consultores Ltda., expresa que, como se desprende de la relación de hechos realizada en la acusación, Quiroz Astorga no tuvo participación alguna en ellas, toda vez que el inspector fiscal designado, según resolución de la Dirección General de Obras Públicas, fue Leonel Vivallos Medina, jefe de la Unidad Técnica de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones. A mayor abundamiento, expresa que se debe recordar que Quiroz Astorga fue jefe de la Unidad de Expropiaciones por un breve período, entre junio de 2000 y la primera quincena del mes de octubre de ese mismo año, y que al asumir Vivallos Medina la jefatura se desempeñó como su asesor en temas menores, siendo trasladado en enero de 2001 a la Unidad de Ingeniería de la Coordinación General de Concesiones, sitio donde desarrolla su actividad profesional hasta la actualidad.

En forma subsidiara, la defensa de Quiroz Astorga invoca la eximente de responsabilidad penal contemplada en el N° 10 del artículo 10 del Código Penal, pues la actuación de su defendido se limitó al cumplimiento del deber de obediencia hacia sus superiores, sin que le correspondiera cuestionar sus instrucciones, tratándose de hechos, que, en lo que su conocimiento le permitía, no constituían delito alguno. También invoca las atenuantes del N° 1 del artículo 11 del Código Penal, en el caso que se estime que la eximente planteada no concurre como para constituir la exención de responsabilidad penal de que se trata; y la del N° 6 del citado código, esto es, la irreprochable conducta anterior.

Asimismo, se invoca la prescripción en los términos contemplados en el artículo 103 del Código Penal, toda vez que al inicio de la investigación ya habían transcurrido más de dos años y medio contados desde la fecha de los hechos que se le imputan. Y se solicita que se conceda el beneficio de la remisión condicional de la pena.
La acusación particular deducida por el Consejo de Defensa del Estado se contesta en los mismos términos señalados;

153° Que, para los efectos de acreditar las alegaciones formuladas, la defensa de Quiroz Astorga citó a declarar a Rafael Ibarra Coronado, María Consuelo Fornes Alfaro, Claudia Salinas Mondaca y a Javier González García, al tenor de la minuta de interrogatorio que acompañó.

Ibarra Coronado señaló que Rufián Lizana se desempeñó como jefa de la Unidad de Expropiación desde mediados de 1998 y hasta marzo de 2000, fecha en la que asumió el cargo de Directora de la Dirección de Planeamiento, lo que le consta porque trabaja en la Coordinación General de Concesiones desde el 1 de febrero de 1997 y que Quiroz Astorga en ese periodo fue el jefe subrogante de la misma; que no puede precisar con exactitud dónde estaba la oficina de Rufián Lizana en aquella época, (fines de 1999 y principios de 2000), pero la unidad funcionaba en Merced 753, piso 9 y 10; que no recuerda que Rufián Lizana se haya desempeñado como jefa de asesores del coordinador, pero no lo descarta; que su relación con Cruz Lorenzen como coordinador y ministro fue más bien esporádica; que ignora si Rufián Lizana y Quiroz Astorga tenían facultades para negociar y suscribir acuerdos directamente con empresas e instituciones públicas y privadas, funciones que deben estar indicadas en sus convenios de honorarios; y que no tiene idea acerca de la participación de Quiroz Astorga en los contratos que se le mencionan.

Fornes Alfaro manifestó que Rufián Lizana era la jefa de la Unidad Técnica de Expropiaciones en febrero y marzo de 2000 y cree que hasta abril del 2000. Ante la exhibición de la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 1856, advirtió que Rufián Lizana fue nombrada el 22 de julio de 1998 como jefa de la citada unidad, agregando que ingresó a la Coordinación General de Concesiones en mayo de 1998 contratada por ella; que Quiroz Astorga  era jefe subrogante de la Unidad de Expropiaciones; que Rufián Lizana en el periodo a que se refiere tenía una oficina al frente de la suya, en el 10° piso hasta 1999, y, por razones de espacio, en el segundo semestre de 1999  se fue con su secretaria al 9° piso,  pero igual seguía como jefa, porque los oficios principalmente salían a su nombre y los firmaba y, además, se reunieron por cosas de trabajo, cambiándose, le parece que al 7° piso, ante de irse al ministerio, entre enero, marzo- abril de 2000. Ante la exhibición de determinados documentos, reconoció que en el anverso figuraba firmando Quiroz Astorga como subrogante de la unidad; que por comentarios supo que Quiroz Astorga se desempeñó como inspector fiscal en contratos adjudicados a Abaco y R & Q con anterioridad al mes de diciembre de 1999; que no sabe si Rufián Lizana se desempañó como jefe de asesores del coordinador durante 1999 y que presume que por el cargo que ejercía tenía facultades para negociar y suscribir acuerdos directos con empresas e instituciones públicas y privadas; que la circunstancia que la Unidad Técnica de Expropiaciones haya tenido un carácter funcional, significa que las personas que allí se desempeñaban debían ayudar a la fiscalía a tramitar las expropiaciones de las obras concesionadas, en el fondo cooperar; que las labores que Quiroz Astorga desarrolló como inspector fiscal de los contratos de R y Q y Abaco eran técnicas, no constándole que haya tenido atribuciones de carácter resolutivo y directivo. La función técnica dice relación con la revisión, estudio y confección de planos, definición y revisión de los trazados de los proyectos; que es efectivo que, de acuerdo al Reglamento de los Contratos de Consultoría, el inspector fiscal es el responsable de la administración del contrato y quien fiscaliza su cumplimiento, pero que igual debe consultar a la jefatura.
Salinas Mondaca señaló que Rufián Lizana era jefa de la Unidad de Expropiaciones a principios de 2000 y hasta abril de ese año, lo que le consta porque hacía oficios que ella suscribía en esa calidad y le daba instrucciones; que no recuerda si Quiroz Astorga durante todo el periodo a que se refiere fue jefe subrogante, pero sí se acuerda que lo fue, desconociendo si esa calidad fue formal, esto es, si había una resolución que lo nombraba como tal; que participó en reuniones con personeros de entidades públicas y privadas en las que Rufián Lizana intervino activamente y tomó decisiones, actuaba como negociadora o en representación de la Unidad de Expropiaciones, en otras oportunidades la vio actuando de la manera señalada; que la Unidad Ejecutiva Técnica de Expropiaciones tenía la calidad de funcional porque la ley le entregaba la función de expropiar a la fiscalía del Ministerio de Obras Públicas, por lo tanto, dicha unidad no tenía facultades legales para expropiar, de modo que su función era la de apoyar a otro organismos,  tales como la fiscalía señalada y el Consejo de Defensa  del Estado, en el proceso de expropiación; que no le consta y no cree que los jefes titulares y  subalternos de la señalada unidad hayan tenido facultades para adjudicar contratos, dado que estaban contratados a honorarios, tampoco los que tenían la calidad de agente público porque no eran funcionarios públicos; que participó en reuniones en la oficina de Rufián Lizana ubicadas en el piso 9, sin recordar hasta qué fecha estuvo en esa oficina, sólo se acuerda que a principios de 2000 no estaba en la misma oficina, y los documentos se le enviaban para que firmara, como oficios, memorándum; que desconoce las razones por las que dejó las oficinas del piso 9, tampoco sabe la fecha exacta, pero sí que cuando  Cruz asumió como ministro se comentaba que ella iba a asumir un cargo en el ministerio; que Quiroz Astorga ejerció una función técnica, de control de cumplimiento de las obligaciones del contrato en el cual fue nombrado inspector fiscal. Otras unidades  y departamentos de la Coordinación General de Concesiones cumplían funciones de carácter administrativo, de control financiero, no correspondiendo que el inspector fiscal adopte las resoluciones de carácter más relevante de un contrato. Lo anterior le consta porque por el ejercicio diario de sus funciones apreció la mecánica como se desarrollaban los contratos,  percibiendo que los inspectores fiscales eran escogidos del área de ingeniería porque era necesario un perfil fundamentalmente técnico; que es efectivo que el inspector fiscal es el funcionario responsable de la administración del contrato, el que tiene la obligación  de fiscalizar el cumplimiento del contrato, entre otras muchas tareas señaladas en el reglamento de consultoría, decreto MOP N° 48 de febrero de 1994, pero en la práctica ningún inspector fiscal administra y controla solo la ejecución del contrato a su cargo, existiendo en concesiones y en el ministerio distintos departamentos y unidades a cargo del control de los distintos aspectos de los contratos; que todos los inspectores fiscales tienen jefatura de la que reciben las instrucciones  y lineamientos para el ejercicio de sus funciones, no son autónomos para tomar decisiones; que no le consta que Quiroz Astorga haya participado en la aprobación y determinación de montos, y en la elección de la consultora, y no cree que la haya tenido debido a que en el ejercicio de sus funciones no tomaba ese tipo de decisiones, en su experiencia se toma a un nivel más alto de jefatura; que en caso que haya existido triangulación, lo que no sabe, no le consta que Quiroz Astorga haya tenido conocimiento de ello, y le parece que, dada la división de funciones, no se encontraba a cargo de tomar decisiones que pudieran incidir en una triangulación de dineros; que existían personas pagadas por distintas consultoras, tales como Gate S.A., Abaco y R y Q, a las que se les pagaban honorarios por servicios efectivamente prestados; y que a Quiroz Astorga lo nombraron jefe titular de la Unidad de  Expropiaciones en abril o mayo de 2000 y lo fue por pocos meses.


González García señaló que ingresó a la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones el 5 de mayo de 1998 y la jefatura la desempeñaba Rufián Lizana, siendo su jefa  hasta el año 2000, aún cuando ella se fue a trabajar como asesora de Cruz cuando fue nombrado ministro. No tiene certeza de las fechas, pero aseguró que Rufián Lizana hasta marzo de 2000 en forma paralela desempeñó la jefatura de la unidad de Expropiaciones y fue asesora de Cruz. Ello le consta porque trabajó en esa unidad; que era el jefe de la unidad  el que se relacionaba con las empresas consultoras; que como Rufián Lizana al 14 de marzo de 2000 seguía como jefe de la unidad, Quiroz cumplía una labor técnica porque era jefe del área de ingeniería, aún cuando se desempeñaba como subrogante de ella; que como Quiroz Astorga desempeñaba una labor técnica al 21 de febrero de 2000, no cree que haya estado participando en los términos indicados en la pregunta; y que en noviembre de 1999 y marzo de 2000 la jefa de la unidad era Rufián Lizana, lo que le consta porque ahí trabajaba;


154° Que, en forma previa, se debe tener presente que como se decidió absolver a Quiroz Astorga de la acusación dirigida en su contra, en lo relativo a  los contratos a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 398 y 399, atendido lo razonado en el segundo acápite del motivo signado con el número 68°, su defensa deberá estarse a lo que allí se expresa. Por lo mismo, se estima innecesario pronunciarse acerca de lo alegado, en relación a esa temática, en el escrito por el que su defensa contesta las acusaciones formuladas;


154° Que, en relación a la primera cuestión planteada por la defensa de Quiroz Astorga, como no se acompaña el informe que la fundamenta, esta sentenciadora presume, por la investidura del que se dice su autor, que en aquél se hace alusión a los contratos de apoyo administrativo a las funciones de la Coordinación General de Concesiones, celebrados entre la Dirección General de Obras Públicas y diferentes entidades privadas y públicas, y a los honorarios pagados al personal contratado conforme a dichos contratos por la prestación de servicios precisos y determinados, y con cargo a los precios acordados en los mismos, y no a los pagos efectuados conforme al procedimiento pesquisado en esta causa. Y como este proceso se inició para un fin puntual y concreto, ya indicado de manera reiterada en esta sentencia, no se divisa porqué esta sentenciadora debería tomar en consideración en sus resoluciones las “decisiones políticas que contextualizan los hechos” que emanarían del citado informe, que, por lo señalado, no tendría relación con los que son materia de esta causa;

156° Que, para pronunciarse respecto de los argumentos dados por la defensa de Quiroz Astorga para solicitar su absolución, se debe tener presente que la normativa aplicable a los contratos o convenios adjudicados a R&Q Ingeniería Ltda. y a Ábaco Ingenieros Consultores, es aquella contenida en el Decreto Supremo del Ministerio de Obras Públicas signado con el número 48, de 28 de febrero de 1994, que aprobó el nuevo reglamento para la contratación de trabajos de consultoría. También, conforme lo dispone el artículo 49 del citado reglamento, las estipulaciones contenidas en dichos contratos; las bases administrativas y los términos de referencia; la serie de preguntas y respuestas y toda la documentación  adicional aclaratoria que surgió en el periodo de estudio de las propuestas por parte de la dirección interesada; todo  documento que definió las bases del concurso; y, por último, la oferta del consultor a quien se le adjudicó el contrato; 
157° Que, del análisis de las normas contenidas en el citado reglamento, en particular, artículos 35, 58, 67, 82 y 90, transcritos en el motivo signado con el número 12°, se advierte que los trabajos de consultoría o consultorías no pueden realizarse del modo como lo estime pertinente el inspector fiscal designado o el consultor contratado, menos como lo considere un personero de la entidad que contrató el trabajo, sino que debe llevarse a cabo y pagarse las cantidades acordadas conforme a los términos estipulados, precisamente porque es la única manera que permite tener la certeza que el cometido se cumplió a cabalidad y que el tesoro público fue correctamente invertido. 

Además, atendida la definición del vocablo “inspector fiscal” contenida en el artículo 3° y lo que disponen los artículos 66 y 91, todos del señalado reglamento, también reproducidos en el mismo fundamento, se puede afirmar con propiedad que el encargado de fiscalizar el cumplimiento del contrato  y velar porque los pagos se efectúen en los plazos estipulados y previo cumplimiento de las formalidades definidas en las bases y en el reglamento, es, precisamente, el inspector fiscal designado. 

En esas condiciones, se debe concluir que no obsta para hacer efectiva la responsabilidad punitiva de un inspector fiscal que con su conducta “defraudó” o “consintió que se defraudare” al Fisco de Chile, el hecho que no haya formado parte del grupo de personas que “administró el sistema”, que, de acuerdo a lo expresado en el escrito que se analiza, serían aquellos personeros ligados al Ministro Cruz. Tampoco que Quiroz Astorga haya sido, a la época de los hechos investigados, un funcionario del área de ingeniería de la Unidad Técnica de Expropiaciones, un constructor civil sólo conocedor de conceptos y temas técnicos y lego en Derecho, porque, conforme se señala en el artículo 91° del reglamento respectivo, su designación como inspector fiscal implicaba que tenía conocimiento completo de la materia de que trataban los proyectos a su cargo, de las normas generales administrativas, del Reglamento de Consultoría, y de las bases de concurso y contrato respectivo; conocimiento que debe presumirse, más aún si no se ha alegado el desconocimiento del contenido de los citados instrumentos conforme a los cuales debían llevarse a cabo los trabajos contratados; los que, según se advierte de su examen, no autorizaban la conducta que Quiroz Astorga desplegó, que difiere de la que se señala en el escrito que se analiza en lo que concierne a los contratos adjudicados a Ábaco Ingenieros Consultores, conforme se aprecia de las declaraciones prestadas por Cortés Castro a fojas 6.621 y siguientes y de los careos efectuados a fojas 6.503 y 6.631;

158° Que, en efecto, en el careo a que fue sometido con Rufián Lizana señaló que ella intervino en la negociación de los contratos con Ábaco Ingenieros Consultores, pero que la fijación del porcentaje por gastos generales fue determinada por Cortés Castro, única persona que estaba en conocimiento de los dineros que se requerían para mantener la estructura de concesiones; y en el llevado a cabo con Cortés Castro manifestó que era efectivo lo que aquél señaló, esto es, que con Rufián Lizana y con Cortés Castro, o sea los tres, determinaron el porcentaje que, del estado de pago correspondiente a la partida procesos administrativos, se iba a ocupar para solventar los gastos de concesiones, y que Cortés Castro, uno o dos meses antes de la fecha de celebración del convenio con Ábaco Ingenieros Consultores, les dijo que para solventar los referidos gastos era menester que el contrato, en las partidas de gastos generales, reflejara las necesidades del gasto del sistema general de concesiones, que, a ese momento, ascendía a $ 250.000.000.- estimados a incurrir. Cortés Castro mantuvo sus declaraciones en el careo realizado con Rufián Lizana. 

Las referidas actuaciones se encuentran transcritas en el motivo signado con el número 59°;

159° Que, en esas condiciones, como el contrato celebrado con Ábaco Ingenieros Consultores y documentos que pasaron a formar parte integrante del mismo, mencionados en el motivo signado con el número 156°, no autorizaban que antes de su celebración se incorporara a una de las partidas la suma aproximada de $ 250.000.000.-, por las razones indicadas en el motivo signado con el número 80°, que se reproduce, lo que implica un “abultamiento de su precio” para destinar la diferencia generada con ese método a un fin ajeno al contrato, se debe concluir que debe rechazarse la petición de absolución formulada.

Corrobora dicha conclusión, el hecho que Quiroz Astorga, por la calidad de inspector fiscal, debía fiscalizar el cumplimiento del contrato y el desarrollo del trabajo, y revisar y aprobar los estados de pago, esto es, velar que los pagos que le correspondía efectuar al Ministerio de Obras Públicas se hicieran en la forma y en los plazos estipulados en el contrato, previo cumplimiento por parte del consultor de las formalidades definidas en las bases y en el reglamento, mediante estados de pago por cada etapa que debía aprobar, en las oportunidades, montos y de la manera establecida en las bases. Lo anterior, significa que no estaba autorizado para ordenar al consultor que remitiera distintas partidas de dinero, que alcanzaron a un monto aproximado a $ 250.000.000.-; lo que hizo, según sus dichos, comunicándose con Rivas Velásquez para que se pusiera en contacto con Cortés Castro o con sus dependientes;

160° Que a la misma conclusión se debe arribar tratándose del contrato adjudicado a R&Q Ingeniería Ltda., atendida la calidad de inspector fiscal de Quiroz Astorga, la que lo obligaba a fiscalizar la observancia del contrato y el avance del trabajo, e inspeccionar y sancionar los estados de pago en la forma señalada en el motivo precedente; lo que significa que debió verificar que la denominada “fase B” del contrato se había cumplido en los términos estipulados previo a disponer el pago de la suma equivalente a 2.800 unidades de fomento, y no simplemente ordenar al consultor que en el primer estado de pago incluyera la suma equivalente a dichas unidades de fomento; lo que hizo, según sus dichos, comunicándose telefónicamente con aquél para que se pusiera en contacto con Cortés Castro para que coordinaran la forma en que debían utilizarse los recursos;

161° Que esta sentenciadora para desestimar la versión proporcionada por Quiroz Astorga en relación al contrato adjudicado a R&Q Ingeniería Ltda., destinada a convencer que no hubo ningún ardid y que, de haberlo habido, no participó en él, tiene en consideración que resulta inexplicable que la suma equivalente a 2.800 unidades de fomento asignada a la denominada “fase B”, que debía utilizarse para la contratación durante “trescientos días corridos” del personal indicado en el presupuesto económico que elaboró dicha consultora, se haya gastado entre el 21 de febrero de 2000, día de la aprobación del contrato, y el 10 de marzo de 2000, data de su toma de razón por la Contraloría General de la República, sucesos que son a los que alude precisamente su defensa, esto es, prácticamente en “dieciocho días”. Lo anterior, unido a los demás elementos de convicción señalados en el motivo signado con el número 2 y considerando la forma como operó el sistema implementado por la instrucción que dio Cruz Lorenzen, conduce a esta sentenciadora a la conclusión que el contrato fue ideado de la manera como aparece redactado precisamente para que la suma de dinero consignada en la llamada “fase B” se pudiera utilizar de manera libre, sin cortapisas, y en fines ajenos al contrato. 

Y, en cuanto a su participación, se tiene presente que si bien es cierto que Quiroz Astorga fue designado inspector fiscal el 21 de febrero de 2000 en su calidad de jefe del Área de Ingeniería de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones para Obras Concesionadas, no es menos que, cuando se llevó a cabo el proceso de licitación, se desempeñaba como jefe titular del área indicada y como subrogante de la Unidad Técnica de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones, según lo declaró a fojas 2.191 y siguientes, y por las referidas calidades que detentaba en dicho ente funcional no resulta lógico que haya ignorado o desconocido  los términos de la negociación;

162° Que atendida la calidad que asumió Quiroz Astorga en los contratos que fueron adjudicados a R&Q Ingeniería Ltda. y a Ábaco Ingenieros Consultores y las obligaciones que ella le imponía, la circunstancia que de sus declaraciones se aprecia que advirtió que el procedimiento implementado era a lo menos “irregular”, y considerando que en nuestra legislación rige el sistema de la “obediencia reflexiva”, no puede aceptarse como fundamento para liberarse de responsabilidad el hecho que sólo se habría limitado a cumplir instrucciones de sus superiores, lo que, en todo caso, no es efectivo, según se señaló en los motivos precedentes;

163° Que, por lo razonado, las declaraciones prestadas por los testigos mencionados en el fundamento signado con el número 153° no sirven para el propósito perseguido por la defensa, porque, en concreto, se refieren a las labores y jefaturas desarrolladas por Quiroz Astorga y por Rufián Lizana en la Unidad Técnica de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones, a la calidad de dicho ente funcional, a la dependencia funcional y jerárquica existente entre ellos, y al lugar físico donde se desempeñaban en la época de los hechos;

164° Que, de acuerdo a lo que dispone el artículo 10 número 10 del Código Penal, está exento de responsabilidad criminal, entre otros, el que obra en cumplimiento de un deber. Según la defensa de Quiroz Astorga concurriría en el caso de autos, porque la actuación de su defendido se limitó al cumplimiento del deber de obediencia hacia sus superiores. 

Sin embargo, como la actuación de Quiroz Astorga se encontraba regulada por un estatuto preciso y determinado, el de los inspectores fiscales, contenido en el Decreto Supremo del Ministerio de Obras Públicas signado con el número 48, de 28 de febrero de 1994, que aprobó el nuevo reglamento para la contratación de trabajos de consultoría, que debió respetar y cumplir, lo que no hizo, y, además, su conducta no se circunscribió a cumplir mandatos de sus jefes, como se señaló en las motivaciones precedentes, y, en todo caso, en nuestra legislación rige el sistema de la obediencia reflexiva, lo que significa que no concurren los presupuestos legales que autorizan su reconocimiento, corresponde que sea desestimada;

165° Que, en lo que concierne a las atenuantes de responsabilidad penal invocadas, deberá rechazarse aquella que se funda en lo que dispone el artículo 11 número 1 del Código Penal, en relación a lo que previene el artículo 10 número 10 del mismo cuerpo legal, atendida la redacción de la primera disposición y la forma en que el legislador concibió la eximente a que se refiere la segunda; debiendo estarse la defensa a lo decidido en el motivo signado con el número 99°, respecto de la contemplada en el artículo 11 número 6 del Código Penal;

166° Que, para los efectos de resolver la petición que se funda en lo dispuesto en el artículo 103 del Código Penal, esta sentenciadora debe tener presente lo señalado en el fundamento signado con el número 125°, que se reproduce, y como entre las fechas de las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas por las que se adjudicaron las consultorías a R&Q Ingeniería Ltda. y a Ábaco Ingenieros Consultores y el 5 de marzo de 2003, data en que Quiroz Astorga prestó la primera declaración en calidad de inculpado, conforme consta a fojas 2.958, transcurrió más de la mitad del tiempo que se exige para declarar la prescripción de la acción penal, corresponde acoger la petición que se analiza y considerar el hecho como revestido de dos o más circunstancias atenuantes muy calificadas y de ninguna agravante y aplicar la regla del artículo 68 en la imposición de la pena, tal como se razonó en el motivo signado con el número 100°;  


167° Que la defensa de Sergio Alejandro Hinojosa Ramírez, a fojas 17.628 y siguientes, contestando las acusaciones de oficio y las particulares solicitó su absolución en los términos que se señalan a continuación:
En primer lugar, solicita que, en el supuesto de haber existido delitos de fraude al Fisco de Chile, se declare la prescripción de la acción penal para hacer efectiva la responsabilidad punitiva de su defendido, porque el término legal para declararla empezó a correr el 19 de abril de 1999, fecha de comisión del tercer supuesto ilícito, y se suspendió a partir del 1 de abril de 2003, data de su sometimiento a proceso, paralizándose la prosecución de la causa por el  lapso de tres años  que exige la ley y más aún, pues si se toma en consideración las diligencias sumariales que sirvieron para procesarlo y se las compara con los antecedentes que fundamentan las acusaciones tanto fiscal como particulares, se podrá comprobar que no varían en un ápice.

Agrega que se puede argumentar que el sumario estuvo todos estos años en actividad, porque desfilaron decenas de personas ante el tribunal y fueron sometidas a proceso otras tantas por supuestos ilícitos que se han ido acumulando. Es así que el expediente ha llegado a reunir a lo largo de estos años más de 17.000 fojas. Sin embargo, estima que ello no es obstáculo para que se acceda a su petición, porque cuando la ley se refiere al procedimiento, no se está refiriendo a la materialidad del expediente. El procedimiento tiene una significación jurídica procesal y más aún el procedimiento penal. Si cada persona tiene derecho a un juicio, el procedimiento en que aquél consiste, es SU procedimiento. Si bien materialmente hay un solo expediente formado por muchos tomos bajo un solo rol y a lo más diferenciado por letras, jurídicamente hay para cada procesado un procedimiento distinto. Por ende, el procedimiento seguido en contra de  Hinojosa difiere absolutamente y es diferente del procedimiento seguido en contra de Carlos Cruz, de Sergio Cortés o de Eduardo Arriagada.

De esta manera, estima que se cumplió la condición prevista en el citado artículo 96 del Código Penal, en orden a que el procedimiento seguido en contra de su defendido se paralizó por tres años y ello significa que el tiempo de prescripción de la acción penal continuó corriendo como si no se hubiere interrumpido, cumpliéndose el tiempo de prescripción de la acción penal el día 19 de abril de 2004, aún considerándolo doblemente en su máximo por sus salidas al exterior.


En segundo lugar, sostiene la inexistencia de los delitos de fraude por:

A. Ausencia de elementos del tipo porque:

- Hinojosa Ramírez carecía de la condición de empleado público, pues, a la época de comisión de los hechos incriminados, era un agente público, concepto que no corresponde a una condición estatutaria de los funcionarios públicos, sino más bien a una asimilación extraestatutaria para fines netamente operativos. Agrega que tampoco pueden quedar incluidos quienes desempeñan el rol de agentes públicos, dentro del marco del artículo 260 del Código Penal, toda vez que el sentido de esa disposición es abarcar el amplio espectro de las instituciones públicas, comprendiendo aquellas que gozan de autonomía frente a la personalidad jurídica y patrimonio del Estado centralizado e inclusive a quienes se nombran por elección popular. Los términos amplios del citado artículo, por amplios que sean, deben ser entendidos en relación únicamente con funcionarios públicos y las distintas categorías que éstos pueden revestir, sea que se rijan por el Estatuto Administrativo, por una ley orgánica o por el Código del Trabajo.
Por lo tanto, tratándose de ilícitos cometidos por agentes públicos, éstos serán los del fuero común, de modo que si se encuentran sancionados penalmente, es por esa vía que debe hacérseles efectiva su responsabilidad. Tienen a la vez responsabilidad civil por los daños causados con motivo de actos revestidos de ilicitud, conforme a las reglas generales.  
 - Hinojosa Ramírez no tenía como funciones de su cargo determinar ni contribuir a determinar precios de contrataciones por prestaciones de servicios, ni administrar ni participar en la administración de fondos de la Coordinación General de Concesiones ni de la Dirección General de Obras Públicas con las que se relacionaba contractualmente, ni administrar ni contribuir a administrar la ejecución de contratos de prestación de servicios suscrito entre esas reparticiones y otras personas o entidades. Fue contratado en calidad de agente público como experto calificado en infraestructura pública y  desde esa perspectiva desarrollaba en el Departamento de Estudios de la Coordinación General de Concesiones una labor intelectual netamente técnica y teórica de investigación y elaboración de doctrinas y métodos del sistema de concesiones. 

- Por inexistencia de actos defraudatorios o complacientes con éstos de parte del acusado para mermar el patrimonio fiscal, porque para que ello se hubiere producido habría sido necesario que Hinojosa Ramírez hubiera inventado la necesidad de los trabajos o de no haber sido él, que hubiere consentido conscientemente en la invención de ellos por parte de otras personas o que aún siendo necesarios, él hubiese determinado fijar sus montos en las cantidades de 12.970 UF, $50.000.000.- y $43.000.000.- respectivamente, para pagar sobresueldos o que hubiese consentido conscientemente en la invención por parte de otros de esas cantidades con el señalado propósito.
Los convenios fueron legalmente sancionados e incorporados al sistema legal de la administración a través de resoluciones formales emitidas por la Dirección General de Obras Públicas que les otorgaron su aprobación y  no han sido impugnados hasta el día de hoy. Sobre la determinación del monto de los convenios tampoco tuvo intervención, sin perjuicio de que, en este aspecto, la defensa de Hinojosa Ramírez estima que el Poder Judicial aparece enmendándole la plana al Poder Ejecutivo respecto del monto de un convenio o consultoría aprobado por una resolución de ese Poder del Estado, lo que constituye por sí solo una flagrante transgresión al Estado de Derecho, concretamente a los artículos 7º inciso segundo de la Constitución Política de la República y 4º del Código Orgánico de Tribunales, mediante una intromisión del Poder Judicial en la órbita de facultades de otro Poder del Estado; circunstancia que de por sí resulta bastante para descartar de plano que el auto acusatorio pueda afirmar con suficiente jurisdicción la teoría del “abultamiento”. Sin contar el hecho absolutamente contradictorio y discriminatorio que no están acusadas todas las personas que concurrieron con su firma a hacer realidad los convenios o consultorías. 

 
Agrega que no existe elemento alguno que pueda vincular a su representado con temas presupuestarios en la Coordinación General de Concesiones o en la Dirección General de Obras Públicas, tampoco con disposición de recursos o de fondos. De manera que no resulta comprensible cómo puede imputársele una planificación dolosa de cantidades presupuestarias o una aquiescencia de su parte a ello, siendo que tales materias no fueron jamás de su incumbencia. Su rol o intervención sólo se limitó a representar a la Dirección General de Obras Públicas en convenios diseñados por las oficinas y personas relacionadas con el manejo de  los recursos presupuestarios del organismo.

Concluye que de los elementos de cargo que se blanden sobre su representado en el auto acusatorio, que cita de manera detallada, relativos a supuestos o pretendidos hechos punibles que se describen y a una presunta o pretendida participación, no hay ni siquiera uno solo que permita incluirlo ni siquiera de una manera indirecta entre los coautores.

-Porque no es dable observar que se haya producido un perjuicio al Fisco de Chile, porque la necesidad de efectuar los trabajos convenidos existió y no puede ser puesta en duda; porque no es posible determinar que los precios de los convenios contenían un elemento adicional o “abultado”, destinado a beneficiar a personas determinadas en desmedro del Fisco de Chile. 

Para arribar a la conclusión contraria y que es la del auto acusatorio, es necesario sentar que en cada uno de los casos el precio del respectivo convenio contiene un elemento falso, consistente en la cantidad supuestamente abultada. Así en el caso Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile esa cantidad sería $31.405.617.-; en el caso Aristo Consultores sería de $15.000.000.- y en el caso Exe Ingeniería y Software Ltda., ascendería a $11.520.000.- Sin embargo, lo anterior resulta jurídicamente imposible, toda vez que las mencionadas cantidades forman parte del precio total de la consultoría que en el primer caso fue de 12.970 UF; en el segundo, de $50.000.000.- y en el tercero, de $43.000.000.-, siendo un elemento inequívoco que la determinación del precio de la consultoría es una facultad exclusiva y excluyente del Poder Ejecutivo o de la Administración, no siéndole permitido al Poder Judicial, sin una manifiesta transgresión a los artículos 7º de la Constitución Política y 4º del Código Orgánico de Tribunales, inmiscuirse en esta materia; porque las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas números 560, de 27 de julio de 1998, 1.600, de 7 de junio de 1999, y 1.606, de la misma fecha, que aprobaron respectivamente los referidos convenios y sus correspondientes precios, quedaron incorporadas al sistema legal, no han sido invalidadas, ni existe tampoco elemento de prueba alguno  que conduzca a un costo menor; y porque en cada uno de los convenios el informe existió  y tal circunstancia ha quedado consignada como un hecho de la causa. 
Lo que la acusación argumenta para sustentar la tesis del “abultamiento” es que en cada uno de los tres casos, las cantidades pagadas por la Facultad de Economía de la Universidad de Chile, por Aristo Consultores y por Exe Ingeniería y Software Ltda. a la empresa GATE S.A. no estarían correspondidas por trabajo alguno de esta última. Pero sucede que ese no es el punto, toda vez que GATE S.A. no suscribió convenio alguno con la Dirección General de Obras Públicas, de suerte que los pagos que le fueron efectuados ya sea por los contratantes de esta última, la Facultad de Economía de la U. de Chile o por las empresas subcontratadas por la facultad, esto es, Aristo Consultores y Exe Ingeniería y Software Ltda., no necesariamente tendrían que corresponder a esas consultorías y sin que tenga  que constar un trabajo en ese sentido, debiendo además tenerse en consideración que los mencionados pagos fueron efectuados con recursos de particulares.

En consecuencia, si hubo precios de estas tres consultorías determinados por quien legalmente corresponde y trabajos e informes efectuados por sus responsables contractualmente, se debe descartar la existencia de un perjuicio fiscal y por ende de un delito de fraude al Fisco. Además, los dineros pagados a GATE S.A. no tenían la condición de fiscales, sino que se trató de fondos de particulares, tal como se señala en el auto acusatorio. La falta de correspondencia entre pago y trabajo efectuado es de GATE S.A. para con la entidad que le pagó y no de esa sociedad para con el Ministerio de Obras Públicas ni respecto de dineros fiscales.
Señala que el criterio sustentado se encuentra corroborado por la Contraloría General de la República a fojas 7.473, donde rola el oficio Nº 19.366, de 20 de abril de 2004, de la subdivisión de Auditoría e Inspección correspondiente a la División de Vivienda y Urbanismo y Obras Públicas y Transportes de ese organismo contralor, solicitando copia de los autos de procesamiento, y en el que se señala que “los dineros utilizados para efectuar estos pagos, aparentemente no corresponden a dineros fiscales”. Además, a fojas 8.528 y siguientes rola oficio del mismo ente, en el que se dice que “los dineros GATE no serían dineros fiscales”, por lo que se concluye en la imposibilidad de instruir investigación sumaria.

B. Inexistencia de dolo en el acusado porque no tuvo intención alguna de engañar o de consentir en algún engaño con el fin de obtener o de que se obtuviera por alguien a costa o en perjuicio del patrimonio fiscal,  un provecho económico. Tampoco se representó este escenario de modo de seguir adelante y  aceptarlo como posible, ni pensó  jamás que los hechos en que le correspondió participar pudieran constituir conductas penadas por la ley, sino que, por el contrario, siempre estimó que su intervención no sólo era lícita o dentro de la ley, lo que se subentendía, sino además, una pequeña parte o aporte para un gran proyecto público de modernización de vías de comunicaciones. 

Para establecer la ausencia de dolo en el delito por el que se le acusa, fraude al Fisco de Chile, o en otro tipo penal, señala que existen elementos suficientes en el proceso que prueban que su defendido actuó en el convencimiento de que lo hacía conforme a la ley, de manera que si hubiese tenido la posibilidad de conocer lo ilícito que podía ser su intervención, se habría abstenido de hacerlo. Ello, en virtud de las siguientes razones: no está establecido que fuera el encargado de las finanzas o del presupuesto del sistema de las concesiones; no está establecido que haya tenido a su cargo la administración de fondos o personal; no está establecido que  haya desempeñado efectivamente la función de inspector fiscal o contraparte técnica, porque además de no ser su función el preocuparse de la ejecución  de éstos, está comprobado que esa función la desempeñó otra persona y demostrado está que antes de dos meses después de la firma de los dos últimos, se fue a estudiar a los Estados Unidos de Norteamérica, permaneciendo en el extranjero hasta el año 2002; no está establecido que haya intervenido en los pagos  efectuados a GATE S.A. por la Facultad de Economía, Aristo Consultores y Exe Ingeniería y Software  o que haya estado en conocimiento de alguna razón prohibitiva que lo impidiera; porque  su actuar positivo sólo consistió en algunas conversaciones generales previas a la suscripción de los convenios con quienes representaban a la Facultad de Economía de la Universidad de Chile, y en la representación y firma de dichos convenios, y en un conocimiento vago, por lo que le había escuchado a Cortés Castro, en orden a que se requerían recursos para  enfrentar los problemas presupuestarios de concesiones, fundamentalmente mediante la rebaja del precio de la asesoría por las empresas consultoras o bien que se incorporara como parte del precio del contrato una partida para solventar gastos de administración, otros estudios y otras actividades propias de concesión.

C. Ausencia de participación del acusado, porque, en concepto de la defensa, de los elementos reunidos en la investigación no hay ninguno que conduzca a establecerla,. Reitera los argumentos señalados.

 
D. Error de prohibición, para el caso de llegar a estimarse por el tribunal que han concurrido los elementos típicos, así como la representación y aceptación de que a través de los convenios que suscribió se estaba persiguiendo un egreso fiscal destinado a pagar honorarios adicionales o sobresueldos, estima la defensa que hay también ausencia de culpabilidad, ya que a la época existía el convencimiento generalizado en todos aquellos que laboraban en el área de concesiones del Ministerio de Obras Públicas, que el sistema de utilización de universidades y empresas consultoras para el emprendimiento de las obras de concesiones permitía sortear con agilidad los inconvenientes y especialmente la lentitud que caracterizan a los actos administrativos formales, pagar sueldos atractivos a profesionales calificados y especialistas en los diferentes aspectos de las obras concesionadas que no se encuentran habitualmente en los cuadros estables de la Administración Pública y sin que se tuviera la menor sospecha de que con ello se podía  infringir la ley   tanto en el ámbito administrativo, ni menos que ello pudiera constituir un delito de fraude al fisco. 

Dicha ausencia de conciencia acerca de la ilicitud del hecho es lo que se conoce como error de prohibición  y que actualmente encuentra reconocimiento en la doctrina penal y en la jurisprudencia de la Excma. Corte Suprema. Alude a declaraciones prestadas por Cruz Lorenzen a fojas 154 y 887, y a las dadas por Cortés Castro a fojas 203, 2.493 y un fallo de la Excma. Corte Suprema en recurso de casación en el fondo interpuesto en contra de la sentencia de segunda instancia dictada en causa seguida en contra de Fernando Gallardo Pereira por el delito de negociación incompatible, rol de ingreso 2133-98, agregando a propósito de uno de los argumentos contenidos en el citado fallo, que, aunque no se trata de personas sencillas ni de lugares apartados, no fueron advertidos por profesionales del área jurídica, como lo manifestó Cruz Lorenzen, ni quedó constancia en el proceso que por parte de la fiscalía, del ministerio o de la Contraloría General de la República haya existido algún pronunciamiento oportuno en contra de esas prácticas por estimar que se estaba incurriendo en delito.

Respecto de la acusación por el delito de asociación ilícita formulada por la parte querellante, sostiene que no resiste el menor análisis, pues de partida no encuentra sustento alguno en el sumario, sin perjuicio que no puede dejar de anotarse que el organismo especializado y encargado por la ley en la defensa de los intereses fiscales, esto es, el Consejo de Defensa del Estado, no formuló capítulo alguno en este sentido. 

En subsidio y para el caso de ser condenado, se solicita se aplique la denominada media prescripción de la acción penal, conforme a lo que dispone el artículo 103 del Penal, y se reconozca la circunstancia atenuante de responsabilidad penal establecida en el artículo 11 número 6 del Código Penal, esto es, la irreprochable conducta anterior;


168° Que corresponde rechazar la solicitud que se declare prescrita la acción penal para hacer efectiva la responsabilidad penal de Hinojosa Ramírez, por no concurrir los requisitos legales, pues, del examen del proceso, se aprecia que no se paralizó la prosecución del procedimiento dirigido en su contra por tres años, sino que, por el contrario, se mantuvo activo con la practica de todas las diligencias decretadas y destinadas a cumplir con los objetivos del sumario, ergo, no resulta posible estimar que continuó corriendo el término necesario para declarar la prescripción de la acción penal, como si no se hubiera interrumpido con el inicio del procedimiento que originó la presente causa;


169° Que procede desestimar la alegación destinada a obtener la absolución de Hinojosa Ramírez, que se funda en el hecho que no tenía la calidad de empleado público, atendido lo razonado en el motivo signado con el número 105°, que se reproduce, aplicable en la especie por la calidad de agente público que se le confirió mediante las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 24 y 14, de 20 de enero de 1998 y 21 de enero de 1999, respectivamente, que aprobaron los convenios ad-referéndum que celebró con el Director General de Obras Públicas. 

Sin perjuicio de lo anterior, se debe tener presente que en Derecho Penal la noción de empleado público tiene una concepción diferente y más amplia que la del Derecho Administrativo, porque el interés del primero se relaciona con la función pública, independiente de la naturaleza jurídica del vínculo que regula la relación existente entre la Administración del Estado y la persona que desempeñe dicha función, sobre quien recae la obligación de custodiar los intereses del Estado;

170° Que corresponde rechazar la alegación de absolución que se sustenta en el hecho que no se configuran los elementos del tipo penal contemplados en el artículo 239 del Código Penal, porque, en concepto de la defensa de Hinojosa Ramírez, éste  “no tenía como funciones de su cargo determinar ni contribuir a determinar precios de contrataciones por prestaciones de servicios, ni administrar ni participar en la administración de fondos de la Coordinación General de Concesiones ni de la Dirección General de Obras Públicas, ni administrar ni contribuir a administrar la ejecución de contratos de prestación de servicios suscrito entre esas reparticiones y otras personas o entidades”, atendido a que, de acuerdo a lo que se expresa en la citada disposición, el fraude se configura cuando el empleado público en las operaciones en que interviene por razón de su cargo, defrauda o consiente que se defrauda a las entidades que se señalan, sin que el legislador exija que se realicen determinadas conductas para obtener dicho propósito, bastando que ellas afecten el erario fiscal; 

171° Que se desestimará la defensa que se sustenta en la “inexistencia de actos defraudatorios o complacientes con éstos” y en la “inexistencia de perjuicio para el Fisco”, por los motivos que se expresan en el escrito que se analiza, atendido lo razonado en los fundamentos signados con los números 8°, 14°, 19°, 24°, 25°, 26° y 27°, que se transcriben.

La circunstancia que no se haya hecho efectiva la responsabilidad penal de todos los personeros que concurrieron con su firma a hacer realidad los convenios o consultorías, se debe única y exclusivamente a que desconocían la existencia del procedimiento implementado con motivo de la instrucción que impartió Cruz Lorenzen, según se advierte del mérito del proceso;

172° Que la defensa que se titula “inexistencia de los delitos de fraude por inexistencia de dolo en el acusado” se funda, según se aprecia de la lectura del escrito por el que se contestan las acusaciones formuladas en contra de Hinojosa Ramírez, en el hecho que en el proceso existirían elementos suficientes que prueban que actuó convencido que lo hacía conforme a la ley, de manera que si hubiese tenido la posibilidad de conocer lo ilícito que podía ser su intervención, se habría abstenido de hacerlo, todo, conforme las razones que de manera sucinta se indican en el fundamento signado con el número 167°, último acápite del párrafo que se nomina con la letra “B”;

173° Que, para el análisis de la citada alegación,  conviene tener presente que,  de la lectura de las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 560, 1.600 y 1,606, de 27 de julio de 1998, la primera, y de 7 de junio de 1999, las dos últimas, se aprecia que los contratos se celebraron conforme a la normativa contenida en el Decreto Supremo del Ministerio de Obras Públicas signado con el número 48, de 28 de febrero de 1994, que aprobó el nuevo reglamento para la contratación de trabajos de consultoría, por lo tanto, les son aplicables sus disposiciones;

174° Que, del examen de las normas del citado reglamento, se advierte, en primer lugar, que para llamar a un concurso para la contratación de un trabajo de consultoría la dirección interesada debe elaborar dos documentos que se denominan “bases administrativas” y “términos de referencia”. Los primeros deben establecer la forma de pago, reajustes, plazos, recursos que debe disponer el consultor y todo otro aspecto necesario para definir el trabajo de consultoría; y los segundos deben incluir la identificación del estudio, descripción de los trabajos a ejecutar, los profesionales que deben participar, las condiciones en que se solicitan los servicios, sus alcances, los aspectos que éstos deberán cubrir, las etapas de entrega y en general, debe definir todos los aspectos técnicos que deberá desarrollar la consultoría. Y, en segundo lugar, que los trabajos de consultoría deben realizarse de la manera acordada en el respectivo contrato, del que forman parte los instrumentos a que se refiere el artículo 49 del señalado reglamento, y pagarse las cantidades acordadas conforme a los términos estipulados, precisamente porque es la única manera que permite tener la certeza que el cometido se cumplió a cabalidad y que el tesoro público fue correctamente invertido. 

Además, atendida la definición del vocablo “inspector fiscal” contenida en el artículo 3° y lo que disponen los artículos 66 y 91, todos del reglamento referido, se puede afirmar con propiedad que el encargado de fiscalizar el cumplimiento del contrato  y velar porque los pagos se efectúen en los plazos estipulados y previo cumplimiento de las formalidades definidas en las bases y en el reglamento, es, precisamente, el inspector fiscal designado; 

175° Que, en esas condiciones, se debe concluir que es el mérito del proceso en el que se asila la defensa de Hinojosa Ramírez el que conduce a una conclusión que difiere de la que sostiene. 

En efecto, si Hinojosa Ramírez elaboró los términos de referencia del trabajo a que se refiere la resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 560, de 27 de julio de 1998, según lo expresa su defensa en el acápite final de la foja 17.652, y suscribió el respectivo convenio ad-referéndum como representante de la Dirección General de Obras Públicas, y aquellos a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas N° 1600 y 1606, de 7 de junio de 1999, en la calidad de Jefe del Área de Estudios de la Coordinación General de Concesiones, lo que significa que sabía de qué se trataban los trabajos a ejecutar, los profesionales que debían participar, las condiciones en que se solicitaron los servicios, sus alcances y los aspectos que debían cubrir, las etapas de entrega y, en general, todos los aspectos técnicos que debía desarrollar la consultoría, cómo puede sostenerse que tenía el convencimiento que estaba actuando conforme a la ley, cuando acuerda incorporar al precio de los contratos a suma alzada, como son los materia del análisis, montos de dinero diferentes a aquella fija por la que los consultores se obligaron a efectuar los trabajos contratados, y para destinarlos al pago de sumas de dinero no contemplados en ellos y que, por lo mismo, el tesoro público no estaba obligado a soportar, más aún si fue designado inspector fiscal de los mismos, y no ha manifestado desconocer las normas contenidas en el Decreto Supremo del Ministerio de Obras Públicas signado con el número 48, de 28 de febrero de 1994, que aprobó el nuevo reglamento para la contratación de trabajos de consultoría, que precisamente no consultan la posibilidad de obrar de la manera señalada. Lo anterior, autoriza rechazar los argumentos que contiene el escrito respectivo;

176° Que la defensa que se titula “ausencia de participación del acusado” corresponde que sea desestimada, atendido lo expuesto en los fundamentos precedentes y lo concluido en el signado con el número 69°, que se reproduce;

177° Que la última defensa destinada a que se absuelva a Hinojosa Ramírez de la acusación formulada en su contra como autor del delito de fraude, se denomina “error de prohibición”. 

Para fundamentarla, según se advierte del examen del escrito que la contiene, se alude al hecho que gran parte de la dotación de la Coordinación General de Concesiones estaba contratada  por universidades y empresas consultoras, sin que nadie tildara dicho procedimiento como irregular o delictivo; que nunca profesionales del área jurídica manifestaron a Cruz Lorenzen que las practicas implementadas al interior de la Coordinación General de Concesiones infringían la ley, y, por último, que nunca hubo pronunciamientos en ese sentido de parte de Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas, de esa Secretaría de Estado o de la Contraloría General de la República;

178° Que el primer fundamento no puede servir de sustento a la defensa que se examina, porque si bien es efectivo que casi la totalidad de la dotación de la Coordinación General de Concesiones estaba contratada por entes públicos o privados, tal como lo señala la defensa de Hinojosa Ramírez, dichas contrataciones, según se advierte del mérito del proceso, se efectuaron conforme a la Ley N° 18.803 y su reglamento, y a los Decretos Supremos del Ministerio de Hacienda N° 98, de 12 de febrero de 1991, y del Ministerio de Obras Públicas N° 48, de 28 de febrero de 1994, razón por la que no podían censurarse como delictuosos o anormales, y, por lo mismo, no quedaron comprendidas en esta pesquisa criminal, la que, como se ha señalado de manera reiterada, quedó circunscrita al procedimiento que se originó con motivo de la implementación de la instrucción dada por Cruz Lorenzen.

En lo que concierne a los otros fundamentos, la defensa de Hinojosa Ramírez debe estarse a lo señalado en los motivos signados con los números 117°, 118°, 119°, 120°, 121° y 122°, que se reproducen, de los que se puede concluir que si nunca profesionales del área jurídica manifestaron a Cruz Lorenzen que las practicas implementadas al interior de la Coordinación General de Concesiones infringían la ley, se debió a que nunca se hizo la consulta en el sentido indicado, y que si jamás hubo pronunciamientos en esa materia de parte de la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas, de esa Secretaría de Estado o de la Contraloría General de la República, se debió a que el procedimiento implementado fue oculto, clandestino, y originado, precisamente, por los cuestionamientos que hizo el ente de control respecto de la forma en que se estaba cumpliendo el contrato celebrado entre la Dirección General de Obras Públicas y la Fundación para la Transferencia Tecnológica;

179° Que como fue rechazada la acusación formulada por el querellante particular en contra de Hinojosa Ramírez como autor del delito de asociación ilícita, según se lee en el motivo signado con el número 95°, que se reproduce, su defensa debe estarse a lo allí señalado;

180° Que, en lo que se refiere a la circunstancia atenuante de responsabilidad penal consagrada en el artículo 11 número 6 del Código Penal, esto es, la irreprochable conducta anterior del acusado, la defensa deberá estarse a lo decidido en el motivo signado con el número 99°, que se reproduce;

181° Que, para los efectos de resolver la petición que se funda en lo dispuesto en el artículo 103 del Código Penal, esta sentenciadora debe tener presente lo señalado en el fundamento signado con el número 125°, que se reproduce, y como entre las fechas de las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas por las que se adjudicaron las consultorías a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, signadas con los números 560, 1.600 y 1.606, de 27 de julio de 1998, la primera, y de 7 de junio de 1999, las dos últimas, y el 21 de febrero de 2003, data en que Hinojosa Ramírez prestó la primera declaración en calidad de inculpado, conforme consta a fojas 2.454, transcurrió más de la mitad del tiempo que se exige para declarar la prescripción de la acción penal, corresponde acoger la petición que se analiza y considerar el hecho como revestido de dos o más circunstancias atenuantes muy calificadas y de ninguna agravante y aplicar la regla del artículo 68 en la imposición de la pena, tal como se razonó en el motivo signado con el número 100°;
182° Que, los documentos guardados en custodia bajo el número 140, no altera las conclusiones a las que arribó esta sentenciadora, sino que las confirma, en la medida que dan cuenta de la actividad desplegada por Hinojosa Ramírez y Silva Améstica en las consultorías adjudicadas por la Dirección General de Obras Públicas a Aristos Consultores, Exe Ingeniería y Software y a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile;   

183° Que la defensa de Ramón Silva Améstica, a fojas 17.590 y siguientes, contestando las acusaciones de oficio y las particulares solicitó su absolución.

Respecto del delito de fraude al Fisco de Chile previsto y sancionado en el artículo 239 del Código Penal, señala que como su defendido jamás tuvo la calidad de empleado público, pues sólo se desempeñó como asesor del Ministerio de Obras Públicas, como ingeniero especialista en materias de tránsito y comunicaciones viales, estudiando y emitiendo opiniones técnico-profesionales sobre los proyectos de la Coordinación General de Concesiones, sin facultad de decisión sobre los recursos financieros del Ministerio, conforme a contratos a honorarios por períodos de tiempo limitados, no pudo cometerlo.


Agrega, que la actuación de Silva Améstica también denota y demuestra su falta de dolo o culpa en los hechos por los que se le imputa responsabilidad penal, lo que es un elemento relevante al momento de fallar la causa, en la medida que se  limitó a cumplir labores de asesoría técnica en el marco de su contrato de honorarios,  sin tener la intención positiva de provocar un determinado ilícito. Jamás se representó ni podía representarse estar cometiendo un ilícito, porque simplemente estaba ejecutando labores de asesoría a través de sus opiniones técnicas sobre los proyectos que se le consultaban, sin tener por lo demás facultad alguna para decidir, autorizar  ni menos ordenar pagos, imputaciones de costos,  contrataciones de subcontratistas u otros actos que pudiera incluirlo en la cadena de toma de decisiones de algún ilícito.


En lo que concierne a la acusación por el delito de asociación ilícita, previsto y sancionado en los artículos 292 y 293 del Código Penal, señala que no concurre ninguno de los elementos del tipo penal y que la conducta de Silva Améstica no puede en modo alguno subsumirse en la citada figura penal.

Se cita, además, lo que dispone el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, para concluir que, como  los elementos recabados no permiten formar la convicción que se cometió un hecho punible y que a Silva Améstica le correspondió una participación culpable y penada por la ley, debe ser absuelto de los cargos formulados.

En subsidio, solicita que su participación sea calificada como la de cómplice del ilícito señalado, conforme lo que dispone el artículo 16 de Código Penal.

Para el evento que se dicte sentencia condenatoria, se invocan las  circunstancias  atenuantes de responsabilidad penal contempladas en los números 6, 8 y 9 del artículo 11 del Código Penal, y la del número 1 en relación con la eximente de responsabilidad del número 10 del artículo 10 del mismo código. Asimismo, se solicita que se reconozca la llamada “media prescripción” contemplada en el artículo  103 del Código Penal,  toda vez que cuando se inició el procedimiento en su contra en febrero de 2003,  había transcurrido más de la mitad del período de tiempo exigido para la prescripción total de la acción penal;

184° Que, tal como lo señala la defensa de Silva Améstica, el delito previsto y sancionado en el artículo 239 del Código Penal es uno especial en que el sujeto que actúa debe tener la calidad de empleado público, en los términos indicados en el artículo 260 del citado código.


No obstante lo anterior, como es posible que en la comisión del señalado ilícito penal intervengan otros sujetos que no participan de las condiciones personales que exige el tipo penal, a los que la doctrina denomina como “extraneus”, a quienes se comunica la calidad especial del sujeto que sí las reúne, por conocer las funciones que desarrollaban sus copartícipes y haber prestado su concurso para la materialización del delito, en cuyo caso deben responder por su conducta tal como les correspondería a los agentes calificados para la comisión del ilícito, corresponde rechazar la petición de absolución que se funda en la calidad de asesor que Silva Améstica tenía a la fecha de los hechos;

185° Que, en lo que dice relación con la otra alegación formulada, se debe tener presente que el mérito del proceso permite afirmar que Silva Améstica, en la calidad de asesor contratado bajo el régimen de honorarios y precisamente para cumplir las labores asignadas en los respectivos convenios ad-referéndum que celebró con la Dirección General de Obras Públicas, instó para que se llevaran a cabo diferentes consultorías, entre ellas las que han originado la imputación penal que se le efectúa, las que se llevaron a cabo conforme a las normas contenidas en el Decreto Supremo del Ministerio de Obras Públicas signado con el número 48, de 28 de febrero de 1994, que aprobó el nuevo reglamento para la contratación de trabajos de consultoría;

186° Que, del examen de las normas del citado reglamento, se advierte, en primer lugar, que para llamar a un concurso para la contratación de un trabajo de consultoría la dirección interesada debe elaborar documentos que se denominan “bases administrativas” y “términos de referencia”. Los primeros deben establecer la forma de pago, reajustes, plazos, recursos que debe disponer el consultor y todo otro aspecto necesario para definir el trabajo de consultoría; y los segundos deben incluir la identificación del estudio, la descripción de los trabajos a ejecutar, los profesionales que deben participar, las condiciones en que se solicitan los servicios, sus alcances, los aspectos que éstos deben cubrir, las etapas de entrega y, en general, debe definir todos los aspectos técnicos que deberá desarrollar la consultoría. 

Y, en segundo lugar, que los trabajos de consultoría deben realizarse de la manera acordada en el respectivo contrato, del que forman parte los instrumentos a que se refiere el artículo 49 del señalado reglamento, y pagarse las cantidades acordadas conforme a los términos estipulados, precisamente porque es la única manera que permite tener la certeza que el cometido se cumplió a cabalidad y que el tesoro público fue correctamente invertido; tal como lo señalan las normas citadas en el motivo signado con el número 12°, que se reproduce;

187° Que, del examen de las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 560, 1.600 y 1.606, de 27 de julio de 1998, la primera, y de 7 de junio de 1999, las otras dos, se advierte que la realización de las consultorías debían efectuarse conforme a los convenios ad-referéndum y sus respectivos términos de referencia, lo que significa que no se elaboraron bases administrativas. En esas condiciones, en los términos de referencia debían indicarse, describirse y definirse todas las condiciones conforme a las cuales debían llevarse a cabo;

188° Que, en esas condiciones, como la defensa de Silva Améstica no ha manifestado que su representado desconocía las normas del reglamento señalado, y, además, del tenor de sus declaraciones aparece que, tratándose de los contratos en que intervino Aristos Consultores y Exe Ingeniería y Software Ltda., fue quien elaboró los términos de referencia y fijó sus precios a modo referencial, lo que significa que tenía noción del costo que debía asumir el tesoro público, y en los instrumentos definitivos incorporó una suma mayor, la que también se consignó en los convenios ad-referéndum, de la manera como se lee en los documentos incautados por el tribunal, todo de acuerdo a lo manifestado por Cortés Castro y previo contacto con los consultores, conducta no autorizada por el reglamento de que se trata, lo que significa que no es efectivo lo que se manifiesta en el escrito que se analiza, en el sentido que Silva Améstica sólo se limitó a cumplir labores técnicas sobre los proyectos que se le consultaban, fundamento fáctico que se esgrime para afirmar la falta de dolo o culpa en su actuar, corresponde desestimar la petición de absolución.

A la misma conclusión se debe arribar respecto del otro contrato, tanto porque no se ha alegado desconocimiento de las normas citadas en los fundamentos precedentes y conforme a las cuales debían contratarse las consultorías, como porque de sus declaraciones también se advierte que su actuación no se redujo a prestar labores de asesoría mediante la entrega de opiniones técnicas;

189° Que como fue rechazada la acusación formulada por el querellante particular en contra de Silva Améstica como autor del delito de asociación ilícita, según se lee en el motivo signado con el número 95°, que se reproduce, su defensa debe estarse a lo allí señalado;

190° Que, en lo que se refiere a la circunstancia atenuante de responsabilidad penal consagrada en el artículo 11 número 6  del Código Penal, esto es, la irreprochable conducta anterior del acusado,  la defensa deberá estarse a lo decidido en el motivo signado con el número 99°, que se reproduce.

Sin embargo, corresponde rechazar aquella contemplada en el número 1 del artículo 11 del Código Penal, en relación a la eximente consagrada en el número 10 del artículo 10 del citado código, atendida la redacción de la primera disposición y la forma en que el legislador concibió la referida eximente. También la establecida en el número 8 del artículo 11 del Código Penal, porque el proceso penal se inició por una denuncia formulada por Oliva Martínez, y la del número 9 del artículo 11 del mismo código, porque del análisis de sus declaraciones no se advierte que haya colaborado sustancialmente al esclarecimiento de los hechos; 
191° Que, para los efectos de resolver la petición que se funda en lo dispuesto en el artículo 103 del Código Penal, esta sentenciadora debe tener presente lo señalado en el fundamento signado con el número 125°, que se reproduce, y como entre las fechas de las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas por las que se adjudicaron las consultorías a la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, signadas con los números 560, 1.600 y 1.606, de 27 de julio de 1998, la primera, y de 7 de junio de 1999, las dos últimas, y el 21 de febrero de 2003, data en que Silva Améstica prestó la primera declaración en calidad de inculpado, conforme consta a fojas 2.440, transcurrió más de la mitad del tiempo que se exige para declarar la prescripción de la acción penal, corresponde acoger la petición que se analiza y considerar el hecho como revestido de dos o más circunstancias atenuantes muy calificadas y de ninguna agravante y aplicar la regla del artículo 68 en la imposición de la pena, tal como se razonó en el motivo signado con el número 100°;  

192° Que la defensa de Eduardo Bartholin Zanetta, a fojas 17.400 y siguientes, contestando las acusaciones de oficio y las particulares solicitó su absolución.

En primer lugar, señala que el Ministro de Obras Públicas en el año 2000 solicitó a todos los Directores de Servicios estudiar la aplicación de la Ley de Concesiones de Obra Pública a toda la infraestructura de competencia del Ministerio de Obras Públicas, no sólo a la vial, que era en la que se estaba empleando porque era la que mostraba un mayor déficit, porque el objetivo de la citada ley era que se utilizara en toda obra pública, labor a la que se dedicaron. 

Agrega que desde el año 1990, tanto el subsecretario como todos los Directores de Servicios recibían diversos modos alternativos de remuneración en compensación de las bajas remuneraciones del estamento fiscal, que no correspondían en absoluto a las altas responsabilidades de sus respectivos cargos.  Entre ellos estaban los directorios de las empresas CORFO, entre las cuales estaban las empresas sanitarias, correspondiéndole a Bartholin Zanetta ser director de la Empresa de Servicios Sanitarios del Maule entre 1998 y 2000, cuyo directorio lo nominó en el cargo de vicepresidente, y que como dichas actividades no pudieron seguir desarrollando porque el Ministro Cruz Lorenzen requirió de todos los jefes de servicios dedicación absoluta al cargo, y ante la petición de compensación que le hicieron los directores, entre ellos, Bartholin Zanetta, planteó un modo diferente.
En ese contexto, la Dirección de Obras Hidráulicas debió asumir un enorme trabajo para adaptarse a los nuevos desafíos, lo que exigió que se reestructurara a fondo. En eso estaba cuando se planteó el tema de abordar algunos temas de la inversión en drenaje, en especial la construcción del mejoramiento con ampliación del zanjón de la aguada como principal cause recolector de las aguas lluvias de la ciudad de Santiago, mediante el concurso de capital privado; razón por la que en el 2001 se contrató con el CIADE, de la Universidad de Chile, un estudio para evaluar la aplicación de las concesiones u otro sistema de inversión privada en el Zanjón de la Aguada.

Es en esa instancia en que el Director General de Obras Públicas hace llegar al Director de Obras Hidráulicas el requerimiento de cargar en esa consultoría la compensación económica a los directores de servicios, correspondiente a dos meses del año 2001, incluyéndose en la nómina a una representante de la Subsecretaria y a la Subdirectora de la Dirección de Obras Hidráulicas de la Región de la Araucanía. 

Afirma que en este caso no hubo dolo ni enriquecimiento ilícito, sino que al fin de cuentas el sistema de compensaciones a los directores vino a reemplazar el de dietas y honorarios en las empresas sanitarias, y el Consejo de Concesiones creado a principios de 2002 el referido sistema, es decir, hubo una continuidad en el concepto de compensación en las remuneraciones.
En síntesis, lo ocurrido es la consecuencia de que la autoridad no hizo  oportunamente los cambios necesarios en la organización del Estado para enfrentar los desafíos que ha significado el desarrollo del país, en especial en el caso del Ministerio de Obras Públicas, dándose en definitiva la situación que se investiga.

En segundo lugar, cita la norma del artículo 239 del Código Penal, hace alusión a los requisitos que tanto la doctrina como la jurisprudencia exigen para que el fraude se configure en forma perfecta, y a sus dos formas de comisión, para concluir que es uniforme que para que un delito se perfecciones se requiere, desde el punto de vista del autor, del conocimiento acerca de que su conducta es contraria a derecho.

Agrega que, en el caso de autos, no existió de parte de su defendido engaño alguno, toda vez que lo único que se buscó por medio de la operación fue generar un mecanismo transitorio de compensación, para permitir restituir a un grupo de personas ingresos que habían perdido – provenientes de sus desempeño como Directores a las empresas CORFO- a raíz de un instructivo ministerial que impedía ejercer cargos en directorios, para dedicarse exclusivamente a los nuevos requerimientos de la superioridad del Ministerio de Obras Públicas.

Tan carente de dolo fue el actuar de los funcionarios que actuaron en este episodio, que con posterioridad las nuevas autoridades del Ministerio de Obras Públicas dictaron normativas sobre la materia, más ventajosas que aquellas implementadas por los ex funcionarios cuestionados, lo que pone en evidencia el problema tiene una naturaleza mucho más formal que sustancial.

En síntesis, afirma que de parte de su defendido no existe ni el más mínimo asomo de engaño, tampoco puede sostenerse que haya existido perjuicio fiscal, ya que en definitiva solo se buscó generar un mecanismo transitorio de compensación de remuneraciones para permitir que determinados funcionarios recibieran la remuneración que percibían con anterioridad.
En cuanto al delito de asociación ilícita solicita que se desestime de plano, por ser infundada la hipótesis delictual sustentada por la parte querellante.

Para el evento improbable que se desestimen las alegaciones, se invocan las circunstancias minorantes de responsabilidad criminal de los numerales 6 y 7 del artículo 11 del Código Penal, esto es, su irreprochable conducta anterior, y la de haber procurado reparar celosamente el mal causado o impedir sus ulteriores perniciosas consecuencias, lo que se acredita con las consignaciones de dinero efectuadas en la causa, que, de acuerdo a lo señalado por la Excma. Corte Suprema, es una sola.

En el segundo otrosí del escrito que rola a fojas 17.400 y siguientes,  se acompañó un cuadro resumen que da cuenta de las compensaciones remuneracionales dictadas por el Ministerio de Obras Públicas con posterioridad a los incidentes que promovieron este juicio. Dicho documento rola a fojas 17.411;

193° Que, atendido los términos del escrito que se analiza, es conveniente e ilustrativo consignar, en forma previa, que Bartholín Zanetta, Castillo Navasal y Sapag Chain fueron condenados por el delito de fraude al Fisco de Chile por la misma conducta que originó la imputación penal de la presente causa, por sentencia que se encuentra ejecutoriada dictada en la signada con el número de rol 15.260, Letra C I. Dicha causa, como todas aquellas tramitadas bajo el citado número de rol de conformidad a lo dispuesto en el artículo 160 del Código Orgánico de Tribunales, conforman una sola, tal como lo han sostenido los tribunales superiores de justicia, también esta sentenciadora, predicamento que comparte la defensa de Bartholin Zanetta cuando solicita que se reconozca a su defendido la atenuante de responsabilidad penal establecida en el número 7 del artículo 11 del Código Penal; 


194° Que, en síntesis, la defensa de Bartholin Zanetta solicita la absolución de su defendido porque de parte de éste no hubo engaño ni tampoco se provocó un perjuicio fiscal. 


Respecto del primer argumento, se debe tener presente que la normativa aplicable al contrato en cuestión, según se advierte del Decreto Supremo dictado por el Ministerio de Obras Públicas de la época, signado con el número 450, de 30 de abril de 2001, que aprobó las bases administrativas y términos de referencia del estudio denominado “Análisis y evaluación de alternativas de financiamiento para obras complementarias del proyecto Zanjón de la Aguada”, la oferta presentada por la Universidad de Chile y, además, el convenio ad-referéndum suscrito entre la Dirección de Obras Hidráulicas y la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile,  esa aquella contenida en el Decreto Supremo del Ministerio de Hacienda signado con el número 98, de 12 de febrero de 1991, que establece modalidades a que debe sujetarse la celebración de convenios que involucren la prestación de servicios personales a los servicios e instituciones regidos por el Decreto Ley N° 249, de 1973, que no se relacionen con la construcción de obras, y, por consiguiente, aquellas normas que se transcriben en los motivos signados con los números 10° y 11°;


195° Que, en esas condiciones, y teniendo además en consideración lo razonado en los fundamentos signados con los números 14°, 15°, 16°, 17°, 18°, 19°, 24°, 25°, 26° y 27°, que se reproducen, cómo puede sostenerse que no se engañó al Fisco de Chile ni se ocasionó un perjuicio al tesoro público cuando se decidió utilizar el convenio denominado “Análisis y evaluación de alternativas de financiamiento para obras complementarias del proyecto Zanjón de la Aguada” para obtener sumas de dinero que, en definitiva, se destinaron a un fin no público;


196° Que no altera las conclusiones arribadas por esta sentenciadora el tenor del documento que rola a fojas 17.411, porque además de haber sido elaborado por la defensa de Bartholin Zanetta, sólo la ley puede regular el pago de sumas de dineros a empleados públicos, tal como lo prescriben las normas vigentes a la fecha de los hechos y que se citan en los fundamentos signados con los números 10°, 11°, 17°, 18 y 19°, que se reproducen. Sobre esta materia, conviene tener presente que fue una ley, la N° 19.863, la que dispuso el pago de la denominada “Asignación por funciones críticas”;
197° Que como fue rechazada la acusación formulada por el querellante particular en contra de Bartholin Zanetta como autor del delito de asociación ilícita, según se lee en el motivo signado con el número 95°, que se reproduce, su defensa debe estarse a lo allí señalado;

198° Que, en lo que se refiere a las circunstancias atenuantes de responsabilidad penal consagradas en el artículo 11 números 6 y 7 del Código Penal, esto es, la irreprochable conducta anterior del acusado y la de haber procurado reparar celosamente el mal causado o impedir sus ulteriores perniciosas consecuencia, la defensa deberá estarse a lo decidido en el motivo signado con el número 99°, que se reproduce;

 199° Que la defensa de Gonzalo Castillo Navasal, a fojas 17.418 y siguientes, contestando las acusaciones de oficio y las particulares solicitó su absolución.

En primer lugar, alude a los antecedentes de hecho a que se hace alusión en las acusaciones, para concluir que de parte de su representado no hubo dolo ni enriquecimiento ilícito, porque no redactó ni fue parte en el convenio ad-referéndum suscrito entre la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas y la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile y en el   firmado con la empresa Diagnos Ltda.; no intervino como contraparte técnica o inspector fiscal en dichos convenios; no intervino en la redacción de los términos de referencia y de las bases administrativas; y carecía de  facultades para contratar personas y  pagarles honorarios, dar instrucciones de pago y para hacer figurar como participantes de la consultoría a quienes intervinieron en ella.

Agrega que si bien es cierto que Castillo Navasal en la práctica operaba como Jefe de Gabinete del Subsecretario de Obras Públicas jamás fue nombrado formalmente en dicho cargo, pues éste corresponde a un grado 4 de la Planta Directiva de la Subsecretaría de Obras Públicas, y él siempre fue contratado como profesional grado 2 adscrito a los denominados cupos ministeriales. De hecho el cargo formal de Jefe de Gabinete del Subsecretario de Obras Públicas estuvo siempre vacante mientras Castillo Navasal se mantuvo vinculado al Ministerio de Obras Públicas. 
Por otra parte, señala que el Decreto del Ministerio de Obras Públicas Nº 333, de 24 de octubre de 1989,  que estableció la organización interna de las dependencias de la subsecretaría- secretaría y administración General de Obras Públicas, dispone en su artículo 4 que “El presente decreto no significa creación de cargos y las funciones que para su ejercicio requieran atribuciones solo se ejercerán previa delegación de las facultades que correspondan”; por lo que Castillo Navasal carecía de atribuciones para en representación de la Subsecretaría celebrar contratos, ordenar y efectuar pagos, ya que las funciones que para su ejercicio requerían de atribuciones solo podían ejercerse previa delegación de facultades, cosa que jamás ocurrió con él. 

Afirma que su participación sólo consistió en transmitir la solicitud del Director General de Obras Públicas al Director de la Dirección de Obras Hidráulicas, Eduardo Bartholin Zanetta, de pagar honorarios impagos a los directores y personal del Ministerio de Obras Públicas, quienes tenían facultades para así disponerlo; participar en reuniones de coordinación con diversas personas y recomendar y dar a conocer el nombre de las personas que estaban en condición de recibir sus honorarios; recolectar las boletas de honorarios emitidas por quienes recibieron los pagos y entregar los cheques. 


Concluye, que su defendido no tuvo una participación como autor del delito de fraude al Fisco, previsto y sancionado en el artículo 239 del Código Penal,  porque su actuación en los hechos no lo tipifica, figura en cuestión que requiere de la concurrencia de un engaño y un perjuicio.  Hay engaño cuando él o los responsables  llevan a cabo una actividad simulante capaz de inducir a error a la víctima, merced al cual esta dispone de parte de su patrimonio a favor de los actores o de un tercero generándole un perjuicio.  Un elemento esencial es la relación causal estricta que debe haber entre cada uno de los elementos mencionados. Así el error debe ser consecuencia necesaria de la actividad simulante; la disposición patrimonial del error y, el perjuicio, a su vez, efecto de la referida disposición patrimonial. Cita doctrina y la norma contenida en el artículo 15 del Código Penal.


En subsidio y, solo para el caso improbable que se estime que los extremos del  tipo penal previsto y sancionado en el artículo 239 del Código Penal concurren en la especie y se desestimen las alegaciones hechas, solicita que de considerarse en definitiva culpable la participación en los hechos de Castillo Navasal, se la encuadre en la figura de la complicidad pues en el peor de los casos podría entenderse que cooperó en la ejecución del hecho, concretando una prestación de ayuda que facilitó o favoreció a que él o los autores principales realizaran el hecho, careciendo absolutamente del dominio del hecho.


En segundo lugar, alude a los requisitos que tanto la doctrina como la jurisprudencia exigen para que se configure en forma perfecta el delito previsto y sancionado en el artículo 239 del Código Penal y a sus formas de comisión. Y añade que el equivalente al fraude cuando el sujeto activo es un simple particular, es el de estafa, previsto y sancionado en el artículo 468 del Código Penal, figuras que requieren de la concurrencia de un engaño y un perjuicio. Con respecto al elemento perjuicio que es el último extremo de la figura, afirma que no resulta acreditado en autos, desde el momento que todos los que intervinieron en el contrato actuaron para generar un mecanismo transitorio para compensar remuneraciones – sin duda cuestionable desde el punto de vista administrativo - pero destinado a evitar que funcionarios públicos emigraran al sector privado; statu quo, reprochable administrativamente, que fue regularizado posteriormente por la ley de funciones críticas.

En cuanto al delito de asociación ilícita solicita que se desestime la respectiva acusación, por ser infundada la hipótesis delictual sustentada por la parte querellante.

En subsidio, invocó las circunstancias atenuantes de responsabilidad consagradas en los números 6, 7 y 9 del artículo 11 del Código Penal, esto es, su irreprochable conducta anterior; la de haber procurado reparar con celo el mal causado o impedir sus ulteriores perniciosas consecuencias, las que acredita con diferentes certificados de honorabilidad y con las diversas boletas de consignación que dan cuenta de los depósitos de dinero efectuados a lo largo del proceso; y la de haber colaborado sustancialmente al esclarecimiento de los hechos.
La defensa de Castillo Navasal en el tercer otrosí del escrito que rola a fojas 17.418 y siguientes acompañó diversos documentos, que, en realidad, estaban incorporados en la causa numero de rol 15.260 Letra C I, por lo que se dispuso su desglose y anexión a la presente, lo que se hizo, según consta de fojas 18.250 a 18.271;

200° Que, también por los términos del escrito que se examina, resulta ilustrativo lo que se consignó en el motivo signado con el número 193°, en orden a que Castillo Navasal fue condenado por el delito de fraude al Fisco de Chile por la misma conducta que originó la imputación penal de esta causa, por sentencia que se encuentra ejecutoriada dictada en la signada con el número de rol 15.260, Letra C I. Como se señaló en dicho fundamento, dicha causa conforma una sola con todas aquellas tramitadas bajo el citado número de rol de conformidad a lo dispuesto en el artículo 160 del Código Orgánico de Tribunales; predicamento que comparte la defensa de Castillo Navasal en la medida que invocó prueba rendida en aquella en apoyo de las alegaciones formuladas;

 
201° Que, además, por las defensas planteadas resulta pertinente tener presente la normativa a la que se encuentra sometida la Subsecretaría de Obras Públicas y la que regula el quehacer, las facultades y atribuciones del Jefe de Gabinete del Subsecretario de Obras Públicas. 

Conforme a lo que dispone el artículo 6° de la Ley N° 15.840, Ley de Organización y Atribuciones del Ministerio de Obras Públicas y Servicios dependientes, el Subsecretario de Obras Públicas es el colaborador inmediato del Ministro y el Jefe Administrativo del Ministerio, sus atribuciones y deberes son los que se señalan en la Ley Orgánica de Ministerios, contenida en el Decreto con Fuerza de Ley del Ministerio del Interior signado con el número 7.912 de 5 de diciembre de 1927; en el Decreto Ley N° 1.028, de 1975; en la Ley N° 15.840 y en las demás disposiciones generales o especiales que le den intervención. 

El cargo público denominado “Jefe de Gabinete del Subsecretario de Obras Públicas” no se encuentra considerado como tal en la llamada “planta de personal”, en la terminología utilizada por la Ley N° 18.834,  y en el período que corrió entre 1999 y 2003 se trató de un empleo que se sirvió a contrata, por lo tanto, de carácter transitorio y consultado como tal en la dotación de la institución, a través del cual se realizaba una función administrativa. La contratación en el período señalado se efectuó con cargo al cupo ministerial de 15 personas, establecido en el inciso 2° del artículo 13 del Decreto Ley N° 1.608, de 1976, y para los efectos del pago del sueldo debió asimilarse a un grado de la escala de la ley de remuneraciones, en los términos consagrados en los incisos 4° y 5° del artículo 10 de la Ley N° 18.834. La función que debía desempeñar quedó establecida en los respectivos decretos de nombramiento, que consistió en la prestación de apoyo técnico-profesional altamente calificado;

202° Que, en síntesis, la defensa de Castillo Navasal solicitó la absolución de su defendido porque el delito de fraude, como el de estafa, requiere de la concurrencia de un engaño y un perjuicio, elementos que  no se habrían verificado en la especie. Además, porque Castillo Navasal no tuvo una participación como autor en el referido ilícito;

203° Que, en lo que concierne al primer fundamento esgrimido, se debe tener presente que, como se señaló en el motivo signado con el número 194°, la consultoría denominada “Análisis y evaluación de alternativas de financiamiento para obras complementarias del proyecto Zanjón de la Aguada” debía llevarse a cabo conforme a las normas contenidas en el Decreto Supremo del Ministerio de Hacienda signado con el número 98, de 12 de febrero de 1991, que establece modalidades a que debe sujetarse la celebración de convenios que involucren la prestación de servicios personales a los servicios e instituciones regidos por el Decreto Ley N° 249, de 1973, que no se relacionen con la construcción de obras, y, por consiguiente, conforme a aquellas transcritas en los motivos signados con los números 10° y 11°;


204° Que, en esas condiciones, y atendido lo razonado en los fundamentos signados con los números 14°, 15°, 16°, 17°, 18°, 19°, 24°, 25°, 26° y 27°, que se reproducen,  esta sentenciadora no divisa cómo puede sostenerse lo que afirma la defensa de Castillo Navasal, esto es, que no se engañó al Fisco de Chile ni se ocasionó un perjuicio al erario público cuando se decidió utilizar el convenio ya señalado para obtener sumas de dinero y disponer pagos que el ente fiscal no estaba obligado a soportar;


205° Que, en lo relativo al segundo apoyo que sustenta la solicitud de absolución, esta sentenciadora comparte lo manifestado por la defensa de Castillo Navasal en orden a que éste carecía de  facultades para contratar personas y  pagarles honorarios, dar instrucciones de pago y para hacer figurar como participantes de una consultoría a diferentes personas, atendido lo expresado en el motivo signado con el número 201°. 

Sin embargo, como en las declaraciones que prestó, que coinciden con las dadas por Bartholin Zanetta y Ponce de León Milnes, reconoció, en síntesis, que ante el requerimiento que le formuló Arriagada Moreno habló con aquéllos porque sabía que se estaba celebrando un contrato entre la Dirección de Obras Hidráulicas y la Universidad de Chile, planteándoles en reuniones separadas el requerimiento recibido; que a Ponce de León le pidió que lo ayudara para poder pagar los honorarios de los directores que estaban impagos, esto es, le solicitó que se solucionaran a través de un contrato con el C.I.A.D.E., quien le respondió, después de hablar con Sapag Chain, que se haría a través de un contrato relativo al Zanjón de la Aguada y que iban a subcontratar a Diagnos Ltda. para que pagara a los directores; que a Donoso Díaz le entregó la lista de los directores y de la gente que había que pagar, entre ellos el suyo; que entregó las boletas de honorarios, entre ellas, la de su mujer, porque como aparecía formulando la petición a Donoso y en la lista su situación era más incómoda, y también por razones de orden tributario; y que entregó los cheques a los beneficiarios; actividades, las primeras, que se tradujeron en el “abultamiento” del precio de la consultoría contratada en la suma de $  21.300.000.-,  se debe concluir que su participación como autor se encuentra suficientemente acreditada, en los términos previstos en el número 1° del artículo 15 del Código Penal, tal como se señaló en el fundamento signado con el número 72°, que se reproduce;


206° Que como fue rechazada la acusación formulada por el querellante particular en contra de Castillo Navasal como autor del delito de asociación ilícita, según se lee en el motivo signado con el número 95°, que se reproduce, su defensa debe estarse a lo allí señalado;

207° Que, en lo que se refiere a las circunstancias atenuantes de responsabilidad penal consagradas en el artículo 11 números 6, 7 y 9 del Código Penal, esto es, la irreprochable conducta anterior del acusado, la de haber procurado reparar celosamente el mal causado o impedir sus ulteriores perniciosas consecuencia, acreditadas con los documentos acompañados y que rolan de fojas 18.250 a 18.265, y la de haber colaborado sustancialmente al esclarecimiento de los hechos,  la defensa deberá estarse a lo decidido en el motivo signado con el número 99°, que se reproduce;

208° Que la defensa de Nassir Sapag Chain, a fojas 17.812 y siguientes, contestando las acusaciones de oficio y las particulares solicitó su absolución.

En primer lugar, alude a las deficiencias de las acusaciones formuladas en lo que concierne a la determinación de la participación de los acusados en los hechos que se describen, en concreto, porque la imputación de colusión y consentimiento no descansa en ninguna descripción de hechos que diga qué cosas hizo Sapag Chain, susceptibles de considerarse expresión de confabulación para defraudar o manifestación inequívoca de un consentimiento expreso e informado para que otros defraudaran.

 
En segundo lugar, expresa que los hechos aparecen descritos en el considerando 2° de la acusación de oficio, titulado “en relación a la empresa consultora DIAGNOS LTDA”, en el que no hay ninguna referencia concreta a  Sapag Chain ni a la forma en la que habría intervenido en los hechos. La misma deficiencia tiene la adhesión a la acusación formulada por el Consejo de Defensa del Estado. 
En opinión de la defensa, el punto clave es que Sapag Chain, además de no intervenir en la realización de dicha consultoría (fue sub-contratada), jamás tuvo conocimiento que se abultó para pagar honorarios adicionales a funcionarios públicos o terceros prestadores de servicio al Ministerio de Obras Públicas. Y, en cualquier caso, si se le pretende atribuir colusión o concertación para beneficiar a esos terceros, debería existir una lista de hechos que permitan fundamentar tal atribución, la que no existe.
 Agrega que tampoco existe mayor desarrollo, en la acusación fiscal, respecto del contenido del tipo penal contemplado en el artículo 239 del Código Penal, lo que es particularmente grave porque el primer aspecto que debe analizarse es la existencia de una acción típica, esto es, de una acción en el plano de la conducta humana concreta que coincida con la descripción legal abstracta contenida en el tipo y cuya esencia se plasma en el denominado “verbo rector”. 

Señala que, en el caso de autos, se debe asumir que se está enfrentado a la hipótesis de un funcionario público que defrauda – cuando lo hace directamente y no se limita simplemente a consentir en que otro lo haga, que es la hipótesis alternativa del artículo 239 – el patrimonio fiscal mediante engaño. Y como en el auto acusatorio sólo se menciona las expresiones “abultar” y “traspasar” como conductas supuestamente engañosas especificadas en la norma. La pregunta simple y sencilla es: ¿Cómo, cuándo y con quién se coludió para abultar una consultoría su representado? ¿A quién concretamente engañó e indujo a error?.


Añade que en el auto acusatorio no existe ninguna labor de comparación entre una conducta concreta asignada a Sapag Chain y los verbos rectores del artículo 239 del Código Penal, sólo tiene sucintas expresiones en las letras a, b, c, d, e, f, g del punto I y el punto II del considerando 2° del auto acusatorio pero referente a intervenciones de distintas personas, entre las que no se encuentra Sapag Chain, por lo tanto, el auto acusatorio adolece de una falla estructural completamente insalvable a su respecto. Y que, conforme al mérito de autos, quedó demostrado que la única vinculación al hecho ilícito es que Ponce de León declara que Sapag Chain tenía conocimiento, ¿de que?, de al menos, como expresamente lo señala el co procesado, cuestión que negamos, se pagaría a funcionarios públicos por trabajos efectivamente realizados y ordenados por el Ministerio de Obras Públicas Sin que lo anterior pueda justificar, a la luz de la norma que se expresa como infringida, que el negocio (consultoría) estuviese a cargo de su representado.


Enseguida alude al traspaso del convenio a Diagnos Ltda., agregando que su defendido siempre entendió que no había  traspaso y que a dicha empresa se le estaba subcontratando, que es lo que en realidad ocurrió. El “traspaso” que sustenta el auto acusatorio corresponde a una legítima subcontratación y que, en cualquier hipótesis acerca de la naturaleza de la intervención de Diagnos Ltda., Sapag Chain ignoraba que con cargo a dicha consultoría se pagaría sobre sueldos o honorarios adicionales no realizados. La subcontratación se encuentra expresamente prevista y autorizada en el ordenamiento jurídico, como un mecanismo dirigido a la mejor utilización de los recursos, tal como se deduce de la simple lectura del artículo 15 de la Ley 19.886 sobre contratos administrativos, que establece como regla general que el contratante podrá concertar con terceros la ejecución parcial del contrato, sin perjuicio que la responsabilidad y la obligación de su cumplimiento permanecerá en el contratista adjudicado. Sólo en caso de norma expresa que prohíba la subcontratación, no podrá acudirse a esta figura jurídica.

Destaca que en el convenio se prohibió el traspaso del respectivo contrato, impidiendo cederlo a terceros, situación completamente distinta de la que se imputa, pues el traspaso prohibido corresponde a la cesión de contrato a que alude el artículo 14 de la misma Ley 19.886, figura jurídica diversa en su naturaleza y alcance a la subcontratación. La subcontratación era parte necesaria del mecanismo o funcionamiento normal del CIADE, de manera tal que si se le quita esa posibilidad difícilmente se podría haber llevado a cabo muchos de los proyectos que se ejecutaron gracias a su gestión.

Finalmente, afirma, que su representado no tuvo injerencia en la génesis y ejecución del convenio: fue Enrique Ponce de León quién acordó con el Ministerio de Obras Públicas la realización del contrato, su valor, su revisión por parte del ente sub contratado y su entrega posterior a dicho ministerio, desconociendo que se abultaría para pagar sobre sueldos u honorarios adicionales.

En cuanto al delito de asociación ilícita alegado por el querellante particular, cita el artículo 242 del Código Penal para concluir que nadie puede sostener con alguna autoridad que las personas que actuaron en los hechos, hayan tenido el perverso propósito de montar una organización criminal para atentar en contra del orden social, de las buenas costumbres, o en contra de las personas o las propiedades, por lo que procede que se desestime de plano esta infundada hipótesis delictual.

En subsidio, invoca como circunstancia atenuante de responsabilidad penal muy calificada la contemplada en el artículo 11 número 6 del Código Penal, y la del artículo 11 número 9 del mismo código;

209° Que, según consta en el segundo otrosí del escrito que rola a fojas 17.812 y siguientes, se solicitó que se citara a declarar a Peña Torrealba, Donoso Díaz, Goles Barrientos, Castillo Navasal, Bartholin Zanetta y a Arriagada Moreno. Asimismo, se solicitó que se tuvieran por acompañado documentos agregados a la causa signada con el número de rol 15.260 Letra C I, para acreditar la irreprochable conducta anterior del acusado, y que se despachara un oficio a la Universidad de Chile en los términos que se señalan;

210° Que, en la etapa procesal pertinente, Peña Torrealba señaló que no discutió con Sapag Chaín acerca de los pagos recibidos de Diagnos Ltda., ni le informó acerca de su calidad de funcionario público del Ministerio de Obras Públicas. 

Castillo Navasal manifestó que a Donoso Díaz le entregó la lista de todas las personas que se pagarían, entre ellas iba su cónyuge. La instrucción debe habérsela dado en el 2001, fecha en la que era jefe de  gabinete del Subsecretario de Obras Públicas Juan Carlos Latorre; que cree que Sapag Chain no estaba en conocimiento de los pagos a su cónyuge, pero cree que tendría que haber sabido que a él le iban a pagar, porque conversaba siempre con Ponce de León, asesor del CIADE, que estaba permanentemente en una oficina del ministerio y supone que ellos hablaban; que las sumas que recibió su mujer era un sobresueldo que a él le correspondía por labores extraordinarias que el ministro Cruz le pidió y que tenía que ver con la unificación de los ministerios, siendo comunicado el monto por Cortés Castro; que no sabe si Sapag Chain estaba al tanto de los otros pagos y nunca conversó con él, no se conocían en esa época; que Arriagada le pidió que pagara dos meses a los jefes de servicio y a él, y que a Ponce de León le preguntó si se podía incluir en un proyecto determinado, días después dijo que era difícil pero que había un estudio que se estaba  trabajando con la Dirección de Obras Hidráulicas y que en ese se podía incluir, luego le comunicó que se decidió subcontratar  a Diagnos Ltda. para el estudio; y que conoció a Sapag Chaín cuando partieron los procesos penales, por lo tanto, sobre los pagos materia de las preguntas nunca conversaron; y que nunca estuvo presente en las conversaciones que hubo entre Ponce de León y Sapag Chaín, sólo le consta lo que el primero le dijo, que había hablado con su jefe que era Sapag Chain. Recibió una respuesta afirmativa de Ponce de León en el sentido que podían ayudar en el tema, pero no fue testigo de la conversación entre ellos.
Bartholin Zanetta señaló que nunca se contactó con Sapag Chaín, lo conoció en el anexo Cárcel Capuchinos; que en la declaración que se le exhibe se refiere a una suma de dinero por entregar a la señora Marchioni, lo que solicitó a  Gonzalo Castillo,  Ponce de León o a Donoso Díaz; que los antecedentes los entregó a Ponce de León para que los llevara a la universidad; y que el convenio que firmó la Dirección de Obras Hidráulicas con la Facultad de Ciencias Económica y Administrativas de la Universidad de Chile fue suscrito por el decano de dicha facultad y por él, como Director de Obras Hidráulicas, desconociendo la estructura de la universidad, pero sí sabía que Sapag Chain era jefe de un departamento de la universidad, sin constarle quién era el encargado de autorizar los pagos.

Goles Barrientos señaló que nunca habló con Sapag Chain.


Donoso Díaz declaró que nada acordó con Sapag Chain, sólo conversó con Ponce de León; que  los pagos se los requirió Ponce de León y Castillo Navasal, sin poder precisar la cronología por el tiempo transcurrido; que cree que Ponce de León actuó como contraparte técnica por la Universidad de Chile; y que no sabe si Sapag Chaín tenía incidencia en la elaboración del informe presentado; 
211° Que, tratándose de los documentos que se invocan para sustentar una atenuante de responsabilidad penal, se dispuso, según consta en autos, su desglose de la causa numero de rol 15.260 Letra C I y anexión a la presente, lo que se hizo, según consta de fojas 19.123 a 19.131;

212° Que el Director Jurídico de la Universidad de Chile, señor Roberto de la Rosa Hernández, mediante oficio signado con el número 000188, de 29 de enero de 2010, agregado a fojas 18.736 y siguiente, señaló que el C.I.A.D.E. fue una unidad que nunca se incorporó formalmente a la estructura orgánica de la Universidad de Chile, funcionando a través de las unidades administrativas de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas, hoy Facultad de Economía y Negocios.

El Decano de la Facultad de Economía y Negocios, don Felipe Morandé Lavín, mediante oficio N° 029.10, de 28 de enero de 2010, agregado a fojas 18.738, señaló que la facultad, de acuerdo a las normas que cita, cuenta con la atribución para subcontratar servicios, a menos que se trate de proyectos en los que esté prohibido recurrir a esa modalidad; que el C.I.A.D.E. no tiene en la actualidad personal permanente, ya que no existe; que en la época consultada tampoco existía como centro formalmente creado, sino que correspondía a un área que ejecutaba proyectos de consultoría, bajo la persona jurídica general de la Universidad de Chile-Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas, siendo sus actividades coordinadas o supervisadas por el profesor Nassir Sapag, y para su ejecución se recurría a recursos humanos y materiales de la facultad o mediante contratación de consultores externos. Adjuntó una nómina de proyectos ejecutados en los años 2000-2001 y asignados al centro de costos denominado CIADE;


213° Que, de la atenta lectura del escrito materia de análisis, se advierte que la petición de absolución de Sapag Chaín se funda en el hecho que el auto acusatorio tendría deficiencias formales, en lo relativo al hecho punible y a la participación que se le atribuye a su defendido; y en la circunstancia que no se habría configurado el delito de fraude al Fisco de Chile ni la participación que se le imputa a su representado;


214° Que, del mismo modo por el tenor del escrito que se examina, resulta ilustrativo lo que se consignó en el motivo signado con el número 193°, en orden a que Sapag Chain fue sancionado por el delito de fraude al Fisco de Chile por la misma conducta que motiva la imputación penal de esta causa, por sentencia que se encuentra ejecutoriada dictada en la signada con el número de rol 15.260, Letra C I. Como se señaló en dicho considerando, la citada causa conforma una sola con todas aquellas tramitadas bajo el citado número de rol de conformidad a lo dispuesto en el artículo 160 del Código Orgánico de Tribunales; postura que comparte la defensa de Sapag Chain en la medida que invocó prueba rendida en aquella en apoyo de las alegaciones que planteó;

 215° Que, en lo que concierne a la primera alegación, se debe tener presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 424 del Código de Procedimiento Penal, la acusación de oficio es un auto motivado en el que se debe dejar testimonio de los hechos que constituyen el delito o los delitos que resultan haberse cometido y la participación que ha cabido en él, o en cada uno de ellos, al procesado o a los procesados de la causa, con expresión de los medios de prueba que obran en el sumario para acreditar unos y otras. Como de la lectura de la acusación de oficio dictada en estos autos se advierte que cumple con los requisitos que señala la citada disposición,  corresponde que sea desestimada;

216° Que, asimismo, procede rechazar la alegación que se funda en el hecho que no se habría configurado el delito de fraude al Fisco de Chile, previsto y sancionado en el artículo 239 del Código Penal, atendido lo razonado en los motivos signados con los números 24°, 25°, 26°, 27° y 28°, que se reproducen;

217° Que, para analizar la defensa que se basa en el hecho que no estaría acreditada la participación que se atribuye a Sapag Chain, se debe tener presente, en primer lugar, que, como se señaló en el motivo signado con el número 194°, la consultoría denominada “Análisis y evaluación de alternativas de financiamiento para obras complementarias del proyecto Zanjón de la Aguada” debía llevarse a cabo conforme a las normas contenidas en el Decreto Supremo del Ministerio de Hacienda signado con el número 98, de 12 de febrero de 1991, que establece modalidades a que debe sujetarse la celebración de convenios que involucren la prestación de servicios personales a los servicios e instituciones regidos por el Decreto Ley N° 249, de 1973, que no se relacionen con la construcción de obras, y, por consiguiente, conforme a aquellas transcritas en los motivos signados con los números 10° y 11°.

En segundo lugar, que si bien el convenio se celebró con la Facultad de Economía y Administración de la Universidad de Chile, ello se debió a que el Centro de Investigación Aplicada para el Desarrollo de la Empresa, C.I.A.D.E., nunca se incorporó formalmente a la estructura orgánica de la Universidad de Chile, por lo que funcionaba a través de las unidades administrativas de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas, hoy Facultad de Economía y Negocios, como se señala en los informes señalados en el motivo signado con el número 212°. Y, como para aceptar participar en una consultoría se requiere, en forma previa, estudiar y analizar el proyecto ofrecido, en este caso el del Ministerio de Obras Públicas, para determinar los recursos humanos y materiales que se necesitarán, sean los primeros de la citada facultad o consultores externos, y así fijar el costo definitivo de la consultoría, se debe concluir, por lo señalado en los citados informes, que el que realizó aquellas actividades fue el personero encargado de dicho centro.

En tercer lugar, como Sapag Chain era, como se expresa en los señalados informes, el que coordinaba y supervisaba las actividades del referido centro, no había otro, se debe concluir que fue quien realizó todas las actividades indicadas precedentemente para aceptar llevar a cabo el proyecto ofrecido a través del C.I.A.D.E., entre ellas, tomar conocimiento del precio que cobraría Diagnos Ltda.,  y si ésta, por medio de su representante, Donoso Díaz, presentó a la facultad-centro una propuesta económica y técnica por la suma de $ 3.500.000.-, no participaron otras personas jurídicas ni naturales en el estudio, y en el convenio ad-referéndum se fijó un precio de $ 27.825.000.-,  esta sentenciadora se pregunta cómo puede afirmarse que no hubo “abultamiento” del precio y que Sapag Chain no sabía;

218° Que, abona la conclusión anterior, que conduce a rechazar la alegación que se examina, la imputación que efectúa Ponce de León en cuanto que a Sapag Chain le trasmitió las instrucciones que recibió de Castillo Navasal y que aquél sabía que con el dinero de la consultoría se pagarían honorarios adicionales a personal directivo del Ministerio de Obras Públicas, información que se la dio en la primera conversación que tuvieron sobre el tema, y, además, que era el que dirigía el C.I.A.D.E., era su fundador; y la que surge de los dichos de Bartholin Zanetta y de Castillo Navasal, en orden a que el contrato, en definitiva, se utilizó para que el último pudiera cumplir con el compromiso que asumió, pagar a los Directores Nacionales sumas de dinero que se les adeudaba;

219° Que las declaraciones prestadas por los testigos mencionados en el motivo signado con el número 210° no altera lo razonado, atendido a que, según se advierte del mérito del proceso, Ponce de León fue el único intermediario entre el Ministerio de Obras Públicas y el C.I.A.D.E.;


220° Que como fue rechazada la acusación formulada por el querellante particular en contra de Sapag Chain como autor del delito de asociación ilícita, según se lee en el motivo signado con el número 95°, que se reproduce, su defensa debe estarse a lo allí señalado;

221° Que, en lo que se refiere a la circunstancia atenuante de responsabilidad penal consagrada en el artículo 11 número 6 del Código Penal, esto es, la irreprochable conducta anterior del acusado, la defensa deberá estarse a lo decidido en el motivo signado con el número 99°, que se reproduce, la que se estimará como muy calificada atendido el mérito de los documentos acompañados. Sin embargo, se desestima la consagrada en el número 9 de la citada disposición, porque de sus declaraciones no se aprecia que haya colaborado sustancialmente al esclarecimiento de los hechos; 

 222° Que la defensa de Héctor Peña Véliz, a fojas 18.071 y siguientes, contestando las acusaciones de oficio y las particulares solicitó su absolución. 
En primer lugar, sostiene que se ha configurado un error sobre un elemento esencial del tipo objetivo del delito de fraude al Fisco, para cuyo análisis señala que es pertinente tener presente los elementos propios del tipo objetivo de la estafa para dilucidar si su defendido lo cometió, que son: el engaño que debe producir un error en la víctima y que la lleve a incurrir en una disposición patrimonial, la que debe traducirse en un perjuicio patrimonial sufrido por el sujeto pasivo o terceros. 

Agrega que la imputación penal formulada lo es por varios capítulos, todos con una arquitectura idéntica en cuanto a la forma como se habría cometido el fraude. En estricto rigor la acusación concibe al fraude como una triangulación, donde existe un contrato real entre el Fisco y una empresa consultora determinada (en total se imputan once casos), que a su vez tiene un costo real, pero que entre el respectivo agente público que actúa por el Fisco y el consultor supuestamente acuerdan aumentar ese precio, simulando un mayor valor, y ese diferencial el consultor lo entrega a una tercera empresa – GATE S.A. – la cual recibe el dinero, y luego  instrucciones de un agente público para pagar remuneraciones a personas que trabajaban para el Fisco prestando diversos servicios.
Para sostener la pretensión de absolución por haber actuado Peña Véliz en los hechos en un error de tipo, se basa su defensa en la absoluta falta de conocimiento, y menos de convergencia subjetiva, respecto de uno de los elementos esenciales que conforman el tipo penal, el engaño; pues quienes construyen dicho acuerdo simulado son el respectivo agente público y el representante de la empresa consultora o constructora, y no Peña Véliz que, a través de GATE S.A., tenía, a la fecha en que ocurren los hechos, una relación contractual con la Coordinación General de Concesiones, básicamente ejecutaba la prestación de servicios a través de los denominados contratos a apoyo a la gestión de dicho ente funcional. En virtud de esa relación contractual existía, en consecuencia, una relación diaria y permanente con funcionarios públicos, y es así como a petición de un agente público se le solicita emitir una factura a una empresa consultora por una determinada cantidad, y luego con los fondos provenientes de dicha factura se le requiere pagar a diversas personas por trabajos prestados al Fisco de Chile, mecanismo que se repite en las distintas oportunidades que le es requerido y ello con relación a diversas consultoras o constructoras. Por lo tanto, para Peña Véliz los recursos que recibió de particulares, a través de facturas de GATE S.A. que emitía a petición de los inspectores fiscales, siempre fueron dineros de empresas privadas, nunca fondos o caudales públicos.
En consecuencia, si respecto de los hechos imputados a título de fraude al Fisco, donde el engaño resulta ser un elemento capital del tipo objetivo del delito, y si, en tales hechos, jamás tuvo conocimiento del engaño que se había utilizado para obtener los recursos que luego fueron transferidos a GATE S.A., ello implica que su actuar en tales hechos fue encontrándose en un error sobre un elemento esencial del tipo objetivo del delito de fraude, esto es, el elemento engaño.

Lo señalado es también aplicable al delito por el cual se acusa a Peña Véliz, esto es, el fraude al Fisco, la ignorancia que tenía respecto a una circunstancia de hecho como es el pretendido engaño, y que constituye un elemento nuclear del tipo penal, debe llevar a la misma conclusión, esto es, que no concurriendo el conocimiento de tal central elemento del tipo no se puede tener por configurado un actuar doloso de aquél.
 
Las pruebas que obran en la causa, en general, apuntan en la misma línea, esto es, la absoluta ignorancia de una circunstancia nuclear del tipo objetivo del delito de fraude al Fisco, el engaño. Cita la declaración de Cortés Castro de 27 de enero de 2003, de la que se advierte que la mecánica para obtener los recursos es ajena a Peña Véliz y está radicada en un nivel anterior operado  por los Directores de las direcciones del ministerio, siendo la mecánica o como lo denomina la acusación de oficio, el ardid, un asunto absolutamente ajeno al conocimiento de su defendido. También alude a la de Gutiérrez Arteaga de fojas 3.176, de  Echenique de fojas 3.225, y de Arrau del Canto de fojas 3.274, para concluir que su defendido estaba en un error de tipo excluyente del dolo, al emitir las respectivas facturas a las empresas privadas, recibir los fondos de estas y pagar remuneraciones a personas que habían prestado servicios al Fisco, ya que desconocía una etapa precedente en el origen de los fondos, cual es el acuerdo de abultamiento del precio de los contratos. Agrega que la declaración de Salinas Briones de fojas 3.313 también abona su tesis.

En segundo lugar, señala que en los hechos imputados falta otro elemento esencial del tipo objetivo de fraude al Fisco, el perjuicio patrimonial al ente fiscal. Por la semejanza conceptual de dicho ilícito con el de estafa, señala que lo analizará desde dicha sede, al igual que en el capítulo anterior. El perjuicio consiste en un daño al patrimonio de la víctima, relacionándose el concepto económico de patrimonio con una unidad de valor económico, el conjunto de bienes, derechos, valores, garantías, posesiones u otros de orden económico, para los cuales el sujeto – en éste caso el Fisco-  tendría facultad de disposición.  Conforme a cualquier concepto con esas características, la afirmación de existir perjuicio dependerá de que la decisión obtenida mediante engaño disminuya el valor económico del patrimonio sobre el cual tiene efectos de algún modo relevante dicha decisión, de un modo contrario, no habrá tal afectación si no existe en los hechos una disminución del valor económico del patrimonio.
 
Señala que la afirmación contenida en la acusación de oficio, en orden que determinados pagos el Fisco no se encontraba obligado a solucionarlos, adolece de  errores. Y para analizar correctamente el punto señala que es necesario convenir, como por lo demás queda de manifiesto de manera uniforme a lo largo de todo el proceso, en las diversas declaraciones de quienes recibieron estos pagos, que todas las personas que fueron pagadas con cargo a esos recursos lo fueron en virtud de servicios prestados al Fisco de Chile. Sentado aquello surgen los errores en que incurre la afirmación de la acusación, pues la cuestión no es si el Fisco estaba o no obligado a pagar, sino que lo relevante es si el pago produce una merma, una disminución económica de su patrimonio, por lo tanto, resulta un error evaluar el perjuicio desde la óptica de la obligación civil del Fisco respecto del pago efectuado, pues la correcta en sede de análisis criminal es aquella que debió verificar si tales pagos produjeron una merma en el acervo económico del Estado.

En ese contexto, señala que, en el caso de autos, no se da el perjuicio, por la simple razón de que, en la medida que los pagos fueron hechos a determinadas personas por trabajos efectivamente prestados al Fisco, resulta que el patrimonio no ha sufrido daño, por cuanto a cambio del dinero desembolsado el Estado recibió una efectiva prestación.  Cita, para ese efecto, declaraciones de diversos funcionarios que prestaron servicios para la Coordinación General de Concesiones y que fueron pagados por GATE S.A. con cargo a los fondos que recibió de las empresas consultoras. 

En subsidio, señala que el delito por el cual se acuso a su defendido configura un delito de malversación por distracción y tal delito especial propio es impune respecto a un particular. Expresa que si se analiza con estricto rigor el objetivo que tuvo la presunta mecánica de abultar los contratos con las consultoras, para destinar tales recursos fundamentalmente al pago de honorarios por servicios extraordinarios a funcionarios públicos, resulta que no se aviene al tipo penal del fraude al Fisco, sino que más bien lo que se puede visualizar en el modus operandi es el deseo de cambiar el destino de los fondos establecidos en el presupuesto general de la Nación para la Coordinación General de Concesiones, presupuesto que contemplaba una cierta cantidad de fondos para el pago de honorarios a las personas que prestaban servicios al Fisco para el desarrollo de su función pública, y otra cantidad de dinero para el pago a consultorías y empresas constructoras. Señala que es un hecho público y notorio que el programa de concesiones del Ministerio de Obras Públicas se transformó en uno de los desafíos más exitosos que ha cumplido la gestión pública en los últimos años, y para poder solventar el pago de honorarios al cúmulo de personas que fue necesario contratar, para poder dar abasto al desarrollo de la función pública por el exitoso crecimiento del citado programa, siendo escaso el ítem remuneraciones en el presupuesto de la Coordinación General de Concesiones, y por el contrario existiendo recursos en el ítem consultorías y constructoras, lo que se buscó hacer a través del mecanismo empleado – que la acusación tipifica como delito de fraude al Fisco -, fue cambiarle el destino a los recursos asignados a consultorías o constructoras, para poder -a través de la mecánica que se utilizó- pagar honorarios con dichos fondos, lo que configura el tipo penal contemplado en el artículo 236 de Código Penal que sanciona al “empleado público que arbitrariamente diere a los caudales o efectos que administre una aplicación pública diferente de aquella a que estuvieren destinados, será castigado…”, delito que en doctrina se conoce como delito especial propio, esto es, de aquellos tipos penales en que si se le sustrae el carácter de funcionario público al sujeto activo no queda ninguna otra figura penal residual.  Como Peña Véliz no tenía la calidad de funcionario público, a su respecto los hechos investigados son absolutamente atípicos y, en consecuencia, debe ser absuelto.

En tercer lugar, respecto de la imputación por el delito de asociación ilícita, señala que no hay antecedentes que justifiquen su existencia, porque los hechos materia de autos no alcanzan para sostener que se haya pretendido poner en riesgo la hegemonía o poder del Estado, estos delitos – el de asociación ilícita – atentan en contra el poder del Estado, contra su imperio, con una premeditada tendencia de sobreponerse a las leyes punitivas, a la expresión  más rigurosa de la soberanía estatal. La asociación ilícita tiene que ser algo más que la simple co participación criminal, propia de todos aquellos casos en que el delito es cometido por más de un sujeto, ese algo distinto que distingue ambas situaciones, aquella en que estamos frente a una verdadera asociación ilícita de los otros casos en que lo que hay es un delito cometido por varios sujetos, es el bien jurídico protegido en el caso de la asociación ilícita, si dicho bien jurídico no ha estado en riesgo por la conducta imputada no podrá sostenerse la existencia de tal delito.

Citando el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal señala que, en definitiva, no puede adquirirse, por lo medios de prueba legal, la convicción de haberse cometido un hecho punible, ni que a su defendido le cupo un participación culpable.
 
Para el evento improbable que se estime cometido algún delito por su defendido, de manera subsidiaria plantea que los hechos imputados no son constitutivos de delitos reiterados, sino que por el contrario se trata de un solo delito continuado, porque se dan los requisitos que señala la doctrina, los que señala y analiza. También invoca las atenuantes responsabilidad penal establecidas en los números 6 y 9 del artículo 11 del Código Penal, y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68 inciso 3º del citado código, solicita que se rebaje la pena en uno, dos o tres grados al mínimo del señalado por  la ley. En subsidio, y para el evento que sólo se estime acreditada una de las circunstancias atenuantes, solicita que se considere como muy calificada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68 bis, imponiendo la pena inferior en un grado al mínimo de la señalada por la ley;

223° Que la defensa de Luis Jara Núñez, a fojas 18.052 y siguientes y a fojas 19.089 y siguientes, contestando las acusaciones de oficio y las particulares solicitó su absolución.
En primer lugar, sostiene que se ha configurado un error sobre un elemento esencial del tipo objetivo del delito de fraude al Fisco. Señala que su defendido fue acusado como autor del delito de estafa residual, tipificado  en el artículo 473 del Código Penal, que se configura por la existencia de un engaño suficiente para producir un error esencial  en la víctima que permita obtener el fin perseguido de perjudicarla. Y que la imputación penal formulada en contra de su defendido lo es por haber administrado la denominada “caja paralela”, esto es, los recursos que provendrían de los supuestos abultamientos de contratos celebrados por la Coordinación General de Concesiones con empresas consultoras o constructoras.  
Para sostener la pretensión de absolución por haber actuado su defendido en los hechos en un error de tipo, su defensa se basa en su absoluta falta de conocimiento, y menos de convergencia subjetiva, respecto de uno de los elemento esenciales que conforman el tipo penal del delito de estafa, el engaño, porque éste se configura al inducir a error al Fisco por la vía de fijar en los respectivos contratos un precio, un valor, superior al real, en abultar el verdadero precio de los servicios de consultoría o trabajos que se debían prestarse. Ahí en ese acuerdo simulado en torno al precio es donde se construye el engaño, y es evidente que quienes construyen dicho acuerdo simulado son el respectivo agente público, que actúa por el Fisco, y el representante de la empresa consultora o constructora, y por cierto ellos saben y conocen, tanto el valor real del contrato, como aquel diferencial en que se abulta el precio, mecánica que Jara Núñez desconoce, pues sólo recibió los fondos o recursos para ser administrados en el pago de gastos y remuneraciones de personas que trabajaron para el Fisco, desconociendo absolutamente el engaño, esto es el abultamiento del precio de un contrato entre la respectiva empresa y el Fisco. En consecuencia, careciendo de conocimiento respecto de éste elemento engañoso, no es posible afirmar a su respecto que haya facilitado los medios para cometer el supuesto delito de estafa, en los términos previstos en el número 3 del artículo 15 del Código Penal.


En segundo lugar, señala que falta en los hechos imputados otro elemento esencial del tipo objetivo de fraude al Fisco, el perjuicio patrimonial del ente fiscal. Afirma que lo relevante no es la obligación jurídica al pago, sino si el pago produjo un daño al patrimonio fiscal, lo que no se da en el caso de autos, por la simple razón de que, en la medida que los pagos fueron hechos a determinadas personas por trabajos efectivamente prestados al Fisco, resulta que su patrimonio no ha sufrido daño, por cuanto a cambio del dinero desembolsado el Estado recibió una efectiva prestación. Señala que los elementos probatorios permiten concluir que los dineros administrados por su defendido fueron íntegramente invertidos en el pago de servicios prestados por diversas personas al Fisco de Chile, por lo cual se puede concluir que en estos hechos no se le originó una pérdida, ni se le privó de un lucro legitimo, lo que permite concluir que uno de los elementos esenciales del tipo objetivo del delito de fraude, el perjuicio patrimonial a la víctima, en éste caso al Fisco de Chile, no se configura en los hechos investigados, por lo cual corresponde que se lo absuelva.


En tercer lugar, respecto de la imputación por el delito de asociación ilícita, señala que no hay antecedentes que justifiquen su existencia, porque los hechos materia de autos no alcanzan para sostener que se pretendió poner en riesgo la hegemonía o poder del Estado, estos delitos – el de asociación ilícita - son delitos contra el poder del Estado, contra su imperio, con una premeditada tendencia de sobreponerse a las leyes punitivas, a la expresión  más rigurosa de la soberanía estatal. La asociación ilícita tiene que ser algo más que la simple co participación criminal, propia de todos aquellos casos en que el delito es cometido por más de un sujeto, ese algo distinto que distingue ambas situaciones, aquella en que estamos frente a una verdadera asociación ilícita de aquellos otros casos en que lo que hay es un delito cometido por varios sujetos, es el bien jurídico protegido en el caso de la asociación ilícita, si dicho bien jurídico no ha estado en riesgo por la conducta imputada no podrá sostenerse la existencia de tal delito.
Cita la norma contenida en el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, para concluir que, por lo expuesto, no puede adquirirse, por los medios de prueba legal, la convicción de haberse cometido un hecho punible, ni que a su defendido le correspondió una participación culpable. Dicha disposición, debe ser en la actualidad, encontrándose vigente en todo el país la denominada Reforma Procesal Penal, interpretado en concordancia con el artículo 340 del Código Procesal Penal, que establece “nadie puede ser condenado por delito sino cuando el tribunal que lo juzgare adquiriere, más allá de toda duda razonable, la convicción de que realmente se hubiere cometido el hecho punible objeto de la acusación y que en él hubiere correspondido al acusado una participación culpable y penada por la ley”, y resulta que, respecto de los delitos materia de las acusaciones, conforme a los argumentos expuestos, no es posible para el tribunal adquirir la convicción que exige el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, tampoco es posible formar la convicción más allá de una duda razonable que exige el artículo 340 del Código Procesal Penal.
Para el evento improbable que se estime cometido algún delito por su defendido, invoca las circunstancias atenuantes de responsabilidad penal previstas en los números 6 y 9 del artículo 11 del Código Penal, solicitando que se rebaje la pena en tres grados del mínimo señalado por la ley, o como lo estime el tribunal. Y, para el evento que sólo se estime acreditada una de las circunstancias atenuantes, pide que se considere como muy calificada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68 bis del citado código, imponiendo la pena inferior en un grado al mínimo de la señalada por la ley;

224° Que las defensas de Peña Véliz y de Jara Núñez presentaron como testigos a Sergio Cortés Castro, Abdón Naim Pajundakis, Carlos Calderón Pinto, Jorge Echenique Larraín y a Luis Arrau del Canto, para que declararan conforme las minutas de interrogatorios formuladas en el quinto otrosí de los escritos que rolan a fojas 18.052 y siguientes y 18.071 y siguientes, que son del mismo tenor. 

Cortés Castro señaló que no puede decir si Peña Véliz y Jara Núñez tenían conocimiento que los recursos que a GATE S.A. giraban las empresas que se citan, provenían de un aumento de precios de las consultorías o trabajos realizados a la Coordinación General de Concesiones, porque se mencionan empresas respecto de las cuales no tuvo intervención ni participación y no conoce, por lo tanto, menos puede saber si ellos sabían, sin entender porqué se habla de “caja paralela” o de “aumento de precios”, porque los precios se fijaban por el inspector fiscal o la unidad que licitaba el contrato y de acuerdo a los requerimiento que formulaba el Ministro de Obras Públicas y el Coordinador General de Concesiones; que Cruz Lorenzen tuvo intervención de la manera como lo señala porque era su jefe directo y lo instruía hacer los pagos extraordinarios a personas, por lo tanto, en su calidad de jefe de presupuesto tenía que contactarse con los inspectores fiscales para que pusieran a disposición los recursos en la cuenta GATE S.A., parte de los gastos administrativos del contrato. El monto era materia del inspector fiscal  y de la unidad que licitaba, sin intervención del ministro ni del coordinador; que Jara Núñez y Peña Véliz en la etapa de formulación de requerimientos de recursos, cuando se efectuaban las licitaciones y se suscribían los contratos, no tenían conocimiento de la forma en que se hacía; que el dinero se destinó a  honorarios y remuneraciones relativos a trabajos efectivamente prestados al Ministerio de Obras Públicas y a gastos del servicio, y lo de trabajo efectivo debe entenderse referido, por las declaraciones prestadas a fojas 11.004, 11.859, 12.000 y 12.002, a las personas que trabajaron directamente con él y que conocía; que no siempre dio instrucciones de pago y al analizar los pagos detectó que se efectuaron a personas que no conocía y que fueron solicitadas por otras. Las peticiones de dinero efectivo se las hacía directamente Cruz Lorenzen, oportunidad en la que comentaba para quien era, como es el caso de González y Nicolai. También le decía que había que pagarle a tal persona como el caso de Molina, pero en otras oportunidades sólo le pedía y decía que había que pagar, usaba la palabra suple, sobresueldo o solo pagar; que existen montos que no están respaldados porque simplemente nunca se entregaron, como, por ejemplo, el pago de impuesto a la renta de Cruz Lorenzen de 1999 ó 2000, lo que puede verificar el contador Jara Núñez. Cruz Lorenzen nunca entregó el dinero para ello. Otro caso es el de Aniceto Rodríguez hijo, él iba una vez al mes a buscar su cheque y nunca trabajó en la unidad que dirigía. El jefe de gabinete de Cruz Lorenzen, Urriola, solicitaba pagos de personas puntuales a veces se las solicitaba a él y otras directamente a Jara Núñez, pagos de los que no tenía conocimiento ni respaldos, sólo tenían los papeles que entregaban para pagar. Cree que Cruz no estaba en conocimiento de las peticiones que hacía su jefe de gabinete; que se giraron cheques de las cuentas corrientes de Jara Núñez, General Carrasco, Peña Véliz y de GATE S.A., no fiscales porque se habría requerido de una resolución: que manejó la cuenta de GATE hasta el 21 de marzo de 2001, recibiendo las instrucciones de pago directamente de Cruz Lorenzen. Las de Urriola las recibió Jara Núñez y las desconocía; que no dependía de Cruz Lorenzen cuando fue subrogante de Díaz Silva, y a contar de mediados de 1999 fue nombrado  por resolución de la Dirección General de Obras Públicas, supone que a petición de Cruz Lorenzen, porque no se llamó a concurso público, y a partir de esa fecha quedó bajo su dependencia; que entre la funciones de cualquier jefe está la de controlar, pero no sabe si Cruz Lorenzen lo fiscalizaba, pero en la coordinación había una unidad de auditoria y otra jurídica, además se le entregaban reportes semanales y quincenales; que lo que declaró en el sumario administrativo el 25 y 26 de junio de 2005, según consta a fojas 525 y 530 del mismo, relativo a  la fiscalización de su trabajo, dice relación con el contrato de trabajo de apoyo con GATE S.A., en el que fue inspector fiscal, y, como tal, era el único que podía administrarlo y fijar remuneraciones, y en esa calidad el único que podía fiscalizarlo era la Contraloría General de la Republica, la   fiscalía del Ministerio de Obras Públicas y la Dirección de  Contabilidad y Finanzas, por lo tanto, no advierte contradicciones con la respuesta  anterior, porque ella decía relación con su labor en la unidad de concesiones, una cosa es ser jefe de una división y otra ser inspector fiscal de un contrato; y que al momento de entregar los fondos, al igual que Peña Véliz y Jara Núñez, lo hizo bajo el convencimiento de que se pagaban realmente trabajos prestados a concesiones u obras públicas; y que no sabe si Cruz Lorenzen dio instrucciones para aumentar los contratos de las consultoras mencionadas, cree que no, y estima que lo que hizo fue instruir para usar los recursos de los contratos en forma eficiente, desconociendo si participó en la selección, asignación o gestó los contratos a alguna empresa en particular, siendo los inspectores fiscales los responsables de las asignaciones de los recursos de los contratos, y la selección depende si hubo trato directo del jefe de la unidad o llamado a licitación.

Naim Pajundakis señaló que no conocía a Peña Véliz ni a Jara Núñez a la época en que GATE S.A. emitió la factura a su empresa; que no arribó a ningún acuerdo de precio con nadie; que la emisión y pago de la factura de GATE S.A. se hizo  a través del inspector fiscal del contrato, Quiroz Astorga, y el encargado de aspectos administrativos de concesiones, Cortés Castro; que fue el inspector fiscal el que le informó que por ordenes superiores la fase B del contrato no se llevaría a cabo por la consultora, porque  se estaba realizando o se había realizado por terceros; fase que consistía en proveer de algunos profesionales como abogados y procuradores relacionados con el tema expropiatorio, y al consultar los nombres le dijo que se pusiera en contacto con Cortés Castro, el que le indicó que el pago debía hacerse a GATE S.A., sin dar el nombre de ningún profesional.

Calderón Pinto señaló que no conocía a Jara Núñez ni a Peña Véliz y que no participó en ninguna negociación o acuerdos de determinación de precios con dichas personas; que no sabe quienes participaron en el acuerdo de establecimiento de precios en las asesorías; que sólo recibió boletas  o facturas correspondientes a gastos  de concesiones que enviaba Salinas Briones, inspector fiscal de algunos estudios, que pagaba en la medida de disponibilidad de caja de su oficina; que hizo los pagos porque se generó ese procedimiento que debió aceptar porque necesitaba seguir trabajando en concesiones y era el sistema imperante en ese organismo; y que no se relacionó ni personal ni profesionalmente con Cruz Lorenzen ni con Cortés Castro.

Echenique Larraín indicó que no conoce a Peña Véliz ni a Jara Núñez, tampoco ninguno de sus socios, Francisco Aguirre, Francisco González y Víctor Rey Pozo; que la licitación se la ganaron por la vasta experiencia que tenían en estudios agropecuarios y Salinas Briones fue la contraparte y Francisco González el representante de la empresa, porque era el que tenía más experiencia en la zona del estudio; que Salinas Briones planteó desde la primera conversación que necesitaba incluir en el presupuesto del estudio una cantidad aproximada de $ 12.000.000.-, para cubrir los costos de operación que la Coordinación General de Concesiones tenía que desarrollar en la zona de Illapel. No fue planteado como una insinuación sino que como una imposición, después llegó el convenio formal acompañado de una resolución del Director General de Obras Públicas, aprobada por el ministro y sancionada por la Contraloría General de la República, el que incluía la cantidad indicada por Salinas Briones. El estudio se hizo e incluso ha servido de fundamento agronómico para el embalse El Bato que está en funcionamiento. Cuando terminó el estudio se informó que debían devolver el dinero correspondiente al diferencial, exigiendo documentos formales, remitiendo Salinas Briones, vía fax, una boleta de honorarios de  GATE S.A.

Arrau del Canto manifestó que no conocía a Jara Núñez ni a Peña Véliz; que no participó con ellos en negociaciones o acuerdos de determinación de precios, sino que con Salinas Briones; que no conocía a nadie más de los que aparecen involucrados en el proceso. Todo se gestó o más bien fue informado cuando los hechos estaban consumados, porque se le señaló que debía hacer un pago al consultor Peralta por un  trabajo efectuado y relativo a la concesión del embalse El Bato, práctica usual en los contratos privados, también a  Solar y a una empresa que resultó ser GATE S.A. Peralta y Solar hicieron los trabajos porque estaban los documentos respectivos que daban cuenta de ello; que Salinas Briones actuaba como inspector fiscal, pero también en las reuniones participaba Pablo Anguita que entiende que era su jefe; que cuando se le comunicó que debía aumentar el precio del contrato porque había que pagar a otros consultores, Peralta, Solar y GATE S.A., en principio le “llamó la atención” porque sólo conocía a Peralta y sabía que estaba trabajando en la concesión del embalse El Bato,  pero no hizo cuestionamientos porque con concesiones había un marco de confianza, ya que no le pidieron boleta de garantía de fiel cumplimiento del contrato; y que no participó en ningún ardid, pues desconocía los acuerdos habidos entre los otros consultores. Cree que fue utilizado por el ministerio para probar un sistema que duró como cuatro años. Piensa que no lo llamaron de nuevo porque se habría dado cuenta que era un sistema o máquina y no un caso puntual.

Véliz Hernández señaló que no sabe si Peña Véliz y Jara Núñez tenían conocimiento que los recursos que se le giraron a GATE S.A. provenía de aumento de precio de los contratos; que sólo estaba en conocimiento de la existencia de un contrato de apoyo con GATE S.A., para pagar honorarios de la gente de concesiones que veía trabajando y los gastos que se generan en una administración; que de repente con cargo a ese contrato ocurrían casos como el de Salvador Fernández, al que se refiere en la declaración que ratificó, porque Cortés Castro lo incorporó en la lista original y no lo  veía trabajar, lo que generó  que hubo que dejar de pagar ciertas facturas para cumplir con el requerimiento y pagarla en los meses siguientes, eso ocurría porque estaban muy justos en los gastos; que ingresó a trabajar a concesiones en el verano de 1998, invitado por su amigo Cortés Castro, quien pasó a ser su superior; y que no se pudo oponer a la petición o requerimiento de Cortés Castro que generó aumentó de la nómina porque era su jefe;

225° Que, como puede advertirse de lo señalado en los motivos signados con los números 222° y 223°, la defensa de Peña Véliz y la de Jara Núñez son similares, pues las diferencias que se aprecian sólo están dadas por la participación que a cada uno le cupo en los hechos materia de la investigación, por lo que se analizaran de manera conjunta;

226° Que, la primera alegación para obtener la absolución, se funda en el hecho que se habría configurado un error sobre un elemento esencial del tipo objetivo del delito de fraude al Fisco, porque Peña Véliz y Jara Núñez habrían actuado en la absoluta falta de conocimiento, y menos de convergencia subjetiva, respecto de uno de los elementos esenciales que conforman el tipo penal, el engaño, pues, de acuerdo a la relación fáctica que contiene la acusación de oficio, resultaría evidente que quienes concurrieron con su voluntad al acuerdo simulado son el respectivo agente público y el representante de la empresa consultora o constructora, y, dentro de esa línea argumentativa, se sostiene que desconocían el origen de los fondos;

227° Que, para acreditar dicho presupuesto, la defensa de los acusados citó a declarar, en la etapa procesal pertinente, a los testigos que se individualizan en el motivo signado con el número 224°. Sin embargo, lo manifestado por dichos testigos no sirve para el propósito perseguido, atendido a que si no conocían a Peña Véliz y a Jara Núñez a la fecha de los hechos, resulta obvio que no pueden proporcionar antecedentes relativos al fuero interno de aquéllos y a la conducta que desplegaron en los sucesos de autos, y, además, porque la circunstancia que los referidos acusados no hayan concurrido con su ánimo al denominado “acuerdo simulado” no descarta las otras formas de participación contempladas en los artículos 16 y 17 del Código Penal, que no requieren de concierto. Esto último se ve corroborado por lo que declara Cortés Castro, en la medida que limitó el desconocimiento de Peña Véliz y Jara Núñez sólo a la etapa de formulación de requerimientos de los recursos, esto es, al proceso de licitación y suscripción de los contratos; 

228° Que, en lo que concierne al desconocimiento por parte de Peña Véliz y de Jara Núñez del origen de los dineros que se depositaron en sus cuentas corrientes bancarias, en las de GATE S.A. y de General Carrasco, y que administró el segundo de los nombrados,  se debe tener presente que Peña Véliz, a la época de los sucesos, tenía 49 años de edad y una vasta experiencia en la prestación de servicios a empresas y entidades públicas, adjudicándosele a GATE S.A., sociedad de la que era su representante, diversos contratos por la Dirección General de Obras Públicas para prestar servicios de apoyo administrativo y asesorías a la Coordinación General de Concesiones, por los montos señalados en el informe pericial que rola a fojas 6.151 y siguientes, y, además, se había desempeñado como Secretario Regional Ministerial  del Ministerio de Transportes entre los años 1990 y 1993, de lo que se puede colegir que tenía conocimiento no sólo de la forma como se desenvuelve la Administración Pública en general sino que también cómo operaba la Coordinación General de Concesiones, esto es, que si bien era un ente funcional debía igualmente generarse actos administrativos, a través de la Dirección General de Obras Públicas, para que el patrimonio fiscal resultara comprometido al pago de sumas de dinero. También para solventar sumas de dinero a empleados públicos y o a particulares  que prestaban servicios a dicho ente funcional. Lo anterior, unido al hecho que en el cumplimiento de los contratos de apoyo administrativo a las funciones de la Coordinación General de Concesiones, que se le adjudicaron a su sociedad, GATE S.A., por parte de la Dirección General de Obras Públicas, debía pagar diferentes sumas de dinero mediante el giro de cheques, precisamente para cumplir los compromisos asumidos en virtud de esos contratos, y no emitir boletas o facturas con pleno conocimiento que eran ficticias las operaciones de que daban cuenta los respaldos tributarios que entregaba, pues sabía que debía emitirlas no obstante que no se prestaría ningún tipo de servicio, ergo, su condición contractual no puede ser invocada para afirmar el desconocimiento que se alega, precisamente porque la conducta que desplegó estaba al margen de la misma, unido al hecho que su participación en las citadas operaciones simuladas se extendieron por el período que corre entre los años 1997 y 2002 y por un monto total de $ 799.142.217, a juicio de esta sentenciadora, no se encuentra acreditado el presupuesto fáctico invocado por su defensa para obtener su absolución.

Jara Núñez, por su parte, tenía 34 años de edad a la data de los hechos, de profesión contador auditor, y que previo a administrar la denominada “caja paralela” prestó servicios como jefe de operaciones en la Coordinación General de Concesiones contratado por el Instituto de Economía de la Universidad de Chile y por GATE S.A., los que, a su vez, habían celebrado con la Dirección General de Obras Públicas contratos de apoyo administrativo a las funciones del citado ente funcional, lo que significa que tenía conocimiento de la forma como se actuaba al interior de ese organismo, en orden a que todas las actuaciones que implicaran el uso del patrimonio fiscal requería de la emisión previa de actos administrativos. También para pagar sumas de dinero a empleados públicos y/o a particulares que prestaban servicios a dicho ente funcional. Lo señalado, unido a la circunstancia que sabía que GATE S.A. emitía boletas y servicios sin previa contraprestación, al largo período durante el cual administró la denominada “caja paralela” y el monto de dinero sometido a su gestión, y considerando que la defensa que se analiza sólo se sustenta en el hecho de la falta de concierto de parte de Jara Núñez, y que, por ello, no sabía el origen de los fondos, se debe concluir que corresponde que sea rechazada, porque, por lo expuesto, se concluye que sí sabía acerca de la procedencia de los mismos;

229° Que, la segunda defensa debe ser rechazada, porque el Fisco de Chile sólo está obligado a pagar sumas de dinero a empleados públicos y particulares, previo cumplimiento de la normativa establecida por el legislador para resguardar el patrimonio fiscal, tal como se señaló en los motivos signados con los números 10°, 11°, 12°, 14°, 16°, 17°, 18° y 19°, que se reproducen; y es el respeto previo de la legislación citada en los señalados fundamentos el que puede conducir a la conclusión que la prestación de un determinado servicio es necesario para el Estado; 

230° Que tratándose de la tercera defensa formulada sólo respecto de Peña Véliz, se debe tener presente que, para que se configure el delito que tipifica y sanciona el artículo 236 del Código Penal, es menester que los fondos administrados se “apliquen” a un fin público. El profesor Etcheberry en su obra Derecho Penal, al efecto, señala: “Esta aplicación consistirá, precisamente, en un acto de administración por el cual los fondos se inviertan efectivamente (no basta con ordenar la inversión) en algún objeto público. Se tratará de una “aplicación pública” cuando ese objeto en que se inviertan los fondos vaya en beneficio público; en general, cuando se trate de un objeto al cual deba atenderse con fondos públicos en conformidad a las disposiciones legales y reglamentarias, o al menos un objeto por el cual la causa pública reciba o haya recibido una contraprestación equivalente desde el punto de vista económico…” 

Y como la pesquisa judicial no dice relación con los contratos de apoyo administrativo a las funciones de la Coordinación General de Concesiones, celebrados entre la Dirección General de Obras Públicas y diferentes consultoras, entre ellas GATE S.A., y los presupuestos doctrinarios no se configuraron en el caso de autos, por las razones dadas en el motivo precedente, y porque, como se advierte de los elementos de convicción reseñados en el fundamento signado con el número 2°, el citado ente funcional tenía consultado en las respectivas partidas de la ley de presupuesto de los años 1997 a 2002, los aportes fiscales necesarios para cumplir sus objetivos; que la Coordinación General de Concesiones declinó su actividad en el curso de los años 1999 a 2001, debido a la reducción de los proyectos y a que el de mayor envergadura, conocido como “Ruta 5”, pasó a la etapa final de licitación, lo que trajo consigo que su dotación fuera considerada excesiva y que, además, era percibida por personeros del Ministerio de Obras Públicas y del de Transportes y Telecomunicaciones como un organismo que tenía excedentes y que podía cubrir compromisos de diferente orden, lo que hizo, esto es, tampoco concurren los fundamentos fácticos en que se apoya la defensa, corresponde que sea desestimada;

231° Que como fue rechazada la acusación formulada por el querellante particular en contra de Peña Véliz y de Jara Núñez como autores del delito de asociación ilícita, según se lee en el motivo signado con el número 95°, que se reproduce, la defensa debe estarse a lo allí señalado;

232° Que la defensa que se sustenta en las normas contenidas en los artículos 456 bis del Código de Procedimiento Penal y 340 del Código Procesal Penal, debe ser desestimada atendido lo razonado a propósito del análisis de cada uno de los capítulos de los escritos que rolan a fojas 18.071 y siguientes, 18.052 y siguientes y 19.089 y siguientes, y lo consignado en los motivos signados con los números 8°, 14°, 19°, 22°, 23°, 24°, 25°, 26°, 27°, 28°, 77°, 78°, 81°, 82° y 83°, que se reproducen, en los que se concluye que se cometió el delito de fraude al Fisco de Chile y que a Peña Véliz y a Jara Núñez les cupo participación en la calidad de cómplice y encubridor, respectivamente;

233° Que, en lo que se refiere a la petición que se considere el delito como continuado y no reiterado, la defensa del acusado Peña Véliz deberá estarse a lo señalado en el motivo signado con el número 28°, que se reproduce;

 
234° Que, tal como se señaló en el fundamento signado con el número  99°, corresponde reconocer a Peña Véliz y a Jara Núñez la circunstancia atenuante de responsabilidad penal consagrada en el artículo 11 número 6 del Código Penal, esto es, la irreprochable conducta anterior de los acusados, y a Jara Núñez aquella consagrada en el número 9 de la citada disposición.  Sin embargo, esta última minorante no procede que se reconozca a Peña Véliz, porque, de sus declaraciones, no se advierte que haya colaborado sustancialmente al esclarecimiento de los hechos. Tampoco que la que se le reconoce se considere como muy calificada, por no existir antecedentes que permitan arribar a esa conclusión;
235° Que la defensa de Oscar Araos Guzmán, a fojas 18.018 y siguientes, contestando las acusaciones de oficio y las particulares solicitó su absolución, reiterando dicha petición en el escrito que rola a fojas 18.089 y siguientes, en cuya suma señaló que se trataba de una adición al escrito anteriormente presentado.


En primer lugar, alude a los hechos de la manera como se señala en la acusación de oficio, agregando que la Unidad de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones decidió unilateralmente contratar personal, debiendo el consultor limitarse a integrar mensualmente los gastos que se le indicaban y que correspondían al período mensual de que se trataba, cubriendo de esa manera los honorarios respectivos, traslados, comunicaciones, transporte, gastos generales, etc., por lo tanto, el destino y monto era definido mensualmente por la inspección técnica de obras, no pudiendo el consultor dudar ni fiscalizar; y que la sociedad cumplió de manera oportuna y a plena conformidad los trabajos que le fueron adjudicados. Los gastos correspondientes a cada contrato, destinados por Ábaco Ingenieros Consultores única y exclusivamente para cumplir las bases administrativas aprobadas por la Contraloría General de la República, se depositaron mensualmente  en las cuentas corrientes que se le indicó, supuestamente pertenecientes al habilitado contable del Ministerio de Obras Públicas,  cuyas oficinas se encontraban en dependencias de dicho ministerio, Morandé  N° 59, contiguas a las del Ministro de Obras Públicas, y también en las de GATE S.A., pagos que se efectuaron entre privados, cualquiera que haya sido el motivo o la causa para efectuarlo, pues no se ha establecido que se tratara de dineros fiscales, ni tampoco que su origen directo estuviera en dineros obtenidos por Ábaco Ingenieros Consultores Ltda. a consecuencia de los contratos de consultoría que celebró con el Ministerio de Obras Públicas.


Añade, que si eventualmente personal subordinado del Ministerio de Obras Públicas destinó a otros usos parte de los recursos que el consultor suministró, jamás fue con su consentimiento y autorización, por lo que, en ese caso, el consultor habría sido víctima del ardid, no el Fisco de Chile que recibió siempre exactamente lo contratado; y que en innumerables oportunidades se exigió facturas de respaldo, recibiendo, por lo general, evasivas de parte de la inspección fiscal como de sus superiores, salvo, en un principio, cuando se hizo entrega de boletas de servicios que nunca solicitó por cursos de idiomas y servicios generales de apoyo de una supuesta empresa llamada GATE S.A., rechazándose en lo sucesivo  nuevos respaldos de esa naturaleza, por lo que  dichos gastos no respaldados se consignaron contablemente como “anticipo a proveedores”.


En segundo lugar, expresa que el área de expropiaciones de la sociedad era gerenciada por Javier Rivas Velásquez, quien tenía amplios poderes para negociar, representar, contratar personal, destinar recursos y equipos profesionales para cumplir a cabalidad con los servicios contratados con el Ministerio de Obras Públicas, lo que se confirmó con el resultado del careo a que fue sometido su defendido con Rivas Velásquez; por lo que no procede acusar  penalmente a una persona exclusivamente por ser  el representante legal de una empresa,  respecto de supuestos delitos en los que no está demostrado que haya  tomado parte, sobre todo considerando que Araos Guzmán no conoce a sus supuestos cómplices, Cruz Lorenzen, Peña Véliz, ni al Director General de Obras Públicas, Arriagada Moreno. Más aún si, según se desprende de los mismos antecedentes, los autores intelectuales,  cómplices y beneficiaros directos de los ilícitos perseguidos por la judicatura provendrían de la propia estructura institucional del Estado de Chile,  con los cuales la sociedad, ni menos su representante, jamás participó en la planificación de ningún ilícito, prueba de ello es que el eventual dinero defraudado proveniente de esas supuestas estafas y exacciones ilegales, como constante, sólo  beneficiaron al sistema creado, diseñado y operado por los personeros del Estado y a sus partidos políticos.


Afirma que la judicatura, de acuerdo a la acusación formulada, no ha respetado normativas constitucionales que diferencian claramente las responsabilidades penales de personas naturales y jurídicas, pues el tribunal se niega a considerar el resultado del careo realizado entre Rivas Velásquez y Araos Guzmán, del que surge que este último no tuvo ninguna participación en los hechos, porque los servicios prestados al Ministerio de Obras Públicas los gerenciaron personeros especializados en el área de expropiaciones de Abaco Ingenieros Consultores Ltda. con atribuciones  para estudiar y acordar contratos, contratar personal, asignar recursos financieros, generar y negociar estados de pago, etc. 


En tercer lugar, señala que el sistema unilateralmente impuesto por el  Ministerio de Obras Públicas en sus bases administrativas, aprobadas por la Contraloría General de la República, jamás fueron negociadas con la sociedad, pues se trata de contratos por adhesión, por lo que si resultare alguna irregularidad en la aplicación de las bases por parte del funcionario, al privado no le cabe  imputabilidad. Afirmación sustentada en la imposibilidad de que empresas subordinadas al Estado para estos fines, pudieran siquiera dudar, cuestionar, oponerse  o negarse a acatar normativas y procedimientos establecidos por bases de licitación y/o por relaciones contractuales coercitivas impuestas  por adhesión so pena de ser expulsados del sistema dejándolos sin trabajo. En ese contexto, cita la disposición del número 12 del artículo 10 del Código Penal, que  señala que están exentos de responsabilidad criminal: “el que incurre en alguna omisión, hallándose impedido por causa legítima o insuperable", lo que estima que, en la especie, ocurrió, y, por lo tanto, a la sociedad a lo más le cabe una responsabilidad de omisión al no denunciar los hechos investigados, si se hubiere percatado del ardid en el que lo estaban involucrando, a lo que sin duda se encontraba legítimamente impedido por el temor  a ser expulsado de esos trabajos, lo que significaba dejar a más de setenta personas cesantes y a su compañía ante inminente peligro de bancarrota, lo que, como consecuencia de la injusta acusación, efectivamente ocurrió. 


Estima que, a la luz de los hechos, es posible  acreditar la existencia de tres niveles o “generaciones” de responsabilidad en el caso MOP/GATE: los gestores “1ra. Generación”; los medios o instrumentos “2da. Generación” (consultores acusados, inimputables),  y los beneficiarios “3ra Generación”. De acuerdo a esa clasificación, su defendido en el peor de los casos prestó su empresa, o sea “permitió” ser instrumentalizado por el Estado de Chile al aceptar un contrato por adhesión con un procedimiento administrativo desarrollado única y exclusivamente por funcionarios públicos, autorizado y aprobado por la Contraloría  General de la República, que permitió a esos mismos funcionarios estatales incurrir en supuestas exacciones ilegales. 


Las responsabilidades personales deben ser perseguidas  pero identificando a los verdaderos responsables, no a quienes además de realizar eficientemente los trabajos encomendados fueron instrumentalizados por el Estado de Chile so pena de ser expulsados del sistema dejándolos  sin trabajo. En razón de lo anterior, estima la defensa de Araos Guzmán que los hechos no pueden encuadrarse en las figuras penales de fraude y estafa al Fisco, pues los antecedentes recopilados no tienen un estándar que supere la duda razonable que, por aplicación de las  máximas de la experiencia y los conocimientos científicamente afianzadas, posibilite por simples presunciones configurar la existencia de delitos cometidos por su representado.


Por último, señala que el origen de los dineros es irrelevante, toda vez que al tradirse aquéllos ingresaron al patrimonio de la sociedad pasando a formar parte de su activo, y debido al carácter fungible de ese bien se ha confundido con los de su especie en el mencionado patrimonio. Expresa que lo señalado es el extractó de una resolución recaída en el recurso número de ingreso 28.293- 2005, pronunciada por la Séptima Sala de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago en una causa con una acusación similar a la que se formula en ésta, por haber facilitado Araos Guzmán la sociedad para una supuesta triangulación de dineros fiscales para financiar la página Web de don Ricardo Lagos Escobar.

Cita el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, norma que consagra el principio in dubio pro reo, para concluir que cuando hay dudas respecto a los hechos, el tribunal no puede condenar,  o lo mismo debe absolver.


En subsidio, solicita se acojan las atenuantes de responsabilidad penal establecidas en el artículo 11 números 6 y 9 del Código Penal, es decir la irreprochable conducta anterior de su defendido y la de haber colaborado sustancialmente al esclarecimiento de los hechos; 

236° Que, en forma previa, se debe tener presente que no se cuestionan los pagos que Ábaco Ingenieros Consultores efectuó al amparo de los contratos adjudicados por la Dirección General de Obras Públicas, sino que el procedimiento pesquisado y relativo a los depósitos de sumas de dinero que se efectuaron en las cuentas corrientes bancarias de GATE S.A., Peña Véliz, Jara Núñez y de General Carrasco, las que no pueden ser consideradas de origen privado por las razones señaladas en los motivos signados con los números 24°, 25° y 26°, que se reproducen; desestimándose el argumento dado y que se funda en el carácter fungible del dinero, pues, con esa concepción, significaría que para poder hacer efectiva la responsabilidad penal de una persona por delitos de defraudación debería tener siempre la calidad de indigente, único estado que impediría la confusión de patrimonios, el del delincuente y el de la víctima; 

237° Que, en relación a la alegación que se sustenta en el hecho que no se habría configurado en el caso de autos el delito de fraude al Fisco de Chile, la defensa de Araos Guzmán deberá estarse a lo razonado en los motivos signados con los números 8°, 14°, 19°, 22°, 23°, 24°, 25°, 26°, 27° y 28°, que se reproducen;

238° Que, en lo que concierne a la petición de absolución que se funda en que no se encuentra acreditada la participación de Araos Guzmán en los hechos materia de la investigación, su defensa deberá estarse a lo expresado en los considerandos signados con los números 80° y 81°, que se reproducen. Lo manifestado por Rivas Velásquez en el careo a que fue sometido con Araos Guzmán, y al que se hace alusión en el motivo signado con el número 59°, no tiene el mérito que pretende atribuírsele, pues de su lectura se advierte que Rivas Velásquez afirmó que a Araos Guzmán le transmitió todo lo relativo a las condiciones bajo las cuales se iban a firmar los contratos, que, en definitiva, este último suscribió como representante de la sociedad; 

239° Que la defensa que se sustenta en lo que dispone el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal debe ser desestimada, atendido lo razonado con motivo del análisis del escrito por el que se contestan las acusaciones, y lo consignado en los motivos signados con los números 8°, 14°, 19°, 22°, 23°, 24°, 25°, 26°, 27°, 28°, 80° y 81°, que se reproducen, en los que se concluye que se cometió el delito de fraude al Fisco de Chile y que a Araos Guzmán le cupo participación en la calidad de autor;

240° Que, de acuerdo a lo que dispone el artículo 10 número 12 del Código Penal, está exento de responsabilidad criminal el que incurre en alguna omisión, hallándose impedido por causa legítima o insuperable. Sin embargo, como del mérito del proceso se advierte que Araos Guzmán incurrió en una acción y no en una omisión, y, además, que no puede ser considerada como un impedimento de aquellos a que se refiere la citada disposición la falta de fuerza moral para denunciar actos de corrupción o delictivos, corresponde que sea desestimada la eximente invocada; 

241° Que, sin embargo, corresponde acoger la atenuante de responsabilidad criminal consagrada en el número 6 del artículo 11 del Código Penal, tal como se concluyó en el motivo signado con el número 99°. Pero se rechazará aquella contemplada en el número 9 de la citada disposición, porque de sus declaraciones no se advierte que haya colaborado sustancialmente al esclarecimiento de los hechos;

242° Que la defensa de Dolores Rufián Lizana, a fojas 17.435 y siguientes, contestando las acusaciones de oficio y las particulares solicitó su absolución. 

En forma previa, se efectúa una advertencia preliminar en orden a que se tiene la certeza que la acusación de oficio sólo dice relación con la participación que le cupo a Rufián Lizana, en calidad de autora, en los hechos consignados en el considerando 2° del auto acusatorio, acápite correspondiente a las consultorías a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 444 y 207, adjudicadas a Ábaco Ingenieros Consultores Ltda., y no en aquellos descritos en el mismo fundamento y relativos a las consultorías a que se refieren las resoluciones de igual dirección signadas con los números 398 y 399, adjudicadas a la misma, pues el Consejo de Defensa del Estado, sin explicar por qué y contrariando el mérito de la investigación sumarial, formuló acusación particular y demanda civil por la supuesta participación que habría tenido en los dos contratos adjudicados y autorizados por las referidas resoluciones. 

 
Señala que del mérito del proceso y, en particular, de las confesiones de Cortés Castro, Quiroz Astorga y Araos Guzmán, así como de las declaraciones de Rivas Velásquez, resulta que el fraude se produjo a través de dos contratos distintos, que se celebraron en momentos diferentes, para cuya firma se tomaron decisiones diversas y por distintos responsables. Su contenido también es diferente, operaron de distinta manera y sólo tienen en común a la empresa contratista.
En efecto, el primero corresponde al aprobado mediante Resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 444, de 6 de diciembre de 1999, que autorizó el convenio ad-referéndum de 22 de noviembre de 1999, contrato que, posteriormente, fue modificado por aquella signada con el número 207, de 3 de julio de 2000, que aprobó el convenio ad-referéndum de 14 de marzo del 2000. Su objetivo fue apoyar el proceso de expropiaciones en cuatro tramos determinados de la “Ruta 5”, designándose inspector fiscal a Quiroz Astorga, contrato que terminó el 17 de diciembre de 2000, por lo que las obligaciones surgidas de ese contrato, cualesquiera que haya sido su naturaleza, se extinguieron el mismo día en que venció el plazo de contratación, de modo que las nuevas obligaciones, así como los eventuales fraudes, que surgieron entre el Ministerio de Obras Públicas y la referida consultora, tuvieron su origen en un nuevo contrato.
El segundo de los contratos se inició una vez finalizado el anterior, esto es, el 9 de enero de 2001, fecha en que ingresó totalmente tramitada la Resolución de la Dirección General de Obras Públicas Nº 398, de 18 de diciembre de 2000, resolución posteriormente modificada por la signada con el número 399, de 28 de diciembre de 2001. El ámbito de este segundo contrato era distinto que el anterior, puesto que pretendió apoyar todos los procesos de expropiación de obras concesionadas que existían en el ministerio, y su inspector fiscal fue Vivallos Medina, en la época de su inicio, y después Navarro Muñoz.

Enseguida, alude a los vínculos contractuales existentes entre la consultora y la Dirección General de Obras Públicas, en concreto con la Unidad de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones, vigentes para agosto de 1999, los que siempre se llevaron a cabo ajustados a Derecho y de acuerdo a las necesidades del servicio, en la que Rufián Lizana fue designada como jefe subrogante en diciembre de 1997, asumiendo la titularidad a mediados de 1998. Por su parte, “ABACO”, a principios  del segundo  semestre del año 1999, era una de las principales consultoras que estaba apoyando a la citada unidad, advirtiéndose, durante las negociaciones que culminaron con la Resolución N° 251, la conveniencia de reunir en un solo instrumento los distintos contratos celebrados. 

Agrega que Rufián Lizana, desde el mes de septiembre de 1999, no cumplía funciones en la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones, de la que siguió siendo, sólo nominalmente, su jefe titular, toda vez que se desempeñaba como Jefe de Asesores del Coordinador General de Concesiones, Cruz Lorenzen. Pero como era el inspector fiscal en el contrato aprobado por la Resolución N° 390 y hubo problemas con los Estados de Pagos N° 2, 4 y 5, a pesar de encontrarse en otras funciones, estuvo atenta a que cuando se produjera la liquidación del contrato se aclarara jurídica y específicamente ese punto, lo que ocurrió e 4 de noviembre de 1999, fecha de la liquidación del contrato, que fue aprobada mediante Resolución Nº 435, de 26 de noviembre de 1999, y como testimonio de la importancia del tema y de su preocupación personal, estampó su firma en la contra carátula de esa resolución. Cumplida la liquidación, la Dirección General de Obras Públicas y “ABACO” suscribieron el convenio de 22 de noviembre de 1999, que se aprobó por la Resolución N° 444, siendo modificado posteriormente mediante convenio de 14 de marzo del 2000, que fue aprobado mediante la Resolución N° 207. En ambos contratos  Quiroz Astorga fue el inspector fiscal.

Durante la ejecución de la consultoría, entre el 31 de marzo y el 9 de noviembre del 2000, “ABACO” efectuó veintitrés depósitos en la cuenta corriente bancaria de Jara Núñez y uno en la de Peña Véliz, y pagó tres boletas de honorarios emitidas por “G.A.T.E. S.A.” El monto total de los depósitos, más el importe de las boletas, ascendió a $ 307.573.953.- En esas fechas Rufián Lizana no tenía relación con la Unidad de Expropiaciones, de manera que no conoció ni participó de las negociaciones que culminaron con la suscripción del convenio de 14 de marzo de 2000. Tmpoco tuvo ingerencia en el segundo.

Enseguida, cita el artículo 239 del Código Penal y lo que, al respecto, se expone en la acusación de oficio, para concluir que lo que se imputa a Rufián Lizana es que, en razón de su cargo, tomó parte en la ejecución del hecho, en forma inmediata y directa, según prescribe la primera parte del artículo 15 número 1 del Código Penal, lo que, a su vez, implica sostener que realizó actos ejecutivos con ese fin, esto es, que, en conjunto con otros funcionarios del Ministerio de Obras Públicas, previamente instruidos al efecto, idearon el ardid, abultando el precio de las consultorías contratadas en las Resoluciones N° 444 y 207, y que, en conjunto con otros funcionarios del Ministerio de Obras Públicas, acordó con el consultor la forma de llevar a la práctica este “procedimiento”, lo que se afirma que no es efectivo. 

Más allá de coincidir con el criterio expresado en el auto acusatorio, en el sentido que existen antecedentes que acreditan que un grupo de funcionarios del Ministerio de Obras Públicas, concertadamente, ideó un “procedimiento” para defraudar al Fisco, contando para ello, además, con el concurso del consultor, la defensa señala que es necesario dejar constancia de un hecho fundamental, como es que ese mismo grupo de funcionarios, más personeros de la consultora, se confabularon, apenas iniciada la instrucción del sumario, para intentar inducir a error al tribunal y, así, frustrar la acción de la Justicia, mintiendo y coordinando versiones acerca de la forma en que se procedió en la comisión del fraude y quiénes participaron en él. La afectada fue Rufián Lizana, y las razones que lo explican se encuentran en su declaración que rola a fojas 3.219, que transcribe.
La afirmación de que Rufián Lizana habría recibido –al igual que otros agentes y funcionarios públicos- una orden, con el objeto de que el Fisco pagara unas sumas de dinero a que no estaba obligado, consistente en sobresueldos y honorarios adicionales, implica sostener que estaba informada de la existencia de ese “procedimiento”. La defensa alude a la versión que sostuvo Cruz Lorenzen en ese sentido en sus diversas declaraciones, y a la serie de circunstancias que indicó que, en su opinión, vincularían a Rufián Lizana a dicho “procedimiento”. Sin embargo, señala que el mérito del proceso permite advertir que debió retractarse de sus dichos, en cuanto intentó involucrar en esto​s asuntos no sólo a Rufián Lizana sino que a todos los Directores del Ministerio de Obras Públicas de la época en que fue Ministro, así como a los Coordinadores de Proyectos y de Construcción y a los Jefes de las Unidades Ejecutivas, en su época de Coordinador General de Concesiones. Sin perjuicio de que, además, fue incapaz de dar una sola versión respecto de quiénes eran las personas que conocían el problema que señala y a los cuales les habría impartido instrucciones para que le cooperaran, y que no pudo probar que había consultado sobre la legalidad de ese “procedimiento” a los abogados que se desempeñaban en el Ministerio de Obras Públicas y en la Coordinación General de Concesiones.

Respecto de Cortés Castro, señala que ha dado dos versiones distintas y contradictorias entre si. Cita las declaraciones que rolan a fojas 2.109, 2.252 y 6.621, afirmando que las dos primeras configurarían la primera versión y, la última, la segunda, agregando que si el antecedente de la Resolución N° 444, es el convenio de 22 de noviembre de 1999, queda de manifiesto que el término durante el cual se realizaron las conversaciones a las que alude se reduce a los meses de octubre y noviembre de ese año, fecha en la cual Rufián Lizana estaba cumpliendo funciones como Jefe de Asesores del Coordinador General, y, en consecuencia, no conocía ni le correspondía conocer de la supuesta existencia de esas conversaciones. Además, señala que no es efectivo que los gastos de la Unidad de Expropiaciones se cubrían con los fondos provenientes del “procedimiento”, toda vez que eran cubiertos íntegramente con el monto aprobado en la Ley de Presupuesto, y nunca supo que hubiera otros que atender, como serían, por ejemplo, los honorarios extraordinarios de alguien. Más aún, el presupuesto en 1999 no fue utilizado completamente, debiendo obtenerse una autorización especial del Ministerio de Hacienda para poder aplicarlo en el del año siguiente, por tanto, no hubo ningún déficit financiero que debiera cubrirse extraordinariamente, por lo que dicha versión queda desmentida.
En relación a la Resolución N° 207, de 3 de julio de 2000, expresa que Rufián Lizana para esa fecha llevaba casi cuatro meses desempeñándose como Directora Nacional de Planeamiento. Por consiguiente, el cargo que se formula en relación al convenio de 14 de marzo de 2000, sólo puede fundarse en la circunstancia de que, en ese momento, aún detentaba, administrativamente, la jefatura titular de la Unidad de Expropiaciones, porque a comienzos de marzo de 2000 estaba trabajando con el equipo que redactaba un borrador con las “Primeras 100 medidas” que aplicaría el Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, una vez que asumiera Cruz Lorenzen; al mismo tiempo, se estaba interiorizando de las nuevas funciones que tenía que asumir. Sin embargo, como Rufián Lizana al 13 de marzo de 2000 no era aún chilena, de modo que no podía ser nombrada como Directora del Ministerio de Obras Públicas, a partir de esa fecha hasta que asumió sus nuevas funciones, se instaló en las oficinas de la asesoría del Ministro, en el sexto piso de la calle Morandé.

El Ministerio del Interior expidió el Decreto N° 1.870 el 24 de marzo de 2000, por el cual se le concedió la nacionalidad, y, con esa misma fecha, el Ministerio de Obras Públicas dictó el Decreto N° 927, por el cual se aceptó la renuncia voluntaria de Alonso Castillo, designándose a Rufián Lizana, a contar del 1 de abril de 2000, como Directora Nacional de Planeamiento. Por lo tanto, la circunstancia de que al 14 de marzo de 2000 aún haya sido, formalmente, jefe titular de la Unidad de Expropiaciones, es absolutamente accidental. 
Para terminar de confirmar el hecho que Rufián Lizana nunca recibió ninguna instrucción de parte de Cruz Lorenzen y Cortés Castro, respecto de las Resoluciones N° 444 y/ó 207, puesto que nunca estuvo en conocimiento de la existencia del “procedimiento”, invoca el correo electrónico de 20 de abril de 2001, cuya copia rola a fojas 3.185, y que se reproduce. 

Además, en el mismo sentido, se alude al cargo específico y la función concreta que desempeñaba al momento de suscribirse el convenio que fue aprobado por la Resolución N° 444, de 6 de diciembre de 1999; versión que, en concepto de la defensa, la abonan Cortés Castro a fojas 6.621, Wilma Espinoza Z. a fojas. 6.625, Cecilia Hormazábal S. a fojas 6.627, y Rafael Ibarra C. a fojas 6.629, pues manifestaron que Rufián Lizana se mantuvo como jefe de la Unidad de Expropiaciones hasta marzo de 2000, pero que, a partir de noviembre-diciembre de 1999, asumió con mayor propiedad la labor de asesora del Coordinador General de Concesiones, delegando funciones en el subrogante, Quiroz Astorga, siendo el más relevante el prestado por Sergio Alburquerque L. a fojas 6.697. Incluso Cruz Lorenzen, a fojas 6.695, recordó que, en octubre de 1999, todo lo relativo a expropiaciones estaba funcionando regularmente, y que ella estaba abocada a terminar de escribir un libro relativo a concesiones, de modo que es probable que haya estado vinculada a su grupo de asesores.

 En ese contexto, las prerrogativas y obligaciones funcionales que Rufián Lizana tenía fueron asumidas por Quiroz Astorga, su subrogante, quien, ejerciendo con celo su liderazgo en la unidad, limitó la participación de ella a materias en las cuales él no tenía delegada su competencia, o cuando su presencia en la unidad era especialmente requerida por él o, eventualmente, por alguno de sus funcionarios.

Señala que corrobora que Rufián Lizana no tuvo ninguna participación en los hechos, porque ni en el convenio de noviembre de 1999, ni la contra carátula de la Resolución N° 444, aparece su firma, lo que no tiene explicación, ni justificación, si es que, efectivamente, se hubiese desempeñado como Jefe de la Unidad de Expropiaciones para cuando tales documentos vieron la luz. Por el contrario, en la última sí aparece la firma de Quiroz Astorga, en señal que fue él quien, a nombre de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones y en calidad de jefe subrogante de la misma, participó en las negociaciones con la consultora. Situación que no se debe al azar como insinúa Cortés Castro a fojas 6.632.
Por otra parte, que dejara de cumplir sus obligaciones como jefe de esa unidad a partir de un determinado momento (septiembre de 1999), se comprueba con hechos objetivos: i) sólo hasta el mes de octubre de ese mismo año firmó el reverso de las boletas de honorarios que, mensualmente, emitían sus subordinados, para que se les pagara su remuneración; y ii) Quiroz Astorga desde septiembre de 1999 firmaba oficios, boletas de honorarios y otros documentos, primero con las siglas “p.p” incluyendo el timbre de Rufián Lizana, y después rubricando directamente con su timbre.

Confirma lo anterior, en concepto de la defensa, lo ocurrido con Dino Navarro Muñoz, toda vez que, a pesar de haber sido el jefe de la Unidad de Expropiaciones e inspector fiscal del contrato suscrito con “ABACO”, aprobado mediante la Resolución N° 398, y no obstante haberse acreditado los diversos depósitos efectuados por Rivas Velásquez en la cuenta de Jara Núñez, no fue procesado, ni mucho menos acusado, puesto que tampoco conocía el “procedimiento”, ni participó en él, lo que deja de manifiesto que la sola circunstancia de haber desempeñado ese cargo funcional, no puede ser un antecedente que, por sí mismo, funde una eventual responsabilidad criminal.



Respecto del ardid que, conforme a lo expuesto en el auto acusatorio, consistió en abultar el precio de las consultorías contratadas mediante las Resoluciones N° 444 y 207,  señala, en relación a lo expresado por Cortés Castro a fojas 6.621, que resulta muy poco probable que, en diciembre de 1999, ad portas de unas elecciones generales que implicarían cambiar al Presidente de la República y sus Ministros, y, con éstos, a los Jefes de Servicios y los cargos de confianza de todos ellos, se estuviera previendo, en un contrato, un abultamiento por $250.000.000.- que, además, se iría gastando a lo largo de todo el año siguiente, pues con los fondos así obtenidos se pagarían sobresueldos a determinados cargos del Ministerio.  Sobre ese punto, Cruz Lorenzen dijo, a fojas 6.695, que no estaba en condiciones de explicar cómo, a fines de 1999, Cortés Castro pudo estimar que era necesario hacer una provisión de fondos para el año 2000, por una suma aproximada de $250.000.000.-  

La defensa además sostiene que si bien la práctica de pagar honorarios adicionales a ciertos funcionarios era anterior a que Cruz Lorenzen asumiera como Ministro, lo cierto es que era desconocida para los funcionarios y trabajadores de concesiones que tenían salarios fijados por convenios. Ha quedado claro en autos, a través de las declaraciones del Ministro que lo precedió en el cargo, que se pagaban dichos honorarios pero a través de mecanismos regulares, lo que fue ratificado por un Director que se mantuvo durante varias administraciones, como es el caso de Verdugo L., Fiscal del Ministerio de Obras Públicas. De ahí la imposibilidad que en diciembre de 1999 se hiciera una provisión de fondos, para esos fines, que se ocuparía en el 2000.
La pregunta más evidente ante semejantes conjeturas es ¿Qué hubiera pasado si el señor Lagos Escobar no hubiera ganado las elecciones? ¿O qué hubiera pasado si Cruz Lorenzen no hubiera sido nombrado Ministro? Resulta, entonces, que aunque se diera por buenas las explicaciones  ofrecidas y se aceptara la versión, aún así no  explica qué justificación existía para “provisionar” esos $ 250.000.000. ¿Para pagar qué? Si ni siquiera sabía si iban a seguir trabajando en el Ministerio las personas que se pretendía favorecer con los honorarios extraordinarios.
En relación a las declaraciones prestadas por Quiroz Astorga, señala que ha dado diferentes versiones. La primera rola a fojas 2.191, que cambió en el tiempo hasta terminar coincidiendo con aquella sostenida por Cortés Castro, como consta a fojas 2.958. Dicha versión la mantuvo al ser consultado por el perito, José Luis Varela G., según consta en su informe de fojas 6.458, cuando le señaló que no existía un porcentaje de gastos en el contrato, sino que lo fijaba el Ministerio de Obras Públicas y que correspondía a la denominada “Fase 7 Procesos Administrativos”. Dicho perito consignó en su pericia que, al informarle que esa interpretación no era conforme con los documentos, Quiroz Astorga se comprometió a aclarar documentalmente lo que explicaba, lo que nunca ocurrió.

Posteriormente, a fojas 6.503, en la diligencia de careo con Rufián Lizana modificó su versión, respecto del rol que a ella le había correspondido, señalando que fue Cortes Castro el que fijó el porcentaje por concepto de gastos generales; no obstante lo anterior, le atribuyó el haber sido quien conversó con Araos Guzmán, representante legal de “ABACO”, supone que para explicarle el “procedimiento”.  Pero después en el careo con Cortés Castro, de fojas 6.631, volvió a modificar su versión, señalando que entre ellos dos y Rufián Lizana se había decidido el porcentaje de la etapa procesos administrativos que se ocuparía para solventar los gastos de concesiones. 

Ninguna de esa versiones es digna de crédito, sino que dejan al descubierto las falsedades y contradicciones en que se fundan, revelando, además, su carácter artificioso.
En efecto, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 49 del DS MOP Nº 48 de 1994, forman parte del contrato los siguientes documentos: “el presente reglamento, los términos de referencia y bases administrativas, la serie de preguntas y respuestas y toda la documentación aclaratoria, todo otro documento que definan las bases del concurso y la oferta del consultor que adjudica el contrato.” Luego, cuando Quiroz Astorga sostuvo que la “fase 7” del contrato celebrado por la Dirección General de Obras Públicas con “ABACO”, aprobado mediante la Resolución N° 444, no tenía un precio específico, sino que éste –supuestamente- correspondería a un porcentaje del resto del contrato que se habría fijado por el Ministerio de Obras Públicas, mintió, toda vez que la fase “procesos administrativos” sí tenía un monto fijo, formalmente consignado en la oferta del consultor, cuyo valor se determinaba independientemente del resto del contrato y no estaba relacionado con el mismo; por ello, cuando se modificó el contrato, ampliándolo (a través del convenio aprobado mediante la Resolución N° 207), esta fase no se modificó.

En los términos de referencia del contrato, que rolan a fojas 6.558 de autos, se señaló que la “Etapa 7”, llamada “procesos administrativos”, comprendía lo siguiente: “Para todas las fases, en esta etapa se debe considerar el establecimiento de Oficinas Permanentes de atención de público en los lugares que se especifican en el Punto 7 de estos Términos de Referencia, mantención de dichas oficinas, soporte administrativo a la gestión de la fiscalía MOP en las regiones consideradas, infraestructura, movilización y gastos generales”. Por otra parte, este concepto de “procesos administrativos” fue definido por Dino Navarro M. y Leonel Vivallos M. (fojas 6.522 y 6.524) y por  Wilma Espinoza Z. y Cecilia Hormazábal S. (fojas 6.625 y 6.627), todos los cuales coincidieron en que este ítem correspondía a un monto fijo que cobraba mensualmente la consultora, relacionado con el número de oficinas que debía mantener; agregando, que la unidad chequeaba que las oficinas estuvieran abiertas y que prestaran el servicio requerido. 
La defensa de Rufián Lizana afirma que fue Quiroz Astorga, que se transformó, en los hechos, en el jefe de la unidad, el que participó en las negociaciones con “ABACO” que culminaron en los convenios de 22 de noviembre de 1999 y 14 de marzo de 2000, siendo designado inspector fiscal del contrato y suscribiendo la contra carátula de la primera de las nombradas.

Agrega que Araos Guzmán, por su parte, negó vínculos propios y directos con funcionarios del Ministerio de Obras Públicas, señalando que la relación con esa cartera (más específicamente con la Unidad de Expropiaciones), la llevaba Rivas Velásquez, el que le dijo, en el último trimestre de 1999, que fue contactado por la jefatura de la Unidad de Expropiaciones, invitándose a “ABACO” para “darle continuidad a la labor”. En esta misma versión, Rivas Velásquez preparó la oferta económica y se la presentó para su firma, manifestándole –de acuerdo a lo señalado por los funcionarios de Concesiones- que en el ítem “procesos administrativos-gastos generales”, se debía considerar, ahora, un porcentaje que se destinaría a la 3° fase de los procesos administrativos, que sería asumido por el consultor, traspasando, en definitiva, $ 250.000.000.- por este concepto. No obstante, en su primera declaración, que consta a fojas 2984, Araos Guzmán admitió que se había percatado de esa extraña forma de operar: “…en el primer contrato  cuando en el primer estado de pago el inspector fiscal agrega el valor del apoyo administrativo y en el segundo después del cierre de nuestra propuesta económica…”.  Es decir, no fue informado de una supuesta conversación que habría tenido Rufián Lizana con Rivas Velásquez en la que le “comunicó” que se le solicitarían fondos para el Ministerio de Obras Públicas. Agregó, que el Ministerio de Obras Públicas, unilateralmente, en la persona de Quiroz Astorga, le impuso a “ABACO” la obligación de efectuar los depósitos correspondientes en la cuenta bancaria de Luis Jara Núñez. Asimismo, respecto del segundo contrato, Rivas Velásquez también le habría referido que las personas que le pedían los fondos eran los inspectores fiscales, Quiroz Astorga, Vivallos Medina y Navarro Muñoz. En resumen, de sus dichos no se puede concluir ningún antecedente que, eventualmente, permitiera fundar la participación de Rufián Lizana en los hechos por los cuales se formuló acusación en su contra. 
Señala que Rivas Velásquez que también se explayó sobre el “procedimiento” que se ideó, si bien nunca sostuvo que  fuera Rufián Lizana la que le solicitó -alguna vez- los fondos, sí señaló, a fojas 6.517, que, “…mucho antes de que partiera el contrato…”, sin especificar fecha, le dijo, en su calidad de Jefe de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones, que la Unidad de Concesiones le solicitaría la entrega de dineros para ser destinados al pago de gastos operacionales, los que provendrían del ítem procesos administrativos. De parecido tenor es su declaración de fojas 6.652, aunque en ésta, probablemente advertido de que no estaba en la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones, extendió el marco temporal de la supuesta conversación, incluyendo el mes de septiembre de 1999, fecha en la cual le habría manifestado que “le iba a dar” un contrato a “ABACO”, en el que se incluiría un monto, en la etapa de procesos administrativos, con cargo al cual se iban a solicitar dineros por concesiones para solventar su gasto operacional, lo que ratificó en el careo de fojas 6.657. Sin embargo, la defensa afirma que Rufián Lizana jamás tuvo una reunión a solas con Rivas Velásquez, pues jerárquicamente no correspondía y no lo habría aceptado. En las reuniones con “ABACO, en las que participó, siempre estuvo presente Araos Guzmán, que era la persona con quien trataba. Además, resulta que la relación de Rivas Velásquez con la Unidad de Expropiaciones, según sus palabras, la mantenía regularmente con Quiroz Astorga, también con Cortés Castro.
Es manifiesta la coincidencia existente entre la versión de Rivas Velásquez y lo sostenido por Cortés Castro y Quiroz Astorga, pues todos ellos refieren –uniformemente- que los fondos debían “obtenerse” del ítem procesos administrativos. Por otra parte, Rivas Velásquez reconoce no haber tenido más conversaciones con Rufián Lizana, de modo que toda su relación, y en particular su participación en este ardid, fue mediada a través de Quiroz Astorga, Vivallos Medina y Cortés Castro. 

Finalmente, señala que no se puede prescindir, a la hora de analizar el mérito probatorio que cabe asignar a los dichos de Rivas Velásquez, del extraño episodio mediante el cual se hizo de un botín, superior a los $30.000.000.-. que recibió por parcialidades de Jara Núñez, que dice que fue a cuenta de “bono de producción” y que Araos Guzmán negó. Rivas Velásquez fue despedido por necesidades de la empresa, y Araos Guzmán, por su parte, nunca  denunció la supuesta apropiación que dijo alcanzaba $ 50.000.000.- para que se instruyera la investigación criminal correspondiente, lo que, a todas luces, pone de manifiesto el verdadero papel que desempeñó en toda esta trama.

En definitiva, la defensa concluye que Rufián Lizana debe ser absuelta de los cargos formulados en su contra, toda vez que, según se colige del mérito del proceso, no sólo no participó ni en el convenio de 22 de noviembre de 1999, que antecedió a la Resolución N° 444, ni en el de 14 de marzo de 2000, que antecedió a la Resolución N° 207, sino que, tampoco tuvo ninguna actuación durante la ejecución de ese contrato. No tuvo participación inmediata y directa en los hechos, pues ignoraba su existencia, de modo que, respecto de esos sucesos, no actuó ni omitió en su actuar, con miras a un propósito criminal, ya que le era totalmente ajeno y desconocido. Fue víctima de una estratagema judicial, construida en base a traiciones y mentiras, insuficientes, para alterar la realidad establecida en el proceso. Por último, ni siquiera es posible reprocharle no haber sido lo suficientemente rigurosa, en el plano profesional, para advertir, en tiempo y forma, la existencia de estos procedimientos ilegales que se estaban incubando en la Coordinación General de Concesiones.

Respecto de la acusación particular del Consejo de Defensa del Estado, señala que se limita a reproducir, casi literalmente, la resolución de fojas 17.019 y siguientes, tanto en lo que dice relación con los antecedentes probatorios invocados, como los hechos establecidos con su mérito. No obstante lo anterior, en lo que dice relación con su defendida, se apartó del criterio expresado en la resolución recién referida, afirmando, sin ningún fundamento material ni jurídico, que tendría responsabilidad criminal por haber tomado parte en las Resoluciones D.G.O.P. N° 444, 207, 398 y 399, de modo que la acusación particular que se formula en el caso de nuestra representada, lo es como autora del delito de fraude al Fisco, reiterado, en grado de consumado,  infundadas imputaciones en que incurre por entender que las resoluciones citadas corresponderían a un solo contrato celebrado entre la Dirección General de Obras Públicas y “ABACO”, en circunstancias que se trata de dos contratos diversos, con objetivos, responsables y formas de ejecutarse completamente diferentes.


Lo anterior, además, queda plenamente confirmado si se considera el mérito de la investigación sumarial, toda vez que su defendida fue sometida a proceso por la presunta participación que le correspondió en el primero de estos contratos (convenios de 22 de noviembre de 1999 y 14 de marzo de 2000, aprobados por Resoluciones N° 444 y 207, respectivamente), toda vez que, a la luz de lo dispuesto por el artículo 274 N° 2 del Código de Procedimiento Penal, efectivamente existían presunciones para estimar que habría tenido participación en el delito, como consecuencia, fundamentalmente, de los mentirosos dichos vertidos en su contra por Cruz Lorenzen, Cortés Castro, Quiroz Astorga y Rivas Velásquez, y la circunstancia de haberse desempeñado, formalmente, como Jefe de la Unidad de Expropiaciones hasta el último día del mes de marzo del 2000. Consecuentemente con ello, es de toda lógica que, no habiéndose revocado dicha resolución, fuera acusada.


Sin embargo, en el caso del segundo contrato (Resoluciones N° 398 y 399), Rufián Lizana nunca fue sometida a proceso, toda vez que, para las fechas en que se dictaron (18 de diciembre de 2000 y 28 de diciembre de 2001, respectivamente), no tenía vínculo alguno con la Unidad de Expropiaciones, sino que se desempeñaba como Directora de Planeamiento, sin tener participación en esos sucesos, a lo que se agrega el hecho de que no se allegó al proceso ni un solo antecedente probatorio que contradijera lo anterior.
Por esa misma razón, conforme al mérito de la causa, se formuló acusación fiscal, respecto de este segundo contrato, entre otros, en contra de Vivallos Muñoz, inspector fiscal del contrato y Jefe de la Unidad de Expropiaciones.


Precisado lo anterior, sobre la base de los antecedentes, consideraciones, fundamentos y medios de prueba referidos al contestar la acusación fiscal formulada en contra de Rufián Lizana, se da respuesta a la acusación particular deducida por el Consejo de Defensa del Estado, reiterando la petición de que los cargos sean desechados y, consecuentemente con ello, se dicte sentencia absolutoria en su favor.


Por último, en orden a la calificación jurídica efectuada por el Consejo de Defensa del Estado, en el sentido que sería autora de delitos “reiterados” de fraude al Fisco, parece totalmente inoportuno pronunciarse al respecto, toda vez que el ente fiscal no ha tenido la precaución de darle un mínimo de fundamento a su pretensión. No obstante lo anterior, llama poderosamente la atención el hecho de que ese acusador particular haya efectuado tal calificación jurídica respecto de todos los acusados, sin distinción.

En subsidio, para el improbable evento que se dicte sentencia condenatoria, se invocan las circunstancias atenuantes de responsabilidad criminal contempladas en los números  6 y 9 del artículo 11 del Código Penal, esto es, la irreprochable conducta anterior de la acusada, y la de haber colaborado sustancialmente al esclarecimiento de los hechos;
243° Que, como se advierte, la defensa sólo impugna la participación que se le atribuye a Rufián Lizana en la celebración y ejecución de los convenios celebrados entre la Dirección General de Obras Públicas y Abaco Ingenieros Consultores Ltda. el 22 de noviembre de 1999, 14 de marzo de 2000, 6 de diciembre de 2000 y 10 de diciembre de 2001, aprobados por resoluciones de la citada dirección signadas con los números 444, 207, 398 y 399, de 6 de diciembre de 1999, 3 de julio de 2000, 18 de diciembre de 2000 y de 28 de diciembre de 2001, respectivamente;

244° Que, tratándose de los convenios celebrados en diciembre de 2000 y  diciembre de 2001, efectivamente, como se sostiene en el escrito que se analiza, en la acusación de oficio no se formularon cargos a Rufián Lizana sino que a Vivallos Medina, no obstante que la redacción de su parte resolutiva puede conducir a una conclusión en sentido contrario, y ello porque Vivallos Medina era quien, a la fecha de suscripción de los convenios, desempeñaba la jefatura de la Unidad de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones y, además, porque asumió la labor de inspector fiscal de los mismos.

Sin embargo, como el Consejo de Defensa del Estado en su acusación particular formuló cargos en contra de Rufián Lizana respecto de dichos convenios, de la manera como lo señala en el escrito respectivo, los que fueron desestimados por los razonamientos dados en el fundamento signado con el número 93°, que se reproducen, no corresponde emitir pronunciamiento respecto de las alegaciones formuladas por su defensa sobre la materia, la que deberá estarse a lo decidido. 

En esas condiciones, se limitará el análisis a los convenios aprobados por las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 444 y 207, de 6 de diciembre de 1999 y de 3 de julio de 2000, respectivamente;

245° Que, en forma previa, resulta pertinente consignar que la defensa de Rufián Lizana, por las explicaciones dadas por los demás acusados sobre la materia, en orden a que con el contrato celebrado el 22 de noviembre de 1999 entre la Dirección General de Obras Públicas y Abaco Ingenieros Consultores Ltda., negociado en el curso de los meses de septiembre-octubre,  se pretendía hacer una provisión de fondos que se ocuparía en el año 2000, se pregunta “¿Qué hubiera pasado si el señor Lagos Escobar no hubiera ganado las elecciones?, ¿O qué hubiera pasado si Cruz Lorenzen no hubiera sido nombrado Ministro?”, agregando “…Resulta, entonces, que aunque se diera por buenas las explicaciones ofrecidas y se aceptara su versión, aún así no lograría explicar qué justificación existía para “provisionar” esos $ 250.000.000.-. ¿Para pagar qué? Si ni siquiera sabían si iban a seguir trabajando en el Ministerio las personas que se pretendía favorecer con los honorarios?...”(sic). A esas preguntas esta sentenciadora agrega dos: ¿por qué todos los personeros de la Coordinación General de Concesiones que intervinieron en los hechos, también Araos Guzmán, no adoptaron ninguna medida en cada oportunidad en que Jara Núñez entregó a Rivas Velásquez sumas de dinero, que, en total, alcanzó a una aproximada de $ 30.000.000., ni en tiempo próximo ni con posterioridad, no obstante que eran dineros públicos? y ¿ por qué se hace esa provisión si el presupuesto asignado en la Ley de Presupuestos del año 1999, y para la Coordinación General de Concesiones, no fue utilizado completamente?; 

246° Que, respecto de las interrogantes planteadas, se debe tener presente que, según se aprecia del mérito de autos, fueron infructuosas todas las diligencias destinadas a determinar el destino que Rivas Velásquez le dio a las sumas de dinero que Jara Núñez le entregó en efectivo en diferentes partidas. Además, que, por la calidad de los intervinientes del episodio, no se puede sino calificar como inverosímiles las explicaciones dadas y la conducta que asumieron;  

247° Que, teniendo presente lo anterior, el hecho que varios funcionarios del Ministerio de Obras Públicas y de la Coordinación General de Concesiones manifestaron que libraron boletas de honorarios a petición de sus respectivos superiores jerárquicos, y que, por lo tanto, su emisión no correspondía a un respaldo tributario dado por una efectiva prestación de servicios, y que, conforme a lo manifestado por Cortés Castro y Jara Núñez, una importante suma de dinero que se utilizó no logró ser respaldada, lo que, en definitiva, constituyó un obstáculo para determinar el destino final dado a todos los dineros que se administraron en la denominada “caja paralela”, unido a la fecha en que las operaciones cuestionadas se efectuaron, conducen a esta sentenciadora a estimar que los dineros obtenidos al margen de la legislación no sólo se habrían utilizado para pagar sumas de dinero a título de “sobresueldos” y “honorarios adicionales”. Para esta sentenciadora la respuesta señalada es la única que puede darse a las primeras preguntas formuladas;

248° Que, respecto de la última interrogante, se debe tener presente que, de acuerdo a lo informado por el Ministerio de Hacienda a fojas 18.771 y siguiente, diligencia solicitada por la defensa de Rufián Lizana, la ejecución presupuestaria del año 1999, correspondiente al programa presupuestario Administración Sistema de Concesiones, mostró que las disponibilidades en moneda nacional al final de periodo alcanzaron a $ 14.783.614 miles, recursos que se incorporaron el año 2000 mediante los ajustes presupuestarios que se indican;

249° Que, en consecuencia, si bien es efectivo que la defensa de Rufián Lizana acreditó que la Coordinación General de Concesiones tenía los fondos necesarios para solventar sus necesidades de funcionamiento, ya sea por disposición directa o vía reasignaciones presupuestarias, no es menos que, atendido el régimen legal que regula el pago de honorarios y al que se hizo alusión en los motivos signados con los números 9°, 10°, 11°, 12°, 15°, 16°, 17° y 18°, que condujeron a las conclusiones que se contienen en los signados con los números 14° y 19°, que se reproducen, el tesoro fiscal que disponía la Coordinación General de Concesiones en las correspondientes partidas presupuestarias del año 1999, y por los montos informados, sólo se habría podido disponer en la medida que se hubiera cumplido la legislación vigente, lo que no se hizo. En cambio, con la implementación de un procedimiento clandestino, naturaleza que tuvo el pesquisado, se podían efectuar pagos por cualquier concepto y monto, bastando la aquiescencia de sus autores, por lo tanto, esa es la única explicación o respuesta a la pregunta planteada;

250° Que, por las alegaciones formuladas, lo que corresponde dilucidar es la época en que Rufián Lizana se desligó de las labores que desempeñaba en la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones. Rufián Lizana sostiene que ejerció la jefatura de dicha unidad, de manera nominal, hasta 1 de abril de 2000, pero que, en la práctica, no la ejerció desde septiembre de 1999 porque se abocó a otras tareas para lo que estaba autorizada. Cortés Castro y Quiroz Astorga, por su parte, si bien reconocen que ella asumió otras labores y que el segundo asumió la jefatura en calidad de subrogante, insisten que se mantuvo vinculada a la citada unidad;

251° Que, para acreditar sus asertos, la defensa de Rufián Lizana acompañó documentos mediante el escrito que rola a fojas 18.368 y siguientes, guardados en custodia bajo el número 138, consistentes en copias de diversos instrumentos que dan cuenta que Quiroz Astorga fue designado inspector fiscal en diversos contratos y que ejerció la jefatura de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones como subrogante. Asimismo, obtuvo que el Ministerio de Obras Públicas remitiera copia de las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas, por las cuales se aprobaron los convenios ad-referéndum que Rufián Lizana celebró con dicha dirección, de la documentación mediante la cual se creó la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones, y el instrumento que da cuenta de la liquidación de que fue objeto el contrato aprobado mediante Resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 444. Los citados documentos se guardaron en custodia bajo el número 141;

252° Que, además, citó a declarar a Isabel Margarita Correa Haeussler y a Patricia del Carmen Fuentes Benavente, al tenor de la minuta de interrogatorios del tercer otrosí del escrito que rola a fojas 17.435 y siguientes.


Fuentes Benavente ratificó sus declaraciones y que rolan a fojas 1.226 y 11.168, agregando que conoció a Rufián Lizana en el año 1998, cuando estando trabajando en la Coordinación General de Concesiones se formuló un requerimiento de secretaria para la Unidad de Expropiaciones de dicha coordinación, cuya jefatura era desempeñada por ella; que entre septiembre de 1999 y marzo de 2000 trabajó en la Unidad de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones, pero no como secretaria de Rufián Lizana, porque el coordinador Cruz Lorenzen le pidió que ocupara el cargo que ejercía Hinojosa Ramírez, lo que significó cambiarse del piso  9º al 7º, lo que le consta porque le trasladó sus pertenencias; que Quiroz Astorga quedó como subrogante, por lo tanto, quedó como jefe de la Unidad de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones, lo que le consta porque siguió como secretaria de él; que todos los consultores iban a la unidad por el trabajo que se hacía, y a  Rivas Velásquez lo vio en diferentes reuniones, tal como asistían otros, como, por ejemplo, Carlos Breton, sin recordar otros nombres por el tiempo transcurrido,  y él asistía a las reuniones que efectuaba el jefe de expropiaciones, Héctor Quiroz, y le parece que Rivas Velásquez  era de la consultora Abaco; y que debe haber habido abogados del Consejo de Defensa del Estado, pero no recuerda nombres.

Correa Haessler declaró que ingresó a la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones en enero o febrero de 1998, en la que trabajaban muchos abogados, existiendo en el periodo que corre entre septiembre de 1999 y marzo de 2000  tres áreas de abogados o jurídicas: área administrativa cuyo jefe era Sergio Alburquerque, área destinada a hacer convenios con los expropiados dirigida por Dino Navarro, y la tercera (última en formarse) a cargo de Javier González; que entre septiembre de 1999 y marzo de 2000 se desempeñó en la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones y su jefe directo era Sergio Alburquerque, pues Dolores Rufián le pidió que se fuera a la Dirección de Planeamiento del Ministerio de Obras Públicas que dirigió desde abril de 2000, pasando a formar parte de la Secretaría General de Estudios de dicha dirección; que Dolores Rufián  trabajó en la Coordinación General de Concesiones hasta mediados de marzo de 2000, pues cuando el entonces Presidente Lagos nombró como Ministro de Obras Públicas a Carlos Cruz ella se fue al Ministerio propiamente tal. La idea era que ella asumiera como Directora de Planeamiento pero no pudo hacerlo de inmediato pues le faltaban algunos trámites para obtener la nacionalidad chilena, razón por la cual en un principio estuvo trabajando con los asesores del Ministro y luego asumió  como Directora de Planeamiento; que Rufián Lizana en 1998 era la jefe de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones. Durante 1999, específicamente a inicios de septiembre, ella se fue a trabajar con el Coordinador  General de Concesiones, incluso se cambió de oficina pues el coordinador tenía su oficina en el  7° piso y la citada unidad estaba en el 9°; que en el periodo septiembre de 1999-marzo de 2000 se decía que como el coordinador estaba dedicado a la campaña electoral, Dolores Rufián lo había reemplazado en algunas de sus funciones y que se relacionaba directamente con los concesionarios. Lo anterior no le consta personalmente pues dejó de trabajar con ella, por lo tanto, no tiene certeza de cuáles eran exactamente sus labores como  “asesora” del coordinador, sólo puede dar fue de lo que se decía. Pero sí le consta que dejó las funciones como jefa de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones, pues no la vieron más por el 9° piso, dejó de hacer reuniones, de dar instrucciones etc., y, al menos en los hechos, fue reemplazada por Héctor Quiroz, quien asumió la jefatura de la unidad en septiembre de 1999, lo que recuerda pues las cosas cambiaron notablemente, ya que él tenía un estilo de gestión y mando muy distinto y todo el equipo de expropiaciones sintió el cambio de mando. También puede afirmar que las labores que Dolores Rufián  desempeñaba como asesora o colaboradora del Coordinador General de Concesiones terminaron a mediados de marzo de 2000, época en la que se fue al Ministerio de Obras Públicas, primero como asesora del Ministro de Obras  Públicas, Carlos Cruz Lorenzen, y una vez que obtuvo la nacionalidad chilena como Directora de la Dirección de Planeamiento; que Dolores Rufián, hasta fines de agosto o principios de septiembre de 1999, tenía su oficina en el 9° piso, lo que le consta pues quedaba a pocos metros de la suya, y cuando se cambió de oficina y de piso, a principios de septiembre del año en cuestión, fue evidente para todos los que trabajaban, pues no es una persona cuya presencia o ausencia pueda pasar inadvertida. En concreto su fue al 7° piso a una oficina cercana al Coordinador General de Concesiones, y desde entonces la vio muy poco. La oficina de Dolores la pasó a ocupar Héctor Quiroz; que en la misma época, septiembre de 1999 y marzo de 2000, Héctor Quiroz comenzó a desempeñarse como jefe, firmaba documentos, daba órdenes, determinaba como se debía enfrentar el trabajo, comenzó a ponernos tiempos, a cambiar los procedimientos y la gestión de los proyectos, incluso comenzó a corregir documentos jurídicos, además era el encargado de relacionarse con los consultores que, a esa época, eran Abaco, R&Q, y cree que también una empresa española del grupo Sacyr. También fue inspector fiscal, sin poder señalar de qué obra ni en que fecha exactamente.
Lo anterior le consta porque lo vio ocupar la oficina del 9° piso que antes utilizaba Dolores Rufián, vio su firma en ciertos documentos, presenció que consultores y otras personas relacionadas entraban a su oficina a reuniones, recibió indirectamente órdenes suyas a través de su jefe directo, Sergio Alburquenque, vio que citaba a reuniones a los distintos jefes de las áreas jurídicas y algunas veces a ingenieros y otros profesionales de la unidad. La oficina que Quiroz comenzó a utilizar en el 9° piso estaba a escasos metros de la suya, por lo que era evidente para todos que se trasladó de oficina como que su rol cambió, pasando a ser quien dirigía la unidad. El cambio de jefatura se notó  mucho pues tenía un estilo de trabajo muy diferente al de Dolores Rufián y además no se llevaba bien con su jefe directo, Sergio Alburquenque, por lo que el clima laboral se tornó bastante tenso;

253° Que, sobre el tópico materia de análisis, en la etapa procesal pertinente, la defensa de Quiroz Astorga presentó como testigos a Rafael Ibarra Coronado, María Consuelo Fornes Alfaro y a Claudia Salinas Mondaca, a los que se hace alusión en el motivo signado con el número 153°,  a quienes se les exhibieron los documentos que la defensa de Rufián Lizana acompañó. Javier González García también fue presentado como testigo, pero su declaración la prestó por haberse dispuesto su citación para mejor resolver;

254° Que, del análisis de las declaraciones prestadas por los testigos señalados, como también de lo manifestado por aquellos que declararon en la etapa sumarial, citados en el acápite final del fundamento signado con el número 75°, se puede concluir que efectivamente Rufián Lizana desempeñó labores de asesoría a la Coordinación General de Concesiones, en concreto al Coordinador General de Concesiones, Carlos Cruz Lorenzen, para las que estaba autorizada, y otras de tipo académico, lo que motivó incluso un cambio de dependencias, asumiendo la jefatura, en calidad de subrogante, Héctor Quiroz Astorga hasta el día en que Rufián Lizana fue nombrada Director Nacional de Planeamiento del Ministerio de Obras Públicas, lo que acaeció el 1 de abril de 2000;

255° Que, sin embargo, no permiten concluir que se desligó totalmente de sus funciones como jefa de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones, atendido el mérito que emana de la copia de un documento acompañado por el Ministerio de Obras Públicas, guardado en custodia bajo el número 141, consistente en el Estado de Pago N° 1, por la suma de $ 219.037,43.-, de 18 de enero de 2000, correspondiente precisamente al trabajo contratado por la Resolución de la Dirección General de Obras Públicas N° 444, de 6 de diciembre de 1999, pues, de su lectura, se aprecia que está estampada la firma de la acusada y un timbre que reza “Dolores Rufián Lizana Jefe Unidad Ejecutiva de Expropiaciones para Obras Concesionadas”, además de una estampada bajo el timbre cuyo tenor es “Héctor Quiroz Astorga Inspector Fiscal”, y otra bajo un timbre que reza “Abaco Ingenieros Consultores Ltda..” ;

256° Que no es intrascendente el hecho que Rufián Lizana haya estampado su rubrica en el citado documento, no se debe olvidar que su defensa le da gran importancia al hecho que Quiroz Astorga haya estampado la suya en diferentes boletas de honorarios emitidas a nombre del MOP-Administración Sistema de Concesiones, y ello se debe a que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5, letras a y b), del Decreto del Ministerio de Obras Públicas N° 1.500, publicado en el Diario Oficial de 10 de febrero de 1977, modificado por el Decreto Ministerio de Obras Públicas N° 266, publicado en el Diario Oficial de 23 de julio de 1982, que aprueba el Reglamento sobre Rendiciones de Cuentas del Ministerio de Obras Públicas, sus Direcciones Generales, Subsecretarías y Servicios dependientes, es el jefe de cada Servicio, o quien lo represente, el que debe dar el visto bueno con su firma a los documentos sustentatorios de los ingresos y pagos de su Servicio dejando establecida su responsabilidad, la que surge, de orden presupuestaria y civil, con el hecho de la firma del documento sustentatorio del pago o ingreso (estados de pago, boletas, facturas, planillas, recibos y otros), importando su firma una certificación de que dicho ingreso o pago corresponde efectivamente y que cumple con las disposiciones técnicas y reglamentarias que lo motivaron.

Además, el estado de pago original resulta indispensable para obtener pagos por trabajos de consultoría, sea por avance físico o por anticipos, conforme se señala en el punto 2.2.30, letra a), del Manual sobre Normas Generales relativas a Rendición de Cuentas, que regula la labor de la Dirección de Contabilidad y Finanzas del Ministerio de Obras Públicas;

257° Que, dilucidado lo anterior, corresponde analizar si existe mérito para concluir que Cruz Lorenzen, Cortés Castro, Quiroz Astorga y Rivas Velásquez se concertaron para inculpar a la acusada por las razones que se esbozan en el escrito que rola a fojas 17.435 y siguientes y a fojas 18.961 y siguientes, esto es, por venganza personal, por propio interés o bien para justificar un ilícito propio y no investigado.

Sin embargo, a juicio de esta sentenciadora, no existe mérito para concluir de la manera como lo sugiere la defensa de Rufián Lizana, porque, durante la larga tramitación de esta causa, comparecieron en numerosas oportunidades las personas señaladas sin incurrir en conductas, actos, gestos, incluso en omisiones, que pudiera conducir a estimar que sus declaraciones estaban motivadas por un ánimo o espíritu vengativo.  

Además, tratándose de Quiroz Astorga no se divisa cuál es el interés o, en otras palabras, en qué se beneficia inculpando a Rufián Lizana, pues con esa actitud no se libera de responsabilidad. No se debe olvidar que por la participación que le cupo en los hechos, que surge de sus declaraciones, y por la calidad de inspector fiscal en el contrato de que se trata, no existen dudas acerca de su responsabilidad.  Y, respecto de Rivas Velásquez, porque es el mérito de los antecedentes, que condujo a los razonamientos y conclusiones que se leen en los motivos 77°, letra c), 245°, 246° y 247°, que desvirtúan la posible comisión de un delito en perjuicio de Abaco Ingenieros Consultores Ltda, lo que permite afirmar que lo señalado por la defensa de Rufián Lizana no puede ser el motivo que lo indujo a declarar de la manera como lo hizo;

258° Que, la alegación exculpatoria que se sustenta en el hecho que el fraude al Fisco de Chile se cometió en la etapa de ejecución del contrato de que se trata, y que, por lo tanto, no hubo “abultamiento” de su precio, no obstante lo que surge de las declaraciones prestadas por Cortés Castro, Quiroz Astorga y Rivas Velásquez, corresponde que sea rechazada, porque si el precio no fue “abultado” en los montos que aquéllos señalan, cómo se explica el hecho que el consultor cumplió el compromiso que asumió. En efecto, en el certificado expedido por el inspector fiscal del contrato, de 15 de diciembre de 2000; en el documento denominado “Anexo Liquidación de Contrato”; y en la Resolución de la Dirección General de Obras Públicas signada con el número 152, de 23 de abril de 2001, que aprobó el documento anterior, se consigna que Abaco Ingenieros Consultores Ltda. entregó los trabajos encomendados en conformidad con las bases administrativas, términos de referencia y convenio, a entera satisfacción de la Unidad Técnica de Expropiaciones, dentro del plazo que vencía el 11 de diciembre de 2000. Dichos documentos fueron remitidos por el Ministerio de Obras Públicas y se encuentran guardados en custodia bajo el número 141;

259° Que, además, la defensa de Rufián Lizana califica las declaraciones prestadas por Cruz Lorenzen, Cortés Castro, Quiroz Astorga y Rivas Velásquez como contradictorias y acomodaticias. 

En lo que concierne a Cruz Lorenzen es efectivo que para liberarse de responsabilidad, a medida que el curso de la investigación avanzaba y percibía que se podía hacer efectiva, intentó atribuírsela a otros, lo que no prosperó; que su discurso experimentó modificaciones, de la manera como se dejó constancia en el motivo signado con el número 63°; y que manifestó que había consultado acerca de la legalidad de su proceder, lo que no resultó efectivo. Sin embargo, mantuvo su declaración en lo que concierne a Rufián Lizana, según consta en el careo que rola a fojas 2.951, la que debe considerarse a la luz de todas las que prestó en el proceso, y del reconocimiento que surge de ellas, como se estableció en el motivo signado con el número 60°.  Ya se señaló en las motivaciones precedentes que no existe mérito para considerarla teñida de ánimos vengativos.

En lo que atañe a Cortés Castro, en lo medular, no se aprecian las contradicciones que señala la defensa de Rufián Lizana, por el contrario, su discurso siempre ha sido el mismo y motivado por  su particular y peculiar  manera de apreciar los hechos y de explicar su conducta, y, en ese contexto, fue espontáneo en el señalamiento de los nombres de los personeros de la Coordinación General de Concesiones que intervinieron en las operaciones pesquisadas. 

En cuanto al hecho que dicho ente funcional, al año 1999, tenía presupuesto para cubrir los gastos operacionales de la Coordinación General de Concesiones, y que, en opinión de la defensa de Rufián Lizana, resulta muy poco probable que, en diciembre de 1999, ad portas de elecciones generales que implicaba cambiar al Presidente de la República y sus Ministros, y, con estos, a los Jefes de Servicios y los cargos de confianza, se estuviera previendo, en un contrato, un abultamiento por $ 250.000.000.- que se iría gastando al año siguiente, pues con los fondos así obtenidos se pagarían sobresueldos a determinados cargos del Ministerio, por lo que se califica como mentirosas las aseveraciones de Cortés Castro, se debe estar a lo señalado en los fundamentos signados con los números 246° y 247°, que se reproducen.

Respecto de Quiroz Astorga efectivamente su versión experimentó cambios y terminó coincidente con la de Cortés Castro, pero sólo en cuanto al procedimiento implementado o a la explicación dada para convencer acerca de su licitud, conducta que, por lo demás, adoptaron todos los acusados, según se advierte de sus declaraciones, pues en vez de aludir a “abultamiento de precios”, como lo hicieron en sus primeras declaraciones, empezaron a introducir el concepto de “ incorporación de gastos administrativos de concesiones” o “partidas para solventar gastos de administración”. Sin embargo, Quiroz Astorga siempre mantuvo la imputación que, desde una primera oportunidad, formuló a Rufián Lizana. 

Además, a diferencia de lo que se dice en el escrito que se analiza, Quiroz Astorga, a fojas 2.958 y siguientes, cuando se refiere a la “etapa 7” del contrato, denominada “Procesos Administrativos”, no dice que no tenía un valor específico dentro del contrato, sino que no recuerda que esa partida lo tuviera. Quiroz Astorga declaró el 5 de marzo de 2003 y el contrato es de 22 de noviembre de 1999.  Además, lo que consignó el perito judicial en su informe que rola a fojas 6.458 y siguientes, respecto de Quiroz Astorga, dice relación con la consulta que le formuló relacionada con los depósitos efectuados en la cuenta corriente bancaria de Jara Núñez por un total cercano a $ 500.000.000, bajo la glosa: “Pago Proyecto Ejec. MOP”, y es a ello que respondió “…que dichos pagos se relacionaban con un porcentaje destinado a gastos administrativos del MOP que el consultor debía considerar dentro de los costos del contrato. A la consulta del perito, respecto de cuál era el fundamento legal para la asignación de estos fondos, manifestó que correspondía al punto 7 de las Bases de Licitación, que no se especifica el %, pero que lo fija el MOP; en el caso del contrato bajo su responsabilidad, el señor Sergio Cortés de la Unidad de Contabilidad y Finanzas…”(sic), por lo tanto, una cosa es la etapa 7 del contrato, denominada “Procesos Administrativos”, que sí tenía una finalidad y valor específico, según se advierte de la lectura de los instrumentos respectivos, y otra la llamada “partida para solventar gastos generales de concesiones”, que, obviamente, no estaba consignada formalmente en el contrato, pero que se generó mediante el “abultamiento” del precio en la suma aproximada de $ 250.000.000.-, determinación que, de acuerdo, al mérito del proceso, se hizo entre Cortés Castro, Quiroz Astorga y Rufián Lizana. 

En lo que concierne a las declaraciones prestadas por Rivas Velásquez, de su lectura no se advierten contradicciones, sino que, por el contrario, se mantuvo siempre en sus dichos, en orden a que previo a la celebración del contrato se le informó que se incorporaría un monto para destinarla al pago de gastos operacionales de concesiones, los que provendrían del ítem procesos administrativos, lo que dio a conocer a Araos Guzmán. En cuanto al raro episodio en que Rivas Velásquez intervino, esta sentenciadora ya se hizo cargo.

Por último, es efectivo que Araos Guzmán intentó exculparse con las declaraciones  consignadas en el motivo signado con el número 54°, sin coincidir la primera que prestó, en lo que dice relación a cómo operó el primer contrato, con las prestadas por Cortés Castro, Quiroz Astorga y Rivas Velásquez. Sin embargo, a fojas 6.647 y siguientes, señaló “…Fue dentro de este contexto que Rivas Velásquez, aproximadamente en el último trimestre de 1999, fue contactado por la jefatura de la Unidad Técnica de Expropiaciones de Concesiones, indicándole que se quería invitar a Abaco para darle continuidad a la labor que estaban ejecutando las otras empresas. Rivas le informó sobre la materia. Posteriormente Rivas, a través de la Unidad de Expropiaciones de la empresa que tenía sus oficinas en Santiago, preparó la oferta económica y se la presentó para la firma, y le manifestó que en el ítem “procesos administrativos” había que considerar un porcentaje, que iba a estar destinado a la tercera fase de los procesos administrativos por concepto de gastos generales. Rivas manifestó que los funcionarios de concesiones le expresaron que el costo de la fase “procesos administrativos” en que iba a incurrir la inspección para apoyar este proyecto ascendía a una suma de dinero que debía ser asumido por el consultor…”, esto es, coincide con lo señalado por aquéllos, salvo en lo relativo a que el consultor debía soportar el costo, pues, en esa parte, no está acorde ni con ellos ni con el mérito del proceso. Además, como manifestó que sólo Rivas Velásquez intervino en las negociaciones con personeros de la Coordinación General de Concesiones, como encargado de la Unidad de Expropiaciones de la empresa con sede en Santiago, reconociendo, en definitiva, que todo lo relativo a las condiciones bajo las cuales se firmaron los contratos fueron transmitidas por aquél, ergo, que le comunicó las condiciones que le dio a conocer Rufián Lizana, no se advierten contradicciones de ningún tipo;

260° Que, en consecuencia, corresponde desestimar la petición de absolución formulada por la defensa de Rufián Lizana; debiendo estarse la defensa a lo decidido en el motivo signado con el número 99° en lo relativo a la atenuante de responsabilidad penal consagrada en el artículo 11 número 6 del Código Penal, la que se considerará como muy calificada, atendido el mérito que surge de las declaraciones de los testigos que depusieron en autos y de los documentos acompañados. Sin embargo, se desestima aquella contemplada en el número 9 de la citada disposición, porque de sus declaraciones no se advierte que haya colaborado sustancialmente al esclarecimiento de los hechos. 
También corresponde aplicar la institución de la “media prescripción” contemplada en el artículo 103 del Código Penal, atendido lo razonado en el motivo signado con el número 125°, que se reproduce, y a la circunstancia que entre la fecha de los hechos cuya participación se le atribuye a Rufián Lizana, y la data en que prestó su declaración indagatoria, 4 de marzo de 2003, según consta a fojas 2.934, transcurrió más de la mitad del tiempo que se exige para declarar la prescripción de la acción penal. En consecuencia, corresponde considerar el hecho como revestido de dos o más circunstancias atenuantes de responsabilidad penal y de ninguna agravante y aplicar la regla establecida en el artículo 68 del Código Penal en la imposición de la pena; 
261° Que la defensa de Marco Antonio Luraschi Pandolfí, a fojas 17.576 y siguientes, solicitó su absolución de las acusaciones formuladas, en síntesis, porque su defendido jamás tuvo participación dolosa alguna en los hechos que  dan fundamento al ilícito de fraude y de estafa al Fisco de Chile, pues se limitó a  efectuar los trabajos encomendados, sin tener conocimiento ni participación  alguna en la planificación o ideación del destino dado por el Ministerio de Obras  Públicas, a través de la Coordinación General de Concesiones de la Dirección General de Obras Públicas, a los dineros con que pagó las boletas que GATE S.A. y por instrucciones de la misma autoridad pública. Cita el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal.
En subsidio, para el evento  improbable que se estimare del caso condenarlo por algún ilícito de los contenidos en las acusaciones señaladas, solicita que, en  ese evento, lo sea como cómplice, conforme al artículo 16 del Código Penal, puesto que en caso alguno concurren a su respecto los elementos de la autoría indicados por el   artículo 15 del mismo cuerpo penal. Además, se invocaron las circunstancias atenuantes de responsabilidad penal establecidas en los números 6, 8 y 9 del artículo 11 del Código Penal, y la contemplada en su número 1 relacionada con la eximente de responsabilidad del número 10 del artículo 10 del mismo código, y se solicitó que se declarara la prescripción de la acción penal, atendido lo dispuesto en el artículo 94 del Código Penal, o la llamada “media prescripción”, conforme al artículo  103 del mismo código;


262° Que la defensa de Abdón Darvisch Naim Pakundakis, a fojas 17.744 y siguientes, contestando las acusaciones solicitó su absolución, en concreto, por estimar que a su representado no le cupo una participación dolosa en los hechos investigados. Alude a las declaraciones prestadas por Quiroz Astorga y Cortés Castro, para concluir que de ellas se aprecia la imposibilidad absoluta que tenía su defendido de negarse a lo pedido e insistir en la ejecución de una labor que –al decir de Quiroz Astorga- estaban siendo realizada por otros, máxime si quien lo pedía era su mandante, el propio inspector fiscal del contrato, quien a la sazón velaba por los intereses que supuestamente pretendían perjudicarse. Agrega, además, que el delito previsto en el artículo 239 del Código Penal sólo puede ser cometido por empleados públicos, según se aprecia de su tenor literal, calidad que no tenía su defendido.


De manera subsidiaria, y para el caso eventual que sea condenado, se invoca la circunstancia atenuante contemplada en el número 6 del artículo 11 del Código Penal, relativa a su irreprochable conducta anterior;


263° Que la defensa de Sergio Miguel González Tagle, a fojas 17.785 y siguientes, contestando las acusaciones solicitó su absolución, en resumen, porque el delito de fraude al Fisco, descrito en el artículo 239 del Código Penal, es de sujeto activo especial pues sólo puede ser cometido por el empleado público, recargado, además, de elementos normativos de contenido jurídico, tales como defraudar al ente fiscal, cuya falta de conocimiento de parte del interviniente lo hace actuar bajo error de tipo que excluye el dolo. También por falta de tipicidad objetiva, por no ser empleado público su representado.


En lo que concierne a la acusación particular de la parte querellante, por el presunto delito de estafa, señala que también debe descartarse, porque no hubo perjuicio alguno para el Fisco de Chile, ya que quien lo sufrió fue la consultora de su representado, y porque de así estimarse, como se indicó, actuó en error de tipo, que también es aplicable a la especie. A lo anterior ha de añadirse que el delito de estafa requiere de engaño sufrido por el sujeto pasivo del delito, el que, a su turno, lo haga efectuar, bajo error, un acto de disposición patrimonial, que lo perjudique, y, en el caso de autos, ninguno de los personeros que actuaron en representación del Ministerio de Obras Públicas o de la Universidad de Chile fueron engañados; al contrario, fueron ellos quienes impusieron a González Tagle la manera de pagarse la consultoría encargada y le reforzaron la idea que dicha forma de pagar honorarios era totalmente lícita, al punto que fue instrumentalizado y también sufrió perjuicio económico. 


En subsidio, y para el caso improbable que se dicte sentencia condenatoria se invocan las atenuantes de responsabilidad penal consagradas en los números 6 y 9 del artículo 11 del Código Penal;


264° Que la defensa de Víctor Daniel Rey Pozo y de Francisco Javier González del Río, a fojas 17.529 y siguientes y siguientes, solicitó su absolución, por estimar que no se dan los presupuestos para hacer efectiva la responsabilidad penal que se les imputa, porque no existen antecedentes probatorios en la causa que acrediten, legalmente, que el objetivo perseguido por los socios de Consultoría Profesional Agraria Ltda. fue la perpetración del delito por el cual se formuló la acusación –en referencia a la exigencia típica de dolo directo que contiene el artículo 239 del Código Penal-, tampoco puede reprochárseles, por la misma falta de prueba, que se hubieren prestado para participar de una maquinación fraudulenta urdida en perjuicio del Fisco de Chile, la cual, según se desprende del mérito del proceso, nunca conocieron.

En el peor de los casos podrá imputárseles una falta más o menos grave de precaución profesional y personal, pero ello, conforme a la descripción típica precedentemente referida, es impune. 


En lo que concierne a la acusación de la querellante particular, señala que repite, de manera prácticamente literal, la descripción fáctica del considerando 2° de la acusación de oficio, y no obstante la diversa calificación jurídica que efectúa, entiende que, con los antecedentes y fundamentos expuestos, se debe dar por contestada, reiterando que no existen antecedentes probatorios suficientes en el proceso, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, para arribar a la convicción de que sus defendidos tuvieron una participación culpable y penada por la ley en los hechos por los cuales se formuló acusación en su contra.

Respecto de la acusación particular formulada por el ente fiscal, insiste en los mismos argumentos, expresando sorpresa y estupor por la calificación jurídica a que ha arribado el Consejo de Defensa del Estado al sostener que los socios de Consultoría Profesional Agraria Ltda. perpetraron, en diferentes oportunidades, el delito por el que se los acusa, lo que constituye un exceso, que no puede entenderse más que como un error, puesto que, respecto de sus representados, incluso en el evento de que su conducta fuera calificada como engañosa e ilícita, no ha existido ninguna reiteración;

265° Que la defensa de Francisco Guillermo Aguirre Arias y de Jorge          Echenique Larraín, a fojas 17.505 y siguientes, contestando las acusaciones solicitó su absolución, por estimar, teniendo presente lo dispuesto por el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, que el conjunto de antecedentes probatorios recabados durante la investigación sumarial respecto de estos hechos, aludidos en los considerandos 1° y 3° del auto acusatorio, no son suficientes para que el tribunal adquiera la convicción de que les correspondió una participación culpable y penada por la ley. Cita, para esos efectos, las declaraciones prestadas por Salinas Briones, para concluir que resulta evidente que los socios de Consultoría Profesional Agraria Ltda. no se prestaran para defraudar al Fisco, ni desplegaron actos ejecutivos, propios de auténticos autores inmediatos y directos, como consigna el auto acusatorio. Podrá reprochársele el haber actuado negligentemente, al no pedir un consejo profesional, o confiar ingenuamente en lo que se les decía, pero no puede imputárseles el haber sido partes concientes y activas de una trama engañosa, la cual, en rigor, nunca conocieron, y en la que tampoco consintieron.

Respecto de la acusación de la parte querellante señala que, de manera prácticamente literal, repite la descripción fáctica del considerando 2° de la de oficio,  imputándose a sus defendidos la calidad de autores de un delito de estafa, y como se trata de una diversa calificación jurídica, entiende que, con los antecedentes y fundamentos expuestos, se debe dar por contestada en los términos prescritos por el artículo 447 del Código de Procedimiento Penal, reiterando que no existen antecedentes probatorios suficientes en el proceso, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, para arribar a la convicción de que sus defendidos tuvieron una participación culpable y penada por la ley en los hechos por los cuales se formuló acusación.


En lo que concierne a la formulada por el Consejo de Defensa del Estado, expresa que también reproduce el contenido de la resolución de fojas 17.090 y siguientes, por lo que reitera lo manifestado, agregando que causa sorpresa y estupor que se sostenga que los socios de Consultoría Profesional Agraria Ltda. perpetraron, en diferentes oportunidades, el delito por el que se los acusa, lo que no puede entenderse más que como un error, puesto que, respecto de sus representados, incluso en el evento de que su conducta fuera calificada como engañosa e ilícita, no ha existido ninguna reiteración;


266° Que la defensa de Jorge Antonio Quiroz Castro, a fojas 17.998 y siguientes, contestando las acusaciones solicitó su absolución, porque, en síntesis, como de las declaraciones prestadas por Salinas Briones, se puede advertir que su representado siempre estuvo bajo el supuesto de no existir ninguna ilicitud en las labores encomendadas, ni en la cadena de pagos que le fue impuesta – la que con mucho era una exigencia para que se acelerara el pago de los honorarios que largamente se le adeudaban - actuando siempre bajo la más irrestricta buena fe y siguiendo las instrucciones del agente fiscal respectivo, se debe concluir que no pudo haber cometido el delito de fraude al Fisco de Chile, previsto y sancionado en el artículo 239 del Código Penal.


En subsidio, para el evento improbable que se deseche la solicitud de absolución  y se determine que Quiroz Castro tuvo participación punible en los hechos materia de la acusación, solicita se considere dicha participación en calidad de cómplice, porque no existe ningún elemento que acredite la circunstancia que se concertó para delinquir con los agentes fiscales que idearon la defraudación; aserto que lleva a la conclusión que no se encuentra en ninguna de las hipótesis del artículo 15 del Código Penal para ser considerado autor ni tampoco alcanza a conformar la cooperación que se exige de los cómplices, puesto que dicha última asistencia delictual, supone igualmente concertación o convergencia de voluntades. La hipótesis de complicidad supone que quién no tiene la calidad de autor (no tiene dominio del hecho, ya que no controla ni gobierna su resultado, ni ejecuta parte del verbo rector del respectivo tipo penal) presta una cooperación accesoria y fungible, para la realización del resultado típico, con el necesario concierto con sus autores principales.


También, de manera subsidiaria, invoca las circunstancias atenuantes de responsabilidad criminal previstas en los números 6, 7 y 9 del artículo 11 del Código Penal, y atendido el número y entidad solicita se aplique una pena inferior en dos grados a la señalada por ley al delito, una vez determinado, conforme a lo expuesto, el grado de participación que se estima le ha correspondido; 

267° Que la defensa de Eduardo Alberto Valenzuela Freraut, a fojas 17.613 y siguientes, contestando las acusaciones solicitó su absolución, en síntesis, porque su representado jamás tuvo participación dolosa en los hechos que  dan fundamento al  ilícito de fraude al Fisco de Chile, pues se limitó a  efectuar los trabajos encomendados por el convenio suscrito con la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas, Departamento de Economía, de la Universidad de Chile,  denominado “Experiencia Piloto para Determinar el Índice de Calidad de Servicio en Carreteras  Concesionadas y Aspectos Legales y de Organización para su Aplicación Sistemática”, y no tuvo conocimiento ni participación  alguna en la planificación o ideación del destino dado por dicha facultad ó por el  Ministerio de Obras  Públicas, a través de la Coordinación General de Concesiones de la Dirección General de Obras Públicas, a los dineros con que pagó las boletas emitidas por GATE S.A. Agregó que su representado no reviste la condición de funcionario público, y  se limitó como un ciudadano a participar con su empresa de un convenio, adhiriendo a un formato de contrato preestablecido por la mencionada facultad, como un verdadero contrato de  adhesión, de absoluta buena fe, resultando la falta de dolo un antecedente relevante al momento de fallar la causa.

Respecto de la acusación por estafa de los querellantes particulares, señala que no se agrega ningún antecedente, fundamento, prueba ni circunstancia específica respecto de su defendido, que permitan incriminarlo a él  por tal ilícito, reiterando todo lo expuesto supra en relación a las acusaciones por Fraude al Fisco, y muy en especial la total ausencia de dolo en su actuar.

En subsidio, para el evento  improbable que se estime del caso condenarlo por algún ilícito de los contenidos en las acusaciones señaladas, solicita que lo sea como cómplice, conforme al artículo 16 del Código Penal, puesto que en caso alguno concurrirían a su respecto los elementos de la autoría que requiere el artículo 15 del mismo código. 
Asimismo, alegó las circunstancias atenuantes de responsabilidad penal contempladas en los números 6, 8 y 9 del artículo 11 del Código Penal, y la del número 1 del mismo artículo, en relación con la eximente de responsabilidad del número 10 del artículo 10 del Código Penal; y la llamada “media prescripción” conforme al artículo  103 del Código Penal;

268° Que la defensa de Luis Gustavo Arrau del Canto, a fojas 17.386 y siguientes, contestando las acusaciones solicitó su absolución, en resumen, porque es absolutamente inocente de los hechos delictivos que se le imputan, puesto que jamás ha sido parte de una configuración o ardid destinado a defraudar al Fisco de Chile o partícipe de una idea, y menos ejecutor de un engaño, para con ello abultar en $ 10.000.000.- el precio de una consultoría encargada, o colaborador en su caso de un montaje, ardid, engaño o maniobra dolosa con el propósito deliberado de defraudar al Fisco de Chile. Sólo se limitó a cumplir la instrucción dada por el inspector fiscal,  Roberto Salinas Briones, en orden a pagar a otros consultores que también realizaron estudios complementarios para la concesión del Embalse El Bato, y ello en el entendido que todo era legal, pues la Coordinación General de Concesiones funcionaba en forma diferente al resto de la administración, por lo que carece en los hechos de la especie de aquella esencial y necesaria conciencia objetiva de la antijuridicidad de su conducta, la que por cierto debe analizarse siempre en el caso concreto y según las circunstancias del caso.
Para el evento que se estime que le cupo efectivamente participación en los hechos, con voluntad delictiva, por el hecho de no revestir la calidad de agente o funcionario público no le es aplicable el artículo 239 del Código Penal, y en tal virtud deberá imputársele responsabilidad criminal sólo por el delito de estafa tipificado en los artículos 468 y 467 del Código Penal. 


Finalmente, y para el improbable evento que se considere que se dan los supuestos de hecho para dictar sentencia condenatoria, invoca las circunstancias atenuantes de responsabilidad penal previstas en los números 6, 8 y 9 del artículo 11 del Código Penal y la llamada “media prescripción” contemplada en el artículo 103 del citado código;


269° Que la defensa de Alejandro de los Sagrados Corazones Gutiérrez  Arteaga a fojas 18.109 y a fojas 19.095 y siguientes, contestando las acusaciones solicitó su absolución, en síntesis, porque no concurren los tres requerimientos típicos que la doctrina y la jurisprudencia exigen, a saber: dolo directo, el engaño y el perjuicio, en este caso, fiscal. En efecto, como el propio auto acusatorio reconoce en forma expresa, Gutiérrez Arteaga obró por expresas “instrucciones” de la autoridad, es decir, instigado o “inducido” por ella, sin que de ello sea posible inferir o deducir que hubiere mediado de su parte conocimiento alguno que el estudio de GATE S.A. no se realizaría ni existía y menos aún, sin que haya urdido o siquiera consentido en participar en una simulación para engañar al Fisco, que son las únicas alternativas para dar por establecido el dolo “directo” que el tipo exige. Sencillamente, su representado aceptó, acató y dio fe a las instrucciones de la autoridad, en el sentido que el estudio ambiental lo efectuaría GATE S.A. bajo la supervisión directa del ministerio, por lo mismo, no concurre el engaño o la simulación. Se podrá estimar que su defendido fue crédulo, ingenuo y hasta descuidado, al creer o dar fe de la “instrucción” de la autoridad; pero ello no podrá jamás servir para atribuirle la calidad de coautor del fraude ni de la estafa, que requiere dolo directo. Existiría aquí un solo autor (mediato), que fue la autoridad que lo “instruyó” o “indujo” a efectuar los pagos a GATE S.A., como lo establece la acusación. En cuanto al perjuicio, estima que tampoco concurre porque los dineros fueron precisamente aplicados al pago de deudas del Fisco, como lo eran los honorarios y sobresueldos, respecto de los que, los respectivos beneficiarios emitieron los documentos tributarios de respaldo. 

Para el evento que se dictase sentencia condenatoria, se invocan las atenuantes de responsabilidad penal contempladas en los números 6 y 9 del artículo 11 del Código Penal; y la “media prescripción” contenida en el artículo 103 del Código Penal;


270° Que la defensa de Francisco Javier Donoso Díaz, a fojas 17.766 y siguientes, contestando las acusaciones solicitó su absolución por la falta de intervención típica de su defendido, porque, de acuerdo a la acusación, la propuesta de consultoría, así como el contrato con la Dirección de Obras Hidráulicas fue celebrado por la Facultad de Economía de la Universidad de Chile, y no por Diagnos Ltda. la que sólo recibió un llamado de dicha universidad para que presentara una propuesta por el valor real, y rápidamente le llegó un contrato por la suma de $27.825.000.- que aceptó suscribir, pues se lo convenció de la legalidad de la operación y no había ganancia ilegítima, pues la propuesta la hizo por poco más de $3.000.000.- de su parte. Prueba de su falta de participación en los hechos que se califican como delictivos es que, tal como se indica en la letra e) de la acusación, fue la Facultad de Economía la que recibió el pago por la consultoría, y no Diagnos Ltda. Al no haber intervenido Donoso Díaz por actos anteriores o simultáneos a la génesis del convenio celebrado en abril de 2001 sólo entre la Facultad de Economía de la Universidad de Chile y la Dirección de Obras Hidráulicas, que es el acto que se pretende defraudador, no puede estimarse que sea autor o partícipe en el delito materia de la acusación. 

También debe descartarse igualmente la posibilidad de encubrimiento del presunto delito, pues la única de las hipótesis que aparentemente podría comprenderla, que es la del artículo 17 número 1 del Código Penal, no lo hace. Dicha norma no alcanza la actividad de Donoso Díaz, pues ella se refiere “a los que se aprovechan por sí mismos o facilitan a los delincuentes medios para que se aprovechen de los efectos del delito”. Desde luego, no obtuvo provecho alguno del hecho que se le imputa; tampoco facilitó a los autores del mismo a aprovecharse de él, pues los fondos que giró fueron a personas ajenas al abultamiento de que se acusa, luego no a los autores –o delincuentes-, por lo que por apego al principio de legalidad no puede aplicársele dicha norma penal.                 

También alega la falta de tipicidad objetiva por no ser su representado empleado público, pues el delito del artículo 239 del Código Penal es uno especial propio que sólo puede ser cometido por las personas que cumplen con los requisitos establecidos en el tipo penal, esto es, por funcionarios públicos. Asimismo, atipicidad subjetiva, o falta de dolo,  porque el conocimiento de estar realizando una conducta eventualmente “defraudadora” respecto del Fisco, es de suyo complejo, por cuanto presupone conocer el enmarañado funcionamiento administrativo de una repartición pública, sin que los particulares tengan siquiera el deber de conocerlo. Por esa razón, y por apego al principio de legalidad, es que la unanimidad de la doctrina comparada, y casi toda la doctrina nacional, ha señalado que el extraneus (aquél que no reúne los requisitos del tipo) no puede ser sujeto activo de los delitos de infracción de deber o especiales propios. Hay entonces una razón normativa para restringir la autoría, que consiste en que los destinatarios de la norma penal son un núcleo muy reducido (vgr. los empleados públicos); y también una razón de ley estricta, cual es, que el particular no cumple con los requisitos de ser empleado público en el ejercicio de su cargo, como lo exige el tenor literal del artículo 239 del Código Penal.   


También solicita el rechazo de la acusación de la parte querellante porque no hubo perjuicio alguno para el Fisco de Chile, ya que el Estado tuvo contraprestación por los pagos que Diagnos Ltda. realizó y porque, de así estimarse, su representado, como se indicó, actuó en error de tipo, que también es aplicable a la especie, de modo que lo dicho al respecto se aplica mutatis mutandi a la presunta estafa. A lo anterior añade que el delito de estafa requiere de engaño sufrido por el sujeto pasivo del delito, el que, a su turno, lo haga efectuar, bajo error, un acto de disposición patrimonial que lo perjudique. Ninguno de los personeros que actuaron en representación de la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas o de la Universidad de Chile, fueron engañados; al contrario, fueron ellos quienes impusieron a Donoso Díaz la manera de pagarse la consultoría encargada y le reforzaron la idea que dicha forma de pagar honorarios era totalmente lícita, al punto que fue instrumentalizado y también sufrió perjuicio económico. 

En subsidio, se invocan las atenuantes de responsabilidad penal contempladas en los números 6 y 9 del artículo 11 del Código Penal;

           271° Que la defensa de Ricardo Daniel Paredes Molina, a fojas 17.897 y siguientes, contestando las acusaciones solicitó su absolución, porque, en síntesis, el mérito del proceso, al que alude en forma pormenorizada, conduce a la conclusión que su defendido no tenía conocimiento del supuesto ardid  de abultamiento de precio ni de la triangulación de dineros que perjudicó al Fisco, por lo tanto, tratándose el fraude de un delito doloso, es evidente que no lo cometió en calidad de autor, ni -en caso de haber sido cometido por otros- tuvo en él participación penal de ningún tipo.

En subsidio, y para el evento improbable que se estime que procede condenarlo, solicita que se le reconozcan las circunstancias atenuantes de responsabilidad consagradas en los números 6 y 9  del artículo 11 del Código Penal; y la del artículo 103 del Código Penal, o sea, la de la media prescripción;

272° Que la defensa de Yerko Mauricio General Carrasco, a fojas 18.052 y siguientes y a fojas 19.089 y siguientes, contestando las acusaciones por el delito de estafa solicitó su absolución, por haber actuado en los hechos en un error de tipo, por la absoluta falta de conocimiento, y menos de convergencia subjetiva, respecto de uno de los elemento esenciales que conforman el referido tipo penal, el engaño. La acusación hace radicar el engaño o ardid en el abultamiento ficticio del valor de contratos celebrados por empresas constructoras  y consultoras con la Coordinación General de Concesiones, perjudicando al Fisco en el monto correspondiente a dicho aumento ficticio.  Es evidente que quienes construyen dicho acuerdo simulado son el respectivo agente público, que actúa por el Fisco, y el representante de la empresa consultora o constructora, y por cierto ellos saben y conocen, tanto el valor real del contrato como aquel diferencial en que se abulta el precio, careciendo su defendido del más mínimo conocimiento de  la supuesta mecánica utilizada como supuesto engaño en la comisión del también supuesto delito. En consecuencia, careciendo de conocimiento respecto del elemento engañoso, no es posible afirmar a su respecto que haya facilitado los medios para cometer el supuesto delito de estafa. Asimismo, señala que falta otro elemento esencial del tipo objetivo de fraude al Fisco de Chile, el perjuicio patrimonial al ente fiscal, por la simple razón de que, en la medida que los pagos fueron hechos a determinadas personas por trabajos efectivamente prestados, resulta que el patrimonio no ha sufrido daño, por cuanto a cambio del dinero desembolsado el Estado recibió una efectiva prestación.
Respecto de la acusación por el delito de asociación  ilícita también solicitó la absolución de su defendido, por no concurrir ninguno de los presupuestos establecidos por la doctrina y la jurisprudencia.  
En subsidio, para el evento improbable que se estime cometido algún delito invocó las atenuantes de responsabilidad penal establecidas en los números 6 y 9 del artículo 11 del Código Penal. 

273° Que la defensa de Leonel Edmundo Vivallos Medina, a fojas 17.554 y siguientes, contestando las acusaciones solicitó su absolución, porque, por la fecha que asumió la jefatura de la Unidad Técnica de Expropiaciones de la Coordinación General de Concesiones, no pudo tener participación alguna en las consultorías acordadas con Abaco Ingenieros Consultores Limitada, según resoluciones N° 444 y 207 de la Dirección General de Obras Públicas. Existe un solo testimonio en los autos que involucra a Vivallos Medina en la solicitación de dinero, según consta de los atestados de Rivas Velásquez que rolan a fojas 6.652 y 6,658, afirmaciones que han sido negadas terminantemente por su defendido, razón por la cual existen respecto de este punto versiones encontradas. Sin embargo, es el mérito del proceso el que avala lo declarado por Vivallos Medina, según se aprecia de los testimonios de Cortés Castro de fojas 6.621, 10.798 y 10.862, de los de Quiroz Astorga de fojas 6.504 y 6.503, como el careo de Cortés Castro y Quiroz Astorga de fojas 6.631, que, en definitiva, controvierten los dichos de Rivas Velásquez. 
De manera subsidiaria y para el evento que se adopte la decisión de condenarlo, se invoca la circunstancia atenuante contemplada en el art.11 número 6 del Código Penal, relativa a su irreprochable conducta pretérita;
274° Que la defensa de Carlos Estanislao Calderón Pinto, a fojas 17.977 y siguientes, contestando las acusaciones solicitó su absolución porque no se precisa los contratos en los que se habría  “abultado” el precio, lo que hace imposible que se sancione a su defendido, pues el artículo 468 del Código Penal señala que a quien cometa el delito en el descrito se le impondrán las penas del artículo 467 del mismo cuerpo legal, cuya entidad depende del monto del perjuicio causado, el que se desconocería de no llegar a probarse en todos los contratos el quantum del supuesto abultamiento, pues en tal caso no se sabría en cuánto calcular o fijar el supuesto perjuicio fiscal (lo que ocurre al eliminar el factor GATE) y, consecuentemente, la pena a imponer como elemento del delito. La existencia de un monto determinado es requisito típico exigido por la ley y, sin él, no es posible condenar a este título. Lo mismo es predicable si se le pretende condenar por el delito de fraude al Fisco, pues éste, además de la pena corporal, está sancionado con pena de multa “del diez al cincuenta por ciento del perjuicio causado”, cantidad que se ignora.         

Las declaraciones de su representado, como las de Solar Pinedo y de Salinas Briones, en el sentido que para pagar lo que a CCP Ingeniería Ltda. le debía el Ministerio de Obras Públicas, producto de gastos hechos por la primera a cuenta de dicho ministerio, se abultaban contratos, no es óbice a todo lo dicho: ello pues ninguno de los contratos se ha abultado, como lo demuestra el hecho que en éstos no se indica el abultamiento, como también que sólo en uno de los contratos el inspector fiscal del mismo esté acusado. Igualmente, Calderón Pinto señala que sólo a veces –muy pocas- se abultaron contratos para devolverle fondos a la sociedad, pues en otras ocasiones, la mayoría, todo el ahorro que se lograba en la ejecución de una consultoría se imputaba a los fondos que el ministerio les adeudaba. Cita el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, que consagra el principio in dubio pro reo, vale decir, cuando hay dudas respecto a los hechos, el tribunal no puede condenar o, lo mismo, debe absolver. 
Además, solicita que se declare la prescripción de la acción penal atendida la fecha de celebración de los dos primeros contratos que se citan en la acusación,  21 de abril de 1997 y 10 de Noviembre de 1997, fecha a partir de la cual empieza a correr el plazo de prescripción, pues, de conformidad al artículo 94 inciso 3° del Código Penal, el término de prescripción de los delitos de la acusación es de cinco años, que se cumplió íntegramente sin alcanzar a interrumpirse, pues se produce cuando el proceso se dirige contra el inculpado, esto es, cuando hay querella en su contra o es interrogado como inculpado, lo que recién pasó el 4 febrero de 2003. El hecho que en el período que media entre los contratos indicados y el del día en que fue interrogado como inculpado se le impute la comisión de ilícitos, no obsta a declarar la prescripción respecto de los contratos celebrados en el 1997, pues dichos presuntos delitos formalmente recién empezaron a ser investigados en el año 2003. 
En subsidio, invoca las atenuantes de responsabilidad penal establecidas en los números 6 y 9 del artículo 11 del Código Penal;

271° Que la defensa de Luis Alfredo Solar Pinedo, en el escrito que rola a fojas 17.581 y siguientes, contestando las acusaciones solicitó su absolución. Señala que su representado dejó de pertenecer a la sociedad CCP Ingeniería Ltda. desde el 10 de noviembre de 1998, según consta de escritura pública de la misma fecha, otorgada ante el notario don Osvaldo Pereira González, por lo tanto, todos los hechos que se le imputan con posterioridad a esa fecha le son ajenos, en concreto, lo relativo a los contratos individualizados en la acusación fiscal como resoluciones números 2863, 2859, 3849, 3970, 3973 3975, 2039.

Afirma que el único contrato adjudicado a CCP Ingeniería Ltda., en el periodo en que Solar Pinedo era socio y uno de los representantes legales de la mencionada sociedad, es  el que se individualiza como resolución 268, de 21 de abril de 1997, el que  se ejecutó en forma íntegra y no fue abultado en forma alguna, como erróneamente se sostiene en la acusación de oficio. Prueba de lo anterior es que el inspector fiscal de ese contrato fue Enrique Zamorano Oyarzún, quien no está procesado, ni menos acusado en esta causa. Y en relación al pago por parte de CCP Ingeniería Ltda. de cinco boletas de honorarios a GATE S.A., se expresa que ello ocurrió cuando Solar Pinedo estaba fuera de la sociedad.

En relación a los otros contratos citados en la acusación de oficio, afirma que dicha resolución no indica en qué partida o cantidad se habría abultado el precio de las consultorías, si no que se limita a afirmarlo, lo que dificulta la defensa al pretender que se pruebe un hecho negativo, -que no se abultó- sin siquiera saber cuál sería la razón por la que se estima que se habría cobrado un sobreprecio. Las declaraciones de su representado, como las de Calderón Pinto y Salinas Briones, en el sentido que para pagar lo que a CCP Ingeniería Ltda. le debía el Ministerio de Obras Públicas, producto de gastos hechos por la primera a cuenta del ministerio, se abultaban contratos, no es óbice a todo lo que se ha dicho: ello pues ninguno de los contratos precedentes se ha abultado, como lo demuestra el hecho que en éstos no se indica en qué consistiría éste, como también que el inspector fiscal en ellos no esté acusado. Igualmente, Calderón Pinto señala que sólo a veces se abultaron contratos, que en otras ocasiones, la mayoría, todo el ahorro que se lograba en la ejecución de una consultoría se imputaba a los fondos que el ministerio les adeudaba. Lo señalado es confirmado por Salinas Briones, pues describe un procedimiento que se refería a cuando él era inspector fiscal del contrato y en que no siempre se abultaban, y no referido a todos los casos. Cita la norma del artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, artículo que consagra el principio in dubio pro reo, vale decir, cuando hay dudas respecto a los hechos, el tribunal no puede condenar o, lo mismo, debe absolver. 
Además, se solicita que se declare la prescripción de la acción penal respecto de los dos primeros contratos de la acusación, de 21 de abril de 1997 y 10 de noviembre de 1997, fecha a partir de la cual empieza a correr el plazo de prescripción, que, de conformidad al artículo 94 inciso 3° del Código Penal, es de cinco años, término que se cumplió íntegramente sin alcanzar a interrumpirse, pues aquello –la interrupción- se produce cuando el proceso se dirige contra el inculpado, esto es, cuando hay querella en su contra o es interrogado como inculpado, lo que recién pasó el 4 Febrero de 2003. El hecho que en el período que media entre los contratos indicados en la acusación y el día en que fue interrogado como inculpado se le impute la comisión de ilícitos, no obsta a declarar la prescripción respecto de los contratos celebrados en 1997, pues dichos presuntos delitos formalmente recién empezaron a ser investigados en el año 2003. 

En subsidio, invoca las atenuantes de responsabilidad criminal previstas en los números 6 y 9 del artículo 11 del Código Penal;

275° Que, atendido que los acusados Luraschi  Pandolfi, Naim Pajundakis, González Tagle, Rey Pozo, Aguirre Arias, Echenique Larraín,  González del Río, Quiroz Castro, Valenzuela Freraut, Arrau del Canto, Gutiérrez Arteaga, Donoso Díaz, Paredes Molina, General Carrasco, Vivallos Medina, Calderón Pinto y Solar Pinedo, fueron absueltos de las acusaciones dirigidas en su contra, por las razones señaladas en los motivos signados con los números 85°, 86°, 87°, 88°, 89° y 90, que se reproducen, se estima innecesario hacerse cargo de las defensas a que se ha hecho alusión de manera sucinta en los fundamentos precedentes, como también de las pruebas rendidas en la etapa procesal pertinente; 
En cuanto a la acción civil:

276° Que doña María Teresa Muñoz Ortúzar, Abogado Procurador Fiscal de Santiago del Consejo de Defensa del Estado, por el Fisco de Chile, dedujo demanda civil en contra de Carlos Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Roberto Salinas Briones, Héctor Quiroz Astorga, Sergio Hinojosa Ramírez, Ramón Silva Améstica, Marco Luraschi Pandolfi, Abdón Naim Pajundakis, Sergio Miguel González Tagle, Víctor Daniel Rey Pozo, Francisco Aguirre Arias, Jorge Echeñique Larraín, Francisco González del Río, Jorge Antonio Quiroz Castro, Eduardo Alberto Valenzuela Freraut, Luis Gustavo Arrau del Canto, Alejandro Gutiérrez Arteaga, Ricardo Daniel Paredes Molina, Héctor Peña Véliz, Luis Antonio Jara Núñez, Yerko Mauricio General Carrasco,  Eduardo Ricardo Arriagada Moreno,  Eduardo Bartholin Zanetta, Nassir Sapag Chain, Francisco Donoso Díaz, María Dolores Rufián Lizana, Leonel Vivallos Medina, Oscar Araos Guzmán, Carlos Estanislao Calderón Pinto y de Luis Alfredo Solar Pinedo, ya individualizados, para que a su representado le sean indemnizados los perjuicios experimentados por la conducta de los acusados. 

Señala que los hechos que fundamentan la demanda están suficientemente descritos en la acusación de autos, especialmente en los apartados signados con el número II del fundamento 2°, reproduciendo los medios de convicción y antecedentes que se mencionan  en el auto acusatorio, que son los que sirvieron de antecedente para la acusación que formuló en la etapa procesal pertinente. Afirma que los demandados incurrieron en conductas ilícitas que causaron o derivaron en un grave perjuicio para su representado, el Fisco de Chile, indicando en los acápites A a M de su libelo, en forma pormenorizada, los fundamentos fácticos que ameritan que se acoja la demanda de la manera como se formula, agregando que existe al respecto una relación o nexo de causalidad directo entre los delitos cometidos y el daño producido.

Expresa que los demandados indicados, a través de los delitos de fraude al Fisco de Chile, previsto y sancionado en el artículo 239 del Código Penal,  ocasionaron un daño patrimonial  ascendente a: acápite A: la cantidad de $ 22.550.000.-; acápite B: la suma de $ 42.603.764.-; acápite C: a cantidad de $ 15.000.000.-; acápite D: la cantidad de $ 12.760.000.-; acápite E: la suma de $ 13.000.000.-; acápite F: la cantidad de $ 11.520.000.-; acápite G: la cantidad de $ 10.000.000.-; acápite H: la suma de $ 16.500.000.-; acápite I: la cantidad de $ 31.405.617.-; acápite J: la cantidad de $ 150.390.000.-; acápite K: la suma de $ 23.444.444.-; acápite L: la cantidad de $ 543.562.836.-  y acápite M: la cantidad de $ 59.300.000.-

Las cifras o cantidades referidas precedentemente  resultan de los distintos pagos indebidos o “sobresueldos”, que se encuentran acreditados en los antecedentes profusamente citados, y fluyen de la simple suma aritmética de los honorarios ilegalmente cancelados. 

Sobre el particular, estima que debe considerarse que la fuente de la obligación se encuentra en la aplicación de las normas jurídicas generales, en especial  lo preceptuado  en los artículos 2.314 y siguientes del Código Civil, que determinan que el que ha cometido  un delito o cuasidelito que ha inferido daño, es obligado a la indemnización; sin perjuicio de la pena  que  le impongan las leyes por el delito o cuasidelito. Consecuencialmente, la fuente legal de pedir en el libelo indemnizatorio radica o se encuentra principalmente en los delitos de fraude al Fisco de Chile, previsto y sancionado en el artículo 239 del Código Penal, y de estafa, previsto en el artículo 468 y sancionado en el artículo 467, ambos del citado código, cometidos por los  acusados que individualiza, y de acuerdo a las normas legales  indicadas.


Por consiguiente, los demandados por los hechos consignados en el acápite A:  Carlos Enrique Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Roberto Salinas Briones, Héctor Peña Véliz y Marcos Luraschi Pandolfi deben ser condenados solidariamente a pagar al Fisco de Chile la suma total de $ 22.550.000.-; los demandados por los hechos consignados en el acápite B: Carlos Enrique Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Héctor Quiroz Astorga, Héctor Peña Véliz y Abdón Naim Pajundakis deben ser condenados solidariamente a pagar al Fisco de Chile la suma total de $ 42.603.764.-; los demandados por los hechos consignados en el acápite C: Carlos Enrique Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Sergio Hinojosa Ramírez, Ramón Silva Améstica, Héctor Peña Veliz y Sergio Miguel González Tagle deben ser condenados solidariamente a pagar al Fisco de Chile la suma total de $ 15.000.000.-; los demandados por los hechos consignados en el acápite D: Carlos Enrique Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Roberto Salinas Briones, Héctor Peña Véliz, Víctor Daniel Rey Pozo, Francisco Aguirre Arias y Jorge Echeñique Larraín deben ser condenados solidariamente a pagar al Fisco de Chile la suma total de $ 12.760.000.-; los demandados por los hechos consignados en el acápite E: Carlos Enrique Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Roberto Salinas Briones, Héctor Peña Véliz, y Jorge Antonio Quiroz Castro deben ser condenados solidariamente a pagar al Fisco de Chile la suma total de $ 13.000.000.-; los demandados por los hechos consignados en el acápite F: Carlos Enrique Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Sergio Hinojosa Ramírez, Ramón Silva Améstica, Héctor Peña Véliz, y Eduardo Alberto Valenzuela Freraut deben ser condenados solidariamente a pagar al Fisco de Chile la suma total de $ 11.520.000.-; los demandados por los hechos consignados en el acápite G: Carlos Enrique Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Roberto Salinas Briones, Héctor Peña Véliz y Luis Gustavo Arrau del Canto deben ser condenados solidariamente a pagar al Fisco de Chile la suma total de $ 10.000.000.-; los demandados por los hechos consignados en el acápite H: Carlos Enrique Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Roberto Salinas Briones, Héctor Peña Véliz y Alejandro Gutiérrez Arteaga, deben ser condenados solidariamente a pagar al Fisco de Chile la suma total de $ 16.500.000.-; los demandados por los hechos consignados en el acápite I: Carlos Enrique Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Sergio Hinojosa Ramírez, Ramón Silva Améstica, Héctor Peña Veliz y Ricardo Daniel Paredes Molina deben ser condenados solidariamente a pagar al Fisco de Chile la suma total de $ 31.405.617.; los demandados por los hechos consignados en el acápite J: Yerko Mauricio General Carrasco, Luis Antonio Jara Núñez y Eduardo Ricardo Arriagada Moreno deben ser condenados solidariamente a pagar al Fisco de Chile la suma total de $ 150.390.000.-; los demandados por los hechos consignados en el acápite K:  Carlos Enrique Cruz Lorenzen, Eduardo Enrique Arriagada Moreno, Eduardo Bartholin Zanetta, Gonzalo Castillo Navasal, Francisco Donoso Díaz y Nassir Sapag Chaín deben ser condenados solidariamente a pagar al Fisco de Chile la suma total de $ 23.444.444.-; los demandados por los hechos consignados en el acápite L: Carlos Enrique Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Héctor Quiroz Astorga, María Dolores Rufián Lizana, Leonel Vivallos Medina, Héctor Peña Véliz y Oscar Araos Guzmán deben ser condenados solidariamente a pagar al Fisco de Chile la suma total de $ 543.562.836.-; y los demandados por los hechos consignados en el acápite M: Carlos Enrique Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Roberto Salinas Briones, Héctor Peña Veliz y Carlos Estanislao Calderón Pinto y Luis Alfredo Solar Pinedo deben ser condenados solidariamente a pagar al Fisco de Chile la suma total de $ 59.300.000.-, todo  ello en conformidad a lo señalado  por los artículos  2.314 y 2.316 del Código Civil. 


La suma que los demandados  deben pagar al Fisco de Chile debe ser reajustada en un porcentaje  igual a la variación que haya experimentado el Índice de Precios al  Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que  lo suceda o  reemplace, entre las fechas que se indican y las de su pago efectivo, más intereses corrientes calculados desde la que la sentencia quede firme o ejecutoriada   sobre  las  sumas demandadas debidamente reajustadas,  más las costas correspondientes.


Así, en consecuencia,  la   suma  total  de   $ 22.550.000.- referida al acápite A debe pagarse con reajustes  calculados desde el 31 de diciembre de 2000; la   suma  total  de   $ 42.603.764.- referida al acápite B debe pagarse con reajustes  calculados desde el 31 de diciembre de 2000; la suma  total  de $ 15.000.000- referida al acápite C debe pagarse con reajustes calculados desde el 31 de diciembre de 1999; la suma  total  de $ 12.760.000- referida en el acápite D debe pagarse con reajustes  calculados desde el 31 de diciembre de 2000; la suma  total  de $ 13.000.000- referida en el acápite E debe pagarse con reajustes calculados desde el 31 de diciembre de 2000; la suma  total  de $ 11.520.000- referida en el acápite F debe pagarse con reajustes  calculados desde el 31 de diciembre de 1999; la suma  total  de $ 10.000.000.- referida al acápite G debe pagarse con reajustes  calculados desde el 31 de diciembre de 1999; la suma  total  de $ 16.500.000.- referida al acápite H debe pagarse con reajustes  calculados desde el 31 de diciembre de 1999; la suma  total  de $ 31.405.617- referida al acápite I debe pagarse con reajustes calculados desde el 31 de diciembre de 1999; la suma  total de $ 150.390.000- referida al acápite J debe pagarse con reajustes calculados desde el 31 de diciembre de 2002; la suma  total  de $ 23.444.444.- referida al acápite K debe pagarse con reajustes calculados desde el 31 de diciembre de 1999; la suma  total  de $ 543.562.836- referida al acápite L debe pagarse con reajustes calculados desde el 31 de diciembre de 2001; y la suma  total  de $ 59.300.000.- referida al acápite M debe pagarse con reajustes  calculados desde el 31 de diciembre de 2000.


Sobre el particular, hace presente que se demandan los respectivos reajustes desde las fechas   indicadas  precedentemente, que son los últimos días del año en que, en cada caso, finalizaron efectivamente los pagos y desembolsos correspondientes, con el fin de evitar  dificultades y problemas de prueba con respecto al detalle de las cantidades defraudadas durante el transcurso de los respectivos años, motivo por el cual se opta por demandar el total defraudado al final de los correspondientes períodos. En  subsidio,  desde  la  fecha  que el tribunal determine, pero, en todo caso, hasta  el momento del pago efectivo.

Solicita que las referidas sumas, debidamente reajustadas, se paguen con intereses corrientes desde la fecha en que la sentencia quede firme o ejecutoriada y hasta su pago efectivo; o, en subsidio,  desde la fecha que determine el tribunal, pero, en todo caso,  hasta el momento del pago efectivo. Todo con las costas de la causa;


277° Que corresponde rechazar la demanda destinada a hacer efectiva la responsabilidad civil de Vivallos Medina, Luraschi Pandolfi, Naim Pajundakis, González Tagle, Rey Pozo, Aguirre Arias, Echenique Larraín, González del Río, Quiroz Castro, Valenzuela Freraut, Arrau del Canto, Gutiérrez Arteaga, Donoso Díaz, Calderón Pinto, Solar Pinedo, Paredes Molina y General Carrasco, atendido a que se decidió absolverlos de la acusación de oficio y de las particulares deducidas por el Consejo de Defensa del Estado y por la parte querellante, por los fundamentos contenidos en los motivos signados con los números 85°, 86°, 87°, 88°, 89° y 90°; razón por la que esta sentenciadora no se hará cargo, por innecesario, de las argumentaciones de sus defensas destinadas a obtener el rechazo de la demanda civil y que se contienen en los escritos que rolan en autos.

También corresponde desestimar la demanda dirigida en contra de Eduardo Arriagada Moreno, atendido que, a su respecto, se decretó el sobreseimiento definitivo de conformidad a lo que dispone el artículo 408 número 5 del Código de Procedimiento Penal, en relación a lo prescrito en el artículo 93 número 1 del Código Penal;


278° Que la defensa de Carlos Cruz Lorenzen en lo principal del escrito que rola a fojas 17.365 y siguientes y a fojas 17.949 y siguientes, contestando la demanda civil señala que se fundamenta en la comisión de presuntos delitos de fraude y de estafa al Fisco, tipificados en los artículos 239, 437 y 438 del Código Penal, en el primero de los cuales se atribuye la autoría intelectual a Cruz Lorenzen. Los hechos que tipificarían esos ilícitos consistirían en abultar el precio de contratos de asesoría o prestación de servicios, cuyo exceso se destinaba a pagar a terceros, por o a nombre del Fisco de Chile, sumas que éste no estaba obligado a pagar, causándole un perjuicio –en  el caso de su representado- ascendente a $815.596.651, con más los reajustes, intereses corrientes y costas.

Señala que, como se demostrará al contestar la acusación fiscal y acusaciones particulares, las actuaciones de Cruz Lorenzen, tanto como Coordinador General de Concesiones cuanto como Ministro de Obras Públicas, se efectuaron con estricto apego a la normativa legal y reglamentaria que las regula, sin siquiera reproches morales, resultando de un beneficio inconmensurable para el Fisco de Chile, y no un perjuicio como lo pretende injustificadamente la demanda civil que se contesta. 


Para que las pretensiones civiles del Consejo de Defensa del Estado, en representación del Fisco de Chile, puedan prosperar contra Cruz Lorenzen, se requiere la concurrencia copulativa de las  siguientes condiciones o circunstancias:
1.Acreditar la concurrencia de los delitos de fraude al Fisco, perfectamente tipificados del modo descrito en el artículo 239 del Código Penal;

2.Establecer fehacientemente la participación que como autor mediato de los mismos se atribuye a su representado, más su calidad de funcionario público, pues se trata de un delito de sujeto activo calificado;

3.Ponderar sus actuaciones, comparando los logros obtenidos en sus gestiones como Coordinador General de Concesiones y Ministro de Obras Públicas, con las pretendidas cantidades pagadas sin que el Fisco estuviere obligado, puesto que el perjuicio es un hecho real y concreto, no una disquisición semántica, como lo pretende el demandante civil;

4.Determinar fundadamente por qué se califica a los pagos hechos a funcionarios y profesionales a honorarios, como prestaciones a que el Fisco no estaba obligado, en circunstancias que ejecutaron tareas útiles para el Estado y nunca se les pidió restituir dichas remuneraciones; y,

5.Precisar la relación de causa a efecto que debe haber entre la conducta de Carlos Cruz Lorenzen con los pretendidos abultamientos de contratos de asesoría o de prestación de servicios, con la obtención de un determinado excedente y con la destinación del mismo a hacer pagos no exigibles e innecesarios, es decir, donaciones no autorizadas.

Como nada de lo anterior podrá probarse, siendo ello copulativamente exigido en el presente caso para configurar la responsabilidad civil extracontractual que pretende hacerse efectiva respecto de su representado, en la especie no cabe sino concluir que, cualquiera sea la resolución que recaiga sobre las acciones penales incoadas en este proceso, jamás –en ningún evento- podrá surgir alguna responsabilidad civil.
Por otra parte, niega enfáticamente que las actuaciones que se imputan a Cruz Lorenzen en la demanda civil hayan sido dolosas, con conocimiento e intención de causar perjuicios al Fisco, sino todo lo contrario, pues siempre actuó con plena conciencia de hacerlo conforme a derecho, asesorándose debidamente por profesionales idóneos y de reconocido prestigio, a quienes consultaba sus actuaciones, acatando sus opiniones, como se acreditará en la oportunidad procesal correspondiente. No habiendo dolo en las actuaciones de su representado, no responde de delito alguno y, en consecuencia, tampoco de la responsabilidad extracontractual que de ello pudiere derivar, de acuerdo al artículo 1.437 del Código Civil.

Así, no habiendo Cruz Lorenzen cometido delito alguno, no puede responder civilmente en los términos del artículo 2.314 del Código Civil, ni menos ser solidariamente responsable de las indemnizaciones civiles que se fijen a quienes sean condenados como culpables de los delitos materia de este proceso, conforme lo establece el artículo 2.317, inciso 1°, del citado cuerpo legal.

279° Que la defensa de Sergio Cortés Castro en el tercer otrosí del escrito que rola a fojas 17.954 y siguientes, contestando la demanda solicitó que se declarara la prescripción de la acción civil deducida por el Fisco de Chile, atendido lo dispuesto en el artículo 2332 del Código Civil, que señala que las acciones que concede el título XXXV del referido cuerpo legal, que trata de los delitos y cuasidelitos, prescriben en el plazo de cuatro años contados desde la perpetración del acto, término que se interrumpe si la acción civil se ejerce durante el sumario según lo prescribe el artículo 103 bis del Código de Procedimiento Penal.

Señala que como el acto generador de responsabilidad civil se produjo el 30 de abril de 2001, y, no hubo ejercicio de la acción civil por parte del Fisco de Chile durante la etapa sumarial, la prescripción que empezó a correr en esa fecha no experimentó ninguna interrupción a la data en que se presentó la demanda civil, 4 de mayo de 2009, en razón de lo cual, a la fecha de su interposición, había transcurrido con creces el término de cuatro años necesarios para declarar la prescripción de la acción civil;


280° Que la defensa de Roberto Salinas Briones en el primer otrosí del escrito que rola a fojas 18.122 y siguientes, solicitó el rechazo de la demanda civil, con costas, por no existir responsabilidad extracontractual de su representado respecto a los hechos materia de la demanda, único fundamento jurídico que la demandante civil dispone para fundar su pretensión;

281° Que la defensa de Héctor Quiroz Astorga en el sexto otrosí del escrito que rola a fojas 17.931 y siguientes, señala que la demanda civil se funda en la responsabilidad solidaria que le cabría a su representado en el perjuicio que habría sufrido el interés fiscal, por el desvío de la suma total de $586.166.600.-, en razón de pagos indebidos realizados con ocasión de las consultorías adjudicadas a la empresa R&Q Ingeniería Ltda. y a la empresa Abaco Ingenieros Consultores Ltda, a que se refieren las resoluciones de la Dirección General de Obras Públicas signadas con los números 398 y 399, y 444 y 207.

Señala que en relación con la participación y funciones que le cupo a su representado respecto de las actuaciones que se le imputan, se remite a lo indicado al contestar la acusación fiscal hecha. Fundado en lo anterior, afirma que no corresponde atribuir responsabilidad patrimonial alguna a Quiroz Astorga en los hechos que han provocado un perjuicio al Fisco de Chile, toda vez que su representado no tuvo participación en maquinación o plan destinado a defraudar las arcas fiscales.
En ese sentido, y no teniendo responsabilidad penal su representado en el delito que se le imputa, no corresponde, consecuencialmente, cobro ni cargo de carácter civil que hacerle, por los perjuicios sufridos por el Fisco de Chile por los ilícitos cometidos y planeados por personas pertenecientes a esferas superiores del Ministerio de Obras Públicas, entre los cuales, obviamente no se encuentra su representado;


282° Que la defensa de Sergio Hinojosa Ramírez en el primer otrosí del escrito que rola a fojas 17.628 y siguientes, solicita que se declare la prescripción extintiva de la acción, pues, conforme lo dispone el artículo 2332 del Código Civil, las acciones indemnizatorias para hacer efectiva la responsabilidad extracontractual prescriben en cuatro años contados desde la perpetración del acto. En el presente caso y tomando en consideración la fecha de comisión del último de los actos imputados a su representado, 19 de abril de 1999, los cuatro años se cumplieron el 19 de abril de 2003. 

Si bien el artículo 103 bis del Código de Procedimiento Penal dispone que el ejercicio de la acción civil durante el sumario, debidamente cursada, interrumpe la prescripción, la ejercida por el Fisco en el sumario, a fojas 8.010 del Tomo XXI,  al solo efecto de interrumpir toda acción civil derivada de los delitos materia de autos y ejercida de conformidad al citado artículo 103 bis del Código de Procedimiento Penal, fue recién presentada el 17 de agosto de 2004, vale decir cuando la pretendida responsabilidad civil extracontractual de su representado se encontraba prescrita. 


Además, sostiene y reitera que su defendido no ha cometido hecho ilícito alguno, por lo que se remite a todo lo dicho en la contestación de las acusaciones, reproduciendo íntegramente todas las argumentaciones y aseveraciones señaladas;


283° Que la defensa de Ramón Silva Améstica en el segundo otrosí del escrito que rola a fojas 17.590 y siguientes solicita el rechazo de la demanda, por corresponder que sea absuelto de las acusaciones formuladas, toda vez que no se dan los fundamentos requeridos por la ley para que se configure, por una parte, los ilícitos penales  investigados, ni mucho menos los elementos de convicción necesaria para acreditar algún grado de participación  de su representado, reiterando las alegaciones formuladas al contestar los cargos.

Condición esencial para la responsabilidad civil que se pretende por el Fisco de Chile es la señalada por el artículo 2314 del Código Civil, circunstancia que, conforme lo expresado y pedido en lo principal, no concurre ni permite en modo alguno sustentar tal acción en contra de Silva Améstica;

284° Que la defensa de Eduardo Bartholin Zanetta, en un otrosí del escrito que rola a fojas 17.362 y siguientes, contestando la demanda solicitó que se declarara la prescripción de la acción civil, porque el monto de lo demandado es el perjuicio fiscal ascendiente a la suma de $ 23.444.444.-, suma que, a juicio del demandante, debería ser reajustada a partir del 31 de diciembre del año 1999 más los intereses correspondientes, y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2332 del Código Civil, aplicable en la especie, las acciones que concede el título XXXV del referido cuerpo legal que tratan de los delitos y cuasidelitos  prescriben en el plazo de cuatro años contados desde la perpetración del acto, término que se interrumpe si la acción civil se ejerce durante el sumario, según lo prescribe el artículo 103 bis del Código de Procedimiento Penal.


Como el acto generador de responsabilidad civil se produjo el 30 de abril de 2001, y, no hubo ejercicio de la acción civil por parte del Fisco de Chile durante la etapa sumarial, la prescripción  que empezó a correr en esa fecha no experimento ninguna interrupción a la data en que se presentó la demanda civil por parte de Fisco de Chile (4 de mayo de 2009), en razón de lo cual, a la fecha de interposición de la demanda, había transcurrido con creces el término de cuatro años necesarios para declarar la prescripción de la acción civil;

285° Que la defensa de Gonzalo Castillo Navasal, en un otrosí del escrito que rola a fojas 17.418 y siguientes, contestando la demanda solicitó que se declarara la prescripción de la acción civil atendido lo dispuesto en el artículo 2332 del Código Civil, norma que señala que las acciones que concede el título XXXV del Código Civil, que tratan de los delitos y cuasidelitos, prescriben en el plazo de cuatro años contados desde la perpetración del acto, término que se interrumpe si la acción civil se ejerce durante el sumario según lo prescribe el artículo 103 bis del Código de Procedimiento penal.

Como el acto generador de responsabilidad civil data desde el 30 de abril de 2001, y, no hubo ejercicio de la acción civil por parte del Fisco de Chile durante el sumario, la prescripción que empezó a correr en abril de 2001 no ha sido interrumpida a la fecha en que se presentó la demanda civil por parte de Fisco de Chile (4 de mayo de 2009). Por lo tanto, a la data en que la demanda fue interpuesta había transcurrido sobradamente el término de cuatro años que la ley exige para declarar la prescripción de la acción civil;

286° Que la defensa de Nassir Sapag Chain en el primer otrosí del escrito que rola a fojas 17.812 y siguientes  solicitó el rechazo de la demanda, por estimar que los hechos asignados a su representado como fundamento son falsos e inexistentes y carecen de elementos probatorios que sustenten la tesis del auto acusatorio respecto de la coautoría imputada, y, además, solicitó que se declarara prescrita la acción civil deducida por el Fisco de Chile, conforme a lo dispuesto en el artículo 2332 del Código Civil; disposición que señala que las acciones que concede el título XXXV del Código Civil, que trata de los delitos y cuasidelitos, prescriben en el plazo de cuatro años contados desde la perpetración del acto, término que se interrumpe si la acción civil se ejerce durante el sumario según lo prescribe el artículo 103 bis del Código de Procedimiento Penal.

Como el acto generador de responsabilidad civil data del 30 de abril de 2001, y no hubo ejercicio de la acción civil por parte del Fisco de Chile durante el sumario, la prescripción que empezó a correr en abril de 2001 no ha sido interrumpida a la fecha en que se presentó la demanda civil por parte de Fisco de Chile (4 de mayo de 2009). Por lo tanto, a la data en que la demanda fue interpuesta había transcurrido sobradamente el término que la ley exige para declarar la prescripción de la acción civil;

287° Que la defensa de Dolores Rufián Lizana en un otrosí del escrito que rola a fojas 17.435 y siguientes solicitó que se rechace, con costas, la demanda deducida en contra de su representada, remitiéndose a todo lo expuesto en lo principal de su presentación, que da por expresamente reproducida; especialmente, lo relativo a la existencia de dos contratos diferentes, suscritos entre la Dirección General de Obras Públicas  y “ABACO”, insistiendo en que la participación imputada carece de fundamentos, toda vez que fue sometida a proceso y acusada sólo por la supuesta intervención que le habría correspondido en el primero de los contratos, y no le asiste responsabilidad alguna en el segundo. 

Agrega que no corresponde dar lugar a la demanda civil interpuesta porque está fundada en hechos distintos de los considerados en la acusación penal, en la medida que en la letra “L” del libelo se señala que “Carlos Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Héctor Quiroz Astorga, María Dolores Rufián Lizana y Leonel Vivallos Medina que ostentaban a la época la calidad de empleados o agentes públicos, idearon el ardid de abultar el precio de dos consultorías en $543.562.836 para pagar diferentes sumas de dinero que el Fisco de Chile no se encontraba obligado a solucionar, entre ellos honorarios adicionales o sobresueldos, privando al patrimonio fiscal de una cantidad equivalente a dicha suma. Por su parte, Oscar Araos Guzmán, representante de la empresa ABACO INGENIEROS CONSULTORES LTDA., consiente en abultar el precio de la consultoría y en efectuar los pagos ilegítimos, y a su vez Héctor Peña Véliz, representante de la empresa GATE S.A. consiente en que se utilice su empresa para efectuar la triangulación de pagos ilegítimos”; descripción errada, por lo pronto, porque el único momento en que los citados tuvieron, a la vez, la calidad de empleados o agentes públicos, fue cuando se dictó la Resolución Nº 444, el 6 de diciembre de 1999, y carece de todo fundamento sostener que, para esa fecha, ad portas de una elección presidencial y un cambio completo del Ejecutivo, incluidos los Jefes de Servicios, se hubiera ideado el ardid de abultar un contrato en $543.562.836.-, para ser recaudados durante los dos años siguientes. Por otra parte, si bien es cierto que Rufián Lizana y Vivallos Medina fueron Jefes de la Unidad Ejecutiva de Expropiaciones, nunca coincidieron en el tiempo en dicha repartición.

Además, la demanda civil se aparta de la acusación penal, cuando explica que los demandados habrían ideado el ardid de abultar el predio de las consultorías en $543.563.836.-, “para pagar diferentes sumas de dinero que el Fisco de Chile no se encontraba obligado a solucionar, entre ellos honorarios adicionales o sobresueldos”. Pues bien, ha quedado acreditado en el proceso que la decisión de realizar pagos en calidad de honorarios adicionales o sobresueldos u otras sumas que el Fisco de Chile no se encontraba obligado a solucionar, no la tomaron todos los demandados, sino que sólo y exclusivamente Cruz Lorenzen, quien encargó dichos pagos a Cortés Castro.






Además, señala que debe ser rechazada toda vez que su defendida no tuvo participación en el ilícito, aludiendo a los argumentos dados al contestar las acusaciones formuladas. La hipótesis bajo la que opera la responsabilidad extracontractual del artículo 2.314 del Código Civil es “haber cometido” un delito o cuasidelito. Pues bien, como Rufián Lizana “no ha cometido delito alguno”, no corresponde, bajo ninguna circunstancia, que se le impute responsabilidad civil alguna ni se la condene al pago de indemnización de ninguna especie;

288° Que la defensa de Héctor Peña Véliz y de Luis Jara Núñez en lo principal del escrito que rola a fojas 17.413 y siguientes solicitó el rechazo de la demanda, con costas, porque la base de la acción intentada viene del principio de que toda persona debe indemnizar los perjuicios que sufran terceros, cuando tales perjuicios han sido causados como consecuencia de la violación de un deber jurídico del primero. Así el artículo 2314 del Código Civil dispone que “el que ha cometido un delito o cuasidelito que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización…”. De dicha definición se desprenden los distintos elementos que deben configurarse para que sea procedente la responsabilidad del demandado, que básicamente son, la existencia de un daño imputable a un tercero, la existencia de una relación de causalidad entre el daño o perjuicio causado y el hecho dañoso, elementos todos que deben ser probados por el demandante en autos para poder establecer la obligación de los demandados de indemnizar los perjuicios causados.

Respecto del elemento base que da origen a la eventual responsabilidad civil, esto es la comisión de un delito de estafa o fraude, señala que será desarrollado en la contestación de la acusación fiscal y particulares, pero en esencia expresa desde ya que los hechos que fundan el proceso no configuran delito alguno, y, aún de estimarse configurada alguna figura delictual, sus representados no tienen una participación culpable y penada por la ley. Siendo así no cabe atribuirles responsabilidad civil alguna.


En cuanto a otro de los elementos centrales que exige la responsabilidad civil, el daño, tampoco se configura en la especie, pues, lejos de haberse producido algún daño al ente fiscal, los hechos en que se basa la demanda permitieron el adecuado funcionamiento del aparato estatal y el consiguiente desarrollo de sus funciones, resultando un beneficio para el Fisco de Chile;


289° Que la defensa de Oscar Araos Guzmán, en un otrosí del escrito que rola a fojas 18.018 y siguientes solicitó el rechazo de la demanda, con costas, porque su defendido no ha cometido delito alguno que signifique un detrimento patrimonial para el Fisco, ya que los trabajos contratados con el Ministerio de Obras Públicas fueron ejecutados y por ellos recibió el pago que contractualmente se  estipuló, por lo cual no existe suma de dinero alguna pagada por dicha Secretaría de Estado que no corresponda a la relación contractual con la empresa Ábaco Ingenieros.
De acuerdo a lo expuesto no existen elementos en los hechos y de derecho que justifiquen una demanda civil.


En subsidio de lo anterior, opone la excepción de prescripción de  la acción civil, pues, de conformidad a lo señalado en el articulo 2332 del Código Civil, las acciones civiles para   perseguir la responsabilidad ex delito prescriben en cuatro años “contados desde la perpetración del acto” De modo que transcurrido ese plazo, sin que se haya interrumpido la prescripción, se extinguen las acciones para hacerlas efectivas, transformándose en obligaciones naturales;


290° Que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 2332 del Código Civil, las acciones que concede el título XXXV de dicho cuerpo legal por daño o dolo, prescriben en cuatro años contados desde la perpetración del acto. Dicho término puede experimentar interrupciones, según lo prescribe el artículo 103 bis del Código de Procedimiento Penal, mediante el ejercicio de la acción civil durante el sumario, debidamente cursada;


291° Que la parte del Consejo de Defensa del Estado con fecha 17 de agosto de 2004, según consta en autos a fojas 8.010, ejercitó la correspondiente acción civil destinada a obtener el resarcimiento de los perjuicios sufridos por el patrimonio fiscal, con motivo de los hechos materia de la pesquisa judicial; razón por la que se debe concluir que se interrumpió el término legal para declarar la prescripción de la acción civil,


292° Que, en esas condiciones, y atendido que a Cortés Castro y a Araos Guzmán se le imputan hechos perpetrados el 28 de diciembre de 2001, fecha de emisión de la Resolución de la Dirección General de Obras Públicas signada con el número 399, y a Bartholin Zanetta, Castillo Navasal y a Sapag Chain aquellos perpetrados el 30 de abril de 2001, data en que se dictó el Decreto Supremo signado con el número 450, se debe concluir que procede rechazar la excepción de prescripción extintiva de la acción civil intentada por el Consejo de Defensa del Estado, por el Fisco de Chile, pues, según consta en autos, ejercitó la respectiva acción civil el 17 de agosto de 2004, lo que provocó la interrupción civil del término legal que autoriza declararla.


Sin embargo, corresponde acogerla respecto de Hinojosa Ramírez porque como se le imputan hechos perpetrados el 7 de junio de 1999 y el 27 de julio de 1998, data en que la Dirección General de Obras Públicas dictó las resoluciones que adjudicaron los convenios a Aristos Consultores Ltda., Exe Ingeniería y Software Ltda. y a la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de Chile, se debe concluir que al 17 de agosto de 2004, data del ejercicio de la acción civil por parte del Consejo de Defensa del Estado, por el Fisco de Chile, había ya transcurrido el término de cuatro años establecido en el artículo 2332 del Código Civil;

293° Que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2314 del Código Civil, el que ha cometido un delito o cuasidelito que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización; sin perjuicio de la pena que le impongan las leyes por el delito o cuasidelito; por lo tanto, atendido lo razonado en los considerandos signados con los números 24°, 25°, 26°, 27°, 28°, 60°, 61°, 62°, 63°, 64°, 65°, 66°, 67°, 68°, 69°, 70°, 71°, 72°, 73°, 74°, 75°, 76°, 77°, 78°, 79°, 80°, 81°, 82°, 83°, 84°, y en aquellos en que se rechazan las alegaciones formuladas por la defensa de los acusados, que se reproducen,  corresponde acoger la demanda civil deducida en contra de Carlos Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Roberto Salinas Briones, Héctor Quiroz Astorga, Ramón Silva Améstica, Héctor Peña Véliz, Luis Antonio Jara Núñez, Eduardo Bartholin Zanetta, Gonzalo Castillo Navasal, Nassir Sapag Chain, María Dolores Rufián Lizana y Oscar Araos Guzmán, sólo por lo montos y en las condiciones que se señalarán, acorde a los términos en que fue deducida la demanda y a los razonamientos contenidos en esta sentencia, en particular, los dados respecto de Quiroz Astorga y Rufián Lizana;

294° Que, por consiguiente, corresponde pagar a los demandados las siguientes cantidades:  Carlos Enrique Cruz Lorenzen la suma de $ 799.142.217.-, Sergio Cortés Castro la suma de $ 777.842.217.-, Roberto Salinas Briones la suma de $ 133.700.000.-, Héctor Peña Véliz  la suma de $ 777.842.217.-, Héctor Quiroz Astorga la suma de $ 350.177.717.-, Ramón Silva Améstica la suma de $ 57.925.617.-, Luis Antonio Jara Núñez la suma de $ 150.390.000.-;  Eduardo Bartholin Zanetta, Gonzalo Castillo Navasal y Nassir Sapag Chaín  la suma de $ 21.300.000.-, Oscar Araos Guzmán la suma de $ 543.562.836.-, y María Dolores Rufián Lizana la suma de $ 307.573.953.-. La condena civil es de tipo solidaria entre aquellos que intervinieron en cada uno de los episodios señalados en la demanda civil;

295° Que las sumas ordenadas pagar al Fisco de Chile serán reajustadas en un porcentaje igual a la variación que haya experimentado el Índice de Precios al  Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que  lo suceda o  reemplace, entre las fechas que se indican en la demanda para cada uno de los casos, por resultar más beneficioso para los acusados, salvo en lo que respecta al episodio en que intervino la consultora Diagnos Ltda., pues, en dicho caso, el reajuste deberá ser a contar del 30 de abril de 2001 y no a contar del 30 de diciembre de 1999,  como se señala en el libelo respectivo.


Así, en consecuencia,  la   suma  total  de   $ 22.550.000.- referida al acápite A debe pagarse con reajustes  calculados desde el 31 de diciembre de 2000; la   suma  total  de   $ 42.603.764.- referida al acápite B debe pagarse con reajustes  calculados desde el 31 de diciembre de 2000; la suma  total  de $ 15.000.000- referida al acápite C debe pagarse con reajustes calculados desde el 31 de diciembre de 1999; la suma  total  de $ 12.760.000- referida en el acápite D debe pagarse con reajustes  calculados desde el 31 de diciembre de 2000; la suma  total  de $ 13.000.000- referida en el acápite E debe pagarse con reajustes calculados desde el 31 de diciembre de 2000; la suma  total  de $ 11.520.000- referida en el acápite F debe pagarse con reajustes  calculados desde el 31 de diciembre de 1999; la suma  total  de $ 10.000.000.- referida al acápite G debe pagarse con reajustes  calculados desde el 31 de diciembre de 1999; la suma  total  de $ 16.500.000.- referida al acápite H debe pagarse con reajustes  calculados desde el 31 de diciembre de 1999; la suma  total  de $ 31.405.617- referida al acápite I debe pagarse con reajustes calculados desde el 31 de diciembre de 1999; la suma  total de $ 150.390.000- referida al acápite J debe pagarse con reajustes calculados desde el 31 de diciembre de 2002; la suma  total  de $ 21.300.000.- referida al acápite K debe pagarse con reajustes calculados desde el 30 de abril de 2001; la suma  total  de $ 543.562.836- referida al acápite L debe pagarse con reajustes calculados desde el 31 de diciembre de 2001; y la suma  total  de $ 59.300.000.- referida al acápite M debe pagarse con reajustes  calculados desde el 31 de diciembre de 2000, todos hasta la data del pago efectivo.

Las citadas sumas, debidamente reajustadas, deberán pagarse con intereses corrientes desde la fecha en que la sentencia quede firme o ejecutoriada y hasta su pago efectivo, con costas;

296° Que se concede a los acusados Carlos Cruz Lorenzen, Roberto Salinas Briones, Héctor Quiroz Astorga, Ramón Silva Améstica, Sergio Hinojosa Ramírez, Héctor Peña Véliz, Luis Antonio Jara Núñez, Eduardo Bartholin Zanetta, Gonzalo Castillo Navasal, Nassir Sapag Chain, María Dolores Rufián Lizana y a Oscar Araos Guzmán el beneficio de la remisión condicional de la pena, contemplado en el artículo 3 de la Ley N° 18.216, por concurrir los presupuestos establecidos en su artículo 4. En efecto, la pena privativa de libertad que se les impondrá no excederá de tres años; no han sido condenados anteriormente por crimen o simple delito; los antecedentes personales, conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permiten presumir que no volverán a delinquir, razón por la que no es innecesario un tratamiento o la ejecución efectiva de la pena. Para gozar de dicho beneficio los sentenciados deberán dar cumplimiento a las condiciones impuestas en el artículo 5 de la citada ley, por el término de sus condenas, con excepción de aquella establecida en su letra d), atendido que su imposición, en la práctica, haría ilusorio su goce.

 A Sergio Cortés Castro se concede el beneficio de la libertad vigilada establecido en el artículo 14 de la Ley N° 18.216, por concurrir los requisitos establecidos en su artículo 15, pues la pena privativa de libertad que se le impondrá no excederá de cinco años; no ha sido condenado anteriormente por crimen o simple delito; y su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permiten concluir que un tratamiento en libertad aparece eficaz y necesario para su efectiva readaptación y resocialización, y si bien en el informe evacuado por la autoridad pertinente, agregado a fojas 1.434 y siguiente de los autos signados con el número de rol 15.260 Letra E, no se sugiere el ingreso de Cortés Castro al régimen de la libertad vigilada, se trata de una proposición que se sustenta en razones que se estiman insuficientes y que no se condice con la conducta que ha asumido durante la larga tramitación de este proceso, más aún si en el mismo informe se señala que de los datos obtenidos se infiere la existencia de elementos de índole social relativos a su inserción social y existencia de redes que podrían hacer efectivo un tratamiento en el medio libre. Además, se debe tener presente que Cortés Castro está cumpliendo condenas con el beneficio de la remisión condicional, otorgado por sentencias dictadas en los autos número de rol 15.260 Letras E y L IV, las que deben unificarse en la presente, sin que se haya informado que ha incurrido en conductas u omisiones que haga necesario dejarlo sin efecto. Para gozar de dicho beneficio el sentenciado deberá dar cumplimiento a las condiciones impuestas en el artículo 17 de la citada ley, por el término de cinco años, con excepción de aquella establecida en su letra d), atendido que su imposición, en la práctica, haría ilusorio su goce.

Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo que disponen los artículos 1, 3, 5, 7, 11 números 6 y 9, 14, 15, 16, 17, 18, 21, 24, 25, 29, 30, 50, 51, 52, 68, 68 bis, 69, 103 y 239 del Código Penal, 108, 109, 110, 111, 456 bis, 457, 473, 477, 481, 485, 500, 503, 504 y 533 del de Procedimiento Penal, se declara:

I. En cuanto a las tachas y objeciones.

-Que se rechazan las tachas y objeciones deducidas por la defensa de Rufián Lizana y de Sapag Chain.          

II. En cuanto a la acción penal:

-Que se condena a Carlos Cruz Lorenzen, ya individualizado, a la pena de tres años de presidio menor en su grado medio, suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena y al pago de las costas de la causa, como autor del delito de fraude al Fisco de Chile en calidad de continuado.

-Que se condena a Sergio Cortés Castro, ya individualizado, a la pena única de cinco años de presidio menor en su grado máximo, inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos y la de inhabilitación absoluta para cargos y oficios públicos durante el tiempo de la condena y al pago de las costas de la causa, como autor de los delitos de fraude al Fisco de Chile en calidad de continuado pesquisado en esta causa y en la signada con el número de rol 15.260 Letra R., con el carácter de reiterado en la signada con el número de rol 15.260 Letra E., y como autor del delito de fraude al ente fiscal en la signada con el número de rol 15.260 Letra L IV.

-Que se condena a Roberto Salinas Briones, Sergio Hinojosa Ramírez y a Ramón Silva Améstica, ya individualizados, a la pena de 60 días de prisión en su grado máximo, suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena y al pago de las costas de la causa, como autor del delito de fraude al Fisco de Chile en calidad de continuado.

-Que se condena a Eduardo Bartholin Zanetta y a Gonzalo Castillo Navasal, ya individualizados, a la pena de sesenta y un días de presidio menor en su grado mínimo, suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena y al pago de las costas de la causa, como autor del delito de fraude al Fisco de Chile. 

-Que se condena a  Nassir Sapag Chain, ya individualizado, a la pena de doscientos días de presidio menor en su grado mínimo, suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena y al pago de las costas de la causa, como autor del delito de fraude al Fisco de Chile.

-Que se condena a Héctor Quiroz Astorga, ya individualizado, a la pena de sesenta días de prisión en su grado máximo, suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena y al pago de las costas de la causa, como autor del delito de fraude al Fisco de Chile en calidad de continuado.

-Que se condena a Dolores Rufián Lizana, ya individualizada, a la pena de sesenta días de prisión en su grado máximo, suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena y al pago de las costas de la causa, como autor del delito de fraude al Fisco de Chile. 

-Que se condena a Oscar Araos Guzmán, ya individualizado, a la pena de quinientos cuarenta y un días de presidio menor en su grado medio, suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena y al pago de las costas de la causa, como autor del delito de fraude al Fisco de Chile en calidad de continuado.

-Que se condena a Héctor Peña Véliz, ya individualizado, a la pena de sesenta y un días de presidio menor en su grado mínimo, suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena y al pago de las costas de la causa, como cómplice del delito de fraude al Fisco de Chile en calidad de continuado.

-Que se condena a Luis Jara Núñez, ya individualizado,  a la pena de cuarenta días de prisión en su grado medio, suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena y al pago de las costas de la causa, como encubridor del delito de fraude al Fisco de Chile en calidad de continuado.

-Que se concede a los acusados Carlos Cruz Lorenzen, Roberto Salinas Briones, Héctor Quiroz Astorga, Ramón Silva Améstica, Sergio Hinojosa Ramírez, Héctor Peña Véliz, Luis Antonio Jara Núñez, Eduardo Bartholin Zanetta, Gonzalo Castillo Navasal, Nassir Sapag Chain, María Dolores Rufián Lizana y a Oscar Araos Guzmán el beneficio de la remisión condicional de la pena, debiendo quedar sujetos a la discreta observación y asistencia por la autoridad administrativa durante el tiempo de la condena, y cumplir los requisitos previstos en el artículo 5 de la Ley N° 18.216, con excepción del establecido en su letra d).

-Que se concede a Sergio Cortés Castro el beneficio de la libertad vigilada por el término de cinco años, debiendo quedar sometido a un régimen de libertad a prueba que tenderá a su tratamiento intensivo e individualizado, bajo la vigilancia y orientación permanente de un delegado, y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 17 de la Ley N° 18.216, con excepción del establecido en su letra d).

-Que en el evento que los condenados  Carlos Cruz Lorenzen, Sergio Cortés Castro, Roberto Salinas Briones, Héctor Quiroz Astorga, Ramón Silva Améstica, Sergio Hinojosa Ramírez, Héctor Peña Véliz, Luis Antonio Jara Núñez, Eduardo Bartholin Zanetta, Gonzalo Castillo Navasal, Nassir Sapag Chain, María Dolores Rufián Lizana y  Oscar Araos Guzmán deban cumplir efectivamente la pena corporal impuesta, ésta se contará desde que se presenten o sean habidos, sirviéndoles de abono el tiempo que estuvieron privados de libertad, entre el 7 de enero y 23 de marzo de 2003, 7 de enero y 10 de marzo de 2003, 1 y 3 de abril de 2003,7 y 13 de enero de 2003, 30 de septiembre y 9 de noviembre de 2003, 22 y 24 de abril de 2003,  29 y 30 de diciembre de 2003, según consta de los certificados que rolan a fojas 578 y 30.68, 578 y 2.977, 3.945 y 4.094,  3.947 vta y 4.094, de los autos principales, de fojas 933 y 1.160 del cuaderno signado con la letra E, 4.715 vta y 4.768, 6.730y 6.760 de los autos principales 2977, 3.068, 3.945 y 4.094, 6.730, 6.760, respectivamente.

-Que se absuelve a Leonel Vivallos Medina, Marcos Luraschi Pandolfi, Abdón Naim Pajundakis, Sergio González Tagle, Víctor Rey Pozo, Francisco Aguirre Arias, Jorge Echenique Larraín, Francisco González del Río, Jorge Quiroz Castro, Eduardo Valenzuela Freraut, Luis Arrau del Canto, Alejandro Gutiérrez Arteaga, Francisco Donoso Díaz, Carlos Calderón Pinto, Luis Solar Pinedo, Eduardo Paredes Molina y Yerko General Carrasco, ya individualizados, de las acusaciones formuladas en su contra.

-Que no corresponde emitir pronunciamiento respecto de las acusaciones deducidas en contra de Eduardo Arriagada Moreno, atendido el sobreseimiento definitivo y parcial dictado en autos.

III.En cuanto a la acción civil:

-Que se acoge la excepción de prescripción extintiva de la acción civil deducida por Sergio Hinojosa Ramírez.

-Que se rechaza la excepción de prescripción extintiva de la acción civil deducida por Sergio Cortés Castro, Oscar Araos Guzmán, Eduardo Bartholin Zanetta, Gonzalo Castillo Navasal y Nassir Sapag Chain.

-Que se acoge la demanda civil deducida por el Consejo de Defensa del Estado, por el Fisco de Chile, y se condena a los acusados a pagar lo siguiente: Carlos Enrique Cruz Lorenzen la suma de $ 799.142.217.-, Sergio Cortés Castro la suma de $ 777.842.217.-, Roberto Salinas Briones la suma de $ 133.700.000.-, Héctor Peña Véliz  la suma de $ 777.842.217.-, Héctor Quiroz Astorga la suma de $ 350.177.717.-, Ramón Silva Améstica la suma de $ 57.925.617.-, Luis Antonio Jara Núñez la suma de $ 150.390.000.-;  Eduardo Bartholin Zanetta, Gonzalo Castillo Navasal y Nassir Sapag Chaín  la suma de $ 21.300.000.-, Oscar Araos Guzmán la suma de $ 543.562.836.-, y María Dolores Rufián Lizana la suma de $ 307.573.953.-, de manera solidaria entre aquellos que intervinieron en cada uno de los episodios señalados en la demanda civil; más los reajustes e intereses señalados en el motivo signado con el número 291°.

-Que se rechaza la demanda civil deducida en contra de Leonel Vivallos Medina, Marcos Luraschi Pandolfi, Abdón Naim Pajundakis, Sergio González Tagle, Víctor Rey Pozo, Francisco Aguirre Arias, Jorge Echenique Larraín, Francisco González del Río, Jorge Quiroz Castro, Eduardo Valenzuela Freraut, Luis Arrau del Canto, Alejandro Gutiérrez Arteaga, Francisco Donoso Díaz, Carlos Calderón Pinto, Luis Solar Pinedo, Eduardo Paredes Molina, Yerko General Carrasco y de Eduardo Arriagada Moreno.

Regístrese.

Notifíquese la sentencia a los acusados y, para ello, cíteseles.

Consúltese si no se apelare.

Cúmplase, en su oportunidad, con lo dispuesto en el artículo 509 del Código de Procedimiento Penal.

Rol N° 15.260 

Pronunciada por doña Gloria Ana Chevesich Ruiz, Ministro en Visita Extraordinaria.

Autorizada por doña Lucia Aurora Pineda Luna Secretaria Subrogante.
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